
 
 

 

434 

(REFORMA PUBLICADA EN EL DOF EL  3 DE ENERO DE 1979) 
IV.- Las providencias judiciales que ordenen el secuestro o prohiban la enajenación 
de bienes inmuebles o derechos reales; 
 
(REFORMA PUBLICADA EN LA GODF EL 23 DE JULIO DE 2012) 
V.- Los títulos presentados al Registro Público y cuya inscripción haya sido 
denegada por el registrador en los términos de este Código y la Ley Registral; dicha 
anotación preventiva se hará de oficio y la cual solo constará en el Sistema 
Informático, sin solicitud del interesado y aún cuando no interponga el recurso de 
inconformidad, anotación que caducará en los términos del artículo 3,035 del 
presente Ordenamiento; 
 
(REFORMA PUBLICADA EN LA GODF EL 23 DE JULIO DE 2012) 
VI.- Las fianzas legales o judiciales, de acuerdo con lo establecido en el artículo 
2,852 de este Código, así como las fianzas a que se refieren los artículos 31 y 100 
de la Ley Federal de Instituciones de Fianzas. 
 
(REFORMA PUBLICADA EN LA GODF EL 19 DE JUNIO DE 2013) 
VII. Los convenios emanados del procedimiento de mediación que cumplan con los 
requisitos previstos por el artículo 38 de la Ley de Justicia Alternativa del Tribunal 
Superior de Justicia para el Distrito Federal. 
 
(REFORMA PUBLICADA EN LA GODF EL 18 DE AGOSTO DE 2011) 
VIII.- Las resoluciones judiciales en materia de amparo que ordenen la suspensión 
provisional o definitiva, en relación con bienes inscritos en el Registro Público; 
 
(REFORMA PUBLICADA EN LA GODF EL 18 DE AGOSTO DE 2011) 
IX.- Cualquier otro título que sea anotable, de acuerdo con este Código u otras 
Leyes, y 
 
(ADICIÓN PUBLICASDA EN LA GODF EL 18 DE AGOSTO DE 2011) 
X.- El Certificado del Registro de Deudores Alimentarios Morosos a que se refiere 
el artículo 35 del presente Código. 
 

(REFORMA PUBLICADA EN EL DOF EL 18 DE ENERO DE 1952) 
DE LOS EFECTOS DE LAS ANOTACIONES 

 
(REFORMA PUBLICADA EN EL DOF EL  3 DE ENERO DE 1979) 
ARTÍCULO 3,044.- La anotación preventiva, perjudicará a cualquier adquirente de 
la finca o derecho real a que se refiere la anotación, cuya adquisición sea posterior 
a la fecha de aquella, y en su caso, dará preferencia para el cobro del crédito sobre 
cualquier otro de fecha posterior a la anotación. 
 
(REFORMA PUBLICADA EN LA GODF EL 19 DE JUNIO DE 2013) 
En los casos de las fracciones IV y VIII del artículo 3,043 podrá producirse el cierre 
del registro en los términos de la resolución correspondiente. En el caso de la 
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fracción VI la anotación no producirá otro efecto que el fijado por el artículo 2,854. 
Tratándose del caso de la fracción VII, se producirá igualmente el cierre del registro 
si así fue acordado por los mediados en el convenio respectivo, a efecto de 
garantizar su cumplimiento. El mediador, Secretario Actuario o funcionario del 
centro de justicia alternativa según corresponda, solicitará la cancelación de dicho 
cierre, una vez que las partes se den por satisfechas del cumplimiento de dicho 
convenio. 
 
(DEROGADO EN LA GODF EL 19 DE JUNIO DE 2013) 
 
(REFORMA PUBLICADA EN EL DOF EL  3 DE ENERO DE 1979) 
ARTÍCULO 3,045.- Salvo los casos en que la anotación cierre el registro, los bienes 
inmuebles o derechos reales anotados podrán enajenarse o gravarse, pero sin 
perjuicio del derecho de la persona a cuyo favor se haya hecho la anotación. 
 

(REFORMA PUBLICADA EN EL DOF EL  3 DE ENERO DE 1979) 
DE LA INMATRICULACIÓN 

 
(REFORMA PUBLICADA EN LA GODF EL 23 DE JULIO DE 2012) (FE DE ERRATAS PUBLICADA EN LA 

GODF EL 3 DE AGOSTO DE 2012) 
ARTÍCULO 3,046.- La inmatriculación es la inscripción de la propiedad de un 
inmueble en el Registro Público de la Propiedad, que carece de antecedentes 
registrales y se obtiene por resolución judicial a través de información de dominio. 
Para llevar a cabo el procedimiento de inmatriculación previsto en este Código, es 
requisito que dicho Registro emita, durante el procedimiento de que se trate, un 
certificado que acredite que el bien a inmatricularse no esté inscrito en esa 
institución. 
 

(REFORMA PUBLICADA EN EL DOF EL  7 DE ENERO DE 1988) 
INMATRICULACIÓN POR RESOLUCIÓN JUDICIAL 

 
(REFORMA PUBLICADA EN EL DOF EL  7 DE ENERO DE 1988) 
ARTÍCULO 3,047.- En el caso de la información de dominio a que se refiere el inciso 
a) de la fracción I del artículo anterior, el que haya poseído bienes inmuebles por el 
tiempo y con las condiciones exigidas para prescribirlos establecidas en el Libro 
Segundo, Título Séptimo, Capítulo II del Código Civil, y no tenga título de propiedad 
o, teniéndolo no sea susceptible de inscripción por defectuoso, podrá ocurrir ante el 
Juez competente para acreditar la prescripción rindiendo la información respectiva, 
en los términos de las disposiciones aplicables del Código de Procedimientos 
Civiles. 
 
Comprobados debidamente los requisitos de la prescripción, el Juez declarará que 
el poseedor se ha convertido en propietario en virtud de la prescripción y tal 
declaración se tendrá como título de propiedad y será inscrita en el Registro Público 
de la Propiedad. 
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(REFORMA PUBLICADA EN LA GODF EL 23 DE JULIO DE 2012) 

ARTÍCULO 3,048.- SE DEROGA   
 
(REFORMA PUBLICADA EN LA GODF EL 23 DE JULIO DE 2012) 
ARTÍCULO 3,049.- SE DEROGA  
 

(REFORMA PUBLICADA EN EL DOF EL  7 DE ENERO DE 1988) 
INMATRICULACIÓN POR RESOLUCIÓN ADMINISTRATIVA 

 
(REFORMA PUBLICADA EN LA GODF EL 23 DE JULIO DE 2012) 
ARTÍCULO 3,050.- El Director del Registro Público de la Propiedad ordenará de 
plano la inmatriculación cuando se trate de: 
 
a) La inscripción del decreto por el que se incorpore al dominio público del Distrito 
Federal un inmueble; 
 
b) La inscripción del decreto por el que se desincorpore del dominio público un 
inmueble, o se trate del título expedido con base en ese decreto; 
 
c) La inscripción de parcelas sobre las que se adoptó el dominio pleno en los 
términos de la Ley Agraria, bastando la copia certificada de la resolución del Tribunal 
Agrario. 
 
(REFORMA PUBLICADA EN LA GODF EL 23 DE JULIO DE 2012) 
ARTÍCULO 3,051.- SE DEROGA   
 
(REFORMA PUBLICADA EN LA GODF EL 23 DE JULIO DE 2012) 
ARTÍCULO 3,052.- SE DEROGA  
 
(REFORMA PUBLICADA EN LA GODF EL 23 DE JULIO DE 2012) 
ARTÍCULO 3,053.- SE DEROGA  
 
(REFORMA PUBLICADA EN LA GODF EL 23 DE JULIO DE 2012) 
ARTÍCULO 3,054.- SE DEROGA  
 

(REFORMA PUBLICADA EN EL DOF EL  7 DE ENERO DE 1988) 
DISPOSICIONES COMUNES 

 
(REFORMA PUBLICADA EN LA GODF EL 23 DE JULIO DE 2012) 
ARTÍCULO 3,055.- SE DEROGA  
 
(REFORMA PUBLICADA EN LA GODF EL 23 DE JULIO DE 2012) 
ARTÍCULO 3,056.- Una vez ordenada judicialmente la inmatriculación de la 
propiedad de un inmueble y cubierto el pago de los derechos respectivos, se hará 
la inscripción en el folio correspondiente. 
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(REFORMA PUBLICADA EN LA GODF EL 23 DE JULIO DE 2012) 
ARTÍCULO 3,057.- La inmatriculación realizada mediante resolución judicial, no 
podrá modificarse o cancelarse, sino en virtud de mandato judicial contenido en 
sentencia firme, dictada en juicio en que haya sido parte el Titular del Registro 
Público de la Propiedad. 
 
(REFORMA PUBLICADA EN EL DOF EL  7 DE ENERO DE 1988) 
ARTÍCULO 3,058.- No se inscribirán las informaciones judiciales o administrativas 
de posesión, ni las de dominio cuando se violen los programas de desarrollo urbano 
o las declaratorias de usos, destinos o reservas de predios, expedidos por la 
autoridad competente, o no se hayan satisfecho las disposiciones legales aplicables 
en materia de división y ocupación de predios, a menos que se trate de programas 
de regularización de la tenencia de la tierra aprobados por la autoridad. 
 

(REFORMA PUBLICADA EN EL DOF EL  3 DE ENERO DE 1979) 
DEL SISTEMA REGISTRAL 

 
(REFORMA PUBLICADA EN LA GODF EL 23 DE JULIO DE 2012) 
ARTÍCULO 3,059.- La Ley Registral establecerá el sistema conforme al cual 
deberán llevarse los folios del Registro Público y practicarse los asientos. 
 
El Registro Público deberá operar con un sistema informático, mediante el cual se 
realice la captura, almacenamiento, custodia, seguridad, consulta, reproducción, 
verificación y transmisión de la información contenida en el acervo registral. 
 
La primera inscripción de cada finca será de dominio. 
 
(ADICIÓN PUBLICADA EN LA GODF EL 23 DE JULIO DE 2012) 
ARTÍCULO 3,059 BIS.- Los folios en que se practiquen los asientos serán 
electrónicos. 
 
El procedimiento de anotación o inscripción se sujetará a lo dispuesto por este 
Código y el artículo 41 de la Ley Registral. 
 
(REFORMA PUBLICADA EN EL DOF EL  3 DE ENERO DE 1979) 
ARTÍCULO 3,060.- Los asientos y notas de presentación expresarán: 
 
I.- La fecha y número de entrada; 
 
(REFORMA PUBLICADA EN LA GODF EL 23 DE JULIO DE 2012) 
II.- La naturaleza del documento y el nombre del notario o funcionario que lo haya 
autorizado; 
 
III.- La naturaleza del acto o negocio de que se trate; 



 
 

 

438 

 
IV.- Los bienes o derechos objeto del título presentado, expresando su cuantía, si 
constare; y 
 
V.- Los nombres y apellidos de los interesados. 
 
(REFORMA PUBLICADA EN LA GODF EL 23 DE JULIO DE 2012) 
ARTÍCULO 3,061.- Los asientos de inscripción deberán expresar además de lo 
señalado en el artículo que precede, lo siguiente: 
 
(REFORMA PUBLICADA EN LA GODF EL 23 DE JULIO DE 2012) 
I.- SE DEROGA  
 
(REFORMA PUBLICADA EN EL DOF EL  3 DE ENERO DE 1979) 
II.- La naturaleza, extensión y condiciones del derecho de que se trate; 
 
(REFORMA PUBLICADA EN LA GODF EL 23 DE JULIO DE 2012) 
III.- El valor de los bienes o derechos a que se refiere la fracción anterior, cuando 
conforme a este Código y la Ley Registral deban expresarse en el título. 
 
(REFORMA PUBLICADA EN LA GODF EL 23 DE JULIO DE 2012) 
IV.- Tratándose de hipotecas, la obligación garantizada; la época en que podrá 
exigirse su cumplimiento; el importe de ella o la cantidad máxima asegurada cuando 
se trate de obligaciones de monto indeterminado; y los intereses determinados o 
determinables conforme a lo pactado en el instrumento, si se causaren, y la fecha 
desde que deban correr; 
 
(REFORMA PUBLICADA EN LA GODF EL 23 DE JULIO DE 2012) 
V.- Los nombres de las personas físicas o en su caso la denominación o razón social 
de las personas morales a cuyo favor se haga la inscripción y de aquellas de quienes 
procedan inmediatamente los bienes. Cuando el título exprese las generales, el 
Registro Federal de Contribuyentes o la Clave Única de Registro de Población de 
los interesados, se hará mención de dichos datos en la inscripción. 
 
(REFORMA PUBLICADA EN EL DOF EL  3 DE ENERO DE 1979) 
VI.- La naturaleza del hecho o negocio jurídico; y 
 
(REFORMA PUBLICADA EN LA GODF EL 23 DE JULIO DE 2012) 
VII.- La fecha del título, número si lo tuviere y el notario o funcionario que lo haya 
autorizado. 
 
(ADICIÓN PUBLICADA EN LA GODF EL 23 DE JULIO DE 2012) 
Si el título presentado contiene lo señalado anteriormente, el registrador no podrá 
solicitar información o documento adicional. 
 
(REFORMA PUBLICADA EN EL DOF EL  3 DE ENERO DE 1979) 
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ARTÍCULO 3,062.- Las anotaciones preventivas contendrán las circunstancias que 
expresa el artículo anterior, en cuanto resulten de los documentos presentados y, 
por lo menos, la finca o derecho anotado, la persona a quien favorezca la anotación 
y la fecha de ésta. 
 
Las que deban su origen a embargo o secuestro, expresarán la causa que haya 
dado lugar a aquellas y el importe de la obligación que los hubiere originado. 
 
(REFORMA PUBLICADA EN LA GODF EL 25 DE MAYO DE 2000) 
Las que provengan de una declaración de expropiación, limitación de dominio u 
ocupación de bienes inmuebles, mencionarán la fecha del decreto respectivo, la de 
su publicación en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y el fin de utilidad pública que 
sirva de causa a la declaración. 
 
(REFORMA PUBLICADA EN EL DOF EL  3 DE ENERO DE 1979) 
ARTÍCULO 3,063.- Los asientos de cancelación de una inscripción o anotación 
preventiva, expresarán: 
 
(REFORMA PUBLICADA EN LA GODF EL 23 DE JULIO DE 2012) 
I.- La clase de documento en virtud del cual se practique la cancelación, su fecha y 
número si lo tuviere y el nombre del notario o quien lo solicite, así como el nombre 
del funcionario que lo autorice; 
 
II.- La causa por la que se hace la cancelación; 
 
III.- El nombre y apellidos de la persona a cuya instancia o con cuyo consentimiento 
se verifique la cancelación; 
 
IV.- La expresión de quedar cancelado total o parcialmente el asiento de que se 
trate; y 
 
V.- Cuando se trate de cancelación parcial, la parte que se segregue o que haya 
desaparecido del inmueble, o la que reduzca el derecho y la que subsista. 
 
(ADICIÓN PUBLICADA EN LA GODF EL 23 DE JULIO DE 2012) 
Si el título presentado contiene lo señalado anteriormente, el registrador no podrá 
solicitar información o documento adicional. 
 
(REFORMA PUBLICADA EN EL DOF EL  3 DE ENERO DE 1979) 
ARTÍCULO 3,064.- Las anotaciones deberán contener las indicaciones para 
relacionar entre sí las fincas o asientos a que se refieren y, en su caso, el hecho 
que se trate de acreditar; y el documento en cuya virtud se extienda. 
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(REFORMA PUBLICADA EN EL DOF EL  3 DE ENERO DE 1979) 
ARTÍCULO 3,065.- Los requisitos que según los artículos anteriores deban contener 
los asientos, podrán omitirse cuando ya consten en otros del registro de la finca, 
haciéndose sólo referencia al asiento que los contenga. 
 
(REFORMA PUBLICADA EN LA GODF EL 23 DE JULIO DE 2012) 
ARTÍCULO 3,066.- Todos los asientos, de la clase que fueren, deberán ir firmados 
por el registrador y expresar la fecha en que se practiquen, así como el número de 
entrada y trámite de la solicitud, su fecha y hora 
 
(REFORMA PUBLICADA EN LA GODF EL 23 DE JULIO DE 2012) 
ARTÍCULO 3,067.- Los asientos del Registro Público no surtirán efecto mientras no 
estén firmados por el registrador o funcionario que lo substituya; en caso de omisión 
se subsanará en los términos del artículo 58 y demás aplicables de la Ley Registral. 
 
(REFORMA PUBLICADA EN EL DOF EL  3 DE ENERO DE 1979) 
Los asientos podrán anularse por resolución judicial con audiencia de los 
interesados, cuando substancialmente se hubieren alterado dichos asientos, así 
como en el caso de que se hayan cambiado los datos esenciales relativos a la finca 
de que se trate, o a los derechos inscritos o al titular de éstos, sin perjuicio de lo 
establecido respecto a la rectificación de errores, inexactitudes u omisiones. 
 
(REFORMA PUBLICADA EN EL DOF EL  3 DE ENERO DE 1979) 
ARTÍCULO 3,068.- La nulidad de los asientos a que se refiere el artículo anterior, 
no perjudicará el derecho anteriormente adquirido por un tercero, protegido con 
arreglo al artículo 3,009. 
 

(ADICIÓN PUBLICADA EN EL DOF EL  3 DE ENERO DE 1979) 
CAPITULO IV 

DEL REGISTRO DE OPERACIONES SOBRE BIENES MUEBLES 
 

(REFORMA PUBLICADA EN LA GODF EL 23 DE JULIO DE 2012) 
ARTÍCULO 3,069.- SE DEROGA  
 
(REFORMA PUBLICADA EN LA GODF EL 23 DE JULIO DE 2012) 
ARTÍCULO 3,070.- SE DEROGA  
 

(REFORMA PUBLICADA EN EL DOF EL  3 DE ENERO DE 1979) 
CAPITULO V 

DEL REGISTRO DE PERSONAS MORALES 
 
(REFORMA PUBLICADA EN EL DOF EL  3 DE ENERO DE 1979) 
ARTÍCULO 3,071.- En los folios de las personas morales se inscribirán: 
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(REFORMA PUBLICADA EN LA GODF EL 23 DE JULIO DE 2012) 
I.- Los instrumentos por los que se constituyan, reformen, disuelvan y liquiden las 
sociedades y asociaciones civiles y sus estatutos; 
 
(REFORMA PUBLICADA EN EL DOF EL 24 DE DICIEMBRE DE 1996) 
II.- Los instrumentos que contengan la protocolización de los estatutos de 
asociaciones y sociedades extranjeras de carácter civil y de sus reformas, previa 
autorización en los términos de los artículos 17 y 17 A de la Ley de Inversión 
Extranjera; y 
 
(REFORMA PUBLICADA EN LA GODF EL  25 DE MAYO DE 2000) 
III.- Las instituciones, fundaciones y asociaciones de asistencia privada. 
 
(REFORMA PUBLICADA EN EL DOF EL  3 DE ENERO DE 1979) 
ARTÍCULO 3,072.- Las inscripciones referentes a la constitución de personas 
morales, deberán contener los datos siguientes: 
 
I.- El nombre de los otorgantes; 
 
II.- La razón social o denominación; 
 
III.- El objeto, duración y domicilio; 
 
IV.- El capital social, si lo hubiere y la aportación con que cada socio deba contribuir; 
 
V.- La manera de distribuirse las utilidades y pérdidas, en su caso; 
 
VI.- El nombre de los administradores y las facultades que se les otorguen; 
 
VII.- El carácter de los socios y de su responsabilidad ilimitada cuando la tuvieren; 
y 
 
VIII.- La fecha y la firma del registrador. 
 
(REFORMA PUBLICADA EN LA GODF EL 23 DE JULIO DE 2012) 
ARTÍCULO 3,073.- Las demás inscripciones que se practiquen en los folios de las 
personas morales, expresarán los datos esenciales del acto o contrato según 
resulten del título respectivo. Los acuerdos sociales que reformen cualquiera de los 
datos mencionados en alguna de las fracciones II a VII del artículo anterior, deberán 
inscribirse en el folio respectivo previa protocolización ante Notario, si así 
procediera. 
 
(REFORMA PUBLICADA EN EL DOF EL  3 DE ENERO DE 1979) 
ARTÍCULO 3,074.- Las inscripciones que se practiquen en los folios relativos a 
bienes muebles y personas morales no producirán más efectos que los señalados 
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en los artículos 2,310, fracción II; 2,312, 2,673, 2,694 y 2,859 de este Código, y les 
serán aplicables a los registros las disposicoines (sic) relativas a los bienes 
inmuebles, en cuanto sean compatibles con la naturaleza de los actos o contratos 
materia de éste y del anterior capítulo y con los efectos que las inscripciones 
producen. 
 

ARTÍCULOS TRANSITORIOS 
 
(REFORMA PUBLICADA EN EL DOF EL 01  DE SEPTIEMBRE DE 1932) 
ARTÍCULO 1o. Este Código comenzará a regir el 1o. de octubre de 1932. 
 
ARTÍCULO 2o. Sus disposiciones regirán los efectos jurídicos de los actos 
anteriores a su vigencia, si con su aplicación no se violan derechos adquiridos. 
 
ARTÍCULO 3o. La capacidad jurídica de las personas se rige por lo dispuesto en 
este Código, aun cuando modifique o quite la que antes gozaban; pero los actos 
consumados por personas capaces quedan firmes, aun cuando se vuelvan 
incapaces conforme a la presente ley. 
 
ARTÍCULO 4o. Los bienes adquiridos antes de la vigencia de la Ley de Relaciones 
Familiares, por matrimonios celebrados bajo el régimen de sociedad legal, 
constituyen una copropiedad de los cónyuges, si la sociedad no se liquidó conforme 
a lo dispuesto en el artículo 4o. transitorio de la citada ley; cesando la sociedad de 
producir sus efectos desde que esa ley entró en vigor. 
 
ARTÍCULO 5o. Los tutores y los albaceas ya nombrados, garantizarán su manejo 
de acuerdo con las disposiciones de este Código, dentro del plazo de seis meses 
contados desde que entre en vigor, so pena de que sean removidos de su cargo, si 
no lo hacen. 
 
ARTÍCULO 6o. Las disposiciones de este Código se aplicarán a los plazos que 
estén corriendo para prescribir, hacer declaraciones de ausencia, presunciones de 
muerte o para cualquiera otro acto jurídico, pero el tiempo transcurrido se computará 
aumentándolo o disminuyéndolo en la misma proporción en que se haya aumentado 
o disminuído el nuevo término fijado por la presente ley. 
 
ARTÍCULO 7o. Las disposiciones del Código Civil anterior sobre Registro Público y 
su Reglamento, seguirán aplicándose en todo lo que no sean contrarias a las 
prevenciones del presente Código, mientras no se expida el nuevo Reglamento del 
Registro Público. 
 
ARTÍCULO 8o. Los contratos de censo y de anticresis celebrados bajo el imperio 
de la legislación anterior, continuarán regidos por las disposiciones de esa 
legislación. 
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La dote ya constituída será regida por las disposiciones de la ley bajo la que se 
constituyó y por las estipulaciones del contrato relativo. 
 
ARTÍCULO 9o. Queda derogada la legislación civil anterior; pero continuarán 
aplicándose las leyes especiales federales que reglamenten materia civil y las 
disposiciones del Código Civil anterior que la presente ley expresamente ordene 
que continúen en vigor. 
 

DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN  
1 DE SEPTIEMBRE DE 1932 

 
EL DECRETO DE REFORMAS CON ANTELACIÓN CITADO, NO SEÑALA 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS EN RELACIÓN CON LA PUESTA EN 
VIGENCIA DEL TEXTO MODIFICADO; EN CONSECUENCIA, SERÁN 
APLICABLES SUPLETORIAMENTE LAS REGLAS GENERALES DE 
INTERPRETACIÓN DE LAS NORMAS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 3o. DEL 
CÓDIGO CIVIL VIGENTE PARA EL DISTRITO FEDERAL EN MATERIA COMÚN 
Y PARA TODA LA REPÚBLICA EN MATERIA FEDERAL. 
 

DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
31 DE MARZO DE 1938 

 
EL DECRETO DE REFORMAS CON ANTELACIÓN CITADO, NO SEÑALA 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS EN RELACIÓN CON LA PUESTA EN 
VIGENCIA DEL TEXTO MODIFICADO; EN CONSECUENCIA, SERÁN 
APLICABLES SUPLETORIAMENTE LAS REGLAS GENERALES DE 
INTERPRETACIÓN DE LAS NORMAS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 3o. DEL 
CÓDIGO CIVIL VIGENTE PARA EL DISTRITO FEDERAL EN MATERIA COMÚN 
Y PARA TODA LA REPÚBLICA EN MATERIA FEDERAL. 
 

DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
20 DE ENERO DE 1940 

 
EL DECRETO DE REFORMAS CON ANTELACIÓN CITADO, NO SEÑALA 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS EN RELACIÓN CON LA PUESTA EN 
VIGENCIA DEL TEXTO MODIFICADO; EN CONSECUENCIA, SERÁN 
APLICABLES SUPLETORIAMENTE LAS REGLAS GENERALES DE 
INTERPRETACIÓN DE LAS NORMAS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 3o. DEL 
CÓDIGO CIVIL VIGENTE PARA EL DISTRITO FEDERAL EN MATERIA COMÚN 
Y PARA TODA LA REPÚBLICA EN MATERIA FEDERAL. 
 
 
 



 
 

 

444 

DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
11 DE NOVIEMBRE DE 1943 

 
DECRETO DE 24 DE SEPTIEMBRE DE 1943, QUE PRORROGA EN EL DISTRITO 
FEDERAL, POR EL TIEMPO QUE DURE LA GUERRA EN QUE SE ENCUENTRA 
EL PAÍS, TODA CLASE DE CONTRATOS DE ARRENDAMIENTO DE CASAS-
HABITACIÓN VIGENTES. 
 
ARTÍCULO 1o.- El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente de su 
publicación en el "Diario Oficial" de la Federación. 
 
ARTÍCULO 2o.- Los juicios de desocupación por terminación del contrato de 
arrendamiento que estén pendientes al entrar en vigor el presente, se sobrescerán 
(sic). 
 
ARTÍCULO 3o.- Los términos que estuvieron corriendo de conformidad con el 
artículo 2478 del Código Civil para dar por terminado un arrendamiento por tiempo 
indefinido, se suspenderán y no surtirán efectos los avisos dados por arrendadores 
a los inquilinos, notificándoles su voluntad de dar por terminado el arrendamiento.  
 

DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
9 DE JUNIO DE 1944 

 
DECRETO DE 15 DE MAYO DE 1944, QUE PRORROGA LOS CONTRATOS DE 
ARRENDAMIENTO DE CASA HABITACIÓN EN LOS TERRITORIOS FEDERALES 
EN BENEFICIO DE LOS INQUILINOS, MIENTRAS DURE EL ESTADO DE 
GUERRA. 
 
ARTÍCULO 1o.- El presente Decreto entrará en vigor diez días después de su 
publicación en el "Diario Oficial" de la Federación. 
 
ARTÍCULO 2o.- Los juicios de desocupación por terminación del contrato de 
arrendamiento que estén pendientes al entrar en vigor el presente, se sobreseerán. 
 
ARTÍCULO 3o.- Los términos que estuvieron corriendo de conformidad con el 
artículo 2478 del Código Civil para dar por terminado un arrendamiento por tiempo 
indefinido, se suspenderán y no surtirán efectos los avisos dados por arrendadores 
a los inquilinos, notificándoseles su voluntad de dar por terminado el arrendamiento. 
 

DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
23 DE FEBRERO DE 1946 

 
EL DECRETO DE REFORMAS CON ANTELACIÓN CITADO, NO SEÑALA 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS EN RELACIÓN CON LA PUESTA EN 
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VIGENCIA DE LOS TEXTOS MODIFICADOS; EN CONSECUENCIA, SERÁN 
APLICABLES SUPLETORIAMENTE LAS REGLAS GENERALES DE 
INTERPRETACIÓN DE LAS NORMAS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 3o. DEL 
CÓDIGO CIVIL VIGENTE PARA EL DISTRITO FEDERAL EN MATERIA COMÚN 
Y PARA TODA LA REPÚBLICA EN MATERIA FEDERAL. 
 

DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
14 DE ENERO DE 1948 

 
ARTÍCULOS TRANSITORIOS DE LA LEY FEDERAL SOBRE EL DERECHO DE 
AUTOR. 
 
SE TRANSCRIBEN ÚNICAMENTE LOS TRANSITORIOS DEL DECRETO DE 
REFORMAS QUE SE RELACIONAN CON LA LEY. 
 
ARTÍCULO PRIMERO.- Esta ley entrará en vigor a los quince días de su publicación 
en el "Diario Oficial" de la Federación. 
 
ARTÍCULO SEGUNDO.- Queda derogado el Título Octavo del Libro Segundo del 
Código Civil vigente y todas las disposiciones que se opongan a la presente Ley, 
excepto para regir las violaciones ocurridas antes de la vigencia de ésta. 
 

DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
27 DE FEBRERO DE 1951 

 
EL DECRETO DE REFORMAS CON ANTELACIÓN CITADO, NO SEÑALA 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS EN RELACIÓN CON LA PUESTA EN 
VIGENCIA DEL TEXTO MODIFICADO; EN CONSECUENCIA, SERÁN 
APLICABLES SUPLETORIAMENTE LAS REGLAS GENERALES DE 
INTERPRETACIÓN DE LAS NORMAS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 3o. DEL 
CÓDIGO CIVIL VIGENTE PARA EL DISTRITO FEDERAL EN MATERIA COMÚN 
Y PARA TODA LA REPÚBLICA EN MATERIA FEDERAL. 
 

DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
18 DE ENERO DE 1952 

 
ARTÍCULO 1o.- El presente decreto entrará en vigor al mismo tiempo que el nuevo 
Reglamento del Registro Público que se expida, en la fecha que fije el Ejecutivo. 
 
ARTÍCULO 2o.- Sus disposiciones se aplicarán a los actos y contratos y a los títulos 
y documentos de fecha anterior a su vigencia, siempre que su aplicación no resulte 
retrospectiva. 
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ARTÍCULO 3o.- Al entrar en vigor el presente decreto, el Director del Registro 
Público de la Propiedad del Distrito Federal y los registradores de los Territorios, 
harán entrega a los encargados de los Archivos de Notarías de sus respectivas 
jurisdicciones, de los testamentos ológrafos depositados en el Registro, mediante 
relación detallada de los mismos, entregándoles igualmente los libros de registro y 
los índices en donde se encuentren anotados dichos testamentos, para su guarda 
y depósito. 
 
ARTÍCULO 4o.- Las personas casadas bajo el régimen de sociedad conyugal, 
tendrán un plazo de seis meses a partir de la fecha en que este decreto entre en 
vigor para inscribir en el registro relativo a los inmuebles, derechos reales sobre los 
mismos u otros derechos inscribibles o anotables, esta circunstancia. Pasado este 
plazo se aplicará a toda inscripción hecha en el registro lo dispuesto en el artículo 
3012. 
 
ARTÍCULO 5o.- Quedan derogadas las disposiciones del Código Civil de 1932, que 
se opongan al presente decreto. 
 

DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
9 DE ENERO DE 1954 

 
El presente decreto entrará en vigor diez días después de la fecha de su publicación 
en el "Diario Oficial" de la Federación. 
 

DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
15 DE DICIEMBRE DE 1954 

 
EL DECRETO DE REFORMA CON ANTELACIÓN CITADO, NO SEÑALA 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS EN RELACIÓN CON LA PUESTA EN 
VIGENCIA DEL TEXTO MODIFICADO; EN CONSECUENCIA, SERÁN 
APLICABLES SUPLETORIAMENTE LAS REGLAS GENERALES DE 
INTERPRETACIÓN DE LAS NORMAS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 3o. DEL 
CÓDIGO CIVIL VIGENTE PARA EL DISTRITO FEDERAL EN MATERIA COMÚN 
Y PARA TODA LA REPÚBLICA EN MATERIA FEDERAL. 
 

DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
31 DE DICIEMBRE DE 1954 

 
EL DECRETO DE REFORMA CON ANTELACIÓN CITADO, NO SEÑALA 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS EN RELACIÓN CON LA PUESTA EN 
VIGENCIA DEL TEXTO MODIFICADO; EN CONSECUENCIA, SERÁN 
APLICABLES SUPLETORIAMENTE LAS REGLAS GENERALES DE 
INTERPRETACIÓN DE LAS NORMAS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 3o. DEL 
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CÓDIGO CIVIL VIGENTE PARA EL DISTRITO FEDERAL EN MATERIA COMÚN 
Y PARA TODA LA REPÚBLICA EN MATERIA FEDERAL. 

 
DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 

30 DE DICIEMBRE DE 1966 
 
Primero.- El presente Decreto entrará en vigos (sic) tres días después de su 
publicación en el "Diario Oficial" de la Federación. 
 
Segundo.- Se derogan las disposiciones legales que se opongan al presente 
Decreto. 
 

DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
17 DE ENERO DE 1970 

 
DECRETO QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 77, 78, 79, 363, 368, 390, 391, 397 
FRACCIÓN III, 398, 403, 405 FRACCIÓN I Y 406 FRACCIONES I Y II DEL CÓDIGO 
CIVIL PARA EL DISTRITO Y TERRITORIOS FEDERALES EN MATERIA COMÚN 
Y PARA TODA LA REPÚBLICA EN MATERIA FEDERAL. 
 
UNICO.- Este Decreto entrará en vigor tres días después de la fecha de su 
publicación en el "Diario Oficial" de la Federación. 
 

DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
17 DE ENERO DE 1970 

 
DECRETO QUE REFORMA LA FRACCIÓN VIII DEL ARTÍCULO 511 DEL CÓDIGO 
CIVIL PARA EL DISTRITO Y TERRITORIOS FEDERALES EN MATERIA COMÚN 
Y PARA TODA LA REPÚBLICA EN MATERIA FEDERAL. 
 
ARTÍCULO UNICO.- La presente reforma entrará en vigor al tercer día de su 
publicación en el "Diario Oficial" de la Federación. 
 

DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
28 DE ENERO DE 1970 

 
ARTÍCULO UNICO.- El presente decreto surtirá sus efectos a los tres días de su 
publicación en el "Diario Oficial" de la Federación. 
 

DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
24 DE MARZO DE 1971 

 
ARTÍCULO UNICO.- Este decreto entrará en vigor en la misma fecha que las 
reformas a la Ley Orgánica de Tribunales de Justicia del Fuero Común del Distrito 
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y Territorios Federales, aprobadas por el H. Congreso de la Unión en el presente 
período extraordinario de sesiones. 
 

DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
4 DE ENERO DE 1973 

 
ARTÍCULO UNICO.- Este Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación 
en el "Diario Oficial" de la Federación. 
 

DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
14 DE MARZO DE 1973 

 
ARTÍCULO UNICO.- Este decreto entrará en vigor treinta días después de su 
publicación en el Diario Oficial de la Federación. 
 

DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
28 DE DICIEMBRE DE 1973 

 
PRIMERO.- Las presentes reformas entrarán en vigor treinta días después de su 
publicación en el "Diario Oficial" de la Federación. 
 
SEGUNDO.- Al entrar en vigor el Decreto de 31 de Diciembre de 1951, publicado 
en el "Diario Oficial" el 18 de Enero de 1952, el Artículo 3018 que se reforma en este 
Decreto, tomará el número que le corresponda. 
 
TERCERO.- Se derogan las disposiciones legales que se opongan al contenido de 
este Decreto. 
 

DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
23 DE DICIEMBRE DE 1974 

 
ARTÍCULO UNICO.- El presente Decreto entrará en vigor noventa días después de 
su publicación en el "Diario Oficial" de la Federación. 
 

DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
31 DE DICIEMBRE DE 1974 

 
UNICO.- El presente Decreto entrará en vigor sesenta días después de su 
publicación en el "Diario Oficial" de la Federación. 
 

DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
22 DE DICIEMBRE DE 1975 
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UNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente al de su publicación 
en el "Diario Oficial" de la Federación. 
 

DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
30 DE DICIEMBRE DE 1975 

 
UNICO.- El presente Decreto entrará en vigor a los treinta días de su publicación en 
el "Diario Oficial" de la Federación. 
 

DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
29 DE JUNIO DE 1976 

 
ARTÍCULO UNICO.- Este Decreto entrará en vigor quince días después de su 
publicación en el "Diario Oficial" de la Federación. 
 

DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
29 DE DICIEMBRE DE 1976 

 
ARTÍCULO UNICO.- El presente Decreto entrará en vigor a los treinta días de su 
publicación en el "Diario Oficial" de la Federación. 
 

DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
3 DE ENERO DE 1979 

 
ARTÍCULO PRIMERO.- El presente decreto, por lo que hace al Registro Público 
entrará en vigor al tercer día de su publicación en el "Diario Oficial" de la Federación 
y, por lo que hace al sistema que habrá de seguirse en la Oficina Central y en los 
Juzgados del Registro Civil, treinta días después de su publicación en el propio 
"Diario Oficial". 
 
ARTÍCULO SEGUNDO.- Quedan derogadas las disposiciones legales que se 
opongan al presente Decreto y se abroga el que reforma varios artículos del Código 
Civil para el Distrito Federal, en Materia Común, y para toda la República, en Materia 
Federal, así como el Título II de la Tercera Parte del Libro Cuarto de este mismo 
Código, de fecha 31 de diciembre de 1951 publicado en el "Diario Oficial" de la 
Federación el 18 de enero de 1952. 
 
ARTÍCULO TERCERO.- Las disposiciones de este decreto se aplicarán a los actos, 
contratos, títulos y documentos de fecha anterior a su vigencia, siempre que no sean 
en perjuicio de los interesados. 
 
ARTÍCULO CUARTO.- Al entrar en vigor el presente decreto en el Distrito Federal, 
el Director del Registro Público hará entrega al encargado del Archivo General de 
Notarías de los testamentos ológrafos depositados en el citado Registro Público, 
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mediante acta que contenga la relación detallada de los mismos y de los libros e 
índices en que consten anotados. 
 

DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
31 DE DICIEMBRE DE 1982 

 
ARTÍCULO UNICO.- Este Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación 
en el Diario Oficial de la Federación. 
 

DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
27 DE DICIEMBRE DE 1983 

 
DECRETO QUE REFORMA, ADICIONA Y DEROGA DIVERSAS DISPOSICIONES 
DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO FEDERAL EN MATERIA COMÚN, Y 
PARA TODA LA REPÚBLICA EN MATERIA FEDERAL (ARTÍCULO 17); DEL 
CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL, DE LA 
LEY ORGÁNICA DE LOS TRIBUNALES DE JUSTICIA DEL FUERO COMÚN DEL 
DISTRITO FEDERAL; Y DEL CÓDIGO DE COMERCIO. 
 
ARTÍCULO PRIMERO.- El presente ordenamiento entrará en vigor el día 1o. de 
octubre de 1984. 
 

DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
27 DE DICIEMBRE DE 1983 

 
DECRETO QUE REFORMA Y DEROGA DIVERSAS DISPOSICIONES 
CONTENIDAS EN EL CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO FEDERAL EN 
MATERIA COMÚN, Y PARA TODA LA REPÚBLICA EN MATERIA FEDERAL, Y EN 
EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL. 
 
SE TRANSCRIBEN ÚNICAMENTE LOS TRANSITORIOS DEL DECRETO DE 
REFORMAS QUE SE RELACIONAN CON EL CÓDIGO. 
 
ARTÍCULO PRIMERO.- El presente Ordenamiento entrará en vigor 90 días después 
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 
 

DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
7 DE FEBRERO DE 1985 

 
DECRETO DE REFORMAS Y ADICIONES A DIVERSAS DISPOSICIONES 
RELACIONADAS CON INMUEBLES EN ARRENDAMIENTO. 
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TRANSITORIO PRIMERO.- Los contratos celebrados con anterioridad a la 
promulgación del presente decreto continuarán en vigor respecto al término pactado 
por las partes. 
 
DECRETO DE REFORMAS Y ADICIONES A DIVERSAS DISPOSICIONES 
RELACIONADAS CON INMUEBLES EN ARRENDAMIENTO. 
 
UNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en 
el Diario Oficial de la Federación. 
 

DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
10 DE ENERO DE 1986 

 
ARTÍCULO UNICO.- Las presentes reformas al Código Civil para el Distrito Federal 
en Materia Común y para toda la República en Materia Federal, entrarán en vigor el 
día de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

 
DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 

7 DE ENERO DE 1988 
 
DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSOS ARTÍCULOS 
DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO FEDERAL EN MATERIA COMÚN Y 
PARA TODA LA REPÚBLICA EN MATERIA FEDERAL. 
 
ARTÍCULO PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al siguiente día de su 
publicación en el Diario Oficial de la Federación. 
 
ARTÍCULO SEGUNDO.- El Ejecutivo Federal y el Jefe del Departamento del Distrito 
Federal dictarán las disposiciones administrativas para cumplimentar lo dispuesto 
en el presente Decreto. 
 
ARTÍCULO TERCERO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan al 
presente Decreto. 
 
ARTÍCULO CUARTO.- En las inmatriculaciones de inmuebles por resolución del 
Director del Registro Público de la Propiedad que se hayan realizado en un plazo 
mayor a cinco años de anterioridad a la entrada en vigor de las presentes reformas 
y adiciones, los interesados podrán solicitar la inscripción de dominio 
correspondiente, con sujeción a lo dispuesto por el artículo 3055 del Código Civil 
para el Distrito Federal en Materia Común y para toda la República en Materia 
Federal. 
 
En aquellas en que aún no se cumpla el término establecido, los interesados podrán 
hacer la solicitud respectiva en el momento en que se satisfaga este requisito. 
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ARTÍCULO QUINTO.- Las solicitudes de inmatriculación por resolución del Director 
del Registro Público de la Propiedad que se encuentren en trámite a la entrada en 
vigor de estas reformas y adiciones, deberán ajustarse al procedimiento que 
establecen los artículos 3052 y 3053 que se reforman. 
 

DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
7 DE ENERO DE 1988 

 
DECRETO POR EL QUE SE REFORMA Y ADICIONA EL CÓDIGO CIVIL PARA EL 
DISTRITO FEDERAL EN MATERIA COMÚN Y PARA TODA LA REPÚBLICA EN 
MATERIA FEDERAL. 
 
UNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente al de su publicación 
en el Diario Oficial de la Federación. 
 

DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
23 DE JULIO DE 1992 

 
PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación 
en el Diario Oficial de la Federación. 
 
SEGUNDO.- Las declaraciones de incapacidad o de nombramiento de tutor que 
actualmente se encuentra (sic) en trámite ante los tribunales competentes, en sus 
resoluciones que se dicten respecto de los motivos que les dieron origen y causa, 
deberán apegarse al texto de los artículos reformados, debiendo declarar en sus 
puntos resolutivos el tipo de incapacidad que padezca la persona. 
 

DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
21 DE JULIO DE 1993 

 
(REFORMA PUBLICADA EN EL DOF EL 19 DE OCTUBRE DE 1998)  

PRIMERO.- Las disposiciones contenidas en el presente decreto entrarán en vigor 
el 19 de abril del año 1999, salvo lo dispuesto por los transitorios siguientes. 
 
(REFORMA PUBLICADA EN EL DOF EL 23 DE SEPTIEMBRE DE 1993) 

SEGUNDO.- Las disposiciones del presente decreto se aplicarán a partir del 19 de 
octubre de 1993, únicamente cuando se trate de inmuebles que: 
 
I.- No se encuentren arrendados al 19 de octubre de 1993; 
 
II.- Se encuentren arrendados al 19 de octubre de 1993, siempre que sean para uso 
distinto del habitacional, o 
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III.- Su construcción sea nueva, siempre que el aviso de terminación sea posterior 
al 19 de octubre de 1993. 
 
(REFORMA PUBLICADA EN EL DOF EL 19 DE OCTUBRE DE 1998)  

TERCERO.- Los juicios y procedimientos judiciales y administrativos actualmente 
en trámite, así como los que se inicien antes del 19 de abril de 1999 derivados de 
contratos de arrendamiento de inmuebles para habitación y sus prórrogas, que no 
se encuentren en los supuestos establecidos en el transitorio anterior, se regirán 
hasta su conclusión, por las disposiciones del Código de Procedimientos Civiles 
para el Distrito Federal y de la Ley Federal de Protección al Consumidor, vigentes 
con anterioridad al 19 de octubre de 1993. 
 

DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
23 DE SEPTIEMBRE DE 1993 

 
UNICO.- El presente decreto entrará en vigor el 19 de octubre de 1993. 
 

DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
6 DE ENERO DE 1994 

 
PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación 
en el Diario Oficial de la Federación. 
 
SEGUNDO.- Todas las referencias en la Ley del Notariado para el Distrito Federal, 
al Departamento del Distrito Federal se entenderán hechas a las autoridades del 
Distrito Federal; las relativas a libro autorizado y fojas, se tendrán hechas a folios, y 
cuando se haga alusión a notas marginales se entenderán notas complementarias. 
 
TERCERO.- Los notarios deberán empezar a formar el protocolo bajo el nuevo 
sistema de folios, a más tardar el día 1o. de mayo de 1994. Dentro de ese plazo, se 
podrán autorizar a los notarios los libros necesarios. Transcurrido dicho plazo, los 
notarios asentarán la razón de terminación de cada libro después de la última 
escritura pasada y cancelarán las hojas no utilizadas, si las hubiere. 
 
CUARTO.- La numeración de los instrumentos con la que cada notario iniciará el 
uso del protocolo a que se refieren las presentes reformas, será la que continúe al 
último instrumento asentado en los libros que dejarán de usarse. 
 
QUINTO.- Los folios del Protocolo Abierto Especial actualmente en uso, serán 
utilizados por los notarios hasta que se terminen. 
 
SEXTO.- En los casos en que con anterioridad a la entrada en vigor del presente 
Decreto, se hubieren otorgado escrituras de adquisición de los inmuebles a que se 
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refiere el artículo 1549-BIS del Código Civil, los propietarios podrán instituir uno o 
más legatarios en los términos establecidos por dicho artículo. 
 

DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
10 DE ENERO DE 1994 

 
SE TRANSCRIBEN ÚNICAMENTE LOS TRANSITORIOS DEL DECRETO DE 
REFORMAS QUE SE RELACIONAN CON EL CÓDIGO. 
 
PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor el primero de febrero de mil 
novecientos noventa y cuatro. 
 
CUARTO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente decreto. 
 

DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
24 DE MAYO DE 1996 

 
SE TRANSCRIBEN ÚNICAMENTE LOS TRANSITORIOS DEL DECRETO DE 
REFORMAS QUE SE RELACIONAN CON EL CÓDIGO. 
 
CUARTO.- Las reformas previstas en el artículo quinto entrarán en vigor al día 
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 
 

DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
24 DE DICIEMBRE DE 1996 

 
SE TRANSCRIBEN ÚNICAMENTE LOS TRANSITORIOS DEL DECRETO DE 
REFORMAS QUE SE RELACIONAN CON EL CÓDIGO. 
 
PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación 
en el Diario Oficial de la Federación, salvo lo previsto en el artículo siguiente. 
 

DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
30 DE DICIEMBRE DE 1997 

 
PRIMERO.- Este Decreto entrará en vigor a los treinta días de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación. 
 
SEGUNDO.- Los procedimientos de carácter civil que se encuentren pendientes de 
resolución a la entrada en vigor del presente Decreto, se substanciarán y resolverán 
conforme a las disposiciones vigentes al momento de su inicio. 
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DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
28 DE MAYO DE 1998 

 
PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación 
en el Diario Oficial de la Federación.  
 
SEGUNDO.- Las adopciones que se encuentren en trámite a la fecha de publicación 
de las presentes reformas se resolverán de acuerdo con las disposiciones vigentes 
hasta antes de la publicación del presente Decreto.  
 
No obstante, si en las adopciones que actualmente se tramitan hubiere la voluntad 
del adoptante de obtener la adopción plena, podrá seguirse el procedimiento 
establecido por el presente Decreto. 
 
Las adopciones realizadas con anterioridad a la entrada en vigor del presente 
Decreto podrán convertirse a plenas, de acuerdo con los requisitos y procedimientos 
establecidos por este Decreto. 
 

DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
19 DE OCTUBRE DE 1998 

 
UNICO.- El presente Decreto entrará en vigor el mismo día de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación. 
 

GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL 
17 DE ABRIL DE 1999 

 
UNICO.- El presente decreto entrará en vigor el mismo día de su publicación en la 
Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 

GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL 
28 DE ABRIL DE 2000 

 
Único.- El presente Decreto entrará en vigor el mismo día de su publicación en la 
Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 

GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL 
25 DE MAYO DE 2000 

 
Artículo Primero.- El presente Decreto entrará en vigor el primero de junio del año 
2000. 
 
Artículo Segundo.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y en el Diario 
Oficial de la Federación para su mayor difusión. 
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GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL 

17 DE ENERO DE 2002 
 
Primero.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y en el Diario Oficial 
de la Federación para su mayor difusión. 
 
Segundo.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación. 
 

GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL 
16 DE ENERO DE 2003 

 
PRIMERO.- Túrnese al Jefe de Gobierno del Distrito Federal para su promulgación 
y publicación en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y para su mayor difusión en el 
Diario Oficial de la Federación. 
 
SEGUNDO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación 
en la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 

GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL 
13 DE ENERO DE 2004 

 
ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor 60 días naturales después de su 
publicación en la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 

GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL 
9 DE JUNIO DE 2004 

 
PRIMERO. Remítase al Jefe de Gobierno del distrito Federal para su publicación en 
la Gaceta Oficial del Distrito Federal, y para su mayor difusión también en el Diario 
Oficial de la Federación, en los términos previstos por el artículo 49 del Estatuto de 
Gobierno del Distrito Federal. 
 
SEGUNDO. Las presentes reformas y adiciones entrarán en vigor al día siguiente 
de su publicación en la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 
TERCERO. Se derogan todas aquellas disposiciones que contravengan lo 
establecido en la presente Ley. 
 

GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL 
6 DE SEPTIEMBRE DE 2004 

 
ARTÍCULO PRIMERO.- Publíquese en la Gaceta Oficial de Distrito Federal y en el 
Diario Oficial de la Federación para su mayor difusión. 
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ARTÍCULO SEGUNDO.- El presente decreto entrará en vigor a los noventa días 
siguientes a su publicación en la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 
ARTÍCULO TERCERO.- Las presentes disposiciones se aplicarán a todos los 
procedimientos judiciales y administrativos en trámite ante las autoridades 
correspondientes y de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 94 de Código de 
Procedimientos Civiles del DF; los interesados podrán promover los beneficios que 
le concede la presente Ley. 
 

GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL 
22 DE JULIO DE 2005 

 
PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor a los quince días de su publicación 
en la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 
SEGUNDO.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y para su mayor 
difusión en el Diario Oficial del Distrito Federal. 
 

GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL 
28 DE OCTUBRE DE 2005 

 
PRIMERO.- Remítase al Jefe de Gobierno para su debida promulgación y 
publicación en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y para mayor difusión en el 
Diario Oficial de la Federación. 
 
SEGUNDO.- La presente reforma entrará en vigor a partir del día siguiente de su 
publicación en la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 

GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL 
3 DE MAYO DE 2006 

 
PRIMERO.- Remítase al Jefe de Gobierno para su debida promulgación y 
publicación en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y para mayor difusión en el 
Diario Oficial de la Federación. 
 
SEGUNDO.- La presente reforma entrará en vigor a partir del día siguiente de su 
publicación en la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 

GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL 
19 DE MAYO DE 2006 

 
PRIMERO.- La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en 
la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
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SEGUNDO.- Se deroga el último párrafo del artículo 1916 y el artículo 1916 BIS del 
Código Civil para el Distrito Federal. 
 
TERCERO.- Se deroga el Título Décimo Tercero referente a "Delitos contra la 
intimidad personal y la inviolabilidad del secreto" Capítulo I "Violación de la Intimidad 
personal", Artículo 212 sin menoscabo de lo establecido en el 213 quedando el 
Título como "Inviolabilidad del secreto" y el Título Décimo Cuarto del Código Penal 
para el Distrito Federal nominado: "Delitos contra el honor" Artículos 214, 215, 216, 
217, 218 y 219. 
 
CUARTO.- Los juicios en materia civil que se estén tramitando antes de la entrada 
en vigor de la presente ley se sujetarán en los sustantivo a la ley vigente al momento 
en que ocurrieron los hechos. Los de materia penal se sobreseerán al momento de 
la entrada en vigor de la presente ley. En cuanto al procedimiento las partes de 
común acuerdo podrán solicitar al Juez que tenga a su cargo el caso, la continuación 
del procedimiento en los términos de la presente ley. 
 
QUINTO.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y para su mayor 
difusión en el Diario Oficial de la Federación. 
 

GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL 
7 DE JUNIO DE 2006 

 
PRIMERO. Publíquese el presente Decreto en la Gaceta Oficial del Distrito Federal 
y en el Diario Oficial de la Federación para su mayor difusión. 
 
SEGUNDO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación 
en la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 
TERCERO. Se derogan todas aquellas disposiciones que se opongan al presente 
Decreto. 
 

GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL 
17 DE ENERO DE 2007 

 
PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación 
en la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 
SEGUNDO.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y para su mayor 
difusión en el Diario Oficial de la Federación. 
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GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL 
2 DE FEBRERO DE 2007 

 
PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al siguiente día de su publicación 
en la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 
SEGUNDO.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y para su mayor 
difusión en el Diario Oficial de la Federación. 
 

GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL 
15 DE MAYO DE 2007 

 
ÚNICO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en 
la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 

GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL 
4 DE ENERO DE 2008 

 
Artículo Primero.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal para su 
observancia y aplicación. 
 
Artículo Segundo.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su 
publicación en la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 
Artículo Tercero.- El Gobierno del Distrito Federal a través del Sistema para el 
Desarrollo Integral de la Familia emitirá los Lineamientos de Operación y 
Seguimiento para el cuidado y atención de los menores en situación de desamparo, 
dentro de los treinta días naturales siguientes a la publicación del decreto. 
 
Artículo Cuarto.- El Gobierno del Distrito Federal a través del Sistema para el 
Desarrollo Integral de la Familia emitirá dentro de los 120 días siguientes a la fecha 
de publicación del presente decreto, el Reglamento a que se refiere el artículo 494-
D. 
 
Artículo Quinto.- La Asamblea Legislativa del Distrito Federal considerará una 
partida presupuestal de recursos financieros suficientes para asegurar la atención, 
cuidado y protección de los menores en situación de desamparo en el ejercicio 
presupuestal de 2008 y años subsecuentes. 
 

GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL 
13 DE MARZO DE 2008 

 
SE TRANSCRIBEN ÚNICAMENTE LOS TRANSITORIOS DEL DECRETO DE 
REFORMAS QUE SE RELACIONAN CON EL CÓDIGO. 
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PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor el día primero de julio del año dos 
mil ocho. 
 
SEGUNDO.- La Asamblea Legislativa del Distrito Federal, autorizará a la 
Administración Pública del Distrito Federal, los recursos materiales y financieros 
necesarios para que la Consejería Jurídica y de Servicios Legales, dé cumplimiento 
al contenido de este Decreto. 
... 
 
SEXTO.- El Jefe de Gobierno del Distrito Federal deberá emitir los ordenamientos 
administrativos necesarios para instrumentar el presente Decreto, para que entren 
en vigor el mismo día que este instrumento. 
... 

GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL 
3 DE OCTUBRE DE 2008 

 
ARTÍCULO PRIMERO.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y para 
mayor difusión en el Diario Oficial de la Federación. 
 
ARTÍCULO SEGUNDO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su 
publicación en la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 
ARTÍCULO TERCERO.- Por lo que hace a los juicios de divorcio en trámite, será 
potestativo para cualquiera de las partes acogerse a las reformas establecidas en 
el presente decreto y, en su caso, seguirán rigiéndose con las disposiciones 
vigentes anteriores a la publicación del presente decreto hasta en tanto hayan 
concluido en su totalidad. 
 

GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL 
10 DE OCTUBRE DE 2008 

 
Primero.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 
Segundo.- El presente decreto entrará en vigor a los treinta días hábiles siguientes 
de su publicación en la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 
Tercero.- Los juicios actualmente en trámite que tengan por objeto la rectificación o 
modificación de las actas el (sic) estado civil de las personas continuarán 
tramitándose en la vía en que hayan sido admitidos. 
 
Cuarto.- A partir de la publicación del presente Decreto, el Jefe del Gobierno de 
Distrito Federal deberá realizar las adecuaciones jurídicas administrativas 
necesarias, en un plazo de sesenta días naturales. 
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GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL 

21 DE OCTUBRE DE 2008 
 
SE TRANSCRIBE ÚNICAMENTE EL TRANSITORIO QUE SE RELACIONA CON 
EL CÓDIGO. 
 
PRIMERO.- La presente ley entrará en vigor a partir del 1° de enero del año 2009. 
 
SEGUNDO.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y para su mayor 
difusión en el Diario Oficial de la Federación. 
 
TERCERO.- Los asuntos que se encuentren en trámite en las dependencias, 
entidades o en la Contraloría General del Distrito Federal, relacionados con la 
indemnización a los particulares, derivada de las faltas administrativas en que 
hubieran incurrido los servidores públicos, se atenderán hasta su total terminación 
de acuerdo a las disposiciones aplicables a la fecha en que inició el procedimiento 
administrativo correspondiente. 
 
CUARTO.- Los asuntos que se encuentren en trámite ante las Salas del Tribunal de 
los (sic) Contencioso Administrativo del Distrito Federal, relacionados con la 
responsabilidad patrimonial de dicha entidad federativa, se atenderán hasta su total 
terminación, de acuerdo a las disposiciones aplicables a la fecha en que inició el 
juicio contencioso-administrativo correspondiente. 
 
QUINTO.- El Decreto de Presupuesto de Egresos para el ejercicio fiscal del año 
2009 deberá contener el monto y las partidas que se destinarán a cubrir los 
compromisos derivados de la responsabilidad patrimonial de los Entes Públicos, 
órganos locales de gobierno del Distrito Federal, entidades, dependencias, órganos 
político administrativos y órganos autónomos. 
... 
 
SÉPTIMO.- La reforma al artículo 1927 del Código Civil para el Distrito Federal, 
entrará en vigor el 1º de enero de 2009. 
 

GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL 
4 DE DICIEMBRE DE 2008 

 
ARTÍCULO PRIMERO. Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 
ARTÍCULO SEGUNDO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su 
publicación. 
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GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL 
29 DE DICIEMBRE DE 2009 

 
Primero.- El presente decreto entrará en vigor a los 45 días hábiles de su publicación 
en la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 
Segundo.- A partir de la publicación del presente Decreto, el Jefe de Gobierno del 
Distrito Federal deberá realizar las adecuaciones jurídicas administrativas 
correspondientes, en un plazo no mayor a 45 días hábiles. 
 
Tercero.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y para mayor difusión 
en el Diario Oficial de la Federación. 
 
Cuarto.- Notifíquese por los conductos pertinentes el presente decreto al Jefe de 
Gobierno del Distrito Federal, al Presidente del Tribunal Superior de Justicia del 
Distrito Federal, al Presidente de la Comisión de Derechos Humanos del Distrito 
Federal. 
 

GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL 
22 DE ENERO DE 2010 

  
PRIMERO.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal para su debida 
difusión. 
 
SEGUNDO.- Se abrogan todas las disposiciones que se opongan al presente 
Decreto. 
 
TERCERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación 
en la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 

GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL 
14 DE MAYO DE 2010 

 
PRIMERO.- La presente Ley entrará en vigor al día siguiente al de su publicación 
en la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 
SEGUNDO.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y para su mayor 
difusión en el Diario Oficial de la Federación. 
 

GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL 
29 DE JULIO DE 2010 

 
Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en 
la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
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Segundo. Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y para su mayor 
difusión en el Diario Oficial del (sic) la Federación. 
 

GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL 
27 DE ENERO DE 2011 

 
PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su 
publicación en la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 
SEGUNDO.- Se abroga la actual Ley de Propiedad en Condominio de Inmuebles 
para el Distrito Federal, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 31 de 
diciembre de 1998 y el 07 de enero de 1999 en la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 
TERCERO.- El Jefe de Gobierno del Distrito Federal, contará con 60 días hábiles a 
partir de la publicación de la presente Ley para emitir su Reglamento. 
 
CUARTO.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y para mayor difusión 
en el Diario Oficial de la Federación. 
 

GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL 
15 DE JUNIO DE 2011 

 
Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente a su publicación en la 
Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 
Segundo. Todos los procesos iniciados con anterioridad a la entrada en vigor a la 
presente reforma se concluirán conforme a las disposiciones anteriores. 
 
Tercero. Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y para su mayor 
difusión en el Diario Oficial de la Federación. 
 

GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL 
24 DE JUNIO DE 2011 

 
DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 267 FRACCIÓN VI DEL 
CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO FEDERAL 
 
Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente a su publicación en la 
Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 
Segundo. Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y para su mayor 
difusión en el Diario Oficial de la Federación. 
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GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL 
24 DE JUNIO DE 2011 

 
DECRETO POR EL QUE SE REFORMA Y ADICIONA UN SEGUNDO PÁRRAFO 
A LA FRACCIÓN IV, ASÍ COMO LAS FRACCIONES VI, VII Y VIII DEL ARTÍCULO 
444 DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO FEDERAL. 
 
Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente a su publicación en la 
Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 
Segundo. Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y para su mayor 
difusión en el Diario Oficial de la Federación. 
 

GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL 
18 DE AGOSTO DE 2011 

 
Primero.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y para su mayor 
difusión en el Diario Oficial de la Federación. 
 
Segundo.- El presente Decreto entrará en vigor a los 30 días siguientes de su 
publicación. 
 
Tercero.- Se concede un plazo de noventa días, a partir de la entrada en vigor del 
presente decreto, para que se realicen las adecuaciones necesarias al Reglamento 
del Registro Civil. 
 

GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL 
9 DE MAYO DE 2012 

 
Primero.- El presente decreto entrara en vigor al día siguiente de su publicación. 
 
Segundo.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y en el Diario Oficial 
de la Federación para su mayor difusión. 
 

GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL 
15 DE MAYO DE 2012 

 
PRIMERO.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y para su mayor 
difusión en el Diario Oficial de la Federación 
 
SEGUNDO.- El presente decreto entrara en vigor al día siguiente de su Publicación 
en la Gaceta Oficial del Distrito Federal 
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GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL 
1 DE JUNIO DE 2012 

 
Primero.- La presente reforma entrará en vigor al día siguiente de su publicación en 
la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 
Segundo.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y en el Diario Oficial 
de la Federación para su mayor difusión. 
 

GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL 
12 DE JUNIO DE 2012 

 
DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 2149 DEL CÓDIGO CIVIL 
PARA EL DISTRITO FEDERAL. 
 
Primero.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en 
la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 
Segundo.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y en el Diario Oficial 
de la Federación para su mayor difusión. 
 

GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL 
12 DE JUNIO DE 2012 

 
DECRETO POR EL QUE SE A ADICIONAN DOS PÁRRAFOS AL ARTÍCULO 36 Y 
UN PÁRRAFO IN FINE AL ARTÍCULO 48 DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO 
FEDERAL. 
 
Primero.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en 
la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 
Segundo.- El Jefe de Gobierno del Distrito Federal, realizará los convenios 
necesarios para hacer efectiva la observancia del presente Decreto, y emitirá las 
modificaciones correspondientes al Reglamento del Registro Civil del Distrito 
Federal. 
 
Tercero.- Publíquese en la Gaceta Oficial de Distrito Federal y en el Diario Oficial 
de la Federación para su mayor difusión. 
 

GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL 
23 DE JULIO DE 2012 

 
DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS 
DISPOSICIONES DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO FEDERAL... 
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Primero.- Aquellos testamentos públicos cerrados, públicos simplificados, ológrafos, 
privados, militares o marítimos que hayan sido otorgados con anterioridad al 
presente decreto, subsistirán en sus términos y para su apertura y declaración de 
ser formal testamento se substanciarán de conformidad con las disposiciones 
vigentes al momento de su otorgamiento. 
 
Segundo.- Las presentes reformas entrarán en vigor al día siguiente de su 
publicación en la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 
Tercero.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y para su mayor 
difusión en el Diario Oficial de la Federación. 
 

GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL 
23 DE JULIO DE 2012 

 
DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS 
DISPOSICIONES DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO FEDERAL. 
 
Primero.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en 
la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 
Segundo.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente decreto. 
 
Tercero.- Los procesos registrales en curso, en lo que favorezcan a los interesados, 
deberán ajustarse a las disposiciones del presente Decreto. 
 
Cuarto.- Los recursos en trámite a la entrada en vigor del presente Decreto, se 
acogerán a las disposiciones del mismo, en lo que beneficie al usuario del servicio 
registral. 
 
Quinto.- Los documentos ingresados que obren en el Registro con una antigüedad 
mayor de doce años, contados a partir de la publicación del presente Decreto que 
no hayan sido retirados por los interesados, deberán remitirse al Archivo General 
del Gobierno del Distrito Federal. Lo mismo procederá con los trámites con la misma 
antigüedad. 
 
Sexto.- En virtud de la supresión de los artículos referentes a la Inmatriculación 
Administrativa por parte del Director General, en todos aquellos folios anteriores al 
año de 1982 que hayan sido creados por Inmatriculación Administrativa, se 
entenderán como titulares de los mismos aquellos que se indiquen como 
poseedores o bien como propietarios, sin necesidad de ninguna otra resolución. 
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Séptimo.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y en el Diario Oficial 
de la Federación para su mayor difusión. 
 
Octavo.- Respecto de las anotaciones preventivas que señala el artículo 3043 
fracción V, se empezarán a realizar hasta el primer día hábil de enero del 2013 a 
efecto de elaborar las modificaciones necesarias en el Sistema Informático con el 
que opera el Registro Público de la Propiedad. 
 

GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL 
18 DE JUNIO DE 2013 

 
PRIMERO. Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 
SEGUNDO. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación 
en la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 
TERCERO. Se derogan las disposiciones que se opongan al presente Decreto. 
 

GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL   
19 DE JUNIO DE 2013 

 
PRIMERO. Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 
SEGUNDO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su 
publicación en la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 
TERCERO. El Jefe de Gobierno del Distrito Federal contará con un plazo de 180 
días contados a partir de la entrada en vigor del presente decreto para expedir las 
modificaciones que correspondan al Reglamento de la Ley Registral de Distrito 
Federal. 
 
CUARTO. El Consejo de la Judicatura del Distrito Federal, deberá expedir las 
modificaciones que correspondan al Reglamento Interno del Centro de Justicia 
Alternativa del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, y las Reglas del 
Mediador Privado en un plazo de 180 días a partir de la entrada en vigor del presente 
decreto. 
 
QUINTO. Los mediadores privados con certificación y registro vigente ante el 
Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, deberán someterse 
obligatoriamente para conservar el registro a un procedimiento de capacitación y 
actualización en razón de la entrada en vigor del presente decreto. 
 
SEXTO. Para su mayor difusión, ordénese su publicación en el Boletín Judicial del 
Tribunal Superior de Justicia del 
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Distrito Federal. 
 
SÉPTIMO. Se derogan las disposiciones que se opongan al presente Decreto. 
 

GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL 
08 DE AGOSTO DE 2013 

 
ARTÍCULO PRIMERO.- Remítase al Jefe de Gobierno para su publicación en la 
Gaceta Oficial del Distrito Federal y para su mayor difusión en el Diario Oficial de la 
Federación. 
 
ARTÍCULO SEGUNDO.- El presente decreto entrará en vigor el día siguiente de su 
publicación en la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 
ARTÍCULO TERCERO.- Se derogan todas aquellas disposiciones que resulten 
contrarias al contenido del presente Decreto. 
 

GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL 
09 DE MAYO DE 2014 

 
PRIMERO.- Túrnese el presente Decreto al Jefe de Gobierno para efectos de su 
promulgación y publicación. 
 
SEGUNDO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación 
en la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 

GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL 
20 DE JUNIO DE 2014 

 
PRIMERO.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y en el Diario Oficial 
de la Federación para su mayor publicación. 
 
SEGUNDO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación 
en la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 
TERCERO.- Se derogan todas aquellas disposiciones que se opongan al presente 
Decreto. 
 
CUARTO. El Jefe de Gobierno deberá realizar las adecuaciones necesarias al 
Reglamento de la Ley Registral y del Registro Público de la Propiedad y de 
Comercio del Distrito Federal, en un plazo de sesenta días hábiles que se contarán 
a partir del día de su publicación. 
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QUINTO. El proceso registral en curso, deberá ajustarse a las disposiciones del 
presente Decreto. 
 
SEXTO. Los recursos en trámite a la entrada en vigor del presente Decreto se 
acogerán a las disposiciones del mismo, en lo que beneficie al usuario del servicio 
registral. 
 

GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL 
28 DE JULIO DE 2014 

 
PRIMERO.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y en el Diario Oficial 
de la Federación para su mayor publicación. 
 
SEGUNDO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación 
en la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 
TERCERO.- El Jefe de Gobierno tendrá un plazo de noventa días a partir de la 
entrada en vigor del presente Decreto, para realizar las modificaciones necesarias 
al Reglamento del Registro Civil del Distrito Federal. 
 

GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL 
31 DE OCTUBRE DE 2014 

 
PRIMERO.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y en el Diario Oficial 
de la Federación para su mayor publicación. 
 
SEGUNDO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación 
en la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 
TERCERO.- El Jefe de Gobierno deberá realizar las modificaciones necesarias al 
Reglamento del Registro Civil del Distrito Federal, dentro de los sesenta días 
siguientes a la publicación del presente Decreto. 
 

GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL 
28 DE NOVIEMBRE DE 2014 

 
PRIMERO.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 
SEGUNDO.- El presente Decreto se tomará como referencia para el diseño e 
integración del paquete económico correspondiente al ejercicio fiscal 2015 y entrará 
en vigor junto con dicho paquete, a excepción de lo dispuesto en los artículos 
SEGUNDO y CUADRAGÉSIMO OCTAVO del presente Decreto relacionado con la 
materia Electoral, que entrarán en vigor al día siguiente a aquél en que concluya el 
proceso electoral 2014-2015 del Distrito Federal. 
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TERCERO.- Las reformas contenidas en el presente decreto no se aplicarán de 
manera retroactiva en perjuicio de persona alguna, respecto de las sanciones y 
multas administrativas, conceptos de pago, montos de referencia y demás 
supuestos normativos que se hayan generado o impuesto de manera previa a la 
entrada en vigor del presente decreto. 
 
CUARTO.- Las referencias que se hagan del salario mínimo en las normas locales 
vigentes, incluso en aquellas pendientes de publicar o de entrar en vigor, se 
entenderán hechas a la Unidad de Cuenta de la Ciudad de México, a partir de la 
entrada en vigor del presente Decreto. 
 

GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL 
18 DE DICIEMBRE DE 2014 

 
PRIMERO.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 
SEGUNDO.- El presente Decreto entrará en vigor en los términos establecidos en 
la Declaratoria de la Incorporación del Sistema Procesal Penal Acusatorio y del 
Código Nacional de Procedimientos Penales al orden jurídico del Distrito Federal, 
publicada en la Gaceta Oficial el día 20 de agosto del presente año, así como su Fe 
de Erratas y Aclaratoria de Fe de Erratas, publicadas en la Gaceta Oficial, los días 
21 y 22 de agosto del 2014. 
 
TERCERO.- Los asuntos iniciados con anterioridad a la entrada en vigor del 
presente decreto, se tramitarán conforme a las disposiciones anteriores, que le sean 
aplicables. 
 
CUARTO.- La reforma al Código de Instituciones y Procedimientos Electorales del 
Distrito Federal prevista en el presente Decreto, entrará en vigor al día siguiente a 
aquél en que concluya el proceso electoral local de 2014-2015 en el Distrito Federal. 
 

GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL 
05 DE FEBRERO DE 2015 

 
ÚNICO.- El presente decreto entrará en vigor a los 30 días de su publicación en la 
Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 

GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL 
10 DE MARZO DE 2015 

 
PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor a partir del 1° de enero de 2015. 
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SEGUNDO. El Ejecutivo local deberá incorporar, por conducto de la Secretaría de 
Finanzas, a partir del proyecto de presupuesto de Egresos del Distrito Federal para 
el Ejercicio Fiscal 2015, el presupuesto necesario para la correcta entrada en vigor 
del presente Decreto. 
 
TERCERO. El Ejecutivo local, por conducto de la Secretaría de Finanzas, diseñará 
la estructura financiera necesaria para dotar de recursos con carácter de 
permanente a las disposiciones contenidas en el presente Decreto. 
 
CUARTO. Los entes ejecutores de gasto que participan en la presente Ley deberán 
de remitir a las Secretaría de Finanzas, a más tardar el 30 de octubre de 2014 los 
requerimientos presupuestales necesarios a efecto de que dicha Secretaría esté en 
posibilidades de dar cumplimiento a lo dispuesto en los Transitorios Segundo y 
Tercero. 
 
QUINTO. Para la ejecución de la presente Ley, la Asamblea Legislativa del Distrito 
Federal aprobará el presupuesto necesario y suficiente que permita a las distintas 
instancias involucradas llevar acabo de manera óptima sus responsabilidades de 
conformidad con las atribuciones que les han sido conferidas en la presente Ley y 
demás normatividad aplicable. 
 
SEXTO. La Secretaría Técnica del Consejo Promotor de los Derechos de las Niñas 
y los Niños, en sesión plenaria integrará la Comisión de Cuidados Alternativos en 
un plazo máximo de 120 días naturales contados a partir de la entrada en vigor de 
la presente Ley. 
 
SÉPTIMO. El Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia deberá analizar la 
situación jurídica de todas las niñas, niños y adolescentes que se encuentren 
institucionalizados a la entrada en vigor de la presente Ley, de conformidad con las 
disposiciones contenidas en el presente ordenamiento, con la finalidad de que se 
determine la modalidad de acogimiento más adecuada conforme a su interés 
superior. Lo anterior no podrá exceder un plazo mayor a 18 meses, a partir de la 
entrada en vigor de esta Ley. 
 
OCTAVO. El Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia emitirá los 
lineamientos internos y constituirá el Comité Técnico en un plazo de 120 días 
naturales contados a partir de la entrada en vigor de la presente Ley. 
 
NOVENO. El Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia emitirá los 
Lineamientos relativos al Acogimiento en Familias Extensas o Ajenas, en un plazo 
de 120 días naturales, contados a partir de la entrada en vigor de la presente Ley. 
 
DÉCIMO. El Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia dispondrá de 180 días 
naturales, contados a partir de la entrada en vigor de la presente Ley, para emitir 
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los Lineamientos relativos a la conformación y funcionamiento del Sistema de 
Información de Cuidados Alternativos, para que una vez emitidos, comiencen su 
integración de manera progresiva y permanente. 
 
DÉCIMO PRIMERO. El Instituto para la Asistencia e Integración Social emitirá los 
lineamientos internos y constituirá el Comité de Supervisión, Vigilancia y 
Seguimiento en un plazo máximo de 120 días naturales contados a partir de la 
entrada en vigor de la presente Ley. 
 
DÉCIMO SEGUNDO. El Comité de Supervisión, Vigilancia y Seguimiento emitirá el 
Reglamento de las Instituciones de Cuidados Alternativos en un plazo máximo de 
120 días naturales, contados a partir de la entrada en vigor de la presente Ley. 
 
DÉCIMO TERCERO. Una vez publicados los reglamentos y lineamientos, previstos 
en la presente Ley, quedará abrogada la Ley de Albergues Públicos y privados para 
Niñas y Niños del Distrito Federal. 
 
DÉCIMO CUARTO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan a la 
presente Ley. 
 

GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL 
13 DE JULIO DE 2016 

 
ÚNICO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en 
la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 

GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE MEXICO  
27 DE MARZO DE 2017 

 
PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente de su publicación 
en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México. 
 
SEGUNDO.- Publíquese en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México para su 
conocimiento y en el Diario Oficial de la Federación para su mayor difusión. 
TERCERO.- La Secretaría de Desarrollo Social de la Ciudad de México constituirá 
el o los fideicomisos a que se refiere esta reforma definiendo en los contratos 
correspondientes las facultades del mismo. 
 

GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE MEXICO  
05 DE ABRIL DE 2017 

 
PRIMERO.- Publíquese el presente Decreto en la Gaceta Oficial de la Ciudad de 
México, y para su mayor difusión publíquese en el Diario Oficial de la Federación. 
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SEGUNDO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su 
publicación en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México. 

GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE MEXICO  
04 DE AGOSTO DE 2017 

 

PRIMERO.- Publíquese el presente Decreto en la Gaceta Oficial de la Ciudad 
de México y para su mayor difusión en el Diario Oficial de la Federación.  
 
SEGUNDO.- El presente Decreto entrará en vigor a partir del día siguiente al 
de su publicación en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México.  
 

GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE MEXICO 
 24 DE OCTUBRE DE 2017 

 
PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente de su publicación 
en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México.  

SEGUNDO.- Publíquese en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México para su 
conocimiento y en el Diario Oficial de la Federación para su mayor difusión.  
 

GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE MEXICO  
18 DE JULIO DE 2018 

 
PRIMERO.- Publíquese en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México y en el Diario 
Oficial de la Federación para su mayor difusión.  

SEGUNDO.- El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente de su publicación 
en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México. 

GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE MEXICO  
18 DE JULIO DE 2018 

 

PRIMERO.- Túrnese al Jefe de Gobierno de la Ciudad de México para su 
publicación en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México.  

SEGUNDO.- El Presente Decreto entrará en vigor el día siguiente de su publicación 
en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México. 

GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE MEXICO 
09 DE ENERO DE 2020 

 
ARTÍCULO PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su 
publicación en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México. 
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ARTÍCULO SEGUNDO. Publíquese el presente decreto en la Gaceta Oficial de la 
Ciudad de México y para mayor difusión en el Diario Oficial de la Federación. 
 
ARTÍCULO TERCERO. Se abroga la Ley de Firma Electrónica del Distrito Federal, 
publicada en la Gaceta Oficial del Distrito Federal el 04 de noviembre de 2009. 
 
ARTÍCULO CUARTO. Se abroga la Ley de Gobierno Electrónico de la Ciudad de 
México, publicada en la Gaceta Oficial del Distrito Federal el 07 de octubre de 2015 
 
ARTÍCULO QUINTO. Se deroga el artículo 33 de la Ley de Operación e Innovación 
Digital para la Ciudad de México 
 
ARTÍCULO SEXTO. Se derogan todas aquellas disposiciones que se opongan a lo 
dispuesto en el presente Decreto. 
 
ARTÍCULO SÉPTIMO. La Persona Titular de la Jefatura de Gobierno de la Ciudad 
de México expedirá el Reglamento de esta Ley dentro de los 180 días naturales 
siguientes a su publicación en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México. 
 
ARTÍCULO OCTAVO. La Administración Pública y las Alcaldías deberán adecuar 
las disposiciones administrativas aplicables al interior de los mismos, conforme a 
las disposiciones contenidas en la presente Ley, en un plazo que no exceda 180 
días naturales a partir de la publicación del reglamento de esta Ley que emita la 
persona titular de la Jefatura de Gobierno. 
 
ARTÍCULO NOVENO. Las facultades conferidas en esta Ley a la Fiscalía General 
de Justicia de la Ciudad de México serán asumidas por la Procuraduría General de 
Justicia del Distrito Federal, hasta en tanto aquella no entre en funciones de 
conformidad con el Transitorio Décimo Séptimo de la Constitución Política de la 
Ciudad de México y la Ley de Transición de la Procuraduría General de Justicia a 
la Fiscalía General de Justicia de la Ciudad de México. 
 
ARTÍCULO DÉCIMO. Todas las referencias realizadas en otras disposiciones 
normativas al Identificador Digital Único se entenderán por el Autenticador Digital 
Único. 

GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE MEXICO 
26 DE FEBRERO DE 2021 

 
PRIMERO. Remítase a la persona titular de la Jefatura de Gobierno para su 
promulgación y publicación en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México. 
 
SEGUNDO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación 
en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México. 
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TERCERO. Los procedimientos de carácter civil que se encuentren pendientes de 
resolución a la entrada en vigor del presente Decreto, se substanciarán y resolverán 
conforme a las disposiciones vigentes al momento de su inicio, pero se podrá aplicar 
lo dispuesto en este Decreto en todo aquello que beneficie al interés superior de la 
niñez. 
 
CUARTO. Se derogan todas aquellas disposiciones que se opongan a lo dispuesto 
en el presente Decreto. 
 

GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE MEXICO 
02 DE MARZO DE 2021 

 
PRIMERO. - Publíquese en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México para su 
conocimiento y en el Diario Oficial de la Federación para su mayor difusión. 
 
SEGUNDO. - El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente de su publicación 
en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México. 
 
TERCERO. - El Reglamento de la Ley de Gestión Integral de Riesgos y Protección 
Civil de la Ciudad de México, se actualizará dentro de un término de sesenta días, 
contados a partir de la entrada en vigor del presente Decreto. 
 
CUARTO. - Las Normas Técnicas, Términos de Referencia y Lineamientos a que 
se refiere la Ley de Gestión Integral de Riesgos y Protección Civil de la Ciudad de 
México se actualizarán en lo que se opongan al presente Decreto, dentro de un 
término de noventa días, contados a partir de la entrada en vigor del presente 
mismo. 
 
QUINTO. - La Plataforma Digital a que se refiere la Ley de Gestión Integral de 
Riesgos y Protección Civil de la Ciudad de México se actualizarán en lo que se 
opongan al presente Decreto, dentro de un término de noventa días, contados a 
partir de la entrada en vigor del presente mismo. 
 

GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE MEXICO 
27 DE MAYO DE 2022 

 
PRIMERO. - Remítase a la persona titular de la Jefatura de Gobierno, para su 
promulgación y publicación en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México.  
 
SEGUNDO. - El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación 
en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México. 
 
 
 



 
 

 

476 

GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE MEXICO 
02 DE JUNIO DE 2022 

 

PRIMERO. Túrnese a la persona titular de la Jefatura de Gobierno de la Ciudad de 
México para su correspondiente promulgación y publicación en la Gaceta Oficial de 
la Ciudad de México.  
 
SEGUNDO. El presente Decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su 
publicación en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México. 



 
     

      CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL 
 

CONSEJERÍA JURÍDICA Y DE SERVICIOS LEGALES 
 

PUBLICADA EN LA GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO  

EL 16 DE JULIO DE 2002 

 

TEXTO VIGENTE 

 

Última reforma publicada en la GOCDMX  

el 1 de marzo de 2023 

 

CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL 

 

(Al margen superior izquierdo un escudo que dice: CIUDAD DE MÉXICO. - JEFE DE GOBIERNO DEL 

DISTRITO FEDERAL) 

 

ANDRÉS MANUEL LÓPEZ OBRADOR, Jefe de Gobierno del Distrito Federal, a sus habitantes sabed: 

 

Que la Honorable Asamblea Legislativa del Distrito Federal, II Legislatura, se ha servido dirigirme el 

siguiente: 

 

DECRETO 

 

(Al margen superior derecho dice: Nuevo Código Penal para el Distrito Federal y al centro el escudo nacional 

que dice: ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.-  

 

ASAMBLEA LEGISLATIVA DEL DISTRITO FEDERAL.- II LEGISLATURA) 

 

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DEL DISTRITO FEDERAL, II LEGISLATURA 

 

DECRETA: 

 

CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL 

 

LIBRO PRIMERO 

DISPOSICIONES GENERALES 

TÍTULO 

PRELIMINAR DE LOS PRINCIPIOS Y GARANTÍAS PENALES 

 

ARTÍCULO 1 (Principio de legalidad). A nadie se le impondrá pena o medida de seguridad, sino por la 

realización de una acción u omisión expresamente prevista como delito en una ley vigente al tiempo de su 

realización, siempre y cuando concurran los presupuestos que para cada una de ellas señale la ley y la pena 

o la medida de seguridad se encuentren igualmente establecidas en ésta.  

 

ARTÍCULO 2 (Principio de tipicidad y prohibición de la aplicación retroactiva, analógica y por mayoría de 

razón). No podrá imponerse pena o medida de seguridad, si no se acredita la existencia de los elementos 

de la descripción legal del delito de que se trate. Queda prohibida la aplicación retroactiva, analógica o por 

mayoría de razón, de la ley penal en perjuicio de persona alguna.  

 

La ley penal sólo tendrá efecto retroactivo si favorece al inculpado, cualquiera que sea la etapa del 

procedimiento, incluyendo la ejecución de la sanción. En caso de duda, se aplicará la ley más favorable.  
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ARTÍCULO 3 (Prohibición de la responsabilidad objetiva). Para que la acción o la omisión sean penalmente 

relevantes, deben realizarse dolosa o culposamente.  

 

ARTÍCULO 4 (Principio del bien jurídico y de la antijuridicidad material). Para que la acción o la omisión sean 

consideradas delictivas, se requiere que lesionen o pongan en peligro, sin causa justa, al bien jurídico 

tutelado por la ley penal.  

 

ARTÍCULO 5 (Principio de culpabilidad). No podrá aplicarse pena alguna, si la acción o la omisión no han 

sido realizadas culpablemente. La medida de la pena estará en relación directa con el grado de culpabilidad 

del sujeto respecto del hecho cometido, así como de la gravedad de éste.  

 

Igualmente se requerirá la acreditación de la culpabilidad del sujeto para la aplicación de una medida de 

seguridad, si ésta se impone accesoriamente a la pena, y su duración estará en relación directa con el grado 

de aquélla. Para la imposición de las otras medidas penales será necesaria la existencia, al menos, de un 

hecho antijurídico, siempre que de acuerdo con las condiciones personales del autor, hubiera necesidad 

de su aplicación en atención a los fines de prevención del delito que con aquéllas pudieran alcanzarse.  

 

ARTÍCULO 6 (Principio de la jurisdiccionalidad). Sólo podrán imponerse pena o medida de seguridad por 

resolución de autoridad judicial competente, mediante procedimiento seguido ante los tribunales 

previamente establecidos.  

 

 

TÍTULO PRIMERO  

LA LEY PENAL 

 

CAPÍTULO I  

APLICACIÓN ESPACIAL DE LA LEY 

 

 

ARTÍCULO 7 (Principio de territorialidad). Este Código se aplicará en el Distrito Federal por los delitos del 

fuero común que se cometan en su territorio.  

 

ARTÍCULO 8 (Principio de aplicación extraterritorial de la ley penal). Este Código se aplicará, asimismo, por 

los delitos cometidos en alguna entidad federativa, cuando:  

 

I. Produzcan efectos dentro del territorio del Distrito Federal; o  

 

II. Sean permanentes o continuados y se sigan cometiendo en el territorio del Distrito Federal.  

(ADICIONADO, G.O.D.F. 18 DE DICIEMBRE DE 2014)  

 

ARTÍCULO 8 BIS.- (Competencia por razón de seguridad).- Este Código se aplicará para los casos previstos 

en el artículo 22 del Código Nacional de Procedimientos Penales.  

 

 

CAPÍTULO II  

APLICACIÓN TEMPORAL DE LA LEY 

 

ARTÍCULO 9 (Validez temporal). Es aplicable la ley penal vigente en el momento de la realización del hecho 

punible.  
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ARTÍCULO 10 (Principio de ley más favorable). Cuando entre la comisión del delito y la extinción de la pena 

o medida de seguridad correspondientes, entrare en vigor otra ley aplicable al caso, se estará a lo dispuesto 

en la ley más favorable al inculpado o sentenciado. La autoridad que esté conociendo o haya conocido del 

procedimiento penal, aplicará de oficio la ley más favorable.  

 

Cuando el reo hubiese sido sentenciado y la reforma disminuya la penalidad, se estará a la ley más 

favorable.  

 

ARTÍCULO 11 (Momento y lugar del delito). El momento y el lugar de realización del delito son aquellos en 

que se concretan los elementos de su descripción legal.  

 

 

CAPÍTULO III  

APLICACIÓN PERSONAL DE LA LEY 

 

ARTÍCULO 12 (Validez personal y edad penal). Las disposiciones de este Código se aplicarán a todas las 

personas a partir de los dieciocho años de edad.  

 

 

CAPÍTULO IV  

CONCURSO APARENTE DE NORMAS 

 

ARTÍCULO 13 (Principio de especialidad, consunción y subsidiariedad). Cuando una misma materia aparezca 

regulada por diversas disposiciones:  

 

I. La especial prevalecerá sobre la general;  

 

II. La de mayor protección al bien jurídico absorberá a la de menor alcance; o  

 

III. La principal excluirá a la subsidiaria.  

 

 

CAPÍTULO V  

LEYES ESPECIALES 

 

ARTÍCULO 14 (Aplicación subsidiaria del Código Penal). Cuando se cometa un delito no previsto por este 

ordenamiento, pero sí en una ley especial del Distrito Federal, se aplicará esta última, y sólo en lo no 

previsto por la misma se aplicarán las disposiciones de este Código.  

 

 

TÍTULO SEGUNDO  

EL DELITO 

 

CAPÍTULO I  

FORMAS DE COMISIÓN 

 

ARTÍCULO 15 (Principio de acto). El delito sólo puede ser realizado por acción o por omisión.  

 

ARTÍCULO 16 (Omisión impropia o comisión por omisión). En los delitos de resultado material será atribuible 

el resultado típico producido a quien omita impedirlo, si éste tenía el deber jurídico de evitarlo, si:  
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I . Es garante del bien jurídico;  

 

II . De acuerdo con las circunstancias podía evitarlo; y  

 

III . Su inactividad es, en su eficacia, equivalente a la actividad prohibida en el tipo.  

Es garante del bien jurídico el que:  

 

a). Aceptó efectivamente su custodia;  

 

b). Voluntariamente formaba parte de una comunidad que afronta peligros de la naturaleza;  

 

c). Con una actividad precedente, culposa o fortuita, generó el peligro para el bien jurídico;o  

 

d). Se halla en una efectiva y concreta posición de custodia de la vida, la salud o integridad corporal de 

algún miembro de su familia o de su pupilo.  

 

ARTÍCULO 17 (Delito instantáneo, continuo y continuado). El delito, atendiendo a su momento de 

consumación, puede ser:  

 

I. Instantáneo: cuando la consumación se agota en el mismo momento en que se han realizado todos los 

elementos de la descripción legal;  

 

II. Permanente o continuo: cuando se viola el mismo precepto legal, y la consumación se prolonga en el 

tiempo; y  

 

III. Continuado: cuando con unidad de propósito delictivo, pluralidad de conductas e identidad de sujeto 

pasivo, se concretan los elementos de un mismo tipo penal.  

 

ARTÍCULO 18 (Dolo y Culpa). Las acciones u omisiones delictivas solamente pueden realizarse dolosa o 

culposamente.  

 

Obra dolosamente el que, conociendo los elementos objetivos del hecho típico de que se trate, o previendo 

como posible el resultado típico, quiere o acepta su realización.  

 

Obra culposamente el que produce el resultado típico, que no previó siendo previsible o previó confiando 

en que no se produciría, en virtud de la violación de un deber de cuidado que objetivamente era necesario 

observar.  

 

ARTÍCULO 19 (Principio de numerus clausus para la punibilidad de los delitos culposos). Los delitos culposos 

solamente serán punibles en los casos expresamente determinados por la ley.  

 

 

CAPÍTULO II  

TENTATIVA 

 

ARTÍCULO 20 (Tentativa punible). Existe tentativa punible, cuando la resolución de cometer un delito se 

exterioriza realizando, en parte o totalmente, los actos ejecutivos que deberían producir el resultado, u 

omitiendo los que deberían evitarlo, si por causas ajenas a la voluntad del sujeto activo no se llega a la 

consumación, pero se pone en peligro el bien jurídico tutelado.  
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ARTÍCULO 21 (Desistimiento y arrepentimiento). Si el sujeto desiste espontáneamente de la ejecución o 

impide la consumación del delito, no se le impondrá pena o medida de seguridad alguna por lo que a éste 

se refiere, a no ser que los actos ejecutados constituyan por sí mismos algún delito diferente, en cuyo caso 

se le impondrá la pena o medida señalada para éste.  

 

 

CAPÍTULO III  

AUTORÍA Y PARTICIPACIÓN 

 

 

ARTÍCULO 22 (Formas de autoría y participación). Son responsables del delito, quienes:  

 

I. Lo realicen por sí;  

 

II. Lo realicen conjuntamente con otro u otros autores;  

 

III. Lo lleven a cabo sirviéndose de otro como instrumento;  

 

IV. Determinen dolosamente al autor a cometerlo;  

 

V. Dolosamente presten ayuda o auxilio al autor para su comisión; y  

 

VI. Con posterioridad a su ejecución auxilien, al autor en cumplimiento de una promesa anterior al delito.  

 

Quienes únicamente intervengan en la planeación o preparación del delito, así como quienes determinen 

a otro o le presten ayuda o auxilio, sólo responderán si el hecho antijurídico del autor alcanza al menos el 

grado de tentativa del delito que se quiso cometer.  

 

La instigación y la complicidad a que se refieren las fracciones IV y V, respectivamente, sólo son admisibles 

en los delitos dolosos. Para las hipótesis previstas en las fracciones V y VI se impondrá la punibilidad 

dispuesta en el artículo 81 de este Código.  

 

ARTÍCULO 23 (Principios de intrascendencia de la pena). La pena que resulte de la comisión de un delito no 

trascenderá de la persona y bienes de los autores y partícipes en aquél.  

 

ARTÍCULO 24 (Culpabilidad personal y punibilidad independiente). Los autores o partícipes del delito 

responderán cada uno en la medida de su propia culpabilidad.  

 

ARTÍCULO 25 (Delito emergente). Si varias personas toman parte en la realización de un delito determinado 

y alguno de ellos comete un delito distinto al acordado, todos serán responsables de éste, según su propia 

culpabilidad, cuando concurran los siguientes requisitos:  

 

I. Que sirva de medio adecuado para cometer el principal;  

 

II. Que sea una consecuencia necesaria o natural de aquél, o de los medios concertados;  

 

III. Que hayan sabido antes que se iba a cometer; o  
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IV. Que cuando hayan estado presentes en su ejecución, no hayan hecho cuanto estaba de su parte para 

impedirlo.  

 

ARTÍCULO 26 (Autoría indeterminada). Cuando varios sujetos intervengan en la comisión de un delito y no 

pueda precisarse el daño que cada quien produjo, para su punibilidad se estará a lo previsto en el artículo 

82 de este Código.  

(REFORMADO EN SU INTEGRIDAD, G.O.D.F. 18 DE DICIEMBRE DE 2014)  

 

ARTÍCULO 27.- (Responsabilidad penal en el seno de una persona moral o jurídica).  

Quien actúe:  

 

a).- Como administrador de hecho de una persona moral o jurídica;  

 

b).- Como administrador de derecho de una persona moral o jurídica, o  

 

c).- En nombre o representación legal o voluntaria de otra persona.  

 

Y en estas circunstancias cometa un hecho que la ley señale como delito, responderá personal y 

penalmente, aunque no concurran en él las condiciones, cualidades o relaciones que el tipo penal requiera 

para poder ser sujeto activo del mismo, si tales circunstancias sí concurren en la entidad o persona en cuyo 

nombre o representación se actúa.  

 

Se entenderá por administrador, la persona que realiza actos de administración en una persona moral o 

jurídica, sea cual fuere el nombre o denominación que reciba conforme a las leyes aplicables o según la 

naturaleza jurídica del acto por el cual así se asuma.  

 

ARTÍCULO 27 BIS.- (Responsabilidad Penal de una Persona Moral o Jurídica).-  

 

I.- Las personas morales o jurídicas serán responsables penalmente de los delitos dolosos o culposos, y en 

su caso, de la tentativa de los primeros, todos previstos en este Código, y en las leyes especiales del fuero 

común, cuando:  

 

a).- Sean cometidos en su nombre, por su cuenta, en su provecho o exclusivo beneficio, por sus 

representantes legales y/o administradores de hecho o de derecho; o  

 

b).- Las personas sometidas a la autoridad de las personas físicas mencionadas en el inciso anterior, 

realicen un hecho que la ley señale como delito por no haberse ejercido sobre ellas el debido control que 

corresponda al ámbito organizacional que deba atenderse según las circunstancias del caso, y la conducta 

se realice con motivo de actividades sociales, por cuenta, provecho o exclusivo beneficio de la persona 

moral o jurídica;  

 

Cuando la empresa, organización, grupo o cualquier otra clase de entidad o agrupación de personas no 

queden incluidas en los incisos a) y b) de este artículo, por carecer de personalidad jurídica y hubiesen 

cometido un delito en el seno, con la colaboración, a través o por medio de la persona moral o jurídica, el 

Juez o Tribunal podrá aplicarles las sanciones previstas en las fracciones I, III, V, VI, VII, y IX del artículo 32 

de este Código.  

 

Quedan exceptuados de la responsabilidad de la persona moral o jurídica, las instituciones estatales, pero 

cuando aquélla utilice a éstas últimas para cometer un delito será sancionada por el delito o delitos 
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cometidos. Lo anterior también será aplicable a los fundadores, administradores o representantes que se 

aprovechen de alguna institución estatal para eludir alguna responsabilidad penal.  

 

ARTÍCULO 27 TER.- En caso de que se imponga la sanción de multa por la comisión de un delito, tanto a la 

persona física como a la persona moral o jurídica, el juez deberá observar el principio de proporcionalidad 

para la imposición de las sanciones.  

 

ARTÍCULO 27 QUÁTER.- No excluirá ni modificará la responsabilidad penal de las personas morales o 

jurídicas:  

 

I.- Que en las personas físicas mencionadas en el artículo 27 bis, concurra alguna de las siguientes 

circunstancias:  

 

a).- Una causa de atipicidad o de justificación;  

 

b).- Alguna circunstancia que agrave su responsabilidad;  

 

c).- Que las personas hayan fallecido; o  

 

d).- Que las personas se hubiesen sustraído a la acción de la justicia.  

 

II.- Que en la persona moral o jurídica concurra:  

 

a).- La transformación, fusión, absorción, escisión de la persona moral o jurídica, la que será trasladable a 

la entidad en que se transforme, se fusione, se absorba o se escinda.  

 

El Juez o el Tribunal podrán anular la transformación, fusión, absorción o escisión de la persona moral o 

jurídica, con el fin de que los hechos no queden impunes y pueda imponerse la sanción que corresponda. 

No será necesaria la anulación cuando la sanción consista en multa.  

 

En caso de que la transformación, fusión, absorción o escisión constituya delito diverso al que se está 

sancionando a la persona moral o jurídica, el Juez o Tribunal deberá aplicar las reglas que del concurso 

prevé este Código y demás ordenamientos jurídicos aplicables; o  

 

b).- La disolución aparente.  

 

Se considerará que existe disolución aparente de la persona moral o jurídica, cuando ésta continúe su 

actividad económica y se mantenga la identidad sustancial de clientes, proveedores y empleados, o de la 

parte más relevante de todos ellos.  

 

ARTÍCULO 27 QUINTUS.- Serán circunstancias atenuantes de la responsabilidad penal de la persona moral 

o jurídica haber realizado, con posterioridad a la comisión del delito, las siguientes conductas:  

 

a).- Colaborar en la investigación de los hechos que la ley señale como delito aportando medios de prueba 

nuevos y decisivos, en los términos de la legislación de procedimientos penales aplicable al Distrito Federal 

que conduzcan al esclarecimiento tanto de los hechos como de las responsabilidades penales a que haya 

lugar;  

b).- Reparar el daño antes de la etapa del juicio oral;  

c).- Establecer, antes de la etapa de juicio oral medidas eficaces para prevenir y descubrir los delitos que en 

el futuro pudieran cometerse con los medios o bajo el amparo de la persona moral o jurídica; o  
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d).- Las previstas en este Código y en la legislación de procedimientos penales aplicable al Distrito Federal.  

 

CAPÍTULO IV  

CONCURSO DE DELITOS 

 

 

ARTÍCULO 28 (Concurso ideal y real de delito). Hay concurso ideal, cuando con una sola acción o una sola 

omisión se cometen varios delitos.  

 

Hay concurso real, cuando con pluralidad de acciones u omisiones se cometen varios delitos.  

 

No hay concurso cuando las conductas constituyan un delito continuado.  

 

En caso de concurso de delitos se estará a lo dispuesto en el artículo 79 de este Código.  

 

 

CAPÍTULO V  

CAUSAS DE EXCLUSIÓN DEL DELITO 

 

ARTÍCULO 29 (Causas de exclusión). El delito se excluye cuando concurra una causa de atipicidad, causas 

de justificación o causas de inculpabilidad.  

 

A.- Habrá causas de atipicidad cuando:  

 

I.- (Atipicidad por ausencia de conducta). La actividad o la inactividad se realicen sin intervención de la 

voluntad del agente;  

 

II.- (Atipicidad por falta elementos del tipo penal). Falte alguno de los elementos que integran la descripción 

legal del delito de que se trate;  

 

III.- (Atipicidad por error de tipo).- El agente obre con error de tipo:  

 

a).- Vencible que recaiga sobre algún elemento del tipo penal y respecto a ese tipo penal no se admita la 

realización culposa.  

En caso de que el error de tipo sea vencible y se admita la realización culposa, no se excluirá el delito y se 

estará a lo previsto en el primer párrafo del artículo 83 de éste Código; o  

b).- Invencible.  

 

IV.- (Atipicidad por consentimiento disponibilidad de bien jurídico). Se actúe con el consentimiento del 

titular del bien jurídico afectado, o del legitimado legalmente para otorgarlo, siempre y cuando se cumplan 

con los siguientes requisitos:  

 

a) Que se trate de un bien jurídico disponible;  

b) Que el titular del bien jurídico, o quien esté legitimado para consentir, tenga la capacidad jurídica para 

disponer libremente del bien; y  

c) Que el consentimiento sea expreso o tácito y no medie algún vicio del consentimiento.  

 

B.- Habrá causas de justificación, cuando:  
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I.- (Legítima defensa).- Se repela una agresión real, actual o inminente y sin derecho, en defensa de bienes 

jurídicos propios o ajenos, siempre que exista necesidad de la defensa empleada y no medie provocación 

dolosa suficiente e inmediata por parte del agredido o de su defensor.  

 

Se presume que existe legítima defensa, salvo prueba en contrario, cuando se cause un daño a quien por 

cualquier medio trate de penetrar o penetre, sin derecho, al lugar en que habite de forma temporal o 

permanente el que se defiende, al de su familia o al de cualquier persona respecto de las que el agente 

tenga la obligación de defender, a sus dependencias o al sitio donde se encuentren bienes propios o ajenos 

respecto de los que exista la misma obligación. Igual presunción existirá cuando el daño se cause a un 

intruso al momento de sorprenderlo en alguno de los lugares antes citados en circunstancias tales que 

revelen la posibilidad de una agresión;  

 

II.- (Estado de Necesidad Justificante).- El agente obre por la necesidad de salvaguardar un bien jurídico 

propio o ajeno, de un peligro real, actual o inminente, no ocasionado dolosamente por el sujeto, lesionando 

otro bien de menor valor que el salvaguardado, siempre que el peligro no sea evitable por otros medios y 

el agente no tuviere el deber jurídico de afrontarlo;  

 

III.- (Cumplimiento de un deber).- El agente realice una acción o una omisión atendiendo a su deber jurídico, 

siempre que exista necesidad racional de la conducta empleada para cumplirlo;  

 

IV.- (Ejercicio de un derecho).- Cuando el agente realice una acción o una omisión atendiendo a su derecho, 

siempre que exista necesidad racional de la conducta empleada para ejercerlo; o  

 

V.- (Consentimiento presunto).- Cuando el hecho se realice en circunstancias tales que permitan suponer 

fundadamente que, de haberse consultado al titular del bien o a quien esté legitimado para consentir, éstos 

hubiesen otorgado el consentimiento.  

 

C.- Habrá causas de inculpabilidad, cuando:  

 

I.- (Estado de necesidad disculpante o exculpante).- Se obre por la necesidad de salvaguardar un bien 

jurídico propio o ajeno, de un peligro real, actual o inminente, no ocasionado dolosamente por el sujeto, 

lesionando otro bien de igual valor que el salvaguardado, siempre que el peligro no sea evitable por otros 

medios y el agente no tuviere el deber jurídico de afrontarlo;  

 

II.- (Inimputabilidad y acción libre en su causa).- Al momento de realizar el hecho típico, el agente no tenga 

la capacidad de comprender el carácter ilícito de aquél o de conducirse de acuerdo con esa comprensión, 

en virtud de padecer trastorno mental o desarrollo intelectual retardado.  

 

Cuando la capacidad a que se refiere el párrafo anterior se encuentre considerablemente disminuida, se 

estará a lo dispuesto en el artículo 65 de este Código.  

 

(Acción libre en su causa). No procederá la inculpabilidad, cuando el agente al momento de realizar el 

hecho típico, hubiese provocado su trastorno mental para en ese estado cometer el hecho, en cuyo caso 

responderá por el resultado típico producido en tal situación;  

 

III.- (Error de prohibición) El agente realice la acción o la omisión bajo un error invencible, respecto de la 

ilicitud de la conducta, ya sea porque el sujeto:  

 

a).- Desconozca la existencia de la ley;  

b).- El alcance de la ley; o  
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c).- Porque crea el agente que está justificada su conducta.  

 

Si los errores a que se refieren los incisos anteriores son vencibles, no procederá la inculpabilidad y se 

estará a lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 83 de este Código.  

 

IV.- (Inexigibilidad de otra conducta). Cuando el agente, en atención a las circunstancias que concurren en 

la realización de una conducta ilícita, no le sea racionalmente exigible una conducta diversa a la que realizó, 

en virtud de no haberse podido conducir conforme a derecho.  

 

Las causas de exclusión del delito se resolverán de oficio, en cualquier estado del proceso.  

Si el agente se excede en los casos de legítima defensa, estado de necesidad justificante, ejercicio de un 

deber y cumplimiento de un deber sé estará a lo previsto en último párrafo del artículo 83 de este Código.  

 

ARTÍCULO 29 BIS. - Se considera reincidente a la persona que haya sido condenada en virtud de sentencia 

que haya causado ejecutoria o terminación anticipada en materia penal, dictada por cualquier juez o 

tribunal, y que se le condene por la comisión de un nuevo delito doloso calificado como grave o que amerite 

prisión preventiva oficiosa, siempre y cuando no haya transcurrido, desde el cumplimiento de la condena, 

un término igual al de la prescripción de la sanción penal, salvo el caso de los delitos imprescriptibles 

establecidos en leyes generales. 

 

ARTÍCULO 29 TER. La reincidencia será tomada en cuenta para la individualización judicial de la pena y 

para el otorgamiento o no de los beneficios o de los sustitutivos penales establecidos en las disposiciones 

legales correspondientes.  

 

Lo que se considerará para efectos de lo establecido en el artículo 69 Ter y 69 Quarter de este código. 

 

En caso de que el imputado por algún delito doloso calificado por la ley como grave o que amerite prisión 

preventiva oficiosa, según corresponda, fuese reincidente por delitos de dicha naturaleza, la sanción 

aplicable por el nuevo delito cometido se incrementará en dos terceras partes y hasta en un tanto más de 

la pena máxima prevista para éste, sin que exceda del máximo señalado en el artículo 33 del presente 

Código. 

 

 

TÍTULO TERCERO  

CONSECUENCIAS JURÍDICAS DEL DELITO 

 

CAPÍTULO I  

CATÁLOGO DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD Y DE CONSECUENCIAS JURÍDICAS PARA LAS 

PERSONAS MORALES 

 

 

ARTÍCULO 30 (Catálogo de penas). Las penas que se pueden imponer por los delitos son:  

 

I. Prisión;  

 

II. Tratamiento en libertad de imputables;  

 

III. Semilibertad;  

 

IV. Trabajo en beneficio de la víctima del delito o en favor de la comunidad;  
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V. Sanciones pecuniarias;  

 

VI. Decomiso de los instrumentos, objetos y productos del delito;  

 

VII. Suspensión o privación de derechos; y  

 

VIII. Destitución e inhabilitación de cargos, comisiones o empleos públicos.  

 

ARTÍCULO 31 (Catálogo de medidas de seguridad). Las medidas de seguridad que se pueden imponer con 

arreglo a este Código son:  

 

I. Supervisión de la autoridad;  

 

II. Prohibición de ir a un lugar determinado u obligación de residir en él;  

 

III. Tratamiento de inimputables o imputables disminuidos;  

 

IV. Tratamiento de deshabituación o desintoxicación;  

 

V. Prohibición de comunicarse por cualquier medio, por si o por interpósita persona con la víctima u 

ofendido, o con las víctimas indirectas; y  

 

VI. Cuando se trate de delitos que impliquen violencia contra las mujeres, quien juzgue podrá imponer 

además las siguientes:  

 

a. La prohibición al sentenciado de acercarse o ingresar al domicilio, lugar de trabajo o de estudios, de la 

víctima y las víctimas indirectas, o cualquier otro lugar que frecuente la víctima;  

b. Apercibir al sentenciado a fin de que se abstenga de ejercer cualquier tipo de violencia en contra de la 

víctima o víctimas indirectas;  

c. Ordenar vigilancia por parte de la Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal en los lugares en 

que se encuentre la víctima o las víctimas indirectas, por el tiempo que determine el juez; y  

d. Ordenar la custodia por parte de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, a la víctima o 

víctimas indirectas, en los casos en que las circunstancias de riesgo lo ameriten, por el tiempo que 

determine el juez.  

 

VII. Ordenar se Registre al sentenciado en el Registro Público de Personas Agresores Sexuales, en términos 

de lo señalado en la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de violencia de la ciudad de México y de 

este código para efectos de la protección y seguridad.  

 

El Ministerio Público podrá aplicar las medidas de protección que se mencionan en la legislación de 

procedimientos penales aplicable al Distrito Federal. 

 

ARTÍCULO 32 (Consecuencias accesorias para las personas morales o jurídicas). El juez podrá aplicar a la 

persona moral o jurídica las siguientes consecuencias jurídicas accesorias:  

 

I. Suspensión;  

 

II. Disolución;  
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III. Prohibición de realizar determinados negocios, operaciones o actividades;  

 

IV. Remoción;  

 

V. Intervención;  

 

VI.- Clausura; 

 

VII.- Retiro de mobiliario urbano, incluidas casetas telefónicas o parte de ellas, cuando éstos no hayan sido 

removidos por otra autoridad.  

 

VIII.- Custodia de folio real o de persona moral o jurídica;  

 

IX.- Inhabilitación para obtener subvenciones y ayudas públicas, para contratar con el sector público y para 

gozar de beneficios e incentivos fiscales o sociales, por un plazo de hasta de quince años; y  

 

X.- La reparación del daño.  

 

Las consecuencias jurídicas señaladas en las fracciones I, V, VI, VII, VIII y IX las podrá acordar el juez como 

medida cautelar.  

 

Las sanciones previstas para la persona moral o jurídica podrán incrementarse hasta la mitad cuando ésta 

sea utilizada como instrumento con el fin de cometer delitos. Se entenderá que la persona moral o jurídica 

se encuentra en esta circunstancia, cuando su actividad lícita sea menos relevante que la actividad 

delictiva.  

 

La sanción impuesta a la persona moral o jurídica de acuerdo a este Código y demás leyes aplicables, no 

extingue la responsabilidad civil en que pueda incurrir ésta.  

 

CAPÍTULO II  

PRISIÓN 

 

ARTÍCULO 33 (Concepto y duración de la prisión). La prisión consiste en la privación de la libertad personal. 

Su duración no será menor de tres meses ni mayor de setenta años. Su ejecución se llevará a cabo en los 

establecimientos o lugares donde disponga la autoridad ejecutora de las sanciones penales en el Distrito 

Federal o del Ejecutivo Federal, conforme a lo dispuesto en la legislación correspondiente, en la resolución 

judicial respectiva o en los convenios celebrados.  

 

En toda pena de prisión que se imponga en una sentencia, se computará el tiempo de la detención o del 

arraigo.  

 

Si se trata de dos o más penas de prisión impuestas en sentencias diferentes, aquellas se cumplirán de 

manera sucesiva, sin que la suma de ellas sea mayor de setenta años.  

En el supuesto de imposición de las penas de prisión, emanadas de hechos conexos, similares, o derivados 

uno del otro, se deberán computar dichas penas desde el momento en que se detuvo al sujeto, por el delito 

inicial.  

 

CAPÍTULO III  

TRATAMIENTO EN LIBERTAD DE IMPUTABLES 
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ARTÍCULO 34 (Concepto y duración). El tratamiento en libertad de imputables, consiste en la aplicación, 

según el caso, de las medidas laborales, educativas, de salud o de cualquier otra índole autorizadas por la 

ley, orientadas a la readaptación social del sentenciado y bajo la supervisión de la autoridad ejecutora.  

 

Esta pena podrá imponerse como pena autónoma o sustitutiva de la prisión, sin que su duración pueda 

exceder de la correspondiente a la pena de prisión sustituida.  

 

El tratamiento en libertad de imputables podrá imponerse conjuntamente con las medidas de seguridad 

tendientes a la deshabitualización del sentenciado, cuando así se requiera.  

 

En todo caso pena y medida deberán garantizar la dignidad y la libertad de conciencia del sentenciado.  

 

CAPÍTULO IV  

SEMILIBERTAD 

 

ARTÍCULO 35. (concepto y duración) La semilibertad implica alternación de períodos de libertad, y 

privación de la libertad. Se impondrá y cumplirá, según las circunstancias del caso, del siguiente modo:  

 

I.- Externación durante la semana de trabajo, con reclusión de fin de semana;  

 

II.- Salida de fin de semana con reclusión durante el resto de ésta;  

 

III.- Salida diurna con reclusión nocturna; o  

 

IV.- Salida nocturna con reclusión diurna.  

 

La semilibertad podrá imponerse como pena autónoma o como sustitutiva de la prisión. En este último 

caso, la duración no podrá exceder de la que corresponda a la pena de prisión sustituida.  

 

En todo caso, la semilibertad se cumplirá bajo el cuidado de la autoridad competente.  

 

 

CAPÍTULO V  

TRABAJO A FAVOR DE LA VÍCTIMA O A FAVOR DE LA COMUNIDAD 

 

ARTÍCULO 36 (Concepto y duración). El trabajo en beneficio de la víctima del delito consiste en la prestación 

de servicios remunerados, en instituciones públicas, educativas, empresas de participación estatal o en 

empresas privadas, en los términos de la legislación correspondiente.  

 

El trabajo en favor de la comunidad consiste en la prestación de servicios no remunerados, en instituciones 

públicas, educativas, de asistencia o servicio social, o en instituciones privadas de asistencia no lucrativas, 

que la ley respectiva regule.  

 

En ambos casos se cumplirá bajo la orientación y vigilancia de la autoridad ejecutora.  

 

El trabajo en beneficio de la víctima del delito o en favor de la comunidad, se llevará a cabo en jornadas 

dentro de períodos distintos al horario de las labores que represente la fuente de ingresos para la 

subsistencia del sentenciado y la de su familia, sin que pueda exceder de la jornada extraordinaria que 

determina la ley laboral. La extensión de la jornada será fijada por el juez tomando en cuenta las 
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circunstancias del caso, y por ningún concepto se desarrollará en forma que resulte degradante o 

humillante para el sentenciado.  

 

Podrá imponerse como pena autónoma o como sustitutiva de la pena de prisión o de multa, según el caso. 

Cada día de prisión o cada día multa, será sustituido por una jornada de trabajo en beneficio de la víctima 

o en favor de la comunidad.  

 

 

CAPÍTULO VI 

SANCIÓN PECUNIARIA 

 

ARTÍCULO 37 (Multa, reparación del daño y sanción económica). La sanción pecuniaria comprende la multa, 

la reparación del daño y la sanción económica.  

 

ARTÍCULO 38 (Días de multa). La multa consiste en el pago de una cantidad de dinero al Gobierno del 

Distrito Federal fijada por días multa. Los mínimos y máximos atenderán a cada delito en particular, los que 

no podrán ser menores a un día ni exceder de cinco mil, salvo los casos señalados en este Código.  

 

El día multa equivale a la percepción neta diaria del inculpado en el momento de cometer el delito.  

 

El límite inferior del día multa será el equivalente al valor, al momento de cometerse el delito, de la Unidad 

de Cuenta de la Ciudad de México del Distrito Federal vigente, prevista en la Ley de la Unidad de Cuenta de 

la Ciudad de México y que se actualizará en la forma establecida en esa Ley.  

 

Para fijar el día multa se tomará en cuenta:  

 

El momento de la consumación, si el delito es instantáneo;  

 

El momento en que cesó la consumación, si el delito es permanente; o  

 

El momento de consumación de la última conducta, si el delito es continuado.  

 

ARTÍCULO 38 Bis.- (Días de multa para la persona moral o jurídica). La multa consiste en el pago de una 

cantidad de dinero al Gobierno del Distrito Federal fijada por días multa. Los mínimos y máximos atenderán 

a cada delito en particular.  

 

El día multa equivale a la percepción neta diaria de la persona moral o jurídica responsable de la comisión 

del delito, al momento de cometer el delito.  

 

El límite inferior del día multa será equivalente al triple del valor, al momento de cometerse el delito, de la 

Unidad de Cuenta de la Ciudad de México prevista en la Ley de la Unidad de Cuenta de la Ciudad de México, 

y que se actualizará en la forma establecida en esa Ley.  

 

En los casos que se imponga una multa a la persona moral o jurídica, ésta no podrá ser menor a 30 días 

multa ni exceder de diez mil días multa, salvo los casos señalados en este Código.  

Para fijar el día multa, además de lo previsto en el último, penúltimo y antepenúltimo párrafos del artículo 

anterior, el Juez o el Tribunal podrá tomará en cuenta las siguientes circunstancias:  

 

a).- Cuando la punibilidad del delito señale la imposición de multa, los montos de ésta se cuadruplicarán 

tanto en su mínimo como en su máximo;  
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b).- Cuando la punibilidad del delito señale la imposición de prisión, un año de prisión equivaldrá a 920 días 

multa, y un mes de prisión a 92 días multa;  

 

c).- Cuando la punibilidad del delito señale la imposición tanto de la prisión como de la multa, deberá 

atenderse a los incisos a) y b) de este artículo; o  

 

d).- Se impondrá del triple a séxtuple del beneficio obtenido o facilitado por la comisión del delito o del 

valor del objeto del delito.  

 

Cuando no pueda determinarse la percepción neta diaria de la persona moral o jurídica, se estará a lo 

previsto en los incisos a), b), c) o d) de este artículo.  

 

Para efectos de la responsabilidad penal de la persona moral o jurídica no será aplicable el artículo 39 de 

este Código.  

 

ARTÍCULO 39 (Sustitución de la multa). Cuando se acredite que el sentenciado no puede pagar la multa o 

solamente puede cubrir parte de ella, la autoridad judicial podrá sustituirla total o parcialmente por trabajo 

en beneficio de la víctima o trabajo a favor de la comunidad. Cada jornada de trabajo saldará dos días 

multa.  

 

Cuando no sea posible o conveniente la sustitución de la multa por trabajo a favor de la comunidad, la 

autoridad judicial podrá decretar la libertad bajo vigilancia, cuya duración no excederá el número de días 

multa sustituido, sin que este plazo sea mayor al de la prescripción.  

 

ARTÍCULO 40 (Exigibilidad de la multa). La autoridad ejecutora iniciará el procedimiento económico 

coactivo, dentro de los cinco días siguientes a la recepción de la sentencia.  

 

En atención a las características del caso, el juez podrá fijar plazos razonables para el pago de la multa en 

exhibiciones parciales. Si el sentenciado omite sin causa justificada cubrir el importe de la multa en el plazo 

que se haya fijado, la autoridad competente la exigirá mediante el procedimiento económico coactivo. En 

cualquier momento podrá cubrirse el importe de la multa, descontándose de ésta la parte proporcional a 

las jornadas de trabajo prestadas en beneficio de la víctima del delito, en favor de la comunidad o el tiempo 

de prisión que se hubiere cumplido.  

 

ARTÍCULO 41 (Fondo de Apoyo a la Procuración de Justicia) Se establecerá un Fondo de Apoyo a la 

Procuración de Justicia en el Distrito Federal, que incluirá entre otros, la atención y apoyo a las victimas del 

delito en los términos de la legislación correspondiente.  

El importe de la multa y la sanción económica se destinará íntegramente a los Fondos de Apoyo a la 

Procuración y Administración de Justicia, conforme se establece en la presente Ley.  

 

ARTÍCULO 42 (Alcance de la reparación del daño). La reparación del daño comprende, según la naturaleza 

del delito de que se trate:  

 

I. El restablecimiento de las cosas en el estado en que se encontraban antes de cometerse el delito; 

 

II. La restitución de la cosa obtenida por el delito, incluyendo sus frutos y accesorios y, si no fuese posible, 

el pago de su valor actualizado. Si se trata de bienes fungibles, el juez podrá condenar a la entrega de un 

objeto igual al que fuese materia de delito sin necesidad de recurrir a informe o prueba pericial;  
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III. La reparación del daño moral sufrido por la víctima o las personas con derecho a la reparación, 

incluyendo el pago de los tratamientos curativos que, como consecuencia del delito, sean necesarios para 

la recuperación de la salud psíquica y física de la víctima con independencia de los servicios que las 

autoridades de la Ciudad de México proporcionen a las víctimas.  

 

Dicha reparación no impide la inscripción en el Registro Público de Personas Agresores Sexuales, cuando 

sea procedente de acuerdo a lo establecido en este código; 

 

IV. El resarcimiento de los perjuicios ocasionados; y  

 

V. El pago de salarios o percepciones correspondientes, cuando por lesiones se cause incapacidad para 

trabajar en oficio, arte o profesión.  

 

ARTÍCULO 43 (Fijación de la reparación del daño). La reparación será fijada por los jueces, según el daño o 

perjuicios que sea preciso reparar, de acuerdo con los datos, medios de prueba y pruebas obtenidas 

durante el proceso.  

 

ARTÍCULO 44 (Preferencia de la reparación del daño). La obligación de pagar la reparación del daño es 

preferente al pago de cualquiera otra sanción pecuniaria u obligación contraída con posterioridad a la 

comisión del delito, salvo las referentes a alimentos y relaciones laborales.  

 

En todo proceso penal el Ministerio Público estará obligado a solicitar, en su caso, la condena en lo relativo 

a la reparación de daños o perjuicios y probar su monto, y el Juez a resolver lo conducente. Su 

incumplimiento será sancionado con cincuenta a quinientos días multa.  

 

ARTÍCULO 45 (Derecho a la reparación del daño). Tienen derecho a la reparación del daño:  

I. La víctima y el ofendido. En los casos de violencia contra las mujeres también tendrán derecho a la 

reparación del daño las víctimas indirectas.  

 

Se entiende como víctima indirecta a los familiares de la víctima o a las personas que tengan o hayan tenido 

relación o convivencia con la misma en el momento de la comisión del delito.  

 

II. A falta de la víctima o el ofendido, sus dependientes económicos, herederos o derechohabientes, en la 

proporción que señale el derecho sucesorio y demás disposiciones aplicables.  

 

ARTÍCULO 46 (Obligados a reparar el daño). Están obligados a reparar el daño  

 

I. Los tutores, curadores o custodios, por los ilícitos cometidos por los inimputables que estén bajo su 

autoridad;  

 

II. Los dueños, empresas o encargados de negociaciones o establecimientos mercantiles de cualquier 

especie, por los delitos que cometan sus obreros, jornaleros, empleados, domésticos y artesanos, con 

motivo y en desempeño de sus servicios;  

 

III. Las sociedades o agrupaciones, por los delitos de sus socios o gerentes, directores, en los mismos 

términos en que, conforme a las leyes, sean responsables por las demás obligaciones que los segundos 

contraigan. Se exceptúa de esta regla a la sociedad conyugal, pues, en todo caso, cada cónyuge responderá 

con sus bienes propios por la reparación del daño que cause; y  
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IV. El Gobierno del Distrito Federal responderá solidariamente por los delitos que cometan sus servidores 

públicos, con motivo del ejercicio de sus funciones.  

 

Queda a salvo el derecho del Gobierno del Distrito Federal para ejercitar las acciones correspondientes 

contra el servidor público responsable.  

 

ARTÍCULO 47 (Supletoriedad de la Ley Federal del Trabajo). Si se trata de delitos que afecten la vida o la 

integridad corporal, el monto de la reparación del daño no podrá ser menor del que resulte de aplicar las 

disposiciones relativas de la Ley Federal del Trabajo.  

 

ARTÍCULO 48 (Plazos para la reparación del daño). De acuerdo con el monto de los daños o perjuicios, y de 

la situación económica del sentenciado, el juez podrá fijar plazos para su pago, que en conjunto no 

excederán de un año, pudiendo para ello exigir garantía si lo considera conveniente.  

 

El Jefe de Gobierno del Distrito Federal reglamentará la forma en que, administrativamente, deba 

garantizar la reparación del daño, cuando éste sea causado con motivo de delitos, en los casos a que se 

refiere la fracción IV del artículo 46 de este Código.  

 

El pago se hará preferentemente en una sola exhibición.  

 

ARTÍCULO 49 (Exigibilidad de la reparación del daño). La reparación del daño se hará efectiva en la misma 

forma que la multa.  

 

Para ello, el Tribunal remitirá a la autoridad ejecutora copia certificada de la sentencia correspondiente y 

ésta notificará al acreedor.  

 

Si no se cubre esta responsabilidad con los bienes y derechos del responsable, el sentenciado seguirá sujeto 

a la obligación de pagar la parte que le falte.  

 

Cuando sean varios los ofendidos y no resulte posible satisfacer los derechos de todos, se cubrirán 

proporcionalmente los daños y perjuicios.  

 

En todo caso, el afectado podrá optar en cualquier momento por el ejercicio de la acción civil 

correspondiente.  

 

ARTÍCULOS 50 (Aplicación de las garantías de la libertad caucional). Cuando el inculpado se sustraiga a la 

acción de la justicia, las garantías relacionadas con la libertad caucional se aplicarán de manera inmediata 

a los Fondos de Apoyo a la Procuración y Administración de Justicia, en la medida y proporción que ésta 

ley establece.  

 

Al ordenarse que se hagan efectivas esas garantías, el Juez prevendrá a la autoridad competente que ponga 

su importe a disposición del Tribunal para los efectos de este artículo.  

 

En los casos en que el Ministerio Público resuelva el no ejercicio de la acción penal, y estuviere garantizada 

la libertad caucional del inculpado, en todo o en parte, con dinero en efectivo o en billetes de depósito, sin 

que sean reclamados por éste en un plazo de noventa días, posteriores a su legal notificación, se aplicarán 

al Fondo de Apoyo a la Procuración de Justicia.  

 

ARTÍCULO 50 BIS.- Los montos de las garantías económicas relacionadas con una medida cautelar distinta 

a la prisión preventiva, se impondrán conforme a la legislación de procedimientos penales aplicable al 
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Distrito Federal, y se aplicarán a los Fondos de Apoyo a la Procuración y Administración, en la medida y 

proporción que éste Código establece, la Ley del Fondo de Apoyo a la Administración de Justicia en el 

Distrito Federal, la Ley del Fondo de Apoyo a la Procuración de Justicia en el Distrito Federal, y los demás 

ordenamientos jurídicos aplicables.  

 

ARTÍCULO 51 (Renuncia o falta de reclamo de la Reparación del Daño). Si el ofendido o sus 

derechohabientes renuncian o no cobran la reparación del daño, el importe de éste se entregará al Fondo 

de Apoyo a la Procuración de Justicia y al Fondo de Apoyo a la Administración de Justicia, en la proporción 

y términos señalados por las legislaciones aplicables.  

 

ARTÍCULO 52 (Sanción económica). En los delitos cometidos por servidores públicos a que se refieren los 

Títulos Décimo Octavo y Vigésimo del Libro Segundo de este Código, la sanción económica consiste en la 

aplicación de hasta tres tantos del lucro obtenido y de los daños y perjuicios causados.  

 

 

CAPITULO VII 

ASEGURAMIENTO Y DECOMISO DE INSTRUMENTOS, OBJETOS Y PRODUCTOS DEL DELITO 

 

ARTÍCULO 53 (Bienes susceptibles de decomiso). El decomiso consiste en la aplicación a favor del Gobierno 

del Distrito Federal, de los instrumentos, objetos o productos del delito, en los términos del presente 

Código.  

 

Si son de uso lícito, se decomisarán sólo cuando el sujeto haya sido condenado por delito doloso; si 

pertenecen a un tercero, sólo se decomisarán cuando éste haya tenido conocimiento de su utilización para 

la comisión del delito y no lo denunció o no hizo cuanto estaba de su parte para impedirlo.  

 

ARTÍCULO 54 (Destino de los objetos asegurados o decomisados). La autoridad competente determinará el 

destino de los instrumentos, objetos o productos del delito, que se encuentren asegurados o decomisados, 

al pago de la reparación de los daños y perjuicios causados, al de la multa o en su defecto, según su utilidad, 

a los Fondos de Apoyo a la Procuración y Administración de Justicia, según corresponda.  

 

Respecto del aseguramiento de animales vivos, se canalizaran a lugares adecuados para su debido 

cuidado, siendo que en el caso de los animales domésticos, las asociaciones u organizaciones protectoras 

o dedicadas al cuidado de animales debidamente constituidas, podrán solicitar en cualquier momento al 

Ministerio Público o Juez correspondiente, su resguardo temporal y tendrán preferencia para obtener la 

posesión definitiva de los mismos por resolución judicial que así lo determine. Las personas que resulten 

responsables por el delito de maltrato o crueldad hacia los animales, perderán todo derecho sobre los 

animales que hayan tenido bajo su custodia o resguardo.  

 

ARTÍCULO 55. (Destino de los Bienes Abandonados). Los bienes que se encuentren a disposición de la 

autoridad judicial que no hayan sido decomisados y que no hayan sido recogidos por quien tenga derecho 

a ello, o a disposición de la autoridad investigadora y que no hayan sido recogidos por quien tenga derecho 

a ello, en un plazo de veinte días naturales contados a partir de la notificación al interesado de la resolución 

judicial o determinación ministerial que ordene su devolución, a partir de que fenezca el término de 

notificación por la que se requiere al interesado para acreditar la propiedad del bien causarán abandono a 

favor de la institución ante la cual se encuentren a disposición ya sea la Procuraduría General de Justicia o 

del Tribunal Superior de Justicia, ambos del Distrito Federal, y podrán ser enajenados, destruidos o 

aprovechados y, de ser el caso, el producto se aplicará a los Fondos de Apoyo a la Procuración o 

Administración de Justicia en el Distrito Federal, según proceda.  
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Respecto a la enajenación referida en el párrafo anterior, deberá contarse con el avalúo respectivo, y para 

tal efecto, la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, podrá celebrar convenios con 

instituciones públicas.  

 

El acuerdo por el que se determine que los bienes han causado abandono deberá notificarse 

personalmente en el domicilio del interesado, por estrados, por boletín judicial o mediante edictos que se 

pagarán con recursos de los fondos mencionados, según proceda y el listado de los bienes se podrá publicar 

en algún medio electrónico. 

 

 

CAPÍTULO VIII 

SUSPENSIÓN O PRIVACIÓN DE DERECHOS, DESTITUCIÓN E INHABILITACIÓN PARA EL DESEMPEÑO DE 

CARGOS, COMISIONES O EMPLEOS 

 

ARTÍCULO 56 (Concepto de estas sanciones). La suspensión consiste en la pérdida temporal de derechos.  

 

La privación consiste en la pérdida definitiva de derechos.  

 

La destitución consiste en la privación definitiva del empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en 

el servicio público.  

 

La inhabilitación implica la incapacidad temporal para obtener y ejercer cargos, comisiones o empleos 

públicos.  

 

ARTÍCULO 57 (Clases de suspensión y de privación). La suspensión y la privación de derechos son de dos 

clases:  

 

I. La que se impone por ministerio de ley como consecuencia necesaria de la pena de prisión; y  

 

II. La que se impone como pena autónoma.  

En el primer caso, la suspensión o privación comenzarán y concluirán con la pena de que sean 

consecuencia.  

 

En el segundo caso, si la suspensión o la privación se imponen con pena privativa de la libertad, 

comenzarán al cumplirse ésta y su duración será la señalada en la sentencia. Si la suspensión o la privación 

no van acompañadas de prisión, empezarán a contar desde que cause ejecutoria la sentencia.  

 

A estas misma reglas se sujetará la inhabilitación.  

 

ARTÍCULO 58 (Suspensión de derechos como consecuencia de la pena de prisión). La pena de prisión produce 

la suspensión de los derechos políticos, en los términos previstos en la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, y en su caso, los derechos de tutela, curatela, para ser apoderado, defensor, albacea, 

perito, depositario o interventor judicial, síndico o interventor en concursos, árbitro, arbitrador o 

representante de ausentes.  

 

La suspensión comenzará desde que cause ejecutoria la sentencia respectiva y concluirá cuando se extinga 

la pena de prisión.  

 

ARTÍCULO 59 (Momento de la destitución). En el caso de destitución, ésta se hará efectiva a partir del día 

en que cause ejecutoria la sentencia.  
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CAPÍTULO IX 

SUPERVISIÓN DE LA AUTORIDAD 

 

ARTÍCULO 60 (Concepto, casos de aplicación y duración). La supervisión de la autoridad consiste en la 

observación y orientación de la conducta del sentenciado, ejercidas por personal especializado 

dependiente de la autoridad competente, con la finalidad exclusiva de coadyuvar a la readaptación social 

del sentenciado y a la protección de la comunidad.  

 

El juez deberá disponer esta supervisión cuando en la sentencia imponga una sanción que restrinja la 

libertad o derechos, sustituya la privación de libertad por otra sanción, se ordene el registro en el Registro 

Público de Personas Agresoras Sexuales o conceda la suspensión condicional de la ejecución de la 

sentencia y en los demás casos en los que la ley disponga. Su duración no deberá exceder de la 

correspondiente a la pena o medida de seguridad impuesta en la materia.  

 

 

CAPÍTULO X 

PROHIBICIÓN DE IR A UN LUGAR DETERMINADO O RESIDIR EN ÉL 

 

ARTÍCULO 61 (Concepto y duración). En atención a las circunstancias del delito, del delincuente y del 

ofendido, el juez impondrá las medidas siguientes: prohibir al sentenciado que vaya a un lugar determinado 

o que resida en él, conciliando la exigencia de tranquilidad publica y la seguridad del ofendido.  

 

Estas medidas no podrán ser mayores al término de la pena impuesta.  

 

 

CAPÍTULO XI 

TRATAMIENTO DE INIMPUTABLES O DE IMPUTABLES DISMINUIDOS 

 

 

ARTÍCULO 62 (Medidas para inimputables). En el caso de que la inimputabilidad sea permanente, a la que 

se refiere la fracción VII del artículo 29 de este Código, el juzgador dispondrá la medida de tratamiento 

aplicable, ya sea en internamiento o en libertad, previo el procedimiento penal respectivo. En el primer 

caso, el inimputable será internado en la institución correspondiente para su tratamiento durante el 

tiempo necesario para su curación, sin rebasar el previsto en el artículo 33 de este Código.  

 

Si se trata de trastorno mental transitorio se aplicará la medida a que se refiere el párrafo anterior si lo 

requiere, en caso contrario, se le pondrá en absoluta libertad.  

 

Para la imposición de la medida a que se refiere este Capítulo, se requerirá que la conducta del sujeto no 

se encuentre justificada.  

 

En caso de personas con desarrollo intelectual retardado o trastorno mental, la medida de seguridad 

tendrá carácter terapéutico en lugar adecuado para su aplicación.  

 

Queda prohibido aplicar la medida de seguridad en instituciones de reclusión preventiva o de ejecución de 

sanciones penales, o sus anexos.  
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ARTÍCULO 63 (Entrega de inimputables a quienes legalmente corresponda hacerse cargo de ellos). El juez o 

en su caso la autoridad competente, podrá entregar al inimputable a sus familiares o a las personas que 

conforme a la ley tengan la obligación de hacerse cargo de él, siempre y cuando reparen el daño, se 

obliguen a tomar las medidas adecuadas para el tratamiento y vigilancia del inimputable y garanticen a 

satisfacción del juez, el cumplimiento de las obligaciones contraídas.  

 

Esta medida podrá revocarse cuando se deje de cumplir con las obligaciones contraídas.  

 

ARTÍCULO 64 (Modificación o conclusión de la medida). La autoridad competente podrá resolver sobre la 

modificación o conclusión de la medida, considerando las necesidades del tratamiento, que se acreditarán 

mediante revisiones periódicas, con la frecuencia y características del caso.  

 

ARTÍCULO 65 (Tratamiento para imputables disminuidos). Si la capacidad del autor sólo se encuentra 

considerablemente disminuida, por desarrollo intelectual retardado o por trastorno mental, a juicio del 

juzgador se le impondrá de una cuarta parte de la mínima hasta la mitad de la máxima de las penas 

aplicables para el delito cometido o las medidas de seguridad correspondientes, o bien ambas, tomando 

en cuenta el grado de inimputabilidad, conforme a un certificado médico apoyado en los dictámenes 

emitidos por cuando menos dos peritos en la materia.  

 

ARTÍCULO 66 (Duración del tratamiento). La duración de tratamiento para el inimputable, en ningún caso 

excederá del máximo de la pena privativa de libertad que se aplicaría por ese mismo delito a sujetos 

imputables.  

 

Concluido el tiempo del tratamiento, la autoridad competente entregará al inimputable a sus familiares 

para que se hagan cargo de él, y si no tiene familiares, lo pondrá a disposición de las autoridades de salud 

o institución asistencial, para que éstas procedan conforme a las leyes aplicables.  

 

Para el caso de lo previsto por los artículos 69 Ter y 69 Quarter de este código, el registro surtirá sus efectos, 

en los términos y condiciones establecidas en dicho precepto. 

 

 

CAPÍTULO XII 

TRATAMIENTO DE DESHABITUACIÓN O DESINTOXICACIÓN 

 

ARTÍCULO 67 (Aplicación y alcances). Cuando el sujeto haya sido sentenciado por un delito cuya comisión 

obedezca a la inclinación o abuso de bebidas alcohólicas, estupefacientes, psicotrópicos o sustancias que 

produzcan efectos similares, independientemente de la pena que corresponda, se le aplicará tratamiento 

de deshabituación o desintoxicación, el cual no podrá exceder del término de la pena impuesta por el delito 

cometido.  

 

Cuando se trate de penas no privativas o restrictivas de libertad, el tratamiento no excederá de seis meses. 

CAPÍTULO XIII 

SUSPENSIÓN, DISOLUCIÓN, PROHIBICIÓN DE REALIZAR DETERMINADOS NEGOCIOS, OPERACIONES O 

ACTIVIDADES, REMOCIÓN, INTERVENCIÓN, CLAUSURA, RETIRO DE MOBILIARIO URBANO, CUSTODIA 

O RESGUARDO DE FOLIOS, INHABILITACIÓN Y REPARACIÓN DEL DAÑO DE LAS PERSONAS MORALES O 

JURÍDICAS 

 

ARTÍCULO 68 (Alcances y duración de las consecuencias para las personas morales). La suspensión 

consistirá en la cesación de la actividad de la persona moral o jurídica durante el tiempo que determine el 

Juez en la sentencia, la cual no podrá exceder de cinco años.  
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La disolución consistirá en la conclusión definitiva de toda actividad social de la persona moral o jurídica, 

que no podrá volverse a constituir por las mismas personas en forma real o encubierta. La conclusión de 

toda actividad social se hará sin perjuicio de la realización de los actos necesarios para la disolución y 

liquidación total. El Juez designará en el mismo acto un liquidador que procederá a cumplir todas las 

obligaciones contraídas hasta entonces por la persona moral o jurídica, inclusive las responsabilidades 

derivadas del delito cometido, observando las disposiciones legales sobre prelación de créditos, conforme 

a la naturaleza de éstos y de la entidad objeto de la liquidación.  

 

La prohibición de realizar determinados negocios, operaciones o actividades, se referirá exclusivamente a 

las que determine el juzgador, mismas que deberán tener relación directa con el delito cometido. La 

prohibición podrá ser definitiva o temporal, en este último caso, el juez podrá imponerla hasta por cinco 

años. Los administradores y el comisario de la sociedad serán responsables ante el Juez, del cumplimiento 

de esta prohibición e incurrirán en las penas que establece este Código por desobediencia a un mandato 

de autoridad.  

 

La remoción consiste en la sustitución de los administradores por uno designado por el juez, durante un 

período máximo de cinco años.  

 

Para hacer la designación, el juez podrá atender la propuesta que formulen los socios o asociados que no 

hubiesen tenido participación en el delito.  

 

Cuando concluya el período previsto para la administración sustituta, la designación de los nuevos 

administradores se hará en la forma ordinaria prevista por las normas aplicables a estos actos.  

 

La intervención consiste en la vigilancia de las funciones que realizan los órganos de representación de la 

persona moral o jurídica y se ejercerá con las atribuciones que la ley confiere al interventor, hasta por tres 

años.  

 

La clausura consistirá en el cierre de todos o algunos de los locales o establecimientos de la persona moral 

o jurídica por un plazo de hasta cinco años.  

 

La inhabilitación consiste en la falta de capacidad para obtener subvenciones y ayudas públicas, para 

contratar con el sector público y para gozar de beneficios e incentivos fiscales o de seguridad social, por un 

plazo de hasta quince años.  

 

Para la aplicación de la reparación del daño, se estará a lo previsto en este Código y el juez podrá establecer 

como garantía para la misma, el otorgamiento de billete de depósito, una cantidad en efectivo o cualquiera 

otra medida a satisfacción de la víctima u ofendido del delito.  

  

El retiro de mobiliario urbano, incluidas casetas telefónicas o parte de ellas, cuando éstos no hayan sido 

removidos por otra autoridad, consiste en la remoción que realice personal de cualquier institución de 

seguridad pública por orden del juez. El mobiliario urbano quedará en resguardo del área que corresponda 

de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal.  

 

Para la custodia del folio real o de persona moral o jurídica se estará a lo dispuesto en la Ley Registral para 

el Distrito Federal, su reglamento y demás ordenamientos jurídicos aplicables.  

 

ARTÍCULO 69. Al imponer las consecuencias jurídicas accesorias previstas en este Capítulo, el Juez tomará 

las medidas pertinentes para dejar a salvo los derechos de los trabajadores y terceros frente a la persona 
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jurídica colectiva, así como aquellos otros derechos que sean exigibles frente a otras personas, derivados 

de actos celebrados con la persona moral o jurídica sancionada.  

 

Estos derechos quedan a salvo, aun cuando el juez no tome las medidas a que se refiere el párrafo anterior.  

 

 

CAPÍTULO XIV 

PROHIBICIÓN DE COMUNICACIÓN CON PERSONA DETERMINADA 

 

ARTÍCULO 69 Bis. Prohibir al sentenciado se comunique por cualquier medio, por si o por interpósita 

persona, con la víctima o el ofendido, victimas indirectas o testigos.  

 

CAPITULO XV 

REGISTRO PÚBLICO DE PERSONAS AGRESORAS SEXUALES 

 

ARTÍCULO 69 Ter (Aplicación y alcances). El juez tratándose de sentenciados, por los delitos de 

Feminicidio, en el supuesto previsto en el artículo 148 BIS fracción I, Violación, previsto en los artículos 174 

y 175, las conductas previstas en el artículo 181 BIS contra menores de 12 años, Turismo Sexual, previsto 

en el artículo 186 y Trata de Personas, previsto en el artículo 188 Bis, todos de este código, ordenará 

invariablemente su registro, en el Registro Público de Personas Agresores Sexuales, a partir de que cause 

ejecutoria la sentencia. Dicho registro tendrá una duración mínima de diez y máxima de 30 años.  

 

Dicho registro subsistirá durante todo el tiempo que dure el cumplimiento de la pena de prisión impuesta, 

aunque la pena de prisión impuesta sea sustituida o suspendida en términos de ley; y se extenderá por un 

tiempo mínimo de diez años y máximo de 30 años contados a partir de que el sentenciado, por cualquier 

motivo diversos a los ya señalados, obtenga su libertad.  

 

ARTÍCULO 69 Quater (extensión de la medida). El registro de los sentenciados por los delitos señalados en 

el artículo que antecede, se hará extensivo sin importar el sexo de la víctima o víctimas del delito y cuando 

sea menor de edad, independientemente de lo establecido en la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida 

Libre de Violencia de la Ciudad de México. 

 

TÍTULO CUARTO 

APLICACIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD 

 

 

CAPÍTULO I 

REGLAS GENERALES 

 

ARTÍCULO 70 (Regla general). Dentro de los límites fijados por la ley, los jueces y tribunales impondrán las 

sanciones establecidas para cada delito, teniendo en cuenta las circunstancias exteriores de ejecución y las 

peculiares del delincuente, en los términos del artículo 72 de este Código.  

 

Cuando se trate de punibilidad alternativa, en la que se contemple pena de prisión, el juez podrá imponer 

motivando su resolución, la sanción privativa de libertad sólo cuando ello sea ineludible para los fines de 

justicia, prevención general y prevención especial.  

 

ARTÍCULO 71 (Fijación de la disminución o aumento de la pena). En los casos en que este Código disponga 

penas en proporción a las previstas para el delito doloso consumado, la punibilidad aplicable será para 

todos los efectos legales, la que resulte de la elevación o disminución, según corresponda, de los términos 
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mínimo y máximo de la pena prevista por aquél. Cuando se trate de prisión, la pena mínima nunca será 

menor de tres meses.  

 

Cuando se prevea la disminución o el aumento de una pena con referencia a otra, se fijará con relación a 

los términos mínimo y máximo de la punibilidad que sirva de referencia.  

 

En estos casos, el juzgador individualizará la pena tomando como base el nuevo marco de referencia que 

resulte del aumento o disminución.  

 

En ningún caso se podrán rebasar los extremos previstos en este Código.  

Lo previsto en el párrafo anterior no es aplicable para la reparación del daño ni la sanción económica.  

 

ARTÍCULO 71 Bis (De la disminución de la pena en delitos no graves). Cuando el sujeto activo confiese su 

participación en la comisión de delito no grave ante el Ministerio Público y la ratifique ante el Juez en la 

declaración preparatoria, se disminuirá la pena en una mitad, según el delito que se trate.  

 

ARTÍCULO 71 Ter (De la disminución de la pena en delitos graves) Cuando el sujeto activo confiese su 

participación en la comisión de delito grave ante el Ministerio Público y la ratifique ante el Juez en la 

declaración preparatoria se disminuirá la pena una tercera parte, según el delito que se trate, excepto 

cuando estén relacionados con delincuencia organizada, en cuyo caso se aplicará la Ley de la materia. Este 

beneficio no es aplicable para los delitos de Homicidio, previsto en el artículo 123 en relación al 18, párrafo 

segundo; Secuestro, contenido en los artículos 163, 163 Bis, 164, 165, 166 y 166 Bis, con excepción de lo 

previsto en el último párrafo del artículo 164; Desaparición Forzada de Personas, previsto en el artículo 168; 

Violación, previsto en los artículos 174 y 175; Corrupción de personas menores de edad o personas que no 

tengan capacidad para comprender el significado del hecho o de personas que no tengan capacidad de 

resistir la conducta, previsto en los artículos 183, 184 y 185; Turismo Sexual, previsto en el artículo 186; 

Pornografía, previsto en los artículos 187 y 188; Trata de Personas, previsto en el artículo 188 Bis; Lenocinio, 

previstos en los artículos 189 y 189 bis ; Robo, previsto en el artículo 220, en relación al artículo 225; 

Enriquecimiento ilícito, previsto en el artículo 256 Bis; Ejercicio abusivo de funciones, previsto en el artículo 

267;  Tortura, previsto en los artículos 294 y 295; todos de este Código.  

 

ARTÍCULO 71 Quáter (Reglas generales para la aplicación de las penas disminuidas por reconocimiento de 

participación en la comisión del delito). El otorgamiento de la pena disminuida sólo será aplicable 

tratándose de primodelincuentes por delitos dolosos consumados y se requerirá que el reconocimiento 

que haga el sujeto activo de su participación en la comisión del delito se encuentre robustecido con otros 

elementos de prueba, para cuyo efecto se observarán las reglas previstas en los tres últimos párrafos del 

artículo 71 de éste Código.  

 

No aplicándose la excepción de inscripción en el Registro Público de Personas Agresoras Sexuales 

 

ARTÍCULO 72 (Criterios para la individualización de las penas y medidas de seguridad).  

 

El Juez, al dictar sentencia condenatoria, determinará la pena y medida de seguridad establecida para cada 

delito y las individualizará dentro de los límites señalados, con base en la gravedad del ilícito y el grado de 

culpabilidad del agente, tomando en cuenta:  

 

I. La naturaleza de la acción u omisión y los medios empleados para ejecutarla;  

 

II. La magnitud del daño causado al bien jurídico o del peligro en que éste fue colocado;  
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III. Las circunstancias de tiempo, lugar, modo y ocasión del hecho realizado;  

 

IV. La forma y grado de intervención del agente en la comisión del delito; los vínculos de parentesco, 

amistad o relación entre el activo y el pasivo, así como su calidad y la de la víctima u ofendido;  

 

V. La edad, el nivel de educación, las costumbres, condiciones sociales, económicas y culturales del sujeto, 

la misoginia, si se trata de un acto de violencia sexual, así como los motivos que lo impulsaron o 

determinaron a delinquir. Cuando el procesado pertenezca a un grupo étnico o pueblo indígena, se 

tomarán en cuenta, además, sus usos y costumbres;   

 

VI. Las condiciones fisiológicas y psíquicas específicas en que se encontraba el activo en el momento de la 

comisión del delito;  

 

VII. Las circunstancias del activo y pasivo, antes y durante la comisión del delito, que sean relevantes para 

individualizar la sanción, incluidos en su caso, los datos de violencia, la relación de desigualdad o de abuso 

de poder entre el agresor y la víctima vinculada directamente con el hecho delictivo, así como el 

comportamiento posterior del acusado con relación al delito cometido; y  

 

VIII. Las demás circunstancias especiales del agente, que sean relevantes para determinar la posibilidad 

que tuvo de haber ajustado su conducta a las exigencias de la norma.  

 

Para la adecuada aplicación de las penas y medidas de seguridad, el Juez deberá tomar conocimiento 

directo del sujeto, de la víctima y de las circunstancias del hecho y, en su caso, requerirá los dictámenes 

periciales tendientes a conocer la personalidad del sujeto y los demás elementos conducentes.  

 

ARTÍCULO 72 bis (Criterios para la individualización de las penas y medidas de seguridad para las personas 

morales o jurídicas). El Juez, para la imposición de las penas y medidas de seguridad previstas en el artículo 

32, 38, 68 y 69 de este Código, tomará en cuenta:  

 

I. La naturaleza de la acción u omisión y los medios empleados para ejecutarla;  

 

II. La magnitud del daño causado al bien jurídico o del peligro en que éste fue colocado;  

 

III. Las circunstancias de tiempo, lugar, modo y ocasión del hecho realizado;  

 

IV.- El beneficio obtenido por la comisión del delito;  

 

V.- Lo previsto en los artículos 42, y 43 de este Código y demás artículos aplicables;  

 

VI.- La necesidad de prevenir y evitar la continuidad de la actividad delictiva o de sus efectos;  

 

VII.- Las consecuencias económicas, sociales, y en su caso, las repercusiones para los trabajadores; y  

 

VIII.- El puesto o cargo que en la estructura de la persona moral o jurídica ocupa la persona física u órgano 

que cometió el delito y/o incumplió con el deber de control.  

 

ARTÍCULO 73. No es imputable al acusado el aumento de gravedad proveniente de circunstancias 

particulares del ofendido, si las ignoraba inculpablemente al cometer el delito.  
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ARTÍCULO 74. El aumento o la disminución de la pena, fundados en las relaciones personales o en las 

circunstancias subjetivas del autor de un delito, no son aplicables a los demás sujetos que intervinieron en 

aquél. Son aplicables las que se funden en circunstancias objetivas, si los demás sujetos tienen 

conocimiento de ellas.  

 

ARTÍCULO 75 (Pena innecesaria). El juez, de oficio o a petición de parte, podrá prescindir de la imposición 

de la pena privativa o restrictiva de la libertad o sustituirla por una menos grave o por una medida de 

seguridad, cuando la imposición resulte notoriamente innecesaria e irracional, en razón de que el agente: 

 

a) Con motivo del delito cometido, haya sufrido consecuencias graves en su persona;  

 

b) Presente senilidad avanzada; o  

 

c) Padezca enfermedad grave e incurable avanzada o precario estado de salud. En estos casos, el juez 

tomará en cuenta el resultado de los dictámenes médicos y asentará con precisión, en la sentencia, las 

razones de su determinación.  

 

Se exceptúa la reparación del daño y la sanción económica, así como el Registro Público de Personas 

Agresoras Sexuales, por lo que no se podrá prescindir de su imposición. 

 

ARTÍCULO 75 BIS. Cuando la orden de aprehensión o el auto de formal prisión se dicte en contra de una 

persona mayor de 70 años de edad o de precario estado de salud permanente, el juez podrá ordenar que la 

prisión preventiva se lleve a cabo en el domicilio del indiciado o procesado bajo las medidas de seguridad 

que procedan. La petición se tramitará incidentalmente.  

 

No gozarán de esta prerrogativa quienes, a criterio del juez, puedan sustraerse de la acción de la justicia o 

manifiesten una conducta que haga presumir fundadamente que causarán daño al denunciante o 

querellante, a la víctima u ofendido o a quienes directa o indirectamente participen o deban participar en 

el proceso.  

 

En todo caso, la valoración del juez se apoyará en dictámenes de peritos.  

 

 

CAPÍTULO II 

PUNIBILIDAD DE LOS DELITOS CULPOSOS 

 

ARTÍCULO 76 (Punibilidad del delito culposo). En los casos de delitos culposos, se impondrá la cuarta parte 

de las penas y medidas de seguridad asignadas por la ley al tipo básico del delito doloso, con excepción de 

aquellos para los que la ley señale una pena específica o un tratamiento diverso regulado por ordenamiento 

legal distinto a este Código.  

 

Además se impondrá, en su caso, suspensión o privación definitiva de derechos para ejercer profesión, 

oficio, autorización, licencia o permiso, por un término igual a la pena de prisión impuesta.  

 

Siempre que al delito doloso corresponda sanción alternativa que incluya una pena no privativa de libertad, 

aprovechará esta situación al responsable del delito culposo.  

 

Sólo se sancionarán como delitos culposos los siguientes: Homicidio, a que se refiere el artículo 123; 

Lesiones, a que se refiere el artículo 130 fracciones II a VII; Aborto, a que se refiere la primera parte del 

párrafo segundo del artículo 145; Lesiones por Contagio, a que se refiere el artículo 159; Daños, a que se 
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refiere el artículo 239; Ejercicio Ilegal del Servicio Público, a que se refieren las fracciones III y IV del artículo 

259, en las hipótesis siguientes: destruir, alterar o inutilizar información o documentación bajo su custodia 

o a la cual tenga acceso; propicie daños, pérdida o sustracción en los supuestos de la fracción IV del artículo 

259; Evasión de Presos, a que se refieren los artículos 304, 305, 306 fracción II y 309 segundo párrafo; 

Suministro de Medicinas Nocivas o Inapropiadas a que se refieren los artículos 328 y 329; Ataques a las Vías 

y a los Medios de Comunicación a que se refieren los artículos 330, 331 y 332; Delitos contra el Ambiente a 

que se refieren los artículos 343, 343 bis, 344, 345, 345 bis y 346; Delitos cometidos por actos de maltrato o 

crueldad en contra de animales no humanos a que se refieren los artículos 350 Bis y 350 Ter, y los demás 

casos contemplados específicamente en el presente Código y otras disposiciones legales.  

 

ARTÍCULO 77 (Clasificación de la gravedad de la culpa e individualización de la sanción para el delito 

culposo). La calificación de la gravedad de la culpa queda al prudente arbitrio del Juez, quien deberá 

considerar las circunstancias generales señaladas en el artículo 72 de este Código y las especiales 

siguientes:  

 

I. La mayor o menor posibilidad de prever y evitar el daño que resultó;  

 

II. El deber de cuidado del inculpado que le es exigible por las circunstancias y condiciones personales que 

la actividad o el oficio que desempeñe le impongan;  

 

III. Si el inculpado ha delinquido anteriormente en circunstancias semejantes;  

 

IV. Si tuvo tiempo para desplegar el cuidado necesario para no producir o evitar el daño que se produjo; y  

 

V. El estado del equipo, vías y demás condiciones de funcionamiento mecánico, tratándose de infracciones 

cometidas en los servicios de transporte y, en general, por conductores de vehículos.  

 

 

CAPÍTULO III 

PUNIBILIDAD DE LA TENTATIVA 

 

ARTÍCULO 78 (Punibilidad de la tentativa). La punibilidad aplicable a la tentativa, será de entre una tercera 

parte de la mínima y dos terceras partes de la máxima, previstas para el correspondiente delito doloso 

consumado que el agente quiso realizar.  

 

En la aplicación de las penas o medidas de seguridad a que se refiere este artículo, el juzgador tendrá en 

cuenta, además de lo previsto en el artículo 72 de este Código, el mayor o menor grado de aproximación a 

la consumación del delito y la magnitud del peligro en que se puso al bien jurídico protegido.  

 

Este artículo será aplicable para los casos en que la persona moral o jurídica incurra en una tentativa.  

 

 

CAPÍTULO IV 

PUNIBILIDAD EN EL CASO DE CONCURSO DE DELITOS Y DELITO CONTINUADO 

 

ARTÍCULO 79 (Aplicación de la sanción en el caso de concurso de delitos). En caso de concurso ideal, se 

impondrán las sanciones correspondientes al delito que merezca la mayor penalidad, las cuales podrán 

aumentarse sin rebasar la mitad del máximo de la duración de las penas correspondientes de los delitos 

restantes, si las sanciones aplicables son de la misma naturaleza; cuando sean de diversa naturaleza 
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podrán imponerse las penas correspondientes a los restantes delitos. En ningún caso, la pena aplicable 

podrá exceder de los máximos señalados en el Título Tercero del Libro Primero de este Código.  

 

En caso de concurso real, se impondrá la pena del delito que merezca la mayor, la cual podrá aumentarse 

con las penas que la ley contempla para cada uno de los delitos restantes, sin que exceda del máximo 

señalado en el artículo 33 de este Código.  

 

ARTÍCULO 80 (Punibilidad del delito continuado). En caso de delito continuado, se aumentará la sanción 

penal hasta en una mitad de la correspondiente al máximo del delito cometido.  

 

 

 

CAPÍTULO V 

PUNIBILIDAD DE LA COMPLICIDAD, AUXILIO EN CUMPLIMIENTO DE PROMESA ANTERIOR Y AUTORÍA 

INDETERMINADA 

 

ARTÍCULO 81 (Punibilidad de la complicidad). Para los casos a que se refieren las fracciones V y VI del 

artículo 22 de este Código, la penalidad será de las tres cuartas partes del mínimo y del máximo de las penas 

o medidas de seguridad previstas para el delito cometido, de acuerdo con la modalidad respectiva.  

 

ARTÍCULO 82 (Punibilidad de la autoría indeterminada). Para el caso previsto en el artículo 26 de este 

Código, la penalidad será de las tres cuartas partes del mínimo a las tres cuartas partes del máximo de las 

penas o medidas de seguridad correspondientes para el delito cometido, según su modalidad.  

 

 

CAPÍTULO VI 

ERROR VENCIBLE Y EXCESO EN LAS CAUSAS DE LICITUD 

 

ARTÍCULO 83 (Punibilidad en el caso de error vencible y excesos). En caso de que sea vencible el error a 

que se refiere el último párrafo del inciso a) de la fracción III, de la letra A del artículo 29 de este Código, la 

penalidad será la del delito culposo, si el hecho de que se trata admite dicha forma de realización.  

 

Si el error vencible es el previsto en el último párrafo de la fracción III de la letra C del artículo 29 de este 

Código, la penalidad será de una tercera parte del delito que se trate.  

 

Al que incurra en exceso, en los casos previstos en las fracciones I, II, III y IV de la letra B del artículo 29 de 

este Código, se le impondrá la cuarta parte de las penas o medidas de seguridad, correspondientes al delito 

de que se trate, siempre y cuando con relación al exceso, no exista otra causa de exclusión del delito.  

 

 

CAPÍTULO VII 

SUSTITUCIÓN DE PENAS 

 

ARTÍCULO 84 (Sustitución de la prisión). El Juez, considerando lo dispuesto en el artículo 72 de este Código, 

podrá sustituir la pena de prisión, en los términos siguientes:  

 

I. Por multa o trabajo en beneficio de la víctima o en favor de la comunidad, cuando no exceda de tres años; 

y  

 

II. Por tratamiento en libertad o semilibertad, cuando no exceda de cinco años.  
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La equivalencia de la multa sustitutiva de la pena de prisión, será en razón de un día multa por un día de 

prisión, de acuerdo con las posibilidades económicas del sentenciado.  

 

ARTÍCULO 85 (Sustitución de la multa). La multa podrá ser sustituida por trabajo en beneficio de la víctima 

o en favor de la comunidad.  

 

ARTÍCULO 86 La sustitución de la sanción privativa de libertad procederá cuando se cumpla la reparación 

del daño, pudiendo el juez fijar plazos para ello, de acuerdo a la situación económica del sentenciado. En 

los casos de delitos que impliquen violencia la sustitución prevalecerá en tanto el sentenciado no se 

acerque ni se comunique, por cualquier medio, por si o por interpósita persona, con la víctima u ofendido, 

victimas indirectas o testigos.  

 

En caso de delitos relacionados con violencia sexual, en los que se haya ordenado como medida de 

seguridad la inclusión del sentenciado en el Registro Público de Personas Agresoras Sexuales, este registro 

no será sustituido, por lo que deberá continuar en términos del artículo 69 Ter de este Código. 

 

La sustitución de la pena de prisión no podrá aplicarse por el juzgador, cuando se trate la comisión de 

cualquiera de los delitos previstos en los Títulos Décimo Octavo, Décimo Noveno y Vigésimo de este Código 

o se trate de un sujeto al que anteriormente se le hubiere condenado en sentencia ejecutoriada por delito 

doloso que se persiga de oficio y cuando no proceda en los términos de las leyes respectivas, tratándose de 

una trasgresión en perjuicio de la hacienda pública.  

 

ARTÍCULO 87 (Revocación de la sustitución). El Juez podrá dejar sin efecto la sustitución y ordenar que se 

ejecute la pena de prisión impuesta, en los siguientes casos:  

 

I. Cuando el sentenciado no cumpla con las condiciones que le fueran señaladas para tal efecto, salvo que 

el juzgador estime conveniente apercibirlo de que si se incurre en una nueva falta, se hará efectiva la 

sanción sustituida. En estos casos, se fijará garantía para asegurar el cumplimiento de sus obligaciones con 

motivo del sustitutivo concedido; o  

 

II. Cuando al sentenciado se le condene en otro proceso por delito doloso grave. Si el nuevo delito es doloso 

no grave o culposo, el Juez resolverá si debe aplicarse la pena sustituida.  

En caso de hacerse efectiva la pena de prisión sustituida, se tomará en cuenta el tiempo durante el cual el 

sentenciado hubiera cumplido la pena sustitutiva.  

 

ARTÍCULO 88 (Obligación del fiador en la sustitución). La obligación del fiador concluirá al extinguirse la 

pena impuesta, en caso de habérsele nombrado para el cumplimiento de los deberes inherentes a la 

sustitución de penas.  

 

Cuando el fiador tenga motivos para no continuar en su desempeño, los expondrá al Juez a fin de que éste, 

si los estima fundados, prevenga al sentenciado para que presente nuevo fiador dentro del plazo que se le 

fije, apercibido de que de no hacerlo se le hará efectiva la pena. En este último caso, se estará a lo dispuesto 

en el artículo anterior.  

 

En caso de muerte o insolvencia del fiador, el sentenciado deberá poner el hecho en conocimiento del Juez, 

para los efectos que se expresan en el párrafo que precede.  

 

 

CAPÍTULO VIII 

SUSPENSIÓN CONDICIONAL DE LA EJECUCIÓN DE LA PENA 
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ARTÍCULO 89 (Requisitos para la procedencia de la suspensión). El juez o el Tribunal, en su caso, al dictar 

sentencia condenatoria, suspenderá motivadamente la ejecución de las penas, a petición de parte o de 

oficio, si concurren los requisitos siguientes:  

 

I. Que la duración de la pena impuesta no exceda de cinco años de prisión;  

 

II. Que en atención a las condiciones personales del sujeto, no haya necesidad de sustituir las penas, en 

función del fin para el que fueron impuestas; y  

III. Que el sentenciado cuente con antecedentes personales positivos y un modo honesto de vida. El Juez 

considerará además la naturaleza, modalidades y móviles del delito.  

 

ARTÍCULO 90 (Requisitos para el goce del beneficio anterior). Para gozar del beneficio a que se refiere el 

artículo anterior, el sentenciado deberá:  

 

I. Otorgar la garantía o sujetarse a las medidas que se fijen para asegurar su comparecencia ante la 

autoridad, cada vez que sea requerido por ésta;  

 

II. Obligarse a residir en determinado lugar, del que no podrá ausentarse sin permiso de la autoridad que 

ejerza el cuidado y vigilancia;  

 

III. Desempeñar una ocupación lícita;  

 

IV. Abstenerse de causar molestias, acercarse o comunicarse por cualquier medio por si o por interpósita 

persona con la víctima u ofendido, víctimas indirectas o los testigos; y  

 

V. Acreditar que se ha cubierto la reparación del daño, pudiendo el juez fijar plazos para ello, de acuerdo a 

la situación económica del sentenciado.  

 

ARTÍCULO 91 (Efectos y duración de la suspensión). La suspensión comprenderá la pena de prisión y la 

multa. En cuanto a las demás sanciones impuestas, el juez o Tribunal resolverá según las circunstancias del 

caso. La suspensión tendrá una duración igual a la de la pena suspendida.  

 

Una vez transcurrida ésta, se considerará extinguida la pena impuesta, siempre que durante ese término el 

sentenciado no diere lugar a nuevo proceso que concluya con sentencia condenatoria.  

 

En este último caso, el juzgador tomando en cuenta las circunstancias y gravedad del delito, resolverá si 

debe aplicarse o no la pena suspendida.  

 

Los hechos que originan el nuevo proceso interrumpen el plazo de la suspensión, tanto si se trata de delito 

doloso como culposo, hasta que se dicte sentencia ejecutoria.  

 

Si el sentenciado falta al cumplimiento de las obligaciones contraídas, el Juez o Tribunal podrá hacer 

efectiva la pena suspendida o apercibirlo de que si vuelve a faltar a alguna de las condiciones fijadas, se 

hará efectiva dicha pena.  

 

A los delincuentes que se les haya suspendido la ejecución de la sentencia, se les hará saber lo dispuesto 

en este artículo, lo que se asentará en diligencia formal, sin que la falta de ésta impida, en su caso, la 

aplicación de lo previsto en este artículo.  
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CAPÍTULO IX 

REGLAS GENERALES PARA LA SUSTITUCIÓN Y SUSPENSIÓN DE SANCIONES 

 

ARTÍCULO 92 (Facultad de promover la suspensión). El sentenciado que considere que al dictarse la 

sentencia, en la que no hubo pronunciamiento sobre la sustitución o suspensión de la pena reunía las 

condiciones fijadas para su obtención y que está en aptitud de cumplir con los requisitos para su 

otorgamiento, podrá promover el incidente respectivo ante el Juez de la causa.  

 

ARTÍCULO 93 (Jurisdicción y vigilancia). El Juez conservará jurisdicción para conocer de las cuestiones 

relativas al cumplimiento, revocación y modificación de la sustitución o suspensión de sanciones y vigilará 

su cumplimiento.  

 

 

TÍTULO QUINTO 

EXTINCIÓN DE LA PRETENSIÓN PUNITIVA Y DE LA POTESTAD DE EJECUTAR LAS PENAS Y MEDIDAS DE 

SEGURIDAD 

 

 

CAPÍTULO I 

REGLAS GENERALES 

 

ARTÍCULO 94 (Causas de extinción). La pretensión punitiva y la potestad para ejecutar las penas y medidas 

de seguridad, se extinguen por:  

 

I. Cumplimiento de la pena o medida de seguridad;  

 

II. Muerte del inculpado o sentenciado;  

 

III. Reconocimiento de la inocencia del sentenciado;  

 

IV. Perdón del ofendido en los delitos de querella o por cualquier otro acto equivalente;  

 

V. Rehabilitación;  

 

VI. Conclusión del tratamiento de inimputables;  

 

VII. Indulto;  

 

VIII. Amnistía;  

 

IX. Prescripción;  

 

X. Supresión del tipo penal;  

 

XI. Existencia de una sentencia anterior dictada en proceso seguido por los mismos hechos;   

 

XII.- Anulación de la sentencia; y   

 

XIII.- El debido cumplimiento del criterio de oportunidad o de las soluciones alternas correspondientes.  
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ARTÍCULO 95 (Procedencia de la extinción). La resolución sobre la extinción punitiva se dictará de oficio o a 

solicitud de parte.  

 

ARTÍCULO 96 (Alcances de la extinción). La extinción que se produzca en los términos del artículo 94 no 

abarca el decomiso de instrumentos, objetos y productos del delito, o la inscripción en el Registro Público 

de Personas Agresores Sexuales, ni afecta la reparación de daños y perjuicios, salvo disposición legal 

expresa o cuando la potestad para ejecutar dicha sanción pecuniaria se extinga por alguna causa 

 

 

CAPÍTULO II 

CUMPLIMIENTO DE LA PENA O MEDIDA DE SEGURIDAD 

 

ARTÍCULO 97 (Efectos del cumplimiento). La potestad para ejecutar la pena o la medida de seguridad 

impuesta, se extingue por cumplimiento de las mismas o de las penas por las que se hubiesen sustituido o 

conmutado. Asimismo, la sanción que se hubiese suspendido se extinguirá por el cumplimiento de los 

requisitos establecidos para el otorgamiento de la suspensión, en los términos y dentro de los plazos 

legalmente aplicables.  

 

 

CAPÍTULO III 

MUERTE DEL INCULPADO O SENTENCIADO 

 

ARTÍCULO 98 (Extinción por muerte). La muerte del inculpado extingue la pretensión punitiva; la del 

sentenciado, las penas o las medidas de seguridad impuestas, a excepción del decomiso y la reparación del 

daño.  

 

 

CAPÍTULO IV 

RECONOCIMIENTO DE INOCENCIA 

 

ARTÍCULO 99 (Pérdida del efecto de la sentencia por reconocimiento de la inocencia del sentenciado). 

Cualquiera que sea la pena o la medida de seguridad impuesta en sentencia que cause ejecutoria, 

procederá la anulación de ésta, cuando se pruebe que el sentenciado es inocente del delito por el que se le 

juzgó. El reconocimiento de inocencia produce la extinción de las penas o medidas de seguridad impuestas 

y de todos sus efectos.  

 

También procederá el reconocimiento de inocencia en los términos previstos en la legislación de 

procedimientos penales aplicable al Distrito Federal.  

El reconocimiento de inocencia del sentenciado extingue la obligación de reparar el daño.  

El Gobierno del Distrito Federal cubrirá el daño a quien habiendo sido condenado, hubiese obtenido el 

reconocimiento de su inocencia.  

 

CAPÍTULO V 

PERDÓN QUE OTORGA EL OFENDIDO EN LOS DELITOS DE QUERELLA 

 

ARTÍCULO 100 (Extinción por perdón del ofendido). El perdón del ofendido o del legitimado para otorgarlo, 

extingue la pretensión punitiva respecto de los delitos que se persiguen por querella, siempre que se 

conceda ante el Ministerio Público si éste no ha ejercitado la acción penal, o ante el órgano jurisdiccional 

antes de que cause ejecutoria la sentencia. En caso de que la sentencia haya causado ejecutoria, el ofendido 
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podrá acudir ante la autoridad judicial a otorgar el perdón. Ésta deberá proceder de inmediato a decretar 

la extinción de la potestad de ejecutar las penas y medidas de seguridad.  

 

Una vez otorgado el perdón, éste no podrá revocarse, a excepción de los supuestos previstos en los 

artículos 200 y 201 de este Código, en cuyo caso el perdón previamente otorgado solamente suspende la 

pretensión punitiva o la ejecución de las penas y medidas de seguridad, y podrá revocarse hasta un año 

posterior a su otorgamiento.  

 

Lo dispuesto en el párrafo anterior es igualmente aplicable a los delitos que sólo pueden ser perseguidos 

por declaratoria de perjuicio o por un acto equivalente a la querella. Para la extinción de la pretensión 

punitiva es suficiente la manifestación de quien está autorizado para ello, de que el interés afectado ha sido 

satisfecho.  

 

El perdón solo beneficia al inculpado en cuyo favor se otorga. Cuando sean varios los ofendidos y cada uno 

pueda ejercer separadamente la facultad de perdonar al responsable del delito y al encubridor, el perdón 

sólo surtirá efectos por lo que hace a quien lo otorga.  

 

CAPÍTULO VI 

REHABILITACIÓN 

 

ARTÍCULO 101 (Objeto de la rehabilitación). La rehabilitación tiene por objeto reintegrar al sentenciado en 

el goce de los derechos, funciones o empleo de cuyo ejercicio se le hubiere suspendido o inhabilitado en 

virtud de sentencia firme.  

 

CAPÍTULO VII 

CONCLUSIÓN DEL TRATAMIENTO DE INIMPUTABLES 

 

ARTÍCULO 102 (Extinción de las medidas de tratamiento de inimputables). La potestad para la ejecución de 

las medidas de tratamiento a inimputables, se considerará extinguida si se acredita que el sujeto ya no 

requiere tratamiento. Si el inimputable sujeto a una medida de seguridad se encontrare prófugo y 

posteriormente fuere detenido, la potestad para la ejecución de dicha medida se considerará extinguida, 

si se acredita que las condiciones personales del sujeto que dieron origen a su imposición, ya han cesado.  

 

CAPÍTULO VIII 

INDULTO 

 

ARTÍCULO 103 (Efectos y procedencia del indulto). El indulto extingue la potestad de ejecutar las penas y las 

medidas de seguridad impuestas en sentencia ejecutoria, salvo el decomiso de instrumentos, objetos y 

productos relacionados con el delito, así como la reparación del daño.  

 

Es facultad discrecional del Titular del Ejecutivo conceder el indulto.  

 

CAPÍTULO IX 

AMNISTÍA 

 

ARTÍCULO 104 (Extinción por amnistía). La amnistía extingue la pretensión punitiva o la potestad de 

ejecutar las penas y medidas de seguridad impuestas, en los términos de la Ley que se dictare 

concediéndola.  

 

CAPÍTULO X 
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PRESCRIPCIÓN 

 

ARTÍCULO 105 (Efectos y características de la prescripción). La prescripción es personal y extingue la 

pretensión punitiva y la potestad de ejecutar las penas y las medidas de seguridad, y para ello bastará el 

transcurso del tiempo señalado por la ley.  

 

ARTÍCULO 106 (La resolución en torno de la prescripción se dictará de oficio o a petición de parte). La 

resolución en torno de la prescripción se dictará de oficio o a petición de parte.  

 

ARTÍCULO 107 (Duplicación de los plazos para la prescripción). Los plazos para que opere la prescripción 

se duplicarán respecto de quienes se encuentren fuera del territorio del Distrito Federal, si por esta 

circunstancia no es posible concluir la averiguación previa, la investigación, el proceso o la ejecución de la 

sentencia.  

 

ARTÍCULO 108 (Plazos para la prescripción de la pretensión punitiva). Los plazos para la prescripción de la 

pretensión punitiva serán continuos; en ellos se considerará el delito con sus modalidades y se contarán a 

partir de:  

 

I. El momento en que se consumó el delito, si es instantáneo;  

 

II. El momento en que cesó la consumación, si el delito es permanente;  

 

III. El día en que se realizó la última conducta, si el delito es continuado;  

 

IV. El momento en que se realizó el último acto de ejecución o se omitió la conducta debida, si se trata de 

tentativa;  

 

V. El día en que el Ministerio Público de la adscripción haya recibido el oficio correspondiente, en los casos 

en que se hubiere librado orden de reaprehensión o presentación, respecto del procesado que se haya 

sustraído de la acción de la justicia; y  

 

VI. En los delitos tipificados en el Libro Segundo, Títulos Quinto y Sexto de este Código, cuando la víctima 

fuere menor de edad, el plazo de prescripción de la acción penal empezará a correr para el menor de edad 

que haya sido víctima, al momento que cumpla treinta años de edad. 

 

ARTÍCULO 109 (Plazos para la prescripción de la potestad para ejecutar las penas y medidas de seguridad). 

Los plazos para la prescripción de la potestad para ejecutar las penas y las medidas de seguridad, serán 

continuos y correrán desde el día siguiente a aquél en que el sentenciado se sustraiga de la acción de la 

justicia, si las penas o las medidas de seguridad fueren privativas o restrictivas de la libertad. En caso 

contrario, desde la fecha en que cause ejecutoria la sentencia.  

 

ARTÍCULO 110 (Prescripción de la potestad punitiva en los casos de delito de querella). Salvo disposición en 

contrario, la pretensión punitiva que nazca de un delito que sólo puede perseguirse por querella del 

ofendido o algún otro acto equivalente, prescribirá en un año, contado desde el día en que quienes puedan 

formular la querella o el acto equivalente, tengan conocimiento del delito y del delincuente, y en tres años 

fuera de esta circunstancia.  

Una vez cumplido el requisito de procedibilidad dentro del plazo antes mencionado, la prescripción seguirá 

corriendo según las reglas para los delitos perseguibles de oficio.  
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ARTÍCULO 111 (Prescripción de la pretensión punitiva según el tipo de pena). La pretensión punitiva respecto 

de delitos que se persigan de oficio prescribirá:  

 

I. En un plazo igual al término medio aritmético de la pena privativa de la libertad, incluídas las modalidades 

del delito cometido, pero en ningún caso será menor de tres años. 

 

Esta regla se aplicará cuando la pena privativa de la libertad esté señalada en forma conjunta o alterna con 

otra diversa. 

 

II. En un año, si el delito se sanciona con pena no privativa de la libertad. 

 

III. Tratándose de las conductas descritas en el primero, segundo y tercer párrafo del artículo 181 BIS de 

este Código, las penas serán imprescriptibles. 

 

Artículo 111 BIS. Para los delitos previstos en los títulos décimo octavo, décimo noveno y vigésimo del 

presente Código, la prescripción será por un plazo igual a la mayor de las sanciones que corresponda al 

delito de que se trate. Asimismo, se interrumpirá la prescripción cuando el indiciado se sustraiga a la acción 

de la justicia. 

 

ARTÍCULO 112 (Prescripción de la pretensión punitiva en caso de concurso de delitos). En los casos de 

concurso ideal de delitos, la pretensión punitiva prescribirá conforme a las reglas para el delito que 

merezca la pena mayor.  

 

En los casos de concurso real de delitos, los plazos para la prescripción punitiva empezarán a correr 

simultáneamente y prescribirán separadamente para cada uno de los delitos.  

 

ARTÍCULO 113 (Necesidad de resolución o declaración previa). Cuando para ejercitar o continuar la 

pretensión punitiva sea necesaria una resolución previa de autoridad jurisdiccional, la prescripción 

comenzará a correr desde que se dicte la sentencia irrevocable.  

 

Si para deducir la pretensión punitiva la ley exigiere previa declaración o resolución de alguna autoridad, 

las gestiones que con ese fin se practiquen dentro de los términos señalados en el artículo 111 de este 

Código, interrumpirán la prescripción.  

 

ARTÍCULO 114 (Interrupción de la prescripción de la pretensión punitiva). La prescripción de la pretensión 

punitiva se interrumpirá por las actuaciones que se practiquen en averiguación del delito y de los 

delincuentes, aunque por ignorarse quiénes sean éstos, no se practiquen las diligencias contra persona 

determinada.  

 

La prescripción de la pretensión punitiva se interrumpirá también por el requerimiento de auxilio en la 

investigación del delito o del delincuente, por las diligencias que se practiquen para obtener la extradición 

internacional, y por el requerimiento de entrega del inculpado que formalmente haga el Ministerio Público 

al de otra entidad federativa, donde aquél se refugie, se localice o se encuentre detenido por el mismo 

delito o por otro. En el primer caso también se interrumpirá con las actuaciones que practique la autoridad 

requerida y en el segundo subsistirá la interrupción, hasta en tanto ésta niegue la entrega o desaparezca la 

situación legal del detenido que dé motivo al aplazamiento de su entrega.  

 

Si se dejare de actuar, la prescripción empezará a correr de nuevo desde el día siguiente al de la última 

diligencia.  
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ARTÍCULO 115 (Excepción a la interrupción). No operará la interrupción de la prescripción de la pretensión 

punitiva, cuando las actuaciones se practiquen después de que haya transcurrido la mitad del lapso 

necesario para la prescripción, contados a partir de los momentos a que se refieren las fracciones I a IV del 

artículo 108 de este Código.  

 

ARTÍCULO 116 (Lapso de prescripción de la potestad de ejecutar las penas). Salvo disposición legal en 

contrario, la potestad para ejecutar la pena privativa de libertad o medida de seguridad, prescribirá en un 

tiempo igual al fijado en la condena, pero no podrá ser inferior a tres años.  

 

La potestad para ejecutar la pena de multa prescribirá en un año. Para las demás sanciones prescribirá en 

un plazo igual al que deberían durar éstas, sin que pueda ser inferior a dos años.  

 

La potestad para ejecutar las penas que no tengan temporalidad prescribirán en dos años y la de la 

reparación del daño en un tiempo igual al de la pena privativa de libertad impuesta.  

 

Los plazos serán contados a partir de la fecha en que cause ejecutoria la resolución.  

 

ARTÍCULO 117 (Cuando el sentenciado hubiere extinguido ya una parte de su sanción, se necesitará para la 

prescripción tanto tiempo como el que falte de la condena). Cuando el sentenciado hubiere extinguido ya 

una parte de su sanción, se necesitará para la prescripción tanto tiempo como el que falte de la condena.  

 

ARTÍCULO 118 (Interrupción de la prescripción de la potestad para ejecutar la pena o medida de seguridad). 

La prescripción de la potestad para ejecutar la pena o medida privativa de la libertad, sólo se interrumpe 

con la aprehensión del sentenciado, aunque se ejecute por otro delito diverso o por la formal solicitud de 

entrega que el Ministerio Público haga al de otra entidad federativa, en que aquél se encuentre detenido, 

en cuyo caso subsistirá la interrupción hasta en tanto la autoridad requerida niegue dicha entrega o 

desaparezca la situación legal del detenido que motive aplazar su cumplimiento.  

 

La prescripción de la potestad de las demás sanciones se interrumpirá por cualquier acto de autoridad 

competente para hacerlas efectivas. También se interrumpirá la prescripción de las penas pecuniarias, por 

las promociones que el ofendido o persona a cuyo favor se haya decretado dicha reparación, haga ante la 

autoridad correspondiente y por las actuaciones que esa autoridad realice para ejecutarlas, así como por 

el inicio de juicio ejecutivo ante autoridad civil usando como título la sentencia condenatoria 

correspondiente.  

 

ARTÍCULO 119 (Autoridad competente para resolver la extinción). La extinción de la pretensión punitiva 

será resuelta por el titular del Ministerio Público durante la averiguación previa o la investigación, y en su 

caso, el órgano jurisdiccional en cualquier etapa del proceso.  

 

La declaración de extinción de la potestad de ejecutar las penas y medidas de seguridad corresponde al 

órgano jurisdiccional competente.  

 

ARTÍCULO 120 (Facultad jurisdiccional en la ejecución). Si durante la ejecución de las penas o medidas de 

seguridad se advierte que se había extinguido la pretensión punitiva o la potestad de ejecutarlas, tales 

circunstancias se plantearán por la vía incidental ante el órgano jurisdiccional que hubiere conocido del 

asunto y éste resolverá lo procedente.  

 

 

CAPÍTULO XI 

SUPRESIÓN DEL TIPO PENAL 
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ARTÍCULO 121 (Extinción por supresión del tipo penal). Cuando la ley suprima un tipo penal se extinguirá la 

potestad punitiva respectiva o la de ejecutar las penas o medidas de seguridad impuestas, se pondrá en 

absoluta e inmediata libertad al inculpado o al sentenciado y cesarán de derecho todos los efectos del 

procedimiento penal o de la sentencia.  

 

 

CAPÍTULO XII 

EXISTENCIA DE UNA SENTENCIA ANTERIOR DICTADA EN PROCESO SEGUIDO POR LOS MISMOS 

HECHOS 

 

ARTÍCULO 122 (Non bis in idem). Nadie puede ser juzgado dos veces por los mismos hechos, ya sea que en 

el juicio se le absuelva o se le condene.  

 

Cuando existan en contra de la misma persona y por la misma conducta:  

 

I. Dos procedimientos distintos, se archivará o sobreseerá de oficio el que se haya iniciado en segundo 

término;  

 

II. Una sentencia y un procedimiento distinto, se archivará o se sobreseerá de oficio el procedimiento 

distinto; o  

 

III. Dos sentencias, dictadas en procesos distintos, se hará la declaratoria de nulidad de la sentencia que 

corresponda al proceso que se inició en segundo término y se extinguirán sus efectos.  

 

 

LIBRO SEGUNDO 

PARTE ESPECIAL 

 

 

TÍTULO PRIMERO 

DELITOS CONTRA LA VIDA, LA INTEGRIDAD CORPORAL, LA DIGNIDAD Y EL ACCESO A UNA VIDA LIBRE 

DE VIOLENCIA 

 

CAPÍT 

ULO I 

HOMICIDIO 

 

ARTÍCULO 123. Al que prive de la vida a otro, se le impondrá de ocho a veinte años de prisión.  

 

ARTÍCULO 124. Se tendrá como mortal una lesión, cuando la muerte se deba a las alteraciones causadas 

por la lesión en el órgano u órganos interesados, alguna de sus consecuencias inmediatas o alguna 

complicación determinada inevitablemente por la misma lesión.  

 

ARTÍCULO 125. Al que prive de la vida a su ascendiente o descendiente consanguíneo en línea recta, 

hermano, adoptante o adoptado, cónyuge, concubina o concubinario u otra relación de pareja 

permanente, con conocimiento de esa relación, se le impondrán prisión de diez a treinta años y pérdida de 

los derechos que tenga con respecto a la víctima, incluidos los de carácter sucesorio. Si faltare el 

conocimiento de la relación, se estará a la punibilidad prevista para el homicidio simple.  
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Si en la comisión de este delito concurre alguna circunstancia agravante de las previstas en el artículo 138 

de este Código, se impondrán las penas del homicidio calificado. Si concurre alguna atenuante se 

impondrán las penas que correspondan según la modalidad.  

 

ARTÍCULO 126. Cuando la madre prive de la vida a su hijo dentro de las veinticuatro horas siguientes a su 

nacimiento, se le impondrá de tres a diez años de prisión, el juez tomará en cuenta las circunstancias del 

embarazo, las condiciones personales de la madre y los móviles de su conducta.  

 

ARTÍCULO 127. Al que prive de la vida a otro, por la petición expresa, libre, reiterada, seria e inequívoca de 

éste, siempre que medien razones humanitarias y la víctima padeciere una enfermedad incurable en fase 

terminal, se le impondrá prisión de dos a cinco años.  

 

Los supuestos previstos en el párrafo anterior no integran los elementos del cuerpo del delito de homicidio, 

así como tampoco las conductas realizadas por el personal de salud correspondiente, para los efectos del 

cumplimiento de las disposiciones establecidas en la Ley de Voluntad Anticipada para el Distrito Federal.  

 

Tampoco integran los elementos del cuerpo del delito previsto en el párrafo primero del presente artículo, 

las conductas realizadas conforme a las disposiciones establecidas en la Ley de Voluntad Anticipada para 

el Distrito Federal suscritas y realizadas por el solicitante o representante, en el Documento de Voluntad 

Anticipada o el Formato expedido por la Secretaría de Salud para los efectos legales a que haya lugar.  

 

ARTÍCULO 128. A quien cometa homicidio calificado se le impondrá de veinte a cincuenta años de prisión.  

 

ARTÍCULO 129. Al que prive de la vida a otro en riña se le impondrá de cuatro a doce años de prisión, si se 

tratare del provocador y de tres a siete años, si se tratare del provocado.  

 

 

CAPÍTULO II 

LESIONES 

 

ARTÍCULO 130. Al que cause a otro un daño o alteración en su salud, se le impondrán:  

 

I. Se deroga;  

 

II. De seis meses a dos años de prisión, cuando tarden en sanar más de quince días y menos de sesenta;  

 

III. De dos a tres años seis meses de prisión, si tardan en sanar más de sesenta días;  

 

IV. De dos a cinco años de prisión, cuando dejen cicatriz permanentemente notable en la cara;  

 

V. De tres a cinco años de prisión, cuando disminuyan alguna facultad o el normal funcionamiento de un 

órgano o de un miembro;  

 

VI. De seis a ocho años de prisión, si producen la pérdida de cualquier función orgánica, de un miembro, de 

un órgano o de una facultad, o causen una enfermedad incurable o una deformidad; 

 

VII. De seis a ocho años de prisión, cuando pongan en peligro la vida. 

 

Se deroga.  
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ARTÍCULO 131. Las penas previstas en el artículo anterior, se incrementarán en una mitad del supuesto 

que corresponda, cuando: 

 

I. Las lesiones las cause una persona ascendiente o descendiente consanguínea en línea recta, hermana o 

hermano, persona adoptante o adoptada; 

 

II. Cuando exista o haya existido entre el activo y la víctima una relación de matrimonio, concubinato, 

sociedad de convivencia, noviazgo o cualquier otra relación sentimental o de hecho, de confianza, docente, 

laboral, subordinación o superioridad; 

 

III. Cuando existan antecedentes o datos que establezcan que el sujeto activo ha cometido amenazas, 

acoso o cualquier otro tipo de violencia en el ámbito familiar, laboral o escolar de la víctima; 

 

IV. Cuando a la víctima se le haya infringido lesiones infamantes ó degradantes, y 

 

V. Cuando se empleen ácidos, sustancias corrosivas o inflamables. 

 

ARTÍCULO 132. Cuando las lesiones se infieran con crueldad o frecuencia a un menor de edad o a un 

incapaz, sujetos a la patria potestad, tutela, custodia del agente o a una persona mayor de sesenta años, la 

pena se incrementará con dos terceras partes de la sanción prevista.  

 

En todos los casos, a juicio del juez, se decretará la suspensión o pérdida de los derechos que tenga el 

agente en relación con el sujeto pasivo, por un tiempo igual al de la pena de prisión que se imponga.  

 

ARTÍCULO 133. Al que infiera a otro lesiones en riña, se le impondrá la mitad de las penas que correspondan 

por las lesiones causadas, si se tratare del provocador, y la tercera parte si se trata del provocado.  

 

ARTÍCULO 134. Cuando las lesiones sean calificadas, la pena correspondiente a las lesiones simples se 

incrementará en dos terceras partes.  

 

ARTÍCULO 135. Se perseguirán por querella las lesiones culposas, cualquiera que sea su naturaleza, salvo 

que sean con motivo de tránsito de vehículos en los casos en que el conductor: 

 

I. Hubiese realizado la conducta en estado de ebriedad, bajo el influjo de estupefacientes, psicotrópicas o 

de cualquier otra sustancia que produzca efectos similares;  

 

II. No auxilie a la víctima o se dé a la fuga;  

 

III. Derogada;  

 

IV. Utilice indebidamente la vía ciclista o un carril confinado;  

 

V. Evada un punto de revisión de autoridad competente, previamente autorizado;  

 

VI. Atendiendo la vía en la que circule, supere en una mitad la velocidad máxima permitida por el 

Reglamento de Tránsito de la Ciudad de México; o  

 

VII. Produzca la conducta como consecuencia de manipular el teléfono celular o cualquier dispositivo de 

comunicación 
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CAPÍTULO III 

REGLAS COMUNES PARA LOS DELITOS DE HOMICIDIO Y LESIONES 

 

ARTÍCULO 136. Derogado. 

 

Existe emoción violenta cuando el sujeto activo del delito vive una intensa conmoción del ánimo que 

provoca un desorden del comportamiento, la pérdida del dominio de su capacidad reflexiva y la 

disminución de sus frenos inhibitorios, que desencadenaron el delito.  

 

ARTÍCULO 137. La riña es la contienda de obra entre dos o más personas con el propósito de causarse 

daño.  

 

ARTÍCULO 138. El homicidio y las lesiones son calificadas cuando se cometan con: ventaja, traición, 

alevosía, retribución, por el medio empleado, saña, en estado de alteración voluntaria u odio. 

 

I. Existe ventaja:  

 

a) Cuando el agente es superior en fuerza física al ofendido y éste no se halla armado;  

 

b) Cuando es superior por las armas que emplea, por su mayor destreza en el manejo de ellas o por el 

número de los que intervengan con él;  

 

c) Cuando el agente se vale de algún medio que debilita la defensa del ofendido; o  

 

d) Cuando éste se halla inerme o caído y aquél armado o de pie.  

 

e) Cuando hay violencia psicoemocional por parte del agresor en contra de la víctima, de tal forma que 

imposibilite o dificulte su defensa.  

 

La ventaja no se tomará en consideración en los tres primeros casos, si el que la tiene obrase en defensa 

legítima, ni en el cuarto, si el que se halla armado o de pie fuere el agredido y además hubiere corrido 

peligro su vida por no aprovechar esa circunstancia.  

 

II. Existe traición: Cuando el agente realiza el hecho quebrantando la confianza o seguridad que 

expresamente le había prometido al ofendido, o las mismas que en forma tácita debía éste esperar de aquél 

por las relaciones de confianza real y actual que existen entre ambos;  

 

III. Existe alevosía: Cuando el agente realiza el hecho sorprendiendo intencionalmente a alguien de 

improviso, o empleando acechanza u otro medio que no le dé lugar a defenderse ni evitar el mal que se le 

quiera hacer;  

 

IV. Existe retribución: Cuando el agente lo cometa por pago o prestación prometida o dada;  

 

V. Por los medios empleados: Se causen por inundación, incendio, minas, bombas o explosivos, o bien por 

envenenamiento, asfixia, tormento, por disparo de arma de fuego, o por medio de cualquier otra sustancia 

nociva para la salud; 

 

VI. Existe saña: Cuando el agente actúe con crueldad o bien aumente deliberadamente el dolor o 

sufrimiento de la víctima;  
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VII. Existe estado de alteración voluntaria: Cuando el agente lo comete en estado de ebriedad o bajo el 

influjo de estupefacientes o psicotrópicos u otras sustancias que produzcan efectos similares; y  

 

VIII. Existe odio cuando el agente lo comete por la condición social o económica; vinculación, pertenencia 

o relación con un grupo social definido; origen étnico o social; la nacionalidad o lugar de origen; el color o 

cualquier otra característica genética; sexo; lengua; género; religión; edad; opiniones; discapacidad; 

condiciones de salud; apariencia física; orientación sexual; identidad de género; estado civil; ocupación o 

actividad de la víctima.  

 

ARTÍCULO 138 BIS. Cuando la víctima sea integrante de alguna institución de seguridad ciudadana en el 

ejercicio de sus funciones o con motivo de ellas, la pena se agravará en una tercera parte; además se 

impondrán de 48 a 360 horas de trabajo en favor de la comunidad. 

 

ARTÍCULO 139. No se impondrá pena alguna a quien por culpa ocasione lesiones u homicidio en agravio 

de un ascendiente o descendiente consanguíneo en línea recta, hermano, adoptante o adoptado, cónyuge, 

concubina, concubinario o cuando entre el agente y el pasivo exista relación de pareja permanente, 

amistad o de familia, salvo que el agente se encuentre bajo el efecto de bebidas embriagantes, de 

estupefacientes o psicotrópicos, sin que medie prescripción médica, o bien que se diere a la fuga y no 

auxiliare a la víctima.  

 

ARTÍCULO 140. Cuando el homicidio o las lesiones se cometan culposamente con motivo del tránsito de 

vehículos, se impondrán dos terceras partes de las penas previstas en los artículos 123 y 130 

respectivamente, en los siguientes casos: 

 

I. Derogada;  

 

II. Derogada;  

 

III. Hubiese realizado la conducta en estado de ebriedad, bajo el influjo de estupefacientes, psicotrópicos o 

de cualquier otra sustancia que produzca efectos similares;  

 

IV. No auxilie a la víctima o se dé a la fuga;  

 

V. Utilice indebidamente la vía ciclista o un carril confinado;  

 

VI. Atendiendo la vía en que circule, supere en una mitad la velocidad máxima permitida por el Reglamento 

de Tránsito de la Ciudad de México; o  

 

VII. Produzca la conducta como consecuencia de manipular el teléfono celular o cualquier dispositivo de 

comunicación.  

 

Cuando se ocasionen lesiones de las previstas en las fracciones VI y VII del artículo 130 de este Código 

cometidas culposamente y se trate de vehículos de pasajeros, carga, servicio público o servicio al público 

o de transporte escolar, o servicio de transporte de personal de alguna institución o empresa, y el agente 

conduzca en estado de alteración voluntaria de la conciencia a que se refiere la fracción VII del artículo 138 

de este Código, la pena aplicable será de dos años seis meses a ocho años de prisión.  

 

Además, se impondrá suspensión de los derechos en cuyo ejercicio hubiese cometido el delito, por un lapso 

igual al de la pena de prisión que se le imponga; o si es servidor público, inhabilitación por el mismo lapso 

para obtener otro empleo, cargo o comisión de la misma naturaleza. 
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ARTÍCULO 141. Cuando por culpa se cause homicidio de dos o más personas, u ocurran dos o más de las 

circunstancias previstas en el artículo anterior, las penas serán de seis a veinte años de prisión y suspensión 

de los derechos en cuyo ejercicio hubiese cometido el delito por un periodo igual al de la pena de prisión 

impuesta; o si es servidor público, destitución e inhabilitación por igual período para obtener empleo, cargo 

o comisión de la misma naturaleza.  

 

Cuando por culpa se causen lesiones a dos o más personas, u ocurran dos o más de las circunstancias 

contempladas en el artículo anterior, y siempre que se trate de lesiones de las previstas en las fracciones V, 

VI ó VII del artículo 130 de este Código, se impondrá la pena de prisión de dicho artículo; adicionalmente, 

se impondrá suspensión de los derechos en cuyo ejercicio hubiese cometido el delito y en el caso de 

servidores públicos destitución e inhabilitación para obtener empleo, cargo o comisión de la misma 

naturaleza, por un periodo igual al de la pena de prisión impuesta. 

 

CAPÍTULO III BIS 

APLICACIÓN DE SUSTANCIAS MODELANTES NO AUTORIZADAS CON FINES ESTÉTICOS 

 

ARTÍCULO 141 Bis. A quien inyecte o aplique sustancias modelantes no autorizadas por las autoridades 

competentes con fines estéticos y cause daños o alteraciones a la salud, de manera temporal o 

permanente, se le impondrá de seis a ocho años de prisión. 

 

Para efectos de este artículo, son sustancias modelantes no autorizadas los biopolímeros de origen 

sintético u orgánico como la parafina, la silicona líquida, el cemento óseo, el aceite de automóvil, el aceite 

mineral, el aceite comestible, la grasa vegetal o animal, o cualquier otro tipo que, por su naturaleza, no sea 

apta para el uso humano y afecte los tejidos, órganos y sistemas, produciendo lesiones irreversibles o 

irreparables; así como cualquier otra sustancia o mezcla que no esté destinada a ser ingerida, inhalada, 

inyectada o implantada en el cuerpo humano. 

 

Se entiende por fines estéticos, los procedimientos que tengan como objetivo cambiar, modificar o corregir 

el contorno o forma de diferentes zonas o regiones de la cara y del cuerpo humano, los cuales pueden ser 

mediante: 

 

I. El procedimiento invasivo, tratamiento o intervención quirúrgica con fines cosméticos; y 

 

II. La cirugía plástica, estética o reconstructiva. 

 

ARTÍCULO 141 Ter. La pena prevista en el artículo anterior incrementará en una mitad cuando: 

 

I. La persona que realiza la aplicación o tratamiento es profesional de la salud, estetista, cosmiatra, 

cosmetóloga u otro similar; 

 

II. La víctima quede con secuelas visibles permanentemente como consecuencia de la aplicación o 

tratamiento y afecte su calidad de vida o proyecto de vida; y 

 

III. Se cometan en niñas, niños, adolescentes y mujeres. 

Los términos establecidos para la prescripción no correrán mientras persistan las secuelas nocivas para la 

salud de la víctima. 

 

En caso de que la víctima fallezca por la aplicación o tratamiento de las sustancias modelantes no 

autorizadas, se aplicarán las reglas del homicidio o feminicidio según corresponda. 
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CAPÍTULO IV 

AYUDA O INDUCCIÓN AL SUICIDIO 

 

ARTÍCULO 142. Al que ayude a otro para que se prive de la vida, se le impondrá prisión de uno a cinco años, 

si el suicidio se consuma. Si el agente prestare el auxilio hasta el punto de ejecutar él mismo la muerte, la 

pena aplicable será de cuatro a diez años de prisión.  

Al que induzca a otro para que se prive de la vida, se le impondrá prisión de tres a ocho años, si el suicidio 

se consuma.  

 

Si el suicidio no se consuma, por causas ajenas a la voluntad del que induce o ayuda, pero sí se causan 

lesiones, se impondrá las dos terceras partes de la pena anterior, sin que exceda de la pena que 

corresponda a las lesiones de que se trate. Si no se causan éstas, la pena será de una cuarta parte de las 

señaladas en este artículo.  

 

ARTÍCULO 143. Si la persona a quien se induce o ayuda al suicidio fuere menor de edad o no tuviere 

capacidad de comprender la relevancia de su conducta o determinarse de acuerdo con esa comprensión, 

se impondrán al homicida o inductor las sanciones señaladas al homicidio calificado o a las lesiones 

calificadas.  

 

Artículo 143 Bis. En los supuestos previstos en los dos artículos anteriores no integran los elementos del 

cuerpo del delito de ayuda o inducción al suicidio, las conductas realizadas por el personal de salud 

correspondiente para los efectos del cumplimiento de las disposiciones establecidas en la Ley de Voluntad 

Anticipada para el Distrito Federal.  

 

Tampoco integran los elementos del cuerpo del delito previstos en el párrafo anterior, las conductas 

realizadas conforme a las disposiciones establecidas en la Ley de Voluntad Anticipada para el Distrito 

Federal suscritas y realizadas por el solicitante o representante, en el Documento de Voluntad Anticipada 

o el Formato expedido por la Secretaría de Salud para los efectos legales a que haya lugar.  

 

CAPÍTULO V 

ABORTO 

 

ARTÍCULO 144. Aborto es la interrupción del embarazo después de la décima segunda semana de 

gestación.  

 

Para los efectos de este Código, el embarazo es la parte del proceso de la reproducción humana que 

comienza con la implantación del embrión en el endometrio.  

 

ARTÍCULO 145. Se impondrá de tres a seis meses de prisión o de 100 a 300 días de trabajo a favor de la 

comunidad, a la mujer que voluntariamente practique su aborto o consienta en que otro la haga abortar, 

después de las doce semanas de embarazo. En este caso, el delito de aborto sólo se sancionará cuando se 

haya consumado.  

 

Al que hiciere abortar a una mujer, con el consentimiento de ésta, se le impondrá de uno a tres años de 

prisión.  

 

ARTÍCULO 146. Aborto forzado es la interrupción del embarazo, en cualquier momento, sin el 

consentimiento de la mujer embarazada.  
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Pare efectos de este artículo, al que hiciere abortar a una mujer por cualquier medio sin su consentimiento, 

se le impondrá de cinco a ocho años de prisión. Si mediare violencia física o moral, se impondrá de ocho a 

diez años de prisión.  

 

ARTÍCULO 147. Si el aborto o aborto forzado lo causare un médico cirujano, comadrón o partera, 

enfermero o practicante, además de las sanciones que le correspondan conforme a este capítulo, se le 

suspenderá en el ejercicio de su profesión u oficio por un tiempo igual al de la pena de prisión impuesta.  

 

ARTÍCULO 148. Se consideran como excluyentes de responsabilidad penal en el delito de aborto:  

 

I. Cuando el embarazo sea resultado de una violación o de una inseminación artificial a que se refiere el 

artículo 150 de este Código;  

 

II. Cuando de no provocarse el aborto, la mujer embarazada corra peligro de afectación grave a su salud a 

juicio del médico que la asista, oyendo éste el dictamen de otro médico, siempre que esto fuere posible y 

no sea peligrosa la demora;  

 

III. Cuando a juicio de dos médicos especialistas exista razón suficiente para diagnosticar que el producto 

presenta alteraciones genéticas o congénitas que puedan dar como resultado daños físicos o mentales, al 

límite que puedan poner en riesgo la sobrevivencia del mismo, siempre que se tenga el consentimiento de 

la mujer embarazada; o  

 

IV. Que sea resultado de una conducta culposa de la mujer embarazada.  

 

En los casos contemplados en las fracciones I, II y III, los médicos tendrán la obligación de proporcionar a 

la mujer embarazada, información objetiva, veraz, suficiente y oportuna sobre los procedimientos, riesgos, 

consecuencias y efectos; así como de los apoyos y alternativas existentes, para que la mujer embarazada 

pueda tomar la decisión de manera libre, informada y responsable.  

 

CAPITULO VI 

FEMINICIDIO 

 

ARTÍCULO 148 Bis. Comete el delito de feminicidio quien, por razones de género, prive de la vida a una 

mujer.  

 

Existen razones de género cuando se presente cualquiera de los siguientes supuestos: 

  

I. La víctima presente signos de violencia sexual de cualquier tipo;  

 

II. A la víctima se le hayan infligido lesiones infamantes, degradantes o mutilaciones, previas o posteriores 

a la privación de la vida o actos de necrofilia; 

 

III. Existan antecedentes o datos que establezcan que el sujeto activo ha cometido amenazas, acoso, 

violencia, lesiones o cualquier otro tipo de violencia en el ámbito familiar, laboral o escolar de la víctima;  

 

IV. Haya existido entre el activo y la víctima una relación sentimental, afectiva laboral, docente o de 

confianza;  
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V. Exista, o bien, haya existido entre el activo y la víctima una relación de parentesco por consanguinidad o 

afinidad, de matrimonio, concubinato, sociedad de convivencia, noviazgo o cualquier otra relación de 

hecho o amistad; subordinación o superioridad.  

 

VI.  El cuerpo de la víctima sea expuesto, depositado o arrojado en un lugar público; 

 

VII. La víctima haya sido incomunicada, cualquiera que sea el tiempo previo a su fallecimiento. 

 

VIII. La víctima se haya encontrado en un estado de indefensión, entendiéndose éste como la situación de 

desprotección real o incapacidad que imposibilite su defensa, ya sea por la dificultad de comunicación para 

recibir auxilio, por razón de la distancia a un lugar habitado o por que exista algún impedimento físico o 

material para solicitar el auxilio. 

 

A quien cometa feminicidio se le impondrán de treinta y cinco a setenta años de prisión.  

 

En caso de que no se acredite el feminicidio, se aplicarán las reglas del homicidio.  

 

Tratándose de las fracciones IV y V el sujeto activo perderá todos los derechos en relación con la víctima 

incluidos los de carácter sucesorio. 

 

 

TÍTULO SEGUNDO 

DELITOS CONTRA LA LIBERTAD REPRODUCTIVA 

 

CAPÍTULO I 

PROCREACIÓN ASISTIDA, INSEMINACIÓN ARTIFICIAL Y ESTERILIZACIÓN FORZADA 

 

 

ARTÍCULO 149. A quien disponga de óvulos o esperma para fines distintos a los autorizados por sus 

donantes, se le impondrán de tres a seis años de prisión y de cincuenta a quinientos días multa.  

 

ARTÍCULO 150. A quien sin consentimiento, realice inseminación artificial en una mujer mayor de 

dieciocho años, se le impondrán de cuatro a siete años de prisión.  

 

ARTÍCULO 151. Se impondrán de cuatro a siete años de prisión a quien implante a mujer mayor de 

dieciocho años un óvulo fecundado, cuando hubiere utilizado para ello un óvulo ajeno o esperma de 

donante no autorizado, sin el consentimiento expreso de la paciente o del donante.  

 

Si como consecuencia de este delito se produce un embarazo, la pena aplicable será de cinco a catorce 

años y se estará a lo dispuesto por el artículo 155 de este Código.  

 

ARTÍCULO 151 BIS. A quien sin consentimiento de persona mayor de dieciocho años realice en ella un 

procedimiento de esterilización, se le impondrán de cuatro a siete años de prisión.  

 

ARTÍCULO 151. TER. Reglas generales para los anteriores delitos del Capítulo I.  

Tratándose de incapaz para comprender el significado del hecho o para resistirlo, o de una menor de edad, 

aún con su consentimiento o de quien detente la guarda, custodia, atención o cuidado, tutela o patria 

potestad de la víctima, la pena se aumentará hasta en dos terceras partes del delito básico.  
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Cuando el delito se realice valiéndose de medios o circunstancias que le proporcione su empleo, cargo o 

comisión públicos, profesión, ministerio religioso o cualquier otra que implique subordinación por parte 

de la víctima, la pena se aumentará en una mitad de la señalada para el delito básico.  

 

En el supuesto de que el delito se realice con violencia física o moral o psicoemocional aprovechándose de 

su ignorancia, extrema pobreza o cualquier otra circunstancia que hiciera más vulnerable a la víctima, se 

impondrá de cinco a catorce años de prisión.  

 

ARTÍCULO 152. Además de las penas previstas en el capítulo anterior, se impondrá suspensión para ejercer 

la profesión o, en caso de servidores públicos, inhabilitación para el desempeño del empleo, cargo o 

comisión públicos, por un tiempo igual al de la pena de prisión impuesta, así como la destitución.  

 

ARTÍCULO 153. Cuando entre el activo y la pasivo exista relación de matrimonio, concubinato o relación 

de pareja, los delitos previstos en los artículos anteriores se perseguirán por querella.  

 

 

CAPÍTULO II 

MANIPULACIÓN GENÉTICA 

 

ARTÍCULO 154. Se impondrán de dos a seis años de prisión, inhabilitación, así como suspensión por igual 

término para desempeñar cargo, empleo o comisión públicos, profesión u oficio, a los que:  

 

I. Con finalidad distinta a la eliminación o disminución de enfermedades graves o taras, manipulen genes 

humanos de manera que se altere el genotipo;  

 

II. Fecunden óvulos humanos con cualquier fin distinto al de la procreación humana; y  

 

III. Creen seres humanos por clonación o realicen procedimientos de ingeniería genética con fines ilícitos.  

 

ARTICULO 155. Si resultan hijos a consecuencia de la comisión de alguno de los delitos previstos en los 

artículos anteriores, la reparación del daño comprenderá además, el pago de alimentos para éstos y para 

la madre, en los términos que fija la legislación civil.  

 

 

TÍTULO TERCERO 

DELITOS DE PELIGRO PARA LA VIDA O LA SALUD DE LAS PERSONAS 

 

CAPÍTULO I 

OMISIÓN DE AUXILIO O DE CUIDADO 

 

ARTÍCULO 156. A quien abandone a una persona incapaz de valerse por sí misma, incluyendo a las 

personas adultas mayores y/o con discapacidad, teniendo la obligación de cuidarla, se le impondrán de 

tres meses a tres años de prisión si no resultare lesión o daño alguno. Además, si el activo fuese ascendiente 

o tutor del ofendido, se le privará de la patria potestad o de la tutela. 

 

ARTÍCULO 157. A quien después de lesionar a una persona, culposa o fortuitamente, no le preste auxilio o 

no solicite la asistencia que requiere pudiendo hacerlo, se le impondrá de quince a sesenta días multa, 

independientemente de la pena que proceda por el o los delitos cometidos.  
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ARTÍCULO 157 BIS. En el caso de que el sujeto activo de los delitos de Abandono de Persona y Omisión de 

Auxilio fuese respecto a la víctima pariente consanguíneo en línea recta, o colateral hasta el cuarto grado, 

cónyuge, concubina o concubinario, persona con la que mantenga una relación de hecho, adoptante o 

adoptada o integrante de una sociedad de convivencia perderá los derechos como acreedor alimentario.  

 

ARTÍCULO 158. Al que exponga en una institución o ante cualquier otra persona, a un incapaz de valerse 

por sí mismo, incluyendo a las personas adultas mayores y/o con discapacidad, respecto del cual tenga la 

obligación de cuidar o se encuentre legalmente a su cargo, se le impondrá de tres meses a un año de prisión. 

 

Los ascendientes o tutores que entreguen en una casa de expósitos a un menor de doce años que esté bajo 

su potestad o custodia, perderán por ese sólo hecho los derechos que tengan sobre la persona y bienes del 

expósito.  

 

No se impondrá pena alguna a la madre que entregue a su hijo por ignorancia, extrema pobreza, o cuando 

sea producto de una violación o inseminación artificial a que se refiere el artículo 150 de este Código.  

 

ARTÍCULO 158 Bis. En los supuestos previstos en el artículo 156 y primer párrafo del artículo 158, no 

integran los elementos del cuerpo del delito de omisión de auxilio o de cuidado, las conductas realizadas 

por el personal de salud para los efectos del cumplimiento de las disposiciones establecidas en la Ley de 

Voluntad Anticipada para el Distrito Federal.  

 

Tampoco integran los elementos del cuerpo del delito previstos en el párrafo anterior, las conductas 

realizadas conforme a las disposiciones establecidas en la Ley de Voluntad Anticipada para el Distrito 

Federal suscritas y realizadas por el solicitante o representante, en el Documento de Voluntad Anticipada 

o el Formato expedido por la Secretaría de Salud para los efectos legales a que haya lugar.  

 

CAPÍTULO II 

PELIGRO DE CONTAGIO 

 

ARTÍCULO 159. Al que sabiendo que padece una enfermedad grave en período infectante, ponga en peligro 

de contagio la salud de otro, por relaciones sexuales u otro medio transmisible, siempre y cuando la víctima 

no tenga conocimiento de esa circunstancia, se le impondrán prisión de tres meses a tres años y de 

cincuenta a trescientos días multa.  

 

Si la enfermedad padecida fuera incurable, se impondrán prisión de tres meses a diez años y de quinientos 

a dos mil días multa. Este delito se perseguirá por querella de la víctima u ofendido.  

 

 

TÍTULO CUARTO 

DELITOS CONTRA LA LIBERTAD PERSONAL 

 

CAPÍTULO I 

PRIVACIÓN DE LA LIBERTAD PERSONAL 

 

ARTÍCULO 160. Se impondrán de seis meses a tres años de prisión y de veinticinco a cien días multa, al 

particular que prive a otro de su libertad, sin el propósito de obtener un lucro, causar un daño o perjuicio a 

la persona privada de su libertad o a cualquier otra. 

 

Si la privación de la libertad excede de veinticuatro horas, la pena de prisión se incrementará un mes por 

cada día. 
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Si el agente espontáneamente libera a la víctima dentro de las veinticuatro horas siguientes al de la 

privación de la libertad, la pena de prisión será de la mitad de la prevista. 

 

La pena de prisión se aumentará en una mitad, cuando la privación de la libertad se realice con violencia, 

la víctima sea menor de edad o mayor de sesenta años o por cualquier circunstancia, la víctima esté en 

situación de inferioridad física o mental respecto del agente, cuando la privación ocurra en vehículos 

destinados al transporte público o en aquellos de transporte privado solicitados a través de plataformas 

tecnológicas. 

 

ARTÍCULO 161. Se impondrán de tres a ocho años de prisión y de cincuenta a doscientos días multa, y al 

pago de los salarios y prestaciones legales de la víctima a quien obligue a otro a prestarle trabajos o 

servicios personales sin la retribución debida, ya sea empleando violencia física o moral o valiéndose del 

engaño, de la intimidación o de cualquier otro medio.  

 

 

CAPÍTULO II 

PRIVACIÓN DE LA LIBERTAD CON FINES SEXUALES 

 

ARTÍCULO 162. Al que prive a otro de su libertad, con el propósito de realizar un acto sexual, se le impondrá 

de cuatro a siete años de prisión. 

 

La pena señalada en el párrafo anterior, se aumentará en una mitad, cuando el delito ocurra en vehículos 

destinados al transporte público o en aquellos de transporte privado, solicitados a través de plataformas 

tecnológicas. 

 

Si dentro de las veinticuatro horas siguientes, el autor del delito restituye la libertad a la víctima, sin haber 

practicado el acto sexual, la sanción será de uno a tres años de prisión. 

 

Este delito se perseguirá de oficio.  

 

CAPÍTULO III 

SECUESTRO 

 

ARTÍCULO 163. Al que prive de la libertad a otro con el propósito de obtener rescate, algún beneficio 

económico, causar daño o perjuicio a la persona privada de la libertad o a cualquiera otra, se le impondrán 

de cuarenta a sesenta años de prisión y de mil a tres mil días multa.  

 

ARTÍCULO 163 Bis. Comete el delito de privación de la libertad en su modalidad de secuestro express, el 

que prive de la libertad a otro por el tiempo estrictamente indispensable para cometer los delitos de robo 

o extorsión, previstos en los artículos 220 y 236 de este Código respectivamente, o para obtener algún 

beneficio económico.  

 

A quien cometa este delito se le impondrá de veinte a cuarenta años de prisión y de quinientos a dos mil 

días multa. Para el caso de este delito no se aplicará sanción alguna por los delitos de robo o extorsión.  

 

ARTÍCULO 164. Las penas previstas en los dos artículos anteriores se incrementarán en una tercera parte, 

si en la privación de la libertad a que se hace referencia en los mismos concurre cualquiera de las 

circunstancias siguientes:  
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I. Que se realice en un domicilio particular, lugar de trabajo o a bordo de un vehículo;  

 

II. Que el autor sea o haya sido integrante de alguna corporación de seguridad pública o privada, o se 

ostente como tal sin serlo;  

 

III. Que quienes lo lleven a cabo actúen en grupo;  

 

IV. Que se realice con violencia, o aprovechando la confianza depositada en él o los autores;  

 

V. Que la víctima sea menor de edad o mayor de sesenta años, o que por cualquier otra circunstancia se 

encuentre en inferioridad física o mental respecto de quien ejecuta la privación de la libertad;  

 

VI. Que el sujeto activo utilice para delinquir a una o más personas menores de edad o que no tengan la 

capacidad para comprender el significado del hecho; o  

 

VII. Que se cause un daño o alteración a la salud de la víctima conforme a lo previsto en el artículo 130 de 

este Código, sin perjuicio de la aplicación de las reglas del concurso para la imposición de sanciones.  

 

Si se libera espontáneamente al secuestrado, dentro de las veinticuatro horas siguientes al de la privación 

de la libertad, sin lograr alguno de los propósitos a que se refiere el artículo anterior, las penas serán de una 

quinta parte.  

 

ARTÍCULO 165. En caso de que el secuestrado sea privado de la vida por su o sus secuestradores, o que 

fallezca durante el tiempo en que se encuentre privado de su libertad, se impondrán de cincuenta a setenta 

años de prisión y de cinco mil a diez mil días multa.  

 

ARTÍCULO 166. Se impondrán las mismas penas señaladas en el artículo 165, cuando la privación de la 

libertad se realice en contra de un menor de edad ó de quien por cualquier causa no tenga capacidad de 

comprender ó resistir la conducta, con el propósito de obtener un lucro por su venta o entrega.  

 

ARTÍCULO 166 BIS. Se impondrá de uno a ocho años de prisión y de doscientos a mil días multa, al que en 

relación con las conductas sancionadas en este capítulo y fuera de las causas de exclusión del delito 

previstas por la ley:  

 

I. Actúe como asesor o intermediario en las negociaciones del rescate, con fines lucrativos o sin el 

consentimiento de quienes representen o gestionen a favor de la víctima;  

 

II. Colabore en la difusión pública de las pretensiones o mensajes de los secuestradores, fuera del estricto 

derecho a la información;  

 

III. Aconseje el no presentar la denuncia del secuestro cometido, o bien el no colaborar o el obstruir la 

actuación de las autoridades; o  

 

IV. Intimide a la víctima, a sus familiares o a sus representantes, durante o después del secuestro, para que 

no colaboren con las autoridades competentes.  

 

ARTÍCULO 167. A quien simule encontrarse privado de su libertad con amenaza de su vida o daño a su 

persona, con el propósito de obtener rescate o con la intención de que la autoridad o un particular realice 

o deje de realizar un acto cualquiera, se le impondrán de dos a ocho años de prisión y de cien a quinientos 

días multa.  
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Las mismas penas se impondrán a cualquiera que intervenga en la comisión de este delito.  

 

Este delito se perseguirá por querella de parte ofendida, cuando sea cometido por un ascendiente, 

descendiente, cónyuge, parientes por consanguinidad hasta el segundo grado, concubina, concubinario, 

pareja permanente, adoptante o adoptado, y parientes por afinidad hasta el segundo grado.  

 

CAPÍTULO IV 

DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS 

 

ARTÍCULO 168. Al servidor público del Distrito Federal que con motivo de sus atribuciones, detenga y 

mantenga oculta a una o varias personas, o bien autorice, apoye o consienta que otros lo hagan sin 

reconocer la existencia de tal privación o niegue información sobre su paradero, impidiendo con ello el 

ejercicio de los recursos legales y las garantías procesales procedentes, se le sancionará con prisión de 

quince a cuarenta años y de trescientos a mil días multa, destitución e inhabilitación para el desempeño de 

cualquier cargo, empleo o comisión hasta por diez años.  

 

Al particular que por orden, autorización o con el apoyo de un servidor público participe en los actos 

descritos en el párrafo anterior, se le impondrán prisión de ocho a quince años y de ciento cincuenta a 

quinientos días multa.  

 

Las sanciones previstas en los párrafos precedentes se disminuirán en una tercera parte, cuando el agente 

suministre información que permita esclarecer los hechos y, en una mitad, cuando contribuya a lograr la 

aparición con vida de la víctima.  

 

Este delito no se sujetará a las reglas de la prescripción, por lo que no prescribirá bajo los supuestos a que 

ellas se refieren.  

 

CAPÍTULO V 

TRÁFICO DE MENORES 

 

ARTÍCULO 169. Al que con el consentimiento de un ascendiente que ejerza la patria potestad o de quien 

tenga a su cargo la custodia de un menor, aunque ésta no haya sido declarada, lo entregue ilegalmente a 

un tercero para su custodia definitiva, a cambio de un beneficio económico, se le impondrán de dos a nueve 

años de prisión y de doscientos a quinientos días multa.  

Las mismas penas a que se refieren el párrafo anterior, se impondrán a los que a cambio de un beneficio 

económico, otorguen el consentimiento al tercero que reciba al menor o al ascendiente que, sin 

intervención de intermediario, incurra en la conducta señalada en el párrafo anterior.  

 

Cuando en la comisión del delito no exista el consentimiento a que se refiere el párrafo primero, las penas 

se aumentarán en un tanto más de la prevista en aquél.  

 

Si el menor es trasladado fuera del territorio del Distrito Federal, las sanciones se incrementarán en un 

tercio.  

Si la entrega definitiva del menor se hace sin la finalidad de obtener un beneficio económico, la pena 

aplicable al que lo entrega será de uno a tres años de prisión.  

 

Si se acredita que quien recibió al menor lo hizo para incorporarlo a su núcleo familiar y otorgarle los 

beneficios propios de tal incorporación, se reducirá en una mitad la pena prevista en el párrafo anterior.  
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Además de las penas señaladas los responsables de los delitos perderán los derechos que tengan en 

relación con el menor, incluidos los de carácter sucesorio.  

 

ARTÍCULO 170. Si espontáneamente se devuelve al menor dentro de las veinticuatro horas siguientes a la 

comisión del delito, se impondrá una tercera parte de las sanciones previstas en los artículos anteriores.  

 

Si la recuperación de la víctima se logra por datos proporcionados por el inculpado, las sanciones se 

reducirá en una mitad.  

 

 

CAPÍTULO VI 

RETENCIÓN Y SUSTRACCIÓN DE MENORES O INCAPACES 

 

ARTÍCULO 171. - Al que sin tener relación de parentesco, a que se refiere el artículo 173 de este Código, o 

de tutela de un menor de edad o incapaz, lo retenga sin el consentimiento de quien ejerza su custodia 

legítima o su guarda, se le impondrá prisión de tres a siete años y multa de trescientas veces a ochocientas 

veces la unidad de Cuenta de la Ciudad de México vigente.  

 

A quien bajo los mismos supuestos del párrafo anterior los sustraiga de su custodia legítima o su guarda, 

se le impondrá de cinco a quince años de prisión y de doscientas veces a mil veces la unidad de Cuenta de 

la Ciudad de México vigente. 

 

ARTÍCULO 172. - Si la retención o sustracción se realiza en contra de una persona menor de doce años de 

edad, las penas previstas en el artículo anterior se incrementarán en una mitad.  

 

Si la sustracción tiene como propósito incorporar a la persona a círculos de corrupción de menores, la 

mendicidad o traficar con sus órganos, las penas se aumentarán en un tanto. 

  

ARTÍCULO 173. Se impondrá de uno a cinco años de prisión y de cien a quinientos días multa, al 

ascendiente, descendiente, cónyuge, pariente colateral o afín hasta el cuarto grado, que sustraiga, retenga 

u oculte a un menor o incapaz y que sobre éste no ejerza la patria potestad, la tutela o mediante resolución 

judicial no ejerza la guarda y custodia.  

 

Cuando el sujeto devuelva espontáneamente al menor o al incapaz, dentro de las veinticuatro horas 

siguientes a la comisión del delito, se le impondrá una tercera parte de las sanciones señaladas.  

 

Al padre o madre que, sin tener la guarda y custodia del menor o incapaz que viva en el Distrito Federal, lo 

sustraiga, retenga u oculte fuera del Distrito Federal o fuera del territorio nacional, se le aumentarán en una 

mitad las penas previstas en el primer párrafo de este artículo.  

 

Se equipara al delito de retención, sustracción u ocultamiento de menor o incapaz, y se sancionará con las 

penas señaladas en el primer párrafo del presente artículo, a la persona que mediante amenazas o engaños 

obtenga del padre o madre que tiene la guarda y custodia del menor o incapaz, el consentimiento para 

trasladarlo, con la finalidad de retenerlo, sustraerlo u ocultarlo fuera del Distrito Federal o fuera del 

territorio nacional.  

 

La pena señalada en el primer párrafo se aumentará en una mitad al cónyuge que sustraiga, retenga u 

oculte a un hijo menor de edad o incapaz, con la finalidad de obligar al otro cónyuge a dar, hacer o dejar de 

hacer algo.  

 



 
     

      CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL 
 

CONSEJERÍA JURÍDICA Y DE SERVICIOS LEGALES 
 

TÍTULO QUINTO 

DELITOS CONTRA LA LIBERTAD Y LA SEGURIDAD SEXUALES Y EL NORMAL DESARROLLO PSICOSEXUAL 

 

CAPÍTULO I 

VIOLACIÓN 

 

ARTÍCULO 174. Al que por medio de la violencia física o moral realice cópula con persona de cualquier sexo, 

se le impondrá prisión de seis a diecisiete años.  

Se entiende por cópula, la introducción del pene en el cuerpo humano por vía vaginal, anal o bucal.  

 

Se sancionará con la misma pena antes señalada, al que introduzca por vía vaginal o anal cualquier 

elemento, instrumento o cualquier parte del cuerpo humano, distinto al pene, por medio de la violencia 

física o moral.  

 

Si entre el activo y el pasivo de la violación existiera un vínculo matrimonial, de concubinato o de pareja, se 

impondrá la pena prevista en este artículo, en estos casos el delito se perseguirá por querella.  

 

ARTÍCULO 175. Se equipara a la violación y se sancionará con la misma pena, al que:  

I. Realice cópula con persona que no tenga la capacidad de comprender el significado del hecho o por 

cualquier causa no pueda resistirlo; o  

 

II. Introduzca por vía anal o vaginal cualquier elemento, instrumento o cualquier parte del cuerpo humano 

distinto del pene en una persona que no tenga capacidad de comprender el significado del hecho, o por 

cualquier causa no pueda resistirlo.  

 

Si se ejerciera violencia física o moral, la pena prevista se aumentará en una mitad.  

 

 

CAPÍTULO II 

ABUSO SEXUAL 

 

ARTÍCULO 176. Al que sin consentimiento de una persona y sin el propósito de llegar a la cópula, ejecute 

en ella un acto sexual, la obligue a observarlo o la haga ejecutarlo, se le impondrá de uno a seis años de 

prisión.  

 

Para los efectos de este artículo, se entiende por acto sexual, cualquier acción dolosa, son sentido lascivo 

y caracterizada por un contenido sexual, que se ejerza sobre el sujeto pasivo. 

 

Si se hiciere uso de violencia física o moral, la pena prevista se aumentará en una mitad.  

 

Este delito se perseguirá por querella, salvo que concurra violencia.  

 

ARTÍCULO 177. Al que sin el propósito de llegar a la cópula ejecute un acto sexual en una persona que no 

tenga la capacidad de comprender el significado del hecho o por cualquier causa no pueda resistirlo, o la 

obligue a observar o ejecutar dicho acto, se le impondrá de dos a siete años de prisión.  

 

Si se hiciere uso de violencia física o moral, la pena prevista se aumentará en una mitad.  

 

ARTÍCULO 178. Las penas previstas para la violación y el abuso sexual, se aumentarán en dos terceras 

partes, cuando fueren cometidos:  
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I. Con intervención directa o inmediata de dos o más personas;  

 

II. Por ascendiente contra su descendiente, éste contra aquél, el hermano contra su colateral, el tutor 

contra su pupilo, el padrastro o la madrastra contra su hijastro, éste contra cualquiera de ellos, amasio de 

la madre o del padre contra cualquiera de los hijos de éstos o los hijos contra aquellos. Además de la pena 

de prisión, el culpable perderá la patria potestad o la tutela, en los casos en que la ejerciere sobre la víctima, 

así como los derechos sucesorios con respecto del ofendido. Se impondrá al agresor la pérdida de los 

derechos como acreedor alimentario que tenga con respecto a la victima;  

 

III. Por quien valiéndose de medios o circunstancias que le proporcionen su empleo, cargo o comisión 

públicos, profesión, ministerio religioso o cualquier otro que implique subordinación por parte de la 

víctima. Además de la pena de prisión, si el agresor fuese servidor público se le destituirá e inhabilitará en 

el cargo, empleo o comisión, o en su caso, será suspendido en el ejercicio de su profesión por un término 

igual al de la pena de prisión;  

IV. Por la persona que tenga al ofendido bajo su custodia, guarda o educación o aproveche la confianza en 

ella depositada;  

 

V. Fuere cometido al encontrarse la víctima a bordo de un vehículo particular o de servicio público;  

 

VI. Fuere cometido en despoblado o lugar solitario;  

 

VII. Dentro de los centros educativos, culturales, deportivos, religiosos, de trabajo, o cualquier otro centro 

de naturaleza social; y  

 

VIII. En inmuebles públicos.  

 

ARTÍCULO 178 bis. Para los delitos señalados en este capítulo el juez ordenará que el sentenciado sea 

inscrito en el Registro Público de Personas Agresoras Sexuales como una medida de seguridad y protección 

a la comunidad; salvo que sean perseguidos por querella, en términos de lo establecido por los artículos 69 

Ter y 69 Quater de este código 

 

CAPÍTULO III 

ACOSO SEXUAL 

 

ARTÍCULO 179. A quien solicite favores sexuales para sí o para una tercera persona o realice una conducta 

de naturaleza sexual indeseable para quien la recibe, que le cause un daño o sufrimiento psicoemocional 

que lesione su dignidad, se le impondrá de uno a tres años de prisión.  

 

Cuando además exista relación jerárquica derivada de relaciones laborales, docentes, domésticas o de 

cualquier clase que implique subordinación entre la persona agresora y la víctima, la pena se incrementará 

en una tercera parte de la señalada en el párrafo anterior.  

 

Si la persona agresora fuese servidor público y utilizara los medios o circunstancias que el encargo le 

proporcione, además de la pena prevista en el párrafo anterior se le destituirá y se le inhabilitará para 

ocupar cargo, empleo o comisión en el sector público por un lapso igual al de la pena de prisión impuesta.  

 

Este delito se perseguirá por querella.  
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ARTÍCULO 179 BIS. Se impondrá de cuatro a seis años de prisión y de 500 a 1000 Unidades de Medida y 

Actualización a quien haciendo uso de medios de radiodifusión, telecomunicaciones, informáticos o 

cualquier otro medio de transmisión de datos, contacte a una persona menor de dieciocho años de edad, 

a quien no tenga capacidad de comprender el significado del hecho a persona que no tenga capacidad para 

resistirlo y le requiera o comparta imágenes, audio o video de actividades sexuales explícitas, actos de 

connotación sexual o le solicite un encuentro sexual. 

 

CAPÍTULO IV 

ESTUPRO 

 

ARTÍCULO 180. Al que tenga cópula con persona mayor de doce y menor de dieciocho años, obteniendo 

su consentimiento por medio de cualquier tipo de engaño, se le impondrá de seis meses a cuatro años de 

prisión.  

 

Este delito se perseguirá por querella.  

CAPÍTULO V 

INCESTO 

 

ARTÍCULO 181. A los hermanos y a los ascendientes o descendientes consanguíneos en línea recta, que 

con conocimiento de su parentesco tengan cópula entre sí se les impondrá prisión o tratamiento en libertad 

de uno a seis años.  

 

Para los efectos de este artículo, cuando uno de los hermanos, ascendiente o descendiente consanguíneo 

en línea recta sea mayor de dieciocho años de edad y el otro sea menor de doce años, se le aplicará al 

primero de ocho a veinte años de prisión.  

 

 

CAPÍTULO VI 

VIOLACIÓN, ABUSO SEXUAL Y ACOSO SEXUAL, COMETIDO A MENORES DE DOCE AÑOS DE EDAD 

 

ARTÍCULO 181 Bis. Al que realice cópula con persona de cualquier sexo menor de dieciocho años, se le 

impondrá de doce a veinte años de prisión. 

 

Comete el delito de pederastia quien valiéndose de la relación de confianza o de subordinación o de 

cualquier índole,  convenza a una persona de cualquier sexo menor de dieciocho años para realizar, con él 

o con un tercero, cópula. Al autor del delito, se le impondrá de diecisiete a veinticuatro años de prisión. 

 

Se sancionará con la pena prevista en el párrafo anterior, al que introduzca por vía vaginal o anal cualquier 

elemento, instrumento o cualquier parte del cuerpo humano, distinto al pene por motivos de la relación de 

confianza o de subordinación, a una persona de cualquier sexo menor de dieciocho años. 

 

Si una persona servidora pública teniendo conocimiento de las conductas antes descritas, omite hacer del 

conocimiento al ministerio público, se le impondrá la destitución e inhabilitación para desempeñar 

empleo, cargo o comisión por el mismo tiempo de la pena de prisión impuesta a la parte autora del delito. 

 

Al que sin el propósito de llegar a la cópula, ejecute un acto sexual, en una persona menor de dieciocho 

años o persona que no tenga la capacidad de comprender el significado del hecho o por cualquier causa no 

pueda resistirlo o quien realice actos en los que muestre, exponga o exhiba sus órganos genitales con fines 

lascivos, tanto en el ámbito público como privado, ejecute en ella un acto sexual o lo obligue a observarlo, 

se le impondrán de cuatro a nueve años de prisión. 
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Al que acose sexualmente a un menor de dieciocho años con la amenaza de causarle un mal relacionado 

respecto de la actividad que los vincule, se le impondrá de dos a siete años de prisión.  

 

Si se ejerciere violencia física o moral, las penas previstas se aumentarán en una mitad.  

 

Las penas anteriores se aumentarán hasta una tercera parte si se cometieran en contra de dos o más 

personas menores de dieciocho años. 

 

ARTÍCULO 181 Ter. Las penas previstas en el artículo anterior se aumentarán en dos terceras partes, 

cuando fueren cometidos:  

 

I. Con la intervención directa o inmediata de dos o más personas;  

 

II. Al que tenga respecto de la victima:  

 

a) Parentesco de afinidad o consaguinidad;  

 

b) Patria potestad, tutela o curatela y  

 

c) Guarda o custodia.  

 

Además de la pena de prisión, el culpable perderá la patria potestad respecto a todos sus descendientes, 

la tutela, curatela, derecho de alimentos y los sucesorios que tenga respecto de la víctima; pero en ningún 

momento cesará su obligación alimentaria para con ella.  

 

III. Quien desempeñe un cargo o empleo público, utilizando los medios que ellos le proporcionen.  

Además de la pena de prisión el sentenciado será destituido del cargo, empleo o comisión.  

 

IV. Por quienes tengan contacto con la víctima por motivos laborales, docentes, médicos, domésticos, 

religiosos o cualquier otro que implique confianza o subordinación o superioridad.  

 

Además de la pena de prisión, el sentenciado será suspendido por un término igual a la pena impuesta en 

el ejercicio de su empleo, cargo o profesión.  

 

V. Por quien habite ocasional o permanentemente en el mismo domicilio de la víctima.  

 

VI. Aprovechando la confianza depositada en ella por la víctima, por motivos de afectividad, amistad o 

gratitud.  

 

VII. Encontrándose la víctima a bordo de un vehículo particular o de servicio público; o  

 

VIII. Fuere cometido en despoblado o lugar solitario.  

 

En los casos anteriores, el juez acordará las medidas pertinentes para que se le prohíba al agresor tener 

cualquier tipo de contacto o relación con el menor, además de ordenar en la sentencia respectiva que el 

sentenciado quede inscrito en el Registro Público de Personas Agresoras Sexuales de la Ciudad de México. 
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Artículo 181 Quáter. Cualquier persona que tenga conocimiento de las conductas descritas en los artículos 

anteriores y no acuda a la autoridad competente para denunciar el hecho y evitar la continuación de la 

conducta será castigada de dos a siete años de prisión.  

 

CAPÍTULO VII 

CONTRA LA INTIMIDAD SEXUAL 

 

ARTÍCULO 181 QUINTUS. Comete el delito contra la intimidad sexual: 

 

I. Quien videograbe, audiograbe, fotografíe, filme o elabore, imágenes, audios o videos reales o simulados 

de contenido sexual íntimo, de una persona sin su consentimiento o mediante engaño. 

 

II. Quien exponga, distribuya, difunda, exhiba, reproduzca, transmita, comercialice, oferte, intercambie y 

comparta imágenes, audios o videos de contenido sexual íntimo de una persona, a sabiendas de que no 

existe consentimiento, mediante materiales impresos, correo electrónico, mensajes telefónicos, redes 

sociales o cualquier medio tecnológico. 

 

A quien cometa este delito, se le impondrá una pena de cuatro a seis años de prisión y multa de quinientas 

a mil unidades de medida y actualización. 

 

La pena se agravará en una mitad cuando: 

 

I. La víctima sea una persona ascendiente o descendiente en línea recta, hasta el tercer grado; 

 

II. Cuando exista o haya existido entre el activo y la víctima una relación de matrimonio, concubinato, 

sociedad de convivencia, noviazgo o cualquier otra relación sentimental o de hecho, de confianza, docente, 

educativo, laboral, de subordinación o superioridad; 

 

III. Cuando aprovechando su condición de persona responsable o encargada de algún establecimiento de 

servicio al público, realice alguna de las conductas establecidas en el presente artículo; 

 

IV. Sea cometido por alguna persona servidora pública o integrante de las instituciones de Seguridad 

Ciudadana en ejercicio de sus funciones; 

 

V. Se cometa en contra de personas adultas mayores, con discapacidad, en situación de calle, 

afromexicanas o de identidad indígena. 

 

Este delito se perseguirá por querella. 

CAPÍTULO VIII 

DISPOSICIONES GENERALES 

 

ARTÍCULO 182. Cuando a consecuencia de la comisión de alguno de los delitos previstos  

en los artículos anteriores resulten hijos, la reparación del daño comprenderá además, el pago de 

alimentos para éstos y para la madre, en los términos que fija la legislación civil.  

 

 

TÍTULO SEXTO 

DELITOS CONTRA EL LIBRE DESARROLLO DE LA PERSONALIDAD COMETIDOS EN CONTRA DE LAS 

PERSONAS MAYORES Y MENORES DE DIECIOCHO AÑOS DE EDAD O PERSONAS QUE NO TENGAN 
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CAPACIDAD PARA COMPRENDER EL SIGNIFICADO DEL HECHO O PERSONAS QUE NO TENGAN LA 

CAPACIDAD DE RESISTIR LA CONDUCTA. 

 

 

CAPÍTULO I 

CORRUPCIÓN DE PERSONAS MENORES DE EDAD O PERSONAS QUE NO TENGAN CAPACIDAD PARA 

COMPRENDER EL SIGNIFICADO DEL HECHO O DE PERSONAS QUE NO TENGAN CAPACIDAD DE 

RESISTIR LA CONDUCTA 

 

 

ARTÍCULO 183. Al que comercie, distribuya, exponga, haga circular u oferte, a menores de dieciocho años 

de edad o personas que no tengan la capacidad de comprender el significado del hecho o de personas que 

no tienen capacidad de resistir la conducta, libros, escritos, grabaciones, filmes, fotografías, anuncios 

impresos, imágenes u objetos, de carácter lascivo o sexual, reales o simulados, sea de manera física, o a 

través de cualquier medio, se le impondrá de uno a cinco años de prisión y de quinientos a mil días multa.  

 

ARTÍCULO 184. - Al que por cualquier medio, obligue, procure, induzca o facilite a una persona menor de 

dieciocho años de edad o personas que no tengan la capacidad de comprender el significado del hecho o 

de personas que no tienen capacidad de resistir la conducta, a realizar actos de exhibicionismo corporal, 

lascivos o sexuales, simulados o no, con fin lascivo o sexual, prostitución, ebriedad, consumo de drogas o 

enervantes, consumo de solventes o inhalantes, prácticas sexuales o a cometer hechos delictuosos, se le 

impondrán de siete a doce años de prisión y de mil a dos mil quinientos días multa 

 

Cuando de la práctica reiterada de los actos de corrupción, la persona menor de dieciocho años de edad o 

personas que no tengan la capacidad de comprender el significado del hecho o de personas que no tienen 

capacidad de resistir la conducta, adquiera los hábitos del alcoholismo, fármaco dependencia, se dedique 

a la prostitución, práctica de actos sexuales, a formar parte de una asociación delictuosa o de la 

delincuencia organizada, las penas serán de diez a quince años de prisión y de mil a dos mil quinientos días 

multa.  

 

Al que procure o facilite la práctica de la mendicidad, se le impondrán de cuatro a nueve años de prisión y 

de quinientos a mil días multa.  

 

Cuando los actos de corrupción a los que se refiere este artículo, se realicen reiteradamente contra menores 

de dieciocho años de edad o personas que no tengan la capacidad de comprender el significado del hecho 

o de personas que no tienen capacidad de resistir la conducta, o éstos incurran en la comisión de algún 

delito, la prisión se aumentará de tres a seis años.  

 

No constituye corrupción el empleo de los programas preventivos, educativos o informativos que diseñen 

e impartan las instituciones públicas, privadas o sociales, que tengan por objeto la educación sexual, 

educación sobre la función reproductiva, prevención de infecciones de transmisión sexual y embarazo de 

adolescentes.  

 

ARTÍCULO 185. Se impondrán prisión de cinco a siete años y de quinientos a mil días multa, al que:  

 

I. Emplee directa o indirectamente los servicios de menores de dieciocho años de edad o personas que no 

tengan la capacidad de comprender el significado del hecho o de personas que no tienen capacidad de 

resistir la conducta, en cantinas, tabernas, bares, centro de vicio, discotecas o cualquier otro lugar nocivo 

en donde se afecte de forma negativa su sano desarrollo físico, mental o emocional;  
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II. Acepte o promueva que su hijo, pupilo o personas que estén bajo su guarda, custodia o tutela, menores 

de dieciocho años de edad o personas que no tengan la capacidad de comprender el significado del hecho 

o de personas que no tienen capacidad de resistir la conducta, laboren en cantinas, tabernas, bares, centro 

de vicio, discotecas o cualquier otro lugar nocivo en donde se afecte de forma negativa su sano desarrollo 

físico, mental o emocional; y  

 

III. Al que organice o realice eventos, reuniones o convivios al interior de inmuebles particulares o en la vía 

pública con la finalidad de obtener una ganancia derivada de la venta y consumo de alcohol, drogas, 

estupefacientes a menores de 18 años o personas que no tengan la capacidad de comprender el significado 

del hecho, o personas que no tienen capacidad de resistir la conducta. 

 

Para efectos de este artículo, se considera como empleado a los menores de dieciocho años de edad o 

personas que no tengan la capacidad de comprender el significado del hecho o de personas que no tienen 

capacidad de resistir la conducta, que por un salario, por la sola comida, por comisión de cualquier índole, 

por cualquier otro estipendio, gaje o emolumento, o gratuitamente preste sus servicios en tales lugares.  

 

 

CAPÍTULO II 

TURISMO SEXUAL 

 

ARTÍCULO 186.- Comete el delito de turismo sexual al que:  

 

I. Ofrezca, promueva, publicite, invite, facilite o gestione, por cualquier medio, a que una persona viaje al 

territorio del Distrito Federal o de éste al exterior, con la finalidad de realizar o presenciar actos sexuales 

con una persona menor de dieciocho años de edad o persona que no tenga la capacidad de comprender el 

significado del hecho o de persona que no tiene capacidad de resistir la conducta, se le impondrá una pena 

de siete a catorce años de prisión y de dos mil a seis mil días multa. Igual pena se impondrá en caso que la 

víctima se traslade o sea trasladada al interior del Distrito Federal con la misma finalidad.  

 

II. Viaje al interior del Distrito Federal o de éste al exterior, por cualquier medio, con el propósito de realizar 

o presenciar actos sexuales con una persona menor de dieciocho años de edad o persona que no tenga la 

capacidad de comprender el significado del hecho o de persona que no tiene capacidad de resistir la 

conducta, se le impondrá de siete a catorce años de prisión y de dos mil a cinco días multa días multa.  

 

CAPÍTULO III 

PORNOGRAFÍA 

 

ARTÍCULO 187. Al que procure, promueva, obligue, publicite, gestione, facilite o induzca, por cualquier 

medio, a una persona menor de dieciocho años de edad o persona que no tenga la capacidad de 

comprender el significado del hecho o de persona que no tiene capacidad de resistir la conducta, a realizar 

actos sexuales o de exhibicionismo corporal con fines lascivos o sexuales, reales o simulados, con el objeto 

de video grabarlos, audio grabarlos, fotografiarlos, filmarlos, exhibirlos o describirlos a través de anuncios 

impresos, sistemas de cómputo, electrónicos o sucedáneos; se le impondrá de siete a catorce años de 

prisión y de dos mil quinientos a cinco mil días multa, así como el decomiso de los objetos, instrumentos y 

productos del delito, incluyendo la destrucción de los materiales mencionados.  

 

Si se hiciere uso de violencia física o moral o psicoemocional, o se aproveche de la ignorancia, extrema 

pobreza o cualquier otra circunstancia que disminuya o elimine la voluntad de la víctima para resistirse, la 

pena prevista en el párrafo anterior se aumentará en una mitad.  
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Al que fije, imprima, video grabe, audio grabe, fotografíe, filme o describa actos de exhibicionismo corporal 

o lascivos o sexuales, reales o simulados, en que participe una persona menor de dieciocho años de edad o 

persona que no tenga la capacidad de comprender el significado del hecho o de persona que no tiene 

capacidad de resistir la conducta, se le impondrá la pena de siete a doce años de prisión y de mil a dos mil 

días multa, así como el decomiso y destrucción de los objetos, instrumentos y productos del delito.  

 

Se impondrán las mismas sanciones a quien financie, elabore, reproduzca, almacene, distribuya, 

comercialice, arriende, exponga, publicite, difunda, adquiera, intercambie o comparta por cualquier medio 

el material a que se refieren las conductas anteriores.  

 

Al que permita directa o indirectamente el acceso de un menor a espectáculos, obras gráficas o audio 

visuales de carácter lascivo o sexual, se le impondrá prisión de uno a tres años y de cincuenta a doscientos 

días multa.  

 

No constituye pornografía el empleo en los programas preventivos, educativos o informativos que diseñen 

e impartan las instituciones públicas, privadas o sociales, que tengan por objeto la educación sexual, 

educación sobre la función reproductiva, prevención de infecciones de transmisión sexual y embarazo de 

adolescentes.  

 

ARTÍCULO 188. Al que almacene, adquiera o arriende para si o para un tercero, el material a que se refiere 

el artículo anterior, sin fines de comercialización o distribución, se le impondrán de uno a cinco años de 

prisión y de cien a quinientos días multa.  

 

 

CAPÍTULO IV 

TRATA DE PERSONAS 

 

ARTÍCULO 188 BIS. Al que promueva, facilite, solicite, ofrezca, consiga, traslade, entrega o reciba para sí o 

para un tercero a una persona para someterla a explotación sexual, a la esclavitud o prácticas análogas, 

trabajos o servicios impuestos de manera coercitiva o para que le sea extirpado cualquiera de sus órganos, 

tejidos o sus componentes, dentro del territorio del Distrito Federal, se le impondrá prisión de 10 a 15 años 

y de 10 mil a 15 mil días multa.  

 

Cuando la víctima del delito sea persona menor de 18 años de edad o persona que no tenga la capacidad 

de comprender el significado del hecho o persona que no tiene capacidad de resistir la conducta, se 

aumentarán las penas hasta en una mitad.  

 

 

CAPÍTULO V 

LENOCINIO 

 

ARTÍCULO 189. Se sancionará con prisión de dos a diez años y de quinientos a cinco mil días multa, al que:  

 

I. Habitual u ocasionalmente explote el cuerpo de una persona u obtenga de ella un beneficio por medio 

del comercio sexual;  

 

II. Induzca a una persona para que comercie sexualmente su cuerpo con otra o le facilite los medios para 

que se prostituya; o  
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III. Regentee, administre o sostenga prostíbulos, casas de cita o lugares de concurrencia dedicados a 

explotar la prostitución, u obtenga cualquier beneficio con sus productos.  

 

ARTÍCULO 189 BIS. Comete el delito de lenocinio de persona menor de dieciocho años de edad o persona 

que no tenga la capacidad de comprender el significado del hecho o de persona que no tiene capacidad de 

resistir la conducta, al que:  

 

I. Explote su cuerpo, por medio del comercio carnal u obtenga de él un lucro cualquiera;  

 

II. Induzca a que comercie sexualmente con su cuerpo o facilite los medios para que sea prostituida, y  

 

III. Regentee, administre o sostenga directa o indirectamente, prostíbulos, casas de cita o lugares de 

concurrencia dedicados a explotar la prostitución de persona menor de dieciocho años de edad o persona 

que no tenga la capacidad de comprender el significado del hecho o de persona que no tiene capacidad de 

resistir la conducta, u obtenga cualquier beneficio con sus productos.  

 

Al responsable de este delito se le impondrá prisión de ocho a quince años y de dos mil quinientos a cinco 

mil días de multa, así como clausura definitiva y permanente de los establecimientos descritos en la 

fracción III.  

 

ARTÍCULO 190. Las penas previstas para los artículos 189 y 189 bis se agravarán hasta en una mitad, si se 

emplea violencia física o moral.  

 

CAPITULO VI 

EXPLOTACIÓN LABORAL DE MENORES, PERSONAS CON DISCAPACIDAD FÍSICA O MENTAL Y ADULTOS 

MAYORES 

 

Artículo 190 Bis.- Al que por cualquier medio, regentee, administre, induzca u obtenga un beneficio 

económico, a través de la explotación laboral de un menor, de una persona con discapacidad física o 

mental o mayores de sesenta años, poniéndolo a trabajar en las calles, avenidas, ejes viales, espacios 

públicos, recintos privados o cualquier vía de circulación, se le impondrá de tres a seis años de prisión y de 

trescientas a quinientas veces la Unidad de Medida y Actualización. También se le condenará al pago de la 

retribución omitida o despojada, la cual deberá fijarse con base en la naturaleza y condiciones de las 

actividades laborales desarrolladas por el sujeto pasivo; pero en ningún caso podrá ser menor al salario 

mínimo general vigente.  

 

Se entiende por explotación laboral, la acción de despojar o retener, todo o en parte, el producto del 

trabajo, contra la voluntad de quien labora.  

 

Cuando se despoje o retenga del producto del trabajo aún con su consentimiento a menores de 16 años de 

edad se aplicará la pena señalada en el párrafo primero de este artículo.  

 

Las penas de prisión y multa, previstas en el párrafo inicial de este precepto, se incrementarán en una mitad 

en términos del artículo 71 de este ordenamiento, cuando la conducta se realice respecto de dos o más 

sujetos pasivos, o cuando se emplee la violencia física o moral, o cuando cometan el delito conjuntamente 

tres o más personas. 

 

ARTÍCULO 190 Ter. Cuando el responsable tenga parentesco, conviva o habite ocasional o 

permanentemente en el mismo espacio o domicilio con la víctima, o se trate de tutor o curador, se le 

impondrán las mismas sanciones que se establecen en el artículo anterior, pero además perderá la patria 
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potestad y cualquier derecho que pudiese tener sobre la víctima, así mismo la autoridad judicial que 

conozca del asunto pondrá a éste a disposición y cuidado de la autoridad correspondiente en la materia.  

 

CAPÍTULO VII 

Delitos contra el libre desarrollo de la personalidad y la Identidad Sexual  

DISPOSICIONES COMUNES 

 

ARTÍCULO 190 Quater: A quien imparta u obligue a otro a recibir una terapia de conversión se le impondrán 

de dos a cinco años de prisión y de cincuenta a cien horas de trabajo en favor de la comunidad. Este delito 

se perseguirá por querella.  

 

Se entiende por terapias de conversión, aquellas prácticas consistentes en sesiones psicológicas, 

psiquiátricas, métodos o tratamientos que tenga por objeto anular, obstaculizar, modificar o menoscabar 

la expresión o identidad de género, así como la orientación sexual de la persona, en las que se emplea 

violencia física, moral o psicoemocional, mediante tratos crueles, inhumanos o degradantes que atenten 

contra la dignidad humana. 

 

Si la terapia de conversión se hiciere en un menor de dieciocho años de edad o persona que no tenga 

capacidad para comprender el significado del hecho o persona que no tenga la capacidad de resistir la 

conducta, la pena se aumentará en una mitad y se perseguirá por oficio. 

 

 

CAPÍTULO VIII 

DISPOSICIONES COMUNES 

 

 

ARTÍCULO 191. Las sanciones previstas en este título sexto se incrementarán hasta en una mitad cuando 

se trate de un servidor público; ministro de culto religioso; extranjero; quien ejerza la patria potestad, 

guarda o custodia; los ascendientes sin límite de grado; familiares en línea colateral hasta cuarto grado, 

tutores o curadores; al que habite ocasional o permanentemente en el mismo domicilio con la víctima 

aunque no exista parentesco alguno; así como toda persona que tenga injerencia jerárquica sobre el menor 

en virtud de una relación laboral, docente, doméstica ó médica o de cualquier índole.  

 

Cuando se trate de Servidor Público, Ministro de Culto Religioso, así como toda persona que tenga 

injerencia jerárquica sobre el menor en virtud de una relación laboral, docente, doméstica ó médica; 

además de las sanciones señaladas, se castigará con destitución e inhabilitación para desempeñar el cargo, 

comisión ó profesión, hasta por un tiempo igual al de la pena privativa de la libertad impuesta.  

 

En todos los casos el juez acordará las medidas para impedir al sujeto activo tener cualquier tipo de 

contacto o relación con la víctima.  

 

ARTÍCULO 192. Las sanciones que se señalan en el Título Sexto, del Libro Segundo, se triplicarán, cuando 

el delito sea cometido por una asociación delictuosa.  

 

Cuando una o más de las conductas descritas en el presente Título resulte cometida a nombre, bajo el 

amparo o a beneficio de una persona moral o jurídica, a ésta se le impondrán las consecuencia jurídicas 

consistentes en clausura, disolución y multa hasta por 1,500 días multa, independientemente de la 

responsabilidad en que hubieren incurrido las personas físicas por el delito cometido.  

 

TITULO SÉPTIMO 
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DELITOS QUE ATENTAN CONTRA EL CUMPLIMIENTO DE LA OBLIGACIÓN ALIMENTARIA 

 

CAPITULO ÚNICO 

 

ARTÍCULO 193. Al que incumpla con su obligación de dar alimentos a las personas que tienen derecho a 

recibirlos, se le impondrá de tres a cinco años de prisión y de cien a cuatrocientos días multa, suspensión o 

pérdida de los derechos de familia, y pago como reparación del daño a las cantidades no suministradas 

oportunamente. Si el adeudo excede de noventa días, el Juez ordenará al Registro Civil el ingreso de los 

datos del sentenciado en el Registro de Deudores Alimentarios Morosos.  

 

Para los efectos de éste Artículo, se tendrá por consumado el delito aun cuando el o los acreedores 

alimentarios se dejen al cuidado o reciban ayuda de un tercero.  

 

Cuando no sean comprobables el salario o los ingresos del deudor alimentario, para efectos de cubrir los 

alimentos o la reparación del daño, se determinarán con base en la capacidad económica y nivel de vida 

que el deudor y sus acreedores alimentarios hayan llevado en los dos últimos años.  

Una vez que el sentenciado cumpla con la reparación del daño, el Juez a petición de parte deberá ordenar 

al Registro Civil la cancelación de la inscripción.  

 

ARTÍCULO 194. Al que renuncie a su empleo o solicite licencia sin goce de sueldo y sea éste el único medio 

de obtener ingresos o se coloque en estado de insolvencia, con el objeto de eludir el cumplimiento de las 

obligaciones alimentarias que la ley determina, se le impondrá pena de prisión de uno a cuatro años y de 

doscientos a quinientos días multa, pérdida de los derechos de familia y pago, como reparación del daño, 

de las cantidades no suministradas oportunamente.  

 

ARTÍCULO 195. Se impondrá pena de seis meses a cuatro años de prisión y de doscientos a quinientos días 

multa a aquellas personas que obligadas a informar acerca de los ingresos de quienes deban cumplir con 

todas las obligaciones señaladas en los Artículos anteriores, incumplan con la orden judicial de hacerlo o 

haciéndolo no lo hagan dentro del término ordenado por el Juez u omitan realizar de inmediato el 

descuento ordenado.  

 

ARTÍCULO 196. Para el caso de que la persona legitimada para ello otorgue el perdón, sólo procederá si el 

indiciado, procesado o sentenciado paga todas las cantidades que hubiere dejado de proporcionar por 

concepto de alimentos y otorgue garantía cuando menos por el monto equivalente a un año.  

 

ARTÍCULO 197. Si la omisión en el cumplimiento de las obligaciones alimentarias, ocurre en 

incumplimiento de una resolución judicial, las sanciones se incrementarán en una mitad.  

 

ARTÍCULO 198. Se deroga  

 

ARTÍCULO 199. Los delitos previstos en este Título se perseguirán por querella.  

 

TITULO OCTAVO 

DELITOS CONTRA EL DERECHO DE LOS INTEGRANTES DE LA FAMILIA A VIVIR UNA VIDA LIBRE DE 

VIOLENCIA 

 

CAPITULO UNICO 

VIOLENCIA FAMILIAR 
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ARTÍCULO 200. A quien por acción u omisión, ejerza cualquier tipo de violencia física, psicoemocional, 

sexual, económica, patrimonial o contra los derechos reproductivos, que ocurra o haya ocurrido dentro o 

fuera del domicilio o lugar que habite, en contra de:  

 

I. El o la cónyuge, el o la ex-cónyuge, la concubina, ex-concubina, el concubinario o ex concubinario;  

 

II. El pariente consanguíneo en línea recta ascendente o descendente sin límite de grado, o el pariente 

colateral consanguíneo o afín hasta el cuarto grado;  

III. El adoptante o adoptado;  

 

IV. El incapaz sobre el que se es tutor o curador; y  

 

V. La persona con la que se haya constituido sociedad en convivencia.  

 

Se le impondrá de uno a seis años de prisión, pérdida de los derechos que tenga respecto de la víctima 

incluidos los de carácter sucesorio, patria potestad, tutela y alimentos, y se decretarán las medidas de 

protección conforme a lo establecido por este Código y la legislación de procedimientos penales aplicable 

al Distrito Federal; además se sujetará al agente a tratamiento especializado que para personas agresoras 

de violencia familiar refiere la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, el que en ningún 

caso excederá del tiempo impuesto en la pena de prisión, independientemente de las sanciones que 

correspondan por cualquier otro delito.  

 

No se justifica en ningún caso como tratamiento médico o rehabilitación la violencia hacia cualquier 

persona con algún trastorno mental, ni como forma de educación o formación hacia los menores.  

 

ARTÍCULO 200 BIS. El delito a que se refiere el artículo anterior se perseguirá por querella, excepto cuando:  

 

I. La víctima sea menor de edad, incapaz o no tenga la capacidad de comprender el significado del hecho;  

 

II. La víctima presente una discapacidad sensorial, física o mental, total o parcial, temporal o permanente;  

 

III. La víctima sea una persona de sesenta años en adelante; 

 

IV. La víctima sea una mujer en estado de embarazo o durante los tres meses posteriores al parto;  

 

V. Se cometa con la participación de dos o más personas;  

 

VI. Se cometa con el uso de armas de fuego o punzocortantes;  

 

VII. Se deje cicatriz permanente en alguna parte del cuerpo;  

 

VIII. Se tengan documentados antecedentes o denuncia de violencia familiar cometidos por el mismo 

agresor contra la víctima, y  

 

IX. Exista imposibilidad material de la víctima de denunciar.  

 

ARTÍCULO 201. Para los efectos del presente capítulo se entiende por:  

 

I. Violencia física: A todo acto intencional en el que se utilice alguna parte del cuerpo, algún objeto, arma o 

sustancia para sujetar, inmovilizar o causar daño a la integridad física del otro;  
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II. Violencia psicoemocional: A toda acción u omisión que puede consistir en prohibiciones, coacciones, 

condicionamientos, intimidaciones, insultos, amenazas, celotipia, desdén, indiferencia, descuido 

reiterado, chantaje, humillaciones, comparaciones destructivas, abandono o actitudes devaluatorias, 

entre otras, que provoquen en quien las recibe alteración autocognitiva y autovalorativa que integran su 

autoestima o alteraciones en alguna esfera o área de la estructura psíquica de la persona;  

 

III. Violencia Patrimonial: A todo acto u omisión que ocasiona daño ya sea de manera directa o indirecta, a 

los bienes muebles o inmuebles, en menoscabo de su patrimonio; también puede consistir en la 

perturbación a la posesión, a la propiedad, la sustracción, destrucción, menoscabo, desaparición, 

ocultamiento o retención de objetos, documentos personales, bienes o valores, derechos patrimoniales o 

recursos económicos;  

 

IV. Violencia Sexual: A toda acción u omisión que amenaza, pone en riesgo o lesiona la libertad, seguridad, 

integridad y desarrollo psicosexual de cualquier persona;  

 

V. Violencia Económica: A toda acción u omisión que afecta la economía del sujeto pasivo, a través de 

limitaciones encaminadas a controlar el ingreso de sus percepciones económicas y puede consistir en la 

restricción o limitación de los recursos económicos, y  

 

VI. Violencia contra los derechos reproductivos: A toda acción u omisión que limite o vulnere el derecho de 

las mujeres a decidir libre y voluntariamente sobre su función reproductiva, en relación con el número y 

espaciamiento de los hijos, acceso a métodos anticonceptivos de su elección, acceso a una maternidad 

elegida y segura, así como el acceso a servicios de aborto seguro en el marco previsto en los ordenamientos 

relativos para la interrupción legal del embarazo, a servicios de atención prenatal, así como a servicios 

obstétricos de emergencia.  

 

ARTICULO 201 Bis.- Se equipara a la violencia familiar y se sancionará con las mismas penas y medidas de 

seguridad, al que realice cualquiera de los actos señalados en el artículo anterior en contra de la persona 

que esté sujeta a su custodia, guarda, protección, educación, instrucción o cuidado o con quien tenga una 

relación de hecho o la haya tenido en un período hasta de dos años antes de la comisión del acto u omisión.  

 

Se entenderá por relación de hecho, la que exista entre quienes:  

 

I. Violencia física: A todo acto doloso en el que se utilice alguna parte del cuerpo, algún objeto, arma o 

sustancia para sujetar, inmovilizar o causar daño a la integridad física del otro;  

 

II.- Mantengan una relación de pareja, aunque no vivan en el mismo domicilio;  

 

III.- Se encuentren unidos por vínculos de padrinazgo o madrinazgo;  

 

IV.- Se incorporen a un núcleo familiar aunque no tengan parentesco con ninguno de sus integrantes;  

 

V.- Tengan relación con los hijos de su pareja, siempre que no los hayan procreado en común, y  

 

VI.- Tengan relación con la pareja de alguno de sus progenitores.  

 

Este delito se perseguirá por querella.  
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ARTÍCULO 202.- En los casos previstos en este Título, el Ministerio Público apercibirá al inculpado para que 

se abstenga de ejecutar cualquier tipo de violencia contra la víctima y decretará, de inmediato, bajo su más 

estricta responsabilidad, las medidas precautorias o de protección necesarias para salvaguardar la 

integridad física y psíquica de la víctima durante la integración de la averiguación previa o investigación, y 

hasta la conclusión de ésta.  

 

En caso de determinarse el ejercicio de la acción penal, el Ministerio Público solicitará al Juez la 

confirmación, ampliación o cancelación, en su caso, de las medidas precautorias o de protección referidas 

en el párrafo que antecede, quién deberá resolver lo conducente sin dilación.  

 

 

TÍTULO NOVENO 

DELITOS CONTRA LA FILIACIÓN Y LA INSTITUCIÓN DEL MATRIMONIO 

 

 

CAPÍTULO I 

ESTADO CIVIL 

 

 

ARTÍCULO 203. Se impondrán de uno a seis años de prisión y de cien a mil días multa, al que con el fin de 

alterar el estado civil incurra en alguna de las conductas siguientes:  

 

I. Presente a registrar a una persona, asumiendo la filiación que no le corresponda;  

 

II. Inscriba o haga registrar el nacimiento de una persona, sin que esto hubiese ocurrido;  

 

III. Omita presentar para el registro del nacimiento a una persona, teniendo dicha obligación, con el 

propósito de hacerle perder los derechos derivados de su filiación;  

 

IV. Declare falsamente el fallecimiento de una persona en el acta respectiva;  

 

V. Presente a registrar a una persona, atribuyendo a terceros la paternidad que no le corresponda;  

 

VI. Usurpe el estado civil o la filiación de otro, con el fin de adquirir derechos de familia que no le 

correspondan;  

 

VII. Sustituya a un menor por otro o cometa ocultación de aquél para perjudicarlo en sus derechos de 

familia; o  

 

VIII. Inscriba o haga registrar un divorcio o nulidad de matrimonio inexistentes o que aún no hubiesen sido 

declarados por sentencia que haya causado ejecutoria.  

 

El Juez podrá prescindir de la sanción si el agente actúa por motivos nobles o humanitarios, en el caso a 

que se refiere la fracción I de este artículo.  

 

ARTÍCULO 204. El que cometa alguno de los delitos expresados en el artículo anterior, perderá los derechos 

que tenga con respecto al ofendido, incluidos los de carácter sucesorio.  

 

CAPÍTULO II 

BIGAMIA 
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ARTÍCULO 205. Se impondrán de uno a cinco años de prisión y de ciento ochenta a trescientos sesenta días 

multa, al que:  

 

I. Se encuentre unido con una persona en matrimonio no disuelto ni declarado nulo, y contraiga otro 

matrimonio; o  

 

II. Contraiga matrimonio con una persona casada, si conocía el impedimento al tiempo de celebrarse aquél.  

 

TÍTULO DÉCIMO 

DELITOS CONTRA LA DIGNIDAD DE LAS PERSONAS 

 

CAPÍTULO ÚNICO 

DISCRIMINACIÓN 

 

ARTÍCULO 206. Se impondrá de uno a tres años de prisión o de veinticinco a cien días de trabajo en favor 

de la comunidad y multa de cincuenta a doscientas veces la unidad de medida y actualización al que, por 

razón de edad, sexo, estado civil, embarazo, raza, procedencia étnica, idioma, religión, ideología, 

orientación sexual, color de piel, nacionalidad, origen o posición social, trabajo o profesión, posición 

económica, características físicas, discapacidad o estado de salud o cualquier otro que atente contra la 

dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas: 

 

I.- Provoque, incite y apoye a difundir acciones basadas en odio, violencia o discriminación contra cualquier 

persona o grupo de personas.  

 

II.- Niegue a una persona un servicio o una prestación a la que tenga derecho. Para los efectos de esta 

fracción, se considera que toda persona tiene derecho a los servicios o prestaciones que se ofrecen al 

público en general;  

 

III.- Veje o excluya a alguna persona o grupo de personas; o  

 

IV.- Niegue o restrinja derechos laborales.  

 

Se incrementarán hasta en una mitad las penas previstas en el primer párrafo, en los siguientes supuestos: 

 

a) Si quien comete el delito es persona servidora pública en el ejercicio de sus funciones o con motivo 

de ellas; 

b) Si quien comete el delito se vale de medios o circunstancias que le proporcionen su empleo, cargo 

o comisión, profesión, ministerio religioso o cualquier otro que implique subordinación por parte 

de la víctima; y 

c) Si quien comete el delito niega, obstaculiza, restringe o limita el acceso a bienes o servicios a 

personas con discapacidad temporal o permanente que precisen ajustes razonables; 

 

No serán consideradas discriminatorias todas aquellas medidas tendientes a la protección de los grupos 

de atención prioritaria 

 

Este delito se perseguirá por querella.  

 

CAPÍTULO II 

TORTURA 
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ARTÍCULO 206 bis. Se impondrán de tres a doce años de prisión y de doscientos a quinientos días multa, 

al servidor público del Distrito Federal que, en el ejercicio de sus atribuciones o con motivo de ellas, inflija 

a una persona dolores o sufrimientos, ya sean físicos o mentales, incluida la violencia sexual, con fines de 

obtener de ella o de un tercero información o una confesión, de castigarla por un acto que haya cometido, 

o se sospeche que ha cometido, o de intimidar o coaccionar a esa persona o a otras, o por cualquier otro 

fin.  

 

Se entenderá también como tortura y se sancionará con las penas previstas en el presente artículo, la 

aplicación sobre una persona de métodos tendientes a anular la personalidad de la víctima o a disminuir 

su capacidad física o mental, aunque no cause dolor físico o angustia psicológica.  

 

Las mismas sanciones se impondrán al servidor público que, en el ejercicio de sus atribuciones o con motivo 

de ellas, instigue o autorice a otro a cometer tortura, o no impida a otro su comisión; así como al particular 

que, instigado o autorizado por un servidor público, cometa tortura.  

 

No se considerarán como tortura dolores o sufrimientos físicos que a consecuencia únicamente de 

sanciones legales o derivadas de un acto legal de autoridad.  

 

ARTÍCULO 206 ter. Para la reparación del daño a las víctimas de los delitos de tortura, se estará a las reglas 

establecidas por el Capítulo VI del Título Tercero del Libro Primero, el pago a que se refiere el artículo 48 de 

este Código, se realizará en una sola exhibición.  

 

ARTÍCULO 206 quáter. El servidor público que en el ejercicio de sus funciones conozca de un hecho 

probablemente constitutivo de tortura, está obligado a denunciarlo de inmediato; si no lo hiciere, se le 

impondrán de tres meses a tres años de prisión y de quince a sesenta días multa.  

 

La penalidad descrita en el párrafo anterior se aumentara hasta en una mitad al servidor público que 

pudiendo impedir la comisión del delito de tortura con su intervención inmediata, y sin riesgo propio o 

ajeno, no lo hiciese.  

 

ARTÍCULO 206 quinquies. No se considerarán como causas excluyentes de responsabilidad de los delitos 

de tortura, el que se invoquen o existan situaciones excepcionales como inestabilidad política interna, 

urgencia en las investigaciones, medidas de seguridad o cualquier otra circunstancia. Tampoco podrá 

invocarse como justificación la orden de un superior jerárquico o de cualquier otra autoridad.  

 

El delito de tortura es imprescriptible.  

 

TÍTULO DÉCIMO PRIMERO 

DELITOS CONTRA LAS NORMAS DE INHUMACIÓN Y EXHUMACIÓN Y CONTRA EL RESPETO A LOS 

CADÁVERES O RESTOS HUMANOS 

 

CAPÍTULO ÚNICO 

INHUMACIÓN, EXHUMACIÓN Y RESPETO A LOS CADÁVERES O RESTOS HUMANOS 

 

ARTÍCULO 207. Se impondrá de uno a tres años y de sesenta a ciento veinte Unidades de Medida y 

Actualización vigente en la Ciudad de México, a quien: 

 

I. Oculte, destruya, inhume, incinere o desintegre el cadáver de una persona, partes de éste, sus restos o 

feto humano, sin la orden de la autoridad que deba darla o sin los requisitos que exijan la Ley General de 
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Salud, la Ley de Salud Local, el Código Civil o cualquier normativa en la materia; o 

 

II. Exhuma el cadáver de una persona, partes de éste, sus restos o feto humano, sin los requisitos legales o 

con violación de derechos. 

 

Las sanciones se incrementarán en dos terceras partes, a quien oculte, destruya, o mutile, o sin la licencia 

correspondiente, sepulte el cadáver de una persona, restos o feto humanos, siempre que la muerte haya 

sido a consecuencia de golpes, heridas u otras lesiones, si el agente sabía esa circunstancia. 

 

ARTÍCULO 208. Se impondrán de tres a siete años de prisión y multa de doscientos cincuenta a quinientas 

Unidades de Medida y Actualización vigente en la Ciudad de México, a quien profane un cadáver o restos 

humanos con actos de vilipendio, mutilación, brutalidad o necrofilia, así como a quien ilegalmente: 

 

I. Al que viole un túmulo, sepulcro, sepultura o féretro; o  

 

II. Comercialice con el cadáver de una persona, partes de éste, sus restos o feto humano; 

 

III. Ofrezca, difunda o distribuya por cualquier medio la compra o intercambio del cadáver de una persona, 

partes de éste, 

sus restos o feto humano; 

 

IV. Utilice cadáveres de personas, partes de éstos o sus restos para la realización de rituales o ceremonias; 

 

V. Adquiera el cadáver de una persona, partes de éste, sus restos o feto humano; 

 

VI. Utilice cadáveres o cualquier parte del cuerpo de una persona como medio de transporte de narcóticos, 

estupefacientes y/o psicotrópicos; 

 

VII. Transporte el cadáver de una persona, partes de éste, sus restos o feto humano; 

 

VIII. Posea, almacene o custodie el cadáver de una persona, partes de éste, sus restos o feto humano. 

Si los actos de necrofilia se hacen consistir en la realización del coito, la pena de prisión será de cuatro a 

ocho años. 

 

Se aumentarán en dos terceras partes las penas antes señaladas, independientemente de las sanciones 

administrativas que correspondan, cuando quien participe en el hecho tenga la calidad de: 

 

a) Persona servidora pública, a quien, además de las penas señaladas en el presente artículo se le 

impondrá la destitución e inhabilitación por el mismo tiempo de la pena que corresponda; 

b) Empleado de prestadores del servicio público de cementerios, en cualquiera de sus modalidades, 

o de cualquier otra Entidad; 

c) Empleado de agencia o establecimiento mercantil que preste servicios funerarios, incluyendo el 

traslado de cadáveres de personas, partes de éstos, sus restos, fetos humanos o de cenizas; 

d) Empleado de establecimientos habilitados para el depósito transitorio o destino final de 

cadáveres de personas, partes de éstos, sus restos, fetos humanos o de cenizas; 

e) Prestadores de servicios externos al cementerio o trabajadores auxiliares de panteones. 

 

Las penas establecidas en este artículo se aplicarán independientemente de las que se señalan en el 

artículo 207 de este Código. 

 



 
     

      CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL 
 

CONSEJERÍA JURÍDICA Y DE SERVICIOS LEGALES 
 

TÍTULO DÉCIMO SEGUNDO 

DELITOS CONTRA LA PAZ, LA SEGURIDAD DE LAS PERSONAS Y LA INVIOLABILIDAD DEL DOMICILIO  

 

CAPÍTULO I 

AMENAZAS 

 

ARTÍCULO 209. Al que amenace a otro con causarle un mal en su persona, bienes, honor o derechos, o en 

la persona, honor, bienes o derechos de alguien con quien esté ligado por algún vínculo, se le impondrá de 

tres meses a un año de prisión o de noventa a trescientos sesenta días multa.  

 

La pena se agravará al triple cuando la amenaza consista en difundir, exponer, distribuir, publicar, 

compartir, exhibir, reproducir, intercambiar, ofertar, comerciar o transmitir, mediante materiales 

impresos, correo electrónico, mensaje telefónico, redes sociales o cualquier medio tecnológico; imágenes, 

audios o videos de contenido sexual íntimo de una persona sin su consentimiento u obtenido mediante 

engaño. 

 

Se entenderá como personas ligadas por algún vínculo con la víctima: 

 

a) A las personas ascendientes y descendientes consanguíneas o afines; 

 

b) La persona cónyuge, la concubina, el concubinario, pareja permanente y parientes colaterales por 

consanguinidad hasta el cuarto grado y por afinidad hasta el segundo; y 

 

c) Las personas que estén ligadas con las víctimas por amor, respeto, gratitud o estrecha amistad. 

 

Este delito se perseguirá por querella. 

 

DELITO DE COBRANZA ILEGÍTIMA 

 

ARTÍCULO 209 BIS. Al que con la intención de requerir el pago de una deuda, ya sea propia del deudor o de 

quien funja como referencia o aval, utilice medios ilícitos o efectúe actos de hostigamiento e intimidación, 

se le impondrá prisión de seis meses a dos años y una multa de ciento cincuenta a trescientos días de salario 

mínimo, además de las sanciones que correspondan si para tal efecto se emplearon documentación, sellos 

falsos o se usurparon funciones públicas o de profesión.  

 

Para la reparación del daño cometido se estará a lo dispuesto en el artículo 46 de este Código.  

 

CAPÍTULO II 

ALLANAMIENTO DE MORADA, DESPACHO, OFICINA O ESTABLECIMIENTO MERCANTIL 

 

ARTÍCULO 210. Al que se introduzca a un departamento, vivienda, aposento o dependencia de una casa 

habitación sin motivo justificado, sin orden de autoridad competente, furtivamente, con engaño, violencia 

o sin permiso de la persona autorizada para darlo, se le impondrá de seis meses a dos años de prisión o de 

cincuenta a cien días multa.  

 

Si el hecho se realiza por dos o más personas o por servidor público en ejercicio de sus funciones o con 

motivo de ellas, la pena será de uno a cuatro años de prisión.  

 

ARTÍCULO 211.- Se impondrán las penas previstas en el artículo anterior, al que se introduzca sin orden de 

autoridad competente o sin permiso de la persona autorizada para ello, en el domicilio de una persona 
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jurídica o moral pública o privada, despacho profesional, establecimiento mercantil o local abierto al 

público fuera del horario laboral que corresponda.  

 

Los delitos previstos en este Capítulo, se perseguirán por querella.  

 

CAPÍTULO III 

USURPACIÓN DE IDENTIDAD 

 

ARTÍCULO 211 Bis.- Al que por cualquier medio usurpe, con fines ilícitos, la identidad de otra persona, u 

otorgue su consentimiento para llevar a cabo la usurpación en su identidad, se le impondrá una pena de 

uno a cinco años de prisión y de cuatrocientos a seiscientos días multa.  

 

Se aumentaran en una mitad las penas previstas en el párrafo anterior, a quien se valga de la homonimia, 

parecido físico o similitud de la voz para cometer el delito establecido en el presente artículo.  

 

CAPÍTULO IV 

DISPARO DE ARMA DE FUEGO 

 

ARTÍCULO 211 Ter.- Al que, sin causa justificada, realice disparo de arma de fuego, se le impondrá de dos 

a cinco años de prisión, sin perjuicio de las penas que pudieren corresponderle por la comisión de otros 

delitos.  

 

Para efectos del presente artículo, se entenderá por causa justificada, todas aquellas circunstancias en las 

que se ponga en riesgo Ia vida, la integridad física o el patrimonio, propio o de cualquier otra persona.  

 

 

CAPÍTULO V 

USO INDEBIDO DE LOS SERVICIOS DE LLAMADAS DE EMERGENCIA 

 

ARTÍCULO 211 Quáter. Comete el delito de uso indebido de servicios de emergencia la persona que de 

forma dolosa realice una llamada, aviso o alerta falsa a las líneas de emergencia a través de cualquier medio 

de comunicación, como teléfono fijo, móvil, radio, botón de auxilio, aplicaciones, internet o cualquier otro 

medio electrónico a números de emergencia.  

 

Al responsable de esta conducta se le impondrá de tres meses a dos años de prisión y multa de diez a cien 

unidades cuantificables de medida y actualización.  

 

En caso de que la llamada, aviso o alerta falsa a números de emergencias lo realice un adolescente se 

sancionará de acuerdo a la Ley Nacional del Sistema Integral de Justicia Penal para Adolescentes.  

 

Este delito se perseguirá por querella. 

 

 

TÍTULO DÉCIMO TERCERO 

INVIOLABILIDAD DEL SECRETO 

 

CAPÍTULO I 

VIOLACIÓN DE LA INTIMIDAD PERSONAL 

 

ARTÍCULO 212. Derogado.  
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CAPÍTULO II 

REVELACIÓN DE SECRETOS 

 

 

ARTÍCULO 213. Al que sin consentimiento de quien tenga derecho a otorgarlo y en perjuicio de alguien, 

revele un secreto o comunicación reservada, que por cualquier forma haya conocido o se le haya confiado, 

o lo emplee en provecho propio o ajeno, se le impondrán prisión de seis meses a dos años y de veinticinco 

a cien días multa.  

 

Si el agente conoció o recibió el secreto o comunicación reservada con motivo de su empleo, cargo, 

profesión, arte u oficio, o si el secreto fuere de carácter científico o tecnológico, la prisión se aumentará en 

una mitad y se le suspenderá de seis meses a tres años en el ejercicio de la profesión, arte u oficio.  

 

Cuando el agente sea servidor público, se le impondrá, además, destitución e inhabilitación de seis meses 

a tres años.  

 

 

TÍTULO DÉCIMO CUARTO 

DELITOS CONTRA EL HONOR 

 

CAPÍTULO I 

DIFAMACIÓN 

 

 

ARTÍCULO 214. Derogado.  

 

ARTÍCULO 215. Derogado.  

 

 

CAPÍTULO II 

CALUMNIA 

 

ARTÍCULO 216. Derogado.  

 

ARTÍCULO 217. Derogado.  

 

ARTÍCULO 218. Derogado.  

 

 

CAPÍTULO III 

DISPOSICIONES COMUNES 

 

ARTÍCULO 219. Derogado.  

 

TÍTULO DÉCIMO QUINTO 

DELITOS CONTRA EL PATRIMONIO 

 

CAPÍTULO I 

ROBO 
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ARTÍCULO 220. Al que con ánimo de dominio y sin consentimiento de quien legalmente pueda otorgarlo, 

se apodere de una cosa mueble ajena, se le impondrán:  

 

I. Se deroga;  

 

II. Prisión de seis meses a dos años y sesenta a ciento cincuenta días multa, cuando el valor de lo robado no 

exceda de trescientas veces la Unidad de Cuenta de la Ciudad de México vigente o cuando no sea posible 

determinar el valor de lo robado;  

 

III. Prisión de dos a cuatro años y de ciento cincuenta a cuatrocientos días multa, cuando el valor de lo 

robado exceda de trescientas pero no de setecientas cincuenta veces la Unidad de Cuenta de la Ciudad de 

México vigente, y  

 

IV. Prisión de cuatro a diez años y de cuatrocientos a seiscientos días multa, cuando el valor de lo robado 

exceda de setecientas cincuenta veces la Unidad de Cuenta de la Ciudad de México vigente.  

 

Para determinar la cuantía del robo, se atenderá únicamente al valor de mercado que tenga la cosa en el 

momento del apoderamiento, mismo valor que será considerado para efectos de la reparación integral del 

daño. 

 

ARTÍCULO 221. Se impondrán las mismas penas previstas en el artículo anterior, a quien sin 

consentimiento de la persona que legalmente pueda otorgarlo:  

 

I. Aproveche energía eléctrica o cualquier otro fluido; o  

II. Se apodere de cosa mueble propia, si ésta se encuentra en poder de otra persona por cualquier título 

legítimo.  

 

ARTÍCULO 222. Al que se apodere de una cosa ajena sin consentimiento del dueño o legitimo poseedor y 

acredite que dicho apoderamiento se ha realizado con ánimo de uso y no de dominio, se le impondrá de 

tres meses a un año de prisión o de treinta a noventa días multa.  

 

Como reparación del daño, pagará al ofendido el doble del alquiler, arrendamiento o interés de la cosa 

usada, conforme a los valores de mercado.  

 

ARTÍCULO 223. Se aumentarán en una mitad las penas previstas en el artículo 220 de este Código, cuando 

el robo se cometa:  

 

I. En un lugar cerrado;  

 

II. Se deroga;  

 

III. Aprovechando alguna relación de trabajo, de servicio o de hospitalidad;  

 

IV. Por quien haya recibido la cosa en tenencia precaria;  

 

V. Respecto de equipo, instrumentos, semillas o cualesquiera otros artículos destinados al 

aprovechamiento agrícola, forestal, pecuario o respecto de productos de la misma índole;  
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VI. Sobre equipaje o valores de viajero, en cualquier lugar durante el transcurso del viaje o en terminales de 

transporte;  

 

VII. Por los dueños, dependientes, encargados o empleados de empresas o establecimientos comerciales, 

en los lugares en que presten sus servicios al público, sobre los bienes de los huéspedes, clientes o usuarios;  

 

VIII. Respecto de documentos que se conserven en oficinas públicas, cuando la sustracción afecte el servicio 

público o cause daño a terceros. Si el delito lo comete un servidor público que labore en la dependencia 

donde cometió el robo, se le impondrá además, destitución e inhabilitación de uno a cinco años para 

desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos;  

 

IX. En contra de persona con discapacidad o de más de sesenta años de edad; o  

 

X. Respecto de vales de papel, o cualquier dispositivo en forma de tarjeta plástica, emitido por personas 

morales utilizados para canjear bienes y servicios.  

 

ARTÍCULO 224. Además de las penas previstas en el artículo 220 de este Código: 

 

A) Se impondrá de dos a seis años de prisión, cuando el robo se cometa: 

 

I. Aprovechando la situación de confusión causada por una catástrofe, desorden público o la consternación 

que una desgracia privada cause al ofendido o a su familia; 

 

II. En despoblado o lugar solitario; 

 

III. En contra del equipamiento y mobiliario urbano de la Ciudad de México.  

 

Se entiende por equipamiento urbano: el conjunto de inmuebles, instalaciones, construcciones y 

mobiliario urbano, destinados a prestar a la población servicios públicos, de administración pública, de 

educación y cultura; de comercio, de salud y asistencia; de deporte y de recreación, de traslado y de 

transporte y otros, para satisfacer sus necesidades y su bienestar.  

 

Se entiende por mobiliario urbano: Los elementos complementarios al equipamiento urbano, ya sean fijos, 

móviles, permanentes o temporales, ubicados en la vía pública o en espacios públicos formando parte de 

la imagen de la Ciudad, los que, según su función, se aplican para el descanso, comunicación, información, 

necesidades fisiológicas, comercio, seguridad, higiene, servicio, jardinería, así como aquellos otros 

muebles que determinen la Secretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda y la Comisión Mixta de Mobiliario 

Urbano; 

 

IV. Valiéndose el agente de identificaciones falsas o supuestas órdenes de la autoridad; 

 

V. Encontrándose la víctima o el objeto del apoderamiento en un vehículo particular o de transporte 

público; 

 

VI.  Se deroga. 

 

VII. Por quien haya sido o sea miembro de algún cuerpo de seguridad ciudadana o personal operativo de 

empresas que presten servicios de seguridad privada, aunque no esté en servicio. 
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VIII. En contra de transeúnte, entendiéndose por éste a quien se encuentre en la vía pública o en espacios 

abiertos que permitan el acceso público; 

 

IX. Respecto de teléfonos celulares; 

 

X. En contra de persona que realice operaciones bancarias o financieras; depósito o retiro de efectivo o de 

títulos de crédito; al interior de un inmueble; en cajero automático o inmediatamente después de su salida.  

 

La misma pena se impondrá al empleado de la institución bancaria o financiera que colabore para la 

realización del robo. 

 

XI. Utilizando como medio comisivo, una motocicleta. 

 

B) Se impondrá de cuatro a ocho años de prisión, cuando se trate de vehículo automotriz. 

 

C) Se impondrá de cinco a nueve años de prisión cuando el robo se cometa en una oficina bancaria, 

recaudadora, u otra en que se conserven caudales o valores, o contra personas que las custodien o 

transporten. 

 

D) Cuando el robo se comenta en lugar habitado o destinado para habitación, o en sus dependencias, 

incluidos los movibles, se sancionará con pena de 4 a 10 años de prisión. 

 

E) Se impondrá de tres a siete años de prisión, cuando el robo se trate de partes de vehículos automotores. 

 

ARTÍCULO 225. Las penas previstas en los artículos anteriores, se incrementarán con prisión de dos a ocho 

años, cuando el robo se cometa: 

 

I. Con violencia física o moral, o cuando se ejerza violencia para darse a la fuga o defender lo robado; 

 

II. Por una o más personas armadas; portando instrumentos peligrosos u otro objeto de apariencia similar 

que produzca en la victima coacción en su ánimo, o bien, empleándose arma blanca u otro instrumento 

punzo cortante o punzo penetrante. 

 

ARTÍCULO 226. Para la aplicación de la sanción, se dará por consumado el robo desde el momento en que 

el inculpado tiene en su poder la cosa robada, aún cuando la abandone o lo desapoderen de ella.  

 

ARTÍCULO 226 Bis.- A quien se apodere con ánimo de dominio de cualquier especie animal que se 

encuentre bajo el cuidado, custodia o tutela de alguna persona, se le impondrá de uno a tres años de prisión 

y de seiscientas a ochocientas veces la Unidad de Medida y Actualización vigente. 

 

Cuando el apoderamiento de cualquier especie de animal sea con el propósito de obtener un lucro en 

beneficio propio o de un tercero o causar daño o perjuicio económico al propietario o poseedor, se 

incrementará hasta al doble de la pena señalada. 

 

Cuando el apoderamiento de cualquier especie animal se realice con violencia, se incrementarán las penas 

señaladas hasta en una tercera parte si se le causan lesiones al animal o, en su caso, la muerte. 
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ARTÍCULO 226 Ter. Se aumentarán hasta en una mitad las penas previstas en el artículo anterior, cuando 

la conducta se cometa: 

 

I. Aprovechando la confianza depositada en él o los autores; 

 

II. Por los dueños, dependientes, encargados o empleados de empresas o establecimientos mercantiles, en 

los lugares que presten sus servicios al público sobre los animales domésticos de huéspedes, clientes o 

usuarios; 

 

III. Por quien haya recibido el animal doméstico en tenencia; y 

 

IV.- En perjuicio de una persona con discapacidad, menor de edad o de más de sesenta años de edad 

 

CAPÍTULO II 

ABUSO DE CONFIANZA 

 

ARTÍCULO 227. Al que con perjuicio de alguien disponga para sí o para otro de una cosa mueble ajena, de 

la cual se le haya transmitido la tenencia pero no el dominio, se le impondrán:  

 

I. De treinta a noventa días multa, cuando el valor de lo dispuesto no exceda de cincuenta veces la Unidad 

de Cuenta de la Ciudad de México vigente, o no sea posible determinar su valor;  

 

II. Prisión de cuatro meses a tres años y de noventa a doscientos cincuenta días multa, cuando el valor de 

lo dispuesto exceda de cincuenta pero no de quinientas veces la Unidad de Cuenta de la Ciudad de México 

vigente;  

 

III. Prisión de tres a cuatro años y de doscientos cincuenta a seiscientos días multa, cuando el valor de lo 

dispuesto exceda de quinientas pero no de cinco mil veces la Unidad de Cuenta de la Ciudad de México 

vigente;  

 

IV. Prisión de cuatro a seis años y de seiscientos a novecientos días multa, si el valor de lo dispuesto excede 

de cinco mil pero no de diez mil veces la Unidad de Cuenta de la Ciudad de México vigente; y  

 

V. Prisión de seis a doce años y de novecientos a mil doscientos cincuenta días multa, si el valor de lo 

dispuesto excede de diez mil veces la Unidad de Cuenta de la Ciudad de México vigente.  

 

ARTÍCULO 228. Las mismas penas previstas en el artículo anterior se impondrán:  

 

I. Al propietario o poseedor de una cosa mueble, que sin tener la libre disposición sobre la misma a virtud 

de cualquier título legítimo en favor de tercero, disponga de ella con perjuicio de otro;  

 

II. Al que haga aparecer como suyo, sin ser de su propiedad, un depósito que garantice la libertad caucional 

de una persona o cualquiera de las garantías de las previstas en la legislación de procedimientos penales 

aplicable al Distrito Federal;  

 

III. Al que, habiendo recibido mercancías con subsidio o en franquicia para darles un destino determinado, 

las distraiga de ese destino o desvirtúe en cualquier forma los fines perseguidos con el subsidio o la 

franquicia; y  
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IV. A los gerentes, directivos, administradores, mandatarios o intermediarios de personas morales o 

personas jurídicas, constructores o vendedores que, habiendo recibido dinero, títulos o valores por el 

importe total o parcial del precio de alguna compraventa de inmuebles o para constituir un gravamen real 

sobre éstos, no los destine al objeto de la operación concertada y disponga de ellos en provecho propio o 

de tercero.  

 

ARTÍCULO 229. Se equipara al abuso de confianza, y se sancionará con las mismas penas asignadas a este 

delito; la ilegítima posesión de la cosa retenida si el tenedor o poseedor de ella no la devuelve a pesar de 

ser requerido formalmente por quien tenga derecho, o no la entregue a la autoridad para que ésta disponga 

de la misma conforme a la ley.  

 

CAPÍTULO III 

FRAUDE 

 

ARTÍCULO 230. Al que por medio del engaño o aprovechando el error en que otro se halle, se haga 

ilícitamente de alguna cosa u obtenga un lucro indebido en beneficio propio o de un tercero, se le 

impondrán:  

 

I. De veinticinco a setenta y cinco días multa, cuando el valor de lo defraudado no exceda de cincuenta 

veces la Unidad de Cuenta de la Ciudad de México vigente, o no sea posible determinar su valor;  

 

II. Prisión de cuatro meses a dos años seis meses y de setenta y cinco a doscientos días multa, cuando el 

valor de lo defraudado exceda de cincuenta pero no de quinientas veces la Unidad de Cuenta de la Ciudad 

de México vigente;  

 

III. Prisión de dos años seis meses a cuatro años y de doscientos a quinientos días multa, cuando el valor de 

lo defraudado exceda de quinientas pero no de cinco mil veces la Unidad de Cuenta de la Ciudad de México 

vigente;  

 

IV. Prisión de cuatro a seis años y de quinientos a ochocientos días multa, cuando el valor de lo defraudado 

exceda de cinco mil pero no de diez mil veces la Unidad de Cuenta de la Ciudad de México vigente; y  

 

V. Prisión de seis a once años y de ochocientos a mil doscientos días multa, cuando el valor de lo defraudado 

exceda de diez mil veces la Unidad de Cuenta de la Ciudad de México vigente.  

 

ARTÍCULO 231. Se impondrán las penas previstas en el artículo anterior, a quien:  

 

I. Por título oneroso enajene alguna cosa de la que no tiene derecho a disponer o la arriende, hipoteque, 

empeñe o grave de cualquier otro modo, si ha recibido el precio, el alquiler, la cantidad en que la gravó, 

parte de ellos o un lucro equivalente;  

 

II. Obtenga de otro una cantidad de dinero o cualquier otro lucro, como consecuencia directa e inmediata 

del otorgamiento o endoso a nombre propio o de otro, de un documento nominativo, a la orden o al 

portador, contra una persona supuesta o que el otorgante sabe que no ha de pagarlo; Cuando el lucro 

obtenido consista en un vehículo automotor, independientemente de su valor, se aplicarán las penas 

previstas en la fracción V del artículo inmediato anterior.  

 

III. Venda a dos personas una misma cosa, sea mueble o inmueble, y reciba el precio de la primera, de la 

segunda enajenación o de ambas, o parte de él, o cualquier otro lucro, con perjuicio del primero o del 

segundo comprador;  
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IV. Al que se haga servir alguna cosa o admita un servicio en cualquier establecimiento comercial y no pague 

el importe debidamente pactado comprobado;  

 

V. En carácter de fabricante, comerciante, empresario, contratista o constructor de una obra, suministre o 

emplee en ésta materiales o realice construcciones de calidad o cantidad inferior a las estipuladas, si ha 

recibido el precio convenido o parte de él, o no realice las obras que amparen la cantidad pagada;  

 

VI. Provoque deliberadamente cualquier acontecimiento, haciéndolo aparecer como caso fortuito o fuerza 

mayor, para liberarse de obligaciones o cobrar fianzas o seguros;  

 

VII. Por medio de supuesta evocación de espíritus, adivinaciones o curaciones, explote las preocupaciones, 

superstición o ignorancia de las personas;  

 

VIII. Venda o traspase una negociación sin autorización de los acreedores de ella o sin que el nuevo 

adquirente se comprometa a responder de los créditos, siempre que estos últimos resulten insolutos;  

 

IX. Valiéndose de la ignorancia o de las malas condiciones económicas de un trabajador a su servicio, le 

pague cantidades inferiores a las que legalmente le corresponden por las labores que ejecuta o le haga 

otorgar recibos o comprobantes de pago de cualquier clase, que amparen sumas de dinero superiores a las 

que efectivamente entrega;  

 

X. Valiéndose de la ignorancia o de las malas condiciones económicas de una persona, obtenga de ésta 

ventajas usurarias por medio de contratos o convenios en los cuales se estipulen réditos o lucros superiores 

a los vigentes en el sistema financiero bancario;  

 

XI. Como intermediarios en operaciones de traslación de dominio de bienes inmuebles o de gravámenes 

reales sobre éstos que obtengan dinero, títulos o valores por el importe de su precio a cuenta de él o para 

constituir ese gravamen, si no los destinaren al objeto de la operación concertada por su disposición en 

provecho propio o de otro.  

 

Para los efectos de este delito se entenderá que un intermediario no ha dado su destino o ha dispuesto del 

dinero, títulos o valores obtenidos por el importe del precio o a cuenta del inmueble objeto de la traslación 

de dominio o del gravamen real, si no realiza su depósito en cualquier institución facultada para ello dentro 

de los treinta días siguientes a su recepción en favor de su propietario o poseedor, a menos que lo hubiese 

entregado dentro de ese término al vendedor o al deudor del gravamen real o devuelto al comprador o al 

acreedor del mismo gravamen.  

 

El depósito se entregará por la institución de que se trate a su propietario o al comprador.  

XII. Construya o venda edificios en condominio obteniendo dinero, títulos o valores por el importe de su 

precio o a cuenta de él, sin destinarlo al objeto de la operación concertada.  

 

En este caso, es aplicable lo dispuesto en el párrafo segundo de la fracción anterior.  

 

Las instituciones y organismos auxiliares de crédito, las de fianzas y las de seguros, así como los organismos 

oficiales y descentralizados autorizados legalmente para operar con inmuebles, quedan exceptuados de la 

obligación de constituir el depósito a que se refiere la fracción anterior.  

 

XIII. Con el fin de procurarse ilícitamente una cosa u obtener un lucro indebido libre un cheque contra una 

cuenta bancaria, que sea rechazado por la institución, en los términos de la legislación aplicable, por no 
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tener el librador cuenta en la institución o por carecer éste de fondos suficientes para su pago de 

conformidad con la legislación aplicable. La certificación relativa a la inexistencia de la cuenta o a la falta 

de fondos suficientes para el pago deberá realizarse exclusivamente por personal específicamente 

autorizado para tal efecto por la institución de crédito de que se trate;  

 

XIV. Para obtener algún beneficio para sí o para un tercero, por cualquier medio accese, entre o se 

introduzca a los sistemas o programas de informática del sistema financiero e indebidamente realice 

operaciones, transferencias o movimientos de dinero o valores, independientemente de que los recursos 

no salgan de la Institución; o  

 

XV. Por sí, o por interpósita persona, sin el previo permiso de las autoridades administrativas competentes 

o sin satisfacer los requisitos señalados en el permiso obtenido, fraccione o divida en lotes un terreno 

urbano o rústico, con o sin construcciones, propio o ajeno y transfiera o prometa transferir la propiedad, la 

posesión o cualquier otro derecho sobre alguno de esos lotes.  

 

XVI. Por cualquier forma transmita la propiedad o prometa transferir la propiedad de un bien inmueble en 

un conjunto habitacional, comercial o mixto, aún sin construirse, en construcción o construido a sabiendas 

de que no exista, según corresponda:  

 

a) Certificado único de zonificación de uso del suelo;  

 

b) Certificado de acreditación de uso del suelo por derechos adquiridos;  

 

c) Manifestaciones de construcción;  

 

d) Licencia de construcción especial para demolición;  

e) Permisos para la ejecución de obras; o  

 

f) Cualquier otro relacionado con la zonificación, el uso del suelo, construcción y demolición, 

independientemente de su denominación; Que le permita edificarlo en la forma en que se describa o 

prometa en el contrato.  

 

ARTÍCULO 232. A quien por medio del engaño o aprovechando el error en que otro se halle le cause 

perjuicio patrimonial, se le impondrán de cuatro meses a dos años seis meses de prisión y de setenta y cinco 

a doscientos días multa.  

 

ARTÍCULO 232 BIS. - A quién en perjuicio de la sociedad conyugal o patrimonio común generado durante 

el matrimonio o el concubinato, oculte, transfiera o adquiera a nombre de terceros bienes, sin autorización 

expresa de su cónyuge o concubina o concubino, se le aplicará sanción de uno a cinco años de prisión y 

hasta trescientas veces la Unidad de Medida y Actualización. 

 

ARTÍCULO 233. Se equipara al delito de fraude y se sancionará con prisión de seis meses a diez años y de 

cuatrocientos a cuatro mil días multa, al que valiéndose del cargo que ocupe en el gobierno o en cualquiera 

agrupación de carácter sindical, social, o de sus relaciones con funcionarios o dirigentes de dichos 

organismos, obtenga dinero, valores, dádivas, obsequios o cualquier otro beneficio, a cambio de prometer 

o proporcionar un trabajo, un ascenso o aumento de salario en los mismos.  

 

Artículo 233 Bis.- Se le impondrá la pena prevista en el artículo anterior, al que por medio del engaño, con 

el fin de obtener un lucro para si o para otro, ofrezca por cualquier medio un empleo que resulte falso o 

inexistente, en perjuicio del patrimonio del solicitante.  
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CAPÍTULO IV 

ADMINISTRACIÓN FRAUDULENTA 

 

ARTÍCULO 234. Al que por cualquier motivo, teniendo a su cargo la administración o el cuidado de bienes 

ajenos, con ánimo de lucro perjudique al titular de éstos, alterando las cuentas o condiciones de los 

contratos, haciendo aparecer operaciones o gastos inexistentes o exagerando los reales, ocultando o 

reteniendo valores o empleándolos indebidamente, o a sabiendas, realice operaciones perjudiciales al 

patrimonio del titular en beneficio propio o de un tercero, se le impondrán las penas previstas para el delito 

de fraude.  

 

CAPÍTULO V 

INSOLVENCIA FRAUDULENTA EN PERJUICIO DE ACREEDORES 

 

ARTÍCULO 235. Al que se coloque en estado de insolvencia, con el objeto de eludir las obligaciones a su 

cargo con respecto a sus acreedores, se le impondrán de seis meses a cuatro años de prisión y de cincuenta 

a trescientos días multa.  

 

CAPÍTULO VI 

EXTORSIÓN 

 

Artículo 236. Al que obligue a otro a dar, hacer, dejar de hacer o tolerar algo, obteniendo un lucro para sí o 

para otro causando a alguien un perjuicio patrimonial, se le impondrán de diez a quince años de prisión y 

de dos mil a tres mil unidades de medida y actualización. 

 

Cuando el delito se cometa en contra de persona mayor de sesenta años de edad, las penas se 

incrementarán en un tercio.  

 

Las penas se aumentarán al doble cuando el delito se realice por persona servidora pública o miembro o ex 

miembro de alguna corporación de seguridad pública o privada. Se impondrán además a la persona 

servidora o ex servidora pública, o al miembro o ex miembro de corporación de seguridad pública o privada, 

la destitución del empleo, cargo o comisión público, y se le inhabilitará por el mismo tiempo que la pena 

de prisión impuesta para desempeñar cualquier cargo público o comisión. 

 

Además de las penas señaladas en el primer párrafo del presente artículo, se aumentará de cuatro a ocho 

años de prisión, cuando en la comisión del delito: 

 

I. Intervenga una o más personas armadas, o portando instrumentos peligrosos;  

 

II. Se emplee violencia física; 

 

III. Se emplee cualquier mecanismo o amenaza, para hacer creer a la víctima, la supuesta intervención en 

el delito de algún grupo vinculado a la delincuencia organizada o asociación delictuosa sin ser ello cierto, 

aún y cuando ello sea solo para lograr que la víctima no denuncie el hecho; o 

 

IV. Se emplee violencia física o moral para exigir el cobro de un daño, derivado de un hecho de tránsito. 

 

Asimismo, las penas se incrementarán en una mitad cuando se utilice como medio comisivo la vía 

telefónica, el correo electrónico o cualquier otro medio de comunicación electrónica y cuando el delito 

emplee imágenes, audios o videos de contenido sexual íntimo. 
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CAPÍTULO VII 

DESPOJO 

 

ARTÍCULO 237. Se impondrán de cinco a diez años de prisión y de cien a quinientas unidades de medida y 

actualización: 

 

 I. Al que de propia autoridad, por medio de violencia física o moral, el engaño o furtivamente, ocupe un 

inmueble ajeno, haga uso de él o de un derecho real que no le pertenezca;  

 

II. Al que de propia autoridad y haciendo uso de cualquiera de los medios indicados en la fracción anterior 

o furtivamente, ocupe un inmueble de su propiedad, en los casos en que la ley no lo permite por hallarse 

en posesión de otra persona o ejerza actos de dominio que lesionen derechos legítimos del ocupante; o  

 

III. Al que en los términos de las fracciones anteriores, cometa despojo de aguas.  

 

El delito se sancionará sin importar si el derecho a la posesión de la cosa usurpada sea dudosa o esté en 

disputa.  

 

ARTÍCULO 238. Además de la pena señalada en el artículo anterior, se impondrá de seis a diez años de 

prisión y de quinientas a dos mil unidades de medida y actualización: 

 

I. Cuando el despojo se realice por grupo o grupos de tres o más personas; 

 

II. Cuando el delito se cometa en contra de persona mayor de sesenta años de edad o con discapacidad; 

 

III. Cuando se simulen actos de autoridad; 

 

IV. Cuando se utilice documentación falsa; 

 

V. Cuando participe un servidor público; 

 

VI. Cuando se cometa en contra de un ascendente. 

 

A quienes cometan en forma reiterada el despojo de inmuebles urbanos en la Ciudad de México, se les 

impondrán de dos a nueve años de prisión y de dos mil a cinco mil unidades de medida y actualización. 

 

CAPÍTULO VIII 

DAÑO A LA PROPIEDAD 

 

ARTÍCULO 239. Al que destruya o deteriore una cosa ajena o una propia en perjuicio de otro, se le 

impondrán las siguientes penas:  

 

I. De veinte a sesenta días multa, cuando el valor del daño no exceda de veinte veces la Unidad de Cuenta 

de la Ciudad de México vigente, o no sea posible determinar su valor;  

 

II. Prisión de seis meses a dos años y sesenta a ciento cincuenta días multa, cuando el valor del daño exceda 

de veinte pero no de trescientas veces la Unidad de Cuenta de la Ciudad de México vigente;  
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III. Prisión de dos a tres años y de ciento cincuenta a cuatrocientos días multa, cuando el valor del daño 

exceda de trescientos pero no de setecientas cincuenta veces la Unidad de Cuenta de la Ciudad de México 

vigente; y  

 

IV. Prisión de tres a siete años y de cuatrocientos a seiscientos días multa, cuando el valor del daño exceda 

de setecientas cincuenta veces la Unidad de Cuenta de la Ciudad de México vigente.  

 

ARTÍCULO 240. Cuando los daños sean causados por culpa, sólo se impondrá al responsable multa hasta 

por el valor de los daños y perjuicios causados, y se le condenará a la reparación de éstos. Si se repara el 

daño antes de que el Ministerio Público ejercite acción penal, se extinguirá la pretensión punitiva. Se 

sobreseerá el juicio, si el inculpado repara los daños y perjuicios, antes de que se dicte sentencia en segunda 

instancia.  

 

No se considerará delito:  

 

I. Cuando por culpa se ocasione únicamente daño a la propiedad con motivo del tránsito de vehículos; y  

 

II. El conductor o conductores involucrados no se encuentren en alguno de los supuestos establecidos en 

las fracciones I y II del artículo 242 de este Código Penal.  

 

ARTÍCULO 241. Las penas previstas en el artículo 239 de este Código, se aumentarán en una mitad, cuando 

por incendio, inundación o explosión, dolosamente se cause daño a:  

 

I. Un edificio, vivienda o cuarto habitado;  

 

II. Ropas u objetos en tal forma que puedan causar graves daños personales;  

 

III. Archivos públicos o notariales;  

 

IV.- Bibliotecas, museos, templos, escuelas o edificios, monumentos públicos y aquellos bienes que hayan 

sido declarados como patrimonio cultural; o  

 

V. Mieses o cultivos de cualquier género.  

 

Cuando el delito se cometa culposamente, en las hipótesis previstas en este artículo, se impondrá la mitad 

de las penas a que se refiere el artículo 239 de este Código.  

 

ARTÍCULO 242. Cuando los daños se ocasionen culposamente con motivo de tránsito de vehículos, 

siempre que no se trate del supuesto previsto en la fracción I del segundo párrafo del artículo 240 de este 

cuerpo normativo, se impondrá la mitad de las penas previstas en el artículo 239 de este Código, en los 

siguientes casos:  

 

I. El agente conduzca en estado de ebriedad o bajo el influjo de estupefacientes o psicotrópicos u otras 

substancias que produzcan efectos similares; o  

 

II. No auxilie a la víctima del delito o se dé a la fuga.  

 

Se impondrá además, suspensión de los derechos en cuyo ejercicio hubiese cometido el delito, por un lapso 

igual al de la pena de prisión que se le imponga, o si es servidor público, inhabilitación por el mismo lapso 

para obtener otro empleo, cargo o comisión de la misma naturaleza.  



 
     

      CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL 
 

CONSEJERÍA JURÍDICA Y DE SERVICIOS LEGALES 
 

 

Al conductor de un vehículo automotor que se retire del lugar en que participó en un hecho donde 

únicamente se causó daño a la propiedad, en su forma de comisión culposa y con motivo del tránsito 

vehicular, con el propósito de no llegar a un acuerdo en la forma de reparación de los daños y sin acudir 

ante el juez cívico competente, se le impondrá de uno a tres años de prisión y de 100 a 500 días multa, 

independientemente de la responsabilidad administrativa o civil que resulten de esos hechos.  

 

CAPÍTULO IX 

ENCUBRIMIENTO POR RECEPTACIÓN 

 

ARTÍCULO 243. Se impondrá prisión de 2 a 7 años de prisión, y de cincuenta a ciento veinte días multa, a 

quien después de la ejecución de un delito y sin haber participado en él, adquiera posea, desmantele, 

venda, enajene, comercialice, trafique, pignore, reciba, traslade, use u oculte el o los instrumentos, objetos 

o productos de aquél, con conocimiento de esta circunstancia si el valor de cambio no excede de quinientas 

veces la Unidad de Cuenta de la Ciudad de México vigente.  

 

Si el valor de éstos es superior a quinientas veces la Unidad de Cuenta de la Ciudad de México vigente, se 

impondrá de 5 a 10 años de pena privativa de libertad y de doscientos a mil quinientos días multa.  

 

Cuando el o los instrumentos, objetos o productos de un delito se relacionan con el giro comercial del 

tenedor o receptor, si éste es comerciante o sin serlo se encuentra en posesión de dos o más de los mismos, 

se tendrá por acreditado que existe conocimiento de que proviene o provienen de un ilícito.  

 

ARTÍCULO 244. Si el que recibió en venta, prenda o bajo cualquier otro concepto el instrumento, objeto o 

producto de un delito, después de su ejecución, sin haber participado en él y no adoptó las precauciones 

indispensables para cerciorarse de su procedencia o para asegurarse de que la persona de quien la recibió 

tenía derecho para disponer de ella, se le impondrán las penas previstas en el artículo anterior, en la 

proporción correspondiente al delito culposo.  

 

ARTÍCULO 245. En ningún caso podrá imponerse pena privativa de libertad que exceda del máximo que la 

ley señale al delito encubierto.  

 

CAPÍTULO X 

DISPOSICIONES COMUNES 

 

ARTÍCULO 246. Los delitos previstos en este título se investigarán por querella, cuando sean cometidos por 

un ascendiente, descendiente, cónyuge, parientes por consanguinidad hasta el segundo grado, adoptante 

o adoptado, concubina o concubinario, pareja permanente o parientes hasta el segundo grado.  

 

Igualmente se requerirá querella para la persecución de terceros que hubiesen participado en la comisión 

del delito, con los sujetos a que se refiere este párrafo.  

 

Se investigarán por querella los delitos previstos en los artículos:  

 

a) 220, sin importar el monto de lo robado, salvo que concurra alguna de las agravantes a que se refieren 

las fracciones VIII y IX del artículo 223 o las previstas en las fracciones I, VIII, IX, X, XI e inciso D) del artículo 

224, o cualquiera de las calificativas a que se refiere el artículo 225;  

  

b) 221 fracción II, 222, 227, 228, 229, 230, 231, 232, 233 bis, 234 y 235;  
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c) 237, salvo cuando se cometa con violencia o se cometa en alguna de las hipótesis a que se refiere el 

artículo 238, y  

 

d) 239, 240, 241 y 242;  

 

Se investigarán de oficio los delitos a que se refieren los artículos 227, 228, 229, 230, 231, 232, 233, 234, 235 

y 241 cuando se cometan en perjuicio de dos o más víctimas.  

 

El sentenciado ejecutoriado por los delitos de Abuso de Confianza, Fraude, Administración Fraudulenta e 

Insolvencia Fraudulenta, sean perseguibles por querella o de oficio, podrá obtener su libertad inmediata 

cuando cubra la totalidad de la reparación del daño y una vez que se decrete la extinción de la potestad de 

ejecutar las penas y las medidas de seguridad, por parte de la autoridad judicial única y exclusivamente, y 

para tal efecto es suficiente la manifestación expresa del querellante o denunciante de que el daño 

patrimonial ocasionado le ha sido resarcido.  

 

ARTÍCULO 247. Para establecer la cuantía que corresponda a los delitos previstos en este Título, así como 

para la determinación de la multa, se tomará en consideración veces la Unidad de Cuenta de la Ciudad de 

México vigente, al momento de la ejecución del delito.  

 

ARTÍCULO 248. No se impondrá sanción alguna por los delitos previsto en los artículos 220, en cualquiera 

de la (sic) modalidades a que se refieren las fracciones I, III y IX del artículo 224, 228, 229, 230, 232 y 234; 

cuando el monto o valor del objeto, lucro, daño o perjuicio no exceda de cincuenta veces la Unidad de 

Cuenta de la Ciudad de México vigente; despojo a que se refiere el artículo 237 fracciones I y II, siempre y 

cuando no se cometan con violencia física o moral y no intervengan dos o más personas y 239, todos ellos 

cuando el agente sea primo-delincuente, si este restituye el objeto del delito o satisface los daños y 

perjuicios o, si no es posible la restitución, cubra el valor del objeto y los daños y perjuicios, antes de que el 

Ministerio Público ejercite acción penal, salvo que se trate de delitos cometidos con violencia por personas 

armadas o medie privación de la libertad o extorsión.  

 

En los mismos supuestos considerados en el párrafo anterior, se reducirá en una mitad la sanción que 

corresponda al delito cometido, si antes de dictarse sentencia en segunda instancia, el agente restituye la 

cosa o entrega su valor y satisface los daños y perjuicios causados.  

 

ARTÍCULO 249. El juzgador podrá suspender al agente, de dos a cinco años en el ejercicio de los derechos 

civiles que tenga en relación con el ofendido o privarlo de ellos.  

 

Asimismo, podrá aplicar la misma suspensión por lo que respecta a los derechos para ser perito, 

depositario, interventor judicial, síndico o interventor en concursos, arbitrador o representante de 

ausentes, y para el ejercicio de una profesión cuyo desempeño requiera título profesional.  

 

TÍTULO DÉCIMO SEXTO 

OPERACIONES CON RECURSOS DE PROCEDENCIA ILÍCITA 

 

CAPÍTULO ÚNICO 

OPERACIONES CON RECURSOS DE PROCEDENCIA ILÍCITA 

 

ARTÍCULO 250. Al que por sí o por interpósita persona posea, adquiera, enajene, administre, custodie, 

cambie, altere, deposite, dé en garantía, invierta, transporte o transfiera recursos, derechos o bienes de 

cualquier naturaleza que procedan o representen el producto de una actividad ilícita, con alguno de los 

siguientes propósitos: ocultar, encubrir o impedir conocer el origen, localización, destino o propiedad de 
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dichos recursos, derechos o bienes, o alentar alguna actividad ilícita, se le impondrán de cinco a quince 

años de prisión y de mil a cinco mil días multa.  

 

Las penas previstas en el párrafo anterior serán aumentadas en una mitad cuando el delito se cometa por 

servidores públicos; además, se impondrá a dichos servidores públicos, destitución e inhabilitación para 

desempeñar empleo, cargo o comisión hasta por un tiempo igual al de la pena de prisión impuesta.  

 

Para efectos de este artículo se entiende que proceden o representan el producto de una actividad ilícita, 

los recursos, derechos o bienes de cualquier naturaleza, sobre los que se acredite su ilegítima procedencia 

o exista certeza de que provienen directa o indirectamente de la comisión de algún delito o representan las 

ganancias derivadas de éste.  

 

TÍTULO DÉCIMO SÉPTIMO 

DELITOS CONTRA LA SEGURIDAD COLECTIVA 

 

CAPÍTULO I 

PORTACIÓN, FABRICACIÓN E IMPORTACIÓN DE OBJETOS APTOS PARA AGREDIR  

 

ARTÍCULO 251. A quien porte, fabrique, importe o acopie sin un fin lícito instrumentos que puedan ser 

utilizados para agredir y que no tengan aplicación en actividades laborales o recreativas, atendiendo a las 

referencias de tiempo, modo y lugar, se le impondrá prisión de tres meses a tres años o de noventa a 

trescientos sesenta días multa.  

 

Los servidores públicos podrán portar las armas necesarias para el ejercicio de su cargo, sujetándose a la 

reglamentación de las leyes respectivas.  

 

CAPÍTULO II 

PANDILLA, ASOCIACIÓN DELICTUOSA Y DELINCUENCIA ORGANIZADA 

 

ARTÍCULO 252. Cuando se cometa algún delito por pandilla, se impondrá una mitad más de las penas que 

correspondan por el o los delitos cometidos, a los que intervengan en su comisión.  

 

Se entiende que hay pandilla, cuando el delito se comete en común por tres o más personas, que se reúnen 

ocasional o habitualmente, sin estar organizados con fines delictuosos.  

 

Cuando el miembro de la pandilla sea o haya sido servidor público de alguna corporación policíaca, se 

aumentará en dos terceras partes de las penas que le corresponda por el o los delitos cometidos y se 

impondrá además, destitución del empleo, cargo o comisión e inhabilitación de uno a cinco años para 

desempeñar otro.  

 

ARTÍCULO 253. Se impondrá prisión de cuatro a ocho años y de cien a mil unidades de medida y 

actualización al que forme parte de una asociación o banda de tres o más personas con el propósito de 

delinquir.  

 

Se impondrá de ocho a doce años y de quinientos a cinco mil unidades de medida y actualización cuando 

los integrantes de la asociación o de la banda que cometan alguno o varios de los delitos siguientes: 

 

I. Homicidio previsto en el artículo 128;  

 

II. Feminicidio previsto en el artículo 148 bis;  
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III. Extorsión previsto en el artículo 236;  

 

IV. Desaparición forzada de personas previsto en los artículos 27, 28, 34 y 37 de la Ley General en Materia de 

Desaparición forzada de Personas, Desaparición Cometida por Particulares y del Sistema Nacional de 

Búsqueda de Personas Desaparecidas;  

 

V. Robo previsto en el artículo 224 inciso B), C) y D);  

 

VI. Operaciones con recursos de procedencia ilícita previsto en el artículo 250;  

 

VII. Narcomenudeo previsto en los artículos 475 y 476 de la Ley General de Salud;  

 

Cuando el miembro de la asociación o de la banda sea o haya sido servidor público, miembro de alguna 

corporación policíaca, de procuración e impartición de justicia, del sistema penitenciario o de las Fuerzas 

Armadas, la pena a que se refiere el párrafo anterior se aumentará en dos terceras partes y, en su caso, se 

le impondrá la destitución del empleo, cargo o comisión públicos e inhabilitación por el mismo tiempo de 

la pena de prisión impuesta. 

 

ARTÍCULO 254.- Se impondrá de cuatro a diez años de prisión y de doscientos hasta mil días multa, sin 

perjuicio de las penas que correspondan por otros delitos, a quien integre una organización de hecho de 

tres o más personas para cometer, en forma permanente o reiterada, alguno de los delitos siguientes:  

 

I. Ataques a la paz pública; de conformidad con lo establecido por el artículo 362 de este Código;  

 

II. Corrupción de persona menor de dieciocho años de edad o persona que no tenga la capacidad de 

comprender el significado del hecho o de persona que no tiene capacidad de resistir la conducta 

establecidos en los artículos 184, 185 primero, segundo, tercero, cuarto y quinto párrafos y 186 en sus 

fracciones I y II de este Código;  

 

III. Extorsión, conforme al contenido del primer párrafo del artículo 236 de este Código;  

IV. Falsificación de documentos públicos, de acuerdo con el primer párrafo del artículo 339 de este Código;  

 

V. Homicidio, de conformidad con el artículo 128 de este Código;  

 

VI. Lenocinio previsto en los artículos 189 y 189 bis de este Código;  

 

VII. Operaciones con recursos de procedencia ilícita, de conformidad con el párrafo primero del artículo 250 

de este Código;  

 

VIII. Pornografía establecido en los artículos 187 y 188 de este Código;  

 

IX. Privación de la libertad personal, en concordancia con lo previsto por los artículos 160 y 161 de este 

Código;  

 

X. Retención y sustracción de menores e incapaces, de conformidad con el artículo 171 de este Código;  

 

XI. Robo de conformidad con el artículo 224, fracciones II y VIII, en su hipótesis primera;  

 

XII. Secuestro, previsto en el artículo 163 Y 163 Bis de este Código;  
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XIII. Tráfico de menores, contemplado en el párrafo tercero del artículo 169 de este Código;  

 

XV. Turismo sexual, establecido en el artículo 186 este Código;  

 

XVI. Trata de Personas, establecido en el artículo 188 bis de este Código;  

 

XVII. Explotación laboral de menores o personas con discapacidad física o mental, previsto en los artículos 

190 bis y 190 ter de este Código;  

 

XVIII. Encubrimiento por receptación, contemplado en el artículo 243 de este Código;  

 

XIX. Encubrimiento por favorecimiento, previsto en el artículo 320 de este Código; o  

 

XX. Delitos ambientales previstos en los artículos 343, 344, 345 bis y 345 ter de este Código.  

 

A quien tenga funciones de administración, dirección o supervisión en la delincuencia organizada, se le 

impondrá de seis a doce años de prisión y de cuatrocientos a dos mil días multa, sin perjuicio de las reglas 

de concurso para la imposición de sanciones.  

 

ARTÍCULO 255.- Si el miembro de la asociación delictuosa o de la delincuencia organizada es o ha sido 

servidor público o autoridad encargada de la función de seguridad pública, de conformidad con lo previsto 

en la Ley General que establece las Bases de Coordinación del Sistema Nacional de Seguridad Pública, o 

miembro de una empresa de seguridad privada, y por virtud del ejercicio de las funciones a él 

encomendadas se facilitó la comisión del o los ilícitos a que se refieren los artículos anteriores, las penas se 

aumentarán en una mitad y se impondrá además, en su caso, la destitución del empleo, cargo o comisión 

e inhabilitación por un tiempo igual al señalado como prisión para desempeñar otro, en cuyo caso se 

computará a partir de que se haya cumplido con la pena.  

 

Cuando los miembros de la delincuencia organizada utilicen para delinquir a menores de edad o incapaces, 

las penas a que se refieren los artículos anteriores se aumentarán en una cuarta parte.  

 

Se presumirá que existe asociación delictuosa o delincuencia organizada cuando las mismas tres o más 

personas tengan alguna forma de autoría o participación conjunta en dos o más delitos.  

 

TÍTULO DÉCIMO OCTAVO 

DELITOS CONTRA LA BUENA ADMINISTRACIÓN COMETIDOS POR SERVIDORES PÚBLICOS 

 

CAPÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES SOBRE SERVIDORES PÚBLICOS 

 

ARTÍCULO 256. Para los efectos de este Código, es servidora o servidor público de la Ciudad de México toda 

persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en la Administración Pública 

de la Ciudad de México, en el Poder Legislativo local, en los órganos que ejercen la función judicial del fuero 

común en la Ciudad de México y en los órganos constitucionales autónomos o bien, que tenga la dirección 

o administración de una asociación civil que reciba fondos, recursos o apoyos públicos. 

 

Comete el delito de corrupción el servidor público que realice o deje de llevar a cabo lo que la ley le impone 

cumplir o se abstenga de realizar lo que le prohíbe, para obtener un beneficio indebido de cualquier 

naturaleza, inclusive económica, para sí o en favor de un tercero. 
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Además de las penas previstas en los Títulos Decimoctavo y Vigésimo, se impondrá a los responsables de 

su comisión, la pena de destitución y la inhabilitación para desempeñar empleo, cargo o comisión públicos 

y cargo de elección popular, así como para participar en adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras 

públicas, concesiones de prestación de servicio público o de explotación, aprovechamiento y uso de bienes 

de dominio de la Ciudad de México por un plazo de ocho a veinticinco años, atendiendo a los siguientes 

criterios: 

 

I.- Será por un plazo de ocho hasta diez años cuando no exista daño o perjuicio o cuando el monto de la 

afectación o beneficio obtenido por la comisión del delito no exceda de doscientas veces el valor diario de 

la Unidad de Medida y Actualización vigente, y  

 

II.- Será por un plazo de diez a veinticinco años si dicho monto excede el límite señalado en la fracción 

anterior. 

 

Para efectos de lo anterior, se deberá considerar, en caso de que el responsable tenga el carácter de 

servidor público, además de lo previsto en el artículo 257 de este Código, los elementos del empleo, cargo 

o comisión que desempeñaba cuando incurrió en el delito o la naturaleza de los fines de la asociación civil 

que tenía bajo su dirección o administración. 

 

Cuando el responsable tenga el carácter de particular, el juez dará vista a la Secretaria de la Contraloría 

General de la Ciudad y a la Secretaría de la Función Pública Federal, con el fin de hacer de su conocimiento 

que el particular ha sido inhabilitado para desempeñar un cargo público o puesto de elección popular, así 

como para participar en adquisiciones, arrendamientos, concesiones, servicios u obras públicas, o bien 

participar en la dirección o administración de cualquier asociación civil que reciba fondos, recursos o 

apoyos públicos considerando, en su caso, lo siguiente: 

 

a) Los daños y perjuicios patrimoniales causados por los actos u omisiones;  

 

b) Las circunstancias socioeconómicas del responsable;  

 

c) Las condiciones exteriores y los medios de ejecución, y  

 

d) El monto del beneficio que haya obtenido el responsable. Sin perjuicio de lo anterior, la categoría de 

funcionario o empleado de confianza será una circunstancia que podrá dar lugar a una agravación de la 

pena.  

 

Los delitos previstos en el Capítulo Segundo a Décimo Cuarto de este Título Décimo Octavo, así como los 

contenidos en los Títulos Décimo Noveno y Vigésimo, serán modalidades del delito de corrupción y se 

sancionarán con las penas que cada figura delictiva señale, además de las agravantes previstas en el 

presente artículo. 

 

Cuando los delitos a los que se refiere el párrafo anterior sean cometidos por servidores públicos electos 

popularmente o cuyo nombramiento esté sujeto a ratificación del Poder Legislativo local, las penas 

previstas serán aumentadas hasta en dos tercios. 

 

ARTÍCULO 256 BIS. Comete el delito de enriquecimiento ilícito, la persona servidora pública que: 

 

I. Maneje, administre o ejerza, ilícitamente, dinero, valores, inmuebles o cualquier otra cosa en un objeto, 

fin o destino distinto para el que los hubiere recibido por razón de su empleo, cargo o comisión. 
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II. Utilice ilícitamente su empleo, cargo o comisión para incrementar su patrimonio, el de su cónyuge, 

concubino, o de la persona con quien tenga cualquier tipo de relación sentimental o afectiva, de sus 

ascendientes o descendientes sin límite de grado, y en línea colateral hasta cuarto grado, sean por 

consanguinidad o afinidad, así como de sus dependientes económicos directos, sin comprobar su legítima 

procedencia. 

 

Para efectos de esta fracción, se tomarán en cuenta los bienes a nombre de las personas que a que se refiere 

el párrafo anterior, o aquellos sobre los que éstos ejercen derechos de uso, goce, disfrute, aprovechamiento 

o disposición, se conduzcan o no como dueños de los mismos. 

 

Se equipará al delito enriquecimiento ilícito y se sancionará con las mismas penas y medidas de seguridad, 

al que, en su carácter de contratista, permisionario, asignatario, titular de una concesión de prestación de 

un servicio público de explotación, aprovechamiento o uso de bienes del dominio de la Ciudad de México, 

con la finalidad de obtener un beneficio para sí o para un tercero: 

 

A. Genere y utilice información falsa o alterada, respecto de los beneficios que obtenga, y 

 

B. Cuando estando legalmente obligado a entregar a una autoridad información sobre los beneficios que 

obtenga, la oculte. 

 

Cuando el monto a que ascienda el enriquecimiento ilícito no exceda del equivalente a doscientas veces el 

valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, vigente en el momento en que se comete el delito, se 

impondrá de uno a diez años de prisión y de cincuenta a trescientos días de multa. 

 

Cuando el monto a que ascienda el enriquecimiento ilícito exceda del equivalente a doscientas veces el 

valor diario de la Unidad de Medida y Actualización vigente en el momento en que se comete el delito, se 

impondrá de diez a veinte años de prisión y de dos mil a cinco mil días multa. 

 

Si en la planeación, organización, dirección, ejecución, realización u ocultamiento de las conductas a que 

se refiere el presente artículo o del resultado material de la misma, hubieran participado dos o más 

personas servidoras públicas, las penas anteriores se aumentarán en tres cuartas partes. 

 

Asimismo, se impondrá destitución e inhabilitación para desempeñar empleo, cargo o comisión hasta por 

un tiempo igual al de la pena de prisión impuesta. 

 

Artículo 257. Para la individualización de las sanciones previstas en este Título, el juez tomará en cuenta, 

en su caso, el nivel jerárquico del servidor público y el grado de responsabilidad del encargo, su antigüedad 

en el empleo, sus antecedentes de servicio, sus percepciones, su grado de instrucción, la necesidad de 

reparar los daños y perjuicios causados por la conducta ilícita y las circunstancias especiales de los hechos 

constitutivos del delito.  

 

Sin perjuicio de lo anterior, la categoría de funcionario o empleado de confianza será una circunstancia que 

agravará hasta en un tercio la sanción correspondiente. 

 

Artículo 257 Bis. Cuando los delitos a que se refieren los artículos 262, 269 y 272 del presente Código, sean 

cometidos por servidores públicos miembros de alguna corporación policiaca, las penas previstas serán 

aumentadas hasta en una mitad. 

 

ARTÍCULO 258. Además de las penas previstas en los Títulos Decimoctavo y Vigésimo, se impondrán:  
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I. Destitución del empleo, cargo o comisión en el servicio público;  

 

II. Inhabilitación de tres a diez años para obtener y desempeñar un empleo, cargo o comisión de cualquier 

naturaleza en el servicio público; y  

 

III. Decomiso de los productos del delito.  

 

CAPÍTULO II 

EJERCICIO ILEGAL Y ABANDONO DEL SERVICIO PÚBLICO 

 

ARTÍCULO 259. Comete el delito de ejercicio ilegal de servicio público, el servidor público que: 

 

I. Ejerza las funciones de un empleo, cargo o comisión, sin haber tomado posesión legítima, o quien lo 

designe sin satisfacer todos los requisitos legales;  

 

II. Continúe ejerciendo las funciones de un empleo, cargo o comisión después de saber que se ha revocado 

su nombramiento o que se le ha suspendido o destituido;  

 

III. Por sí o por interpósita persona, sustraiga, destruya, oculte, altere, utilice o inutilice, indebidamente 

información o documentación que se encuentre bajo su custodia o a la cual tenga acceso, o de la que tenga 

conocimiento en virtud de su empleo, cargo o comisión;  

 

III Bis. Derogada 

 

IV. Derogada  

 

IV Bis. Teniendo la obligación de custodiar, vigilar y evitar el asentamiento humano en zonas dictaminadas 

como de alto riesgo, autorice, permita o tolere la existencia de los mismos; y  

 

V. Derogada  

 

Al que cometa alguno de los delitos a los que se refieren las fracciones I, II III, III Bis, IV, IV Bis y V  de este 

artículo, se le impondrán de dos a siete años de prisión y multa de veinticinco a doscientos cincuenta veces 

el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización vigente. 

 

Al que cometa alguno de los delitos a los que se refieren las fracciones III y IV Bis de este artículo, se le 

impondrán de seis a doce años de prisión y multa de veinticinco a doscientos cincuenta veces el valor diario 

de la Unidad de Medida y Actualización vigente. 

 

ARTÍCULO 260. Al servidor público que autorice o contrate a quien se encuentre inhabilitado por resolución 

firme de autoridad competente para desempeñar un empleo, cargo o comisión en el servicio público, o 

para participar en adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras públicas, siempre que lo haga con 

conocimiento de tal situación se le impondrá de uno a cinco años de prisión y de cincuenta hasta cien veces 

el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización vigente. 

 

Las penas se aumentarán en dos terceras partes a quien otorgue cualquier identificación en la que se 

acredite como servidor público a persona que realmente no desempeñe el empleo, cargo o comisión a que 

se haga referencia en dicha identificación.  
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Las mismas sanciones se impondrán a quien acepte la identificación.  

 

ARTÍCULO 261. Al servidor público que sin justificación abandone su empleo, cargo o comisión y con ello 

entorpezca la función pública, se le impondrá de seis meses a tres años de prisión. Para los efectos de este 

artículo, el abandono de funciones se consumará cuando el servidor público se separe sin dar aviso a su 

superior jerárquico con la debida anticipación, conforme a la normatividad aplicable y de no existir ésta, 

en un plazo de tres días.  

 

CAPÍTULO III 

ABUSO DE AUTORIDAD Y USO ILEGAL DE LA FUERZA PÚBLICA 

 

ARTÍCULO 262. Se le impondrán de uno a seis años de prisión y de cien a quinientos días multa al que en 

ejercicio de sus funciones o con motivo de ellas:  

 

I. Ejerza violencia a una persona sin causa legítima, la vejare o la insultare; o  

II. Use ilegalmente la fuerza pública.  

 

ARTÍCULO 263. Se impondrán prisión de uno a seis años y de cien a mil días multa, al servidor público que 

en el ejercicio de sus funciones o con motivo de ellas, otorgue empleo, cargo o comisión públicos, o 

contratos de prestación de servicios profesionales o mercantiles o de cualquier otra naturaleza, que sean 

remunerados, a sabiendas de que no se prestará el servicio para el que se les nombró, o no cumplirá el 

contrato otorgado dentro de los plazos establecidos en la normatividad laboral aplicable o en los señalados 

en el contrato correspondiente.  

 

ARTÍCULO 264. Se impondrán las mismas penas del artículo anterior al que acepte un empleo, cargo o 

comisión públicos, remunerados, cuyo servicio no va a prestar, o acepte algún contrato de prestación de 

servicios profesionales, mercantiles o de cualquier otra naturaleza, remunerados, cuyas obligaciones no va 

a cumplir, dentro de los plazos establecidos en la normatividad laboral aplicable o en los señalados en el 

contrato correspondiente.  

 

ARTÍCULO 265. Al servidor público que con cualquier pretexto obtenga de un subalterno parte del sueldo 

de éste, dádivas o cualquier otro provecho, se le impondrán de dos a nueve años de prisión y de cien a 

ochocientos días multa.  

 

CAPÍTULO IV 

COALICIÓN DE SERVIDORES PÚBLICOS 

 

ARTÍCULO 266. Derogado  

 

 

 

CAPÍTULO V 

EJERCICIO ABUSIVO DE FUNCIONES 

 

 

ARTÍCULO 267. Comete el delito de uso ilegal de atribuciones y facultades:  

 

I. El servidor público que, con motivo de su empleo, cargo o comisión, ilegalmente;  
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a. Se coaligue con otras personas servidoras públicas y tomen medidas contrarias a una ley, reglamento o 

disposición de carácter general, impidan su aplicación, ejecución o dimitan de sus puestos, con el fin de 

impedir o suspender las funciones legislativas, administrativas o jurisdiccionales. 

 

b. Por sí o a través de un tercero, solicite o reciba indebidamente para sí o para otro, dinero, bien o beneficio, 

o acepte una promesa, para hacer o dejar de hacer algo relacionado con sus funciones. 

 

c. Indebidamente utilice fondos, bienes o servicios públicos, con el objeto de promover su imagen personal, 

para fines políticos o sociales, de su superior jerárquico o de un tercero, o a fin de denigrar a cualquier 

persona. 

 

d. Otorgue concesiones de prestación de servicio público o de explotación, aprovechamiento y uso de 

bienes del patrimonio de la Ciudad México. 

 

e. Otorgue permisos, licencias o autorizaciones de contenido económico;  

 

f. Otorgue franquicias, exenciones, deducciones o subsidios sobre impuestos, derechos, productos, 

aprovechamientos o aportaciones y cuotas de seguridad social, en general sobre los ingresos fiscales, y 

sobre precios y tarifas de los bienes y servicios producidos o prestados por la administración pública de la 

Ciudad de México; 

 

g. Otorgue, realice o contrate obras públicas, deuda, adquisiciones, arrendamientos, enajenaciones de 

bienes o servicios, o colocaciones de fondos y valores con recursos económicos públicos; 

 

h. Expida, otorgue o permita el otorgamiento o la expedición de certificados, autorizaciones o licencias en 

materia de uso del suelo, construcción o inmuebles; 

 

i. Indebidamente niegue, retarde u obstaculice el auxilio o la protección o el servicio que tenga obligación 

de otorgar;   

 

II. El servidor público que teniendo a su cargo elementos de la fuerza pública y habiendo sido requerido 

legalmente por una autoridad competente para que le preste el auxilio, se niegue indebidamente a 

proporcionarlo. 

 

III. La persona servidora pública que, teniendo un empleo, cargo o comisión en los Centros de Reclusión de 

la Ciudad de México, por cualquier medio facilite, fomente, induzca o realice en los centros de readaptación 

social y penitenciarías la introducción, uso, consumo, posesión o comercio de bebidas alcohólicas, 

sustancias psicotrópicas, así como de teléfonos celulares, radio localizadores o cualquier otro instrumento 

de comunicación radial o satelital para uso de los internos. 

 

IV. La persona servidora pública que, con motivo de empleo, cargo o comisión: 

 

A). Tenga a su cargo fondos públicos, les dé una aplicación pública distinta de aquella a que estuvieren 

destinados o hiciere un pago ilegal; 

 

B). Conozca de un asunto para el cual tenga impedimento legal; 

 

C).  Obligué a una persona imputada, acusada o inculpada a declarar; 
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D) Sustraiga, destruya, oculte, altere, utilice, inutilice o introduzca ilegalmente información o documentos 

auténticos, falsos, alterados o que no sean reconocidos por la autoridad que los expidió, en expedientes, 

archivos o bases de datos que se encuentren bajo su custodia o a los que tenga acceso en virtud de su 

empleo, cargo, comisión o cualquier otra clase de prestación de servicios, con la finalidad de que se expidan 

o registren algunos de los documentos siguientes: 

 

1. Certificado único de zonificación de uso del suelo; 

2. Certificado de acreditación de uso del suelo por derechos adquiridos; 

3. Manifestaciones de construcción; 

4. Licencia de construcción especial para demolición; 

5. Permisos para la ejecución de obras; o 

6. Cualquier otro relacionado con la zonificación, el uso del suelo, construcción y demolición, 

independientemente de su denominación; En contravención con la normativa vigente relativa al desarrollo 

urbano, construcciones, inmuebles y ordenamiento territorial para la Ciudad de México. 

 

E). Cumplimente una orden de aprehensión sin poner al detenido a disposición de la Jueza o Juez o lo 

realice con dilación injustificada, en el término señalado por el párrafo cuarto del artículo 16 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

 

F). Indebidamente se abstenga de ejercitar acción penal o de poner a disposición del órgano Jurisdiccional 

a una persona que se encuentre detenida o retenida por un hecho con apariencia de delito sancionado por 

la Ley, de conformidad con los plazos establecidos en la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos y las leyes de la materia; 

 

G). Fabrique, altere o simule datos de prueba, medios de prueba y pruebas, para incriminar o exculpar a 

otro; 

 

H). Altere o permita la alteración de los indicios, instrumentos, huellas, objetos, vestigios o productos del 

hecho con apariencia de delito; 

 

I). Teniendo la obligación, atendiendo a su calidad de garante, de custodiar, vigilar, proteger o dar 

seguridad a personas, lugares, instalaciones u objetos, incumpla dicha obligación en cualquier forma, 

dando como resultado el daño, pérdida o sustracción de los mismos;  

 

J). Detenga a un individuo durante la integración de una carpeta de investigación o investigación de un 

hecho que la ley señale como delito, fuera de los casos señalados por la ley, o lo retenga por más tiempo 

del previsto en el párrafo décimo del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

y demás disposiciones aplicables; 

 

K). Se abstenga de iniciar carpeta de investigación o realizar un acto de investigación de un hecho que la 

ley señale como delito, cuando sea puesto a su disposición una persona sujeta a una investigación o un 

imputado de delito doloso que sea perseguible de oficio; y 

 

L). Retarde deliberadamente emitir sentencia definitiva o cualquier otra resolución de fondo o de trámite 

dentro del plazo legal.  

 

Al que realice cualquiera de las conductas descritas en el presente artículo, se le impondrán de cinco a 

veinte años de prisión y de dos mil a cinco mil días de multa. 
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ARTÍCULO 268. Cuando las conductas previstas en el artículo anterior produzcan beneficios económicos 

al propio servidor público, a su cónyuge, descendientes o ascendientes, parientes por consanguinidad o 

afinidad hasta el cuarto grado, concubina o concubinario, pareja permanente, adoptante o adoptado, a 

cualquier tercero con el que tenga vínculos afectivos, económicos o de dependencia administrativa directa, 

socios o sociedades de las que el servidor público o las personas antes referidas formen parte, se 

impondrán las siguientes sanciones:  

 

Si el monto de los beneficios no excede del equivalente a mil quinientas veces la Unidad de Cuenta de la 

Ciudad de México vigente en el momento de cometerse el delito, se impondrán de dos a nueve años de 

prisión y de mil a mil quinientos días multa.  

 

Cuando el monto de los beneficios a que hace referencia este artículo exceda mil quinientas veces la Unidad 

de Cuenta de la Ciudad de México vigente, se impondrán de cuatro a doce años de prisión y de mil 

quinientos a dos mil días multa.  

 

 

CAPÍTULO VI 

INTIMIDACIÓN 

 

ARTÍCULO 269. Se le impondrán de tres a diez años de prisión y de cien a mil días multa a:  

 

I. El servidor público que por sí o por interpósita persona, utilizando la violencia física o moral inhiba o 

intimide a cualquier persona, para evitar que ésta o un tercero denuncie, formule querella o aporte 

información, antecedentes, datos, medios de prueba o pruebas relativas a la presunta comisión de un 

delito o sobre la presunta comisión de algún servidor público en una conducta sancionada por la legislación 

penal o por la Legislación aplicable en materia de responsabilidades de los servidores públicos; 

 

II. Las mismas sanciones se impondrán al servidor público que por sí o por interpósita persona, ejerza 

represalia contra persona que ha formulado denuncia o querella o aportado información, antecedentes, 

datos, medios de prueba o pruebas sobre la presunta comisión de un delito o sobre la presunta comisión 

de algún servidor público en una conducta sancionada por la legislación penal o por la Legislación aplicable 

en materia de responsabilidades de los servidores públicos, o ejerza cualquier represalia contra persona 

ligada por vínculo afectivo o de negocios con el denunciante, querellante o informante; 

 

III. Las mismas sanciones se impondrán al servidor público que por sí o por interpósita persona, intimide o 

coaccione a la víctima u ofendido a otorgar el perdón dentro de la averiguación previa, investigación o 

durante el proceso judicial.  

 

 

CAPÍTULO VII 

NEGACIÓN DEL SERVICIO PÚBLICO 

 

ARTÍCULO 270. Derogado. 

 

CAPÍTULO VIII 

TRÁFICO DE INFLUENCIA 

 

ARTÍCULO 271. Al servidor público que por sí o por interpósita persona, promueva o gestione la tramitación 

de negocios o resoluciones públicas ajenos a las responsabilidades inherentes a su empleo, cargo o 

comisión, se le impondrán de dos a seis años de prisión y de cien a quinientos días multa.  
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Si la conducta anterior produce un beneficio económico, la sanción se aumentará en una mitad.  

 

 

CAPÍTULO IX 

COHECHO 

 

ARTÍCULO 272. Derogado. 

 

 

CAPÍTULO X 

PECULADO 

 

ARTÍCULO 273. Derogado. 

 

 

CAPÍTULO XI 

CONCUSIÓN 

 

ARTÍCULO 274. Al servidor público que con tal carácter exija por sí o por interpósita persona a título de 

impuesto o contribución, recargo, renta rédito, salario o emolumento, dinero, valores, servicios o cualquier 

otra cosa que sepa no es debida, o en mayor cantidad de la que señala la ley, se le impondrán de tres meses 

a dos años de prisión, de treinta a trescientos días multa e inhabilitación de tres meses a dos años para 

desempeñar cargo, empleo o comisión en el servicio público, cuando el valor de lo exigido no exceda de 

quinientas veces la Unidad de Cuenta de la Ciudad de México vigente, o no sea valuable. Si el valor de lo 

exigido excede de quinientas veces la Unidad de Cuenta de la Ciudad de México vigente, se le impondrán 

de dos a doce años de prisión, de trescientos a quinientos días multa e inhabilitación de dos a doce años 

para desempeñar cargo, empleo o comisión en el servicio público.  

 

 

CAPÍTULO XII 

ENRIQUECIMIENTO ILÍCITO 

 

ARTÍCULO 275. Derogado. 

 

 

CAPÍTULO XIII 

USURPACIÓN DE FUNCIONES PÚBLICAS 

 

ARTÍCULO 276. Al que sin ser servidor público se atribuya ese carácter y ejerza alguna de las funciones de 

tal, se le impondrán de uno a seis años de prisión y de cien a quinientos días multa.  

(REFORMADO, G.O. 01 DE SEPTIEMBRE DE 2017)  

 

CAPÍTULO XIV 

REMUNERACIÓN ILICITA 

 

ARTÍCULO 276-Bis.- Además de la responsabilidad administrativa, incurre en el delito de remuneración 

ilícita:  
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I.  El servidor público de la Ciudad de México que apruebe o refrende el pago, o que suscriba el 

comprobante, cheque, nómina u orden de pago, de una remuneración, retribución, jubilación, pensión, 

haber de retiro, liquidación por servicios prestados, préstamo o crédito, no autorizado de conformidad con 

lo dispuesto en la presente Ley;  

 

II.  Quien reciba un pago indebido en los términos de la fracción anterior sin realizar el reporte dentro 

del plazo señalado la Ley de Austeridad, Transparencia en Remuneraciones, Prestaciones y Ejercicio de 

Recursos de la Ciudad de México, excepto quien forme parte del personal de base y supernumerario de las 

entidades públicas que no tenga puesto de mando medio o superior. 

 

Artículo 276-Ter.- Por la comisión del delito señalado en el artículo precedente se impondrán las 

siguientes penas:  

 

I.  Si el beneficio otorgado u obtenido en contravención de las disposiciones de esta Ley no excede 

del equivalente de quinientas veces el salario mínimo diario vigente en la Ciudad de México en el momento 

de cometerse el delito, se impondrán de tres meses a dos años de prisión y multa de treinta a trescientas 

veces el salario mínimo diario vigente en la Ciudad de México en el momento de cometerse el delito;  

 

II.  Si el beneficio otorgado u obtenido en contravención de las disposiciones de esta Ley excede el 

equivalente de quinientas veces el salario mínimo diario vigente en la Ciudad de México en el momento de 

cometerse el delito pero no es mayor que el equivalente a mil veces dicha unidad, se impondrán de seis 

meses a tres años de prisión y multa de treinta a trescientas veces el salario mínimo diario vigente en la 

Ciudad de México en el momento de cometerse el delito;  

 

III.  Si el beneficio otorgado u obtenido en contravención de las disposiciones de esta Ley excede el 

equivalente a mil veces pero no es mayor que el equivalente a tres mil veces el salario mínimo diario vigente 

en la Ciudad de México en el momento de cometerse el delito, se impondrán de tres a cinco años de prisión 

y multa de trescientas a mil veces el salario mínimo diario vigente en la Ciudad de México en el momento 

de cometerse el delito, y  

 

IV.  Si el beneficio otorgado u obtenido en contravención de las disposiciones de esta Ley excede el 

equivalente a tres mil veces el salario mínimo diario vigente en la Ciudad de México en el momento de 

cometerse el delito, se impondrán de cinco a catorce años de prisión y multa de quinientas a tres mil veces 

el salario mínimo diario vigente en la Ciudad de México en el momento de cometerse el delito. Se impondrá 

también la destitución y la inhabilitación para desempeñar otro cargo, empleo o comisión públicos de seis 

meses a catorce años. 

 

 

TÍTULO DÉCIMO NOVENO 

HECHOS DE CORRUPCIÓN Y DELITOS CONTRA EL SERVICIO PÚBLICO COMETIDOS POR PARTICULARES 

 

CAPÍTULO I 

PROMOCIÓN DE CONDUCTAS ILÍCITAS, COHECHO Y DISTRACCIÓN DE RECURSOS PÚBLICOS 

 

ARTÍCULO 277. Al particular que promueva una conducta ilícita de un servidor público, o se preste para 

que éste o por interpósita persona promueva o gestione la tramitación o resolución ilícita de negocios 

públicos ajenos a la responsabilidad inherente a su empleo, cargo o comisión, se le impondrán de seis 

meses a cuatro años de prisión y de cien a quinientos días multa.  
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ARTÍCULO 278. Al particular que de manera espontánea le ofrezca dinero o cualquier dádiva u otorgue 

promesa a un servidor público o a interpósita persona, para que dicho servidor haga u omita un acto 

relacionado con sus funciones, se le impondrán las siguientes sanciones:  

 

I. De seis meses a tres años de prisión y de veinte a doscientos días multa cuando la cantidad o el valor de 

la dádiva o promesa no exceda del equivalente a cien veces la Unidad de Cuenta de la Ciudad de México 

vigente en el momento de cometerse el delito, o no sea valuable; o  

 

II. De uno a cinco años de prisión y de trescientos a ochocientos días multa cuando la cantidad o el valor de 

la dádiva, promesa o prestación excedan de cien veces la Unidad de Cuenta de la Ciudad de México vigente 

en el momento de cometerse el delito.  

El juez podrá imponer al particular una tercera parte de las penas señaladas en el párrafo anterior, o 

eximirlo de las mismas, cuando hubiese actuado para beneficiar a alguna persona con la que lo ligue un 

vínculo familiar, de dependencia o cuando haya denunciado espontáneamente el delito cometido.  

 

ARTÍCULO 279. Al particular que estando obligado legalmente a la custodia, depósito, administración de 

bienes muebles o inmuebles pertenecientes al erario público, o aplicación de recursos públicos, los 

distraiga de su objeto para usos propios o ajenos o les dé una aplicación distinta a la que se les destinó, se 

le impondrán de seis meses a tres años de prisión y de cien a quinientos días multa.  

 

ARTÍCULO 280. Se le impondrán las sanciones previstas para el enriquecimiento ilícito, al que haga figurar 

como suyos, bienes que un servidor público adquiera o haya adquirido en contravención de lo dispuesto 

en la legislación sobre responsabilidades de los servidores públicos.  

 

 

CAPÍTULO II 

DESOBEDIENCIA Y RESISTENCIA DE PARTICULARES 

 

ARTÍCULO 281. Se le impondrá de seis meses a dos años de prisión o de trabajo en favor de la comunidad, 

al que rehusare prestar un servicio de interés público al que la ley lo obligue, o desobedeciere un mandato 

legítimo de la autoridad.  

 

La misma pena se le impondrá a quien debiendo declarar ante la autoridad, sin que le aproveche las 

excepciones establecidas para hacerlo, se niegue a declarar.  

 

ARTÍCULO 282. Se le impondrá de seis meses a tres años de prisión al que por medio de la violencia física 

o moral, se oponga a que la autoridad pública o sus agentes ejerzan alguna de sus funciones en forma legal, 

o resista el cumplimiento de un mandato que satisfaga todos los requisitos legales.  

 

ARTÍCULO 283. La pena será de uno a cinco años de prisión, cuando la desobediencia o resistencia sea a 

un mandato judicial o al cumplimiento a una sentencia.  

 

ARTÍCULO 284. Cuando la ley autorice el empleo de medidas de apremio para hacer efectivos los mandatos 

de la autoridad, la consumación de los delitos de desobediencia y resistencia de particulares, se producirá 

en el momento en que se agote el empleo de tales medidas de apremio.  

 

 

CAPÍTULO III 

OPOSICIÓN A QUE SE EJECUTE ALGUNA OBRA O TRABAJO PÚBLICOS 
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ARTÍCULO 285. Al que con actos materiales trate de impedir la ejecución de una obra o un trabajo públicos, 

ordenados o autorizados legalmente por la autoridad competente, se le impondrá de sesenta a ciento 

ochenta días de semilibertad.  

 

Cuando el delito se cometa por varias personas de común acuerdo, se impondrá de tres meses a un año de 

prisión, si sólo se hiciere una simple oposición material sin violencia. En caso de existir violencia, la pena 

será de tres meses a dos años de prisión, sin perjuicio de las sanciones aplicables al delito que resulte 

cometido.  

 

 

CAPÍTULO IV 

QUEBRANTAMIENTO DE SELLOS 

 

ARTÍCULO 286. Al que quebrante los sellos puestos por orden de la autoridad competente, se le impondrán 

de dos a siete años de prisión y de cien a quinientos días multa.  

 

Se equipara al delito de quebrantamiento de sellos y se sancionará con la misma pena, al titular, propietario 

o responsable de una construcción de obra, anuncio o establecimiento mercantil, en estado de clausura, 

que explote comercialmente, realice o promueva actos de comercio, construcción o prestación de un 

servicio, aún cuando los sellos permanezcan incólumes.  

Al titular o propietario de una casa habitación en construcción que quebrante los sellos de clausura, se 

aplicará pena de seis meses a dos años de prisión y de cincuenta a ciento cincuenta días multa.  

 

ARTÍCULO 286 bis. Se impondrá de dos a ocho años seis meses de prisión, y de quinientos a mil días multa 

al que obligado por una resolución de autoridad competente a mantener el estado de clausura o de 

suspensión de actividades, no la acate, en los siguientes casos:  

 

I. Se trate de un giro mercantil considerado de impacto zonal y que requiera licencia de funcionamiento en 

los términos de la legislación aplicable;  

 

II. Se trate de un establecimiento dedicado al almacenaje de productos, o  

 

III. Se trate de obras de construcción que requiriendo dictamen de impacto urbano no cuenten con el 

mismo.  

 

CAPÍTULO V 

ULTRAJES A LA AUTORIDAD 

 

ARTÍCULO 287.- Se deroga. 

CAPÍTULO VI 

EJERCICIO ILEGAL DEL PROPIO DERECHO 

 

ARTÍCULO 288. Al que para hacer efectivo un derecho o pretendido derecho, que deba ejercitar, empleare 

violencia, se le impondrá prisión de tres meses a un año o de treinta a noventa días multa.  

 

En estos casos, sólo se procederá por querella de la parte ofendida.  

 

CAPÍTULO VII 

REGLAS COMUNES PARA LOS DELITOS CONTRA EL EJERCICIO LEGÍTIMO DE LA AUTORIDAD 
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ARTÍCULO 289. Al que cometa un delito en contra de un servidor o agente de la autoridad en el acto de 

ejercer lícitamente sus funciones o con motivo de ellas, además de la pena que corresponda por el delito 

cometido, se le impondrá de uno a tres años de prisión.  

 

CAPÍTULO VIII 

FABRICACIÓN, COMERCIALIZACIÓN Y USO INDEBIDO DE INSIGNIAS Y UNIFORMES 

Artículo 289 Bis.- Se impondrá de uno a seis años de prisión y de cien a mil días multa a quien:  

 

I. Elabore, fabrique, confeccione, produzca, imprima, almacene, distribuya o comercialice, placas, gafetes, 

distintivos, escudos, insignias, uniformes o cualquier otra identificación que se asemeje a las de las 

instituciones de seguridad pública, sin contar con la autorización de la institución correspondiente.  

 

II. Contando con autorización de la institución de seguridad pública para elaborar, fabricar, confeccionar, 

producir, imprimir, almacenar y distribuir sus placas, gafetes, distintivos, escudos, insignias, uniformes o 

cualquier otra identificación, de cualquier forma entregue o distribuya dichos objetos a personas físicas o 

morales distintas a las autorizadas para tal fin.  

 

Artículo 289 Ter.- Se impondrá de uno a seis años de prisión y de cien a mil días multa a quien:  

 

I. Utilice placas, gafetes, distintivos, escudos, insignias, siglas o uniformes de instituciones de seguridad 

pública, a las que no tenga derecho o cualquier identificación que se asemeje a las anteriores, con el 

propósito de cometer un acto ilícito.  

 

II. Utilice vehículos pertenecientes a instituciones de seguridad pública a los que no tenga derecho, o 

cualquier otro vehículo con balizaje, colores o equipamiento que se asemeje a los utilizados por 

instituciones de seguridad pública, con el propósito de cometer un acto ilícito.  

 

Para efectos del presente Capítulo, se entiende por instituciones de seguridad pública a la Procuraduría 

General de Justicia del Distrito Federal; a la Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal y a las 

Policías del Distrito Federal, tanto la Policía Preventiva, como la Policía Complementaria, sus unidades y 

agrupamientos.  

 

También se entiende por instituciones de seguridad pública, exclusivamente para efectos del presente 

Capítulo, a las personas físicas o morales que prestan servicios de seguridad privada, conforme a la Ley de 

Seguridad Privada para el Distrito Federal, y que cuentan con autorización de la Secretaría de Seguridad 

Pública del Distrito Federal mediante permiso o licencia.  

 

Las sanciones previstas en este capítulo se impondrán, con independencia de las que correspondan por 

otros delitos.  

 

 

  

TÍTULO VIGÉSIMO 

HECHOS DE CORRUPCIÓN Y DELITOS EN CONTRA DEL ADECUADO DESARROLLO DE LA JUSTICIA 

COMETIDOS POR SERVIDORES PÚBLICOS 

 

CAPÍTULO I 

DENEGACIÓN O RETARDO DE JUSTICIA Y PREVARICACIÓN 
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ARTÍCULO 290. Se impondrán de dos a ocho años de prisión y de cien a cuatrocientos días multa, al 

servidor público que:  

 

I. Dicte una sentencia definitiva o cualquier otra resolución de fondo que viole algún precepto terminante 

de la ley, o que sea contraria a las actuaciones legalmente practicadas en el proceso; o  

 

II. No cumpla con una disposición que legalmente se le comunique por un superior competente.  

 

ARTÍCULO 291. Se impondrán de diez a veinte años de prisión y de mil a cinco mil días multa, al servidor 

público que: 

 

I. Derogada.  

 

II. Litigue por sí o por interpósita persona, cuando la ley les prohíba el ejercicio de su profesión, dirija o 

aconseje a las personas que litiguen ante él;  

 

III. Ejecute un acto o incurra en una omisión que dañe jurídicamente a alguien o le conceda una ventaja 

indebida;  

 

IV. Remate a su favor algún bien objeto de remate en cuyo juicio hubiere intervenido;  

 

V. Admita o nombre un depositario o entregue a éste los bienes secuestrados, sin el cumplimiento de los 

requisitos legales correspondientes;  

 

VI. Induzca a error al demandado, con relación a la providencia de embargo decretada en su contra; o  

 

VII. Nombre síndico o interventor en un concurso o quiebra, a una persona que sea deudor, pariente o que 

haya sido abogado del fallido, o a persona que tenga con el funcionario relación de parentesco, estrecha 

amistad o esté ligada con él por negocios de interés común.  

La misma sanción se impondrá a quien, como intermediario de un servidor público, remate algún bien 

objeto del remate en cuyo juicio haya intervenido aquél.  

 

ARTÍCULO 292. Se impondrán de uno a cinco años de prisión y de cincuenta a doscientos cincuenta días 

multa, al servidor público que: 

 

I. Derogada. 

 

II. Omita dictar deliberadamente, dentro del plazo legal, una sentencia definitiva o cualquier otra 

resolución de fondo o de trámite;  

 

III. Derogada.  

 

IV. Bajo cualquier pretexto, se niegue injustificadamente a despachar, dentro del plazo legal, un asunto 

pendiente ante él. 

 

ARTÍCULO 292 BIS. Al servidor público que retarde o entorpezca indebidamente la procuración o 

administración de justicia, se le impondrá pena de prisión de tres a ocho años y de trescientas a mil 

unidades de medida y actualización, además, será destituido e inhabilitado de tres a diez años para 

desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos 
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CAPÍTULO II 

DELITOS EN EL ÁMBITO DE LA PROCURACIÓN DE JUSTICIA 

 

ARTÍCULO 293. Se impondrán de dos a ocho años de prisión y de cien a cuatrocientos veces el valor diario 

de la Unidad de Medida y Actualización vigente, al servidor público que:  

I. Derogada. 

 

II. Derogada.  

 

III. Ejercite la acción penal o pretensión punitiva cuando no preceda denuncia o querella;  

 

IV. Derogada.  

 

V. Derogada.  

 

VI. SE DEROGA;  

 

VII. SE DEROGA; y  

 

VIII. Se abstenga de iniciar una averiguación previa o una investigación de un hecho que la ley señale como 

delito, cuando sea puesto a su disposición un probable responsable o un imputado de delito doloso que 

sea perseguible de oficio;  

 

IX. Practique cateos o visitas domiciliarias fuera de los casos autorizados por la ley; o  

 

X. Derogada.  

 

XI. Aplique un criterio de oportunidad fuera de los casos señalados en la ley o la legislación procesal penal 

aplicable al Distrito Federal; o  

 

XII. Derogada.  

 

Las sanciones previstas en el primer párrafo de este artículo se duplicarán cuando la persona imputada, 

acusada o procesada sea integrante o miembro de un pueblo o comunidad indígena.  

 

ARTÍCULO 293 BIS.- Se impondrá de cuatro a dieciséis años de prisión y de doscientos a ochocientos días 

multa, al servidor público que declare la extinción de la acción penal, cuando el imputado, acusado o 

procesado pertenezca a un pueblo o comunidad indígena, sin que considere respecto a la víctima u 

ofendido del delito:  

 

I.- La perspectiva de género;  

 

II.- La dignidad de la persona;  

 

III.- El interés superior de las niñas o los niños, o  

 

IV.- El derecho a una vida libre de violencia hacia la mujer.  
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ARTÍCULO 293 TER.- Al servidor público que estando encargado de cualquier establecimiento destinado a 

la ejecución de las sanciones privativas de libertad, de instituciones de reinserción social o de custodia y 

rehabilitación de menores y de reclusorios preventivos o administrativos, o centros de arraigo que, sin los 

requisitos legales, reciba como presa, detenida, arrestada, arraigada o interna a una persona o la mantenga 

privada de su libertad, sin dar parte del hecho a la autoridad correspondiente; niegue que está detenida, si 

lo estuviere; o no cumpla la orden de libertad girada por la autoridad competente se le impondrá de dos a 

nueve años de prisión y una multa de cincuenta hasta cien veces el valor diario de la Unidad de Medida y 

Actualización vigente. 

 

ARTÍCULO 293 QUÁTER: Se impondrán de dos a seis años de prisión, y una multa de quinientas a mil 

Unidades de Medida y Actualización a la persona servidora pública que, de forma indebida difunda, 

entregue, revele, publique, transmita, exponga, remita, distribuya, videograbe, audiograbe, fotografíe, 

filme, reproduzca, comercialice, oferte, intercambie o comparta imágenes, audios, videos, información 

reservada, documentos del lugar de los hechos o del hallazgo, indicios, evidencias, objetos, instrumentos 

relacionados con el procedimiento penal o productos con uno o varios hechos, señalados por la Ley como 

delitos.  

 

Las sanciones previstas en el artículo anterior aumentarán en una tercera parte, sí la información que se 

difunda:  

 

I. Sea con el fin de menoscabar la dignidad de las víctimas o de sus familiares;  

II. Tratare de cadáveres de mujeres, niñas, o adolescentes, o  

III. Sea de las circunstancias de su muerte, de las lesiones o del estado de salud de la víctima 

 

CAPÍTULO III 

TORTURA (Derogado) 

 

ARTÍCULO 294. Derogado.  

 

ARTÍCULO 295. Derogado.  

 

ARTÍCULO 296. Derogado.  

 

ARTÍCULO 297. Derogado.  

 

ARTÍCULO 298. Derogado.  

 

CAPÍTULO IV 

DELITOS COMETIDOS EN EL ÁMBITO DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA 

 

 

ARTÍCULO 299. Se impondrán de dos a ocho años de prisión y de cincuenta a trescientos días multa, al 

servidor público que:  

 

I. Ordene la aprehensión de un individuo por delito que no amerite pena privativa de libertad o no preceda 

denuncia o querella;  

 

II. Obligue al inculpado, imputado o acusado a declarar;  

 

III. Ordene la práctica de cateos o visitas domiciliarias fuera de los casos autorizados por la ley;  
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IV. No tome al inculpado su declaración preparatoria en audiencia pública y dentro de las cuarenta y ocho 

horas siguientes a su consignación o al momento en que aquél voluntariamente se puso a su disposición, 

u oculte el nombre del acusador, la naturaleza y causa de la imputación o acusación, o el delito que se le 

atribuye;  

 

V. No dicte auto de formal prisión o de libertad de un detenido, dentro de las setenta y dos horas siguientes 

a que lo pongan a su disposición, a no ser que el inculpado haya solicitado la ampliación del plazo;  

 

VI. Prolongue injustificadamente la prisión preventiva, sin sentencia definitiva, por más tiempo del que 

como máximo fija la Constitución;  

 

VII. Otorgue la libertad provisional bajo caución cuando no se reúnan los requisitos establecidos en la 

legislación de procedimientos penales aplicable al Distrito Federal;  

 

VIII. Demore injustificadamente el cumplimiento de la resolución judicial en la que se ordena poner en 

libertad a un detenido; o  

 

IX. Inicie un proceso penal contra un servidor público con fuero.  

 

Las sanciones previstas en el primer párrafo de este artículo se duplicarán cuando la persona imputada, 

acusada o procesada sea integrante o miembro de un pueblo o comunidad indígena.  

 

ARTÍCULO 299 Bis.- Se impondrán de cuatro a dieciséis años de prisión y de cien a seiscientos días multa, 

al servidor público que no imponga una medida cautelar cuando se encuentre en peligro la víctima u 

ofendido del delito de violencia familiar, delitos contra la mujer, lesiones o se trate de la protección de 

niñas, niños, integrantes de pueblos o comunidades indígenas, discapacitados o adultos mayores.  

 

ARTÍCULO 299 TER.- Se impondrá de siete a veinte años de prisión y de doscientos a seiscientos días multa 

e inhabilitación por siete años, al servidor público que no imponga una medida cautelar en los supuestos 

señalados en el artículo anterior, y la persona imputada, acusada o procesada sea una persona moral o 

jurídica.  

 

La sanción prevista en el párrafo anterior podrá triplicarse cuando se trate de los delitos previstos en el 

Título Sexto, Libro Segundo de este Código relativos al libre desarrollo de la personalidad cometidos en 

contra de las personas mayores y menores de dieciocho años de edad o personas que no tengan la 

capacidad para comprender el significado del hecho o personas que no tengan la capacidad de resistir la 

conducta.  

 

ARTÍCULO 300.- Se impondrán de dos a ocho años de prisión y de cincuenta a trescientos días multa, al 

servidor público que durante el desarrollo de un proceso utilice la violencia contra una persona, para evitar 

que ésta o un tercero aporte datos, medios de prueba o se desahoguen éstos últimos, todos relativos a la 

comisión de un delito.  

 

CAPÍTULO V 

OMISIÓN DE INFORMES MÉDICO FORENSES 

 

ARTÍCULO 301. Se impondrá de seis meses a tres años de prisión, al médico que, habiendo prestado 

atención médica a un lesionado, no comunique de inmediato a la autoridad correspondiente:  
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a) La identidad del lesionado;  

 

b) El lugar, estado y circunstancias en las que lo halló;  

 

c) La naturaleza de las lesiones que presenta y sus causas probables;  

 

d) La atención médica que le proporcionó; o  

 

e) El lugar preciso en que queda a disposición de la autoridad.  

 

ARTÍCULO 302. La misma sanción establecida en el artículo anterior, se impondrá al médico que, habiendo 

otorgado responsiva de la atención de un lesionado, no proporcione a la autoridad correspondiente:  

 

a) El cambio del lugar en el que se atiende al lesionado;  

 

b) El informe acerca de la agravación que hubiere sobrevenido y sus causas;  

 

c) La historia clínica respectiva;  

 

d) El certificado definitivo con la indicación del tiempo que tardó la curación o de las consecuencias que 

dejó la lesión; o  

 

e) El certificado de defunción, en su caso.  

 

 

CAPÍTULO VI 

DELITOS COMETIDOS EN EL ÁMBITO DE LA EJECUCIÓN PENAL 

 

ARTÍCULO 303. Se impondrán de dos a ocho años de prisión y de cincuenta a trescientos días multa, al 

servidor público que:  

 

I. Exija gabelas o contribuciones a los encargados o empleados de lugares de reclusión o internamiento, a 

los internos o a sus familiares, a cambio de proporcionarles bienes o servicios que gratuitamente brinde el 

Estado, o para otorgarles condiciones de privilegio en el alojamiento, alimentación o régimen;  

 

II. Otorgue indebidamente privilegios a los internos; o  

 

III. Permita ilegalmente la salida de personas privadas de su libertad como procesadas o sentenciadas.  

 

 

CAPÍTULO VII 

EVASIÓN DE PRESOS 

 

ARTÍCULO 304. Al que indebidamente ponga en libertad o favorezca la evasión de una persona que se 

encuentre legalmente privada de aquélla, se le impondrán de dos a siete años de prisión y de cien a 

trescientos días multa.  

 

ARTÍCULO 305. Al que favorezca al mismo tiempo, o en un solo acto, la evasión de dos o más personas 

privadas legalmente de su libertad, se le impondrán de tres a diez años de prisión y de cien a trescientos 

cincuenta días multa.  
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ARTÍCULO 305 Bis. Se equipara al delito de evasión de presos y se le impondrán de dos a siete años de 

prisión y de cien a trescientos días multa, al que encontrándose sujeto al beneficio de Reclusión 

Domiciliaria mediante el Programa de Monitoreo Electrónico a Distancia, evada por cualquier medio la 

vigilancia de la autoridad ejecutora.  

 

ARTÍCULO 306. Las sanciones previstas en los artículos anteriores se aumentarán en una mitad, cuando:  

I. Para favorecer la fuga, haga uso de la violencia en las personas o de la fuerza en las cosas; o  

 

II. El que indebidamente ponga en libertad o favorezca la evasión sea servidor público en funciones de 

custodia.  

 

ARTÍCULO 307. Si el que favorece la fuga es el ascendiente, descendiente, adoptante, adoptado, cónyuge, 

concubina o concubinario, pareja permanente, hermano del evadido o pariente por afinidad hasta el 

segundo grado, se le impondrá de seis meses a dos años de prisión. Si mediare violencia, se impondrá de 

uno a cuatro años de prisión.  

 

ARTÍCULO 308. Si la reaprehensión del evadido se logra por gestiones del responsable de la evasión, la 

pena aplicable será de una tercera parte de las sanciones correspondientes.  

 

ARTÍCULO 309. Al evadido no se le impondrá pena o medida de seguridad alguna, salvo que obre de 

concierto con otro u otros presos y se fugue alguno de ellos o ejerza violencia, en cuyo caso se le impondrá 

de seis meses a tres años de prisión.  

Cuando un particular cometa o participe en alguno de los delitos previsto en este Capítulo, se le impondrá 

la mitad de las sanciones establecidas.  

(REFORMADO EN SU DENOMINACIÓN, G.O.D.F. 18 DE DICIEMBRE DE 2014)  

 

 

TÍTULO VIGÉSIMO PRIMERO 

DELITOS COMETIDOS POR PARTICULARES ANTE EL MINISTERIO PÚBLICO, AUTORIDAD JUDICIAL O 

ADMINISTRATIVA 

 

CAPÍTULO I 

FRAUDE PROCESAL 

 

ARTÍCULO 310. Al que para obtener un beneficio indebido para sí o para otro, simule un acto jurídico, un 

acto o escrito judicial o altere elementos de prueba y los presente en juicio, o realice cualquier otro acto 

tendiente a inducir a error a la autoridad judicial o administrativa, con el fin de obtener sentencia, 

resolución o acto administrativo contrario a la ley, se le impondrán de seis meses a seis años de prisión y 

de cincuenta a doscientos cincuenta días multa. Si el beneficio es de carácter económico, se impondrán las 

penas previstas para el delito de fraude.  

 

Este delito se perseguirá por querella, salvo que la cuantía o monto exceda de cinco mil veces la Unidad de 

Cuenta de la Ciudad de México vigente, al momento de realizarse el hecho.  

 

ARTÍCULO 310 BIS.- Al que para obtener un beneficio indebido para sí o para otro, altere antecedentes, 

medios o datos de prueba y los presente en la audiencia intermedia o de debate, o realice cualquier otro 

acto tendente a inducir a error al órgano jurisdiccional o administrativo, con el fin que se señala en el 

artículo anterior, se le impondrá la sanción prevista en el artículo anterior. Este delito se perseguirá por 

querella, en los términos del artículo anterior.  
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CAPÍTULO II 

FALSEDAD ANTE AUTORIDADES 

 

ARTÍCULO 311. Quien al declarar ante autoridad en ejercicio de sus funciones o con motivo de ellas, faltare 

a la verdad en relación con los hechos que motivan la intervención de ésta, será sancionado con pena de 

dos a seis años de prisión y de cien a trescientos días multa.  

 

Si la falsedad en declaración se refiere a las circunstancias o accidentes de los hechos que motivan la 

intervención de la autoridad, la pena será de uno a tres años de prisión y de cincuenta a ciento cincuenta 

días multa.  

 

ARTÍCULO 312.- A quien con el propósito de inculpar o exculpar a alguien indebidamente en un 

procedimiento penal, ante el Ministerio Público o ante la autoridad judicial, declare falsamente en calidad 

de testigo o como denunciante, además de la multa a que se refiere el primer párrafo del artículo 311, será 

sancionado con pena de tres a siete años de prisión si el delito materia de la averiguación previa, la 

investigación o del proceso no es grave. Si el delito es grave, se impondrá de cinco a diez años de prisión.  

 

ARTÍCULO 313. Al que examinado como perito por la autoridad judicial o administrativa dolosamente falte 

a la verdad en su dictamen, se le impondrán de tres a ocho años de prisión y de cien a trescientos días multa 

así como suspensión para desempeñar profesión u oficio, empleo, cargo o comisión públicos hasta por seis 

años.  

 

ARTÍCULO 314. Si el agente se retracta espontáneamente de sus declaraciones falsas o de su dictamen, 

antes de que se pronuncie resolución en la etapa procedimental en la que se conduce con falsedad, sólo se 

le impondrá la multa a que se refiere el artículo anterior. Si no lo hiciere en dicha etapa, pero sí antes de 

dictarse en segunda instancia, se le impondrá pena de tres meses a un año de prisión.  

 

ARTÍCULO 315. Al que aporte testigos falsos conociendo esta circunstancia, o logre que un testigo, perito, 

intérprete o traductor falte a la verdad o la oculte al ser examinado por la autoridad pública en el ejercicio 

de sus funciones, se le impondrán de seis meses a cinco años de prisión y de cincuenta a doscientos días 

multa.  

 

ARTÍCULO 316. Además de las penas a que se refieren los artículos anteriores, se suspenderá hasta por tres 

años en el ejercicio de profesión, ciencia, arte u oficio al perito, intérprete o traductor, que se conduzca 

falsamente u oculte la verdad, al desempeñar sus funciones.  

 

 

CAPÍTULO III 

VARIACIÓN DEL NOMBRE O DOMICILIO 

 

ARTÍCULO 317. Se impondrá de seis meses a dos años prisión o de noventa a ciento cincuenta días de 

trabajo en favor de la comunidad, al que ante una autoridad judicial o administrativa en ejercicio de sus 

funciones, oculte o niegue su nombre o apellido o se atribuya uno distinto del verdadero, u oculte o niegue 

su domicilio o designe como tal uno distinto del verdadero.  

 

 

CAPÍTULO IV 

SIMULACIÓN DE ELEMENTOS DE PRUEBA 
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ARTÍCULO 318.- Al que con el propósito de inculpar a alguien como responsable de un delito ante la 

autoridad judicial, simule en su contra la existencia de antecedentes, datos, medios de prueba o pruebas 

materiales que hagan presumir su responsabilidad, se le impondrán de uno a cinco años de prisión y de 

cien a trescientos días multa.  

 

 

CAPÍTULO V 

DELITOS DE ABOGADOS, PATRONOS, LITIGANTES Y ASESORES JURÍDICOS 

 

ARTÍCULO 319. Se impondrán de seis meses a cuatro años de prisión, de cincuenta a trescientos días multa 

y suspensión para ejercer la abogacía, por un término igual al de la pena impuesta, a quien:  

 

I. Abandone una defensa o un negocio, sin motivo justificado y en perjuicio de quien patrocina;  

 

II. Asista o ayude a dos o más contendientes o partes con intereses opuestos en un mismo negocio o 

negocios conexos, o acepte el patrocinio de alguno y admita después el de la parte contraria en un mismo 

negocio;  

 

III. A sabiendas, alegue hechos falsos o se apoye en leyes inexistentes o derogadas;  

 

IV.- Promueva cualquier incidente, recurso o medio de impugnación notoriamente improcedente, que 

entorpezca el juicio o cualquier otra etapa del procedimiento ordinario o del procedimiento para personas 

jurídicas o morales que motive su dilación;  

 

V. Como defensor de un inculpado, se concrete a aceptar el cargo, sin promover elementos de prueba ni 

diligencias tendientes a la defensa adecuada del inculpado;  

 

VI. Como defensor de un inculpado, no ofrezca ni desahogue los datos o medios de prueba fundamentales 

para la defensa dentro de los plazos previstos por la ley, teniendo la posibilidad de hacerlo; o  

 

VII. Como representante o asesor jurídico de la víctima o el ofendido, se concrete a aceptar el cargo sin 

realizar gestiones, trámites o promociones relativas a su representación o asesoría.  

 

Si el responsable de los delitos previstos en este artículo es un defensor o asesor jurídico particular, se le 

impondrá, además, la suspensión prevista en el primer párrafo de este artículo. Si es defensor público o 

asesor jurídico público, se le inhabilitará de seis meses a cuatro años para desempeñar otro empleo, cargo 

o comisión.  

 

 

CAPÍTULO VI 

ENCUBRIMIENTO POR FAVORECIMIENTO 

 

ARTÍCULO 320. Se impondrán de seis meses a cinco años de prisión y de cien a quinientos días multa, a 

quien después de la ejecución de un delito y sin haber participado en éste:  

 

I.- Ayude en cualquier forma al delincuente a eludir las investigaciones o a sustraerse de ésta;  

 

II.- Oculte o favorezca el ocultamiento del responsable del delito, u oculte, altere, inutilice, destruya, 

remueva o haga desaparecer los indicios, instrumentos u otros elementos de prueba o pruebas del delito;  
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III.- Oculte o asegure para el imputado, acusado o sentenciado el instrumento, el objeto, producto o 

provecho del delito;  

 

IV. Al que requerido por la autoridad, no proporcione la información de que disponga para la investigación 

del delito, o para la detención o aprehensión del delincuente; o  

 

V. No procure por los medios lícitos que tenga a su alcance y sin riesgo para su persona, impedir la 

consumación de los delitos que se sabe van a cometerse o se están cometiendo, salvo que tenga obligación 

de afrontar el riesgo, en cuyo caso se estará a lo previsto en este artículo o en otras normas aplicables.  

 

ARTÍCULO 321. No comete el delito a que se refiere al artículo anterior, quien oculte al responsable de un 

hecho calificado por la ley como delito o impida que se averigüe, siempre que el sujeto tenga la calidad de 

defensor, ascendiente o descendiente consanguíneo en línea recta o colateral hasta el cuarto grado, por 

adopción, por afinidad hasta el segundo grado, cónyuge, concubina o concubinario o persona ligada con 

el delincuente por amor, respeto, gratitud o estrecha amistad.  

 

 

TÍTULO VIGÉSIMO SEGUNDO 

DELITOS COMETIDOS EN EL EJERCICIO DE LA PROFESIÓN 

 

CAPÍTULO I 

RESPONSABILIDAD PROFESIONAL Y TÉCNICA 

 

ARTÍCULO 322. Los profesionistas, artistas o técnicos y sus auxiliares, serán responsables de los delitos 

que cometan en el ejercicio de su profesión, en los términos siguientes y sin perjuicio de las prevenciones 

contenidas en las normas sobre ejercicio profesional.  

 

Además de las sanciones fijadas para los delitos que resulten consumados, se les impondrá suspensión de 

un mes a dos años en el ejercicio de la profesión o definitiva en caso de reiteración y estarán obligados a la 

reparación del daño por sus propios actos y los de sus auxiliares, cuando éstos actúen de acuerdo con las 

instrucciones de aquellos.  

 

 

CAPÍTULO II 

USURPACIÓN DE PROFESIÓN 

 

ARTÍCULO 323. Al que se atribuya públicamente el carácter de profesionista sin tener título profesional, u 

ofrezca o desempeñe públicamente sus servicios, sin tener autorización para ejercerla en términos de la 

legislación aplicable, se le impondrá de dos a seis años de prisión y de doscientos a quinientos días multa.  

 

 

CAPÍTULO III 

ABANDONO, NEGACIÓN Y PRÁCTICA INDEBIDA DEL SERVICIO MÉDICO 

 

ARTÍCULO 324. Se impondrán prisión de seis a doce años, de cien a trescientos días multa y suspensión 

para ejercer la profesión, por un tiempo igual al de la pena de prisión, al médico en ejercicio que:  

I. Estando en presencia de un lesionado o habiendo sido requerido para atender a éste, no lo atienda o no 

solicite el auxilio a la institución adecuada; o  
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II. Se niegue a prestar asistencia a un enfermo cuando éste corra peligro de muerte o de una enfermedad o 

daño más grave y, por las circunstancias del caso, no pueda recurrir a otro médico ni a un servicio de salud.  

 

Si la víctima u ofendido de este delito es una niña, niño, menor de edad, adolescente o persona 

inimputable, incapaz, adulto mayor o integrante o miembro de una comunidad o pueblo indígena, las 

sanciones previstas en este artículo se triplicarán.  

 

ARTÍCULO 325. Al médico que habiéndose hecho cargo de la atención de un lesionado, deje de prestar el 

tratamiento sin dar aviso inmediato a la autoridad competente, o no cumpla con las obligaciones que le 

impone la legislación de la materia, se le impondrán de tres a siete años de prisión y de cien a trescientos 

días multa.  

 

Si la víctima u ofendido de este delito es una niña, niño, menor de edad, adolescente o persona 

inimputable, incapaz, adulto mayor o integrante o miembro de una comunidad o pueblo indígena, las 

sanciones previstas en este artículo se triplicarán.  

 

ARTÍCULO 326. Se impondrá de seis a doce años de prisión y de cuatrocientos a ochocientos días multa al 

médico que:  

 

I. Realice una operación quirúrgica innecesaria o la realice con el fin de obtener un lucro o de ocultar el 

resultado de una intervención anterior;  

 

II. Simule la práctica de una intervención quirúrgica; o  

 

III. Sin autorización del paciente o de la persona que ante la imposibilidad o incapacidad de aquél pueda 

legítimamente otorgarla, salvo en casos de urgencia, realice una operación quirúrgica que por su 

naturaleza ponga en peligro la vida del enfermo o cause la pérdida de un miembro o afecte la integridad de 

una función vital.  

 

Si la víctima u ofendido de este delito es una niña, niño, menor de edad, adolescente o persona 

inimputable, incapaz, adulto mayor o integrante o miembro de una comunidad o pueblo indígena, las 

sanciones previstas en este artículo se triplicarán.  

 

 

CAPÍTULO IV 

RESPONSABILIDAD DE DIRECTORES, ENCARGADOS, ADMINISTRADORES O EMPLEADOS DE CENTROS 

DE SALUD Y AGENCIAS FUNERARIAS, POR REQUERIMIENTO ARBITRARIO DE LA CONTRAPRESTACIÓN 

 

 

ARTÍCULO 327. Se impondrán de tres meses a dos años de prisión, de veinticinco a cien días multa y 

suspensión de tres meses a dos años para ejercer la profesión, a los directores, encargados, 

administradores o empleados de cualquier lugar donde se preste atención médica, que:  

 

I. Impidan la salida de un paciente, aduciendo adeudos de cualquier índole;  

 

II. Impidan la entrega de un recién nacido, por el mismo motivo; o  

 

III. Retarden o nieguen la entrega de un cadáver, excepto cuando se requiera orden de autoridad 

competente.  
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La misma sanción se impondrá a los directores, encargados, administradores o empleados de agencias 

funerarias que retarden o nieguen indebidamente la entrega de un cadáver.  

 

 

CAPÍTULO V 

SUMINISTRO DE MEDICINAS NOCIVAS O INAPROPIADAS 

 

ARTÍCULO 328. Al médico o enfermera que suministre un medicamento evidentemente inapropiado en 

perjuicio de la salud del paciente, se le impondrán de seis meses a tres años de prisión, de cincuenta a 

trescientos días multa y suspensión para ejercer la profesión u oficio por un lapso igual al de la pena de 

prisión impuesta.  

 

ARTÍCULO 329. A los encargados, empleados o dependientes de una farmacia, que al surtir una receta 

sustituyan la medicina específicamente señalada por otra que ponga en peligro la salud o cause daño, o 

sea evidentemente inapropiada al padecimiento para el que se prescribió, se les impondrán seis meses a 

dos años de prisión y de cincuenta a doscientos días multa.  

 

 

CAPÍTULO VI 

RESPONSABILIDAD DE LOS DIRECTORES RESPONSABLES DE OBRA O CORRESPONSABLES 

 

Artículo 329 Bis. Al Director Responsable de Obra o Corresponsable de Obra que autorice o permita el 

desarrollo de una construcción, de la que otorgó su responsiva, sin apego a la licencia, autorización, 

permiso, registro o la normativa vigente relativa al desarrollo urbano, construcciones, inmuebles y 

ordenamiento territorial para el Distrito Federal, se le impondrá de cuatro a seis años seis meses de prisión 

y de mil a diez mil días multa, así como suspensión para desempeñar profesión u oficio hasta por un periodo 

igual a la pena de prisión impuesta.  

 

La misma sanción se impondrá al propietario del inmueble donde se desarrolla la construcción, su 

representante legal o el constructor, que teniendo conocimiento permita la edificación sin apego a la 

licencia, autorización, permiso, registro o la normativa vigente relativa al desarrollo urbano, 

construcciones, inmuebles y ordenamiento territorial para el Distrito Federal, con relación a la altura, 

número de niveles y área libre permitidas, siempre que no lo denuncie a la autoridad  

 

 

TÍTULO VIGÉSIMO TERCERO 

DELITOS CONTRA LA SEGURIDAD Y EL NORMAL FUNCIONAMIENTO DE LAS VÍAS DE COMUNICACIÓN Y 

DE LOS MEDIOS DE TRANSPORTE 

 

CAPÍTULO I 

ATAQUES A LAS VÍAS DE COMUNICACIÓN Y A LOS MEDIOS DE TRANSPORTE 

 

ARTÍCULO 330. Al que ponga en movimiento un medio de transporte provocando un desplazamiento sin 

control que pueda causar daño, se le impondrán de seis meses a dos años de prisión y de cincuenta a 

doscientos días multa.  

 

ARTÍCULO 331. Se impondrán de uno a cuatro años de prisión y de cien a cinco mil días multa, al que:  

 

I. Dañe, altere, interrumpa, obstaculice, destruya alguna vía o medio local de comunicación, de transporte 

público o de trasmisión de energía; o  
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II. Interrumpa o dificulte el servicio público local de comunicación o de transporte obstaculizando alguna 

vía local de comunicación, reteniendo algún medio local de transporte público de pasajeros, de carga o 

cualquier otro medio local de comunicación.  

 

Si el medio de transporte a que se refiere este artículo estuviere ocupado por una o más personas, las penas 

se aumentarán en una mitad.  

 

Si alguno de los hechos a que se refiere este artículo, se ejecuta por medio de violencia, la pena se 

aumentará en dos tercios.  

 

Estas sanciones se impondrán con independencia de las que procedan si se ocasiona algún otro ilícito.  

 

 

CAPÍTULO II 

DELITOS CONTRA LA SEGURIDAD DEL TRÁNSITO DE VEHÍCULOS 

 

ARTÍCULO 332. Se le impondrá de seis meses a dos años de prisión o de veinticinco a cien días multa al 

que:  

 

I. Altere o destruya las señales indicadoras de peligro, de forma que no puedan advertirlas los conductores; 

o  

 

II. Derrame sustancias deslizantes o inflamables.  

 

 

CAPÍTULO III 

VIOLACIÓN DE CORRESPONDENCIA 

 

ARTÍCULO 333. Al que abra o intercepte una comunicación escrita que no esté dirigida a él, se le impondrá 

de treinta a noventa días multa.  

 

No se sancionará a quien, en ejercicio de la patria potestad, tutela o custodia, abra o intercepte la 

comunicación escrita dirigida a la persona que se halle bajo su patria potestad, tutela o custodia.  

 

Los delitos previstos en este artículo se perseguirán por querella.  

 

 

CAPÍTULO IV 

VIOLACIÓN DE LA COMUNICACIÓN PRIVADA 

 

ARTÍCULO 334. A quien intervenga comunicaciones privadas sin mandato de autoridad judicial 

competente, se le impondrán de dos a ocho años de prisión y de cien a mil días multa.  

 

A quien revele, divulgue, utilice indebidamente o en perjuicio de otro, información o imágenes obtenidas 

en una intervención de comunicación privada, se le impondrán de tres a doce años de prisión y de 

doscientos a mil días multa.  
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TÍTULO VIGÉSIMO CUARTO 

DELITOS CONTRA LA FE PÚBLICA 

 

 

 

CAPÍTULO I  

PRODUCCIÓN, IMPRESIÓN, ENAJENACIÓN, DISTRIBUCIÓN, ALTERACIÓN O FALSIFICACIÓN DE 

TÍTULOS AL PORTADOR, DOCUMENTOS DE CRÉDITO PÚBLICOS O VALES DE CANJE. 

 

ARTÍCULO 335. Se impondrán de dos a ocho años de prisión y de cien a cuatrocientos días multa, al que:  

 

I. Falsifique o altere acciones, obligaciones u otros documentos de crédito público del Gobierno del Distrito 

Federal, o cupones de interés o de dividendos de esos títulos; o  

II. Introduzca al territorio del Distrito Federal o ponga en circulación en él, obligaciones u otros documentos 

de crédito público, o cupones de interés o de dividendos de esos títulos, falsificados o alterados.  

 

ARTÍCULO 336. Se impondrán de tres a nueve años de prisión y de cien a cinco mil días multa al que, sin 

consentimiento de quien esté facultado para ello:  

 

I. Produzca, imprima, enajene, distribuya, altere o falsifique tarjetas, títulos o documentos utilizados para 

el pago de bienes y servicios o para disposición de efectivo;  

 

II. Adquiera, utilice, posea o detente tarjetas, títulos o documentos para el pago de bienes y servicios, a 

sabiendas de que son alterados o falsificados;  

 

III. Adquiera, utilice, posea o detente, tarjetas, títulos o documentos auténticos para el pago de bienes y 

servicios, sin consentimiento de quien esté facultado para ello;  

 

IV. Altere los medios de identificación electrónica de tarjetas, títulos o documentos para el pago de bienes 

y servicios;  

 

V. Acceda a los equipos electromagnéticos de las instituciones emisoras de tarjetas, títulos o documentos 

para el pago de bienes y servicios o para disposición de efectivo;  

 

VI. Adquiera, utilice o posea equipos electromagnéticos o electrónicos para sustraer la información 

contenida en la cinta o banda magnética de tarjetas, títulos o documentos, para el pago de bienes o 

servicios o para disposición de efectivo, así como a quien posea o utilice la información sustraída, de esta 

forma; o  

 

VII. A quien utilice indebidamente información confidencial o reservada de la institución o persona que 

legalmente esté facultada para emitir tarjetas, títulos o documentos utilizados para el pago de bienes y 

servicios, o de los titulares de dichos instrumentos o documentos.  

 

VIII. Produzca, imprima, enajene, distribuya, altere, o falsifique vales utilizados para canjear bienes y 

servicios.  

Si el sujeto activo es empleado o dependiente del ofendido, las penas se aumentarán en una mitad.  

 

 

CAPÍTULO II 

FALSIFICACIÓN DE SELLOS, MARCAS, LLAVES, CUÑOS, TROQUELES, CONTRASEÑAS Y OTROS 
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ARTÍCULO 337. Se impondrán de seis meses a tres años de prisión y de cien a quinientos días multa, al que:  

 

I. Falsifique o altere sellos, marcas, llaves, estampillas, troqueles, cuños, matrices, planchas, contraseñas, 

boletos, fichas o punzones particulares; o  

II. Use los objetos falsificados o alterados señalados en la fracción anterior.  

Las penas se aumentarán en una mitad, cuando el objeto falsificado o alterado sea oficial.  

 

 

CAPÍTULO III 

ELABORACIÓN O ALTERACIÓN Y USO INDEBIDO DE PLACAS, ENGOMADOS Y DOCUMENTOS DE 

IDENTIFICACIÓN DE VEHÍCULOS AUTOMOTORES 

 

ARTÍCULO 338. Al que elabore o altere sin permiso de la autoridad competente una placa, el engomado, la 

tarjeta de circulación o los demás documentos oficiales que se expiden para identificar vehículos 

automotores o remolques, se le impondrán de cuatro a ocho años de prisión y de trescientos a dos mil días 

multa.  

Las mismas penas se impondrán al que posea, utilice, adquiera o enajene, cualquiera de los objetos a que 

se refiere el párrafo anterior, con conocimiento de que son falsificados o que fueron obtenidos 

indebidamente.  

 

 

CAPÍTULO IV 

FALSIFICACIÓN O ALTERACIÓN Y USO INDEBIDO DE DOCUMENTOS 

 

ARTÍCULO 339. Al que para obtener un beneficio o causar un daño, falsifique o altere un documento 

público o privado, se le impondrán de tres a seis años de prisión y de cien a mil días multa, tratándose de 

documentos públicos y de seis meses a tres años de prisión y de cincuenta a quinientos días multa, 

tratándose de documentos privados.  

 

Las mismas penas se impondrán al que, con los fines a que se refiere el párrafo anterior, haga uso de un 

documento falso o alterado o haga uso indebido de un documento verdadero, expedido a favor de otro, 

como si hubiere sido expedido a su nombre, o aproveche indebidamente una firma o rúbrica en blanco.  

 

A quien haga uso de un documento público o privado falso, alterado o que no sea reconocido por la 

autoridad que lo expidió, para la obtención de certificados relativos a la zonificación, uso del suelo o 

derechos adquiridos, se le impondrá de cuatro a seis años seis meses de prisión y de mil a diez mil días 

multa.  

 

ARTÍCULO 340. Las penas previstas en el artículo anterior se incrementarán en una mitad, cuando:  

 

I. El delito sea cometido por un servidor público en ejercicio de sus funciones, en cuyo caso se impondrá a 

éste, además, destitución e inhabilitación para ocupar otro empleo, cargo o comisión públicos de seis 

meses a tres años; o  

 

II. La falsificación sirva como medio para el comercio de vehículos robados o de sus partes o componentes.  

 

ARTÍCULO 341. Se impondrán las penas señaladas en el artículo 338, al:  
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I. Funcionario o empleado que, por engaño o por sorpresa, hiciere que alguien firme un documento público, 

que no habría firmado sabiendo su contenido;  

 

II. Notario, fedatario o cualquier otro servidor público que, en ejercicio de sus atribuciones, expida una 

certificación de hechos que no sean ciertos, de fe de lo que no consta en autos, registros, protocolos o 

documentos;  

 

III. Que, para eximirse de un servicio debido legalmente o de una obligación impuesta por la ley, exhiba una 

certificación de enfermedad o impedimento que no padece;  

 

IV. Médico que certifique falsamente que una persona tiene una enfermedad u otro impedimento bastante 

para dispensarla de prestar un servicio que exige la ley, o de cumplir una obligación que ésta impone o para 

adquirir algún derecho; o  

 

V. Al perito traductor o paleógrafo que plasme hechos falsos o altere la verdad al traducir o descifrar un 

documento.  

 

ARTÍCULO 342. Se impondrán de uno a tres años de prisión y de cincuenta a mil días multa al que, para 

obtener un beneficio o causar un daño, indebidamente produzca o edite, por cualquier medio técnico, 

imágenes, textos o voces, total o parcialmente falsos o verdaderas.  

 

 

TÍTULO VIGÉSIMO QUINTO 

DELITOS CONTRA EL AMBIENTE, LA GESTIÓN AMBIENTAL Y LA PROTECCIÓN A LA FAUNA 

 

CAPÍTULO I 

DELITOS CONTRA EL AMBIENTE 

 

ARTÍCULO 343. Se le impondrán de tres a nueve años de prisión y de 1,000 a 5,000 días de multa a quien 

realice o permita mediante acciones u omisión la ocupación o invasión de:  

 

I. Un área natural protegida o área de valor ambiental de competencia del Distrito Federal, de conformidad 

con las disposiciones jurídicas aplicables;  

 

II. El suelo de conservación en términos de lo establecido en el programa o programas de ordenamiento 

ecológico del Distrito Federal aplicables, así como lo establecido en el Programa o Programas de Desarrollo 

Urbano aplicables;  

 

III. Una barranca; o  

 

IV. Un área verde en suelo urbano.  

Las penas previstas en este articulo se aumentaran en una mitad cuando la ocupación o invasión se realice 

con violencia, así como a quien instigue, promueva, dirija o incite la comisión de las conductas anteriores.  

 

ARTÍCULO 343 Bis. Se le impondrán de tres a nueve años de prisión y de 1,000 a 5,000 días multa, a quien 

dolosamente haga un uso distinto al permitido del uso de suelo u obtenga un beneficio económico 

derivado de éstas conductas.  

 

Las penas previstas en el párrafo anterior se aumentarán en una tercera parte, cuando la conducta se lleve 

a cabo en, o afecte cualquiera de los siguientes lugares:  
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I. Un área natural protegida o área de valor ambiental de competencia del Distrito Federal, de conformidad 

con las disposiciones jurídicas aplicables;  

 

II. El suelo de conservación en términos de lo establecido en el programa o programas de ordenamiento 

ecológico del Distrito Federal aplicables, así como lo establecido en el Programa o Programas de Desarrollo 

Urbano aplicables;  

 

III. Una barranca; o  

 

IV. Un área verde en suelo urbano.  

 

Las penas previstas en este artículo se disminuirán en una mitad cuando, las actividades realizadas, aún 

siendo diferentes a las previstas en el uso de suelo correspondiente, se encuentren previstas en el programa 

o programas de ordenamiento ecológico del Distrito Federal, o en el Programa o Programas de Desarrollo 

Urbano aplicables.  

 

No se considerará violatorio del uso de suelo el supuesto establecido en el artículo 37 de la Ley de 

Establecimientos Mercantiles.  

 

ARTÍCULO 344. Se le impondrán de 1 a 5 años de prisión y de 300 a 1,500 días multa, a quien descargue o 

deposite hasta un metro cúbico de residuos sólidos de la industria de la construcción en algún lugar no 

autorizado.  

 

Se le impondrán de 3 a 9 años de prisión y de 1,000 a 5,000 días multa, a quien descargue o deposite más 

de un metro cúbico de residuos sólidos de la industria de la construcción en algún lugar no autorizado.  

 

Las mismas penas señaladas en el presente artículo se aplicarán a quien transporte residuos de la industria 

de la construcción, sin contar con el pago de derechos respectivo o sin la documentación comprobatoria 

que acredite su disposición final o reciclaje en un lugar autorizado por las autoridades competentes.  

 

Cuando una o más de las conductas descritas en el presente artículo resulte cometida a nombre, bajo el 

amparo o a beneficio de una persona moral o jurídica, a ésta se le impondrá la consecuencia jurídica 

accesoria consistente en la prohibición de realizar determinados negocios u operaciones hasta por 5 años, 

multa hasta por quinientos días multa, debiendo reparar el daño que en su caso se hubiere provocado, 

independientemente de la responsabilidad en que hubieren incurrido las personas físicas por el delito 

cometido.  

 

ARTÍCULO 344 Bis. Se le impondrán de 6 meses a 5 años de prisión y de 500 a 2,000 días multa, a quien 

extraiga suelo o cubierta vegetal, piedra o tierra natural, por un volumen igual o mayor a dos metros 

cúbicos, de:  

 

I. Un área natural protegida o área de valor ambiental de competencia del Distrito Federal, de conformidad 

con las disposiciones jurídicas aplicables;  

 

II. El suelo de conservación en términos de lo establecido en el programa o programas de ordenamiento 

ecológico del Distrito Federal aplicables, así como lo establecido en el Programa o Programas de Desarrollo 

Urbano aplicables;  

 

III. Una barranca; o  
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IV. Un área verde en suelo urbano.  

 

ARTÍCULO 345. Se le impondrán de dos a cinco años de prisión y de 1,000 a 5,000 días multa, a quien 

ilícitamente ocasione uno o más incendios que dañen:  

 

I. Un área natural protegida o área de valor ambiental de competencia del Distrito Federal, de conformidad 

con las disposiciones jurídicas aplicables;  

 

II. El suelo de conservación en términos de lo establecido en el programa o programas de ordenamiento 

ecológico del Distrito Federal aplicables, así como lo establecido en el Programa o Programas de Desarrollo 

Urbano aplicables;  

 

III. Una barranca; o  

 

IV. Un área verde en suelo urbano.  

 

Las penas previstas en este artículo se aumentarán en una mitad cuando el área afectada sea igual o mayor 

a cinco hectáreas o se afecten recursos forestales maderables en una cantidad igual o mayor a mil metros 

cúbicos rollo total árbol.  

 

ARTÍCULO 345 Bis. Se le impondrán de dos años a diez años de prisión y de 1,000 a 5,000 Unidades de 

Medida y Actualización vigente, al que de forma ilegal o con dolo derribe, tale u ocasione la muerte de uno 

o más árboles. 

 

La misma pena se impondrá a quien almacene materias primas forestales de forma ilegal, con un fin 

distinto de aquellas destinadas al uso doméstico. 

 

Las penas previstas en este artículo se duplicarán cuando una o más de las conductas descritas en los 

párrafos anteriores se realicen de manera reiterada, con ánimo de lucro o cuando se hayan desarrollado en 

cualquiera de los siguientes lugares, competencia de la Ciudad de México: 

 

I. En un área natural protegida;  

 

II. En un área de valor ambiental;  

 

III. En suelo de conservación;  

 

IV. En una barranca; o  

 

V. En un área verde en suelo urbano.  

 

Cuando una o más de las conductas descritas en el presente artículo resulte cometida a nombre, bajo el 

amparo o a beneficio de una persona moral o jurídica, a ésta se le impondrá la consecuencia jurídica 

consistente en la prohibición de realizar determinados negocios u operaciones hasta por 5 años, multa 

hasta por cinco mil Unidades de Medida y Actualización vigente, independientemente de la responsabilidad 

en que hubieren incurrido las personas físicas por el delito cometido. 

 

La pena se aumentará en una mitad a las personas servidoras públicas que tengan algún tipo de 

participación en una o más de las conductas descritas en el presente artículo. 
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ARTÍCULO 345 Ter. Se le impondrán de 3 a 9 años de prisión y de 1,000 a 5,000 días multa a quien transporte 

hasta 4 metros cúbicos de madera en rollo o su equivalente en madera aserrada.  

 

Las penas previstas en este artículo se duplicarán cuando una o más de las conductas descritas en el párrafo 

anterior sean producto o se hayan desarrollado en cualquiera de los siguientes lugares, competencia del 

Distrito Federal:  

 

I. En un área natural protegida;  

 

II. En un área de valor ambiental;  

 

III. En suelo de conservación;  

 

IV. En una barranca; o  

 

V. En un área verde en suelo urbano.  

 

ARTÍCULO 346. Se le impondrán de 2 a 6 años de prisión y de 1,000 a 5,000 días multa, a quien ilícitamente:  

 

I. Emita gases o partículas sólidas o líquidas a la atmósfera, provenientes de fuentes fijas ubicadas en el 

Distrito Federal o de fuentes móviles que circulan en el Distrito Federal;  

 

II. Descargue, deposite o infiltre aguas residuales, residuos sólidos o industriales no peligrosos, líquidos 

químicos o bioquímicos;  

III. Descargue, deposite o infiltre residuos sólidos, líquidos o industriales de manejo especial, conforme a lo 

previsto en las disposiciones jurídicas aplicables en el Distrito Federal;  

 

IV. Genere emisiones de energía térmica o lumínica, olores, ruidos o vibraciones, provenientes de fuentes 

fijas ubicadas en el Distrito Federal o de fuentes móviles que circulan en el Distrito Federal;  

 

V. Realice actividades riesgosas de las previstas en las disposiciones jurídicas aplicables en el Distrito 

Federal;  

 

VI. Genere, maneje o disponga residuos sólidos o industriales que no se encuentran contemplados en la 

fracción XXXII del artículo 5 de la Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos en 

contravención de lo previsto en las disposiciones jurídicas aplicables para la Ciudad de México en materia 

de residuos. 

 

Las penas previstas en este artículo se impondrán siempre que se ocasionen daños a la salud de las 

personas o uno o más ecosistemas o sus elementos y se aumentarán en una mitad cuando las conductas 

descritas en las fracciones anteriores se realicen dentro de:  

 

a. Un área natural protegida o área de valor ambiental de competencia del Distrito Federal, de conformidad 

con las disposiciones jurídicas aplicables;  

 

b. El suelo de conservación en términos de lo establecido en el programa o programas de ordenamiento 

ecológico del Distrito Federal aplicables, así como lo establecido en el Programa o Programas de Desarrollo 

Urbano aplicables;  
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c. Una barranca;  

 

d. Una zona de recarga de mantos acuíferos; o  

 

e. Un área verde en suelo urbano.  

 

Cuando una o más de las conductas descritas en el presente artículo resulte cometida a nombre, bajo el 

amparo o a beneficio de una persona moral o jurídica, a ésta se le impondrá la consecuencia jurídica 

consistente en la prohibición de realizar determinados negocios u operaciones hasta por 5 años, multa 

hasta por quinientos días multa, independientemente de la responsabilidad en que hubieren incurrido las 

personas físicas por el delito cometido.  

 

 

CAPÍTULO II 

DELITOS CONTRA LA GESTIÓN AMBIENTAL 

 

ARTÍCULO 347. Se le impondrán de seis meses a cinco años de prisión y de 500 a 2,000 días multa, al que 

realice el cambio provisional de aditamentos o equipos de cualquier vehículo automotor, con el objeto de 

obtener uno o más documentos que acrediten la aprobación de la verificación vehicular prevista en las 

disposiciones jurídicas aplicables en el Distrito Federal.  

 

ARTÍCULO 347 Bis. Se le impondrán de tres a nueve años de prisión y de 1,000 a 5,000 días multa, al que:  

 

I. Altere, permita la alteración u opere en forma indebida cualquier equipo o programa utilizado para la 

verificación vehicular prevista en las disposiciones jurídicas aplicables en el Distrito Federal;  

 

II. Venda uno o más documentos que acrediten la aprobación de la verificación vehicular prevista en las 

disposiciones jurídicas aplicables en el Distrito Federal; o  

 

III. Posea o use un documento que acredite la aprobación de la verificación vehicular, que no haya sido 

expedido o solicitado con base en el procedimiento establecido para la operación de los Centros de 

Verificación Vehicular autorizados.  

 

ARTÍCULO 347 Ter. Se le impondrán de seis meses a tres años de prisión y de 20 a 500 días multa:  

 

I. Al propietario, responsable, técnico, empleado o prestador de servicios, dentro de los centros de 

verificación vehicular, que por sí o por interpósita persona, solicite o reciba dinero o cualquier otra dádiva 

para la aprobación de la verificación vehicular, o por cualquier motivo cobre una cantidad superior a la 

autorizada oficialmente; y  

 

II. En calidad de usuario del servicio de verificación vehicular, ofrezca, prometa o entregue dinero o 

cualquier otra dádiva, con el fin de obtener la aprobación de la verificación vehicular obligatoria.  

 

ARTÍCULO 347 Quater. Se le impondrán de seis meses a cinco años de prisión y de 1,000 a 3,000 días multa, 

al que obtenga una autorización proveniente de cualquier autoridad ambiental del Distrito Federal, a partir 

de información falsa o de uno o más documentos falsos o alterados.  

 

ARTÍCULO 347 Quintus. Se les impondrán de seis meses a tres años de prisión y de 20 a 500 días multa a 

los prestadores y laboratorios de servicios ambientales, que proporcionen documentos o información falsa 
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u omitan datos con el objeto de que las autoridades ambientales otorguen o avalen cualquier tipo de 

permiso, autorización o licencia.  

Las penas previstas en este articulo se impondrán, siempre que la autoridad ambiental haya otorgado el 

permiso, autorización o licencia de que se trate.  

 

 

CAPÍTULO III 

DISPOSICIONES COMUNES A LOS DELITOS PREVISTOS EN EL PRESENTE TÍTULO 

 

ARTÍCULO 348. El Juez de oficio o a petición de parte, podrá reducir las penas correspondientes para los 

delitos previstos en este título, hasta en tres cuartas partes, cuando el agente haya reestablecido las 

condiciones de los elementos naturales afectados al estado en que se encontraban antes de realizarse la 

conducta, y cuando ello no sea posible, ejecutando las acciones u obras que compensen los daños 

ambientales que se hubiesen generado.  

 

A efecto de que pueda acreditarse el supuesto de procedencia de la mencionada atenuante, deberá constar 

en el expediente respectivo dictamen técnico favorable emitido por la autoridad ambiental competente en 

el Distrito Federal.  

 

En los casos en que la persona procesada demuestre mediante dictamen técnico, que se ha reparado 

totalmente el daño ambiental causado y que además se han llevado a cabo acciones tendientes a favorecer 

el equilibrio ecológico o a establecer medidas permanentes de protección a un ecosistema, el Juez podrá 

determinar que no se le imponga sanción penal alguna.  

 

Sólo se podrá hacer uso de este beneficio por una sola vez.  

 

ARTÍCULO 349. Para los efectos del presente Titulo, la reparación del daño se ordenará a petición del 

Ministerio Público u oficiosamente por el Juez, e incluirá además:  

 

I. La realización de las acciones necesarias para restaurar las condiciones de los elementos naturales 

afectados al estado en que se encontraban antes de realizarse el delito, cuando ello no sea posible, la 

ejecución de acciones u obras que permitan compensar los daños ambientales que se hubiesen generado, 

y si ninguna de ellas fuera posible, el pago de una indemnización que se integrará a los recursos del fondo 

ambiental público previsto en la Ley Ambiental del Distrito Federal.  

 

A fin de determinar el monto de la indemnización a que se refiere esta fracción, el Juez deberá considerar 

los daños ambientales ocasionados, el valor de los bienes afectados y el derecho de toda persona de tener 

un ambiente sano; debiendo apoyarse en todo caso, en un dictamen técnico emitido por la autoridad 

ambiental competente para fijar el monto de la indemnización correspondiente, la cual en ninguno de los 

casos deberá ser inferior al valor de los bienes afectados o de los beneficios obtenidos por la conducta.  

 

II. La suspensión, modificación o demolición de las construcciones, obras o actividades, que hubieren dado 

lugar al delito ambiental respectivo.  

 

ARTÍCULO 349 Bis. Tratándose de los delitos previstos en este título, el trabajo a favor de la comunidad, 

consistirá en actividades relacionadas con la protección al ambiente o la restauración de los recursos 

naturales.  
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ARTÍCULO 349 Ter. En caso de concurso de delitos, en lo referente a la reparación del daño, tiene 

preferencia la derivada del delito ambiental, sobre el daño patrimonial, con excepción de la reparación del 

daño a la salud, a la vida o a la integridad de las personas.  

 

ARTÍCULO 350. Cuando en la comisión de un delito previsto en este título, intervenga un servidor público 

en ejercicio, con motivo de sus funciones o aprovechándose de su calidad de servidor, la pena de prisión se 

aumentará en una mitad y se le inhabilitará para ocupar cargo, empleo o comisión, en los términos del 

artículo 258 de este Código.  

 

 

CAPÍTULO IV 

DELITOS COMETIDOS POR ACTOS DE MALTRATO O CRUELDAD EN CONTRA DE ANIMALES NO 

HUMANOS 

 

ARTÍCULO 350 Bis. A quien dolosamente realice actos de maltrato o crueldad en contra de algún ejemplar 

de cualquier especie animal causándole lesiones, daño o alteración en su salud, se le impondrán de uno a 

tres años de prisión y de trescientas a quinientas veces la Unidad de Medida y Actualización vigente. 

 

Las sanciones previstas en el párrafo que antecede, se incrementarán hasta en dos terceras partes, si ocurre 

cualquiera de los supuestos siguientes: 

 

I.- Ponga en peligro la vida de la especie animal; 

 

II.- Cuando le cause un daño temporal o permanente que le provoque la falta de movilidad de alguna parte 

de su cuerpo o afecte el normal funcionamiento de alguno de sus órganos; y 

 

III.- Se mutile con algún fin, distinto a cualquier procedimiento médico veterinario relacionado con la salud 

y bienestar de cualquier animal. 

 

Para los efectos del presente título, se entenderá por especie animal, al organismo vivo no humano, 

sensible, que posee movilidad propia y capacidad de respuesta a los estímulos del medio ambiente 

perteneciente a una especie doméstica o silvestre. Los animales abandonados o que se encuentren en el 

entorno urbano. 

 

Los animales abandonados o callejeros no serán considerados plaga. 

 

Los delitos previstos en el presente artículo se perseguirán por querella 

 

ARTÍCULO 350 Ter. A quien dolosamente cometa actos de maltrato o crueldad en contra de algún ejemplar 

de cualquier especie animal provocándole la muerte, se le impondrán de dos a seis años de prisión y de 

seiscientas a mil doscientas veces la Unidad de Medida y Actualización vigente, así como el aseguramiento 

de todos los animales que pudiera tener bajo su cuidado o resguardo, en términos de lo dispuesto por el 

artículo 54 de este Código.  

 

En caso de que se haga uso de métodos que provoquen un grave sufrimiento al animal previo a su muerte, 

las penas se aumentarán hasta en dos terceras partes.  

 

Se entenderá por métodos que provocan un grave sufrimiento, todos aquellos que lleven a una muerte no 

inmediata y prolonguen la agonía del animal.  
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Se aumentarán hasta en una mitad las penas establecidas, a quien sacrifique animales de compañía para 

consumo humano.  

 

Los delitos previstos en el presente artículo se perseguirán por querella.  

 

Por actos de maltrato o crueldad y lo relativo a este capítulo, se estará a lo dispuesto en la ley local que 

regule la protección y el bienestar de los animales vigente. 

 

ARTÍCULO 350 Quáter. A quien administre, establezca, organice o patrocine cualquier espacio destinado 

al sacrificio o matanza de especies de animales destinadas al abasto sin la autorización, aviso o permiso 

necesario vigente de las autoridades competentes de conformidad con las disposiciones aplicables, se le 

impondrá de dos a cuatro años de prisión y una multa de mil a cinco mil veces la Unidad de Medida y 

Actualización vigente; así como, la clausura por el mismo tiempo que la pena de prisión impuesta. 

 

ARTÍCULO 350 Quinquies. Se impondrán de uno a tres años de prisión y de quinientas a mil veces la Unidad 

de Medida y Actualización vigente, a quien utilice a un animal con fines sexuales. 

 

Se entenderá por utilización de un animal con fines sexuales, la práctica de actos de zooerastia, la 

promoción y difusión que incite a la misma, así como la venta, distribución y exhibición de material 

pornográfico de animales. 

 

Se entenderá por actos de zooerastia, la realización de actos eróticos sexuales o la introducción vía vaginal 

o rectal del miembro viril, o cualquier parte del cuerpo, objeto o instrumento, en un animal. 

 

Las sanciones señaladas en este artículo se incrementarán en una mitad si además de realizar los actos 

mencionados, la persona que los lleva a cabo u otra los capta en fotografía o videos para hacerlos públicos 

por cualquier medio. 

 

TÍTULO VIGÉSIMO SEXTO 

DELITOS CONTRA LA DEMOCRACIA ELECTORAL 

 

CAPÍTULO ÚNICO 

DELITOS ELECTORALES 

 

ARTÍCULO 351. Para los efectos de este Capítulo, se entiende por:  

 

I. Funcionarios electorales; quienes en los términos de la legislación electoral de la Ciudad México integren 

los órganos que cumplen funciones públicas electorales;  

 

II. Funcionarios partidistas: los dirigentes de los partidos políticos nacionales, de las coaliciones y de las 

agrupaciones políticas locales, y sus representantes ante los órganos electorales, así como los 

responsables de las finanzas de los partidos políticos, coaliciones o candidatos en los términos de la 

legislación electoral de la Ciudad de México;  

 

III. Candidatos: las ciudadanas y los ciudadanos registrados formalmente como tales por la autoridad 

competente;  

 

IV. Documentos públicos electorales: la credencial para votar, los listados nominales, las boletas 

electorales, las actas de la jornada electoral, las relativas al escrutinio y cómputo de cada una de las 

elecciones, paquetes electorales y expedientes de casilla, las actas circunstanciadas de las sesiones de 



 
     

      CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL 
 

CONSEJERÍA JURÍDICA Y DE SERVICIOS LEGALES 
 

cómputo de los consejos general, distritales que funjan como cabecera de alcaldía o la correspondencia y, 

en general todos los documentos y actas expedidos en el ejercicio de sus funciones por los órganos 

competentes del Instituto Electoral de la Ciudad de México; y 

 

V. Materiales electorales: los elementos físicos, tales como urnas, canceles o elementos modulares para la 

emisión del voto, marcadoras de credencial, líquido indeleble, útiles de escritorio y demás equipamiento 

autorizado para su utilización en las casillas electorales durante la jornada electoral o en los procesos de 

participación ciudadana.  

 

Constituyen actos de violencia política:  

 

a) Obligar, instruir o coaccionar a realizar u omitir actos diferentes a las funciones y obligaciones de su 

cargo, establecidas en los ordenamientos jurídicos, incluyendo aquellos motivados por los roles o 

estereotipos de género;  

 

b) Ejercer cualquier tipo de violencia señalada en la presente Ley, en contra de las personas, de sus 

familiares o personas cercanas, con el fin de sesgar, condicionar, impedir, acotar o restringir la 

participación y representación política y pública, así como la toma de decisiones en contra de su voluntad 

o contrarias al interés público;  

 

c) Coartar o impedir el ejercicio de la participación, representación y facultades inherentes a los cargos 

públicos y políticos de las personas, o bien coartar e impedir aquellas medidas establecidas en Ia 

Constitución y los ordenamientos jurídicos dirigidas a proteger sus derechos frente a los actos que 

violenten o eviten el ejercicio de su participación y representación política y pública, incluyendo la violencia 

institucional;  

 

d) Proporcionar información falsa, errónea o imprecisa que induzca al inadecuado ejercicio de sus 

funciones políticopúblicas;  

 

e) Impedir o excluir de la toma de decisiones o del derecho a voz y voto, a través del engaño o la omisión de 

notificación de actividades inherentes a sus facultades o a la participación y representación política y 

pública;  

 

f) Proporcionar información o documentación incompleta o errónea con el objeto de impedir el ejercicio 

pleno de los derechos político electorales o inducir al ejercicio indebido de sus atribuciones o facultades;  

 

g) Ocultar información o documentación con el objeto de limitar o impedir el ejercicio de sus derechos 

político-electorales o inducir al ejercicio indebido de sus atribuciones;  

 

h) Proporcionar o difundir información con la finalidad de impedir o limitar el ejercicio de los derechos 

político-electorales o impedir el ejercicio de sus atribuciones o facultades;  

 

i) Obstaculizar o impedir el ejercicio de licencias o permisos justificados a los cargos públicos a los cuales 

fueron nombradas o electas, así como la reincorporación posterior;  

 

j) Restringir total o parcialmente, por cualquier medio o mecanismo, el ejercicio de los derechos de voz y 

voto de las mujeres, que limiten o impidan las condiciones de igualdad respecto de los hombres para el 

ejercicio de la función y representación política y pública;  
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k) Acosar u hostigar mediante la acusación o la aplicación de sanciones sin motivación o fundamentación, 

que contravengan las formalidades, el debido proceso y la presunción de inocencia, con el objetivo o 

resultado de impedir o restringir el ejercicio de los derechos político-electorales; 

 

l) Realizar cualquier acto de discriminación que tenga como resultado impedir, negar, anular o menoscabar 

el ejercicio de sus derechos político-electorales;  

 

m) Publicar o revelar información personal, privada o falsa, o bien difundir imágenes, información u 

opiniones con sesgos basados en los roles y estereotipos de género a través de cualquier medio, con o sin 

su consentimiento, que impliquen difamar, desprestigiar o menoscabar la credibilidad, capacidad y 

dignidad humana de las personas, con el objetivo o resultado de obtener su remoción, renuncia o licencia 

al cargo electo o en ejercicio;  

 

n) Espiar o desprestigiar a las personas a través de los medios de comunicación con el objetivo o resultado 

de impedir o restringir el ejercicio de los derechos político-electorales;  

 

o) Obligar, intimidar, o amenazar a las personas para que suscriban documentos, colaboren en proyectos 

o adopten decisiones en contra de su voluntad o del interés público, en función de su representación 

política;  

 

p) Proporcionar información incompleta, falsa o errónea de los datos personales de las personas 

candidatas a cargos de elección popular, ante el lnstituto Nacional Electoral o los Organismos Públicos 

Locales Electorales, con Ia finalidad de impedir, obstaculizar o anular sus registros a las candidaturas;  

 

q) Impedir o restringir su incorporación, de toma de protesta o acceso al cargo o función para el cual ha 

sido nombrada, electa o designada.  

 

r) Impedir u obstaculizar los derechos de asociación y afiliación en los partidos políticos en razón de género; 

y  

 

s) Cualquier otro que tenga por objeto o resultado coartar los derechos político-electorales, incluyendo los 

motivados en razón de sexo o género.  

 

Las sanciones previstas para las conductas señaladas, podrán incrementarse hasta la mitad cuando sean 

cometidos en razón de género contra las mujeres. 

 

ARTÍCULO 352. Al servidor público que incurra en la comisión de cualquiera de los delitos comprendidos 

en el presente Capítulo, se le impondrá, además de las penas señaladas, la destitución del cargo y la 

inhabilitación de uno a cinco años para desempeñar u ocupar cualquier cargo, empleo o comisión.  

 

Al que incurra en la comisión de cualquiera de los delitos a que se refiere este Título, se le impondrá además 

suspensión de derechos políticos por un lapso igual al de la pena de prisión impuesta  

 

ARTÍCULO 353. Se impondrán de seis meses a tres años de prisión y de cien a quinientos días multa, a 

quien:  

 

I. Vote a sabiendas de que no cumple con los requisitos de la ley;  

 

II. Vote más de una vez en una misma elección;  
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III. Haga proselitismo o presione objetivamente a los electores el día de la jornada electoral en el interior 

de las casillas, en las áreas aledañas, o en el lugar que se encuentren formados los votantes, con el fin de 

orientar el sentido de su voto o para que se abstengan de emitirlo;  

 

IV. Obstaculice o interfiera dolosamente el desarrollo normal de las votaciones, el escrutinio y cómputo, el 

traslado y entrega de los paquetes y documentación electoral, o el adecuado ejercicio de las tareas de los 

funcionarios electorales. La pena se aumentará hasta el doble cuando se ejerza violencia contra los 

funcionarios electorales;  

 

V. Recoja en cualquier tiempo, sin causa prevista por la ley, una o más credenciales para votar de los 

ciudadanos;  

 

VI. El día de la jornada electoral o proceso de participación ciudadana, coarte al elector su libertad para 

emitir el voto;  

 

VII. El día de la jornada electoral o proceso de participación ciudadana, viole de cualquier manera el 

derecho del ciudadano a emitir su voto;  

 

VIII. Vote o pretenda votar con una credencial para votar de la que no sea titular; 

 

IX. El día de la jornada electoral o proceso de participación ciudadana, coarte al elector su libertad para 

emitir el voto;  

 

X. Introduzca o sustraiga de las urnas ilícitamente una o más boletas electorales; se apodere destruya o 

altere boletas, documentos o materiales electorales o impida de cualquier forma su traslado o entrega a 

los órganos electorales competentes;  

 

XI. Obtenga o solicite declaración firmada del elector acerca de la intención o sentido de su voto, o 

mediante amenaza o promesa de paga o dádiva, comprometa su voto en favor de un determinado partido 

político o candidato;  

 

XII. Impida en forma violenta la instalación, apertura o cierre de una casilla, o indebidamente impida la 

instalación normal de la casilla. Si la conducta se realiza por una o varias personas armadas o que utilicen 

o porten objetos peligrosos, a la pena señalada se aumentará hasta en una mitad, con independencia de 

las que correspondan por la comisión de otros delitos; 

 

XIII. Durante los tres días previos a las elecciones o en los procesos de participación ciudadana y hasta la 

hora oficial del cierre de las casillas, publique o difunda por cualquier medio los resultados de encuestas o 

sondeos de opinión que tengan por objeto dar a conocer las preferencias de los ciudadanos;  

 

XIV. Sin causa justificada por la ley, abra, retire los sellos, viole o altere paquetes o sellos con los que se 

resguarden documentos electorales, o abra los lugares en donde se resguarden;  

 

XV. Retenga durante la jornada electoral, sin causa justificada por la ley, una o más credenciales para votar 

de los ciudadanos;  

 

XVI. Mediante violencia o amenaza, presione a otro a asistir a eventos proselitistas, o a votar, o a abstenerse 

de votar por un candidato, partido político o coalición, durante la campaña electoral, el día de la jornada 

electoral o en los tres días previos a la misma. Si la conducta especificada en el párrafo anterior es cometida 
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por un integrante de un organismo de seguridad pública, se aumentará hasta un tercio de la pena prevista 

en el presente artículo.  

 

XVII. A quien amenace con suspender los beneficios de programas sociales, ya sea por no participar en 

eventos proselitistas, o bien, para la emisión del sufragio en favor de un candidato, partido político, planilla 

o coalición; o a la abstención del ejercicio del derecho de voto o al compromiso de no votar a favor de un 

candidato, partido político o coalición;  

 

XVIII. Solicite u ordene evidencia del sentido de su voto o viole, de cualquier manera, el derecho del 

ciudadano a emitir su voto en secreto;  

 

XIX. Organice la reunión o el transporte de votantes el día de la jornada electoral, con la finalidad de influir 

en el sentido del voto;  

 

XX. Se apodere, destruya, altere, posea, use, adquiera, venda o suministre de manera ilegal, en cualquier 

tiempo, materiales o documentos públicos electorales. Si el apoderamiento se realiza en lugar cerrado o 

con violencia, se aumentará la pena hasta en un tercio más. Si éste se realiza por una o varias personas 

armadas, a la pena señalada se aumentará hasta en una mitad más;  

 

XXI. Se apodere, destruya, altere, posea, adquiera, comercialice o suministre de manera ilegal, equipos o 

insumos necesarios para la elaboración de credenciales para votar; Si el apoderamiento se realiza en lugar 

cerrado o con violencia, se aumentará hasta un tercio de la pena. Si éste se realiza por una o varias personas 

armadas o que porten objetos peligrosos, a la pena señalada se aumentará hasta en una mitad;  

 

XXII. Obstaculice o interfiera el traslado y entrega de los paquetes y documentos públicos electorales;  

 

XXIII. Realice por cualquier medio algún acto que provoque intimidación en el electorado que atente contra 

la libertad del sufragio, o perturbe el orden o el libre acceso de los electores a la casilla. Si la conducta se 

realiza por una o varias personas armadas, a la pena señalada se aumentará hasta en una mitad, con 

independencia de las que correspondan por la comisión de otros delitos;  

 

XXIV. Por sí o interpósita persona, proporcione fondos provenientes del extranjero a un partido político, 

coalición, agrupación política o candidato para apoyar actos proselitistas dentro de una campaña 

electoral;  

 

XXV. Expida o utilice facturas o documentos comprobatorios de gasto de partido político o candidato, 

alterando el costo real de los bienes o servicios prestados;  

 

XXVI. Usurpe el carácter de funcionario de casilla,  

 

XXVII. Provea bienes y servicios a las campañas electorales sin formar parte del padrón de proveedores 

autorizado por el órgano electoral administrativo;  

 

XXVIII. Solicite votos por paga, dádiva, promesa de dinero u otra contraprestación durante las campañas 

electorales o la jornada electoral. 

 

ARTÍCULO 354. Se impondrán de dos a seis años de prisión y de cien a quinientos días multa, al funcionario 

electoral que:  
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I. Se abstenga de cumplir con las obligaciones propias de su encargo, en perjuicio del proceso electoral o 

de participación ciudadana de que se trate;  

 

II. Obstruya el desarrollo normal de la votación;  

 

III. Altere los resultados electorales, sustraiga o destruya boletas, documentos o materiales electorales;  

 

IV. No entregue o impida la entrega oportuna de documentos o materiales electorales;  

 

V. En ejercicio de sus funciones, ejerza presión sobre los electores y los induzca de manera manifiesta a 

votar por un candidato, partido o planilla determinada, en el interior de la casilla o en el lugar donde los 

propios electores se encuentren formados;  

 

VI. Instale, abra o cierre una casilla fuera de los tiempos y formas previstos por la ley de la materia, la instale 

en lugar distinto al legalmente señalado, o impida su instalación;  

 

VII. Sin causa prevista por la ley expulse u ordene el retiro de la casilla electoral de un funcionario electoral, 

de representantes de un partido político, de una planilla, o coarte los derechos que la ley les concede; 

 

VIII. Permita o tolere que un ciudadano emita su voto a sabiendas de que no cumple con los requisitos de 

ley o que se introduzcan en las urnas ilícitamente una o más boletas electorales; o  

 

IX. Divulgue, de manera pública y dolosa, noticias falsas en torno al desarrollo de la jornada electoral o 

respecto de sus resultados;  

 

X. Realice funciones electorales que legalmente no le hayan sido encomendadas. 

 

ARTÍCULO 355. Se impondrán de cuatro a nueve años de prisión y de doscientos cincuenta a cuatrocientos 

días multa, al funcionario electoral que altere, expida, sustituya, destruya o haga mal uso de documentos 

públicos electorales o archivos oficiales computarizados o relativos al registro de electores que 

corresponda.  

 

ARTÍCULO 356. Se impondrán de uno a seis años de prisión y de cien a quinientos días multa, al funcionario 

partidista, al candidato o al funcionario de las agrupaciones políticas, que:  

 

I. Ejerza presión o induzca a los electores a votar o abstenerse de votar por un determinado candidato, 

partido político, planilla o coalición, el día de la elección ya sea en el interior de la casilla o en el lugar donde 

los propios electores se encuentran formados, o en alguno de los tres días anteriores a la misma; 

 

II. Realice propaganda electoral o actos de campaña mientras cumple sus funciones durante la jornada 

electoral;  

 

III. Sustraiga, destruya, altere o haga uso indebido de documentos o materiales electorales;  

 

IV. Obstaculice el desarrollo normal de la votación o de los actos posteriores a la misma o con ese fin 

amenace o ejerza violencia física sobre los funcionarios electorales;  

 

V. Divulgue, de manera pública y dolosa, noticias falsas en torno al desarrollo de la jornada electoral o 

respecto de sus resultados;  
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VI. Impida la instalación, apertura o cierre de una casilla, así como el escrutinio y cómputo, el traslado y 

entrega de los paquetes y documentación electoral, o el adecuado ejercicio de las tareas de los funcionarios 

electorales; 

 

VII. Obtenga o utilice fondos provenientes de actividades ilícitas para su campaña electoral, a sabiendas de 

esta circunstancia; o  

 

VIII. Se exceda en el monto de los topes para gastos de campaña establecidos de acuerdo con los criterios 

legalmente autorizados, con anterioridad a la elección.  

 

IX. Se abstenga de rendir cuentas o de realizar la comprobación o justificación de los gastos ordinarios o 

gastos de eventos proselitistas de campaña de algún partido político, coalición, agrupación política o 

candidato, una vez que hubiese sido legalmente requerido dentro del ámbito de sus facultades;  

 

X. Durante la etapa de preparación de la elección o en la jornada electoral, solicite votos por paga, promesa 

de dinero, recompensa o cualquier otra contraprestación;  

 

XI. Oculte, altere o niegue la información que le sea legalmente requerida por la autoridad electoral 

competente. 

 

ARTÍCULO 356 BIS. Se impondrá prisión de dos a siete años, al funcionario partidista o a los organizadores 

de actos de campaña que, a sabiendas aproveche ilícitamente fondos, bienes o servicios en los términos de 

la fracción III del artículo 357 de este Código.  

 

ARTÍCULO 356 TER. Se impondrán de uno a seis años de prisión y de cien a quinientos días multa, a quien 

por sí o por interpósita persona, ya sea funcionario partidista o de agrupación política o candidato que 

cometa acciones u omisiones, incluida la tolerancia, a efecto de causar daño a una o más personas, directa 

o indirectamente, cuando tengan por objeto sesgar, condicionar, impedir, restringir, suspender, 

menoscabar, anular, obstaculizar, excluir o afectar:  

 

a) El reconocimiento, acceso, goce o ejercicio de los derechos político-electorales;  

 

b) La participación y representación política y pública;  

 

c) El desempeño de un cargo, actividad o responsabilidad;  

 

d) La toma de decisiones inherentes a un cargo, o  

 

e) El ejercicio de las prerrogativas y funciones públicas;  

 

ARTÍCULO 356 CUARTER. Lo dispuesto en el artículo anterior se puede manifestar mediante cualquier 

modalidad de violencia expresada en los ámbitos político, público y privado, en los siguientes rubros:  

 

a) En las instituciones y organizaciones públicas, políticas y electorales; aspiraciones y candidaturas en 

cualquier etapa del proceso electoral o de la participación ciudadana; el servicio público; los poderes 

ejecutivo, legislativo y judicial, todos los niveles de gobierno; así como las representaciones, liderazgos o 

participaciones en los contextos comunitarios, indígenas, rurales o urbanos.  

 

b) En la ciudadanía; simpatizantes, militantes, quien ejerza una función pública, de partidos o electorales; 

aspirantes a cargos políticos o públicos; precandidaturas, candidaturas, así como las candidaturas electas, 
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de partidos políticos o independientes; servidoras y servidores públicos designados y en funciones; 

representantes, líderes o participantes activos comunitarios e indígenas, rurales o urbanas. 

 

ARTÍCULO 357. Se impondrán de uno a nueve años de prisión y de doscientos a seiscientos días multa, al 

servidor público que, en los procesos electorales de carácter local:  

 

I. Obligue, coaccione o amenace a sus subordinados, de manera expresa y haciendo uso de su autoridad o 

jerarquía, a emitir sus votos en favor o en abstención de un partido político, candidaturas o planilla.  

 

II. Condicione la prestación de un servicio público, el cumplimiento de programas gubernamentales, el 

otorgamiento de concesiones, permisos, licencias, autorizaciones, franquicias, exenciones o la realización 

de obras públicas, en el ámbito de su competencia, a la emisión del sufragio a favor de un partido político, 

candidato, planilla o una opción dentro de la consulta popular;  

 

III. Destine, utilice o permita la utilización, de manera ilegal o sin causa justificada de instalaciones, fondos, 

bienes o servicios que tenga a su disposición, en virtud de su cargo, al apoyo o al perjuicio de un 

precandidato, partido político, coalición, planilla agrupación política o candidato, sin perjuicio de las penas 

que puedan corresponder por el delito de peculado;  

 

IV. Proporcione apoyo o preste algún servicio a un precandidato, partido político, coalición, planilla, 

agrupación política o candidato, a través de sus subordinados, usando dentro del tiempo correspondiente 

a sus labores;  

 

V. Realice o permita cualquier acto de campaña electoral fuera de los casos permitidos por la ley, o instale, 

pegue, cuelgue, fije o pinte propaganda electoral en el interior o exterior de muebles o inmuebles 

pertenecientes o arrendados por los órganos de Gobierno de la Ciudad de México, o  

 

VI. Solicite a sus subordinados, por cualquier medio, aportaciones de dinero o en especie para apoyar a un 

precandidato, candidato, partido político, coalición o agrupación política. 

 

ARTÍCULO 358. Se impondrán de cuatro a ocho años de prisión y de cien a quinientos días multa, a quien 

por cualquier medio falsifique o altere los listados nominales o credenciales para votar.  

 

ARTÍCULO 358 BIS. Se impondrán de cien hasta quinientos días multa a quien estando obligado se niegue 

injustificadamente a dar fe de hechos o certificar documentos concernientes a la elección.  

 

ARTÍCULO 358 TER. Se impondrá de mil a cinco mil días multa y de cinco a quince años de prisión al que 

por sí o por interpósita persona realice, destine, utilice o reciba aportaciones de dinero o en especie a favor 

de algún precandidato, candidato, partido político, coalición o agrupación política cuando exista una 

prohibición legal para ello, o cuando los fondos o bienes tengan un origen ilícito, o en montos que rebasen 

los permitidos por la ley. La pena prevista en el párrafo anterior, se aumentará hasta en una mitad más 

cuando la conducta se realice en apoyo de una precampaña o campaña electoral.  

 

ARTÍCULO 358 QUATER. Se impondrá de cuatrocientos a ochocientos días multa y destitución del cargo 

en administración pública, dirección partidista, candidatura o cargo de elección popular, a quienes 

habiendo sido magistrados electorales locales, consejeros electorales locales, secretario ejecutivo del 

Instituto Electoral de la Ciudad de México o cargo equivalente en los organismos públicos distritales 

electorales, desempeñen o sean designados en cargos públicos por los Poderes Ejecutivo o Legislativo cuya 

elección hayan calificado o participado, asuman cargos de dirigencia partidista o sean postulados a cargos 

de elección popular, dentro de los dos años siguientes a la conclusión de su encargo. 
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ARTÍCULO 359. Se impondrán de seis meses a un año de prisión o cien a trescientos días multa y, en su 

caso, destitución e inhabilitación de uno a cinco años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión, al 

servidor público que se apodere, destruya, retire, borre, suprima, oculte o distorsione la propaganda de 

algún candidato, partido o planilla, en contravención a las normas de la materia durante el proceso 

electoral y hasta la jornada electoral.  

 

ARTÍCULO 360. Se impondrán de dos a nueve años de prisión y de cien a seiscientos días multa, al 

funcionario partidista, funcionario de las agrupaciones políticas locales, integrantes de asociaciones 

civiles, o a los organizadores de actos de campaña que, para apoyar a un partido político o un candidato, 

aprovechen ilícitamente fondos, bienes o servicios públicos.  

 

ARTÍCULO 360 BIS. Se impondrá de prisión de seis meses a tres años y de cincuenta a cien días multa, a 

quien durante el procedimiento de consulta popular:  

 

I. Haga proselitismo o presione objetivamente a los electores el día de la jornada de consulta popular, en el 

interior de las casillas o en el lugar en que se encuentren formados los votantes, con el fin de orientar el 

sentido de su voto o para que se abstenga de emitirlo;  

 

II. Obstaculice o interfiera el escrutinio y cómputo de la consulta popular; introduzca o sustraiga de las 

urnas ilícitamente una o más papeletas utilizadas en la consulta popular o bien introduzca papeletas falsas;  

 

III. Solicite votos por paga, promesa de dinero u otra recompensa para emitir su voto o abstenerse de 

emitirlo en la consulta popular, durante el procedimiento de consulta popular.  

 

ARTÍCULO 360 TER. Se impondrá prisión de dos a nueve años y de doscientos a cuatrocientos días multa, 

al servidor público que durante el procedimiento de consulta popular:  

 

I. Coaccione, induzca o amenace a sus subordinados para que voten o se abstengan de votar por una opción 

dentro de la consulta popular; 

 

II. Condicione la prestación de un servicio público, el cumplimiento de programas gubernamentales, el 

otorgamiento de concesiones, permisos, licencias, autorizaciones, franquicias, exenciones o la realización 

de obras públicas, en el ámbito de su competencia, a la emisión del sufragio a favor de una opción dentro 

de la consulta popular. 

 

 

TÍTULO VIGÉSIMO SÉPTIMO 

DELITOS CONTRA LA SEGURIDAD DE LAS INSTITUCIONES DEL DISTRITO FEDERAL 

 

CAPÍTULO I 

REBELIÓN 

 

ARTÍCULO 361. Se impondrá de dos a diez años de prisión, a los que con violencia y uso de armas traten 

de:  

 

I. Reformar, destruir, impedir o coartar la integración de las instituciones constitucionales del Distrito 

Federal o su libre funcionamiento; o  

 



 
     

      CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL 
 

CONSEJERÍA JURÍDICA Y DE SERVICIOS LEGALES 
 

II. Separar o impedir el desempeño de su cargo al Jefe de Gobierno del Distrito Federal, algún Jefe 

Delegacional, Diputado de la Asamblea Legislativa o servidor público que desempeñe funciones 

jurisdiccionales.  

No se impondrá la pena por el delito de rebelión a los que depongan las armas antes de ser detenidos, salvo 

que hubieren cometido otros delitos durante la rebelión.  

 

 

CAPÍTULO II 

ATAQUES A LA PAZ PÚBLICA 

 

ARTÍCULO 362. Se les impondrán de dos a siete años de prisión y suspensión de derechos políticos hasta 

por diez años, a los que mediante la utilización de sustancias tóxicas, por incendio, por inundación o 

violencia, realicen actos en contra de las personas, de los bienes públicos o privados o servicios públicos 

que perturben la paz pública.  

La reincidencia se estará a lo que establezca éste Código.  

 

 

CAPÍTULO III 

SABOTAJE 

 

ARTÍCULO 363. Se impondrán de cinco a quince años de prisión, y suspensión de derechos políticos de uno 

a siete años, al que con el fin de trastornar la vida económica, política, social o cultural del Distrito Federal 

o para alterar la capacidad del Gobierno para asegurar el orden público:  

 

I. Dañe, destruya o entorpezca las vías de comunicación del Distrito Federal;  

 

II. Dañe o destruya centros de producción o distribución de bienes básicos o instalaciones de servicios 

públicos;  

 

III. Entorpezca ilícitamente servicios públicos;  

 

IV. Dañe o destruya elementos fundamentales de instituciones de docencia o investigación; o  

 

V. Dañe o destruya recursos esenciales que el Distrito Federal tenga destinados para el mantenimiento del 

orden público.  

 

 

CAPÍTULO IV 

MOTÍN 

 

ARTÍCULO 364. Se impondrá prisión de seis meses a siete años a los que, para conseguir que se les 

reconozca o conceda algún derecho, en forma tumultuaria:  

 

I. Amenacen a la autoridad para obligarla a tomar alguna determinación; o  

 

II. Por medio de violencia en las personas o sobre las cosas, perturben el orden público.  

 

CAPÍTULO V 

SEDICIÓN 

 



 
     

      CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL 
 

CONSEJERÍA JURÍDICA Y DE SERVICIOS LEGALES 
 

ARTÍCULO 365. Se impondrá de seis meses a ocho años de prisión, a los que en forma tumultuaria, sin uso 

de armas, resistan o ataquen a la autoridad para impedir el libre ejercicio de sus funciones con alguna de 

las siguientes finalidades:  

 

I. Reformar, destruir, impedir o coartar la integración de las instituciones constitucionales del Distrito 

Federal o su libre ejercicio; o  

 

II. Separar o impedir el desempeño de su cargo al Jefe de Gobierno del Distrito Federal, algún Jefe 

Delegacional o Diputado de la Asamblea Legislativa o a servidor público que desempeñe funciones 

jurisdiccionales.  

 

La pena se aumentará en una mitad para quienes dirijan, organicen, inciten, compelan o patrocinen 

económicamente a otros para cometer el delito de sedición.  

 

TRANSITORIOS 

 

PRIMERO: Este Código, con excepción de lo señalado en estos artículos transitorios, entrará en vigor a los 

ciento veinte días de su publicación en la Gaceta Oficial del Distrito Federal. Para su mayor difusión se 

publicará este Decreto en el Diario Oficial de la Federación.  

 

SEGUNDO: La Asamblea Legislativa del Distrito Federal, previa a la expedición del Nuevo Código de 

Procedimientos Penales para el Distrito Federal, realizará la modificación a los ordenamientos 

correspondientes para la adecuada aplicación de la legislación penal.  

 

TERCERO: La Asamblea Legislativa del Distrito Federal, expedirá la legislación para la Atención y Apoyo a 

las Víctimas del Delito y la aplicación del fondo correspondiente.  

 

CUARTO: A partir de la entrada en vigor de este Decreto, para el caso en que este Código contemple una 

descripción legal de una conducta delictiva que en el anterior Código Penal del Distrito Federal se 

contemplaba como delito y por virtud de las presentes reformas, se denomina, penaliza o agrava de forma 

diversa, siempre y cuando las conductas y los hechos respondan a la descripción que ahora se establecen, 

se estará a lo siguiente:  

 

I. En los procesos incoados, en los que aun no se formulen conclusiones acusatorias el Ministerio Público 

las formulará de conformidad con la traslación del tipo que resulte;  

 

II. En los procesos pendientes de dictarse sentencia en primera y segunda instancia, el juez o el Tribunal, 

respectivamente podrán efectuar la traslación del tipo de conformidad con la conducta que se haya 

probado y sus modalidades; y  

 

III. La autoridad ejecutora al aplicar alguna modalidad de beneficio para el sentenciado, considerará las 

penas que se hayan impuesto, en función de la traslación del tipo, según las modalidades 

correspondientes.  

 

QUINTO: Se abroga el Código Penal de 1931, sus reformas y demás leyes que se opongan al presente 

ordenamiento.  

 

Recinto Legislativo, a 03 de julio de 2002. POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. HIRAM ESCUDERO ÁLVAREZ, 

PRESIDENTE.- SECRETARIA, DIP. LORENA RÍOS MARTÍNEZ.- SECRETARIA, DIP. ALICIA VIRGINIA TÉLLEZ 

SÁNCHEZ.- (Firmas).  
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En cumplimiento a lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b), de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67 fracción II, del Estatuto de Gobierno del 

Distrito Federal, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio, en 

la Ciudad de México, a los once días del mes de julio del dos mil dos.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO 

FEDERAL.- LIC. ANDRÉS MANUEL LÓPEZ OBRADOR.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, JOSÉ 

AGUSTÍN ORTÍZ PINCHETTI.- FIRMA.  

 

 

TRANSITORIOS DEL DECRETO QUE MODIFICA EL ARTÍCULO TERCERO TRANSITORIO DEL DECRETO QUE 

CONTIENE EL NUEVO CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL 

DEL DISTRITO FEDERAL EL 3 DE OCTUBRE DE 2002.  

 

PRIMERO: Túrnese al ciudadano Jefe de Gobierno para su publicación y debida promulgación.  

 

SEGUNDO: El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en la Gaceta Oficial del 

Distrito Federal. Para su mayor difusión publíquese en el Diario Oficial de la Federación.  

 

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los veintiséis días del mes septiembre del año dos 

mil dos. POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. GILBERTO ENSASTIGA SANTIAGO, PRESIDENTE.- SECRETARIO, 

DIP. CARLOS ORTIZ CHÁVEZ.- (Firmas).  

 

En cumplimiento con lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b), de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67 fracción II, del Estatuto de Gobierno 

del Distrito Federal, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio, 

en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México, a los veintiséis 

días del mes de septiembre del dos mil dos.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, LIC. ANDRÉS 

MANUEL LÓPEZ OBRADOR.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, LIC. JOSÉ 

AGUSTÍN ORTIZ PINCHETTI.- FIRMA.  

 

 

 

DECRETO DE REFORMAS A DIVERSOS ARTÍCULOS DEL NUEVO CODIGO PENAL PARA EL DISTRITO 

FEDERAL, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL EL 22 DE ABRIL DE 2003.  

 

Artículo Único: se reforman los artículos 41, 50, 51, 55 y Tercero Transitorio, todos del Nuevo Código Penal 

para el Distrito Federal, para quedar como se indica a continuación.  

 

Primero.- El presente Decreto entrará vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial del 

Distrito Federal. Para su mayor difusión publíquese en el Diario Oficial de la Federación.  

 

Segundo.- Se derogan todas aquellas disposiciones que se opongan al presente decreto.  

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los veintiséis días del mes diciembre del año dos 

mil dos. POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. MARCO ANTONIO MICHEL DÍAZ, PRESIDENTE.- SECRETARIA, 

DIP. ALICIA VIRGINIA TELLEZ SÁNCHEZ.- SECRETARIO, MARCOS MORALES TORRES.- (Firmas).  

 

En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b), de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67 fracción II, del Estatuto de Gobierno 

del Distrito Federal, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio, 
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en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México, a los ocho días del 

mes de abril del dos mil tres.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, LIC. ANDRÉS MANUEL 

LÓPEZ OBRADOR.- FIRMA.- SECRETARIO DE GOBIERNO, LIC. ALEJANDRO ENCINAS RODRÍGUEZ.- 

FIRMA.  

 

 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS DISPOSICIONES DEL NUEVO 

CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL 

EL 15 DE MAYO DE 2003.  

 

Primero: El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en la Gaceta Oficial del 

Distrito Federal. Para su mayor difusión publíquese en el Diario Oficial de la Federación.  

 

Segundo: Túrnese al C. Jefe de Gobierno para los efectos constitucionales procedentes.  

Recinto Legislativo a 28 de abril de 2003 PRESIDENTE, DIP. TOMÁS LÓPEZ GARCÍA.- SECRETARIO, DIP. 

CARLOS ORTIZ CHÁVEZ.- SECRETARIO, DIP. ROBERTO E. LÓPEZ GRANADOS.- (Firmas).  

 

En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b), de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67 fracción II del Estatuto de Gobierno 

del Distrito Federal, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio, 

en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México a los doce días del 

mes de mayo de dos mil tres.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, LIC. ANDRÉS MANUEL 

LÓPEZ OBRADOR.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, ALEJANDRO ENCINAS RODRÍGUEZ.- FIRMA.  

 

 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS DISPOSICIONES DEL NUEVO 

CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, EN MATERIA DE DELITOS AMBIENTALES, PUBLICADO EN 

LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL EL 13 DE ENERO DE 2004.  

 

UNICO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial del 

Distrito Federal. Para su mayor difusión, publíquese en el Diario Oficial de la Federación.  

 

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los treinta días del mes de diciembre del año 

dos mil tres.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. LORENA VILLAVICENCIO AYALA, PRESIDENTA.-

SECRETARIA, DIP. GABRIELA GONZÁLEZ MARTÍNEZ.- SECRETARIO, DIP. JUVENTINO RODRÍGUEZ 

RAMOS.- (Firmas).  

 

En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b) de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67 fracción II del Estatuto de Gobierno del 

Distrito Federal, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio, en 

la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México a los ocho días del 

mes de enero de dos mil cuatro.-EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, ANDRÉS MANUEL LÓPEZ 

OBRADOR.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, ALEJANDRO ENCINAS RODRÍGUEZ.- FIRMA.  

 

 

DECRETO QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 145 Y 148 DEL NUEVO CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO 

FEDERAL Y SE ADICIONAN LOS ARTÍCULOS 16 BIS 6 Y 16 BIS 7 A LA LEY DE SALUD PARA EL DISTRITO 

FEDERAL, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL EL 27 DE ENERO DE 2004.  
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ÚNICO: El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en la Gaceta Oficial del 

Distrito Federal. Para su mayor difusión publíquese en el Diario Oficial de la Federación. Recinto de la 

Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los veintiséis días del mes de diciembre del año dos mil 

tres. POR LA MESA DIRECTIVA: DIP. LORENA VILLAVICENCIO AYALA, PRESIDENTA.- DIP. GABRIELA 

GONZÁLEZ MARTÍNEZ, SECRETARIA.- DIP. JUVENTINO RODRÍGUEZ RAMOS, SECRETARIO.- FIRMAS.  

 

En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b) de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67, fracción II del Estatuto de Gobierno del 

Distrito Federal, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio, en 

la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México a los dieciséis del mes 

de enero de dos mil cuatro. EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, ANDRÉS MANUEL LÓPEZ 

OBRADOR.-FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, ALEJANDRO ENCINAS RODRÍGUEZ.- FIRMA.- LA 

SECRETARIA DE SALUD, ASA EBBA CHRISTINA LAURELL.-FIRMA.  

 

 

TRANSITORIOS DEL DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DEL 

NUEVO CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO 

FEDERAL EL 29 DE ENERO DE 2004.  

 

PRIMERO.- Publíquese el presente Decreto en la Gaceta Oficial del Distrito Federal.  

 

SEGUNDO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial del 

Distrito Federal. Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los treinta días del mes de 

diciembre del año dos mil tres.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. LORENA VILLAVICENCIO AYALA, 

PRESIDENTA.- SECRETARIA, DIP. GABRIELA GONZÁLEZ MARTÍNEZ.- SECRETARIO, DIP. JUVENTINO 

RODRÍGUEZ RAMOS.- (Firmas).  

 

En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b) de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67 fracción II del Estatuto de Gobierno del 

Distrito Federal, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio, en 

la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México a los siete días del 

mes de enero de dos mil cuatro.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, ANDRÉS MANUEL 

LÓPEZ OBRADOR.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, ALEJANDRO ENCINAS RODRÍGUEZ.- FIRMA.  

 

 

TRANSITORIOS DEL DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSOS 

ARTÍCULOS DE LA LEY DE EJECUCIÓN DE SANCIONES PENALES PARA EL DISTRITO FEDERAL; DEL 

NUEVO CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL Y DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES 

PARA EL DISTRITO FEDERAL, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL EL 04 DE JUNIO 

DE 2004.  

 

PRIMERO.- Publíquese el presente decreto en la Gaceta Oficial del Distrito Federal.  

 

SEGUNDO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial del 

Distrito Federal. Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los veintiocho días del mes 

de abril del año dos mil cuatro. POR LA MESA DIRECTIVA: DIP. FRANCISCO CHIGUIL FIGUEROA, 

PRESIDENTE.- DIP. MA. ELENA TORRES BALTAZAR, SECRETARIA.- DIP. JOSÉ DE JESÚS LÓPEZ 

SANDOVAL, SECRETARIO.-FIRMAS.  
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En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b), de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67 fracción II, del Estatuto de Gobierno 

del Distrito Federal, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio, 

en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México, a los veintisiete 

días del mes de mayo del dos mil cuatro.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, LIC. ANDRÉS 

MANUEL LÓPEZ OBRADOR.- FIRMA.- SECRETARIO DE GOBIERNO, ALEJANDRO ENCINAS RODRÍGUEZ.- 

FIRMA.-  

 

 

TRANSITORIOS DEL DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DEL 

CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO FEDERAL, EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL 

DISTRITO FEDERAL Y DEL NUEVO CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL EN MATERIA DE GUARDA, 

CUSTODIA Y DERECHO DE CONVIVENCIA DE LOS MENORES SUJETOS A PATRIA POTESTAD, PUBLICADO 

EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL EL 06 DE SEPTIEMBRE DE 2004.  

 

PRIMERO.- Publíquese en la Gaceta Oficial de Distrito Federal y en el Diario Oficial de la Federación para su 

mayor difusión.  

 

SEGUNDO.- El presente decreto entrará en vigor a los noventa días siguientes a su publicación en la Gaceta 

Oficial del Distrito Federal.  

 

TERCERO.- Las presentes disposiciones se aplicarán a todos los procedimientos judiciales y 

administrativos en trámite ante las autoridades correspondientes y de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 

94 de Código de Procedimientos Civiles del DF; los interesados podrán promover los beneficios que le 

concede la presente Ley. Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los veintinueve días 

del mes de julio del año dos mil cuatro.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. JOSÉ JIMÉNEZ MAGAÑA, 

PRESIDENTE.- DIP. MIGUEL ÁNGEL SOLARES CHÁVEZ, SECRETARIO.- DIP. MARÍA GABRIELA GONZÁLEZ 

MARTÍNEZ, SECRETARIA.- (Firmas)  

 

En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b), de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67 fracción II, del Estatuto de Gobierno 

del Distrito Federal, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio, 

en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México, a los veintitrés 

días del mes de agosto del dos mil cuatro.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, LIC. ANDRÉS 

MANUEL LÓPEZ OBRADOR.-FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, ALEJANDRO ENCINAS 

RODRÍGUEZ.- FIRMA.  

 

 

TRANSITORIOS DEL DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y DEROGAN DIVERSAS DISPOSICIONES DEL 

NUEVO CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, EN MATERIA DE PUNIBILIDAD DERIVADA DE 

TRÁNSITO VEHICULAR, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL EL 13 DE 

SEPTIEMBRE DE 2004.  

 

PRIMERO. Remítase al Jefe de Gobierno para su debida Promulgación y Publicación en la Gaceta Oficial del 

Distrito Federal.  

 

SEGUNDO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial del 

Distrito Federal.  
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TRAMSITORIOS DEL DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE 

LA LEY DE EJECUCIÓN DE SANCIONES PENALES PARA EL DISTRITO FEDERAL Y DEL NUEVO CÓDIGO 

PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL EL 15 

DE SEPTIEMBRE DE 2004.  

 

 

PRIMERO. Remítase al Jefe de Gobierno para su debida promulgación y Publicación en la Gaceta Oficial del 

Distrito Federal.  

 

SEGUNDO. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial del 

Distrito Federal  

 

TERCERO. Se derogan todas aquellas disposiciones que sean contrarias a lo dispuesto en el presente 

decreto. Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los treinta días del mes de julio del 

año dos mil cuatro.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. JOSÉ JIMÉNEZ MAGAÑA, PRESIDENTE.- DIP. 

MIGUEL ÁNGEL SOLARES CHÁVEZ, SECRETARIO.- DIP. MARÍA GABRIELA GONZÁLEZ MARTÍNEZ, 

SECRETARIA.- (Firmas)  

 

En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b), de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67 fracción II, del Estatuto de Gobierno 

del Distrito Federal, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio, 

en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México, a los treinta y un 

días del mes de agosto del dos mil cuatro.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, LIC. ANDRÉS 

MANUEL LÓPEZ OBRADOR.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, ALEJANDRO ENCINAS 

RODRÍGUEZ.- FIRMA.  

 

 

TRANSITORIOS DEL DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY CONTRA LA DELINCUENCIA ORGANIZADA 

PARA EL DISTRITO FEDERAL, SE REFORMAN LOS ARTÍCULOS 254 Y 255 DEL NUEVO CÓDIGO PENAL 

PARA EL DISTRITO FEDERAL Y SE REFORMA EL ARTÍCULO 42 DE LA LEY DE EJECUCIÓN DE SANCIONES 

PENALES PARA EL DISTRITO FEDERAL, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL EL 15 

DE SEPTIEMBRE DE 2004.  

 

PRIMERO.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y en el Diario Oficial de la Federación para 

su mayor difusión.  

 

SEGUNDO.- El presente Decreto entrará en vigor a los noventa días siguiente de su publicación en la Gaceta 

Oficial del Distrito Federal. Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los treinta días del 

mes de julio del año dos mil cuatro.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. JOSÉ JIMÉNEZ MAGAÑA, 

PRESIDENTE.- DIP. MIGUEL ÁNGEL SOLARES CHÁVEZ, SECRETARIO.- DIP. MARÍA GABRIELA GONZÁLEZ 

MARTÍNEZ, SECRETARIA.- (Firmas)  

 

En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b), de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67 fracción II, del Estatuto de Gobierno 

del Distrito Federal, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio, 

en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México, a los treinta y un 

días del mes de agosto del dos mil cuatro.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, LIC. ANDRÉS 
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MANUEL LÓPEZ OBRADOR.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, ALEJANDRO ENCINAS 

RODRÍGUEZ.- FIRMA.  

 

 

TRANSITORIOS DEL DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN LOS ARTÍCULOS 54 Y 55 DEL NUEVO CÓDIGO 

PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL Y 366 Y 368 DEL CÓDIGO FINANCIERO DEL DISTRITO FEDERAL, 

PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL EL 06 DE OCTUBRE DE 2004.  

 

PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor al siguiente día de su publicación en la Gaceta Oficial del 

Distrito Federal.  

 

SEGUNDO.- Los bienes asegurados de los que, a la fecha de entrada en vigor de este decreto, se carezca de 

datos para relacionarlos con una indagatoria, los vehículos ingresados a los depósitos de vehículos con 

fecha anterior al 31 de diciembre del año 2002 que no hayan sido recogidos por quien tiene derecho a ello, 

así como todos aquellos bienes que por su larga permanencia en los depósitos correspondientes se puedan 

considerar como desecho, quedarán a disposición de la Procuraduría General de Justicia del Distrito 

Federal para que, por conducto de la unidad administrativa que corresponda, proceda a su destrucción o 

enajenación. En este último caso, el producto que se obtenga se destinará de la siguiente manera: a).-

Tratándose de bienes asegurados antes del 12 de noviembre de 2002, o de bienes respecto de los cuales no 

sea posible identificar la fecha en que fueron asegurados, el destino final será el mejoramiento de la 

Procuración de Justicia y b).- Tratándose de bienes asegurados a partir del 12 de noviembre 2002 se 

destinaran al Fondo para la Atención y Apoyo a las Víctimas del Delito.  

 

TERCERO.- Los particulares que se consideren con derechos respecto de los bienes a que se refiere el 

Artículo Segundo Transitorio de este Decreto, podrán hacer valer esos derechos ante la Procuraduría 

General de Justicia del Distrito Federal dentro del término de un año a partir de la fecha de entrada en vigor 

de este decreto.  

 

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los veintinueve días del mes de julio del año 

dos mil cuatro.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. JOSÉ JIMÉNEZ MAGAÑA, PRESIDENTE.- DIP. MIGUEL 

ÁNGEL SOLARES CHÁVEZ, SECRETARIO.- DIP. MARÍA GABRIELA GONZÁLEZ MARTÍNEZ, SECRETARIA 

(Firmas)  

 

En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b), de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67, fracción II del Estatuto de Gobierno 

del Distrito Federal, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio, 

en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México a los diecisiete días 

del mes de septiembre de dos mil cuatro.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, ANDRÉS 

MANUEL LÓPEZ OBRADOR.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, ALEJANDRO ENCINAS 

RODRÍGUEZ.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE FINANZAS, ARTURO HERRERA GUTIÉRREZ.- FIRMA.  

 

 

TRANSITORIOS DECRETO POR EL QUE SE REFORMA Y ADICIONA EL NUEVO CÓDIGO PENAL PARA EL 

DISTRITO FEDERAL, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL EL 20 DE DICIEMBRE DE 

2004.  

 

Único.- El presente decreto entrará en vigor al siguiente día de su publicación en la Gaceta Oficial del 

Distrito Federal. Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los dos días del mes de 

diciembre del año dos mil cuatro. POR LA MESA DIRECTIVA: DIP. SILVIA OLIVA FRAGOSO, 
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PRESIDENTA.- DIP. MIGUEL ÁNGEL SOLARES CHÁVEZ, SECRETARIO.- DIP. CHRISTIAN MARTÍN LUJANO 

NICOLÁS, SECRETARIO.- FIRMAS.  

 

En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b), de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67, fracción II del Estatuto de Gobierno 

del Distrito Federal, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio, 

en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México a los catorce días 

del mes de diciembre de dos mil cuatro. EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, ANDRÉS 

MANUEL LÓPEZ OBRADOR.-FIRMA.-EL SECRETARIO DE GOBIERNO, ALEJANDRO ENCINAS 

RODRÍGUEZ.-FIRMA.  

 

 

TRANSITORIOS DEL DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA LA FRACCIÓN V AL ARTÍCULO 259 DEL NUEVO 

CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL 

EL 17 DE ENERO DE 2005.  

 

ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial del 

Distrito Federal. Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los veintiún días del mes de 

diciembre del año dos mil cuatro.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. SILVIA OLIVA FRAGOSO, 

PRESIDENTA.- DIP. MIGUEL ÁNGEL SOLARES CHÁVEZ, SECRETARIO.- DIP. CHRISTIAN MARTÍN LUJANO 

NICOLÁS, SECRETARIO.- (Firmas)  

 

En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b), de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67, fracción II del Estatuto de Gobierno 

del Distrito Federal, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio, 

en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México a los tres días del 

mes de enero de dos mil cinco.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, ANDRÉS MANUEL LÓPEZ 

OBRADOR.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, ALEJANDRO ENCINAS RODRÍGUEZ.- FIRMA.  

 

 

TRANSITORIOS DEL DECRETO POR EL QUE SE REFORMA Y ADICIONA EL ARTÍCULO 278 DEL NUEVO 

CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL 

EL 13 DE MAYO DE 2005.  

 

ARTÍCULO PRIMERO.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal.  

 

ARTÍCULO SEGUNDO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta 

Oficial del Distrito Federal.  

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los siete días del mes de diciembre del año 

dos mil cuatro.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. SILVIA OLIVA FRAGOSO, PRESIDENTA.- DIP. MIGUEL 

ÁNGEL SOLARES CHÁVEZ, SECRETARIO.- DIP. CHRISTIAN MARTÍN LUJANO NICOLÁS, SECRETARIO.- 

(Firmas)  

 

En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b), de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67 fracción II, del Estatuto de Gobierno 

del Distrito Federal, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio, 

en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México, a los tres días del 

mes de marzo del dos mil cinco.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, LIC. ANDRÉS MANUEL 

LÓPEZ OBRADOR.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, ALEJANDRO ENCINAS RODRÍGUEZ.- FIRMA.  
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TRANSITORIOS DEL DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DEL 

NUEVO CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO 

FEDERAL EL 22 DE JULIO DE 2005.  

 

Único.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial del 

Distrito Federal. Para su mayor difusión, publíquese en el Diario Oficial de la Federación. Recinto de la 

Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los veintiocho días del mes de abril del año dos mil cinco.- 

POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. ANDRÉS LOZANO LOZANO, PRESIDENTE.- DIP. JOSÉ JIMÉNEZ MAGAÑA, 

SECRETARIO.- DIP. SOFÍA FIGUEROA TORRES, SECRETARIA.- (Firmas)  

 

En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b), de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67 fracción II, del Estatuto de Gobierno 

del Distrito Federal, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio, 

en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México, a los doce días del 

mes de julio del dos mil cinco.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, LIC. ANDRÉS MANUEL 

LÓPEZ OBRADOR.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, ALEJANDRO ENCINAS RODRÍGUEZ.- FIRMA.-

EL SECRETARIO DE SEGURIDAD PÚBLICA, JOEL ORTEGA CUEVAS.- FIRMA.  

 

 

TRANSITORIOS DEL DECRETO QUE ADICIONA AL TÍTULO SEXTO DEL NUEVO CÓDIGO PENAL PARA EL 

DISTRITO FEDERAL, UN CAPÍTULO CUARTO, CON DOS 

LABORAL DE MENORES O DISCAPACITADOS, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL 

EL 22 DE JULIO DE 2005.  

 

PRIMERO.- Túrnese el presente Decreto al Jefe de Gobierno del Distrito Federal, para su promulgación y 

debido cumplimiento.  

 

SEGUNDO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación.  

 

TERCERO.- Se derogan todas aquellas disposiciones legales que se opongan al presente Decreto.  

 

CUARTO.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal para su debida observancia y publicación y 

para su mayor difusión publíquese en el Diario Oficial de la Federación.  

 

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los veintiocho días del mes de abril del año 

dos mil cinco.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. ANDRÉS LOZANO LOZANO, PRESIDENTE.- DIP. JOSÉ 

JIMÉNEZ MAGAÑA, SECRETARIO.- DIP. SOFÍA FIGUEROA TORRES, SECRETARIA.- (Firmas)  

 

En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b), de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67 fracción II, del Estatuto de Gobierno 

del Distrito Federal, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio, 

en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México, a los doce días del 

mes de julio del dos mil cinco.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, LIC. ANDRÉS MANUEL 

LÓPEZ OBRADOR.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, ALEJANDRO ENCINAS RODRÍGUEZ.- FIRMA.-

EL SECRETARIO DE SEGURIDAD PÚBLICA, JOEL ORTEGA CUEVAS.- FIRMA.  
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TRANSITORIOS DEL DECRETO QUE REFORMA EL NUEVO CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, 

EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES PARA EL DISTRITO FEDERAL Y EL CÓDIGO CIVIL PARA EL 

DISTRITO FEDERAL, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL EL 22 DE JULIO DE 2005.  

 

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor a los quince días de su publicación en la Gaceta Oficial del 

Distrito Federal.  

 

SEGUNDO.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y para su mayor difusión en el Diario Oficial 

del Distrito Federal. Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los veintiocho días del 

mes de abril del año dos mil cinco.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. ANDRÉS LOZANO LOZANO, 

PRESIDENTE.- DIP. JOSÉ JIMÉNEZ MAGAÑA, SECRETARIO.- DIP. SOFÍA FIGUEROA TORRES, 

SECRETARIA.- (Firmas)  

 

En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b), de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67 fracción II, del Estatuto de Gobierno 

del Distrito Federal, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio, 

en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México, a los doce días del 

mes de julio del dos mil cinco.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, LIC. ANDRÉS MANUEL 

LÓPEZ OBRADOR.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, ALEJANDRO ENCINAS RODRÍGUEZ.- FIRMA.-

EL SECRETARIO DE SEGURIDAD PÚBLICA, JOEL ORTEGA CUEVAS.- FIRMA.  

 

 

TRANSITORIOS DEL DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN LOS ARTÍCULOS 206 DEL NUEVO CÓDIGO 

PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, 249, 614 Y 615 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES PARA 

EL DISTRITO FEDERAL, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL EL 25 DE ENERO DE 

2006.  

 

PRIMERO. Remítase al Jefe de Gobierno del Distrito Federal para su respectiva promulgación y publicación 

en la Gaceta Oficial del Distrito Federal.  

 

SEGUNDO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial del 

Distrito Federal.  

 

TERCERO. Publíquese el presente Decreto en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y en el Diario Oficial de 

la Federación para su mayor difusión. Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los 

quince días del mes de noviembre del año dos mil cinco.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. JORGE 

ALBERTO LARA RIVERA, PRESIDENTE.- DIP. SOFÍA FIGUEROA TORRES, SECRETARIA.- DIP. ADRIÁN 

PEDROZO CASTILLO, SECRETARIO.- (Firmas)  

 

En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b), de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67, fracción II del Estatuto de Gobierno 

del Distrito Federal, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio, 

en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México a los nueve días 

del mes de enero de dos mil seis.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, ALEJANDRO DE JESÚS 

ENCINAS RODRÍGUEZ.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, RICARDO RUIZ SUÁREZ.- FIRMA.- EL 

SECRETARIO DE SEGURIDAD PÚBLICA, JOEL ORTEGA CUEVAS.- FIRMA.  
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TRANSITORIOS DEL DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA EL NUEVO CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO 

FEDERAL, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL EL 01 DE FEBRERO DE 2006.  

 

PRIMERO.- Túrnese al Jefe de Gobierno del Distrito Federal para su promulgación y publicación en la 

Gaceta Oficial del Distrito Federal.  

 

SEGUNDO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial del 

Distrito Federal.  

 

TERCERO.- Se derogan todas las disposiciones que contravengan lo dispuesto por el presente decreto. 

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los veinte días del mes de diciembre del año 

dos mil cinco.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. ELIO RAMÓN BEJARANO MARTÍNEZ, PRESIDENTE.- DIP. 

LOURDES ALONSO FLORES, SECRETARIA.- DIP. JUAN ANTONIO ARÉVALO LÓPEZ, SECRETARIO.- 

(Firmas)  

 

En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b), de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67 fracción II, del Estatuto de Gobierno 

del Distrito Federal, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio, 

en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México, a los dos días del 

mes de enero de dos mil seis.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, ALEJANDRO DE JESÚS 

ENCINAS RODRÍGUEZ.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, RICARDO RUÍZ SUÁREZ.- FIRMA.  

 

 

 

TRANSITORIOS DEL DECRETO QUE REFORMA DIVERSOS ARTICULOS DEL NUEVO CÓDIGO PENAL PARA 

EL DISTRITO FEDERAL, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL EL 24 DE FEBRERO 

DE 2006.  

 

PRIMERO.- Remítase al Jefe de Gobierno del Distrito Federal para su respectiva promulgación y 

publicación en la Gaceta Oficial del Distrito Federal.  

 

SEGUNDO.- Publíquese el presente Decreto en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y en el Diario Oficial de 

la Federación para su mayor difusión.  

 

TERCERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial del 

Distrito Federal. Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los quince días del mes de 

diciembre del año dos mil cinco. - POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. ELIO RAMÓN BEJARANO MARTÍNEZ, 

PRESIDENTE.- DIP. LOURDES ALONSO FLORES, SECRETARIA.- DIP. JUAN ANTONIO ARÉVALO LÓPEZ, 

SECRETARIO.- (Firmas)  

 

En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b), de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67 fracción II, del Estatuto de Gobierno 

del Distrito Federal, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio, 

en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México, a los diecisiete 

días del mes de febrero del dos mil seis.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, LIC. ALEJANDRO 

ENCINAS RODRÍGUEZ.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, RICARDO RUIZ SUAREZ.- FIRMA.  
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TRANSITORIOS DEL DECRETO DE LEY DE RESPONSABILIDAD CIVIL PARA LA PROTECCIÓN DEL DERECHO 

A LA VIDA PRIVADA, EL HONOR Y LA PROPIA IMAGEN EN EL DISTRITO FEDERAL, PUBLICADO EN LA 

GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL EL 19 DE MAYO DE 2006.  

 

PRIMERO.- La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial del 

Distrito Federal.  

 

SEGUNDO.- Se deroga el último párrafo del artículo 1916 y el artículo 1916 bis del Código Civil para el 

Distrito Federal.  

 

TERCERO.- 

y 219.  

 

CUARTO.- Los juicios en materia civil que se estén tramitando antes de la entrada en vigor de la presente 

ley se sujetarán en los sustantivo a la ley vigente al momento en que ocurrieron los hechos. Los de materia 

penal se sobreseerán al momento de la entrada en vigor de la presente ley. En cuanto al procedimiento las 

partes de común acuerdo podrán solicitar al Juez que tenga a su cargo el caso, la continuación del 

procedimiento en los términos de la presente ley.  

 

QUINTO.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y para su mayor difusión en el Diario Oficial 

de la Federación.  

 

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los veintisiete días del mes de abril del año 

dos mil seis.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. MARÍA GUADALUPE CHAVIRA DE LA ROSA, PRESIDENTA.- 

DIP. JORGE GARCÍA RODRÍGUEZ, SECRETARIO.- DIP. MARÍA TERESITA DE JESÚS AGUILAR 

MARMOLEJO, SECRETARIA.- (Firmas)  

 

En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b) de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67, fracción II del Estatuto de Gobierno del 

Distrito Federal, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio, en 

la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México a los once días del 

mes de mayo del dos mil seis.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, ALEJANDRO DE JESÚS 

ENCINAS RODRÍGUEZ.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, RICARDO RUIZ SUÁREZ.- FIRMA.  

 

 

TRANSITORIOS DEL DECRETO QUE ADICIONA UN ARTÍCULO 75 BIS AL NUEVO CÓDIGO PENAL PARA EL 

DISTRITO FEDERAL, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL EL 09 DE JUNIO DE 2006.  

 

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación, en la Gaceta Oficial del 

Distrito Federal.  

 

SEGUNDO. Para su mayor difusión publíquese también en el Diario Oficial de la Federación.  

 

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los veintiocho días del mes de abril del año 

dos mil seis.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. MARÍA GUADALUPE CHAVIRA DE LA ROSA, PRESIDENTA.- 
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DIP. JORGE GARCÍA RODRÍGUEZ, SECRETARIO.- DIP. MARÍA TERESITA DE JESÚS AGUILAR 

MARMOLEJO, SECRETARIA.- (Firmas)  

 

En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b), de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67 fracción II, del Estatuto de Gobierno 

del Distrito Federal, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio, 

en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México, a los treinta días 

del mes de mayo de dos mil seis.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, LIC. ALEJANDRO DE 

JESÚS ENCINAS RODRÍGUEZ.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, RICARDO RUIZ SUÁREZ.- FIRMA.  

 

 

TRANSITORIOS DEL DECRETO DE REFORMAS AL NUEVO CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, 

PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL EL 09 DE JUNIO DE 2006.  

 

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación, en la Gaceta Oficial del 

Distrito Federal.  

 

SEGUNDO. Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal, y para su mayor difusión en el Diario Oficial 

de la Federación.  

 

TERCERO. En todos los ordenamientos legales a que se haga referencia al Nuevo Código Penal para el 

Distrito Federal se entenderá al Código Penal para el Distrito Federal.  

 

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los veintiocho días del mes de abril del año 

dos mil seis.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. MARÍA GUADALUPE CHAVIRA DE LA ROSA, PRESIDENTA.- 

DIP. JORGE GARCÍA RODRÍGUEZ, SECRETARIO.- DIP. MARÍA TERESITA DE JESÚS AGUILAR 

MARMOLEJO, SECRETARIA.- (Firmas)  

 

En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b), de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67 fracción II, del Estatuto de Gobierno 

del Distrito Federal, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio, 

en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México, a los veintinueve 

días del mes de mayo de dos mil seis.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, LIC. ALEJANDRO 

DE JESÚS ENCINAS RODRÍGUEZ.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, RICARDO RUIZ SUÁREZ.- 

FIRMA.  

 

 

TRANSITORIOS DEL DECRETO QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DEL NUEVO 

CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES PARA EL 

DISTRITO FEDERAL, DE LA LEY DE CULTURA CÍVICA DEL DISTRITO FEDERAL Y DE LA LEY DE EJECUCIÓN 

DE SANCIONES PENALES PARA EL DISTRITO FEDERAL, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO 

FEDERAL EL 09 DE JUNIO DE 2006.  

 

PRIMERO.- Remítase al Jefe de Gobierno del Distrito Federal para su respectiva promulgación y 

publicación en la Gaceta Oficial del Distrito Federal.  

 

SEGUNDO.- El presente Decreto entrará en vigor sesenta días naturales siguientes al de su publicación en 

la Gaceta Oficial del Distrito Federal.  
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TERCERO.- Publíquese el presente Decreto en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y en el Diario Oficial de 

la Federación para su mayor difusión.  

 

CUATRO.- El Jefe de Gobierno del Distrito Federal expedirá el Reglamento que regule el Beneficio de 

Reclusión Domiciliaria mediante el Programa de Monitoreo Electrónico a Distancia, a más tardar sesenta 

días naturales después de la publicación del presente Decreto en la Gaceta oficial del Distrito Federal.  

 

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los veinticinco días del mes de abril del año 

dos mil seis.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. MARÍA GUADALUPE CHAVIRA DE LA ROSA, PRESIDENTA.- 

DIP. JORGE GARCÍA RODRÍGUEZ, SECRETARIO.- DIP. MARÍA TERESITA DE JESÚS AGUILAR 

MARMOLEJO, SECRETARIA.- (Firmas)  

 

En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b), de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67 fracción II, del Estatuto de Gobierno 

del Distrito Federal, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio, 

en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México, a los treinta días 

del mes de mayo de dos mil seis.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, LIC. ALEJANDRO DE 

JESÚS ENCINAS RODRÍGUEZ.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, RICARDO RUIZ SUÁREZ.- FIRMA.  

 

 

TRANSITORIOS DEL DECRETO QUE REFORMA DIVERSOS ARTÍCULOS DEL CÓDIGO PENAL Y DEL CÓDIGO 

CIVIL AMBOS PARA EL DISTRITO FEDERAL, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL 

EL 17 DE ENERO DE 2007.  

 

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial del 

Distrito Federal.  

 

SEGUNDO.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y para su mayor difusión en el Diario Oficial 

de la Federación.  

 

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los trece días del mes de diciembre del año 

dos mil seis. POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. VÍCTOR HUGO CÍRIGO VÁSQUEZ, PRESIDENTE.- DIP. 

ENRIQUE VARGAS ANAYA, SECRETARIO.- DIP. MARGARITA MARÍA MARTÍNEZ FISHER, SECRETARIA.- 

Firmas.  

 

En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, base segunda, fracción II, inciso b), de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67, fracción II, del Estatuto de Gobierno 

del Distrito Federal, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio, 

en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México, a los quince días 

del mes de enero del año dos mil siete. EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, MARCELO LUIS 

EBRARD CASAUBON.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, JOSÉ ÁNGEL ÁVILA PÉREZ.- FIRMA.  

 

 

TRANSITORIOS DEL DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS 

DISPOSICIONES DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO FEDERAL; DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS 

CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL Y DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, PUBLICADO EN 

LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL EL 02 DE FEBRERO DE 2007.  
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PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al siguiente día de su publicación en la Gaceta Oficial del 

Distrito Federal.  

 

SEGUNDO.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y para su mayor difusión en el Diario Oficial 

de la Federación.  

 

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los veintiocho días del mes de diciembre del 

año dos mil seis.- POR LA MESA DIRECTIVA.-DIP. VÍCTOR HUGO CÍRIGO VÁSQUEZ, PRESIDENTE.- DIP. 

ENRIQUE VARGAS ANAYA, SECRETARIO.- DIP. MARGARITA MARÍA MARTÍNEZ FISHER, SECRETARIA.- 

Firmas.  

 

En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, base segunda, fracción II, inciso b), de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67, fracción II, del Estatuto de Gobierno 

del Distrito Federal, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio, 

en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México, a los treinta días 

del mes de enero del año dos mil siete. EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, MARCELO LUIS 

EBRARD CASAUBON.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO.- JOSÉ ÁNGEL ÁVILA PÉREZ.- FIRMA.  

 

 

TRANSITORIOS DEL DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL 

Y SE ADICIONA LA LEY DE SALUD PARA EL DISTRITO FEDERAL, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DEL 

DISTRITO FEDERAL EL 26 DE ABRIL DE 2007.  

 

PRIMERO. Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y en el Diario Oficial de la Federación para su 

mayor difusión.  

 

SEGUNDO. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial del 

Distrito Federal.  

 

TERCERO. El Jefe de Gobierno del Distrito Federal, deberá expedir la adecuación a los Lineamientos 

Generales de Organización y Operación de los Servicios de Salud relacionados con la interrupción del 

embarazo en el Distrito Federal, en un lapso de 60 días hábiles.  

 

CUARTO. El Jefe de Gobierno del Distrito Federal promoverá convenios de colaboración para obtener 

recursos adicionales que permitan atender el derecho de la mujer a la salud sexual y reproductiva.  

 

QUINTO. La Asamblea Legislativa del Distrito Federal realizará una amplia campaña informativa sobre las 

reformas aprobadas en este decreto.  

 

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los veinticuatro días del mes de abril del año 

dos mil siete. POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. RAMÓN JIMÉNEZ LÓPEZ, PRESIDENTE.- DIP. EDY ORTÍZ 

PIÑA, SECRETARIO.- DIP. CELINA SAAVEDRA ORTEGA, SECRETARIA.- Firmas.  

 

En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, base segunda, fracción II, inciso b), de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67, fracción II, del Estatuto de Gobierno 

del Distrito Federal, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio, 

en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México, a los veinticinco 

días del mes de abril del año dos mil siete. EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, MARCELO LUIS 

EBRARD CASAUBON.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, JOSÉ ÁNGEL ÁVILA PÉREZ.- FIRMA.- EL 
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SECRETARIO DE SALUD, MANUEL MONDRAGÓN Y KALB.- FIRMA.- LA SECRETARIA DEL MEDIO 

AMBIENTE, MARTHA DELGADO PERALTA.- FIRMA.- LA SECRETARIA DE DESARROLLO ECONÓMICO, 

LAURA VELÁZQUEZ ALZÚA.- FIRMA.  

 

 

TRANSITORIOS DEL DECRETO POR EL QUE SE CREA LA LEY DEL FONDO DE APOYO A LA PROCURACIÓN 

DE JUSTICIA EN EL DISTRITO FEDERAL Y REFORMA EL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL; 

ADICIONA Y REFORMA EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES PARA EL DISTRITO FEDERAL; 

REFORMA LA LEY DE ATENCIÓN Y APOYO A LAS VÍCTIMAS DEL DELITO PARA EL DISTRITO FEDERAL; Y 

REFORMA, DEROGA Y ADICIONA EL CÓDIGO FINANCIERO DEL DISTRITO FEDERAL, PUBLICADO EN LA 

GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL EL 17 DE MAYO 2007.  

 

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial del 

Distrito Federal.  

 

SEGUNDO. Los vehículos automotores de cualquier tipo que se encuentran a disposición de las 

autoridades ministeriales o judiciales en los depósitos destinados a tal efecto, y que no hayan sido 

reclamados por su propietarios hasta el mes de diciembre de dos mil cinco, se pondrán inmediatamente a 

la venta, conforme a las disposiciones administrativas aplicables, imponiendo la obligación a quienes los 

adquieran de destruirlos totalmente, para hacer uso únicamente de los metales que de su compactación y 

reciclamiento se obtengan.  

 

TERCERO. Los bienes muebles, tales como mobiliario, equipo, joyas, obras de arte, electrodomésticos y de 

cualquier otra especie, a disposición de las autoridades mencionadas en el transitorio precedente, no 

reclamados hasta diciembre de dos mil cinco, se pondrán también inmediatamente a la venta.  

 

Los productos de las enajenaciones relacionadas en los artículos transitorios anteriores, se depositarán en 

la cuenta de fondos propios del Fondo de Apoyo a la Procuración de Justicia, y treinta días naturales 

después de la constitución del fideicomiso correspondiente, se entregará la parte que corresponde al 

Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, para que a su vez deposite los recursos en el apartado de 

fondos propios del Fondo de Apoyo a la Administración de Justicia.  

 

CUARTO. La Procuraduría General de Justicia, notificará a través de una publicación en la Gaceta de 

Gobierno del Distrito Federal, una relación de los depositantes del dinero en efectivo, y en billetes de 

depósito, que tenga a su disposición hasta el mes de diciembre de dos mil seis, a efecto de que pasen los 

interesados a recoger dichas cantidades en la Oficialía Mayor de la Procuraduría, en un plazo no mayor de 

15 días, apercibiéndose que para el caso de no hacerlo el dinero ingresará al Fondo de Apoyo a la 

Procuración de Justicia, para todos los efectos legales procedentes.  

 

QUINTO. El Jefe de Gobierno del Distrito Federal, deberá expedir el reglamento de la presente Ley en el 

término de 30 días posteriores a la entrada en vigor del presente decreto.  

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los doce días del mes de abril del año dos mil 

siete. POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. RAMÓN JIMÉNEZ LÓPEZ, PRESIDENTE.- DIP. EDY ORTÍZ PIÑA, 

SECRETARIO.- DIP. CELINA SAAVEDRA ORTEGA, SECRETARIA.-Firmas.  

 

En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, base segunda, fracción II, inciso b), de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67, fracción II, del Estatuto de Gobierno 

del Distrito Federal, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio, 

en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México a los dos días del 
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mes de mayo del año dos mil siete. EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, MARCELO LUIS 

EBRARD CASAUBON.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, JOSÉ ÁNGEL ÁVILA PÉREZ.- FIRMA.- EL 

SECRETARIO DE FINANZAS, MARIO MARTÍN DELGADO CARRILLO.-FIRMA.  

 

 

TRANSITORIOS DEL DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSOS ARTÍCULOS DEL 

CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO 

FEDERAL EL 16 DE AGOSTO DE 2007.  

 

PRIMERO.- Publíquese en al Gaceta Oficial del Distrito Federal y en el Diario Oficial de la Federación para 

su mayor difusión.  

 

SEGUNDO.- El presente decreto entrará en vigor el día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial de 

Distrito Federal.  

 

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los veintiocho días del mes de junio del año 

dos mil siete. POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. MAURICIO ALONSO TOLEDO GUTIÉRREZ, PRESIDENTE.- 

DIP. JUAN RICARDO GARCÍA HERNÁNDEZ, SECRETARIO.- DIP. ELVIRA MURILLO MENDOZA, 

SECRETARIA.- Firmas.  

 

En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, base segunda, fracción II, inciso b), de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67, fracción II, inciso b), de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67, fracción II, del Estatuto de Gobierno del Distrito 

Federal, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio, en la 

Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México a los veinticuatro días 

del mes de julio del año dos mil siete. EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, MARCELO LUIS 

EBRARD CASAUBON.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO.- JOSÉ ÁNGEL ÁVILA PÉREZ.- FIRMA.  

 

 

TRANSITORIOS DEL DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, DEROGAN Y ADICIONAN DIVERSOS 

ARTÍCULOS DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL Y SE ADICIONA EL CÓDIGO DE 

PROCEDIMIENTOS PENALES PARA EL DISTRITO FEDERAL, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DEL 

DISTRITO FEDERAL EL 26 DE SEPTIEMBRE DE 2007.  

 

PRIMERO.- Publíquese en al Gaceta Oficial del Distrito Federal y en el Diario Oficial de la Federación para 

su mayor difusión.  

 

SEGUNDO.- El presente decreto entrará en vigor el día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial de 

Distrito Federal.  

 

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los veintiocho días del mes de junio del año 

dos mil siete. POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. MAURICIO ALONSO TOLEDO GUTIÉRREZ, PRESIDENTE.- 

DIP. JUAN RICARDO GARCÍA HERNÁNDEZ, SECRETARIO.- DIP. ELVIRA MURILLO MENDOZA, 

SECRETARIA.- Firmas.  

 

En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, base segunda, fracción II, inciso b), de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67, fracción II, del Estatuto de Gobierno 

del Distrito Federal, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio, 

en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México, a los veinticuatro 
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días del mes de septiembre del año dos mil siete.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, 

MARCELO LUIS EBRARD CASAUBON.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, JOSÉ ÁNGEL ÁVILA 

PÉREZ.- FIRMA.  

 

 

DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA Y REFORMA EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES PARA EL 

DISTRITO FEDERAL Y SE REFORMA EL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, PUBLICADO EN LA 

GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL EL 21 DE DICIEMBRE DE 2007.  

 

Primero. Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y en el Diario Oficial de la Federación para su 

mayor difusión.  

 

Segundo. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial del 

Distrito Federal.  

 

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los veintinueve días del mes de noviembre 

del año dos mil siete. POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. RAÚL ALEJANDRO RAMÍREZ RODRÍGUEZ, 

PRESIDENTE.- DIP. SERGIO MIGUEL CEDILLO FERNÁNDEZ, SECRETARIO.- DIP. MIGUEL ÁNGEL ERRASTI 

ARANGO, SECRETARIO.- Firmas.  

 

En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, base segunda, fracción II, inciso b), de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67, fracción II del Estatuto de Gobierno 

del Distrito Federal, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio, 

en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México a los siete días del 

mes de diciembre del año dos mil siete.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, MARCELO LUIS 

EBRARD CASAUBON.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, JOSÉ ÁNGEL ÁVILA PÉREZ.- FIRMA.  

 

 

TRANSITORIOS DEL DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY DE VOLUNTAD ANTICIPADA PARA EL 

DISTRITO FEDERAL; SE ADICIONA EL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL Y SE ADICIONA LA LEY 

DE SALUD PARA EL DISTRITO FEDERAL, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL EL 

07 DE ENERO DE 2008.  

 

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial del 

Distrito Federal.  

 

SEGUNDO.- A partir de la entrada en vigor de la presente Decreto, se derogan las demás disposiciones que 

contravengan al mismo.  

 

TERCERO.- El Jefe de Gobierno del Distrito Federal tendrá 90 días naturales para emitir el Reglamento y los 

Lineamientos conducentes para la aplicación de la presente ley.  

 

CUARTO.- El Jefe de Gobierno del Distrito Federal, deberá realizar a más tardar en 90 días naturales las 

adecuaciones correspondientes al Reglamento Interior de la Secretaría de Salud del Distrito Federal, para 

proveer en la esfera administrativa lo relativo a la creación de la Coordinación Especializada en materia de 

Voluntad Anticipada.  

 

QUINTO.- El Jefe de Gobierno del Distrito Federal deberá suscribir el convenio de colaboración 

correspondiente con el Colegio de Notarios a efecto de garantizar el cumplimiento de las disposiciones de 
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la Ley de Voluntad Anticipada para el Distrito Federal y asegurar el menor costo posible de los honorarios 

correspondientes al Documento contenido en ella, así como la inclusión de la suscripción del mismo en las 

Jornadas Notariales.  

 

SEXTO.- La Asamblea Legislativa del Distrito Federal, deberá establecer en el Presupuesto de Egresos para 

el ejercicio fiscal 2008, los recursos presupuestales correspondientes y suficientes para la operación y 

difusión de la Ley de Voluntad Anticipada para el Distrito Federal.  

 

SÉPTIMO.- Una vez que el Centro Local de Trasplantes inicie sus operaciones, la Coordinación 

Especializada en materia de Voluntad Anticipada, continuará con la realización y ejecución de las 

disposiciones establecidas en la Ley de Voluntad Anticipada para el Distrito Federal, en materia de 

Donación y Trasplante de Órganos y Tejidos, y fungirá como coadyuvante de éste en los términos de dicha 

Ley y las disposiciones vigentes en materia de salud.  

 

OCTAVO.- El Jefe de Gobierno del Distrito Federal, deberá suscribir los convenios de coordinación de 

acciones correspondientes con la Secretaría de Salud Federal, El Centro Nacional de Trasplantes y los 

Centros Estatales de Trasplantes, a efecto de garantizar el cumplimiento de las disposiciones establecidas 

en la Ley de Voluntad Anticipada para el Distrito Federal, en materia de Trasplantes y Donación de Órganos 

y Tejidos, con base en lo dispuesto por la Ley General de Salud en lo conducente y aplicable.  

 

NOVENO.- Publíquese el presente Decreto en el Diario Oficial de la Federación para su mayor difusión.  

 

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los cuatro días del mes de diciembre del año 

dos mil siete.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. KENIA LÓPEZ RABADÁN, PRESIDENTA.- DIP. MARÍA ELBA 

GÁRFIAS MALDONADO, SECRETARIA.- DIP. ALFREDO VINALAY MORA, SECRETARIO.- (Firmas)  

 

En cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 122, Apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b), de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67, fracción II del Estatuto de Gobierno del 

Distrito Federal, y para su debida publicación y observancia expido el presente Decreto Promulgatorio, en 

la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México, a los diecinueve días 

del mes de diciembre del año dos mil siete.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, MARCELO 

LUIS EBRARD CASAUBON.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, JOSÉ ÁNGEL ÁVILA PÉREZ.- FIRMA.- 

EL SECRETARIO DE SALUD, MANUEL MONDRAGÓN Y KALB.- FIRMA.  

 

 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, PUBLICADO EN LA 

GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL EL 08 DE ENERO DE 2008.  

 

ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforman los artículos 231, 236 y 254 del código Penal para el Distrito Federal, para 

quedar como sigue:  

 

PRIMERO. Publíquese en la gaceta oficial del distrito federal.  

 

SEGUNDO. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial del 

Distrito Federal.  

 

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los trece días del mes de diciembre del año 

dos mil siete. POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. KENIA LÓPEZ RABADÁN, PRESIDENTA.- DIP. MARÍA ELBA 

GÁRFIAS MALDONADO, SECRETARIA.- DIP. ALFREDO VINALAY MORA, SECRETARIO.- Firmas.  
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En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, base segunda, fracción II, inciso b), de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67, fracción II, del Estatuto de Gobierno 

del Distrito Federal, para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio 

en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México, a los veinte días 

del mes de diciembre del año dos mil siete. EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, MARCELO 

LUIS EBRARD CASAUBON.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, JOSÉ ÁNGEL ÁVILA PÉREZ..- FIRMA.  

 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN EL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO 

FEDERAL; LA LEY DE CULTURA CÍVICA DEL DISTRITO FEDERAL; EL CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO 

FEDERAL; EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL; LA LEY DE LA 

DEFENSORÍA DE OFICIO DEL DISTRITO FEDERAL Y LA LEY ORGÁNICA DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE 

JUSTICIA DEL DISTRITO FEDERAL, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL EL 13 DE 

MARZO DE 2008.  

 

ARTÍCULO PRIMERO.- Se adiciona un párrafo segundo al artículo 240 y se reforma el artículo 242 del Código 

Penal para el Distrito Federal, para quedar como sigue:  

 

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor el día primero de julio del año dos mil ocho.  

 

SEGUNDO.- La Asamblea Legislativa del Distrito Federal, autorizará a la Administración Pública del Distrito 

Federal, los recursos materiales y financieros necesarios para que la Consejería Jurídica y de Servicios 

Legales, dé cumplimiento al contenido de este Decreto.  

 

TERCERO.- Las personas que hayan sufrido únicamente daños causados culposamente con motivo del 

tránsito de vehículos antes de la entrada en vigor de este Decreto y de los que no se haya presentado 

querella ante la autoridad ministerial, podrán, en caso que así lo deseen, demandar su pago ante del Juez 

de Paz Civil competente, de acuerdo al nuevo procedimiento previsto en el presente Decreto y dentro del 

plazo de un año contado a partir que ocurrieron los hechos.  

 

CUARTO.- Las averiguaciones previas que se encuentren en integración a la entrada en vigor del presente 

Decreto y los procedimientos penales donde aún no se haya dictado el auto de sujeción a proceso, iniciados 

únicamente por el delito de daño a la propiedad culposo por el tránsito de vehículos, deberán ser remitidos 

al Juez Cívico competente por razón de territorio, para que los agraviados que así lo soliciten puedan ser 

auxiliados por la Defensoría de Oficio en la presentación de la demanda correspondiente.  

 

Cuando los agraviados no requieran el apoyo de los defensores de oficio, previa solicitud, se les entregará 

copia certificada de lo actuado para que hagan valer sus intereses en el momento y en la instancia que 

consideren conveniente, dentro del plazo de un año.  

 

Las obligaciones para los involucrados en los hechos de tránsito por la devolución en depósito de los 

vehículos, a que se refiere el artículo 100 del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal, 

subsisten para quienes los hayan recibido antes de la entrada en vigor del presente Decreto, a favor de los 

Jueces Cívicos y de Paz Civil que sigan conociendo de esos hechos.  

 

QUINTO.- Los procesos penales, donde el auto de sujeción a proceso se haya emitido únicamente por el 

delito de daño a la propiedad culposo con motivo del tránsito de vehículos, deberán ser enviados al Juez 

de Paz Civil competente por territorio.  
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El Juez de Paz Civil notificará personalmente a la parte agraviada para que dentro del término de cinco días 

formule la demanda de pago de daños culposos causados con motivo del tránsito de vehículos y una vez 

que la reciba, dictará el acuerdo y continuará el proceso como lo señala el presente Decreto. La Defensoría 

de Oficio brindará la asistencia legal para todos los agraviados que así se lo soliciten.  

 

SEXTO.- El Jefe de Gobierno del Distrito Federal deberá emitir los ordenamientos administrativos 

necesarios para instrumentar el presente Decreto, para que entren en vigor el mismo día que este 

instrumento.  

 

SÉPTIMO.- El Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal deberá realizar las adecuaciones 

administrativas y laborales para que se cumpla el procedimiento seguido ante los Jueces de Paz Civil que 

señala este Decreto en los términos y plazos allí señalados y entren en vigor el mismo día que este 

 

 

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los veintiséis días del mes de febrero del año 

dos mil ocho.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. JORGE FEDERICO SCHIAFFINO ISUNZA, PRESIDENTE.- 

DIP. DANIEL SALAZAR NUÑEZ, SECRETARIO.- DIP. MARGARITA MARÍA MARTÍNEZ FISHER, SECRETARIA.- 

(Firmas)  

 

En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, Apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b), de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67, fracción II, del Estatuto de Gobierno 

del Distrito Federal, para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio, 

en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México, a los cuatro días 

del mes de marzo del año dos mil ocho.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, MARCELO LUIS 

EBRARD CASAUBON.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, JOSÉ ÁNGEL ÁVILA PÉREZ.- FIRMA.  

 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, PUBLICADO EN LA 

GACETA OFICIAL DEL DISTRTITO FEDERAL EL 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009.  

 

ÚNICO.- Se adiciona la fracción VIII del artículo 138 del Código Penal para el Distrito Federal, para quedar 

como sigue:  

 

TRANSITORIOS 

 

PRIMERO.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y en el Diario Oficial de la Federación para 

su mayor difusión.  

 

SEGUNDO.- El presente decreto entrará en vigor el día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial del 

Distrito Federal.  

 

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los veinte días del mes de agosto del año dos 

mil nueve.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. ISAÍAS VILLA GONZÁLEZ, PRESIDENTE.- DIP. AVELINO 

MÉNDEZ RANGEL, SECRETARIO.- DIP. ELVIRA MURILLO MENDOZA, SECRETARIA.- FIRMAS.  

 

En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b), de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67, fracción II, del Estatuto de Gobierno 

del Distrito Federal, para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio, 

en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México, a los veintiocho 
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días del mes de agosto del año dos mil nueve.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, MARCELO 

LUIS EBRARD CASAUBON.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, JOSE ÁNGEL ÁVILA PEREZ.- FIRMA. 

 

 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 163 BIS DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO 

FEDERAL, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRTITO FEDERAL EL 19 DE ENERO DE 2010.  

 

ÚNICO.- Se reforma el artículo 163 Bis del Código Penal para el Distrito Federal, para quedar como sigue:  

 

TRANSITORIOS 

 

PRIMERO. - Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y para su mayor difusión en el Diario Oficial 

de la Federación. 

 

SEGUNDO. - El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial del 

Distrito Federal.  

 

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los diecisiete días del mes de diciembre del 

año dos mil nueve.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. LIZBETH EUGENIA ROSAS MONTERO, PRESIDENTA.- 

DIP. MARÍA DE LOURDES AMAYA REYES, SECRETARIA.- DIP. RAFAEL CALDERÓN JIMÉNEZ, SECRETARIO  

 

En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b), de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67, fracción II, del Estatuto de Gobierno 

del Distrito Federal, para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio 

en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México, a los cuatro días 

del mes de enero del año dos mil diez.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, MARCELO LUIS 

EBRARD CASAUBON.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, JOSÉ ÁNGEL ÁVILA PÉREZ.- FIRMA.  

 

 

DECRETO POR EL QUE SE ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES AL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO 

FEDERAL, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRTITO FEDERAL EL 19 DE JULIO DE 2010.  

 

ARTÍCULO ÚNICO.- Se crea el Capítulo III en el Título Décimo Segundo del Código Penal para el Distrito 

Federal, para quedar en los siguientes términos:  

 

TRANSITORIOS 

 

PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial del 

Distrito Federal.  

 

SEGUNDO.- Publíquese el presente en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y en el Diario Oficial de la 

Federación para su mayor difusión.  

 

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los veintinueve días del mes de junio del año 

dos mil diez.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. AXEL VÁZQUEZ BURGETTE, PRESIDENTA.- DIP. MA. 

NATIVIDAD PATRICIA RAZO VÁZQUEZ, SECRETARIA.- DIP. JOSÉ MANUEL RENDÓN OBERHAUSER, 

SECRETARIO.- FIRMAS.  

 



 
     

      CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL 
 

CONSEJERÍA JURÍDICA Y DE SERVICIOS LEGALES 
 

En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b), de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67, fracción II, del Estatuto de Gobierno 

del Distrito Federal, para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio 

en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México, a los dieciséis días 

del mes de julio del año dos mil diez.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, MARCELO LUIS 

EBRARD CASAUBON.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, JOSÉ ÁNGEL ÁVILA PÉREZ.- FIRMA. 

 

 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE EXTINCIÓN DE DOMINIO 

PARA EL DISTRITO FEDERAL, EL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL Y DE LA LEY CONTRA LA 

DELINCUENCIA ORGANIZADA PARA EL DISTRITO FEDERAL, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DEL 

DISTRTITO FEDERAL EL 19 DE JULIO DE 2010.  

 

ARTÍCULO SEGUNDO.- Se reforma el artículo 254 del Código Penal para el Distrito Federal, para quedar 

como sigue:  

 

TRANSITORIOS 

 

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor a los treinta días siguiente a su publicación en la Gaceta 

Oficial del Distrito Federa.  

 

SEGUNDO.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y en el Diario Oficial de la Federación para 

su mayor difusión.  

 

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los veintinueve días del mes de junio del año 

dos mil diez.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. AXEL VÁZQUEZ BURGETTE, PRESIDENTA.- DIP. MA. 

NATIVIDAD PATRICIA RAZO VÁZQUEZ, SECRETARIA.- DIP. JOSÉ MANUEL RENDÓN OBERHAUSER, 

SECRETARIO.- FIRMAS  

En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b), de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67, fracción II, del Estatuto de Gobierno 

del Distrito Federal, para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio 

en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México, a los dieciséis días 

del mes de julio del año dos mil diez.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, MARCELO LUIS 

EBRARD CASAUBON.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, JOSÉ ÁNGEL ÁVILA PÉREZ.- FIRMA. 

 

 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN DIVERSAS DISPOSICIONES DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO 

FEDERAL, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRTITO FEDERAL EL 19 DE JULIO DE 2010.  

 

ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforman los artículos 187 y 188 del Código Penal para el Distrito Federal, para 

quedar como sigue:  

 

TRANSITORIOS 

 

PRIMERO. - El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial del 

Distrito Federal.  

 

SEGUNDO. - Publíquese para su mayor difusión en el Diario Oficial de la Federación.  
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Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los veintinueve días del mes de junio del año 

dos mil diez.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. AXEL VÁZQUEZ BURGETTE, PRESIDENTA.- DIP. MA. 

NATIVIDAD PATRICIA RAZO VÁZQUEZ, SECRETARIA.- DIP. JOSÉ MANUEL RENDÓN OBERHAUSER, 

SECRETARIO.- FIRMAS.  

 

En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b), de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67, fracción II, del Estatuto de Gobierno 

del Distrito Federal, para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio 

en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México, a los dieciséis días 

del mes de julio del año dos mil diez.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, MARCELO LUIS 

EBRARD CASAUBON.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, JOSÉ ÁNGEL ÁVILA PÉREZ.- FIRMA.  

 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DEL CÓDIGO PENAL 

PARA EL DISTRITO FEDERAL, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRTITO FEDERAL EL 19 DE 

JULIO DE 2010.  

 

ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforma el artículo 173 del Código Penal para el Distrito Federal, y se adicionan dos 

párrafos al mismo numeral, para quedar como sigue:  

 

TRANSITORIOS 

 

PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial del 

Distrito Federal.  

 

SEGUNDO.- Publíquese el presente en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y en el Diario Oficial de la 

Federación para su mayor difusión.  

 

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los veintinueve días del mes de junio del año 

dos mil diez.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. AXEL VÁZQUEZ BURGETTE, PRESIDENTA.- DIP. MA. 

NATIVIDAD PATRICIA RAZO VÁZQUEZ, SECRETARIA.- DIP. JOSÉ MANUEL RENDÓN OBERHAUSER, 

SECRETARIO.- FIRMAS  

 

En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b), de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67, fracción II, del Estatuto de Gobierno 

del Distrito Federal, para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio 

en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México, a los dieciséis días 

del mes de julio del año dos mil diez.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, MARCELO LUIS 

EBRARD CASAUBON.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, JOSÉ ÁNGEL ÁVILA PÉREZ.- FIRMA.  

 

 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DEL CÓDIGO PENAL 

PARA EL DISTRITO FEDERAL Y DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES PARA EL DISTRITO 

FEDERAL, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRTITO FEDERAL EL 19 DE JULIO DE 2010.  

 

ARTÍCULO ÚNICO. - Se reforman los artículos 54, 55 y 250 del Código Penal para el Distrito Federal, para 

quedar como sigue:  

 

TRANSITORIOS 
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PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente a su publicación en la Gaceta Oficial del 

Distrito Federa.  

 

SEGUNDO.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y en el Diario Oficial de la Federación para 

su mayor difusión.  

 

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los veintinueve días del mes de junio del año 

dos mil diez.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. AXEL VÁZQUEZ BURGETTE, PRESIDENTA.- DIP. MA. 

NATIVIDAD PATRICIA RAZO VÁZQUEZ, SECRETARIA.- DIP. JOSÉ MANUEL RENDÓN OBERHAUSER, 

SECRETARIO.- FIRMAS.  

En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b), de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67, fracción II, del Estatuto de Gobierno 

del Distrito Federal, para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio 

en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México, a los dieciséis días 

del mes de julio del año dos mil diez.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, MARCELO LUIS 

EBRARD CASAUBON.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, JOSÉ ÁNGEL ÁVILA PÉREZ.- FIRMA..  

 

DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA LA FRACCIÓN VI, AL ARTÍCULO 108 DEL CÓDIGO PENAL PARA EL 

DISTRITO FEDERAL, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRTITO FEDERAL EL 22 DE JULIO DE 

2010.  

 

ARTÍCULO ÚNICO.- Se adiciona la fracción VI, al artículo 108 del Código Penal para el Distrito Federal, para 

quedar como sigue:  

 

TRANSITORIOS 

 

Primero.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial del 

Distrito Federal.  

 

Segundo.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y para su mayor difusión en el Diario Oficial 

de la Federación.  

 

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los veintinueve días del mes de junio del año 

dos mil diez.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. AXEL VÁZQUEZ BURGETTE, PRESIDENTA.- DIP. MA. 

NATIVIDAD PATRICIA RAZO VÁZQUEZ, SECRETARIA.- DIP. JOSÉ MANUEL RENDÓN OBERHAUSER, 

SECRETARIO.- FIRMAS.  

 

En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b), de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67, fracción II, del Estatuto de Gobierno 

del Distrito Federal, para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio 

en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México, a los 21 días del 

mes de julio del año dos mil diez.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, MARCELO LUIS 

EBRARD CASAUBON.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, JOSÉ ÁNGEL ÁVILA PÉREZ.- FIRMA.  

 

 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 188 BIS DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO 

FEDERAL, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRTITO FEDERAL EL 20 DE ENERO DE 2011.  
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ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforma el artículo 188 Bis, del Código Penal para el Distrito Federal, para quedar de 

la siguiente manera:  

TRANSITORIOS 

 

PRIMERO. - El presente decreto entrará en vigor al día siguiente a su publicación en la Gaceta Oficial del 

Distrito Federal.  

 

SEGUNDO. - Publíquese en la Gaceta Oficial del Gobierno del Distrito Federal y en el Diario Oficial de la 

Federación para su mayor difusión.  

 

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los catorce días del mes de diciembre del 

año dos mil diez.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. KAREN QUIROGA ANGUIANO, PRESIDENTA.- DIP. 

JUAN JOSÉ LARIOS MÉNDEZ, SECRETARIO.- DIP. JUAN CARLOS ZÁRRAGA SARMIENTO, SECRETARIO.- 

FIRMAS.  

 

En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b), de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67, fracción II, del Estatuto de Gobierno 

del Distrito Federal, para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio 

en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México, a los dieciocho 

días del mes de enero del año dos mil once.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, MARCELO 

LUIS EBRARD CASAUBON.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, JOSÉ ÁNGEL ÁVILA PÉREZ.- FIRMA.  

 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMA, ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS DISPOSICIONES DEL CÓDIGO 

PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL Y DE LA LEY DE CULTURA CÍVICA DEL DISTRITO FEDERAL, 

PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL EL 16 DE FEBRERO DE 2011.  

 

ARTÍCULO ÚNICO. - Se deroga la fracción I del artículo 130 del Código Penal para el Distrito Federal, para 

quedar como sigue:  

 

TRANSITORIOS 

 

PRIMERO. - Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal; y su para mayor difusión en el Diario Oficial 

de la Federación.  

 

SEGUNDO. - El presente Decreto entrará en vigor a los treinta días naturales posteriores a su publicación.  

 

TERCERO. - El Jefe de Gobierno del Distrito Federal, contará con noventa días naturales, a partir de la 

publicación del presente decreto, para realizar las adecuaciones necesarias al Reglamento de la Ley de 

Cultura Cívica del Distrito Federal.  

 

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los veinte días del mes de diciembre del año dos 

mil diez.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. KAREN QUIROGA ANGUIANO, PRESIDENTA.- DIP. JUAN JOSÉ 

LARIOS MÉNDEZ, SECRETARIO.- DIP. JUAN CARLOS ZÁRRAGA SARMIENTO, SECRETARIO.- FIRMAS.  

 

En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b), de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67, fracción II, del Estatuto de Gobierno 

del Distrito Federal, para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio 

en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México, a los quince días 

del mes de febrero del año dos mil once.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, MARCELO LUIS 
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EBRARD CASAUBON.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, JOSÉ ÁNGEL ÁVILA PÉREZ.- FIRMA.- EL 

SECRETARIO DE SEGURIDAD PÚBLICA, MANUEL MONDRAGÓN Y KALB.- FIRMA.  

 

 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DEL CÓDIGO PENAL 

PARA EL DISTRITO FEDERAL Y DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES PARA EL DISTRITO 

FEDERAL, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL EL 18 DE MARZO DE 2011.  

 

ARTÍCULO PRIMERO. Se reforman: la fracción I del artículo 45; el primer párrafo del artículo 61; la fracción 

VII del artículo 72; el primer párrafo del artículo 86; la fracción IV del artículo 90; el primer párrafo del artículo 

131; el artículo 136; la fracción VI del artículo 138; la denominación del TÍTULO SEGUNDO del Libro Segundo; 

el artículo 150; el artículo 151; el artículo 156; el artículo 157; la fracción III del artículo 178; el artículo 179; 

la denominación del Capítulo VI del TITULO QUINTO del Libro Segundo; el tercer párrafo del artículo 181 

bis; la denominación del TÍTULO OCTAVO del Libro Segundo; el artículo 200; el artículo 201, y la fracción I 

del artículo 270; y se adicionan las fracciones V y VI al artículo 31; un párrafo a la fracción I del artículo 45, 

denominación del capítulo XIV del TÍTULO TERCERO; el artículo 69 bis del Capítulo XIV; un inciso e) a la 

fracción I del artículo 138; el artículo 151 Bis y 151 Ter; el artículo 157 Bis; un último párrafo al artículo 173; 

un último párrafo al artículo 174; las fracciones VII y VIII al artículo 178; un segundo párrafo al artículo 187; 

el artículo 200 bis, y la fracción III al artículo 269, del Código Penal para el Distrito Federal, para quedar 

como sigue:  

 

TRANSITORIOS 

 

PRIMERO. Túrnese el presente Decreto al Jefe de Gobierno para efectos de su promulgación y publicación.  

 

SEGUNDO. Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal, y para su mayor difusión, en el Diario Oficial 

de la Federación.  

 

TERCERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de publicación.  

 

 

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los veinticuatro días del mes de febrero del año 

dos mil once.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. JOSÉ MANUEL RENDÓN OBERHAUSER, PRESIDENTE.- 

DIP. VÍCTOR HUGO ROMO GUERRA, SECRETARIO.- DIP. JORGE PALACIOS ARROYO, SECRETARIO.- 

FIRMAS.  

 

En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b), de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67, fracción II, del Estatuto de Gobierno 

del Distrito Federal, para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio 

en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México, a los diecisiete 

días del mes de marzo del año dos mil once.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, MARCELO 

LUIS EBRARD CASAUBON.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, JOSÉ ÁNGEL ÁVILA PÉREZ.- FIRMA.  

 

 

DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA EL ARTÍCULO 233 BIS AL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO 

FEDERAL, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL EL 15 DE JUNIO DE 2011.  

 

PRIMERO.- Se adiciona el artículo 233 Bis al Código Penal para el Distrito Federal, para quedar como sigue.  
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TRANSITORIOS 

 

PRIMERO: El presente decreto entrará en vigor el día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial del 

Distrito Federal.  

 

SEGUNDO: Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y en el Diario Oficial de la Federación para 

su mayor difusión.  

 

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los veintiocho días del mes de abril del año dos 

mil once.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. ROCÍO BARRERA BADILLO, PRESIDENTA.- DIP. CLAUDIA 

ELENA ÁGUILA TORRES, SECRETARIA.- DIP. JUAN CARLOS ZÁRRAGA SARMIENTO, SECRETARIO.- 

FIRMAS.  

 

En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b), de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67, fracción II, del Estatuto de Gobierno 

del Distrito Federal, para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio 

en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México, a los catorce días 

del mes de junio del año dos mil once.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, MARCELO LUIS 

EBRARD CASAUBON.- FIRMA.-EL SECRETARIO DE GOBIERNO, JOSÉ ÁNGEL ÁVILA PÉREZ.- FIRMA.  

 

 

DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA UN PÁRRAFO Y SE REFORMA EL ÚLTIMO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 

200 DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO 

FEDERAL EL 24 DE JUNIO DE 2011  

 

ARTÍCULO ÚNICO.- Se adiciona el párrafo tercero, recorriéndose en su orden los actuales y se reforma el 

último párrafo del artículo 200 del Código Penal para el Distrito Federal, para quedar como sigue:  

 

TRANSITORIOS 

 

PRIMERO.- Publíquese el presente Decreto en la Gaceta Oficial del Distrito Federal.  

 

SEGUNDO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial del 

Distrito Federal.  

 

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los veintiocho días del mes de abril del año dos 

mil once.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. ROCÍO BARRERA BADILLO, PRESIDENTA.- DIP. CLAUDIA 

ELENA ÁGUILA TORRES, SECRETARIA.- DIP. JUAN CARLOS ZÁRRAGA SARMIENTO, SECRETARIO.- 

FIRMA.  

 

En cumplimiento a lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b), de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67, fracción II, del Estatuto de Gobierno del 

Distrito Federal, para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio en la 

Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México, a los veintitres días del 

mes de junio del año dos mil once.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, MARCELO LUIS 

EBRARD CASAUBON.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, JOSÉ ÁNGEL ÁVILA PÉREZ.- FIRMA.  
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DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSOS ARTÍCULOS DEL CÓDIGO PENAL PARA EL 

DISTRITO FEDERAL, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL EL 27 DE JUNIO DE 2011  

 

PRIMERO.- Se reforman y adicionan diversos artículos del Código Penal para el Distrito Federal, para 

quedar como sigue:  

 

TRANSITORIOS 

 

PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor treinta días naturales después de su publicación en la 

Gaceta Oficial del Distrito Federal.  

 

SEGUNDO. - Publíquese en el Diario Oficial de la Federación para su mayor difusión.  

 

TERCERO.- Una vez entrado en vigor las presentes reformas háganse las modificaciones necesarias a los 

reglamentos de las leyes en que se llevan a cabo las referidas reformas y adiciones.  

 

CUARTO.- El Gobierno del Distrito Federal y los gobiernos delegacionales, llevarán a cabo una campaña de 

difusión intensa tanto en los medios publicitarios gratuitos a su disposición como en los medios impresos 

y electrónicos, para dar a conocer a la población el contenido del artículo 344 del Código Penal. Esta 

campaña dará comienzo al día siguiente de la publicación del presente Decreto.  

 

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los veintiocho días del mes de abril del año dos 

mil once.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. ROCÍO BARRERA BADILLO, PRESIDENTA.- DIP. CLAUDIA 

ELENA ÁGUILA TORRES.- SECRETARIA.- DIP. JUAN CARLOS ZÁRRAGA SARMIENTO, SECRETARIO. - 

FIRMAS.  

 

En cumplimiento a lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b), de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67, fracción II, del Estatuto de Gobierno del 

Distrito Federal, para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio en la 

Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México, a los veintitrés días del 

mes de junio del año dos mil once.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, MARCELO LUIS 

EBRARD CASAUBON.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, JOSÉ ÁNGEL ÁVILA PÉREZ.- FIRMA.  

 

 

DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY DEL SISTEMA DE PROTECCIÓN CIVIL DEL DISTRITO FEDERAL Y 

SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO 

FEDERAL, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL EL 08 DE JULIO DE 2011  

 

ARTÍCULO SEGUNDO: Se adiciona la fracción IV Bis al artículo 259; se reforma el tercer párrafo del artículo 

259; y se adiciona un tercer párrafo al artículo 267 del Código Penal para el Distrito Federal, para quedar 

como sigue:  

 

TRANSITORIOS 

 

PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación.  

 

SEGUNDO.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y en el Diario Oficial de la Federación, para 

su mayor difusión.  
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Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los once días del mes de mayo del año dos mil 

once.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. NORBERTO ASCENCIO SOLIS CRUZ, PRESIDENTE, DIP. JOSÉ 

VALENTÍN MALDONADO SALGADO, SECRETARIO.- DIP. JUAN CARLOS ZÁRRAGA SARMIENTO, 

SECRETARIO.- (Firmas)  

 

En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b), de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67, fracción II, del Estatuto de Gobierno 

del Distrito Federal, para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio 

en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México, a los seis días del 

mes de julio del año dos mil once.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, MARCELO LUIS 

EBRARD CASAUBON.- FIRMA.-EL SECRETARIO DE GOBIERNO, JOSÉ ÁNGEL ÁVILA PÉREZ.- FIRMA.- EL 

SECRETARIO DE DESARROLLO URBANO Y VIVIENDA, FELIPE LEAL FERNÁNDEZ.- FIRMA.- LA 

SECRETARIA DE DESARROLLO ECONÓMICO, LAURA VELÁZQUEZ ALZÚA.- FIRMA.- LA SECRETARIA DEL 

MEDIO AMBIENTE, MARTHA DELGADO PERALTA.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE OBRAS Y SERVICIOS, 

FERNANDO JOSÉ ABOITIZ SARO.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE DESARROLLO SOCIAL, MARTÍ BATRES 

GUADARRAMA.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE SALUD, JOSÉ ARMANDO AHUED ORTEGA.- FIRMA.- EL 

SECRETARIO DE FINANZAS, ARMANDO LÓPEZ CÁRDENAS.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE TRANSPORTES 

Y VIALIDAD, RAÚL ARMANDO QUINTERO MARTÍNEZ.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE SEGURIDAD PÚBLICA, 

MANUEL MONDRAGÓN Y KALB.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE TURISMO, ALEJANDRO ROJAS DÍAZ 

DURÁN.- FIRMA.- LA SECRETARIA DE CULTURA, ELENA CEPEDA DE LEÓN.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE 

PROTECCIÓN CIVIL, ELÍAS MIGUEL MORENO BRIZUELA.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE TRABAJO Y 

FOMENTO AL EMPLEO, BENITO MIRÓN LINCE.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE EDUCACIÓN, MARIO M. 

DELGADO CARRILLO.- FIRMA.- LA SECRETARÍA DE DESARROLLO RURAL Y EQUIDAD PARA LAS 

COMUNIDADES, MARÍA ROSAMÁRQUEZ CABRERA.- FIRMA.  

 

 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DEL CÓDIGO PENAL 

PARA EL DISTRITO FEDERAL Y DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES PARA EL DISTRITO 

FEDERAL, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL EL 26 DE JULIO DE 2011.  

 

ARTÍCULO PRIMERO.- Se reforma la denominación del TITULO PRIMERO DEL LIBRO SEGUNDO, se adiciona 

el CAPÍTULO VI intitulado FEMINICIDIO y el artículo 148 Bis al Código Penal del Distrito Federal, para quedar 

en los siguientes términos:  

 

TRANSITORIOS 

 

PRIMERO. - El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación.  

 

SEGUNDO.-. Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y para su mayor difusión en el Diario Oficial 

de la Federación  

 

TERCERO. - La Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal y el Tribunal Superior de Justicia del 

Distrito Federal, en el ámbito de sus competencias, deberán de elaborar el protocolo de investigación 

pericial, ministerial y policial del delito de feminicidio; la elaboración y publicación de dicho protocolo 

deberá realizarse en un plazo no mayor a noventa días naturales.  

 

En la elaboración del protocolo deberá considerarse los estándares internacionales en la materia con 

perspectiva de Género.  
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CUARTO. - La Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal y el Tribunal Superior de Justicia del 

Distrito Federal, en el ámbito de sus competencias, deberán capacitar continuamente al personal 

encargado de implementar los protocolos de investigación pericial, ministerial y policial del delito de 

feminicidio.  

 

QUINTO. - La Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal deberá en un plazo no mayor a seis 

meses poner en funcionamiento los registros a los que hace referencia el articulo 105 Ter del Código de 

Procedimientos Penales para el Distrito Federal, así como el Banco de Datos de Información Genética que 

establece el mismo precepto.  

 

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los veintinueve días del mes de junio del año dos 

mil once.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. GUILLERMO SÁNCHEZ TORRES, PRESIDENTE.- DIP. ARMANDO 

JIMÉNEZ HERNÁNDEZ, SECRETARIO.- DIP. JORGE PALACIOS ARROYO, SECRETARIO.- FIRMA.  

 

En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b), de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67, fracción II, del Estatuto de Gobierno 

del Distrito Federal, para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio 

en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México, a los veinticinco 

días del mes de julio del año dos mil once.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, MARCELO 

LUIS EBRARD CASAUBON.- FIRMA.-EL SECRETARIO DE GOBIERNO, JOSÉ ÁNGEL ÁVILA PÉREZ.- FIRMAS.  

 

 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DEL CÓDIGO CIVIL PARA 

EL DISTRITO FEDERAL Y SE REFORMA EL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, PUBLICADO EN 

LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL EL 18 DE AGOSTO DE 2011.  

 

ARTÍCULO SEGUNDO.- Se reforma el primer párrafo y se adiciona un párrafo cuarto al artículo 193 del 

Código Penal para el Distrito Federal, para quedar como sigue:  

 

TRANSITORIOS 

 

PRIMERO. - Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y para su mayor difusión en el Diario Oficial 

de la Federación.  

 

SEGUNDO. - El presente Decreto entrará en vigor a los 30 días siguientes de su publicación.  

 

TERCERO. - Se concede un plazo de noventa días, a partir de la entrada en vigor del presente decreto, para 

que se realicen las adecuaciones necesarias al Reglamento del Registro Civil.  

 

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los veintinueve días del mes de junio del año dos 

mil once.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. GUILLERMO SÁNCHEZ TORRES, PRESIDENTE.- DIP. ARMANDO 

JIMÉNEZ HERNÁNDEZ, SECRETARIO.- DIP. JORGE PALACIOS ARROYO, SECRETARIO.- FIRMAS.  

 

En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b), de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67, fracción II, del Estatuto de Gobierno 

del Distrito Federal, para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio 

en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México, a los veintisiete 

días del mes de julio del año dos mil once.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, MARCELO 

LUIS EBRARD CASAUBON.- FIRMA.-EL SECRETARIO DE GOBIERNO, JOSÉ ÁNGEL ÁVILA PÉREZ.- FIRMA  
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DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA LA FRACCIÓN III AL ARTÍCULO 185 DEL CÓDIGO PENAL PARA EL 

DISTRITO FEDERAL, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL EL 03 DE ABRIL DE 2012.  

 

PRIMERO.- Se adiciona la fracción III al artículo 185 del Código Penal para el Distrito Federal, para quedar 

como sigue:  

 

TRANSITORIOS 

 

Primero.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación.  

 

Segundo.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal para su debida observancia y aplicación.  

 

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los veinte días del mes de diciembre del año dos 

mil once.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. ALEJANDRO CARBAJAL GONZÁLEZ, PRESIDENTE.- DIP. 

GUILLERMO OROZCO LORETO, SECRETARIO.- DIP. GUILLERMO OCTAVIO HUERTA LING, SECRETARIO.  

 

En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b), de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67, fracción II, del Estatuto de Gobierno 

del Distrito Federal, para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio 

en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México, a los veintiséis 

días del mes de marzo del año dos mil doce.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, MARCELO 

LUIS EBRARD CASAUBON.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, JOSÉ ÁNGEL ÁVILA PÉREZ.- FIRMA.  

 

 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 287 DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, 

PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL EL 01 DE JUNIO DE 2012.  

 

Artículo Único.- Se reforma el artículo 287 del Código Penal del Distrito Federal, para quedar como sigue:  

 

TRANSITORIOS 

 

Primero.- El presente decreto entrará en vigor el día siguiente a su publicación en la Gaceta Oficial del 

Distrito Federal.  

 

Segundo.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y para mayor difusión en el Diario Oficial de 

la Federación.  

 

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los veintiséis días del mes de abril del año dos mil 

doce.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. JULIO CESAR MORENO RIVERA, PRESIDENTE.- DIP. JORGE 

PALACIOS ARROYO, SECRETARIO.- DIP. ERASTO ENSÁSTIGA SANTIAGO, SECRETARIO.- FIRMAS.  

 

En cumplimiento a lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b), de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67, fracción II, del Estatuto de Gobierno del 

Distrito Federal, para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio en la 

Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México, a los treinta y un días 

del mes de mayo de dos mil doce.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, MARCELO LUIS 

EBRARD CASAUBON.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, HÉCTOR SERRANO CORTÉS.- FIRMA.  
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DECRETO POR EL QUE SE DEROGAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DEL CÓDIGO PENAL PARA 

EL DISTRITO FEDERAL, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL EL 06 DE JUNIO DE 

2012.  

 

ARTÍCULO PRIMERO.- Se derogan el Capítulo III de Tortura, del TÍTULO VIGÉSIMO RELATIVO A LOS DELITOS 

EN CONTRA DEL ADECUADO DESARROLLO DE LA JUSTICIA COMETIDOS POR SERVIDORES PÚBLICOS; los 

artículos 294, 295, 296, 297 y 298 todos del Código Penal para el Distrito Federal, para quedar como sigue:  

 

TRANSITORIOS 

 

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación.  

 

SEGUNDO.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal para su debida observancia y aplicación.  

 

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los veintinueve días del mes de marzo del año dos 

mil doce.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. CARLO FABIAN PIZANO SALINAS, PRESIDENTE.- DIP. RAFAEL 

CALDERÓN JIMÉNEZ, SECRETARIO.- DIP. MARÍA NATIVIDAD PATRICIA RAZO VÁZQUEZ, SECRETARIA.- 

(Firma)  

 

En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b), de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67, fracción II, del Estatuto de Gobierno 

del Distrito Federal, para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio 

en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México, a los cinco días 

del mes de junio del año dos mil doce.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, MARCELO LUIS 

EBRARD CASAUBON.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, HÉCTOR SERRANO CORTÉS.- FIRMA.  

 

 

DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA UNA FRACCIÓN X DEL ARTÍCULO 223 DEL CÓDIGO PENAL PARA EL 

DISTRITO FEDERAL, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL EL 11 DE JUNIO DE 2012.  

 

ARTÍCULO ÚNICO.- Se adiciona una fracción X al artículo 223 del Código Penal para el Distrito Federal, para 

quedar como sigue:  

 

TRANSITORIOS 

 

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial del 

Distrito Federal.  

 

Segundo.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal para su debida observancia y publicación y 

para su mayor difusión publíquese en el Diario Oficial de la Federación.  

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los doce días del mes de abril del año dos mil 

doce.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. JULIO CESAR MORENO RIVERA, PRESIDENTE.- DIP. JORGE 

PALACIOS ARROYO, SECRETARIO.- DIP. ERASTO ENSÁSTIGA SANTIAGO, SECRETARIO.- FIRMAS.  

 

En cumplimiento a lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b), de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67, fracción II, del Estatuto de Gobierno del 

Distrito Federal, para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio en la 
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Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México, a los veintiocho días 

del mes de mayo de dos mil doce.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, MARCELO LUIS 

EBRARD CASAUBON.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, HÉCTOR SERRANO CORTÉS.- FIRMA.  

 

 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMA Y ADICIONA EL ARTÍCULO 33 DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO 

FEDERAL, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL EL 13 DE JUNIO DE 2012.  

 

Artículo Único.- Se reforma el tercer párrafo del artículo 33 del Código Penal para el Distrito Federal y se 

adiciona un último párrafo, para quedar como sigue:  

 

TRANSITORIOS 

 

Primero. Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal.  

 

Segundo. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial del 

Distrito Federal.  

 

Tercero. Se derogan todas aquellas disposiciones que se opongan al presente Decreto.  

 

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los veintiséis días del mes de abril del año dos mil 

doce.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. JULIO CESAR MORENO RIVERA, PRESIDENTE.- DIP. JORGE 

PALACIOS ARROYO, SECRETARIO.- DIP. ERASTO ENSÁSTIGA SANTIAGO, SECRETARIO.- FIRMAS.  

 

En cumplimiento a lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b), de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67, fracción II, del Estatuto de Gobierno del 

Distrito Federal, para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio en la 

Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México, a los ocho días del mes 

de junio de dos mil doce.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, MARCELO LUIS EBRARD 

CASAUBON.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, HÉCTOR SERRANO CORTÉS.- FIRMA.  

 

 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y DEROGAN DIVERSAS DISPOSICIONES DEL CÓDIGO PENAL PARA 

EL DISTRITO FEDERAL, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL EL 06 DE JULIO DE 

2012.  

 

Artículo Único.- Se reforman los artículos 132 y 190 Bis, primer párrafo; la denominación del CAPÍTULO VI, 

DEL TÍTULO SEXTO, DEL LIBRO SEGUNDO; y se deroga la fracción III del artículo 200 Bis todos del Código 

Penal para el Distrito Federal, para quedar como sigue:  

 

TRANSITORIOS 

 

Primero.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal, y para su mayor difusión en el Diario Oficial 

de la Federación.  

 

Segundo.- La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación  
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Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los veintiséis días del mes de abril del año dos mil 

doce.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. JULIO CESAR MORENO RIVERA, PRESIDENTE.- DIP. JORGE 

PALACIOS ARROYO, SECRETARIO.- DIP. ERASTO ENSÁSTIGA SANTIAGO, SECRETARIO.- (Firmas)  

 

En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b), de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67, fracción II, del Estatuto de Gobierno 

del Distrito Federal, para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio 

en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México, a los tres días del 

mes de julio del año dos mil doce.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, MARCELO LUIS 

EBRARD CASAUBON.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, HÉCTOR SERRANO CORTÉS.- FIRMA.  

 

 

DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA AL TÍTULO DÉCIMO NOVENO DEL LIBRO SEGUNDO, UN CAPÍTULO 

VIII, DENOMINADO FABRICACIÓN, COMERCIALIZACIÓN Y USO INDEBIDO DE INSIGNIAS Y UNIFORMES, 

ASÍ COMO LOS ARTÍCULOS 289 BIS Y 289 TER DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, 

PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL EL 25 DE JULIO DE 2012.  

 

ÚNICO.- Se adiciona al Título Décimo Noveno del Libro Segundo, un Capítulo VIII, denominado Fabricación, 

Comercialización y Uso Indebido de Insignias y Uniformes, así como los artículos 289 Bis y 289 Ter, al Código 

Penal para el Distrito Federal, para quedar como sigue:  

 

TRANSITORIOS 

Primero.- El presente decreto entrara en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial del 

Distrito Federal.  

 

Segundo.-Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y en el Diario Oficial de la Federación para su 

mayor difusión.  

 

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los veintidós días del mes de marzo del año dos 

mil doce.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. CARLO FABIAN PIZANO SALINAS, PRESIDENTE.- DIP. RAFAEL 

CALDERÓN JIMÉNEZ, SECRETARIO.- DIP. MARÍA NATIVIDAD PATRICIA RAZO VÁZQUEZ, SECRETARIA. - 

(Firmas)  

 

En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b), de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67, fracción II, del Estatuto de Gobierno 

del Distrito Federal, para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio 

en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México, a los veinte días 

del mes de julio del año dos mil doce.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, MARCELO LUIS 

EBRARD CASAUBON.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, HÉCTOR SERRANO CORTÉS.- FIRMA.- EL 

SECRETARIO DE SEGURIDAD PÚBLICA, MANUEL MONDRAGÓN Y KALB.- FIRMA.  

 

 

DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA EL ARTÍCULO 343 BIS DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO 

FEDERAL.  

 

ARTÍCULO ÚNICO.- Se adiciona un último párrafo al artículo 343 Bis del Código Penal para el Distrito 

Federal, para quedar como sigue:  

 

TRANSITORIOS 
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Primero.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación  

 

Segundo.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal, y para su mayor difusión en el Diario Oficial 

de la Federación.  

 

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los doce días del mes de abril del año dos mil 

doce.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. JULIO CESAR MORENO RIVERA, PRESIDENTE.- DIP. JORGE 

PALACIOS ARROYO, SECRETARIO.- DIP. ERASTO ENSÁSTIGA SANTIAGO, SECRETARIO.- FIRMA.  

 

En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b), de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67, fracción II, del Estatuto de Gobierno 

del Distrito Federal, para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio 

en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México, a los dos días del 

mes de agosto del año dos mil doce.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, MARCELO LUIS 

EBRARD CASAUBON.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, HÉCTOR SERRANO CORTÉS.- FIRMA.  

 

 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 362 DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL.  

ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforma el artículo 362 del Código Penal para el Distrito Federal, para quedar como 

sigue:  

 

TRANSITORIOS 

 

PRIMERO. Túrnese el presente Decreto al Jefe de Gobierno para efectos de su promulgación y publicación.  

 

SEGUNDO. Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal, y para su mayor difusión, en el Diario Oficial 

de la Federación.  

 

TERCERO. El presente Decreto entrará en vigor y surtirá efectos el mismo día de su publicación.  

 

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los veintiséis días del mes de diciembre del año 

dos mil doce.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. MANUEL GRANADOS COVARRUBIAS, PRESIDENTE.- DIP. 

LAURA IRAÍS BALLESTEROS MANCILLA, SECRETARIA.- DIP. ROCÍO SÁNCHEZ PÉREZ, SECRETARIA.- 

FIRMAS.  

 

En cumplimiento a lo dispuesto 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b), de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48 49 y 67, fracción II, del Estatuto de Gobierno del Distrito 

Federal, para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio en la 

Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México, a los veintiséis días del 

mes de diciembre del dos mil doce.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, MIGUEL ÁNGEL 

MANCERA ESPINOSA.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, HÉCTOR 

SERRANO CORTES.- FIRMA.  

 

 

DECRETO POR EL QUE SE ADICIONAN Y REFORMAN DIVERSAS DISPOSICIONES DEL CÓDIGO PENAL 

PARA EL DISTRITO FEDERAL.  
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ARTÍCULO ÚNICO.- Se adiciona un segundo párrafo al artículo 54; se reforma el Título Vigésimo Quinto 

, LA GESTIÓN AMBIENTAL Y LA PROTECCIÓN A LA 

Penal para el Distrito Federal, para quedar como sigue:  

 

TRANSITORIOS 

 

PRIMERO. Publíquese el presente Decreto en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y para su mayor difusión 

en el Diario Oficial de la Federación.  

 

SEGUNDO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial del 

Gobierno del Distrito Federal.  

 

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los veintiocho días del mes de diciembre del año 

dos mil doce.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. MANUEL GRANADOS COVARRUBIAS, PRESIDENTE.- DIP. 

LAURA IRAÍS BALLESTEROS MANCILLA, SECRETARIA.- DIP. ROCÍO SÁNCHEZ PÉREZ, SECRETARIA.- 

FIRMAS.  

 

En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b), de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67, fracción II, del Estatuto de Gobierno 

del Distrito Federal, para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio 

en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México, a los veintiocho 

días del mes de enero del año dos mil trece.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, MIGUEL 

ÁNGEL MANCERA ESPINOSA.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, HÉCTOR SERRANO CORTÉS.- 

FIRMA.  

 

 

G.O.D.F. DE 23 DE AGOSTO DE 2013  

 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 246 DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL.  

 

ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforman los párrafos primero, tercero, los incisos a), b), c) y d); así como el párrafo 

cuarto del artículo 246 del Código Penal para el Distrito Federal:  

 

TRANSITORIOS 

 

PRIMERO.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal para su conocimiento y en el Diario Oficial 

de la Federación para su mayor difusión.  

 

SEGUNDO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial del 

Distrito Federal.  

 

TERCERO.-Los asuntos cuya demanda haya sido presentada con anterioridad a la entrada en vigor del 

presente decreto, se tramitarán conforme a las disposiciones anteriores, que le sean aplicables.  

 

 

CUARTO.- Se derogan las disposiciones que se opongan al presente Decreto.  
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Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los treinta días del mes de abril del año dos 

mil trece.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. EFRAÍN MORALES LÓPEZ, PRESIDENTE.- FIRMA.- DIP. 

ROSALÍO ALFREDO PINEDA SILVA, SECRETARIO.- DIP. RUBÉN ERIK ALEJANDRO JIMÉNEZ HERNÁNDEZ, 

SECRETARIO.- FIRMA.  

 

En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b), de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67, fracción II, del Estatuto de Gobierno 

del Distrito Federal, para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio 

en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México, a los trece días del 

mes de mayo del año dos mil trece.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, MIGUEL ÁNGEL 

MANCERA ESPINOSA.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, HÉCTOR SERRANO CORTÉS.- FIRMA.  

 

 

G.O. 13 DE SEPTIEMBRE DE 2013. 

 

PRIMERO. - Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 

 

SEGUNDO. - El presente decreto entrará en vigor a los 30 días de su publicación en la Gaceta Oficial del 

Distrito Federal. 

 

TERCERO. - Los procesos penales que se sigan por los tipos penales que integren delincuencia organizada 

y las sentencias que se hayan dictado al respecto, seguirán substanciándose hasta su culminación y se 

compurgarán de conformidad con los artículos 254 y 255 del Código Penal para el Distrito Federal y la Ley 

contra la Delincuencia Organizada para el Distrito Federal, que seguirán vigentes sólo en estos supuestos. 

 

CUARTO. - Se derogan todas las disposiciones contrarias a este Decreto. 

(BUSCAR GACETA) 

 

 

G.O. 10 DE ENERO DE 2014  

 

DECRETO POR EL QUE SE ADICIONAN Y REFORMAN DIVERSAS DISPOSICIONES DEL CÓDIGO PENAL 

PARA EL DISTRITO FEDERAL.  

 

ARTÍCULO PRIMERO.- Se adiciona una fracción XVI al artículo 231; se adiciona una fracción III Bis y se 

reforma el tercer párrafo del artículo 259; se adiciona un inciso e) a la fracción primera del artículo 267; se 

reforma el párrafo primero y adiciona un segundo párrafo al artículo 329 Bis; y se adiciona un tercer párrafo 

al artículo 339, del Código Penal para el Distrito Federal.  

 

TRANSITORIOS 

 

Artículo Primero. Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal.  

 

Artículo Segundo. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación.  

 

Artículo Tercero. Los asuntos iniciados con anterioridad a la entrada en vigor del presente decreto, se 

tramitarán conforme a las disposiciones anteriores, que le sean aplicables.  
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Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los diecinueve días del mes de noviembre 

del año dos mil trece.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. KARLA VALERIA GÓMEZ BLANCAS, PRESIDENTA.- 

DIP. BERTHA ALICIA CARDONA, SECRETARIA.- DIP. RODOLFO ONDARZA ROVIRA, SECRETARIO.- 

FIRMAS.  

En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b), de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67, fracción II, del Estatuto de Gobierno 

del Distrito Federal, para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio 

en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México, a los diez días del 

mes de diciembre del año dos mil trece.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, MIGUEL ÁNGEL 

MANCERA ESPINOSA.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, HÉCTOR SERRANO CORTÉS.- FIRMA.- EL 

SECRETARIO DE DESARROLLO URBANO Y VIVIENDA, SIMÓN NEUMANN LADENZON.- FIRMA.- EL 

SECRETARIO DE OBRAS Y SERVICIOS, ALFREDO HERNÁNDEZ GARCÍA.- FIRMA. 

 

 

DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA UN CAPÍTULO IV AL TÍTULO DÉCIMO SEGUNDO Y UN ARTÍCULO 211 

TER AL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL  

 

SEGUNDO.- Se adición un Capítulo IV, al Título Décimo Segundo y un artículo 211 Ter, al Código Penal para 

el Distrito Federal.  

 

ARTICULOS TRANSITORIOS 

 

PRIMERO. - Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal.  

 

SEGUNDO. - Las presentes reformas y adiciones entrarán en vigor al día siguiente de su publicación en la 

Gaceta Oficial del Distrito Federal.  

 

Recinto de la Asamblea Legislativa de Distrito Federal, a los veintiún días del mes de febrero del año dos mil 

catorce.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. JESÚS CUAUHTÉMOC VELASCO OLIVA, PRESIDENTE.- DIP. 

JORGE AGUSTÍN ZEPEDA CRUZ, SECRETARIO.- DIP. MIRIAM SALDAÑA CHÁIREZ, SECRETARIA.  

 

En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b), de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67, fracción II, del Estatuto de Gobierno 

del Distrito Federal, para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio 

en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México, a los siete días del 

mes de marzo del año dos mil catorce.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, MIGUEL ÁNGEL 

MANCERA ESPINOSA.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, HÉCTOR SERRANO CORTÉS.- FIRMA.  

 

 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 220 DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL.  

 

ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforma la fracción IV del artículo 220, del Código Penal para el Distrito Federal.  

 

ARTÍCULOS TRANSITORIOS 

 

PRIMERO. - Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y para su mayor difusión en el Diario Oficial 

de la Federación.  

 

SEGUNDO. - El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación.  
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Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los veintiún días del mes de noviembre del año 

dos mil trece.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. KARLA VALERIA GÓMEZ BLANCAS, PRESIDENTA.- DIP. 

BERTHA ALICIA CARDONA, SECRETARIA.- DIP. RODOLFO ONDARZA ROVIRA, SECRETARIO.- (Firmas)  

 

 

DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA UN ARTÍCULO 209 BIS AL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO 

FEDERAL.  

 

ARTÍCULO ÚNICO. - Se crea el artículo 209 Bis del Código Penal para el Distrito Federal.  

  

T R A N S I T O R I O S 

 

PRIMERO. - El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial del 

Distrito Federal.  

 

SEGUNDO. - Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y para su mayor difusión en el Diario Oficial 

de la Federación.  

 

TERCERO. - Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto.  

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los treinta días del mes de abril del año dos mil 

catorce.-POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. GABRIEL GÓMEZ DEL CAMPO GURZA, PRESIDENTE.- DIP. RUBÉN 

ESCAMILLA SALINAS, SECRETARIO.- DIP. MIRIAM SALDAÑA CHÁIREZ, SECRETARIA.  

 

En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b), de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67, fracción II, del Estatuto de Gobierno 

del Distrito Federal, para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio 

en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México, a los cuatro días 

del mes de julio del año dos mil catorce.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, DR. MIGUEL 

ÁNGEL MANCERA ESPINOSA.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, HÉCTOR SERRANO CORTÉS.- 

FIRMA.  

 

 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN DIVERSAS DISPOSICIONES DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO 

FEDERAL.  

 

ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforma el último párrafo del artículo 76, primer párrafo del artículo 350 Bis y el 

primer párrafo del artículo 350 Ter, del Código Penal para el Distrito Federal.  

 

TRANSITORIOS 

 

ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial del 

Gobierno del Distrito Federal.  

 

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los diez días del mes de junio del año dos mil 

catorce.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. SANTIAGO TABOADA CORTINA, PRESIDENTE.- DIP. JORGE 

AGUSTÍN ZEPEDA CRUZ, SECRETARIO.- DIP. ALBERTO EMILIANO CINTA MARTÍNEZ, SECRETARIO.- 

(Firmas)  
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En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b), de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67, fracción II, del Estatuto de Gobierno 

del Distrito Federal, para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio 

en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México, al primer día del 

mes de septiembre del año dos mil catorce.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, DR. MIGUEL 

ÁNGEL MANCERA ESPINOSA.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, HÉCTOR SERRANO CORTÉS.- 

FIRMA.  

 

 

NOTA ACLARATORIA AL DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA UN ARTÍCULO 209 BIS AL CÓDIGO PENAL 

PARA EL DISTRITO FEDERAL.  

 

Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 42 de la Ley Orgánica de la Asamblea Legislativa del Distrito 

Federal, se expide la siguiente Nota Aclaratoria al Decreto por el que se adiciona un artículo 209 Bis al 

Código Penal para el Distrito Federal. Lo anterior, única y exclusivamente a lo referente al artículo 209 Bis 

del Código Penal para el Distrito Federal, quedando en sus términos el resto del contenido del Decreto de 

referencia, tal y como a continuación se detalla:  

DICE:  

 

ARTÍCULO 209 BIS. Al que con la intención de requerir el pago de una deuda, ya sea propia del deudor o de 

quien funja como referencia o aval, utilice medios ilícitos e ilegítimos, se valga del engaño, o efectúe actos 

de hostigamiento e intimidación, se le impondrá prisión de seis meses a dos años y una multa de ciento 

cincuenta a trescientos días de salario mínimo, además de las sanciones que correspondan si para tal 

efecto se emplearon documentación, sellos falsos o se usurparon funciones públicas o de profesión. Para 

la reparación del daño cometido se estará a lo dispuesto en el artículo 46 de este Código.  

 

DEBE DECIR:  

ARTÍCULO 209 BIS. Al que con la intención de requerir el pago de una deuda, ya sea propia del deudor o de 

quien funja como referencia o aval, utilice medios ilícitos o efectúe actos de hostigamiento e intimidación, 

se le impondrá prisión de seis meses a dos años y una multa de ciento cincuenta a trescientos días de salario 

mínimo, además de las sanciones que correspondan si para tal efecto se emplearon documentación, sellos 

falsos o se usurparon funciones públicas o de profesión.  

 

Para la reparación del daño cometido se estará a lo dispuesto en el artículo 46 de este Código.  

 

POR LA COMISIÓN DE GOBIERNO  

(Firma)  

 

DIP. MANUEL GRANADOS COVARRUBIAS  

PRESIDENTE  

 

 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN DIVERSOS ARTÍCULOS DE CÓDIGOS Y LEYES LOCALES, QUE 

DETERMINAN SANCIONES Y MULTAS ADMINISTRATIVAS, CONCEPTOS DE PAGO Y MONTOS DE 

REFERENCIA, PARA SUSTITUIR AL SALARIO MÍNIMO POR LA UNIDAD DE CUENTA DE LA CIUDAD DE 

MÉXICO, DE MANERA INDIVIDUAL O POR MÚLTIPLOS DE ÉSTA.  

 

ARTÍCULO CUARTO.- Se reforman el párrafo tercero del artículo 38; las fracciones II, III y IV del artículo 220; 

todas las fracciones de los artículos 227; 230 y 239; los párrafos primero y segundo del artículo 243; el 
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artículo 247; el párrafo primero del artículo 248; los párrafos segundo y tercero del artículo 268; las 

fracciones I y II del artículo 272; el párrafo último del artículo 273; el artículo 274; los párrafos cuarto y quinto 

del artículo 275; las fracciones I y II del artículo 278 y el párrafo segundo del artículo 310; del Código Penal 

para el Distrito Federal.  

 

T R A N S I T O R I O S 

 

PRIMERO.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal.  

 

SEGUNDO.- El presente Decreto se tomará como referencia para el diseño e integración del paquete 

económico correspondiente al ejercicio fiscal 2015 y entrará en vigor junto con dicho paquete, a excepción 

de lo dispuesto en los artículos SEGUNDO y CUADRAGÉSIMO OCTAVO del presente Decreto relacionado con 

la materia Electoral, que entrarán en vigor al día siguiente a aquél en que concluya el proceso electoral 

2014-2015 del Distrito Federal.  

 

TERCERO.- Las reformas contenidas en el presente decreto no se aplicarán de manera retroactiva en 

perjuicio de persona alguna, respecto de las sanciones y multas administrativas, conceptos de pago, 

montos de referencia y demás supuestos normativos que se hayan generado o impuesto de manera previa 

a la entrada en vigor del presente decreto.  

 

CUARTO.- Las referencias que se hagan del salario mínimo en las normas locales vigentes, incluso en 

aquellas pendientes de publicar o de entrar en vigor, se entenderán hechas a la Unidad de Cuenta de la 

Ciudad de México, a partir de la entrada en vigor del presente Decreto.  

 

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los veinticinco días del mes de noviembre del año 

dos mil catorce.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. JAIME ALBERTO OCHOA AMORÓS, PRESIDENTE.- DIP. 

OSCAR OCTAVIO MOGUEL BALLADO, PROSECRETARIO.- DIP. KARLA VALERIA GÓMEZ BLANCAS, 

SECRETARIA.- (Firmas)  

 

En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b), de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67, fracción II, del Estatuto de Gobierno 

del Distrito Federal, para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio 

en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México, a los veintiocho 

días del mes de noviembre del año dos mil catorce.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, DR. 

MIGUEL ÁNGEL MANCERA ESPINOSA.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, HÉCTOR SERRANO 

CORTÉS.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE DESARROLLO ECONÓMICO, SALOMÓN CHERTORIVSKI 

WOLDENBERG.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE FINANZAS, EDGAR ABRAHAM AMADOR ZAMORA.- FIRMA.  

 

 

DECRETO POR EL QUE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN, DIVERSOS ARTÍCULOS DEL CÓDIGO CIVIL 

PARA EL DISTRITO FEDERAL; CÓDIGO DE INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS ELECTORALES DEL 

DISTRITO FEDERAL; CÓDIGO FISCAL DEL DISTRITO FEDERAL; CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO 

FEDERAL; LEY AMBIENTAL DE PROTECCIÓN A LA TIERRA EN EL DISTRITO FEDERAL; LEY DE ACCESO DE 

LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA DEL DISTRITO FEDERAL; LEY DE ASISTENCIA Y 

PREVENCIÓN DE LA VIOLENCIA FAMILIAR; LEY DE CENTROS DE RECLUSIÓN PARA EL DISTRITO 

FEDERAL; LEY DE CULTURA CÍVICA DEL DISTRITO FEDERAL; LEY DE ESTABLECIMIENTOS MERCANTILES 

DEL DISTRITO FEDERAL; LEY DE EXTINCIÓN DE DOMINIO PARA EL DISTRITO FEDERAL; LEY DE 

FISCALIZACIÓN SUPERIOR DE LA CIUDAD DE MÉXICO; LEY DE IGUALDAD SUSTANTIVA ENTRE MUJERES 

Y HOMBRES EN EL DISTRITO FEDERAL; LEY DE JUSTICIA ALTERNATIVA DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE 
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JUSTICIA PARA EL DISTRITO FEDERAL; LEY DE JUSTICIA ALTERNATIVA EN LA PROCURACIÓN DE 

JUSTICIA PARA EL DISTRITO FEDERAL; LEY DE JUSTICIA PARA ADOLESCENTES PARA EL DISTRITO 

FEDERAL; LEY DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA DEL DISTRITO FEDERAL; LEY DE PROTECCIÓN A LAS 

VÍCTIMAS DEL DELITO DE SECUESTRO PARA EL DISTRITO FEDERAL; LEY DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS 

INMOBILIARIOS DEL DISTRITO FEDERAL; LEY DE PROTECCIÓN A LOS ANIMALES DEL DISTRITO 

FEDERAL; LEY DE PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES PARA EL DISTRITO FEDERAL; LEY DE SALUD 

DEL DISTRITO FEDERAL; LEY DE SALUD MENTAL DEL DISTRITO FEDERAL; LEY DE SEGURIDAD PRIVADA 

PARA EL DISTRITO FEDERAL; LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL 

DISTRITO FEDERAL; LEY DEL FONDO DE APOYO A LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA EN EL DISTRITO 

FEDERAL; LEY DEL FONDO DE APOYO A LA PROCURACIÓN DE JUSTICIA EN EL DISTRITO FEDERAL; LEY 

DEL HEROICO CUERPO DE BOMBEROS DEL DISTRITO FEDERAL; LEY DEL INSTITUTO DE ESTUDIOS 

CIENTÍFICOS PARA LA PREVENCIÓN DEL DELITO EN EL DISTRITO FEDERAL; LEY DEL INSTITUTO DE 

VERIFICACIÓN ADMINISTRATIVA DEL DISTRITO FEDERAL; LEY DEL NOTARIADO PARA EL DISTRITO 

FEDERAL; LEY DE LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS DEL DISTRITO FEDERAL; LEY DE LA 

DEFENSORÍA PÚBLICA DEL DISTRITO FEDERAL; LEY DE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS ADULTAS 

MAYORES EN EL DISTRITO FEDERAL; LEY ORGÁNICA DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL 

DISTRITO FEDERAL; LEY ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA DEL DISTRITO FEDERAL; LEY 

ORGÁNICA DE LA PROCURADURÍA AMBIENTAL Y DEL ORDENAMIENTO TERRITORIAL DEL DISTRITO 

FEDERAL; LEY PARA LA ATENCIÓN INTEGRAL DEL CONSUMO DE SUSTANCIAS PSICOACTIVAS DEL 

DISTRITO FEDERAL; LEY PARA LA INTEGRACIÓN AL DESARROLLO DE LAS PERSONAS CON 

DISCAPACIDAD DEL DISTRITO FEDERAL; LEY PARA LA PROMOCIÓN DE LA CONVIVENCIA LIBRE DE 

VIOLENCIA EN EL ENTORNO ESCOLAR DEL DISTRITO FEDERAL; LEY PARA LA PROTECCIÓN, ATENCIÓN 

Y ASISTENCIA A LAS VÍCTIMAS DE LOS DELITOS EN MATERIA DE TRATA DE PERSONAS DEL DISTRITO 

FEDERAL; LEY PARA PREVENIR LA VIOLENCIA EN LOS ESPECTÁCULOS DEPORTIVOS EN EL DISTRITO 

FEDERAL; LEY QUE ESTABLECE EL PROCEDIMIENTO DE REMOCIÓN DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS QUE 

DESIGNA LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DEL DISTRITO FEDERA L Y DELOS TITULARES DE LOS ÓRGANOS 

POLÍTICO ADMINISTRATIVOS DEL DISTRITO FEDERAL; Y LEY REGISTRAL PARA EL DISTRITO FEDERAL.  

 

ARTÍCULO CUARTO.- Se reforma el artículo 27; el artículo 29; las fracciones III y V del artículo 31; el primer 

párrafo y las fracciones III y IV del artículo 32; la fracción II del artículo 42; el artículo 43; la denominación 

del Capítulo XIII del Título Tercero del Libro Primero; los párrafos primero, segundo, tercero, cuarto y 

séptimo del artículo 68; el artículo 69; el artículo 80; el artículo 83; las fracciones X y XI, del artículo 94; el 

artículo 107; el artículo 119; el artículo 192; el párrafo ante antepenúltimo del artículo 200; la fracción I del 

artículo 201; el artículo 202; el primer párrafo del artículo 211; las fracciones II y IV del artículo 228; las 

fracciones I, II y III del artículo 269; las fracciones I, II, III, IV, V, VIII, IX y X, del artículo 293; las fracciones II, IV, 

y VII del artículo 299; el artículo 300; el primer párrafo del artículo 312; la denominación del Título Vigésimo 

Primero, del Libro Segundo; la denominación del Capítulo IV del Título Vigésimo Primero; el artículo 318; la 

denominación del Capítulo V del Título Vigésimo Primero; las fracciones IV, V, VI, y VII del artículo 319, y el 

segundo párrafo de la fracción VI del artículo 319 se recorre para ser el último párrafo de dicho artículo; las 

fracciones I, II, y III del artículo 320; el primer párrafo del artículo 324; el primer párrafo del artículo 325; el 

primer párrafo y la fracción I del artículo 326; el último párrafo del artículo 344; el último párrafo del artículo 

345 bis, y el último párrafo del artículo 346; se adicionan: el artículo 8 bis; el artículo 27 bis; el artículo 27 

ter; el artículo 27 quáter; el artículo 27 quintus; un último párrafo al artículo 31; las fracciones VI, VII, VIII, IX 

y X, así como un último, penúltimo y antepenúltimo párrafos al artículo 32; el artículo 38 bis; el artículo 50 

bis; los párrafos octavo, noveno, décimo, décimo primero y décimo segundo, al artículo 68; el artículo 72 

bis; un último párrafo al artículo 78; las fracciones XII y XIII al artículo 94; un segundo párrafo al artículo 99, 

recorriéndose en su orden los siguientes; un último párrafo al artículo 192; las fracciones XI y XII, y un último 

párrafo al artículo 293; el artículo 293 bis; un último párrafo al artículo 299; el artículo 299 bis; el artículo 

299 ter; el artículo 310 bis; un último párrafo al artículo 324; un último párrafo al artículo 325; un último 
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párrafo al artículo 326, y se deroga: el penúltimo párrafo del artículo 200, del Código Penal para el Distrito 

Federal.  

 

T R A N S I T O R I O S 

 

PRIMERO.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal.  

 

SEGUNDO. - El presente Decreto entrará en vigor en los términos establecidos en la Declaratoria de la 

Incorporación del Sistema Procesal Penal Acusatorio y del Código Nacional de Procedimientos Penales al 

orden jurídico del Distrito Federal, publicada en la Gaceta Oficial el día 20 de agosto del presente año, así 

como su Fe de Erratas y Aclaratoria de Fe de Erratas, publicadas en la Gaceta Oficial, los días 21 y 22 de 

agosto del 2014.  

 

TERCERO.- Los asuntos iniciados con anterioridad a la entrada en vigor del presente decreto, se tramitarán 

conforme a las disposiciones anteriores, que le sean aplicables.  

 

CUARTO.- La reforma al Código de Instituciones y Procedimientos Electorales del Distrito Federal prevista 

en el presente Decreto, entrará en vigor al día siguiente a aquél en que concluya el proceso electoral local 

de 2014-2015 en el Distrito Federal.  

 

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los veinticinco días del mes de noviembre del año 

dos mil catorce.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. JAIME ALBERTO OCHOA AMORÓS, PRESIDENTE.- DIP. 

OSCAR OCTAVIO MOGUEL BALLADO, PROSECRETARIO.- DIP. KARLA VALERIA GÓMEZ BLANCAS, 

SECRETARIA.- FIRMAS.  

 

En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b), de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67, fracción II, del Estatuto de Gobierno 

del Distrito Federal, para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio 

en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México, a los veintiocho 

días del mes de noviembre del año dos mil catorce.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, DR. 

MIGUEL ÁNGEL MANCERA ESPINOSA.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, HÉCTOR SERRANO 

CORTÉS.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE SALUD, JOSÉ ARMANDO AHUED ORTEGA.- FIRMA.- LA 

SECRETARIA DE DESARROLLO SOCIAL, ROSA ÍCELA RODRÍGUEZ VELÁZQUEZ.- FIRMA.- EL SECRETARIO 

DE DESARROLLO ECONÓMICO, SALOMÓN CHERTORIVSKI WOLDENBERG.- LA SECRETARIA DE 

EDUCACIÓN, MARA NADIEZHDA ROBLES VILLASEÑOR.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE DESARROLLO 

URBANO Y VIVIENDA, FELIPE DE JESÚS GUTIÉRREZ GUTIÉRREZ .- FIRMA.- EL SECRETARIO DE 

SEGURIDAD PÚBLICA, JESÚS RODRÍGUEZ ALMEIDA.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE FINANZAS, EDGAR 

ABRAHAM AMADOR ZAMORA.- FIRMA.- LA SECRETARIA DE MEDIO AMBIENTE, TANYA MÜLLER GARCÍA.- 

FIRMA.  

 

 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 224 DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL 

 

ARTÍCULOS TRANSITORIOS 

 

PRIMERO.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal.  

 

SEGUNDO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación  
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Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los nueve días del mes de julio del año dos 

mil quince.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. EFRAIN MORALES LÓPEZ, PRESIDENTE.- DIP. ALEJANDRO 

RAFAEL PIÑA MEDINA, SECRETARIO.- DIP. SAMUEL RODRÍGUEZ TORRES, SECRETARIO.- FIRMA.  

 

En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b), de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67, fracción II, del Estatuto de Gobierno 

del Distrito Federal, para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio 

en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México, a los veinticuatro 

días del mes de agosto del año dos mil quince.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, MIGUEL 

ÁNGEL MANCERA ESPINOSA.- FIRMA.- LA SECRETARIA DE GOBIERNO, DORA PATRICIA MERCADO 

CASTRO.- FIRMA. 

 

 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 184 DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL 

 

ARTÍCULOS TRANSITORIOS 

 

PRIMERO.- Publíquese el presente Decreto en la Gaceta Oficial del Distrito Federal.  

 

SEGUNDO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial del 

Distrito Federal.  

 

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los veintiocho días del mes de abril del año 

dos mil quince.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. MANUEL ALEJANDRO ROBLES GÓMEZ, PRESIDENTE.- 

DIP. ORLANDO ANAYA GONZÁLEZ, SECRETARIO.- DIP. ALEJANDRO RAFAEL PIÑA MEDINA, SECRETARIO  

 

En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b), de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67, fracción II, del Estatuto de Gobierno 

del Distrito Federal, para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio 

en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México, a los veinte días 

del mes de agosto del año dos mil quince.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, MIGUEL 

ÁNGEL MANCERA ESPINOSA.- FIRMA.- LA SECRETARIA DE GOBIERNO, DORA PATRICIA MERCADO 

CASTRO.- FIRMA. 

 

 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 172 DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, 

PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL EL 29 DE SEPTIEMBRE DE 2015. 

 

 

TRANSITORIOS. 

 

PRIMERO. Remítase al Jefe de Gobierno del Distrito Federal para su promulgación y publicación.  

 

SEGUNDO. Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y en el Diario Oficial de la Federación para 

su mayor difusión.  

 

TERCERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación.  
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Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los veintiocho días del mes de abril del año 

dos mil quince.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. MANUEL ALEJANDRO ROBLES GÓMEZ, PRESIDENTE.- 

DIP. ORLANDO ANAYA GONZÁLEZ, SECRETARIO.- DIP. ALEJANDRO RAFAEL PIÑA MEDINA, 

SECRETARIO.- FIRMAS.  

 

En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso b), de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67, fracción II, del Estatuto de Gobierno 

del Distrito Federal, para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio 

en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de México, a los veinte días 

del mes de agosto del año dos mil quince.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, MIGUEL 

ÁNGEL MANCERA ESPINOSA.- FIRMA.- LA SECRETARIA DE GOBIERNO, DORA PATRICIA MERCADO 

CASTRO.- FIRMA 

 

 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 236 DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, 

PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO EL 16 DE JUNIO DE 2016. 

 

 

ARTÍCULOS TRANSITORIOS 

 

Artículo Primero.- El presente decreto entrará en vigor a los 30 días siguientes a su publicación en la Gaceta 

Oficial del Distrito.  

 

Artículo Segundo.- Se derogan todas aquellas disposiciones que se opongan al presente decreto.  

 

Artículo Tercero.- Los procedimientos que se hayan iniciado antes de la entrada en vigor del presente 

decreto, deberán concluirse aplicando la ley vigente al momento de la supuesta comisión del delito.  

 

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los cinco días del mes de mayo del año dos 

mil dieciséis.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. JOSÉ MANUEL DELGADILLO MORENO, PRESIDENTE.- DIP. 

EVA ELOISA LESCAS HERNÁNDEZ, SECRETARIA.- DIP. CARLOS ALFONSO CANDELARIA LÓPEZ, 

SECRETARIO.- (Firmas)  

 

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 122, Apartado A, Base III, de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos, Transitorios Primero y Segundo del Decreto por el que se declaran 

reformadas y derogadas diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, en materia de la Reforma Política de la Ciudad de México; 48, 49 y 67, fracción II, del Estatuto de 

Gobierno del Distrito Federal, para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto 

Promulgatorio en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno de la Ciudad de México, a los catorce días del 

mes de junio del año dos mil dieciséis.- EL JEFE DE GOBIERNO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, MIGUEL ÁNGEL 

MANCERA ESPINOSA.- FIRMA.- LA SECRETARIA DE GOBIERNO, DORA PATRICIA MERCADO CASTRO.- 

FIRMA. 

 

 

TRANSITORIOS DEL DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 224 DEL CÓDIGO PENAL PARA EL 

DISTRITO FEDERAL, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO EL 08 DE MARZO DE 

2017. 
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PRIMERO. - Publíquese en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México y en el Diario Oficial de la Federación 

para su mayor difusión. 

 

SEGUNDO.- El presente decreto entrará en vigor el día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial de 

la Ciudad de México.  

 

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los ocho días del mes de diciembre del año 

dos mil dieciséis.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. ADRIÁN RUBALCAVA SUÁREZ, PRESIDENTE.- DIP. EVA 

ELOISA LESCAS HERNÁNDEZ, SECRETARIA.- DIP. NURY DELIA RUIZ OVANDO, SECRETARIA.- (Firmas)  

 

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 122, Apartado A, Base III, de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos; Transitorios Primero y Segundo del Decreto por el que se declaran 

reformadas y derogadas diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, en materia de la Reforma Política de la Ciudad de México; 48, 49 y 67, fracción II, del Estatuto de 

Gobierno del Distrito Federal, para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto 

Promulgatorio en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno de la Ciudad de México, a los dos días del mes 

de marzo del año dos mil diecisiete.- EL JEFE DE GOBIERNO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, MIGUEL ÁNGEL 

MANCERA ESPINOSA.- FIRMA.- LA SECRETARIA DE GOBIERNO, DORA PATRICIA MERCADO CASTRO.- 

FIRMA. 

 

 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 171 DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, 

PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO EL 05 DE ABRIL DE 2017. 

 

ARTÍCULOS TRANSITORIOS 

 

PRIMERO.- Publíquese en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México y en el Diario Oficial de la Federación 

para su mayor difusión.  

 

SEGUNDO.- El presente decreto entrará en vigor el día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial de 

la Ciudad de México.  

 

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los ocho días del mes de diciembre del año 

dos mil dieciséis.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. ADRIÁN RUBALCAVA SUÁREZ, PRESIDENTE.- DIP. EVA 

ELOISA LESCAS HERNÁNDEZ, SECRETARIA.- DIP. NURY DELIA RUIZ OVANDO, SECRETARIA.- (Firmas)  

 

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 122, Apartado A, Base III, de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos; Transitorios Primero y Segundo del Decreto por el que se declaran 

reformadas y derogadas diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, en materia de la Reforma Política de la Ciudad de México; 48, 49 y 67, fracción II, del Estatuto de 

Gobierno del Distrito Federal, para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto 

Promulgatorio en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno de la Ciudad de México, a los tres días del mes 

de abril del año dos mil diecisiete.- EL JEFE DE GOBIERNO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, MIGUEL ÁNGEL 

MANCERA ESPINOSA.- FIRMA.- LA SECRETARIA DE GOBIERNO, DORA PATRICIA MERCADO CASTRO.- 

FIRMA. 

 

 



 
     

      CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL 
 

CONSEJERÍA JURÍDICA Y DE SERVICIOS LEGALES 
 

TRANSITORIOS DEL DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 176 DEL CÓDIGO PENAL PARA EL 

DISTRITO FEDERAL, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO EL 05 DE ABRIL DE 

2017. 

 

PRIMERO. - Publíquese en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México y en el Diario Oficial de la Federación 

para su mayor difusión.  

 

SEGUNDO.- El presente decreto entrará en vigor el día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial de 

la Ciudad de México.  

 

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los ocho días del mes de diciembre del año 

dos mil dieciséis.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. ADRIÁN RUBALCAVA SUÁREZ, PRESIDENTE.- DIP. EVA 

ELOISA LESCAS HERNÁNDEZ, SECRETARIA.- DIP. NURY DELIA RUIZ OVANDO, SECRETARIA.- (Firmas)  

 

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 122, Apartado A, Base III, de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos; Transitorios Primero y Segundo del Decreto por el que se declaran 

reformadas y derogadas diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, en materia de la Reforma Política de la Ciudad de México; 48, 49 y 67, fracción II, del Estatuto de 

Gobierno del Distrito Federal, para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto 

Promulgatorio en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno de la Ciudad de México, a los tres días del mes 

de abril del año dos mil diecisiete.- EL JEFE DE GOBIERNO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, MIGUEL ÁNGEL 

MANCERA ESPINOSA.- FIRMA.- LA SECRETARIA DE GOBIERNO, DORA PATRICIA MERCADO CASTRO.- 

FIRMA. 

 

 

TRANSITORIOS DEL DECRETO QUE CONTIENE LAS OBSERVACIONES DEL JEFE DE GOBIERNO DE LA 

CIUDAD DE MÉXICO RESPECTO DEL DIVERSO POR EL QUE SE ABROGA EL CÓDIGO DE INSTITUCIONES Y 

PROCEDIMIENTOS ELECTORALES DEL DISTRITO FEDERAL Y LA LEY PROCESAL ELECTORAL DEL 

DISTRITO FEDERAL Y SE EXPIDE EL CÓDIGO DE INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS ELECTORALES DE 

LA CIUDAD DE MÉXICO Y LA LEY PROCESAL ELECTORAL PARA CIUDAD DE MÉXICO; Y SE REFORMAN 

DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA DEL DISTRITO FEDERAL Y DEL 

CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE 

MÉXICO EL 07 DE JUNIO DE 2017. 

 

PRIMERO. - El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial de la 

Ciudad de México.  

 

SEGUNDO.- Para su mayor difusión, publíquese en el Diario Oficial de la Federación.  

 

TERCERO.- El presente decreto deberá estar vigente a más tardar 90 días antes de que inicie el proceso 

electoral 2017- 2018.  

 

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los seis días del mes de junio del año dos mil 

diecisiete.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. MAURICIO ALONSO TOLEDO GUTIÉRREZ, PRESIDENTE.- 

DIP. REBECA PERALTA LEÓN, SECRETARIA.- DIP. LUCIANO JIMENO HUANOSTA, SECRETARIO.- (Firmas)  

 

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 122, Apartado A, Base III, de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos; Transitorios Primero y Segundo del Decreto por el que se declaran 

reformadas y derogadas diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos 
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Mexicanos, en materia de la Reforma Política de la Ciudad de México; 48, 49 y 67, fracción II, del Estatuto de 

Gobierno del Distrito Federal, para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto 

Promulgatorio en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno de la Ciudad de México, a los seis días del mes 

de junio del año dos mil diecisiete.- EL JEFE DE GOBIERNO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, MIGUEL ÁNGEL 

MANCERA ESPINOSA.- FIRMA.- LA SECRETARIA DE GOBIERNO, DORA PATRICIA MERCADO CASTRO.- 

FIRMA.- EL SECRETARIO DE DESARROLLO URBANO Y VIVIENDA, FELIPE DE JESÚS GUTIÉRREZ 

GUTIÉRREZ.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE DESARROLLO ECONÓMICO, SALOMÓN CHERTORIVSKI 

WOLDENBERG.- FIRMA.- LA SECRETARIA DEL MEDIO AMBIENTE, TANYA MÜLLER GARCÍA.- FIRMA.- EL 

SECRETARIO DE OBRAS Y SERVICIOS, EDGAR OSWALDO TUNGÜI RODRÍGUEZ.- FIRMA.- EL SECRETARIO 

DE DESARROLLO SOCIAL, JOSÉ RAMÓN AMIEVA GÁLVEZ.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE MOVILIDAD, 

HÉCTOR SERRANO CORTES.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE TURISMO, ARMANDO LÓPEZ CÁRDENAS.- 

FIRMA.- EL SECRETARIO DE CULTURA, EDUARDO VÁZQUEZ MARTÍN.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE 

SEGURIDAD PÚBLICA, HIRAM ALMEIDA ESTRADA.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE PROTECCIÓN CIVIL, 

FAUSTO LUGO GARCÍA.- FIRMA.- LA SECRETARIA DE TRABAJO Y FOMENTO AL EMPLEO, AMALIA 

DOLORES GARCÍA MEDINA.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE EDUCACIÓN, MAURICIO RODRÍGUEZ ALONSO.- 

FIRMA.- LA SECRETARIA DE DESARROLLO RURAL, Y EQUIDAD PARA LAS COMUNIDADES, ROSA ÍCELA 

RODRÍGUEZ VELÁZQUEZ.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE FINANZAS, EDGAR ABRAHAM AMADOR ZAMORA.- 

FIRMA.- EL SECRETARIO DE SALUD, JOSÉ ARMANDO AHUED ORTEGA.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE 

CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN, RENÉ RAÚL DRUCKER COLÍN.- FIRMA. 

 

 

DEL JEFE 

DE GOBIERNO DE LA CIUDAD DE MÉXICO RESPECTO DEL DIVERSO POR EL QUE SE ABROGA EL CÓDIGO 

DE INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS ELECTORALES DEL DISTRITO FEDERAL Y LA LEY PROCESAL 

ELECTORAL DEL DISTRITO FEDERAL Y SE EXPIDE EL CÓDIGO DE INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS 

ELECTORALES DE LA CIUDAD DE MÉXICO Y LA LEY PROCESAL ELECTORAL PARA CIUDAD DE MÉXICO; Y 

SE REFORMAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA DEL DISTRITO 

FEDERAL Y DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DE LA 

 

 

ÚNICO. - Publíquese en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México. 

 

 

TRANSITORIOS DEL DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS 

DISPOSICIONES DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL 

DE LA CIUDAD DE MÉXICO EL 01 DE SEPTIEMBRE DE 2017. 

 

PRIMERO. Publíquese el presente Decreto en la Gaceta Oficial del Ciudad de México, y para su mayor 

difusión publíquese en el Diario Oficial de la Federación. 

 

SEGUNDO. El presente decreto entrará en vigor a partir del nombramiento que el Poder Legislativo de la 

Ciudad  de México realice del Titular de la Fiscalía Especializada en materia de delitos relacionados con 

hechos de corrupción, creada en atención al Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas 

disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicado en el Diario Oficial de 

la Federación el día 10 de Febrero de 2014. 

 

TERCERO. El Jefe de Gobierno tendrá ciento ochenta días hábiles a partir de la entrada en vigor del 

presente decreto, para realizar las adecuaciones necesarias a los ordenamientos vinculados 

 



 
     

      CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL 
 

CONSEJERÍA JURÍDICA Y DE SERVICIOS LEGALES 
 

CUARTO. A partir de la entrada en vigor de este Decreto, para el caso en que las reformas contenidas en el 

mismo, contemplen una descripción legal de una conducta delictiva que en los artículos reformados se 

contemplaban como delito y por virtud de las presentes reformas, se denomina, penaliza o agrava de forma 

diversa, siempre y cuando las conductas y los hechos respondan a la descripción que ahora se establecen, 

se estará a lo siguiente: 

 

I. En los procesos iniciados, en los que aún no se formulen conclusiones acusatorias el Ministerio Público 

las formulará de conformidad con la traslación del tipo que resulte; 

 

II. En los procesos pendientes de dictarse sentencia en primera y segunda instancia, el juez o el Tribunal, 

respectivamente podrán efectuar la traslación del tipo de conformidad con la conducta que se haya 

probado y sus modalidades, y 

 

III. La autoridad ejecutora al aplicar alguna modalidad de beneficio para el sentenciado, considerará las 

penas que se hayan impuesto, en función de la traslación del tipo, según las modalidades 

correspondientes. 

 

QUINTO. Las personas sentenciadas continuarán cumpliendo la pena de conformidad con lo establecido 

en la legislación vigente en el momento en que la misma haya quedado firme. 

 

SEXTO. Remítase el presente Decreto al Jefe de Gobierno de la Ciudad de México, para su respectiva 

promulgación y publicación en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México. 

 

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los diecisiete días del mes de julio del año 

dos mil diecisiete.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. MAURICIO ALONSO TOLEDO GUTIÉRREZ, 

PRESIDENTE.- DIP. REBECA PERALTA LEÓN, SECRETARIA.- DIP. LUCIANO JIMENO HUANOSTA, 

SECRETARIO.- (Firmas) 

 

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 122, Apartado A, Base III, de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos; Transitorios Primero y Segundo del Decreto por el que se declaran 

reformadas y derogadas diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, en materia de la Reforma Política de la Ciudad de México; 48, 49 y 67, fracción II, del Estatuto de 

Gobierno del Distrito Federal, para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto 

Promulgatorio en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno de la Ciudad de México, a los treinta y un días 

del mes de agosto del año dos mil diecisiete.- EL JEFE DE GOBIERNO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, MIGUEL 

ÁNGEL MANCERA ESPINOSA.- FIRMA.- LA SECRETARIA DE GOBIERNO, DORA PATRICIA MERCADO 

CASTRO.- FIRMA. 

 

 

TRANSITORIOS DEL DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN DIVERSAS DISPOSICIONES DEL CÓDIGO 

PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO EL 

24 DE OCTUBRE DE 2017. 

 

PRIMERO. - Túrnese al Jefe de Gobierno de la Ciudad de México para su promulgación y publicación en la 

Gaceta Oficial de la Ciudad de México.  

 

SEGUNDO.- El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial de 

la Ciudad de México.  
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TERCERO.- En tanto no entre en vigor la unidad de medida y actualización se utilizara la unidad de cuenta 

vigente en la Ciudad de México.  

 

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los veinticinco días del mes de julio del año 

dos mil diecisiete.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. MAURICIO ALONSO TOLEDO GUTIÉRREZ, 

PRESIDENTE.- DIP. REBECA PERALTA LEÓN, SECRETARIA.- DIP. LUCIANO JIMENO HUANOSTA, 

SECRETARIO.- (Firmas).  

 

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 122, Apartado A, Base III, de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos; Transitorios Primero y Segundo del Decreto por el que se declaran 

reformadas y derogadas diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, en materia de la Reforma Política de la Ciudad de México; 48, 49 y 67, fracción II, del Estatuto de 

Gobierno del Distrito Federal, para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto 

Promulgatorio en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno de la Ciudad de México, a los diecinueve días 

del mes de octubre del año dos mil diecisiete.- EL JEFE DE GOBIERNO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, MIGUEL 

ÁNGEL MANCERA ESPINOSA.- FIRMA.- LA SECRETARIA DE GOBIERNO, DORA PATRICIA MERCADO 

CASTRO.- FIRMA. 

 

 

TRANSITORIOS DEL DECRETO POR EL QUE SE ADICIONAN Y REFORMAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE 

LA LEY DE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS ADULTAS MAYORES EN EL DISTRITO FEDERAL; DE LA LEY 

PARA LA INTEGRACIÓN AL DESARROLLO DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD DEL DISTRITO 

FEDERAL Y DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DE LA 

CIUDAD DE MÉXICO EL 30 DE OCTUBRE DE 2017. 

 

PRIMERO. - El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial de 

la Ciudad de México.  

 

SEGUNDO.- Publíquese en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México, para su conocimiento y en el Diario 

Oficial de la Federación para su mayor difusión.  

 

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los veinticinco días del mes de julio del año 

dos mil diecisiete. POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. MAURICIO ALONSO TOLEDO GUTIÉRREZ, 

PRESIDENTE.- DIP. REBECA PERALTA LEÓN, SECRETARIA.- DIP. LUCIANO JIMENO HUANOSTA, 

SECRETARIO.- (Firmas)  

 

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 122, Apartado A, Base III, de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos; Transitorios Primero y Segundo del Decreto por el que se declaran 

reformadas y derogadas diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, en materia de la Reforma Política de la Ciudad de México; 48, 49 y 67, fracción II, del Estatuto de 

Gobierno del Distrito Federal, para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto 

Promulgatorio en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno de la Ciudad de México, a los veintiséis días del 

mes de octubre del año dos mil diecisiete.- EL JEFE DE GOBIERNO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, MIGUEL 

ÁNGEL MANCERA ESPINOSA.- FIRMA.- LA SECRETARIA DE GOBIERNO, DORA PATRICIA MERCADO 

CASTRO.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE DESARROLLO SOCIAL, JOSÉ RAMÓN AMIEVA GÁLVEZ.- FIRMA. 

 

 

TRANSITORIOS DEL DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN DIVERSAS DISPOSICIONES DEL CÓDIGO 

PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL Y DE LA LEY DEL FONDO DE APOYO A LA PROCURACIÓN DE JUSTICIA 
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EN EL DISTRITO FEDERAL, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO EL 07 DE 

DICIEMBRE DE 2017. 

 

PRIMERO. - Túrnese al Jefe de Gobierno de la Ciudad de México para su promulgación y publicación en la 

Gaceta Oficial de la Ciudad de México.  

 

SEGUNDO.- El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial de 

la Ciudad de México.  

 

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los veintinueve días del mes de agosto del 

año dos mil diecisiete.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. JOSÉ GONZALO ESPINA MIRANDA, 

VICEPRESIDENTE.- DIP. REBECA PERALTA LEÓN, SECRETARIA.- DIP. LUCIANO JIMENO HUANOSTA, 

SECRETARIO. (Firmas)  

 

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 122, Apartado A, Base III, de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos; Transitorios Primero y Segundo del Decreto por el que se declaran 

reformadas y derogadas diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, en materia de la Reforma Política de la Ciudad de México; 48, 49 y 67, fracción II, del Estatuto de 

Gobierno del Distrito Federal, para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto 

Promulgatorio en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno de la Ciudad de México, a los cinco días del mes 

de diciembre del año dos mil diecisiete.- EL JEFE DE GOBIERNO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, MIGUEL 

ÁNGEL MANCERA ESPINOSA.- FIRMA.- LA SECRETARIA DE GOBIERNO, DORA PATRICIA MERCADO 

CASTRO.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE FINANZAS, EDGAR ABRAHAM AMADOR ZAMORA.- FIRMA.- EL 

SECRETARIO DE SEGURIDAD PÚBLICA, HIRAM ALMEIDA ESTRADA.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE 

DESARROLLO URBANO Y VIVIENDA, FELIPE DE JESUS GUTIERREZ GUTIERREZ.- FIRMA. 

 

 

TRANSITORIOS DEL DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN DIVERSAS DISPOSICIONES DEL CÓDIGO 

PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL Y DE LA LEY DE CULTURA CÍVICA DEL DISTRITO FEDERAL, 

PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO EL 22 DE DICIEMBRE DE 2017. 

 

PRIMERO. - Túrnese al Jefe de Gobierno de la Ciudad de México para su promulgación y publicación en la 

Gaceta Oficial de la Ciudad de México.  

 

SEGUNDO.- El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial de 

la Ciudad de México. 

 

TERCERO.- En tanto no entre en vigor la Unidad de Medida y Actualización se utilizara la Unidad de Cuenta 

vigente en la Ciudad de México.  

 

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los veintidós días del mes de agosto del año 

dos mil diecisiete.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. MAURICIO ALONSO TOLEDO GUTIÉRREZ , 

PRESIDENTE.- DIP. REBECA PERALTA LEÓN, SECRETARIA.- DIP. LUCIANO JIMENO HUANOSTA, 

SECRETARIO. (Firmas)  

 

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 122, Apartado A, Base III, de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos; Transitorios Primero y Segundo del Decreto por el que se declaran 

reformadas y derogadas diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, en materia de la Reforma Política de la Ciudad de México; 48, 49 y 67, fracción II, del Estatuto de 
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Gobierno del Distrito Federal, para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto 

Promulgatorio en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno de la Ciudad de México, a los quince días del 

mes de diciembre del año dos mil diecisiete.- EL JEFE DE GOBIERNO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, MIGUEL 

ÁNGEL MANCERA ESPINOSA.- FIRMA.- LA SECRETARIA DE GOBIERNO, DORA PATRICIA MERCADO 

CASTRO.- FIRMA. 

 

 

TRANSITORIOS DEL DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 211 DEL CODIGO PENAL PARA EL 

DISTRITO FEDERAL, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO EL 18 DE OCTUBRE 

DE 2018. 

 

PRIMERO. - Publíquese en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México y en el Diario Oficial de la Federación 

para su mayor difusión.  

 

SEGUNDO.- El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial de 

la Ciudad de México.  

 

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los veintiséis días del mes de abril del año 

dos mil dieciocho.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. IVÁN TEXTA SOLÍS, PRESIDENTE.- DIP. EVA ELOISA 

LESCAS HERNÁNDEZ, SECRETARIA.- DIP. FRANCIS IRMA PIRIN CIGARRERO, SECRETARIA.- (Firmas)  

 

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 122, Apartado A, Base III, de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos; Transitorios Primero y Segundo del Decreto por el que se declaran 

reformadas y derogadas diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, en materia de la Reforma Política de la Ciudad de México; 48, 49 y 67, fracción II, del Estatuto de 

Gobierno del Distrito Federal, para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto 

Promulgatorio en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno de la Ciudad de México, a los treinta y un días 

del mes de agosto del año dos mil dieciocho.- EL JEFE DE GOBIERNO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, JOSÉ 

RAMÓN AMIEVA GÁLVEZ.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, GUILLERMO OROZCO LORETO.- 

FIRMA. 

 

 

TRANSITORIOS DEL DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY DE AUSTERIDAD, TRANSPARENCIA EN 

REMUNERACIONES, PRESTACIONES Y EJERCICIO DE RECURSOS DE LA CIUDAD DE MÉXICO, SE ADICIONA 

UN ARTÍCULO 63-BIS A LA LEY DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LA CIUDAD DE MÉXICO Y 

SE ADICIONA UN CAPÍTULO XIV AL TÍTULO DÉCIMO OCTAVO DEL LIBRO SEGUNDO, UN ARTÍCULO 276-

BIS Y UN ARTÍCULO 276-TER AL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL. PUBLICADO EN LA  GACETA 

OFICIAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO EL 31 DE DICIEMBRE DE 2018 

 

 

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial de la 

Ciudad de México. 

 

SEGUNDO. Las Dependencias, Alcaldías, Órganos Desconcentrados, Entidades, Órganos Autónomos y 

Órganos de Gobierno de la Ciudad de México, deberán emitir, de acuerdo a su competencia, las 

disposiciones administrativas necesarias a efecto de cumplir la presente Ley en un plazo de sesenta días 

naturales posteriores a su publicación en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México. 
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TERCERO. Las remuneraciones de las y los Magistrados del Tribunal de Justicia Administrativa, 

Magistrados y Jueces del Tribunal Superior de Justicia, Integrantes del Consejo de la Judicatura, Titulares 

de Organismos Autónomos y Organismos Descentralizados, cuyo desempeño del cargo esté sujeto a un 

plazo determinado previsto expresamente en la normatividad aplicable, y que a la fecha de la entrada en 

vigor de este Decreto ya se encuentren en funciones, no podrán ser disminuidas, pudiendo concluir su 

encargo con las remuneraciones que actualmente perciben, surtiendo efectos la presente Ley hasta que 

una diversa persona sea nombrada en el cargo de que se trate. 

 

CUARTO. Aquellos servidores públicos que, a la entrada en vigor de la presente Ley, perciban remuneración 

salarial igual o mayor a la o el Titular de la Jefatura de Gobierno de la Ciudad de México, seguirán 

percibiendo la misma remuneración hasta que termine su mandato o encargo. 

 

QUINTO. Los procedimientos de responsabilidad administrativa que al momento de entrar en vigor la 

presente Ley se encuentren en procedimiento, se substanciaran con las leyes y normas vigentes al 

momento del inicio de los mismos. 

 

SEXTO. Se abroga la Ley de Presupuesto y Gasto Eficiente de la Ciudad de México a partir de la entrada en 

vigor de esta Ley. Las referencias a la primer Ley en los ordenamientos legales vigentes, se deberán 

entender realizadas a la Ley de Austeridad, Transparencia en Remuneraciones, Prestaciones y Ejercicio de 

Recursos de la Ciudad de México. 

 

SÉPTIMO. El Reglamento de la Ley de Presupuesto y Gasto Eficiente de la Ciudad de México, se continuará 

aplicando en lo que no se contraponga con la presente Ley, hasta en tanto el titular de la Jefatura de 

Gobierno, emita el Reglamento de esta Ley, en un plazo no mayor a 90 días naturales. 

 

OCTAVO. Se derogan las normas jurídicas que se opongan al presente Decreto. 

 

Palacio Legislativo del Congreso de la Ciudad de México, a los veintiocho días del mes de diciembre del año 

dos mil dieciocho.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIPUTADO JOSÉ DE JESÚS MARTÍN DEL CAMPO 

CASTAÑEDA, PRESIDENTE.- DIPUTADA ISABELA ROSALES HERRERA, SECRETARIA.- DIPUTADA ANA 

PATRICIA BAEZ GUERRERO, SECRETARIA.- (Firmas) 

 

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 122, Apartado A, fracción III, de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos; 32 apartado C, numeral 1, inciso a) de la Constitución Política de la Ciudad 

de México; 2° fracciones XVII y XVIII, 6°, 9° fracción I, 18 y 20 párrafo primero de la Ley Orgánica del Poder 

Ejecutivo y de la Administración Pública de la Ciudad de México; para su debida publicación y observancia, 

expido el presente Decreto Promulgatorio en la Residencia Oficial de la Jefatura de Gobierno de la Ciudad 

de México, a los veintiocho días del mes de diciembre del año dos mil dieciocho.- LA JEFA DE GOBIERNO 

DE LA CIUDAD DE MÉXICO, DRA. CLAUDIA SHEINBAUM PARDO.- FIRMA.- LA SECRETARIA DE GOBIERNO, 

ROSA ICELA RODRÍGUEZ VELÁZQUEZ.- FIRMA.- LA SECRETARIA DE PROTECCIÓN CIVIL Y DE LA GESTIÓN 

INTEGRAL DE RIESGOS, MYRIAM VILMA URZÚA VENEGAS.- FIRMA.- LA SECRETARIA DE TRABAJO Y 

FOMENTO AL EMPLEO, HAYDEÉ SOLEDAD ARAGÓN MARTÍNEZ.- FIRMA.- LA SECRETARIA DE 

EDUCACIÓN, ROSAURA RUÍZ GUTIÉRREZ.- FIRMA.- LA SECRETARIA DE DESARROLLO RURAL Y EQUIDAD 

PARA LAS COMUNIDADES, LARISA ORTÍZ QUINTERO.- FIRMA.- LA SECRETARIA DE DESARROLLO 

URBANO Y VIVIENDA, ILEANA AUGUSTA VILLALOBOS ESTRADA.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE 

DESARROLLO ECONÓMICO, JOSÉ LUIS BEATO GONZÁLEZ.- FIRMA.- LA SECRETARIA DEL MEDIO 

AMBIENTE, MARINA ROBLES GARCÍA.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE OBRAS Y SERVICIOS, JESÚS 

ANTONIO ESTEVA MEDINA.-FIRMA.- LA SECRETARIA DE DESARROLLO SOCIAL, ALMUDENA OCEJO 

ROJO.- FIRMA.- LA SECRETARIA DE SALUD, OLIVA LÓPEZ ARELLANO.- FIRMA.- LA SECRETARIA DE 

ADMINISTRACIÓN Y FINANZAS, LUZ ELENA GONZÁLEZ ESCOBAR.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE 
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MOVILIDAD, ANDRÉS LAJOUS LOAEZA.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE TURISMO, CARLOS MACKINLAY 

GROHMANN.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE CULTURA, JOSÉ ALFONSO SUÁREZ DEL REAL Y AGUILERA.- 

FIRMA.- EL SECRETARIO DE LA CONTRALORÍA GENERAL, JUAN JOSÉ SERRANO MENDOZA.- FIRMA.- EL 

SECRETARIO DE SEGURIDAD CIUDADANA, JESÚS ORTA MARTÍNEZ.- FIRMA. 

 

 

TRANSITORIOS EL QUE EL CONGRESO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, EMITE FE DE ERRATAS: AL DECRETO 

POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN, DIVERSAS DISPOSICIONES DEL CÓDIGO PENAL DEL DISTRITO 

FEDERAL Y DE LA LEY DE CULTURA CÍVICA DE LA CIUDAD DE MÉXICO, APROBADO POR EL PLENO DEL 

CONGRESO DE LA CIUDAD DE MÉXICO EL 30 DE JULIO DE 2019.  

 

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 4 fracción XXIV, XXXVII, XLII, 75 de la Ley Orgánica y 2 

fracción, XXIV, XXXVII, XLII, 190, 192, 209, 210, 211, 212, 221 del Reglamento ambos del Congreso de la 

Ciudad de México, y el oficio de fecha primero de agosto de 2019, firmado por la mayoría de la Junta 

Directiva de la Comisión de Administración y Procuración de Justicia, me permito presentar la siguiente FE 

DE ERRATAS; entendiendo a la fe de erratas como una corrección que debe de atender meramente a los 

aspectos ortográficos o gramaticales, que de modo alguno impliquen suplantar la voluntad del legislador, 

autor primigenio de los textos normativos, ello, en congruencia con el criterio contenido en le tesis 

aislada  P.VI/2003, de la Novena Época, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada 

en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo XVIII, de julio de 2003, página 28, bajo el rubro 

y texto siguientes: LEY. PARA DETERMINAR LA AUTENTICIDAD DE SU TEXTO DEBE ATENDERSE AL 

APROBADO POR LAS CÁMARAS DURANTE EL PROCESO LEGISLATIVO Y NO AL QUE DIFIRIENDO DE ÉSTE 

SE HAYA ENVIADO AL EJECUTIVO PARA SU PROMULGACIÓN.  

 

Por lo anterior, en la Gaceta Parlamentaria del día 29 de julio de 2019, correspondiente a la Orden del Día 

de la Sesión Extraordinaria del día 30 de Julio de 2019, se publicó el proyecto de Decreto por el que se 

reforman y adicionan, diversas disposiciones del Código Penal del Distrito Federal y de la Ley de Cultura 

Cívica de la Ciudad de México; En dicha sesión Extraordinaria del 30 de Julio de 2019, se discutió y aprobó 

en lo general y en lo particular, el dictamen referido que presentó la Comisión de Administración y 

Procuración de Justicia. En ese orden de ideas, es necesario realizar una corrección al decreto por el que se 

reforman y adicionan, diversas disposiciones del Código Penal del Distrito Federal y de la Ley de Cultura 

Cívica de la Ciudad de México para quedar de la siguiente manera:  

Código Penal del Distrito Federal 

DICE DEBE DECIR 

 

 

 

B) Se impondrá de cuatro a ocho años, cuando se 

trate de vehículo automotriz 

 

 

 

B) Se impondrá de cuatro a ocho años de prisión, 

cuando se trate de vehículo automotriz 

 

 

 

Palacio Legislativo del Congreso de la Ciudad de México, a los siete días del mes de agosto del año dos mil 

diecinueve. POR LA MESA DIRECTIVA (Firma) DIPUTADO JOSÉ DE JESÚS MARTÍN DEL CAMPO 

CASTAÑEDA PRESIDENTA 
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TRANSITORIOS DEL DECRETO POR EL SE REFORMAN Y ADICIONAN, DIVERSAS DISPOSICIONES DEL 

CÓDIGO PENAL DEL DISTRITO FEDERAL Y DE LA LEY DE CULTURA CÍVICA DE LA CIUDAD DE MÉXICO, 

PUBLICADO EN LA GACETA OFIFICAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO EL 1° DE AGOSTO DE 2019. 

 

 

PRIMERO: El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial de la 

Ciudad de México. 

 

SEGUNDO: Publíquese en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México. 

 

Palacio Legislativo del Congreso de la Ciudad de México, a los treinta días del mes de julio del año dos mil 

diecinueve.- POR LA MESA DIRECTIVA.-DIPUTADO JOSÉ DE JESÚS MARTÍN DEL CAMPO 

CASTAÑEDA,PRESIDENTE.- DIPUTADA ISABELA ROSALES HERRERA, SECRETARIA.- DIPUTADA ANA 

PATRICIA BAEZ GUERRERO, SECRETARIA.- (Firmas) 

 

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 122, Apartado A, fracción III, de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos; 32 apartado C, numeral 1, inciso a) de la Constitución Política de la Ciudad 

de México; 2, 3, fracciones XVII y XVIII, 7, 10 fracción II, 12 y 21 párrafo primero de la Ley Orgánica del Poder 

Ejecutivo y de la Administración Pública de la Ciudad de México; para su debida publicación y observancia, 

expido el presente Decreto Promulgatorio en la Residencia Oficial de la Jefatura de Gobierno de la Ciudad 

de México, el primer día del mes de agosto del año dos mil diecinueve.- LA JEFA DE GOBIERNO DE LA 

CIUDAD DE MÉXICO, DRA. CLAUDIA SHEINBAUM PARDO.- FIRMA.- LA SECRETARIA DE GOBIERNO, ROSA 

ICELA RODRÍGUEZ VELÁZQUEZ.- FIRMA.- LA SECRETARIA DE LAS MUJERES, GABRIELA RODRÍGUEZ 

RAMÍREZ.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE SEGURIDAD CIUDADANA, JESÚS ORTA MARTÍNEZ.- FIRMA. 

 

 

 

TRANSITORIOS DEL DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN LOS ARTÍCULOS 130 Y 131 DEL CÓDIGO 

PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL. SE DEROGA EL ARTÍCULO 136 DEL CÓDIGO PENAL PARA EL 

DISTRITO FEDERAL PUBLICADO EN LA GACETA OFIFICAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO EL 8 DE ENERO DE 

2020. 

 

Primero: El presente decreto entrará en vigor, al día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial de la 

Ciudad de México. 

 

Segundo: Remítase a la Jefa de Gobierno para efectos de su publicación en la Gaceta Oficial de la Ciudad 

de México. 

 

Palacio Legislativo del Congreso de la Ciudad de México, a los veintiún días del mes de noviembre del año 

dos mil diecinueve.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIPUTADA ISABELA ROSALES HERRERA, PRESIDENTA.- 

DIPUTADA MARTHA SOLEDAD ÁVILA VENTURA, SECRETARIA.- DIPUTADA MARGARITA SALDAÑA 

HERNÁNDEZ, SECRETARIA.- (Firmas)  

 

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 122, apartado A, fracción III, de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos; 32 apartado C, numeral 1, inciso a) de la Constitución Política de la Ciudad 

de México; 3 fracciones XVII y XVIII, 7 párrafo primero, 10 fracción II, 12 y 21, párrafo primero, de la Ley 

Orgánica del Poder Ejecutivo y de la Administración Pública de la Ciudad de México; para su debida 

publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio en la Residencia Oficial de la Jefatura 

de Gobierno de la Ciudad de México, a los cinco días del mes diciembre del año dos mil diecinueve.- LA 
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JEFA DE GOBIERNO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, DRA. CLAUDIA SHEINBAUM PARDO.- FIRMA.- LA 

SECRETARIA DE GOBIERNO, ROSA ICELA RODRÍGUEZ VELÁZQUEZ.- FIRMA. 

 

 

TRANSITORIOS DEL DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL 

Y LA LEY DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA DE LA CIUDAD DE MÉXICO 

PUBLICADO EN LA GACETA OFIFICAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO EL 22 DE ENERO DE 2020. 

 

PRIMERO. - El presente decreto entrará en vigor, al día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial de 

la Ciudad de México. 

  

SEGUNDO. - Remítase a la Jefatura de Gobierno para su publicación en la Gaceta Oficial de la Ciudad de 

México para los efectos legales a que haya lugar.  

 

Palacio Legislativo del Congreso de la Ciudad de México, a los tres días del mes de diciembre del año dos 

mil diecinueve. - POR LA MESA DIRECTIVA. - DIPUTADA ISABELA ROSALES HERRERA, PRESIDENTA. - 

DIPUTADA MARTHA SOLEDAD ÁVILA VENTURA, SECRETARIA. - DIPUTADA MARGARITA SALDAÑA 

HERNÁNDEZ, SECRETARIA. - (Firmas)  

 

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 122, apartado A, fracción III de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos; 32, apartado C, numeral 1, inciso a) de la Constitución Política de la Ciudad 

de México; 2 párrafo segundo, 3 fracciones XVII y XVIII, 7 párrafo primero, 10 fracción II, 12 y 21 párrafo 

primero de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo y de la Administración Pública de la Ciudad de México; para 

su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio en la Residencia Oficial de 

la Jefatura de Gobierno de la Ciudad de México, a los veintiún días del mes enero del año dos mil veinte.- 

LA JEFA DE GOBIERNO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, DRA. CLAUDIA SHEINBAUM PARDO.- FIRMA.- LA 

SECRETARIA DE GOBIERNO, ROSA ICELA RODRÍGUEZ VELÁZQUEZ.- FIRMA.- LA SECRETARIA DE LAS 

MUJERES, GABRIELA RODRÍGUEZ RAMÍREZ.- FIRMA 

 

 

TRANSITORIOS DEL DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN LOS ARTÍCULOS 160 Y 162 DEL CÓDIGO 

PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL PUBLICADO EN LA GACETA OFIFICAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO EL 

6 DE FEBRERO DE 2020. 

 

Primero: El presente decreto entrará en vigor, al día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial de la 

Ciudad de México.  

 

Segundo. Remítase a la Jefa de Gobierno para efectos de su publicación en la Gaceta Oficial de la Ciudad 

de México.  

 

Palacio Legislativo del Congreso de la Ciudad de México, a los veintiún días del mes de noviembre del año 

dos mil diecinueve. - POR LA MESA DIRECTIVA. - DIPUTADA ISABELA ROSALES HERRERA, PRESIDENTA. 

- DIPUTADA MARTHA SOLEDAD ÁVILA VENTURA, SECRETARIA. - DIPUTADA MARGARITA SALDAÑA 

HERNÁNDEZ, SECRETARIA.  

 

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 122, apartado A, fracción III de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos; 32, apartado C, numeral 1, inciso a) de la Constitución Política de la Ciudad 

de México; 2 párrafo segundo, 3 fracciones XVII y XVIII, 7 párrafo primero, 10 fracción II, 12 y 21 párrafo 

primero de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo y de la Administración Pública de la Ciudad de México; para 
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su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio en la Residencia Oficial de 

la Jefatura de Gobierno de la Ciudad de México, a los veintiocho días del mes de noviembre del año dos mil 

diecinueve.- LA JEFA DE GOBIERNO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, DRA. CLAUDIA SHEINBAUM PARDO.- 

FIRMA.- LA SECRETARIA DE GOBIERNO, ROSA ICELA RODRÍGUEZ VELÁZQUEZ.- FIRMA. 

 

TRANSITORIOS DEL DECRETO POR EL QUE SE REFORMA Y ADICIONA, DIVERSAS DISPOSICIONES DEL 

CÓDIGO PENAL DEL DISTRITO FEDERAL, DE LA LEY DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE 

VIOLENCIA DE LA CIUDAD DE MÉXICO Y DE LA LEY DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y 

ADOLESCENTES DE LA CIUDAD DE MÉXICO PUBLICADO EN LA GACETA OFIFICAL DE LA CIUDAD DE 

MÉXICO EL 20 DE MARZO DE 2020. 

 

PRIMERO. - Publíquese en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México.  

 

SEGUNDO. - El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial de 

la Ciudad de México.  

 

TERCERO. - A efecto de dar cumplimiento a lo dispuesto en el presente decreto, la persona Titular de la 

Jefatura de Gobierno de la Ciudad de México, contará con un plazo que no excederá de 30 días hábiles, para 

armonizar el contenido del Reglamento de la Ley de Acceso de las Mujeres una Vida libre de Violencia de la 

Ciudad de México con el presente decreto.  

 

CUARTO. - La Secretaria de Gobierno de la Ciudad de México, contará con un término máximo de 90 días 

naturales para crear el Registro Público de Personas Agresoras Sexuales de la Ciudad de México, mismo que 

entrara en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México.  

 

QUINTO. - A partir de la entrada en vigor del presente decreto, la Secretaria de Gobierno, deberá incluir en 

la base de datos del Registro, todas aquellas personas sentenciadas que hayan adquirido ese carácter con 

fecha posterior a la entrada del presente decreto.  

 

SEXTO. - Envíese el presente decreto a la Jefa de Gobierno de la Ciudad de México para sus efectos legales.  

 

Palacio Legislativo del Congreso de la Ciudad de México, a los diez días del mes de marzo del año dos mil 

veinte.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIPUTADA ISABELA ROSALES HERRERA, PRESIDENTA.- DIPUTADA 

DONAJI OFELIA OLIVERA REYES, SECRETARIA.- DIPUTADA MARGARITA SALDAÑA HERNÁNDEZ, 

SECRETARIA.- (Firmas)  

 

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 122, apartado A, fracción III de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos; 32, apartado C, numeral 1, inciso a) de la Constitución Política de la Ciudad 

de México; 2 párrafo segundo, 3 fracciones XVII y XVIII, 7 párrafo primero, 10 fracción II, 12 y 21 párrafo 

primero de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo y de la Administración Pública de la Ciudad de México; para 

su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio en la Residencia Oficial de 

la Jefatura de Gobierno de la Ciudad de México, a los diecinueve días del mes marzo del año dos mil veinte.- 

LA JEFA DE GOBIERNO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, DRA. CLAUDIA SHEINBAUM PARDO.- FIRMA.- LA 

SECRETARIA DE GOBIERNO, ROSA ICELA RODRÍGUEZ VELÁZQUEZ.- FIRMA.- LA SECRETARIA DE 

INCLUSIÓN Y BIENESTAR SOCIAL, ALMUDENA OCEJO ROJO.- FIRMA. 
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TRANSITORIOS DEL DECRETO POR EL QUE SE REFORMA Y ADICIONAN, DIVERSAS DISPOSICIONES DEL 

CÓDIGO PENAL DEL DISTRITO FEDERAL, PUBLICADO EL 29 DE JULIO DE 2020 EN LA GACETA OFICIAL DE 

LA CIUDAD DE MÉXICO. 

 

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial de la 

Ciudad de México.  

 

SEGUNDO. Publíquese en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México. 

 

TERCERO. Remítase a la Jefa de Gobierno para sus efectos legales.  

 

Palacio Legislativo del Congreso de la Ciudad de México, a los veinticuatro días del mes de julio del año dos 

mil veinte. POR LA MESA DIRECTIVA.- DIPUTADA ISABELA ROSALES HERRERA, PRESIDENTA.- DIPUTADA 

DONAJI OFELIA OLIVERA REYES, SECRETARIA.- DIPUTADA MARGARITA SALDAÑA HERNÁNDEZ, 

SECRETARIA.- (Firmas)  

 

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 122, apartado A, fracción III de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos; 32, apartado C, numeral 1, inciso a) de la Constitución Política de la Ciudad 

de México; 2 párrafo segundo, 3 fracciones XVII y XVIII, 7 párrafo primero, 10 fracción II, 12 y 21 párrafo 

primero de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo y de la Administración Pública de la Ciudad de México; para 

su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio en la Residencia Oficial de 

la Jefatura de Gobierno de la Ciudad de México, a los veintiocho días del mes de julio del año dos mil veinte.- 

LA JEFA DE GOBIERNO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, DRA. CLAUDIA SHEINBAUM PARDO.- FIRMA.- EL 

SECRETARIO DE GOBIERNO, JOSÉ ALFONSO SUÁREZ DEL REAL Y AGUILERA.- FIRMA. 

 

 

TRANSITORIO DEL DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA UN ARTÍCULO 293 QUÁTER AL CÓDIGO PENAL 

PARA EL DISTRITO FEDERAL PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO EL DÍA 26 DE 

FEBRERO DE 2021. 

 

Primero: El presente decreto entrará en vigor, al día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial de la 

Ciudad de México.  

 

Segundo. Remítase a la persona titular de la Jefatura de Gobierno para los efectos procesales 

correspondientes.  

 

Palacio Legislativo del Congreso de la Ciudad de México, a los veintitrés días del mes de febrero del año dos 

mil veintiuno. POR LA MESA DIRECTIVA.-DIPUTADA MARGARITA SALDAÑA HERNÁNDEZ, PRESIDENTA.- 

DIPUTADA DONAJI OFELIA OLIVERA REYES, SECRETARIA.- DIPUTADO PABLO MONTES DE OCA DEL 

OLMO, SECRETARIO.- (Firmas)  

 

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 122, apartado A, fracción III de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos; 32, apartado C, numeral 1, inciso a) de la Constitución Política de la Ciudad 

de México; 2 párrafo segundo, 3 fracciones XVII y XVIII, 7 párrafo primero, 10 fracción II, 12 y 21 párrafo 

primero de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo y de la Administración Pública de la Ciudad de México; para 

su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio en la Residencia Oficial de 

la Jefatura de Gobierno de la Ciudad de México, a los veinticinco días del mes de febrero del año dos mil 

veintiuno.- LA JEFA DE GOBIERNO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, DRA. CLAUDIA SHEINBAUM PARDO.- 

FIRMA.- - EL SECRETARIO DE GOBIERNO, JOSÉ ALFONSO SUÁREZ DEL REAL Y AGUILERA.-FIRMA. 
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TRANSITORIO DEL DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN, LOS ARTÍCULOS 108, 111 Y 181 

BIS DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD 

DE MÉXICO EL DÍA 07 DE JUNIO DE 2021. 

 

Primero. El presente decreto entrará en vigor, al día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial de la 

Ciudad de México.  

 

Segundo. Publíquese en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México.  

 

Tercero. Remítase a la Jefa de Gobierno para sus efectos legales correspondientes.  

 

Palacio Legislativo del Congreso de la Ciudad de México, a los veinticinco días del mes de mayo del año dos 

mil veintiuno. POR LA MESA DIRECTIVA, DIPUTADA ANA PATRICIA BAEZ GUERRERO, PRESIDENTA, 

DIPUTADA DONAJI OFELIA OLIVERA REYES, SECRETARIA, DIPUTADO PABLO MONTES DE OCA DEL 

OLMO (Firmas)  

 

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 122, apartado A, fracción III de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos; 32, apartado C, numeral 1, inciso a) de la Constitución Política de la Ciudad 

de México; 2 párrafo segundo, 3 fracciones XVII y XVIII, 7 párrafo primero, 10 fracción II, 12 y 21 párrafo 

primero de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo y de la Administración Pública de la Ciudad de México; para 

su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio en la Residencia Oficial de 

la Jefatura de Gobierno de la Ciudad de México, a los cuatro días del mes de junio del año dos mil veintiuno.- 

LA JEFA DE GOBIERNO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, DRA. CLAUDIA SHEINBAUM PARDO.- FIRMA.- EL 

SECRETARIO DE GOBIERNO, JOSÉ ALFONSO SUÁREZ DEL REAL Y AGUILERA.- FIRMA.- EL SECRETARIO 

DE LA CONTRALORÍA GENERAL, JUAN JOSÉ SERRANO MENDOZA.- FIRMA. 

 

 

TRANSITORIO DEL DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN LOS ARTÍCULOS 71 TER, 86 DENOMINACIÓN 

DEL TÍTULO DÉCIMO OCTAVO, 256, 259, DENOMINACIÓN DEL CAPÍTULO V, 267, 291, 292, Y 293; 

ADICIONA LOS ARTÍCULOS 111 BIS Y 256 BIS; Y DEROGA LOS ARTÍCULOS 266, 270, 272, 273 Y 275; 

TODOS DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DE LA 

CIUDAD DE MÉXICO EL DÍA 07 DE JUNIO DE 2021. 

 

Primero. Publíquese en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México.  

 

Segundo. El presente decreto entrará en vigor, al día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial de la 

Ciudad de México.  

 

Tercero. Remítase a la Jefa de Gobierno para sus efectos legales correspondientes.  

 

Palacio Legislativo del Congreso de la Ciudad de México, a los veinticinco días del mes de mayo del año dos 

mil veintiuno. POR LA MESA DIRECTIVA, DIPUTADA ANA PATRICIA BAEZ GUERRERO, PRESIDENTA, 

DIPUTADA DONAJI OFELIA OLIVERA REYES, SECRETARIA, DIPUTADO PABLO MONTES DE OCA DEL 

OLMO (Firmas)  

 

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 122, apartado A, fracción III de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos; 32, apartado C, numeral 1, inciso a) de la Constitución Política de la Ciudad 

de México; 2 párrafo segundo, 3 fracciones XVII y XVIII, 7 párrafo primero, 10 fracción II, 12 y 21 párrafo 

primero de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo y de la Administración Pública de la Ciudad de México; para 
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su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio en la Residencia Oficial de 

la Jefatura de Gobierno de la Ciudad de México, a los cuatro días del mes de junio del año dos mil veintiuno.- 

LA JEFA DE GOBIERNO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, DRA. CLAUDIA SHEINBAUM PARDO.- FIRMA.- EL 

SECRETARIO DE GOBIERNO, JOSÉ ALFONSO SUÁREZ DEL REAL Y AGUILERA.- FIRMA.- LA SECRETARIA 

DE ADMINISTRACIÓN Y FINANZAS, LUZ ELENA GONZÁLEZ ESCOBAR.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE LA 

CONTRALORÍA GENERAL, JUAN JOSÉ SERRANO MENDOZA.- FIRMA.- LA SECRETARIA DE CULTURA, 

VANNESA BOHÓRQUEZ LÓPEZ.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE DESARROLLO ECONÓMICO, FADLALA 

AKABANI HNEIDE.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE DESARROLLO URBANO Y VIVIENDA, CARLOS ALBERTO 

ULLOA PÉREZ.- FIRMA.- LA SECRETARIA DE EDUCACIÓN, CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN, 

ROSAURA RUIZ GUTIÉRREZ.- FIRMA.- LA SECRETARIA DE GESTIÓN INTEGRAL DE RIESGOS Y 

PROTECCIÓN CIVIL, MYRIAM VILMA URZÚA VENEGAS.- FIRMA.- LA SECRETARIA DE INCLUSIÓN Y 

BIENESTAR SOCIAL, ALMUDENA OCEJO ROJO.- FIRMA.- LA SECRETARIA DEL MEDIO AMBIENTE, MARINA 

ROBLES GARCÍA.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE MOVILIDAD, ANDRÉS LAJOUS LOAEZA.- FIRMA.- LA 

SECRETARIA DE LAS MUJERES, INGRID AURORA GÓMEZ SARACÍBAR.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE 

OBRAS Y SERVICIOS, JESÚS ANTONIO ESTEVA MEDINA.- FIRMA.- LA SECRETARIA DE PUEBLOS Y 

BARRIOS ORIGINARIOS Y COMUNIDADES INDÍGENAS RESIDENTES, LAURA ITA ANDEHUI RUIZ 

MONDRAGÓN.- FIRMA.- LA SECRETARIA DE SALUD, OLIVA LÓPEZ ARELLANO.- FIRMA.- EL SECRETARIO 

DE SEGURIDAD CIUDADANA, OMAR HAMID GARCÍA HARFUCH.- FIRMA.- LA SECRETARIA DE TRABAJO Y 

FOMENTO AL EMPLEO, HAYDEÉ SOLEDAD ARAGÓN MARTÍNEZ.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE TURISMO, 

CARLOS MACKINLAY GROHMANN.- FIRMA.- EL CONSEJERO JURÍDICO Y DE SERVICIOS LEGALES, 

NÉSTOR VARGAS SOLANO.- FIRMA. 

 

 

TRANSITORIO DEL DECRETO POR EL QUE REFORMAN LOS ARTÍCULOS 135, 138, 140, 141, 236, 237 Y 

253 DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD 

DE MÉXICO EL DÍA 04 DE AGOSTO DE 2021. 

 

Primero. Remítase a la Jefa de Gobierno para su promulgación y publicación en la Gaceta Oficial de la 

Ciudad de México  

 

Segundo. El presente decreto entrará en vigor, al día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial de la 

Ciudad de México.  

 

Tercero. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente decreto  

 

Palacio Legislativo del Congreso de la Ciudad de México, a los siete días del mes de julio del año dos mil 

veintiuno. POR LA MESA DIRECTIVA, DIPUTADA ANA PATRICIA BÁEZ GUERRERO, PRESIDENTA, 

DIPUTADA DONAJÍ OFELIA OLIVERA REYES, SECRETARIA, DIPUTADO PABLO MONTES DE OCA DEL 

OLMO, SECRETARIO (Firmas)  

 

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 122, apartado A, fracción III de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos; 32, apartado C, numeral 1, inciso a) de la Constitución Política de la Ciudad 

de México; 2 párrafo segundo, 3 fracciones XVII y XVIII, 7 párrafo primero, 10 fracción II, 12 y 21 párrafo 

primero de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo y de la Administración Pública de la Ciudad de México; para 

su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio en la Residencia Oficial de 

la Jefatura de Gobierno de la Ciudad de México, a los dos días del mes de agosto del año dos mil veintiuno.- 

LA JEFA DE GOBIERNO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, DRA. CLAUDIA SHEINBAUM PARDO.- FIRMA.- EL 

SECRETARIO DE GOBIERNO, MARTÍ BATRES GUADARRAMA.- FIRMA. 
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TRANSITORIOS DEL DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA EL ARTÍCULO 232 BIS AL CÓDIGO PENAL PARA 

EL DISTRITO FEDERAL, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO EL DÍA 27 DE MAYO 

2022. 

 

Primero. - Remítase a la persona titular de la Jefatura de Gobierno, para su promulgación y publicación en 

la Gaceta Oficial de la Ciudad de México. 

 

Segundo. - El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial de la 

Ciudad de México. 

 

Palacio Legislativo del Congreso de la Ciudad de México, a los doce días del mes de mayo del año dos mil 

veintidós. POR LA MESA DIRECTIVA, DIPUTADO HÉCTOR DIAZ POLANCO, PRESIDENTE. - DIPUTADA 

MARCELA FUENTE CASTILLO, SECRETARIA. - DIPUTADA FRIDA JIMENA GUILLÉN ORTIZ, SECRETARIA. - 

(Firmas) 

 

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 122, apartado A, fracción III de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos; 32, apartado C, numeral 1, inciso a) de la Constitución Política de la Ciudad 

de México; 2 párrafo segundo, 3 fracciones XVII y XVIII, 7 párrafo primero, 10 fracción II, 12 y 21 párrafo 

primero de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo y de la Administración Pública de la Ciudad de México; para 

su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio en la Residencia Oficial de 

la Jefatura de Gobierno de la Ciudad de México, a los veintiséis días del mes de mayo del año dos mil 

veintidós.- LA JEFA DE GOBIERNO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, DRA. CLAUDIA SHEINBAUM PARDO.- 

FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, MARTÍ BATRES GUADARRAMA.- FIRMA 

 

 

 

TRANSITORIOS DEL DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA LA FRACCIÓN III AL ARTÍCULO 200 BIS DEL 

CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE 

MÉXICO EL DÍA 27 DE MAYO 2022. 

 

Primero. - Remítase a la persona titular de la Jefatura de Gobierno, para su promulgación y publicación en 

la Gaceta Oficial de la Ciudad de México. 

 

Segundo. - El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial de la 

Ciudad de México. 

 

Palacio Legislativo del Congreso de la Ciudad de México, a los doce días del mes de mayo del año dos mil 

veintidós. POR LA MESA DIRECTIVA, DIPUTADO HÉCTOR DIAZ POLANCO, PRESIDENTE. - DIPUTADA 

MARCELA FUENTE CASTILLO, SECRETARIA. - DIPUTADA FRIDA JIMENA GUILLÉN ORTIZ, SECRETARIA.- 

(Firmas) 

 

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 122, apartado A, fracción III de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos; 32, apartado C, numeral 1, inciso a) de la Constitución Política de la Ciudad 

de México; 2 párrafo segundo, 3 fracciones XVII y XVIII, 7 párrafo primero, 10 fracción II, 12 y 21 párrafo 

primero de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo y de la Administración Pública de la Ciudad de México; para 

su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio en la Residencia Oficial de 

la Jefatura de Gobierno de la Ciudad de México, a los veintiséis días del mes de mayo del año dos mil 

veintidós.- LA JEFA DE GOBIERNO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, DRA. CLAUDIA SHEINBAUM PARDO.- 

FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, MARTÍ BATRES GUADARRAMA.- FIRMA 
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TRANSITORIOS DEL DECRETO POR EL QUE SE MODIFICAN LOS PARRAFOS PRIMERO Y TERCERO, ASI 

COMO LA FRACCIÓN I DEL ARTÍCULO 206 DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, PUBLICADO 

EN LA GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO, EL 03 DE JUNIO DE 2022 

 

PRIMERO. - Remítase a la Jefatura de Gobierno, para su promulgación y publicación en la Gaceta Oficial de 

la Ciudad de México para su conocimiento y difusión.  

 

SEGUNDO. - El presente Decreto entrar  en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial de 

la Ciudad de México.  

 

Palacio Legislativo del Congreso de la Ciudad de México, a los diecisiete días del mes de mayo del año dos 

mil veintidós .POR LA MESA DIRECTIVA, DIPUTADO HÉCTOR DIAZ POLANCO, PRESIDENTE.- DIPUTADA 

MARCELA FUENTE CASTILLO, SECRETARIA.- DIPUTADA FRIDA JIMENA GUILLÉN ORTIZ, SECRETARIA.- 

(Firmas)  

 

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 122, apartado A, fracción III de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos; 32, apartado C, numeral 1, inciso a) de la Constitución Política de la Ciudad 

de México; 2 párrafo segundo, 3 fracciones XVII y XVIII, 7 párrafo primero, 10 fracción II, 12 y 21 párrafo 

primero de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo y de la Administración Pública de la Ciudad de México; para 

su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio en la Residencia Oficial de 

la Jefatura de Gobierno de la Ciudad de México, al día dos del mes de junio del año dos mil veintidós.- LA 

JEFA DE GOBIERNO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, DRA. CLAUDIA SHEINBAUM PARDO.- FIRMA.- EL 

SECRETARIO DE GOBIERNO, MARTÍ BATRES GUADARR}AMA.- FIRMA 

 

 

TRANSITORIOS DEL DECRETO. POR EL CUAL SE DEROGA LA FRACCIÓN VI DEL INCISO A) Y SE ADICIONA 

EL INCISO E), TODOS DEL ARTÍCULO 224 DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, PUBLICADO 

EN LA GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO, EL 10 DE JUNIO DE 2022. 

  

Primero. - Remítase a la persona titular de la Jefatura de Gobierno, para su promulgación y publicación en 

la Gaceta Oficial de la Ciudad de México. 

 

 Segundo. - El presente Decreto entrar  en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial de la 

Ciudad de México.  

 

Palacio Legislativo del Congreso de la Ciudad de México, a los diecinueve días del mes de mayo del año dos 

mil veintidós. POR LA MESA DIRECTIVA, DIPUTADO HÉCTOR DIAZ POLANCO, PRESIDENTE. - DIPUTADA 

MARCELA FUENTE CASTILLO, SECRETARIA.- DIPUTADA FRIDA JIMENA GUILLÉN ORTIZ, SECRETARIA.- 

(Firmas)  

 

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 122, apartado A, fracción III de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos; 32, apartado C, numeral 1, inciso a) de la Constitución Política de la Ciudad 

de México; 2 párrafo segundo, 3 fracciones XVII y XVIII, 7 párrafo primero, 10 fracción II, 12 y 21 párrafo 

primero de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo y de la Administración Pública de la Ciudad de México; para 

su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio en la Residencia Oficial de 

la Jefatura de Gobierno de la Ciudad de México, a los nueve días del mes de junio del año dos mil veintidós.- 

LA JEFA DE GOBIERNO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, DRA. CLAUDIA SHEINBAUM PARDO.- FIRMA.- EL 

SECRETARIO DE GOBIERNO, MARTÍ BATRES GUADARRAMA.- FIRMA 
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TRANSITORIOS DEL DECRETO POR EL QUE SE MODIFICA EL ARTÍCULO 346, PÁRRAFO PRIMERO Y LA 

FRACCIÓN VI, DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DE 

LA CIUDAD DE MÉXICO, EL 10 DE JUNIO DE 2022. 

  

Primero.- Remítase a la persona titular de la Jefatura de Gobierno, para su promulgación y publicación en 

la Gaceta Oficial de la Ciudad de México.  

 

Segundo.- El presente Decreto entrar  en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial de la 

Ciudad de México. Palacio Legislativo del Congreso de la Ciudad de México, a los treinta y un días del mes 

de mayo del año dos mil veintidós. POR LA MESA DIRECTIVA, DIPUTADO HÉCTOR DIAZ POLANCO, 

PRESIDENTE.- DIPUTADA MARCELA FUENTE CASTILLO, SECRETARIA.- DIPUTADA FRIDA JIMENA GUILLÉN 

ORTIZ, SECRETARIA.- (Firmas) 

 

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 122, apartado A, fracción III de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos; 32, apartado C, numeral 1, inciso a) de la Constitución Política de la Ciudad 

de México; 2 párrafo segundo, 3 fracciones XVII y XVIII, 7 párrafo primero, 10 fracción II, 12 y 21 párrafo 

primero de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo y de la Administración Pública de la Ciudad de México; para 

su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio en la Residencia Oficial de 

la Jefatura de Gobierno de la Ciudad de México, a los nueve días del mes de junio del año dos mil veintidós.- 

LA JEFA DE GOBIERNO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, DRA. CLAUDIA SHEINBAUM PARDO.- FIRMA.- EL 

SECRETARIO DE GOBIERNO, MARTÍ BATRES GUADARRAMA.- FIRMA.- LA SECRETARIA DE 

ADMINISTRACIÓN Y FINANZAS, LUZ ELENA GONZÁLEZ ESCOBAR.- FIRMA.- LA SECRETARIA DEL MEDIO 

AMBIENTE, MARINA ROBLES GARCÍA.- FIRMA. 

 

 

TRANSITORIOS DEL DECRETO POR EL QUE SE MODIFICA EL ARTÍCULO 206 DEL CÓDIGO PENAL PARA EL 

DISTRITO FEDERAL. SE REFORMA EL ARTICULO 12 DE LA LEY PARA PREVENIR Y ELIMINAR LA 

DISCRIMINACIÓN DE LA CIUDAD DE MÉXICO. SE MODIFICA LA FRACCIÓN I DEL ARTÍCULO 26 DE LA LEY 

DE CULTURA CÍVICA DE LA CIUDAD DE MÉXICO. SE MODIFICA EL PRIMER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 10, 

65 Y 66 PÁRRAFO PRIMERO Y SE ADICIONA LA FRACCIÓN VIII BIS, AL APARTADO A, DEL ARTÍCULO 10, 

TODOS DE LA LEY DE ESTABLECIMIENTOS MERCANTILES PARA LA CIUDAD DE MÉXICO. SE MODIFICA EL 

PÁRRAFO PRIMERO DEL ARTÍCULO 7 Y SE LE ADICIONA LA FRACCIÓN I BIS AL ARTÍCULO 49, TODOS DE 

LA LEY DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LA CIUDAD DE MÉXICO. SE MODIFICA EL PRIMER 

PÁRRAFO Y SE ADICIONA LA FRACCIÓN III BIS, AMBAS AL ARTÍCULO 5 DE LA LEY DE PROTECCIÓN Y 

FOMENTO AL EMPLEO DEL DISTRITO FEDERAL. Y SE ADICIONA LA FRACCIÓN XXXVIII BIS AL ARTÍCULO 

9, LA FRACCIÓN VII AL ARTÍCULO 77, LA FRACCIÓN XI AL ARTÍCULO 86, LA FRACCIÓN XIX AL ARTÍCULO 

129, Y SE MODIFICAN LAS FRACCIONES V Y VI DEL ARTÍCULO 77, LAS FRACCIONES IX Y X DEL ARTÍCULO 

86, EL ARTÍCULO 117, LAS FRACCIONES XVII Y XVIII DEL ARTÍCULO 129, TODOS DE LA LEY DE 

EDUCACIÓN DE LA CIUDAD DE MÉXICO; PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO, 

EL 15 DE JUNIO DE 2022. 

 

Primero. - Remítase a la persona titular de la Jefatura de Gobierno, para su promulgación y publicación en 

la Gaceta Oficial de la Ciudad de México. 

Segundo. - El presente Decreto entrar  en vigor al día siguiente al de su publicación en la Gaceta Oficial de 

la Ciudad de México. 

 



 
     

      CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL 
 

CONSEJERÍA JURÍDICA Y DE SERVICIOS LEGALES 
 

Palacio Legislativo del Congreso de la Ciudad de México, a los nueve días del mes de junio del año dos mil 

veintidós. POR LA MESA DIRECTIVA, DIPUTADO HÉCTOR DIAZ POLANCO, PRESIDENTE.- DIPUTADA 

MARCELA FUENTE CASTILLO, SECRETARIA.- DIPUTADA FRIDA JIMENA GUILLÉN ORTIZ, SECRETARIA.- 

(Firmas) 

 

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 122, apartado A, fracción III de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos; 32, apartado C, numeral 1, inciso a) de la Constitución Política de la Ciudad 

de México; 2 párrafo segundo, 3 fracciones XVII y XVIII, 7 párrafo primero, 10 fracción II, 12 y 21 párrafo 

primero de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo y de la Administración Pública de la Ciudad de México; para 

su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio en la Residencia Oficial de 

la Jefatura de Gobierno de la Ciudad de México, a los catorce días del mes de junio del año dos mil 

veintidós.- LA JEFA DE GOBIERNO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, DRA. CLAUDIA SHEINBAUM PARDO.- 

FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, MARTÍ BATRES GUADARRAMA.- FIRMA.- LA SECRETARIA DE 

ADMINISTRACIÓN Y FINANZAS, LUZ ELENA GONZÁLEZ ESCOBAR.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE LA 

CONTRALORÍA GENERAL, JUAN JOSÉ SERRANO MENDOZA.- FIRMA.- LA SECRETARIA DE CULTURA, 

CLAUDIA STELLA CURIEL DE ICAZA.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE DESARROLLO ECONÓMICO, FADLALA 

AKABANI HNEIDE.- FIRMA.- LA SECRETARIA DE EDUCACIÓN, CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN, 

ROSAURA RUIZ GUTIÉRREZ.- FIRMA.- LA SECRETARIA DE GESTIÓN INTEGRAL DE RIESGOS Y 

PROTECCIÓN CIVIL, MYRIAM VILMA URZ A VENEGAS.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE INCLUSIÓN Y 

BIENESTAR SOCIAL, CARLOS ALBERTO ULLOA PÉREZ.- FIRMA.- LA SECRETARIA DEL MEDIO AMBIENTE, 

MARINA ROBLES GARCÍA.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE MOVILIDAD, ANDRÉS LAJOUS LOAEZA.- FIRMA.- 

LA SECRETARIA DE LAS MUJERES, INGRID GÓMEZ SARACÍBAR.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE OBRAS Y 

SERVICIOS, JESÚS ANTONIO ESTEVA MEDINA.- FIRMA.- LA SECRETARIA DE PUEBLOS Y BARRIOS 

ORIGINARIOS Y COMUNIDADES INDÍGENAS RESIDENTES, LAURA ITA ANDEHUI RUIZ MONDRAGÓN.- 

FIRMA.- LA SECRETARIA DE SALUD, OLIVA LÓPEZ ARELLANO.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE SEGURIDAD 

CIUDADANA, OMAR HAMID GARCÍA HARFUCH.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE TRABAJO Y FOMENTO AL 

EMPLEO, JOSÉ LUIS RODRÍGUEZ DÍAZ DE LEÓN.- FIRMA.- LA SECRETARIA DE TURISMO, REBECA OLIVIA 

SÁNCHEZ SANDÍN.- FIRMA.- EL CONSEJERO JURÍDICO, NÉSTOR VARGAS SOLANO.- FIRMA.- 

 

 

TRANSITORIOS DEL DECRETO POR EL QUE SE EL PRIMER PÁRRAFO, FRACCIONES I Y II DEL ARTÍCULO 

207 Y SE REFORMA EL ARTÍCULO 208 DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL; PUBLICADO EN 

LA GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO, EL 15 DE JUNIO DE 2022. 

 

Primero. - Remítase a la persona titular de la Jefatura de Gobierno, para su promulgación y publicación en 

la Gaceta Oficial de la Ciudad de México. 

 

Segundo. - El presente Decreto entrar  en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial de la 

Ciudad de México. 

 

Palacio Legislativo del Congreso de la Ciudad de México, a los nueve días del mes de junio del año dos mil 

veintidós. POR LA MESA DIRECTIVA, DIPUTADO HÉCTOR DIAZ POLANCO, PRESIDENTE.- DIPUTADA 

MARCELA FUENTE CASTILLO, SECRETARIA.- DIPUTADA FRIDA JIMENA GUILLÉN ORTIZ, SECRETARIA.- 

(Firmas) 

 

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 122, apartado A, fracción III de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos; 32, apartado C, numeral 1, inciso a) de la Constitución Política de la Ciudad 

de México; 2 párrafo segundo, 3 fracciones XVII y XVIII, 7 párrafo primero, 10 fracción II, 12 y 21 párrafo 

primero de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo y de la Administración Pública de la Ciudad de México; para 

su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio en la Residencia Oficial de 
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la Jefatura de Gobierno de la Ciudad de México, a los catorce días del mes de junio del año dos mil 

veintidós.- LA JEFA DE GOBIERNO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, DRA. CLAUDIA SHEINBAUM PARDO.- 

FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, MARTÍ BATRES GUADARRAMA.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE LA 

CONTRALORÍA GENERAL, JUAN JOSÉ SERRANO MENDOZA.- FIRMA.- LA SECRETARIA DE SALUD, OLIVA 

LÓPEZ ARELLANO.- FIRMA.- EL CONSEJERO JURÍDICO, NÉSTOR VARGAS SOLANO.- FIRMA. 

 

 

TRANSITORIOS DEL DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA EL CAPÍTULO III BIS, LOS ARTÍCULOS 141 BIS 

Y 141 TER AL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL; PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DE LA 

CIUDAD DE MÉXICO, EL 15 DE JUNIO DE 2022. 

 

Primero. Remítase a la persona titular de la Jefatura de Gobierno para su promulgación y publicación en 

la Gaceta Oficial de la Ciudad de México. 

 

Segundo. El presente decreto entrará en vigor, al día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial de la 

Ciudad de México. 

 

Palacio Legislativo del Congreso de la Ciudad de México, a los nueve días del mes de junio del año dos mil 

veintidós. POR LA MESA DIRECTIVA, DIPUTADO HÉCTOR DIAZ POLANCO, PRESIDENTE.- DIPUTADA 

MARCELA FUENTE CASTILLO, SECRETARIA.- DIPUTADA FRIDA JIMENA GUILLÉN ORTIZ, SECRETARIA.- 

(Firmas) 

 

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 122, apartado A, fracción III de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos; 32, apartado C, numeral 1, inciso a) de la Constitución Política de la Ciudad 

de México; 2 párrafo segundo, 3 fracciones XVII y XVIII, 7 párrafo primero, 10 fracción II, 12 y 21 párrafo 

primero de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo y de la Administración Pública de la Ciudad de México; para 

su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio en la Residencia Oficial de 

la Jefatura de Gobierno de la Ciudad de México, a los catorce días del mes de junio del año dos mil 

veintidós.- LA JEFA DE GOBIERNO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, DRA. CLAUDIA SHEINBAUM PARDO.- 

FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, MARTÍ BATRES GUADARRAMA.- FIRMA.- LA SECRETARIA DE 

SALUD, OLIVA LÓPEZ ARELLANO.- FIRMA.  

 

 

TRANSITORIOS DEL DECRETO POR EL QUE SE MODIFICA EL PÁRRAFO PRIMERO, LA FRACCIÓN II Y III, 

ADICIONÁNDOSE LA FRACCIÓN IV, RECORRIÉNDOSE EL QUINTO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 236 

DELCÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL; PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE 

MÉXICO, EL 15 DE JUNIO DE 2022. 

 

Primero. - Remítase a la persona titular de la Jefatura de Gobierno, para su promulgación y publicación en 

la Gaceta Oficial de la Ciudad de México. 

 

Segundo. - El presente Decreto entrar  en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial de la 

Ciudad de México. 

 

Palacio Legislativo del Congreso de la Ciudad de México, a los nueve días del mes de junio del año dos mil 

veintidós. POR LA MESA DIRECTIVA, DIPUTADO HÉCTOR DIAZ POLANCO, PRESIDENTE.- DIPUTADA 

MARCELA FUENTE CASTILLO, SECRETARIA.- DIPUTADA FRIDA JIMENA GUILLÉN ORTIZ, SECRETARIA.- 

(Firmas) Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 122, apartado A, fracción III de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos; 32, apartado C, numeral 1, inciso a) de la Constitución Política de 
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la Ciudad de México; 2 párrafo segundo, 3 fracciones XVII y XVIII, 7 párrafo primero, 10 fracción II, 12 y 21 

párrafo primero de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo y de la Administración Pública de la Ciudad de 

México; para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio en la 

Residencia Oficial de la Jefatura de Gobierno de la Ciudad de México, a los catorce días del mes de junio del 

año dos mil veintidós.- LA JEFA DE GOBIERNO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, DRA. CLAUDIA SHEINBAUM 

PARDO.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, MARTÍ BATRES GUADARRAMA.- FIRMA.- EL 

SECRETARIO DE MOVILIDAD, ANDRÉS LAJOUS LOAEZA.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE SEGURIDAD 

CIUDADANA, OMAR HAMID GARCÍA HARFUCH.- FIRMA. 

 

 

 

TRANSITORIOS DEL DECRETO POR EL QUE SE MODIFICA Y ADICIONA EL ARTÍCULO 345 BIS DEL CÓDIGO 

PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO, EL 

30 DE NOVIEMBRE DE 2022.  

 

Primero.- Remítase a la persona titular de la Jefatura de Gobierno, para su promulgación y publicación en 

la Gaceta Oficial de la Ciudad de México.  

 

Segundo.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial de la 

Ciudad de México. 

 

Palacio Legislativo del Congreso de la Ciudad de México, a los ocho días del mes de noviembre del año dos 

mil veintidós..- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIPUTADO FAUSTO MANUEL ZAMORANO ESPARZA, 

PRESIDENTE.- DIPUTADA MARCELA FUENTE CASTILLO, SECRETARIA.- DIPUTADA MARIA GABRIELA 

SALIDO MAGOS, SECRETARIA.- (Firmas) 

 

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 122, apartado A, fracción III de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos; 32, apartado C, numeral 1, inciso a) de la Constitución Política de la Ciudad 

de México; 2 párrafo segundo, 3 fracciones XVII y XVIII, 7 párrafo primero, 10 fracción II, 12 y 21 párrafo 

primero de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo y de la Administración Pública de la Ciudad de México; para 

su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio en la Residencia Oficial de 

la Jefatura de Gobierno de la Ciudad de México, a los veintinueve días del mes de noviembre del año dos 

mil veintidós.- LA JEFA DE GOBIERNO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, DRA. CLAUDIA SHEINBAUM PARDO.- 

FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, MARTÍ BATRES GUADARRAMA.- FIRMA.- LA SECRETARIA DE 

ADMINISTRACIÓN Y FINANZAS, LUZ ELENA GONZÁLEZ ESCOBAR.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE LA 

CONTRALORÍA GENERAL, JUAN JOSÉ SERRANO MENDOZA.- FIRMA.- LA SECRETARIA DEL MEDIO 

AMBIENTE, MARINA ROBLES GARCÍA.- FIRMA. 

 

 

TRANSITORIOS DEL DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL TERCER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 236 DEL 

CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE 

MÉXICO, EL 30 DE NOVIEMBRE DE 2022.  

 

Primero.- Remítase a la persona titular de la Jefatura de Gobierno, para su promulgación y publicación en 

la Gaceta Oficial de la Ciudad de México.  

 

Segundo.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial de la 

Ciudad de México. 
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Palacio Legislativo del Congreso de la Ciudad de México, a los ocho días del mes de noviembre del año dos 

mil veintidós.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIPUTADO FAUSTO MANUEL ZAMORANO ESPARZA, 

PRESIDENTE.- DIPUTADA MARCELA FUENTE CASTILLO, SECRETARIA.- DIPUTADA MARIA GABRIELA 

SALIDO MAGOS, SECRETARIA.- (Firmas) 

 

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 122, apartado A, fracción III de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos; 32, apartado C, numeral 1, inciso a) de la Constitución Política de la Ciudad 

de México; 2 párrafo segundo, 3 fracciones XVII y XVIII, 7 párrafo primero, 10 fracción II, 12 y 21 párrafo 

primero de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo y de la Administración Pública de la Ciudad de México; para 

su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio en la Residencia Oficial de 

la Jefatura de Gobierno de la Ciudad de México, a los veintinueve días del mes de noviembre del año dos 

mil veintidós.- LA JEFA DE GOBIERNO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, DRA. CLAUDIA SHEINBAUM PARDO.- 

FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, MARTÍ BATRES GUADARRAMA.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE LA 

CONTRALORÍA GENERAL, JUAN JOSÉ SERRANO MENDOZA.- FIRMA.-EL SECRETARIO DE SEGURIDAD 

CIUDADANA, OMAR HAMID GARCÍA HARFUCH.- FIRMA 

 

 

TRANSITORIOS DEL DECRETO POR EL QUE SE SE ADICIONAN LOS ARTÍCULOS 226 BIS, 226 TER, 350 

QUÁTER Y 350 QUINQUIES, ASÍ COMO UN PÁRRAFO CUARTO Y QUINTO RECORRIÉNDOSE EL 

SUBSECUENTE DEL ARTÍCULO 350 TER; ASIMISMO, SE REFORMAN LOS ARTÍCULOS 350 BIS Y 350 TER; 

TODOS DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL. SE REFORMAN LAS FRACCIONES III Y IX DEL 

ARTÍCULO 24, EL PÁRRAFO SEGUNDO DEL ARTÍCULO 24 BIS, LAS FRACCIONES XXIV Y XXV DEL 

ARTÍCULO 25, LA FRACCIÓN III DEL ARTÍCULO 63, LA FRACCIÓN I Y LOS INCISOS B) Y C) DE LA FRACCIÓN 

III DEL ARTÍCULO 65; ASIMISMO; SE ADICIONAN LAS FRACCIONES X Y XI RECORRIÉNDOSE LAS 

SUBSECUENTES, AL ARTÍCULO 24, UN PÁRRAFO TERCERO AL ARTÍCULO 24 BIS, LAS FRACCIONES XXVI, 

XXVII Y XXVIII AL ARTÍCULO 25; UNA FRACCIÓN III BIS AL ARTÍCULO 63; Y EL INCISO D) A LA FRACCIÓN 

III DEL ARTÍCULO 65, TODOS DE LA LEY DE PROTECCIÓN A LOS ANIMALES DE LA CIUDAD DE MÉXICO. SE 

REFORMAN LAS FRACCIONES XIV Y XV, SE ADICIONA LA FRACCIÓN XVI, TODOS DEL ARTÍCULO 29, SE 

REFORMA EL NUMERAL 29 DEL ARTÍCULO 32 DE LA LEY DE CULTURA CÍVICA DE LA CIUDAD DE MÉXICO, 

PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO, EL 1 DE MARZO DE 2023. 

 

PRIMERO. Remítase el presente Decreto a la persona titular de la Jefatura de Gobierno para su 

promulgación y publicación en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México.  

 

SEGUNDO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial de la 

Ciudad de México.  

 

TERCERO. Dentro de un plazo de 180 días naturales, posteriores a la publicación del presente Decreto, la 

persona titular de la Jefatura de Gobierno deberá realizar las adecuaciones reglamentarias y normativas 

correspondientes con la finalidad de dar cumplimiento al mismo. 

 

Palacio Legislativo del Congreso de la Ciudad de México, a los dos días del mes de febrero del año dos mil 

veintitrés.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIPUTADO FAUSTO MANUEL ZAMORANO ESPARZA, 

PRESIDENTE.- DIPUTADA MARCELA FUENTE CASTILLO, SECRETARIA.- DIPUTADA MARIA GABRIELA 

SALIDO MAGOS, SECRETARIA.- (Firmas) 

 

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 122, apartado A, fracción III de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos; 32, apartado C, numeral 1, inciso a) de la Constitución Política de la Ciudad 

de México; 2 párrafo segundo, 3 fracciones XVII y XVIII, 7 párrafo primero, 10 fracción II, 12 y 21 párrafo 

primero de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo y de la Administración Pública de la Ciudad de México; para 
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su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio en la Residencia Oficial de 

la Jefatura de Gobierno de la Ciudad de México, a los dieciocho días del mes de enero del año dos mil 

veintitrés.- LA JEFA DE GOBIERNO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, DRA. CLAUDIA SHEINBAUM PARDO.- 

FIRMA.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO, MARTÍ BATRES GUADARRAMA.- FIRMA.-LA SECRETARIA DEL 

MEDIO AMBIENTE, MARINA ROBLES GARCÍA.- FIRMA.- LA SECRETARIA DE SALUD, OLIVA LÓPEZ 

ARELLANO.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE SEGURIDAD CIUDADANA, OMAR HAMID GARCÍA HARFUCH.- 

FIRMA. 
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Al margen un sello que dice: Poder Ejecutivo Federal. - Estados Unidos Mexicanos. - México. - 
Secretaría de Gobernación. 
 
El C. Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos, se ha servido dirigirme el 
siguiente Código: 
 
"PASCUAL ORTIZ RUBIO, Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos, a sus 
habitantes, sabed: 
 
Que en uso de las facultades extraordinarias que me fueron concedidas por Decreto del H. Congreso 
de la Unión de 31 de diciembre de 1931, he tenido a bien expedir el siguiente 
 
 
(REFORMADA SU DENOMINACIÓN, D.O.F. 23 DE DICIEMBRE DE 1974) (REPUBLICADA, D.O.F. 
31 DE DICIEMBRE DE 1974) 
 
 

CODIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL 
 
 

TITULO PRIMERO 
De las acciones y excepciones 

 
 

CAPITULO I 
De las acciones 

 
 
(REFORMADO, D.O.F. 10 DE ENERO DE 1986) 
 
ARTICULO 1 
 
Sólo puede iniciar un procedimiento judicial o intervenir en él, quien tenga interés en que la autoridad 
judicial declare o constituya un derecho o imponga una condena y quien tenga el interés contrario. 
 
Podrán promover los interesados, por sí o por sus representantes o apoderados, el Ministerio Público 
y aquellos cuya intervención esté autorizada por la Ley en casos especiales. 
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ARTICULO 2 
 
La acción procede en juicio, aun cuando no se exprese su nombre, con tal de que se determine con 
claridad, la clase de prestación que se exija del demandado y el título, o causa de la acción. 
 
ARTICULO 3 
 
Por las acciones reales se reclamarán: la herencia, los derechos reales o la declaración de libertad 
de gravámenes reales. Se dan y se ejercitan contra el que tiene en su poder la cosa y tiene obligación 
real, con excepción de la petición de herencia y la negatoria. 
 
ARTICULO 4 
 
La reivindicación compete a quien no está en posesión de la cosa, de la cual tiene la propiedad, y su 
efecto será declarar que el actor tiene dominio sobre ella y se la entregue el demandado con sus 
frutos y accesiones en los términos prescritos por el Código Civil. 
 
ARTICULO 5 
 
El tenedor de la cosa puede declinar la responsabilidad del juicio, designando al poseedor que lo 
sea a título de dueño. 
 
ARTICULO 6 
 
El poseedor que niegue la posesión la perderá en beneficio del demandante. 
 
ARTICULO 7 
 
Pueden ser demandados en reivindicación, aunque no posean la cosa, el poseedor que para evitar 
los efectos de la acción reivindicatoria dejó de poseer y el que está obligado a restituir la cosa, o su 
estimación si la sentencia fuere condenatoria. El demandado que paga la estimación de la cosa 
puede ejercitar a su vez la reivindicación. 
 
ARTICULO 8 
 
No pueden reivindicarse las cosas que están fuera del comercio; los géneros no determinados al 
establecerse la demanda; las cosas unidas a otras por vía de accesión, según lo dispuesto por el 
Código Civil, ni las cosas muebles perdidas, o robadas que un tercero haya adquirido de buena fe 
en almoneda, o de comerciante que en mercado público se dedica a la venta de objetos de la misma 
especie, sin previo reembolso del precio que se pagó. Se presume que no hay buena fe, si de la 
pérdida, o robo, se dió aviso público y oportunamente. 
 
ARTICULO 9 
 
Al adquirente con justo título y de buena fe, le compete la acción para que, aun cuando no haya 
prescrito, le restituya la cosa con sus frutos y accesiones en los términos del artículo 4, el poseedor 
de mala fe; o el que teniendo título de igual calidad ha poseído por menos tiempo que el actor. No 
procede esta acción en los casos en que ambas posesiones fuesen dudosas, o el demandado tuviere 
su título registrado y el actor no, así como contra el legítimo dueño. 
 
ARTICULO 10 
 
Procederá la acción negatoria para obtener la declaración de libertad, o la de reducción de 
gravámenes de bien inmueble y la demolición de obras o señales que importen gravámenes, la 
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tildación o anotación en el Registro de la Propiedad, y conjuntamente, en su caso, la indemnización 
de daños y perjuicios. Cuando la sentencia sea condenatoria, el actor puede exigir del reo que 
caucione el respeto de la libertad del inmueble. Sólo se dará esta acción al poseedor a título de 
dueño, o que tenga derecho real sobre la heredad. 
 
ARTICULO 11 
 
Compete la acción confesoria al titular del derecho real inmueble y al poseedor del predio dominante 
que esté interesado en la existencia de la servidumbre. Se da esta acción contra el tenedor o 
poseedor jurídico que contraría el gravamen, para que se obtenga el reconocimiento, la declaración 
de los derechos y obligaciones del gravamen y el pago de frutos, daños y perjuicios, en su caso, y 
se haga cesar la violación. Si fuere la sentencia condenatoria, el actor puede exigir del reo que 
afiance el respeto del derecho. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 12 
 
Se intentará la acción hipotecaria para constituir, ampliar y registrar una hipoteca, o bien para obtener 
el pago o prelación del crédito que la hipoteca garantice. Procederá contra el poseedor a título de 
dueño del fundo hipotecado y, en su caso, contra los otros acreedores. Cuando después de anotada 
la demanda en el Registro Público de la Propiedad y contestada ésta, cambiare el dueño y poseedor 
jurídico del predio, con éste continuará el juicio. 
 
ARTICULO 13 
 
La petición de herencia se deducirá por el heredero testamentario o ab-intestato, o por el que haga 
sus veces en la disposición testamentaria; y se da contra el albacea o contra el poseedor de las 
cosas hereditarias con el carácter de heredero, o cesionario de éste y contra el que no alega título 
ninguno de posesión de bien hereditario, o dolosamente dejó de poseerlo. 
 
ARTICULO 14 
 
La petición de herencia se ejercitará para que sea declarado heredero el demandante, se le haga 
entrega de los bienes hereditarios con sus acciones, sea indemnizado y le rindan cuentas. 
 
ARTICULO 15 
 
El comunero puede deducir las acciones relativas a la cosa común, en calidad de dueño, salvo pacto 
en contrario, o ley especial. No puede, sin embargo, transigir ni comprometer en árbitros el negocio, 
sin consentimiento unánime de los demás condueños. 
 
ARTICULO 16 
 
Al perturbado en la posesión jurídica o derivada de un bien inmueble, compete el interdicto de retener 
la posesión contra el perturbador, el que mandó tal perturbación o contra el que, a sabiendas y 
directamente, se aproveche de ella y contra el sucesor del despojante. El objeto de esta acción es 
poner término a la perturbación, indemnizar al poseedor, y que el demandado afiance no volver a 
perturbar y sea conminado con multa, o arresto para el caso de reincidencia. 
 
La procedencia de esta acción requiere: que la perturbación consista en actos preparatorios 
tendientes directamente a la usurpación violenta, o a impedir el ejercicio del derecho; que se reclame 
dentro de un año y el poseedor no haya obtenido la posesión de su contrario por fuerza, 
clandestinamente o a ruegos. 
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ARTICULO 17 
 
El que es despojado de la posesión jurídica, o derivada de un bien inmueble, debe ser ante todo 
restituido y le compete la acción de recobrar contra el despojador, contra el que ha mandado el 
despojo, contra el que a sabiendas y directamente se aprovecha del despojo y contra el sucesor del 
despojante. Tiene por objeto reponer al despojado en la posesión, indemnizarlo de los daños y 
perjuicios, obtener del demandado que afiance su abstención y a la vez conminarlo con multa y 
arresto para el caso de reincidencia. 
 
ARTICULO 18 
 
La acción de recuperar la posesión, se deducirá dentro del año siguiente a los actos violentos, o vías 
de hecho causantes del despojo. No procede en favor de aquel que, con relación al demandado 
poseía clandestinamente, por la fuerza o a ruego; pero sí contra el propietario despojante que 
transfirió el uso y aprovechamiento de la cosa por medio de contrato. 
 
ARTICULO 19 
 
Al poseedor de predio, o derecho real sobre él, compete la acción para suspender la conclusión de 
una obra perjudicial a sus posesiones, su demolición o modificación, en su caso, y la restitución de 
las cosas al estado anterior a la obra nueva. Compete también al vecino del lugar cuando la obra 
nueva se construye en bienes de uso común. 
 
Se da contra quien la mandó construir, sea poseedor, o detentador de la heredad donde se 
construye. 
 
Para los efectos de esta acción por obra nueva, se entiende por tal, no sólo la construcción de nueva 
planta sino también la que se realiza sobre edificio antiguo, añadiéndole, quitándole o dándole una 
forma distinta. 
 
(ADICIONADO, D.O.F. 21 DE ENERO DE 1967) 
El Juez que conozca del negocio podrá, mediante fianza que otorgue el actor para responder de los 
daños y perjuicios que se causen al demandado, ordenar la suspensión de la construcción hasta que 
el juicio se resuelva. La suspensión quedará sin efecto si el propietario de la obra nueva da, a su 
vez, contrafianza bastante para restituir las cosas al estado que guardaban antes y pagar los daños 
y perjuicios que sobrevengan al actor, en caso de que se declare procedente su acción, salvo que la 
restitución se haga físicamente imposible con la conclusión de la obra o, con ésta, se siga perjuicio 
al interés social o se contravengan disposiciones de orden público. 
 
ARTICULO 20 
 
(F. DE E., D.O.F. 27 DE SEPTIEMBRE DE 1932) 
La acción de obra peligrosa se da al poseedor jurídico o derivado de una propiedad contigua o 
cercana, que pueda resentirse o padecer por la ruina o derrumbe de la obra, caída de un árbol u otro 
objeto análogo; y su finalidad es la de adoptar medidas urgentes para evitar los riesgos que ofrezcan 
el mal estado de los objetos referidos; obtener la demolición total o parcial de la obra, o la destrucción 
del objeto peligroso. Compete la misma acción a quienes tengan derecho privado o público de paso 
por las inmediaciones de la obra, árbol u otro objeto peligroso. 
 
(ADICIONADO, D.O.F. 21 DE ENERO DE 1967) 
El Juez que conozca del negocio podrá, mediante fianza que otorgue el actor para responder de los 
daños y perjuicios que se causen al demandado, ordenar desde luego y sin esperar la sentencia, 
que el demandado suspenda la obra o realice las obras indispensables para evitar daños al actor. 
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ARTICULO 21 
 
Compete acción a un tercero para coadyuvar en el juicio seguido contra su codeudor solidario. Igual 
facultad corresponde al tercero cuyo derecho dependa de la subsistencia del derecho del 
demandado o actor. El deudor de obligación indivisible que sea demandado por la totalidad de la 
prestación, puede hacer concurrir a juicio de sus codeudores, siempre y cuando su cumplimiento no 
sea de tal naturaleza que sólo pueda satisfacerse por el demandado. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 22 
 
El demandado debe denunciar el pleito al obligado a la evicción en la contestación de la demanda 
solicitándose del juez, quien según las circunstancias ampliará el término del emplazamiento para 
que el tercero pueda disfrutar del plazo completo. El tercero obligado a la evicción una vez salido al 
pleito, se convierte en principal. 
 
El llamamiento a juicio se hará corriéndole traslado con los escritos y documentos que formen la litis, 
que deberán ser exhibidos por quien solicite la citación. 
 
El demandado que pida sea llamado el tercero, deberá proporcionar el domicilio de éste, y si no lo 
hace no se dará curso a la petición respectiva; si afirmare que lo desconoce, se procederá en 
términos de la fracción II del artículo 122 de este Código, y será a su costa el importe de la publicación 
de los edictos para el emplazamiento. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 22 BIS 
 
El que sea llamado a juicio para que le pare perjuicio la sentencia podrá comparecer al mismo en un 
plazo de quince días; y estará en aptitud de ofrecer pruebas, alegar e interponer toda clase de 
defensas y recursos. 
 
El llamamiento a juicio se hará corriéndole traslado con los escritos y documentos que formen la litis, 
que deberán ser exhibidos por quien solicite la citación. 
 
La parte que pida sea llamado el tercero, deberá proporcionar el domicilio de éste, y si no lo hace no 
se dará curso a la petición respectiva; si afirmare que lo desconoce, se procederá en términos de la 
fracción II del artículo 122 de este Código, y será a su costa el importe de la publicación de los edictos 
para la notificación. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 10 DE ENERO DE 1986) 
ARTICULO 23 
 
El tercerista que intente excluir los derechos del actor y del demandado o los del primero solamente, 
tiene la facultad de concurrir al proceso o de iniciar uno nuevo, en el caso de que ya se haya dictado 
sentencia firme en aquél. 
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ARTICULO 24 
 
Las acciones de estado civil tienen por objeto las cuestiones relativas, al nacimiento, defunción, 
matrimonio o nulidad de éste, filiación, reconocimiento, tutela, adopción, concubinato, divorcio y 
ausencia, o atacar el contenido de las constancias del Registro Civil para que se anulen. 
 
La rectificación o modificación de actas de estado civil de las personas se realizará ante el Juez del 
Registro Civil. 
 
Las decisiones judiciales recaídas en el ejercicio de acciones de estado civil perjudican aún a los 
que no litigaron. 
 
ARTICULO 25 
 
Las acciones personales se deducirán para exigir el cumplimiento de una obligación personal, ya 
sea de dar, de hacer o no hacer determinado acto. 
 
ARTICULO 26 
 
El enriquecimiento sin causa, de una parte con detrimento de otra, presta mérito al perjudicado para 
ejercitar la acción de indemnización en la medida en que aquella se enriqueció. 
 
ARTICULO 27 
 
El perjudicado por falta de título legal tiene acción para exigir que el obligado le extienda el 
documento correspondiente. 
 
ARTICULO 28 
 
En las acciones mancomunadas por título de herencia o legado, sean reales o personales, se 
observarán las reglas siguientes: 
 
I.- Si no se ha nombrado interventor ni albacea, puede ejercitarlas cualquiera de los herederos o 
legatarios; 
 
II.- Si se ha nombrado interventor o albacea, sólo a éstos compete la facultad de deducirlas en juicio, 
y sólo podrán hacerlo los herederos o legatarios, cuando requeridos por ellos, el albacea o el 
interventor, se rehusen a hacerlo. 
 
ARTICULO 29 
 
Ninguna acción puede ejercitarse sino por aquel a quien compete, o por su representante legítimo. 
No obstante eso, el acreedor puede ejercitar las acciones que competen a su deudor cuando conste 
el crédito de aquél en título ejecutivo; y excitado éste para deducirlas, descuide o rehuse hacerlo. El 
tercero demandado puede paralizar la acción pagando al demandante el monto de su crédito. 
 
Las acciones derivadas de derechos inherentes a la persona del deudor, nunca se ejercitarán por el 
acreedor. 
 
Los acreedores que acepten la herencia que corresponda a su deudor ejercitarán las acciones 
pertenecientes a éste, en los términos en que el Código Civil lo permita. 
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(REFORMADO, D.O.F. 10 DE ENERO DE 1986) 
ARTICULO 30 
 
Las acciones que pueden ejercitarse contra los herederos no obligan a éstos sino en proporción a 
sus cuotas. Salvo en todo caso la responsabilidad que les resulte cuando sea solidaria su obligación 
con el autor de la herencia, por ocultación de bienes o por dolo o fraude en la administración de los 
bienes indivisos. 
 
ARTICULO 31 
 
Cuando haya varias acciones contra una misma persona, respecto de una misma cosa y provengan 
de una misma causa, deben intentarse en una sola demanda; por el ejercicio de una o más, quedan 
extinguidas las otras. 
 
(F. DE E., D.O.F. 27 DE SEPTIEMBRE DE 1932) 
No pueden acumularse en la misma demanda las acciones contrarias o contradictorias; ni las 
posesorias con las petitorias, ni cuando una dependa del resultado de la otra. Tampoco son 
acumulables acciones que por su cuantía o naturaleza, corresponden a jurisdicciones diferentes. 
 
Queda abolida la práctica de deducir subsidiariamente acciones contrarias, o contradictorias. 
 
ARTICULO 32 
 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, D.O.F. 10 DE ENERO DE 1986) 
A nadie puede obligarse a intentar o proseguir una acción contra su voluntad, excepto en los casos 
siguientes: 
 
I.- (DEROGADA, D.O.F. 10 DE ENERO DE 1986) 
 
(REFORMADA, D.O.F. 10 DE ENERO DE 1986) 
II.- Cuando por haberse interpuesto tercería por cuantía mayor de la correspondiente a la 
competencia del Juzgado del conocimiento, se hayan remitido los autos a otro tribunal y el tercero 
opositor no concurra a continuar la tercería, y 
 
III.- Cuando alguno tenga acción, o excepción que dependa del ejercicio de la acción de otro, a quien 
pueda exigir que la deduzca, oponga o continúe desde luego; y si excitado para ello se rehusare, lo 
podrá hacer aquél. 
 
ARTICULO 33 (DEROGADO, D.O.F. 10 DE ENERO DE 1986) 
 
(REFORMADO, D.O.F. 10 DE ENERO DE 1986) 
ARTICULO 34 
 
Admitida la demanda, así como formulada la contestación, no podrán modificarse ni alterarse, salvo 
en los casos en que la ley lo permita. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
El desistimiento de la instancia que se realice con posterioridad al emplazamiento, requerirá del 
consentimiento del demandado. Para tal efecto se dará vista a la contraria para que manifieste su 
conformidad o inconformidad; en caso de silencio, se tendrá por conforme con el desistimiento de la 
instancia, sin perjuicio de las costas a que se refiere el último párrafo de este artículo. 
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N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
El desistimiento de la acción extingue ésta aún sin consentirlo el demandado. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
El desistimiento de la instancia produce el efecto de que las cosas vuelvan al estado que tenían 
antes de la presentación de la demanda. El desistimiento de la instancia, posterior al emplazamiento, 
o el de la acción, obligan al que lo hizo a pagar costas y los daños y perjuicios a la contraparte, salvo 
convenio en contrario. 

 
CAPITULO II 

De las excepciones 
 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 35 
 
Son excepciones procesales las siguientes: 
 
I.- La incompetencia del juez; 
 
II.- La litispendencia; 
 
III.- La conexidad de la causa; 
 
IV.- La falta de personalidad del actor o del demandado, o la falta de capacidad del actor; 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DE LA PRESENTE FRACCIÓN, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADA, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
V.- La falta de cumplimiento del plazo a que esté sujeta la obligación; 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DE LA PRESENTE FRACCIÓN, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
VI.- (DEROGADA, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
 
VII.- La improcedencia de la vía; 
 
VIII.- La cosa juzgada, y 
 
IX.- Las demás a las que les den ese carácter las leyes. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
Dichas excepciones se harán valer al contestar la demanda o la reconvención, y en ningún caso 
suspenderán el procedimiento. Si se declara procedente la litispendencia, el efecto será sobreseer 
el segundo juicio. Salvo disposición en contrario, si se declarara procedente la conexidad, su efecto 
será la acumulación de autos con el fin de que se resuelvan los juicios en una sola sentencia. 
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N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
En la excepción de falta de cumplimiento del plazo a que esté sujeta la obligación, si se allana la 
contraria, se declarará procedente de plano. De no ser así, dicha excepción se resolverá en la 
audiencia a que se refiere el artículo 272-A, y, de declararse procedente, su efecto será dejar a salvo 
el derecho, para que se haga valer cuando cambien las circunstancias que afectan su ejercicio. 
 
Cuando se declare la improcedencia de la vía, su efecto será el de continuar el procedimiento para 
el trámite del juicio en la vía que se considere procedente declarando la validez de lo actuado, sin 
perjuicio de la obligación del juez para regularizar el procedimiento. 
 
(REFORMADO [N. DE E. ADICIONADO], D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 36 
 
Salvo la incompetencia del órgano jurisdiccional, las demás excepciones procesales, y las 
objeciones aducidas respecto de los presupuestos procesales se resolverán en la audiencia previa, 
de conciliación y de excepciones procesales, a menos que en disposición expresa se señale trámite 
diferente. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
De todas las excepciones se dará vista a la contraria por el término de tres días para que manifieste 
lo que a su derecho convenga. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
En las excepciones de falta de personalidad, conexidad, litispendencia o falta de capacidad procesal, 
sólo se admitirá la prueba documental, debiendo ofrecerla en los escritos respectivos, en términos 
de los artículos 95 y 96 de este código. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
Desahogadas las pruebas en la audiencia, se oirán los alegatos y en el mismo acto se dictará la 
resolución que corresponda. El tribunal nunca podrá diferir la resolución que deberá dictarse en la 
misma audiencia. 
 
ARTICULO 37 
 
La incompetencia puede promoverse por declinatoria o por inhibitoria que se substanciará conforme 
al Capítulo III, Título III. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 38 
 
La excepción de litispendencia procede cuando un juez conoce ya de un juicio en el que hay identidad 
entre partes, acciones deducidas y objetos reclamados, cuando las partes litiguen con el mismo 
carácter. 
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N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
El que la oponga debe señalar precisamente el juzgado donde se tramita el primer juicio, declarar 
bajo protesta de decir verdad que no se ha dictado sentencia definitiva en el juicio primeramente 
promovido; sólo podrá acreditarla con las copias autorizadas o certificadas de la demanda y 
contestación, así como con las cédulas de emplazamiento del juicio primeramente promovido; 
mismas que deberán exhibirse hasta antes de la audiencia previa, de conciliación y de excepciones 
procesales. El mismo tratamiento se dará cuando se trate de un juzgado que no pertenezca a la 
misma jurisdicción de apelación. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
El que oponga la excepción a que se refiere el presente artículo, y omita manifestar al juez algún 
dato necesario para la resolución de la misma, o que como consecuencia de tal omisión varíe su 
resultado, siempre que ello trascienda al juicio, será sancionado en términos de lo establecido por el 
artículo 62 de este Código, con independencia de las demás sanciones a las que pudiera hacerse 
acreedor en términos del Código Penal para el Distrito Federal. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
Declarada procedente la litispendencia se sobreseerá el segundo procedimiento. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 39 
 
Existe conexidad de causas cuando haya: 
 
I.- Identidad de personas y acciones, aunque las cosas sean distintas; 
 
II.- Identidad de personas y cosas aunque las acciones sean diversas; 
 
III.- Acciones que provengan de una misma causa, aunque sean diversas las personas y las cosas, 
y 
 
IV.- Identidad de acciones y de cosas, aunque las personas sean distintas. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
El que oponga la conexidad debe señalar precisamente el juzgado donde se tramita el juicio conexo, 
y declarar bajo protesta de decir verdad el estado procesal que guarda el mismo; sólo podrá 
acreditarla con las copias autorizadas o certificadas de la demanda y contestación de demanda 
formuladas en el juicio conexo; así como de las cédulas de emplazamiento; mismas que deberán 
exhibirse hasta antes de la audiencia previa, de conciliación y de excepciones procesales. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
La excepción de conexidad tiene por objeto la remisión de los autos del juicio en que ésta se opone, 
al juzgado que previno en los términos del artículo 259, fracción I, de este Código, conociendo 
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primero de la causa conexa, para que se acumulen ambos juicios y se tramiten por cuerda separada, 
decidiéndose en una sola sentencia. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
El que oponga la conexidad a que se refiere el presente artículo, y omita manifestar al juez algún 
dato necesario para la resolución de la misma, o que como consecuencia de tal omisión varíe su 
resultado, siempre que ello trascienda al juicio, será sancionado en términos de lo establecido por el 
artículo 62 de este Código, con independencia de las demás sanciones a las que pudiera hacerse 
acreedor en términos del Código Penal para el Distrito Federal. 
 
ARTICULO 40 
 
No procede la excepción de conexidad: 
 
I.- Cuando los pleitos están en diversas instancias; 
 
(REFORMADA [N. DE E. ADICIONADA], D.O.F. 7 DE ENERO DE 1988) 
II.- Cuando los juzgados que conozcan respectivamente de los juicios pertenezcan a tribunales de 
alzada diferente; y 
 
(REFORMADA, D.O.F. 7 DE ENERO DE 1988) 
III.- Cuando se trate de un proceso que se ventile en el extranjero. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 41 
 
En la excepción de falta de personalidad del actor, o en la impugnación que se haga a la personalidad 
del que represente al demandado, cuando se declare fundada una u otra, si fuere subsanable el 
defecto, el tribunal concederá un plazo no mayor de diez días para que se subsane, y de no hacerse 
así, cuando se tratare del demandado, se continuará el juicio en rebeldía de éste. Si no fuera 
subsanable la del actor, el juez de inmediato sobreseerá el juicio y también devolverá los 
documentos. 
 
La falta de capacidad en el actor obliga al juez a sobreseer el juicio. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 42 
 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, G.O. 19 DE JUNIO DE 2013) 
En la excepción de cosa juzgada, además de la copia certificada o autorizada de la demanda y 
contestación de demanda, deberá exhibirse copia certificada o autorizada de la sentencia de 
segunda instancia o la del juez de primer grado y del auto que la declaró ejecutoriada o en su caso 
original o copia certificada del convenio emanado del procedimiento de mediación a que se refiere 
la Ley de Justicia Alternativa del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal. 
 
La excepción de cosa juzgada debe oponerse al dar contestación a la demanda o la reconvención y 
tramitarse en vía incidental; con la misma se dará vista a la contraparte para que en el término de 
tres días manifieste lo que a su derecho convenga, debiéndose resolver mediante sentencia 
interlocutoria, la que se pronunciará en el término de ocho días siguientes a aquel en que se haya 
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desahogado la vista o que haya concluido el término para ello, y será apelable en ambos efectos, si 
se declara procedente; y en efecto devolutivo de tramitación inmediata si se declara improcedente. 
 
(REFORMADO [N. DE E. ADICIONADO], D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 43 
 
Salvo disposición expresa que señale alguna otra excepción como procesal, las demás defensas y 
excepciones que se opongan serán consideradas como perentorias y se resolverán en la sentencia 
definitiva. 
 
 
 

TITULO SEGUNDO 
Reglas generales 

 
CAPITULO I 

De la capacidad y personalidad 
 
ARTICULO 44 
Todo el que, conforme a la ley, esté en el pleno ejercicio de sus derechos civiles, puede comparecer 
en juicio. 
 
ARTICULO 45 
 
Por los que no se hallen en el caso del artículo anterior, comparecerán sus representantes legítimos, 
o los que deban suplir su incapacidad, conforme a derecho. Los ausentes e ignorados serán 
representados como se previene en el título XI, Libro Primero del Código Civil. 
 
ARTICULO 46 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
Será optativo para las partes acudir asesoradas a las audiencias previa, de conciliación y de 
excepciones procesales, así como de pruebas y alegatos, y en este supuesto los asesores 
necesariamente deberán ser licenciados en derecho, con cédula profesional y en legal ejercicio de 
su profesión. En caso de que una de las partes se encuentre asesorada y la otra no, el juez diferirá 
la audiencia correspondiente por una sola vez, y lo hará del conocimiento de la Defensoría de Oficio, 
para que provea a la atención de dicha parte en los trámites subsecuentes del juicio. 
 
(REFORMADO, G.O. 1 DE JUNIO DE 2000) 
No se requiere el diferimiento de la audiencia, cuando la audiencia sólo se refiera al desahogo de 
pruebas documentales, instrumentales o presuncionales. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 47 
 
El juez examinará de oficio la personalidad de las partes, y el interesado podrá corregir cualquier 
deficiencia al respecto, siempre y cuando fuese subsanable, en un plazo no mayor diez (sic) días de 
acuerdo a lo previsto en el artículo 41 de este Código. Contra el auto en que el Juez desconozca la 
personalidad negándose a dar curso a la demanda procederá el recurso de queja. 
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(REFORMADO, D.O.F. 10 DE ENERO DE 1986) 
ARTICULO 48 
 
El que no estuviere presente en el lugar del juicio ni tuviere personas que legítimamente lo 
represente, será citado en la forma prescrita en el capítulo IV de este Título; pero si la diligencia de 
que se trate fuere urgente o perjudicial la dilación, a juicio del juez, el ausente será representado por 
el ministerio público. 
 
ARTICULO 49 
 
En el caso del artículo anterior, si se presentare por el ausente una persona que pueda comparecer 
en juicio, será admitida como gestor judicial. 
 
ARTICULO 50 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA LA LEY. 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
La gestión judicial es admisible para promover el interés del actor, del demandado o del tercero 
llamado a juicio. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 10 DE ENERO DE 1986) 
El gestor debe sujetarse a las disposiciones de los artículos 1896 a 1909 del Código Civil, y gozará 
de los derechos y facultades de un procurador. 
 
ARTICULO 51 
 
El gestor judicial, antes de ser admitido, debe dar fianza de que el interesado pasará por lo que él 
haga, y de pagar lo juzgado y sentenciado e indemnizar los perjuicios y gastos que se causen. La 
fianza será calificada por el tribunal, bajo su responsabilidad. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
ARTICULO SEGUNDO TRANSITORIO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
Las resoluciones que admitan o no al gestor judicial, así como la que fije la fianza, serán apelables 
en efecto devolutivo de tramitación inmediata. 
 
ARTICULO 52 
 
El fiador del gestor judicial renunciará todos los beneficios legales, observándose en este caso lo 
dispuesto en los artículos 2850 a 2855 del Código Civil. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 53 
 
Existirá litisconsorcio necesario, sea activo o sea pasivo, siempre que dos o más personas ejerzan 
una misma acción u opongan la misma excepción, para lo cual deberán litigar unidas y bajo una 
misma representación. 
 
A este efecto deberán, dentro de tres días, nombrar un mandatario judicial, quien tendrá las 
facultades que en el poder se le hayan concedido, necesarias para la continuación del juicio. En caso 
de no designar mandatario, podrán elegir de entre ellas mismas un representante común. Si dentro 
del término señalado no nombraren mandatario judicial ni hicieren la elección de representante 
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común, o no se pusieren de acuerdo en ella, el juez nombrará al representante común escogiendo a 
alguno de los que hayan sido propuestos; y si nadie lo hubiere sido, a cualquiera de los interesados. 
 
El representante común que designe el juez tendrá las mismas facultades que si litigara 
exclusivamente por su propio derecho, excepto las de desistirse, transigir y comprometer en árbitros. 
El que designen los interesados sólo tendrá estas últimas facultades, si expresamente le fueren 
concedidas por los litisconsortes. 
 
Cuando exista litisconsorcio de cualquier clase, el mandatario nombrado, o en su caso el 
representante común, sea el designado por los interesados o por el juez, será el único que pueda 
representar a los que hayan ejercido la misma acción u opuesto la misma excepción, con exclusión 
de las demás personas. 
 
El representante común o el mandatario designado por los que conforman un litisconsorcio, son 
inmediata y directamente responsables por negligencia en su actuación y responderán de los daños 
y perjuicios que causen a sus poderdantes y representados. El mandatario o el representante común 
podrán actuar por medio de apoderado o mandatario y autorizar personas para oír notificaciones en 
los términos del artículo 112 de este código. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
También existirá litisconsorcio pasivo necesario, cuando a pesar de que no exista la necesidad de 
oponer la misma excepción y por lo tanto la necesidad de litigar bajo una misma representación, 
exista la necesidad de que comparezca a juicio con carácter de demandado una persona que se 
encuentre en comunidad jurídica sobre el bien litigioso y tenga un mismo derecho o se encuentre 
obligada por igual causa o hecho jurídico, y respecto de la cual debe existir un pronunciamiento de 
fondo ya sea condenándola o absolviéndola, y en este caso no será necesario que el litisconsorte 
litigue unido a los demás, ni bajo una representación común, salvo que llegare a oponer las mismas 
excepciones y defensas. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 10 DE ENERO DE 1986) 
ARTICULO 54 
 
Mientras continúe el mandatario judicial o el representante común en su encargo, los 
emplazamientos, notificaciones y citaciones de toda clase que se le hagan, tendrán la misma fuerza 
que si se hicieren a los representados, sin que le sea permitido pedir que se entiendan con éstos. 
 
 

CAPITULO II 
De las actuaciones y resoluciones judiciales 

 
 
ARTICULO 55 
 
Para la tramitación y resolución de los asuntos ante los tribunales ordinarios, se estará a lo dispuesto 
por este Código, sin que por convenio de los interesados puedan renunciarse los recursos, ni el 
derecho de recusación, ni alterarse, modificar o renunciarse las normas del procedimiento. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
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Para el caso que no se hubiese logrado un avenimiento en la audiencia previa, el Juez y el conciliador 
estarán facultados para intentarlo en todo tiempo, antes de que se dicte la sentencia definitiva, 
pudiendo aplicar las reglas y principios generalmente aceptados, en la mediación y en la conciliación. 
 
(REFORMADO [N. DE E. ADICIONADO], G.O. 8 DE ENERO DE 2008) 
Asimismo, los titulares de los órganos jurisdiccionales deberán informar a los particulares sobre las 
características y ventajas de la mediación, para alcanzar una solución económica, rápida y 
satisfactoria de sus controversias. 
 
(REFORMADO, G.O. 8 DE AGOSTO DE 2013) 
Si en constancia de autos el Juez advirtiere que el asunto es susceptible de solucionarse a través 
de la mediación, el juez exhortará a las partes a que acudan al procedimiento de mediación a que 
se refiere la Ley de Justicia Alternativa del Tribunal Superior de Justicia para el Distrito Federal, e 
intenten, a través de dicho procedimiento, llegar a un acuerdo que ponga fin a la controversia. El juez 
podrá decretar la suspensión del juicio hasta por el término de dos meses con los efectos previstos 
por la propia Ley de Justicia Alternativa, a partir de que las partes le informen que han iniciado el 
procedimiento de mediación correspondiente. 
 
(ADICIONADO, G.O. 19 DE JUNIO DE 2013) 
En el caso de que las partes logren la construcción de un acuerdo por medio del procedimiento de 
mediación, lo harán del conocimiento del Juez quien decretará la conclusión del procedimiento y lo 
archivará como corresponda. En caso de que las partes una vez recibida la pre-mediación no 
hubieren aceptado el procedimiento, o habiéndolo iniciado no fuera posible llegar a un acuerdo 
dentro del plazo señalado, lo harán saber al Juez del conocimiento para que dicte el proveído que 
corresponda y continúe la sustanciación del procedimiento. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 56 
Todos los expedientes se formarán por el tribunal con la colaboración de las partes, terceros, demás 
interesados y auxiliares que tengan que intervenir en los procedimientos, observando forzosamente 
las siguientes reglas: 
 
I.- Todos los ocursos de las partes y actuaciones judiciales deberán escribirse en español y estar 
firmados por quienes intervengan en ellos. Cuando alguna de las partes no supiere o no pudiere 
firmar, impondrá su huella digital, firmando otra persona en su nombre y a su ruego, indicando estas 
circunstancias. La falta de cumplimiento de los requisitos señalados, dará lugar a que no se obsequie 
la petición que se contenga en el escrito respectivo; 
 
II.- Los documentos redactados en idioma extranjero deberán acompañarse con la correspondiente 
traducción al español; 
 
III.- En las actuaciones judiciales, las fechas y cantidades se escribirán con letra, y no se emplearán 
abreviaturas, ni se rasparán las frases equivocadas, sobre las que sólo se pondrá una línea delgada 
que permita la lectura salvándose al final del documento con toda precisión el error cometido; 
 
IV.- Las actuaciones judiciales deberán ser autorizadas, bajo pena de nulidad, por el funcionario 
público a quien corresponda dar fe o certificar el acto, y 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DE LA PRESENTE FRACCIÓN, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
V.- (DEROGADA G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
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(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 57 
 
Todos los expedientes se llevarán en la forma y para los fines que se precisan en este Código. 
 
ARTICULO 58 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
ARTÍCULO SEGUNDO TRANSITORIO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
El tribunal de alzada con el primer testimonio que se envíe por el juez para trámite de algún recurso, 
formará un expediente de constancias y ordenará formar otro expediente que se denominará toca 
de recurso, el cual se integrará con los escritos de agravios y su contestación si la hubo, las 
providencias y actuaciones ordenadas y practicadas por la alzada, así como con la resolución que 
se dicte, de la que se agregará una copia autorizada al cuaderno “de constancias” y se remitirá otra 
copia igual al juez para su conocimiento y, en su caso, cumplimiento. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
ARTÍCULO SEGUNDO TRANSITORIO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
El juez seguirá actuando en el expediente sin suspender el procedimiento, a menos que haya 
disposición en contrario, salvo cuando los recursos se admitan en ambos efectos, caso en el cual 
remitirá los autos originales al Tribunal. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
ARTÍCULO SEGUNDO TRANSITORIO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
El Tribunal formará con los diferentes testimonios que remita el juez, un sólo expediente de 
constancias que servirá para el trámite de todos los subsecuentes recursos de que deba conocer en 
segundo grado. Cuando el Tribunal deje de conocer por cualquier razón de tales recursos, lo 
comunicará al juez y remitirá ese expediente de constancias al Tribunal que deba de continuar 
conociendo de los recursos subsecuentes. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
Los expedientes "de constancias" que se formen se podrán destruir cuando el asunto esté definitiva 
y totalmente concluido. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 59 
 
Las audiencias en todos los procedimientos se llevarán a cabo observando las siguientes reglas: 
 
I.- Serán públicas, pero el tribunal podrá determinar que aquéllas que se refieran a divorcio, nulidad 
de matrimonio, o las demás en que a su juicio convenga, sean privadas. En todos los supuestos en 
que no se verifiquen públicamente, se deben de hacer constar los motivos para hacerlo en privado, 
así como la conformidad o inconformidad de los interesados. El acuerdo será reservado; 
 
II.- El secretario, bajo la vigilancia del juez, hará constar el día, lugar y hora en que principie la 
audiencia, así como la hora en que termine; 
 
III.- No se permitirá interrupción de la audiencia por persona alguna, sea de los que intervengan en 
ella o de terceros ajenos a la misma. El juez queda facultado para reprimir los hechos de interrupción 
con medios de apremio o correcciones disciplinarias además de ordenar la expulsión con uso de la 
fuerza pública de aquél o aquéllos que intenten interrumpirla, y 
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IV.- En los términos expresados en la fracción IV del artículo 62, serán corregidos los testigos, peritos 
o cualesquiera otros que, como partes, o representándolas, faltaren en las vistas y actos solemnes 
judiciales, de palabra o de obra o por escrito, a la consideración, respeto y obediencia debido a los 
tribunales. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 10 DE ENERO DE 1986) 
ARTICULO 60 
 
Los jueces y magistrados a quienes corresponda recibirán por sí mismos las declaraciones y 
presidirán todos los actos de prueba bajo su más estricta y personal responsabilidad. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 10 DE ENERO DE 1986) 
ARTICULO 61 
 
Los jueces, magistrados y secretarios tienen el deber de mantener el buen orden y de exigir que se 
les guarde el respeto y la consideración debidos, por lo que tomarán, de oficio o a petición de parte, 
todas las medidas necesarias establecidas en la ley, tendientes a prevenir o a sancionar cualquier 
acto contrario al respeto debido al tribunal y al que han de guardarse las partes entre sí, así como 
las faltas de decoro y probidad, pudiendo requerir el auxilio de la fuerza pública. 
 
La violación a lo mandado por este precepto se sancionará de acuerdo con las disposiciones de este 
Código y, a falta de regulación expresa, mediante la imposición de multa según las reglas 
establecidas en la fracción II del artículo 62. 
 
Cuando la infracción llegare a tipificar un delito, se procederá contra quienes lo cometieren, con 
arreglo a lo dispuesto en la legislación penal. 
 
Las infracciones a que se refiere este precepto se anotarán en el Registro Judicial y se considerarán 
para motivar la imposición de las sanciones que procedan. 
 
ARTICULO 62 
 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, D.O.F. 10 DE ENERO DE 1986) 
Se entenderá por corrección disciplinaria: 
 
I.- El apercibimiento o amonestación; 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DE LA PRESENTE FRACCIÓN, VÉASE 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADA, G.O. 20 DE SEPTIEMBRE DE 2012) 
II. La multa, que será en los Juzgados de lo Civil de Proceso Oral así como en los juzgados de lo 
civil de cuantía menor, como máximo de seis mil pesos; en los de Primera Instancia de treinta mil 
pesos como máximo; y en el Tribunal de Alzada de sesenta mil pesos como máximo. 
 
Estas multas se duplicarán en caso de reincidencia. 
 
Los montos de las multas que se impongan por los órganos jurisdiccionales se actualizarán en forma 
anual con base en la variación observada por la inflación en el valor del Índice Nacional de Precios 
al Consumidor, publicado por el Instituto Nacional de Estadística y Geografía, entre la última 
actualización de dicho monto y el mes de noviembre del año en cuestión. A falta de uno o de otro, 
serán aplicables los que los sustituyan. 
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N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DE LA PRESENTE FRACCIÓN, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADA, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
III.- Los que resistieren a cumplir la orden de expulsión serán arrestados hasta por un término de 
seis horas. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DE LA PRESENTE FRACCIÓN, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
IV.- (DEROGADA, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
El juez podrá imponer cualquiera de las correcciones disciplinarias anteriores, sin sujetarse a orden 
alguno, motivando para ello su resolución. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 10 DE ENERO DE 1986) 
ARTICULO 63 
 
Dentro de los tres días de haberse hecho saber una corrección disciplinaria a la persona a quien se 
le impuso, ésta podrá pedir al juez o magistrado que la oiga en justicia; y se citará para la audiencia 
dentro del tercer día, en la que se resolverá sin ulterior recurso. 
 
(ADICIONADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
En la resolución de estos incidentes se podrá confirmar, atenuar o dejar sin efecto la corrección, sin 
que en contra de dicha resolución proceda recurso alguno. 
 
(REFORMADO, G.O. 15 DE JUNIO DE 2011) 
ARTICULO 64 
 
Las actuaciones judiciales se practicarán en días y horas hábiles. Son días hábiles todos los del año, 
menos los sábados y domingos, y aquellos que las leyes declaren festivos. 
 
Se entienden horas hábiles las que median desde las siete hasta las diecinueve horas. En los juicios 
sobre alimentos, impedimentos de matrimonio, servidumbres legales, interdictos posesorios, 
diferencias domésticas, pérdida de la patria potestad, adopción y los demás que determinen las 
leyes, no hay días ni horas inhábiles. En los demás casos, el juez puede habilitar los días y horas 
inhábiles para actuar o para que se practiquen diligencias, cuando hubiere causa urgente que lo 
exija, expresando cuál sea ésta y las diligencias que hayan de practicarse. 
 
ARTICULO 65 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
Los tribunales y los juzgados tendrán una oficialía de partes común y su propia oficialía de partes. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
La primera de éstas tendrá las siguientes atribuciones: 
 
I.- Turnar el escrito por el cual se inicie un procedimiento, al juzgado que corresponda, para su 
conocimiento; 
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II.- Recibir los escritos de término que se presenten después de las horas de labores de los 
tribunales, y 
 
(REFORMADA, G.O. 21 DE FEBRERO DE 2013) 
III.- Proporcionar servicio desde las nueve horas hasta las veinticuatro horas, durante los días 
señalados en el artículo 64 de este Código y remitir los escritos que reciba al tribunal que 
corresponda, a más tardar al día siguiente. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
El escrito por el cual se inicie un procedimiento, deberá ser presentado en la oficialía de partes común 
a los juzgados de la rama de que se trate, para ser turnado al juzgado que corresponda; los 
interesados pueden exhibir una copia simple del escrito citado, a fin de que dicha oficialía de partes 
se los devuelva con la anotación de la fecha y hora de presentación, sellada y firmada por el 
empleado que la reciba. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
La oficialía de partes de cada tribunal o juzgado recibirá los escritos subsecuentes que se presenten 
al juzgado o sala que conozca del procedimiento, durante las horas de labores correspondientes, 
pudiendo los interesados exhibir una copia de sus escritos, a fin de que se les devuelva con la 
anotación de la fecha y hora de presentación, sellada y firmada por el empleado que lo reciba en el 
tribunal o juzgado. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
Los escritos subsecuentes que se presenten fuera de las horas de labores del juzgado del 
conocimiento, dentro del horario señalado, deberán presentarse ante la oficialía de partes común de 
los tribunales o juzgados de la rama que corresponda al juez del conocimiento. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
Los empleados encargados de la recepción de escritos y documentos, en ningún caso y por ningún 
motivo podrán rechazar promoción alguna. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
Las primeras diligencias en materia de depósito de personas y demás cuestiones de derecho familiar, 
o cualquiera otras que, a juicio del juez, fueren de índole tan perentoria y urgente que su dilación dé 
motivo fundado para temer que se causen perjuicios a los interesados, podrán acordarse y en su 
caso proceder a la ejecución que se ordene por cualquiera de los jueces ante quienes se solicite. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
Fuera de los casos expresados en el párrafo anterior, los jueces que dicten providencia en un 
negocio que no estuviere turnado a ellos serán corregidos disciplinariamente. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 65 BIS 
 
En el caso de detectarse, por el juez, la realización de cualquier acción tendiente a burlar el turno 
establecido en las oficialías de parte comunes, una vez presentado un escrito por el cual se inicie un 
procedimiento, ya sea exhibiendo varios de estos para elegir el juzgado que convenga, o 
desistiéndose de la instancia más de una vez, sin acreditar la necesidad de hacerlo, o cualquiera 
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acción similar, la parte promovente y sus abogados patronos se harán acreedores, solidariamente, 
a una multa que será fijada por el juez, la que no será inferior a seis mil pesos ni superior de treinta 
mil pesos, dicho monto se actualizará en los términos que establece la fracción II del artículo 62 de 
este código. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 66 
 
El Secretario dará cuenta con los escritos presentados, a más tardar dentro de las veinticuatro horas 
de su presentación, bajo la pena de cubrir por concepto de multa, el importe de hasta tres días del 
salario que perciba sin perjuicio de las demás que merezca conforme a las leyes. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 10 DE ENERO DE 1986) 
ARTICULO 67 
 
Los secretarios cuidarán de que las promociones originales o en copias sean claramente legibles y 
de que los expedientes sean exactamente foliados, al agregarse cada una de las hojas; rubricarán 
todas éstas en el centro de los escritos y pondrán el sello de la Secretaría en el fondo del cuaderno, 
de manera que queden selladas las dos caras. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 10 DE ENERO DE 1986) 
ARTICULO 68 
 
El promovente de procedimientos de jurisdicción voluntaria y los litigantes, podrán designar un 
notario que desempeñe las funciones que este Código asigna al secretario. En las testamentarias e 
intestados, la designación podrá hacerse por el albacea. 
 
La remuneración del notario no se regulará en las costas, sino cuando fuere designado de común 
acuerdo. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 21 DE ENERO DE 1967) 
ARTICULO 69 
 
En ningún caso se entregarán los autos a las partes para que los lleven fuera del tribunal. Las frases 
"dar vista" o "correr traslado" sólo significan que los autos quedan en la Secretaría para que se 
impongan de ellos los interesados, para que se les entreguen copias, para tomar apuntes, alegar, o 
glosar cuentas. Las disposiciones de este artículo comprenden al Ministerio Público. 
 
ARTICULO 70 
 
Los autos que se perdieren serán repuestos a costa del que fuere responsable de la pérdida, quien 
además pagará los daños y perjuicios, quedando sujeto a las disposiciones del Código Penal. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
La reposición se substanciará incidentalmente y sin necesidad de acuerdo judicial; el secretario hará 
constar desde luego la existencia anterior y falta posterior del expediente. 
 
Quedan los jueces facultados para investigar de oficio la existencia de las piezas de autos 
desaparecidos, valiéndose para ello de todos los medios, que no sean contrarios a la moral o al 
derecho. 
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ARTICULO 71 
 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, G.O. 1 DE JUNIO DE 2000) 
El Tribunal esta obligado a expedir a costa del solicitante, sin demora alguna, copia simple o 
fotostática de los documentos o resoluciones que obren en autos, bastando que la parte interesada 
lo solicite verbalmente, sin que se requiera decreto judicial, dejando constancia en autos de su 
recepción. Cuando la parte que solicita lo haga a través de defensor de oficio, las copias de referencia 
se expedirán sin costo alguno. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
Para obtener copia certificada de cualquier documento que obre en juicio, la parte interesada debe 
solicitarlo en comparecencia o por escrito, requiriéndose decreto judicial, y sólo se expedirá conforme 
a lo dispuesto en el artículo 331 de este código, cuando se pidiere copia o testimonio de parte de un 
documento o pieza. Cuando la parte interesada solicite copia certificada de uno o varios documentos 
completos, en ningún caso se dará vista a la contraria. Al entregarse las copias certificadas, el que 
las reciba debe dejar razón y constancia de su recibo, en el que señale las copias que reciba. Cuando 
la parte que solicita lo haga a través de defensor de oficio, las copias de referencia se expedirán sin 
costo alguno. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
Para obtener copia o testimonio de cualquier documento que se encuentre en archivos o protocolos 
que no están a disposición del público, aquél que pretenda lograrlo y carezca de legitimación en el 
acto contenido en el documento, requiere de decreto judicial, que no se dictará sino con conocimiento 
de causa y audiencia de parte, procediéndose incidentalmente, en caso de oposición. 
 
ARTICULO 72 
 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
Los tribunales no admitirán nunca promociones o solicitudes, incluyendo recursos, notoriamente 
frívolos o improcedentes; los desecharán de plano, sin necesidad de mandarlos hacer saber a la otra 
parte, ni formar artículo, y en su caso consignarán el hecho al agente del Ministerio Público. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 21 DE ENERO DE 1967) 
Los incidentes ajenos al negocio principal o notoriamente frívolos e improcedentes, deberán ser 
repelidos de oficio por los jueces. 
 
(ADICIONADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
Al desechar las promociones o solicitudes, incluyendo los recursos e incidentes que los tribunales 
consideren notoriamente frívolos o improcedentes, los tribunales deben fundar y motivar su 
determinación. 
 
ARTICULO 73 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
Los jueces, para hacer cumplir sus determinaciones, pueden emplear cualquiera de los siguientes 
medios de apremio, sin que para ello sea necesario que el juzgador se ciña al orden que a 
continuación se señala: 
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N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DE LA PRESENTE FRACCIÓN, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADA, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
I.- La multa hasta por las cantidades a que se refiere el artículo 62, la cual podrá duplicarse en caso 
de reincidencia; 
 
(REFORMADA, D.O.F. 21 DE ENERO DE 1967) 
II.- El auxilio de la fuerza pública y la fractura de cerraduras si fuere necesario; 
 
III.- El cateo por orden escrita; 
 
(REFORMADA, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
IV.- El arresto hasta por treinta y seis horas; 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DE LA PRESENTE FRACCIÓN, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADA, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
V.- La presentación de los testigos por la fuerza pública. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
Si el caso exige mayor sanción, se dará parte al Ministerio Público. 
 
ARTICULO 73 BIS (DEROGADO, G.O. 2 DE FEBRERO DE 2007) 
 
ARTICULO 74 
 
(F. DE E., D.O.F. 1o. DE OCTUBRE DE 1932) 
Las actuaciones serán nulas cuando les falte alguna de las formalidades esenciales de manera que 
quede sin defensa cualquiera de las partes, y cuando la ley expresamente lo determine; pero no 
podrá ser invocada esa nulidad por la parte que dió lugar a ella. 
 
ARTICULO 75 
 
La nulidad establecida en beneficio de una de las partes no puede ser invocada por la otra. 
 
ARTICULO 76 
 
Las notificaciones hechas en forma distinta a la prevenida en el Capítulo V del Título II, serán nulas; 
pero si la persona notificada se hubiere manifestado en juicio, sabedora de la providencia, la 
notificación surtirá desde entonces sus efectos, como si estuviese legítimamente hecha. 
 
ARTICULO 77 
 
La nulidad de una actuación debe de reclamarse en la actuación subsecuente, pues de lo contrario, 
aquélla queda revalidada de pleno derecho; con excepción de la nulidad por defecto en el 
emplazamiento. 
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(REFORMADO, D.O.F. 14 DE ENERO DE 1987) 
ARTICULO 78 
 
Sólo formará artículo de previo y especial pronunciamiento la nulidad de actuaciones por falta de 
emplazamiento. Los incidentes que se susciten con motivo de otras nulidades de actuaciones o de 
notificaciones se tramitarán y resolverán en los términos de lo dispuesto por el artículo 88. 
 
ARTICULO 79 
 
Las resoluciones son: 
 
I.- Simples determinaciones de trámite y entonces se llamarán decretos; 
 
II.- Determinaciones que se ejecuten provisionalmente y que se llaman autos provisionales; 
 
III.- Decisiones que tienen fuerzas de definitivas y que impiden o paralizan definitivamente la 
prosecución del juicio, y se llaman autos definitivos; 
 
IV.- Resoluciones que preparan el conocimiento y decisión del negocio ordenado, admitiendo o 
desechando pruebas, y se llaman autos preparatorios; 
 
V.- Decisiones que resuelven un incidente promovido antes, o después de dictada la sentencia, que 
son las sentencias interlocutorias; 
 
VI.- Sentencias definitivas. 
 
ARTICULO 80 
 
Todas las resoluciones de primera y segunda instancia serán autorizadas por jueces, secretarios y 
magistrados con firma entera. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 81 
 
Todas las resoluciones sean decretos, autos provisionales, definitivos o preparatorios o sentencias 
interlocutorias, deben ser claras, precisas y congruentes con las promociones de las partes, 
resolviendo sobre todo lo que éstas hayan pedido. Cuando el tribunal sea omiso en resolver todas 
las peticiones planteadas por el promovente, de oficio o a simple instancia verbal del interesado, 
deberá dar nueva cuenta y resolver las cuestiones omitidas dentro del tercer día. Las sentencias 
definitivas también deben ser claras, precisas y congruentes con las demandas y las contestaciones 
y con las demás pretensiones deducidas oportunamente en el pleito, condenando o absolviendo al 
demandado, y decidiendo todos los puntos litigiosos que hayan sido objeto del debate. Cuando éstos 
hubieren sido varios, se hará el pronunciamiento correspondiente a cada uno de ellos. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 82 
 
Las sentencias deben tener el lugar, fecha y juez o tribunal que las pronuncie, los nombres de las 
partes contendientes y el carácter con que litiguen y el objeto del pleito, y bastará que el Juez funde 
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y motive su resolución en preceptos legales, su interpretación o principios jurídicos, de acuerdo con 
el artículo 14 constitucional. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 83 
 
Los jueces y tribunales no podrán, bajo ningún pretexto, aplazar, dilatar, ni negar la resolución de las 
cuestiones que hayan sido discutidas en el pleito, salvo los casos previstos por la ley. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 84 
 
Tampoco podrán los jueces y tribunales variar ni modificar sus sentencias o autos después de 
firmados, pero sí aclarar algún concepto que las primeras contengan sobre punto discutido en el 
litigio, o los segundos cuando sean obscuros o imprecisos sin alterar su esencia. 
 
Estas aclaraciones podrán hacerse de oficio dentro del tercer día hábil siguiente al de la publicación 
de la resolución correspondiente, o a instancia de parte presentada dentro del tercer día siguiente al 
de la notificación. 
 
En este último caso, el juez o tribunal resolverá lo que estime procedente dentro del tercer día hábil 
siguiente al de la presentación del escrito en que se solicite la aclaración. 
 
ARTICULO 85 
 
Cuando hubiere condena de frutos, intereses, daños o perjuicios, se fijará su importe en cantidad 
líquida, o se establecerán por lo menos, las bases con arreglo a las cuales deba hacerse la 
liquidación. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
Sólo en el caso de no ser posible lo uno ni lo otro, se hará la condena genérica, a reserva de fijar su 
importe y hacerlo efectivo en la ejecución de la sentencia. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 86 (DEROGADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 87 
 
Las sentencias interlocutorias deben dictarse y mandarse notificar por publicación en el Boletín 
Judicial, dentro de los diez días siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación, en el 
referido boletín, del auto en que se hubiere citado para dictarse. 
 



 

CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL 

 

CONSEJERÍA JURÍDICA Y DE SERVICIOS LEGALES 
 

 

Las sentencias definitivas deben dictarse y mandarse notificar por publicación en el Boletín Judicial, 
dentro de los quince días siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación, en el referido 
boletín, del auto en que se hubiera hecho la citación para sentencia. 
 
En ambos casos cuando hubiere necesidad de que el juez examine documentos o expedientes 
voluminosos, al resolver, podrá disfrutar de un término ampliado de diez días más para los dos fines 
ordenados anteriormente. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 88 
 
Los incidentes se tramitarán, cualquiera que sea su naturaleza, con un escrito de cada parte, y tres 
días para resolver. Si se promueve prueba, deberá ofrecerse en los escritos respectivos, fijando los 
puntos sobre los que verse. Si las pruebas no tienen relación con los puntos cuestionados 
incidentalmente, o si éstos son puramente de derecho, el tribunal deberá desecharlas. En caso de 
admitirlas se citará para audiencia dentro del término de diez días, diferible por una sola vez, en que 
se reciban pruebas, se oigan brevemente las alegaciones, y se cite para sentencia interlocutoria. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 89 
 
Los decretos y los autos deben dictarse y mandarse notificar por publicación en el Boletín Judicial, 
dentro del plazo de tres días siguientes a las veinticuatro horas en que el secretario de acuerdos 
forzosamente de cuenta después del último trámite, o promoción correspondiente. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 90 
 
El retardo sin justa causa en el pronunciamiento y publicación de decretos, autos y sentencias dará 
lugar a queja administrativa que se presentará ante el Consejo de la Judicatura para su trámite y 
sanción respectiva. 
 
ARTICULO 91 
 
Toda sentencia tiene a su favor la presunción de haberse pronunciado según la forma prescrita por 
el derecho, con conocimiento de causa y por juez legítimo con jurisdicción para darla. 
 
ARTICULO 92 
 
La sentencia firme produce acción y excepción contra los que litigaron y contra terceros llamados 
legalmente al juicio. 
 
ARTICULO 93 
 
El tercero puede excepcionarse contra la sentencia firme, pero no contra la que recayó en juicio de 
estado civil, a menos que alegue colusión de los litigantes para perjudicarlo. 
 
ARTICULO 94 
 
Las resoluciones judiciales dictadas con el carácter de provisionales pueden modificarse en 
sentencia interlocutoria, o en la definitiva. 
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Las resoluciones judiciales firmes dictadas en negocios de alimentos, ejercicio y suspensión de la 
patria potestad, interdicción, jurisdicción voluntaria y las demás que prevengan las leyes, pueden 
alterarse y modificarse cuando cambien las circunstancias que afectan el ejercicio de la acción que 
se dedujo en el juicio correspondiente. 
 
 

CAPITULO III 
De la presentación de documentos 

 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 95 
 
A toda demanda o contestación deberá acompañarse necesariamente: 
 
I.- El poder que acredite la personalidad del que comparece en nombre de otro, o bien el documento 
o documentos que acrediten el carácter con el que el litigante se presente en juicio, en el caso de 
tener representación legal de alguna persona o corporación o cuando el derecho que reclame 
provenga de habérsele transmitido por otra persona; 
 
II.- Los documentos en que el actor funde su acción y aquellos en que el demandado funde sus 
excepciones. Si no los tuvieren a su disposición, acreditarán haber solicitado su expedición con la 
copia simple sellada por el archivo o lugar en que se encuentren los originales, para que, a su costa, 
se les expida certificación de ellos, en la forma que prevenga la ley. Se entiende que las partes tienen 
a su disposición los documentos, siempre que legalmente puedan pedir copia autorizada de los 
originales y exista obligación de expedírselos. Si las partes no pudiesen presentar los documentos 
en que funden sus acciones o excepciones, declararán, bajo protesta de decir verdad, la causa por 
la que no pueden presentarlos. En vista a dicha manifestación, el juez, si lo estima procedente, 
ordenará al responsable de la expedición que el documento solicitado por el interesado se expida a 
costa de éste, apercibiéndolo con la imposición de alguna de las medidas de apremio que autoriza 
la ley. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
Salvo disposición legal en contrario o que se trate de pruebas supervenientes, de no cumplirse por 
las partes con alguno de los requisitos anteriores, no se les recibirán las pruebas documentales que 
no obren en su poder al presentar la demanda o contestación, como tampoco si en esos escritos se 
dejan de identificar las documentales, para el efecto de que oportunamente se exijan por el tribunal 
y sean recibidas; el mismo tratamiento se dará a los informes que se pretendan rendir como prueba; 
 
III.- Además de lo señalado en la fracción II, con la demanda y contestación se acompañarán todos 
los documentos que las partes tengan en su poder y que deban de servir como pruebas de su parte 
y, los que presentaren después, con violación de este precepto, no les serán admitidos, salvo de que 
se trate de pruebas supervenientes, y 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DE LA PRESENTE FRACCIÓN, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADA, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
IV.- Copias simples o fotostáticas, siempre que sean legibles a simple vista, tanto del escrito de 
demanda como de los demás documentos referidos, incluyendo la de los que se exhiban como 
prueba según los párrafos precedentes, para correr traslado a la contraria. 
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N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 96 
 
En el caso de que se demuestre haber solicitado la expedición de documento o informe a las 
personas morales o dependencia en que se encuentre y no se expida sin causa justificada, el juez 
ordenará su emisión utilizando cualquiera de los medios de apremio previstos en este ordenamiento 
para que se cumpla el mandamiento judicial. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 97 
 
La presentación de documentos que establece el artículo 95, cuando sean públicos, podrá hacerse 
por copia simple, si el interesado manifestare, bajo protesta de decir verdad, que carece de otra 
fehaciente; pero no producirá aquélla ningún efecto si durante el término de ofrecimiento de prueba 
o durante el desarrollo de la audiencia respectiva, no se presentare una copia del documento con 
los requisitos necesarios para que haga fe en juicio, o se cotejen las copias simples con sus originales 
por medio de fedatario público a quien autorice el tribunal y a costa del interesado, pudiendo asistir 
a la diligencia de cotejo la contraparte, para que en su caso haga las observaciones que considere 
pertinentes. 
 
A las partes sólo les serán admitidos, después de los escritos de demanda y contestación, los 
documentos que les sirvan de pruebas contra excepciones alegadas contra acciones en lo principal 
o reconvencional; los que importen cuestiones supervenientes o impugnación de pruebas de la 
contraria; los que fueren de fecha posterior a la presentación de la demanda, o a la contestación; y 
aquéllos que aunque fueren anteriores, bajo protesta de decir verdad, se asevere que no se tenía 
conocimiento de ellos. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 21 DE ENERO DE 1967) 
ARTICULO 98 
 
Después de la demanda y contestación, no se admitirán al actor ni al demandado, respectivamente, 
otros documentos que los que se hallen en alguno de los casos siguientes: 1o.- Ser de fecha posterior 
a dichos escritos; 2o.- Los anteriores respecto de los cuales, protestando decir verdad, asevere la 
parte que los presente no haber tenido antes conocimiento de su existencia; 3o.- Los que no haya 
sido posible adquirir con anterioridad por causas que no sean imputables a la parte interesada, y 
siempre que haya hecho oportunamente la designación expresada en el párrafo segundo del artículo 
96. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 99 
 
A ninguna de las partes se le admitirá documento alguno después de concluido el desahogo de 
pruebas. El juez repelerá de oficio los que se presenten, mandando devolverlos a la parte, sin ulterior 
recurso, sin agregarlos al expediente en ningún caso. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
ARTICULO 100 
 
De todo documento que se presente después del término de ofrecimiento de prueba se dará traslado 
a la otra parte, para que dentro del tercer día manifieste lo que a su derecho convenga. 
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N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 101 
 
Una vez desahogada la vista por la contraria, o transcurrido el plazo para ello, el Juez resolverá 
sobre su admisión. Esta determinación será apelable en el efecto devolutivo de tramitación conjunta 
con la definitiva. 
 
ARTICULO 102 
 
Las copias de los escritos y documentos se entregarán a la parte, o partes contrarias al notificarles 
la providencia que haya recaído en el escrito respectivo; o al hacerles la citación o emplazamiento 
que proceda. 
 
ARTICULO 103 
 
La omisión de las copias no será motivo para dejar de admitir los escritos y documentos que se 
presenten en tiempo oportuno. En este caso, el juez señalará sin ulterior recurso, un término que no 
excederá de tres días para exhibir las copias y si no se presentasen en dicho plazo, las hará el 
secretario a costa de la parte que las omitió. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
Se exceptúan de esta disposición los escritos de demanda principal, reconvencional o incidental y 
en los que se pidan liquidaciones, que no serán admitidos si no se acompañan de las copias 
correspondientes. 
 
 

CAPITULO IV 
De los exhortos y despachos 

 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 104 
 
Los exhortos y despachos deben recibirse por la oficialía de partes común, quien designará el 
juzgado en turno, para que éste provea dentro de las veinticuatro horas siguientes a su recepción, y 
se diligenciarán dentro de los cinco días siguientes, a no ser que lo que haya de practicarse exija, 
necesariamente, mayor tiempo. 
 
En los exhortos y despachos no se requiere la legalización de las firmas del tribunal que los expida, 
a menos que la exija el tribunal requerido, por ordenarlo la ley de su jurisdicción como requisito para 
obsequiarlos. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 14 DE ENERO DE 1987) 
ARTICULO 105 
 
Las diligencias que deban practicarse fuera del Distrito Federal deberán encomendarse 
precisamente al tribunal del lugar en que han de realizarse. 
 
 
 



 

CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL 

 

CONSEJERÍA JURÍDICA Y DE SERVICIOS LEGALES 
 

 

 
(ADICIONADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
El auxilio que se solicite, se efectuará únicamente por medio de exhorto dirigido al órgano que deba 
prestarlo y que contendrá: 
 
I.- La designación del órgano jurisdiccional exhortante; 
 
II.- La del lugar o población en que tenga que llevarse a cabo la actividad solicitada, aunque no se 
designe la ubicación del tribunal exhortado; 
 
III.- Las actuaciones cuya práctica se intenta, y 
 
IV.- El término o plazo en que habrán de practicarse las mismas. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 106 
 
En el caso de que la actuación requerida a otro órgano jurisdiccional, o a otra autoridad de cualquier 
índole, de la que debiera enviarse exhorto, oficio, despacho, o mandamiento, se considere de 
urgente práctica, podrá formularse la petición por telégrafo, teléfono, remisión facsimilar, medios 
electrónicos o por cualquier otro medio, bajo la fe del secretario, quien hará constar, en su caso, la 
persona con la cual se entendió la comunicación, la hora de la misma y la solicitud realizada, con la 
obligación de confirmarla en despacho ordinario que habrá de remitirse el mismo día o al siguiente. 
Del empleo de los medios de comunicación indicados se dejará razón en el expediente, así como de 
las causas para considerarlo urgente. 
 
ARTICULO 107 
 
En los despachos y exhortos no se requiere la legalización de las firmas del tribunal que los expida, 
a menos que la exija el tribunal requerido, por ordenarla la Ley de su jurisdicción, como requisito 
para obsequiarlos. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 23 DE DICIEMBRE DE 1974) 
Para que los exhortos de los tribunales de los Estados de la Federación sean diligenciados por los 
del Distrito Federal, no será necesaria la legalización de las firmas de los funcionarios que los 
expidan. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 108 
 
Las diligencias judiciales que deban practicarse en el extranjero, se cursarán en la forma que 
establezca el Código Federal de Procedimientos Civiles y los tratados y los convenios internacionales 
de los que los Estados Unidos Mexicanos sea parte. 
 
Si el demandado fuera extranjero, las copias de la demanda y de los documentos irán redactadas 
en español, con su respectiva traducción a la lengua del país extranjero, a costa del interesado, 
quien deberá presentarla en el término que fije el tribunal, y de no hacerlo, dejará de remitirse el 
exhorto, en perjuicio del solicitante. 
 
Estas mismas reglas se observarán para dar cumplimiento en el Distrito Federal a los exhortos de 
tribunales extranjeros por los que se requiera la práctica de alguna diligencia judicial. 
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Cualquier duda se resolverá según el principio de reciprocidad. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 109 
 
Pueden los tribunales acordar que los exhortos y despachos que manden expedir se entreguen, para 
hacerlos llegar a su destino, a la parte interesada que hubiere solicitado la práctica de la diligencia, 
quien tendrá la obligación de apresurar su diligenciación por el juez exhortado y devolverlos con lo 
que se practicare, si por su conducto se hiciere la devolución. 
 
El tribunal redactará el exhorto con las inserciones respectivas, dentro del término de tres días, 
contados a partir del proveído que ordene su remisión y lo pondrá a disposición del solicitante, 
mediante notificación por Boletín Judicial que se hará dentro del mismo plazo, para que a partir del 
día siguiente al en que surta sus efectos dicha notificación, se inicie el término que se haya concedido 
para su diligenciación. 
 
Cuando el exhorto tenga algún defecto, la parte solicitante deberá hacerlo saber al tribunal y 
regresárselo dentro de los seis días siguientes, para que sea corregido y se proceda como se ordena 
en el párrafo anterior. De no hacerse la devolución del exhorto defectuoso, el plazo para su 
diligenciación no se interrumpirá. 
 
En la resolución que ordene librar el exhorto podrá designarse, a instancia de parte, persona o 
personas para que intervengan en su diligenciación, con expresión del alcance de su intervención y 
del plazo para su comparecencia ante el órgano exhortado, expresando al juez exhortado si su 
incomparecencia determina o no la caducidad del exhorto. No procederá la nulidad de actuaciones 
por las diligencias practicadas por las personas mencionadas. 
 
De igual manera, el juez exhortante podrá otorgar plenitud de jurisdicción al exhortado para el 
cumplimiento de lo ordenado. 
 
No se exigirá poder alguno a las personas a que se refieren los párrafos anteriores. 
 
La parte a cuya instancia se libre el exhorto, queda obligada a satisfacer los gastos que se originen 
para su cumplimiento. 
 
El juez exhortante podrá disponer que para el cumplimiento de lo que haya ordenado, se practiquen 
cuantas diligencias sean necesarias para el desahogo de lo solicitado y que se devuelva 
directamente al exhortante, una vez cumplimentado, salvo que se designase a una o varias personas 
para la tramitación, en cuyo caso se le entregarán bajo su responsabilidad, para que haga su 
devolución dentro del término de tres días como máximo. 
 
El juez exhortante podrá inquirir del resultado de la diligenciación al juez exhortado por alguno de los 
medios señalados en el artículo 106, dejando constancia en autos de lo que resulte. 
 
El juez exhortante podrá facultar al juez exhortado, para que cuando el exhorto haya sido remitido a 
un órgano diferente al que deba prestar el auxilio, el que lo reciba lo envíe directamente al que 
corresponda, si es que le consta cuál sea éste, solicitando el exhortante que se le dé cuenta de dicha 
circunstancia por oficio. 
 
El exhorto deberá cumplimentarse en el tiempo previsto en el mismo. De no ocurrir así, se recordará 
por cualquier medio de comunicación de la urgencia del cumplimiento, lo que se podrá hacer de 
oficio o a instancia de la parte interesada. Si a pesar del recordatorio, continuase la misma situación, 
el tribunal exhortante lo pondrá en conocimiento directo del Superior inmediato del que deba 
cumplimentarlo, rogándole adopte las medidas pertinentes a fin de obtener el cumplimiento. 
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Si la parte a quien se le entregue un exhorto, para los fines que se precisan en este artículo, no hace 
la devolución dentro de los tres días siguientes al plazo que se le hubiere concedido para su 
diligenciación, sin justificar que para ello tuvo impedimento bastante, será sancionada en los términos 
del artículo 62 de este ordenamiento, y se dejará de desahogar la diligencia por causas imputables 
al peticionario. Igual sanción se le impondrá cuando la contraparte manifieste que sin haberse 
señalado plazo para la diligencia objeto del exhorto, la misma ya se llevó a cabo, y no se ha devuelto 
el exhorto diligenciado, por aquél que lo solicitó y recibió, salvo prueba en contrario. 
 
 

CAPITULO V 
De las notificaciones 

 
 
ARTICULO 110 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
Los notificadores deberán practicar las notificaciones apegándose a las disposiciones contenidas en 
el artículo 116 de este ordenamiento, dentro de los cinco días siguientes al en que reciban el 
expediente o las actuaciones correspondientes, salvo que el juez o la ley dispusieran otra cosa. Los 
infractores de esta disposición serán destituidos de su cargo cuando reincidan por más de tres 
ocasiones, sin responsabilidad para el Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, previa 
audiencia de defensa ante el Consejo de la Judicatura. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 14 DE ENERO DE 1987) 
Para los anteriores efectos, se llevará un registro diario de los expedientes o actuaciones que se les 
entreguen debiendo recibirlos bajo su firma y devolverlos dentro del plazo señalado. 
 
ARTICULO 111 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
Las notificaciones en juicio se podrán hacer: 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DE LA PRESENTE FRACCIÓN, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADA, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
I.- Personalmente, por cédula, por instructivo o por adhesión; 
 
(REFORMADA, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
II.- Por Boletín Judicial, en los términos de los artículos 123 y 125; 
 
(REFORMADA, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
III.- Por edictos que se hagan ostensibles en los sitios públicos de costumbre o que se manden 
publicar en los periódicos que al efecto se autoricen en los plazos que se precisen; 
 
(REFORMADA, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
IV.- Por correo, y (sic) 
 
(REFORMADA, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
V.- Por telégrafo; 



 

CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL 

 

CONSEJERÍA JURÍDICA Y DE SERVICIOS LEGALES 
 

 

 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DE LA PRESENTE FRACCIÓN, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADA, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
VI.- Por cualquier otro medio de comunicación efectivo que de constancia indubitable de recibido, y 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DE LA PRESENTE FRACCIÓN, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADA, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
VII.- Por medios electrónicos. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
La forma en que se lleven a cabo las notificaciones anteriores, será de acuerdo con lo que se dispone 
en los artículos siguientes. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 14 DE ENERO DE 1987) 
ARTICULO 112 
 
Todos los litigantes, en el primer escrito o en la primera diligencia judicial, deberán designar casa 
ubicada en el lugar del juicio para que se les hagan las notificaciones y se practiquen las diligencias 
que sean necesarias. 
 
Igualmente deben designar la casa en que ha de hacerse la primera notificación a la persona o 
personas contra quienes promuevan. 
 
Cuando un litigante no cumpla con lo prevenido en la primera parte de este artículo, las 
notificaciones, aun las que, conforme a las reglas generales, deban hacerse personalmente, se le 
harán por el Boletín Judicial; si faltare la segunda parte, no se hará notificación alguna a la persona 
contra quien promueva hasta que se subsane la omisión. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
Las partes podrán autorizar para oír notificaciones en su nombre, a una o varias personas con 
capacidad legal, quienes quedarán facultadas para intervenir en representación de la parte que los 
autoriza en todas las etapas procesales del juicio, comprendiendo la de alzada y la ejecución, con 
todas las facultades generales y las especiales que requieran cláusula especial, incluyendo la de 
absolver y articular posiciones, debiendo en su caso, especificar aquellas facultades que no se les 
otorguen, pero no podrán sustituir o delegar dichas facultades en un tercero. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
Las personas autorizadas conforme a la primera parte de este párrafo, deberán acreditar encontrarse 
legalmente autorizadas para ejercer la profesión de abogado o Licenciado en Derecho, debiendo 
proporcionar los datos correspondientes en el escrito en que se otorgue dicha autorización y exhibir 
su cédula profesional o carta de pasante en su primera intervención, en el entendido que el 
autorizado que no cumpla con lo anterior, perderá la facultad a que se refiere este artículo en perjuicio 
de la parte que lo hubiere designado, y únicamente tendrá las que se indican en el último párrafo de 
este artículo. Las personas autorizadas en los términos de este artículo, serán responsables de los 
daños y perjuicios que causen ante el que los autorice, de acuerdo a las disposiciones aplicables del 
Código Civil para el mandato y las demás conexas, salvo prueba en contrario. Los autorizados 
podrán renunciar a dicha calidad, mediante escrito presentado al tribunal, haciendo saber las causas 
de la renuncia. 
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(ADICIONADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
Los tribunales llevarán un libro de registro de cédulas profesionales y cartas de pasante, en donde 
podrán registrarse los profesionistas autorizados. 
 
(ADICIONADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
Las partes podrán designar personas solamente autorizadas para oír notificaciones e imponerse de 
los autos, a cualquiera con capacidad legal, quien no gozará de las demás facultades a que se 
refieren los párrafos anteriores. 
 
(ADICIONADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
El juez al acordar lo relativo a la autorización a que se refiere este artículo deberá expresar con toda 
claridad el alcance con el que se reconoce la autorización otorgada. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 113 
 
Mientras un litigante no hiciere nueva designación del inmueble en donde se tengan que practicar 
las diligencias y las notificaciones personales, seguirán haciéndosele en el que para ello hubiere 
designado. El notificador tiene la obligación de realizarlas en el domicilio señalado, y en el supuesto 
de no hacerlo así se le impondrá multa hasta por el equivalente de cinco días del importe del salario 
que perciba. 
 
En caso de no existir dicho domicilio o de negativa a recibirlos en el señalado, el notificador deberá 
hacer constar en autos, una u otra circunstancia, para que al buscado le surtan efectos las 
notificaciones por Boletín Judicial, así como las subsecuentes, y, además de que las diligencias en 
que debiere tener intervención se practicarán en el local del juzgado sin su presencia. 
 
En el caso de que en la segunda ocasión en que el secretario notificador se constituya, dentro de 
horas hábiles, en el domicilio señalado para oír y recibir notificaciones, y no encontrare con quien 
entender la diligencia, procederá a notificar por medio de cédula que fijará en la puerta del domicilio 
en que actúe; recabando todos los datos que permitan tener la certeza de que se constituyó en el 
domicilio correcto. 
 
Las partes podrán autorizar que se le realicen notificaciones de carácter personal en vía electrónica, 
lo que implicará la autorización expresa del solicitante en el sentido de que dichas notificaciones se 
tendrán por legalmente practicadas y surtirán sus efectos en los términos de lo previsto por el artículo 
125. 
 
Para tal efecto las partes podrán solicitar la autorización para el acceso a la página electrónica del 
Tribunal, debiendo proporcionar el nombre del usuario previamente registrado en la base de datos, 
con la cual ingresará lo que le permitirá consultar las notificaciones que por este medio le fueren 
hechas. 
 
Lo anterior se ajustará a los lineamientos que se establezcan por el Consejo de la Judicatura del 
Distrito Federal a través del reglamento que para tal efecto se emita. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 14 DE ENERO DE 1987) 
ARTICULO 114 
 
Será notificado personalmente en el domicilio señalado por los litigantes: 
 



 

CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL 

 

CONSEJERÍA JURÍDICA Y DE SERVICIOS LEGALES 
 

 

(REFORMADA, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
 
I.- El emplazamiento del demandado, y siempre que se trate de la primera notificación en el 
procedimiento, de diligencias preparatorias o de jurisdicción voluntaria en que se deba hacer saber 
de las mismas a la otra parte; 
 
II.- El auto que ordena la absolución de posiciones o reconocimiento de documentos; 
 
III.- La primera resolución que se dicte cuando se dejare de actuar por más de seis meses por 
cualquier motivo; 
 
IV.- Cuando se estime que se trata de un caso urgente y así ordene; 
 
V.- El requerimiento de un acto a la parte que deba cumplirlo; 
 
(REFORMADA, G.O. 16 DE ENERO DE 2003) 
VI.- La sentencia dictada por el juez o la Sala del Tribunal que condene al arrendatario de casa 
habitación a desocuparla, así como el auto de su ejecución; 
 
(ADICIONADA, G.O. 2 DE FEBRERO DE 2007) 
VII.- Para el supuesto de que dicha diligencia se refiera a entrega de menor, la misma se practicará 
en el lugar en donde reside el requerido, y (sic) 
 
(REFORMADA, G.O. 3 DE OCTUBRE DE 2008) 
VIII.- En los procedimientos de competencia de los jueces de lo familiar, hecho el emplazamiento y 
obrando contestación a la demanda o solicitud de divorcio, quedarán obligadas las partes, ya sea en 
forma personal o por conducto de sus representantes legales, a enterarse de todas las actuaciones 
que se dicten en el procedimiento a través del Boletín judicial, salvo que el Juez considere otra cosa, 
con excepción de lo señalado en las fracciones I, III y IV; asimismo, para el supuesto de que dicha 
diligencia se refiera a entrega de menor, la misma se practicará en el lugar en donde reside el 
requerido; y 
 
(REFORMADA [N. DE .E. ADICIONADA], G.O. 3 DE OCTUBRE DE 2008) 
IX.- En los demás casos que la Ley dispone. 
 
(DEROGADO ÚLTIMO PÁRRAFO, G.O. 3 DE OCTUBRE DE 2008) 
 
(REFORMADO, D.O.F. 14 DE ENERO DE 1987) 
ARTICULO 115 
 
Cuando variare el personal de un tribunal, no se proveerá decreto haciendo saber el cambio, salvo 
que éste ocurriere cuando el negocio esté pendiente únicamente de la sentencia, sino que al margen 
del primer proveído que se dictare, después de ocurrido, se podrán (sic) completos los nombres y 
apellidos de los nuevos funcionarios. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 116 
 
Todas las notificaciones que por disposición de la ley o del tribunal deban hacerse personalmente 
se entenderán con el interesado, su representante, mandatario, procurador o autorizado en autos, 
entregando cédula en la que hará constar la fecha y la hora en que se entregue; la clase de 
procedimiento, el nombre y apellidos de las partes, el juez o tribunal que manda practicar la 
diligencia; transcripción de la determinación que se manda notificar y el nombre y apellidos de la 
persona a quien se entrega, levantándose acta de la diligencia, a la que se agregará copia de la 
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cédula entregada en la que se procurará recabar la firma de aquél con quien se hubiera entendido 
la actuación. 
 
Tratándose de la primera notificación en cualquier procedimiento, además de cumplir con los 
requisitos anteriores, el notificador se identificará ante la persona con la que entienda la diligencia; 
requiriendo a ésta para que a su vez se identifique, asentando su resultado, así como los medios por 
los que se cerciore de ser el domicilio del buscado, pudiendo pedir la exhibición de documentos que 
lo acrediten, precisándolos en caso de su presentación, así como aquellos signos exteriores del 
inmueble que puedan servir de comprobación de haber acudido al domicilio señalado como del 
buscado, y las demás manifestaciones que haga el que reciba la notificación en cuanto a su relación 
laboral, de parentesco, negocios, de habitación o cualquier otra existente con el interesado. 
 
Salvo disposición legal en contrario cuando se trate de diligencias de embargo el ejecutor no podrá 
practicarla cuando por primera ocasión en que la intente no se entienda con el interesado. En este 
caso dejará citatorio a éste para que lo espere dentro de las horas que se le precisen que serán para 
después de seis horas de la del citatorio y entre las cuarenta y ocho horas siguientes. Si el buscado 
no atiende el citatorio, la diligencia se practicará con alguna de las personas que se indican en el 
artículo siguiente. En todos los casos, practicada la diligencia de ejecución decretada, el ejecutor 
entregará tanto al ejecutante como al ejecutado copia del acta que se levante o constancia firmada 
por él, en que conste los bienes que hayan sido embargados y el nombre, apellidos y domicilio del 
depositario designado. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
El notificador expresará las causas precisas por las que no se pueda practicar la diligencia o 
notificación, así como las oposiciones para que el juez con vista al resultado imponga las 
correcciones disciplinarias y medios de apremio que considere procedentes. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
La copia o constancia que se entregue al ejecutante podrá servir para el caso de haberse embargado 
bienes inmuebles, para que la misma se presente al Registro Público de la Propiedad, o del 
Comercio, dentro de los tres días siguientes, para su inscripción preventiva, la cual tendrá los mismos 
efectos que se señalan para los avisos de los notarios en los términos de la parte final del artículo 
3016 del Código Civil, y el juez, dentro de un término máximo de cinco días, deberá poner a 
disposición del interesado el oficio a que se refiere el artículo 546. En caso de que el registrador se 
niegue sin causa justificada a la inscripción del embargo será responsable de los daños y perjuicios 
que se ocasionen con motivo de su omisión. 
 
N. DE E. RESPECTO A LOS PÁRRAFOS SEXTO, SÉPTIMO, OCTAVO Y NOVENO DEL 
ARTÍCULO 117, SE RECOMIENDA CONSULTAR EL CONSIDERANDO TRIGÉSIMO PRIMERO 
DEL DICTAMEN DE LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DEL DISTRITO FEDERAL CELEBRADO EL 18 
DE AGOSTO DE 2009, CORRESPONDIENTE AL DECRETO DE REFORMAS PUBLICADO EN LA 
GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL DEL 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009. 
(REFORMADO, D.O.F. 14 DE ENERO DE 1987) 
ARTICULO 117 
 
Si se tratare del emplazamiento y no se encontrare al demandado, se le hará la notificación por 
cédula. 
 
La cédula, en los casos de este artículo y del anterior, se entregará a los parientes, empleados o 
domésticos del interesado o a cualquier otra persona que viva en el domicilio señalado, después de 



 

CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL 

 

CONSEJERÍA JURÍDICA Y DE SERVICIOS LEGALES 
 

 

que el notificador se haya cerciorado de que ahí lo tiene la persona que debe ser notificada; se 
expondrán en todo caso los medios por los cuales el notificador se haya cerciorado de que ahí tiene 
su domicilio la persona buscada. 
 
Además de la cédula, se entregará a la persona con quien se entienda la diligencia, copia simple de 
la demanda debidamente cotejada y sellada, más, en su caso, copias simples de los demás 
documentos que el actor haya exhibido con su libelo inicial. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
Si en el domicilio señalado por el actor, no se encontrara el demandado o destinatario de la diligencia 
señalado en el artículo anterior, ni persona alguna que pudiera legalmente recibir la notificación o 
bien éste se negare a recibir la documentación respectiva y una vez cerciorado el notificador que el 
domicilio efectivamente es el del demandado o destinatario del procedimiento judicial, entonces 
tratándose de la primera diligencia, procederá el actuario o notificador del juzgado a fijar en lugar 
visible del domicilio del demandado o destinatario del procedimiento judicial, un citatorio de 
emplazamiento en el que se señalará el motivo de la diligencia, la fecha, la hora, el lugar de la 
diligencia, la hora hábil del día para que le espere, nombre del promovente, Tribunal que ordena la 
diligencia, la determinación que se manda notificar y el apercibimiento de que si en la fecha señalada 
para llevar a cabo la diligencia de emplazamiento no se encontrara al demandado o destinatario del 
procedimiento judicial, entonces se procederá a la notificación por adhesión, así como la razón o 
motivo de la notificación, misma que en ningún caso podrá ser menor de doce horas ni exceder de 
tres días hábiles contados a partir del día en que se dio la citación. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
Tratándose de una segunda diligencia y pese al citatorio con antelación adherido, si nuevamente el 
demandado o destinatario del procedimiento judicial no se encontrare y no hubiere persona con quien 
entender la diligencia, entonces se procederá a realizar el emplazamiento por adhesión, que 
consistirá que el notificador dejará adherido en lugar visible al domicilio del demandado o destinatario 
del procedimiento judicial, las cédulas de notificación con las copias de traslado correspondientes 
así como el instructivo en el que se explique el motivo del emplazamiento por adhesión, mismo que 
tendrá las características de la cédula de notificación usual, dicho emplazamiento o notificación 
tendrá el carácter de personal. 
 
(DEROGADO PÁRRAFO SEXTO, G.O. 21 DE FEBRERO DE 2013) 
 
(DEROGADO PÁRRAFO SÉPTIMO, G.O. 21 DE FEBRERO DE 2013) 
 
(DEROGADO PÁRRAFO OCTAVO, G.O. 21 DE FEBRERO DE 2013) 
 
(DEROGADO PÁRRAFO NOVENO, G.O. 21 DE FEBRERO DE 2013) 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 118 
 
Si después que el notificador se hubiere cerciorado de que la persona por notificar vive en la casa y 
se negare aquel con quien se entiende la notificación a recibir ésta, el notificador la hará en el lugar 
en que habitualmente trabaje la persona por notificar, sin necesidad de que el juez dicte una 
determinación especial para ello, siempre y cuando obren en autos datos del domicilio o lugar en 
que habitualmente trabaje o le sean proporcionados por la contraparte al notificador y éste lo haga 
constar así en autos y cumpla en lo conducente con lo que se previene en los artículos anteriores. 
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(REFORMADO, D.O.F. 14 DE ENERO DE 1987) 
ARTICULO 119 
 
Cuando no se conociere el lugar en que la persona que debe notificarse tenga el principal asiento 
de sus negocios y en la habitación no se pudiere, conforme al artículo anterior, hacer la notificación, 
se podrá hacer ésta en el lugar en donde se encuentre. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
En este caso las notificaciones se firmarán por el notificador y por la persona a quien se hiciere. Si 
ésta no supiere o no pudiera firmar lo hará a su ruego un testigo, si no quisiere firmar o presentar 
testigo que lo haga por ella, firmarán dos testigos requeridos al efecto por el notificador. Estos 
testigos no podrán negarse hacerlo bajo pena de multa equivalente hasta de mil pesos, dicha 
cantidad se actualizará en los términos del artículo 62. 
 
En caso de ocultamiento del demandado, a petición del actor y previa comprobación de este hecho, 
el emplazamiento podrá practicarse por edictos en los términos previstos por este código. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
El auto que niegue la petición es apelable en efecto devolutivo de tramitación inmediata. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
También podrá hacer la notificación en el lugar en donde se encuentre la persona que debe 
notificarse, cuando el domicilio señalado como el de ésta, se encuentre dentro de unidades 
habitacionales, edificios o condominios en los que se niegue al notificador el acceso a aquél. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
En ambos casos, el notificador se hará acompañar del interesado en que se realice la notificación, 
su representante, mandatario, procurador o autorizado en autos, a efecto de que bajo su 
responsabilidad identifique plenamente a la persona buscada, o al representante, mandatario o 
procurador de ésta. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 120 
 
Cuando se trate de citar a peritos y testigos, la citación se hará por conducto de la parte que haya 
ofrecido dichas pruebas, y será en su perjuicio la falta de comparecencia de tales citados a quienes 
no se les volverá a buscar, salvo que este código o el juez dispongan otra cosa. La entrega de la 
citación por las partes, a peritos y testigos, tendrá como efectos para éstos, la comprobación ante 
las personas que a los citados les interese, de su llamamiento en la fecha y hora que se precise, 
pero su inasistencia no dará lugar a la imposición de medida de apremio alguna a dichos terceros, 
sino que se desechará tal probanza. 
 
 
 
 



 

CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL 

 

CONSEJERÍA JURÍDICA Y DE SERVICIOS LEGALES 
 

 

(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 121 
 
Los testigos, peritos o terceros que no constituyan parte, podrán ser citados por correo certificado o 
telégrafo, en ambos casos a costa del promovente, dejando constancia en autos. 
 
Cuando se haga por telegrama se enviará por duplicado a la oficina que deba de trasmitirlo, la cual 
devolverá, con el correspondiente recibo, uno de los ejemplares que se agregará al expediente, y 
cuando se realice por correo, se dejará copia del documento en que conste la citación, así como el 
acuse de recibo que recabe el correo. En todo caso el secretario de acuerdos dará fe de que el 
documento en donde conste la situación se contenga en el sobre correspondiente. 
 
Si las partes consideran pertinente que la segunda y ulteriores notificaciones se les hagan a ellas 
por vía telefónica o telefacsimilar, proporcionarán al tribunal los correspondientes números 
telefónicos para que así se practiquen, y manifestarán por escrito su conformidad para que se lleven 
a cabo en la forma mencionada. El tribunal deberá asentar razón del día y hora en que se verifiquen 
las notificaciones así practicadas, al igual que el nombre y apellidos de la persona que la haya 
recibido y de la que la haya enviado, y en su caso, copia del documento remitido. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
En caso de que las partes consideren pertinente que la segunda y ulteriores notificaciones se les 
hagan por medios electrónicos, proporcionarán al Tribunal las direcciones de correo electrónico para 
que así se practiquen, y manifestarán por escrito su conformidad para que se lleven a cabo en la 
forma mencionada en términos del artículo 113. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 14 DE ENERO DE 1987) 
ARTICULO 122 
 
Procede la notificación por edictos: 
 
I.- Cuando se trate de personas inciertas; 
 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, G.O. 1 DE JUNIO DE 2000) 
II.- Cuando se trate de personas cuyo domicilio se ignora, previo informe de una institución que 
cuente con registro oficial de personas; en este caso el juicio deberá seguirse con los trámites  y 
solemnidades a que se refiere el título noveno de este código; 
 
(REFORMADO, G.O. 11 DE NOVIEMBRE DE 2008) 
En los casos de las dos fracciones que preceden, los edictos se publicarán por tres veces, de tres 
en tres días, en el boletín judicial y en el periódico local que indique el juez, debiendo mediar entre 
cada publicación dos días hábiles, haciéndose saber que debe de presentarse el citado, dentro de 
un termino que no será inferior a quince días ni excederá de sesenta días; y 
 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, G.O. 23 DE MAYO DE 2011) 
III.- Cuando se trate de inmatricular un inmueble en el Registro Público de la Propiedad, conforme al 
artículo 3047 del Código Civil para el Distrito Federal, para citar a las personas que puedan 
considerarse perjudicadas. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 4 DE ENERO DE 1991) 
El edicto se publicará por una sóla vez en el Diario Oficial de la Federación; en el Boletín Judicial, en 
la Gaceta Oficial del Departamento del Distrito Federal, Sección Boletín Registral, y en un periódico 
de los de mayor circulación.  Además se deberá fijar un anuncio de proporciones visibles en la parte 
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externa del inmueble de que se trate en el que se informe a las personas que puedan considerarse 
perjudicadas, a los vecinos y al público en general, la existencia del procedimiento de inmatriculación 
judicial respecto a ese inmueble.  El anuncio deberá contener el nombre del promovente y 
permanecer en el inmueble durante todo el trámite judicial. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 4 DE ENERO DE 1991) 
En la solicitud se mencionarán: 
 
a) El origen de la posesión; 
 
b) En su caso, el nombre de la persona de quien obtuvo la posesión el peticionario; 
 
c) El nombre y domicilio del causahabiente de aquélla si fuere conocido; 
 
d) La ubicación precisa del bien y sus medidas y colindancias, y 
 
e) El nombre y domicilio de los colindantes. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 4 DE ENERO DE 1991) 
Asimismo, a la solicitud se acompañarán: 
 
a) Un plano autorizado por la Tesorería del Distrito Federal, y 
 
b) Certificado de no inscripción del inmueble expedido por el Registro Público de la Propiedad.  En 
el escrito en que se solicite dicho certificado, se deberán proporcionar los datos que identifiquen con 
precisión el predio de que se trate y manifestar que el certificado será exhibido en el procedimiento 
judicial de inmatriculación. 
 
(REFORMADO, G.O. 23 DE MAYO DE 2011) 
Realizadas las publicaciones se correrá traslado de la solicitud, para que conteste dentro del término 
de quince días hábiles, a la persona de quien obtuviera la posesión o su causahabiente si fuere 
conocido; al Ministerio Público; a los colindantes; al Delegado del Registro Agrario Nacional en el 
Distrito Federal, para que manifieste si el inmueble a inmatricular se encuentra o no afecto al régimen 
ejidal o comunal, y a la Secretaría de la Función Pública, para que exprese si el predio es o no de 
propiedad federal. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 4 DE ENERO DE 1991) 
Producida o no la contestación y sin necesidad de acuse de rebeldía, el juez al vencerse el último 
término de traslado, abrirá una dilación probatoria por quince días, pudiendo ampliarla, a solicitud 
del interesado, hasta por treinta días. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 4 DE ENERO DE 1991) 
Además de las pruebas que tuviere, el solicitante está en la obligación de probar su posesión en 
concepto de dueño por los medios legales y además por la información de tres testigos, 
preferentemente colindantes del inmueble a inmatricular o, en su caso, que tengan bienes raíces en 
el lugar de ubicación del predio de que se trata. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 4 DE ENERO DE 1991) 
En este juicio no se entregarán los autos originales para formular alegatos.  La sentencia es apelable 
en ámbos efectos y el recurso se substanciará como en los juicios ordinarios. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
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ARTICULO 123 
 
La primera notificación al promovente de cualquier procedimiento se hará por Boletín Judicial, salvo 
que se disponga otra cosa por la ley o el tribunal. En todo caso el tribunal tendrá la obligación de 
notificar personalmente, entregando copia simple o fotostática de la resolución, la segunda y 
ulteriores notificaciones a los interesados o a sus apoderados, procuradores o autorizados, si éstos 
ocurren al tribunal o juzgado respectivo, el mismo día en que se dicten las resoluciones que hayan 
de notificarse sin necesidad de esperar a que se publiquen en el Boletín Judicial, dejando constancia 
en autos de dicha notificación, firmada por el notificado y el fedatario, o haciendo saber si el primero 
se negó a firmar. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 124 
 
Debe firmar las notificaciones la persona que las hace y aquélla a quien se hacen. Si ésta no supiere 
o no quisiere firmar, lo hará constar el secretario o notificador. A toda persona se le dará de inmediato 
copia simple de la resolución que se le notifique, o de la promoción o diligencia a la que le hubiere 
recaído, bastando la petición verbal de su entrega, sin necesidad de que le recaiga decreto judicial 
y salvo que sea notificación personal, dejando constancia o razón de su entrega y recibo en autos. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 125 
 
Si las partes, sus autorizados o sus procuradores no ocurren al tribunal o juzgado a notificarse 
personalmente el mismo día en que se dicten las resoluciones, el tribunal las mandará publicar en el 
Boletín Judicial. La notificación por Boletín Judicial se dará por hecha y surtirá sus efectos al día 
siguiente al de su publicación. 
 
ARTICULO 126 
 
Se fijará en lugar visible de las oficinas del tribunal o juzgados, una lista de los negocios que se 
hayan acordado cada día, y se remitirá otra lista expresando solamente los nombres y apellidos de 
los interesados para que al día siguiente sea publicada en el Boletín Judicial, diario que sólo 
contendrá dichas listas de acuerdos y avisos judiciales y que se publicará antes de las nueve de la 
mañana. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 21 DE ENERO DE 1967) 
Sólo por errores u omisiones sustanciales que hagan no identificables los juicios, podrá pedirse la 
nulidad de las notificaciones hechas por Boletín Judicial. Además, se fijará diariamente en la puerta 
de la sala del Tribunal y juzgados un ejemplar del Boletín Judicial, coleccionándose dicho diario para 
resolver cualquier cuestión que se suscite sobre la falta de alguna publicación.  En el archivo judicial 
se formarán dos colecciones, una de las cuales estará siempre a disposición del público. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 127 
 
En las Salas del Tribunal y en los Juzgados, los empleados que determine el reglamento harán 
constar en los autos respectivos el número y fecha del Boletín Judicial en que se haya hecho la 
publicación a que se refiere el artículo anterior, bajo la pena de que se le impondrá una multa, 
equivalente al importe de hasta dos días del salario que perciba, por la primera falta, que se duplicará 
por la segunda y de suspensión de empleo hasta por tres meses por la tercera; sin perjuicio de 
indemnizar debidamente a la persona que resulte perjudicada por la omisión. 
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(REFORMADO [N. DE E. ADICIONADO], D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 128 
 
Dentro de un procedimiento judicial, todos los edictos, convocatorias y avisos que por mandato legal 
o judicial se tengan que hacer del conocimiento de alguna persona o del público en general, así 
como aquellas comunicaciones similares de notarios públicos, corredores públicos o particulares que 
por cualquier causa deban hacerlos, por así obligarles la ley o los cargos que ostenten, serán 
redactados de modo preciso y conciso, sintetizando las providencias que se ordenen publicar, 
evitando transcripciones literales, y señalándose únicamente los puntos substanciales. Las 
publicaciones de esos edictos, convocatorias y avisos sólo podrán realizarse en aquellos medios de 
difusión que tengan una sección especial destinada para "Edictos, Avisos y Convocatorias 
Judiciales" o sección destacada similar que represente el menor costo de todas las inserciones y 
anuncios que se lleven a cabo por esos medios de comunicación. 
 
 

CAPITULO VI 
De los términos judiciales 

 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 129 
 
Los términos empezarán a correr desde el día siguiente a aquél en que se hubiere hecho el 
emplazamiento o notificación. Tratándose de notificación realizada por Boletín Judicial, el término 
empezará a correr el día siguiente de aquél en que haya surtido efectos dicha notificación. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 130 
 
La ley sólo reconoce como términos comunes en los juicios, los siguientes: 
 
I.- Cuando fueren varias las personas que puedan conformar por obligaciones solidarias o casos 
similares, un litisconsorcio pasivo, tratándose del caso de emplazamiento de todos los interesados; 
 
II.- Para todas las partes que intervengan en el juicio, el relativo a ofrecimiento de pruebas, y aquéllos 
en que el tribunal determine la vista para desahogo por las partes al mismo tiempo, y 
 
III.- Los demás que expresamente señale este código como términos comunes. 
 
Los términos comunes se empezarán a contar desde el día siguiente a aquel en que todas las 
personas que conformen el posible litisconsorcio pasivo o todas las partes, en los demás casos, 
hayan quedado notificadas. 
 
Los demás términos se considerarán individuales y empezarán a correr para cada interesado en 
particular, cuando la notificación haya surtido sus efectos. 
 
ARTICULO 131 
 
En ningún término se contarán los días en que no puedan tener lugar actuaciones judiciales. 
 
ARTICULO 132 
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En los autos se harán constar el día en que comienzan a correr los términos y aquel en que deben 
de concluir. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
ARTICULO 133 
 
Una vez concluidos los términos fijados a las partes, sin necesidad de que se acuse rebeldía, seguirá 
el juicio su curso y se tendrá por perdido el derecho que, dentro de ellos, debió ejercitarse. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 21 DE ENERO DE 1967) 
ARTICULO 134 
 
Siempre que la práctica de un acto judicial requiera citación de las personas que estén fuera del 
lugar del juicio, para que concurran ante el Tribunal, se debe fijar un término en el que se aumente 
al señalado por la ley, un día más por cada doscientos kilómetros de distancia o fracción que exceda 
de la mitad, salvo que la ley disponga otra cosa expresamente o que el juez estime que deba 
ampliarse.  Si el demandado residiere en el extranjero, el juez ampliará el término del emplazamiento 
a todo el que considere necesario, atendidas las distancias y la mayor o menor facilidad de las 
comunicaciones. 
 
ARTICULO 135 
 
Los términos que por disposición expresa de la Ley, o por la naturaleza del caso no son individuales, 
se tienen por comunes para las partes. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 27 DE DICIEMBRE DE 1983) 
ARTICULO 136 
 
Para fijar la duración de los términos, los meses se regularán por el número de días que les 
correspondan, y los días se entenderán de veinticuatro horas naturales, sin perjuicio de que las 
actuaciones judiciales se sujeten al horario que establece el artículo 64. 
 
ARTICULO 137 
 
Cuando este Código no señale términos para la práctica de algún acto judicial, o para el ejercicio de 
algún derecho, se tendrán por señalados los siguientes: 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DE LA PRESENTE FRACCIÓN, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADA, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
I.- Doce días para interponer el recurso de apelación contra sentencia definitiva; 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DE LA PRESENTE FRACCIÓN, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADA, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
II.- Ocho días para apelar de sentencia interlocutoria o auto de tramitación inmediata; 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DE LA PRESENTE FRACCIÓN, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADA, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
III.- Tres días para apelar preventivamente la sentencia interlocutoria o auto de tramitación conjunta 
con la definitiva; 
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N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DE LA PRESENTE FRACCIÓN, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADA, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
IV.- Tres días para la celebración de juntas, reconocimientos de firmas, exhibición de documentos; 
a no ser que por circunstancias especiales creyere justo el juez ampliar el término, lo cual podrá 
hacer por tres días más; 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DE LA PRESENTE FRACCIÓN, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADA, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
V.- Tres días para todos los demás casos, salvo disposición legal en contrario. 
 
ARTICULO 137 BIS 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
Operará de pleno derecho la caducidad de la primera instancia cualquiera que sea el estado del 
juicio desde el primer auto que se dicte en el mismo hasta antes de que concluya la audiencia de 
pruebas, alegatos y sentencia, si transcurridos ciento veinte días hábiles contados a partir de la 
notificación de la última determinación judicial no hubiere promoción que tienda a impulsar el 
procedimiento de cualquiera de las partes. 
 
(ADICIONADO [N. DE E. REPUBLICADO], G.O. 8 DE AGOSTO DE 2013) 
Los efectos y formas de su declaración se sujetarán a las siguientes normas: 
 
(ADICIONADA, D.O.F. 31 DE ENERO DE 1964) 
I.- La caducidad de la instancia es de orden público, irrenunciable y no puede ser materia de 
convenios entre las partes.  El juez la declarará de oficio o a petición de cualquiera de las partes 
cuando concurran las circunstancias a que se refiere el presente artículo; 
 
(ADICIONADA, D.O.F. 31 DE ENERO DE 1964) 
II.- La caducidad extingue el proceso pero no la acción; en consecuencia se puede iniciar un nuevo 
juicio, sin perjuicio de lo dispuesto en la fracción V de este artículo; 
 
(REFORMADA, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
III.- La caducidad de la primera instancia convierte en ineficaces las actuaciones del juicio y las cosas 
deben volver al estado que tenían antes de la presentación de la demanda y se levantarán los 
embargos preventivos y cautelares. Se exceptúan de la ineficacia referida las resoluciones firmes 
sobre competencia, litispendencia, conexidad, personalidad y capacidad de los litigantes, que regirán 
en el juicio ulterior si se promoviere. Las pruebas rendidas en el proceso extinguido por caducidad, 
podrán ser invocadas en el nuevo, si se promoviere, siempre que se ofrezcan y precisen en la forma 
legal; 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DE LA PRESENTE FRACCIÓN, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADA, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
IV.- La caducidad de la segunda instancia se da si en el lapso de sesenta días hábiles contados a 
partir de la notificación de la última determinación judicial ninguna de las partes hubiere promovido 
impulsando el procedimiento y su efecto será dejar firme lo actuado ante el juez; 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DE LA PRESENTE FRACCIÓN, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADA, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
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V.- La caducidad de los incidentes se causa por el transcurso de treinta días hábiles contados a partir 
de la notificación de la última determinación judicial, sin promoción alguna de las partes; la 
declaración respectiva sólo afectará a las actuaciones del incidente sin abarcar las de la instancia 
principal aunque haya quedado en suspenso ésta por la aprobación de aquél; 
 
(ADICIONADA, D.O.F. 31 DE ENERO DE 1964) 
VI.- Para los efectos del artículo 1168 fracción II del Código Civil se equipara a la desestimación de 
la demanda la declaración de caducidad del proceso; 
 
VII.- (DEROGADA, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
 
(ADICIONADA, D.O.F. 31 DE ENERO DE 1964) 
VIII.- No tiene lugar la declaración de caducidad; a).- En los juicios universales de concursos y 
sucesiones, pero sí en los juicios con ellos relacionados que se tramiten independientemente, que 
de aquellos surjan o por ellos se motiven; b).- En las actuaciones de jurisdicción voluntaria; c).- En 
los juicios de alimentos y en los previstos por los artículos 322 y 323 del Código Civil; y d).- En los 
juicios seguidos ante la justicia de paz; 
 
(ADICIONADA, D.O.F. 31 DE ENERO DE 1964) 
IX.- El término de la caducidad sólo se interrumpirá por promociones de las partes o por actos de las 
mismas realizados ante autoridad judicial diversa siempre que tengan relación inmediata y directa 
con la instancia; 
 
(REFORMADA, D.O.F. 19 DE JUNIO DE 2013) 
X.- La suspensión del procedimiento produce la interrupción del término de la caducidad.  La 
suspensión del proceso tiene lugar: a).- Cuando por fuerza mayor el juez o las partes no puedan 
actuar; b).- En los casos en que es necesario esperar la resolución de una cuestión previa o conexa 
por el mismo juez o por otras autoridades; c).- Cuando se pruebe ante el juez en incidente que se 
consumó la caducidad por maquinaciones dolosas de una de las partes en perjuicio de la otra; d).- 
Cuando el Juez tenga conocimiento de que las partes están participando en un procedimiento de 
mediación de los referidos por la Ley de Justicia Alternativa del Tribunal Superior de Justicia para el 
Distrito Federal, y e).- En los demás casos previstos por la ley. 
 
(ADICIONADA [N. DE E. REFORMADA], G.O. 8 DE AGOSTO DE 2013) 
XI.- Contra la declaración de caducidad se da sólo el recurso de revocación en los juicios que no 
admiten apelación. Se substanciará con un escrito de cada parte en que se propongan pruebas y la 
audiencia de recepción de éstas, de alegatos y sentencia. En los juicios que admiten la alzada cabe 
la apelación en ambos efectos. Si la declaratoria se hace en segunda instancia se admitirá la 
reposición. Tanto en la apelación de la declaración como en la reposición la substanciación se 
reducirá a un escrito de cada parte en que se ofrezcan pruebas y una audiencia en que se reciban, 
se alegue y se pronuncie resolución.  Contra la negativa a la declaración de caducidad en los juicios 
que igualmente  admitan la alzada cabe la apelación en el efecto devolutivo, con igual 
substanciación; 
 
En los juicios que admiten la alzada cabe la apelación en ambos efectos. La declaratoria de 
caducidad en segunda instancia o la negativa a ésta, admitirá la reposición. Contra la negativa a la 
declaración de caducidad en los juicios que igualmente admitan la alzada cabe la apelación en el 
efecto devolutivo de tramitación inmediata, y 
 
(ADICIONADA [N. DE E. REFORMADA], G.O. 8 DE AGOSTO DE 2013) 
XII.- Las costas serán a cargo del actor; pero serán compensables con las que corran a cargo del 
demandado en los casos previstos por la ley y además en aquellos en que opusiere reconvención, 
compensación, nulidad y en general las excepciones que tienden a variar la situación jurídica que 
privaba entre las partes antes de la presentación de la demanda. 
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CAPITULO VII 
De las costas 

 
 
ARTICULO 138 
 
Por ningún acto judicial se cobrarán costas, ni aun cuando se actuare con testigos de asistencia, o 
se practicaren diligencias fuera del lugar del juicio. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 139 
 
Cada parte será inmediatamente responsable de los gastos y costas que originen las diligencias que 
promueva. 
 
El pago de los gastos será a cargo del que faltare al cumplimiento de la obligación. Cuando las leyes 
utilicen solamente las palabras gastos, o solamente costas, se incluyen ambos conceptos de gastos 
y costas, y la condenación abarcará los dos. 
 
La condenación no comprenderá la remuneración del abogado patrono, ni la del procurador, sino 
cuando estuvieran legalmente autorizados para ejercer la abogacía. 
 
Los abogados extranjeros no podrán cobrar gastos, sino cuando estén autorizados legalmente para 
ejercer la abogacía. 
 
ARTICULO 140 
 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, D.O.F. 21 DE ENERO DE 1985) 
La condenación en costas, se hará cuando así lo prevenga la Ley, o cuando, a juicio del Juez, se 
haya procedido con temeridad o mala fe. 
 
Siempre serán condenados: 
 
I.- El que ninguna prueba rinda para justificar su acción o su excepción, si se funda en hechos 
disputados; 
 
II.- El que presentare instrumentos o documentos falsos, o testigos falsos o sobornados; 
 
(REFORMADA, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
III.- El que fuere condenado en los juicios ejecutivo, hipotecario, en los interdictos de retener y 
recuperar la posesión, y el que intente alguno de estos juicios si no obtiene sentencia favorable. En 
estos casos la condenación se hará en la primera instancia, observándose en la segunda lo 
dispuesto en la fracción siguiente; 
 
IV.- El que fuere condenado por dos sentencias conformes de toda conformidad en su parte 
resolutiva, sin tomar en cuenta la declaración sobre costas. En este caso, la condenación 
comprenderá las costas de ambas instancias; 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DE LA PRESENTE FRACCIÓN, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADA, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
V.- El que intente acciones que resulten improcedentes por falta de uno de los requisitos de 
procedibilidad de la misma, o haga valer excepciones notoriamente improcedentes; 
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(REFORMADA, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
VI.- El que oponga excepciones procesales improcedentes o haga valer recursos e incidentes de 
este tipo, a quien no solamente se le condenará respecto de estas excepciones, recursos e 
incidentes, sino que si la sentencia definitiva le es adversa, también se le condenará por todos los 
demás trámites, y así lo declarará dicha resolución definitiva, y 
 
(ADICIONADA, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
VII.- Las demás que prevenga este código. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 141 
 
Las costas serán reguladas por la parte a cuyo favor se hubieren declarado y se substanciará el 
incidente con un escrito en el que se promueva la liquidación por la parte que haya obtenido dicha 
prestación, del que se dará vista a la contraria por el término de tres días, debiéndose resolver y 
mandar publicar la resolución en el Boletín Judicial dentro del término improrrogable de ocho días. 
 
El juez deberá analizar la cotización que se presente por notarios públicos, abogados, corredores 
públicos o peritos, y para aprobarla deberá comprobar que se apega al arancel respectivo y a las 
constancias de autos, y en su caso, sólo autorizará la liquidación formulada por lo que resulte de 
acuerdo a los conceptos señalados. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
La decisión que se pronuncie será apelable en el efecto devolutivo de tramitación inmediata. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 142 
 
En todos los negocios ante los jueces de paz se causarán como máximo costas del cinco por ciento 
del monto de las prestaciones a que resulte condenada la parte que pierda el juicio, sin necesidad 
de formular planilla, pagaderas juntamente con las prestaciones principales y accesorios. 
 
 

TITULO TERCERO 
De la competencia 

 
 

CAPITULO I 
Disposiciones generales 

 
 
ARTICULO 143 
 
Toda demanda debe formularse ante juez competente. 
 
ARTICULO 144 
 
La competencia de los tribunales se determinará por la materia, la cuantía, el grado y el territorio. 
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ARTICULO 145 
 
Ningún tribunal puede negarse a conocer de un asunto sino por considerarse incompetente. En este 
caso debe expresar en su resolución los fundamentos legales en que se apoye. 
 
ARTICULO 146 
 
Ningún juez puede sostener competencia con un tribunal superior bajo cuya jurisdicción se halle, 
pero sí con otro tribunal que aunque sea superior en su clase no ejerza jurisdicción sobre él. 
 
ARTICULO 147 
 
El tribunal que reconozca la jurisdicción de otro por providencia expresa, no puede sostener su 
competencia. 
 
Si el acto del reconocimiento consiste solo en la cumplimentación de un exhorto, el tribunal exhortado 
no estará impedido para sostener su competencia. 
 
ARTICULO 148 
 
Las partes pueden desistirse de seguir sosteniendo la competencia de un tribunal, antes o después 
de la remisión de los autos al superior, si se trata de jurisdicción territorial. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 149 
 
La competencia por razón del territorio y materia son las únicas que se pueden prorrogar, salvo que 
correspondan al fuero federal. 
 
La competencia por razón de materia, únicamente es prorrogable en las materias civil y familiar y en 
aquellos casos en que las prestaciones tengan íntima conexión entre sí, o por los nexos entre las 
personas que litiguen, sea por razón de parentesco, negocios, sociedad o similares, o deriven de la 
misma causa de pedir, sin que para que opere la prórroga de competencia en las materias señaladas, 
sea necesario convenio entre las partes, ni dará lugar a excepción sobre el particular. En 
consecuencia ningún tribunal podrá abstenerse de conocer de asuntos argumentando falta de 
competencia por materia cuando se presente alguno de los casos señalados, que daría lugar a la 
división de la continencia de la causa o a multiplicidad de litigios con posibles resoluciones 
contradictorias. 
 
También será prorrogable el caso en que, conociendo el tribunal superior de apelación contra auto 
o interlocutoria, las partes estén de acuerdo en que conozca de la cuestión principal. El juicio se 
seguirá tramitando conforme a las reglas de su clase, prosiguiéndose éste ante el Superior. 
 
ARTICULO 150 
 
Si el juez deja de conocer por recusación o excusa, conocerá el que siga en número si lo hubiere en 
el partido judicial; si no lo hubiere, se observará lo que dispone la Ley Orgánica de Tribunales. 
 
ARTICULO 151 
 
Es juez competente aquel al que los litigantes se hubieren sometido expresa o tácitamente, cuando 
se trate de fuero renunciable. 
 
 



 

CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL 

 

CONSEJERÍA JURÍDICA Y DE SERVICIOS LEGALES 
 

 

(REFORMADO, D.O.F. 27 DE DICIEMBRE DE 1983) 
ARTICULO 152 
 
Hay sumisión expresa cuando los interesados renuncian clara y terminantemente el fuero que la ley 
les concede, y se sujetan a la competencia del juez en turno del ramo correspondiente. 
 
ARTICULO 153 
 
Se entienden sometidos tácitamente: 
 
(REFORMADA, D.O.F. 27 DE DICIEMBRE DE 1983) 
I.- El demandante, por el hecho de ocurrir al juez en turno, entablando su demanda; 
 
II.- El demandado, por contestar la demanda o por reconvenir al actor; 
 
III.- El que habiendo promovido una competencia se desiste de ella; 
 
IV.- El tercer opositor y el que por cualquier motivo viniere al juicio. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 154 
 
Es nulo todo lo actuado por el juez que fuere declarado incompetente, salvo: 
 
I.- La demanda, la contestación a la demanda, la reconvención y su contestación, si las hubo, las 
que se tendrán como presentadas ante el juez en que reconocida una incompetencia, sea declarado 
competente; 
 
II.- Las actuaciones relativas al conflicto competencial, o aquellas por las que se decrete de oficio; 
 
III.- Cuando la incompetencia sea por razón del territorio o convengan las partes en su validez; 
 
IV.- Que se trate de incompetencia sobrevenida; y 
 
V.- Los demás casos en que la ley lo exceptúe. 
 
ARTICULO 155 
 
La nulidad a que se refiere el artículo anterior es de pleno derecho y por tanto, no requiere 
declaración judicial. 
 
Los tribunales declarados competentes harán que las cosas se restituyan al estado que tenían antes 
de practicarse las actuaciones nulas; salvo que la ley disponga lo contrario. 
 
 
CAPITULO II 
 
Reglas para la fijación de la competencia 
 
ARTICULO 156 
 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, D.O.F. 27 DE DICIEMBRE DE 1983) 
Es Juez competente: 
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I.- El del lugar que el deudor haya designado para ser requerido judicialmente de pago; 
 
II.- El del lugar señalado en el contrato para el cumplimiento de la obligación. Tanto en este caso 
como en el anterior, surte el fuero no sólo para la ejecución o cumplimiento del contrato, sino para la 
rescisión o nulidad; 
 
(REFORMADA, D.O.F. 30 DE DICIEMBRE DE 1975) 
III.- El de la ubicación de la cosa, si se ejercita una acción real sobre bienes inmuebles. Lo mismo se 
observará respecto a las cuestiones derivadas del contrato de arrendamiento de inmuebles; 
 
(REFORMADA, D.O.F. 27 DE DICIEMBRE DE 1983) 
IV.- El del domicilio del demandado, si se trata del ejercicio de una acción sobre bienes muebles, o 
de acciones personales o del estado civil. 
 
Cuando sean varios los demandados y tuvieren diversos domicilios, será competente el juez que se 
encuentre en turno del domicilio que escoja el actor; 
 
(REFORMADA, D.O.F. 30 DE DICIEMBRE DE 1975) 
V.- En los juicios hereditarios, el juez en cuya jurisdicción haya tenido su último domicilio el autor de 
la herencia; a falta de este domicilio, lo será el de la ubicación de los bienes raíces que forman la 
herencia; y a falta de domicilio y bienes raíces, el del lugar del fallecimiento del autor de la herencia. 
Lo mismo se observará en casos de ausencia; 
 
VI.- Aquel en cuyo territorio radica un juicio sucesorio para conocer: 
 
a).- De las acciones de petición de herencia; 
 
b).- De las acciones contra la sucesión antes de la partición y adjudicación de los bienes; 
 
c).- De las acciones de nulidad, rescisión y evicción de la partición hereditaria; 
 
VII.- En los concursos de acreedores el juez del domicilio del deudor; 
 
VIII.- En los actos de jurisdicción voluntaria el del domicilio del que promueve, pero si se tratare de 
bienes raíces, lo será el del lugar en que estén ubicados; 
 
IX.- En los negocios relativos a la tutela de los menores e incapacitados, el juez de la residencia de 
éstos, para la designación del tutor y en los demás casos el del domicilio de éste; 
 
X.- En los negocios relativos a suplir el consentimiento de quien ejerce la patria potestad, o 
impedimentos para contraer matrimonio, el del lugar donde se hayan presentado los pretendientes; 
 
XI.- Para decidir las diferencias conyugales y los juicios de nulidad del matrimonio, lo es el del 
domicilio conyugal; 
 
XII.- En los juicios de divorcio, el tribunal del domicilio conyugal y en caso de abandono de hogar, el 
del domicilio del cónyuge abandonado; 
 
(ADICIONADA, D.O.F. 3 DE ENERO DE 1990) 
XIII.- En los juicios de alimentos, el del domicilio del actor o el del demandado a elección del Primero. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VÉASE 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 20 DE SEPTIEMBRE DE 2012) 
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ARTICULO 157 
 
Para determinar la competencia por razón de la cuantía del negocio, se tendrá en cuenta únicamente 
la suerte principal económica reclamada, sin que sean de tomarse en consideración intereses y 
demás accesorios reclamados. 
 
Tratándose de acciones personales en donde no se reclame una prestación económica, la 
competencia por cuantía la determinará el valor del negocio materia de la controversia. 
 
Cuando se trate de arrendamiento o se demande el cumplimiento de una obligación consistente en 
prestaciones periódicas, se computará el importe de las prestaciones en un año, a no ser que se 
tratare de prestaciones vencidas, en cuyo caso se estará a lo dispuesto en la primera parte de este 
artículo. 
 
ARTICULO 158 
 
En las contiendas sobre propiedad o posesión de un inmueble, la competencia se determinará por 
el valor que tenga. Si se trata de usufructo o derechos reales sobre inmuebles, por el valor de la cosa 
misma. Pero de los interdictos conocerán siempre los jueces de primera instancia de la ubicación de 
la cosa. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MARZO DE 1971) 
ARTICULO 159 
 
De las cuestiones sobre estado o capacidad de las personas y en general de las cuestiones 
familiares que requieran intervención judicial,  sea cual fuere el interés pecuniario que de ellas 
dimanare, conocerán los Jueces de lo Familiar. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 160 
 
Es juez competente para conocer de la reconvención, cualquiera que sea la materia de ésta, aquél 
que conoce de la demanda en el juicio principal. 
 
Si el valor de la reconvención es inferior a la cuantía de la competencia del juez que conoce de la 
demanda principal, seguirá conociendo éste, pero no a la inversa. 
 
ARTICULO 161 
 
Las cuestiones de tercería deben substanciarse y decidirse por el juez que sea competente para 
conocer del asunto principal. Cuando el interés de la tercería que se interponga exceda del que la 
ley somete a la competencia del juez que está conociendo del negocio principal, se remitirá lo 
actuado en este y la tercería al que designe el tercer opositor y sea competente para conocer de la 
cuestión por razón de la materia del interés mayor y del territorio. 
 
ARTICULO 162 
 
Para los actos preparatorios del juicio, será competente el juez que lo fuere para el negocio principal. 
 
En las providencias precautorias regirá lo dispuesto en el párrafo anterior. Si los autos estuvieren en 
segunda instancia, será competente para dictar la providencia precautoria, el juez que conoció de 
ellos en primera instancia. En caso de urgencia, puede dictarla el del lugar donde se hallen la persona 
o la cosa objeto de la providencia y efectuado se remitirán las actuaciones al competente. 
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CAPITULO III 

De la substanciación y decisión de las competencias 
 
 
(REFORMADO, D.O.F. 14 DE ENERO DE 1987) 
ARTICULO 163 
 
Las cuestiones de competencia podrán promoverse por inhibitoria o por declinatoria. 
 
La inhibitoria se intentará ante el juez a quien se considere competente, dentro del término de nueve 
días contados a partir de la fecha del emplazamiento, pidiéndole que dirija oficio al que se estima no 
serlo, para que remita testimonio de las actuaciones respectivas al superior, para que éste decida la 
cuestión de competencia. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
La declinatoria se propondrá ante el juez que se considere incompetente al contestar la demanda, 
pidiéndole que se abstenga del conocimiento del negocio y remita los autos al considerado 
competente. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
En caso de no promoverse cuestión de competencia alguna dentro de los términos señalados por el 
que se estime afectado, se considerará sometido a la del juez que lo emplazó y perderá todo derecho 
para intentarla. Las cuestiones de competencia en ningún caso suspenderán el procedimiento 
principal, pero deberán resolverse antes de dictarse sentencia definitiva. 
 
ARTICULO 164 
 
Si por los documentos que se hubieren presentado o por otras constancias de autos, apareciere que 
el litigante que promueve la inhibitoria o la declinatoria se ha sometido a la jurisdicción del tribunal 
que conoce del negocio, se desechará de plano continuando su curso el juicio. 
 
(F. DE E., D.O.F. 27 DE SEPTIEMBRE DE 1932) 
También se desechará de plano cualquiera competencia promovida que no tenga por objeto decidir 
cuál haya de ser el juez o tribunal que deba conocer de un asunto. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 165 
 
Los tribunales quedan impedidos para promover de oficio las cuestiones de competencia, y sólo 
deberán inhibirse del conocimiento de negocios cuando se trate de competencias por razón de 
territorio, materia, con excepción de lo dispuesto en el artículo 149, o cuantía superior a la que les 
corresponda por ley, y siempre y cuando se inhiban en el primer proveído que se dicte respecto de 
la demanda principal, o ante reconvención por lo que hace a la cuantía. 
 
Cuando dos o más jueces se nieguen a conocer de determinado asunto, la parte a quien perjudique 
ocurrirá a su elección, dentro del término de seis días, ante cualquiera de las salas a las que 
estuvieren adscritos dichos jueces, a fin de que ordene a los que se niegan a conocer que en el 
término de tres días, le envíen los expedientes originales en que se contengan sus respectivas 
resoluciones. Si las dos partes consideran que les causa perjuicio la negativa a conocer del asunto 
y ambas ocurrieran a las salas diferentes a las que estén adscritos los jueces dentro del término 
señalado, será competente para resolver la que primero reciba la inconformidad. 
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N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
Una vez recibidos los autos por la sala elegida, los pondrá a la vista del peticionario, o en su caso 
de ambas partes, por el término de tres días para que ofrezcan pruebas, o aleguen lo que a su interés 
convenga. En el caso de que se ofrezcan pruebas y éstas sean de admitirse, se señalará fecha para 
audiencia la que se celebrará dentro de los diez días siguientes, y se mandarán preparar para 
recibirse y alegarse en la audiencia, debiendo pronunciar resolución y mandarla publicar en Boletín 
Judicial, dentro del término de diez días. 
 
En el supuesto de no ofrecerse pruebas, y tan sólo se alegare, el tribunal dictará sentencia y la 
mandará publicar en el mismo plazo señalado en el párrafo anterior. 
 
ARTICULO 166 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
El que promueva la inhibitoria deberá hacerlo dentro del término de quince días contados a partir del 
día siguiente al emplazamiento. Si el juez al que se le haga la solicitud de inhibitoria la estima 
procedente, sostendrá su competencia, y requerirá al juez que estime incompetente, para que dentro 
del término de tres días, remita testimonio de las actuaciones respectivas a la sala que esté adscrito 
el juez requirente, comunicándoselo a éste, quien remitirá sus autos originales al mismo superior. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
Luego que el juez requerido reciba el oficio inhibitorio, dentro del término de tres días remitirá el 
testimonio de las actuaciones correspondientes al Superior señalado en el párrafo anterior, y podrá 
manifestarle a éste las razones por las que a su vez sostenga su competencia, o, si por lo contrario, 
estima procedente la inhibitoria, haciéndolo saber a las partes. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
Recibidos por el Superior los autos originales y el testimonio de  constancias, los pondrá a la vista 
de las partes para que éstas dentro del término de tres días ofrezcan pruebas y aleguen lo que a su 
interés convenga. Si las pruebas son de admitirse así lo decretará el tribunal y señalará fecha para 
audiencia indiferible que deberá celebrarse dentro de los diez días siguientes, en la que desahogará 
las pruebas y alegatos y dictará la resolución que corresponda. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
En el caso de que las partes sólo aleguen y no ofrezcan pruebas, o las propuestas no se admitan, el 
tribunal las citará para oír resolución, la que se pronunciará y se hará la notificación a los interesados 
dentro del término improrrogable de diez días, contados a partir de que surta sus efectos la 
notificación del auto en que se citó para sentencia. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
Decidida la competencia, el tribunal lo comunicará a los jueces contendientes. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
Si la inhibitoria se declara improcedente, el tribunal lo comunicará a ambos jueces. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 167 
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La declinatoria de competencia se propondrá ante el juez, pidiéndole se abstenga del conocimiento 
del negocio. El juez, al admitirla, ordenará que dentro del término de tres días se remita a su superior 
el testimonio de las actuaciones respectivas, haciéndolo saber a los interesados para que en su caso 
comparezcan ante aquél. 
 
Recibido por el superior el testimonio de las constancias, lo pondrá a la vista de las partes para que 
éstas dentro del término de tres días ofrezcan pruebas o aleguen lo que a su interés convenga. 
 
Si las pruebas son de admitirse así lo decretará el tribunal mandando prepararlas y señalará fecha 
para audiencia indiferible que deberá celebrarse dentro de los diez días siguientes, en la que se 
desahogarán las pruebas y alegatos y dictará la resolución que corresponda. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
En el caso de que las partes sólo aleguen y no ofrezcan pruebas, o las propuestas no se admitan, el 
tribunal las citará para oír resolución, la que se pronunciará y se hará la notificación a los interesados 
dentro del término improrrogable de diez días, contados a partir de que surta sus efectos la 
notificación del auto en que se citó para sentencia. 
 
Decidida la competencia, el tribunal lo comunicará al juez ante quien se promovió la declinatoria, y 
en su caso, al que se declare competente. 
 
Si la declinatoria se declara improcedente, el tribunal lo comunicará al juez. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 168 
 
El litigante que hubiere optado por uno de los dos medios de promover una incompetencia, no podrá 
abandonarlo y recurrir al otro, ni tampoco emplearlos sucesivamente. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
En el caso de que se declare infundada o improcedente una incompetencia, se aplicará al que la 
opuso, una sanción pecuniaria por un importe que no podrá ser inferior de seis mil pesos ni superior 
de diez mil pesos, en beneficio del o los colitigantes, siempre que a juicio del tribunal, el incidente 
respectivo haya sido promovido para alargar o dilatar el procedimiento. Dicho importe, se actualizará 
en los términos que establece la fracción II del artículo 62 de este código. El juez despachará 
ejecución para el efecto de que se pueda hacer pago al o a los beneficiarios proporcionalmente. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 14 DE ENERO DE 1987) 
ARTICULO 169 
 
Las cuestiones de competencia no suspenden el procedimiento principal. 
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TITULO CUARTO 
De los impedimentos, recusaciones y excusas 

 
 

CAPITULO I 
De los impedimentos y excusas 

 
 
ARTICULO 170 
 
Todo magistrado, Juez  o secretario, se tendrá por forzosamente impedido para conocer en los casos 
siguientes: 
 
I.- En negocio en que tenga interés directo o indirecto; 
 
II.- En los negocios que interesen de la misma manera a su cónyuge o a sus parientes consanguíneos 
en línea recta sin limitación de grados, a los colaterales dentro del cuarto grado y a los afines dentro 
del segundo; 
 
III.- Siempre que entre el funcionario de que se trate, su cónyuge a sus hijos y algunos de los 
interesados, haya relación de intimidad nacida de algún acto civil o religioso, sancionado y respetado 
por la costumbre; 
 
IV.- Si fuere pariente por consanguinidad o afinidad, del abogado o procurador de alguna de las 
partes, en los mismos grados a que se refiere la fracción II de este artículo; 
 
V.- Cuando él, su cónyuge o alguno de sus hijos, sea heredero, legatario, donante, donatario, socio, 
acreedor, deudor, fiador, fiado, arrendador, arrendatario, principal, dependiente o comensal habitual 
de alguna de las partes, o administrador actual de sus bienes; 
 
VI.- Si ha hecho promesas o amenazas, o ha manifestado de otro modo su odio o afecto por alguno 
de los litigantes; 
 
VII.- Si asiste o ha asistido a convites que especialmente para él diere o costeare alguno de los 
litigantes, después de comenzado el pleito, o si tiene mucha familiaridad con alguno de ellos, o vive 
con él, en su compañía, en una misma casa; 
 
VIII.- Cuando después de comenzado el pleito, haya admitido él, su cónyuge o alguno de sus hijos, 
dádivas o servicios de alguna de las partes; 
 
IX.- Si ha sido abogado o procurador, perito o testigo en el negocio de que se trate; 
 
X.- Si ha conocido del negocio como juez, árbitro o asesor, resolviendo algún punto que afecte a la 
substancia de la cuestión, en la misma instancia o en otra; 
 
XI.- Cuando él, su cónyuge o alguno de sus parientes consanguíneos en línea recta, sin limitación 
de grados, de los colaterales dentro del segundo, o de los afines en el primero, siga contra alguna 
de las partes, o no haya pasado un año, de haber seguido un juicio civil o una causa criminal, como 
acusador, querellante o denunciante, o se haya constituído parte civil en causa criminal seguida 
contra cualquiera de ellas; 
 
(REFORMADA, D.O.F. 21 DE ENERO DE 1967) 
XII.- Cuando alguno de los litigantes o de sus abogados es o ha sido denunciante, querellante o 
acusador del funcionario de que se trate, de su cónyuge o de alguno de sus expresados parientes, 
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o se ha constituido parte civil en causa criminal seguida contra cualquiera de ellos, siempre que el 
Ministerio Público haya ejercitado la acción penal; 
 
XIII.- Cuando el funcionario de que se trate, su cónyuge o alguno de sus expresados parientes, sea 
contrario a cualquiera de las partes en negocio administrativo que afecte a sus intereses; 
 
XIV.- Si él, su cónyuge o alguno de sus expresados parientes, sigue algún proceso civil o criminal 
en que sea juez, agente del Ministerio Público, árbitro o arbitrador, alguno de los litigantes; 
 
XV.- Si es tutor o curador de alguno de los interesados, o no han pasado tres años de haberlo sido. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DE LA PRESENTE FRACCIÓN, VÉASE 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADA, G.O. 20 DE SEPTIEMBRE DE 2012) 
XVI.- Siempre que haya externado su opinión públicamente antes del fallo, salvo en los casos de 
conciliación en la audiencia preliminar del juicio oral civil. 
 
ARTICULO 171 
 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, D.O.F. 21 DE ENERO DE 1967) 
Los magistrados, jueces y secretarios tienen el deber de excusarse del conocimiento de los negocios 
en que ocurra alguna de las causas expresadas en el artículo anterior o cualquiera otra análoga, aun 
cuando las partes no los recusen.  La excusa debe expresar concretamente la causa en que se 
funde. 
 
Sin perjuicio de las providencias que conforme a este Código deben dictar, tienen la obligación de 
inhibirse inmediatamente que se avoquen el (sic) conocimiento de un negocio de que no deben 
conocer por impedimento, o dentro de las veinticuatro horas siguientes de que ocurra el hecho que 
origina el impedimento o de que tengan conocimiento de él. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
Cuando un juez o magistrado se excuse sin causa legítima, cualquiera de las partes puede acudir 
en queja al Consejo de la Judicatura quien encontrando injustificada la abstención podrá imponer la 
sanción que corresponda. 
 
 

 
CAPITULO II 

De la recusación 
 
 
(REFORMADO, D.O.F. 27 DE DICIEMBRE DE 1983) 
ARTICULO 172 
 
Cuando los Magistrados, Jueces o Secretarios no se inhibieren a pesar de existir alguno de los 
impedimentos expresados, procede la recusación, que siempre se fundará en causa legal. 
 
ARTICULO 173 
 
En los concursos sólo podrá hacer uso de la recusación el representante legítimo de los acreedores 
en los negocios que afecten al interés general; en los que afecten al interés particular de alguno de 
los acreedores, podrá el interesado hacer uso de la recusación; pero el juez no quedará inhibido más 
que en el punto de que se trate. Resuelta la cuestión se reintegra al principal. 
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ARTICULO 174 
 
En los juicios hereditarios sólo podrá hacer uso de la recusación, el interventor o albacea. 
 
ARTICULO 175 
 
Cuando en un negocio intervengan varias personas antes de haber nombrado representante común, 
conforme al artículo 53, se tendrán por una sola para el efecto de la recusación. En este caso se 
admitirá la recusación cuando la proponga la mayoría de los interesados en cantidades. 
 
ARTICULO 176 
 
En los tribunales colegiados, la recusación relativa a magistrados o jueces que los integren, sólo 
importa la de los funcionarios expresamente recusados. 
 
 

CAPITULO III 
Negocios en que no tiene lugar la recusación 

 
 
ARTICULO 177 
 
No se admitirá recusación: 
 
I.- En los actos prejudiciales; 
 
II.- Al cumplimentar exhortos o despachos; 
 
III.- En las demás diligencias cuya práctica se encomiende por otros jueces o tribunales; 
 
IV.- En las diligencias de mera ejecución; mas si en las de ejecución mixta, o sea cuando el juez 
ejecutor deba de resolver sobre las excepciones que se opongan; 
 
V.- En los demás actos que no radiquen jurisdicción, ni importen conocimiento de causa. 
 
 
CAPITULO IV 
 
Del tiempo en que debe proponerse la recusación 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 178 
 
En los procedimientos de apremio y en el juicio que empieza por ejecución no se dará curso a 
ninguna recusación, sino practicado el aseguramiento, hecho en el embargo o desembargo, en su 
caso, o anotada la demanda en el Registro Público de la Propiedad y de Comercio. Tampoco se 
admitirá la recusación, empezada la audiencia de pruebas y alegatos. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 27 DE DICIEMBRE DE 1983) 
ARTICULO 179 
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Las recusaciones pueden interponerse durante el juicio desde el escrito de la contestación de la 
demanda hasta diez días antes de dar principio a la audiencia de ley, a menos que, comenzada la 
audiencia, o hecha la citación, hubiere cambiado el personal del juzgado. 
 
 
CAPITULO V 
 
De los efectos de la recusación 
 
(REFORMADO, D.O.F. 14 DE ENERO DE 1987) 
ARTICULO 180 
 
Entre tanto se califica o decide, la recusación no suspende la jurisdicción del tribunal o del juez, por 
lo que se continuará con la tramitación del procedimiento.  Si la recusación se declara fundada, será 
nulo lo actuado a partir de la fecha en que se interpuso la recusación. 
 
ARTICULO 181 
 
Declarada procedente la recusación, termina la jurisdicción del magistrado o juez, o la intervención 
del secretario en el negocio de que se trate. 
 
ARTICULO 182 
 
Una vez interpuesta la recusación, la parte recusante no podrá alzarla en ningún tiempo, ni variar la 
causa. 
 
ARTICULO 183 
 
Si se declarare improcedente o no probada la causa de recusación que se hubiere alegado, no se 
volverá a admitir otra recusación, aunque el recusante proteste que la causa es superveniente o que 
no había tenido conocimiento de ella,  menos cuando hubiere viariación (sic) en el personal, en cuyo 
caso podrá hacerse valer la recusación respecto al nuevo magistrado, juez o secretario. 
 

CAPITULO VI 
De la substanciación y decisión de la recusación 

 
 
ARTICULO 184 
 
Los tribunales desecharán de plano toda recusación: 
 
I.- Cuando no estuviere hecha en tiempo; 
 
II.- Cuando no se funde en alguna de las causas a que se refiere el artículo 170. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 14 DE ENERO DE 1987) 
ARTICULO 185 
 
Toda recusación se interpondrá ante el juez o tribunal que conozca del negocio, expresándose con 
toda claridad y precisión la causa en que se funde, quien remitirá de inmediato testimonio de las 
actuaciones respectivas a la autoridad competente para resolver sobre la recusación. 
 
ARTICULO 186 
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La recusación debe decidirse sin audiencia de la parte contraria, y se tramita en forma de incidente. 
 
ARTICULO 187 
 
En el incidente de  recusación son admisibles todos los medios de prueba establecidos por este 
Código y además la confesión del funcionario recusado y la de la parte contraria. 
 
ARTICULO 188 
 
Los magistrados y jueces que conozcan de una recusación son irrecusables para sólo este efecto. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 189 
 
Cuando se declare improcedente o no probada la causa de recusación se impondrá al recusante una 
multa a favor del o los colitigantes que no podrá ser inferior a tres mil pesos ni superior a cinco mil 
pesos, si fuere un secretario o jueces de paz; una multa que no será inferior a seis mil pesos ni 
superior de diez mil pesos, si fuere un secretario o jueces de primera instancia y una multa que no 
será inferior de doce mil pesos ni superior de veinte mil pesos, si fuere un magistrado. Dichos 
importes, se actualizarán en los términos que establece la fracción II del artículo 62 de este código. 
Además, esta circunstancia se anotará en el Registro Judicial, para acumularse según lo previsto 
por el artículo 61 de este Código. El juez despachará ejecución para el efecto de que se pueda hacer 
pago al o los beneficiarios. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 190 
 
De la recusación de los magistrados integrantes de una sala conocerá aquélla a la que corresponda 
y para tal efecto se integrará de acuerdo con la ley; de la recusación de un juez, conocerá la sala 
respectiva. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 14 DE ENERO DE 1987) 
ARTICULO 191 
 
Si en la sentencia se declara que procede la recusación, se comunicará al juzgado correspondiente, 
para que éste, a su vez, remita los autos al juez que corresponda.  En el tribunal, el magistrado 
recusado queda separado del conocimiento del negocio y se completará la sala en la forma que 
determina la Ley. 
 
Si se declara no ser bastante la causa, se comunicará la resolución al juzgado de su origen. Si el 
fncionario (sic) recusado fuese un magistrado, continuará conociendo del negocio la misma sala 
como antes de la recusación. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 192 
 
La recusación de los secretarios del Tribunal Superior y de los juzgados de primera instancia y de 
paz, se substanciarán ante las salas o los jueces con quiénes actúen. Las resoluciones de los jueces 
de primera instancia serán irrecurribles. 
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TITULO QUINTO 
Actos prejudiciales 

 
 

CAPITULO I 
Medios preparatorios del juicio en general 

 
 
ARTICULO 193 
 
El juicio podrá prepararse: 
 
I.- Pidiendo declaración bajo protesta el que pretende demandar, de aquél contra quien se propone 
dirigir la demanda acerca de algún hecho relativo a su personalidad o a la calidad de su posesión o 
tenencia; 
 
(F. DE E., D.O.F. 27 DE SEPTIEMBRE DE 1932) 
II.- Pidiendo la exhibición de la cosa mueble que haya de ser objeto de la acción real que se trate de 
entablar; 
 
III.- Pidiendo el legatario o cualquier otro que tenga el derecho de elegir una o más cosas entre 
varias, la exhibición de ellas; 
 
IV.- Pidiendo el que se crea heredero, coheredero o legatario, la exhibición de un testamento; 
 
V.- Pidiendo el comprador al vendedor, o el vendedor al comprador, en el caso de evicción, la 
exhibición de títulos u otros documentos que se refieran a la cosa vendida; 
 
VI.- Pidiendo un socio o comunero la presentación de los documentos y cuentas de la sociedad o 
comunidad, al consocio o condueño que los tenga en su poder; 
 
VII.- Pidiendo el examen de testigos, cuando éstos sean de edad avanzada o se hallen en peligro 
inminente de perder la vida, o próximos a ausentarse a un lugar con el cual sean tardías o difíciles 
las comunicaciones, y no pueda deducirse aún la acción, por depender su ejercicio de un plazo o de 
una condición que no se haya cumplido todavía; 
 
VIII.- Pidiendo el examen de testigos para probar alguna excepción, siempre que la prueba sea 
indispensable y los testigos se hallen en alguno de los casos señalados en la fracción anterior; 
 
(ADICIONADA, D.O.F. 7 DE ENERO DE 1988) 
IX.- Pidiendo el examen de testigos u otras declaraciones que se requieran en un proceso extranjero. 
 
ARTICULO 194 
 
Al pedirse la diligencia preparatoria debe expresarse el motivo por que se solicita y el litigio que se 
trata de seguir o que se teme. 
 
ARTICULO 195 
 
El juez puede disponer lo que crea conveniente, ya para cerciorarse de la personalidad del que 
solicita la diligencia preparatoria, ya de la urgencia de examinar a los testigos. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
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(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
Contra la resolución que concede la diligencia preparatoria, no habrá ningún recurso. Contra la 
resolución que la niegue procederá la apelación en el efecto devolutivo de tramitación inmediata, si 
fuere apelable la sentencia del juicio que se prepara o que se teme. 
 
 
ARTICULO 196 
 
La acción que puede ejercitarse conforme a las fracciones II, III y IV del artículo 193 procede contra 
cualquiera persona que tenga en su poder las cosas que en ellas se mencionan. 
 
ARTICULO 197 
 
Cuando se pida la exhibición de un protocolo o de cualquier otro documento archivado, la diligencia 
se practicará en el oficio del notario o en la oficina respectiva, sin que en ningún caso salgan de ellos 
los documentos originales. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 7 DE ENERO DE 1988) 
ARTICULO 198 
 
Las diligencias preparatorias de que se trata en las fracciones II a IV y VII a IX del artículo 193 se 
practicarán con citación de la parte contraria, a quien se correrá traslado de la solicitud por el término 
de tres días, y se aplicarán las reglas establecidas para la práctica de la prueba testimonial. 
 
ARTICULO 199 
 
Promovido el juicio, el tribunal, a solicitud del que hubiere pedido la preparación, mandará agregar 
las diligencias practicadas para que surtan sus efectos. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
ARTICULO 200 
 
Si el tenedor del documento o cosa mueble fuere el mismo a quien se va a demandar, y sin causa 
alguna se negare a exhibirlos, se le apremiará por los medios legales, y si aún así resistiere la 
exhibición o destruyere, deteriorare u ocultare aquéllos, o con dolo o malicia dejare de poseerlos, 
satisfará todos los daños y perjuicios que se hayan seguido, quedando, además sujeto a la 
responsabilidad criminal en que hubiere incurrido. Si alegare alguna causa para no hacer la 
exhibición, se le oirá incidentalmente. 
 
 

 
 

CAPITULO II 
Medios preparatorios del juicio ejecutivo 

 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 201 
 
Puede prepararse el juicio ejecutivo, pidiendo al deudor confesión judicial bajo protesta de decir 
verdad y el juez señalará día y hora para la comparecencia. En este caso el deudor habrá de estar 
en el lugar del juicio cuando se le haga la citación, y ésta deberá ser personal, expresándose en la 
notificación el objeto de la audiencia, la cantidad que se reclame y la causa del deber. 
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Si el deudor no fuere hallado en su domicilio, la notificación se hará en los términos del artículo 116. 
 
Se tendrá por confeso en la certeza de la deuda a aquel deudor que habiendo sido citado no 
comparezca a la diligencia mencionada en el primer párrafo de este artículo ni pruebe justa causa 
que se lo haya impedido. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 202 
 
Se tendrá por reconocido el documento privado que contenga deuda líquida y sea de plazo cumplido, 
cuando el deudor reconozca su firma ante la presencia judicial o cuando requerido para ello rehuse 
contestar si es o no suya la firma y cuando deje de asistir a la audiencia de reconocimiento sin justa 
causa. 
 
ARTICULO 203 
 
Puede hacerse el reconocimiento de documentos firmados ante notario público, ya en el momento 
del otorgamiento, o con posterioridad siempre que lo haga la persona directamente obligada, su 
representante legítimo o su mandatario con poder bastante. 
 
El notario hará constar el reconocimiento al pie del documento mismo asentando si la persona que 
reconoce es apoderado del deudor y la cláusula relativa. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 204 
 
Si es instrumento público o privado reconocido y contiene cantidad ilíquida, puede prepararse la 
acción ejecutiva, siempre que la liquidación pueda hacerse en un término que no excederá de quince 
días. 
 
La liquidación se hace incidentalmente con un escrito de cada parte y la resolución del juez, contra 
la cual no procederá recurso alguno. 
 
 
(REFORMADA LA DENOMINACIÓN, D.O.F. 31 DE DICIEMBRE DE 1974) 
CAPITULO III 
 
Separación de personas como acto prejudicial 
 
(REFORMADO, G.O. 2 DE FEBRERO DE 2007) 
ARTICULO 205 
 
El que intente demandar, denunciar, o querellarse contra su cónyuge o concubino, podrá solicitar 
por escrito al juez de lo familiar su separación del hogar común o acudir al Centro de Justicia 
Alternativa del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal. 
 
El Centro de Justicia Alternativa atenderá a las partes siempre y cuando no exista violencia familiar, 
en cuyo caso se abstendrá de intervenir, haciéndolo del conocimiento al C. Agente del Ministerio 
Público tratándose de menores. 
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Para el caso de violencia entre las partes se dará vista al Sistema de Auxilio a Víctimas, para los 
efectos correspondientes de conformidad con la Ley de Atención a Víctimas del Delito del Distrito 
Federal. 
 
El mediador facilitará la solución del conflicto entre las partes teniendo como principio de sus 
actuaciones el interés superior del menor, en especial las obligaciones de crianza. 
 
En el convenio, el mediador deberá promover que se garantice el bienestar, la seguridad física y 
mental de los hijos menores de edad, así como el derecho que les asiste de convivir con el progenitor 
que no vive con ellos. El cumplimiento del convenio podrá solicitarse ante el Juez de lo Familiar en 
la vía de apremio. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 31 DE DICIEMBRE DE 1974) 
ARTICULO 206 
 
Sólo los Jueces de lo Familiar pueden decretar la separación de que habla el artículo anterior, a no 
ser que por circunstancias especiales no pueda ocurrirse el (sic) juez competente, pues entonces el 
juez del lugar podrá decretar la separación provisionalmente, remitiendo las diligencias al 
competente. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 31 DE DICIEMBRE DE 1974) 
ARTICULO 207 
 
La solicitud puede ser escrita o verbal, en la que se señalarán las causas en que se funda, el domicilio 
para su habitación, la existencia de hijos menores y las demás circunstancias del caso. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 30 DE DICIEMBRE DE 1997) 
ARTICULO 208 
 
El juez podrá practicar las diligencias que a su juicio sean necesarias antes de dictar la resolución. 
En el caso de violencia familiar tomará en cuenta los dictámenes, informes y opiniones que hubieren 
realizado las instituciones públicas o privadas dedicadas a atender asuntos de esta índole. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 31 DE DICIEMBRE DE 1974) 
ARTICULO 209 
 
Presentada la solicitud, el juez sin más trámite, salvo lo dispuesto en el artículo anterior, resolverá 
sobre su procedencia y si la concediere, dictará las disposiciones pertinentes para que se efectúe 
materialmente la separación atendiendo a las circunstancias de cada caso en particular. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 31 DE DICIEMBRE DE 1974) 
ARTICULO 210 
 
El juez podrá variar las disposiciones decretadas cuando exista causa justa que lo amerite o en vista 
de lo que los cónyuges, de común acuerdo o individualmente le soliciten, si lo estima pertinente 
según las circunstancias del caso. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 31 DE DICIEMBRE DE 1974) 
ARTICULO 211 
 
En la resolución se señalará el término de que dispondrá el solicitante para presentar la demanda o 
la acusación, que podrá ser hasta de quince días hábiles contados a partir del día siguiente de 
efectuada la separación. A juicio del juez, podrá concederse por una sola vez una prórroga por igual 
término. 
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(REFORMADO, D.O.F. 31 DE DICIEMBRE DE 1974) 
ARTICULO 212 
 
En la misma resolución ordenará la notificación al otro cónyuge, previniéndole que se abstenga de 
impedir la separación o causar molestias a su cónyuge, bajo apercibimiento de procederse en su 
contra en los términos a que hubiere lugar. 
 
(ADICIONADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
El juez, tomando en cuenta las circunstancias del caso, decretará quién de los cónyuges 
permanecerá en el domicilio conyugal. 
 
(REFORMADO, G.O. 1 DE JUNIO DE 2000) 
ARTICULO 213 
 
El juez determinará la situación de los hijos menores atendiendo a las circunstancias del caso, 
tomando en cuenta las obligaciones señaladas en los artículos 303 y 311 Quáter del  Código Civil, 
las propuestas de los cónyuges, si las hubiere y lo dispuesto en las fracciones V y VI del artículo 
282, del mismo Código Civil. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 214 
 
La inconformidad de alguno de los cónyuges sobre la resolución o disposición decretada, se deberá 
hacer por medio de un  incidente, cuya resolución no admitirá recurso alguno. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 31 DE DICIEMBRE DE 1974) 
ARTICULO 215 
 
Si al vencimiento del plazo concedido no se acredita al juez que se ha presentado la demanda, la 
denuncia o la querella, cesarán los efectos de la separación, quedando obligado el cónyuge a 
regresar al domicilio conyugal dentro de las 24 horas siguientes. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VÉASE 
TRANSITORIO PRIMERO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 29 DE DICIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 216 
 
Los derechos contemplados en el presente capítulo, también podrán ejercerlos las concubinas y los 
concubinos, cuando tengan un domicilio común con las características del domicilio conyugal a que 
se refiere el Código Civil. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 31 DE DICIEMBRE DE 1974) 
ARTICULO 217 
 
Si el juez que decretó la separación no fuere el que deba conocer del negocio principal, remitirá las 
diligencias practicadas al que fuere competente, quien confirmará, en su caso, la decisión dictada 
con motivo de la separación, siguiendo el juicio su curso legal. 
 
ARTICULO 218 (DEROGADO, D.O.F. 31 DE DICIEMBRE DE 1974) 
 
ARTICULO 219 (DEROGADO, D.O.F. 31 DE DICIEMBRE DE 1974) 
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CAPITULO IV 
De la preparación del juicio arbitral 

 
 
ARTICULO 220 
 
Cuando en escritura privada o pública sometieren los interesados las diferencias que surjan a la 
decisión de un árbitro y no estando nombrado éste, debe preparse (sic) el juicio arbitral por el 
nombramiento del mismo por el juez. 
 
ARTICULO 221 
 
Al efecto, presentándose el documento con la cláusula compromisoria por cualquiera de los 
interesados citará el juez a una junta dentro del tercer día para que se presenten a elegir árbitro 
apercibiéndolos de que, en caso de no hacerlo, lo hará en su rebeldía. 
 
Si la cláusula compromisoria forma parte de documento privado, al emplazar a la otra parte a la junta 
a que se refiere el artículo anterior, el actuario la requerirá previamente para que reconozca la firma 
del documento y si se rehusare a contestar a la segunda interrogación, se tendrá por reconocida. 
 
ARTICULO 222 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
En la junta procurará el juez que elijan árbitro de común acuerdo los interesados, y en caso de no 
conseguirlo, designará uno entre las personas que anualmente son listadas por el Consejo de la 
Judicatura del Distrito Federal con tal objeto. 
 
Lo mismo se hará cuando el árbitro nombrado en el compromiso renunciare y no hubiere sustitutito 
(sic) designado. 
 
ARTICULO 223 
 
Con el acta de la junta a que se refieren los artículos anteriores, se iniciarán las labores del árbitro 
emplazando a las partes como se determina en el título VIII. 
 
 

CAPITULO V 
De los preliminares de la consignación 

 
ARTICULO 224 
 
Si el acreedor rehusare recibir la prestación debida o dar el documento justificativo de pago, o si 
fuere persona incierta o incapaz de recibir, podrá el deudor librarse de la obligación haciendo 
consignación de la cosa. 
 
ARTICULO 225 
 
Si el acreedor fuere cierto y conocido se le citará para día, hora y lugar determinado a fin de que 
reciba o vea depositar la cosa debida. Si la cosa fuere mueble de difícil conducción, la diligencia se 
practicará en el lugar donde se encuentre, siempre que fuere dentro de la jurisdicción territorial; si 
estuviere fuera, se le citará y se librará el exhorto o el despacho correspondiente al juez del lugar 
para que en su presencia el acreedor reciba o vea depositar la cosa debida. 
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N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 226 
 
Si el acreedor fuere desconocido se le citará por los periódicos y por el plazo que designe el juez, de 
acuerdo con lo dispuesto por el artículo 122 de este código. 
 
ARTICULO 227 
 
Si el acreedor estuviere ausente o fuere incapaz será citado su representante legítimo. 
 
Si el acreedor no comparece en el día, hora y lugar designados, o no envía procurador con 
autorización bastante que reciba la cosa, el juez extenderá certificación en que conste, la 
comparecencia del acreedor, la descripción de la cosa ofrecida y que quedó constituído el depósito 
en la persona o establecimiento designado por el juez o por la ley. 
 
ARTICULO 228 
 
Si la cosa debida fuese cosa cierta y determinada que debiera ser consignada en el lugar en donde 
se encuentra y el acreedor no la retirara ni la transportara, el deudor puede obtener del juez la 
autorización para depositarla en otro lugar. 
 
ARTICULO 229 
 
Cuando el acreedor no haya estado presente en la oferta y depósito, debe de ser notificado de esas 
diligencias, entregándole copia simple de ellas. 
 
ARTICULO 230 
 
La consignación del dinero puede hacerse exhibiendo el certificado de depósito, en la institución 
autorizada por la ley para el efecto. 
 
ARTICULO 231 
 
La consignación y el depósito de que hablan los artículos anteriores puede hacerse por conducto de 
notario público. 
 
ARTICULO 232 
 
Las mismas diligencias se seguirán si el acreedor fuere conocido pero dudosos sus derechos. Este 
depósito sólo podrá hacerse bajo la intervención judicial y bajo la condición de que el interesado 
justifique sus derechos por los medios legales. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
ARTICULO 233 
 
Cuando el acreedor se rehusare en el acto de la diligencia recibir la cosa, con la certificación a que 
se refieren los artículos anteriores, podrá pedir el deudor la declaración de liberación en contra del 
acreedor mediante el juicio correspondiente. 
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ARTICULO 234 
 
El depositario que se constituya en estas diligencias será designado por el juez si con intervención 
de él se practicaren. Si fueren hechas con intervención de notario la designación será bajo la 
responsabilidad del deudor. 
 
 

CAPITULO VI 
De las providencias precautorias 

 
 
ARTICULO 235 
 
Las providencias precautorias podrán dictarse: 
 
I.- Cuando hubiere temor de que se ausente u oculte la persona contra quien deba entablarse o se 
haya entablado una demanda; 
 
II.- Cuando se tema que se oculten o dilapiden los bienes en que debe ejercitarse una acción real; 
 
III.- Cuando la acción sea personal siempre que el deudor no tuviere otros bienes que aquellos en 
que se ha de practicar la diligencia y se tema que los oculte o enajene. 
 
ARTICULO 236 
 
Las disposiciones del artículo anterior comprenden no sólo al deudor, sino también a los tutores, 
albaceas, socios y administradores de bienes ajenos. 
 
ARTICULO 237 
 
(F. DE E., D.O.F. 27 DE SEPTIEMBRE DE 1932) 
Las providencias precautorias establecidas por este Código, podrán decretarse, tanto como actos 
prejudiciales, como después de iniciado el juicio respectivo; en este segundo caso, la providencia se 
substanciará en incidente por cuerda separada, y conocerá de ella el juez que, al ser presentada la 
solicitud, esté conociendo del negocio. 
 
ARTICULO 238 
 
No pueden dictarse otras providencias precautorias que las establecidas en este Código y que 
exclusivamente consistirán en el arraigo de la persona en el caso de la fracción primera del artículo 
245 y en secuestro de bienes en los casos de las fracciones segunda y tercera del mismo artículo. 
 
ARTICULO 239 
 
El que pida la providencia precautoria deberá acreditar el derecho que tiene para gestionar y la 
necesidad de la medida que solicita. 
 
La prueba puede consistir en documento o en testigos idóneos, que serán por lo menos tres. 
 
ARTICULO 240 
 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
Si el arraigo de una persona para que conteste en juicio, se pide al tiempo de entablar la demanda, 
bastará la petición del actor y el otorgamiento de una fianza que responda de los daños y perjuicios 
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que se causen al demandado, cuyo monto discrecionalmente fijará el Juez, para que se haga al 
demandado la correspondiente notificación. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 14 DE ENERO DE 1987) 
En este caso, la providencia se reducirá a prevenir al demandado que no se ausente del lugar del 
juicio sin dejar representante legítimo, suficientemente instruido y expensado para responder a las 
resultas del juicio. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 14 DE ENERO DE 1987) 
El apoderado que se presente instruido y expensado quedará obligado solidariamente con el deudor, 
respecto del contenido de la sentencia. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
En el caso de que no obstante su afirmación resultare que no está expensado, además incurrirá en 
la pena aplicable a los que se conducen con falsedad en declaraciones judiciales y será responsable 
de los daños y perjuicios. 
 
ARTICULO 241 
 
Si la petición de arraigo se presentare antes de entablar la demanda, además de la prueba que exige 
el artículo 250 el actor deberá dar una fianza a satisfacción del juez, de responder de los daños y 
perjuicios que se sigan si no se entabla la demanda. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 242 
 
El que quebrante el arraigo será castigado con la pena que señala el Código Penal, sin perjuicio de 
ser compelido, por los medios de apremio que correspondan, a volver al lugar del juicio. En todo 
caso se seguirá éste según su naturaleza, conforme a las reglas comunes. 
 
ARTICULO 243 
 
Cuando se solicite el secuestro provisional se expresará el valor de la demanda o el de la cosa que 
se reclama, designando ésta con toda precisión, y el juez, al decretarlo, fijará la cantidad por la cual 
haya de practicarse la diligencia. 
 
ARTICULO 244 
 
Cuando se pida un secuestro provisional, sin fundarlo en título ejecutivo, el actor dará fianza de 
responder por los daños y perjuicios que se sigan, ya porque se revoque la providencia, ya porque, 
entablada la demanda sea absuelto el reo. 
 
ARTICULO 245 
 
(F. DE E., D.O.F. 27 DE SEPTIEMBRE DE 1932) 
Si el demandado consigna el valor u objeto reclamado, si da fianza bastante a juicio del juez, o 
prueba tener bienes raíces suficientes para responder del éxito de la demanda, no se llevará a cabo 
la providencia precautoria, o se levantará la que se hubiere dictado. 
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ARTICULO 246 
 
Ni para recibir los informes, ni para dictar una providencia precautoria, se citará a la persona contra 
quien ésta se pida. 
 
ARTICULO 247 
 
De toda providencia precautoria queda responsable el que la pida; por consiguiente, son de su cargo 
los daños y perjuicios que se causen. 
 
ARTICULO 248 
 
En la ejecución de las providencias precautorias no se admitirá excepción alguna. 
 
ARTICULO 249 
 
El aseguramiento de bienes decretados por providencia precautoria y la consignación a que se 
refiere el artículo 258 se rigen por lo dispuesto en las reglas generales del secuestro formándose la 
sección de ejecución que se previene en los juicios ejecutivos. El interventor y el depositario serán 
nombrados por el juez. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 14 DE ENERO DE 1987) 
ARTICULO 250 
 
Ejecutada la providencia precautoria antes de ser entablada la demanda, el que la pidió deberá 
entablarla dentro de tres días, si el juicio hubiere de seguirse en el lugar en que aquella se dictó.  Si 
debiera seguirse en otro lugar, el juez aumentará a los tres días señalados, uno por cada doscientos 
kilómetros. 
 
ARTICULO 251 
 
Si el actor no cumple con lo dispuesto en el artículo que precede, la providencia precautoria se 
revocará luego que lo pida el demandado. 
 
ARTICULO 252 
 
La persona contra quien se haya dictado una providencia precautoria, puede reclamarla en cualquier 
tiempo, pero antes de la sentencia ejecutoria; para cuyo efecto se le notificará dicha providencia, 
caso de no haberse ejecutado con su persona o con su representante legítimo. La reclamación se 
substanciará en forma incidental. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
ARTICULO 253 
 
Igualmente puede reclamar la providencia precautoria un tercero, cuando sus bienes hayan sido 
objeto del secuestro. Esta reclamación se ventilará en la forma y términos del juicio correspondiente. 
 
ARTICULO 254 
 
Cuando la providencia precautoria se dicte por un juez que no sea el que deba conocer del negocio 
principal, una vez ejecutada y resuelta la reclamación, si se hubiere formulado, se remitirán al juez 
competente las actuaciones, que en todo caso se unirán al expediente, para que en él obren los 
efectos que correspondan conforme a derecho. 
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TITULO SEXTO 
Del juicio ordinario 

 
 

CAPITULO I 
De la demanda, contestación y fijación de la cuestión 

 
 
ARTICULO 255 
 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, G.O. 6 DE SEPTIEMBRE DE 2004) 
Toda contienda judicial, principal o incidental, principiará por demanda, en la cual se expresaran : 
 
I.- El tribunal ante el que se promueve; 
 
(REFORMADA, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
II.- El nombre y apellidos del actor y el domicilio que señale para oír notificaciones; 
 
III.- El nombre del demandado y su domicilio; 
 
IV.- El objeto u objetos que se reclamen con sus accesorios; 
 
(REFORMADA, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
V.- Los hechos en que el actor funde su petición, en los cuales precisará los documentos públicos o 
privados que tengan relación con cada hecho, así como si los tiene o no a su disposición. De igual 
manera proporcionará los nombres y apellidos de los testigos que hayan presenciado los hechos 
relativos. 
 
Asimismo, debe numerar y narrar los hechos, exponiéndolos sucintamente con claridad y precisión; 
 
VI.- Los fundamentos de derecho y la clase de acción, procurando citar los preceptos legales o 
principios jurídicos aplicables; 
 
(REFORMADA, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
VII.- El valor de lo demandado, si de ello depende la competencia del juez, y (sic) 
 
(ADICIONADA, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
VIII.- La firma del actor, o de su representante legítimo. Si éstos no supieren o no pudieren firmar, 
pondrán su huella digital, firmando otra persona en su nombre y a su ruego, indicando estas 
circunstancias; 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DE LA PRESENTE FRACCIÓN, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADA, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
IX.- Para el trámite de incidentes en materia familiar, la primera notificación se llevará a cabo en el 
domicilio señalado en autos por las partes, si se encuentra vigente el juicio principal, y para el caso, 
de que haya resolución firme o ejecutoriada, o haya inactividad procesal por mas de tres meses, se 
practicará en el lugar en el que resida la parte demandada incidentista; 
 
(REFORMADA [N. DE E. ADICIONADA], G.O. 3 DE OCTUBRE DE 2008) 
X.- En los casos de divorcio deberá incluirse la propuesta de convenio en los términos que se 
establece en el artículo 267 del Código Civil, con excepción de lo preceptuado en el segundo párrafo 
de la fracción V del presente artículo, debiendo ofrecer todas las pruebas tendientes a acreditar la 
procedencia de la propuesta de convenio. 
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N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 256 
 
Presentada la demanda con los documentos y copias prevenidos, se correrá traslado de ella a la 
persona o personas contra quiénes se proponga, y se les emplazará para que la contesten dentro 
de quince días. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 257 
 
Si la demanda fuere obscura o irregular, o no cumpliera con algunos de los requisitos de los artículos 
95 y 255, el juez dentro del término de tres días señalará con toda precisión en qué consisten los 
defectos de la misma, en el proveído que al efecto se dicte. El actor deberá cumplir con la prevención 
que haga el juez en un plazo máximo de cinco días contados a partir del día siguiente a aquél en 
que haya surtido efectos la notificación por Boletín Judicial de dicha prevención, y de no hacerlo 
transcurrido el término, el juez la desechará y devolverá al interesado todos los documentos 
originales y copias simples que se hayan exhibido, con excepción de la demanda con la que se haya 
formado el expediente respectivo. La anterior determinación o cualquier otra por la que no se dé 
curso a la demanda, se podrá impugnar mediante el recurso de queja, para que se dicte por el 
Superior la resolución que corresponda. 
 
ARTICULO 258 
 
Los efectos de la presentación de la demanda son: interrumpir la prescripción si no lo está por otros 
medios, señalar el principio de la instancia y determinar el valor de las prestaciones exigidas, cuando 
no pueda referirse a otro tiempo. 
 
ARTICULO 259 
 
Los efectos del emplazamiento son: 
 
I.- Prevenir el juicio en favor del juez que lo hace; 
 
II.- Sujetar al emplazado a seguir el juicio ante el juez que lo emplazó siendo competente al tiempo 
de la citación, aunque después deje de serlo con relación al demandado porque éste cambie de 
domicilio, o por otro motivo legal; 
 
III.- Obligar al demandado a contestar ante el juez que lo emplazó, salvo siempre el derecho de 
provocar la incompetencia; 
 
IV.- Producir todas las consecuencias de la interpelación judicial, si por otros medios no se hubiere 
constituído ya en mora el obligado; 
 
V.- Originar el interés legal en las obligaciones pecuniarias sin causa de réditos. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 260 
 
El demandado formulará la contestación a la demanda en los siguientes términos: 
 
I.- Señalará el tribunal ante quien conteste; 
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II.- Indicará su nombre y apellidos, el domicilio que señale para oír notificaciones y, en su caso, las 
personas autorizadas para oír notificaciones y recibir documentos y valores; 
 
III.- Se referirá a cada uno de los hechos en que el actor funde su petición, en los cuales precisará 
los documentos públicos o privados que tengan relación con cada hecho, así como si los tiene o no 
a su disposición. De igual manera proporcionará los nombres y apellidos de los testigos que hayan 
presenciado los hechos relativos; 
 
IV.- Se asentará la firma del puño y letra del demandado, o de su representante legítimo. Si éstos no 
supieren o no pudieren firmar, lo hará un tercero en su nombre y a su ruego, indicando estas 
circunstancias, poniendo los primeros la huella digital; 
 
V.- Todas las excepciones que se tengan, cualquiera que sea su naturaleza, se harán valer 
simultáneamente en la contestación y nunca después, a no ser que fueran supervenientes. 
 
De las excepciones procesales se le dará vista al actor para que las conteste y rinda las pruebas que 
considere oportunas en los términos de este ordenamiento; 
 
VI.- Dentro del término para contestar la demanda, se podrá proponer la reconvención en los casos 
en que proceda, la que tiene que ajustarse a lo prevenido por el artículo 255 de este ordenamiento, 
y (sic) 
 
(REFORMADA, G.O. 3 DE OCTUBRE DE 2008) 
VII.- Se deberán acompañar las copias simples de la contestación de la demanda y de todos los 
documentos anexos a ella para cada una de las demás partes; y (sic) 
 
(REFORMADA [N. DE E. ADICIONADA], G.O. 3 DE OCTUBRE DE 2008) 
VIII.- En los casos de divorcio podrá manifestar su conformidad con el convenio propuesto o, en su 
caso, presentar su contrapropuesta, debiendo anexar las pruebas respectivas relacionadas con la 
misma; 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DE LA PRESENTE FRACCIÓN, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADA, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
IX.- Si el demandado quisiere llamar a juicio a un tercero deberá manifestarlo en el mismo escrito de 
contestación. La petición posterior no será tramitada a no ser que se trate de cuestiones 
supervenientes. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 261 
 
Las excepciones que no se hayan resuelto en la audiencia previa, de conciliación y de excepciones 
procesales y la reconvención, se discutirán al propio tiempo y se decidirán en la misma sentencia. 
 
 
(DEROGADA LA DENOMINACIÓN, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
Excepciones dilatorias 
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N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 262 
 
Cuando se trate de demandas por controversias sobre bienes inmuebles, el Juez ordenará la 
anotación preventiva de la misma ante el Registro Público de la Propiedad, de conformidad a las 
disposiciones aplicables del Código Civil para el Distrito Federal, siempre que previamente el actor 
otorgue fianza suficiente para responder de los daños y perjuicios que se causen al demandado, la 
que deberá ser fijada al prudente arbitrio del Juez. 
 
ARTICULO 263 (DEROGADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 264 
 
En los supuestos que las excepciones procesales puedan ser subsanables, el juez en su resolución 
ordenará con claridad y precisión en qué forma deberán de subsanarse por el interesado, al que le 
otorgará un plazo prudente que no será inferior a tres días, ni Superior a treinta días. Si no se cumple 
con lo que ordene el juez, se sobreseerá el juicio, condenando al promovente al pago de los gastos 
y costas causados, sin perjuicio de dejar a salvo el derecho de las partes. 
 
 
(DEROGADA LA DENOMINACIÓN, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
De la fijación de la litis 
 
ARTICULO 265 (DEROGADO, D.O.F. 21 DE ENERO DE 1967) 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 266 
 
Si en el escrito de contestación el demandado no se refiere a cada uno de los hechos aludidos por 
el actor, confesándolos o negándolos y expresando los que ignore por no ser propios, se tendrán por 
fíctamente confesados por dicho demandado, y esta confesión ficta se podrá tomar en consideración 
en cualquier estado del juicio y aún en la sentencia definitiva. 
 
Cuando los hechos que se contesten hayan sido conocidos por algún testigo, se deberá mencionar 
su nombre y apellidos. 
 
De igual manera, quien conteste deberá precisar los documentos relacionados en cada hecho y 
adjuntarlos precisamente con su contestación, salvo los casos de excepciones a que se refieren los 
artículos 96, 97 y 98 de este ordenamiento. 
 
Se tendrán por confesados los hechos sobre los que se guardó silencio o que se evadió la 
contestación, exceptuando lo previsto en la parte final del artículo 271. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 267 (DEROGADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
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(REFORMADO [N. DE E. ADICIONADO], D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 268 
 
Las excepciones procesales supervenientes que se hagan valer por dicho motivo, el juez las 
tramitará en los términos y plazos que señala el artículo 88 de este ordenamiento. 
 
ARTICULO 269 (DEROGADO, D.O.F. 21 DE ENERO DE 1967) 
 
(REFORMADO [N. DE E. ADICIONADO], D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 270 
 
Todas las promociones de las partes deben ser firmadas por éstas o por sus representantes legales. 
 
Cuando el promovente no sepa o no pueda firmar, estampará su huella digital, firmando otra persona 
en su nombre y a su ruego, indicando estas circunstancias; 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
Asimismo, las promociones deberán tener la debida identificación del litigio, que contendrá por lo 
menos, los nombres del actor y demandado así como el número de expediente, sin cuyo requisito, 
no se les dará el trámite correspondiente. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 14 DE ENERO DE 1987) 
ARTICULO 271 
 
Transcurrido el plazo fijado en el emplazamiento sin haber sido contestada la demanda se hará 
declaración de rebeldía, sin que medie petición de parte y se procederá de acuerdo con lo prescrito 
por los artículos 272-A a 272-F, observándose las disposiciones del Título Noveno. 
 
Para hacer la declaración en rebeldía, el juez examinará escrupulosamente y bajo su más estricta 
responsabilidad si las citaciones y notificaciones precedentes están hechas al demandado en la 
forma legal, si el demandante no señaló casa en el lugar del juicio, y si el demandado quebrantó el 
arraigo. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
Si el juez encontrara que el emplazamiento no se hizo conforme a la ley, mandará reponerlo y lo 
hará del conocimiento del Consejo de la Judicatura para que imponga una corrección disciplinaria al 
notificador cuando resulte responsable. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
Se presumirán confesados lo (sic) hechos de la demanda que se deje de contestar. Sin embargo, se 
tendrá por contestada en sentido negativo cuando se trate de asuntos que afecten las relaciones 
familiares, el estado civil de las personas y en los casos en que el emplazamiento se hubiere hecho 
por edictos. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 272 
 
El demandado que oponga reconvención o compensación, lo hará precisamente al contestar la 
demanda y nunca después; y se dará traslado del escrito al actor, para que conteste en el término 
de nueve días. 
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ARTICULO 272-A 
 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, G.O. 3 DE OCTUBRE DE 2008) 
Una vez contestada la demanda, y en su caso, la reconvención el Juez señalará de inmediato fecha 
y hora para la celebración de una audiencia previa y de conciliación dentro de los diez días 
siguientes, dando vista a la parte que corresponda con las excepciones que se hubieren opuesto en 
su contra, por el término de tres días. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(DEROGADO SEGUNDO PÁRRAFO, G.O. 3 DE OCTUBRE DE 2008) (REPUBLICADO, G.O. 10 
DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
 
(REFORMADO, G.O. 3 DE OCTUBRE DE 2008) 
Si asistieran las dos partes, el juez examinará las cuestiones relativas a la legitimación procesal y 
luego se procederá a procurar la conciliación que estará a cargo del conciliador adscrito al juzgado. 
El conciliador preparará y propondrá a las partes, alternativas de solución al litigio. Si los interesados 
llegan a un convenio, el juez lo aprobará de plano si procede legalmente y dicho pacto tendrá fuerza 
de cosa juzgada. En los casos de divorcio, si los cónyuges llegan a un acuerdo respecto al convenio, 
el juez dictará un auto en el cual decrete la disolución del vínculo matrimonial y la aprobación del 
convenio sin necesidad de dictar sentencia. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
En caso de desacuerdo entre los litigantes, la audiencia proseguirá y el juez, que dispondrá de 
amplias facultades de dirección procesal, examinará en su caso, las excepciones procesales que 
correspondan. 
 
(REFORMADO [N. DE E., ADICIONADO], G.O. 3 DE OCTUBRE DE 2008) 
En los casos de divorcio, no se abrirá el periodo probatorio a que se refiere el artículo 290 de este 
código, toda vez que las pruebas relacionadas con el convenio propuesto debieron ofrecerse al 
momento de presentarse la solicitud y, en su caso, la contestación a la misma, por lo que únicamente 
se ordenará su preparación y se señalará fecha para su desahogo en el incidente correspondiente. 
 
(ADICIONADO, G.O. 3 DE OCTUBRE DE 2008) 
ARTICULO 272-B 
 
Tratándose de divorcio, el juez lo decretará una vez que se haya contestado la solicitud presentada 
o en su defecto, haya precluido el término para contestarla. En caso de diferencias en los convenios 
propuestos, el juez, dentro de los cinco días siguientes, citará a las partes para promover el acuerdo 
entre las pretensiones expuestas en los citados convenios. De no ser así, se procederá en los 
términos del artículo 287 del Código Civil para el Distrito Federal, y 88 de este ordenamiento. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 272-C 
 
En el supuesto de que se objete la personalidad, si fuere subsanable, el juez resolverá de inmediato 
lo conducente; en caso contrario declarará terminado el procedimiento. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 272-D (DEROGADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
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(ADICIONADO, D.O.F. 10 DE ENERO DE 1986) 
ARTICULO 272-E 
 
Al tratarse las cuestiones de conexidad, de litispendencia o de cosa juzgada, el juez resolverá con 
vista de las pruebas rendidas. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 272-F 
 
La resolución que dicte el juez en la audiencia previa y de conciliación, será apelable en el efecto 
devolutivo, de tramitación inmediata. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 272-G 
 
Los jueces y magistrados podrán ordenar, aun fuera de la audiencia a que se refiere el artículo 272-
A, que se subsane toda omisión que notaren en la substanciación, para el solo efecto de regularizar 
el procedimiento, con la limitante que no podrán revocar sus propias determinaciones. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
ARTICULO 273 
 
Las excepciones supervenientes se harán valer hasta antes de la sentencia y dentro del tercer día 
de que tenga conocimiento la parte. Se substanciarán incidentalmente; su resolución se reserva para 
la definitiva. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 10 DE ENERO DE 1986) 
ARTICULO 274 
 
Cuando el demandado se allane a la demanda en todas sus partes o manifestando el actor su 
conformidad con la contestación de ella, se citará para sentencia, previa ratificación del escrito 
correspondiente ante el juez de los autos si se trata de juicio de divorcio, sin perjuicio de lo previsto 
en la parte final del artículo 271. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
En caso del allanamiento judicial expreso que afecte a toda la demanda, produce el efecto de que el 
juez otorgue en la sentencia un plazo de gracia al deudor después de efectuado el secuestro y a 
reducir las costas. 
 
ARTICULO 275 
 
Queda abolida la práctica de oponer excepciones o defensas contradictorias, aun cuando sea con el 
carácter de subsidiarias, debiendo los jueces desechar éstas de plano. 
 
ARTICULO 276 
 
Si las cuestiones controvertidas fueren puramente de derecho y no de hecho, se citará a la audiencia 
de alegatos que podrán ser escritos. 
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N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 277 
 
El Juez mandará recibir el pleito a prueba en el caso de que los litigantes lo hayan solicitado, o de 
que él la estime necesaria. Contra el auto que manda abrir a prueba un juicio no procede recurso 
alguno; aquél en que se niegue, será apelable en el efecto devolutivo de tramitación inmediata. 
 
 

CAPITULO II 
De la prueba 

 
Reglas generales 

 
ARTICULO 278 
 
Para conocer la verdad sobre los puntos controvertidos puede el juzgador valerse de cualquier 
persona, sea parte o tercero, y de cualquiera cosa o documento, ya sea que pertenezca a las partes 
o a un tercero; sin más limitación que la de que las pruebas no estén prohibidas por la ley, ni sean 
contrarias a la moral. 
 
ARTICULO 279 
 
Los tribunales podrán decretar en todo tiempo sea cual fuere la naturaleza del negocio, la práctica o 
ampliación de cualquiera diligencia probatoria, siempre que sea conducente para el conocimiento de 
la verdad sobre los puntos cuestionados. En la práctica de estas diligencias, el juez obrará como 
estime procedente para obtener el mejor resultado de ellas, sin lesionar el derecho de las partes 
oyéndolas y procurando en todo su igualdad. 
 
ARTICULO 280 
 
Los daños y perjuicios que se ocasionen a tercero por comparecer, o exhibir cosas, serán 
indemnizados por la parte que ofreció la prueba, o por ambas si el juez procedió de oficio, sin perjuicio 
de hacer la regulación de costas en su oportunidad. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 10 DE ENERO DE 1986) 
ARTICULO 281 
 
Las partes asumirán la carga de la prueba de los hechos constitutivos de sus pretensiones. 
 
ARTICULO 282 
 
El que niega sólo será obligado a probar: 
 
I.- Cuando la negación envuelva la afirmación expresa un hecho; 
 
II.- Cuando se desconozca la presunción legal que tenga en su favor el colitigante; 
 
III.- Cuando se desconozca la capacidad; 
 
IV.- Cuando la negativa fuere elemento constitutivo de la acción. 
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ARTICULO 283 
 
Ni la prueba en general, ni los medios de prueba establecidos por la ley son renunciables. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 7 DE ENERO DE 1988) 
ARTICULO 284 
 
Sólo los hechos estarán sujetos a prueba, así como los usos y costumbres en que se funde el 
derecho. 
 
(ADICIONADO, D.O.F. 7 DE ENERO DE 1988) 
ARTICULO 284 BIS 
 
El Tribunal aplicará el derecho extranjero tal como lo harían los jueces del Estado cuyo derecho 
resultare aplicable, sin perjuicio de que las partes puedan alegar la existencia y contenido del 
derecho extranjero invocado. 
 
Para informarse del texto, vigencia, sentido y alcance legal del derecho extranjero, el tribunal podrá 
valerse de informes oficiales al respecto, pudiendo solicitarlos al Servicio Exterior mexicano, o bien 
ordenar o admitir las diligencias probatorias que considere necesarias o que ofrezcan las partes. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 285 
 
El tribunal debe recibir las pruebas que le presenten las partes siempre que estén permitidas por la 
ley y se refieran a los puntos cuestionados. 
 
Tratándose de juicios de arrendamiento inmobiliario, la prueba pericial sobre cuantificación de daños, 
reparaciones o mejoras sólo será admisible en el periodo de ejecución de sentencia, en la que se 
haya declarado la procedencia de dicha prestación. Así mismo, tratándose de informes que deban 
rendirse en dichos juicios, los mismos deberán ser recabados por la parte interesada. 
 
ARTICULO 286 
 
Los hechos notorios no necesitan ser probados, y el juez puede invocarlos, aunque no hayan sido 
alegados por las partes. 
 
ARTICULO 287 
 
Cuando una de las partes se oponga a la inspección o reconocimiento ordenados por el tribunal, 
para conocer sus condiciones físicas o mentales, o no conteste a las preguntas que el tribunal le 
dirija, éste debe tener por ciertas las afirmaciones de la contraparte, salvo prueba en contrario. Lo 
mismo se hará si una de las partes no exhibe a la inspección del tribunal, la cosa o documento que 
tiene en su poder. 
 
ARTICULO 288 
 
Los terceros están obligados, en todo tiempo, a prestar auxilio a los tribunales en la averiguación de 
la verdad. En consecuencia, deben sin demora exhibir documentos y cosas que tengan en su poder, 
cuando para ello fueren requeridos. 
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Los tribunales tienen la facultad y el deber de compeler a terceros, por los apremios más eficaces, 
para que cumplan con esta obligación; y en caso de oposición, oirán las razones en que la funden y 
resolverán sin ulterior recurso. 
 
De la mencionada obligación están exentos los ascendientes, descendientes, cónyuge y personas 
que deben guardas (sic) secreto profesional, en los casos en que se trate de probar contra la parte 
con la que están relacionados. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 10 DE ENERO DE 1986) 
ARTICULO 289 
 
Son admisibles como medios de prueba aquellos elementos que puedan producir convicción en el 
ánimo del juzgador acerca de los hechos controvertidos o dudosos. 
 
 

CAPITULO III 
Del ofrecimiento y admisión de pruebas 

 
 
(REFORMADO, G.O. 3 DE OCTUBRE DE 2008) 
ARTICULO 290 
 
El mismo día en que se haya celebrado la audiencia previa, de conciliación y de excepciones 
procesales, si en la misma no se terminó el juicio por convenio o a más tardar al día siguiente de 
dicha audiencia, el Juez abrirá el juicio al periodo de ofrecimiento de pruebas, que es de diez días 
comunes, que empezarán a contarse desde el día siguiente a aquél en que surta efectos la 
notificación a todas las partes del auto que manda abrir el juicio a prueba. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 291 
 
Las pruebas deben ofrecerse expresando con toda claridad cual es el hecho o hechos que se tratan 
de demostrar con las mismas así como las razones por los que el oferente estima que demostrarán 
sus afirmaciones, declarando en su caso en los términos anteriores el nombre y domicilio de testigos 
y peritos y pidiendo la citación de la contraparte para absolver posiciones; si a juicio del tribunal las 
pruebas ofrecidas no cumplen con las condiciones apuntadas, serán desechadas, observándose lo 
dispuesto en el artículo 298 de este ordenamiento. 
 
ARTICULO 292 
 
La prueba de confesión se ofrece presentando el pliego que contenga las posiciones. Si éste se 
presentare cerrado deberá guardarse así en el secreto del juzgado, asentándose la razón respectiva 
en la misma cubierta. La prueba será admisible aunque no se exhiba el pliego pidiendo tan sólo la 
citación; pero si no concurriere el absolvente a la diligencia de prueba, no podrá ser declarado 
confeso más que de aquellas posiciones que con anticipación se hubieren formulado. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 21 DE ENERO DE 1967) 
ARTICULO 293 
 
La prueba pericial procede cuando sean necesarios conocimientos especiales en alguna ciencia, 
arte o industria o la mande la ley, y se ofrecerá expresando los puntos sobre los que versará, sin lo 
cual no será admitida, y si se quiere,  las cuestiones que deban resolver los peritos. 
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N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 294 (DEROGADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
 
ARTICULO 295 
 
Las partes están obligadas al ofrecer la prueba de documentos que no tienen en su poder, a expresar 
el archivo en que se encuentren, o si se encuentran en poder de terceros y si son propios o ajenos. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
ARTÍCULO SEGUNDO TRANSITORIO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 296 
 
Los documentos que ya se exhibieron antes del período probatorio y las constancias de autos se 
tomarán como prueba, aunque no se ofrezcan. 
 
ARTICULO 297 
 
Al solicitarse la inspección judicial se determinarán los puntos sobre que deba de versar. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 298 
 
Al día siguiente en que termine el período del ofrecimiento de pruebas, el juez dictará resolución en 
la que determinará las pruebas que se admitan sobre cada hecho, pudiendo limitar el número de 
testigos prudencialmente. En ningún caso el juez admitirá pruebas o diligencias ofrecidas 
extemporáneamente, que sean contrarias al derecho o la moral, sobre hechos que no hayan sido 
controvertidos por las partes, o hechos imposibles o notoriamente inverosímiles, o bien que no 
reúnan los requisitos establecidos en el artículo 291 de este Código. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
Contra el auto que admita pruebas que se encuentren en algunas de las prohibiciones anteriores, 
procede la apelación en el efecto devolutivo de tramitación conjunta con la que en su caso se haga 
valer en contra de la definitiva, en el mismo efecto devolutivo de tramitación conjunta con dicha 
sentencia, procede la apelación contra el auto que deseche cualquier prueba. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
En los casos en que las partes dejen de mencionar los testigos que estén relacionados con los 
hechos que fijen la litis; o se dejen de acompañar los documentos que se deben presentar, salvo en 
los casos que señalan los artículos 96, 97 y 98 de este código, el juez no admitirá tales pruebas. En 
el caso de que llegue a admitir alguna, su resolución será apelable en efecto devolutivo de 
tramitación conjunta con la sentencia definitiva. 
 
 
N. DE E. DE CONFORMIDAD CON EL ARTÍCULO CUARTO DEL DECRETO PUBLICADO EN EL 
D.O.F. DE 14 DE MARZO DE 1973, QUEDA MODIFICADA LA ESTRUCTURA DEL CAPÍTULO IV, 
DEBIDO A QUE LAS SECCIONES II A IX DEL CAPÍTULO V PASAN A FORMAR PARTE DEL 
PRESENTE APARTADO. 
(REFORMADA SU  DENOMINACIÓN, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
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CAPITULO IV 

De las pruebas en particular 
 

(ADICIONADA, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
 

SECCION I 
De su recepción y práctica 

 
 
ARTICULO 299 
 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, G.O. 3 DE OCTUBRE DE 2008) 
El Juez, al admitir las pruebas ofrecidas procederá a la recepción y desahogo de ellas en forma oral. 
La recepción de las pruebas se hará en una audiencia a la que se citará a las partes en el auto de 
admisión, señalándose al efecto el día y la hora teniendo en consideración el tiempo para su 
preparación. Deberá citarse para esa audiencia dentro de los treinta días siguientes a la admisión. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
La audiencia se celebrará con las pruebas que estén preparadas, dejándose a salvo el derecho de 
que se designe nuevo día y hora para recibir las pendientes, y para ello se señalará, en el acta que 
para dicho efecto se levante, la fecha para su continuación, la que tendrá verificativo dentro de los 
veinte días siguientes, misma que no podrá diferirse por ninguna circunstancia, salvo caso fortuito o 
fuerza mayor o que existan disposiciones dentro de este Código en cuanto al desahogo de las 
pruebas, que permitan su diferimiento. En este caso no hay que seguir el orden establecido para la 
recepción de las pruebas. 
 
(ADICIONADO, G.O. 27 DE ENERO DE 2004) 
Si llamado un testigo, perito o solicitado un documento, que hayan sido admitidos como pruebas, no 
se desahogan éstas a más tardar en la audiencia o en su único diferimiento no se suspenderá ni 
diferirá en ningún caso por falta de preparación o desahogo de las pruebas admitidas. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
En caso de que la continuación de la audiencia se difiera por caso fortuito o fuerza mayor o bien por 
así disponerlo este Código; en el acta en que se señale tal diferimiento se indicará la fecha de su 
continuación, que será dentro de los diez días siguientes, siempre que quede demostrado el caso 
fortuito o fuerza mayor. 
 
ARTICULO 300 
 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
Cuando las pruebas hubieren de desahogarse fuera del Distrito Federal o del país, se recibirán a 
petición de parte dentro de un término de sesenta y noventa días naturales, respectivamente siempre 
que se llenen los siguientes requisitos: 
 
I.- Que se solicite durante el ofrecimiento de pruebas; 
 
II.- Que se indiquen los nombres, apellidos y domicilios de los testigos que hayan de ser examinados, 
cuando la prueba sea testimonial, y 
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III.- Que se designen, en caso de ser prueba instrumental, los archivos públicos o particulares donde 
se hallen los documentos que han de cotejarse, o presentarse originales. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
El juez al calificar la admisibilidad de las pruebas, determinará el monto de la cantidad que el 
promovente deposite como multa, en caso de no rendirse la prueba. Sin este depósito no se hará el 
señalamiento para la recepción de la prueba. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
En los juicios de Arrendamiento Inmobiliario no es aplicable el término extraordinario a que se refiere 
éste artículo. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 301 
 
A la parte a la que se le hubiere concedido la ampliación a que se refiere el artículo anterior, se le 
entregarán los exhortos para su diligenciación y si no rindiere las pruebas que hubiere propuesto, 
sin justificar que para ello tuvo impedimento bastante, se le impondrá una sanción pecuniaria a favor 
de su contraparte, equivalente al monto del depósito a que se hace mención en el artículo anterior, 
incluyendo la anotación en el Registro Judicial a que se refiere el artículo 61; así mismo se le 
condenará a pagar indemnización de daños y perjuicios en beneficio de su contraparte, y además 
se dejará de recibir la prueba. 
 
ARTICULO 302 (DEROGADO Y REUBICADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
 
ARTICULO 303 (DEROGADO Y REUBICADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
 
ARTICULO 304 (DEROGADO Y REUBICADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
 
ARTICULO 305 (DEROGADO Y REUBICADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
 
ARTICULO 306 (DEROGADO Y REUBICADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
 
ARTICULO 307 (DEROGADO Y REUBICADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
 
 
(REUBICADA, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 

 
SECCION II 

De la confesión 
 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 308 
 
Desde los escritos de demanda y contestación a la demanda y hasta diez días antes de la audiencia 
de pruebas, se podrá ofrecer la de confesión, quedando las partes obligadas a declarar, bajo protesta 
de decir verdad, cuando así lo exija el contrario. 
 
Es permitido articular posiciones al procurador que tenga poder especial para absolverlas, o general 
con cláusula para hacerlo. 
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N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 309 
 
La notificación personal al que deba absolver posiciones se practicará, por lo menos con dos días 
de anticipación al señalado para la audiencia, sin contar el día en que se verifique la diligencia de 
notificación ni el señalado para recibir la declaración, bajo apercibimiento de que si dejare de 
comparecer sin justa causa, será tenido por confeso. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 310 
 
Las personas físicas que sean parte en juicio, sólo están obligadas a absolver posiciones 
personalmente, cuando así lo exija el que las articula, y desde el ofrecimiento de la prueba se señale 
la necesidad de que la absolución deba realizarse de modo estrictamente personal, y existan hechos 
concretos en la demanda o contestación que justifiquen dicha exigencia, la que será calificada por 
el tribunal para así ordenar su recepción. 
 
Sin perjuicio de lo señalado en el párrafo anterior, el mandatario o representante que comparezca a 
absolver posiciones por alguna de las partes, forzosamente será conocedor de todos los hechos 
controvertidos propios de su mandante o representado, y no podrá manifestar desconocer los hechos 
propios de aquél por quien absuelve, ni podrá manifestar que ignora la respuesta o contestar con 
evasivas, ni mucho menos negarse a contestar o abstenerse de responder de modo categórico en 
forma afirmativa o negativa, pues de hacerlo así se le declarará confeso de las posiciones que 
calificadas de legales se le formulen. El que comparezca a absolver posiciones después de contestar 
afirmativa o negativamente, podrá agregar lo que a su interés convenga. 
 
Tratándose de personas morales, la absolución de posiciones siempre se llevará a efecto por 
apoderado o representante, con facultades para absolver, sin que se pueda exigir que el desahogo 
de la confesional se lleve a cabo por apoderado o representante específico. En este caso, también 
será aplicable lo que se ordena en el párrafo anterior. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 21 DE ENERO DE 1967) 
ARTICULO 311 
 
Las posiciones deberán articularse en términos precisos; no han de contener cada una más que un 
solo hecho y éste ha de ser propio de la parte absolvente; no han de ser insidiosas.  Se tendrán por 
insidiosas las preguntas que se dirijan a ofuscar la inteligencia del que ha de responder, con objeto 
de inducirlo a error y obtener una confesión contraria a la verdad.  Un hecho complejo, compuesto 
de dos o más hechos, podrá comprenderse en una posición cuando por la íntima relación que exista 
entre ellos, no pueda afirmarse o negarse uno sin afirmar o negar el otro. 
 
Podrán articularse posiciones relativas a hechos negativos que envuelvan una abstención o que 
impliquen un hecho o consecuencia de carácter positivo, siempre que se formulen en términos que 
no den lugar a respuestas confusas. 
 
ARTICULO 312 
 
Las posiciones deberán concretarse a hechos que sean objeto del debate, debiendo repelerse de 
oficio las que no reúnan este requisito. El juez deberá ser escrupuloso en el cumplimiento de este 
precepto. 
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N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 313 
 
Si el citado a absolver posiciones comparece, el juez abrirá el pliego si lo hubiere, e impuesto de 
ellas, las calificará y aprobará sólo las que se ajusten a lo dispuesto por los artículos 311 y 312. En 
seguida el absolvente firmará el pliego de posiciones, antes de procederse al interrogatorio. Contra 
la calificación de posiciones procede el recurso de apelación en el efecto devolutivo de tramitación 
conjunta con la definitiva. 
 
ARTICULO 314 
 
Si fueren varios los que hayan de absolver posiciones y al tenor de un mismo interrogatorio, las 
diligencias se practicarán separadamente y en un mismo acto, evitando que los que absuelvan 
primero se comuniquen con los que han de absolver después. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 315 
 
En ningún caso se permitirá que la parte que ha de absolver posiciones esté asistida por su abogado, 
procurador, ni otra persona, ni se le dará traslado ni copia de las posiciones, ni término para que se 
aconseje; pero si el absolvente no hablara español, deberá ser asistido por un intérprete, en cuyo 
caso el juez lo nombrará. 
 
ARTICULO 316 
 
Las contestaciones deberán ser categóricas, en sentido afirmativo o negativo, pudiendo el que las 
dé, agregar las explicaciones que estime convenientes, o las que el juez le pida. 
 
En el caso de que el declarante se negare a contestar o contestare con evasivas, o dijere ignorar los 
hechos propios, el juez lo apercibirá en el acto, de tenerlo por confeso sobre los hechos de los cuales 
sus respuestas no fueren categóricas o terminantes. 
 
ARTICULO 317 
 
La parte que promovió la prueba puede formular, oral o directamente, posiciones al absolvente. 
 
ARTICULO 318 
 
Absueltas las posiciones, el absolvente tiene derecho a su vez de formularlas en el acto, al articulante 
si hubiere asistido. El tribunal puede libremente interrogar a las partes sobre los hechos y 
circunstancias que sean conducentes a la averiguación de la verdad. 
 
ARTICULO 319 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
De las declaraciones de las partes se levantarán actas, en las que se hará constar la contestación 
dada a la posición, iniciándose con la protesta de decir verdad y sus generales. 
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Esta acta deberá ser firmada al pie de la última hoja y al margen de las demás en que se contengan 
las declaraciones producidas por los absolventes después de leerlas por sí mismos si quisieren 
hacerlo o de que les sean leídas por la Secretaría. Si no supieren firmar se hará constar esa 
circunstancia. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 14 DE ENERO DE 1987) 
ARTICULO 320 
 
Cuando el absolvente al enterarse de su declaración manifieste no estar conforme con los términos 
asentados, el juez decidirá en el acto lo que proceda acerca de las rectificaciones que deban 
hacerse.  Una vez firmadas las declaraciones, no pueden variarse ni en la substancia ni en la 
redacción.  La nulidad proveniente de error o violencia se substanciará incidentalmente y la 
resolución se reservará para la definitiva. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 321 
 
En caso de enfermedad legalmente comprobada, del que deba declarar, o de que la edad de éste 
sea más de setenta años, podrá el juez, según las circunstancias, recibirle la declaración en donde 
se encuentre en presencia de la otra parte, si asistiere. 
 
ARTICULO 322 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
El que deba absolver posiciones será declarado confeso: 1º. Cuando se abstenga sin justa causa de 
comparecer cuando fue citado para hacerlo, en cuyo caso la declaración se hará de oficio, siempre 
y cuando se encuentre exhibido con anterioridad al desahogo de la prueba el pliego de posiciones; 
2º. Cuando se niegue a declarar; 3º. Cuando al hacerlo insista en no responder afirmativa o 
negativamente. 
 
En el primer caso, el juez abrirá el pliego y calificará las posiciones antes de hacer la declaración. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 323 
 
No podrá ser declarado confeso el llamado a absolver posiciones, si no hubiere sido apercibido 
legalmente. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 324 
 
El auto en que se declare confeso al litigante o en el que se deniegue esta declaración admite el 
recurso de apelación, cuya tramitación quedará reservada para que se realice en su caso, 
conjuntamente con la tramitación de la apelación que se formule en contra de la sentencia definitiva 
que se dicte. 
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ARTICULO 325 
 
Se tendrá por confeso el articulante respecto a los hechos propios que afirmare en las posiciones. 
 
ARTICULO 326 
 
Las autoridades, las corporaciones oficiales y los establecimientos que formen parte de la 
administración pública no absolverán posiciones en la forma que establecen los artículos anteriores; 
pero la parte contraria podrá pedir que se les libre oficio, insertando las preguntas que quiera 
hacerles para que, por vía de informe, sean contestadas dentro del término que designe el tribunal 
y que no excederá de ocho días. En el oficio se apercibirá a la parte absolvente de tenerla por confesa 
si no contestare dentro del término que se le haya fijado, o si no lo hiciere categóricamente afirmando 
o negando los hechos. 
 
 
(REUBICADA, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 

 
SECCION III 

De la prueba instrumental 
 

ARTICULO 327 
 
Son documentos públicos: 
 
(REFORMADA, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
I.- Las escrituras públicas, pólizas y actas otorgadas ante notario o corredor público y los testimonios 
y copias certificadas de dichos documentos; 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DE LA PRESENTE FRACCIÓN, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADA, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
II.- Los documentos auténticos e informes expedidos por funcionarios que desempeñen cargo 
público, en lo que se refiere al ejercicio de sus funciones; 
 
(REFORMADA, D.O.F. 23 DE DICIEMBRE DE 1974) 
III.- Los documentos auténticos, libros de actas, estatutos, registros y catastros que se hallen en los 
archivos públicos, o los dependientes del Gobierno Federal, de los Estados o del Distrito Federal; 
 
(REFORMADA, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
IV.- Las certificaciones de las actas del estado civil expedidas por los Jueces del Registro Civil, 
respecto a constancias existentes en los libros correspondientes; 
 
V.- Las certificaciones de constancias existentes en los archivos públicos expedidas por funcionarios 
a quienes competa; 
 
VI.- Las certificaciones de constancias existentes en los archivos parroquiales y que se refieran a 
actos pasados antes del establecimiento del Registro Civil, siempre que fueren cotejadas por notario 
público o quien haga sus veces con arreglo a derecho; 
 
VII.- Las ordenanzas, estatutos, reglamentos y actas de sociedades o asociaciones, universidades, 
siempre que estuvieren aprobadas por el Gobierno General o de los Estados, y las copias certificadas 
que de ella se expidieren; 
 
VIII.- Las actuaciones judiciales de toda especie; 
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IX.- Las certificaciones que expidieren las bolsas mercantiles o mineras autorizadas por la ley y las 
expedidas por corredores titulados con arreglo al Código de Comercio; 
 
(REFORMADA, G.O. 19 DE JUNIO DE 2013) 
X.- Los convenios emanados del procedimiento de mediación que cumplan con los requisitos 
previstos en la Ley de Justicia Alternativa del Tribunal Superior de Justicia para el Distrito Federal, y 
 
(ADICIONADA, G.O. 19 DE JUNIO DE 2013) 
XI.- Los demás a los que se les reconozca ese carácter por la Ley. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 23 DE DICIEMBRE DE 1974) 
ARTICULO 328 
 
Los documentos públicos expedidos por autoridades federales o funcionarios de los Estados, harán 
fe en el Distrito Federal sin necesidad de legalización. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 23 DE DICIEMBRE DE 1974) 
ARTICULO 329 
 
Para que hagan fe en el Distrito Federal los documentos públicos procedentes del extranjero, 
deberán llenar los requisitos que fija el Código Federal de Procedimientos Civiles. 
 
ARTICULO 330 
 
De la traducción de los documentos que se presenten en idioma extranjero, se mandará dar vista a 
la parte contraria para que dentro del tercer día manifieste si está conforme. Si lo estuviere o no 
dijere nada, se pasará por la traducción; en caso contrario, el tribunal nombrará traductor. 
 
ARTICULO 331 
 
Siempre que uno de los litigantes pidiere copia o testimonio de parte de un documento, o pieza que 
obre en los archivos públicos, el contrario tendrá derecho de que a su costa se adicione con lo que 
crea conducente del mismo documento. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 30 DE DICIEMBRE DE 1975) 
ARTICULO 332 
 
Los documentos existentes en la Entidad Federativa distinta del (sic) en que se siga el juicio, se 
compulsarán a virtud de exhorto que dirija el juez de los autos al del lugar en que aquéllos se 
encuentren. 
 
ARTICULO 333 
 
Los instrumentos públicos que hayan venido al pleito sin citación contraria, se tendrán por legítimos 
y eficaces salvo que se impugnare expresamente su autenticidad o exactitud por la parte a quien 
perjudiquen. En este caso, se decretará el cotejo con los protocolos y archivos, que se practicará por 
el Secretario, constituyéndose, al efecto, en el archivo o local donde se halle la matriz a presencia 
de las partes, si concurrieren, a cuyo fin se señalará previamente el día y la hora, salvo que el juez 
lo decretare en presencia de los litigantes o se hiciere en el acto de la audiencia de pruebas. 
 
También podrá hacerlo el juez por sí mismo cuando lo estime conveniente. 
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ARTICULO 334 
 
Son documentos privados los vales, pagarés, libros de cuentas, cartas y demás escritos firmados o 
formados por las partes o de su orden y que no estén autorizados por escribano o funcionario 
competente. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
También se consideran documentos privados, aquellos que provengan de terceros y que este código 
no reconozca como documentos públicos. 
 
ARTICULO 335 
 
Los documentos privados y la correspondencia procedentes de uno de los interesados, presentados 
en juicio por vía de prueba y no objetados por la parte contraria, se tendrán por admitidos y surtirán 
sus efectos como si hubieren sido reconocidos expresamente. Puede exigirse el reconocimiento 
expreso si el que los presenta así lo pidiere, con este objeto se manifestarán los originales a quien 
deba reconocerlos y se le dejará ver todo el documento, no sólo la firma. 
 
ARTICULO 336 
 
Los documentos privados se presentarán originales, y cuando formen parte de un libro, expediente 
o legajo, se exhibirán para que se compulse la parte que señalen los interesados. 
 
ARTICULO 337 
 
Si el documento se encuentra en libros o papeles de casa de comercio o de algún establecimiento 
industrial, el que pida el documento o la constancia, deberá fijar con precisión cuál sea, y la copia 
testimoniada se tomará en el escritorio del establecimiento sin que los directores de él estén 
obligados a llevar al tribunal los libros de cuentas, ni a más que a presentar las partidas o documentos 
designados. 
 
(ADICIONADO, D.O.F. 7 DE ENERO DE 1988) 
ARTICULO 337 BIS 
 
La obligación de exhibir documentos y cosas en procesos que se sigan en el extranjero, no 
comprenderá la de exhibir documentos o copias de documentos identificados por características 
genéricas. 
 
En ningún caso podrá un tribunal nacional ordenar ni llevar a cabo la inspección de archivos que no 
sean de acceso público, salvo en los casos permitidos por las leyes nacionales. 
 
ARTICULO 338 
 
En el reconocimiento de documentos se observará lo dispuesto en los artículos 310, 317 y 322. 
 
ARTICULO 339 
 
Sólo pueden reconocer un documento privado el que lo firma, el que lo manda extender o el legítimo 
representante de ellos con poder o cláusula especial. Se exceptúan los casos previstos en los 
artículos 1543 y 1545 del Código Civil. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
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ARTICULO 340 
 
Las partes sólo podrán objetar los documentos, en cuanto a su alcance y valor probatorio, dentro de 
los tres días siguientes a la apertura del plazo de prueba, tratándose de los presentados hasta 
entonces. Los exhibidos con posterioridad podrán ser objetados en igual plazo, contado desde el día 
siguiente a aquel en que surta efectos la notificación del auto que ordene su recepción. 
 
ARTICULO 341 
 
Podrá pedirse el cotejo de firmas y letras, siempre que se niegue o que se ponga en duda la 
autenticidad de un documento privado o de un documento público que carezca de matriz. Para este 
cotejo se procederá con sujeción a lo que se previene en la Sección  IV de este capítulo. 
 
ARTICULO 342 
 
La persona que pida el cotejo designará el documento o documentos indubitados con que deba 
hacerse, o pedirá al tribunal que cite al interesado para que en su presencia ponga la firma o letras 
que servirán para el cotejo. 
 
ARTICULO 343 
 
Se considerarán indubitados para el cotejo: 
 
I.- Los documentos que las partes reconozcan como tales, de común acuerdo; 
 
II.- Los documentos privados cuya letra o firma hayan sido reconocidas en juicio por aquel a quien 
se atribuya la dudosa; 
 
III.- Los documentos cuya letra o firma ha sido judicialmente declarada propia de aquel a quien se 
atribuya la dudosa; 
 
IV.- El escrito impugnado en la parte en que reconozca la letra como suya a aquél a quien perjudique; 
 
V.- Las firmas puestas en actuaciones judiciales en presencia del secretario del tribunal por la parte 
cuya firma o letra se trata de comprobar. 
 
ARTICULO 344 
 
El juez podrá hacer por sí mismo la comprobación después de oír a los peritos revisores y apreciará 
el resultado de esta prueba conforme a las reglas de la sana crítica sin tener que sujetarse al 
dictamen de aquéllos; y aun puede ordenar que se repita el cotejo por otros peritos. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 21 DE ENERO DE 1967) 
ARTICULO 345 
 
En caso de impugnación de falsedad de un documento, se observará lo dispuesto por el artículo 386. 
 
 
N. DE E. DE CONFORMIDAD CON EL ARTÍCULO SEGUNDO DEL DECRETO DE REFORMAS 
PUBLICADO EN LA G.O. DE 3 DE OCTUBRE DE 2008, SE ADICIONA EL PRESENTE CAPÍTULO, 
RESPETANDO LA UBICACIÓN Y PUBLICACIÓN DEL MISMO. 
(ADICIONADO, G.O. 3 DE OCTUBRE DE 2008) 
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CAPITULO V 
De la forma escrita en la recepción de pruebas 

 
 
(REUBICADA, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
SECCION IV (SIC) 
 
Prueba pericial 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 346 
 
La prueba pericial sólo será admisible cuando se requieran conocimientos especiales de la ciencia, 
arte, técnica, oficio o industria de que se trate, más no en lo relativo a conocimientos generales que 
la ley presupone como necesarios en los jueces, por lo que se desecharán de oficio aquellas 
periciales que se ofrezcan por las partes para ese tipo de conocimientos, o que se encuentren 
acreditadas en autos con otras pruebas, o tan sólo se refieran a simples operaciones aritméticas o 
similares. 
 
Los peritos deben tener título en la ciencia, arte, técnica, oficio o industria a que pertenezca la 
cuestión sobre la que ha de oírse su parecer, si la ciencia, arte, técnica o industria requieren título 
para su ejercicio. 
 
Si no lo requirieran o requiriéndolo, no hubiere peritos en el lugar, podrán ser nombradas 
cualesquiera personas entendidas a satisfacción del juez, aun cuando no tengan título. 
 
El título de habilitación de corredor público acredita para todos los efectos la calidad de perito 
valuador. 
 
(REFORMADO [N. DE E. ADICIONADO], G.O. 3 DE OCTUBRE DE 2008) 
Tratándose de asuntos en materia familiar en los que se requiera el desahogo de una pericial, no le 
surtirán las reglas del presente capítulo, con excepción de lo dispuesto por el artículo 353 de este 
código, debiendo el Juez señalar perito único de las listas de Auxiliares de la Administración de 
Justicia o de institución pública o privada. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 347 
 
Las partes propondrán la prueba pericial dentro del término de ofrecimiento de pruebas, en los 
siguientes términos: 
 
I.- Señalarán con toda precisión la ciencia, arte, técnica, oficio o industria sobre la cual deba 
practicarse la prueba; los puntos sobre los que versará y las cuestiones que se deben resolver en la 
pericial, así como la cédula profesional, calidad técnica, artística o industrial del perito que se 
proponga, nombre, apellidos y domicilio de éste, con la correspondiente relación de tal prueba con 
los hechos controvertidos; 
 
II.- Si falta cualquiera de los requisitos anteriores, el juez desechará de plano la prueba en cuestión; 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DE LA PRESENTE FRACCIÓN, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADA, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
III.- En caso de estar debidamente ofrecida, el juez la admitirá, quedando obligadas las partes a que 
sus peritos, dentro del plazo de tres días, presenten escrito en el que acepten el cargo conferido y 
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protesten su fiel y legal desempeño, debiendo anexar el original o copia certificada de su cédula 
profesional o documentos que acrediten su calidad de perito en el arte, técnica o industria para el 
que se les designa; manifestando, bajo protesta de decir verdad, que conocen los puntos 
cuestionados y pormenores relativos a la pericial, así como que tienen la capacidad suficiente para 
emitir dictamen sobre el particular, quedando obligados a rendir su dictamen dentro de los diez días 
siguientes a la fecha en que hayan presentado los escritos de aceptación y protesta del cargo de 
perito, salvo que existiera causa bastante por la que tuviera que modificarse la fecha de inicio del 
plazo originalmente concedido. Sin la exhibición de dichos documentos justificativos de su calidad, 
no se tendrá por presentado al perito aceptando el cargo, con la correspondiente sanción para las 
partes; 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DE LA PRESENTE FRACCIÓN, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADA, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
IV.- Cuando se trate de juicios sumarios, especiales, o cualquier otro tipo de controversia de trámite 
específicamente singular, las partes quedan obligadas a presentar a sus peritos dentro de los tres 
días siguientes al proveído en que se les tenga por designados para que se cumpla con lo ordenado 
en el párrafo anterior, los cuales quedan obligados, en estos casos, a rendir su dictamen dentro de 
los cinco días siguientes a la fecha en que hayan aceptado y protestado el cargo; con la misma 
salvedad que la que se establece en la fracción anterior; 
 
V.- Cuando los peritos de las partes rindan sus dictámenes, y éstos resulten substancialmente 
contradictorios, se designará al perito tercero en discordia tomando en cuenta lo ordenado por el 
artículo 349 de este código; 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
VI.- La falta de presentación del escrito del perito designado por la oferente de la prueba, donde 
acepte y proteste el cargo, dará lugar a que se tenga por desierta dicha pericial. Si la contraria no 
designare perito, o el perito por ésta designado, no presentare el escrito de aceptación y protesta del 
cargo, dará como consecuencia que se tenga a ésta por conforme con el dictamen pericial que rinda 
el perito del oferente. 
 
En el supuesto de que el perito designado por alguna de las partes, que haya aceptado y protestado 
el cargo conferido, no presente su dictamen pericial en el término concedido, se entenderá que dicha 
parte acepta aquél que se rinda por el perito de la contraria, y la pericial se desahogará con ese 
dictamen. Si los peritos de ambas partes, no rinden su dictamen dentro del término concedido, el 
juez designará en rebeldía de ambas un perito único, el que rendirá su dictamen dentro del plazo 
señalado en las fracciones III o IV, según corresponda. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
En caso de que el perito designado por alguna de las partes que haya aceptado y protestado el cargo 
conferido no presente su dictamen pericial en el término concedido y previamente se haya 
establecido que se tuvo a la contraria por conforme con el dictamen que aquél debiese rendir, se 
declarará desierta la prueba. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
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En los casos a que se refieren los párrafos anteriores, el juez sancionará a los peritos omisos con 
multa que no será inferior de quinientos pesos ni superior de tres mil pesos; dicho monto se 
actualizará en los términos que establece el artículo 62; 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DE LA PRESENTE FRACCIÓN, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADA, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
VII.- Las partes quedan obligadas a pagar los honorarios de los peritos que hayan nombrado, a 
excepción de lo que establece el último párrafo del artículo 353, así como a presentarlos cuantas 
veces sea necesario al juzgado. También quedarán obligadas a presentar el dictamen pericial dentro 
del plazo señalado; 
 
VIII.- Las partes en cualquier momento podrán convenir en la designación de un solo perito para que 
rinda su dictamen al cual se sujetarán, y 
 
IX.- También las partes en cualquier momento podrán manifestar su conformidad con el dictamen 
del perito de la contraria y hacer observaciones al mismo, que serán consideradas en la valoración 
que realice el juez en su sentencia. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 348 
 
El juez, antes de admitir la prueba pericial, dará vista a la contraria por el término de tres días, para 
que manifieste sobre la pertinencia de tal prueba y para que proponga la ampliación de otros puntos 
y cuestiones además de los formulados por el oferente, para que los peritos dictaminen, y para que 
designe perito de su parte, debiendo nombrarlo en la misma ciencia, arte, técnica, oficio o industria, 
en que la haya propuesto el oferente, así como indicar su cédula profesional o documento que 
acredite su calidad de perito, requisito sin el cual no se le tendrá por designado, con la sanción 
correspondiente a que se refiere el primer párrafo de la fracción VI del artículo anterior. 
 
La substitución de perito sólo podrá hacerse dentro del periodo de ofrecimiento de prueba, pero en 
aquellos casos en que, extinguido ese periodo, quede justificada la causa de la substitución, ésta 
podrá hacerse hasta antes de la audiencia. 
 
ARTICULO 349 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
Cuando los dictámenes rendidos resulten substancialmente contradictorios de tal modo que el juez 
considere que no es posible encontrar conclusiones que le aporten elementos de convicción, 
designará un perito tercero en discordia. A este perito deberá notificársele para que dentro del plazo 
de tres días, presente escrito en el que acepte el cargo conferido y proteste su fiel y legal desempeño, 
debiendo anexar el original o copia certificada de su cédula profesional o documentos que acrediten 
su calidad de perito en el arte, técnica, oficio o industria para el que se le designa, manifestando, 
bajo protesta de decir verdad, que tiene la capacidad suficiente para emitir dictamen sobre el 
particular; así mismo señalará el monto de sus honorarios, en los términos fijados en la Ley Orgánica 
del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, los que deben ser aprobados y autorizados por 
el juez, y cubiertos por ambas partes en igual proporción. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
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(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
El perito tercero en discordia deberá rendir su peritaje precisamente en la audiencia de pruebas; o 
en la fecha en que según las circunstancias del caso señale el Juez y su incumplimiento dará lugar 
a que el tribunal le imponga como sanción pecuniaria, en favor de las partes, el importe de una 
cantidad igual a la que cotizó por sus servicios, en los términos fijados en la Ley Orgánica del Tribunal 
Superior de Justicia del Distrito Federal, al aceptar y protestar el cargo. En el mismo acto, el tribunal 
dictará proveído de ejecución en contra de dicho perito tercero en discordia, además de hacerlo 
saber al tribunal pleno, y a la asociación, colegio de profesionistas o institución que le hubiere 
propuesto por así haberlo solicitado el juez, para los efectos correspondientes. 
 
(REFORMADO [N. DE E. ADICIONADO], D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
En el supuesto del párrafo anterior, el juez designará otro perito tercero en discordia y, de ser 
necesario, suspenderá la audiencia para el desahogo de la prueba en cuestión. 
 
(REFORMADO [N. DE E. ADICIONADO], D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 350 
 
Las partes tendrán derecho a interrogar al o a los peritos que hayan rendido su dictamen, y a que el 
juez ordene su comparecencia en la audiencia de pruebas en la que se lleve a cabo la junta de 
peritos, donde la parte que la haya solicitado o de todos los colitigantes que la hayan pedido, podrán 
formular sus interrogatorios. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 351 
 
El perito que nombre el juez puede ser recusado dentro de los cinco días siguientes a la fecha en 
que se notifique la aceptación y protesta del cargo por dicho perito a los litigantes. Son causas de 
recusación las siguientes: 
 
I.- Ser el perito pariente por consanguinidad o afinidad, dentro del cuarto grado, de alguna de las 
partes, sus apoderados, abogados, autorizados o del juez o sus secretarios, o tener parentesco civil 
con alguna de dichas personas; 
 
II.- Haber emitido sobre el mismo asunto dictamen, a menos de que se haya mandado reponer la 
prueba pericial; 
 
III.- Haber prestado servicios como perito a alguna de las partes o litigantes, salvo el caso de haber 
sido tercero en discordia, o ser dependiente, socio, arrendatario o tener negocios de cualquier clase, 
con alguna de las personas que se indican en la fracción I; 
 
IV.- Tener interés directo o indirecto en el pleito o en otro juicio semejante, o participación en 
sociedad, establecimiento o empresa con alguna de las personas que se indican en la fracción 
primera, y 
 
V.- Tener amistad íntima o enemistad manifiesta con alguna de las partes, sus representantes, 
abogados o con cualquier otra persona de relación familiar cercana a aquéllos. 
 
Propuesta en forma la recusación, el juez mandará se haga saber al perito recusado, para que el 
perito en el acto de la notificación si ésta se entiende con él, manifieste al notificador si es o no 
procedente la causa en que aquélla se funde. 
 
Si la reconoce como cierta, el juez lo tendrá por recusado sin más trámites y en el mismo auto 
nombrará otro perito. Si el recusado no fuere hallado al momento de notificarlo, deberá comparecer 
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en el término de tres días, para manifestar bajo protesta de decir verdad, si es o no procedente la 
causa en que se funde la recusación. 
 
Si admite ser procedente en la comparecencia o no se presenta en el término señalado, el tribunal 
sin necesidad de rebeldía, de oficio, lo tendrá por recusado y en el mismo auto designará otro perito. 
 
Cuando el perito niegue la causa de recusación, el juez mandará que comparezcan las partes a su 
presencia en el día y hora que señale, con las pruebas pertinentes. Las partes y el perito únicamente 
podrán presentar pruebas en la audiencia que para tal propósito cite el juez, salvo que tales 
probanzas sean documentales, mismas que podrán presentarse hasta antes de la audiencia que 
señale el juez. 
 
No compareciendo la parte recusante a la audiencia, se le tendrá por desistida de la recusación. En 
caso de inasistencia del perito se le tendrá por recusado y se designará otro. Lo anterior, salvo que 
las pruebas ofrecidas por la parte recusante o el recusado sean documentales, mismas que podrán 
presentarse hasta antes de la audiencia que señale el juez. 
 
Si comparecen todas las partes litigantes, el juez las invitará a que se pongan de acuerdo sobre la 
procedencia de la recusación, y en su caso sobre el nombramiento del perito que haya de reemplazar 
al recusado. 
 
Si no se ponen de acuerdo, el juez admitirá las pruebas que sean procedentes desahogándose en 
el mismo acto, uniéndose a los autos los documentos e inmediatamente resolverá lo que estime 
procedente. 
 
En el caso de declarar procedente la recusación, el juez en la misma resolución, hará el 
nombramiento de otro perito, si las partes no lo designan de común acuerdo. 
 
Del resultado de esta audiencia, se levantará acta, que firmarán los que intervengan. 
 
Cuando se declare fundada alguna causa de recusación a la que se haya opuesto el perito, el tribunal 
en la misma resolución condenará al recusado a pagar dentro del término de tres días, una sanción 
pecuniaria equivalente al diez por ciento del importe de los honorarios que se hubieren autorizado, 
y su importe se entregará a la parte recusante. 
 
Asimismo, se consignarán los hechos al Ministerio Público para efectos de investigación de falsedad 
en declaraciones judiciales o cualquier otro delito, además de remitir copia de la resolución al 
Consejo de la Judicatura, para que se apliquen las sanciones que correspondan. 
 
No habrá recurso alguno contra las resoluciones que se dicten en el trámite o la decisión de la 
recusación. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 352 
 
En caso de ser desechada la recusación, se impondrá al recusante una sanción pecuniaria a favor 
de su contraparte, siempre que dicha recusación se hubiere promovido de mala fe, la cual no podrá 
ser inferior de seis mil pesos ni superior a diez mil pesos, cantidad que se actualizará en los términos 
del artículo 62. 
 
El juez despachará ejecución para el efecto de que se pueda hacer pago al beneficiario. 
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(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 353 
 
Los jueces podrán designar peritos de entre aquéllos autorizados como auxiliares de la 
administración de justicia o de entre aquéllos propuestos, a solicitud del juez, por colegios, 
asociaciones o barras de profesionales, artísticas, técnicas o científicas o de las instituciones de 
educación superior públicas o privadas o las cámaras de industria, comercio, confederaciones de 
cámaras, o la que corresponda al objeto del peritaje. 
 
Cuando el juez solicite que el perito se designe por alguna de las instituciones señaladas en último 
término, prevendrá a las mismas que la nominación del perito que proponga se realice en un término 
no mayor de cinco días, contados a partir de la recepción de la notificación o mandamiento que 
expida el juez. 
 
En todos los casos en que se trate únicamente de peritajes sobre el valor de cualquier clase de 
bienes y derechos, los mismos se realizarán por avalúos que practiquen dos corredores públicos o 
instituciones de crédito, nombrados por cada una de las partes, y en caso de diferencias en los 
montos que arrojen los avalúos, no mayor del treinta por ciento en relación con el monto mayor, se 
mediarán estas diferencias. De ser mayor tal diferencia, se nombrará un perito tercero en discordia, 
conforme al artículo 349 de este código, en lo conducente. 
 
En el supuesto de que alguna de las partes no exhiba el avalúo a que se refiere el párrafo anterior, 
el valor de los bienes y derechos será el del avalúo que se presente por la parte que lo exhiba, 
perdiendo su derecho la contraria para impugnarlo. 
 
Cuando el juez lo estime necesario, podrá designar a algún corredor público, institución de crédito, 
al Nacional Monte de Piedad o a dependencias o entidades públicas que practican avalúos. 
 
(REFORMADO, G.O. 1 DE JUNIO DE 2000) 
En los casos en que el Tribunal designe a los peritos únicos o terceros en discordia, los honorarios 
de éstos se cubrirán por mitad por ambas partes, observando lo establecido en el párrafo siguiente, 
y aquella que no pague lo que le corresponde será apremiada por resolución que contenga ejecución 
y embargo en sus bienes. 
 
(ADICIONADO, G.O. 1 DE JUNIO DE 2000) 
Cuando la parte que promueve lo haga a través de la Defensoría de Oficio y ésta no cuente con el 
perito solicitado, el juez previa la comprobación de dicha circunstancia, nombrará un perito oficial de 
alguna institución pública que cuente con el mismo; cuando dichas instituciones no cuenten con el 
perito requerido, el juez nombrará perito en términos del primer párrafo del presente artículo, 
proveyendo al perito lo necesario para rendir su dictamen, así como en el caso de que se nombre 
perito tercero. 
 
 
(REUBICADA, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 

 
SECCION V 

Del reconocimiento o inspección judicial 
 
 
ARTICULO 354 
 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, D.O.F. 14 DE ENERO DE 1987) 
El reconocimiento se practicará el día, hora y lugar que se señalen. 
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Las partes, sus representantes o abogados pueden concurrir a la inspección y hacer las 
observaciones que estimen oportunas. 
 
También podrán concurrir a ella los testigos de identidad o peritos que fueren necesarios. 
 
ARTICULO 355 
 
Del reconocimiento se levantará acta, que firmarán los que a él concurran asentándose los puntos 
que lo provocaron, las observaciones, declaraciones de peritos y todo lo necesario para esclarecer 
la verdad. En el caso en que el juez dicta la sentencia en el momento mismo de la inspección, no se 
necesitan esas formalidades, bastando con que se haga referencia a las observaciones que hayan 
provocado su convicción. 
 
Cuando fuere necesario se levantarán planos o se sacarán vistas fotográficas del lugar u objeto 
inspeccionados. 
 
 
(REUBICADA, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
SECCION VI 
 
Prueba testimonial 
 
ARTICULO 356 
 
Todos los que tengan conocimiento de los hechos que las partes deben de probar, están obligados 
a declarar como testigos. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 357 
 
Las partes tendrán obligación de presentar sus propios testigos en términos de lo dispuesto por el 
artículo 120 de esta ley; sin embargo, cuando realmente estuvieran imposibilitadas para hacerlo, lo 
manifestarán así bajo protesta de decir verdad y pedirán que se les cite, expresando las causas de 
su imposibilidad que el juez calificará bajo su prudente arbitrio. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
El juez ordenará la citación con cualquiera de los medios de apremio previstos en el artículo 73. 
 
La prueba se declarará desierta si no es presentado el testigo por el oferente o si ejecutados los 
medios de apremio antes mencionados, no se logra dicha presentación. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
En caso de que el señalamiento de domicilio de algún testigo resulte inexacto o de comprobarse que 
se solicitó su citación con el propósito de retardar el procedimiento, se impondrá al promovente una 
sanción pecuniaria a favor del o los colitigantes, que no podrá ser inferior de seis mil pesos ni superior 
de diez mil pesos, sin perjuicio de que se denuncie la falsedad en que hubiere incurrido, debiendo 
declararse desierta la prueba testimonial. Dicha cantidad se actualizará en los términos del artículo 
62. El juez despachará ejecución para el efecto de que se pueda hacer pago al o los beneficiarios 
proporcionalmente. 
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N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 358 
 
A los testigos de más de setenta años y a los enfermos podrá el juez, según las circunstancias, 
recibirles la declaración en el lugar en donde se encuentren en presencia de la otra parte, si asistiere. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 359 
 
Al Presidente de la República, Jefe de Gobierno del Distrito Federal, Gobernadores de los Estados, 
Ministros de la Suprema Corte de Justicia, a los Secretarios de Estado, a los Titulares de los 
organismos públicos descentralizados o empresas de participación estatal mayoritaria, federales o 
locales, al Gobernador del Banco de México, Senadores, Diputados, Asambleístas, Magistrados, 
Consejeros de la Judicatura y Electorales, Jueces, Generales con mando y a las primeras 
autoridades políticas del Distrito Federal, se pedirá su declaración por oficio, y en esta forma la 
rendirán. En casos urgentes podrán rendir declaraciones personalmente. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 360 
 
Para el examen de los testigos se podrán presentar interrogatorios escritos en cuyo caso se 
agregaran a los autos. De no exhibirse los interrogatorios, las preguntas serán formuladas verbal y 
directamente por las partes, tendrán relación directa con los puntos controvertidos y no serán 
contrarias al derecho o a la moral. Deberán estar concebidas en términos claros y precisos, 
procurando que en una sola no se comprenda más de un hecho. El juez debe cuidar que se cumplan 
estas condiciones impidiendo preguntas que las contraríen. Contra la desestimación de preguntas 
será admisible el recurso de apelación en el efecto devolutivo de tramitación conjunta con la que se 
formule en contra de la sentencia definitiva que se dicte. 
 
ARTICULO 361 
 
La protesta y examen de los testigos se hará en presencia de las partes que concurrieren. Interrogará 
el promovente de la prueba y a continuación los demás litigantes. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 362 
 
No obstante lo dispuesto en los artículos anteriores, cuando el testigo resida fuera del Distrito Federal 
deberá el promovente, al ofrecer la prueba, presentar sus interrogatorios con las copias respectivas 
para las otras partes, que dentro de tres días podrán presentar sus interrogatorios de repreguntas. 
Para el examen de estos testigos, se librará exhorto en que se incluirán, en pliego cerrado, las 
preguntas y repreguntas. Sin la exhibición de los interrogatorios del oferente no se admitirá la prueba. 
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(ADICIONADO, D.O.F. 7 DE ENERO DE 1988) 
ARTICULO 362 BIS 
 
Cuando se solicitare el desahogo de prueba testimonial o de declaración de parte para surtir efectos 
en un proceso extranjero, los declarantes podrán ser interrogados verbal y directamente en los 
términos del artículo 360 de este Código. 
 
Para ello será necesario que se acredite ante el tribunal del desahogo, que los hechos materia del 
interrogatorio están relacionados con el proceso pendiente y que medie solicitud de parte o de la 
autoridad exhortante. 
 
ARTICULO 363 
 
Después de tomarle al testigo la protesta de conducirse con verdad y de advertirle de las penas en 
que incurren los testigos falsos, se hará constar el nombre, edad, estado, domicilio y ocupación; si 
es pariente por consanguinidad o afinidad y en qué grado, de alguno de los litigantes; si es 
dependiente o empleado del que lo presente, o tiene con él sociedad o alguna otra relación de 
intereses; si tiene interés directo o indirecto en el pleito, si es amigo íntimo o enemigo de alguno de 
los litigantes. A continuación se procederá al examen. 
 
ARTICULO 364 
 
Los testigos serán examinados separada y sucesivamente, sin que unos puedan presenciar las 
declaraciones de los otros. A este efecto, el juez fijará un solo día para que se presenten los testigos 
que deban declarar, y designará el lugar en que deben permanecer hasta la conclusión de la 
diligencia, salvo lo dispuesto en los artículos 358 a 360. Si no fuere posible terminar el examen de 
los testigos en un solo día, la diligencia se suspenderá para continuarla al día siguiente. 
 
ARTICULO 365 
 
Cuando el testigo deje de contestar a algún punto o haya incurrido en contradicción, o se haya 
expresado con ambigüedad, pueden las partes llamar la atención del juez para que éste si lo estima 
conveniente, exija al testigo las aclaraciones oportunas. 
 
ARTICULO 366 
 
El tribunal tendrá la más amplia facultad para hacer a los testigos y a las partes las preguntas que 
estime conducentes a la investigación de la verdad respecto a los puntos controvertidos. 
 
ARTICULO 367 
 
Si el testigo no sabe el idioma, rendirá su declaración por medio de intérprete que será nombrado 
por el juez. Si el testigo lo pidiere además de asentarse su declaración en castellano, podrá escribirse 
en su propio idioma por él o por el intérprete. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 368 
 
Las preguntas formuladas al testigo y sus respuestas se asentarán textualmente, siempre que no se 
presente el interrogatorio por escrito. 
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El oferente de la prueba podrá presentar el cuestionario al tenor del cual deberá desahogarse la 
prueba, previa su calificación. 
 
ARTICULO 369 
 
Los testigos están obligados a dar la razón de su dicho y el juez deberá exigirla en todo caso. 
 
ARTICULO 370 
 
La declaración una vez firmada no puede variarse ni en la sustancia ni en la redacción. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
ARTICULO 371 
 
En el acto del examen de un testigo o dentro de los tres días siguientes, pueden las partes atacar el 
dicho de aquél por cualquiera circunstancia que en su concepto afecte su credibilidad, cuando esa 
circunstancia no haya sido ya expresada en sus declaraciones. La petición de tachas se substanciará 
incidentalmente y su resolución se reservará para definitiva, debiendo suspenderse mientras tanto 
el pronunciamiento de ésta. 
 
ARTICULO 372 
 
No es admisible la prueba testimonial para tachar a los testigos que hayan declarado en el incidente 
de tachas. 
 
 
(REUBICADA, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 

 
SECCION VII 

Fotografías, copias fotostáticas y demás elementos 
 
 
ARTICULO 373 
 
Para acreditar hechos o circunstancias que tengan relación con el negocio que se ventile, pueden 
las partes presentar fotografías o copias fotostáticas. 
 
Quedan comprendidas dentro del término fotografías, las cintas cinematográficas y cualesquiera 
otras producciones fotográficas. 
 
ARTICULO 374 
 
Como medio de prueba deben admitirse también los registros dactiloscópicos, fonográficos y demás 
elementos que produzcan convicción en el ánimo del juez. 
 
La parte que presente esos medios de prueba deberá ministrar al tribunal los aparatos o elementos 
necesarios para que pueda apreciarse el valor de los registros y reproducirse los sonidos y figuras. 
 
ARTICULO 375 
 
Los escritos y notas taquigráficas pueden presentarse por vía de prueba, siempre que se acompañe 
la traducción de ellos, haciéndose especificación exacta del sistema taquigráfico empleado. 
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(REUBICADA, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
SECCION VIII 
 
De la fama pública 
 
ARTICULO 376 (DEROGADO, D.O.F. 10 DE ENERO DE 1986) 
 
ARTICULO 377 (DEROGADO, D.O.F. 10 DE ENERO DE 1986) 
 
ARTICULO 378 (DEROGADO, D.O.F. 10 DE ENERO DE 1986) 
 
 
(REUBICADA, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 

 
SECCION IX 

De las presunciones 
 
ARTICULO 379 
 
Presunción es la consecuencia que la ley o el juez deducen de un hecho conocido para averiguar la 
verdad de otro desconocido: la primera se llama legal y la segunda humana. 
 
ARTICULO 380 
 
Hay presunción legal cuando la ley la establece expresamente y cuando la consecuencia nace 
inmediata y directamente de la ley; hay presunción humana cuando de un hecho debidamente 
probado se deduce otro que es consecuencia ordinaria de aquel. 
 
ARTICULO 381 
 
El que tiene a su favor una presunción legal, sólo está obligado a probar el hecho en que se funda 
la presunción. 
 
ARTICULO 382 
 
No se admite prueba contra la presunción legal, cuando la ley lo prohibe expresamente y cuando el 
efecto de la presunción es anular un acto o negar una acción, salvo el caso en que la ley haya 
reservado el derecho de probar. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 10 DE ENERO DE 1986) 
ARTICULO 383 
 
En los supuestos de presunciones legales que admiten prueba en contrario opera la inversión de la 
carga de la prueba. 
 
ARTICULO 384 (DEROGADO Y REUBICADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
 
 
(ADICIONADA, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
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SECCION X 
De la Audiencia 

 
 
(REFORMADO, D.O.F. 14 DE ENERO DE 1987) 
ARTICULO 385 
 
Antes de la celebración de la audiencia, las pruebas deberán prepararse con toda oportunidad para 
que en ella puedan recibirse. 
 
(REUBICADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
ARTICULO 386 
 
La impugnación de falsedad de un documento puede hacerse desde la contestación de la demanda 
hasta seis días antes de la celebración de audiencia de pruebas y alegatos. La parte que redarguye 
de falso un documento debe indicar específicamente los motivos y las pruebas; cuando se impugne 
la autenticidad del documento privado o público sin matriz, deben señalarse los documentos 
indubitables para el cotejo y promoverse la prueba pericial correspondiente. Sin estos requisitos se 
tiene por no redargüido o impugnado el instrumento. 
 
De la impugnación se correrá traslado al colitigante y en la audiencia del juicio se presentarán las 
pruebas y contrapruebas relativas a la impugnación. 
 
Lo dispuesto en este artículo sólo da competencia al juez para conocer y decidir en lo principal la 
fuerza probatoria del documento impugnado, sin que pueda hacerse declaración alguna general que 
afecte al instrumento y sin perjuicio del procedimiento penal a que hubiere lugar. 
 
Si en el momento de la celebración de la audiencia se tramitare proceso penal sobre la falsedad del 
documento en cuestión, el tribunal, sin suspender el procedimiento y según las circunstancias, 
determinará al dictar sentencia si se reservan los derechos del impugnador para el caso en que 
penalmente se demuestre la falsedad o bien puede subordinar la eficacia ejecutiva de la sentencia 
a la prestación de una caución. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 14 DE ENERO DE 1987) 
ARTICULO 387 
 
Constituido el tribunal en audiencia pública el día y horas señalados al efecto, serán llamados por el 
secretario, los litigantes, peritos, testigos y demás personas que por disposición de la Ley deban de 
intervenir en el juicio y se determinará quiénes deben de permanecer en el salón, y quiénes en lugar 
separado, para ser introducidos en su oportunidad. 
 
La audiencia se celebrará concurran o no las partes y estén o no presentes los testigos y peritos y 
los abogados. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 14 DE ENERO DE 1987) 
ARTICULO 388 
 
Las pruebas ya preparadas se recibirán, dejando pendientes para la continuación de la audiencia las 
que no lo hubieren sido. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 389 
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La prueba de confesión se recibirá asentando las declaraciones de las partes haciendo constar las 
contestaciones dadas a las posiciones. El juez debe particularmente atender a que no se formulen 
posiciones extrañas a los puntos cuestionados. Las partes pueden hacerse recíprocamente 
preguntas y formularse posiciones y el juez tiene la facultad de asentar, o el resultado de este careo, 
o bien las contestaciones conteniendo las preguntas. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 390 
 
Enseguida se relatarán los documentos presentados, poniéndose de manifiesto planos, croquis o 
esquemas. Las partes con sencillez, pueden explicar al juez los documentos en que funden su 
derecho, mostrándolos y leyéndolos en la parte conducente; el juez puede hacer todas las preguntas 
necesarias sobre el contenido de los instrumentos. No se requiere hacer constar en el acta las 
exposiciones de las partes sobre los documentos ni las preguntas del tribunal. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 21 DE ENERO DE 1967) (REUBICADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
ARTICULO 391 
 
Los peritos dictaminarán por escrito u oralmente en presencia de las partes y del tercero en discordia 
si lo hubiere.  Tanto las partes, como el tercero y el juez pueden formular observaciones y hacer 
preguntas pertinentes durante la audiencia, en la cual se rendirá la prueba, y el tercero dirá su 
parecer. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
Los peritos citados oportunamente serán sancionados con una multa que no será inferior de dos mil 
pesos ni superior de cinco mil pesos, en caso de que no concurran, salvo causa grave que calificará 
el juez, dicho monto se actualizará en los términos del artículo 62. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 392 
 
Los testigos indicados en el auto de admisión de pruebas serán examinados en la audiencia, en 
presencia de las partes. El juez puede de oficio interrogar ampliamente a los testigos sobre los 
hechos objeto de esta prueba, para el mejor esclarecimiento de la verdad. Las partes también 
pueden interrogar a los testigos, limitándose a los hechos o puntos controvertidos; y el juez 
estrictamente debe impedir preguntas ociosas o impertinentes. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 14 DE ENERO DE 1987) 
ARTICULO 393 
 
Concluida la recepción de las pruebas, el tribunal dispondrá que las partes aleguen por sí o por sus 
abogados o apoderados, primero el actor y luego el demandado; el Ministerio Público alegará 
también en los casos en que intervenga, procurando la mayor brevedad y concisión. No se podrá 
hacer uso de la palabra por más de un cuarto de hora en primera instancia y de media hora en 
segunda. 
 
(REUBICADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
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ARTICULO 394 
 
Queda prohibida la práctica de dictar los alegatos a la hora de la diligencia. Los alegatos serán 
verbales y pueden las partes presentar sus conclusiones por escrito. 
 
(REUBICADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
ARTICULO 395 
 
Los tribunales deben dirigir los debates previniendo a las partes se concreten exclusivamente a los 
puntos controvertidos evitando digresiones. Pueden interrumpir a los litigantes para pedirles 
explicaciones e interrogarlos sobre los puntos que estimen conveniente, ya sobre las constancias de 
autos o ya sobre otros particulares relativos al negocio. 
 
Cuando se invoquen jurisprudencia, doctrinas o leyes de los Estados, pueden exigir que se presenten 
en el acto mismo. 
 
ARTICULO 396 (DEROGADO Y REUBICADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
 
(REFORMADO, D.O.F. 10 DE ENERO DE 1986) 
ARTICULO 397 
 
De esta audiencia, el secretario, bajo la vigilancia del juez, levantará acta desde que principie hasta 
que concluya la diligencia, haciendo constar el día, lugar y hora, la autoridad judicial ante quien se 
celebra, los nombres de las partes y abogados, peritos, testigos, intérpretes, el nombre de las partes 
que no concurrieron, las decisiones judiciales sobre legitimación procesal, competencia, cosa 
juzgada e incidentes, declaraciones de las partes en la forma expresada en el artículo 389 de este 
Código, extracto de las conclusiones de los peritos y de las declaraciones de los testigos conforme 
al artículo 392 del mismo ordenamiento, el resultado de la inspección ocular si la hubo y los 
documentos ofrecidos como pruebas si no constaren ya en el auto de admisión; las conclusiones de 
las partes en el debate oral, a no ser que por escrito las hubieren presentado los litigantes, y los 
puntos resolutivos del fallo. 
 
Los peritos y testigos pueden retirarse de la audiencia después de desempeñar su cometido, 
firmando al margen del acta en la parte correspondiente a ellos. 
 
ARTICULO 398 
 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, D.O.F. 10 DE ENERO DE 1986) 
Los tribunales, bajo su más estricta responsabilidad, al celebrar la audiencia de prueba (sic) y 
alegatos deben observar las siguientes reglas: 
 
I.- Continuación del procedimiento de tal modo que no pueda suspenderse ni interrumpirse la 
audiencia hasta que no haya terminado; en consecuencia, desecharán de plano las recusaciones y 
los incidentes que pudieran interrumpirla; 
 
(REFORMADA, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
II.- Los jueces que resuelvan deben ser los mismos que asistieron a la recepción de las pruebas y 
alegatos de las partes. Si por causa insuperable dejare el juez de continuar la audiencia y fuere 
distinto el que lo substituyere en el conocimiento del negocio, puede ordenar la ampliación de 
cualquier diligencia probatoria en términos de lo dispuesto por el artículo 279, de esta ley; 
 
III.- Mantener la mayor igualdad entre las partes de modo que no se haga concesión a una de ellas 
sin que se haga lo mismo con la otra; 
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(REFORMADA, D.O.F. 10 DE ENERO DE 1986) 
IV.- Evitar digresiones, reprimiendo con energía las promociones de las partes que tiendan a 
suspender o retardar el procedimiento y, si fuere procedente, aplicarán lo ordenado por el artículo 
61 de este Código, y 
 
(REFORMADA, D.O.F. 10 DE ENERO DE 1986) 
V.- Siempre será pública la audiencia, excepto en los casos a que se refiere el artículo 59 de este 
ordenamiento. 
 
(REUBICADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
ARTICULO 399 
 
Si por causas graves hubiere necesidad de prolongar la audiencia durante horas inhábiles, no se 
requiere providencia de habilitación. 
 
Cuando haya necesidad de diferirla se continuará en las primeras horas hábiles siguientes. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 10 DE ENERO DE 1986) 
ARTICULO 400 
 
En los tribunales colegiados, cuando falte la mayoria o estuviere integrada por magistrados diferentes 
a los que presidieron la audiencia anterior, tendrá efecto la repetición de las pruebas y alegatos a 
que se refiere la fracción II del artículo 398. 
 
ARTICULO 401 (DEROGADO Y REUBICADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
 
 
(DEROGADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 

 
CAPITULO VI 

De la recepción oral de las pruebas 
 
 

CAPITULO VII 
Del valor de las pruebas 

 
 
(REFORMADO, D.O.F. 10 DE ENERO DE 1986) 
ARTICULO 402 
 
Los medios de prueba aportados y admitidos, serán valorados en su conjunto por el juzgador, 
atendiendo a las reglas de la lógica y de la experiencia. En todo caso el tribunal deberá exponer 
cuidadosamente los fundamentos de la valoración jurídica realizada y de su decisión. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 10 DE ENERO DE 1986) 
ARTICULO 403 
 
Queda exceptuada de la disposición anterior la apreciación de los documentos públicos, los que 
tendrán valor probatorio pleno, y por tanto no se perjudicarán en cuanto a su validez por las 
excepciones que se aleguen para destruir la pretensión que en ellos se funde. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 404 (DEROGADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
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N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 405 (DEROGADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
 
ARTICULO 406 (DEROGADO, D.O.F. 10 DE ENERO DE 1986) 
 
ARTICULO 407 (DEROGADO, D.O.F. 10 DE ENERO DE 1986) 
 
ARTICULO 408 (DEROGADO, D.O.F. 10 DE ENERO DE 1986) 
 
ARTICULO 409 (DEROGADO, D.O.F. 10 DE ENERO DE 1986) 
 
ARTICULO 410 (DEROGADO, D.O.F. 10 DE ENERO DE 1986) 
 
ARTICULO 411 (DEROGADO, D.O.F. 10 DE ENERO DE 1986) 
 
(REFORMADO, D.O.F. 10 DE ENERO DE 1986) 
ARTICULO 412 
 
Las partidas registradas por los párrocos, anteriores al establecimiento del Registro Civil, sólo 
producirán efecto probatorio en lo relativo al estado civil de las personas, cuando sean cotejadas por 
notario público. 
 
ARTICULO 413 (DEROGADO, D.O.F. 10 DE ENERO DE 1986) 
 
ARTICULO 414 (DEROGADO, D.O.F. 10 DE ENERO DE 1986) 
 
ARTICULO 415 (DEROGADO, D.O.F. 10 DE ENERO DE 1986) 
 
ARTICULO 416 (DEROGADO, D.O.F. 10 DE ENERO DE 1986) 
 
ARTICULO 417 (DEROGADO, D.O.F. 10 DE ENERO DE 1986) 
 
ARTICULO 418 (DEROGADO, D.O.F. 10 DE ENERO DE 1986) 
 
ARTICULO 419 (DEROGADO, D.O.F. 10 DE ENERO DE 1986) 
 
ARTICULO 420 (DEROGADO, D.O.F. 10 DE ENERO DE 1986) 
 
ARTICULO 421 (DEROGADO, D.O.F. 10 DE ENERO DE 1986) 
 
ARTICULO 422 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
Para que la cosa juzgada surta efecto en otro juicio, es necesario que entre el caso resuelto por la 
sentencia y aquel en que ésta sea invocada, concurra identidad en las cosas, las causas, las 
personas de los litigantes y la calidad con que lo fueren. 
 
En las cuestiones relativas al estado civil de las personas y a las de validez o nulidad de las 
disposiciones testamentarias, la presunción de cosa juzgada es eficaz contra terceros aunque no 
hubiesen litigado. 
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Se entiende que hay identidad de personas siempre que los litigantes del segundo pleito, sean 
causahabientes de los que contendieron en el pleito anterior o estén unidos a ellos por solidaridad o 
indivisibilidad de las prestaciones entre los que tienen derecho a exigirlas u obligación de 
satisfacerlas. 
 
ARTICULO 423 (DEROGADO, D.O.F. 10 DE ENERO DE 1986) 
 
ARTICULO 424 (DEROGADO, D.O.F. 10 DE ENERO DE 1986) 
 
 
(DEROGADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
CAPITULO VIII 
 
De los alegatos en el procedimiento escrito 
 
ARTICULO 425 (DEROGADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
 
 
(REFORMADA SU DENOMINACIÓN, G.O. 19 DE JUNIO DE 2013) 
CAPITULO IX 
 
De las sentencias ejecutoriadas y cosa juzgada 
 
(REFORMADO, G.O. 23 DE MARZO DE 2017) 
ARTICULO 426. Hay cosa juzgada cuando la sentencia causa ejecutoria, cuando las partes celebran 
un convenio emanado del procedimiento de mediación a que se refiere la Ley de Justicia Alternativa 
del Tribunal Superior de Justicia para el Distrito Federal, o cuando las partes celebran convenios 
como resultado de la mediación comunitaria prevista en las leyes de la Ciudad de México. 
 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, G.O. 18 DE JULIO DE 2018) 
Causan ejecutoria por ministerio de ley: 
 
(REFORMADA, G.O. 18 DE JULIO DE 2018) 
I. Las sentencias pronunciadas en juicios cuyo monto sea inferior a la cantidad que el artículo 691 
establece para que un juicio sea apelable. Dichas cantidades se actualizarán en los términos del 
artículo 62. Se exceptúan los interdictos, los asuntos de competencia de los jueces de lo familiar y 
las relativas a la materia de arrendamiento inmobiliario;  
 
II. Las sentencias de segunda instancia;  
 
III. Las que resuelvan una queja;  
 
IV. Las que dirimen o resuelven una competencia;  
 
V. Las demás que se declaran irrevocables por prevención expresa de la ley;  
 
VI. Las sentencias que no puedan ser recurridas por ningún medio ordinario; y  
 
VII. Los convenios emanados del procedimiento de mediación a que se refiere la Ley de Justicia 
Alternativa del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal. 
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ARTICULO 427 
 
Causan ejecutoria por declaración judicial: 
 
I.- Las sentencias consentidas expresamente por las partes o por sus mandatarios con poder o 
cláusula especial; 
 
II.- Las sentencias de que hecha notificación en forma, no se interpone recurso en el término 
señalado por la ley, y 
 
III.- Las sentencias de que se interpuso recurso pero no se continuó en forma y término legales o se 
desistió de él la parte o su mandatario con poder o cláusula especial. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 14 DE ENERO DE 1987) 
ARTICULO 428 
 
En los casos a que se refiere la fracción I del artículo anterior, el juez de oficio hará la declaración 
correspondiente. 
 
En el caso de la fracción II, la declaración se hará de oficio o a petición de parte, previa la certificación 
correspondiente de la Secretaría.  Si hubiere deserción o desistimiento del recurso, la declaración la 
hará el tribunal o el juez, en su caso. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 429 
 
El auto en que se declara que una sentencia ha causado o no ejecutoria, no admite ningún recurso. 
 
 
(REFORMADA SU DENOMINACIÓN, G.O. 9 DE JUNIO DE 2004) 
TÍTULO SÉPTIMO 
 
De los juicios especiales y de las vías de apremio 
 
 
(ADICIONADO, G.O. 9 DE JUNIO DE 2004) 
CAPITULO I 
 
De la pérdida de la patria potestad de menores acogidos por una Institución pública o privada de 
asistencia social 
 
(REFORMADO, G.O. 15 DE JUNIO DE 2011) 
ARTICULO 430 
 
Se tramitará el procedimiento a que se refiere este capítulo tratándose de menores recibidos por una 
institución pública o privada de asistencia social para el efecto de que se decrete la pérdida de la 
patria potestad, sólo en los casos previstos en el artículo 444 fracciones III, V, VI y VII del Código 
Civil, correspondiéndole la acción al representante legal de la institución o al Ministerio Público. 
 
El Ministerio Público deberá de ejercitar la acción de forma inmediata una vez transcurrido el término 
que la ley señala. 
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(REFORMADO, G.O. 15 DE JUNIO DE 2011) 
ARTICULO 431 
 
Presentada la demanda deberá ser proveída dentro del término de tres días. 
 
El auto en el que se admita, ordenará correr traslado en forma inmediata a las personas a las que 
se refiere el artículo 414 del Código Civil, a fin de que en un plazo de cinco días presenten su 
contestación. En caso que se desconozca la identidad de las personas a que se refiere el presente 
párrafo, o su domicilio, el Juez mandará publicar un edicto que surtirá efectos de notificación en los 
términos del artículo 122 del presente Código. Asimismo proveerá la celebración de audiencia de 
pruebas y alegatos que se deberá llevar a cabo dentro de los veinte días contados a partir del auto 
admisorio, debiendo ordenar la citación conforme a las reglas de las notificaciones personales. 
 
A efecto de que la audiencia no se difiera injustificadamente, el Juez dictará las medidas de apremio 
a que se refiere el artículo 973 del presente Código, que estime más eficaces, sin seguir orden 
alguno. 
 
Es responsabilidad del actuario notificar a las partes en forma inmediata el auto admisorio. 
 
(REFORMADO [N. DE E. ADICIONADO], G.O. 9 DE JUNIO DE 2004) 
ARTICULO 432 
 
Las notificaciones se sujetarán a lo dispuesto por el Título Segundo, Capítulo Quinto de este Código. 
 
(REFORMADO [N. DE E. ADICIONADO], G.O. 9 DE JUNIO DE 2004) 
ARTICULO 433 
 
Todas las excepciones deberán hacerse valer en la contestación. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
Los incidentes no suspenden el procedimiento y todas las excepciones que se opongan se 
resolverán en la sentencia definitiva. 
 
Si la parte demandada no formula su contestación, se tendrá por contestada en sentido negativo. 
 
En este juicio no es admisible la reconvención. 
 
(REFORMADO, G.O. 15 DE JUNIO DE 2011) 
ARTICULO 434 
 
Las pruebas deberán ofrecerse en los escritos de demanda y contestación. Las pruebas 
supervenientes se regirán por las reglas generales previstas en este Código. 
 
Las partes deberán de presentar a sus testigos y peritos. En caso de que el oferente manifestare 
bajo protesta de decir verdad no estar en posibilidad de hacerlo, se impondrá al actuario del juzgado 
la obligación de citar a los primeros y de hacer saber su cargo a los segundos, citándolos para la 
audiencia respectiva, en la que deberán rendir dictamen. Dicha citación se hará con apercibimiento 
de arresto hasta por treinta y seis horas, de no comparecer el testigo o el perito sin causa justificada. 
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(ADICIONADO, G.O. 15 DE JUNIO DE 2011) 
ARTICULO 434 BIS 
 
El juez procurara desahogar todas las pruebas en una sola audiencia, la cual sólo podrá diferirse, 
por causas excepcionales, una sola vez dentro de un término no mayor de cinco días. Desahogadas 
las pruebas y concluida la fase de alegatos, se dictará Sentencia dentro de los cinco días siguientes. 
 
(REFORMADO [N. DE E. ADICIONADO], G.O. 9 DE JUNIO DE 2004) 
ARTICULO 435 
 
Contra la Sentencia que se dicte procede la apelación en ambos efectos. 
 
ARTICULO 436 (DEROGADO, D.O.F. 21 DE ENERO DE 1967) 
 
ARTICULO 437 (DEROGADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
 
ARTICULO 438 (DEROGADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
 
ARTICULO 439 (DEROGADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
 
ARTICULO 440 (DEROGADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
 
ARTICULO 441 (DEROGADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
 
ARTICULO 442 (DEROGADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
 
 
CAPITULO II 
 
Del juicio ejecutivo 
 
 
SECCION I 
 
Reglas generales 
 
ARTICULO 443 
 
Para que el juicio ejecutivo tenga lugar se necesita un título que lleve aparejada ejecución. 
 
Traen aparejada ejecución: 
 
I.- La primera copia de una escritura pública expedida por el juez o notario ante quien se otorgó; 
 
II.- Las ulteriores copias dadas por mandato judicial, con citación de la persona a quien interesa; 
 
III.- Los demás instrumentos públicos que conforme al artículo 333 hacen prueba plena; 
 
IV.- Cualquier documento privado después de reconocido por quien lo hizo o lo mandó extender; 
basta con que se reconozca la firma aun cuando se niegue la deuda; 
 
V.- La confesión de la deuda hecha ante juez competente por el deudor o por su representante con 
facultades para ello; 
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VI.- Los convenios celebrados en el curso de un juicio ante el juez, ya sea de las partes entre sí o  
terceros que se hubieren obligado como fiadores, depositarios o en cualquiera otra forma; 
 
VII.- Las pólizas originales de contratos celebrados con intervención de corredor público; 
 
VIII.- El juicio uniforme de contadores si las partes ante el juez o por escritura pública o por escrito 
privado reconocido judicialmente se hubieren sujetado a él expresamente o lo hubieren aprobado; 
 
(ADICIONADA, G.O. 27 DE ENERO DE 2011) 
IX.- El estado de liquidación de adeudos, intereses moratorios y/o pena convencional que se haya 
estipulado en la Asamblea General de Condóminos, suscrita por el administrador y/o comité 
vigilancia (sic), en el que se incluya copia certificada por Notario Público o por la Procuraduría Social 
del Distrito Federal, del Acta de Asamblea General relativa y/o del Reglamento Interno del 
condominio o conjunto condominal, en el que se haya determinado las cuotas a cargo de los 
condóminos o poseedores para los fondos de mantenimiento, administración, reserva, intereses y 
demás obligaciones de los condóminos. De acuerdo a lo estipulado en el párrafo tercero del artículo 
59 de la nueva Ley de Propiedad en Condominio de Inmuebles para el Distrito Federal. 
 
(ADICIONADA, G.O. 19 DE JUNIO DE 2013) 
X.- Los convenios emanados del procedimiento de mediación que cumplan con los requisitos 
previstos en la Ley de Justicia Alternativa del Tribunal Superior de Justicia para el Distrito Federal, y 
 
(ADICIONADA, G.O. 19 DE JUNIO DE 2013) 
XI.- Los demás a los que se les reconozca ese carácter por la Ley. 
 
(REFORMADO, G.O. 23 DE MARZO DE 2017) 
ARTICULO 444. Las sentencias que causen ejecutoria y los convenios judiciales, los convenios 
celebrados ante la Procuraduría Federal del Consumidor, los convenios celebrados ante la 
Procuraduría Social de la Ciudad de México, los convenios emanados del procedimiento de 
mediación, incluidos los de mediación comunitaria prevista en las leyes de la Ciudad de México, que 
cumplan con los requisitos previstos en la Ley de Justicia Alternativa del Tribunal Superior de Justicia 
para el Distrito Federal, los convenios celebrados ante los Juzgados Cívicos tratándose de daños 
culposos causados con motivo del tránsito de vehículos, los convenios de transacción, los laudos 
que emitan las propias Procuradurías antes mencionadas y los laudos arbitrales o juicios de 
contadores, motivarán ejecución, si el interesado no intentare la vía de apremio. 
 
ARTICULO 445 
 
Cuando la confesión judicial se haga durante la secuela del juicio ordinario, cesará éste si el actor lo 
pidiere y se procederá en la vía ejecutiva. 
 
Si la confesión sólo afecta a una parte de lo demandado, se procederá en la vía ejecutiva por la parte 
confesada, si el actor lo pidiere así y por el resto seguirá el juicio ordinario su curso. 
 
ARTICULO 446 
 
La ejecución no puede despacharse sino por cantidad líquida. 
 
Si el título ejecutivo o las diligencias preparatorias determinan una cantidad líquida en parte y en 
parte ilíquida, por aquélla se decretará la ejecución reservándose por el resto los derechos del 
promovente. 
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ARTICULO 447 
 
Las cantidades que por intereses o perjuicios formen parte de la deuda reclamada y no estuvieren 
liquidadas al despacharse la ejecución, lo serán en su oportunidad y se decidirán en la sentencia 
definitiva. 
 
ARTICULO 448 
 
Las obligaciones sujetas a condición suspensiva o a plazo no serán ejecutivas sino cuando aquélla 
o éste se hayan cumplido, salvo lo dispuesto en los artículos 1,945 y 1,959 del Código Civil. 
 
ARTICULO 449 
 
Si el título ejecutivo contiene obligación de hacer se observarán las reglas siguientes: 
 
I.- Si el actor exige la prestación del hecho por el obligado o por un tercero conforme al artículo 2,064 
del Código Civil, el juez, atendidas las circunstancias del hecho, señalará un término prudente para 
que se cumpla la obligación; 
 
II.- Si en el contrato se estableció alguna pena por el importe de ésta, se decretará la ejecución; 
 
III.- Si no se fijó la pena, el importe de los daños y perjuicios será fijado por el actor cuando 
transcurrido el plazo para la prestación del hecho por el obligado mismo, el demandante optare por 
el resarcimiento de daños y perjuicios; en este caso el juez debe moderar prudentemente la cantidad 
señalada; 
 
IV.- Hecho el acto por el tercero o efectuado el embargo por los daños y perjuicios o la pena, puede 
oponerse el demandado, de la misma manera que en las demás ejecuciones. 
 
ARTICULO 450 
 
Cuando el título ejecutivo contenga la obligación de entregar cosas que sin ser dinero se cuentan 
por número, peso o medida, se observarán las reglas siguientes: 
 
I.- Si no se designa la calidad de la cosa y existieren de varias clases en poder del deudor, se 
embargarán las de mediana calidad; 
 
II.- Si hubiere sólo calidades diferentes a la estipulada, se embargarán si así lo pidiere el actor, sin 
perjuicio de que en la sentencia definitiva se hagan los abonos recíprocos correspondientes; 
 
(REFORMADA, D.O.F. 14 DE ENERO DE 1987) 
III.- Si no hubiere en poder del demandado ninguna calidad, se despachará ejecución por la cantidad 
de dinero que señale el actor, debiendo prudentemente moderarla el juez, de acuerdo con los precios 
corrientes en plaza, sin perjuicio de lo que señale por daños y perjuicios moderables también. 
 
ARTICULO 451 
 
Cuando la acción ejecutiva se ejercite sobre cosa cierta y determinada o en especie, si hecho el 
requerimiento de entrega el demandado no la hace, se pondrá en secuestro judicial. 
 
Si la cosa ya no existe se embargarán bienes que cubran su valor fijado por el ejecutante y los daños 
y perjuicios como en las demás ejecuciones, pudiendo ser moderada la cantidad por el juzgador. El 
ejecutado puede oponerse a los valores fijados y rendir las pruebas que juzgue conveniente durante 
la tramitación del juicio. 
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ARTICULO 452 
 
Si la cosa especificada se halla en poder de un tercero, la acción ejecutiva no podrá ejercitarse contra 
éste, sino en los casos siguientes: 
 
I.-  Cuando la acción sea real; 
 
II.- Cuando se haya declarado judicialmente que la enajenación por la que adquirió el tercero está 
en los casos de los artículos 2,163, 2,168 del Código Civil y los demás preceptos en que 
expresamente se establezca esa responsabilidad. 
 
(REFORMADO G.O. 14 DE JULIO DE 2014) 
Artículo 453. Hecho el embargo se emplazará al deudor en persona, conforme al artículo 535, para 
que en un término no mayor de quince días, ocurra a hacer el pago o a oponer excepciones y 
defensas que tuviere; siguiéndose el juicio por todos los trámites del juicio ordinario. Para los efectos 
del remate, en su caso, se estará a lo dispuesto por los artículos 569, 570 y demás relativos de este 
Código. 
 
En los casos en que el juicio sea apelable en términos de este código, la vía ejecutiva podrá 
impugnarse mediante recurso de apelación que se haga valer contra el auto admisorio de la 
demanda que procederá en el efecto devolutivo de tramitación inmediata. 
 
ARTICULO 454 
 
Los juicios ejecutivos contendrán siempre dos secciones: la del principal conteniendo la demanda, 
la contestación, el juicio y su sentencia. 
 
La segunda sección contendrá el auto de ejecución y todo lo relativo a ésta, a la depositaría y sus 
incidentes, a la mejora y reducción del embargo, al avalúo y remate de los bienes; todo lo cual debe 
formar un cuaderno que aunque sea accesorio del principal debe tramitarse por cuerda separada. 
 
ARTICULO 455 (DEROGADO, D.O.F. 21 DE ENERO DE 1967) 
 
ARTICULO 456 
 
La sección de ejecución se integrará con: 
 
(ADICIONADA [N. DE E. REFORMADA], D.O.F. 21 DE ENERO DE 1967) 
I.- Copia cotejada de la demanda y en su caso de la sentencia; 
 
(REFORMADA, D.O.F. 14 DE ENERO DE 1987) 
II.- Copia simple del auto de ejecución dictado en el principal; 
 
III.- Nombramiento de depositario y otorgamiento de su fianza o caución; 
 
IV.- Cuentas de los depositarios e incidentes correspondientes; 
 
V.- Remoción de depositarios y nombramiento de los substitutos; 
 
VI.- Avalúos periciales y sus incidentes; 
 
VII.- Arrendamiento de bienes depositados; 
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(REFORMADA, D.O.F. 14 DE ENERO DE 1987) 
VIII.- Mandamiento de subastar los bienes embargados; 
 
IX.- Remate, calificación de posturas y fincamiento del mismo; 
 
(REFORMADA, D.O.F. 14 DE ENERO DE 1987) 
X.- Aprobación del remate; y 
 
XI.- Posesión de los bienes adjudicados y otorgamiento de las escrituras correspondientes en 
rebeldía de las partes. 
 
ARTICULO 457 
 
Terminada la sección de ejecución se agregará al cuaderno principal del juicio. 
 
ARTICULO 458 (DEROGADO, D.O.F. 21 DE ENERO DE 1967) 
 
ARTICULO 459 (DEROGADO, D.O.F. 21 DE ENERO DE 1967) 
 
ARTICULO 460 (DEROGADO, D.O.F. 21 DE ENERO DE 1967) 
 
(REFORMADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
ARTICULO 461 
 
Agotado el procedimiento, la sentencia debe decidir los derechos controvertidos. De resultar probada 
la acción, la sentencia decretará que ha lugar a hacer trance y remate de los bienes embargados y 
con el producto, pago al acreedor. 
 
ARTICULO 462 
 
Si el crédito que se cobra está garantizado con hipoteca, el acreedor podrá intentar el juicio 
hipotecario, el ejecutivo o el ordinario. 
 
ARTICULO 463 
 
Cuando el deudor consignare la cantidad reclamada para evitar los gastos y molestias del embargo 
reservándose el derecho de oponerse, se suspenderá el embargo y la cantidad se depositará 
conforme a la ley; si la cantidad consignada no fuere suficiente para cubrir la deuda principal y las 
costas se practicará el embargo por lo que falte. 
 
 
SECCION II 
 
Acción Rescisoria 
 
ARTICULO 464 
 
Si el título ejecutivo contiene obligaciones recíprocas, la parte que solicite la ejecución al presentar 
la demanda hará la consignación de las prestaciones debidas al demandado o comprobará 
fehacientemente haber cumplido con su obligación. 
 
ARTICULO 465 
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El contrato de compraventa concertado bajo la condición resolutoria de la falta de pago del precio 
total o parcial, da lugar a la acción ejecutiva para recuperar la cosa vendida si el acreedor consigna 
las prestaciones recibidas del demandado con la reducción correspondiente al demérito de la cosa 
calculado en el contrato o prudentemente por el juez. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
ARTICULO 466 
 
Procede también la acción ejecutiva para recuperar, bajo las mismas condiciones indicadas en el 
artículo anterior, el bien que se enajenó con reserva del dominio hasta la total solución del precio. 
 
ARTICULO 467 
 
Para que procedan en vía ejecutiva las acciones a que se refieren los artículos que preceden se 
necesita que los contratos se hayan registrado como lo previene el Código Civil. 
 
 
CAPITULO III 
 
Del juicio hipotecario 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 468 
 
Se tramitará en la vía especial hipotecaria todo juicio que tenga por objeto la constitución, ampliación, 
división, registro y extinción de una hipoteca, así como su nulidad, cancelación, o bien, el pago o 
prelación del crédito que la hipoteca garantice. 
 
Para que el juicio que tenga por objeto el pago o la prelación de un crédito hipotecario se siga según 
las reglas del presente capítulo, es requisito indispensable que el crédito conste en escritura pública 
o escrito privado, según corresponda en los términos de la legislación común, y registrado en el 
Registro Público de la Propiedad y que sea de plazo cumplido, o que éste sea exigible en los términos 
pactados o bien conforme a las disposiciones legales aplicables. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 469 
 
Procederá el juicio hipotecario sin necesidad de que el contrato esté inscrito en el Registro Público 
de la Propiedad, cuando: 
 
I.- El documento base de la acción tenga carácter de título ejecutivo; 
 
II.- El bien se encuentre inscrito a favor del demandado, y 
 
III.- No exista embargo o gravamen en favor de tercero, inscrito cuando menos noventa días 
anteriores a la de la presentación de la demanda. 
 
ARTICULO 470 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
Presentado el escrito de demanda, acompañado del instrumento respectivo, el juez, si encuentra 
que se reúnen los requisitos fijados por los artículos anteriores, admitirá la misma y mandará anotar 
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la demanda en el Registro Público de la Propiedad y que se corra traslado de ésta al deudor y, en 
su caso, al titular registral del embargo o gravamen por plazo inferior a que se refiere la fracción III, 
del artículo anterior, para que dentro del término de quince días ocurra a contestarla y a oponer las 
excepciones que no podrán ser otras que: 
 
(REFORMADA, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
I.- Las procesales previstas en este código; 
 
(REFORMADA, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
II.- Las fundadas en que el demandado no haya firmado el documento base de la acción, su 
alteración o la de falsedad del mismo; 
 
(REFORMADA, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
III.- Falta de representación, de poder bastante o facultades legales de quien haya suscrito en 
representación del demandado el documento base de la acción; 
 
(REFORMADA, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
IV.- Nulidad del contrato; 
 
(REFORMADA, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
V.- Pago o compensación; 
 
(REFORMADA, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
VI.- Remisión o quita; 
 
(REFORMADA, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
VII.- Oferta de no cobrar o espera; 
 
(REFORMADA, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
VIII.- Novación de contrato, y 
 
(REFORMADA, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
IX.- Las demás que autoricen las leyes. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
Las excepciones comprendidas en las fracciones de la V a la VIII sólo se admitirán cuando se funden 
en prueba documental. Respecto de las excepciones de litispendencia y conexidad sólo se admitirán 
si se exhiben con la contestación las copias selladas de la demanda y contestación de ésta o de las 
cédulas del emplazamiento del juicio pendiente o conexo, o bien la documentación que acredite que 
se encuentra tramitando un procedimiento arbitral. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
El juez bajo su más estricta responsabilidad revisará escrupulosamente la contestación de la 
demanda y desechará de plano las excepciones diferentes a las que se autorizan, o aquéllas en que 
sea necesario exhibir documento y el mismo no se acompañe, salvo los casos a que se refieren los 
artículos 95 y 96 de este código. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
La reconvención sólo será procedente cuando se funde en el mismo documento base de la acción o 
se refiera a su nulidad. En cualquier otro caso se desechará de plano. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
Las cuestiones relativas a la personalidad de las partes no suspenderán el procedimiento y se 
resolverán de plano en la audiencia. Si el demandado se allanare a la demanda y solicitare término 
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de gracia para el pago o cumplimiento de lo reclamado, el juez dará vista al actor para que, dentro 
de tres días manifieste lo que a su derecho convenga, debiendo el juez resolver de acuerdo a tales 
proposiciones de las partes. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 471 
 
Tanto en la demanda como en la contestación a la misma, en la vista que se dé con ésta a la actora, 
y en su caso en la reconvención y en la contestación a ésta, las partes tienen la obligación de ser 
precisos, indicando en los hechos si sucedieron ante testigos, citando los nombres y apellidos de 
éstos y presentando todos los documentos relacionados con tales hechos. En los mismos escritos, 
las partes deben ofrecer todas sus pruebas, relacionándolas con los hechos que se pretendan 
probar. En el caso de que las pruebas ofrecidas sean contra la moral o el derecho, sobre hechos que 
no han sido controvertidos por las partes, sobre hechos imposibles o notoriamente inverosímiles, o 
no se hayan relacionado con los mismos, el juez las desechará. Las pruebas que se admitan se 
desahogarán en la audiencia. 
 
Salvo el caso de allanamiento total a la demanda, en que el juez citará para sentencia definitiva, con 
el escrito de contestación a la demanda se dará vista al actor para que manifieste lo que a su derecho 
convenga, hecho lo cual o transcurrido el plazo para ello, se señalará fecha para la celebración de 
la audiencia que deberá fijarse dentro de los veinticinco días siguientes. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
Si hubiere reconvención se correrá traslado de ésta a la actora principal para que la conteste dentro 
de los nueve días siguientes y en el mismo proveído, dará vista por tres días con las excepciones 
opuestas para que manifieste lo que a su derecho convenga. 
 
Contestada la reconvención o transcurrido el plazo para ello, se señalará día y hora para la audiencia 
dentro del término arriba señalado. 
 
ARTICULO 472 (DEROGADO, D.O.F. 21 DE ENERO DE 1967) 
 
ARTICULO 473 
 
Terminada la sección de ejecución se agregará al cuaderno principal del juicio. 
 
ARTICULO 474 (DEROGADO, D.O.F. 21 DE ENERO DE 1967) 
 
ARTICULO 475 (DEROGADO, D.O.F. 21 DE ENERO DE 1967) 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 476 
 
Si en el título con base en el cual se ejercita una acción hipotecaria se advierte que hay otros 
acreedores hipotecarios anteriores, el juez mandará notificarles la existencia del juicio para que 
manifiesten lo que a su derecho corresponda. 
 
ARTICULO 477 (DEROGADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
 
ARTICULO 478 (DEROGADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
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(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 479 
 
La demanda se anotará en el Registro Público correspondiente, a cuyo efecto el actor exhibirá un 
tanto más de dicha demanda, documentos base de la acción y en su caso, de aquellos con que 
justifique su representación, para que, previo cotejo con sus originales se certifiquen por el secretario, 
haciendo constar que se expiden para efectos de que la parte interesada inscriba su demanda, a 
quien se le entregarán para tal fin, debiendo hacer las gestiones en el registro dentro del término de 
tres días y acreditándolo en su oportunidad al tribunal. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 480 
 
Si la finca no se halla en el lugar del juicio, se librará exhorto al juez de la ubicación, para que ordene 
la anotación de la demanda como se previene en el artículo anterior. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 481 
 
Desde el día del emplazamiento, contrae el deudor la obligación de depositario judicial respecto de 
la finca hipotecada, de sus frutos y de todos los objetos que con arreglo al contrato y conforme al 
Código Civil, deban considerarse como inmovilizados y formando parte de la misma finca, de los 
cuales se formará inventario para agregarlo a los autos, siempre que lo pida el acreedor. 
 
Para efecto del inventario, el deudor queda obligado a dar todas las facilidades para su formación y 
en caso de desobediencia, el juez lo compelerá por los medios de apremio que le autoriza la ley. 
 
ARTICULO 482 
 
El deudor que no quiera aceptar la responsabilidad de depositario, entregará desde luego la tenencia 
material de la finca al actor o al depositario que éste nombre. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 483 
 
Las partes deberán ofrecer sus pruebas para acreditar los hechos de su acción o de sus excepciones 
en los escritos que fijan la controversia, exhibiendo los documentos que tengan en su poder o la 
copia sellada en que se solicite la expedición de tales documentos que no tuvieran, según ordenan 
los artículos 96 y 97 de este ordenamiento. 
 
Las pruebas admitidas deberán ser preparadas por las partes, y en consecuencia en la audiencia 
deberán presentar a sus testigos. En cuanto a la pericial, deberá estarse a lo ordenado en el juicio 
ordinario en cuanto a dicha prueba. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
No obstante lo anterior, si las partes al ofrecer sus pruebas, bajo protesta de decir verdad, 
manifiestan no poder presentar a los testigos, ni obtener los documentos que no tengan a su 
disposición, el juez mandará citar a dichos testigos, con el apercibimiento que de no comparecer a 
declarar, sin justa causa que se los impida, se les impondrá una multa que no será inferior de dos 
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mil pesos ni superior de seis mil pesos, dicho monto se actualizará en los términos del artículo 62, o 
arresto hasta de treinta y seis horas, y se dejará de recibir tales testimoniales. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
De igual manera auxiliará al oferente, expidiendo los oficios a las autoridades y terceros que tengan 
en su poder documentos, apercibiendo a las primeras con la imposición de una sanción pecuniaria, 
en favor de la parte perjudicada, que no será inferior de dos mil pesos ni superior de seis mil pesos, 
dicho monto se actualizará en los términos del artículo 62 y que se hará efectiva por orden del propio 
juez; y a los segundos con la imposición de un arresto hasta de treinta y seis horas, en la inteligencia 
de que estos terceros podrán manifestarle al juez, bajo protesta de decir verdad, que no tienen en 
su poder los documentos que se le requieren. 
 
(REFORMADO, G.O. 27 DE ENERO DE 2004) 
El juez debe presidir la audiencia, que se iniciará resolviendo todas las excepciones procesales que 
existan, los incidentes que hubiere y desahogará las pruebas admitidas y preparadas. Si no se 
llegaren a desahogar por falta de preparación, se diferirá la audiencia y bajo su más estricta 
responsabilidad, atenderá que se preparen las pruebas para desahogarse en la fecha que se señale, 
que no excederá en su fijación de los diez días posteriores y la misma no podrá diferirse nuevamente 
por ninguna circunstancia, salvo caso fortuito o fuerza mayor. 
 
(REFORMADO, G.O. 27 DE ENERO DE 2004) 
En todo lo no previsto en lo relativo al ofrecimiento, admisión, preparación y desahogo de las pruebas 
así como al desarrollo de la audiencia y diferimiento de la misma, se observarán las normas del juicio 
ordinario. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
Desahogadas las pruebas, las partes alegarán lo que a su derecho convenga y el juez dictará la 
sentencia que corresponda en el término de ocho días, contados a partir de que surta sus efectos la 
notificación del auto en que se hizo la citación, a menos que se trate de expedientes o pruebas 
voluminosas, en cuyo caso contará el juez con un plazo de ocho días más para dictarla. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 484 
 
Anotada la demanda en el Registro Público de la Propiedad, no podrá verificarse en la finca 
hipotecada ningún embargo, toma de posesión, diligencia precautoria o cualquier otra que 
entorpezca el curso del juicio, sino en virtud de sentencia ejecutoriada relativa a la misma finca, 
debidamente registrada y anterior en fecha a la inscripción de la referida demanda o en razón de 
providencia precautoria solicitada ante el juez por acreedor con mejor derecho, en fecha anterior a 
la de inscripción de la demanda. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
ARTICULO 485 
 
Para el avalúo de la finca se observará lo prevenido en el capítulo IV, sección IV del título sexto. 
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(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 486 
 
Para el remate, se procederá de la siguiente forma: 
 
I.- Cada parte tendrá derecho de exhibir, dentro de los diez días siguientes a que sea ejecutable la 
sentencia, avalúo de la finca hipotecada, practicado por un corredor público, una institución de crédito 
o por perito valuador autorizado por el Consejo de la Judicatura, los cuales en ningún caso podrán 
tener el carácter de parte o de interesada en el juicio; 
 
II.- En el caso de que alguna de las partes deje de exhibir el avalúo referido en la fracción anterior, 
se entenderá su conformidad con el avalúo que haya exhibido su contraria; 
 
III.- En el supuesto de que ninguna de las partes exhiba el avalúo dentro del plazo señalado en la 
fracción I de este artículo, cualquiera de ellas lo podrá presentar posteriormente, considerándose 
como base para el remate el primero en tiempo; 
 
IV.- Si las dos partes exhibieren los avalúos en el plazo a que se refiere la fracción I de este artículo 
y los valores determinados de cada uno de ellos no coincidieren, se tomará como base para el remate 
el promedio de ambos avalúos, siempre y cuando no exista un treinta por ciento de diferencia entre 
el más bajo y el más alto, en cuyo caso el juez ordenará se practique nuevo avalúo por el corredor 
público o la institución bancaria que al efecto señale; 
 
V.- La vigencia del valor que se obtenga por los avalúos será de seis meses para que se lleve a cabo 
la primera almoneda de remate. Si entre ésta y las subsecuentes mediara un término mayor de seis 
meses se deberán actualizar los valores, y 
 
VI.- Obtenido el valor del avalúo, según el caso que corresponda de acuerdo a las fracciones 
anteriores, se procederá a rematar la finca en los términos de la Sección Tercera, del Capítulo V del 
Título Séptimo de este ordenamiento. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 487 
 
Si el Superior revoca el fallo de primera instancia que declaró procedente el remate, luego que 
vuelvan los autos al juzgado de su origen, se mandará cancelar la anotación de la demanda en el 
registro público y en su caso se devolverá la finca al demandado, ordenando al depositario que rinda 
cuentas con pago en el término que le fije el juez, que no podrá exceder de treinta días. Si el remate 
se hubiera ya verificado, se hará efectiva la fianza en la vía de apremio. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 488 
 
En el caso de la adjudicación prevista en el segundo párrafo del artículo 2916 del Código Civil, se 
deberá solicitar avalúo del bien para fijar el precio que corresponda a la cosa en el momento de 
exigirse el pago, debiéndose aplicar en lo conducente lo señalado en el artículo 486 de este 
ordenamiento. La venta se hará de la manera que se hubiere convenido, y a falta de convenio, por 
medio de corredores. El deudor puede oponerse a la adjudicación alegando las excepciones que 
tuviere, y esta oposición se substanciará incidentalmente. 
 
También pueden oponerse a la venta los acreedores hipotecarios posteriores, alegando prescripción 
de la acción hipotecaria. 
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N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE CAPÍTULO, VER 
ARTÍCULO PRIMERO TRANSITORIO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADA SU DENOMINACIÓN, G.O. 13 DE MARZO DE 2008) 
CAPITULO IV 
 
Del juicio de pago de daños culposos causados con motivo del tránsito de vehículos 
 
(REFORMADO [N. DE E. ADICIONADO], G.O. 13 DE MARZO DE 2008) 
ARTICULO 489 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VÉASE 
TRANSITORIO QUINTO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, G.O. 18 DE MARZO DE 2011) 
El Juez de lo Civil de Cuantía Menor que reciba de un juzgado cívico la demanda de pago de daños 
culposos causados con motivo del tránsito de vehículos, emitirá dentro del plazo de seis horas 
siguientes, proveído en que determine, cuando menos, lo siguiente: 
 
I. La radicación del expediente respectivo y, en su caso, la admisión de la o las demandas 
presentadas; 
 
II. Cuando así se lo soliciten en la demanda: la orden de embargo de bienes suficiente para garantizar 
el daño; el secuestro del vehículo con que se causaron los daños, como providencia precautoria para 
garantizar su pago, en el supuesto que el responsable no lo haya hecho ante el Juez Cívico; o en su 
caso, la orden de ampliación de embargo, cuando el valor del vehículo secuestrado sea insuficiente 
para garantizar el pago de los daños; 
 
III. El señalamiento del plazo de tres días con que cuenta para producir su respectiva contestación 
el demandado, a partir de la notificación personal que se le realice; 
 
IV. La remisión de un tanto original del acuerdo al Juez Cívico, para su conocimiento con relación a 
los vehículos involucrados y demás determinaciones; 
 
V. La orden de notificación personal; y 
 
VI. Las demás medidas que estime necesarias para dar trámite y resolución a la controversia 
iniciada. 
 
(REFORMADO [N. DE E. ADICIONADO], G.O. 13 DE MARZO DE 2008) 
ARTICULO 490 
 
El conductor del vehículo que no resulte responsable de los daños y no sea propietario del vehículo 
que conducía, tendrá las facultades inherentes a un gestor judicial, sólo por esos hechos, y estará 
exento de la obligación de presentar fianza. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VÉASE 
TRANSITORIO QUINTO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 18 DE MARZO DE 2011) 
La propiedad del vehículo dañado y la ratificación de la demanda, podrá ser acreditada y realizada 
ante el Juez de lo Civil de Cuantía Menor del conocimiento, hasta antes de que se abra el juicio a 
prueba, sin que esta circunstancia sea impedimento para la admisión de la demanda. De no 
acreditarse la propiedad del vehículo, se desechará la demanda, dejándose a salvo los derechos del 
propietario afectado para hacerlos valer en la vía correspondiente. 
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N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
ARTÍCULO PRIMERO TRANSITORIO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO [N. DE E. ADICIONADO], G.O. 13 DE MARZO DE 2008) 
ARTICULO 491 
 
Cuando no sea por vía del Juez Cívico, admitida la demanda, se notificará y correrá traslado de ella 
al demandado o demandados, para que en el plazo de tres días produzcan su contestación. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
ARTÍCULO PRIMERO TRANSITORIO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO [N. DE E. ADICIONADO], G.O. 13 DE MARZO DE 2008) 
ARTICULO 492 
 
Las notificaciones se sujetarán a lo dispuesto por el Título Segundo, Capítulo Quinto de este Código. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
ARTÍCULO PRIMERO TRANSITORIO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO [N. DE E. ADICIONADO], G.O. 13 DE MARZO DE 2008) 
ARTICULO 493 
 
Las pruebas deberán ofrecerse en los escritos de demanda y contestación. 
 
Las pruebas supervenientes se regirán por las reglas generales previstas en éste Código. 
 
Todas las excepciones y defensas deberán hacerse valer en la contestación. 
 
Los incidentes no suspenden el procedimiento y todas las excepciones que se opongan y recursos 
que se interpongan se resolverán en la sentencia definitiva. 
 
Si la parte demandada no formula su contestación, se tendrán por presuntamente ciertos los hechos 
de la demanda. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
ARTÍCULO PRIMERO TRANSITORIO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO [N. DE E. ADICIONADO], G.O. 13 DE MARZO DE 2008) 
ARTICULO 494 
 
Transcurrido el plazo para la contestación de la demanda, dentro de los seis días siguientes, se 
celebrará una audiencia de pruebas y alegatos, citándose a las partes conforme a las reglas de las 
notificaciones, con las prevenciones y apercibimientos que legalmente se requieran. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
ARTICULO PRIMERO TRANSITORIO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO [N. DE E. ADICIONADO], G.O. 13 DE MARZO DE 2008) 
ARTICULO 495 
 
Si no fuere posible desahogar todas las pruebas, la audiencia podrá diferirse por una sola vez en un 
plazo no mayor de diez días. Desahogadas las pruebas y concluida la fase de alegatos, se dictará 
Sentencia. 
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N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
ARTÍCULO PRIMERO TRANSITORIO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO [N. DE E. ADICIONADO], G.O. 13 DE MARZO DE 2008) 
ARTICULO 496 
 
El Juez deberá emitir sentencia definitiva en un plazo que no exceda de treinta días naturales 
siguientes a que se tenga por emplazadas a todas las partes, salvo causa justificada. 
 
(REFORMADO [N. DE E. ADICIONADO], G.O. 13 DE MARZO DE 2008) 
ARTICULO 497 
 
Contra la Sentencia que se dicte procede la apelación en ambos efectos. 
 
N. DE E. EN RELACION CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PARRAFO, VEASE 
TRANSITORIO QUINTO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CODIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 18 DE MARZO DE 2011) 
La ejecución de las sentencias y los convenios celebrados dentro de estos juicios, se hará en 
términos del capítulo V, del título séptimo de este código. 
 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE CAPÍTULO, VER 
ARTÍCULO SEGUNDO TRANSITORIO DEL DECRETO DE REFORMAS QUE MODIFICA EL 
CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE OCTUBRE DE 2008) 
CAPITULO IV BIS 
 
Del juicio especial de levantamiento de acta por reasignación para la concordancia sexo-genérica 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
ARTÍCULO SEGUNDO TRANSITORIO DEL DECRETO DE REFORMAS QUE MODIFICA AL 
PRESENTE CÓDIGO. 
(ADICIONADO Y REUBICADO, G.O. 10 DE OCTUBRE DE 2008) 
ARTICULO 498 
 
La demanda donde se solicite el levantamiento de una nueva acta de nacimiento por reasignación 
de concordancia sexo-genérica, previa anotación correspondiente al acta de nacimiento primigenia, 
deberá cumplir con los requisitos establecidos en los artículos 95 y 255 del presente Código y 
presentarse ante el Juez de lo Familiar en turno. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
ARTÍCULO SEGUNDO TRANSITORIO DEL DECRETO DE REFORMAS QUE MODIFICA EL 
CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE OCTUBRE DE 2008) 
ARTICULO 498 BIS 
 
Además de lo señalado en el artículo anterior, se deberá cumplir con los siguientes requisitos: 
 
I. Ser de nacionalidad mexicana; 
 
II. Mayor de edad o actuar a través de quien ejerza sobre la persona la patria potestad o tutela; 
 
III. Anexar a la demanda el dictamen que determine que es una persona que se encuentra sujeta al 
proceso de reasignación para la concordancia sexo-genérica con un mínimo de cinco meses, 
expedido por dos profesionistas o peritos que cuenten con experiencia clínica en materia de procesos 
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de reasignación para la concordancia sexo-genérica, uno de ellos deberá ser el profesionista a cargo 
del tratamiento del solicitante. 
 
Así como manifestar lo siguiente: 
 
I. El nombre completo y sexo original de la persona promovente, con los datos registrales 
correspondientes; 
 
II. El nombre sin apellidos y, en su caso, el sexo solicitado. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
ARTÍCULO SEGUNDO TRANSITORIO DEL DECRETO DE REFORMAS QUE MODIFICA EL 
CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE OCTUBRE DE 2008) 
ARTICULO 498 BIS 1 
 
Presentada y admitida la demanda por el Juez de lo Familiar se dará vista al Registro Civil del Distrito 
Federal y a la Procuraduría de Justicia del Distrito Federal, a través del Ministerio Público adscrito al 
juzgado; para que dentro del término de cinco días hábiles manifiesten lo que a su derecho 
convenga. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
ARTÍCULO SEGUNDO TRANSITORIO DEL DECRETO DE REFORMAS QUE MODIFICA EL 
CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE OCTUBRE DE 2008) 
ARTICULO 498 BIS 2 
 
En el auto de admisión de la demanda se señalará fecha y hora para la audiencia de pruebas y 
alegatos, que se llevará a cabo dentro de los quince días hábiles siguientes. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
ARTÍCULO SEGUNDO TRANSITORIO DEL DECRETO DE REFORMAS QUE MODIFICA EL 
CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE OCTUBRE DE 2008) 
ARTICULO 498 BIS 3 
 
Además de los otros medios de prueba, el promovente deberá comparecer a la audiencia con los 
peritos que hayan emitido los dictámenes en que se funde la demanda. En caso de ausencia de los 
peritos, se tendrá por desierta la probanza. 
 
En dicha audiencia, el Juez podrá cuestionar a los peritos sobre el contenido de los dictámenes 
emitidos y podrá ordenar la práctica y el desahogo de los dictámenes periciales que considere 
necesarios, únicamente y exclusivamente para determinar la procedencia de la acción; en cuyo caso 
se podrá suspender la audiencia hasta por diez días hábiles. También podrá interrogar a los testigos, 
si se hubieren ofrecido y presentado, para los mismos efectos que los peritos. 
 
Cuando el Registro Civil haya manifestado oposición a la solicitud del promovente, deberá ofrecer 
las pruebas que considere necesarias para acreditar su dicho cuando se le dé vista con la demanda 
y comparecerá a la audiencia para su desahogo. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
ARTÍCULO SEGUNDO TRANSITORIO DEL DECRETO DE REFORMAS QUE MODIFICA EL 
CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE OCTUBRE DE 2008) 
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ARTICULO 498 BIS 4 
 
Una vez desahogadas todas las pruebas, se dará la palabra al promovente y al Agente del Ministerio 
Público adscrito para que formulen sus alegatos. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
ARTÍCULO SEGUNDO TRANSITORIO DEL DECRETO DE REFORMAS QUE MODIFICA EL 
CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE OCTUBRE DE 2008) 
ARTICULO 498 BIS 5 
 
Al concluir la audiencia el Juez citará para oír sentencia dentro del término de diez días hábiles. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
ARTÍCULO SEGUNDO TRANSITORIO DEL DECRETO DE REFORMAS QUE MODIFICA EL 
CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE OCTUBRE DE 2008) 
ARTICULO 498 BIS 6 
 
El promovente así como el Agente del Ministerio Público podrán apelar la sentencia, recurso que se 
admitirá en ambos efectos. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
ARTÍCULO SEGUNDO TRANSITORIO DEL DECRETO DE REFORMAS QUE MODIFICA EL 
CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE OCTUBRE DE 2008) 
ARTICULO 498 BIS 7 
 
El Juez ordenará de oficio, dentro del término de cinco días hábiles posteriores a que cause 
ejecutoria la sentencia favorable, que se realice a favor de la persona la anotación correspondiente 
al acta de nacimiento primigenia y el levantamiento de una nueva acta de nacimiento por 
reasignación de concordancia sexo-genérica. 
 
El acta de nacimiento primigenia quedará reservada y no se publicará ni expedirá constancia alguna, 
salvo mandamiento judicial o petición ministerial. 
 
El Juez del Registro Civil remitirá oficio a la Oficina Central y al lugar donde se encuentra la base de 
datos; así como enviará dicha información, en calidad de reservada, a la Secretaría de Gobernación, 
Secretaría de Relaciones Exteriores, Instituto Federal Electoral, Procuraduría General de Justicia del 
Justicia del Distrito Federal y Procuraduría General de la República, para los efectos legales 
procedentes. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
ARTÍCULO SEGUNDO TRANSITORIO DEL DECRETO DE REFORMAS QUE MODIFICA EL 
CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE OCTUBRE DE 2008) 
ARTICULO 498 BIS 8 
 
Cuando la persona hubiese obtenido el levantamiento de una nueva acta de nacimiento con motivo 
de reasignación para la concordancia sexo-genérica, y ésta no sea acorde con su identidad de 
género, procederá su restitución siguiendo el mismo procedimiento previsto en este capítulo. 
 
ARTICULO 499 (DEROGADO, D.O.F. 21 DE JULIO DE 1993) (REUBICADO, G.O. 10 DE OCTUBRE 
DE 2008) 
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CAPITULO V 
 
De la vía de apremio 
 
 
(F. DE E., D.O.F. 27 DE SEPTIEMBRE DE 1932) 
SECCION I 
 
De la ejecución de sentencia 
 
ARTICULO 500 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
Procede la vía de apremio a instancia de parte, siempre que se trate de la ejecución de una sentencia 
o de un convenio celebrado en el juicio o en virtud de pacto comisorio expreso, ya sea por las partes 
o por terceros que hayan venido al juicio por cualquier motivo que sea. 
 
(REFORMADO. G.O. 23 DE MARZO DE 2017) 
Esta disposición será aplicable en la ejecución de convenios celebrados ante la Procuraduría Federal 
del Consumidor y la Procuraduría Social de la Ciudad de México, así como los laudos emitidos por 
dichas Procuradurías; en la ejecución de convenios emanados del procedimiento de mediación, 
incluidos los de mediación comunitaria prevista en las leyes de la Ciudad de México, que cumplan 
con los requisitos previstos en la Ley de Justicia Alternativa del Tribunal Superior de Justicia para el 
Distrito Federal, y los celebrados ante los Juzgados Cívicos, tratándose de daños culposos causados 
con motivo del tránsito de vehículos. 
 
ARTICULO 501 
 
La ejecución de sentencia que haya causado ejecutoria o que deba llevarse adelante por estar 
atorgada (sic)  ya la fianza correspondiente, se hará por el juez que hubiere conocido del negocio en 
primera instancia. 
 
La ejecución de los autos firmes que resuelvan un incidente queda a cargo del juez que conozca del 
principal. 
 
La ejecución de los convenios celebrados en juicio, se hará por el juez que conozca del negocio en 
que tuvieron lugar, pero no procede en la vía de apremio si no consta en escritura pública o 
judicialmente en autos. 
 
ARTICULO 502 
 
Cuando las transacciones o los convenios se celebraren en segunda instancia, serán ejecutados por 
el juez que conoció en la primera, a cuyo efecto el tribunal devolverá los autos al inferior, 
acompañándole testimonio del convenio. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 503 
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El tribunal que haya dictado en segunda instancia sentencia ejecutoria, dentro de los tres días 
siguientes a la notificación devolverá los autos al juez acompañándole la ejecutoria y constancia de 
las notificaciones. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 504 
 
La ejecución de las sentencias arbitrales, de los convenios de transacción, de los convenios 
celebrados ante la Procuraduría Federal del Consumidor y de los laudos dictados por ésta, así como 
en la ejecución de convenios celebrados ante el Centro de Justicia Alternativa del Tribunal Superior 
de Justicia del Distrito Federal en los casos previstos en el párrafo segundo del artículo 500, se hará 
por el juez competente designado por las partes o, en su defecto, por el juez del lugar del juicio. 
 
ARTICULO 505 
 
La ejecución de las sentencias y convenios en la vía ejecutiva, se efectuará conforme a las reglas 
generales de los juicios ejecutivos. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 506 
 
Cuando se pida la ejecución de sentencia, sólo en caso de que no se hubiese fijado algún término 
para que el condenado la cumpla, se señalará al deudor el término improrrogable de cinco días para 
que le dé cumplimiento. 
 
ARTICULO 507 
 
Si la sentencia condenare al pago de cantidad líquida, se procederá siempre y sin necesidad de 
previo requerimiento personal al condenado, al embargo de bienes en los términos prevenidos para 
los secuestros. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 508 (DEROGADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
 
ARTICULO 509 
 
Pasado el plazo del artículo 506 sin haberse cumplido la sentencia, se procederá al embargo. 
 
ARTICULO 510 
 
Si los bienes embargados fueren dinero, sueldos, pensiones o créditos realizables en el acto como 
efectos de comercio o acciones de compañías que se coticen en la Bolsa, se hará el pago al acreedor 
inmediatamente después del embargo. Los efectos de comercio y acciones, bonos o títulos de pronta 
realización, se mandarán vender por conducto de corredor titulado, a costa del obligado. 
 
ARTICULO 511 
 
Si los bienes embargados no estuvieren valuados anteriormente, se pasarán al avalúo y venta en 
almoneda pública en los términos prevenidos por este Código. 
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(F. DE E., D.O.F. 1 DE OCTUBRE DE 1932) 
No se requiere avalúo cuando el precio conste en instrumento público o se haya fijado por 
consentimiento de los interesados o se determine por otros medios, según las estipulaciones del 
contrato a menos que en el curso del tiempo o por mejoras hubiere variado el precio. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 512 (DEROGADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
 
ARTICULO 513 
 
Del precio del remate se pagará al ejecutante el importe de su crédito y se cubrirán los gastos que 
haya causado la ejecución. 
 
ARTICULO 514 
 
Si la sentencia contuviere condena al pago de cantidad líquida y de otra ilíquida, podrá procederse 
a hacer efectiva la primera, sin esperar a que se liquide la segunda. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 515 
 
Si la sentencia no contiene cantidad líquida cualquiera de las partes al promover la ejecución 
presentará su liquidación de la cual se dará vista por tres días a la contraria y sea que la haya o no 
desahogado, el juez fallará dentro de los diez días siguientes a aquel en que surta sus efectos la 
notificación, en el referido boletín, del auto en que se hubiere citado para dictarse. Esta resolución 
será apelable en el efecto devolutivo, de tramitación inmediata. 
 
ARTICULO 516 
 
Cuando la sentencia hubiere condenado al pago de daños y perjuicios sin fijar su importe en cantidad 
líquida, háyanse establecido o no en aquélla las bases para la liquidación, el que haya obtenido a su 
favor el fallo, presentará con la solicitud, relación de los daños y perjuicios y de su importe. De esta 
regulación se correrá traslado al que haya sido condenado, observándose lo prevenido en el artículo 
anterior. 
 
Lo mismo se practicará cuando la cantidad ilíquida proceda de frutos, rentas o productos de cualquier 
clase. 
 
ARTICULO 517 
 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, G.O. 8 DE NOVIEMBRE DE 2007) 
Si la sentencia condena a hacer alguna cosa, el juez señalará al que fue condenado a un plazo 
prudente para el cumplimiento, atendidas las circunstancias del hecho y de las personas. 
 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, G.O. 8 DE NOVIEMBRE DE 2007) 
Si pasado el plazo el obligado no cumpliere, se observarán las reglas siguientes: 
 
I.- Si el hecho fuere personal del obligado y no pudiere prestarse por otro, se le compelerá empleando 
los medios de apremio más eficaces, sin perjuicio del derecho para exigirle la responsabilidad civil; 
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II.- Si el hecho pudiere prestarse por otro, el juez nombrará persona que lo ejecute a costa del 
obligado en el término que le fije; 
 
III.- Si el hecho consiste en el otorgamiento de algún instrumento o la celebración de un acto jurídico, 
el juez lo ejecutará por el obligado, expresándose en el documento que se otorgó en rebeldía. 
 
(ADICIONADO, G.O. 8 DE NOVIEMBRE DE 2007) 
Si el documento consiste en una escritura pública el juez previamente pondrá los autos a disposición 
del notario que designe la parte en cuyo favor se dictó la sentencia. Al devolver el notario el 
expediente haciendo saber que se encuentra preparada la escritura para su otorgamiento, el juez 
fijará el plazo en que deberá comparecer el obligado a firmarla, apercibido que de no hacerlo el 
propio juez la firmará según lo antes dispuesto. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
En el caso que el arrendatario, en la contestación de la demanda, confiese o se allane a la misma, 
siempre y cuando esté y se mantenga al corriente en el pago de las rentas, el juez concederá un 
plazo de seis meses para la desocupación del inmueble. Cuando la demanda se funde 
exclusivamente en el pago de rentas este beneficio será de seis meses, siempre y cuando exhiba 
las rentas adeudadas y se mantenga al corriente en el pago de las mismas. 
 
ARTICULO 518 
 
Si el ejecutante optare en cualquiera de los casos enumerados en el artículo anterior por el 
resarcimiento de daños y perjuicios, se procederá a embargar bienes del deudor por la cantidad que 
aquél señalare y que el juez podrá moderar prudentemente, sin perjuicio de que el deudor reclame 
sobre el monto. Esta reclamación se sustanciará como el incidente de liquidación de sentencia. 
 
ARTICULO 519 
 
Cuando la sentencia condena a rendir cuentas, el juez señalará un término prudente al obligado para 
que se rindan e indicará también a quién deban de rendirse. 
 
ARTICULO 520 
 
El obligado en el término que se le fije y que no se prorrogará sino por una sola vez y por causa 
grave, a juicio del tribunal, rendirá su cuenta presentando los documentos que tenga en su poder y 
los que el acreedor tenga en el suyo y que debe presentar poniéndolos a la disposición del deudor 
en la Secretaría. 
 
Las cuentas deben de contener un preámbulo que contenga la exposición sucinta de los hechos que 
dieron lugar a la gestión y la resolución judicial que ordena la rendición de cuentas, la indicación de 
las sumas recibidas y gastadas y el balance de las entradas y salidas, acompañándose de los 
documentos justificativos como recibos, comprobantes de gastos y demás. 
 
ARTICULO 521 
 
Si el deudor presenta sus cuentas en el término señalado, quedarán éstas por seis días a la vista de 
las partes en el tribunal y dentro del mismo tiempo presentarán sus objeciones determinando las 
partidas no consentidas. 
 
La impugnación de algunas partidas no impide que se despache ejecución a solicitud de parte 
respecto de aquéllas cantidades que confiese tener en su poder el deudor sin perjuicio de que en el 
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cuaderno respectivo se sustancíen las oposiciones a las partidas objetadas. Las objeciones se 
sustancian en la misma forma que los incidentes para liquidación de sentencias. 
 
ARTICULO 522 
 
Si el obligado no rindiere cuentas en el plazo que se le señaló, puede el actor pedir que se despache 
ejecución contra el deudor si durante el juicio comprobó que éste tuviera ingresos por la cantidad 
que éstos importaron. El obligado puede impugnar el monto de la ejecución sustanciándose el 
incidente en la misma forma a que se refiere el artículo anterior. 
 
En el mismo caso podrá el acreedor pedir al juez que en vez de ejecutar al obligado, preste el hecho 
un tercero que el tribunal nombre al efecto. 
 
ARTICULO 523 
 
Cuando la sentencia condene a dividir una cosa común y no dé las bases para ello, se convocará a 
los interesados a una junta para que en la presencia judicial determinen las bases de la partición o 
designen un partidor y si no se pusieren de acuerdo en una u otra cosa, el juez designará a persona 
que haga la partición y que sea perito en la materia si fueren menester conocimientos especiales. 
Señalará a éste el término prudente para que presente el proyecto partitorio. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
Presentado el plan de partición, quedará en la secretaría a la vista de los interesados por seis días 
comunes para que formulen las objeciones dentro de ese mismo tiempo y de las que se correrá 
traslado al partidor, y se substanciarán en la misma forma de los incidentes de liquidación de 
sentencia. El juez, al resolver, mandará hacer las adjudicaciones. 
 
ARTICULO 524 
 
Si la sentencia condena a no hacer su infracción, se resolverá en el pago de daños y perjuicios al 
actor, quien tendrá el derecho de señalarlos para que por ellos se despache ejecución sin perjuicio 
de la pena que señale el contrato o el testamento. 
 
ARTICULO 525 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
Cuando en virtud de la sentencia o de la determinación del juez debe entregarse alguna cosa 
inmueble, se procederá inmediatamente a poner en posesión de la misma a la parte que corresponda 
o a la persona en quien fincó el remate aprobado, practicando a este fin todas las diligencias 
conducentes que solicite el interesado. 
 
Si la cosa fuere mueble y pudiere ser habida, se le mandará entregar al actor o al interesado que 
indicará la resolución. Si el obligado se resistiere, lo hará el actuario, quien podrá emplear el uso de 
la fuerza pública y aun mandar romper las cerraduras. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
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En caso de no poderse entregar los bienes señalados en la sentencia, se despachará la ejecución 
por la cantidad que señale la parte interesada, que puede ser moderada prudentemente por el juez, 
y sin perjuicio de que se oponga al monto el deudor. 
 
ARTICULO 526 
 
Cuando la sentencia ordene la entrega de personas, el juez dictará las disposiciones más 
conducentes a que no quede frustrado lo fallado. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 527 
 
La última resolución dictada para la ejecución de una sentencia no admite recurso alguno. 
 
ARTICULO 528 
 
Todos los gastos y costas que se originen en la ejecución de una sentencia, serán a cargo del que 
fue condenado en ella. 
 
ARTICULO 529 
 
La acción para pedir la ejecución de una sentencia, transacción o convenio judiciales, durará diez 
años contados desde el día en que se venció el término judicial para el cumplimiento voluntario de 
lo juzgado y sentenciado. 
 
ARTICULO 530 (DEROGADO, D.O.F. 30 DE DICIEMBRE DE 1975) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 531 
 
Contra la ejecución de las sentencias y convenios judiciales no se admitirá más excepción que la de 
pago, si la ejecución se pide dentro de ciento ochenta días; si ha pasado este término, pero no más 
de un año, se admitirán, además las de transacción, compensación y compromiso en árbitros; y 
transcurrido más de un año serán admisibles también la de novación, la espera, la quita, el pacto de 
no pedir y cualquier otro arreglo que modifique la obligación, y la de falsedad del instrumento, 
siempre que la ejecución no se pida en virtud de ejecutoria o convenio constante en autos. Todas 
estas excepciones, sin comprender la de falsedad, deberán ser posteriores a la sentencia, convenio 
o juicio, y constar por instrumento público o por documento privado judicialmente reconocido o por 
confesión judicial. Se substanciarán estas excepciones en forma de incidente, con suspensión de la 
ejecución, sin proceder dicha suspensión cuando se promueva en el incidente respectivo, el 
reconocimiento o la confesión. 
 
ARTICULO 532 
 
Los términos fijados en el artículo anterior, se contarán desde la fecha de la sentencia o convenio; a 
no ser que en ellos se fije el plazo para el cumplimiento de la obligación, en cuyo caso el término se 
contará desde el día en que se venció el plazo o desde que pudo exigirse la última prestación vencida 
si se tratare de prestaciones periódicas. 
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N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 533 
 
Todo lo que en este capítulo se dispone respecto de la sentencia, comprende, el pacto comisorio 
expreso, transacciones, convenios y laudos que ponen fin a los juicios arbitrales, convenios judiciales 
y aquellos a que se refiere el párrafo segundo del artículo 500. 
 
 
SECCION II 
 
De los embargos 
 
ARTICULO 534 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
Decretado el auto de ejecución, el cual tendrá fuerza de mandamiento en forma, el actuario, en 
compañía del ejecutante, requerirá de pago al deudor y no verificándolo éste en el acto, se procederá 
a embargar bienes suficientes a cubrir las prestaciones demandadas, si se tratare de juicio ejecutivo 
o las fijadas en la sentencia. 
 
No es necesario el requerimiento de pago en la ejecución del embargo precautorio, ni en la ejecución 
de sentencias cuando no fuere hallado el condenado. 
 
ARTICULO 535 
 
Si el deudor, tratándose de juicio ejecutivo, no fuere habido después de habérsele buscado una vez 
en su domicilio, se le dejará citatorio para hora fija dentro de las veinticuatro siguientes y si no espera, 
se practicará la diligencia con cualquiera persona que se encuentre en la casa o a falta de ella con 
el vecino inmediato. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
Si no se supiere el paradero del deudor, ni tuviere casa en el lugar, se hará el requerimiento por tres 
días consecutivos en el Boletín Judicial y fijando la cédula en los lugares públicos de costumbre, y 
surtirá sus efectos dentro de tres días, salvo el derecho del actor para pedir providencia precautoria. 
 
Verificado de cualquiera de los modos indicados el requerimiento se procederá en seguida al 
embargo. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 536 
 
El derecho de designar los bienes que han de embargarse corresponde al deudor; y sólo que éste 
se rehúse a hacerlo o que esté ausente, deberá ejercerlo el actor o su representante, o bien 
manifestar que se reserva el derecho para hacerlo con posterioridad; en el caso que designe bienes, 
se sujetará al siguiente orden: 
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1o. Los bienes consignados como garantía de la obligación que se reclama; 2°. Dinero; 3°. Créditos 
realizables en el acto; 4°. Alhajas; 5°. Frutos y rentas de toda especie; 6°. Bienes muebles no 
comprendidos en las fracciones anteriores; 7°. Bienes raíces; 8°. Sueldos o comisiones; 9°. Créditos. 
 
La designación de embargo sobre créditos o cuentas bancarias del deudor solo procede respecto de 
las que existen al momento de la ejecución, y bastará que se haga en forma genérica, para que se 
trabe el embargo y se perfeccione posteriormente por la parte a cuyo favor se haga la ejecución, con 
el auxilio de terceros, quienes estarán en todo caso obligados a proporcionar los números de cuenta 
o crédito que permitan su identificación. 
 
ARTICULO 537 
 
El ejecutante puede señalar los bienes que han de ser objeto del secuestro, sin sujetarse al orden 
establecido por el artículo anterior: 
 
I.- Si para hacerlo estuviere autorizado por el obligado en virtud de convenio expreso; 
 
II.- Si los bienes que señala el demandado no fueron bastantes o si no se sujeta al orden establecido 
en el artículo anterior; 
 
III.- Si los bienes estuvieren en diversos lugares; en este caso puede señalar los que se hallen en el 
lugar del juicio. 
 
ARTICULO 538 
 
El embargo sólo subsiste en cuanto los bienes que fueron objeto de él basten a cubrir la suerte 
principal y costas, incluídos los nuevos vencimientos y réditos hasta la total solución, a menos que 
la ley disponga expresamente lo contrario. 
 
ARTICULO 539 
 
Cualquiera dificultad suscitada en la diligencia de embargo no la impedirá ni suspenderá; el actuario 
la allanará prudentemente a reserva de lo que determine el juez. 
 
ARTICULO 540 
 
Cuando practicado el remate de los bienes consignados en garantía, no alcanzare su producto para 
cubrir la reclamación, el acreedor puede pedir el embargo de otros bienes. 
 
ARTICULO 541 
 
Podrá pedirse la ampliación de embargo: 
 
I.- En cualquier caso en que a juicio del juez no basten los bienes secuestrados para cubrir la deuda 
y las costas; 
 
II.- Si el bien secuestrado que se sacó a remate dejare de cubrir el importe de lo reclamado a 
consecuencia de las retasas que sufriere o si transcurrido un año desde la remisión, tratándose de 
muebles no se hubiere obtenido su venta; 
 
III.- Cuando no se embarguen bienes suficientes por no tenerlos el deudor y después aparecen o los 
adquiera; 
 
IV.- En los casos de tercería, conforme a lo dispuesto en el título décimo. 
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N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 542 
 
La ampliación del embargo, se seguirá sin suspensión de la sección de ejecución. 
 
ARTICULO 543 
 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, D.O.F. 14 DE ENERO DE 1987) 
De todo secuestro se tendrá como depositario a la persona que bajo su responsabilidad nombre el 
acreedor, pudiendo ser él mismo o el deudor, mediante formal inventario. 
 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, D.O.F. 14 DE ENERO DE 1987) 
Se exceptúan de lo dispuesto en este precepto: 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DE LA PRESENTE FRACCIÓN, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADA, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
I.- El embargo de dinero o de créditos fácilmente realizables que se efectúa en virtud de sentencia, 
porque entonces se hace entrega inmediata al actor en pago; en cualquier otro caso, el depósito se 
hará en billete de depósito que se conservará en el seguro del juzgado; 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DE LA PRESENTE FRACCIÓN, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADA, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
II.- El secuestro de bienes que han sido objeto de embargo judicial anterior, en cuyo caso el 
depositario anterior en tiempo lo será respecto de todos los embargos subsecuentes mientras 
subsista el primero, a no ser que el reembargo sea por virtud de juicio hipotecario, derecho de prenda 
u otro privilegio real; porque entonces éste prevalecerá si el crédito de que procede es de fecha 
anterior al primer secuestro; 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DE LA PRESENTE FRACCIÓN, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADA, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
III.- El secuestro de alhajas, obras de arte y demás muebles preciosos que se hará depositándolos 
en el Monte de Piedad, a costa del deudor. 
 
ARTICULO 544 
 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, D.O.F. 31 DE DICIEMBRE DE 1974) 
Quedan exceptuados de embargo: 
 
I.- Los bienes que constituyen el patrimonio de familia desde su inscripción en el Registro Público de 
la Propiedad, en los términos establecidos por el Código Civil; 
 
(REFORMADA, D.O.F. 31 DE DICIEMBRE DE 1974) 
II.- El lecho cotidiano, los vestidos y los muebles del uso ordinario del deudor, de su cónyuge o de 
sus hijos no siendo de lujo, a juicio del juez; 
 
III.- Los instrumentos, aparatos y útiles necesarios para el arte u oficio a que el deudor esté dedicado; 
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N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DE LA PRESENTE FRACCIÓN, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADA, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
IV.- La maquinaria, instrumentos y animales propios para el cultivo agrícola, en cuanto fueren 
necesarios para el servicio de la finca a que estén destinados, a juicio del juez, a cuyo efecto oirá el 
informe de un perito nombrado por él a costa del deudor; 
 
V.- Los libros, aparatos, instrumentos y útiles de las personas que ejerzan o se dediquen al estudio 
de profesiones liberales; 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DE LA PRESENTE FRACCIÓN, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADA, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
VI.- Las armas que los militares en servicio activo usen, indispensables para éste, conforme a las 
leyes relativas; 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DE LA PRESENTE FRACCIÓN, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADA, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
VII.- Los efectos, maquinaria e instrumentos propios para el fomento y giro de las negociaciones 
mercantiles e industriales, en cuanto fueren necesarios para su servicio y movimiento, a juicio del 
juez, a cuyo efecto oirá el dictamen de un perito nombrado por él, cuyos honorarios correrán a costa 
del deudor, pero podrán ser intervenidos juntamente con la negociación a que estén destinados; 
 
VIII.- Las mieses antes de ser cosechadas, pero no los derechos sobre las siembras; 
 
IX.- El derecho de usufructo pero no los frutos de éste; 
 
X.- Los derechos de uso y habitación; 
 
XI.- Las servidumbres, a no ser que se embargue el fundo a cuyo favor están constituídas; excepto 
la de aguas que es embargable independientemente; 
 
XII.- La renta vitalicia, en los términos establecidos en los artículos 2,785 y 2,787 del Código Civil; 
 
XIII.- Los sueldos y el salario de los trabajadores en los términos que lo establece la Ley Federal del 
Trabajo, siempre que no se trate de deudas alimenticias o responsabilidad proveniente de delito; 
 
XIV.- Las asignaciones de los pensionistas del Erario; 
 
XV.- Los ejidos de los pueblos y la parcela individual que en su fraccionamiento haya correspondido 
a cada ejidatario. 
 
ARTICULO 545 
 
El deudor sujeto a patria potestad o a tutela, el que estuviere físicamente impedido para trabajar y el 
que sin culpa carezca de bienes o de profesión u oficio, tendrán alimentos que el juez fijará, atendidas 
la importancia de la demanda y de los bienes y las circunstancias del demandado. 
 
ARTICULO 546 
 
De todo embargo de bienes raíces se tomará razón en el registro público de la propiedad, librándose 
al efecto por duplicado, copia certificada de la diligencia de embargo, uno de los ejemplares, después 
del registro, se unirá a los autos y el otro quedará en la expresada oficina. 
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N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
El embargo de títulos valor se puede realizar aun cuando no se tengan a la vista, y se tomará nota 
de él en el registro que corresponda conforme al procedimiento establecido en el párrafo anterior. 
 
ARTICULO 547 
 
Cuando se aseguren créditos, el secuestro se reducirá a notificar al deudor o a quien deba pagarlos 
que no verifique el pago sino que retenga la cantidad o cantidades correspondientes a disposición 
del juzgado, apercibido de doble pago en caso de desobediencia; y al acreedor contra quien se haya 
dictado el secuestro, que no disponga de esos créditos, bajo las penas que señala el Código Penal. 
Si llegare a asegurarse el título mismo del crédito, se nombrará un depositario que lo conserve en 
guarda, quien tendrá obligación de hacer todo lo necesario para que no se altere ni menoscabe el 
derecho que el título represente, y de intentar todas las acciones y recursos que la ley conceda para 
hacer efectivo el crédito, quedando sujeto, además a las obligaciones que impone el libro IV, segunda 
parte, título octavo del Código Civil. 
 
ARTICULO 548 
 
Si los créditos a que se refiere el artículo anterior fueren litigiosos, la providencia de secuestro se 
notificará al juez de los autos respectivos, dándole a conocer al depositario nombrado a fin de que 
éste pueda sin obstáculo alguno desempeñar las obligaciones que le impone la parte final del artículo 
anterior. 
 
ARTICULO 549 
 
Recayendo el secuestro sobre bienes muebles que no sean dinero, alhajas ni créditos, el depositario 
que se nombre sólo tendrá el carácter de simple custodio de los objetos puestos a su cuidado, los 
que conservará a disposición del juez respectivo. Si los muebles fueren fructíferos rendirá cuentas 
en los términos del artículo 557. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 550 
 
El depositario, en el caso del artículo anterior, pondrá en conocimiento del juez el lugar en que quede 
constituido el depósito, y recabará de éste la autorización para hacer, en caso necesario, los gastos 
de almacenaje. Si no pudiere el depositario hacer los gastos que demande el depósito, pondrá esta 
circunstancia en conocimiento del juez para que éste, oyendo a las partes en una junta que se 
celebrará dentro de tres días, decrete el modo de hacer los gastos, según en la junta se acordare, o 
en caso de no haber acuerdo, imponiendo esa obligación al que obtuvo la providencia de secuestro. 
 
ARTICULO 551 
 
Si los muebles depositados fueren cosas fungibles, el depositario tendrá, además, obligación de 
imponerse del precio que en la plaza tengan los efectos confiados a su guarda, a fin de que si 
encuentra ocasión favorable para la venta, lo ponga desde luego en conocimiento del juez, con objeto 
de que éste determine lo que fuere conveniente. 
 
ARTICULO 552 
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Si los muebles depositados fueren cosas fáciles de deteriorarse o demeritarse, el depositario deberá 
examinar frecuentemente su estado y poner en conocimiento del juez el deterioro o demérito que en 
ellos observe o tema fundadamente que sobrevenga, a fin de que éste dicte el remedio oportuno 
para evitar el mal, o acuerde su venta con las mejores condiciones, en vista de los precios de plaza 
y del demérito que hayan sufrido o estén expuestos a sufrir los objetos secuestrados. 
 
ARTICULO 553 
 
Si el secuestro recayere en finca urbana y sus rentas o sobre éstas solamente, el depositario tendrá 
el carácter de administrador, con las facultades y obligaciones siguientes: 
 
I.- Podrá contratar los arrendamientos, bajo la base de que las rentas no sean menores de las que 
al tiempo de verificarse el secuestro rindiere la finca o departamento de ésta que estuviere 
arrendado: para el efecto, si ignorare cual era en ese tiempo la renta, lo pondrá en conocimiento del 
juez, para que recabe la noticia de la Oficina de Contribuciones Directas. Exigirá para asegurar el 
arrendamiento las garantías de estilo, bajo su responsabilidad: si no quiere aceptar ésta, recabará 
la autorización judicial; 
 
II.- Recaudará las pensiones que por arrendamiento rinda la finca, en sus términos y plazos; 
procediendo en su caso contra los inquilinos morosos, con arreglo a la ley; 
 
III.- Hará sin previa autorización los gastos ordinarios de la finca, como el pago de contribuciones y 
los de mera conservación, servicio y aseo, no siendo excesivo su monto; cuyos gastos incluirá en la 
cuenta mensual de que después se hablará; 
 
IV.- Presentará a la Oficina de Contribuciones, en tiempo oportuno, las manifestaciones que la ley 
de la materia previene; y de no hacerlo así, serán de su responsabilidad los daños y perjuicios que 
su omisión originen; 
 
V.- Para hacer los gastos de reparación o de construcción, ocurrirá al juez solicitando la licencia para 
ello, y acompañando al efecto los presupuestos respectivos; 
 
VI.- Pagará previa autorización judicial, los réditos de los gravámenes reconocidos sobre la finca. 
 
ARTICULO 554 
 
Pedida la autorización a que se refiere la fracción V del artículo anterior, el juez citará a una audiencia 
que se verificará dentro de tres días para que las partes, en vista de los documentos que se 
acompañan resuelvan de común acuerdo si se autoriza o no el gasto. No lográndose el acuerdo, el 
juez dictará la resolución que corresponda. 
 
ARTICULO 555 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
Si el secuestro se efectúa en una finca rústica o en una negociación mercantil o industrial, el 
depositario será interventor con cargo a la caja, vigilando la contabilidad y todas las operaciones que 
se efectúen, pudiendo oponerse a la realización de cualquier acto que perjudique a los intereses del 
ejecutante y tendrá las siguientes atribuciones: 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DE LA PRESENTE FRACCIÓN, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADA, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
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I.- Realizará dentro de los quince días siguientes a la fecha en que haya tomado posesión de su 
cargo, una descripción valorada de todos los bienes muebles e inmuebles, títulos valor, géneros de 
comercio y derechos de cualquier otra especie, conforme al valor que la propia contabilidad de la 
negociación, les fije, elaborando asimismo, un balance que muestre la situación financiera de la 
negociación con los cuales dará cuenta al juez; 
 
II.- Vigilará en las fincas rústicas la recolección de los frutos y su venta, y recogerá el producto de 
ésta; 
 
III.- Vigilará las compras y ventas de las negociaciones mercantiles, recogiendo bajo su 
responsabilidad el numerario; 
 
IV.- Vigilará la compra de materia prima, su elaboración y la venta de los productos, en las 
negociaciones industriales, recogiendo el numerario y efectos de comercio para hacerlos efectivos 
en su vencimiento; 
 
V.- Ministrará los fondos para los gastos de la negociación o finca rústica y cuidará de que la inversión 
de esos fondos se haga convenientemente; 
 
VI.- Depositará el dinero que resultare sobrante, después de cubiertos los gastos necesarios y 
ordinarios, como se previene en el artículo 543; 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DE LA PRESENTE FRACCIÓN, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADA, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
VII.- Tomará las medidas necesarias para evitar los abusos y malos manejos en los administradores, 
dando de inmediato, cuenta al juez para su ratificación, y en su caso, para que determine lo 
conducente a remediar la mala administración. 
 
ARTICULO 556 
 
Si en el cumplimiento de los deberes que el artículo anterior impone al interventor, éste encontrare 
que la administración o se hace convenientemente, o puede perjudicar los derechos del que pidió y 
obtuvo el secuestro, lo pondrá en conocimiento del juez, para que oyendo a las partes y al interventor, 
determine lo conveniente. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
Si el interventor al efectuar la valoración de los bienes muebles e inmuebles, incluyendo los efectos, 
maquinaria e instrumentos propios para el fomento y giro de las negociaciones mercantiles o 
industriales, así como de los títulos valor, géneros de comercio y derechos de cualquier otra especie, 
encuentra que alguno o algunos de ellos es suficiente para cubrir el adeudo, lo hará del conocimiento 
del juez, para que éste autorice su venta, conforme al valor fijado en la contabilidad de la negociación, 
siempre y cuando los bienes de que se trate no fueren necesarias para el servicio y movimiento de 
aquellas, a juicio del juez, a cuyo efecto, oirá el dictamen de un perito nombrado por él, cuyos 
honorarios serán a cargo del ejecutado. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
De optar el ejecutante por la venta, el interventor quedará exento de rendir la cuenta de los esquilmos 
y frutos de la negociación. 
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ARTICULO 557 
 
Los que tengan administración o intervención, presentarán al juzgado cada mes, una cuenta de los 
esquilmos y demás frutos de la finca, y de los gastos erogados, no obstante cualquier recurso 
interpuesto en el principal. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 558 
 
El juez con audiencia de las partes, aprobará o reprobará la cuenta mensual y determinará los fondos 
que deban quedar para los gastos necesarios, mandando depositar el sobrante líquido. Los 
incidentes relativos al depósito y a las cuentas se seguirán en el cuaderno principal. 
 
ARTICULO 559 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
Será removido de plano el depositario en los siguientes casos: 
 
1. Si dejare de rendir cuenta mensual o la presentada no fuere aprobada; 2. Cuando no haya 
manifestado su domicilio o el cambio de éste; 3. Cuando tratándose de bienes muebles, no pusiere 
en conocimiento del juzgado, dentro de los tres días que sigan a la entrega, el lugar en donde quede 
constituido el depósito. 
 
Si el removido fuere el deudor, el ejecutante nombrará nuevo depositario. Si lo fuere el acreedor o la 
persona por él nombrada, la nueva elección se hará por el juez. 
 
ARTICULO 560 
 
El depositario y el actor, cuando éste lo hubiere nombrado, son responsables solidariamente de los 
bienes. 
 
ARTICULO 561 
 
Los depositarios e interventores percibirán por honorario el que les señale el arancel. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 14 DE ENERO DE 1987) 
ARTICULO 562 
 
Al ejecutarse las sentencias se formará la sección de ejecución y se integrará con el mandamiento 
de embargo; los incidentes relativos a ampliación y reducción del mismo; los de venta y remate de 
los bienes secuestrados; nombramientos, remociones y remuneraciones de peritos y depositarios; 
y, en general, lo que comprenda la sección de ejecución en los juicios ejecutivos e hipotecarios, así 
como en las providencias precautorias. 
 
Los incidentes de liquidación de sentencia, rendición de cuentas y determinación de daños y 
perjuicios se seguirán en el cuaderno principal. 
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ARTICULO 563 
 
Lo dispuesto en este capítulo es aplicable a todos los casos de secuestro judicial, salvo aquellos en 
que disponga expresamente otra cosa este Código. 
 
 
SECCION III 
 
De los remates 
 
ARTICULO 564 
 
Toda venta que conforme a la ley deba de hacerse en subasta o almoneda, se sujetará a las 
disposiciones contenidas en este título, salvo en los casos en que la ley disponga expresamente lo 
contrario. 
 
ARTICULO 565 
 
Todo remate de bienes raíces será público y deberá celebrarse en el juzgado en que actúe el juez 
que fuere competente para la ejecución. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 566 
 
Cuando los bienes embargados fueren raíces, antes de procederse a su avalúo, la parte interesada 
deberá exhibir certificado de gravámenes de los últimos diez años; pero si en autos obrare ya un 
certificado que se refiera a parte de dicho lapso, sólo se exhibirá el relativo al período transcurrido 
desde la fecha de aquél hasta la en que se solicite. 
 
ARTICULO 567 
 
Si del certificado aparecieren gravámenes, se hará saber a los acreedores el estado de ejecución 
para que intervengan en el avalúo y subasta de los bienes, si les conviniere. 
 
ARTICULO 568 
 
Los acreedores citados conforme al artículo anterior, tendrán derecho: 
 
I.- Para intervenir en el acto del remate, pudiendo hacer al juez las observaciones que estimen 
oportunas para garantizar sus derechos; 
 
II.- Para recurrir el auto de aprobación del remate, en su caso, y 
 
III.- Para nombrar a su costa un perito que con los nombrados por el ejecutante y el ejecutado 
practique el avalúo de la cosa. Nunca disfrutarán de este derecho después de practicado el avalúo 
por los peritos de las partes o el tercero en discordia, en su caso, ni cuando la valorización se haga 
por otros medios. 
 
(REFORMADO G.O. 14 DE JULIO DE 2014) 
Artículo 569.  
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El remate se practicará de acuerdo con las reglas establecidas para el juicio especial hipotecario, a 
que se refiere el artículo 486 de este Código. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 569 BIS 
 
Cuando el monto líquido de la condena fuere superior al valor de los bienes embargados previamente 
valuados en términos del artículo anterior, y del certificado de gravámenes no aparecieren otros 
acreedores, el ejecutante podrá optar por la adjudicación directa de los bienes que haya a su favor 
al valor fijado en el avalúo. 
 
(REFORMADO G.O. 14 DE JULIO DE 2014) 
Artículo 570. Hecho el avalúo, y previo a sacar los bienes a pública subasta, cuando éstos fueren 
raíces, el juez revisará de oficio que los datos de identificación de los mismos, asentados en el acta 
de embargo correspondiente, coincidan con los que aparecen en el certificado de libertad de 
gravámenes referido en el artículo 566 de este código, y con los datos de identificación que se 
adviertan del avalúo a que se refiere el artículo 569; y tratándose de aquellos juicios en que por su 
naturaleza se cuente con el instrumento público mediante el cual se identifiquen los bienes, de igual 
manera deberá hacerse la identificación con éste. 
 
(ADICIONADO G.O. 14 DE JULIO DE 2014) 
De existir diferencias en los datos de identificación de los inmuebles a rematar, el juez lo hará del 
conocimiento a las partes, a efecto de que éstas aporten los elementos necesarios para subsanar 
cualquier discrepancia que incida de manera directa o sustancial en la subasta. 
 
(ADICIONADO G.O. 14 DE JULIO DE 2014) 
Hecho lo anterior, y una vez que se encuentren debidamente identificados los bienes, se sacarán a 
pública subasta, anunciándose por medio de edicto que se fijará por una sola ocasión, en los tableros 
de avisos del juzgado y en los de la Tesorería del Distrito Federal, debiendo mediar entre la 
publicación y la fecha de remate cuando menos cinco días hábiles. Si el valor de la cosa pasare de 
trescientos mil pesos, cantidad que se actualizará en términos del artículo 62, se insertará además 
el edicto en la sección de avisos judiciales, de un periódico de información. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 14 DE ENERO DE 1987) 
ARTICULO 571 
 
Antes de aprobarse el remate, podrá el deudor librar sus bienes pagando principal e intereses y 
exhibiendo certificado de depósito por la cantidad que prudentemente califique el juez, para 
garantizar el pago de las costas. Después de aprobado quedará la venta irrevocable. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 14 DE ENERO DE 1987) 
ARTICULO 572 
 
Si el bien o los bienes raíces estuvieren situados en lugares distintos al del juicio, en todos ellos se 
publicarán los edictos en los sitios de costumbre y en las puertas de los juzgados respectivos. En el 
caso a que este artículo se refiere, se ampliará el término de los edictos, concediéndose un día más 
por cada doscientos kilómetros o por una fracción que exceda de la mitad, y se calculará para 
designarlo la distancia mayor a que se hallen los bienes. Puede el juez usar, además de los dichos, 
algún otro medio de publicidad para llamar postores. 
 
ARTICULO 573 
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Es postura legal la que cubra las dos terceras partes del avalúo o del precio fijado a la finca 
hipotecada por los contratantes, con tal de que la parte de contado sea suficiente para pagar el 
crédito o créditos que han sido objeto del juicio y las costas. 
 
Cuando por el importe del avalúo no sea suficiente la parte de contado para cubrir el crédito o créditos 
y las costas, será postura legal las dos tercias partes del avalúo dadas al contado. 
 
ARTICULO 574 
 
Para tomar parte en la subasta, deberán los licitadores consignar previamente en el establecimiento 
de crédito destinado al efecto por la ley, una cantidad igual por lo menos al diez por ciento efectivo 
del valor de los bienes, que sirva de base para el remate, sin cuyo requisito no serán admitidos. 
 
Se devolverán dichas consignaciones a sus respectivos dueños acto continuo al remate, excepto la 
que corresponda al mejor postor, la cual se reservará en depósito como garantía del cumplimiento 
de su obligación y en su caso como parte del precio de la venta. 
 
ARTICULO 575 
 
El ejecutante podrá tomar parte en la subasta y mejorar las posturas que se hicieren, sin necesidad 
de consignar el depósito prevenido en el artículo anterior. 
 
ARTICULO 576 
 
El postor no puede rematar para un tercero sino con poder y cláusula especial, quedando prohibido 
hacer postura reservándose la facultad de declarar después el nombre de la persona para quien se 
hizo. 
 
ARTICULO 577 
 
Desde que se anuncie el remate y durante éste, se pondrán de manifiesto los planos que hubiere y 
estarán a la vista de los avalúos. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 578 
 
El juez revisará escrupulosamente el expediente antes de dar inicio el remate, y decidirá de plano 
cualquier cuestión que se suscite durante la subasta. De las resoluciones que dicte el juez durante 
la subasta, no se admitirá recurso alguno. 
 
ARTICULO 579 
 
El día del remate a la hora señalada, pasará el juez personalmente lista de los postores presentados 
y concederá media hora para admitir a los que de nuevo se presenten. Concluída la media hora el 
juez declarará que va a procederse al remate y ya no admitirá nuevos postores. Enseguida revisará 
las propuestas presentadas, desechando desde luego las que no tengan postura legal y las que no 
estuvieren acompañadas del billete de depósito a que se refiere el artículo 574. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 14 DE ENERO DE 1987) 
ARTICULO 580 
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Calificadas de buenas las posturas, el juez las leerá en alta voz por sí mismo o mandará darles 
lectura por la secretaría, para que los postores presentes puedan mejorarlas. Si hay varias posturas 
legales, el juez decidirá cuál sea la preferente. 
 
Hecha la declaración de la postura considerada preferente, el juez preguntará si alguno de los 
licitadores la mejora. En caso de que alguno la mejore dentro de los cinco minutos que sigan a la 
pregunta, interrogará de nuevo si algún postor puja la mejora; y así sucesivamente con respecto a 
las pujas que se hagan.  En cualquier momento en que, pasados cinco minutos de hecha la pregunta 
correspondiente, no se mejorare la última postura o puja, declarará el tribunal fincado el remate en 
favor del postor que hubiere hecho aquélla y lo aprobará en su caso. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
La resolución que apruebe o desapruebe el remate será apelable en ambos efectos sin que proceda 
recurso alguno en contra de las resoluciones que se dicten durante el procedimiento de remate. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 14 DE ENERO DE 1987) 
ARTICULO 581 
 
Al declarar aprobado el remate, mandará el juez que dentro de los tres días siguientes, se otorgue a 
favor del comprador la escritura de adjudicación correspondiente, en los términos de su postura y 
que se le entreguen los bienes rematados. 
 
ARTICULO 582 
 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
No habiendo postor quedará al arbitrio del ejecutante pedir en el momento de la diligencia que se le 
adjudiquen los bienes por el precio del avalúo que sirvió de base para el remate o que se saquen de 
nuevo a pública subasta con rebaja del veinte por ciento de la tasación. 
 
Esta segunda subasta se anunciará y celebrará en igual forma que la anterior. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 583 
 
Si en ella tampoco hubiere licitadores, el actor podrá pedir o la adjudicación por el precio que sirvió 
de base para la segunda subasta o que se le entreguen en administración los bienes para aplicar 
sus productos al pago de los intereses y extinción del capital y de las costas. 
 
ARTICULO 584 
 
No conviniendo al ejecutante ninguno de los dos medios expresados en el artículo que precede podrá 
pedir que se celebre una tercera subasta sin sujeción a tipo. 
 
En este caso si hubiere postor que ofrezca las dos tercias partes del precio que sirvió de base para 
la segunda subasta y que acepte las condiciones de la misma, se fincará el remate sin más trámites 
en él. 
 
Si no llegase a dichas dos tercias partes, con suspensión del fincamiento del remate, se hará saber 
el precio ofrecido al deudor el cual dentro de los veinte días siguientes podrá pagar al acreedor 
librando los bienes o presentar persona que mejore la postura. 
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Transcurridos los veinte días sin que el deudor haya pagado ni traído mejor postor, se aprobará el 
remate mandando llevar a efecto la venta. 
 
Los postores a que se refiere este artículo, cumplirán con el requisito previo del depósito a que se 
refiere el artículo 574. 
 
ARTICULO 585 
 
Cuando dentro del término expresado en el artículo anterior se mejorare la postura, el juez mandará 
abrir nueva licitación entre los dos postores citándolos dentro de tercero día para que en su presencia 
hagan las pujas y adjudicará la finca al que hiciere la proposición más ventajosa. 
 
Si el primer postor en vista de la mejora hecha por el segundo manifestare que renuncia a sus 
derechos, o no se presentare a la licitación, se fincará en favor del segundo. Lo mismo se hará con 
el primero si el segundo no se presenta a la licitación. 
 
ARTICULO 586 
 
Si en la tercera subasta se hiciere postura admisible en cuanto al precio, pero ofreciendo pagar a 
plazos o alterando alguna otra condición, se hará saber al acreedor, el cual podrá pedir en los nueve 
días siguientes la adjudicación de los bienes en las dos tercias partes del precio de la segunda 
subasta; y si no hace uso de este derecho se aprobará el remate en los términos ofrecidos por el 
postor. 
 
ARTICULO 587 
 
Cualquier liquidación que tenga que hacerse de los gravámenes que afecten a los inmuebles 
vendidos, gastos de la ejecución y demás, se regulará por el juez con un escrito de cada parte y 
resolución dentro del tercero día. 
 
ARTICULO 588 
 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, D.O.F. 14 DE ENERO DE 1987) 
Aprobado el remate, se prevendrá al comprador que consigne ante el propio juez, el precio del 
remate. 
 
Si el comprador no consignare el precio en el plazo que el juez señale, o por su culpa dejare de tener 
efecto la venta, se procederá a nueva subasta como si no se hubiera celebrado, perdiendo el postor 
el depósito a que se refiere el artículo 574 que se aplicará por vía de indemnización por partes 
iguales, al ejecutante y al ejecutado. 
 
(REFORMADO, G.O. 8 DE NOVIEMBRE DE 2007) 
ARTICULO 589 
 
Consignado el precio el juez firmará la escritura en que se formalice la adjudicación fincada en favor 
del adquirente ante el Notario que éste designe. 
 
ARTICULO 590 
 
Otorgada la escritura se darán al comprador los títulos de propiedad apremiando en su caso al 
deudor para que los entregue y se pondrán los bienes a disposición del mismo comprador dándose 
para ello las órdenes necesarias aun las de desocupación de fincas habitadas por el deudor o por 
terceros que no tuvieren contrato para acreditar el uso en los términos que fija el Código Civil. Se le 
dará a conocer como dueño a las personas que él mismo designe. 
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ARTICULO 591 
 
Con el precio se pagará al acreedor hasta donde alcance y si hubiere costas pendientes que liquidar 
se mantendrá en depósito la cantidad que se estime bastante para cubrirlas hasta que sean 
aprobadas las que faltaren que pagarse; pero si el ejecutante no formula su liquidación dentro de los 
ocho días de hecho el depósito perderá el derecho de reclamarlas. 
 
(F. DE E., D.O.F. 27 DE SEPTIEMBRE DE 1932) 
El reembargo produce su efecto en lo que resulte líquido del precio del remate, después de pagarse 
el primer embargante, salvo el caso de preferencia de derechos.  El reembargante para obtener el 
remate en caso de que éste no se haya verificado, puede obligar al primer ejecutante a que continúe 
su acción. 
 
ARTICULO 592 
 
Si la ejecución se hubiere despachado a instancia de un segundo acreedor hipotecario o de otro 
hipotecario de ulterior grado, el importe de los créditos hipotecarios preferentes de que responda la 
finca rematada, se consignará ante el juzgado correspondiente y el resto se entregará sin dilación al 
ejecutante si notoriamente fuera inferior a su crédito o lo cubriere. 
 
Si excediere se le entregarán capital e intereses y las costas líquidas. El remanente quedará a 
disposición del deudor a no ser que se hallare retenido judicialmente para el pago de otras deudas. 
 
ARTICULO 593 
 
El acreedor que se adjudique la cosa reconocerá a los demás hipotecarios sus créditos para pagarlos 
al vencimiento de sus escrituras y entregará al deudor al contado lo que resulte libre del precio 
después de hecho el pago. 
 
ARTICULO 594 
 
Cuando se hubiere seguido la vía de apremio en virtud de títulos al portador con hipoteca inscrita 
sobre la finca vendida, si existieren otros títulos con igual derecho, se prorrateará entre todos el valor 
líquido de la venta, entregando al ejecutante lo que le corresponda y depositándose la parte 
correspondiente a los demás títulos hasta su cancelación. 
 
ARTICULO 595 
 
En los casos a que se refieren los artículos 592 y 594 se cancelarán las inscripciones de las hipotecas 
a que estuviere afecta la finca vendida, expidiéndose para ello mandamiento en el que se exprese 
que el importe de la venta no fue suficiente para cubrir el crédito del ejecutante y en su caso haberse 
consignado el importe del crédito del acreedor preferente o el sobrante si lo hubiere a disposición de 
los interesados. 
 
En el caso del artículo 593 si el precio de la venta fuere insuficiente para pagar las hipotecas 
anteriores y las posteriores, sólo se cancelarán éstas conforme a lo prevenido en la primera parte de 
este artículo. 
 
ARTICULO 596 
 
Cuando conforme a lo prevenido en el artículo 583 el acreedor hubiere optado por la administración 
de las fincas embargadas, se observarán las siguientes reglas: 
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I.- El juez mandará que se le haga entrega de ellas bajo el correspondiente inventario y que se le dé 
a reconocer a las personas que el mismo acreedor designe; 
 
II.- El acreedor y el deudor podrán establecer por acuerdos particulares las condiciones y término de 
la administración, forma y época de rendir las cuentas. Si así no lo hicieren se entenderá que las 
fincas han de ser administradas según la costumbre del lugar, debiendo el acreedor rendir cuentas 
cada seis meses; 
 
III.- Si las fincas fueren rústicas podrá el deudor intervenir las operaciones de la recolección; 
 
IV.- La rendición de cuentas y las diferencias que de ellas surgieren se sustanciarán sumariamente; 
 
V.- Cuando el ejecutante se haya hecho pago de su crédito, intereses y costas con el producto de 
las fincas, volverán éstas a poder del ejecutado; 
 
VI.- El acreedor podrá cesar en la administración de la finca cuando lo crea conveniente y pedir se 
saque de nuevo a pública subasta por el precio que salió a segunda almoneda, y si no hubiere postor 
que se le adjudiquen por las dos terceras partes de este valor en lo que sea necesario para completar 
el pago, deducido lo que hubiere percibido a cuenta. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 597 
 
Si en el contrato se ha fijado el precio en que una finca hipotecada haya de ser adjudicada al acreedor 
sin haberse renunciado la subasta, el remate se hará teniéndose como postura legal la que exceda 
del precio señalado para la adjudicación, y cubra con el contado lo sentenciado. Si no hubiere postura 
legal, se llevará a efecto desde luego la adjudicación en el precio convenido, debiéndose observar 
al efecto lo dispuesto por el párrafo segundo del artículo 511. 
 
ARTICULO 598 
 
Cuando los bienes cuyo remate se haya decretado fueran muebles se observará lo siguiente: 
 
I.- Se efectuará su venta siempre de contado, por medio de corredor o casa de comercio que expenda 
objetos o mercancías similares haciéndole saber para la busca de compradores, el precio fijado por 
peritos o por convenio de las partes; 
 
II.- Si pasados diez días de puestos a la venta no se hubiere logrado ésta, el tribunal ordenará una 
rebaja del diez por ciento del valor fijado primitivamente, y conforme a ella comunicará al corredor o 
casa de comercio el nuevo precio de venta, y así sucesivamente cada diez días hasta obtener la 
realización; 
 
III.- Efectuada la venta el corredor o casa de comercio entregará los bienes al comprador, 
otorgándosele la factura correspondiente, que firmará el ejecutado o el tribunal en su rebeldía; 
 
IV.- Después de ordenada la venta puede el ejecutante pedir la adjudicación de los bienes, por el 
precio que tuvieren señalado al tiempo de su petición, eligiendo los que basten para cubrir su crédito, 
según lo sentenciado; 
 
(F. DE E., D.O.F. 27 DE SEPTIEMBRE DE 1932) 
V.- Los gastos de corretaje o comisión serán de cuenta del deudor y se deducirán preferentemente 
del precio de venta que se obtenga; 
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(F. DE E., D.O.F. 27 DE SEPTIEMBRE DE 1932) 
VI.- En todo lo demás se estará a las disposiciones de este capítulo. 
 
 
(REFORMADA SU DENOMINACIÓN, D.O.F. 7 DE ENERO DE 1988) 
SECCION IV 
 
De la ejecución de las sentencias y demás resoluciones dictadas por los tribunales y jueces de los 
Estados 
 
ARTICULO 599 
 
El juez ejecutor que reciba exhorto con las inserciones necesarias, conforme a derecho para la 
ejecución de una sentencia u otra resolución judicial, cumplirá con lo que disponga el juez requirente, 
siempre que lo que haya de ejecutarse no fuere contrario a las leyes del Distrito Federal. 
 
ARTICULO 600 
 
Los jueces ejecutores no podrán oír ni conocer de excepciones cuando fueren opuestas por alguna 
de las partes que litigan ante el juez requirente, salvo el caso de competencia legalmente interpuesta 
por alguno de los interesados. 
 
ARTICULO 601 
 
Si al ejecutar los autos insertos en las requisitorias, se opusiere algún tercero, el juez ejecutor oirá 
sumariamente y calificará las excepciones opuestas conforme a las reglas siguientes: 
 
I.- Cuando un tercero que no hubiere sido oído por el juez requirente y poseyere en nombre propio 
la cosa en que debe ejecutarse la sentencia, no se llevará adelante la ejecución, devolviéndose el 
exhorto con inserción del auto en que se dictare esa resolución, y de las constancias en que se haya 
fundado; 
 
II.- Si el tercer opositor que se presente ante el juez requerido, no probare que posee con cualquier 
título traslativo de dominio la cosa sobre que verse la ejecución del auto inserto en la requisitoria, 
será condenado a satisfacer las costas, daños y perjuicios a quien se los hubiere ocasionado. Contra 
esta resolución sólo se da el recurso de queja. 
 
ARTICULO 602 
 
Los jueces requeridos no ejecutarán las sentencias más que cuando reunieren las siguientes 
condiciones: 
 
I.- Que versen sobre cantidad líquida o cosa determinada individualmente; 
 
(REFORMADA, D.O.F. 23 DE DICIEMBRE DE 1974) 
II.- Que si trataren de derechos reales sobre inmuebles o de bienes inmuebles ubicados en el Distrito 
Federal, fueren conforme a las leyes del lugar; 
 
III.- Si tratándose de derechos personales o del estado civil, la persona condenada se sometió 
expresamente o por razón de domicilio a la justicia que la pronunció; 
 
IV.- Siempre que la parte condenada haya sido emplazada personalmente para ocurrir al juicio. 
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ARTICULO 603 
 
El juez que reciba despacho u orden de su superior para ejecutar cualquiera diligencia, es mero 
ejecutor y en consecuencia no dará curso a ninguna excepción que opongan los interesados, y se 
tomará simplemente razón de sus respuestas en el expediente, antes de devolverlo. 
 
 
(ADICIONADO, D.O.F. 7 DE ENERO DE 1988) 
CAPITULO VI 
 
De la Cooperación Procesal Internacional 
 
(REFORMADO Y REUBICADO, D.O.F. 7 DE ENERO DE 1988) 
ARTICULO 604 
 
Los exhortos internacionales que se reciban sólo requerirán de homologación cuando impliquen 
ejecución coactiva sobre personas, bienes o derechos. Los exhortos relativos a notificaciones, 
recepción de pruebas y a otros asuntos de mero trámite se diligenciarán cuando proceda, sin formar 
incidente y de acuerdo con las siguientes reglas: 
 
I.- La diligenciación de exhortos o el obsequio de otras solicitudes de mera cooperación procesal 
internacional se llevará a cabo por los tribunales del Distrito Federal, en los términos y dentro de los 
límites de este Código y demás leyes aplicables; 
 
II.- Sin perjuicio de lo anterior, el tribunal exhortado podrá conceder simplificación de formalidades o 
la observancia de formalidades distintas a las nacionales, si esto no resulta lesivo al orden público y 
especialmente a las garantías individuales; 
 
III.- A solicitud de parte legítima, podrán llevarse a cabo actos de notificación o de emplazamiento, o 
de recepción de pruebas, para ser utilizados en procesos en el extranjero, en la vía de jurisdicción 
voluntaria o de diligencias preparatorias previstas en este Código; y 
 
IV.- Los tribunales que remitan al extranjero exhortos internacionales, o que los reciban, los 
tramitarán por duplicado y conservarán éste para constancia de lo enviado, o de lo recibido y de lo 
actuado. 
 
(REFORMADO Y REUBICADO, D.O.F. 7 DE ENERO DE 1988) 
ARTICULO 605 
 
Las sentencias y demás resoluciones extranjeras tendrán eficacia y serán reconocidas en la 
República en todo lo que no sea contrario al orden público interno en los términos de este Código, 
del Código Federal de Procedimientos Civiles y demás leyes aplicables, salvo lo dispuesto por los 
tratados y convenciones de que México sea parte. 
 
Tratándose de sentencias o resoluciones jurisdiccionales que solamente vayan a utilizarse como 
prueba, será suficiente que las mismas llenen los requisitos necesarios para ser consideradas como 
documentos públicos auténticos. 
 
Los efectos que las sentencias o laudos arbitrales extranjeros produzcan en el Distrito Federal 
estarán regidos por el Código Civil, por este Código y el Código Federal de Procedimientos Civiles y 
demás leyes aplicables. 
 
(REFORMADO Y REUBICADO, D.O.F. 7 DE ENERO DE 1988) 
ARTICULO 606 
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Las sentencias, laudos y resoluciones dictados en el extranjero podrán tener fuerza de ejecución si 
se cumplen las siguientes condiciones: 
 
I.- Que se hayan satisfecho las formalidades previstas en el Código Federal de Procedimientos 
Civiles en materia de exhortos provenientes del extranjero; 
 
II.- Que no hayan sido dictados como consecuencia del ejercicio de una acción real; 
 
III.- Que el juez o tribunal sentenciador haya tenido competencia para conocer y juzgar del asunto 
de acuerdo con las reglas reconocidas en la esfera internacional que sean compatibles con las 
adoptadas por este Código o en el Código Federal de Procedimientos Civiles; 
 
IV.- Que el demandado haya sido notificado o emplazado en forma personal a efecto de asegurarle 
la garantía de audiencia y el ejercicio de sus defensas; 
 
V.- Que tengan el carácter de cosa juzgada en el país en que fueron dictados, o que no exista recurso 
ordinario en su contra; 
 
VI.- Que la acción que les dio origen no sea materia de juicio que esté pendiente entre las mismas 
partes ante tribunales mexicanos y en el cual hubiere prevenido el tribunal mexicano o cuando menos 
que el exhorto o carta rogatoria para emplazar hubieren sido tramitados y entregados a la Secretaría 
de Relaciones Exteriores o a las autoridades del estado donde deba practicarse el emplazamiento. 
La misma regla se aplicará cuando se hubiera dictado sentencia definitiva; 
 
VII.- Que la obligación para cuyo cumplimiento se haya procedido no sea contraria al orden público 
en México; y 
 
VIII.- Que llenen los requisitos para ser considerados como auténticos. 
 
No obstante el cumplimiento de las anteriores condiciones el Juez podrá negar la ejecución si se 
probara que en el país de origen no se ejecutan sentencias, resoluciones jurisdiccionales o laudos 
extranjeros en casos análogos. 
 
(REFORMADO Y REUBICADO, D.O.F. 7 DE ENERO DE 1988) 
ARTICULO 607 
 
El exhorto del juez o tribunal requirente deberá acompañarse de la siguiente documentación: 
 
I.- Copia auténtica de la sentencia, laudo o resolución jurisdiccional; 
 
II.- Copia auténtica de las constancias que acrediten que se cumplió con las condiciones previstas 
en las fracciones IV y V del artículo anterior; 
 
III.- Las traducciones al español que sean necesarias al efecto; y 
 
IV.- Que el ejecutante haya señalado domicilio para oír notificaciones en el lugar de la homologación. 
 
(REFORMADO Y REUBICADO, D.O.F. 7 DE ENERO DE 1988) 
ARTICULO 608 
 
El reconocimiento y ejecución de sentencia extranjera se sujetará a las siguientes reglas: 
 



 

CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL 

 

CONSEJERÍA JURÍDICA Y DE SERVICIOS LEGALES 
 

 

I.- El tribunal competente para ejecutar una sentencia, laudo o resolución jurisdiccional proveniente 
del extranjero, será el del domicilio del ejecutado; 
 
II.- El incidente de homologación de sentencia, laudo o resolución extranjera se abrirá con citación 
personal al ejecutante y al ejecutado, a quienes se concederá término individual de nueve días 
hábiles para exponer defensas y para ejercitar los derechos que les correspondieren; y en el caso 
de que ofrecieren pruebas que fueren pertinentes, se fijará fecha para recibir las que fueren 
admitidas, cuya preparación correrá exclusivamente a cargo del oferente salvo razón fundada. En 
todos los casos se dará intervención al Ministerio Público para que ejercite los derechos que le 
correspondiere. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
La resolución que se dicte será apelable en ambos efectos si se denegare la ejecución, y en el efecto 
devolutivo de tramitación inmediata si se concediere; 
 
III.- Todas las cuestiones relativas a depositaría, avalúo, remate y demás relacionadas con la 
liquidación y ejecución coactiva de sentencia dictada por tribunal extranjero serán resueltas por el 
tribunal de la homologación. 
 
La distribución de los fondos resultantes del remate quedará a disposición del juez sentenciador 
extranjero; 
 
IV.- Ni el tribunal de primera instancia ni el de apelación podrán examinar ni decidir sobre la justicia 
o injusticia del fallo, ni sobre los fundamentos de hecho o de derecho en que se apoye, limitándose 
sólo a examinar su autenticidad y si deba o no ejecutarse conforme a lo previsto en los artículos 
anteriores; y 
 
V.- Si una sentencia, laudo o resolución jurisdiccional extranjera no pudiera tener eficacia en su 
totalidad, el tribunal podrá admitir su eficacia parcial a petición de parte interesada. 
 
 
TITULO OCTAVO 
 
Del juicio arbitral 
 
 
Reglas generales 
 
ARTICULO 609 
 
Las partes tienen el derecho de sujetar sus diferencias al juicio arbitral. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 610 
 
El acuerdo de arbitraje puede celebrarse antes de que haya juicio, durante éste y después de 
sentenciado, sea cual fuere el estado en que se encuentre. 
 
El acuerdo posterior a la sentencia irrevocable, sólo tendrá lugar si los interesados la conocieren. 
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N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 611 
 
El acuerdo de arbitraje es un convenio por el que las partes deciden someter a arbitraje todas las 
controversias o ciertas controversias que hayan surgido o puedan surgir entre ellas respecto de una 
determinada relación jurídica, contractual o no contractual. El acuerdo de arbitraje podrá adoptar la 
forma de una cláusula compromisoria incluida en un contrato o la forma de un acuerdo 
independiente. 
 
La referencia en el acuerdo de arbitraje, o en sus modificaciones a un reglamento de arbitraje, hará 
que se entiendan comprendidas en el acuerdo de arbitraje, todas las disposiciones de reglamente 
de que se trate. 
 
ARTICULO 612 
 
Todo el que esté en el pleno ejercicio de sus derechos civiles puede comprometer en árbitros sus 
negocios. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
Los tutores no pueden comprometer los negocios de los incapacitados ni nombrar árbitros, sino con 
aprobación judicial, salvo el caso en que dichos incapacitados fueren herederos de quien celebró el 
acuerdo de arbitraje. Sino hubiere designación de árbitros, salvo pacto en contrario de las partes, se 
hará con intervención judicial, como se previno en los medios preparatorios a juicio arbitral. 
 
N. DE E. EN RELACIOÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 613 
 
Los albaceas necesitan del consentimiento unánime de los herederos para comprometer en árbitros 
los negocios de la herencia y para nombrar árbitros, salvo el caso en que se tratara de cumplimentar 
los acuerdos de arbitraje pactados por el autor. 
 
ARTICULO 614 
 
Los síndicos de los concursos sólo pueden comprometer en árbitros con unánime consentimiento de 
los acreedores. 
 
ARTICULO 615 
 
No se pueden comprometer en árbitros los siguientes negocios: 
 
I.- El derecho de recibir alimentos; 
 
II.- Los divorcios excepto en cuanto a la separación de bienes y a las demás diferencias puramente 
pecuniarias; 
 
III.- Las acciones de nulidad de matrimonio; 
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IV.- Los concernientes al estado civil de las personas con la excepción contenida en el artículo 339 
del Código Civil; 
 
V.- Los demás en que lo prohiba expresamente la Ley. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 616 (DEROGADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 617 (DEROGADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 618 
 
La persona a quien se comunique su posible nombramiento como árbitro deberá revelar todas las 
circunstancias que puedan dar lugar a dudas justificadas acerca de su imparcialidad o 
independencia. El árbitro, desde el momento de su nombramiento y durante todas las actuaciones 
arbitrales, revelará sin demora tales circunstancias a las partes, a menos que ya les haya informado 
de ellas. 
 
Un árbitro sólo podrá ser recusado si existen circunstancias que den lugar a dudas justificadas 
respecto de su imparcialidad o independencia, o si no posee las cualidades convenidas por las 
partes. Una parte sólo podrá recusar al árbitro nombrado por ella o en cuyo nombramiento haya 
participado, por causas de las que haya tenido conocimiento después de efectuada la designación. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 619 
 
Deberá tratarse a las partes con igualdad y darse a cada una de ellas plena oportunidad de hacer 
valer sus derechos. 
 
Con sujeción a las disposiciones del presente Título, las partes tendrán libertad para convenir el 
procedimiento a que se haya de ajustar el tribunal arbitral en sus actuaciones. 
 
A falta de acuerdo, se aplicarán las disposiciones del Reglamento de arbitraje de la UNCITRAL. En 
ausencia de acuerdo y de disposición expresa en el Reglamento a que se refiere este párrafo, se 
aplicará lo dispuesto en el presente Título. 
 
En todo momento, el tribunal arbitral podrá, con sujeción a lo dispuesto en el presente Título, dirigir 
el arbitraje del modo que considere apropiado. Esta facultad conferida al tribunal arbitral incluye la 
de determinar la admisibilidad, la pertinencia y el valor de las pruebas. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 620 
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El acuerdo de arbitraje produce las excepciones de incompetencia y litispendencia, si durante el 
arbitraje se promueve el negocio en un tribunal ordinario. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 621 (DEROGADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 622 (DEROGADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 623 (DEROGADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 624 (DEROGADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 625 (DEROGADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 626 (DEROGADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 627 (DEROGADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 628 
 
Los árbitros decidirán según las normas de derecho que las partes hayan convenido. Si las partes 
no indicaren la ley que debe regir el fondo del litigio, el tribunal arbitral, tomando en cuenta las 
características y conexiones del caso, determinará el derecho aplicable. 
 
El tribunal arbitral decidirá como amigable componedor o en conciencia, sólo si las partes le han 
autorizado expresamente a hacerlo. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 629 (DEROGADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 630 (DEROGADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
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ARTICULO 631 
 
Los árbitros pueden condenar en costas, daños y perjuicios, pero para emplear los medios de 
apremio debe ocurrirse al juez ordinario. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 632 
 
Notificado el laudo, cualquier parte podrá presentar el laudo al juez ordinario para su ejecución, a no 
ser que las partes pidieren su aclaración. 
 
Para la ejecución de autos, decretos u órdenes, se acudirá también al juez de primera instancia. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 633 
 
Es competente para todos los actos relativos al juicio arbitral en lo que se refiere a jurisdicción que 
no tenga el árbitro; y para la ejecución de autos, decretos, órdenes y laudos, el juez que esté en 
turno. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REPUBLICADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 634 
 
Los jueces ordinarios están obligados a impartir el auxilio de su jurisdicción a los árbitros. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 635 
 
Contra el laudo arbitral no procede recurso alguno. Contra la ejecución sólo serán posibles las 
siguientes excepciones: 
 
I. La parte contra la cual se invoca el laudo, pruebe que: 
 
a) Una de las partes en el acuerdo de arbitraje estaba afectada por alguna incapacidad, o que dicho 
acuerdo no es válido en virtud de la ley a que las partes lo han sometido, o si nada se hubiere 
indicado a este respecto, en virtud de las disposiciones de este Código; 
 
b) No fue debidamente notificada de la designación de un árbitro o de las actuaciones arbitrales, o 
no hubiere podido, por cualquier otra razón, hacer valer sus derechos; 
 
c) El laudo se refiere a una controversia no prevista en el acuerdo de arbitraje o contiene decisiones 
que exceden los términos del acuerdo de arbitraje. No obstante, si las disposiciones del laudo que 
se refieren a las cuestiones sometidas al arbitraje pueden separarse de las que no lo están, se podrá 
dar reconocimiento y ejecución a las primeras; 
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d) La composición del tribunal arbitral o el procedimiento arbitral no se ajustaron al acuerdo celebrado 
entre las partes o, en defecto de tal acuerdo, que no se ajustaron a la ley del país donde se efectuó 
el arbitraje; o 
 
e) El laudo no sea aún obligatorio para las partes o hubiere sido anulado o suspendido por el juez 
del país en que, o conforme a cuyo derecho, hubiere sido dictado ese laudo; o 
 
II. El juez compruebe que, el objeto de la controversia no es susceptible de arbitraje; o que el 
reconocimiento o la ejecución del laudo son contrarios al orden público. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 636 (DEROGADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
 
 
TITULO NOVENO 
 
De los juicios en rebeldía 
 
 
CAPITULO I 
 
Procedimiento estando ausente el rebelde 
 
(REFORMADO, D.O.F. 21 DE ENERO DE 1967) 
ARTICULO 637 
 
En toda clase de juicios, cuando se constituya en rebeldía un litigante, no compareciendo en el juicio 
después de citado en forma, no se volverá a practicar diligencia alguna en su busca. 
 
Todas las resoluciones que de allí en adelante recaigan en el pleito y cuantas citaciones deban 
hacérsele, se notificarán por el Boletín Judicial, salvo los casos en que otra cosa se prevenga. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
ARTICULO  638 
 
El litigante será declarado rebelde sin necesidad que medie petición de la parte contraria y cuando 
el que haya sido arraigado quebrante el arraigo sin dejar apoderado instruido. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 21 DE ENERO DE 1967) 
ARTICULO 639 
 
Los autos que ordenen que un negocio se reciba a prueba o señalen día para la audiencia de pruebas 
y alegatos, así como los puntos resolutivos de la sentencia, además de notificarse por el Boletín 
Judicial, se publicarán dos veces, de tres en tres días, en el mismo Boletín o en el periódico local 
que indique el juez, si se tratare del caso previsto en la fracción II del artículo 122. 
 
ARTICULO 640 
 
Desde el día en que fue declarado rebelde o quebrantó el arraigo el demandado, se decretará si la 
parte contraria lo pidiere, la retención de sus bienes muebles y el embargo de los inmuebles en 
cuanto se estime necesario para asegurar lo que sea objeto del juicio. 
 
ARTICULO 641 
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La retención se hará en poder de la persona que tenga a su disposición o bajo su custodia los bienes 
muebles en que haya de consistir, concediendo el juez un término prudente para que garantice su 
manejo como depositario. 
 
Si extinguido ese término no ofreciere garantías suficientes a juicio del juez, se constituirán los 
muebles en depósito de persona que tenga bienes raíces o afiance su manejo a satisfacción del 
juez. 
 
ARTICULO 642 
 
El embargo de los inmuebles se hará expidiendo mandamiento por duplicado al registrador de la 
propiedad que corresponda para que se inscriba el secuestro. Una de las copias después de 
cumplimentado el registro, se unirá a los autos. 
 
Los inmuebles se pondrán también en depósito de la persona en cuyo poder se encuentren y el juez 
dará un término prudente para que garantice su manejo, si no fuere el demandado mismo. 
 
No haciéndolo, se colocarán bajo depósito según lo disponen los artículos 553 y siguientes, 
exigiéndose al depositario las mismas garantías que previene el artículo anterior. 
 
ARTICULO 643 
 
La retención o embargo practicados a consecuencia de declaración en rebeldía continuarán hasta la 
conclusión del juicio. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 644 (DEROGADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
 
 
CAPITULO II 
 
Procedimiento estando presente el rebelde 
 
ARTICULO 645 
 
Cualquiera que sea el estado del pleito en que el litigante rebelde comparezca, será admitido como 
parte y se entenderá con él la substanciación, sin que ésta pueda retroceder en ningún caso. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
ARTICULO  646 
 
Si el litigante rebelde se presenta dentro del término probatorio, tendrá derecho a que se le reciban 
las pruebas que promueva sobre alguna excepción perentoria, siempre que incidentalmente acredite 
que estuvo en todo el tiempo transcurrido desde el emplazamiento, impedido de comparecer en el 
juicio por una fuerza mayor no interrumpida. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
ARTICULO 647 
 
Si compareciere después del término de ofrecimiento de pruebas en primera instancia, o durante la 
segunda, se recibirán los autos a prueba, si se acreditare incidentalmente el impedimento y se trate 
de una excepción perentoria. 
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ARTICULO 648 
 
Podrá pedir también que se alce la retención o el embargo de sus bienes alegando y justificando 
cumplidamente no haber podido comparecer en el juicio por fuerza mayor insuperable. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 649 
 
Siempre que se trate de acreditar el impedimento insuperable, se tramitará en un incidente, sin que 
contra la resolución que se dicte en éste proceda recurso alguno. 
 
ARTICULO 650 
 
El litigante rebelde a quien haya sido notificado personalmente el emplazamiento o la sentencia 
definitiva sólo podrá utilizar contra ella el recurso de apelación en los términos del derecho común. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 651 (DEROGADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
 
 
TITULO DECIMO 
 
De las tercerías 
 
 
CAPITULO UNICO 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 652 
 
Al juicio pueden venir uno o más terceros, siempre que tengan interés propio y distinto del actor o 
reo en la materia del juicio. 
 
ARTICULO 653 
 
La tercería deberá deducirse en los términos prescritos para formular una demanda ante el juez que 
conoce del juicio. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 654 
 
Las tercerías que se deduzcan en el juicio, se substanciarán en la vía y forma, en que se tramite el 
procedimiento en la que se interponga la tercería. 
 
ARTICULO 655 
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Las tercerías coadyuvantes pueden oponerse en cualquier juicio, sea cual fuere la acción que en él 
se ejercite y cualquiera que sea el estado en que éste se encuentre, con tal que aún no se haya 
pronunciado sentencia que cause ejecutoria. 
 
ARTICULO 656 
 
Los terceros coayuvantes (sic) se consideran asociados con la parte cuyo derecho coayuvan (sic) y, 
en consecuencia, podrán: 
 
I.- Salir al pleito en cualquier estado en que se encuentre con tal de que no se haya pronunciado 
sentencia que cause ejecutoria; 
 
II.- Hacer las gestiones que estimen oportunas dentro del juicio siempre que no deduciendo la misma 
acción u oponiendo la misma excepción que actor o reo, respectivamente, no hubieren designado 
representante común; 
 
III.- Continuar su acción y defensa aun cuando el principal desistiere; 
 
IV.- Apelar e interponer los recursos procedentes. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 657 (DEROGADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
 
ARTICULO 658 
 
De la primera petición que haga el tercer coadyuvante cuando venga al juicio se correrá traslado a 
los litigantes con excepción del caso previsto en el artículo anterior. 
 
ARTICULO 659 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
Las tercerías excluyentes de dominio deben de fundarse en el dominio que sobre los bienes 
embargados alega el tercero. 
 
No es lícito interponer tercería excluyente de dominio a aquel que consintió en la constitución del 
gravamen o del derecho real en garantía de la obligación del demandado. 
 
ARTICULO 660 
 
La tercería excluyente de preferencia debe fundarse en el mejor derecho que el tercero deduzca 
para ser pagado. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 661 
 
Con la demanda de tercería excluyente deberá presentarse el título de fecha cierta en original o 
copia certificada en que se funde. La demanda de tercería deberá cumplir con lo previsto por el 
artículo 255 de este código, sin cuyos requisitos se desechará de plano. 
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ARTICULO 662 
 
No ocurrirán en tercería de preferencia: 
 
I.- El acreedor que tenga hipoteca u otro derecho real accesorio en finca distinta de la embargada; 
 
II.- El acreedor que sin tener derecho real no haya embargado el bien objeto de la ejecución; 
 
III.- El acreedor a quien el deudor señala bienes bastantes a solventar el crédito; 
 
IV.- El acreedor a quien la ley lo prohiba en otros casos. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 663 
 
El tercer excluyente de crédito hipotecario tiene derecho de pedir que se inscriba su demanda a su 
costa. 
 
ARTICULO 664 
 
Las tercerías excluyentes pueden oponerse en todo negocio, cualquiera que sea su estado, con tal 
de que si son de dominio no se haya dado posesión de los bienes al rematante o al actor en su caso 
por vía de adjudicación, y que si son de preferencia no se haya hecho el pago al demandante. 
 
ARTICULO 665 
 
Las tercerías excluyentes no suspenderán el curso del negocio en que se interponen. Si fueren de 
dominio, el juicio principal seguirá sus trámites hasta antes del remate y desde entonces se 
suspenderán sus procedimientos hasta que se decida la tercería. 
 
ARTICULO 666 
 
Si la tercería fuere de preferencia, se seguirán los procedimientos del juicio principal en que se 
interponga hasta la realización de los bienes embargados, suspendiéndose el pago que se hará al 
acreedor que tenga mejor derecho definida que quede la tercería. Entre tanto se decide ésta, se 
depositará a disposición del juez el precio de la venta. 
 
ARTICULO 667 
 
(F. DE E., D.O.F. 27 DE SEPTIEMBRE DE 1932) 
Si el actor y el demandado se allanaren a la demanda de tercería, el juez sin más trámites mandará 
cancelar los embargos si fuere excluyente de dominio y dictará sentencia si fuere de preferencia. 
 
Lo mismo hará cuando ambos dejaren de contestar a la demanda de tercería. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
A todo opositor que no obtenga sentencia favorable, se le condenará al pago de gastos y costas a 
favor de las partes que se hubieran opuesto a la tercería. 
 
ARTICULO 668 
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El ejecutado que haya sido declarado en rebeldía en el juicio principal, seguirá con el mismo carácter 
en el de tercería; pero si fuere conocido su domicilio, se le notificará el traslado de la demanda. 
 
ARTICULO 669 
 
Cuando se presenten tres o más acreedores que hicieren oposición, si estuvieren conformes, se 
seguirá un sólo juicio, graduando en una sola sentencia sus créditos; pero si no lo estuvieren, se 
seguirá el juicio de concurso necesario de acreedores. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
ARTICULO 670 
 
Si fueren varios los opositores reclamando el dominio se procederá en cualquier caso que sea, a 
decidir incidentalmente la controversia en unión del ejecutante y del ejecutado. 
 
ARTICULO 671 
 
La interposición de una tercería excluyente autoriza al demandante a pedir que se mejore la 
ejecución en otros bienes del deudor. 
 
ARTICULO 672 
 
Si sólo alguno de los bienes ejecutados fuere objeto de la tercería, los procedimientos del juicio 
principal continuarán hasta vender y hacer pago al acreedor con los bienes no comprendidos en la 
misma tercería. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 27 DE DICIEMBRE DE 1983) 
ARTICULO 673 
 
Si la tercería, cualquiera que sea se interpone ante un Juez de Paz y el interés de ella excede del 
que la ley somete a su jurisdicción, aquel ante quien se interponga remitirá lo actuado en el negocio 
principal y tercería, al juez competente en turno para conocer del negocio que representa mayor 
interés. El juez correspondiente correrá traslado de la demanda y decidirá la tercería, sujetándose 
en la substanciación a lo prevenido en los artículos anteriores. 
 
 
(DEROGADO CON EL CAPÍTULO Y ARTÍCULOS QUE LO INTEGRAN, G.O. 3 DE OCTUBRE DE 
2008) 
TITULO DECIMOPRIMERO 
 
Divorcio por mutuo consentimiento 
 
 
(DEROGADO CON LOS ARTÍCULOS QUE LO INTEGRAN, G.O. 3 DE OCTUBRE DE 2008) 
CAPITULO UNICO 
 
ARTICULO 674 (DEROGADO, G.O. 3 DE OCTUBRE DE 2008) 
 
ARTICULO 675 (DEROGADO, G.O. 3 DE OCTUBRE DE 2008) 
 
ARTICULO 676 (DEROGADO, G.O. 3 DE OCTUBRE DE 2008) 
 
ARTICULO 677 (DEROGADO, G.O. 3 DE OCTUBRE DE 2008) 
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ARTICULO 678 (DEROGADO, G.O. 3 DE OCTUBRE DE 2008) 
 
ARTICULO 679 (DEROGADO, G.O. 3 DE OCTUBRE DE 2008) 
 
ARTICULO 680 (DEROGADO, G.O. 3 DE OCTUBRE DE 2008) 
 
ARTICULO 681 (DEROGADO, G.O. 3 DE OCTUBRE DE 2008) 
 
ARTICULO 682 (DEROGADO, G.O. 3 DE OCTUBRE DE 2008) 
 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE TÍTULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADA SU DENOMINACIÓN, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
TITULO DECIMO SEGUNDO 
 
De los recursos y de la responsabilidad civil 
 
 
CAPITULO I 
 
De las revocaciones y apelaciones 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 683 
 
Las sentencias no pueden ser revocadas por el juez o Tribunal que las dicta. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 684 
 
Los autos que no fueren apelables y los decretos pueden ser revocados por el juez que los dicta, o 
por el que lo substituya en el conocimiento del negocio, sea por la interposición del recurso de 
revocación o por la regularización del procedimiento que se decrete de oficio o a petición de parte, 
previa vista a la contraria por tres días, para subsanar toda omisión que exista en el procedimiento 
o para el solo efecto de apegarse al procedimiento. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 685 
 
En los juicios en que la sentencia definitiva sea apelable, la revocación es procedente únicamente 
contra determinaciones de trámite, en los términos del artículo 79, fracción I de este código. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
En aquellos casos en que la sentencia no sea apelable, la revocación será procedente contra todo 
tipo de resoluciones con excepción de la definitiva. En todo caso, debe interponerse por escrito 
dentro de los tres días siguientes a la notificación, pudiéndose resolver de plano por el juez, o dar 
vista a la contraria por un término igual y la resolución deberá pronunciarse dentro del quinto día. En 
contra de esta resolución no se admitirá ningún recurso. 
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(ADICIONADO, G.O. 3 DE OCTUBRE DE 2008) (REFORMADO G.O. 11 DE FEBRERO DE 2014) 
ARTICULO 685 BIS 
 
La resolución que declare la disolución del vínculo matrimonial es inapelable, pero sí podrán 
impugnarse las resoluciones que recaigan respecto del o los convenios presentados durante el juicio; 
de tal manera que, son apelables los autos y sentencias interlocutorias que se dicten después de 
decretada la disolución del vínculo matrimonial, y son revocables las determinaciones de trámite 
emitidas durante el procedimiento. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 686 
 
De los decretos y autos del Tribunal Superior, aun aquéllos que dictados en primera instancia serían 
apelables, puede pedirse reposición. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 687 
 
La reposición debe interponerse por escrito dentro de los tres días siguientes a la notificación, 
dándose vista a la contraria por el término de tres días para que exprese lo que a su derecho 
convenga, y se resolverá dentro de los cinco días siguientes, contados a partir de que surta sus 
efectos la  notificación del auto que cita para sentencia. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 688 
 
El recurso de apelación tiene por objeto que, el Tribunal confirme, revoque o modifique la resolución 
del Juez. 
 
La apelación procede en el efecto devolutivo o en ambos efectos. 
 
La apelación en efecto devolutivo podrá ser de tramitación inmediata, o bien, de tramitación 
preventiva. 
 
En la de tramitación inmediata los agravios deberán expresarse al interponerse el recurso y se 
sustanciarán en los términos previstos en el Artículo 693 de este Código. 
 
En la de tramitación preventiva bastará con que el apelante exprese su inconformidad al interponer 
el recurso, y la expresión de agravios deberá hacerse en los términos previstos en el segundo párrafo 
del Artículo 692 Quáter. 
 
La apelación de tramitación preventiva se sustanciará conjuntamente con la que se interponga en 
contra de la sentencia definitiva. 
 
Las apelaciones que se admitan en ambos efectos siempre serán de tramitación inmediata. 
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N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 689 
 
Pueden apelar: el litigante si creyere haber recibido algún agravio, los terceros que hayan salido al 
juicio y los demás con interés jurídico a quienes perjudique la resolución judicial. 
 
No puede apelar el que obtuvo todo lo que pidió; salvo lo dispuesto en el Artículo 692 Quáter, así 
también podrá apelar el vencedor que no obtuvo la restitución de frutos, la indemnización de daños 
y perjuicios o el pago de costas. 
 
ARTICULO 690 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
La parte que venció puede adherirse a la apelación interpuesta dentro de los tres días siguientes a 
la admisión del recurso, expresando los razonamientos tendientes a mejorar las consideraciones 
vertidas por el juez en la resolución de que se trate. Con dicho escrito se dará vista a la contraria 
para que en igual plazo manifieste lo que a su derecho corresponda. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
La adhesión al recurso sigue la suerte de éste. 
 
ARTICULO 691 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
La apelación debe interponerse por escrito y procede sólo contra aquellas resoluciones que no 
permitan su revocación o regularización. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
Los autos e interlocutorias serán apelables cuando lo fuere la sentencia definitiva. 
 
(REFORMADO, G.O. 20 DE SEPTIEMBRE DE 2012) (F. DE E., G.O. 23 DE NOVIEMBRE DE 2012) 
La apelación no procede en los juicios cuyo monto sea inferior a quinientos mil pesos, moneda 
nacional, por concepto de suerte principal, sin que sean de tomarse en consideración intereses y 
demás accesorios reclamados, a la fecha de presentación de la demanda, dicho monto se actualizará 
en los términos que establece el último párrafo de la fracción II del artículo 62. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
Los asuntos de cuantía indeterminada siempre serán apelables. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 692 
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Las apelaciones de tramitación inmediata, ya sea en ambos efectos o en el devolutivo, deben 
interponerse ante el juez que pronunció la resolución impugnada, expresando los agravios que 
considere le cause. 
 
Las apelaciones que se interpongan contra auto o interlocutoria de tramitación inmediata deberán 
hacerse valer en el término de ocho días, y las que se interpongan contra sentencia definitiva dentro 
del plazo de doce días, contados a partir del día siguiente a aquél en que surtan efectos las 
notificaciones de tales resoluciones. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 692 BIS 
 
Además de los casos determinados expresamente en la ley, en la forma y términos que se 
establecen en este capítulo, se tramitarán de inmediato, en efecto devolutivo los supuestos previstos 
en las fracciones I a VI, y en ambos efectos la hipótesis prevista en la fracción VII, según proceda, 
las apelaciones que se interpongan contra: 
 
I.- El auto que desecha el incidente de nulidad de actuaciones por defectos en el emplazamiento; la 
resolución que se dicte en el incidente; y la resolución en la que el juez de oficio decrete nulo el 
emplazamiento; 
 
II.- Las resoluciones que resuelvan excepciones procesales; 
 
III.- El auto que tenga por contestada la demanda o reconvención, así como el que haga la 
declaración de rebeldía en ambos casos; 
 
IV.- Las resoluciones o autos que impongan una sanción o medida de apremio; 
 
V.- El auto que no admite la reconvención; 
 
VI.- Las resoluciones o autos, que siendo apelables, se pronuncien en ejecución de sentencia; y 
 
VII.- Las sentencias definitivas o de autos o resoluciones que suspendan o pongan fin al 
procedimiento, salvo disposición en contrario. 
 
(REFORMADO G.O. 14 DE JULIO DE 2014) 
Artículo 692 Ter. En los casos no previstos en el artículo anterior, la parte que se sienta agraviada 
por una determinación judicial, dentro del término de tres días contados a partir del día siguiente en 
que surta efectos su notificación, deberá por escrito interponer el recurso de apelación sin expresión 
de agravios, que se admitirá en efecto devolutivo de tramitación preventiva, debiendo quedar en el 
expediente original, previo a la integración del o los correspondientes cuadernos de agravios para 
su remisión a la alzada, copia certificada tanto del escrito de interposición del recurso en cita como 
del de la expresión de agravios, de la contestación a los mismos, y los acuerdos recaídos a tales 
escritos. 
 
(REFORMADO G.O. 14 DE JULIO DE 2014) 
De no interponerse el recurso que se menciona en el párrafo anterior, se tendrá por firme la 
resolución sin necesidad de declaración judicial, y por precluído el derecho del afectado para hacerlo 
valer con posterioridad. 
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N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 692 QUÁTER 
 
Al apelarse la sentencia definitiva se deberán expresar los agravios en su contra. 
 
(REFORMADO G.O. 14 DE JULIO DE 2014) 
Dentro del plazo de doce días a que se refiere el artículo 692, el apelante deberá hacer valer también, 
en escrito por separado, los agravios que considere le causaron las determinaciones que combatió 
en las apelaciones admitidas en efecto devolutivo cuyo trámite se reservó para hacerlo 
conjuntamente con la apelación de la definitiva. El secretario de acuerdos deberá revisar siempre 
escrupulosamente el expediente, y certificar en el mismo, bajo su responsabilidad, que en su caso, 
no existen apelaciones admitidas en el efecto devolutivo de tramitación preventiva. Tratándose de 
apelaciones de tramitación inmediata, el secretario de acuerdos deberá verificar que quede en el 
expediente original, previo a la integración del o los correspondientes cuadernos de agravios para 
su remisión a la alzada, copia certificada tanto del escrito de interposición del recurso en cita como 
del de la expresión de agravios, de la contestación a los mismos, y los acuerdos recaídos a tales 
escritos; al infractor de este artículo, se le impondrá, como corrección disciplinaria el equivalente a 
diez días del salario que perciba. 
 
La parte que obtuvo todo lo que pidió, en el mismo término señalado en el párrafo anterior, podrá 
expresar los agravios en contra de las resoluciones que se recurrieron a través de la apelación en el 
efecto devolutivo de tramitación preventiva, manifestando de qué manera trascendería al fondo del 
asunto el resarcimiento de la violación a subsanar, a efecto de que el tribunal de alzada proceda a 
estudiarlas. 
 
Dándose vista en los supuestos anteriores a la contraria para que en el término de seis días conteste 
los agravios. 
 
Con independencia de los agravios que se expresen en la apelación en efecto devolutivo de 
tramitación conjunta con la definitiva; para que el tribunal que conozca del recurso en contra de ésta 
última pueda considerar, en su caso, el resultado de lo ordenado en la resolución recaída en la 
apelación preventiva de tramitación conjunta con la definitiva, deberá expresar en los agravios en 
contra de la sentencia que resolvió el juicio, en qué le beneficiaría la prueba que se dejó de recibir, 
o; en su caso, de qué manera trascendería al fondo del asunto el resarcimiento de la violación a 
subsanar. 
 
Si dentro de las violaciones a que se refieren los párrafos anteriores se encontrara la no admisión o 
la no recepción por causas no imputables al oferente, de una prueba legalmente ofrecida o admitida, 
el tribunal declarará fundado el recurso de apelación en efecto devolutivo de tramitación conjunta 
por lo que hace a la violación procesal, y reservará la resolución del recurso en contra de la definitiva, 
para que de recibirse la prueba o subsanada la violación, en su oportunidad emita la resolución 
respectiva; mientras tanto ordenará y tramitará la adecuada recepción de la prueba, corriendo a 
cargo del oferente su preparación y señalando al efecto una audiencia improrrogable que deberá 
celebrarse dentro de los veinte días siguientes de la fecha en que se ordene su recepción, 
celebrándose ésta en los términos previstos en el artículo 713. 
 
En caso de que la violación procesal no sea relativa a las pruebas, de ser posible su reparación y 
siempre y cuando trascienda al fondo del asunto, el tribunal de apelación procederá a hacerlo. 
 
Una vez celebrada la audiencia y desahogada o no la prueba pendiente, o efectuada la reparación 
a que se refiere el párrafo anterior, el tribunal resolverá el recurso de apelación en contra de la 
definitiva. 
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De no ser procedentes los agravios de las apelaciones de tramitación conjunta con la definitiva o no 
habiendo sido expresados o resultando fundados no sea necesario que la violación procesal sea 
reparada, el Tribunal estudiará y resolverá la procedencia o no de los agravios expresados en contra 
de la definitiva, resolviendo el recurso con plenitud de jurisdicción. 
 
ARTICULO 693 
 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, G.O. 19 DE DICIEMBRE DE 2005) 
Interpuesta una apelación, el Juez la admitirá sin substanciación alguna si fuere procedente, siempre 
que en el escrito se hayan hecho valer los agravios respectivos, expresando el juzgador en su auto 
si la admite en ambos efectos o en uno solo. 
 
 
(REFORMADO G.O. 14 DE JULIO DE 2014) 
El juez en el mismo auto admisorio ordenará se forme el testimonio de apelación respectivo con 
todas las constancias que obren en el expediente que se tramita ante él, si se tratare de la primera 
apelación que se haga valer por las partes. Si se tratare de segunda o ulteriores apelaciones, 
solamente formará el testimonio de apelación con las constancias faltantes entre la última apelación 
admitida y las subsecuentes hasta la apelación de que se trate, incluyéndose todos los documentos 
que las partes hayan exhibido desde el escrito inicial de demanda y durante la tramitación del juicio, 
hasta la etapa en que se encuentre. 
 
(REFORMADO G.O. 14 DE JULIO DE 2014) 
De igual manera, al tener por interpuesto el recurso de apelación, dará vista con el mismo a la parte 
apelada, para que en el término de tres días conteste los agravios si se tratare de auto o sentencia 
interlocutoria, y de seis días si se tratare de sentencia definitiva. Transcurridos los plazos señalados, 
sin necesidad de rebeldía y se hayan contestado o no los agravios, se remitirán al tribunal, 
conjuntamente con el testimonio de apelación o los autos originales según corresponda, los 
cuadernos de agravios respectivos, conformados con el original del escrito de interposición del 
recurso con la expresión de agravios, el de la contestación a los mismos, y los originales de los autos 
que les recaigan a tales escritos. 
 
(REFORMADO G.O. 14 DE JULIO DE 2014) 
El testimonio deberá integrarse de manera fiel y en el orden en que se contengan las actuaciones 
en el expediente de origen, sin que pueda modificarse la forma de integrarse el testimonio de 
apelación, por el juzgado de origen o por el tribunal de alzada. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
El testimonio de apelación que se forme, se remitirá al tribunal de apelación que le corresponda, 
dentro del término de cinco días, contados a partir de la fecha en que precluyó el término de la parte 
apelada para contestar los agravios, o en su caso del auto en que se tuvieron por contestados, 
haciendo constar en el expediente el número de fojas con que se integra el que se envía al Tribunal, 
así como las fechas de la providencia impugnada, y del auto que admitió el recurso, precisando si 
se trata del primer testimonio que se envía o el que corresponda en los sucesivos envíos. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
El tribunal al recibir el testimonio formará un solo toca, en el que se vayan tramitando todas las 
apelaciones que se interpongan en el juicio de que se trate. 
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N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
El tribunal de apelación, al recibir las constancias, revisará si la apelación fue interpuesta en tiempo 
y calificará, si se confirma o no el grado en que se admitió por el juez. De encontrarla ajustada a 
derecho, así lo hará saber y citará a las partes en el mismo auto para dictar sentencia, la que 
pronunciará y notificará dentro de los términos previstos en el Artículo 704. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 694 
 
El recurso de apelación procede en un solo efecto o en ambos efectos. 
 
Tratándose de apelaciones contra cualquier clase de resoluciones, excepto la relativa a la sentencia 
definitiva, se tramitarán en un solo cuaderno "de constancias", en donde vayan agregándose los 
testimonios relativos, y al que se anexarán copias de todas las resoluciones a dichas apelaciones, 
inclusive la de la sentencia definitiva del juicio de que se trate. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
En el caso de que se trate de sentencia definitiva dictada en juicio que fuera apelable en efecto 
devolutivo conforme a este código, se dejará en el juzgado para ejecutarla, copia certificada de ella 
y de las demás constancias que el juez estime necesarias, remitiéndose desde luego los autos 
originales al tribunal superior. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
La apelación admitida en ambos efectos suspende desde luego la ejecución de la sentencia, hasta 
que ésta cause ejecutoria. Cuando se interponga contra auto o interlocutoria que por su contenido 
impida la continuación del procedimiento y la apelación se admita en ambos efectos, se suspenderá 
la tramitación del juicio, aplicándose al respecto lo establecido por el artículo 702 por lo que hace a 
los trámites que deben continuar. 
 
ARTICULO 695 
 
Se admitirán en un solo efecto las apelaciones en los casos en que no se halle prevenido que se 
admitan libremente o en ambos efectos 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
Se tramitarán de manera conjunta con la definitiva todas las apelaciones que de manera expresa 
este código no establezca que sean de tramitación inmediata. 
 
ARTICULO 696 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
De los autos y de las sentencias interlocutorias de los que se derive una ejecución que pueda causar 
un daño irreparable o de difícil reparación y la apelación proceda en el efecto devolutivo de 
tramitación inmediata, se admitirán en ambos efectos si el apelante lo solicita al interponer el recurso, 



 

CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL 

 

CONSEJERÍA JURÍDICA Y DE SERVICIOS LEGALES 
 

 

y señala los motivos por los que considera el daño irreparable o de difícil reparación. Lo anterior no 
es aplicable en las apelaciones que se interpongan en contra de resoluciones que resuelvan 
excepciones procesales. En caso de apelaciones en contra de medidas de apremio o de multas sólo 
se suspenderá el procedimiento por lo que hace a su aplicación. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
Con vista a lo pedido el juez deberá resolver y si la admite en ambos efectos señalar el monto de la 
garantía que exhibirá el apelante dentro del término de seis días para que surta efectos la 
suspensión. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
La garantía debe atender a la importancia del negocio y no podrá ser inferior al equivalente a siete 
mil quinientos pesos, dicho monto se actualizará en los términos que establece el artículo 62. Si no 
se exhibe la garantía en el plazo señalado, la apelación solo se admitirá en efecto devolutivo de 
tramitación inmediata. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
En caso de que el juez señale una garantía que se estime por el apelante excesiva, o que se niegue 
la admisión del recurso, en ambos efectos, se puede ocurrir en queja que se presentará ante el 
mismo juez dentro del término de tres días, acompañando a su recurso de queja el equivalente a 
siete mil quinientos pesos, monto que se actualizará en la forma indicada en el párrafo anterior, con 
lo que suspenderá la ejecución. De no exhibirse esta garantía, aunque la queja se deba admitir, no 
se suspenderá la ejecución. El juez en cualquier caso remitirá a la sala la queja planteada junto con 
su informe justificado en el término de cinco días para que se resuelva dentro de igual término. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
Declarada fundada la queja que interponga el apelante, la sala ordenará que la apelación se admita 
en ambos efectos y señalará la garantía que exhibirá el recurrente ante el juez dentro del término de 
seis días. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
Al declararse infundada la queja se hará efectiva la garantía exhibida a favor de la contraparte. Las 
resoluciones dictadas en las quejas previstas en este artículo no admiten recurso. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
También la parte apelada podrá ocurrir en queja, sin necesidad de exhibir garantía alguna, cuando 
la apelación se admita en ambos efectos y considere insuficiente la fijada por el juez al apelante. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
Las quejas que se interpongan, se deben remitir por el juez junto con su informe justificado a la sala 
en el término de cinco días, y éste resolverá en igual plazo. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
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(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
Si el tribunal confirmare la resolución apelada, hará efectiva la garantía fijada por el juez o por el 
tribunal a favor de la contraparte. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 697 
 
Al recibirse las constancias por el Superior éste ordenará notificar personalmente a las partes la 
radicación ante dicho tribunal, a menos que de las constancias remitidas aparezca que no se ha 
dejado de actuar por más de seis meses. 
 
ARTICULO 698 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
No se suspenderá la ejecución de la sentencia o auto apelados, cuando haya sido admitida la 
apelación en el efecto devolutivo de tramitación inmediata, excepto en los casos previstos por la ley. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
Si la apelación fuere de sentencia definitiva quedará en el juzgado testimonio de lo necesario para 
ejecutarla, remitiendo los autos al Superior. 
 
ARTICULO 699 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO PRIMER PARRAFO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
Admitida la apelación en solo el efecto devolutivo, no se ejecutará la sentencia si no se otorga 
previamente garantía mediante fianza o billete de depósito conforme a las reglas siguientes: 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DE LA PRESENTE FRACCIÓN, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADA, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
I.- La calificación de la idoneidad de la garantía será hecha por el juez bajo su responsabilidad; 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DE LA PRESENTE FRACCIÓN, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADA, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
II.- La garantía otorgada por el actor comprenderá la devolución de la cosa o cosas que deba percibir, 
sus frutos e intereses y la indemnización de daños y perjuicios si la Sala revoca el fallo; 
 
III.- La otorgada por el demandado comprenderá el pago de lo juzgado y sentenciado y su 
cumplimiento, en el caso de que la sentencia condene a hacer o a no hacer; 
 
IV.- La liquidación de los daños y perjuicios se hará en la ejecución de la sentencia. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 699 BIS 
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En los casos del artículo anterior, la parte perjudicada puede solicitar la suspensión de la ejecución, 
otorgando a su vez contragarantía, la que se fijará por el juez de acuerdo a las mismas bases que 
se tomaron en consideración para fijar la garantía y en ningún caso puede ser inferior a ésta. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
ARTICULO 700 
 
Además de los casos determinados expresamente en la ley, se admitirán en ambos efectos las 
apelaciones que se interpongan: 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DE LA PRESENTE FRACCIÓN, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADA, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
I.- De las sentencias definitivas en los juicios ordinarios, salvo, tratándose de interdicción, alimentos 
y diferencias conyugales, en los cuales la apelación será admitida en el efecto devolutivo de 
tramitación inmediata; 
 
II.- De los autos definitivos que paralizan o ponen término al juicio haciendo imposible su 
continuación, cualquiera que sea la naturaleza del juicio, y 
 
III.- De las sentencias interlocutorias que paralizan o ponen término al juicio haciendo imposible su 
continuación. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 701 
 
Admitida la apelación en ambos efectos una vez contestados los agravios o precluído el término para 
hacerlo, se remitirán los autos originales a la sala correspondiente, dentro del quinto día, citando a 
las partes para que comparezcan ante el tribunal de alzada. 
 
ARTICULO 702 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
En el caso del artículo anterior, se suspenderá la ejecución de la sentencia o auto apelado hasta que 
recaiga el fallo de la alzada; mientras tanto, queda en suspenso la jurisdicción del juez para seguir 
conociendo de los autos principales desde el momento en que se admita la apelación en ambos 
efectos. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
No obstante lo anterior, el juez continuará conociendo para resolver con plenitud de jurisdicción, todo 
lo relativo a depósitos, embargos trabados, rendición de cuentas, gastos de administración, 
aprobación de entrega de fondos para pagos urgentes, medidas provisionales decretadas durante el 
juicio y cuestiones similares que por su urgencia no pueden esperar. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 703 
 
La sala, al recibir el testimonio, formará un solo toca, en el que se tramitarán todos los recursos de 
apelación que se interpongan en el juicio de que se trata. 
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Con este testimonio se formará un cuaderno de constancias al que se seguirán agregando los 
subsecuentes testimonios que remita el inferior para tramitar otras apelaciones y quejas. 
 
Por separado la sala formará cuadernos de recursos que se integrarán con los escritos de agravios 
y contestación, así como todo lo que se actúe en cada recurso, y la resolución que se dicte, de la 
cual se agregará copia autorizada al cuaderno de constancias. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 704 
 
El Tribunal al recibir las constancias o los autos que remita el juez, revisará si la apelación fue 
interpuesta en tiempo y calificará, si se confirma o no el grado en que se admitió. De encontrarlo 
ajustado a derecho lo hará saber y citará a las partes en el mismo auto para oír sentencia, la que se 
pronunciará y notificará por Boletín Judicial dentro del término de diez días si se tratare de 
apelaciones de tramitación inmediata contra auto ó interlocutoria, salvo que se tengan que examinar 
documentos o testimonios voluminosos, en cuyo caso el plazo se ampliará en cinco días más. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 705 
 
En el caso de que el apelante omitiera expresar agravios al interponer el recurso de apelación de 
tramitación inmediata ante el juez, sin necesidad de acusar rebeldía, desechará el recurso, y quedará 
firme la resolución impugnada, sin que se requiera declaración judicial, salvo en lo relativo a la 
sentencia definitiva de primera instancia en que se requerirá decreto del juez. 
 
Si no se presentara apelación en contra de la sentencia definitiva, se entenderán consentidas las 
resoluciones y autos que hubieran sido apelados en efecto devolutivo de tramitación conjunta con la 
definitiva, salvo lo dispuesto en el párrafo tercero del artículo 692 Quáter. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 706 
 
En los escritos de expresión de agravios, tratándose de apelación de sentencia definitiva, el apelante 
sólo podrá ofrecer pruebas, cuando hubieren ocurrido hechos supervenientes, especificando los 
puntos sobre los que deben versar, que no serán extrañas ni a la cuestión debatida ni a los hechos 
sobrevenidos, pudiendo el apelado, en la contestación de los agravios, oponerse a esa pretensión. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 707 
 
Concluida la tramitación de las apelaciones se pronunciará la resolución correspondiente dentro de 
los siguientes plazos: 
 
a) Dentro del término de veinte días, aun cuando se acumulen a ésta, apelaciones intermedias que 
sean de tramitación conjunta con ella, siempre y cuando en su total no excedan en número de seis. 
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b) En los casos en que las apelaciones intermedias de tramitación conjunta con la sentencia definitiva 
excedan de seis, el plazo para dictar sentencia se ampliará en diez días más. 
 
Los plazos previstos en los incisos anteriores se ampliarán en diez días más cuando se tengan que 
examinar expedientes y/o documentos voluminosos. 
 
Los demás magistrados contarán con un plazo máximo de cinco días cada uno para emitir su voto. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 708 (DEROGADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 709 
 
Corresponde al secretario de acuerdos el envío oportuno del expediente o testimonio al tribunal para 
la substanciación del recurso; asimismo, el servidor público de la administración de justicia 
subalterno, tendrá a su cargo la debida integración del testimonio. Al infractor de esta disposición se 
le impondrá, como corrección disciplinaria, el equivalente de hasta dos días del salario que perciba. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 710 (DEROGADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 711 
 
En el auto de radicación el tribunal de apelación resolverá sobre la admisión o no de las pruebas 
ofrecidas y en caso de admitirlas ordenará se reciban en forma oral y señalará la audiencia dentro 
de los veinte días siguientes. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 712 
 
Contestados los agravios o precluido el derecho de hacerlo, si no se hubiere promovido prueba o las 
ofrecidas no se hubieren admitido, el tribunal de apelación dictará su sentencia dentro de los términos 
previstos en este capítulo. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 713 
 
Cuando se admitan pruebas, el tribunal de apelación desde el auto de admisión fijará la audiencia 
dentro de los veinte días siguientes, procediéndose a su preparación, para su desahogo en la fecha 
señalada. Esta audiencia será impostergable y la parte que ofreció la prueba será responsable de la 
falta de su oportuna preparación. De no preparar la prueba, ésta se dejará de recibir, sin necesidad 



 

CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL 

 

CONSEJERÍA JURÍDICA Y DE SERVICIOS LEGALES 
 

 

de prevención. Concluida la recepción de pruebas y en la audiencia, alegarán verbalmente las partes 
y se les citará para sentencia. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 714 
 
En las resoluciones dictadas en los procedimientos y juicios especiales, que fueren apelables 
conforme a este Código, el recurso procederá en el efecto devolutivo de tramitación inmediata; salvo 
lo dispuesto en el artículo 497 de este Código. En el mismo efecto devolutivo de tramitación 
inmediata se substanciarán las apelaciones a que se refiere la Ley de Extinción de Dominio para el 
Distrito Federal. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 715 (DEROGADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
 
ARTICULO 716 (DEROGADO, D.O.F. 27 DE DICIEMBRE DE 1983) 
 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE CAPÍTULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(DEROGADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
CAPITULO II 
 
De la apelación extraordinaria 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 717 (DEROGADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 718 (DEROGADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
 
ARTICULO 719 (DEROGADO, D.O.F. 27 DE DICIEMBRE DE 1983) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 720 (DEROGADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 721 (DEROGADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
 
N. DE E. EN RELACION CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTICULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CODIGO. 
ARTICULO 722 (DEROGADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
 
 
CAPITULO III 
 
Re (sic) la Queja 
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ARTICULO 723 
 
El recurso de queja tiene lugar: 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DE LA PRESENTE FRACCIÓN, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADA, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
I.- Contra el auto que no admita una demanda, o no reconoce la personalidad de un litigante antes 
del emplazamiento; no así por lo que hace al que no admite una reconvención; 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DE LA PRESENTE FRACCIÓN, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
II.- (DEROGADA, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
 
III.- Contra la denegación de apelación; 
 
IV.- En los demás casos fijados por la ley. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 724 (DEROGADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 725 
 
El recurso de queja, se interpondrá ante el juez, dentro de los tres días siguientes al acto reclamado, 
expresando los motivos de inconformidad. Dentro de los cinco días siguientes en que se tenga por 
interpuesto el recurso, el juez de los autos remitirá a la alzada informe con justificación, y acompañará 
en su caso, las constancias procesales respectivas. La sala, dentro de los cinco días siguientes a la 
recepción de las citadas constancias, decidirá lo que corresponda. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 726 
 
Si la queja no está apoyada por hecho cierto o no estuviere fundada en derecho o hubiere recurso 
ordinario en contra de la resolución reclamada, será desechada por el tribunal. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 727 
 
El recurso de queja sólo procede en las causas apelables. 
 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE CAPÍTULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADA SU DENOMINACION, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
CAPÍTULO IV 
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De la Responsabilidad Civil 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 728 
 
La responsabilidad civil en que puedan incurrir jueces y magistrados, cuando en el desempeño de 
sus funciones infrinjan las leyes por negligencia o ignorancia inexcusables, solamente podrá exigirse 
a instancia de la parte perjudicada, en el juicio ordinario, y ante el inmediato superior del que hubiere 
incurrido en ella. 
 
ARTICULO 729 
 
No podrá promoverse demanda de responsabilidad civil sino hasta que queda determinado por 
sentencia o auto firme el pleito o causa en que se suponga causado el agravio. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 730 (DEROGADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VEASE 
TRANSITORIO QUINTO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 18 DE MARZO DE 2011) 
ARTICULO 731 
 
Las salas del Tribunal Superior conocerán, en única instancia, de las demandas de responsabilidad 
civil presentadas contra los Jueces Civiles, Jueces de lo Civil de Cuantía Menor, de lo Familiar, de 
Extinción de Dominio y Jueces de Proceso Oral Civil. Contra las sentencias que aquéllas dicten no 
se dará recurso alguno. 
 
ARTICULO 732 
 
El Tribunal Pleno conocerá de dichas demandas en primera y única instancia cuando se entablen 
contra los magistrados. 
 
ARTICULO 733 
 
La demanda de responsabilidad debe entablarse dentro del año siguiente al día en que se hubiere 
dictado la sentencia o auto firme que puso término al pleito. Transcurrido este plazo, quedará 
prescrita la acción. 
 
ARTICULO 734 
 
No podrá entablar el juicio de responsabilidad civil contra un funcionario judicial el que no haya 
utilizado a su tiempo los recursos legales ordinarios contra la sentencia, auto o resolución en que se 
suponga causado el agravio. 
 
ARTICULO 735 
 
Toda demanda de responsabilidad civil deberá acompañarse con certificación o testimonio que 
contenga: 
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I.- La sentencia, auto o resolución en que se suponga causado el agravio; 
 
II.- Las actuaciones que en concepto de la parte conduzcan a demostrar la infracción de ley o del 
trámite o solemnidad mandados observar por la misma, bajo pena de nulidad y que a su tiempo se 
entablaron los recursos o reclamaciones procedentes; 
 
III.- La sentencia o auto firme  haya puesto término al pleito o causa. 
 
ARTICULO 736 
 
La sentencia que absuelva de la demanda de responsabilidad civil condenará en costas al 
demandante y las impondrá a los demandados cuando en todo o en parte se acceda a la demanda. 
 
ARTICULO 737 
 
En ningún caso la sentencia pronunciada en el juicio de responsabilidad civil alterará la sentencia 
firme que haya recaído en el pleito en que se hubiere ocasionado el agravio. 
 
 
(ADICIONADO CON EL CAPÍTULO Y ARTÍCULOS QUE LO INTEGRAN, G.O. 27 DE ENERO DE 
2004) 
TITULO DECIMOSEGUNDO BIS 
 
 
(ADICIONADO CON LOS ARTÍCULOS QUE LO INTEGRAN, G.O. 27 DE ENERO DE 2004) 
CAPITULO I 
 
De la acción de nulidad de juicio concluido 
 
(ADICIONADO, G.O. 27 DE ENERO DE 2004) 
ARTICULO 737 A 
 
La acción de nulidad de juicio concluido procede en aquellos asuntos en los cuales se ha dictado 
sentencia o auto definitivo que ha causado ejecutoria y se actualiza alguna de las siguientes 
hipótesis: 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DE LA PRESENTE FRACCIÓN, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
I. (DEROGADA, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DE LA PRESENTE FRACCIÓN, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADA, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
II. Si se falló en base a pruebas reconocidas o declaradas de cualquier modo falsas con posterioridad 
a la resolución, o que la parte vencida ignoraba que se habían reconocido o declarado como tales 
antes de la sentencia; 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DE LA PRESENTE FRACCIÓN, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
III. (DEROGADA, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DE LA PRESENTE FRACCIÓN, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
IV. (DEROGADA, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
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N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DE LA PRESENTE FRACCIÓN, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
V. (DEROGADA, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DE LA PRESENTE FRACCIÓN, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
VI. (DEROGADA, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DE LA PRESENTE FRACCIÓN, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADA, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
VII. Cuando existiere colusión u otra maniobra fraudulenta de las partes litigantes, en el juicio cuya 
nulidad se pide, en perjuicio del actor. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 737 B 
 
La acción de nulidad de juicio concluido puede ser ejercitada por quienes hayan sido parte en el 
proceso, sus sucesores o causahabientes; y los terceros a quienes perjudique la resolución. 
 
(ADICIONADO, G.O. 27 DE ENERO DE 2004) 
ARTICULO 737 C 
 
Es competente para conocer de la presente acción, independientemente de la cuantía del juicio 
solicitado como nulo, el juez de lo civil en turno de primera instancia. 
 
(ADICIONADO, G.O. 27 DE ENERO DE 2004) 
ARTICULO 737 D 
 
En ningún caso podrá interponerse la acción de nulidad de juicio concluido: 
 
I. Si ha transcurrido un año desde que hubiere causado cosa juzgada la resolución que en ese juicio 
se dictó y; 
 
II. Si han transcurrido tres meses desde que el recurrente hubiere conocido o debió conocer los 
motivos en que se fundare la misma. 
 
(ADICIONADO, G.O. 27 DE ENERO DE 2004) 
ARTICULO 737 E 
 
Si se encuentra juicio pendiente de resolverse sobre la falsedad de alguna prueba que fue 
determinante en fallo dictado en el juicio reclamado como nulo, se suspenderán los plazos a que se 
refiere el artículo anterior. 
 
ARTICULO 737 F (DEROGADO, G.O. 19 DE DICIEMBRE DE 2005) 
 
(ADICIONADO, G.O. 27 DE ENERO DE 2004) 
ARTICULO 737 G 
La interposición de la acción de nulidad de juicio concluido no suspenderá la ejecución de la 
resolución firme que la motivare, siempre y cuando el vencedor otorgue garantía de cuando menos 
la cantidad equivalente al treinta por ciento de lo sentenciado; o bien, el monto que el juzgador fije 
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prudencialmente en aquellos procesos en que lo sentenciado no haya versado sobre cuestiones 
patrimoniales o sean de cuantía indeterminada. 
 
Excepción a la regla anterior será el caso en que de ejecutarse la sentencia que ha quedado firme 
en el juicio reclamado nulo se pueda causar un daño irreparable al promovente de la nulidad. 
 
(ADICIONADO, G.O. 27 DE ENERO DE 2004) 
ARTICULO 737 H 
 
En la demanda, contestación, reconvención y contestación a la reconvención, las partes deberán 
ofrecer las pruebas que pretendan rendir durante el juicio, exhibiendo las documentales que tengan 
en su poder o el escrito sellado mediante el cual hayan solicitado los documentos que no tuvieren 
en su poder, en términos de los artículos 95, 96 y 97 de este código. 
 
(ADICIONADO, G.O. 27 DE ENERO DE 2004) 
ARTICULO 737 I 
 
Se observarán las disposiciones generales del presente código en todo lo que no se oponga a este 
capítulo. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 737 J 
 
No procede la acción de nulidad de juicio concluido contra las sentencias dictadas en el mismo juicio 
de nulidad; las que serán recurribles en los términos previstos en esta Ley. 
 
(ADICIONADO, G.O. 27 DE ENERO DE 2004) 
ARTICULO 737 K 
 
Quien haya dado lugar a alguna de las causales a que se refiere el artículo 737 "A" de este código, 
y una o más hayan sido determinantes para que el juez resolviera en la forma en que lo hizo en el 
juicio que de (sic) declare nulo, será responsable de los daños y perjuicios que con su conducta haya 
causado. En ningún caso la indemnización será menor al doble de la cuantía del negocio seguido en 
el proceso declarado nulo. Asimismo, siempre será condenado al pago de los gastos y costas 
causados en el juicio en que se ejercite la presente acción de nulidad. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 737 L 
 
Los abogados patronos serán responsables solidarios respecto de los daños y perjuicios causados 
con la tramitación del juicio de nulidad a que se refiere este capítulo así como de las costas en 
aquéllos casos donde se presentare insolvencia de la parte actora. 
 
 
TITULO DECIMOTERCERO 
 
De los concursos 
 
 
CAPITULO I 
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Reglas generales 
 
ARTICULO 738 
 
El concurso del deudor no comerciante puede ser voluntario o necesario. Es voluntario cuando el 
deudor se desprende de sus bienes para pagar a sus acreedores, presentándose por escrito 
acompañando un estado de su activo y pasivo con expresión del nombre y domicilio de sus deudores 
y acreedores, así como una explicación de las causas que hayan motivado su presentación en 
concurso. Sin estos requisitos no se admitirá la solicitud. No se incluirá en el activo los bienes que 
no puedan embargarse. 
 
Es necesario cuando dos o más acreedores de plazo cumplido han demandado o ejecutado ante 
uno mismo o diversos jueces a sus deudores y no haya bienes bastantes para que cada uno 
secuestre lo suficiente para cubrir su crédito y costa. 
 
ARTICULO 739 
 
Declarado el concurso el juez resolverá: 
 
I.- Notificar personalmente o por cédula al deudor la formación de su concurso necesario y por el 
Boletín el concurso voluntario; 
 
II.- Hacer saber a los acreedores la formación del concurso por edictos que se publicarán en dos 
periódicos de información que designará el juez. Si hubiere acreedores en el lugar del juicio se citarán 
por medio de cédula por correo o telégrafo si fuere necesario; 
 
III.- Nombrar síndico provisional; 
 
IV.- Decretar el embargo y aseguramiento de los bienes, libros, correspondencia y documentos del 
deudor, diligencias que deberán practicarse en el día, sellando las puertas de los almacenes y 
despachos del deudor y muebles susceptibles de embargo que se hallen en el domicilio del mismo 
deudor; 
 
V.- Hacer saber a los deudores la prohibición de hacer pagos o entregar efectos al concursado y la 
orden a éste de entregar  los bienes al síndico bajo el apercibimiento de segunda paga a los primeros 
y de procederse penalmente en contra del deudor que ocultare cosas de su propiedad; 
 
VI.- Señalar un término no menor de ocho días ni mayor de veinte para que los acreedores presenten 
en el juzgado los títulos justificativos de sus créditos con copia para ser entregada al síndico; 
 
VII.- Señalar día y hora para la junta de rectificación y graduación de créditos que deberá celebrarse 
diez días después de que expire el plazo fijado en la fracción anterior. El día de esta junta y el nombre 
y domicilio del síndico se harán saber en los edictos a que se refiere la fracción I; 
 
VIII.- Pedir a los jueces ante quienes tramiten pleitos contra el concursado, los envíen para  su 
acumulación al juicio universal. Se exceptúan los juicios hipotecarios que estén pendientes y los que 
se promuevan después y los juicios que hubiesen fallado en primera instancia; éstos se acumularán 
una vez que se decidan definitivamente. Se exceptúan igualmente los que procedan de créditos 
prendarios y los que no sean acumulables por disposición expresa de la ley. 
 
ARTICULO 740 
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N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
El deudor puede oponerse al concurso necesario dentro del tercer día de su declaración. La 
oposición se substanciará por cuerda separada, sin suspender las medidas a que se refiere el 
artículo anterior y en forma sumaria; la resolución de este incidente será apelable en el efecto 
devolutivo de tramitación inmediata. 
 
Revocado el auto que declaró abierto el concurso deberán reponerse las cosas al estado que tenían 
antes. El síndico, en el caso de haber realizado actos de administración, deberá rendir cuentas al 
interesado. 
 
ARTICULO 741 
 
Los acreedores aun los garantizados con privilegio, hipoteca o prenda, podrán pedir por cuerda 
separada el que se revoque la declaración del concurso aun cuando el concursado haya manifestado 
ya su estado o haya consentido el auto judicial respectivo. 
 
ARTICULO 742 
 
El concursado que hubiere hecho cesión de bienes no podrá pedir la revocación de la declaración 
respectiva a no ser que alegue algún error en la apreciación de sus negocios. 
 
En este caso y en el previsto en el artículo anterior la revocación se tramitará como lo previene el 
artículo 740. 
 
ARTICULO 743 
 
El concursado en el caso de concurso forzoso deberá presentar al juzgado dentro de los cinco días 
de la notificación del auto que lo declare, un estado detallado de su activo y pasivo con nombres y 
domicilio de acreedores y deudores, privilegiados y valistas (sic); si no lo presentare lo hará el 
síndico. 
 
 
CAPITULO II 
 
De la rectificación y graduación de créditos 
 
ARTICULO 744 
 
Todo acreedor podrá hasta tres días antes de la fecha designada para la reunión de la junta 
presentarse por escrito observando todos o algunos de los créditos reconocidos por el deudor o 
denunciando cualquier acto culpable o fraudulento del mismo, precisando al ofrecerlas (sic) las 
pruebas de su dicho. Todo acreedor que no haya sido incluído en el estado presentado por el deudor, 
podrá presentarse al juzgado dentro del término fijado en la fracción VI expresando el monto, origen 
y naturaleza de su crédito, presentando en su caso la prueba de sus afirmaciones. 
 
Los acreedores pueden examinar los papeles y documentos del concursado en la secretaría, antes 
de la rectificación de créditos. 
 
ARTICULO 745 
 
La junta de rectificación y graduación será presidida por el juez, procediéndose al examen de los 
créditos previa lectura por el síndico de un breve informe sobre el estado general activo y pasivo y 
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documentos que prueben la existencia de cada uno de ellos. En este informe del síndico estarán 
contenidos los dictámenes que rinda sobre cada uno de los créditos presentados y de los cuales con 
anticipación se le corrió traslado. 
 
En el informe deberá también clasificar los créditos de acuerdo con sus privilegios según el Código 
Civil. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍICULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 746 
 
Si el síndico no presentare el informe al principiar la junta, perderá el derecho de cobrar honorarios, 
y será removido de plano, imponiéndosele, además, una multa que no podrá ser inferior dos mil 
pesos ni superior de cinco mil pesos, dicho monto se actualizará en los términos que establece el 
artículo 62. 
 
ARTICULO 747 
 
El acreedor cuyo crédito no resultare del estado, libros o papeles del deudor, será admitido en la 
junta siempre que dentro del término fijado en la fracción VI del artículo 739 haya presentado al 
juzgado los justificantes del mismo. 
 
El concursado podrá asistir por sí o por apoderado a toda junta que se celebre, debiendo siempre 
citársele por cédula. 
 
ARTICULO 748 
 
Los acreedores podrán hacerse representar por apoderado o procurador, siendo bastante también 
el poder ordinario de administración. Quien represente a más de un acreedor sólo podrá tener cinco 
votos como máximo, pero el monto de todos los créditos se computará para formar en su caso a la 
mayoría, la cantidad o capital. 
 
ARTICULO 749 
 
Si el crédito no es objetado por el síndico, por el concursado o acreedor que no represente la mayoría 
del artículo 748, se tendrá por bueno y verdadero y se inscribirá en la lista de créditos reconocidos. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
Esa lista contendrá los nombres de los acreedores e importe de cada crédito. El crédito verificado 
puede ser objetado por cualquier acreedor a su costa y por el trámite incidental. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
ARTICULO 750 
 
Si uno o más de los créditos admitidos por la mayoría, fuesen objetados por el deudor, por el síndico 
o por alguno de los acreedores, se tendrán por verificados provisionalmente, sin perjuicio de que 
incidentalmente pueda seguirse la cuestión sobre legitimidad del crédito. 
 
El mismo trámite procederá si los objetantes fueran acreedores, sin perjuicio de ser indemnizados 
hasta la concurrencia de la suma en que su gestión hubiere enriquecido su concurso. 
 
ARTICULO 751 
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(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
Los acreedores que no presenten los documentos justificativos de sus créditos no serán admitidos a 
la masa sin que proceda la rectificación de los mismos, que se hará judicialmente a su costa, 
incidentalmente. Sólo tomarán parte en los dividendos que estuviesen aún por hacerse en el 
momento de presentar su reclamación, sin que les sea admitido en ningún caso reclamar su parte 
en los dividendos anteriores. 
 
Si cuando se presenten los acreedores morosos a reclamar sus créditos, estuviese ya repartida la 
masa de bienes, no serán oídos salvo su acción personal contra el deudor que debe reservárseles. 
 
ARTICULO 752 
 
Si en la primera reunión no fuere posible rectificar todos los créditos presentados, el juez suspenderá 
la audiencia para continuarla al día siguiente haciéndolo constar en el acta sin necesidad de una 
nueva convocatoria. 
 
ARTICULO 753 
 
En la misma junta, una vez terminada la rectificación y graduación, los acreedores por mayoría de 
créditos y de personas asistentes a la junta designarán síndico definitivo. En su defecto, lo designará 
el juez. 
 
Podrán también por unanimidad y a solicitud del concursado, celebrar arreglos con éste o pedir todos 
los acreedores comunes cuyos créditos hayan sido verificados la adjudicación en copropiedad de 
los bienes del concursado dándole carta de pago a éste y debiendo pagar previamente las costas y 
los créditos privilegiados. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
Si el deudor común se opusiese, se substanciará la oposición incidentalmente. 
 
ARTICULO 754 
 
Después de esta junta y en ausencia de convenios, resueltas las apelaciones y oposiciones que se 
hubieren suscitado, el síndico procurará la venta de los bienes del concursado y el juez mandará 
hacer la de los muebles conforme a lo prevenido en el artículo 598, sirviendo de base para la venta 
el que conste en inventarios con un quebranto de veinte por ciento. Si no hubiere valor en los 
inventarios se mandará tasar por un corredor titulado si lo hubiere y en su defecto, por comerciante 
acreditado. Los inmuebles se sacarán a remate conforme a las reglas respectivas nombrando el 
perito valuador el juez. 
 
ARTICULO 755 
 
El producto de los bienes se distribuirá proporcionalmente entre los acreedores de acuerdo con su 
privilegio y graduación. 
 
Si al efectuarse la distribución hubiere algún crédito pendiente de verificarse, su dividendo se 
depositará en el establecimiento destinado al efecto por la ley hasta la resolución definitiva del juicio. 
 
ARTICULO 756 
 
El acreedor hipotecario, el prendario y el que tenga privilegio especial respecto del que no haya 
habido oposición, así como el que hubiere obtenido sentencia firme, no estará obligado a esperar el 
resultado final del concurso general y será pagado con el producto de los bienes afectados a la 
hipoteca o privilegio, sin perjuicio de obligarlo a dar caución de acreedor de mejor derecho. 
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Si antes de establecido el derecho de preferencia de algún acreedor se distribuyera un dividendo, se 
considerará como acreedor común reservándose el precio del bien afectado hasta la concurrencia 
del importe de su crédito por si esa preferencia quedase reconocida. 
 
ARTICULO 757 
 
Cuando se hubiere pagado íntegramente a los acreedores, celebrado convenio o adjudicado los 
bienes del concurso se dará éste por terminado. Si el precio en que se vendiere no bastare a cubrir 
todos los créditos se reservarán los derechos de los acreedores para cuando el deudor mejore de 
fortuna. 
 
ARTICULO 758 
 
Los acreedores listados en el estado del deudor o que presentaren sus documentos justificativos 
tienen derecho de nombrar interventor que vigile los actos de los síndicos, pudiendo hacer al juez 
las observaciones que estime  pertinentes y a la junta de acreedores en su oportunidad. 
 
ARTICULO 759 
 
(F. DE E., D.O.F. 1o. DE OCTUBRE DE 1932) 
Cuando al hacerse una cesión de bienes sólo hubiere acreedores hipotecarios se observarán las 
disposiciones contenidas en el título primero, tercera parte del libro cuarto del Código Civil, siendo 
forzosamente el síndico o el acreedor hipotecario primero en tiempo quien litigará en representación 
de los demás acreedores y se observará lo dispuesto en los artículos precedentes. 
 
 
CAPITULO III 
 
De la administración del concurso 
 
ARTICULO 760 
 
Aceptado el cargo por el síndico se le pondrá bajo inventario desde el día siguiente del 
aseguramiento en posesión de los bienes, libros y papeles del deudor. Si éstos estuviesen fuera del 
lugar del juicio, se inventariarán con intervención de la autoridad judicial exhortada al efecto y se 
citará al deudor para la diligencia por medio de corredor certificado. 
 
El dinero se depositará en el establecimiento destinado al efecto por la ley dejándose en poder del 
síndico lo indispensable para atender a los gastos de administración. 
 
ARTICULO 761 
 
El síndico es el administrador de los bienes del concurso, debiendo entenderse con él las 
operaciones ulteriores a toda cuestión judicial o extrajudicial que el concursado tuviere pendiente o 
que hubiere de iniciarse. 
 
Ejecutará personalmente las funciones del cargo a menos que tuviera que desempeñar sus 
funciones fuera del asiento del juzgado, caso en el cual podrá valerse de mandatarios. 
 
ARTICULO 762 
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No puede ser síndico el pariente del concursado o del juez dentro del cuarto grado de 
consanguinidad ni segundo de afinidad, ni su amigo ni su socio, ni el enemigo, ni con quien tenga 
comunidad de intereses. 
 
El que se halle en alguno de estos casos deberá excusarse y ser substituído inmediatamente. 
 
ARTICULO 763 
 
El síndico deberá otorgar fianza dentro de los primeros quince días que siguen a la aceptación del 
cargo. 
 
ARTICULO 764 
 
Si el síndico provisional comprendiere que hay necesidad de realizar efectos, bienes o valores que 
pudieran perderse, disminuir su precio o deteriorarse o fuere muy costosa su conservación, podrá 
enajenarlos con autorización del juez, quién la dará, previa audiencia del Ministerio Público, en el 
plazo que le señale según la urgencia del caso. 
 
Esto mismo se hará cuando fuere estrictamente indispensable para cubrir gastos urgentes de 
administración y conservación. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 765 
 
El síndico deberá presentar del primero al diez de cada mes, en cuaderno por separado, un estado 
de la administración, previo depósito en el establecimiento respectivo, del dinero que hubiere 
percibido. Esas cuentas estarán a disposición de los interesados hasta el fin del mes, dentro de cuyo 
término podrán ser objetadas. Las objeciones se substanciarán con la contestación del síndico y la 
resolución judicial dentro del tercer día. Contra ella se da la apelación en el efecto devolutivo de 
tramitación inmediata. 
 
ARTICULO 766 
 
El síndico será removido de plano si dejare de rendir la cuenta mensual o dejare de caucionar su 
manejo. 
 
Será removido por los trámites establecidos para los incidentes por mal desempeño de su cargo o 
por comprobarse alguno de los impedimentos a que se refiere el artículo 762. 
 
 
CAPITULO IV 
 
Del deudor común 
 
ARTICULO 767 
 
El deudor es parte para litigar en los incidentes relativos a la rectificación de los créditos pero no en 
las cuestiones referentes a la graduación. 
 
Es también parte en las cuestiones relativas a enajenación de los bienes. En todas las demás será 
representado por el síndico, aun en los juicios hipotecarios. 
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ARTICULO 768 
 
El deudor de buena fe tiene derecho a alimentos cuando el valor de los bienes exceda al importe de 
los créditos siempre que se reúnan además las condiciones fijadas en el artículo 545. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
De la resolución relativa a los alimentos pueden apelar el deudor y los acreedores, la que se admitirá 
en el efecto devolutivo de tramitación inmediata. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
De la que los niegue se da la apelación en ambos efectos. 
 
Si en el curso del juicio se hace constar que los bienes son inferiores a los créditos cesarán los 
alimentos pero el deudor no devolverá lo que hubiere percibido. 
 
 
TITULO DECIMOCUARTO 
 
Juicios Sucesorios 
 
 
CAPITULO I 
 
Disposiciones Generales 
 
ARTICULO 769 
 
Luego que el tribunal tenga conocimiento de la muerte de una persona dictará con audiencia del 
Ministerio Público mientras no se presenten los interesados y sin perjuicio de lo dispuesto en el 
artículo 205 del Código Civil, las providencias necesarias para asegurar los bienes, y si el difunto no 
era conocido o estaba de transeunte en el lugar o si hay menores interesados o peligro de que se 
oculten o dilapiden los bienes. 
 
ARTICULO 770 
 
Las medidas urgentes para la conservación de los bienes, que el juez debe decretar en el caso del 
artículo anterior, son las siguientes: 
 
I.- Reunir los papeles del difunto que cerrados y sellados se depositarán en el secreto del juzgado; 
 
II.- Ordenar a la administración de correos que le remita la correspondencia que venga para el autor 
de la sucesión, con la cual hará lo mismo que con los demás papeles; 
 
III.- Mandar depositar el dinero y alhajas en el establecimiento autorizado por la ley. 
 
El Ministerio Público asistirá a la diligencia de aseguramiento de los bienes que se hallen en el lugar 
en que se tramite el juicio. 
 
ARTICULO 771 
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Si pasados diez días de la muerte del autor de la sucesión, no se presenta el testamento, si en él no 
está nombrado el albacea o si no se denuncia el intestado, el juez nombrará un interventor que reúna 
los requisitos siguientes: 
 
I.- Ser mayor de edad; 
 
II.- De notoria buena conducta; 
 
III.- Estar domiciliado en el lugar del juicio; 
 
IV.- Otorgar fianza judicial para responder de su manejo. 
 
La fianza deberá otorgarse en el plazo de diez días contados a partir de la aceptación del cargo bajo 
pena de remoción. 
 
ARTICULO 772 
 
El interventor recibirá los bienes por inventario y tendrá el carácter de simple depositario, sin poder 
desempeñar otras funciones administrativas que las de mera conservación y las que se refieren al 
pago de las deudas mortuorias con autorización judicial. 
 
Si los bienes estuvieren situados en lugares diversos o a largas distancias bastará para la formación 
del inventario que se haga mención en él de los títulos de propiedad, si existen entre los papeles del 
difunto o la descripción de ellos según las noticias que se tuvieren. 
 
ARTICULO 773 
 
El interventor cesará en su encargo luego que se nombre o se dé a conocer el albacea; entregará a 
éste los bienes sin que pueda retenerlos bajo ningún pretexto ni aun por razón de mejoras o gastos 
de manutención o reparación. 
 
ARTICULO 774 
 
Al promoverse el juicio sucesorio debe presentarse la partida de defunción del autor de la herencia, 
y no siendo ésto posible otro documento o prueba bastante. 
 
ARTICULO 775 
 
Cuando con fundamento en la declaración de ausencia o presunción de muerte de un ausente se 
haya abierto sucesión si durante la tramitación del juicio se hace constar la fecha de la muerte desde 
ella se entenderá abierta la sucesión; y cesando en sus funciones el representante se procederá al 
nombramiento del interventor o albacea, con arreglo a derecho. 
 
ARTICULO 776 
 
En los juicios sucesorios en que haya herederos o legatarios menores que no tuvieren representante 
legítimo, dispondrá el tribunal que designen un tutor si han cumplido dieciséis años. Si los menores 
no han cumplido dieciséis años, o los incapacitados no tienen tutor, será éste nombrado por el juez. 
 
ARTICULO 777 
 
En las sucesiones de extranjeros se dará a los cónsules o agentes consulares, la intervención que 
les conceda la ley. 
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ARTICULO 778 
 
Son acumulables a los juicios testamentarios y a los intestados: 
 
I.- Los pleitos ejecutivos incoados contra el finado antes de su fallecimiento; 
 
II.- Las demandas ordinarias por acción personal, pendientes en primera instancia contra el finado; 
 
III.- Los pleitos incoados contra el mismo por acción real que se hallen en primera instancia, cuando 
no se sigan en el juzgado del lugar en que esté sita la cosa inmueble o donde se hubieren hallado 
los muebles sobre que se litigue; 
 
IV.- Todas las demandas ordinarias y ejecutivas que se deduzcan contra los herederos del difunto 
en su calidad de tales, después de denunciado el intestado; 
 
V.- Los juicios que sigan los herederos deduciendo la acción de petición de herencia, ya impugnando 
el testamento o la capacidad de los herederos presentados o reconocidos, o exigiendo su 
reconocimiento, siempre que esto último acontezca antes de la adjudicación; 
 
VI.- Las acciones de los legatarios reclamando sus legados siempre que sean posteriores a la 
fracción de inventarios y antes de la adjudicación, excepto los legados de alimentos, de pensiones, 
de educación y de uso y habitación. 
 
(REFORMADO, G.O. 7 DE JUNIO DE 2006) 
ARTICULO 779 
 
En los juicios sucesorios el Ministerio Público representará a los herederos ausentes mientras no se 
presenten o no acrediten su representante legítimo, a los menores o incapacitados que no tengan 
representantes legítimos, y al Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del Distrito Federal 
cuando no haya herederos legítimos dentro del grado de ley y mientras no se haga reconocimiento 
o declaración de herederos. 
 
ARTICULO 780 
 
La intervención que debe tener el representante del fisco, será determinada por leyes especiales, 
pero conservando siempre la unidad del juicio. 
 
ARTICULO 781 
 
El albacea manifestará dentro de tres días de hacérsele saber el nombramiento, si acepta. Si acepta 
y entra en la administración, le prevendrá el juez que dentro de tres meses debe garantizar su manejo 
con sujeción a lo dispuesto en los artículos 1,708 y 1,709 del Código Civil, salvo que todos los 
interesados le hayan dispensado de esa obligación. 
 
Si no garantiza su manejo dentro del término señalado, se le removerá de plano. 
 
ARTICULO 782 
 
Iniciado el juicio y siendo los herederos mayores de edad podrán después del reconocimiento de sus 
derechos, encomendar a un notario la formación de inventarios, avalúos, liquidación y partición de 
la herencia, procediendo en todo de común acuerdo, que constará en una o varias actas. Podrán 
convenir los interesados que los acuerdos se tomen a mayoría de votos que siempre serán por 
personas. 
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(REFORMADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
Cuando no hubiere este convenio, la oposición de parte se substanciará incidentalmente ante el juez 
que previno. 
 
ARTICULO 783 
 
El juez dará aviso de la separación inmediatamente al fisco haciéndole saber el nombre del notario 
y los demás particulares. 
 
ARTICULO 784 
 
En todo juicio sucesorio se formarán cuatro secciones compuestas de los cuadernos necesarios. 
Deben iniciarse las secciones simultáneamente cuando no hubiere impedimento de hecho. 
 
ARTICULO 785 
 
La primera sección se llamará de sucesión y contendrá en sus respectivos casos: 
 
I.- El testamento o testimonio de protocolización o la denuncia del intestado; 
 
II.- Las citaciones a los herederos y la convocación a los que se crean con derecho a la herencia; 
 
(REFORMADO, G.O. 18 DE JULIO DE 2018) 
III. Lo relativo al nombramiento, no aceptación o remoción de albacea e interventores, y al 
reconocimiento de derechos hereditarios; 
 
IV.- Los incidentes que se promuevan sobre el nombramiento o (sic) de tutores; 
 
V.- Las resoluciones que se pronuncien sobre la validez del testamento, la capacidad legal para 
heredar y preferencia de derechos. 
 
ARTICULO 786 
 
La sección segunda se llamará de inventarios, y contendrá: 
 
I.- El inventario provisional del interventor; 
 
II.- El inventario y avalúo que forme el albacea; 
 
III.- Los incidentes que se promuevan; 
 
IV.- La resolución sobre el inventario y avalúo. 
 
ARTICULO 787 
 
La tercera sección se llamará de administración y contendrá: 
 
I.- Todo lo relativo a la administración; 
 
II.- Las cuentas, su glosa y calificación; 
 
III.- La comprobación de haberse cubierto el impuesto fiscal. 
 
ARTICULO 788 
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La cuarta sección se llamará de partición y contendrá: 
 
I.- El proyecto de distribución provisional de los productos de los bienes hereditarios; 
 
II.- El proyecto de partición de los bienes; 
 
III.- Los incidentes que se promuevan respecto a los proyectos a que se refieren las fracciones 
anteriores; 
 
IV.- Los arreglos relativos; 
 
V.- Las resoluciones sobre los proyectos mencionados; 
 
VI.- Lo relativo a la aplicación de los bienes. 
 
ARTICULO 789 
 
Si durante la tramitación de un intestado apareciere el testamento, se sobreseerá aquél, para abrir 
el juicio de testamentaría, a no ser que las disposiciones testamentarias se refieran sólo a una parte 
de los bienes hereditarios. En este caso se acumularán los juicios bajo la representación del ejecutor 
testamentario y la liquidación y partición serán siempre comunes; los inventarios lo serán también 
cuando  los juicios se acumularen antes de su facción. 
 
(ADICIONADO, G.O. 19 DE MAYO DE 2006) 
ARTICULO 789 BIS 
 
Inmediatamente que se inicie el procedimiento sucesorio, el juez o el notario ante quien se tramite 
deberá obtener el informe de existencia o inexistencia de alguna disposición testamentaria otorgada 
por el autor de la sucesión, ante el Archivo Judicial del Tribunal Superior de Justicia y en el Archivo 
General de Notarías, ambos del Distrito Federal, siendo esta última dependencia la encargada de 
solicitar la información al Registro Nacional de Avisos de Testamento, sobre la existencia o 
inexistencia de alguna disposición testamentaria en entidad federativa. 
 
 
CAPITULO II 
 
De las testamentarías 
 
ARTICULO 790 
 
El que promueva el juicio de testamentaría debe de presentar el testamento del difunto. El juez sin 
más trámite lo tendrá por radicado y en el mismo auto convocará a los interesados a una junta para 
que si hubiere albacea nombrado en el testamento se les dé a conocer y si no lo hubiere procedan 
a elegirlo con arreglo a lo prescrito en los artículos 1,682, 1683, 1,684 y 1,688 del Código Civil. 
 
ARTICULO 791 
 
La junta se verificará dentro de los ocho días siguientes a la citación si la mayoría de los herederos 
reside en el lugar del juicio. Si la mayoría residiere fuera del lugar del juicio, el juez señalará el plazo 
que crea prudente atendidas las distancias. La citación se hará por cédula o correo certificado. 
 
ARTICULO 792 
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Si no se conociere el domicilio de los herederos y éstos estuvieren fuera del lugar del juicio, se 
mandarán publicar edictos en el lugar del juicio en los sitios de costumbre en el del último domicilio 
del finado y en el de su nacimiento. 
 
Estando ausentes los herederos y sabiéndose su residencia se les citará por exhorto cuando 
estuvieren fuera del Distrito Federal. 
 
ARTICULO 793 
 
Si hubiere herederos menores o incapacitados que tengan tutor, mandará citar a éste para la junta. 
 
Si los herederos menores no tuvieren tutor, dispondrá que le nombren con arreglo a derecho como 
se previene en el artículo 776. 
 
ARTICULO 794 
 
Respecto del declarado ausente se entenderá la citación con el que fuere su representante legítimo. 
 
ARTICULO 795 
 
Se citará también al Ministerio Público para que represente a los herederos cuyo paradero se ignore 
y a los que habiendo sido citados no se presentaren y mientras se presenten. 
 
Luego que se presenten los herederos ausentes cesará la representación del Ministerio Público. 
 
ARTICULO 796 
 
Si el tutor o cualquier representante legítimo de algún heredero menor o incapacitado tiene interés 
en la herencia, le proveerá el juez con arreglo a derecho de un tutor especial para el juicio o hará 
que le nombre si tuviere edad para ello. La intervención del tutor especial se limitará sólo a aquello 
en que el propietario o representante legítimo tenga incompatibilidad. 
 
ARTICULO 797 
 
Si el testamento no es impugnado ni se objeta la capacidad de los interesados, el juez en la misma 
junta reconocerá como herederos a los que estén nombrados en las porciones que les correspondan. 
 
(ADICIONADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
Cuando se impugne la autenticidad o la existencia del testamento, se podrá hacer valer a través de 
incidente, en los términos del artículo 88 de este ordenamiento. 
 
Si se impugnare la validez del testamento o la capacidad legal de algún heredero, se substanciará 
el juicio ordinario correspondiente con el albacea o el heredero respectivamente sin que por ello se 
suspenda otra cosa que la adjudicación de los bienes en la partición. 
 
ARTICULO 798 
 
En la junta prevenida por el artículo 790 podrán los herederos nombrar interventor conforme a la 
facultad que les concede el artículo 1,728 del Código Civil y se nombrará precisamente en los casos 
previstos por el 1,731 del mismo Código. 
 
 
CAPITULO III 
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De los intestados 
 
 
(ADICIONADA, G.O. 13 DE SEPTIEMBRE DE 2004) 
SECCIÓN I 
 
De los Intestados 
 
(REUBICADO, G.O. 13 DE SEPTIEMBRE DE 2004) 
ARTICULO 799 
 
Al promoverse un intestado justificará el denunciante el parentesco o lazo si existiere y que lo hubiere 
unido con el autor de la herencia, en el grado por el que pueda considerarse heredero legítimo. 
 
Debe el denunciante indicar los nombres y domicilio de los parientes en línea recta y del cónyuge 
supérstite o a falte (sic) de ellos, de los parientes colaterales dentro del cuarto grado. De ser posible 
se presentarán las partidas del Registro Civil que acrediten la relación. 
 
(REUBICADO, G.O. 13 DE SEPTIEMBRE DE 2004) 
ARTICULO 800 
 
El juez tendrá por radicada la sucesión y mandará notificarlo por cédula o correo certificado a las 
personas señaladas como descendientes, ascendientes y cónyuge supérstite o en su defecto como 
parientes colaterales dentro del cuarto grado, haciéndoles saber el nombre del finado con los demás 
particulares que lo identificaren y la fecha  del (sic) lugar del fallecimiento para que justifiquen sus 
derechos a la herencia y nombren albacea. 
 
(REUBICADO, G.O. 13 DE SEPTIEMBRE DE 2004) 
ARTICULO 801 
 
Los herederos ab-intestato que sean descendientes del finado, podrán obtener la declaración de su 
derecho justificando con los correspondientes documentos o con la prueba que sea legalmente 
posible, su parentesco con el mismo y con información testimonial que acredite que ellos o los que 
designen son los únicos herederos. 
 
(REUBICADO, G.O. 13 DE SEPTIEMBRE DE 2004) 
ARTICULO 802 
 
Dicha información se practicará con citación del Ministerio Público quien dentro de los tres días que 
sigan al de la diligencia debe formular su pedimento. Si éste fuere impugnando sólo de incompleta 
la justificación, se dará vista a los interesados para que subsanen la falta. 
 
(REUBICADO, G.O. 13 DE SEPTIEMBRE DE 2004) 
ARTICULO 803 
 
Practicadas las diligencias antes dichas, haya o no pedimento del Ministerio Público, el juez sin más 
trámites dictará auto haciendo la declaración de herederos ab-intestato, si la estimare procedente, o 
denegándola con reserva de su derecho a los que la hayan pretendido para el juicio ordinario. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
Este auto será apelable en el efecto devolutivo de tramitación inmediata. 
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(REUBICADO, G.O. 13 DE SEPTIEMBRE DE 2004) 
ARTICULO 804 
 
El mismo procedimiento establecido en los tres artículos que preceden se empleará para la 
declaración de herederos ab-intestato cuando lo solicitaren ascendientes del finado o el cónyuge 
supérstite. Si éste fuere la viuda no se admitirá promoción de la concubina devolviéndole la que 
hiciere sin ulterior recurso. 
 
(REUBICADO, G.O. 13 DE SEPTIEMBRE DE 2004) 
ARTICULO 805 
 
Hecha la declaración de herederos de acuerdo con los artículos precedentes, el juez en el mismo 
auto en que la hizo, citará a una junta de herederos dentro de los ocho días siguientes para que 
designen albacea. Se omitirá a junta si el heredero fuere único o si los interesados desde su 
presentación dieron su voto por escrito o en comparecencia; en este último caso al hacerse la 
declaración de herederos hará el juez la designación de albacea. 
 
Este albacea tiene el carácter de definitivo. 
 
(REUBICADO, G.O. 13 DE SEPTIEMBRE DE 2004) 
ARTICULO 806 
 
Si ninguno de los pretendientes hubiere sido declarado heredero, continuará como albacea judicial 
el interventor que se hubiere nombrado antes o que en su defecto se nombre. 
 
N. DE E. SE RECOMIENDA CONSULTAR EL DECRETO POR EL QUE SE CREA UNA NUEVA 
UNIDAD DEL SISTEMA MONETARIO DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, PUBLICADO EN 
EL D.O.F. DE FECHA 22 DE JUNIO DE 1992 Y 6 DE ENERO DE 1994 Y EL AVISO POR EL QUE 
SE INFORMA QUE A PARTIR DEL 1° DE ENERO DE 1994, SE SUPRIME LA PALABRA “NUEVO”, 
PARA VOLVER A LA DENOMINACIÓN “PESO” DEL NOMBRE DE LA UNIDAD DEL SISTEMA 
MONETARIO, PUBLICADO EN EL D.O.F. EL 15 DE NOVIEMBRE DE 1995. 
(REUBICADO, G.O. 13 DE SEPTIEMBRE DE 2004) 
ARTICULO 807 
 
Si la declaración de herederos la solicitaren parientes colaterales dentro del cuarto grado, el juez, 
después de recibir los justificantes del entroncamiento y la información testimonial del artículo 912, 
mandará fijar avisos en los sitios públicos del lugar del juicio y en los lugares del fallecimiento y origen 
del finado, anunciando su muerte sin testar y los nombres y grado de parentesco de los que reclaman 
la herencia y llamando a los que se crean con igual o mejor derecho para que comparezcan en el 
juzgado a reclamarla dentro de cuarenta días. 
 
El juez prudentemente podrá ampliar el plazo anterior cuando por el origen del difunto u otras 
circunstancias, se presuma que podrá haber parientes fuera de la República. 
 
Los edictos se insertarán además dos veces de diez en diez días en un periódico de información si 
el valor de los bienes hereditarios excediere de cinco mil pesos. 
 
(REUBICADO, G.O. 13 DE SEPTIEMBRE DE 2004) 
ARTICULO 808 
 
Transcurrido el término de los edictos a contar desde el día siguiente de su publicación, si nadie se 
hubiere presentado, trayendo los autos a la vista el juez hará la declaración prevenida en el artículo 
805. 
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Si hubieren comparecido otros parientes, el juez les señalará un término no mayor de quince días 
para que, con audiencia del Ministerio Público, presenten los justificantes del parentesco, 
procediéndose como se indica en los artículos 803 a 807. 
 
(REUBICADO, G.O. 13 DE SEPTIEMBRE DE 2004) 
ARTICULO 809 
 
Si dentro del mes de iniciado el juicio sucesorio no se presentaren descendientes, cónyuge, 
ascendientes, concubina o colaterales dentro del cuarto grado, el juez mandará fijar edictos en los 
sitios públicos de la manera y por el término expresados en el artículo 807, anunciando la muerte 
intestada de la persona de cuya sucesión se trate y llamando a los que se crean con derecho a la 
herencia. 
 
(REUBICADO, G.O. 13 DE SEPTIEMBRE DE 2004) 
ARTICULO 810 
 
Los que comparezcan a consecuencia de dichos llamamientos, deberán expresar por escrito el grado 
de parentesco en que se hallen con el causante de la herencia, justificándolo con los 
correspondientes documentos, acompañados del árbol genealógico. Estos escritos y documentos se 
unirán a la sección de sucesión por el orden en que se vayan presentado. 
 
(REUBICADO, G.O. 13 DE SEPTIEMBRE DE 2004) 
ARTICULO 811 
 
Si a consecuencia de dichos llamamientos se presentare un aspirante o varios que aleguen igual 
derecho fundados en un mismo título, se procederá como se indica en los artículos 803 a 807. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
Si fueren dos o más los aspirantes a la herencia y no estuvieren conformes en sus pretensiones, los 
impugnadores harán de demandantes y los impugnados de demandados, debiendo, los que hagan 
causa común, formular sus pretensiones o defensas en un mismo escrito y bajo representante 
común. La controversia se substanciará incidentalmente y el Ministerio Público presentará su 
pedimento en la audiencia respectiva. 
 
Hecha la declaración se procede a la elección de albacea. 
 
(REUBICADO, G.O. 13 DE SEPTIEMBRE DE 2004) 
ARTICULO 812 
 
La declaración de herederos de un intestado surte el efecto de tener por legítimo poseedor de los 
bienes, derechos y acciones del difunto a la persona en cuyo favor se hizo. 
 
(REUBICADO, G.O. 13 DE SEPTIEMBRE DE 2004) 
ARTICULO 813 
 
Después de los plazos a que se refieren los artículos 807 y 808 no serán admitidos los que se 
presenten deduciendo derechos hereditarios; pero les queda a salvo su derecho para que lo hagan 
valer en los términos de  ley contra los que fueren declarados herederos. 
 
(REUBICADO, G.O. 13 DE SEPTIEMBRE DE 2004) 
ARTICULO 814 
 
Al albacea se le entregarán los bienes sucesorios así como los libros y papeles, debiendo rendirle 
cuentas el interventor, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 205 del Código Civil. 
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(REFORMADO, G.O. 7 DE JUNIO DE 2006) 
ARTICULO 815 
 
Si no se hubiere presentado ningún aspirante a la herencia antes o después de los edictos o no fuere 
reconocido con derechos a ella ninguno de los pretendientes, se tendrá como heredero al Sistema 
para el Desarrollo Integral de la Familia del Distrito Federal. 
 
 
(ADICIONADA CON LOS ARTÍCULOS QUE LA INTEGRAN, G.O. 13 DE SEPTIEMBRE DE 2004) 
SECCIÓN II 
 
Del Procedimiento Especial en los Intestados 
 
(ADICIONADO, G.O. 13 DE SEPTIEMBRE DE 2004) 
ARTICULO 815 BIS 
 
En las sucesiones intestamentarias en que no hubiere controversia alguna y los herederos ab 
intestato fueren mayores de edad, menores emancipados o personas jurídicas; se podrá realizar el 
procedimiento especial en los intestados a que se refiere esta sección. 
 
(ADICIONADO, G.O. 13 DE SEPTIEMBRE DE 2004) 
ARTICULO 815 TER 
 
Los herederos ab intestato o sus representantes pueden acudir al Juez o ante Notario para realizar 
el procedimiento especial en los intestados exhibiendo: 
 
I. Copia certificada del acta de defunción o declaración judicial de muerte del autor de la sucesión; 
 
II. Actas de nacimiento para comprobar el entroncamiento de los herederos o parentesco; así como 
de matrimonio en caso de cónyuge supérstite; 
 
III. Inventario de los bienes, al que se le acompañaran los documentos que acrediten la propiedad 
del De Cujus; y 
 
IV. Convenio de adjudicación de bienes. 
 
(ADICIONADO, G.O. 13 DE SEPTIEMBRE DE 2004) 
ARTICULO 815 QUATER 
 
El Juez o Notario Público en una sola audiencia o acto, habiendo solicitado previamente informe del 
Archivo General de Notarias sobre la existencia o inexistencia de testamento, en presencia de los 
interesados examinará los documentos, así como a los testigos a que se refiere el artículo 801 y 
resolverán conforme a las disposiciones de este Código y, en su caso, de la Ley del Notariado para 
el Distrito Federal. 
 
(ADICIONADO, G.O. 13 DE SEPTIEMBRE DE 2004) 
ARTICULO 815 QUINTUS 
 
Si en el procedimiento especial hubiere controversia, el juicio se seguirá conforme a las reglas 
generales de este Título. 
 
(ADICIONADO, G.O. 13 DE SEPTIEMBRE DE 2004) 
ARTICULO 815 SEXTUS 
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La adjudicación de bienes se hará con la misma formalidad que la ley exige para este acto jurídico. 
 
 
CAPITULO IV 
 
Del inventario y avalúo 
 
ARTICULO 816 
 
Dentro de diez días de haber aceptado su cargo el albacea debe proceder a la formación de 
inventarios y avalúos, dando aviso al juzgado para los efectos del artículo 819 y dentro de los sesenta 
días de la misma fecha deberá presentarlo. 
 
El inventario y avalúo se practicarán simultáneamente, siempre que no fuere imposible por la 
naturaleza de los bienes. 
 
(REFORMADO, G.O. 7 DE JUNIO DE 2006) 
ARTICULO 817 
 
El inventario se practicará por el actuario del juzgado o por un notario nombrado por la mayoría de 
los herederos, cuando ésta la constituyan menores de edad o cuando el Sistema para el Desarrollo 
Integral de la Familia del Distrito Federal tuvieren interés en la sucesión como herederos o legatarios. 
 
ARTICULO 818 
 
Deben ser citados por correo para la formación del inventario, el cónyuge que sobrevive, los 
herederos, acreedores y legatarios que se hubieren presentado. 
 
El juez puede concurrir cuando lo estime oportuno. 
 
ARTICULO 819 
 
Los herederos, dentro de los diez días que sigan a la declaración o reconocimiento de sus derechos, 
designarán a mayoría de votos un perito valuador y si no lo hicieren o no se pusieren de acuerdo, el 
juez lo designará. 
 
ARTICULO 820 
 
El escribano o el albacea en su caso procederá en el día señalado, con los que concurran, a hacer 
la descripción de los bienes con toda claridad y precisión por el orden siguiente: dinero, alhajas, 
efectos de comercio o industria, semovientes, frutos, muebles, raíces, créditos, documentos y 
papeles de importancia, bienes ajenos que tenía en su poder el finado en comodato, depósito, prenda 
o bajo cualquier otro título, expresándose éste. 
 
ARTICULO 821 
 
La diligencia o diligencias de inventario serán firmadas por todos los concurrentes y en ellas se 
expresará cualquiera inconformidad que se manifestare, designando los bienes sobre cuya inclusión 
o exclusión recae. 
 
ARTICULO 822 
 
El perito designado valuará todos los bienes inventariados. 
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ARTICULO 823 
 
Los títulos y acciones que se coticen en la bolsa de comercio podrán valuarse por informes de la 
misma. No será necesario tasar los bienes cuyos precios consten en instrumento público cuya fecha 
esté comprendida dentro del año inmediato anterior. 
 
ARTICULO 824 
 
Practicados el inventario y avalúo, serán agregados a los autos y se pondrán de manifiesto en la 
secretaría por cinco días, para que los interesados puedan examinarlos, citándoseles al efecto por 
cédula o correo. 
 
ARTICULO 825 
 
Si transcurriese ese término sin haberse hecho oposición, el juez los aprobará sin más trámites. Si 
se dedujese oposición contra el inventario o avalúo se substanciarán las que se presentaren en 
forma incidental, con una audiencia común, si fueren varias, a la que concurrirán los interesados y 
el perito que hubiese practicado la valorización para que con las pruebas rendidas se discuta la 
cuestión promovida. 
 
Para dar curso a esta oposición, es indispensable expresar concretamente cuál es el valor que se 
atribuye a cada uno de los bienes y cuáles sean las pruebas que se invocan como base de la objeción 
al inventario. 
 
ARTICULO 826 
 
Si los que dedujeron oposición no asistieron a la audiencia se les tendrá por desistidos. Si dejaren 
de presentarse los peritos, perderán el derecho de cobrar honorarios por los trabajos practicados. 
 
En la tramitación de este incidente cada parte es responsable de la asistencia de los peritos que 
propusiere, de manera que, la audiencia no se suspenderá por la ausencia de todos o de alguno de 
los propuestos. 
 
ARTICULO 827 
 
Si los reclamantes fueren varios e idénticas sus oposiciones, deberán nombrar  representante común 
en la audiencia conforme lo dispone el artículo 53. 
 
ARTICULO 828 
 
Si las reclamaciones tuvieren por objeto impugnar simultáneamente el inventario y el avalúo respecto 
de un mismo bien, una misma resolución abarcará las dos oposiciones. 
 
ARTICULO 829 
 
El inventario hecho por el albacea o por heredero aprovecha a todos los interesados, aunque no 
hayan sido citados, incluso los substitutos y los herederos por intestado. 
 
El inventario perjudica a los que lo hicieron y a los que lo aprobaron. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
Aprobado el inventario por el juez o por el consentimiento de todos los interesados, no puede 
reformarse, sino por error o dolo declarados por sentencia definitiva, pronunciada en juicio ordinario. 
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ARTICULO 830 
 
Si pasados los términos que señala el artículo 816 el albacea no promoviere o no concluyere el 
inventario, se estará a lo dispuesto por los artículos 1,751 y 1,752 del Código Civil. 
 
La remoción a que se refiere el último precepto será de plano. 
 
ARTICULO 831 
 
Los gastos de inventario y avalúo son a cargo de la herencia, salvo que el testador hubiere dispuesto 
otra cosa. 
 
 
CAPITULO V 
 
De la administración 
 
ARTICULO 832 
 
El cónyuge supérstite tendrá la posesión y administración de los bienes de la sociedad conyugal, 
con intervención del albacea, conforme al artículo 205 del Código Civil, y será puesto en ella en 
cualquier momento en que la pida, aunque antes la haya tenido el albacea u otra persona, sin que 
por esto pueda empeñarse cuestión alguna. 
 
Contra el auto que otorgue la posesión y administración al cónyuge, no se admitirá ningún recurso; 
contra el que la niegue habrá el de apelación en ambos efectos. 
 
ARTICULO 833 
 
En el caso del artículo anterior, la intervención del albacea se concretará a vigilar la administración 
del cónyuge, y en cualquier momento en que observe que no se hace convenientemente dará cuenta 
al tribunal, quien citará a ambos a una audiencia para dentro de los tres días siguientes, y dentro de 
otros tres resolverá lo que proceda. 
 
ARTICULO 834 
 
Si la falta de herederos de que trata el artículo 1,687 del Código Civil depende de que el testador 
declare no ser suyos los bienes, o de otra causa que impida la sucesión por intestado, el albacea 
judicial durará en su encargo hasta que se entreguen los bienes a su legítimo dueño. 
 
ARTICULO 835 
 
Si la falta de herederos depende de incapacidad legal del nombrado o de renuncia, el albacea judicial 
durará en su encargo el tiempo señalado en el artículo 1,689 del Código Civil. 
 
ARTICULO 836 
 
Si por cualquier motivo no hubiere albacea después de un mes de iniciado el juicio sucesorio, podrá 
el interventor, con autorización del tribunal, intentar las demandas que tengan por objeto recobrar 
bienes o hacer efectivos derechos pertenecientes a aquéllas, y contestar las demandas que contra 
ella se promuevan. 
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En los casos muy urgentes podrá el juez, aun antes de que se cumpla el término que se fija en el 
párrafo que antecede, autorizar al interventor para que demande y conteste a nombre de la sucesión. 
La falta de autorización no podrá ser invocada por terceros. 
 
ARTICULO 837 
 
El interventor no puede deducir en juicio las acciones que por razón de mejoras, manutención o 
reparación tenga contra la testamentaría o el intestado, sino cuando haya hecho esos gastos con 
autorización previa. 
 
N. DE E. SE RECOMIENDA CONSULTAR EL DECRETO POR EL QUE SE CREA UNA NUEVA 
UNIDAD DEL SISTEMA MONETARIO DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, PUBLICADO EN 
EL D.O.F. DE FECHA 22 DE JUNIO DE 1992 Y 6 DE ENERO DE 1994 Y EL AVISO POR EL QUE 
SE INFORMA QUE A PARTIR DEL 1° DE ENERO DE 1994, SE SUPRIME LA PALABRA “NUEVO”, 
PARA VOLVER A LA DENOMINACIÓN “PESO” DEL NOMBRE DE LA UNIDAD DEL SISTEMA 
MONETARIO, PUBLICADO EN EL D.O.F. EL 15 DE NOVIEMBRE DE 1995. 
ARTICULO 838 
 
El interventor tendrá el dos por ciento del importe de los bienes, si no exceden de veinte mil pesos; 
si excede de esta suma, pero no de cien mil pesos, tendrá además el uno por ciento sobre el exceso, 
y si excediere de cien mil pesos, tendrá el medio por ciento, además, sobre la cantidad excedente. 
 
El albacea judicial tendrá el mismo honorario que el interventor. 
 
ARTICULO 839 
 
El juez abrirá la correspondencia que venga dirigida al difunto, en presencia del secretario y del 
interventor, en los períodos que se señalen, según las circunstancias. El interventor recibirá la que 
tenga relación con el caudal, dejándose testimonio de ella en los autos; y el juez conservará la 
restante para darle en su oportunidad el destino correspondiente. 
 
ARTICULO 840 
 
Todas las disposiciones relativas al interventor regirán respecto del albacea judicial. 
 
ARTICULO 841 
 
Durante la substanciación del juicio sucesorio no se podrán enajenar los bienes inventariados, sino 
en los casos previstos en los artículos 1,717 y 1,758 del Código Civil, y en los siguientes: 
 
I.- Cuando los bienes puedan deteriorarse; 
 
II.- Cuando sean de difícil y costosa conservación; 
 
III.- Cuando para la enajenación de los frutos se presenten condiciones ventajosas. 
 
ARTICULO 842 
 
Los libros de cuentas y papeles del difunto, se entregarán al albacea, y hecha la partición, a los 
herederos reconocidos, observándose, respecto a los títulos, lo prescrito en el capítulo VI siguiente. 
Los demás papeles quedarán en poder del que haya desempeñado el albaceazgo. 
 
(REFORMADO, G.O. 7 DE JUNIO DE 2006) 
ARTICULO 843 
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Si nadie se hubiera presentado alegando derecho a la herencia, o no hubieren sido reconocidos los 
que se hubiesen presentado, y se hubiere declarado heredero al Sistema para el Desarrollo Integral 
de la Familia del Distrito Federal, se entregarán a éste los bienes y los libros y papeles que tengan 
relación con ella. Los demás se archivarán con los autos del intestado, en un pliego cerrado y sellado, 
en cuya cubierta rubricarán el juez, el representante del Ministerio Público y el secretario. 
 
ARTICULO 844 
 
Aprobados el inventario y el avalúo de los bienes y terminados todos los incidentes a que uno y otro 
hayan dado lugar, se procederá a la liquidación del caudal. 
 
 
De la rendición de cuentas 
 
ARTICULO 845 
 
El interventor, el cónyuge en el caso del artículo 832 y el albacea, ya sea provisional, judicial o 
definitivo, están obligados a rendir dentro de los cinco primeros días de cada año del ejercicio de su 
cargo, la cuenta de su administración correspondiente al año anterior, pudiendo el juez de oficio 
exigir el cumplimiento de este deber. 
 
ARTICULO 846 
 
Las cantidades que resulten líquidas se depositarán, a disposición del juzgado, en el establecimiento 
destinado por la ley. 
 
ARTICULO 847 
 
La garantía otorgada por el interventor, y el albacea, no se cancelará sino hasta que haya sido 
aprobada la cuenta general de administración. 
 
ARTICULO 848 
 
Cuando el que administre no rinda dentro del término legal su cuenta anual, será removido de plano. 
También podrá ser removido a juicio del juez y solicitud de cualquiera de los interesados, cuando 
alguna de las cuentas no fuere aprobada en su totalidad. 
 
ARTICULO 849 
 
Cuando no alcancen los bienes para pagar las deudas y legados, el albacea debe dar cuenta de su 
administración a los acreedores y legatarios. 
 
ARTICULO 850 
 
Concluídas las operaciones de liquidación, dentro de los ocho días siguientes, presentará el albacea 
su cuenta general de albaceazgo; si no lo hace se le apremiará por los medios legales, siendo 
aplicables las reglas de ejecución de sentencia. 
 
ARTICULO 851 
 
Presentada la cuenta mensual, anual o general de administración, se mandará poner en la secretaría 
a disposición de los interesados por un término de diez días para que se impongan los interesados. 
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ARTICULO 852 
 
Si todos los interesados aprobaren la cuenta, o no la impugnaren, el juez lo aprobará. Si alguno o 
algunos de los interesados no estuvieren conformes, se tramitará el incidente respectivo, pero es 
indispensable para que se le dé curso, precisar la objeción y que los que sostengan la misma 
pretensión nombren representante común. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
El auto que apruebe o repruebe la cuenta es apelable en el efecto devolutivo de tramitación 
inmediata. 
 
ARTICULO 853 
 
Concluído y aprobado el inventario el albacea procederá a la liquidación de la herencia. 
 
 
CAPITULO VI 
 
De la liquidación y partición de la herencia 
 
ARTICULO 854 
 
El albacea, dentro de los quince días de aprobado el inventario, presentará al juzgado un proyecto 
para la distribución provisional de los productos de los bienes hereditarios, señalando la parte de 
ellos que cada bimestre deberá entregarse a los herederos y legatarios, en proporción a su haber. 
La distribución de los productos se hará en efectivo o en especie. 
 
ARTICULO 855 
 
Presentado el proyecto, mandará el juez ponerlo a la vista de los interesados por cinco días. 
 
Si los interesados están conformes o nada exponen dentro del término de la vista, lo aprobará el juez 
y mandará abonar a cada uno la porción que le corresponda. La inconformidad expresa se 
substanciará en forma incidental. 
 
ARTICULO 856 
 
Cuando los productos de los bienes variaren de bimestre a bimestre, el albacea presentará su 
proyecto de distribución por cada uno de los períodos indicados. En este caso deberá presentarse 
el proyecto dentro de los primeros cinco días del bimestre. 
 
ARTICULO 857 
 
Aprobada la cuenta general de administración, dentro de los quince días siguientes presentará el 
albacea el proyecto de partición de los bienes, en los términos que lo dispone el Código Civil y con 
sujeción a este capítulo, o si no hiciere por sí mimo (sic) la partición, lo manifestará al juez dentro de 
los tres días de aprobada la cuenta, a fin de que se nombre contador que la haga. 
 
ARTICULO 858 
 
(F. DE E., D.O.F. 1o. DE OCTUBRE DE 1932) 
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Será separado de plano el albacea en los siguientes casos: 1o. Si no presentare el proyecto de 
partición dentro del término indicado en el artículo anterior o dentro de la prórroga que le concedan 
los interesados por mayoría de votos; 2o. Cuando no haga la manifestación a que se refiere el final 
del artículo anterior, dentro de los tres días que sigan a la aprobación de la cuenta; 3o. Si no 
presentare el proyecto de distribución provisional de los productos de los bienes hereditarios, dentro 
de los plazos mencionados en los artículos 854 y 856, y 4o. Cuando durante dos bimestres 
consecutivos, sin justa causa, deje de cubrir a los herederos o legatarios las porciones de frutos 
correspondientes. 
 
ARTICULO 859 
 
Tienen derecho a pedir la partición de la herencia: 
 
1o.- El heredero que tenga la libre disposición de sus bienes en cualquier tiempo en que lo solicite, 
siempre que hayan sido aprobados los inventarios y rendida la cuenta de administración; puede, sin 
embargo, hacerse la partición antes de la rendición de cuentas o de su aprobación si así lo conviniere 
la mayoría de los elementos; 
 
2o.- Los herederos bajo condición luego que se haya cumplido ésta; 
 
3o.- El cesionario del heredero y el acreedor de un heredero que haya trabado ejecución en los 
derechos que tenga en la herencia, siempre que hubiere obtenido sentencia de remate y no haya 
otros bienes con que hacer el pago; 
 
4o.- Los coherederos del heredero condicional siempre que aseguren el derecho de éste para el 
caso de que se cumpla la condición hasta saberse que ésta ha faltado o no puede ya cumplirse y 
sólo por lo que respecta a la parte en que consista el derecho pendiente y a las cauciones con que 
se haya asegurado. El albacea o el contador partidor en su caso proveerá al aseguramiento del 
derecho pendiente; 
 
5o.- Los herederos del heredero que muere antes de la partición. 
 
ARTICULO 860 
 
Cuando el albacea no haga la partición por sí mismo promoverá dentro del tercero día de aprobada 
la cuenta la elección de un contador o abogado con título oficial registrado en el asiento del tribunal 
para que haga la división de los bienes. El juez convocará a los herederos por medio del correo o 
cédulas, a junta dentro de los tres días siguientes a fin de que se haga en su presencia la elección. 
 
Si no hubiere mayoría el juez nombrará partidor eligiéndolo entre los propuestos. 
 
El cónyuge aunque no tenga el carácter de heredero será tenido como parte si entre los bienes 
hereditarios hubiere bienes de la sociedad conyugal. 
 
N. DE E. SE RECOMIENDA CONSULTAR EL DECRETO POR EL QUE SE CREA UNA NUEVA 
UNIDAD DEL SISTEMA MONETARIO DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, PUBLICADO EN 
EL D.O.F. DE FECHA 22 DE JUNIO DE 1992 Y 6 DE ENERO DE 1994 Y EL AVISO POR EL QUE 
SE INFORMA QUE A PARTIR DEL 1° DE ENERO DE 1994, SE SUPRIME LA PALABRA “NUEVO”, 
PARA VOLVER A LA DENOMINACIÓN “PESO” DEL NOMBRE DE LA UNIDAD DEL SISTEMA 
MONETARIO, PUBLICADO EN EL D.O.F. EL 15 DE NOVIEMBRE DE 1995. 
(REFORMADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
ARTICULO 861 
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El juez pondrá a disposición del partidor los autos y, bajo inventario, los papeles y documentos 
relativos al caudal, para que proceda a la partición, señalándole un término que nunca excederá de 
veinticinco días para que presente  el proyecto partitorio, bajo el apercibimiento de perder los 
honorarios que devengare, ser separado de plano de su encargo, y de multa de cien a mil pesos. 
 
ARTICULO 862 
 
El partidor pedirá a los interesados las instrucciones que juzgue necesarias a fin de hacer las 
adjudicaciones de conformidad con ellos, en todo lo que estén de acuerdo o de conciliar en lo posible 
sus pretensiones. 
 
Puede ocurrir al juez para que por correo o cédulas los cite a una junta a fin de que en ella los 
interesados fijen de común acuerdo las bases de la partición, que se considerará como un convenio. 
Si no hubiere conformidad el partidor se sujetará a los principios legales. 
 
En todo caso al hacerse la división se separarán los bienes que correspondan al cónyuge que 
sobreviva conforme a las capitulaciones matrimoniales o a las disposiciones que regulan la sociedad 
conyugal. 
 
ARTICULO 863 
 
El proyecto de partición se sujetará en todo caso a la designación de partes que hubiere hecho al 
testador. 
 
A falta de convenio entre los interesados, se incluirán en cada porción bienes de la misma especie 
si fuere posible. 
 
Si hubiere bienes gravados se especificarán los gravámenes indicando el modo de redimirlos o 
dividirlos entre los herederos. 
 
ARTICULO 864 
 
Concluído el proyecto de partición, el juez lo mandará poner a la vista de los interesados en la 
Secretaría  por un término de diez días. 
 
Vencido sin hacerse oposición, el juez aprobará el proyecto y dictará sentencia de adjudicación, 
mandando entregar a cada interesado los bienes que le hubieren sido aplicados con los títulos de 
propiedad, después de ponerse en ellos por el secretario, una nota en que se haga constar la 
adjudicación. 
 
ARTICULO 865 
 
Si se dedujese oposición contra el proyecto, se substanciará en forma incidental, procurando que si 
fueren varias la audiencia sea común y a ella concurrirán los interesados y el partidor para que se 
discutan las gestiones promovidas y se reciban pruebas. 
 
Para dar curso a esta oposición, es indispensable expresar concretamente cuál sea el motivo de la 
inconformidad y cuáles las pruebas que se invocan como base de la oposición. 
 
Si los que se opusieron dejaren de asistir a la audiencia, se les tendrá por desistidos. 
 
ARTICULO 866 
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Todo legatario de cantidad tiene derecho de pedir que se le apliquen en pago bienes de la herencia 
y a ser considerado como interesado en las diligencias de partición. 
 
ARTICULO 867 
 
Pueden oponerse a que se lleve a efecto la partición: 
 
I.- Los acreedores hereditarios legalmente reconocidos mientras no se pague su crédito si ya 
estuviere vencido, y si no lo estuviere, mientras no se les asegure debidamente el pago. 
 
II.- Los legatarios de cantidad, de alimentos, de educación y de pensiones, mientras no se les pague 
o se garantice legalmente el derecho. 
 
ARTICULO 868 
 
La adjudicación de bienes hereditarios se otorgará con las formalidades que por su cuantía la ley 
exige para su venta. El notario ante el que se otorgare la escritura será designado por el albacea. 
 
ARTICULO 869 
 
La escritura de partición cuando haya lugar a su otorgamiento deberá contener además de los 
requisitos legales: 
 
I.- Los nombres, medidas y linderos de los predios adjudicados, con expresión de la parte que cada 
heredero adjudicatario tenga obligación de devolver si el precio de la cosa excede al de su porción  
o de recibir si falta; 
 
II.- La garantía especial que para la devolución del exceso constituya el heredero en el caso de la 
fracción que prcede (sic); 
 
III.- La enumeración de los muebles o cantidades repartidas; 
 
IV.- Noticia de la entrega de los títulos de las propiedades adjudicadas o repartidas; 
 
V.- Expresión de las cantidades que algún heredero quede reconociendo a otro, y de la garantía que 
se haya constituído; 
 
VI.- La firma de todos los interesados. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 870 
 
La sentencia que apruebe o repruebe la partición es apelable en ambos efectos. 
 
 
CAPITULO VII 
 
De la transmisión hereditaria del patrimonio familiar 
 
ARTICULO 871 
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En todo lo relativo a la sucesión de los bienes del patrimonio familiar, se observarán las disposiciones 
de este título, que no se opongan a las siguientes reglas: 
 
I.- Con la certificación de la defunción del autor de la herencia, se acompañarán los comprobantes 
de la constitución del patrimonio familiar y su registro; así como el testamento o la denuncia del 
intestado; 
 
II.- El inventario y avalúo se harán por el cónyuge que sobreviva o el albacea si estuviere designado 
y, en su defecto, por el heredero que sea de más edad; el avalúo deberá ser firmado por un perito 
oficial o, en su defecto, por cualquier comerciante de honorabilidad reconocida; 
 
III.- El juez convocará a junta a los interesados nombrando en ella tutores especiales a los menores 
que tuvieren representante legítimo o cuando el interés de éstos fuere opuesto al de aquéllos y 
procurará ponerlos de acuerdo sobre la forma de hacer la partición. Si no logra ponerlos de acuerdo, 
nombrará un partidor entre los contadores oficiales a cargo del Erario, para que en el término de 
cinco días presente el proyecto de partición que dará a conocer a los interesados en una nueva junta 
a que serán convocados por cédula o correo. En esa misma audiencia oirá y decidirá las oposiciones, 
mandando hacer la adjudicación; 
 
IV.- Todas las resoluciones se harán constar en actas y no se requieren peticiones escritas de parte 
interesada para la tramitación del juicio, con excepción de la denuncia del intestado que se hará con 
copia para dar aviso al Fisco; 
 
V.- El acta o actas en que consten las adjudicaciones pueden servir de título a los interesados; 
 
VI.- La transmisión de los bienes del patrimonio familiar, está exenta de contribuciones, cualquiera 
que sea su naturaleza. 
 
 
CAPITULO VIII 
 
De la tramitación por Notarios 
 
ARTICULO 872 
 
Cuando todos los herederos fueren mayores de edad y hubieren sido instituídos en un testamento 
público, la testamentaría podrá ser extrajudicial, con intervención de un notario, mientras no hubiere 
controversia alguna, con arreglo a lo que se establece en los artículos siguientes. 
 
ARTICULO 873 
 
El albacea, si lo hubiere, y los herederos exhibiendo la partida de defunción del autor de la herencia 
y un testimonio del testamento, se presentarán ante un notario para hacer constar que aceptan la 
herencia, se reconocen sus derechos hereditarios y que el albacea va a proceder a formar el 
inventario de los bienes de la herencia. 
 
El notario dará a conocer estas declaraciones por medio de dos publicaciones que se harán de diez 
en diez días en un periódico de los de mayor circulación en la República. 
 
ARTICULO 874 
 
Practicado el inventario por el albacea y estando conformes con él todos los herederos, lo 
presentarán al notario para que lo protocolice. 
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ARTICULO 875 
 
Formado por el albacea con la aprobación de los herederos el proyecto de partición de la herencia, 
lo exhibirán al notario, quien efectuará su protocolización. 
 
Siempre que haya oposición de algún aspirante a la herencia o de cualquier acreedor, el notario 
suspenderá su intervención. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 6 DE ENERO DE 1994) 
ARTICULO 876 
 
Cuando todos los herederos fueren mayores de edad y hubieren sido reconocidos judicialmente con 
tal carácter en un intestado, éste podrá seguirse tramitando con intervención de un notario, de 
acuerdo con lo que se establece en este capítulo. El juez hará saber lo anterior a los herederos para 
el efecto de que designen al notario ante el que se seguirá la tramitación sucesoria. 
 
(ADICIONADO, D.O.F. 6 DE ENERO DE 1994) 
ARTICULO 876 BIS 
 
Para la titulación notarial de la adquisición por los legatarios instituidos en testamento público 
simplificado, se observará lo siguiente: 
 
I.- Los legatarios o sus representantes, exhibirán al notario la copia certificada del acta de defunción 
del testador y testimonio del testamento público simplificado; 
 
II.- El notario dará a conocer, por medio de una publicación en un periódico de los de mayor 
circulación en la República, que ante él se está tramitando la titulación notarial de la adquisición 
derivada del testamento público simplificado, los nombres del testador y de los legatarios y, en su 
caso, su parentesco; 
 
III.- El notario recabará del Archivo General de Notarías, del Archivo Judicial del Distrito Federal y de 
los correspondientes archivos u oficinas similares del último domicilio del autor de la sucesión, las 
constancias relativas a la existencia o inexistencia de testamento. En el caso de que el testamento 
público simplificado presentado sea el último otorgado, el notario podrá continuar con los trámites 
relativos, siempre que no existiere oposición; 
 
IV.- De ser procedente, el notario redactará el instrumento en el que se relacionarán los documentos 
exhibidos, las constancias a que se refiere la fracción anterior, los demás documentos del caso, y la 
conformidad expresa de los legatarios en aceptar el legado, documento que se inscribirá en el 
Registro Público de la Propiedad. En su caso, se podrá hacer constar la repudiación expresa; y 
 
V.- En el instrumento a que se refiere la fracción anterior, los legatarios podrán otorgar, a su vez, un 
testamento público simplificado en los términos del artículo 1549-Bis del Código Civil. 
 
 
(DEROGADO CON LOS ARTÍCULOS QUE LO INTEGRAN, G.O. 23 DE JULIO DE 2012) 
CAPITULO IX 
 
ARTICULO 877 (DEROGADO, G.O. 23 DE JULIO DE 2012) 
 
ARTICULO 878 (DEROGADO, G.O. 23 DE JULIO DE 2012) 
 
ARTICULO 879 (DEROGADO, G.O. 23 DE JULIO DE 2012) 
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ARTICULO 880 (DEROGADO, G.O. 23 DE JULIO DE 2012) 
 
 
(DEROGADO CON LOS ARTÍCULOS QUE LO INTEGRAN, G.O. 23 DE JULIO DE 2012) 
CAPITULO X 
 
ARTICULO 881 (DEROGADO, G.O. 23 DE JULIO DE 2012) 
 
ARTICULO 882 (DEROGADO, G.O. 23 DE JULIO DE 2012) 
 
ARTICULO 883 (DEROGADO, G.O. 23 DE JULIO DE 2012) 
 
 
(DEROGADO CON LOS ARTÍCULOS QUE LO INTEGRAN, G.O. 23 DE JULIO DE 2012) 
CAPITULO XI 
 
ARTICULO 884 (DEROGADO, G.O. 23 DE JULIO DE 2012) 
 
ARTICULO 885 (DEROGADO, G.O. 23 DE JULIO DE 2012) 
 
ARTICULO 886 (DEROGADO, G.O. 23 DE JULIO DE 2012) 
 
ARTICULO 887 (DEROGADO, G.O. 23 DE JULIO DE 2012) 
 
 
(DEROGADO CON LOS ARTÍCULOS QUE LO INTEGRAN, G.O. 23 DE JULIO DE 2012) 
CAPITULO XII 
 
ARTICULO 888 (DEROGADO, G.O. 23 DE JULIO DE 2012) 
 
ARTICULO 889 (DEROGADO, G.O. 23 DE JULIO DE 2012) 
 
 
(DEROGADO CON EL ARTÍCULO QUE LO INTEGRA, G.O. 23 DE JULIO DE 2012) 
CAPITULO XIII 
 
ARTICULO 890 (DEROGADO, G.O. 23 DE JULIO DE 2012) 
 
 
CAPITULO XIV 
 
Del Testamento hecho en el país extranjero 
 
(REFORMADO, G.O. 23 DE JULIO DE 2012) 
ARTICULO 891 
 
El testamento hecho en país extranjero será declarado válido por el juez competente, cuando haya 
sido formulado por las leyes del país en que se otorgue y no contravengan disposiciones contrarias 
al orden público mexicano. 
 
ARTICULO 892 (DEROGADO, G.O. 23 DE JULIO DE 2012) 
 
 
TITULO DECIMOQUINTO 
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De la jurisdicción voluntaria 
 
 
CAPITULO I 
 
Disposiciones Generales 
 
ARTICULO 893 
 
La jurisdicción voluntaria comprende todos los actos en que por disposición de la ley o por solicitud 
de los interesados se requiere la intervención del juez sin que esté promovida ni se promueva 
cuestión alguna entre partes determinadas. 
 
(ADICIONADO, D.O.F. 7 DE ENERO DE 1988) 
A solicitud de parte legítima podrán practicarse en esta vía las notificaciones o emplazamientos 
necesarios en procesos extranjeros. 
 
ARTICULO 894 
 
Cuando fuere necesaria la audiencia de alguna persona, se la citará conforme a derecho 
advirtiéndole en la citación que quedan por tres días las actuaciones en la secretaría del juzgado 
para que se imponga de ellas y señalándole día y hora para la audiencia a la que concurrirá el 
promovente, sin que sea obstáculo para la celebración de ella la falta de asistencia de éste. 
 
ARTICULO 895 
 
Se oirá precisamente al Ministerio Público: 
 
I.- Cuando la solicitud promovida afecte los intereses públicos; 
 
II.- Cuando se refiera a la persona o bienes de menores o incapacitados; 
 
III.- Cuando tenga relación con los derechos o bienes de un ausente; 
 
IV.- Cuando lo dispusieren las leyes. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
ARTICULO 896 
 
Si a la solicitud promovida se opusiere parte legítima después de efectuado el acto de la jurisdicción 
voluntaria se reservará el derecho al opositor para que lo haga valer en la vía y forma que 
corresponda. 
 
ARTICULO 897 
 
El juez podrá variar o modificar las providencias que dictare sin sujeción estricta a los términos y 
formas establecidas respecto de la jurisdicción contenciosa. 
 
No se comprenden en esta disposición los autos que tengan fuerza de definitivos y contra los que 
no se hubiere interpuesto recurso alguno a no ser que se demostrara que cambiaron las 
circunstancias que afectan el ejercicio de la acción. 
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N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 898 
 
Las providencias de jurisdicción voluntaria serán apelables, en ambos efectos si el recurso lo 
interpusiere el promovente de las diligencias, y sólo en el devolutivo de tramitación inmediata cuando 
el que recurre hubiere venido al expediente voluntariamente o llamado por el juez, o para oponerse 
a la solicitud que haya dado motivo a su formación. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 899 
 
Las apelaciones en jurisdicción voluntaria se sustanciarán en la forma y términos previstos en el 
Título Décimo Segundo del presente Código. 
 
ARTICULO 900 
 
Toda cuestión que surja en los negocios a que se refieren los capítulos siguientes y haya de 
resolverse en juicio contradictorio se substanciará en la forma determinada para los incidentes a no 
ser que la ley dispusiere otra cosa. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MARZO DE 1971) 
ARTICULO 901 
 
En los negocios de menores e incapacitados intervendrán el Juez de lo Familiar y los demás 
funcionarios que determine el Código Civil. 
 
(REFORMADO, G.O. 15 DE JUNIO DE 2011) 
ARTICULO 901 BIS 
 
La institución pública o privada de asistencia social que reciba a un menor para ser dado en adopción, 
deberá, en forma inmediata, presentar por escrito solicitud ante Juez Familiar, haciendo de su 
conocimiento esta circunstancia, acompañando a dicha solicitud el acta de nacimiento del menor. El 
Juez bajo su más estricta y personal responsabilidad ordenará, de manera inmediata, en un plazo 
que no exceda de cinco días hábiles, la comparecencia del representante legal de la institución y de 
la persona o las personas que ejerzan la patria potestad, con la intervención del Ministerio Público. 
 
A efecto de que la comparecencia se lleve a cabo de manera pronta, el Juez dictará las medidas de 
apremio a que se refiere el artículo 973 del presente Código, que estime más eficaces, sin seguir 
orden alguno. 
 
Ratificada que sea por las partes dicha solicitud, se declarará de oficio la terminación de la patria 
potestad y la tutela del menor quedará a cargo de la Institución. 
 
 
CAPITULO II 
 
Del nombramiento de tutores y curadores y discernimiento de estos cargos 
 
(REFORMADO, D.O.F. 23 DE JULIO DE 1992) 
ARTICULO 902 
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Ninguna tutela puede conferirse sin que previamente se declare el estado de minoridad o de 
incapacidad de la persona que va a quedar sujeta a ella. 
 
(REFORMADO, G.O. 10 DE NOVIEMBRE DE 2008) 
La declaración del estado de minoridad, o de incapacidad por las causas a las que se refiere la 
fracción II del artículo 450 del Código Civil, pueden pedirse: 1º. por el mismo menor si ha cumplido 
16 años; 2º. por su cónyuge; 3º. por sus presuntos herederos legítimos; 4º. por su albacea; 5º. por 
el Ministerio Público; 6º. por la institución pública o privada, de asistencia social que acoja al hijo o 
hijos del presunto incapaz. 
 
Pueden pedir la declaración de minoridad los funcionarios encargados de ello por el Código Civil. 
 
ARTICULO 903 
 
Si a la petición de declaración de minoridad se acompaña la certificación del registro civil, se hará la 
declaración de plano. En caso contrario se citará inmediatamente a una audiencia dentro del tercero 
día a la que concurrirá  el menor si fuere posible y el Ministerio Público. En ella con o sin la asistencia 
de éste y por las certificaciones del registro civil si hasta este momento se presentaron, por el aspecto 
del menor y a falta de aquéllas o de la presencia de éste, por medio de información de testigos, se 
hará o denegará la declaración correspondiente. 
 
ARTICULO 904 
 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, D.O.F. 17 DE ENERO DE 2002) 
La declaración de incapacidad por alguna de las causas a que re (sic) refiere el artículo 450, fracción 
II, del Código Civil para el Distrito Federal: se acreditará en juicio ordinario que se seguirá entre el 
peticionario y un tutor interino que para tal objeto designe el juez. 
 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, D.O.F. 17 DE ENERO DE 2002) 
Como deligencias (sic) prejudiciales se practicarán las siguientes: 
 
(REFORMADA, D.O.F. 23 DE JULIO DE 1992) 
I.- Recibida la demanda de interdicción, el juez ordenará las medidas tutelares conducentes al 
aseguramiento de la persona y bienes del señalado como incapacitado; ordenará que la persona 
que auxilia a aquél de cuya interdicción se trata, lo ponga a disposición de los médicos alienistas o 
de la especialidad correspondiente o bien, informe fidedigno de la persona que lo auxilie u otro medio 
de convicción que justifique la necesidad de estas medidas. 
 
(REFORMADA, D.O.F. 23 DE JULIO DE 1992) 
II.- Los médicos que practiquen el examen deberán ser designados por el juez y serán de preferencia 
alienistas o de la especialidad correspondiente. Dicho examen se hará en presencia del juez previa 
citación de la persona que hubiere pedido la interdicción y del Ministerio Público. 
 
(REFORMADA, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
III.- Si del dictamen pericial resultare comprobada la incapacidad, o por lo menos hubiere duda 
fundada acerca de la capacidad de la persona cuya interdicción se pide, el juez proveerá las 
siguientes medidas: 
 
(REFORMADO, D.O.F. 31 DE DICIEMBRE DE 1974) 
a).- Nombrar tutor y curador interinos, cargos que deberán recaer en las personas siguientes, si 
tuvieren la aptitud necesaria para desempeñarlos: padre, madre, cónyuge, hijos, abuelos y hermanos 
del incapacitado. Si hubiere varios hijos o hermanos serán preferidos los mayores de edad. En el 
caso de abuelos, frente a la existencia de maternos o paternos, el juez resolverá atendiendo a las 
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circunstancias. En caso de no haber ninguna de las personas indicadas o no siendo aptas para la 
tutela el juez con todo escrúpulo debe nombrar como tutor interino a persona de reconocida 
honorabilidad, prefiriendo a la que sea pariente o amiga del incapacitado o de sus padres y que no 
tenga ninguna relación de amistad o comunidad de intereses o dependencias con el solicitante de la 
declaración. 
 
(REFORMADO, [N. DE E. ADICIONADO], G.O. 15 DE MAYO DE 2007) 
El Juez deberá recabar el informe del Archivo General de Notarias, sobre el registro de la designación 
de tutor cautelar, de la persona cuya interdicción se pide y, en su caso, los datos de la escritura del 
otorgamiento de las designaciones de tutor cautelar y curador, en su caso. 
 
(REFORMADO, [N. DE E. ADICIONADO], G.O. 15 DE MAYO DE 2007) 
Si el informe arroja que la persona de cuya interdicción se trata no hubiere designado tutor cautelar, 
el juez procederá a nombrar tutor y curador interinos, cargos que deberán recaer conforme al orden 
señalado en las personas señaladas en los párrafos que anteceden en ésta fracción. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
b).- Poner los bienes del presunto incapacitado bajo la administración del tutor interino. Los de la 
sociedad conyugal, si la hubiere, quedarán bajo la administración del otro cónyuge. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
c).- Proveer legalmente de la patria potestad o tutela o las personas que tuviere bajo su guarda el 
presunto incapacitado. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
De la resolución en que se dicten las providencias mencionadas en este artículo procede el recurso 
de apelación en el efecto devolutivo que será de tramitación inmediata. 
 
(REFORMADA, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
IV.- Dictadas las providencias que establecen las fracciones anteriores se procederá a un segundo 
reconocimiento médico del presunto incapacitado, con peritos diferentes, en los mismos términos 
que los señalados por la fracción II. En caso de discrepancia con los peritos que rindieron el primer 
dictamen se practicará una junta de avenencia a la mayor brevedad posible y si no la hubiere el juez 
designará peritos terceros en discordia. 
 
(REFORMADA, D.O.F. 17 DE ENERO DE 2002) 
V.- Hecho lo anterior el juez citará a una audiencia, en la cual si estuvieren conformes el Tutor y el 
Ministerio Público con el solicitante de la interdicción, dictará la resolución que la declare. En caso 
de que en la resolución se haya declarado la interdicción, ésta deberá establecer el alcance de la 
capacidad y determinar la extensión y límites de la Tutela, en los términos enunciados en el segundo 
párrafo del Artículo 462 del Código civil para el Distrito Federal. 
 
Si en dicha audiencia hubiera oposición de parte, se substanciará un Juicio Ordinario con 
intervención del Ministerio Público. 
 
ARTICULO 905 
 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, D.O.F. 17 DE ENERO DE 2002) 
En el juicio ordinario a que se refiere el  artículo anterior, se observarán las siguientes reglas: 
 
(REFORMADA, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
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I.- Durante el procedimiento subsistirán las medidas decretadas conforme al artículo anterior y se 
podrán modificar por cambio de circunstancias o por la aportación de nuevos datos que funden su 
conveniencia. 
 
(REFORMADA, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
II.- El presunto incapacitado será oído en juicio, si él lo pidiera, independientemente de la 
representación atribuida al tutor interino. 
 
(REFORMADA, D.O.F. 17 DE ENERO DE 2002) 
III.- El estado de incapacidad puede probarse por cualquier medio idóneo de convicción; pero en 
todo caso se requiere la certificación de dos médicos o psicólogos, por lo menos, preferentemente 
de instituciones de salud oficiales. Cada parte puede nombrar un perito médico para que intervenga 
en la audiencia y rinda su dictamen. El examen del presunto incapacitado se hará en presencia del 
Juez, con citación de las partes y del Ministerio Público. El juez podrá hacer al examinado, a los 
médicos, a las partes y a los testigos cuantas preguntas estime convenientes para calificar el 
resultado de las pruebas. 
 
(REFORMADA, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
IV.- Mientras no se pronuncie sentencia irrevocable, la tutela interina debe limitarse a los actos de 
mera protección a la persona y conservación de los bienes del incapacitado. Si ocurriere urgente 
necesidad de otros actos, el tutor interino podrá obrar prudentemente, previa autorización judicial. 
 
(REFORMADA, D.O.F. 17 DE ENERO DE 2002) 
V.- Una vez que cause ejecutoria la sentencia de interdicción se procederá a nombrar y discernir el 
cargo de tutor o en el caso de excepción, los cargos de tutores definitivos, delimitando su 
responsabilidad de acuerdo a la ley. 
 
(REFORMADA, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
VI.- El tutor interino deberá rendir cuentas al tutor definitivo con intervención del curador. 
 
(REFORMADA, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
VII.- Las mismas reglas en lo conducente se observará (sic) para el juicio que tenga por objeto hacer 
cesar la interdicción. 
 
(REFORMADA, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
VIII.- El que dolosamente promueva juicio de incapacidad, será responsable de los daños y perjuicios 
que con ello ocasione, independientemente de la responsabilidad penal que fije la ley de la materia. 
 
ARTICULO 906 
 
Todo tutor cualquiera que sea su clase, debe aceptar previamente y prestar las garantías exigidas 
por el Código Civil para que se le discierna el cargo, a no ser que la ley lo exceptuare expresamente. 
 
El tutor debe manifestar si acepta o no el cargo dentro de los cinco días que sigan a la notificación 
de su nombramiento. En igual término debe proponer sus impedimentos o excusas disfrutando un 
día más por cada cuarenta kilómetros que medien entre su domicilio y el lugar de la residencia del 
juez competente. 
 
Cuando el impedimento o la causa legal de excusa ocurrieren después de la admisión de la tutela, 
los términos correrán desde el día en que el tutor conoció el impedimento o a la causa legal de 
excusa. 
 
La aceptación o el lapso de los términos en su caso, importan renuncia de la excusa. 
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ARTICULO 907 
 
El menor podrá oponerse al nombramiento de tutor hecho por la persona que no siendo ascendiente 
le haya instituído heredero o legatario, cuando tuviere dieciséis años o más. 
 
ARTICULO 908 
 
Siempre que el tutor nombrado no reúna los requisitos que la ley exige para ser tutor o curador, el 
juez denegará el discernimiento del cargo y proveerá al nombramiento en la forma y términos 
prevenidos por el Código Civil. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 24 DE MARZO DE 1971) 
ARTICULO 909 
 
En los Juzgados de lo Familiar, bajo el cuidado y responsabilidad del Juez y a disposición del Consejo 
de Tutelas, habrá un registro en que se inscribirá testimonio simple de todos los discernimientos que 
se hicieren de los cargos de tutor y curador. 
 
ARTICULO 910 
 
Dentro de los ocho primeros días de cada año en audiencia pública con citación del consejo de 
tutelas y del Ministerio Público, se procederá a examinar dicho registro y ya en su vista dictará las 
siguientes medidas: 
 
I.- Si resultare haber fallecido algún tutor, harán que sea reemplazado con arreglo a la ley; 
 
II.- Si hubiere alguna cantidad de dinero depositada para darle destino determinado, harán que desde 
luego tengan cumplido efecto las prescripciones del Código Civil; 
 
III.- Exigirán también que rindan cuenta los tutores que deban darla y que por cualquier motivo no 
hayan cumplido con la prescripción expresa del artículo 590 del Código Civil; 
 
IV.- Obligarán a los tutores a que depositen en el establecimiento público destinado al efecto, los 
sobrantes de las rentas o productos del caudal de los menores, después de cubiertas las sumas 
señaladas con arreglo a los artículos 538, 539 y 554 del Código Civil, y de pagado el tanto por ciento 
de administración; 
 
V.- Si los jueces lo creyeren conveniente, decretarán el depósito cuando se presenten dificultades 
insuperables para el inmediato cumplimiento de los artículos 557 y 558 del Código Civil; 
 
VI.- Pedirán, al efecto, las noticias que estimen necesarias del estado en que se halle la gestión de 
la tutela, y adoptarán las medidas que juzguen convenientes para evitar los abusos, y remediar los 
que puedan haberse cometido. 
 
ARTICULO 911 
 
En todos los casos de impedimento, separación o excusa del curador propietario se nombrará 
curador interino mientras se decide el punto. Resuelto, se nombrará en su caso nuevo curador 
conforme a derecho. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 912 
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Sobre la rendición y aprobación de cuentas de los tutores, regirán las disposiciones contenidas en 
los artículos 519 y siguientes con estas modificaciones: 1o. No se requiere prevención judicial para 
que las rindan en el mes de enero de cada año conforme lo dispone el artículo 590 del Código Civil; 
2o. Se requiere prevención judicial para que las rindan antes de llegar a ese término; 3o. Las 
personas a quienes deban ser rendidas, son el mismo juez, el curador, el consejo local de tutelas, el 
mismo menor que haya cumplido dieciséis años de edad, el tutor que le reciba, el pupilo que dejare 
de serlo, y las demás personas que fije el Código Civil; 4o. La sentencia que desaprobare las cuentas 
indicará, si fuere posible, los alcances. Del auto de aprobación pueden apelar el Ministerio Público, 
los demás interesados y el curador si hizo observaciones. Del auto de desaprobación pueden apelar 
el tutor, el curador y el Ministerio Público; dichas apelaciones se tramitarán en efecto devolutivo de 
tramitación inmediata; 5o. Si se objetaren de falsas algunas partidas se substanciará el incidente por 
cuerda separada entendiéndose la audiencia sólo con los objetantes, el Ministerio Público y el tutor. 
 
ARTICULO 913 
 
Cuando del examen de la cuenta resulten motivos graves para sospechar dolo, fraude o culpa lata 
en el tutor, se iniciará desde luego a petición de parte o del Ministerio Público, el juicio de separación 
que se seguirá en la forma contenciosa y si de los primeros actos del juicio resultaren confirmadas 
las sospechas, se nombrará desde luego un tutor interino quedando en suspenso entretanto el tutor 
propietario sin perjuicio de que se remita testimonio de lo conducente a las autoridades penales. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 10 DE ENERO DE 1986) 
ARTICULO 914 
 
Los tutores y curadores no pueden ser removidos ni excusarse sino a través del incidente 
contradictorio respectivo. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 914 BIS 
 
Las apelaciones a que se refiere este capítulo serán de tramitación inmediata, en el efecto que 
proceda. 
 
 
CAPITULO III 
 
De la enajenación de bienes de menores o incapacitados y transacción acerca de sus derechos 
 
N. DE E. SE RECOMIENDA CONSULTAR EL DECRETO POR EL QUE SE CREA UNA NUEVA 
UNIDAD DEL SISTEMA MONETARIO DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, PUBLICADO EN 
EL D.O.F. DE FECHA 22 DE JUNIO DE 1992 Y 6 DE ENERO DE 1994 Y EL AVISO POR EL QUE 
SE INFORMA QUE A PARTIR DEL 1° DE ENERO DE 1994, SE SUPRIME LA PALABRA “NUEVO”, 
PARA VOLVER A LA DENOMINACIÓN “PESO” DEL NOMBRE DE LA UNIDAD DEL SISTEMA 
MONETARIO, PUBLICADO EN EL D.O.F. EL 15 DE NOVIEMBRE DE 1995. 
ARTICULO 915 
 
Será necesaria licencia judicial para la venta de los bienes que pertenezcan exclusivamente a 
menores o incapacitados y correspondan a las clases siguientes: 1a. Bienes raíces;- 2a. Derechos 
reales sobre muebles;- 3a. Alhajas y muebles preciosos;- 4a. Acciones de compañías industriales y 
mercantiles, cuyo valor exceda de cinco mil pesos. 
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ARTICULO 916 
 
Para decretar la venta de bienes se necesita que al pedirse se expresen el motivo de la enajenación 
y el objeto a que debe aplicarse la suma que se obtenga y que se justifique la absoluta necesidad o 
la evidente utilidad de la enajenación. 
 
Si fuere el tutor quien solicitare la venta, debe proponer al hacer la promoción las bases del remate 
en cuanto a la cantidad que deba darse de contado, el plazo, interés y garantías del remanente. 
 
La solicitud del tutor se substanciará en forma de incidente con el curador y el Ministerio Público. La 
sentencia que se dictare es apelable en ambos efectos. 
 
Los peritos que se designen para hacer el avalúo serán nombrados por el juez. 
 
ARTICULO 917 
 
Respecto de las alhajas y muebles preciosos el juez determinará si conviene o no la subasta, 
atendiendo en todo a la utilidad que resulte al menor; si se decreta se hará por conducto del Monte 
de Piedad; de lo contrario, se procederá conforme al artículo 598. 
 
El remate de los inmuebles se hará conforme a los artículos 565 y siguientes y en él no podrá 
admitirse postura que baje de las dos tercias partes del avalúo pericial ni la que no se ajuste a los 
términos de la autorización judicial. 
 
Si en la primera almoneda no hubiere postor, el juez convocará a solicitud del tutor, curador o del 
consejo de tutela a una junta dentro del tercero día, para ver si es de modificarse o no las bases del 
remate, señalándose nuevamente las almonedas que fueren necesarias. 
 
ARTICULO 918 
 
Para la venta de acciones y títulos de renta se concederá la autorización sobre la base de que no se 
haga por menor valor del que se cotice en la plaza el día de la venta y por conducto de corredor 
titulado y si no lo hay de comerciante establecido y acreditado. 
 
ARTICULO 919 
 
El precio de la venta se entregará al tutor si las fianzas o garantías prestadas son suficientes para 
responder de él. De otra manera se depositará en el establecimiento destinado al efecto. 
 
El juez señalará un término prudente al tutor para que justifique la inversión del precio de la 
enajenación. 
 
ARTICULO 920 
 
Para la venta de los bienes inmuebles del hijo o de los muebles preciosos, requerirán los que ejercen 
la patria potestad la autorización judicial en los mismos términos que los señalados en el artículo 
916. El incidente se substanciará con el Ministerio Público y con un tutor especial que para el efecto 
nombre el juez desde las primeras diligencias. La base de la primera almoneda, si es bien raíz, será 
el precio fijado por los peritos y la postura legal no será menor de los dos tercios de ese precio. 
 
Bajo las mismas condiciones podrán gravar los padres los bienes inmuebles de sus hijos o consentir 
la extinción de derechos reales. 
 
ARTICULO 921 
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Para recibir dinero prestado en nombre del menor o incapacitado necesita el tutor la conformidad del 
curador y del consejo de tutelas y después de la autorización judicial. 
 
ARTICULO 922 
 
Lo dispuesto en los artículos que preceden se aplicará al gravamen y enajenación de los bienes de 
ausentes así como a la transacción y arrendamiento por más de cinco años de bienes de ausentes  
menores e incapacitados. 
 
 
CAPITULO IV 
 
Adopción 
 
ARTICULO 923 
 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, G.O. 15 DE JUNIO DE 2011) 
El que pretende adoptar deberá acreditar los requisitos determinados por el Código Civil, debiendo 
observar lo siguiente: 
 
I. En la promoción inicial se deberá manifestar si se trata de adopción nacional o internacional, 
mencionándose, el nombre, edad y si lo hubiere, el domicilio del menor o persona con incapacidad 
que se pretenda adoptar, el nombre, edad y domicilio de quienes en su caso ejerzan sobre él la patria 
potestad o tutela, o de la persona o institución de asistencia social pública o privada que lo haya 
recibido y acompañar certificado médico de buena salud de los promoventes y del menor. 
 
Los estudios socioeconómicos y psicológicos necesarios para efectuar el trámite de adopción 
deberán realizarse por el Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia, o por quien este 
autorice, siempre que se trate de profesionistas que acrediten tener título profesional y tener como 
mínimo dos años de experiencia en la atención de menores y personas susceptibles de adoptar . 
 
También los podrán realizar la Secretaría de Salud, el Sistema para el Desarrollo Integral de la 
Familia del Distrito Federal, el Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, la Procuraduría 
General de Justicia del Distrito Federal para los efectos de adopción nacional. 
 
II. Cuando el menor hubiere sido acogido por una institución de asistencia social pública o privada, 
el presunto adoptante o la institución exhibirá, según sea el caso, constancia oficial del tiempo de 
exposición, la Sentencia ejecutoriada que haya decretado la terminación de la patria potestad o en 
su defecto, como consecuencia del abandono, la sentencia ejecutoriada que haya decretado la 
pérdida de este derecho. 
 
III. Si hubieran transcurrido menos de los tres meses de la exposición, se decretará la guarda y 
custodia provisional de quien se pretende adoptar con el o los presuntos adoptantes, entre tanto se 
consuma dicho plazo; 
 
IV. Si no se conociera el nombre de los padres o no hubiere sido acogido por institución de asistencia 
social, pública o privada, se decretará la custodia con el presunto adoptante, por el término de tres 
meses para los mismos efectos. 
 
En el supuesto de que el menor haya sido entregado a dichas instituciones por quienes ejerzan en 
él la patria potestad, para promover su adopción, no se requerirá que transcurra el plazo de tres 
meses a que se refiere el presente artículo y, 
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V. Tratándose de extranjeros con residencia en el país, deberán acreditar su solvencia moral y 
económica con las constancias correspondientes, sin necesidad de presentar testigos. 
 
Los extranjeros con residencia en otro país deberán acreditar su solvencia moral y económica y 
presentar certificado de idoneidad expedidos por la autoridad competente de su país de origen que 
acredite que el o los solicitantes son considerados aptos para adoptar; constancia de que el menor 
que se pretende adoptar ha sido autorizado para entrar y residir permanentemente en dicho Estado; 
deberán durante el procedimiento acreditar su legal estancia en el País y la autorización de la 
Secretaría de Gobernación para llevar a cabo una adopción. 
 
La documentación que presenten los solicitantes extranjeros en idioma distinto al español, deberá 
acompañarse de la traducción oficial. 
 
La documentación correspondiente deberá estar apostillada o legalizada por el Cónsul mexicano. 
 
VI. En el auto admisorio que le recaiga a la solicitud inicial de adopción, el Juez señalará fecha para 
la audiencia, laque se deberá desahogar dentro de los diez días siguientes al mismo. 
 
(REFORMADO, G.O. 9 DE JUNIO DE 2004) 
ARTICULO 924 
 
Rendidas las constancias que se exigen en el artículo anterior y obtenido el consentimiento de las 
personas que deban darlo, conforme al Código Civil, el Juez de lo Familiar resolverá dentro del tercer 
día, lo que proceda sobre la adopción. 
 
La sentencia consentida por los promoventes causara ejecutoria. 
 
(ADICIONADO, G.O. 15 DE JUNIO DE 2011) 
ARTICULO 925 
 
Una vez iniciado el procedimiento de adopción, el Juez velará para que las actuaciones judiciales en 
todo momento sean continuas, evitando bajo su más estricta responsabilidad la inactividad procesal, 
quedando obligado a presenciar y dirigir de manera personal cada una de las diligencias y 
actuaciones que se practiquen en el proceso y no podrá delegar dicha obligación en persona alguna. 
El incumplimiento de tal obligación será causa de responsabilidad para el Juez. 
 
ARTICULO 925 A (DEROGADO, G.O. 10 DE NOVIEMBRE DE 2008) 
 
ARTICULO 926 (DEROGADO, G.O. 10 DE NOVIEMBRE DE 2008) 
 
 
CAPITULO V 
 
De las informaciones ad perpetuam 
 
ARTICULO 927 
 
La información ad perpetuam podrá decretarse cuando no tenga interés más que el promovente y 
se trate: 
 
I.- De justificar algún hecho o acreditar un derecho; 
 
II.- Cuando se pretenda justificar la posesión como medio para acreditar el dominio pleno de un 
inmueble y 
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N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DE LA PRESENTE FRACCIÓN, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REPUBLICADA, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
III.- Cuando se trate de comprobar la posesión de un derecho real. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
En los casos de las dos primeras fracciones, la información se recibirá con citación del Ministerio 
Público y tratándose de vehículos automotores se requerirá acreditar que no cuenta con reporte de 
robo, así como su legal estancia en el país. En el caso de la tercera de las fracciones, con la del 
propietario o de los demás partícipes del derecho real. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REPUBLICADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
El Ministerio Público y las personas con cuya citación se reciba la información, pueden tachar a los 
testigos por circunstancias que afecten su credibilidad. 
 
ARTICULO 928 
 
El juez está obligado a ampliar el examen de los testigos con las preguntas que estime pertinentes 
para asegurarse de la veracidad de su dicho. 
 
ARTICULO 929 
 
Si los testigos no fueren conocidos del juez o del secretario, la parte deberá presentar dos que 
abonen a cada uno de los presentados. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 10 DE ENERO DE 1986) 
ARTICULO 930 
 
Las informaciones se protocolizarán por el notario que designe el promovente y aquél extenderá 
testimonio al interesado para su inscripción en el Registro Público de la Propiedad, si así procediere. 
 
ARTICULO 931 
 
En ningún caso se admitirán en jurisdicción voluntaria, informaciones de testigos sobre hechos que 
fueren materia de un juicio comenzado. 
 
 
CAPITULO VI 
 
Apeo y deslinde 
 
ARTICULO 932 
 
El apeo o deslinde tiene lugar siempre que no se hayan fijado los límites que separan un predio de 
otro u otros, o que habiéndose fijado hay motivo fundado para creer que no son exactos ya porque 
naturalmente se hayan confundido, ora porque se hayan destruido las señales que los marcaban, 
bien porque éstas se hayan colocado en lugar distinto del primitivo. 
 
ARTICULO 933 
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Tiene derecho para promover el apeo: 
 
I.- El propietario; 
 
II.- El poseedor con título bastante para transferir el dominio; 
 
III.- El usufructuario. 
 
ARTICULO 934 
 
La petición de apeo debe contener: 
 
I.- El nombre y ubicación de la finca que debe deslindarse; 
 
II.- La parte o partes en que el acto debe ejecutarse; 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DE LA PRESENTE FRACCIÓN, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADA, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
III.- Los nombres de los colindantes que puedan tener interés en el apeo, así como de las autoridades 
que puedan tener injerencia en el asunto; 
 
IV.- El sitio donde están y donde deben colocarse las señales, y si éstas no existen, el lugar donde 
estuvieron; 
 
V.- Los planos y demás documentos que vengan a servir para la diligencia, y designación de un 
perito por parte del promovente. 
 
ARTICULO 935 
 
Hecha la promoción, el juez la mandará hacer saber a los colindantes para que dentro de tres días 
presenten los títulos o documentos de su posesión y nombren perito si quisieren hacerlo y se 
señalará el día, hora y lugar para que dé principio la diligencia de deslinde. 
 
Si fuere necesario indentificar (sic) alguno o algunos de los puntos de deslinde, los interesados 
podrán presentar dos testigos de identificación cada uno, a la hora de la diligencia. 
 
ARTICULO 936 
 
El día y hora señalados, el juez, acompañado del secretario, peritos, testigos de identificación, e 
interesados que asistan al lugar designado para dar principio a la diligencia conforme a las reglas 
siguientes: 
 
I.- Practicará el apeo asentándose acta en que constarán todas las observaciones que hicieren los 
interesados; 
 
II.- La diligencia no se suspenderá por virtud de las observaciones, sino en el caso de que alguna 
persona presente en el acto un documento debidamente registrado que pruebe que el terreno que 
se trata de deslindar es de su propiedad; 
 
III.- El juez, al ir demarcando los límites del fundo deslindado, otorgará posesión al promovente de 
la propiedad que quede comprendida dentro de ellos si ninguno de los colindantes se opusiere o 
mandará que se le mantenga en la que esté disfrutando; 
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IV.- Si hay oposición de alguno de los colindantes respecto a un punto determinado, por considerar 
que conforme a sus títulos quede comprendido dentro de los límites de su propiedad, el tribunal oirá 
a los testigos de identificación y a los peritos, invitará a los interesados a que se pongan de acuerdo. 
Si esto se lograre, se hará constar y se otorgará la posesión según su sentido. Si no se lograre el 
acuerdo, se abstendrá el juez de hacer declaración alguna en cuanto a la posesión, respetando en 
ella a quien la disfrute, y mandará reservar sus derechos a los interesados para que los hagan valer 
en el juicio correspondiente; 
 
V.- El Juez mandará que se fijen las señales convenientes en los puntos deslindados, las que 
quedarán como límites legales. 
 
Los puntos respecto a los cuales hubiere oposición, no quedarán deslindados ni se fijará en ellos 
señal alguna, mientras no haya sentencia ejecutoria que resuelva la cuestión, dictada en el juicio 
correspondiente. 
 
ARTICULO 937 
 
Los gastos generales del apeo se harán por el que lo promueva. Los que importen la intervención 
de los peritos que designen y de los testigos que presenten los colindantes serán pagados por el que 
nombre a los unos y presente a los otros. 
 
 
CAPITULO VII 
 
Disposiciones relativas a otros actos de jurisdicción voluntaria 
 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, D.O.F. 10 DE ENERO DE 1986) 
ARTICULO 938 
 
Se tramitará en la forma de incidente que habrá de seguirse con el Ministerio Público en todo caso: 
 
(REFORMADA, D.O.F. 28 DE ENERO DE 1970) 
I.- La autorización judicial que soliciten los emancipados por razón del matrimonio, para enajenar o 
gravar bienes raíces o para comparecer en juicio; en este último caso se les nombrará un tutor 
especial; 
 
(REFORMADA, D.O.F. 31 DE DICIEMBRE DE 1974) 
II.- El permiso para que los cónyuges celebren contratos entre ellos o para obligarse solidariamente 
o ser fiador uno del otro en los casos del artículo 175 del Código Civil; 
 
(REFORMADA, D.O.F. 28 DE ENERO DE 1970) 
III.- La calificación de la excusa de la patria potestad en los casos a que se refiere el artículo 448 del 
Código Civil; 
 
(REFORMADA, D.O.F. 10 DE ENERO DE 1986) 
IV.- La aclaración de actas del estado civil cuando se trate de errores gramaticales o mecanográficos 
o de letras o de palabras concernientes a la real identificación de la persona y no cuando se trate de 
hechos esenciales. 
 
ARTICULO 939 
 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, G.O. 4 DE ENERO DE 2008) 
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Podrá decretarse el depósito: de menores o incapacitados que se hallen sujetos a la patria potestad 
o a la tutela y que fueren maltratados por sus padres o tutores, o reciban de éstos ejemplos 
perniciosos, a juicio del Juez, o sean obligados por ellos a cometer actos reprobados por las leyes. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 31 DE DICIEMBRE DE 1974) 
El menor de edad que deseando contraer matrimonio necesite acudir a la autoridad competente para 
suplir el consentimiento de sus padres, puede solicitar al juez determine sobre su custodia. 
 
En ambos casos no son necesarias formalidades de ninguna clase, asentándose solamente en una 
o más actas las diligencias del día. 
 
 
(ADICIONADO CON EL CAPÍTULO Y LOS ARTÍCULOS QUE LO INTEGRAN, D.O.F. 14 DE 
MARZO DE 1973) 
TITULO DECIMOSEXTO 
 
 
(REFORMADA SU DENOMINACIÓN, G.O. 6 DE SEPTIEMBRE DE 2004) 
CAPITULO UNICO 
 
Disposiciones Generales 
 
(ADICIONADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
ARTICULO 940 
 
Todos los problemas inherentes a la familia se consideran de orden público, por constituir aquella la 
base de la integración de la sociedad. 
 
ARTICULO 941 
 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, D.O.F. 30 DE DICIEMBRE DE 1997) 
El juez de lo familiar estará facultado para intervenir de oficio en los asuntos que afecten a la familia, 
especialmente tratándose de menores, de alimentos y de cuestiones relacionadas con violencia 
familiar, decretando las medidas precautorias que tiendan a preservar la familia y proteger a sus 
miembros. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 27 DE DICIEMBRE DE 1983) 
En todos los asuntos del orden familiar los Jueces y Tribunales están obligados a suplir la deficiencia 
de las partes en sus planteamientos de derecho. 
 
(REFORMADO, G.O. 8 DE AGOSTO DE 2013) 
En los mismos asuntos, con la salvedad de las prohibiciones legales relativas a alimentos, el juez 
deberá exhortar a los interesados a lograr un avenimiento, resolviendo sus diferencias mediante 
convenio, con el que pueda evitarse la controversia o darse por terminado el procedimiento. El juez 
tomando en cuenta las circunstancias del caso concreto exhortará, en aquellos casos que estime 
viables de conformidad con las disposiciones legales en materia de justicia alternativa, a las partes 
a que acudan al procedimiento de mediación a que se refiere la Ley de Justicia Alternativa del 
Tribunal Superior de Justicia para el Distrito Federal. 
 
(REFORMADO, G.O. 2 DE FEBRERO DE 2007) 
ARTICULO 941 BIS 
 
Cuando a petición de parte interesada, se deba resolver provisionalmente sobre la custodia y la 
convivencia de las niñas y los niños con sus padres, previamente se dará vista a la parte contraria 
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y, en caso de desacuerdo, se señalará día y hora para que tenga verificativo la audiencia que 
resolverá sobre la custodia y la convivencia de los menores misma que se efectuará dentro de los 
quince días siguientes. 
 
(REFORMADO, G.O. 18 DE JUNIO DE 2013) 
En la sesión donde sean escuchados los menores, a criterio del juez, podrán ser asistidos por el 
Agente del Ministerio Público de la adscripción y por el asistente de menores correspondiente 
adscrito al Sistema Integral de la Familia del Distrito Federal, quien no requerirá comparecer para 
protestar el cargo, y no realizará manifestaciones dentro de la audiencia correspondiente, 
limitándose a lo establecido en el segundo párrafo del artículo 417 bis. 
 
(REFORMADO, G.O. 18 DE JUNIO DE 2013) 
Quien tenga a los menores bajo su cuidado, los presentará a la audiencia, para que sean escuchados 
por el Juez. 
 
(REFORMADO, G.O. 18 DE JUNIO DE 2013) 
El Juez de lo Familiar valorando todos y cada uno de los elementos que tenga a su disposición, 
pudiendo incluir valoración psicológica del menor y de las partes que solicitan la custodia, 
determinará a quién de los progenitores corresponderá la custodia provisional de los hijos menores 
de edad. 
 
A falta o imposibilidad de los progenitores para tener la custodia de los menores se considerarán las 
hipótesis previstas en los artículos 414 y 418 del Código Civil. 
 
Las medidas que se tomen deberán tener como principio fundamental el interés superior del menor. 
 
Cuando cambie de domicilio el ascendiente que conserva la guarda y custodia, éste tiene la 
obligación de informar al Juez y a quien no ejerce la custodia los datos del nuevo domicilio y número 
telefónico para efecto de mantener la comunicación del menor y del ascendiente que no ejerza la 
guarda y custodia. 
 
El incumplimiento de esta disposición dará lugar a lo establecido en el artículo 73 de éste 
ordenamiento. 
 
(REFORMADO, G.O. 2 DE FEBRERO DE 2007) 
ARTICULO 941 TER 
 
El ascendiente que no le sea otorgada la custodia podrá convivir tal y como lo fije el Juez, diversos 
días de la semana, fuera del horario escolar y sin desatender las labores escolares y debiendo 
auxiliarlo en dichas actividades. 
 
Asimismo, en forma equitativa, se podrá regular la convivencia en fines de semana alternados, 
periodos de vacaciones escolares y días festivos; cuando estos ya acudan a centros educativos. 
 
El Juez de lo Familiar, antes de regular el derecho de convivencia de manera provisional, deberá 
tomar en cuenta todos los elementos que estén a su alcance para decidir bajo el principio del interés 
superior del menor. En especial valorará el hecho de que una de las partes manifieste que ha habido 
violencia familiar, pudiendo solicitar valoración psicoemocional que determine si existen síntomas en 
el menor, de haber vivido cualquier tipo de violencia familiar, ya sea psicológica, física o sexual, 
independientemente de que exista o no indagatoria al respecto, a fin de proteger la integridad física 
y psicológica de los hijos. 
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En caso de duda, y para salvaguarda de los hijos menores de edad o incapaces, deberá ordenar que 
las convivencias se realicen en los Centros e Instituciones destinados para tal efecto, únicamente 
durante el procedimiento. 
 
Las convivencias de manera provisional no se otorgarán por el Juez de lo Familiar cuando exista 
peligro para la integridad física, sexual y psicológica de los hijos menores de edad. 
 
ARTICULO 941 QUATER (DEROGADO, G.O. 2 DE FEBRERO DE 2007) 
 
ARTICULO 941 QUINTUS (DEROGADO, G.O. 2 DE FEBRERO DE 2007) 
 
ARTICULO 941 SEXTUS (DEROGADO, G.O. 2 DE FEBRERO DE 2007) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VÉASE 
TRANSITORIO PRIMERO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 29 DE DICIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 942 
 
No se requieren formalidades especiales para acudir ante el Juez de lo Familiar cuando se solicite 
la declaración, preservación, restitución o constitución de un derecho o se alegue la violación del 
mismo o el desconocimiento de una obligación, tratándose de alimentos, de calificación de 
impedimentos de matrimonio o de las diferencias que surjan entre cónyuges sobre administración 
de bienes comunes, educación de hijos, oposición de padres y tutores y en general de todas las 
cuestiones familiares similares que reclamen la intervención judicial. 
 
Esta disposición no es aplicable a los casos de divorcio o de pérdida de la patria potestad. 
 
Tratándose de violencia familiar prevista en el Artículo 323 Ter del Código Civil para el Distrito federal 
en materia común y para toda la República en materia federal, el juez exhortará a los involucrados 
en audiencia privada, a fin de que convengan los actos para hacerla cesar y, en caso de que no lo 
hicieran en la misma audiencia el juez del conocimiento determinará las medidas procedentes para 
la protección de los menores y de la parte agredida. Al efecto, verificará el contenido de los informes 
que al respecto hayan sido elaborados por las instituciones públicas o privadas que hubieren 
intervenido y escuchará al Ministerio Público. 
 
ARTICULO 943 
 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, G.O. 1 DE JUNIO DE 2000) 
Podrá acudirse al juez de lo Familiar por escrito o por comparecencia personal en los casos urgentes 
a que se refiere el artículo anterior, exponiendo de manera breve y concisa los hechos de que se 
trate. Las copias respectivas de la comparecencia y demás documentos, serán tomados como 
pruebas, debiendo relacionarse en forma pormenorizada con todos y cada uno de los hechos 
narrados por el compareciente, así como los medios de prueba que presente, haciéndole saber el 
Juez al interesado que puede contar con el patrocinio de un defensor de oficio para conocer de su 
procedimiento y como consecuencia, éste ordenará dar parte a la institución de Defensoría de Oficio 
para que, en su caso, asesore o patrocine a éste. Una vez hecho lo anterior se correrá traslado, a la 
parte demandada, la que deberá comparecer, en la misma forma  dentro del término de nueve días. 
En tales comparecencias las partes deberán ofrecer las pruebas respectivas. Al ordenarse ese 
traslado, el juez deberá señalar día y hora para la celebración de la audiencia respectiva. Tratándose 
de alimentos, ya sean provisionales o los que se deban por contrato, por testamento, o por 
disposición de la ley, el juez fijará a petición del acreedor, sin audiencia del deudor y mediante la 
información que estime necesaria, una pensión alimenticia provisional, mientras se resuelve el juicio. 
 
(ADICIONADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
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Será optativa para las partes acudir asesoradas, y en este supuesto, los asesores necesariamente 
deberán ser Licenciados en Derecho, con cédula profesional. En caso de que una de las partes se 
encuentre asesorada y la otra no, se solicitarán de inmediato los servicios de un Defensor de Oficio, 
el que deberá acudir, desde luego, a enterarse del asunto, disfrutando de un término que no podrá 
exceder de tres días para hacerlo, por cuya razón se diferirá la audiencia en un término igual. 
 
(ADICIONADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
ARTICULO 944 
 
En la audiencia las partes aportarán las pruebas que así procedan y que hayan ofrecido, sin más 
limitación que no sean contrarias a la moral o estén prohibidas por la ley. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 30 DE DICIEMBRE DE 1997) 
ARTICULO 945 
 
La audiencia se practicará con o sin asistencia de las partes. Para resolver el problema que se le 
plantee, el juez se cerciorará de la veracidad de los hechos y los evaluará personalmente o con 
auxilio de especialistas o de instituciones especializadas en la materia. Éstos presentarán el informe 
correspondiente en la audiencia y podrán ser interrogados tanto por el juez como por las partes. La 
valoración se hará conforme a lo dispuesto por el artículo 402 de este Código y en el fallo se 
expresarán los medios de prueba en que se haya fundado el juez para dictarlo. 
 
(ADICIONADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
ARTICULO 946 
 
El juez y las partes podrán interrogar a los testigos con relación a los hechos controvertidos, 
pudiéndoles hacer todas las preguntas que juzguen procedentes, con la sola limitación a que se 
refiere el artículo 944. 
 
(ADICIONADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
ARTICULO 947 
 
La audiencia se llevará a cabo dentro de los treinta días contados a partir del auto que ordene el 
traslado, en la inteligencia de que, la demanda inicial deberá ser proveída dentro del término de tres 
días. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 948 
 
Si por cualquier circunstancia la audiencia no puede celebrarse, ésta se verificará dentro de los ocho 
días siguientes. Las partes deberán presentar a sus testigos y peritos. De manifestar bajo protesta 
de decir verdad no estar en aptitud de hacerlo, se impondrá al actuario del juzgado la obligación de 
citar a los primeros y de hacer saber su cargo a los segundos, citándolos asimismo, para la audiencia 
respectiva, en la que deberán rendir dictamen. Dicha citación se hará con apercibimiento de arresto 
hasta por treinta y seis horas, de no comparecer el testigo o el perito sin causa justificada y al 
promovente de la prueba, de imponerle una multa que no podrá ser inferior de quinientos pesos ni 
superior de dos mil pesos, a favor del colitigante, dicho monto se actualizará en la forma prevista en 
el artículo 62, en caso de que el señalamiento de domicilio resultare inexacto o de comprobarse que 
se solicitó la prueba con el propósito de retardar el procedimiento, sin perjuicio de que se denuncie 
la falsedad resultante. Las partes en caso de que se ofrezca la prueba confesional, deberán ser 
citadas con apercibimiento de ser declaradas confesas de las posiciones que se les articulen y sean 
calificadas de legales, al menos que acrediten justa causa para no asistir. 
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(ADICIONADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
ARTICULO 949 
 
La sentencia se pronunciará de manera breve y concisa, en el mismo momento de la audiencia de 
ser así posible o dentro de los ocho días siguientes. 
 
ARTICULO 950 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
Las apelaciones a que se refiere este título serán en el efecto devolutivo de tramitación inmediata, 
salvo disposición expresa en contrario y deberán interponerse en la forma y términos previstos por 
el título Décimo Segundo del presente código. 
 
(ADICIONADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
Cuando la tramitación del juicio se haya regido por las disposiciones generales del Código, 
igualmente se regirá por estas disposiciones, por lo que toca a los recursos; pero en todo caso, si la 
parte recurrente careciere de abogado, la propia Sala solicitará la intervención de un Defensor de 
Oficio, quien gozará de un plazo de tres días más para enterarse del asunto y a efecto de que haga 
valer los agravios o cualquier derecho a nombre de la parte que asesore. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 951 
 
Salvo en los casos previstos en el artículo 700, en donde el recurso de apelación se admitirá en 
ambos efectos, en los demás casos, dicho recurso procederá en el efecto devolutivo de tramitación 
inmediata. 
 
Las resoluciones sobre alimentos que fueren apeladas, se ejecutarán sin garantía. 
 
(ADICIONADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
ARTICULO 952 
 
Los autos que no fueren apelables y los decretos, pueden ser revocados por el juez que los dicta. 
 
Son procedentes en materia de recursos, igualmente los demás previstos en este Código y su 
tramitación se sujetará a las disposiciones generales del mismo y además de los casos ya 
determinados expresamente en esta Ley, para lo no previsto al respecto, se sujetará a las 
disposiciones generales correspondientes. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 27 DE DICIEMBRE DE 1983) 
ARTICULO 953 
 
La recusación no podrá impedir que el Juez adopte las medidas provisionales sobre el depósito de 
personas, alimentos y menores. 
 
(ADICIONADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
ARTICULO 954 
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Ninguna excepción dilatoria podrá impedir que se adopten las referidas medidas. Tanto en este caso 
como en el del artículo anterior, hasta después de tomadas dichas medidas se dará el trámite 
correspondiente a la cuestión planteada. 
 
(ADICIONADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973) 
ARTICULO 955 
 
Los incidentes se decidirán con un escrito de cada parte y sin suspensión del procedimiento. Si se 
promueve prueba, deberá ofrecerse en los escritos respectivos, fijando los puntos sobre que verse, 
y se citará dentro de ocho días, para audiencia indiferible, en que se reciba, se oigan brevemente 
las alegaciones, y se dicte la resolución dentro de los tres días siguientes. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 10 DE ENERO DE 1986) 
ARTICULO 956 
 
En todo lo no previsto y en cuanto no se opongan a lo ordenado por el presente capítulo, se aplicarán 
las reglas generales de este Código. 
 
 
(REFORMADA SU DENOMINACIÓN, D.O.F. 21 DE JULIO DE 1993) 
TITULO DECIMOSEXTO-BIS 
 
De las Controversias en Materia de Arrendamiento Inmobiliario 
 
(REFORMADO, D.O.F. 21 DE JULIO DE 1993) 
ARTICULO 957 
 
A las controversias que versen sobre el arrendamiento inmobiliario les serán aplicables las 
disposiciones de este título. El juez tendrá las más amplias facultades para decidir en forma pronta 
y expedita lo que en derecho convenga. 
 
(REFORMADO, G.O. 16 DE ENERO DE 2003) (F. DE E., G.O. 6 DE FEBRERO DE 2003) 
A las acciones que se intenten contra el fiador que haya otorgado fianza de carácter civil o terceros 
por controversias derivados del arrendamiento, se aplicarán las reglas de este título, en lo 
conducente. Igualmente, la acción que intente el arrendatario para exigir al arrendador, el Derecho 
de Preferencia y el pago de los daños y perjuicios a que se refieren los artículos 2447 y 2448-J del 
Código Civil para el Distrito Federal, se sujetará a lo dispuesto en este título. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 21 DE JULIO DE 1993) 
ARTICULO 958 
 
Para el ejercicio de cualesquiera de las acciones previstas en este título, el actor deberá exhibir con 
su demanda el contrato de arrendamiento correspondiente, en el caso de haberse celebrado por 
escrito. 
 
En la demanda, contestación, reconvención y contestación a la reconvención, las partes deberán 
ofrecer las pruebas que pretendan rendir durante el juicio, exhibiendo las documentales que tengan 
en su poder o el escrito sellado mediante el cual hayan solicitado los documentos que no tuvieran 
en su poder en los términos de los artículos 96 y 97 de este Código. 
 
(REFORMADO, G.O. 16 DE ENERO DE 2003) 
ARTICULO 959 
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Una vez admitida la demanda con los documentos y copias requeridas, se correrá traslado de ella a 
la parte demandada, señalando el juez en el auto de admisión, fecha para la celebración de la 
audiencia de ley, que deberá fijarse entre los 40 y 50 días posteriores a la fecha del auto de admisión 
de la demanda. 
 
El demandado deberá dar contestación y formular en su caso reconvención dentro de los 5 días 
hábiles siguientes a la fecha del emplazamiento; si hubiere reconvención se correrá traslado de ésta 
a la parte actora para que la conteste dentro de los 5 días hábiles siguientes a la fecha de notificación 
del auto que la admita. 
 
Una vez contestada la demanda y, en su caso, la reconvención, o transcurridos los plazos para ello, 
el juez en el mismo auto admitirá las pruebas ofrecidas conforme a derecho y desechará las que no 
cumplan con las condiciones apuntadas en el Capitulo III, del Título Sexto de este Código, fijando la 
forma de preparación de las mismas, a efecto de que se desahoguen a más tardar en la audiencia 
de ley, sin que esta pueda diferirse por ninguna circunstancia, salvo caso fortuito o de fuerza mayor. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 21 DE JULIO DE 1993) 
ARTICULO 960 
 
Desde la admisión de las pruebas y hasta la celebración de la audiencia se preparará el desahogo 
de las pruebas que hayan sido admitidas de acuerdo a lo siguiente: 
 
I.- La preparación de las pruebas quedará a cargo de las partes, por lo que deberán presentar a los 
testigos, peritos y demás pruebas que les hayan sido admitidas y sólo en caso de que demuestren 
la imposibilidad de preparar directamente el desahogo de algunas de las pruebas que les fueron 
admitidas, el juez en auxilio del oferente deberá expedir los oficios o citaciones y realizar el 
nombramiento de peritos, incluso perito tercero en discordia, poniendo a disposición de la parte 
oferente los oficios y citaciones respectivas, a efecto de que las partes preparen las pruebas y éstas 
se desahoguen a más tardar en la audiencia de ley; 
 
II.- Si llamado un testigo, perito o solicitado un documento que hayan sido admitidos como prueba, 
no se desahogan éstas a más tardar en la audiencia, se declarará desierta la prueba ofrecida por 
causa imputable al oferente. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 21 DE JULIO DE 1993) 
ARTICULO 961 
 
La audiencia de ley a que se refieren los artículos anteriores se desarrollará conforme a las siguientes 
reglas: 
 
I.- El juez deberá estar presente durante toda la audiencia y exhortará a las partes a concluir el litigio 
mediante una amigable composición; 
 
II.- De no lograrse la amigable composición se pasará al desahogo de pruebas admitidas y que se 
encuentren preparadas, dejando de recibir las que no se encuentren preparadas, las que se 
declararán desiertas por causa imputable al oferente, por lo que la audiencia no se suspenderá ni 
diferirá en ningún caso por falta de preparación o desahogo de las pruebas admitidas; 
 
III.- Desahogadas las pruebas, las partes alegarán lo que a su derecho convenga y el juez dictará 
de inmediato la resolución correspondiente. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 21 DE JULIO DE 1993) 
ARTICULO 962 
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En caso de que dentro del juicio a que se refiere este título, se demande el pago de rentas atrasadas 
por 2 ó más meses, la parte actora podrá solicitar al juez que la demandada acredite con los recibos 
de renta correspondientes o escritos de consignación debidamente sellados, que se encuentra al 
corriente en el pago de las rentas pactadas y no haciéndolo se embargarán bienes de su propiedad 
suficientes para cubrir las rentas adeudadas. 
 
(ADICIONADO, G.O. 16 DE ENERO DE 2003) 
En el caso de que la (sic) contestar la demanda, se acredite que se encuentra al corriente en dichos 
pagos, el Juez concluirá el juicio. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 21 DE JULIO DE 1993) 
ARTICULO 963 
 
Para los efectos de este título siempre se tendrá como domicilio legal del ejecutado el inmueble 
motivo del arrendamiento. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 21 DE JULIO DE 1993) 
ARTICULO 964 
 
Los incidentes no suspenderán el procedimiento. Se tramitarán en los términos del artículo 88 de 
este Código, pero la resolución se pronunciará en la audiencia del juicio conjuntamente con la 
sentencia definitiva. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 21 DE JULIO DE 1993) 
ARTICULO 965 
 
Para la tramitación de apelaciones respecto del juicio a que se refiere este capítulo, se estará a lo 
siguiente: 
 
I.- Las resoluciones y autos que se dicten durante el procedimiento y que sean apelables, una vez 
interpuesta la apelación, el juez la admitirá si procede y reservará su tramitación para que se realice 
en su caso, conjuntamente con la tramitación de la apelación que se formule en contra de la 
sentencia definitiva por la misma parte apelante. Si no se presentara apelación por la misma parte 
en contra de la sentencia definitiva, se entenderán consentidas las resoluciones y autos que hubieran 
sido apelados durante dicho procedimiento; y 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DE LA PRESENTE FRACCIÓN, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
II.- (DEROGADA, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 966 
 
En los procedimientos de arrendamiento las apelaciones sólo serán admitidas en el efecto devolutivo 
de tramitación conjunta con la sentencia definitiva, tratándose de las resoluciones dictadas antes de 
la sentencia definitiva y se substanciarán en los términos previstos por el artículo 692 Quáter. 
 
La apelación que se interponga en contra de la sentencia definitiva procederá en efecto devolutivo 
de tramitación inmediata. 
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Tratándose de resoluciones dictadas con posterioridad a la sentencia definitiva procede la apelación 
en el efecto devolutivo de tramitación inmediata, salvo los casos de excepción previstos en la parte 
general de juicio ordinario civil. 
 
(ADICIONADO, D.O.F. 7 DE FEBRERO DE 1985) 
ARTICULO 967 
 
La apelación deberá interponerse en la forma y términos previstos por el Título Décimo Segundo del 
Código de Procedimientos Civiles. 
 
(ADICIONADO, D.O.F. 7 DE FEBRERO DE 1985) 
ARTICULO 968 
 
En todo lo no previsto regirán las reglas generales de este Código de Procedimientos Civiles, en 
cuanto no se opongan a las disposiciones del presente título. 
 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE TÍTULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO CON LOS CAPÍTULOS Y ARTÍCULOS QUE LO INTEGRAN, G.O. 10 DE 
SEPTIEMBRE DE 2009) 
TITULO DECIMOSEPTIMO 
 
Del Juicio Oral Civil 
 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE CAPÍTULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO CON LOS ARTÍCULOS QUE LO INTEGRAN, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
CAPITULO I 
 
Disposiciones Generales 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VÉASE 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 20 DE SEPTIEMBRE DE 2012) 
ARTICULO 969 
 
Se tramitarán en este juicio todas las contiendas sobre la propiedad o demás derechos reales, cuyo 
valor de la cosa sea inferior a la cantidad que el artículo 691 establece para que un juicio sea 
apelable, sin que sean de tomarse en consideración intereses y demás accesorios reclamados a la 
fecha de interposición de la demanda, así como las contiendas sobre derechos personales cuya 
suerte principal sea inferior a dicha cantidad. 
 
La cantidad referida en el párrafo anterior se actualizará en la forma prevista en el artículo 62 de este 
Código. 
 
El Consejo de la Judicatura tendrá la obligación de hacer saber a los juzgados, tribunales y publicar 
en el Boletín Judicial para conocimiento general, los montos que se obtengan de la indexación para 
los efectos del párrafo anterior, así como de todas aquellas cantidades que en este código deban 
actualizarse en los términos referidos. 
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No se sustanciarán en este juicio las controversias relativas a las materias familiar y de 
arrendamiento inmobiliario. Contra las resoluciones pronunciadas por los jueces de proceso oral civil 
no se dará recurso alguno. 
 
Tratándose de acciones personales en donde no se reclame una prestación económica, se estará al 
segundo párrafo del artículo 157. 
 
Los medios preparatorios a juicio y las providencias precautorias se tramitarán en términos de los 
capítulos I y VI, respectivamente, del título quinto de este código. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 970 
 
No se sustanciarán en este juicio aquellos de tramitación especial establecidos en el presente 
Código, ni los de cuantía indeterminada. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 971 
 
En el juicio oral civil, se observarán especialmente los principios de oralidad, publicidad, igualdad, 
inmediación, contradicción, continuidad y concentración. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VÉASE 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 972 
 
Quienes no puedan hablar, oír o no hablen español, formularán sus preguntas o contestaciones por 
escrito o por medio de un intérprete, que se designará de entre aquellos autorizados como auxiliares 
de la administración de justicia o por colegios, asociaciones, barras de profesionales o instituciones 
públicas o privadas, relatándose sus preguntas o sus contestaciones en la audiencia y, si así lo 
solicitare, permanecerá a su lado durante toda la audiencia. En estos casos, a solicitud del intérprete 
o de la parte, se concederá el tiempo suficiente para que éste pueda hacer la traducción respectiva, 
cuidando, en lo posible, que no se interrumpa la fluidez del debate. Los intérpretes al iniciar su función 
serán advertidos de las penas en que incurren los falsos declarantes y sobre su obligación de traducir 
o interpretar fielmente lo dicho. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VÉASE 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 18 DE JUNIO DE 2012) 
En caso de que una de las partes o ambas tengan alguna discapacidad visual o auditiva, será 
obligación del juez ordenar la asistencia necesaria en materia de estenografía proyectada. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VÉASE 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 18 DE JUNIO DE 2012) 
Si para el desahogo de la audiencia no es posible contar con la asistencia requerida, ésta deberá 
suspenderse y ordenarse lo conducente para que tenga lugar en fecha posterior, a efecto de que se 
cumpla con tal disposición. 
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N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 973 
 
El juez tendrá las más amplias facultades de dirección procesal para decidir en forma pronta y 
expedita lo que en derecho convenga. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VÉASE 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 20 DE SEPTIEMBRE DE 2012) 
Para hacer cumplir sus determinaciones el Juez puede hacer uso de las medidas de apremio que se 
mencionan en el artículo 73 de este Código, en los términos que ahí se especifican. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 974 
 
Las diligencias de desahogo de pruebas que deban verificarse fuera del juzgado, pero dentro de su 
ámbito de competencia territorial, deberán ser presididas por el Juez, registradas por personal 
técnico adscrito al Tribunal, por cualquiera de los medios referidos en el artículo 994 del presente 
Código y certificadas de conformidad con lo dispuesto para el desarrollo de las audiencias en el 
juzgado. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VÉASE 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 20 DE SEPTIEMBRE DE 2012) 
ARTICULO 975 
 
La nulidad de una actuación deberá reclamarse en la audiencia subsecuente, bajo pena de quedar 
validada de pleno derecho. La producida en la audiencia de juicio deberá reclamarse durante ésta 
hasta antes de que el juez pronuncie la sentencia definitiva. La del emplazamiento, por su parte, 
podrá reclamarse en cualquier momento hasta antes de que se dicte sentencia definitiva. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 976 
 
La recusación del Juez será admisible hasta antes de la admisión de las pruebas en la Audiencia 
Preliminar. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VÉASE 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 20 DE SEPTIEMBRE DE 2012) 
Se interpondrá ante el juez, expresándose con claridad y precisión la causa en que se funde, quien 
remitirá de inmediato testimonio de las actuaciones respectivas al Tribunal Superior para su 
resolución, quien la substanciará conforme a las reglas previstas en el capitulo V del título IV de este 
código. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VÉASE 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 20 DE SEPTIEMBRE DE 2012) 
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Si la recusación se declara fundada, será nulo lo actuado a partir del momento en que se interpuso 
la recusación. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 977 
 
En todo lo no previsto regirán las reglas generales de este Código, en cuanto no se opongan a las 
disposiciones del presente Título. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VÉASE 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 20 DE SEPTIEMBRE DE 2012) 
ARTICULO 978 
 
Las promociones de las partes deberán formularse oralmente durante las audiencias, con excepción 
de las señaladas en el artículo 982. Los tribunales no admitirán promociones frívolas o 
improcedentes y deberán desecharlas de plano, debiendo fundamentar y motivar su decisión. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VÉASE 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 20 DE SEPTIEMBRE DE 2012) 
ARTICULO 979 
 
En el juicio oral únicamente será notificado personalmente el emplazamiento y el auto que admita la 
reconvención. Las demás determinaciones se notificarán a las partes por cualquier medio electrónico 
o su publicación en el boletín judicial, salvo lo dispuesto para las audiencias. 
 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE CAPÍTULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO CON LAS SECCIONES Y ARTÍCULOS QUE LO INTEGRAN, G.O. 10 DE 
SEPTIEMBRE DE 2009) 
CAPITULO II 
 
Del Procedimiento Oral 
 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DE LA PRESENTE SECCIÓN, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADA CON LOS ARTÍCULOS QUE LA INTEGRAN, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
SECCION PRIMERA 
 
Fijación de la Litis 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 980 
 
La demanda deberá presentarse por escrito y reunirá los requisitos siguientes: 
 
I.- El tribunal ante el que se promueve; 
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II.- El nombre y apellidos, denominación o razón social del actor y el domicilio que señale para oír y 
recibir notificaciones; 
 
III.- El nombre y apellidos, denominación o razón social del demandado y su domicilio; 
 
IV.- El objeto u objetos que se reclamen con sus accesorios; 
 
V.- Los hechos en que el actor funde su petición en los cuales precisará los documentos públicos o 
privados que tengan relación con cada hecho, así como si los tiene a su disposición. De igual manera 
proporcionará los nombres y apellidos de los testigos que hayan presenciado los hechos relativos. 
Así mismo debe numerar y narrar los hechos, exponiéndolos sucintamente con claridad y precisión; 
 
VI.- Los fundamentos de derecho y la clase de acción procurando citar los preceptos legales o 
principios jurídicos aplicables; 
 
VII.- El valor de lo demandado; 
 
VIII.- El ofrecimiento de las pruebas que el actor pretenda rendir en el juicio, y; 
 
IX.- La firma del actor o de su representante legítimo. Si éstos no supieren o no pudieren firmar, 
pondrán su huella digital, firmando otra persona en su nombre y a su ruego, indicando estas 
circunstancias. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 981 
 
Si la demanda fuere obscura o irregular, o no cumpliera con alguno de los requisitos que señala el 
artículo anterior, el juez señalará con toda precisión en qué consisten los defectos de la misma, en 
el proveído que al efecto se dicte, lo que se hará por una sola ocasión. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VÉASE 
TRANSITORIO QUINTO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 18 DE MARZO DE 2011) 
El actor deberá cumplir con la prevención que haga el juez, en un plazo máximo de tres días, 
contados a partir del día siguiente a aquel en que surta efectos la notificación y en caso de no hacerlo, 
transcurrido el término, el juez la desechará precisando los puntos de la prevención que no fueron 
atendidos y pondrá a disposición del interesado todos los documentos originales y copias simples 
que se hayan exhibido con excepción de la demanda con la que se haya formado el expediente 
respectivo. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VÉASE 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 20 DE SEPTIEMBRE DE 2012) (F. DE E., G.O. 23 DE NOVIEMBRE DE 2012) 
ARTICULO 982 
 
En los escritos de demanda, contestación, reconvención, contestación a la reconvención y desahogo 
de vista de éstas, las partes ofrecerán sus pruebas expresando con toda claridad cual es el hecho o 
hechos que se tratan de demostrar con las mismas, proporcionando el nombre, apellidos y domicilio 
de los testigos que hubieren mencionado en los escritos señalados al principio de este párrafo, así 
como los de sus peritos, y la clase de pericial de que se trate con el cuestionario a resolver, que 
deberán rendir durante el juicio, exhibiendo las documentales que tengan en su poder o el escrito 
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sellado mediante el cual hayan solicitado los documentos que no tuvieren en su poder en los términos 
del artículo 95 de este Código. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VÉASE 
TRANSITORIO QUINTO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 18 DE MARZO DE 2011) 
ARTICULO 983 
 
Admitida la demanda, el juez ordenará emplazar al demandado corriéndole traslado con copia de la 
misma y de los documentos acompañados a fin de que dentro del plazo de nueve días ocurra a 
producir su contestación por escrito. 
 
ARTICULO 984 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VÉASE 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, G.O. 20 DE SEPTIEMBRE DE 2012) 
Transcurrido el plazo fijado para contestar la demanda y, en su caso, la reconvención, sin que lo 
hubiere hecho y sin que medie petición de parte, se procederá en los términos del artículo 988. El 
juez examinará, escrupulosamente y bajo su más estricta responsabilidad, si el emplazamiento fue 
practicado al demandado en forma legal. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
Si el juez encontrara que el emplazamiento no se hizo conforme a la ley, mandará reponerlo. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
Se presumirán confesados los hechos de la demanda que se dejaren de contestar. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 985 
 
El escrito de contestación se formulará ajustándose a los términos previstos para la demanda. Las 
excepciones que se tengan, cualquiera que sea su naturaleza, se harán valer simultáneamente en 
la contestación y nunca después, salvo las supervenientes. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VÉASE 
TRANSITORIO QUINTO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 18 DE MARZO DE 2011) 
Del escrito de contestación se dará vista a la parte actora por el término de tres días para que la 
desahogue. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VÉASE 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 20 DE SEPTIEMBRE DE 2012) 
ARTICULO 986 
 
El demandado, al contestar la demanda, podrá formular reconvención. Si se admite por el juez, se 
correrá traslado de ésta a la parte actora para que la conteste en un plazo de nueve días. Del escrito 
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de contestación a la reconvención, se dará vista a la parte contraria por el término de tres días para 
que la desahogue. 
 
Si en la reconvención se reclama, por concepto de suerte principal, una cantidad superior a la que 
sea competencia del juez oral en términos del artículo 969, cesará de inmediato el juicio oral para 
que se continúe en la vía ordinaria, ante el juez que resulte competente y el juicio será apelable. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 987 
 
El demandado podrá allanarse a la demanda; en este caso el juez citará a las partes a la audiencia 
de juicio, que tendrá verificativo en un plazo no mayor de diez días en la que se dictará la sentencia 
respectiva. 
 
ARTICULO 988 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VÉASE 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, G.O. 20 DE SEPTIEMBRE DE 2012) 
Desahogada la vista de la contestación a la demanda y, en su caso, de la contestación a la 
reconvención, o transcurridos los plazos para ello, el juez señalará de inmediato la fecha y hora para 
la celebración de la audiencia preliminar, la que deberá fijarse dentro de los diez días siguientes. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
En el mismo auto, el Juez admitirá, en su caso, las pruebas que fuesen ofrecidas en relación con las 
excepciones procesales opuestas, para que se rindan a más tardar en la audiencia preliminar. En 
caso de no desahogarse las pruebas en la audiencia, se declararán desiertas por causa imputable 
al oferente. 
 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DE LA PRESENTE SECCIÓN, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADA CON LOS ARTÍCULOS QUE LA INTEGRAN, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
SECCION SEGUNDA 
 
De las Audiencias 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 989 
 
Es obligación de las partes asistir a las audiencias del procedimiento, por sí o a través de sus 
legítimos representantes, que gocen de las facultades a que se refiere el párrafo cuarto del Artículo 
112 de este Código, además de contar con facultades expresas para conciliar ante el Juez, y 
suscribir, en su caso, el convenio correspondiente. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
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ARTICULO 990 
 
Las resoluciones judiciales pronunciadas en las audiencias se tendrán por notificadas en ese mismo 
acto, sin necesidad de formalidad alguna a quienes estén presentes o debieron haber estado. 
 
ARTICULO 991 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VÉASE 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, G.O. 20 DE SEPTIEMBRE DE 2012) 
Las audiencias serán presididas por el Juez. Se desarrollarán oralmente en lo relativo a toda 
intervención de quienes participen en ella. Serán públicas, siguiendo en lo que les sean aplicables 
las reglas del artículo 398 de este código y las disposiciones aplicables de la Ley de Transparencia 
y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
El Juez ordenará la práctica de las pruebas, dirigirá el debate y exigirá el cumplimiento de las 
formalidades que correspondan y moderará la discusión, podrá impedir que las alegaciones se 
desvíen hacia aspectos no pertinentes o inadmisibles, también podrá limitar el tiempo y número de 
veces del uso de la palabra a las partes que debieren intervenir, interrumpiendo a quienes hicieren 
uso abusivo de su derecho. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
El Juez contará con las más amplias facultades disciplinarias para mantener el orden durante el 
debate, para lo cual podrá ejercer el poder de mando de la fuerza pública e imponer indistintamente 
las medidas de apremio a que se refiere el artículo 973, que estime más eficaces, sin seguir orden 
alguno. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VÉASE 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(DEROGADO CUARTO PÁRRAFO, G.O. 20 DE SEPTIEMBRE DE 2012) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VÉASE 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(DEROGADO QUINTO PÁRRAFO, G.O. 20 DE SEPTIEMBRE DE 2012) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VÉASE 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(DEROGADO SEXTO PÁRRAFO, G.O. 20 DE SEPTIEMBRE DE 2012) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 992 
 
El Juez determinará el inicio y la conclusión de cada una de las etapas de la audiencia, precluyendo 
los derechos procesales que debieron ejercitarse en cada una de ellas. 
 
La parte que asista tardíamente a una audiencia se incorporará al procedimiento en la etapa en que 
ésta se encuentre, sin perjuicio de la facultad del Juez en materia de conciliación. 
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Una vez que los testigos, peritos o partes concluyan su intervención, a petición de ellos podrán 
ausentarse del recinto oficial cuando el Juez lo autorice. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 993 
 
Durante el desarrollo de las audiencias, de estimarlo necesario, el juez podrá decretar recesos. 
 
Cuando una audiencia no logre concluirse en la fecha señalada para su celebración, el Juez podrá 
suspenderla o diferirla, y deberá fijarse, en el acto, la fecha y hora de su reanudación, salvo que ello 
resultare materialmente imposible, y ordenar su reanudación cuando resulte pertinente. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 994 
 
Para producir fe, las audiencias se registrarán por medios electrónicos o cualquier otro idóneo a juicio 
del juez, que permita garantizar la fidelidad e integridad de la información, la conservación y 
reproducción de su contenido y el acceso a los mismos a quienes, de acuerdo a la ley, tuvieren 
derecho a ella. 
 
Al inicio de las audiencias el Secretario del Juzgado hará constar oralmente en el registro a que hace 
referencia en el párrafo anterior, la fecha, hora y el lugar de realización, el nombre de los servidores 
públicos del juzgado, y demás personas que intervendrán. 
 
Las partes y los terceros que intervengan en el desarrollo de las audiencias deberán rendir 
previamente protesta de que se conducirán con verdad. Para tal efecto, el secretario del juzgado les 
tomará protesta, apercibiéndolos de las penas que se imponen a quienes declaran con falsedad. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 995 
 
Al terminar las audiencias, se levantará acta que deberá contener, cuando menos: 
 
I.- El lugar, la fecha y el expediente al que corresponde; 
 
II.- El nombre de quienes intervienen y la constancia de la inasistencia de los que debieron o pudieron 
estar presentes, indicándose la causa de la ausencia si se conoce; 
 
III.- Una relación sucinta del desarrollo de la audiencia; y 
 
IV.- La firma del Juez y Secretario. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 996 
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El secretario del juzgado deberá certificar el medio en donde se encuentre registrada la audiencia 
respectiva, identificar dicho medio con el número de expediente y tomar las medidas necesarias para 
evitar que pueda alterarse. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VÉASE 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 20 DE SEPTIEMBRE DE 2012) 
ARTICULO 997 
 
Se podrá solicitar copia simple o certificada de las actas o copia en medio electrónico de los registros 
que obren en el procedimiento, la que deberá ser certificada en los términos del artículo anterior a 
costa del litigante y previo el pago correspondiente. 
 
Tratándose de copias simples el Tribunal debe expedir a costa del solicitante sin demora alguna, 
aquéllas que se le soliciten, bastando que la parte interesada lo realice verbalmente. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 998 
 
La conservación de los registros estará a cargo del juzgado que los haya generado, los que deberán 
disponer el respaldo necesario, que se certificará en los términos del artículo 996. Cuando por 
cualquier causa se dañe el soporte material del registro afectando su contenido, el Juez ordenará 
reemplazarlo por una copia fiel que obtendrá de quien la tuviere, si no dispone de ella directamente. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 999 
 
En el Tribunal estarán disponibles los aparatos y el personal de auxilio necesarios para que las partes 
tengan acceso a los registros del procedimiento, a fin de conocer su contenido. 
 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DE LA PRESENTE SECCIÓN, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADA CON LOS ARTÍCULOS QUE LA INTEGRAN, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
SECCION TERCERA 
 
De la Audiencia Preliminar 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 1000 
 
La audiencia preliminar tiene por objeto: 
 
I. La depuración del procedimiento; 
 
II. La conciliación de las partes por conducto del Juez; 
 
III. La fijación de acuerdos sobre hechos no controvertidos; 
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IV. La fijación de acuerdos probatorios; 
 
V. La admisión de pruebas, y; 
 
VI. La citación para audiencia de juicio. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VÉASE 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 20 DE SEPTIEMBRE DE 2012) 
ARTICULO 1001 
 
La Audiencia Preliminar se llevará a cabo con o sin asistencia de las partes. A quien no acuda sin 
justa causa calificada por el Juez se le impondrá una sanción que no podrá ser inferior de dos mil 
pesos ni superior a seis mil pesos, monto que se actualizará en los términos del artículo 969 de este 
Código. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VÉASE 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 20 DE SEPTIEMBRE DE 2012) 
ARTICULO 1002 
 
El Juez examinará las cuestiones relativas a la legitimación procesal y procederá, en su caso, a 
resolver las excepciones procesales con el fin de depurar el procedimiento; salvo las cuestiones de 
incompetencia, que se tramitarán conforme a la parte general de este Código. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 1003 
 
En caso de que resulten improcedentes las excepciones procesales o si no se opone alguna, el Juez 
procurará la conciliación entre las partes, haciéndoles saber los beneficios de llegar a un convenio 
proponiéndoles soluciones. Si los interesados llegan a un convenio, el Juez lo aprobará de plano si 
procede legalmente y dicho pacto tendrá fuerza de cosa juzgada. En caso de desacuerdo, el Juez 
proseguirá con la audiencia. 
 
Las partes no podrán invocar, en ninguna etapa procesal, antecedente alguno relacionado con la 
proposición, discusión, aceptación, ni rechazo de las propuestas de conciliación. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 1004 
 
Durante la audiencia, las partes podrán solicitar conjuntamente al Juez la fijación de acuerdos sobre 
hechos no controvertidos. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 1005 
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El Juez podrá formular proposiciones a las partes para que realicen acuerdos probatorios respecto 
de aquellas pruebas ofrecidas a efecto de determinar cuáles resultan innecesarias. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VÉASE 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 20 DE SEPTIEMBRE DE 2012) 
En caso de que las partes no lleguen a un acuerdo probatorio, el Juez procederá a pronunciarse 
respecto de la admisión de las pruebas, así como la forma en que deberán prepararse para su 
desahogo en la audiencia de juicio, quedando a cargo de las partes su oportuna preparación, bajo 
el apercibimiento que de no hacerlo se declararán desiertas de oficio las mismas por causas 
imputables al oferente. Las pruebas que ofrezcan las partes sólo deberán recibirse cuando estén 
permitidas por la ley y se refieran a los puntos cuestionados y se cumplan con los demás requisitos 
que se señalan en este título. 
 
La preparación de las pruebas quedará a cargo de las partes, por lo que deberán presentar a los 
testigos, peritos y demás pruebas que les hayan sido admitidas; y sólo de estimarlo necesario, el 
Juez, en auxilio del oferente, expedirá los oficios o citaciones y realizará el nombramiento del perito 
tercero en discordia, en el entendido de que serán puestos a disposición de la parte oferente los 
oficios y citaciones respectivas, a afecto de que preparen sus pruebas y éstas se desahoguen en la 
audiencia de juicio. 
 
En el mismo proveído, el Juez fijará fecha para la celebración de la Audiencia de Juicio, misma que 
deberá celebrarse dentro del lapso de diez a cuarenta días. 
 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DE LA PRESENTE SECCIÓN, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADA CON LOS ARTÍCULOS QUE LA INTEGRAN, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
SECCION CUARTA 
 
De la Audiencia de Juicio 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 1006 
 
Abierta la audiencia se procederá al desahogo de las pruebas que se encuentren debidamente 
preparadas en el orden que el Juez estime pertinente, al efecto contará con las más amplias 
facultades como rector del procedimiento; dejando de recibir las que no se encuentren preparadas, 
las que se declararán desiertas por causas imputables al oferente; por lo que la audiencia no se 
suspenderá ni diferirá en ningún caso por falta de preparación o desahogo de las pruebas admitidas, 
salvo caso fortuito o de fuerza mayor. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VÉASE 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 20 DE SEPTIEMBRE DE 2012) 
En la Audiencia solo se concederá el uso de la palabra, por una vez, a cada una de las partes para 
formular sus alegatos. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VÉASE 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 20 DE SEPTIEMBRE DE 2012) 
Enseguida, se declarará el asunto visto y se dictará de inmediato la resolución correspondiente. 
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ARTICULO 1007 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VÉASE 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, G.O. 20 DE SEPTIEMBRE DE 2012) 
El juez expondrá oralmente y de forma breve, los fundamentos de hecho y de derecho que motivaron 
su sentencia y leerá únicamente los puntos resolutivos. Acto seguido quedará a disposición de las 
partes copia por escrito de la sentencia que se pronuncie. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
En caso de que en la fecha y hora fijada para esta audiencia no asistiere al juzgado persona alguna, 
se dispensará la lectura de la misma. 
 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE CAPÍTULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO CON EL ARTÍCULO QUE LO INTEGRA, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
CAPITULO III 
 
De los Incidentes 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 1008 
 
Los incidentes que no tengan tramitación especial sólo podrán promoverse oralmente en las 
audiencias y no suspenderán éstas. La parte contraria contestará oralmente en la audiencia y de no 
hacerlo se tendrá por precluido su derecho. 
 
Tratándose de una cuestión que requiera prueba y de ser procedente su admisión, el Juez ordenará 
su desahogo en audiencia especial o dentro de alguna de las audiencias del procedimiento, en la 
cual escuchará los alegatos de las partes, en el orden que determine. Enseguida se dictará la 
resolución si fuera posible; en caso contrario, citará a las partes para dictarla dentro del término de 
tres días. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VÉASE 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 20 DE SEPTIEMBRE DE 2012) 
Cuando las partes no ofrezcan pruebas o las que propongan no se admitan, el juez, sin mayores 
trámites, dictará la resolución correspondiente, si fuere posible; en caso contrario, citará a las partes 
para dictarla en audiencia en el término de tres días. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VÉASE 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 20 DE SEPTIEMBRE DE 2012) 
Si en la audiencia de juicio no pudiere concluirse una cuestión incidental, el juez continuará con el 
desarrollo de la audiencia, sin que pueda dictar sentencia definitiva, hasta en tanto no se resuelva el 
incidente. 
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N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE CAPÍTULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO CON LAS SECCIONES Y ARTÍCULOS QUE LO INTEGRAN, G.O. 10 DE 
SEPTIEMBRE DE 2009) 
 
CAPITULO IV 
 
De las Pruebas 
 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DE LA PRESENTE SECCIÓN, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADA CON EL ARTÍCULO QUE LA INTEGRA, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
SECCION PRIMERA 
 
Confesional 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 1009 
 
La prueba confesional en este juicio se desahogará conforme a las siguientes reglas: 
 
I.- La oferente de la prueba podrá pedir que la contraparte se presente a declarar sobre los 
interrogatorios que, en el acto de la audiencia se formulen; 
 
II.- Los interrogatorios podrán formularse libremente sin más limitación que las preguntas se refieran 
a hechos propios del declarante que sean objeto del debate. El Juez, en el acto de la audiencia, 
examinará y calificará las preguntas cuidadosamente antes de que se formulen oralmente al 
declarante; y 
 
III.- Previo el apercibimiento correspondiente, en caso de que la persona que deba declarar no asista 
sin justa causa o no conteste las preguntas que se le formulen, de oficio se hará efectivo el 
apercibimiento y se tendrán por ciertos los hechos que la contraparte pretenda acreditar, salvo 
prueba en contrario. 
 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DE LA PRESENTE SECCIÓN, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADA CON LOS ARTÍCULOS QUE LA INTEGRAN, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
SECCION SEGUNDA 
 
Testimonial 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VÉASE 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 20 DE SEPTIEMBRE DE 2012) 
ARTICULO 1010 
 
Las partes tendrán la obligación de presentar sus propios testigos, para cuyo efecto se les entregarán 
las cédulas de notificación. Sin embargo, cuando estuvieren imposibilitadas para hacerlo, lo 
manifestarán así bajo protesta de decir verdad y pedirán que se les cite. El juez ordenará la citación 
con el apercibimiento de que, en caso de desobediencia, se les aplicarán y se les hará comparecer 
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mediante el uso de los medios de apremio señalados en las fracciones II y IV del artículo 73 de este 
Código. 
 
Cuando la citación deba ser realizada por el juzgado, ésta se hará mediante cédula por lo menos 
con dos días de anticipación al día en que deban declarar, sin contar el día en que se verifique la 
diligencia de notificación, ni el señalado para recibir la declaración. Si el testigo citado de esta forma 
no asistiere a rendir su declaración en la audiencia programada, el juez le hará efectivo el 
apercibimiento realizado y reprogramará su desahogo. En este caso, podrá suspenderse la 
audiencia. 
 
La prueba se declarará desierta si, aplicados los medios de apremio, no se logra la presentación de 
los testigos. Igualmente, en caso de que el señalamiento del domicilio de algún testigo resulte 
inexacto o de comprobarse que se solicitó su citación con el propósito de retardar el procedimiento, 
se impondrá al oferente una sanción pecuniaria a favor del colitigante hasta por la cantidad señalada 
en la fracción I del artículo 73 de este Código. El juez despachará de oficio ejecución en contra del 
infractor, sin perjuicio de que se denuncie la falsedad en que hubiere incurrido, declarándose desierta 
de oficio la prueba testimonial. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VÉASE 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 20 DE SEPTIEMBRE DE 2012) 
ARTICULO 1011 
 
Las partes interrogaran oralmente a los testigos. Las preguntas estarán concebidas en términos 
claros y precisos, limitándose a los hechos o puntos controvertidos objeto de esta prueba, debiendo 
el juez impedir preguntas contrarias a estos requisitos, así como aquellas que resulten ociosas o 
impertinentes. Para conocer la verdad sobre los puntos controvertidos, el juez también puede, de 
oficio, interrogar ampliamente a los testigos. 
 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DE LA PRESENTE SECCIÓN, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADA CON LOS ARTÍCULOS QUE LA INTEGRAN, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
SECCION TERCERA 
 
Instrumental 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 1012 
 
Los registros del juicio oral, cualquiera que sea el medio, serán instrumentos públicos; harán prueba 
plena y acreditarán el modo en que se desarrolló la audiencia o diligencia correspondiente, la 
observancia de las formalidades, las personas que hubieran intervenido, las resoluciones 
pronunciadas por el Juez y los actos que se llevaron a cabo. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 1013 
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Los documentos que presenten las partes podrán ser objetados en cuanto su alcance y valor 
probatorio, durante la etapa de admisión de pruebas en la Audiencia Preliminar. Los presentados 
con posterioridad deberán serlo durante la audiencia en que se ofrezcan. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VÉASE 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 20 DE SEPTIEMBRE DE 2012) 
La impugnación de falsedad de un documento puede hacerse desde la contestación de la demanda 
y hasta la etapa de admisión de pruebas en la Audiencia Preliminar tratándose de los documentos 
presentados hasta entonces; los documentos presentados con posterioridad deberán impugnarse 
durante la audiencia en que se admitan. 
 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DE LA PRESENTE SECCIÓN, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADA CON LOS ARTÍCULOS QUE LA INTEGRAN, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
SECCION CUARTA 
 
Pericial 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VÉASE 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 20 DE SEPTIEMBRE DE 2012) 
ARTICULO 1014 
 
Si se ofrece la prueba pericial en la demanda o en la reconvención, la contraparte, al presentar su 
contestación, deberá designar el perito de su parte, proporcionando el nombre, apellidos y domicilio 
de éste, y proponer la ampliación de otros puntos y cuestiones, además de los formulados por el 
oferente, para que los peritos dictaminen. 
 
En caso de que la prueba pericial se ofrezca al contestar la demanda o al contestar la reconvención, 
la contraria, al presentar el escrito en el que desahogue la vista de éstas, deberá designar el perito 
de su parte en la misma forma que el párrafo anterior. 
 
De estar debidamente ofrecida, el juez la admitirá en la etapa correspondiente y señalará un plazo 
de diez días para exhibir el dictamen respectivo, salvo que existiera causa bastante por la que tuviere 
que modificarse la fecha de inicio del plazo originalmente concedido. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 1015 
 
En caso de que alguno de los peritos de las partes no exhiba su dictamen dentro del plazo señalado 
por el Juez, precluirá su derecho para hacerlo y en consecuencia la prueba se desahogará con el 
dictamen que se tenga por rendido. En el supuesto de que ninguno de los peritos exhiba su dictamen 
en el plazo señalado se dejará de recibir la prueba. 
 
Cuando los dictámenes exhibidos resulten substancialmente contradictorios de tal modo que el juez 
considere que no es posible encontrar conclusiones que le aporten elementos de convicción, podrá 
designar un perito tercero en discordia. A este perito deberá notificársele para que dentro del plazo 
de tres días, presente escrito en el que acepte el cargo conferido y proteste su fiel y legal desempeño; 
así mismo señalará el monto de sus honorarios, en los términos de la legislación correspondiente o, 
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en su defecto los que determine, mismos que deben ser autorizados por el juez, y serán cubiertos 
por ambas partes en igual proporción. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VÉASE 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 20 DE SEPTIEMBRE DE 2012) 
El perito tercero en discordia deberá rendir su peritaje precisamente en la audiencia de juicio, y su 
incumplimiento dará lugar a que el juez le imponga como sanción pecuniaria, en favor de las partes 
y de manera proporcional a cada una de ellas, el importe de una cantidad igual a la que cotizó por 
sus servicios al aceptar y protestar el cargo. En el mismo acto, el juez dictará proveído de ejecución 
en contra de dicho perito tercero en discordia, además de hacerla saber al Consejo de la Judicatura 
del Distrito Federal, a la asociación, colegio de profesionistas o institución que lo hubiera propuesto 
por así haberlo solicitado el juez, para los efectos correspondientes, independientemente de las 
sanciones administrativas y legales a que haya lugar. 
 
En el supuesto del párrafo anterior, el juez designará otro perito tercero en discordia y, de ser 
necesario, suspenderá la audiencia para el desahogo de la prueba en cuestión. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VÉASE 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(REFORMADO, G.O. 20 DE SEPTIEMBRE DE 2012) 
ARTICULO 1016 
 
Los peritos asistirán a la audiencia respectiva con el fin de exponer verbalmente las conclusiones de 
sus dictámenes, a efecto de que se desahogue la prueba con los exhibidos y respondan las 
preguntas que el juez o las partes les formulen, debiendo acreditar, en la misma audiencia y bajo su 
responsabilidad, su calidad científica, técnica, artística o industrial para el que fueron propuestos, 
con el original o copia certificada de su cédula profesional o el documento respectivo. En caso de no 
asistir los peritos designados por las partes, se tendrá por no rendido su dictamen y de no 
presentarse el perito tercero en discordia se le impondrá una sanción pecuniaria equivalente a la 
cantidad que cotizó por sus servicios, en favor de las partes, en igual proporción. 
 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DE LA PRESENTE SECCIÓN, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADA CON EL ARTÍCULO QUE LA INTEGRA, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
SECCION QUINTA 
 
Prueba Superveniente 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VER 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009) 
ARTICULO 1017 
 
Después de la demanda y contestación, reconvención y contestación a la reconvención en su caso, 
no se admitirán al actor ni al demandado, respectivamente, otros documentos que los que se hallen 
en alguno de los casos siguientes: 1.- Ser de fecha posterior a dichos escritos; 2.- Los anteriores 
respecto de los cuales, protestando decir verdad, asevere la parte que los presente no haber tenido 
antes conocimiento de su existencia; 3.- Los que no haya sido posible adquirir con anterioridad por 
causas que no sean imputables a la parte interesada. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE PÁRRAFO, VÉASE 
TRANSITORIO SEGUNDO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
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(REFORMADO, G.O. 20 DE SEPTIEMBRE DE 2012) 
Cuando alguna de las partes tenga conocimiento de una prueba documental superveniente, deberá 
ofrecerla hasta antes de que se declare visto el asunto, y el Juez, oyendo previamente a la parte 
contraria en la misma audiencia, resolverá lo conducente. 
 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE TÍTULO, VÉASE 
TRANSITORIO QUINTO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(DEROGADO, G.O. 18 DE MARZO DE 2011) 
TITULO ESPECIAL 
 
De la Justicia de Paz 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VÉASE 
TRANSITORIO QUINTO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 1 (DEROGADO, G.O. 18 DE MARZO DE 2011) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VÉASE 
TRANSITORIO QUINTO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 2 (DEROGADO, G.O. 18 DE MARZO DE 2011) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VÉASE 
TRANSITORIO QUINTO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 3 (DEROGADO, G.O. 18 DE MARZO DE 2011) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VÉASE 
TRANSITORIO QUINTO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 4 (DEROGADO, G.O. 18 DE MARZO DE 2011) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VÉASE 
TRANSITORIO QUINTO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 5 (DEROGADO, G.O. 18 DE MARZO DE 2011) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VÉASE 
TRANSITORIO QUINTO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 6 (DEROGADO, G.O. 18 DE MARZO DE 2011) 
 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DE LA PRESENTE SECCIÓN, VÉASE 
TRANSITORIO QUINTO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADA CON EL ARTÍCULO QUE LA INTEGRA, G.O. 18 DE MARZO DE 2011) 
SECCION SEXTA 
 
Ejecución de Convenios 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VÉASE 
TRANSITORIO QUINTO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
(ADICIONADO, G.O. 18 DE MARZO DE 2011) 
ARTICULO 1018 
 
La ejecución de los convenios celebrados ante los Jueces de Proceso Oral Civil y de las resoluciones 
dictadas por éstos, se hará en términos del capítulo V, del título séptimo de este código. 
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Emplazamiento y citaciones 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VÉASE 
TRANSITORIO QUINTO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 7 (DEROGADO, G.O. 18 DE MARZO DE 2011) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VÉASE 
TRANSITORIO QUINTO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 8 (DEROGADO, G.O. 18 DE MARZO DE 2011) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VÉASE 
TRANSITORIO QUINTO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 9 (DEROGADO, G.O. 18 DE MARZO DE 2011) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VÉASE 
TRANSITORIO QUINTO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 10 (DEROGADO, G.O. 18 DE MARZO DE 2011) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VÉASE 
TRANSITORIO QUINTO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 11 (DEROGADO, G.O. 18 DE MARZO DE 2011) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VÉASE 
TRANSITORIO QUINTO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 12 (DEROGADO, G.O. 18 DE MARZO DE 2011) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VÉASE 
TRANSITORIO QUINTO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 13 (DEROGADO, G.O. 18 DE MARZO DE 2011) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VÉASE 
TRANSITORIO QUINTO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 14 (DEROGADO, G.O. 18 DE MARZO DE 2011) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VÉASE 
TRANSITORIO QUINTO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 15 (DEROGADO, G.O. 18 DE MARZO DE 2011) 
 
 
Identidad de las partes 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VÉASE 
TRANSITORIO QUINTO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 16 (DEROGADO, G.O. 18 DE MARZO DE 2011) 
 
 
Del juicio 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VÉASE 
TRANSITORIO QUINTO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 17 (DEROGADO, G.O. 18 DE MARZO DE 2011) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VÉASE 
TRANSITORIO QUINTO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
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ARTICULO 18 (DEROGADO, G.O. 18 DE MARZO DE 2011) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VÉASE 
TRANSITORIO QUINTO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 19 (DEROGADO, G.O. 18 DE MARZO DE 2011) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VÉASE 
TRANSITORIO QUINTO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 20 (DEROGADO, G.O. 18 DE MARZO DE 2011) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VÉASE 
TRANSITORIO QUINTO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 21 (DEROGADO, G.O. 18 DE MARZO DE 2011) 
 
ARTICULO 22 (DEROGADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VÉASE 
TRANSITORIO QUINTO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 23 (DEROGADO, G.O. 18 DE MARZO DE 2011) 
 
 
Ejecución de las sentencias 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VÉASE 
TRANSITORIO QUINTO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 24 (DEROGADO, G.O. 18 DE MARZO DE 2011) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VÉASE 
TRANSITORIO QUINTO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 25 (DEROGADO, G.O. 18 DE MARZO DE 2011) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VÉASE 
TRANSITORIO QUINTO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 26 (DEROGADO, G.O. 18 DE MARZO DE 2011) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VÉASE 
TRANSITORIO QUINTO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 27 (DEROGADO, G.O. 18 DE MARZO DE 2011) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VÉASE 
TRANSITORIO QUINTO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 28 (DEROGADO, G.O. 18 DE MARZO DE 2011) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VÉASE 
TRANSITORIO QUINTO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 29 (DEROGADO, G.O. 18 DE MARZO DE 2011) 
 
ARTICULO 30 
 
El remate de bienes muebles se hará en la forma que determina el artículo 598 del Código de 
Procedimientos Civiles. Si se tratare de bienes raíces se anunciará el remate por medio de avisos 
que se fijen en los lugares de costumbre y en la puerta del Juzgado, y se hará previa citación de los 
acreedores que resulten del certificado de gravámenes que sin causa de derechos expedirá el 
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registrador público de la propiedad. El avalúo se hará por medio de cualquier clase de pruebas que 
el juez podrá allegar de oficio. 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VÉASE 
TRANSITORIO QUINTO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 31 (DEROGADO, G.O. 18 DE MARZO DE 2011) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VÉASE 
TRANSITORIO QUINTO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 32 (DEROGADO, G.O. 18 DE MARZO DE 2011) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VÉASE 
TRANSITORIO QUINTO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 33 (DEROGADO, G.O. 18 DE MARZO DE 2011) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VÉASE 
TRANSITORIO QUINTO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 34 (DEROGADO, G.O. 18 DE MARZO DE 2011) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VÉASE 
TRANSITORIO QUINTO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 35 (DEROGADO, G.O. 18 DE MARZO DE 2011) 
 
ARTICULO 36 (DEROGADO, D.O.F. 7 DE FEBRERO DE 1985) 
 
 
Incidentes 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VÉASE 
TRANSITORIO QUINTO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 37 (DEROGADO, G.O. 18 DE MARZO DE 2011) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VÉASE 
TRANSITORIO QUINTO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 38 (DEROGADO, G.O. 18 DE MARZO DE 2011) 
 
 
Reglas generales 
 
ARTICULO 39 (DEROGADO, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VÉASE 
TRANSITORIO QUINTO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 40 (DEROGADO, G.O. 18 DE MARZO DE 2011) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VÉASE 
TRANSITORIO QUINTO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 41 (DEROGADO, G.O. 18 DE MARZO DE 2011) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VÉASE 
TRANSITORIO QUINTO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 42 (DEROGADO, D.O.F. 30 DE DICIEMBRE DE 1975) (REPUBLICADO, G.O. 18 DE 
MARZO DE 2011) 
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N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VÉASE 
TRANSITORIO QUINTO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 43 (DEROGADO, G.O. 18 DE MARZO DE 2011) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VÉASE 
TRANSITORIO QUINTO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 44 (DEROGADO, G.O. 18 DE MARZO DE 2011) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VÉASE 
TRANSITORIO QUINTO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 45 (DEROGADO, G.O. 18 DE MARZO DE 2011) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VÉASE 
TRANSITORIO QUINTO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 46 (DEROGADO, G.O. 18 DE MARZO DE 2011) 
 
N. DE E. EN RELACIÓN CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL PRESENTE ARTÍCULO, VÉASE 
TRANSITORIO QUINTO DEL DECRETO QUE MODIFICA EL CÓDIGO. 
ARTICULO 47 (DEROGADO, G.O. 18 DE MARZO DE 2011) 
 
(ADICIONADO G.O. 9 DE JUNIO DE 2014) 
TÍTULO DÉCIMO OCTAVO 
 
DEL JUICIO ORAL EN MATERIA FAMILIAR 
 
CAPÍTULO I 
 
DISPOSICIONES GENERALES 
 
Artículo 1019. Se tramitarán en este juicio conforme a las disposiciones de este Título, las 
controversias relacionadas con alimentos; guarda y custodia; régimen de convivencias; violencia 
familiar; nulidad de matrimonio; rectificación o nulidad de los atestados del registro civil; filiación; 
suspensión o pérdida de la patria potestad; constitución forzosa de patrimonio familiar ; cambio de 
régimen patrimonial controvertido; y la interdicción contenciosa. 
 
Los procedimientos de jurisdicción voluntaria; divorcio; pérdida de patria potestad de menores 
acogidos por una institución pública o privada de asistencia social; de levantamiento de acta de 
reasignación para la concordancia sexogenérica; y adopción nacional, se tramitarán conforme a sus 
reglas generales, ajustándose en lo conducente al procedimiento oral y sus principios. Solo en caso 
de pago de alimentos se podrá presentar la demanda y contestación por escrito o comparecencia 
personal. 
 
La modificación de las resoluciones definitivas dictadas en asuntos de alimentos, ejercicio y 
suspensión de la patria potestad, guarda y custodia, régimen de convivencias e interdicción 
contenciosa, se substanciarán en juicio oral autónomo. 
 
En este juicio no se requiere formalidad especial alguna, salvo los casos expresamente establecidos 
en este Título.  
 
No se tramitarán en este procedimiento los juicios sucesorios, nulidad de testamento, petición de 
herencia, incapacidad  para heredar, modificación de inventario por error o dolo, declaración de 
ausencia y presunción de muerte, restitución de menores, adopción internacional, diligencias 
prejudiciales de interdicción y los demás juicios de tramitación especial. 
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Artículo 1020. En el juicio oral familiar se observarán especialmente los principios de oralidad, 
publicidad, igualdad, inmediación, contradicción, continuidad, concentración, dirección, impulso y 
preclusión procesal. Estos principios se materializan de la siguiente forma: 
 
I. Oralidad: El procedimiento se desarrollará preponderantemente en audiencias orales, en las que 
las partes promoverán y el Juez resolverá oralmente. A ninguna promoción escrita presentada en 
las audiencias se dará trámite. 
 
II. Publicidad: Las audiencias serán públicas, atendiendo a lo dispuesto en la Ley de Protección de 
Datos Personales del Distrito Federal y la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
del Distrito Federal, así como a los casos de excepción establecidos en este Código y los que el 
Juez consideré su tramitación privada. 
 
III. Igualdad: Las partes tendrán las mismas oportunidades, derechos y cargas procesales. El Juez 
deberá atender los casos de equidad establecidos en las leyes para grupos vulnerables. 
 
IV. Inmediación: El Juez tendrá contacto directo y personal con las partes, recibirá las pruebas en la 
audiencia de juicio, salvo las foráneas, y será quien dicte la sentencia definitiva, salvo lo previsto en 
la Ley Orgánica del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, en caso de suplencia de su 
ausencia. 
 
V. Contradicción: Cada parte tiene derecho a oponerse y ser escuchada ante las promociones de su 
contraparte, antes de que el Juez decida lo conducente. 
 
VI. Dirección procesal: El Juez tiene la potestad para conducir el proceso, observando los principios 
del juicio oral y sus formalidades esenciales. 
 
VII. Impulso procesal: Las partes tienen la facultad para solicitar las diligencias necesarias que 
impidan la paralización del procedimiento, en aquellos casos en que expresamente la ley exija su 
petición. 
 
VIII. Preclusión: Los derechos procesales se extinguen o pierden por el sólo transcurso del tiempo, 
al no ejercerlos en el término o etapa procesal respectiva. 
 
IX. Continuidad y concentración: El Juez debe buscar en el menor tiempo posible y a través del 
menor número de actos procesales resolver la controversia planteada. 
 
Artículo 1021. Cuando alguno de los interesados no puedan hablar u oír, no hablen español, 
pertenezcan a una comunidad indígena, o se encuentren con alguna discapacidad que les impida 
comunicarse eficazmente, el Juez ordenará que se le formulen o responda las preguntas o 
contestaciones por escrito o por medio de un intérprete, que se designará de entre aquellos 
autorizados como auxiliares de la administración de justicia o por colegios, asociaciones, barras de 
profesionales, instituciones públicas o privadas, relatándose las mismas en la audiencia o junta 
correspondiente. El Juez vigilará que el intérprete permanezca junto al interesado durante toda la 
audiencia. En estos casos, se concederá el tiempo suficiente para que aquel pueda hacer la 
traducción respectiva, cuidando en lo posible que no se interrumpa la fluidez del debate. 
 
Los intérpretes al iniciar su función, serán advertidos de las penas en que incurren los falsos 
declarantes y sobre su obligación de traducir o interpretar fielmente lo dicho. 
 
Artículo 1022. El Juez tendrá las más amplias facultades de dirección procesal para decidir en forma 
pronta y expedita lo que en derecho convenga, bajo este principio y atendiendo a la naturaleza del 
juicio, el Juez, podrá subsanar sus resoluciones, con el objeto de mantener la debida substanciación 
del procedimiento, guardar el equilibrio procesal. 
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Para hacer cumplir sus determinaciones, el Juez, podrá emplear cualquiera de los medios de 
apremio a que se refiere el artículo 73 de este Código. 
 
Artículo 1023. Las diligencias de desahogo de pruebas que deban verificarse fuera del juzgado, pero 
dentro de su ámbito de competencia territorial, deberán ser presididas por el Juez, registradas por 
personal técnico adscrito al Tribunal, por cualquiera de los medios referidos en los artículos 1046 y 
1047 del presente Código y certificadas de conformidad con lo dispuesto para el desarrollo de las 
audiencias en el juzgado. 
 
Artículo 1024. Los únicos incidentes que se tramitarán serán el de nulidad de actuaciones por defecto 
o falta de emplazamiento y el de impugnación de falsedad de documentos, que se interpondrán por 
escrito.  
 
El incidente de nulidad por defecto o falta de emplazamiento será de previo y especial 
pronunciamiento y suspenderá el procedimiento. En la demanda incidental y su contestación se 
ofrecerán las pruebas, mismas que de admitirse se desahogaran en audiencia especial si su 
naturaleza lo exige. En el mismo acuerdo que recaiga a la contestación de la demanda incidental o 
en el que declare la preclusión del término para hacerlo, se señalará la fecha para la audiencia 
especial y en su caso, para el desahogo de las mismas. De no requerirse audiencia para la recepción 
de pruebas, se citará para sentencia interlocutoria dentro de los tres días posteriores. Si se reciben 
las pruebas en audiencia especial el Juez, después de escuchar los alegatos, dictará la sentencia 
interlocutoria en el mismo acto o, en su defecto, citará a las partes dentro del mismo término para la 
emisión de la resolución respectiva. En todo caso, el Juez explicará brevemente la sentencia y sus 
resolutivos en la misma audiencia especial o su continuación. El incidente de impugnación de 
falsedad de documentos deberá promoverse conjuntamente en la contestación de demanda o la 
reconvención, salvo que se impugnen documentos exhibidos en dichos ocursos o con posterioridad. 
Las pruebas se ofrecerán en la demanda incidental y su contestación, se admitirán en el mismo 
acuerdo que recaiga a la contestación la demanda o en el que declare la preclusión del término para 
hacerlo, y se recibirán en la audiencia de juicio, resolviéndose conjuntamente con la sentencia 
definitiva.  
 
Artículo 1025. En el juicio oral familiar únicamente se notificará personalmente el emplazamiento de 
la demanda principal y cualquier acto procesal a juicio del Tribunal. Las demás determinaciones se 
notificarán a las partes en los términos que prevé el artículo 111 de este Código. Las determinaciones 
emitidas en audiencia se tendrán por notificadas en el momento de su pronunciamiento, estén o no 
presentes las partes o quienes debieron estar, sin formalidad alguna.  
 
Artículo 1026. En cualquier etapa del procedimiento, el tribunal exhortará a los interesados a lograr 
un avenimiento con el que pueda darse por terminado el asunto. Para este fin, las declaraciones, 
propuestas o aceptaciones de las partes no surtirán efecto legal alguno en juicio ni podrán ser 
utilizadas por la parte contraria. Las propuestas y pronunciamientos del Juez para este efecto no 
constituirán prejuzgamiento sobre el fondo del asunto. 
 
Artículo 1027. Las promociones de las partes deberán formularse oralmente durante las audiencias 
y la junta anticipada, salvo los casos expresamente señalados en este Título. El Juez no admitirá 
promociones frívolas o improcedentes y deberá desecharlas de plano, fundando y motivando su 
decisión.  
 
Artículo 1028. Las partes tienen la obligación de acudir a las audiencias y a la junta anticipada 
asesoradas por licenciado en derecho con cédula profesional. Si los interesados no pueden contratar 
los servicios de un abogado, deberán acudir previamente ante las instituciones públicas o privadas 
que proporcionen asesoría jurídica gratuita.  
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Artículo 1029. Cuando alguna de las partes solicite la custodia y convivencia provisional de menores 
de edad lo hará por escrito en la demanda principal o reconvencional o en sus contestaciones, se 
dará vista a la contraria por el término de tres días, quien por escrito contestará la solicitud. El Juez 
escuchará al menor durante la audiencia preliminar atendiendo al caso concreto. 
 
En caso de rebeldía, por desacuerdo de las partes, o bien, a juicio del Tribunal se señalará día y 
hora para que el Juez en diligencia privada escuche al menor ante el Ministerio Público, sin la 
presencia de las partes, en la que podrá comparecer el asistente de menores, quien será profesional 
en psicología, pedagogía o trabajo social, adscritos al Sistema para el Desarrollo Integral de la 
Familia del Distrito Federal u otra institución, sólo para el efecto de facilitar la comunicación libre, 
espontánea y procurarle protección psicoemocional al menor. Sin que se requiera la protesta del 
cargo del citado profesional. Si la diligencia se encuentra debidamente preparada, no comparece el 
asistente y sí el menor, la audiencia se llevará a cabo, correspondiendo al Juez velar por el interés 
superior del menor. 
 
El Tribunal contará con una sala especial para escuchar al menor, que permita el desenvolvimiento 
adecuado para las niñas, los niños y adolescentes. 
 
Las personas que tengan a los menores bajo su cuidado, estarán obligados a presentarlos en las 
diligencias y audiencias respectivas para que sean escuchados, apercibidos que de no hacerlo se 
les aplicarán las medidas de apremio establecidas en este Código, sin perjuicio de que el Juez 
resuelva lo conducente respecto de la custodia y convivencia provisional solicitadas. 
 
El Juez deberá tomar en cuenta todos los elementos que estén a su alcance para decidir bajo el 
principio del interés superior del menor el derecho de convivencia de manera provisional. En caso 
de duda y para salvaguarda de los menores, deberá ordenar que las convivencias se realicen durante 
el procedimiento en los centros e instituciones destinados para tal efecto. 
 
Ante la falta o imposibilidad de los progenitores para detentar la custodia de los menores se estará 
a lo previsto en los artículos 414 y 418 del Código Civil para el Distrito Federal. 
 
El Juez resolverá en la misma diligencia o audiencia sobre la custodia y convivencia provisional. 
 
 
Artículo 1030. El ascendiente que no le sea otorgada la custodia podrá convivir con el menor, tal y 
como lo determine el Juez, diversos días de la semana fuera del horario escolar, sin desatender las 
labores escolares y debiendo auxiliarlo en dichas actividades. También en forma equitativa tiene 
derecho a convivencias en fines de semana alternados, períodos de vacaciones escolares y días 
festivos. 
 
Artículo 1031. El Juez fijará el importe de los alimentos provisionales inmediatamente a petición del 
acreedor, sin audiencia del deudor y mediante la información que estime necesaria. 
 
Artículo 1032. En todo lo no previsto regirán las reglas generales de este Código, en cuanto no se 
opongan a los principios y disposiciones del presente Título. 
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CAPÍTULO II 
 
DEL PROCEDIMIENTO ORAL EN MATERIA FAMILIAR 
 
Sección Primera 
 
DE LA FASE POSTULATORIA 
 
Artículo 1033. La demanda deberá formularse por escrito y cumplir los requisitos siguientes: 
 
I. El Tribunal ante el que se promueve. 
 
II. Nombre, apellidos, el domicilio para oír y recibir notificaciones dentro de esta jurisdicción o, en su 
caso, la dirección electrónica para los mismos efectos procesales. 
 
III. Nombre y apellidos de la parte demandada y su domicilio. 
 
IV. Las pretensiones reclamadas. 
 
V. Los hechos en que funde su pretensión, narrándolos de manera breve y concisa; acompañando 
los documentos base de la acción. 
 
VI. En su caso, los fundamentos de derecho. 
 
VII. El ofrecimiento de las pruebas, relacionándolas en forma pormenorizada con cada hecho. 
 
VIII. En los casos que proceda, se acompañará el formulario autorizado por el Tribunal para acreditar 
la fuente, monto de los ingresos de las partes y su nivel socioeconómico. 
 
IX. Acompañar una propuesta de convenio, cuando así proceda. 
 
X. La firma de la parte actora o su representante legal. Si éstos no supieren o no pudieren firmar, 
pondrán su huella digital, firmando otra persona en su nombre y a su ruego, indicando estas 
circunstancias. 
 
Artículo 1034. Si la demanda fuere obscura, irregular o no cumpliera con algunos de los requisitos 
del artículo anterior, el Juez por una sola ocasión señalará con toda precisión en qué consisten los 
defectos de la misma en el proveído que al efecto se dicte para que en el término de tres días 
contados a partir del día siguiente a aquél en que surta efectos la notificación por Boletín Judicial, se 
desahogue.  
 
En caso de que no se cumplan los motivos de prevención o no se desahogue oportunamente, el 
Juez desechará el asunto y devolverá al interesado todos los documentos originales y copias simples 
que se hayan exhibido, con excepción de la demanda con la que se haya formado el expediente 
respectivo. 
 
Artículo 1035. Admitida la demanda, el Juez ordenará notificar personalmente al demandado, 
corriéndole traslado con copias de la misma, los documentos exhibidos por el actor y, en su caso, 
con la propuesta de convenio y el formulario correspondiente, emplazándolo para que dentro del 
término de nueve días, por escrito conteste la demanda. 
 
Artículo 1036. La contestación a la demanda deberá cumplir con los siguientes requisitos: 
 
I. Presentarse por escrito ante el Juez que lo emplazó. 
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II. Nombre, apellidos, el domicilio para oír y recibir notificaciones dentro de esta jurisdicción o, en su 
caso, la dirección electrónica para los mismos efectos procesales. 
 
III. Contestará categóricamente cada uno de los hechos en que la parte actora funde su pretensión. 
 
IV. En su caso, los fundamentos de derecho. 
 
V. Anexar la contrapropuesta de convenio cuando el actor la haya presentado. 
 
VI. En los casos que proceda, se acompañará el formulario autorizado por el Tribunal para acreditar 
la fuente, monto de los ingresos de las partes y su nivel socioeconómico. 
 
VII. Las excepciones procesales y sustantivas que se tengan. 
 
VIII. Deberá ofrecer pruebas, relacionándolas en forma pormenorizada con los hechos que 
correspondan. 
 
IX. La firma de puño y letra de la parte demandada o de su representante legal. Si éstos no supieren 
o no pudieren firmar, pondrán su huella digital, firmando otra persona en su nombre y a su ruego, 
indicando estas circunstancias. 
 
Artículo 1037. La reconvención se formulará en la contestación a la demanda y deberá satisfacer los 
requisitos aplicables señalados en el artículo 1033. Se notificará y correrá traslado a la contraria para 
que la conteste en el término de nueve días. 
 
Artículo 1038. En los escritos de demanda, contestación, reconvención y su contestación, las partes 
ofrecerán sus pruebas, relacionándolas pormenorizadamente con los puntos controvertidos. Deberá 
proporcionarse el nombre, apellidos y domicilio de las personas que deban rendir testimonio; y, en 
relación a la prueba pericial deberá señalarse la materia de la misma, las cuestiones y puntos a 
resolver, y se exhibirán los documentos que tengan en su poder. 
 
De no ser así, acreditarán haberlos solicitado con el escrito respectivo sellado e igualmente 
demostrarán haber dado el impulso procesal para su obtención o la negativa dada a su solicitud, 
manifestándolo bajo protesta de decir verdad, antes de la fase de admisión de pruebas en la 
audiencia preliminar. El Juez, de considerarlo justificado, ordenará el auxilio del oferente con los 
apercibimientos para tal efecto. No se admitirá prueba documental que no cumpla con estos 
requisitos, salvo aquéllas que surjan en la junta anticipada. 
 
Artículo 1039. Cuando se opongan excepciones procesales se exhibirán y ofrecerán pruebas en el 
mismo ocurso y se dará vista a la contraparte para que manifieste lo que a sus intereses convenga 
por escrito en el término de tres días. 
 
En las excepciones de conexidad, litispendencia y cosa juzgada sólo será admisible como prueba la 
inspección judicial o la documental. 
 
La excepción de conexidad sólo será procedente cuando el juicio señalado como conexo se trámite 
en juicio oral. 
 
Artículo 1040. Desde los autos que recaigan a los escritos de demanda, contestación, reconvención 
y su contestación, el Juez deberá pronunciarse sobre las medidas provisionales que se llegaren a 
solicitar, mismas que se resolverán a más tardar en la segunda fase de la audiencia preliminar. 
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El Juez está facultado para decretar y modificar en cualquier momento del procedimiento y de forma 
oficiosa, las medidas provisionales que sean necesarias para preservar a la familia y proteger a sus 
miembros, especialmente tratándose de menores de edad y de aquellas que se encuentren en 
estado de interdicción. 
 
Las medidas provisionales pueden ser impugnadas mediante el recurso de apelación de tramitación 
inmediata en efecto devolutivo. 
 
Artículo 1041. Una vez contestada la demanda y, en su caso, la reconvención o transcurridos los 
términos para ello, el Juez señalará fecha y hora para la celebración de la audiencia preliminar, 
dentro de los quince días siguientes, siempre que la naturaleza del asunto lo permita. 
 
En el mismo auto, el Juez admitirá las pruebas que fueren ofrecidas en relación con las excepciones 
procesales opuestas, para que se desahoguen en la audiencia preliminar. En caso de no exhibirse 
las pruebas en dicha audiencia, se declararán desiertas por causa imputable al oferente.  
 
Artículo 1042. Transcurrido el término fijado para contestar la demanda o la reconvención, sin que 
se hubiere hecho, el Juez examinará escrupulosamente y bajo su más estricta responsabilidad, si el 
emplazamiento fue practicado en forma legal. De ser así, a petición de parte hará la declaración de 
rebeldía correspondiente y en su defecto el Juez tendrá por precluído el derecho, y señalará fecha 
para la audiencia preliminar; en caso contrario, ordenará reponer el emplazamiento.  
 
Se tendrán por contestados los hechos de la demanda principal o reconvencional en sentido negativo 
cuando se deje de contestar en el término legal. Se observará lo dispuesto por el Título Noveno de 
este Código, en lo que no contravenga al presente juicio. 
 
Artículo 1043. En caso de allanamiento, se señalará fecha para audiencia de juicio dentro del término 
de quince días en la que se dictará sentencia definitiva. 
 
En el supuesto que cualquiera de las partes se conforme con la propuesta de convenio exhibido por 
su contraria, se ordenará ratificar el mismo y de ajustarse a derecho, el Juez lo aprobará de 
inmediato.  
 
Cuando la controversia se refiera solo a puntos de derecho, el Juez citará para la audiencia de juicio 
en el término antes citado y después de escuchar los alegatos, dictará la sentencia. 
 
Sección Segunda 
 
REGLAS GENERALES DE LAS AUDIENCIAS 
 
Artículo 1044. Es obligación de las partes asistir a la junta anticipada y las audiencias del 
procedimiento, por sí o a través de sus representantes legales, quienes deberán estar asistidos por 
licenciado en derecho para su debida defensa.  
 
Al abogado que deje de asistir a la junta anticipada y a las audiencias, sin justa causa calificada por 
el Juez, se le impondrá una multa a favor del Fondo de Apoyo a la Administración de Justicia del 
Distrito Federal, equivalente a seis mil pesos, monto que se actualizará en los términos del artículo 
62 de este Código. El Juez dictará proveído de ejecución al finalizar la audiencia. 
 
En caso de inasistencia de licenciado en derecho, se diferirá por una sola ocasión la junta o audiencia 
respectiva y se estará a lo ordenado en el artículo 46 de este Código. 
 
Con independencia de los profesionistas que las partes designen como autorizados en términos del 
párrafo cuarto del artículo 112 de este Código, deberán señalar quién de todos ellos quedará 
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nombrado como su abogado patrono o su sustituto, los que habrán de comparecer a la junta 
anticipada así como a las audiencias del juicio, quedando vinculados a las responsabilidades y 
sanciones a que alude este numeral. 
 
Artículo 1045. En las audiencias del juicio oral se observarán, las siguientes reglas: 
 
I. Se ajustaran a los principios del procedimiento oral. 
 
II. El Juez tendrá la más amplia facultad para hacer a los testigos, peritos y a las partes las preguntas 
que estime conducentes a la investigación de la verdad respecto a los puntos controvertidos. 
 
III. El Juez tiene el deber de mantener el buen orden, evitar las disgresiones, faltas de decoro y 
probidad y exigir que se guarde el debido respeto, pudiendo imponer las sanciones establecidas en 
los artículos 61 y 62 de este Código e incluso ordenar la expulsión con uso de la fuerza pública. 
 
IV. Concluida cada una de las etapas de las audiencias, se tendrán por precluídos los derechos 
procesales que debieron ejercitar las partes. 
 
V. La parte que asista tardíamente a la junta anticipada o a las audiencias, se incorporará en la etapa 
en que éstas se encuentren, sin perjuicio de la facultad del Juez en materia de conciliación. 
 
VI. Podrán decretarse los recesos que razonablemente se consideren necesarios por parte del 
Juzgador. 
 
VII. La audiencia podrá diferirse o suspender por caso fortuito o fuerza mayor. En el mismo acto, en 
su caso, se señalará la fecha para su continuación o celebración, de la que se tendrá por notificadas 
a las partes conforme a lo establecido en este Título. Al reanudarse, el Juez expondrá una síntesis 
de los actos realizados hasta ese momento. 
 
VIII. Al terminar las audiencias, se levantará acta que deberá contener, cuando menos, el lugar, la 
fecha, el expediente y juzgado al que corresponda; el nombre de los participantes; una relatoría 
sucinta del desarrollo de la audiencia; y la firma autógrafa y electrónica del Juez y del Secretario 
Judicial. 
 
IX. En el trámite de los asuntos a que se refiere el presente Título, las actuaciones del Juez en el 
ejercicio de sus funciones serán plenamente válidas, en razón de su investidura, sin requerir la fe del 
Secretario Judicial. 
 
Artículo 1046. Las audiencias se registrarán por medios electrónicos o cualquier otro idóneo, a juicio 
del Juez, que permita garantizar la fidelidad e integridad de la información, la conservación y 
reproducción de su contenido y el acceso al mismo. 
 
Al inicio de las audiencias el Secretario Judicial hará constar oralmente en el registro a que hace 
referencia el párrafo anterior, la fecha, hora y el lugar de realización, datos del asunto y el nombre 
del Juez que preside la audiencia. 
 
Las personas que intervengan en el desarrollo de las audiencias deberán identificarse y rendir 
previamente protesta de que se conducirán con verdad. Para tal efecto, el Secretario Judicial los 
identificará y les tomará protesta, previo al inicio de su intervención, apercibiéndolos de las penas 
que se imponen a quienes declaran con falsedad. 
 
Artículo 1047. El Secretario Judicial certificará el medio en donde se encuentre registrada la junta 
anticipada o audiencia respectiva e identificará dicho medio con el número de expediente. Se pondrá 
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solicitar copia simple o certificada del acta de audiencia, o certificada del medio electrónico que la 
contenga, a costa del litigante. 
 
Cuando por cualquier causa se dañe el soporte material del registro, el Juez ordenará su reposición 
conforme a lo establecido en las reglas generales del procedimiento.  
 
En el Tribunal estarán disponibles los aparatos y el personal de auxilio para que las partes tengan 
acceso a los registros de audiencias, a fin de conocer su contenido. 
 
Sección Tercera 
 
DE LA AUDIENCIA PRELIMINAR 
 
Artículo 1048. La audiencia preliminar se integra por dos fases: 
 
I. Junta Anticipada, que se celebrará ante el Secretario Judicial; y 
 
II. Audiencia ante el Juez. 
 
Artículo 1049. La Junta Anticipada tiene por objeto: 
 
I. Cruzar información e intercambiar pruebas entre las partes; 
 
II. Formular propuestas de convenio; 
 
III. Establecer acuerdos sobre hechos no controvertidos; y, 
 
IV. Fijar acuerdos probatorios. 
 
El Secretario Judicial dará cuenta al Juez con el resultado de la junta. 
 
Artículo 1050. La audiencia ante el Juez tiene por objeto: 
 
I. Depuración del procedimiento, en la que se estudiará: 
 
a) Legitimación de las partes, y 
 
b) Excepciones procesales; 
 
II. La revisión y aprobación del convenio que hayan celebrado las partes; 
 
III. En su caso, la conciliación entre las partes; 
 
IV. Aprobación de acuerdos sobre hechos no controvertidos y probatorios; 
 
V. Resolver sobre las medidas provisionales pendientes; y 
 
VI. Admisión y preparación de las pruebas. 
 
Artículo 1051. Ambas partes deberán comparecer a la audiencia preliminar, directamente o por 
conducto de representante legal o mandatario judicial. En el caso de que la parte actora no 
comparezca, se le tendrá por desistida de la instancia. Si la parte demandada no comparece, se 
tendrán por aceptadas las propuestas de la parte actora en esta etapa. 
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En los asuntos de alimentos y de aquellos que se encuentren en estado de interdicción, se diferirá 
la audiencia por una sola ocasión y, en el supuesto de que la parte actora reitere su incomparecencia, 
se le tendrá por desistida de la instancia. Si la parte demandada no comparece a la nueva cita se 
tendrán por aceptadas las propuestas de la parte actora en esta etapa. 
 
En el caso de procedimientos en rebeldía, el demandado tendrá derecho a comparecer a la junta 
anticipada a efecto de formular propuestas de convenio, intervenir en la audiencia preliminar, en la 
conciliación, en la resolución de medidas provisionales y participar en la audiencia de juicio, sin que 
ello implique retrotraer los efectos de su comparecencia a la fase en que su decretó su rebeldía. 
 
Artículo 1052. La Junta Anticipada se desarrollará oralmente ante el Secretario Judicial. Iniciará con 
el intercambio de pruebas e información entre las partes en forma libre, espontánea y directa, con el 
fin de identificar y explorar mayores elementos probatorios para apoyar sus acciones o desvirtuar las 
pretensiones del contrario.  
 
Las partes podrán proponer acuerdos sobre hechos no controvertidos, a fin de reducir la litis a los 
aspectos controvertidos. También, pueden celebrar acuerdos probatorios en relación con las 
pruebas ofrecidas, con el objeto de excluir las que resulten ociosas o no idóneas. Ambos acuerdos 
serán aprobados por el Juez en la segunda fase de la audiencia preliminar. 
 
Con el fin de dirimir la controversia a través de un convenio el Secretario Judicial podrá proponer 
alternativas de solución. Durante estas negociaciones las declaraciones propuestas o aceptaciones 
de las partes, no podrán ser utilizadas por la parte contraria. 
 
El Secretario Judicial dará cuenta al Juez con el resultado de la Junta Anticipada. 
 
Artículo 1053. El Juez en la segunda fase de la audiencia preliminar, procederá a depurar el 
procedimiento y en su caso, a examinar las propuestas de convenio formuladas en la Junta 
Anticipada. En caso de no existir propuestas, en la etapa de conciliación, propondrá alternativas de 
solución para que los interesados lleguen a un convenio. En todo caso, se aprobará el convenio que 
se ajuste a derecho, mismo que tendrá el carácter de sentencia firme. 
 
Artículo 1054. En las etapas respectivas el Juez revisará y, de proceder, aprobará los acuerdos sobre 
hechos no controvertidos y los probatorios. Posteriormente resolverá las medidas provisionales 
solicitadas, que se encuentren pendientes. 
 
Acto seguido se emitirá la admisión de pruebas, ordenándose su preparación. Se declararan 
desiertas aquellas que no se reciban por causas imputables al oferente, a cuyo cargo corresponderá 
su diligenciación. Una vez preparadas las pruebas documentales que se deban rendir, se fijará fecha 
y hora para la celebración de la audiencia de juicio dentro del término de quince días. 
 
 
Sección Cuarta 
 
DE LA AUDIENCIA DE JUICIO 
 
Artículo 1055. Abierta la audiencia, el Juez escuchará los alegatos de apertura de las partes, los 
cuales durarán un máximo de diez minutos y se integrarán de una exposición de los hechos y 
pruebas con las que demostrarán sus pretensiones. Posteriormente se iniciará de inmediato el 
desahogo de las pruebas, en el orden que el Juez establezca, para lo cual contará con las más 
amplias facultades como rector del procedimiento. Serán declaradas desiertas aquellas pruebas que 
no estén debidamente preparadas por causas imputables al oferente. 
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Artículo 1056. En la audiencia solo se concederá el uso de la palabra, por una vez a cada una de las 
partes y por un máximo de diez minutos para formular los alegatos de apertura y cierre, 
respectivamente. El Juez tomará las medidas que procedan a fin de que las partes se sujeten al 
tiempo indicado.  
 
Artículo 1057. Concluido el desahogo de pruebas, se recibirán los alegatos de cierre de las partes 
hasta por diez minutos a cada una, declarando visto el procedimiento. Inmediatamente después el 
Juez dictará la sentencia definitiva, explicando brevemente las razones de hecho y de derecho en 
que se sustenta y se dará lectura a sus puntos resolutivos. Acto seguido  quedará a disposición de 
las partes copia por escrito de la sentencia. En casos excepcionales, atendiendo a la complejidad 
del asunto, al cúmulo y naturaleza de las pruebas desahogadas, el Juez podrá diferir el dictado de 
la sentencia hasta por quince días, citando a las partes para escucharla. 
 
En caso de que las partes no estén presentes en la audiencia donde se emita la sentencia, se 
dispensará su explicación y lectura de puntos resolutivos, y se les notificará por boletín judicial. 
 
CAPÍTULO III 
 
DE LAS PRUEBAS 
 
Artículo 1058. En el juicio oral se admitirán todos los medios de prueba, sea cual sea su naturaleza, 
siempre y cuando se cumpla con sus formalidades para el ofrecimiento y sean conducentes a la 
controversia. 
 
Artículo 1059. Cuando las pruebas hubieren de desahogarse en el interior de la República o en el 
extranjero, se contará con el término de treinta y sesenta días naturales, respectivamente, 
poniéndose a disposición del oferente los exhortos o cartas rogatorias para su diligenciación y, en 
caso de no rendirse dentro de dicho término, la probanza de que se trate se declarará desierta. 
 
Sección Primera 
 
DE LOS TESTIMONIOS 
 
DE LA DECLARACIÓN DE PARTE 
 
Artículo 1060. Desde los escritos de demanda y contestación y hasta la junta anticipada se podrá 
ofrecer la declaración voluntaria de parte propia o de la parte contraria, quedando las partes 
obligadas a declarar bajo protesta de decir verdad y realizarse de modo estrictamente personal. 
 
Artículo 1061. El interrogatorio será oral, deberá referirse a los hechos controvertidos, claro y preciso, 
abierto o cerrado y tendiente a acreditar el objeto del debate. Las partes pueden hacer las objeciones 
que consideren pertinentes, las que serán calificadas por el Juez, quien repelerá de oficio las 
inconducentes, sin perjuicio de atender al principio de contradicción.  
 
El interrogatorio abierto debe referirse a hechos controvertidos, el deponente contestará de manera 
amplia y libre. En el cerrado se contestará en forma afirmativa o negativa. 
 
Artículo 1062. La declaración de parte se desahogará conforme a las siguientes reglas: 
 
I. El oferente de la prueba formulará su interrogatorio en primer término, concluido éste la parte 
contraria a su vez tiene derecho a formular preguntas. 
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II. Previo apercibimiento de ley, en caso de que el deponente no asista sin justa causa al desahogo 
de la declaración forzada, se tendrán por ciertas las afirmaciones que su colitigante pretenda 
acreditar, salvo prueba en contrario. 
 
III. En caso de que el deponente no asista sin justa causa se tendrá por desierta la prueba, cuando 
se trate de declaración voluntaria de parte propia. 
 
IV. Previo apercibimiento de ley, tratandose de la declaración forzada, cuando el deponente se 
rehúse a contestar las preguntas que le formule su colitigante o lo haga evasivamente, el Juez podrá 
tener por ciertas las afirmaciones de la otra parte. 
 
V. Tratándose de la declaración voluntaria de parte propia y no conteste las preguntas que le formule 
su abogado patrono o lo haga evasivamente, se hará efectivo el apercibimiento y se dará por 
concluido el testimonio, y tendrá entonces la parte contraria el derecho a interrogarlo, con el 
apercibimiento contenido en la fracción que antecede. 
 
Sección Segunda 
 
DE LA DECLARACIÓN DE TESTIGOS 
 
Artículo 1063. Para el examen de los testigos, el interrogatorio y contrainterrogatorio será formulado 
oral y directamente, el que deberá de desahogarse bajo protesta de decir verdad. Las preguntas 
tendrán relación con los puntos controvertidos y se articularán en términos claros y precisos. Las 
partes tienen el derecho de realizar las objeciones que consideren pertinentes, las que serán 
calificadas por el Juez, quien repelerá de oficio las preguntas y objeciones inconducentes, sin 
perjuicio del respeto al principio de contradicción de la contraparte.  
 
Artículo 1064. Cuando se trate de testigos que deban ser citados, se les apercibirá con un arresto 
por treinta y seis horas, en caso de inasistencia, declarándose desierta la prueba a su oferente. 
 
Sección Tercera 
 
DE LA PERICIAL 
 
Artículo 1065. En el ofrecimiento de la prueba pericial se deberá de observar lo previsto en el primer 
y segundo párrafo del artículo 346 de este Código, y señalar con toda precisión los puntos sobre los 
que versará y las cuestiones que se deban resolver, con el cual se dará vista a la parte contraria 
para que al momento de contestar la demanda principal o reconvencional, en su caso, amplíe el 
cuestionario correspondiente. En el supuesto de que se encuentre debidamente ofrecida, el Juez la 
admitirá y designará perito único, ya sea que pertenezca a instituciones públicas, privadas o bien de 
la lista de auxiliares de la administración de justicia, emitida por el Consejo de la Judicatura del 
Distrito Federal. En el caso de que el perito pertenezca a una institución pública, su designación se 
le hará saber mediante el oficio correspondiente, con la información necesaria para que pueda rendir 
oportunamente su dictamen, sin que se requiera su comparecencia para los efectos de su 
aceptación. 
 
Tratándose de peritos de instituciones privadas, se les hará saber su designación mediante 
notificación personal para el efecto de que en el término de tres días, presenten escrito de aceptación 
y, de ser necesario, precise los elementos que requiera para poder elaborar su dictamen, tales como 
entrevistas, exámenes o acceso a determinados, expedientes, archivos, bienes o cosas objeto de su 
dictamen. El dictamen será exhibido por escrito dentro del plazo de cinco días, que empezará a 
correr a partir del día siguiente en que cuente con todos los elementos suficientes para realizar su 
evaluación.  
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El perito deberá comparecer a la audiencia de juicio para exponer sus conclusiones y responder a 
las preguntas que le formulen las partes o el Juez. 
 
Asimismo, el perito propondrá los gastos que deban erogarse y el monto de sus honorarios en 
términos de la legislación correspondiente, mismos que deberán ser autorizados por el Juez y 
posteriormente serán cubiertos por ambas partes en igual proporción. En caso de negativa de alguna 
de las partes, se despachará ejecución para su cobro.  
 
Tratándose del examen de bienes o cosas que pertenezcan a alguna de las partes, o bien de 
personas que se les deba de examinar para conocer su condición física, mental o de salud, las partes 
serán apercibidas cuando se nieguen a proporcionar las facilidades necesarias o no se presenten 
para su estudio y se tendrán por ciertas las afirmaciones de la oferente; salvo los casos en que se 
encuentren involucrados derechos de menores de edad y de aquellos que se encuentren en estado 
de interdicción, donde se podrán agotar como acto previo, la aplicación de medidas de apremio que 
a juicio del Juez resulten conducentes. 
 
En el caso de que se trate de acciones derivadas de la filiación, se apercibirá a la parte objeto de 
estudio que en caso de negativa para la práctica del examen correspondiente u otorgar las 
facilidades necesarias, se estará a lo ordenado por el artículo 382 del Código Civil para el Distrito 
Federal. 
 
Si el perito no exhibe su dictamen dentro del plazo señalado o deja de asistir sin justa causa a la 
audiencia de juicio, se le impondrá una sanción pecuniaria a favor del Fondo de Apoyo de la 
Administración de Justicia del Distrito Federal, equivalente a una cantidad igual a la que cotizó por 
sus servicios. En el mismo acto, el Tribunal dictará proveído de ejecución en contra de dicho perito, 
además de hacerlo saber al Consejo de la Judicatura del Distrito Federal, a la asociación, Colegio 
de Profesionistas o institución que lo hubiera propuesto, para los efectos correspondientes. 
Asimismo, el Juez designará otro perito, con las mismas obligaciones y apercibimientos señalados 
en los párrafos que anteceden. 
 
Si el perito no se presenta a la audiencia de juicio, pero éste ya exhibió en tiempo y forma su 
dictamen, la prueba se desahogará en sus términos por el Juez atendiendo a los principios de los 
juicios orales, haciendo efectivos los apercibimientos conducentes antes señalados. 
 
Cuando la parte que promueve lo haga a través de la Defensoría de Oficio y ésta no cuente con el 
perito solicitado, el Juez previa la comprobación de dicha circunstancia, nombrará un perito oficial 
de alguna institución pública que cuente con el mismo; cuando dichas instituciones no cuenten con 
el perito requerido, el juez nombrará perito en términos del primer párrafo del presente artículo, 
proveyendo al perito lo necesario para rendir su dictamen, así como en el caso de que se nombre 
perito tercero. 
 
 
Sección Cuarta 
 
DE LA INSTRUMENTAL 
 
Artículo 1066. Los registros del juicio oral, cualquiera que sea el medio, serán instrumentos públicos 
que harán prueba plena y acreditarán el contenido y modo en que se desarrolló la audiencia.  
 
Artículo 1067. Los documentos que presenten las partes en los escritos de demanda y contestación, 
podrán ser objetados en cuanto a su alcance y valor probatorio, una vez admitidos en la audiencia 
preliminar. Los documentos que lleguen con posterioridad, podrán ser objetados al tercer día de su 
recepción.  
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Artículo 1068. En el reconocimiento de documentos u otros medios de prueba se observará lo 
dispuesto en los artículos 1060, 1061 y 1063. 
 
Artículo 1069. La impugnación de falsedad de un documento debe hacerse desde la contestación de 
la demanda y contestación a la reconvención y hasta la segunda fase de la audiencia preliminar. En 
el caso de documentos exhibidos con posterioridad se impugnarán al tercer día de su recepción. El 
impugnante deberá satisfacer, en lo conducente, los demás requisitos establecidos en los artículos 
342, 343 y 386 de este Código. 
La pericial se desahogará en términos del artículo 1065. 
 
Sección Quinta 
 
DE LA INSPECCIÓN JUDICIAL 
 
Artículo 1070. La inspección judicial se practicará el día, hora y lugar que se señalen, la que se 
llevará a cabo antes de la audiencia de juicio para que en la misma se desahogue. Las partes, sus 
representantes o abogados, pueden concurrir a la inspección y hacer las observaciones que estimen 
oportunas. 
 
Artículo 1071. De la inspección judicial se levantará constancia a través de los medios referidos en 
los artículos 1046 y 1047. 
 
Sección Sexta 
 
OTROS MEDIOS DE PRUEBA 
 
Artículo 1072. Para acreditar hechos o circunstancias que tengan relación con el negocio que se 
ventile, pueden las partes presentar los escritos, notas taquigráficas, registros dactiloscópicos, 
fonográficos, fotografías, cintas cinematográficas, copias fotostáticas, archivos digitales o los 
obtenidos por cualquier medio cibernético, telemático, así como cualquier otro elementos producido 
por la ciencia y la tecnología que pueda producir convicción con el Juzgador. 
 
La parte que presente estos medios de prueba deberá ministrar al Tribunal los aparatos o elementos 
necesarios con el fin de reproducirse los sonidos y figuras. Los acompañará de ser necesario de su 
traducción y especificación del sistema empleado. 
 
CAPITULO IV 
 
DE LA EJECUCIÓN 
 
Artículo 1073. Las sentencias y convenios emitidos en un procedimiento oral, se ejecutarán de 
acuerdo a las formalidades establecidas en el capítulo V, del Título Séptimo, de este Código, por el 
Juez que conozca del asunto. 
 
CAPÍTULO V 
 
DE LOS RECURSOS 
 
Artículo 1074. En el juicio oral sólo se admitirán los recursos de apelación y queja, así como 
reposición en segunda instancia. 
 
Artículo 1075. En el juicio oral en materia familiar, las actuaciones ante el Tribunal de apelación se 
observarán los principios que rigen a este Título en lo que fuere aplicable. 
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Sección Primera 
 
DE LA APELACIÓN 
 
Artículo 1076. El recurso de apelación procede contra todas las resoluciones emitidas por el Juez en 
el juicio oral. Se interpondrá por escrito y se admitirá en el efecto devolutivo de tramitación conjunta 
con la sentencia definitiva, con excepción del que se interponga contra la determinación que resuelva 
medidas provisionales y la pronunciada en el incidente de nulidad de actuaciones, el que procederá 
en el efecto devolutivo de tramitación inmediata.  
 
El recurso de apelación en contra de la sentencia definitiva será admitido en ambos efectos, salvo 
en materia de alimentos e interdicción que se tramitará en el efecto devolutivo de tramitación 
inmediata. 
 
Artículo 1077. Admitido y calificado el recurso, a juicio de la Sala o a petición de parte, se señalará 
fecha para una audiencia que presidirá el Magistrado Ponente, en la que se otorgará el uso de la 
palabra a los interesados directamente o por conducto de su mandatario judicial, para que realicen 
sus alegatos de apertura. Posteriormente, en su caso, se recibirán pruebas, supuesto en el cual, al 
concluir el desahogo, se recibirán también alegatos finales. Acto seguido se citará a las partes a oír 
sentencia, la que se pronunciará en los plazos previstos para tal efecto por este Código. 
 
De no comparecer ninguna de las partes, el secretario proyectista designado hará una exposición 
sucinta del asunto, procediendo a la declarar desiertas las pruebas no preparadas y, en su caso, a 
recibir las que proceda bajo la dirección procesal del Magistrado Ponente. 
 
Cuando el recurso deba resolverse en forma unitaria, la audiencia será presidida por el Magistrado 
designado, de acuerdo a las disposiciones anteriores. 
 
Sección Segunda. 
 
DE LA QUEJA 
 
Artículo 1078. En el juicio oral será admisible el recurso de queja en los casos previstos el Capítulo 
III, del Título Décimo Segundo de este Código. 
 
Sección Tercera 
 
DE LA REPOSICIÓN 
 
Artículo 1079. Procede el recurso de reposición de segunda instancia en contra de cualquier decreto 
o auto. 
 
Artículo 1080. La reposición debe interponerse por escrito dentro de los tres días siguientes a la 
notificación hecha por Boletín Judicial, dándose vista a la contraria por el término de tres días para 
que exprese lo que a su derecho convenga. Se resolverá dentro de los cinco días siguientes, 
contados a partir de que surta sus efectos la notificación del auto que cita para sentencia, la que se 
pronunciará en Audiencia Pública por el Magistrado ponente de haberlo solicitado así las partes en 
los escritos correspondientes y a juicio del Tribunal. 
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ARTICULOS TRANSITORIOS 
 
ARTICULO 1°. 
 
Este Código empezará a regir el día primero de octubre de mil novecientos treinta y dos. 
 
ARTICULO 2°. 
 
La substanciación de los negocios de jurisdicción contenciosa que estén pendientes en primera o 
única instancia al entrar en vigor esta ley, se sujetará al Código anterior, hasta pronunciarse 
sentencia. La tramitación de la apelación contra el fallo que se dicte en esos negocios, se sujetará a 
este Código; pero para la procedencia del recurso, por razón del interés, regirán las disposiciones 
de la Ley anterior. 
 
La substanciación de los negocios de jurisdicción se acomodará desde luego a las disposiciones de 
este Código. 
 
ARTICULO 3°. 
 
La tramitación y resolución de las apelaciones pendientes al entrar en vigor este Código, se sujetarán 
a las prescripciones del artículo anterior. 
 
ARTICULO 4°. 
 
Si para la interposición de un recurso o para el ejercicio de algún otro derecho en la tramitación de 
los negocios pendientes al expedirse este Código, estuviere corriendo un término y el señalado en 
él fuere menor que el fijado en la ley anterior, se observará lo dispuesto en esta última. 
 
ARTICULO 5°. 
 
Los interventores, en los concursos que estén pendientes al expedirse esta Ley, serán nombrados 
conforme a ella en la primera junta de acreedores que se efectúe, salvo que el nombramiento deba 
hacerse por el tribunal, al hacer el de síndico provisional. 
 
ARTICULO 6°. 
 
Los síndicos que estén nombrados en los concursos, garantizarán su manejo dentro del plazo de 
dos meses contados desde el día siguiente al de la vigencia de esta ley, bajo pena de ser removidos 
de plano si no lo hacen, y salvo que la mayoría de acreedores los dispensen de tal obligación. 
 
ARTICULO 7°. 
 
Los interventores que estén nombrados en los juicios sucesorios y que administren bienes, 
garantizarán su manejo dentro del plazo de dos meses, contados desde el día siguiente de la 
vigencia de este Código si no lo hubieren hecho ya, so pena de ser removidos de plano. 
 
ARTICULO 8°. 
 
Los albaceas que estén nombrados al empezar a regir esta ley, cumplirán con lo dispuesto en el 
artículo anterior dentro del término de dos meses contados desde el día siguiente al de haber entrado 
en vigor este Código si están en la posesión de los bienes hereditarios. 
 
La infracción de este artículo será causa de remoción, que se decretará de plano, a solicitud de 
cualquiera de los interesados. 
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ARTICULO 9°. 
 
Los juicios ordinarios pendientes en el momento de entrar en vigor el presente Código y que se 
encuentren en primera instancia, deberán terminarse por sentencia en un plazo no mayor de ocho 
meses. Si transcurrido este plazo no se hubiere citado para sentencia, el juez de oficio o a petición 
de parte llamará a su presencia a los litigantes y procurará avenirlos. Si no lo lograre, les prevendrá 
que designen un árbitro de común consentimiento; si no se pusieren de acuerdo, el juez lo designará 
de entre los abogados cuya lista forme al efecto el Tribunal Superior a elección por mayoría de las 
tres cuartas partes del Pleno, y cuya remuneración, si las partes no lo convinieren, se hará de 
acuerdo con la Ley Orgánica de Tribunales. 
 
Los juicios no ordinarios cualquiera que sea su naturaleza, pendientes en el momento de entrar en 
vigor el presente Código, se concluirán por sentencia a más tardar dentro de cuatro meses, contados 
desde el día de su vigencia. Si fenecido ese plazo no estuvieren en estado de citación para sentencia, 
se seguirá el mismo procedimiento a que se refiere el párrafo anterior. 
 
ARTICULO 10 
 
(F. DE E., D.O.F. 27 DE SEPTIEMBRE DE 1932) 
El árbitro designado tramitará sumariamente los juicios cualquiera que sea el estado en que se 
encuentren, de acuerdo con las prevenciones del presente Código y los recursos serán los del juicio 
sumario y si aquél fuere designado por el juez aún el amparo de garantías, según las leyes 
respectivas. 
 
ARTICULO 11 
 
Las apelaciones pendientes al entrar en vigor este Código se terminarán por sentencia en un plazo 
no mayor de cuatro meses. En caso de que al fenecer este término no estuvieren las partes citadas 
para sentencia, se procederá por el tribunal conforme al artículo 9º. transitorio. El árbitro fallará la 
apelación con las formalidades del juicio sumario, prescritas por la presente ley sin ulterior recurso. 
 
ARTICULO 12 
 
Se suprime definitivamente el turno de las salas para la substanciación de la apelación y con tal 
objeto se adscriben los juzgados primero y segundo de lo Civil de México y de primera instancia de 
Tacubaya, a la Primera Sala del Tribunal Superior; los juzgados tercero y cuarto de lo civil de México 
y de Tacuba a la Segunda Sala; los juzgados quinto y sexto de México y de Villa Obregón y Mixcoac, 
a la tercera Sala; los juzgados séptimo y octavo y de Coyoacán a la cuarta Sala, y a la quinta los 
juzgados noveno y décimo civiles de México y de Xochimilco. 
 
ARTICULO 13 
 
Mientras se expida la Ley Orgánica de Tribunales en los Juzgados de lo Civil de México y foráneos 
de Primera Instancia y en la Baja California, se modifica la planta de empleados aumentándose en 
dos subalternos que el mismo juez designará: un ejecutor y un juez popular. 
 
ARTICULO 14 
 
Sólo los negocios que se puedan someter a juicio de árbitros, se sujetarán a lo dispuesto en ellos. 
 
Todas las disposiciones marcadas para el juicio arbitral regirán respecto del arbitraje forzoso del que 
se habla en los artículos anteriores. 
 
ARTICULO 15 
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(F. DE E., D.O.F. 27 DE SEPTIEMBRE DE 1932) 
El Tribunal Superior en Pleno y por mayoría de votos acordará las disposiciones reglamentarias 
pertinentes a hacer efectivas las disposiciones de la presente ley y expedirá con el carácter de 
provisional un arancel de depositarios, interventores y peritos. 
 
ARTICULO 16 
 
Desde el día de su vigencia quedan abrogadas las leyes anteriores de procedimientos civiles en todo 
lo que se opongan al presente Código. 
 
 
En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del artículo 89 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos y para su publicación y observancia, promulgo el presente Código de 
Procedimientos Civiles, para el Distrito y Territorios Federales, en la residencia del Poder Ejecutivo 
Federal, en la ciudad de México, a los veintinueve días del mes de agosto de mil novecientos treinta 
y dos.- P. Ortiz Rubio.- Rúbrica.- El Secretario de Estado y del Despacho de Gobernación, Juan José 
Ríos.- Rúbrica." 
 
Lo que comunico a usted para su publicación y demás fines. 
 
Sufragio Efectivo. No Reelección. 
 
México, D.F., a 30 de agosto de 1932.- P. O. del Secretario de Gobernación, el Subsecretario, 
Eduardo Vasconcelos.- Rúbrica. 
 
Al C...... 
 
 
N. DE  E. A CONTINUACIÓN SE TRANSCRIBEN LOS ARTÍCULOS TRANSITORIOS DE LOS 
DECRETOS DE REFORMAS AL PRESENTE CÓDIGO. 
 
D.O.F. 31 DE MARZO DE 1938. 
 
EL DECRETO DE REFORMAS CON ANTELACIÓN CITADO, NO SEÑALA DISPOSICIONES 
TRANSITORIAS EN RELACIÓN CON LA PUESTA EN VIGENCIA DEL TEXTO MODIFICADO, EN 
CONSECUENCIA, SERÁN APLICABLES SUPLETORIAMENTE LAS REGLAS GENERALES DE 
INTERPRETACIÓN DE LAS NORMAS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 3o. DEL CÓDIGO CIVIL 
VIGENTE PARA EL DISTRITO FEDERAL Y PARA TODA LA REPÚBLICA EN MATERIA FEDERAL. 
 
 
D.O.F. 9 DE ENERO DE 1954. 
 
ARTICULO UNICO.- El presente decreto entrará en vigor  diez días después de la fecha de su 
publicación en el "Diario Oficial" de la Federación. 
 
 
D.O.F. 31 DE ENERO DE 1964. 
 
ARTICULO TERCERO.-  Este Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el "Diario 
Oficial" de la Federación. 
 
 
D.O.F. 4 DE ENERO DE 1966. 
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ARTICULO PRIMERO.- Se derogan todas las disposiciones legales que se opongan a las del 
presente Decreto. 
 
ARTICULO SEGUNDO.- Todos los asuntos que se encuentren en trámite en las Salas del Tribunal, 
Juzgados Civiles, Mixtos de Primera Instancia, Menores de Paz, cuyas competencias quedan 
modificadas en virtud del presente Decreto, continuarán tramitándose en unas u otros, hasta su 
terminación y ejecución, en su caso, de acuerdo con las normas procesales que han venido 
regulando su tramitación. 
 
ARTICULO TERCERO.- Se faculta al Tribunal Pleno para tomar todos los acuerdos que considere 
necesarios o convenientes, para la mejor aplicación de las disposiciones de este Decreto. 
 
ARTICULO CUARTO.- El presente Decreto entrará en vigor en el Distrito Federal, tres días después 
de su publicación en el "Diario Oficial" de la Federación y en los Territorios Federales quince días 
después de esa misma publicación. 
 
 
D.O.F. 21 DE ENERO DE 1967. 
 
ARTICULO PRIMERO.- Se derogan los artículos 265, 267, 268, 269, 270, 436, 455, 458, 459, 460, 
472, 474, 475 y el segundo párafo (sic) del 486 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito 
Federal y Territorios, así como los artículos 2o. fracción V, 58 fracción III, 72, 73, 74, 75 fracción I, 
78, fracción VI, el primer párrafo del 154, 155 y 157 de la Ley Orgánica de los Tribunales de Justicia 
del Fuero Común del Distrito y Territorios Federales, y las demás disposiciones legales que se 
opongan al presente Decreto. 
 
ARTICULO SEGUNDO.- El presente Decreto entrará en vigor treinta días después de su publicación 
en el "Diario Oficial" de la Federación. 
 
ARTICULO TERCERO.- Se faculta al Tribunal Pleno para tomar todos los acuerdos que considere 
necesarios para la aplicación de las disposiciones del presente Decreto. 
 
 
D.O.F. 17 DE ENERO DE 1970. 
 
UNICO.- Este decreto entrará en vigor tres días después de la fecha de su publicación en el "Diario 
Oficial" de la Federación. 
 
 
D.O.F. 28 DE ENERO DE 1970. 
 
ARTICULO UNICO.- El presente Decreto empezará a surtir sus efectos a los tres días de su 
publicación en el "Diario Oficial" de la Federación. 
 
 
D.O.F. 24 DE MARZO DE 1971. 
 
ARTICULO UNICO.- Este decreto entrará en vigor en la misma fecha que el de Reformas al Código 
Civil para el Distrito y Territorios Federales en Materia Común, y para toda la República en Materia 
Federal, aprobado por el H. Congreso de la Unión en el presente período extraordinario de sesiones. 
 
 
D.O.F. 14 DE MARZO DE 1973. 
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ARTICULO PRIMERO.- Las presentes reformas y adiciones se aplicarán sólo a los asuntos que se 
inicien a partir de la vigencia de este Decreto. 
 
ARTICULO SEGUNDO.- Todos los juicios actualmente en trámite, se regirán por las disposiciones 
anteriores a estas reformas y adiciones. 
 
(F. DE E., D.O.F. 6 DE SEPTIEMBRE DE 1973) 
ARTICULO TERCERO.- Se derogan: los rubros de los Capítulos V, de su Sección I y Capítulo VI del 
Título Sexto; la fracción VII del Artículo 137 Bis; Artículo 302; 303; 304; 305; 306; 307; 384; 396; 401; 
Capítulo VIII del Título Sexto; Artículo 425; Capítulo I del Título Séptimo; Artículos 430; 431; 432; 
433; 434; 435; 437; 438; 439; 440; 441; 442; 477 y 687. Pero seguirán vigentes para los asuntos ya 
en trámite, hasta su total terminación. 
 
ARTICULO CUARTO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto. 
 
ARTICULO QUINTO.- Este Decreto entrará en vigor quince días después de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación. 
 
 
D.O.F. 23 DE DICIEMBRE DE 1974. 
 
ARTICULO UNICO.- El presente Decreto entrará en vigor noventa días después de su publicación 
en el "Diario Oficial" de la Federación. 
 
 
D.O.F. 31 DE DICIEMBRE DE 1974. 
 
UNICO.- El presente Decreto entrará en vigor  sesenta días después de su publicación en el "Diario 
Oficial" de la Federación. 
 
 
D.O.F. 30 DE DICIEMBRE DE 1975. 
 
ARTICULO PRIMERO.- Los Juzgados Mixtos Menores de los Partidos Judiciales Segundo, Tercero 
y Cuarto, pasarán a ser Juzgados de lo Civil o de lo Familiar, según lo determine el Pleno del Tribunal 
Superior de Justicia del Distrito Federal de acuerdo con las necesidades, asignándoles el número 
respectivo. 
 
ARTICULO SEGUNDO.- Los asuntos que se encuentren en trámite en los Juzgados Mixtos Menores 
que de acuerdo con la Ley pasen a ser de lo Civil o de lo Familiar, continuarán tramitándose ante el 
Juzgado donde están radicados hasta su conclusión. 
 
ARTICULO TERCERO.- Los Juzgados de Paz Civiles pasan a ser Mixtos de Paz, en materia Penal 
y Civil, y el Pleno del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal determinará su residencia y 
distribución entre las Delegaciones Políticas en el número que la densidad de población o la distancia 
lo requiera. 
 
ARTICULO CUARTO.- Los asuntos que estén en trámite ante los Juzgados Mixtos de lo Civil y 
Familiar de los Partidos Judiciales Segundo y Cuarto, se tramitarán en el Juzgado que al efecto se 
forme para atender la materia que correspondan y el Pleno del Tribunal asignará a estos Juzgados 
y al de lo Civil y de lo Familiar del Tercer Partido Judicial, el número respectivo. 
 
ARTICULO QUINTO.- Los Juzgados Penales de los Partidos Judiciales Segundo, Tercero y Cuarto, 
serán numerados progresivamente por el Pleno del Tribunal Superior, y continuarán tramitando los 
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asuntos que tienen radicados hasta su conclusión, y los individuos que sean detenidos por delitos 
cometidos dentro del perímetro de las Delegaciones que comprendían cada uno de estos Partidos 
Judiciales, en su caso quedarán privados de la libertad en los respectivos reclusorios existentes, 
hasta que la autoridad administrativa provea a la sustitución de éstos. 
 
ARTICULO SEXTO.- Los asuntos de cuantía inferior a cinco mil pesos, que se presenten en los 
juzgados de lo Civil antes del día en que entre en vigor este decreto, continuarán su trámite ante 
dichos Juzgados hasta su conclusión. 
 
ARTICULO SEPTIMO.- El presente Decreto entrará en vigor a los treinta días de su publicación en 
el "Diario Oficial" de la Federación. 
 
 
D.O.F. 27 DE DICIEMBRE DE 1983. 
 
DECRETO QUE REFORMA, ADICIONA Y DEROGA DIVERSAS DISPOSICIONES DEL CÓDIGO 
CIVIL PARA EL DISTRITO FEDERAL EN MATERIA COMÚN Y PARA TODA LA REPÚBLICA EN 
MATERIA FEDERAL; DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO 
FEDERAL; DE LA LEY ORGÁNICA DE LOS TRIBUNALES DE JUSTICIA DEL FUERO COMÚN 
DEL DISTRITO FEDERAL; Y DEL CÓDIGO DE COMERCIO. 
 
ARTICULO PRIMERO.- El presente ordenamiento entrará en vigor el día 1o. de octubre de 1984. 
 
ARTICULO SEGUNDO.- La tramitación de los juicios iniciados antes de la fecha prevista para la 
entrada en vigor de este Decreto se regirá por las disposiciones que se modifican o derogan 
mediante dicho ordenamiento. 
 
 
D.O.F. 27 DE DICIEMBRE DE 1983. 
 
DECRETO QUE REFORMA Y DEROGA DIVERSAS DISPOSICIONES CONTENIDAS EN EL 
CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO FEDERAL EN MATERIA COMÚN, Y PARA TODA LA 
REPÚBLICA EN MATERIA FEDERAL, Y EN EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA 
EL DISTRITO FEDERAL. 
 
ARTICULO PRIMERO.- El presente Ordenamiento entrará en vigor 90 días después de su 
publicación en el Diario Oficial de la Federación. 
 
ARTICULO SEGUNDO.- La tramitación de los juicios iniciados antes de la fecha prevista para la 
entrada en vigor de este Decreto se regirá por las disposiciones que se modifican o derogan 
mediante dicho Ordenamiento. 
 
 
D.O.F. 2 DE OCTUBRE DE 1984. 
 
ARTICULO PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor el día de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
ARTICULO SEGUNDO.- La tramitación de los juicios iniciados antes de la fecha prevista para la 
entrada en vigor de este Decreto se sustanciarán y decidirán conforme a las normas en vigor al 
momento de la presentación de la demanda. 
 
 
D.O.F. 21 DE ENERO DE 1985. 
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SE TRANSCRIBE ÚNICAMENTE EL TRANSITORIO DEL DECRETO DE REFORMAS QUE SE 
RELACIONA CON EL CÓDIGO. 
 
ARTICULO PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en 
el Diario Oficial de la Federación. 
... 
 
 
D.O.F. 7 DE FEBRERO DE 1985. 
 
TRANSITORIO PRIMERO.- Los juicios y procedimientos judiciales  en trámite que tengan por objeto 
la rescisión o la terminación de los contratos de arrendamiento de fincas urbanas destinadas a la 
habitación continuarán sustanciándose y se resolverán conforme a las disposiciones legales en vigor 
al momento de su iniciación. 
 
TRANSITORIO SEGUNDO.- Una vez que los Juzgados del Arrendamiento Inmobiliario estén en 
funciones, los Juzgados Civiles remitirán a aquéllos los expedientes correspondientes a los juicios 
que versen sobre controversias de arrendamiento de inmuebles, a excepción de aquellos juicios en 
los que se hayan desahogado la totalidad de las pruebas admitidas, los cuales deberán ser resueltos 
por el Juez del conocimiento. 
 
ARTICULO TRANSITORIO 
 
UNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial 
de la Federación. 
 
 
D.O.F. 10 DE ENERO DE 1986. 
 
ARTICULO PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en 
el Diario Oficial de la Federación. 
 
ARTICULO SEGUNDO.- Los asuntos que se encuentren en tramitación al momento de entrar en 
vigor las reformas dispuestas en el presente Decreto se regirán por estas disposiciones, salvo 
acuerdo en contrario de las partes, en cuyo caso continuarán su tramitación conforme a las normas 
anteriormente vigentes. 
 
Si ya se hubiere resuelto la suspensión por tratarse de un artículo de previo y especial 
pronunciamiento, el juicio correspondiente se regirá por las normas vigentes con anterioridad a las 
reformas dispuestas por este Decreto. 
 
ARTICULO TERCERO.- Los conciliadores a que se refiere el artículo 272-A, serán designados en la 
medida de las posibilidades presupuestales. Entre tanto son nombrados los conciliadores, el Pleno 
del Tribunal podrá determinar que sus funciones sean desempeñadas por los secretarios judiciales 
o por pasantes en Derecho, fijándose en el presupuesto correspondiente los emolumentos 
reservados para el desempeño de este servicio. 
 
 
D.O.F. 14 DE ENERO DE 1987. 
 
ARTICULO PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor a los noventa días siguientes al de su 
publicación en el Diario Oficial de la Federación. 
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ARTICULO SEGUNDO.- Los asuntos que se encuentren en trámite al momento de entrar en vigor 
las reformas contenidas en el presente Decreto, continuarán su tramitación conforme a las normas 
del mismo. 
 
ARTICULO TERCERO.- Las cuestiones de competencia y recusación con causa que se encuentren 
en trámite al momento de entrar en vigor las reformas contenidas en este Decreto, continuarán su 
tramitación conforme a las normas con que se iniciaron las mismas. 
 
ARTICULO CUARTO.- Se derogan todas las disposiciones legales que se opongan a lo dispuesto 
por el presente Decreto. 
 
 
D.O.F. 7 DE ENERO DE 1988. 
 
PRIMERO.- Este Decreto entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de 
la Federación. 
 
SEGUNDO.- Los procedimientos relativos a las materias a que se refiere el presente Decreto, que 
se encuentren en trámite al momento de su entrada en vigor, continuarán substanciándose conforme 
a las disposiciones vigentes al momento de su inicio. 
 
 
D.O.F. 12 DE ENERO DE 1988. 
 
ARTICULO UNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación. 
 
 
D.O.F. 3 DE ENERO DE 1990. 
 
PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor a los quince días de la fecha de su publicación en 
el Diario Oficial de la Federación. 
 
SEGUNDO.- Los juicios de alimentos a que se refiere el presente Decreto, que se encuentren en 
trámite al momento de su entrada en vigor, continuarán substanciándose conforme a las 
disposiciones vigentes al momento de su inicio. 
 
 
D.O.F. 4 DE ENERO DE 1991. 
 
ARTICULO PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el  
Diario Oficial de la Federación. 
 
ARTICULO SEGUNDO.- Los procedimientos de inmatriculación de inmuebles que a la fecha de 
entrada en vigor de este Decreto, se encuentren en trámite se substanciarán conforme al mismo a 
petición de los promoventes. 
 
ARTICULO TERCERO.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Departamento del Distrito Federal. 
 
 
D.O.F. 23 DE JULIO DE 1992. 
 
PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial 
de la Federación. 
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SEGUNDO.- Las declaraciones de incapacidad o de nombramiento de tutor que actualmente se 
encuentra (sic) en trámite ante los tribunales competentes, en sus resoluciones que se dicten  
respecto de los motivos que les dieron origen y causa, deberán apegarse al texto de los artículos 
reformados, debiendo declarar en sus puntos resolutivos el tipo de incapacidad que padezca la 
persona. 
 
 
D.O.F. 21 DE JULIO DE 1993. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 19 DE OCTUBRE DE 1998) 
PRIMERO.-  Las disposiciones contenidas en el presente decreto entrarán en vigor el 19 de abril del 
año 1999, salvo lo dispuesto por los transitorios siguientes. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 23 DE SEPTIEMBRE DE 1993) 
SEGUNDO.- Las disposiciones del presente decreto se aplicarán a partir del 19 de octubre de 1993, 
únicamente cuando se trate de inmuebles que: 
 
I.- No se encuentren arrendados al 19 de octubre de 1993; 
 
II.- Se encuentren arrendados al 19 de octubre de 1993, siempre que sean para uso distinto del 
habitacional, o 
 
III.- Su construcción sea nueva, siempre que el aviso de terminación sea posterior al 19 de octubre 
de 1993. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 19 DE OCTUBRE DE 1998) 
TERCERO.-  Los juicios y procedimientos judiciales y administrativos actualmente en trámite, así 
como los que se inicien antes del 19 de abril de 1999 derivados de contratos de arrendamiento de 
inmuebles para habitación y sus prórrogas, que no se encuentren en los supuestos establecidos en 
el transitorio anterior, se regirán hasta su conclusión, por las disposiciones del Código de 
Procedimientos Civiles para el Distrito Federal y de la Ley Federal de Protección al Consumidor, 
vigentes con anterioridad al 19 de octubre de 1993. 
 
 
D.O.F. 23 DE SEPTIEMBRE DE 1993. 
 
UNICO.-  El presente decreto entrará en vigor el 19 de octubre de 1993. 
 
 
D.O.F. 6 DE ENERO DE 1994. 
 
SE TRANSCRIBE ÚNICAMENTE EL TRANSITORIO DEL DECRETO DE REFORMAS QUE SE 
RELACIONA CON EL CÓDIGO. 
 
PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial 
de la Federación. 
... 
 
 
D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996. 
 
SE TRANSCRIBE ÚNICAMENTE EL TRANSITORIO DEL DECRETO DE REFORMAS QUE SE 
RELACIONA CON EL CÓDIGO. 
 



 

CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL 

 

CONSEJERÍA JURÍDICA Y DE SERVICIOS LEGALES 
 

 

PRIMERO.- Las reformas previstas en los artículos 1o. y 3o., del presente decreto, entrarán en vigor 
sesenta días después de su publicación en el Diario Oficial de la Federación y no serán aplicables a 
persona alguna que tenga contratados créditos con anterioridad a la entrada en vigor del presente 
decreto. Tampoco serán aplicables tratándose de la novación o reestructuración de créditos 
contraídos con anterioridad a la entrada en vigor de este decreto. 
... 
 
 
D.O.F. 30 DE DICIEMBRE DE 1997. 
 
PRIMERO.- Este Decreto entrará en vigor a los treinta días de su publicación en el Diario Oficial de 
la Federación. 
 
SEGUNDO.- Los procedimientos de carácter civil que se encuentren pendientes de resolución a la 
entrada en vigor del presente Decreto, se substanciarán y resolverán conforme a las disposiciones 
vigentes al momento de su inicio. 
 
 
D.O.F. 28 DE MAYO DE 1998. 
 
PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial 
de la Federación. 
 
SEGUNDO.- Las adopciones que se encuentren en trámite a la fecha de publicación de las presentes 
reformas se resolverán de acuerdo con las disposiciones vigentes hasta antes de la publicación del 
presente Decreto. 
 
No obstante, si en las adopciones que actualmente se tramitan hubiere la voluntad del adoptante de 
obtener la adopción plena, podrá seguirse el procedimiento establecido por el presente Decreto. 
 
Las adopciones realizadas con anterioridad a la entrada en vigor del presente Decreto podrán 
convertirse a plenas, de acuerdo con los requisitos y procedimientos establecidos por este Decreto. 
 
 
D.O.F. 19 DE OCTUBRE DE 1998. 
 
UNICO.- El presente Decreto entrará en vigor el mismo día de su publicación en el Diario Oficial de 
la Federación. 
 
 
G.O. 17 DE ABRIL DE 1999. 
 
N. DE E. POR SU IMPORTANCIA A CONTINUACIÓN SE TRANSCRIBE EL SIGUIENTE 
DECRETO: 
 
DECRETO SOBRE LA APLICACIÓN EN EL DISTRITO FEDERAL DE DISPOSICIONES EN 
MATERIA CIVIL COMÚN PREVISTAS EN LOS DECRETOS PUBLICADOS EN EL DIARIO OFICIAL 
DE LA FEDERACIÓN LOS DÍAS 21 DE JULIO DE 1993, 23 DE SEPTIEMBRE DE 1993 Y 19 DE 
OCTUBRE DE 1998 POR LOS QUE SE REFORMAN ENTRE OTROS ORDENAMIENTOS, EL 
CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO FEDERAL EN MATERIA COMÚN, Y PARA TODA LA 
REPÚBLICA EN MATERIA FEDERAL Y EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL 
DISTRITO FEDERAL. 
 
(REFORMADO, G.O. 28 DE ABRIL DE 2000) 
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Artículo 1o.- En materia civil común son aplicables las disposiciones del Código Civil para el Distrito 
Federal en Materia Común y para toda la República en Materia federal y del Código de 
Procedimientos Civiles para el Distrito Federal previstas en los siguientes decretos: 
 
I.- Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones del Código Civil para 
el Distrito Federal en Materia Común, y para toda la República en Materia Federal; del Código de 
Procedimientos Civiles para el Distrito Federal y la Ley Federal de Protección al Consumidor, 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 21 de julio de 1993. 
 
II.- Decreto por el que se modifican los artículos transitorios del diverso por el que se reforman, 
adicionan y derogan diversas disposiciones del Código Civil para el Distrito Federal en Materia 
Común, y para toda la República en Materia Federal; del Código de Procedimientos Civiles para el 
Distrito Federal y la Ley Federal de Protección al Consumidor, publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 21 de julio de 1993, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 23 de septiembre 
de 1993. 
 
III.- Decreto por el que se reforman los artículos transitorios del diverso por el que se reforman, 
adicionan y derogan diversas disposiciones del Código Civil para el Distrito Federal en Materia 
Común, y para toda la República en Materia Federal; del Código de Procedimientos Civiles para el 
Distrito Federal y la Ley Federal de Protección al Consumidor, publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 21 de julio de 1993, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 19 de octubre de 
1998. 
 
IV.- Decreto sobre la aplicación en el Distrito Federal de disposiciones en Materia Civil Común 
previstas en los Decretos publicados en el Diario Oficial de la Federación los días 21 de julio de 1993, 
23 de septiembre de 1993 y 19 de octubre de 1998 por los que se reforman entre otros 
ordenamientos, el Código Civil para el Distrito Federal en Materia Común y para toda la República 
en Materia Federal y el Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, publicado en la 
Gaceta Oficial del Distrito Federal el 17 de abril de 1999. 
 
(REFORMADO, G.O. 28 DE ABRIL DE 2000) 
Artículo 2o.- Las disposiciones del decreto mencionado en la fracción I del artículo anterior del 
presente decreto, se aplicarán desde el 31 de diciembre del año 2001, excepto en los casos previstos 
en el artículo transitorio segundo del artículo único del decreto mencionado en la fracción II del 
artículo anterior del presente decreto para los que se aplican desde el 19 de octubre de 1993 según 
lo disponen el artículo transitorio mencionado. 
 
Asimismo, a los juicios y procedimientos judiciales actualmente en trámite, así como los que se 
inicien antes del 31 de diciembre del año 2001, derivados de contratos de arrendamiento de 
inmuebles para habitación y sus prorrogas, que no se encuentren en los supuestos establecidos en 
el artículo transitorio del artículo único del decreto a que se refiere la fracción II del artículo anterior 
del presente decreto, se aplicaran hasta su conclusión, las disposiciones del Código de 
Procedimientos Civiles para el Distrito Federal vigentes con anterioridad al 19 de octubre de 1993. 
 
TRANSITORIO 
 
UNICO: El presente decreto entrará en vigor el mismo día de su publicación en la Gaceta Oficial del 
Distrito Federal. 
 
 
G.O. 28 DE ABRIL DE 2000. 
 
Único.- El presente Decreto entrará en vigor el mismo día de su publicación en la Gaceta Oficial del 
Distrito Federal. 
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G.O. 25 DE MAYO DE 2000. 
 
Artículo Primero.- El presente Decreto entrará en vigor el primero de junio del año 2000. 
 
Artículo Segundo.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y en el Diario Oficial de la 
Federación para su mayor difusión. 
 
 
G.O. 1 DE JUNIO DE 2000. 
 
ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial 
del Distrito Federal. 
 
 
G.O. 17 DE ENERO DE 2002. 
 
PRIMERO.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y  en el Diario Oficial de la 
Federación para su mayor difusión. 
 
SEGUNDO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente  de su publicación. 
 
 
G.O. 16 DE ENERO DE 2003. 
 
PRIMERO.- Túrnese al Jefe de Gobierno del Distrito Federal para su promulgación y publicación en 
la Gaceta Oficial del Distrito Federal y para su mayor difusión en el Diario Oficial de la Federación. 
 
SEGUNDO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta 
Oficial del Distrito Federal. 
 
TERCERO.- Los asuntos iniciados con anterioridad a la entrada en vigor de este decreto, continuarán 
tramitándose hasta su conclusión, en los términos de la legislación vigente en el momento de su 
inicio. 
 
 
G.O. 27 DE ENERO DE 2004. 
 
PRIMERO.- Remítase al Jefe de Gobierno del Distrito Federal para su publicación en la Gaceta 
Oficial del Distrito Federal, y para su mayor difusión también en el Diario Oficial de la Federación, en 
los términos previstos por el artículo 49 del Estatuto de Gobierno del Distrito Federal. 
 
SEGUNDO.- Las presentes reformas y adiciones entrarán en vigor al día siguiente de su publicación 
en la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 
TERCERO.- En los procedimientos o juicios civiles que se estén tramitando ante cualquier instancia 
al momento de la entrada en vigor de las presentes reformas, modificaciones y adiciones, se 
finalizarán aplicando las normas vigentes al momento de su inicio. 
 
 
G.O. 9 DE JUNIO DE 2004. 
 
PRIMERO. Remítase al Jefe de Gobierno del distrito Federal para su publicación en la Gaceta Oficial 
del Distrito Federal, y para su mayor difusión también en el Diario Oficial de la Federación, en los 
términos previstos por el artículo 49 del Estatuto de Gobierno del Distrito Federal. 
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SEGUNDO. Las presentes reformas y adiciones entrarán en vigor al día siguiente de su publicación 
en la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 
TERCERO. Se derogan todas aquellas disposiciones que contravengan lo establecido en la presente 
Ley. 
 
 
G.O. 6 DE SEPTIEMBRE DE 2004. 
 
ARTÍCULO PRIMERO.- Publíquese en la Gaceta Oficial de (sic) Distrito Federal y en el Diario Oficial 
de la Federación para su mayor difusión. 
 
ARTÍCULO SEGUNDO.- El presente decreto entrará en vigor a los noventa días siguientes a su 
publicación en la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 
ARTÍCULO TERCERO.- Las presentes disposiciones se aplicarán a todos los procedimientos 
judiciales y administrativos en trámite ante las autoridades correspondientes y de acuerdo a lo 
dispuesto en el artículo 94 de (sic) Código de Procedimientos Civiles del DF; los interesados podrán 
promover los beneficios que le concede la presente Ley. 
 
 
G.O. 13 DE SEPTIEMBRE DE 2004. 
 
PRIMERO.- Remítase al Jefe de Gobierno para su debida promulgación y publicación en la Gaceta 
Oficial del Distrito Federal y para su mayor difusión en el Diario Oficial de la Federación. 
 
(REFORMADO, G.O. 6 DE ABRIL DE 2005) 
SEGUNDO.- Las presentes reformas y adiciones entrarán en vigor al día siguiente de su publicación 
en la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 
 
G.O. 6 DE ABRIL DE 2005. 
 
EL DECRETO DE REFORMAS CON ANTELACIÓN CITADO, NO SEÑALA DISPOSICIONES 
TRANSITORIAS EN RELACIÓN CON LA PUESTA EN VIGENCIA DEL TEXTO MODIFICADO, EN 
CONSECUENCIA, SERÁN APLICABLES SUPLETORIAMENTE LAS REGLAS GENERALES DE 
INTERPRETACIÓN DE LAS NORMAS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 3o. DEL CÓDIGO CIVIL 
VIGENTE PARA EL DISTRITO FEDERAL. 
 
 
G.O. 19 DE DICIEMBRE DE 2005. 
 
PRIMERO. Remítase al Jefe de Gobierno del Distrito Federal para su respectiva promulgación y 
publicación en la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 
SEGUNDO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta 
Oficial del Distrito Federal. 
 
TERCERO. Publíquese el presente Decreto en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y en el Diario 
Oficial de la Federación para su mayor difusión. 
 
 
G.O. 19 DE MAYO DE 2006. 
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PRIMERO.- Remítase al Jefe de Gobierno del Distrito Federal para su debida promulgación y 
publicación en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y para su mayor difusión en el Diario Oficial de 
la Federación. 
 
SEGUNDO.- Las presentes reformas entrarán en vigor a los treinta días naturales siguientes de su 
publicación en la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 
 
G.O. 7 DE JUNIO DE 2006. 
 
PRIMERO. Publíquese el presente Decreto en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y en el Diario 
Oficial de la Federación para su mayor difusión. 
 
SEGUNDO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta 
Oficial del Distrito Federal. 
 
TERCERO. Se derogan todas aquellas disposiciones que se opongan al presente Decreto. 
 
 
G.O. 2 DE FEBRERO DE 2007. 
 
PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al siguiente día de su publicación en la Gaceta 
Oficial del Distrito Federal. 
 
SEGUNDO.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y para su mayor difusión en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
 
G.O. 15 DE MAYO DE 2007. 
 
ÚNICO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial 
del Distrito Federal. 
 
 
G.O. 18 DE JULIO DE 2007. 
 
ARTÍCULO PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su 
publicación en la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 
ARTÍCULO SEGUNDO. Para su mayor difusión, publíquese el presente decreto en el Diario Oficial 
de la Federación. 
 
 
G.O. 8 DE NOVIEMBRE DE 2007. 
 
PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al siguiente día de su publicación en la Gaceta 
Oficial del Distrito Federal. 
 
SEGUNDO.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y para su mayor difusión en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
 
G.O. 26 DE DICIEMBRE DE 2007. 
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ARTICULO PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en 
la Gaceta del Gobierno del Distrito Federal. 
 
ARTÍCULO SEGUNDO. Para su mayor difusión, publíquese en el Diario Oficial de la Federación. 
 
 
G.O. 4 DE ENERO DE 2008. 
 
Artículo Primero.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal para su observancia y 
aplicación. 
 
Artículo Segundo.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en la 
Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 
Artículo Tercero.- El Gobierno del Distrito Federal a través del Sistema para el Desarrollo Integral de 
la Familia emitirá los Lineamientos de Operación y Seguimiento para el cuidado y atención de los 
menores en situación de desamparo, dentro de los treinta días naturales siguientes a la publicación 
del decreto. 
 
Artículo Cuarto.- El Gobierno del Distrito Federal a través del Sistema para el Desarrollo Integral de 
la Familia emitirá dentro de los 120 días siguientes a la fecha de publicación del presente decreto, el 
Reglamento a que se refiere el artículo 494-D. 
 
Artículo Quinto.- La Asamblea Legislativa del Distrito Federal considerará una partida presupuestal 
de recursos financieros suficientes para asegurar la atención, cuidado y protección de los menores 
en situación de desamparo en el ejercicio presupuestal de 2008 y años subsecuentes. 
 
 
G.O. 8 DE ENERO DE 2008. 
 
PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor a los sesenta días naturales posteriores a su 
publicación en la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 
SEGUNDO. Publíquese para su mayor difusión en el Diario Oficial de la Federación. 
 
TERCERO. Para su mayor difusión, ordénese su publicación en el Boletín Judicial del Tribunal 
Superior de Justicia del Distrito Federal. 
 
CUARTO. El Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal deberá realizar las previsiones 
presupuestales necesarias para dotar del personal y de la infraestructura necesaria al Centro para 
su adecuado funcionamiento en los términos que señala el presente Decreto. 
 
QUINTO. El Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal contará con sesenta días naturales 
posteriores a la publicación del presente Decreto para emitir el reglamento interno correspondiente. 
 
SEXTO. La Comisión de Administración y Procuración de Justicia conformará una comisión 
multidisciplinaria donde participe, cuando menos, la Consejería Jurídica del Gobierno del Distrito 
Federal, el Centro de Justicia Alternativa del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, 
académicos e investigadores con experiencia en la materia; con la finalidad de elaborar, en el plazo 
de un año, contado a partir del día siguiente de la fecha de entrada en vigor de la presente ley, de la 
iniciativa de ley que para la solución de controversias en todos los ámbitos de interacción social, 
requiere el Distrito Federal. 
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G.O. 13 DE MARZO DE 2008. 
 
SE TRANSCRIBEN ÚNICAMENTE LOS TRANSITORIOS DEL DECRETO DE REFORMAS QUE 
SE RELACIONAN CON EL CÓDIGO. 
 
PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor el día primero de julio del año dos mil ocho. 
 
SEGUNDO.- La Asamblea Legislativa del Distrito Federal, autorizará a la Administración Pública del 
Distrito Federal, los recursos materiales y financieros necesarios para que la Consejería Jurídica y 
de Servicios Legales, dé cumplimiento al contenido de este Decreto. 
 
TERCERO.- Las personas que hayan sufrido únicamente daños causados culposamente con motivo 
del tránsito de vehículos antes de la entrada en vigor de este Decreto y de los que no se haya 
presentado querella ante la autoridad ministerial, podrán, en caso que así lo deseen, demandar su 
pago ante del Juez de Paz Civil competente, de acuerdo al nuevo procedimiento previsto en el 
presente Decreto y dentro del plazo de un año contado a partir que ocurrieron los hechos. 
... 
 
QUINTO.- Los procesos penales, donde el auto de sujeción a proceso se haya emitido únicamente 
por el delito de daño a la propiedad culposo con motivo del tránsito de vehículos, deberán ser 
enviados al Juez de Paz Civil competente por territorio. 
 
El Juez de Paz Civil notificará personalmente a la parte agraviada para que dentro del término de 
cinco días formule la demanda de pago de daños culposos causados con motivo del tránsito de 
vehículos y una vez que la reciba, dictará el acuerdo y continuará el proceso como lo señala el 
presente Decreto. La Defensoría de Oficio brindará la asistencia legal para todos los agraviados que 
así se lo soliciten. 
 
SEXTO.- El Jefe de Gobierno del Distrito Federal deberá emitir los ordenamientos administrativos 
necesarios para instrumentar el presente Decreto, para que entren en vigor el mismo día que este 
instrumento. 
 
SÉPTIMO.- El Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal deberá realizar las adecuaciones 
administrativas y laborales para que se cumpla el procedimiento seguido ante los Jueces de Paz 
Civil que señala este Decreto en los términos y plazos allí señalados y entren en vigor el mismo día 
que este instrumento. 
 
 
G.O. 3 DE OCTUBRE DE 2008. 
 
ARTÍCULO PRIMERO.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y para mayor difusión 
en el Diario Oficial de la Federación. 
 
ARTÍCULO SEGUNDO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en 
la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 
ARTÍCULO TERCERO.- Por lo que hace a los juicios de divorcio en trámite, será potestativo para 
cualquiera de las partes acogerse a las reformas establecidas en el presente decreto y, en su caso, 
seguirán rigiéndose con las disposiciones vigentes anteriores a la publicación del presente decreto 
hasta en tanto hayan concluido en su totalidad. 
 
 
G.O. 10 DE OCTUBRE DE 2008. 
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Primero.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 
Segundo.- El presente decreto entrará en vigor a los treinta días hábiles siguientes de su publicación 
en la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 
Tercero.- Los juicios actualmente en trámite que tengan por objeto la rectificación o modificación de 
las actas el (sic) estado civil de las personas continuarán tramitándose en la vía en que hayan sido 
admitidos. 
 
Cuarto.- A partir de la publicación del presente Decreto, el Jefe del Gobierno de Distrito Federal 
deberá realizar las adecuaciones jurídicas administrativas necesarias, en un plazo de sesenta días 
naturales. 
 
 
G.O. 10 DE NOVIEMBRE DE 2008. 
 
ARTÍCULO PRIMERO. El presente decreto se publicará en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y 
en el Diario Oficial de la Federación para su mayor difusión. 
 
ARTÍCULO SEGUNDO. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación. 
 
 
G.O. 11 DE NOVIEMBRE DE 2008. 
 
DECRETO POR EL QUE SE ADICIONAN LOS ARTÍCULOS 111 Y 117, ASÍ COMO EL ARTÍCULO 
9 DEL TÍTULO ESPECIAL DE LA JUSTICIA DE PAZ DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS 
CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL. 
 
ARTÍCULO PRIMERO. Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 
ARTÍCULO SEGUNDO. El presente decreto iniciará su vigencia a partir del día siguiente de su 
publicación. 
 
 
G.O. 11 DE NOVIEMBRE DE 2008. 
 
DECRETO POR EL QUE SE REFORMA LA FRACCIÓN II DEL ARTÍCULO 122 DEL CÓDIGO DE 
PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL. 
 
PRIMERO. Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y para su mayor difusión en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
SEGUNDO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta 
Oficial del Distrito Federal. 
 
 
G.O. 10 DE SEPTIEMBRE DE 2009. 
 
PRIMERO.- Publíquese el presente Decreto en la Gaceta Oficial del Distrito Federal para su 
conocimiento. 
 
(REFORMADO, G.O. 26 DE ENERO DE 2012) 
SEGUNDO.- Las reformas previstas en el presente Decreto entrarán en vigor a los sesenta días 
siguientes a su publicación en la Gaceta Oficial del Distrito Federal a excepción de las relativas al 
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Titulo Décimo Séptimo denominado "Del Juicio Oral Civil", que entrarán en vigor a partir del 1 de 
enero de 2013. 
 
TERCERO.- Los asuntos cuya demanda haya sido admitida con anterioridad a la entrada en vigor 
de las reformas a que se refiere el presente Decreto se tramitarán conforme a las disposiciones 
anteriores a ellas. 
 
CUARTO.- El gobierno del Distrito Federal deberá asegurar los recursos materiales y financieros 
necesarios para que se de cumplimiento al contenido de este decreto. 
 
 
G.O. 29 DE DICIEMBRE DE 2009. 
 
Primero.- El presente decreto entrará en vigor a los 45 días hábiles de su publicación en la Gaceta 
Oficial del Distrito Federal. 
 
Segundo.- A partir de la publicación del presente Decreto, el Jefe de Gobierno del Distrito Federal 
deberá realizar las adecuaciones jurídicas administrativas correspondientes, en un plazo no mayor 
a 45 días hábiles. 
 
Tercero.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y para mayor difusión en el Diario Oficial 
de la Federación. 
 
Cuarto.- Notifíquese por los conductos pertinentes el presente decreto al Jefe de Gobierno del Distrito 
Federal, al Presidente del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, al Presidente de la 
Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal. 
 
 
G.O. 14 DE MAYO DE 2010. 
 
PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor el 10 de septiembre del 2010. 
 
SEGUNDO. Publíquese el presente Decreto en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y en el Diario 
Oficial de la Federación para su mayor difusión. 
 
 
G.O. 27 DE ENERO DE 2011. 
 
PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en la Gaceta 
Oficial del Distrito Federal. 
 
SEGUNDO.- Se abroga la actual Ley de Propiedad en Condominio de Inmuebles para el Distrito 
Federal, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 31 de diciembre de 1998 y el 07 de enero 
de 1999 en la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 
TERCERO.- El Jefe de Gobierno del Distrito Federal, contará con 60 días hábiles a partir de la 
publicación de la presente Ley para emitir su Reglamento. 
 
CUARTO.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y para mayor difusión en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
 
G.O. 10 DE MARZO DE 2011. 
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PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor el 10 de marzo de 2011. 
 
SEGUNDO. Publíquese el presente Decreto en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y en el Diario 
Oficial de la Federación para su mayor difusión. 
 
 
G.O. 18 DE MARZO DE 2011. 
 
PRIMERO.- Publíquese el presente decreto en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y en Diario Oficial 
de la Federación para su mayor difusión. 
 
SEGUNDO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta 
Oficial del Distrito Federal. 
 
TERCERO.- El Tribunal Superior de Justicia y el Consejo de la Judicatura del Distrito Federal, 
dispondrán de ciento ochenta días naturales, a partir de la expedición del presente decreto para 
formular e instrumentar sus respectivos reglamentos interiores en relación con las reformas a la Ley 
Orgánica del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal a que se refiere el segundo resolutivo. 
 
CUARTO.- Se derogan todas aquéllas disposiciones que se opongan al presente Decreto. 
 
(REFORMADO, G.O. 30 DE DICIEMBRE DE 2011) 
Quinto.- La reforma prevista a los artículos 37 fracción VIII, 50 fracciones II y III, 58 Bis, 62 Bis, 67, 
68, 69, 70, 71, 71Bis, 72 Bis, 173, 196, 201 fracción XIX, 203, 207, 208, 209 y 224 Bis, de la Ley 
Orgánica del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, y la reforma prevista en el presente 
Decreto respecto del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, entrarán en vigor el 
1 de enero de 2013; con excepción del artículo 72 de la Ley Orgánica del Tribunal superior de Justicia 
del Distrito Federal, que entrará en vigor el 27 de enero de 2012. 
 
(REFORMADO, G.O. 30 DE DICIEMBRE DE 2011) 
Sexto.- Los juicios y procedimientos judiciales actualmente en trámite conforme a las reglas del Título 
Especial de la Justicia de Paz, se regirán hasta su conclusión por las disposiciones vigentes con 
anterioridad a la entrada en vigor del Transitorio Quinto de este decreto. 
 
 
G.O. 23 DE MAYO DE 2011. 
 
PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente a su publicación en la Gaceta Oficial 
del Distrito Federal. 
 
SEGUNDO. Publíquese el presente Decreto en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y en el Diario 
Oficial de la Federación para su mayor difusión. 
 
 
G.O. 15 DE JUNIO DE 2011. 
 
Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente a su publicación en la Gaceta Oficial 
del Distrito Federal. 
 
Segundo. Todos los procesos iniciados con anterioridad a la entrada en vigor a la presente reforma 
se concluirán conforme a las disposiciones anteriores. 
 
Tercero. Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y para su mayor difusión en el Diario 
Oficial de la Federación. 
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G.O. 30 DE DICIEMBRE DE 2011. 
 
Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial 
del Distrito Federal. 
 
Segundo. Publíquese el presente Decreto en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y en el Diario 
Oficial de la Federación para su mayor difusión. 
 
 
G.O. 26 DE ENERO DE 2012. 
 
Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial 
del Distrito Federal. 
 
Segundo. Publíquese el presente Decreto en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y en el Diario 
Oficial de la Federación para su mayor difusión. 
 
 
G.O. 18 DE JUNIO DE 2012. 
 
Primero.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 
Segundo.- La presente reforma entrará en vigor una vez que se apruebe el presupuesto para la 
compra e instalación del equipo necesario para la estenografía proyectada. 
 
 
G.O. 23 DE JULIO DE 2012. 
 
Primero.- Aquellos testamentos públicos cerrados, públicos simplificados, ológrafos, privados, 
militares o marítimos que hayan sido otorgados con anterioridad al presente decreto, subsistirán en 
sus términos y para su apertura y declaración de ser formal testamento se substanciarán de 
conformidad con las disposiciones vigentes al momento de su otorgamiento. 
 
Segundo.- Las presentes reformas entrarán en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta 
Oficial del Distrito Federal. 
 
Tercero.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y para su mayor difusión en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
 
G.O. 20 DE SEPTIEMBRE DE 2012. 
 
Primero. Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 
Segundo. El presente Decreto entrará en vigor, el primero de enero de dos mil trece, con la excepción 
prevista en el transitorio siguiente. 
 
Tercero. La reforma prevista para el párrafo tercero del artículo 691 del Código de Procedimientos 
Civiles para el Distrito Federal, entrará en vigor a partir del día siguiente de la publicación del presente 
decreto. 
 
El importe de $500,000.00 se adecuará para el año 2013 con base en la variación observada por la 
inflación en el valor del Índice Nacional de Precios al Consumidor, publicado por el Instituto Nacional 
de Estadística y Geografía, entre el mes de noviembre de 2012 y el mes de noviembre de 2011. Esto 
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con el fin de que el 1° de enero de 2013 la inapelabilidad, la justicia oral y lo que se relacione con 
ellas, en materia mercantil y civil tomen en cuenta el mismo monto de suerte principal. Después de 
2013 la actualización se realizará en términos del artículo 62 del Código de Procedimientos Civiles 
para el Distrito Federal. 
 
Cuarto. Los asuntos cuya demanda haya sido admitida con anterioridad a la entrada en vigor de las 
reformas a que se refiere el presente decreto, en los términos de los transitorios segundo y tercero, 
se tramitarán conforme a las disposiciones anteriores a él. 
 
Quinto. Se derogan todas aquellas disposiciones que se opongan al presente decreto. 
 
 
G.O. 21 DE FEBRERO DE 2013. 
 
DECRETO POR EL QUE SE REFORMA LA FRACCIÓN III DEL ARTÍCULO 65 DEL CÓDIGO DE 
PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL. 
 
PRIMERO.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal para su conocimiento y en el Diario 
Oficial de la Federación para mayor difusión. 
 
SEGUNDO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta 
Oficial del Distrito Federal. 
 
TERCERO.- Los asuntos cuya demanda haya sido presentada con anterioridad a la entrada en vigor 
del presente decreto, se tramitarán conforme a las disposiciones anteriores, que le sean aplicables. 
 
CUARTO.- Para su mayor difusión, ordénese su publicación en el Boletín Judicial del Tribunal 
Superior de Justicia del Distrito Federal. 
 
QUINTO.- Se derogan las disposiciones que se opongan al presente Decreto. 
 
 
G.O. 21 DE FEBRERO DE 2013. 
 
DECRETO POR EL QUE SE DEROGAN DIVERSAS DISPOSICIONES DEL ARTÍCULO 117 DEL 
CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL. 
 
PRIMERO.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal para su conocimiento y en el Diario 
Oficial de la Federación para su mayor difusión. 
 
SEGUNDO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta 
Oficial del Distrito Federal. 
 
TERCERO.- Los asuntos cuya demanda haya sido presentada con anterioridad a la entrada en vigor 
del presente decreto, se tramitarán conforme a las disposiciones anteriores, que le sean aplicables. 
 
CUARTO.- Se derogan las disposiciones que se opongan al presente Decreto. 
 
 
G.O. 18 DE JUNIO DE 2013. 
 
PRIMERO. Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
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SEGUNDO. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta 
Oficial del Distrito Federal. 
 
TERCERO. Se derogan las disposiciones que se opongan al presente Decreto. 
 
 
G.O. 19 DE JUNIO DE 2013. 
 
PRIMERO. Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 
SEGUNDO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en la 
Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 
TERCERO. El Jefe de Gobierno del Distrito Federal contará con un plazo de 180 días contados a 
partir de la entrada en vigor del presente decreto para expedir las modificaciones que correspondan 
al Reglamento de la Ley Registral de (sic) Distrito Federal. 
 
CUARTO. El Consejo de la Judicatura del Distrito Federal, deberá expedir las modificaciones que 
correspondan al Reglamento Interno del Centro de Justicia Alternativa del Tribunal Superior de 
Justicia del Distrito Federal, y las Reglas del Mediador Privado en un plazo de 180 días a partir de la 
entrada en vigor del presente decreto. 
 
QUINTO. Los mediadores privados con certificación y registro vigente ante el Tribunal Superior de 
Justicia del Distrito Federal, deberán someterse obligatoriamente para conservar el registro a un 
procedimiento de capacitación y actualización en razón de la entrada en vigor del presente decreto. 
 
SEXTO. Para su mayor difusión, ordénese su publicación en el Boletín Judicial del Tribunal Superior 
de Justicia del Distrito Federal. 
 
SÉPTIMO. Se derogan las disposiciones que se opongan al presente Decreto. 
 
 
G.O. 8 DE AGOSTO DE 2013. 
 
ARTÍCULO PRIMERO.- Remítase al Jefe de Gobierno para su publicación en la Gaceta Oficial del 
Distrito Federal y para su mayor difusión en el Diario Oficial de la Federación. 
 
ARTÍCULO SEGUNDO.- El presente decreto entrará en vigor el día siguiente de su publicación en 
la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 
ARTÍCULO TERCERO.- Se derogan todas aquellas disposiciones que resulten contrarias al 
contenido del presente Decreto. 
 
G.O. 11 DE FEBRERO DE 2014 
 
PRIMERO.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y para su mayor difusión en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
SEGUNDO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta 
Oficial del Distrito Federal. 
 
(ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforma el artículo 685 Bis del Código de Procedimientos Civiles para el 
Distrito Federal) 
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G.O. 9 DE JUNIO DE 2014 
 
SE ADICIONAN LOS ARTÍCULOS 1019 AL 1080 QUE CORRESPONDERÁN AL TÍTULO DÉCIMO 
OCTAVO “DEL JUICIO ORAL EN  MATERIA FAMILIAR”, DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS 
CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL. 
 
ARTÍCULO PRIMERO.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y para mayor difusión 
en el Diario Oficial de la Federación. 
 
ARTÍCULO SEGUNDO.- El presente decreto entrará en vigor a los treinta días hábiles siguientes de 
su publicación en la Gaceta Oficial del Distrito Federal, por lo que se refiere a los procedimientos o 
juicios de rectificación de acta, adopción nacional, acciones derivadas de la filiación, juicio especial 
de levantamiento de acta por reasignación para la concordancia sexogenérica, pérdida de la patria 
potestad de menores acogidos por una institución pública o privada de asistencia social, interdicción 
contenciosa y nulidad de matrimonio. 
 
ARTÍCULO TERCERO.- Las reformas y adiciones a la Ley Orgánica del Tribunal Superior de Justicia 
del Distrito Federal, entrarán en vigor a los treinta días hábiles siguientes de su publicación en la 
Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 
ARTÍCULO CUARTO.- - Por lo que toca a los demás procedimientos previstos en el artículo 1019 
del Decreto publicado el 9 de junio de 2014 en la Gaceta Oficial del Distrito Federal, el Consejo de 
la Judicatura del Distrito Federal establecerá los plazos de implementación de acuerdo con la 
organización y funcionamiento de los Juzgados y Salas de la materia, y proveerá lo necesario para 
el desarrollo e implementación progresiva de los mismos. 
 
ARTÍCULO QUINTO.- Por lo que hace a los juicios del orden familiar en trámite, seguirán rigiéndose 
con las disposiciones vigentes anteriores a la publicación del presente Decreto hasta su total 
conclusión. 
 
G.O. 14 DE JULIO DE 2014 
 
SE REFORMAN LOS ARTÍCULOS 453 Y 569; SE REFORMA Y SE LE ADICIONAN DOS 
PÁRRAFOS AL ARTÍCULO 570; SE REFORMAN LOS PÁRRAFOS PRIMERO Y SEGUNDO DEL 
ARTÍCULO 692 TER, ASÍ COMO LOS PÁRRAFOS SEGUNDO  Y TERCERO DEL ARTÍCULO 693 
Y SE REFORMA EL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 692 QUÁTER  DEL CÓDIGO DE 
PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL. 
 
 
PRIMERO. Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 
SEGUNDO. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta 
Oficial del Distrito Federal. 
 
TERCERO. Los asuntos cuya demanda haya sido admitida con anterioridad a la entrada en vigor del 
presente decreto, se tramitarán conforme a las disposiciones anteriores, que le sean aplicables. 
 
CUARTO. Se derogan las disposiciones que se opongan al presente Decreto. 
 
________________________________________________________________________ 
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TRANSITORIO DEL DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS 
DISPOSICIONES DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO FEDERAL Y DEL CÓDIGO DE 
PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL, PUBLICADO EN LA GACETA 
OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL DEL 5 DE FEBRERO DE 2015. 
 
ÚNICO.- El presente decreto entrará en vigor a los 30 días de su publicación en la Gaceta Oficial del 
Distrito Federal. 
 
______________________________________________________________________________ 
 
TRANSITORIO DEL DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE 
LA LEY ORGÁNICA DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL DISTRITO FEDERAL Y EL 
ARTÍCULO CUARTO TRANSITORIO DEL DECRETO PUBLICADO EL 9 DE JUNIO DEL 2014 EN 
LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL RELATIVO AL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS 
CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL. PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO 
FEDERAL DEL 2 DE JUNIO DE 2015. 
 
PRIMERO. Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal.  
 
SEGUNDO. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta 
Oficial del Distrito Federal.  
 
TERCERO.- Se derogan todas las disposiciones contrarias a este Decreto.  
 
Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los diecinueve días del mes de 
febrero del año dos mil quince.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. GABRIEL ANTONIO 
GODÍNEZ JIMÉNEZ, PRESIDENTE.- DIP. ROSALÍO ALFREDO PINEDA SILVA, SECRETARIO.- 
DIP. ERNESTINA GODOY RAMOS, SECRETARIA.- (Firmas)  
 
En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso 
b), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67, fracción II, del Estatuto 
de Gobierno del Distrito Federal, para su debida publicación y observancia, expido el presente 
Decreto Promulgatorio en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad 
de México, a los dos días del mes de junio del año dos mil quince.- EL JEFE DE GOBIERNO DEL 
DISTRITO FEDERAL, MIGUEL ÁNGEL MANCERA ESPINOSA.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE 
GOBIERNO, HÉCTOR SERRANO CORTÉS, FIRMA 
 
 
 
______________________________________________________________________________ 
 
TRANSITORIO DEL DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO CUARTO 
TRANSITORIO DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL, 
CORRESPONDIENTE AL DECRETO PUBLICADO EL NUEVE DE JUNIO DE DOS MIL CATORCE 
EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DEL 
DISTRITO FEDERAL DEL 05 DE MAYO DE 2016. 
 
PRIMERO.- Publíquese en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México.  
 
SEGUNDO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación.  
 
TERCERO.- Se derogan todas las disposiciones contrarias a este decreto.  
 



 

CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL 

 

CONSEJERÍA JURÍDICA Y DE SERVICIOS LEGALES 
 

 

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los veintiocho días del mes de abril 
del año dos mil dieciséis.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. JOSÉ MANUEL DELGADILLO 
MORENO, PRESIDENTE.- DIP. EVA ELOISA LESCAS HERNÁNDEZ, SECRETARIA.- DIP. 
CARLOS ALFONSO CANDELARIA LÓPEZ, SECRETARIO.- (Firmas)  
 
Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 122, Apartado A, Base III, Transitorios Primero y 
Segundo del Decreto por el que se declaran reformadas y derogadas diversas disposiciones de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de la Reforma Política de la 
Ciudad de México; 48, 49 y 67, fracción II, del Estatuto de Gobierno del Distrito Federal, para su 
debida publicación y observancia, expido el presente Decreto Promulgatorio en la Residencia Oficial 
del Jefe de Gobierno de la Ciudad de México, a los tres días del mes de mayo del año dos mil 
dieciséis.- EL JEFE DE GOBIERNO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, MIGUEL ÁNGEL MANCERA 
ESPINOSA.- FIRMA.- LA SECRETARIA DE GOBIERNO, DORA PATRICIA MERCADO CASTRO.- 
FIRMA. 
 
 

 
PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO EL 23 DE MARZO DE 2017. 
 
PRIMERO. Publíquese en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México.  
 
SEGUNDO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente al de su publicación en la 
Gaceta Oficial de la Ciudad de México.  
 
TERCERO. La Secretaría de Finanzas incluirá en el Programa Operativo de la Administración 
Pública de la Ciudad de México para el ejercicio 2017, la dotación de los recursos humanos así como 
los servicios y equipo necesarios, conforme a las disponibilidades presupuestales, a partir de la 
propuesta que le formule la Consejería Jurídica y de Servicios Legales, para el cumplimiento de las 
atribuciones que le confiere el presente decreto.  
 
CUARTO. Los mediadores comunitarios en activo en las Delegaciones Políticas con diploma 
expedido por el Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México, deberán someterse 
obligatoriamente a un procedimiento de capacitación y actualización en razón de la entrada en vigor 
del presente decreto para tener derecho a ser certificados y registrados por la Consejería Jurídica y 
de Servicios Legales.  
 
QUINTO. La Dirección Ejecutiva de Justicia Cívica, elaborará los Lineamientos de Justicia Cívica, 
en un término de seis meses, contados a partir de la entrada en vigor del presente Decreto, 
recopilando las circulares emitidas, los cuales deberán de ser actualizados periódicamente.  
 
SEXTO. En un término de seis meses, contados a partir de la entrada en vigor del presente Decreto, 
se deberán de realizar las reformas correspondientes, en el Reglamento de la Ley de Cultura Cívica 
de la Ciudad de México. 
 
SÉPTIMO. El Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México, por conducto de su Centro de 
Justicia Alternativa, continuará con los programas de formación de mediadores comunitarios así 
como en el diseño y consolidación de los programas delegacionales de mediación comunitaria en 
coordinación con la Dirección Ejecutiva de Justicia Cívica de la Consejería Jurídica y de Servicios 
Legales.  
 
OCTAVO. Se derogan las disposiciones que se opongan al presente Decreto.  
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CONSEJERÍA JURÍDICA Y DE SERVICIOS LEGALES 
 

 

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los ocho días del mes de diciembre 
del año dos mil dieciséis.- POR LA MESA DIRECTIVA, DIP. ADRIÁN RUBALCAVA SUÁREZ, 
PRESIDENTE.- DIP. EVA ELOISA LESCAS HERNÁNDEZ, SECRETARIA.- DIP. NURY DELIA 
RUIZ OVANDO, SECRETARIA.- (Firmas)  
 
Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 122, Apartado A, Base III, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos; Transitorios Primero y Segundo del Decreto por el que se declaran 
reformadas y derogadas diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en materia de la Reforma Política de la Ciudad de México; 48, 49 y 67, fracción II, del 
Estatuto de Gobierno del Distrito Federal, para su debida publicación y observancia, expido el 
presente Decreto Promulgatorio en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno de la Ciudad de 
México, a los veinticuatro días del mes de febrero del año dos mil diecisiete.- EL JEFE DE 
GOBIERNO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, MIGUEL ÁNGEL MANCERA ESPINOSA.- FIRMA.- LA 
SECRETARIA DE GOBIERNO, DORA PATRICIA MERCADO CASTRO.- FIRMA.- EL 
SECRETARIO DE SEGURIDAD PÚBLICA, HIRAM ALMEIDA ESTRADA.- FIRMA.- EL 
SECRETARIO DE SALUD, JOSÉ ARMANDO AHUED ORTEGA.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE 
FINANZAS, EDGAR ABRAHAM AMADOR ZAMORA.- FIRMA. 
 

 
TRANSITORIO DEL DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN DIVERSAS DISPOSICIONES DEL 
CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO CIVIL Y DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES 
PARA EL DISTRITO FEDERAL, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE 
MÉXICO EL 18 DE JULIO DE 2018. 
 
PRIMERO.- Túrnese al Jefe de Gobierno de la Ciudad de México para su publicación en la Gaceta 
Oficial de la Ciudad de México.  
 
SEGUNDO.- El Presente Decreto entrará en vigor el día siguiente de su publicación en la Gaceta 
Oficial de la Ciudad de México.  
 
Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los veintiséis días del mes de abril 
del año dos mil dieciocho.- POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. IVÁN TEXTA SOLÍS, 
PRESIDENTE.- DIP. EVA ELOISA LESCAS HERNÁNDEZ, SECRETARIA.- DIP. FRANCIS IRMA 
PIRIN CIGARRERO, SECRETARIA.- (Firmas)  
 
Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 122, Apartado A, Base III, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos; Transitorios Primero y Segundo del Decreto por el que se declaran 
reformadas y derogadas diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en materia de la Reforma Política de la Ciudad de México; 48, 49 y 67, fracción II, del 
Estatuto de Gobierno del Distrito Federal, para su debida publicación y observancia, expido el 
presente Decreto Promulgatorio en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno de la Ciudad de 
México, a los diecisiete de días del mes de julio del año dos mil dieciocho.- EL JEFE DE GOBIERNO 
DE LA CIUDAD DE MÉXICO, JOSÉ RAMÓN AMIEVA GÁLVEZ.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE 
GOBIERNO, GUILLERMO OROZCO LORETO.- FIRMA. 
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CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES 
 

Nuevo Código publicado en el Diario Oficial de la Federación el 5 de marzo de 2014 
 

Última reforma publicada DOF 22-01-2020 

 
 
 
Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la 
República. 
 

ENRIQUE PEÑA NIETO, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus habitantes sabed: 
 
Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 
 

DECRETO 
 

"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, D E C R E T A : 
 

SE EXPIDE EL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES 
 

Artículo Único.- Se expide el Código Nacional de Procedimientos Penales. 
 

CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES 
 

LIBRO PRIMERO 
DISPOSICIONES GENERALES 

 
TÍTULO I 

DISPOSICIONES PRELIMINARES 
 

CAPÍTULO ÚNICO 
ÁMBITO DE APLICACIÓN Y OBJETO 

 
Artículo 1o. Ámbito de aplicación 
Las disposiciones de este Código son de orden público y de observancia general en toda la República 

Mexicana, por los delitos que sean competencia de los órganos jurisdiccionales federales y locales en el 
marco de los principios y derechos consagrados en la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y en los Tratados Internacionales de los que el Estado mexicano sea parte. 

 
Artículo 2o. Objeto del Código 
Este Código tiene por objeto establecer las normas que han de observarse en la investigación, el 

procesamiento y la sanción de los delitos, para esclarecer los hechos, proteger al inocente, procurar que 
el culpable no quede impune y que se repare el daño, y así contribuir a asegurar el acceso a la justicia en 
la aplicación del derecho y resolver el conflicto que surja con motivo de la comisión del delito, en un 
marco de respeto a los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los Tratados 
Internacionales de los que el Estado mexicano sea parte. 

 
Artículo 3o. Glosario 
Para los efectos de este Código, según corresponda, se entenderá por: 
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I. Asesor jurídico: Los asesores jurídicos de las víctimas, federales y de las Entidades 
federativas; 

 
II. Código: El Código Nacional de Procedimientos Penales; 
 
III. Consejo: El Consejo de la Judicatura Federal, los Consejos de las Judicaturas de las Entidades 

federativas o el órgano judicial, con funciones propias del Consejo o su equivalente, que realice 
las funciones de administración, vigilancia y disciplina; 

 
IV. Constitución: La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 
 
V. Defensor: El defensor público federal, defensor público o de oficio de las Entidades federativas, 

o defensor particular; 
 
VI. Entidades federativas: Las partes integrantes de la Federación a que se refiere el artículo 43 

de la Constitución; 
 
VII. Juez de control: El Órgano jurisdiccional del fuero federal o del fuero común que interviene 

desde el principio del procedimiento y hasta el dictado del auto de apertura a juicio, ya sea local 
o federal; 

 
VIII. Ley Orgánica: La Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación o la Ley Orgánica del 

Poder Judicial de cada Entidad federativa; 
 
IX. Ministerio Público: El Ministerio Público de la Federación o al Ministerio Público de las 

Entidades federativas; 
 
X. Órgano jurisdiccional: El Juez de control, el Tribunal de enjuiciamiento o el Tribunal de alzada 

ya sea del fuero federal o común; 
 
XI. Policía: Los cuerpos de Policía especializados en la investigación de delitos del fuero federal o 

del fuero común, así como los cuerpos de seguridad pública de los fueros federal o común, que 
en el ámbito de sus respectivas competencias actúan todos bajo el mando y la conducción del 
Ministerio Público para efectos de la investigación, en términos de lo que disponen la 
Constitución, este Código y demás disposiciones aplicables; 

 
XII. Procurador: El titular del Ministerio Público de la Federación o del Ministerio Público de las 

Entidades federativas o los Fiscales Generales en las Entidades federativas; 
 
XIII. Procuraduría: La Procuraduría General de la República, las Procuradurías Generales de 

Justicia y Fiscalías Generales de las Entidades federativas; 
 
XIV. Tratados: Los Tratados Internacionales en los que el Estado mexicano sea parte; 
 
XV. Tribunal de enjuiciamiento: El Órgano jurisdiccional del fuero federal o del fuero común 

integrado por uno o tres juzgadores, que interviene después del auto de apertura a juicio oral, 
hasta el dictado y explicación de sentencia, y 

 
XVI. Tribunal de alzada: El Órgano jurisdiccional integrado por uno o tres magistrados, que 

resuelve la apelación, federal o de las Entidades federativas. 
 

TÍTULO II 
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PRINCIPIOS Y DERECHOS EN EL PROCEDIMIENTO 
 

CAPÍTULO I 
PRINCIPIOS EN EL PROCEDIMIENTO 

 
Artículo 4o. Características y principios rectores 
El proceso penal será acusatorio y oral, en él se observarán los principios de publicidad, 

contradicción, concentración, continuidad e inmediación y aquellos previstos en la Constitución, Tratados 
y demás leyes. 

 
Este Código y la legislación aplicable establecerán las excepciones a los principios antes señalados, 

de conformidad con lo previsto en la Constitución. En todo momento, las autoridades deberán respetar y 
proteger tanto la dignidad de la víctima como la dignidad del imputado. 

 
Artículo 5o. Principio de publicidad 
Las audiencias serán públicas, con el fin de que a ellas accedan no sólo las partes que intervienen en 

el procedimiento sino también el público en general, con las excepciones previstas en este Código. 
 
Los periodistas y los medios de comunicación podrán acceder al lugar en el que se desarrolle la 

audiencia en los casos y condiciones que determine el Órgano jurisdiccional conforme a lo dispuesto por 
la Constitución, este Código y los acuerdos generales que emita el Consejo. 

 
Artículo 6o. Principio de contradicción 
Las partes podrán conocer, controvertir o confrontar los medios de prueba, así como oponerse a las 

peticiones y alegatos de la otra parte, salvo lo previsto en este Código. 
 
Artículo 7o. Principio de continuidad 
Las audiencias se llevarán a cabo de forma continua, sucesiva y secuencial, salvo los casos 

excepcionales previstos en este Código. 
 
Artículo 8o. Principio de concentración 
Las audiencias se desarrollarán preferentemente en un mismo día o en días consecutivos hasta su 

conclusión, en los términos previstos en este Código, salvo los casos excepcionales establecidos en este 
ordenamiento. 

 
Asimismo, las partes podrán solicitar la acumulación de procesos distintos en aquellos supuestos 

previstos en este Código. 
 
Artículo 9o. Principio de inmediación 
Toda audiencia se desarrollará íntegramente en presencia del Órgano jurisdiccional, así como de las 

partes que deban de intervenir en la misma, con las excepciones previstas en este Código. En ningún 
caso, el Órgano jurisdiccional podrá delegar en persona alguna la admisión, el desahogo o la valoración 
de las pruebas, ni la emisión y explicación de la sentencia respectiva. 

 
Artículo 10. Principio de igualdad ante la ley 
Todas las personas que intervengan en el procedimiento penal recibirán el mismo trato y tendrán las 

mismas oportunidades para sostener la acusación o la defensa. No se admitirá discriminación motivada 
por origen étnico o nacional, género, edad, discapacidad, condición social, condición de salud, religión, 
opinión, preferencia sexual, estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por 
objeto anular o menoscabar los derechos y las libertades de las personas. 
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Las autoridades velarán por que las personas en las condiciones o circunstancias señaladas en el 
párrafo anterior, sean atendidas a fin de garantizar la igualdad sobre la base de la equidad en el ejercicio 
de sus derechos. En el caso de las personas con discapacidad, deberán preverse ajustes razonables al 
procedimiento cuando se requiera. 

 
Artículo 11. Principio de igualdad entre las partes 
Se garantiza a las partes, en condiciones de igualdad, el pleno e irrestricto ejercicio de los derechos 

previstos en la Constitución, los Tratados y las leyes que de ellos emanen. 
 
Artículo 12. Principio de juicio previo y debido proceso 
Ninguna persona podrá ser condenada a una pena ni sometida a una medida de seguridad, sino en 

virtud de resolución dictada por un Órgano jurisdiccional previamente establecido, conforme a leyes 
expedidas con anterioridad al hecho, en un proceso sustanciado de manera imparcial y con apego 
estricto a los derechos humanos previstos en la Constitución, los Tratados y las leyes que de ellos 
emanen. 

 
Artículo 13. Principio de presunción de inocencia 
Toda persona se presume inocente y será tratada como tal en todas las etapas del procedimiento, 

mientras no se declare su responsabilidad mediante sentencia emitida por el Órgano jurisdiccional, en los 
términos señalados en este Código. 

 
Artículo 14. Principio de prohibición de doble enjuiciamiento 
La persona condenada, absuelta o cuyo proceso haya sido sobreseído, no podrá ser sometida a otro 

proceso penal por los mismos hechos. 
 

CAPÍTULO II 
DERECHOS EN EL PROCEDIMIENTO 

 
Artículo 15. Derecho a la intimidad y a la privacidad 
En todo procedimiento penal se respetará el derecho a la intimidad de cualquier persona que 

intervenga en él, asimismo se protegerá la información que se refiere a la vida privada y los datos 
personales, en los términos y con las excepciones que fijan la Constitución, este Código y la legislación 
aplicable. 

 
Artículo 16. Justicia pronta 
Toda persona tendrá derecho a ser juzgada dentro de los plazos legalmente establecidos. Los 

servidores públicos de las instituciones de procuración e impartición de justicia deberán atender las 
solicitudes de las partes con prontitud, sin causar dilaciones injustificadas. 

 
Artículo 17. Derecho a una defensa y asesoría jurídica adecuada e inmediata 
La defensa es un derecho fundamental e irrenunciable que asiste a todo imputado, no obstante, 

deberá ejercerlo siempre con la asistencia de su Defensor o a través de éste. El Defensor deberá ser 
licenciado en derecho o abogado titulado, con cédula profesional. 

 
Se entenderá por una defensa técnica, la que debe realizar el Defensor particular que el imputado elija 

libremente o el Defensor público que le corresponda, para que le asista desde su detención y a lo largo 
de todo el procedimiento, sin perjuicio de los actos de defensa material que el propio imputado pueda 
llevar a cabo. 

 
La víctima u ofendido tendrá derecho a contar con un Asesor jurídico gratuito en cualquier etapa del 

procedimiento, en los términos de la legislación aplicable. 
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Corresponde al Órgano jurisdiccional velar sin preferencias ni desigualdades por la defensa adecuada 
y técnica del imputado. 

 
Artículo 18. Garantía de ser informado de sus derechos 
Todas las autoridades que intervengan en los actos iniciales del procedimiento deberán velar porque 

tanto el imputado como la víctima u ofendido conozcan los derechos que le reconocen en ese momento 
procedimental la Constitución, los Tratados y las leyes que de ellos emanen, en los términos establecidos 
en el presente Código. 

 
Artículo 19. Derecho al respeto a la libertad personal 
Toda persona tiene derecho a que se respete su libertad personal, por lo que nadie podrá ser privado 

de la misma, sino en virtud de mandamiento dictado por la autoridad judicial o de conformidad con las 
demás causas y condiciones que autorizan la Constitución y este Código. 

 
La autoridad judicial sólo podrá autorizar como medidas cautelares, o providencias precautorias 

restrictivas de la libertad, las que estén establecidas en este Código y en las leyes especiales. La prisión 
preventiva será de carácter excepcional y su aplicación se regirá en los términos previstos en este 
Código. 

 

TÍTULO III 
COMPETENCIA 

 
CAPÍTULO I 

GENERALIDADES 
 

Artículo 20. Reglas de competencia 
Para determinar la competencia territorial de los Órganos jurisdiccionales federales o locales, según 

corresponda, se observarán las siguientes reglas: 
 
I. Los Órganos jurisdiccionales del fuero común tendrán competencia sobre los hechos punibles 

cometidos dentro de la circunscripción judicial en la que ejerzan sus funciones, conforme a la 
distribución y las disposiciones establecidas por su Ley Orgánica, o en su defecto, conforme a 
los acuerdos expedidos por el Consejo; 

 
II. Cuando el hecho punible sea del orden federal, conocerán los Órganos jurisdiccionales 

federales; 
 
III. Cuando el hecho punible sea del orden federal pero exista competencia concurrente, deberán 

conocer los Órganos jurisdiccionales del fuero común, en los términos que dispongan las leyes; 
 
IV. En caso de concurso de delitos, el Ministerio Público de la Federación podrá conocer de los 

delitos del fuero común que tengan conexidad con delitos federales cuando lo considere 
conveniente, asimismo los Órganos jurisdiccionales federales, en su caso, tendrán competencia 
para juzgarlos. Para la aplicación de sanciones y medidas de seguridad en delitos del fuero 
común, se atenderá a la legislación de su fuero de origen. En tanto la Federación no ejerza 
dicha facultad, las autoridades estatales estarán obligadas a asumir su competencia en 
términos de la fracción primera de este artículo; 

 
V. Cuando el hecho punible haya sido cometido en los límites de dos circunscripciones judiciales, 

será competente el Órgano jurisdiccional del fuero común o federal, según sea el caso, que 
haya prevenido en el conocimiento de la causa; 
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VI. Cuando el lugar de comisión del hecho punible sea desconocido, será competente el Órgano 
jurisdiccional del fuero común o federal, según sea el caso, de la circunscripción judicial dentro 
de cuyo territorio haya sido detenido el imputado, a menos que haya prevenido el Órgano 
jurisdiccional de la circunscripción judicial donde resida. Si, posteriormente, se descubre el lugar 
de comisión del hecho punible, continuará la causa el Órgano jurisdiccional de este último lugar; 

 
VII. Cuando el hecho punible haya iniciado su ejecución en un lugar y consumado en otro, el 

conocimiento corresponderá al Órgano jurisdiccional de cualquiera de los dos lugares, y 
 
VIII. Cuando el hecho punible haya comenzado su ejecución o sea cometido en territorio extranjero y 

se siga cometiendo o produzca sus efectos en territorio nacional, en términos de la legislación 
aplicable, será competencia del Órgano jurisdiccional federal. 

 
Artículo 21. Facultad de atracción de los delitos cometidos contra la libertad de expresión 
En los casos de delitos del fuero común cometidos contra algún periodista, persona o instalación, que 

dolosamente afecten, limiten o menoscaben el derecho a la información o las libertades de expresión o 
imprenta, el Ministerio Público de la Federación podrá ejercer la facultad de atracción para conocerlos y 
perseguirlos, y los Órganos jurisdiccionales federales tendrán, asimismo, competencia para juzgarlos. 
Esta facultad se ejercerá cuando se presente alguna de las siguientes circunstancias: 

 
I. Existan indicios de que en el hecho constitutivo de delito haya participado algún servidor público 

de los órdenes estatal o municipal; 
 
II. En la denuncia o querella u otro requisito equivalente, la víctima u ofendido hubiere señalado 

como probable autor o partícipe a algún servidor público de los órdenes estatal o municipal; 
 
III. Se trate de delitos graves así calificados por este Código y legislación aplicable para prisión 

preventiva oficiosa; 
 
IV. La vida o integridad física de la víctima u ofendido se encuentre en riesgo real; 
 
V. Lo solicite la autoridad competente de la Entidad federativa de que se trate; 
 
VI. Los hechos constitutivos de delito impacten de manera trascendente al ejercicio del derecho a 

la información o a las libertades de expresión o imprenta; 
 
VII. En la Entidad federativa en la que se hubiere realizado el hecho constitutivo de delito o se 

hubieren manifestado sus resultados, existan circunstancias objetivas y generalizadas de riesgo 
para el ejercicio del derecho a la información o las libertades de expresión o imprenta; 

 
VIII. El hecho constitutivo de delito trascienda el ámbito de una o más Entidades federativas, o 
 
IX. Por sentencia o resolución de un órgano previsto en cualquier Tratado, se hubiere determinado 

la responsabilidad internacional del Estado mexicano por defecto u omisión en la investigación, 
persecución o enjuiciamiento de delitos contra periodistas, personas o instalaciones que 
afecten, limiten o menoscaben el derecho a la información o las libertades de expresión o 
imprenta. 

 
En cualquiera de los supuestos anteriores, la víctima u ofendido podrá solicitar al Ministerio Público de 

la Federación el ejercicio de la facultad de atracción. 
 
Artículo 22. Competencia por razón de seguridad 
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Será competente para conocer de un asunto un Órgano jurisdiccional distinto al del lugar de la 
comisión del delito, o al que resultare competente con motivo de las reglas antes señaladas, cuando 
atendiendo a las características del hecho investigado, por razones de seguridad en las prisiones o por 
otras que impidan garantizar el desarrollo adecuado del proceso. 

 
Lo anterior es igualmente aplicable para los casos en que por las mismas razones la autoridad judicial, 

a petición de parte, estime necesario trasladar a un imputado a algún centro de reclusión de máxima 
seguridad, en el que será competente el Órgano jurisdiccional del lugar en que se ubique dicho centro. 

 
Con el objeto de que los procesados por delitos federales puedan cumplir su medida cautelar en los 

centros penitenciarios más cercanos al lugar en el que se desarrolla su procedimiento, las entidades 
federativas deberán aceptar internarlos en los centros penitenciarios locales con el fin de llevar a cabo su 
debido proceso, salvo la regla prevista en el párrafo anterior y en los casos en que sean procedentes 
medidas especiales de seguridad no disponibles en dichos centros. 

Párrafo reformado DOF 17-06-2016 

 
Artículo 23. Competencia auxiliar 
Cuando el Ministerio Público o el Órgano jurisdiccional actúe en auxilio de otra jurisdicción en la 

práctica de diligencias urgentes, debe resolver conforme a lo dispuesto en este Código. 
 
Artículo 24. Autorización judicial para diligencias urgentes 
El Juez de control que resulte competente para conocer de los actos o cualquier otra medida que 

requiera de control judicial previo, se pronunciará al respecto durante el procedimiento correspondiente; 
sin embargo, cuando estas actuaciones debieran efectuarse fuera de su jurisdicción y se tratare de 
diligencias que requieran atención urgente, el Ministerio Público podrá pedir la autorización directamente 
al Juez de control competente en aquel lugar; en este caso, una vez realizada la diligencia, el Ministerio 
Público lo informará al Juez de control competente en el procedimiento correspondiente. 

 

CAPÍTULO II 
INCOMPETENCIA 

 
Artículo 25. Tipos o formas de incompetencia 
La incompetencia puede decretarse por declinatoria o por inhibitoria. 
 
La parte que opte por uno de estos medios no lo podrá abandonar y recurrir al otro, ni tampoco los 

podrá emplear simultánea ni sucesivamente, debiendo sujetarse al resultado del que se hubiere elegido. 
 
La incompetencia procederá a petición del Ministerio Público, el imputado o su Defensor, la víctima u 

ofendido o su Asesor jurídico y será resuelta en audiencia con las formalidades previstas en este Código. 
 
Artículo 26. Reglas de incompetencia 
Para la decisión de la incompetencia se observarán las siguientes reglas: 
 
I. Las que se susciten entre Órganos jurisdiccionales de la Federación se decidirán a favor del 

que haya prevenido, conforme a las reglas previstas en este Código y en la Ley Orgánica del 
Poder Judicial de la Federación y si hay dos o más competentes, a favor del que haya 
prevenido; 

 
II. Las que se susciten entre los Órganos jurisdiccionales de una misma Entidad federativa se 

decidirán conforme a las reglas previstas en este Código y en la Ley Orgánica aplicable, y si 
hay dos o más competentes a favor del que haya prevenido, o 
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III. Las que se susciten entre la Federación y una o más Entidades federativas o entre dos o más 
Entidades federativas entre sí, se decidirán por el Poder Judicial Federal en los términos de su 
Ley Orgánica. 

 
El Órgano jurisdiccional que resulte competente podrá confirmar, modificar, revocar, o en su caso 

reponer bajo su criterio y responsabilidad, cualquier tipo de acto procesal que estime pertinente conforme 
a lo previsto en este Código. 

 
Dirimida la incompetencia, el imputado, en su caso, será puesto inmediatamente a disposición del 

Órgano jurisdiccional que resulte competente, así como los antecedentes que obren en poder del Órgano 
jurisdiccional incompetente. 

 
Artículo 27. Procedencia de incompetencia por declinatoria 
En cualquier etapa del procedimiento, salvo las excepciones previstas en este Código, el Órgano 

jurisdiccional que reconozca su incompetencia remitirá los registros correspondientes al que considere 
competente y, en su caso, pondrá también a su disposición al imputado. 

 
La declinatoria se podrá promover por escrito, o de forma oral, en cualquiera de las audiencias ante el 

Órgano jurisdiccional que conozca del asunto hasta antes del auto de apertura a juicio, pidiéndole que se 
abstenga del conocimiento del mismo y que remita el caso y sus registros al que estime competente. 

 
Si la incompetencia es del Órgano jurisdiccional deberá promoverse dentro del plazo de tres días 

siguientes a que surta sus efectos la notificación de la resolución que fije la fecha para la realización de la 
audiencia de juicio. En este supuesto, se promoverá ante el Juez de control que fijó la competencia del 
Tribunal de enjuiciamiento, sin perjuicio de ser declarada de oficio. 

 
No se podrá promover la declinatoria en los casos previstos de competencia en razón de seguridad. 
 
Artículo 28. Procedencia de incompetencia por inhibitoria 
En cualquier etapa del procedimiento, la inhibitoria se tramitará a petición de cualquiera de las partes 

ante el Órgano jurisdiccional que crea competente para que se avoque al conocimiento del asunto; en 
caso de ser procedente, el Órgano jurisdiccional que reconozca su incompetencia remitirá los registros 
correspondientes al que se determine competente y, en su caso, pondrá también a su disposición al 
imputado. 

 
La inhibitoria se podrá promover por escrito, o de forma oral, en audiencia ante el Juez de control que 

se considere debe conocer del asunto hasta antes de que se dicte auto de apertura a juicio. 
 
Si la incompetencia es del Tribunal de enjuiciamiento, deberá promover la incompetencia dentro del 

plazo de tres días siguientes a que surta sus efectos la notificación de la resolución que fije la fecha para 
la realización de la audiencia de juicio. En este supuesto, se promoverá ante el Tribunal de enjuiciamiento 
que se considere debe conocer del asunto. 

 
No se podrá promover la inhibitoria en los casos previstos de competencia en razón de seguridad. 
 
Artículo 29. Actuaciones urgentes ante Juez de control incompetente 
La competencia por declinatoria o inhibitoria no podrá resolverse sino hasta después de que se 

practiquen las actuaciones que no admitan demora como las providencias precautorias y, en caso de que 
exista detenido, cuando se haya resuelto sobre la legalidad de la detención, formulado la imputación, 
resuelto la procedencia de las medidas cautelares solicitadas y la vinculación a proceso. 
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El Juez de control incompetente por declinatoria o inhibitoria enviará de oficio los registros y en su 
caso, pondrá a disposición al imputado del Juez de control competente después de haber practicado las 
diligencias urgentes enunciadas en el párrafo anterior. 

 
Si la autoridad judicial a quien se remitan las actuaciones no admite la competencia, devolverá los 

registros al declinante; si éste insiste en rechazarla, elevará las diligencias practicadas ante el Órgano 
jurisdiccional competente, de conformidad con lo que establezca la Ley Orgánica respectiva, con el 
propósito de que se pronuncie sobre quién deba conocer. Ningún Órgano jurisdiccional puede promover 
competencia a favor de su superior en grado. 

 

CAPÍTULO III 
ACUMULACIÓN Y SEPARACIÓN DE PROCESOS 

 
Artículo 30. Causas de acumulación y conexidad 
Para los efectos de este Código, habrá acumulación de procesos cuando: 
 
I. Se trate de concurso de delitos; 
 
II. Se investiguen delitos conexos; 
 
III. En aquellos casos seguidos contra los autores o partícipes de un mismo delito, o 
 
IV. Se investigue un mismo delito cometido en contra de diversas personas. 
 
Se entenderá que existe conexidad de delitos cuando se hayan cometido simultáneamente por varias 

personas reunidas, o por varias personas en diversos tiempos y lugares en virtud de concierto entre ellas, 
o para procurarse los medios para cometer otro, para facilitar su ejecución, para consumarlo o para 
asegurar la impunidad. 

 
Existe concurso real cuando con pluralidad de conductas se cometen varios delitos. Existe concurso 

ideal cuando con una sola conducta se cometen varios delitos. No existirá concurso cuando se trate de 
delito continuado en términos de la legislación aplicable. En estos casos se harán saber los elementos 
indispensables de cada clasificación jurídica y la clase de concurso correspondiente. 

 
Artículo 31. Competencia en la acumulación 
Cuando dos o más procesos sean susceptibles de acumulación, y se sigan por diverso Órgano 

jurisdiccional, será competente el que corresponda, de conformidad con las reglas generales previstas en 
este Código, ponderando en todo momento la competencia en razón de seguridad; en caso de que 
persista la duda, será competente el que conozca del delito cuya punibilidad sea mayor. Si los delitos 
establecen la misma punibilidad, la competencia será del que conozca de los actos procesales más 
antiguos, y si éstos comenzaron en la misma fecha, el que previno primero. Para efectos de este artículo, 
se entenderá que previno quien dictó la primera resolución del procedimiento. 

 
Artículo 32. Término para decretar la acumulación 
La acumulación podrá decretarse hasta antes de que se dicte el auto de apertura a juicio. 
 
Artículo 33. Sustanciación de la acumulación 
Promovida la acumulación, el Juez de control citará a las partes a una audiencia que deberá tener 

lugar dentro de los tres días siguientes, en la que podrán manifestarse y hacer las observaciones que 
estimen pertinentes respecto de la cuestión debatida y sin más trámite se resolverá en la misma lo que 
corresponda. 
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Artículo 34. Efectos de la acumulación 
Si se resuelve la acumulación, el Juez de control solicitará la remisión de los registros, y en su caso, 

que se ponga a su disposición inmediatamente al imputado o imputados. 
 
El Juez de control notificará a aquellos que tienen una medida cautelar diversa a la prisión preventiva 

la obligación de presentarse en un término perentorio ante él, así como a la víctima u ofendido. 
 
Artículo 35. Separación de los procesos 
Podrá ordenarse la separación de procesos cuando concurran las siguientes circunstancias: 
 
I. Cuando la solicite una de las partes antes del auto de apertura al juicio, y 
 
II. Cuando el Juez de control estime que de continuar la acumulación el proceso se demoraría. 
 
La separación de procesos se promoverá en la misma forma que la acumulación. La separación se 

podrá promover hasta antes de la audiencia de juicio. 
 
Decretada la separación de procesos, conocerá de cada asunto el Juez de control que conocía antes 

de haberse efectuado la acumulación. Si dicho juzgador es diverso del que decretó la separación de 
procesos, no podrá rehusarse a conocer del caso, sin perjuicio de que pueda suscitarse una cuestión de 
competencia. 

 
La resolución del Juez de control que declare improcedente la separación de procesos, no admitirá 

recurso alguno. 
 

CAPÍTULO IV 
EXCUSAS, RECUSACIONES E IMPEDIMENTOS 

 
Artículo 36. Excusa o recusación 
Los jueces y magistrados deberán excusarse o podrán ser recusados para conocer de los asuntos en 

que intervengan por cualquiera de las causas de impedimento que se establecen en este Código, mismas 
que no podrán dispensarse por voluntad de las partes. 

 
Artículo 37. Causas de impedimento 
Son causas de impedimento de los jueces y magistrados: 
 
I. Haber intervenido en el mismo procedimiento como Ministerio Público, Defensor, Asesor 

jurídico, denunciante o querellante, o haber ejercido la acción penal particular; haber actuado 
como perito, consultor técnico, testigo o tener interés directo en el procedimiento; 

 
II. Ser cónyuge, concubina o concubinario, conviviente, tener parentesco en línea recta sin 

limitación de grado, en línea colateral por consanguinidad y por afinidad hasta el segundo grado 
con alguno de los interesados, o que éste cohabite o haya cohabitado con alguno de ellos; 

 
III. Ser o haber sido tutor, curador, haber estado bajo tutela o curatela de alguna de las partes, ser 

o haber sido administrador de sus bienes por cualquier título; 
 
IV. Cuando él, su cónyuge, concubina, concubinario, conviviente, o cualquiera de sus parientes en 

los grados que expresa la fracción II de este artículo, tenga un juicio pendiente iniciado con 
anterioridad con alguna de las partes; 
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V. Cuando él, su cónyuge, concubina, concubinario, conviviente, o cualquiera de sus parientes en 
los grados que expresa la fracción II de este artículo, sea acreedor, deudor, arrendador, 
arrendatario o fiador de alguna de las partes, o tengan alguna sociedad con éstos; 

 
VI. Cuando antes de comenzar el procedimiento o durante éste, haya presentado él, su cónyuge, 

concubina, concubinario, conviviente o cualquiera de sus parientes en los grados que expresa 
la fracción II de este artículo, querella, denuncia, demanda o haya entablado cualquier acción 
legal en contra de alguna de las partes, o cuando antes de comenzar el procedimiento hubiera 
sido denunciado o acusado por alguna de ellas; 

 
VII. Haber dado consejos o manifestado extrajudicialmente su opinión sobre el procedimiento o 

haber hecho promesas que impliquen parcialidad a favor o en contra de alguna de las partes; 
 
VIII. Cuando él, su cónyuge, concubina, concubinario, conviviente o cualquiera de sus parientes en 

los grados que expresa la fracción II de este artículo, hubiera recibido o reciba beneficios de 
alguna de las partes o si, después de iniciado el procedimiento, hubiera recibido presentes o 
dádivas independientemente de cuál haya sido su valor, o 

 
IX. Para el caso de los jueces del Tribunal de enjuiciamiento, haber fungido como Juez de control 

en el mismo procedimiento. 
 
Artículo 38. Excusa 
Cuando un Juez o Magistrado advierta que se actualiza alguna de las causas de impedimento, se 

declarará separado del asunto sin audiencia de las partes y remitirá los registros al Órgano jurisdiccional 
competente, de conformidad con lo que establezca la Ley Orgánica, para que resuelva quién debe seguir 
conociendo del mismo. 

 
Artículo 39. Recusación 
Cuando el Juez o Magistrado no se excuse a pesar de tener algún impedimento, procederá la 

recusación. 
 
Artículo 40. Tiempo y forma de recusar 
La recusación debe interponerse ante el propio Juez o Magistrado recusado, por escrito y dentro de 

las cuarenta y ocho horas siguientes a que se tuvo conocimiento del impedimento. Se interpondrá 
oralmente si se conoce en el curso de una audiencia y en ella se indicará, bajo pena de inadmisibilidad, la 
causa en que se justifica y los medios de prueba pertinentes. 

 
Toda recusación que sea notoriamente improcedente o sea promovida de forma extemporánea será 

desechada de plano. 
 
Artículo 41. Trámite de recusación 
Interpuesta la recusación, el recusado remitirá el registro de lo actuado y los medios de prueba 

ofrecidos al Órgano jurisdiccional competente, de conformidad con lo que establezca la Ley Orgánica 
para que la califique. 

 
Recibido el escrito, se pedirá informe al juzgador recusado, quien lo rendirá dentro del plazo de 

veinticuatro horas, señalándosele fecha y hora para realizar la audiencia dentro de los tres días 
siguientes a que se recibió el informe, misma que se celebrará con las partes que comparezcan, las que 
podrán hacer uso de la palabra sin que se admitan réplicas. 

 
Concluido el debate, el Órgano jurisdiccional competente resolverá de inmediato sobre la legalidad de 

la causa de recusación que se hubiere señalado y, contra la misma, no habrá recurso alguno. 
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Artículo 42. Efectos de la recusación y excusa 
El Juez o Magistrado recusado se abstendrá de seguir conociendo de la audiencia correspondiente, 

ordenará la suspensión de la misma y sólo podrá realizar aquellos actos de mero trámite o urgentes que 
no admitan dilación. 

 
La sustitución del Juez o Magistrado se determinará en los términos que señale la Ley Orgánica. 
 
Artículo 43. Impedimentos del Ministerio Público y de peritos 
El Ministerio Público y los peritos deberán excusarse o podrán ser recusados por las mismas causas 

previstas para los jueces o magistrados. 
 
La excusa o la recusación será resuelta por la autoridad que resulte competente de acuerdo con las 

disposiciones aplicables, previa realización de la investigación que se estime conveniente. 
 

TÍTULO IV 
ACTOS PROCEDIMENTALES 

 
CAPÍTULO I 

FORMALIDADES 
 

Artículo 44. Oralidad de las actuaciones procesales 
Las audiencias se desarrollarán de forma oral, pudiendo auxiliarse las partes con documentos o con 

cualquier otro medio. En la práctica de las actuaciones procesales se utilizarán los medios técnicos 
disponibles que permitan darle mayor agilidad, exactitud y autenticidad a las mismas, sin perjuicio de 
conservar registro de lo acontecido. 

 
El Órgano jurisdiccional propiciará que las partes se abstengan de leer documentos completos o 

apuntes de sus actuaciones que demuestren falta de argumentación y desconocimiento del asunto. Sólo 
se podrán leer registros de la investigación para apoyo de memoria, así como para demostrar o superar 
contradicciones; la parte interesada en dar lectura a algún documento o registro, solicitará al juzgador 
que presida la audiencia, autorización para proceder a ello indicando específicamente el motivo de su 
solicitud conforme lo establece este artículo, sin que ello sea motivo de que se reemplace la 
argumentación oral. 

 
Artículo 45. Idioma 
Los actos procesales deberán realizarse en idioma español. 
 
Cuando las personas no hablen o no entiendan el idioma español, deberá proveerse traductor o 

intérprete, y se les permitirá hacer uso de su propia lengua o idioma, al igual que las personas que 
tengan algún impedimento para darse a entender. En el caso de que el imputado no hable o entienda el 
idioma español deberá ser asistido por traductor o intérprete para comunicarse con su Defensor en las 
entrevistas que con él mantenga. El imputado podrá nombrar traductor o intérprete de su confianza, por 
su cuenta. 

 
Si se trata de una persona con algún tipo de discapacidad, tiene derecho a que se le facilite un 

intérprete o aquellos medios tecnológicos que le permitan obtener de forma comprensible la información 
solicitada o, a falta de éstos, a alguien que sepa comunicarse con ella. En los actos de comunicación, los 
Órganos jurisdiccionales deberán tener certeza de que la persona con discapacidad ha sido informada de 
las decisiones judiciales que deba conocer y de que comprende su alcance. Para ello deberá utilizarse el 
medio que, según el caso, garantice que tal comprensión exista. 
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Cuando a solicitud fundada de la persona con discapacidad, o a juicio de la autoridad competente, sea 
necesario adoptar otras medidas para salvaguardar su derecho a ser debidamente asistida, la persona 
con discapacidad podrá recibir asistencia en materia de estenografía proyectada, en los términos de la 
ley de la materia, por un intérprete de lengua de señas o a través de cualquier otro medio que permita un 
entendimiento cabal de todas y cada una de las actuaciones. 

 
Los medios de prueba cuyo contenido se encuentra en un idioma distinto al español deberán ser 

traducidos y, a fin de dar certeza jurídica sobre las manifestaciones del declarante, se dejará registro de 
su declaración en el idioma de origen. 

 
En el caso de los miembros de pueblos o comunidades indígenas, se les nombrará intérprete que 

tenga conocimiento de su lengua y cultura, aun cuando hablen el español, si así lo solicitan. 
 
El Órgano jurisdiccional garantizará el acceso a traductores e intérpretes que coadyuvarán en el 

proceso según se requiera. 
 
Artículo 46. Declaraciones e interrogatorios con intérpretes y traductores 
Las personas serán interrogadas en idioma español, mediante la asistencia de un traductor o 

intérprete. En ningún caso las partes o los testigos podrán ser intérpretes. 
 
Artículo 47. Lugar de audiencias 
El Órgano jurisdiccional celebrará las audiencias en la sala que corresponda, excepto si ello puede 

provocar una grave alteración del orden público, no garantiza la defensa de alguno de los intereses 
comprometidos en el procedimiento u obstaculiza seriamente su realización, en cuyo caso se celebrarán 
en el lugar que para tal efecto designe el Órgano jurisdiccional y bajo las medidas de seguridad que éste 
determine, de conformidad con lo que establezca la legislación aplicable. 

 
Artículo 48. Tiempo 
Los actos procesales podrán ser realizados en cualquier día y a cualquier hora, sin necesidad de 

previa habilitación. Se registrará el lugar, la hora y la fecha en que se cumplan. La omisión de estos datos 
no hará nulo el acto, salvo que no pueda determinarse, de acuerdo con los datos del registro u otros 
conexos, la fecha en que se realizó. 

 
Artículo 49. Protesta 
Dentro de cualquier audiencia y antes de que toda persona mayor de dieciocho años de edad inicie su 

declaración, con excepción del imputado, se le informará de las sanciones penales que la ley establece a 
los que se conducen con falsedad, se nieguen a declarar o a otorgar la protesta de ley; acto seguido se le 
tomará protesta de decir verdad. 

 
A quienes tengan entre doce años de edad y menos de dieciocho, se les informará que deben 

conducirse con verdad en sus manifestaciones ante el Órgano jurisdiccional, lo que se hará en presencia 
de la persona que ejerza la patria potestad o tutela y asistencia legal pública o privada, y se les explicará 
que, de conducirse con falsedad, incurrirán en una conducta tipificada como delito en la ley penal y se 
harán acreedores a una medida de conformidad con las disposiciones aplicables. 

 
A las personas menores de doce años de edad y a los imputados que deseen declarar se les 

exhortará para que se conduzcan con verdad. 
 
Artículo 50. Acceso a las carpetas digitales 
Las partes siempre tendrán acceso al contenido de las carpetas digitales consistente en los registros 

de las audiencias y complementarios. Dichos registros también podrán ser consultados por terceros 
cuando dieren cuenta de actuaciones que fueren públicas, salvo que durante el proceso el Órgano 
jurisdiccional restrinja el acceso para evitar que se afecte su normal sustanciación, el principio de 
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presunción de inocencia o los derechos a la privacidad o a la intimidad de las partes, o bien, se encuentre 
expresamente prohibido en la ley de la materia. 

 
El Órgano jurisdiccional autorizará la expedición de copias de los contenidos de las carpetas digitales 

o de la parte de ellos que le fueren solicitados por las partes. 
 
Artículo 51. Utilización de medios electrónicos 
Durante todo el proceso penal, se podrán utilizar los medios electrónicos en todas las actuaciones 

para facilitar su operación, incluyendo el informe policial; así como también podrán instrumentar, para la 
presentación de denuncias o querellas en línea que permitan su seguimiento. 

Párrafo adicionado DOF 17-06-2016 

 
La videoconferencia en tiempo real u otras formas de comunicación que se produzcan con nuevas 

tecnologías podrán ser utilizadas para la recepción y transmisión de medios de prueba y la realización de 
actos procesales, siempre y cuando se garantice previamente la identidad de los sujetos que intervengan 
en dicho acto. 

 

CAPÍTULO II 
AUDIENCIAS 

 
Artículo 52. Disposiciones comunes 
Los actos procedimentales que deban ser resueltos por el Órgano jurisdiccional se llevarán a cabo 

mediante audiencias, salvo los casos de excepción que prevea este Código. Las cuestiones debatidas en 
una audiencia deberán ser resueltas en ella. 

 
Artículo 53. Disciplina en las audiencias 
El orden en las audiencias estará a cargo del Órgano jurisdiccional. Toda persona que altere el orden 

en éstas podrá ser acreedora a una medida de apremio sin perjuicio de que se pueda solicitar su retiro de 
la sala de audiencias y su puesta a disposición de la autoridad competente. 

 
Antes y durante las audiencias, el imputado tendrá derecho a comunicarse con su Defensor, pero no 

con el público. Si infringe esa disposición, el Órgano jurisdiccional podrá imponerle una medida de 
apremio. 

 
Si alguna persona del público se comunica o intenta comunicarse con alguna de las partes, el Órgano 

jurisdiccional podrá ordenar que sea retirada de la audiencia e imponerle una medida de apremio. 
 
Artículo 54. Identificación de declarantes 
Previo a cualquier audiencia, se llevará a cabo la identificación de toda persona que vaya a declarar, 

para lo cual deberá proporcionar su nombre, apellidos, edad y domicilio. Dicho registro lo llevará a cabo 
el personal auxiliar de la sala, dejando constancia de la manifestación expresa de la voluntad del 
declarante de hacer públicos, o no, sus datos personales. 

 
Artículo 55. Restricciones de acceso a las audiencias 
El Órgano jurisdiccional podrá, por razones de orden o seguridad en el desarrollo de la audiencia, 

prohibir el ingreso a: 
 
I. Personas armadas, salvo que cumplan funciones de vigilancia o custodia; 
 
II. Personas que porten distintivos gremiales o partidarios; 
 
III. Personas que porten objetos peligrosos o prohibidos o que no observen las disposiciones que 

se establezcan, o 
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IV. Cualquier otra que el Órgano jurisdiccional considere como inapropiada para el orden o 

seguridad en el desarrollo de la audiencia. 
 
El Órgano jurisdiccional podrá limitar el ingreso del público a una cantidad determinada de personas, 

según la capacidad de la sala de audiencia, así como de conformidad con las disposiciones aplicables. 
 
Los periodistas, o los medios de comunicación acreditados, deberán informar de su presencia al 

Órgano jurisdiccional con el objeto de ubicarlos en un lugar adecuado para tal fin y deberán abstenerse 
de grabar y transmitir por cualquier medio la audiencia. 

 
Artículo 56. Presencia del imputado en las audiencias 
Las audiencias se realizarán con la presencia ininterrumpida de quien o quienes integren el Órgano 

jurisdiccional y de las partes que intervienen en el proceso, salvo disposición en contrario. El imputado no 
podrá retirarse de la audiencia sin autorización del Órgano jurisdiccional. 

 
El imputado asistirá a la audiencia libre en su persona y ocupará un asiento a lado de su defensor. 

Sólo en casos excepcionales podrán disponerse medidas de seguridad que impliquen su confinamiento 
en un cubículo aislado en la sala de audiencia, cuando ello sea una medida indispensable para 
salvaguardar la integridad física de los intervinientes en la audiencia. 

 
Si el imputado se rehúsa a permanecer en la audiencia, será custodiado en una sala próxima, desde 

la que pueda seguir la audiencia, y representado para todos los efectos por su Defensor. Cuando sea 
necesario para el desarrollo de la audiencia, se le hará comparecer para la realización de actos 
particulares en los cuales su presencia resulte imprescindible. 

 
Artículo 57. Ausencia de las partes 
En el caso de que estuvieren asignados varios Defensores o varios Ministerios Públicos, la presencia 

de cualquiera de ellos bastará para celebrar la audiencia respectiva. 
 
El Defensor no podrá renunciar a su cargo conferido ni durante las audiencias ni una vez notificado de 

ellas. 
 
Si el Defensor no comparece a la audiencia, o se ausenta de la misma sin causa justificada, se 

considerará abandonada la defensa y se procederá a su reemplazo con la mayor prontitud por el 
Defensor público que le sea designado, salvo que el imputado designe de inmediato otro Defensor. 

 
Si el Ministerio Público no comparece a la audiencia o se ausenta de la misma, se procederá a su 

remplazo dentro de la misma audiencia. Para tal efecto se notificará por cualquier medio a su superior 
jerárquico para que lo designe de inmediato. 

 
El Ministerio Público sustituto o el nuevo Defensor podrán solicitar al Órgano jurisdiccional que aplace 

el inicio de la audiencia o suspenda la misma por un plazo que no podrá exceder de diez días para la 
adecuada preparación de su intervención en el juicio. El Órgano jurisdiccional resolverá considerando la 
complejidad del caso, las circunstancias de la ausencia de la defensa o del Ministerio Público y las 
posibilidades de aplazamiento. 

 
En el caso de que el Defensor, Asesor jurídico o el Ministerio Público se ausenten de la audiencia sin 

causa justificada, se les impondrá una multa de diez a cincuenta días de salario mínimo vigente, sin 
perjuicio de las sanciones administrativas o penales que correspondan. 

 
Si la víctima u ofendido no concurren, o se retiran de la audiencia, la misma continuará sin su 

presencia, sin perjuicio de que pueda ser citado a comparecer en calidad de testigo. 
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En caso de que la víctima u ofendido constituido como coadyuvante se ausente, o se retire de la 

audiencia intermedia o de juicio, se le tendrá por desistido de sus pretensiones. 
 
Si el Asesor jurídico de la víctima u ofendido abandona su asesoría, o ésta es deficiente, el Órgano 

jurisdiccional le informará a la víctima u ofendido su derecho a nombrar a otro Asesor jurídico. Si la 
víctima u ofendido no quiere o no puede nombrar un Asesor jurídico, el Órgano jurisdiccional lo informará 
a la instancia correspondiente para efecto de que se designe a otro, y en caso de ausencia, y de manera 
excepcional, lo representará el Ministerio Público. 

 
El Órgano jurisdiccional deberá imponer las medidas de apremio necesarias para garantizar que las 

partes comparezcan en juicio. 
 
Artículo 58. Deberes de los asistentes 
Quienes asistan a la audiencia deberán permanecer en la misma respetuosamente, en silencio y no 

podrán introducir instrumentos que permitan grabar imágenes de video, sonidos o gráficas. Tampoco 
podrán portar armas ni adoptar un comportamiento intimidatorio, provocativo, contrario al decoro, ni 
alterar o afectar el desarrollo de la audiencia. 

 
Artículo 59. De los medios de apremio 
Para asegurar el orden en las audiencias o restablecerlo cuando hubiere sido alterado, así como para 

garantizar la observancia de sus decisiones en audiencia, el Órgano jurisdiccional podrá aplicar 
indistintamente cualquiera de los medios de apremio establecidos en este Código. 

 
Artículo 60. Hechos delictivos surgidos en audiencia 
Si durante la audiencia se advierte que existen elementos que hagan presumir la existencia de un 

hecho delictivo distinto del que constituye la materia del procedimiento, el Órgano jurisdiccional lo hará 
del conocimiento del Ministerio Público competente y le remitirá el registro correspondiente. 

 
Artículo 61. Registro de las audiencias 
Todas las audiencias previstas en este Código serán registradas por cualquier medio tecnológico que 

tenga a su disposición el Órgano jurisdiccional. 
 
La grabación o reproducción de imágenes o sonidos se considerará como parte de las actuaciones y 

registros y se conservarán en resguardo del Poder Judicial para efectos del conocimiento de otros 
órganos distintos que conozcan del mismo procedimiento y de las partes, garantizando siempre su 
conservación. 

 
Artículo 62. Asistencia del imputado a las audiencias 
Si el imputado se encuentra privado de su libertad, el Órgano jurisdiccional determinará las medidas 

especiales de seguridad o los mecanismos necesarios para garantizar el adecuado desarrollo de la 
audiencia: impedir la fuga o la realización de actos de violencia de parte del imputado o en su contra. 

 
Si la persona está en libertad, asistirá a la audiencia el día y hora en que se determine; en caso de no 

presentarse, el Órgano jurisdiccional podrá imponerle un medio de apremio y en su caso, previa solicitud 
del Ministerio Público, ordenar su comparecencia. 

 
Cuando el imputado haya sido vinculado a proceso, se encuentre en libertad, deje de asistir a una 

audiencia, el Ministerio Público solicitará al Órgano jurisdiccional la imposición de una medida cautelar o 
la modificación de la ya impuesta. 

 
Artículo 63. Notificación en audiencia 
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Las resoluciones del Órgano jurisdiccional serán dictadas en forma oral, con expresión de sus 
fundamentos y motivaciones, quedando los intervinientes en ellas y quienes estaban obligados a asistir 
formalmente notificados de su emisión, lo que constará en el registro correspondiente en los términos 
previstos en este Código. 

 
Artículo 64. Excepciones al principio de publicidad 
El debate será público, pero el Órgano jurisdiccional podrá resolver excepcionalmente, aun de oficio, 

que se desarrolle total o parcialmente a puerta cerrada, cuando: 
 
I. Pueda afectar la integridad de alguna de las partes, o de alguna persona citada para participar 

en él; 
 
II. La seguridad pública o la seguridad nacional puedan verse gravemente afectadas; 
 
III. Peligre un secreto oficial, particular, comercial o industrial, cuya revelación indebida sea 

punible; 
 
IV. El Órgano jurisdiccional estime conveniente; 
 
V. Se afecte el Interés Superior del Niño y de la Niña en términos de lo establecido por los 

Tratados y las leyes en la materia, o 
 
VI. Esté previsto en este Código o en otra ley. 
 
La resolución que decrete alguna de estas excepciones será fundada y motivada constando en el 

registro de la audiencia. 
 
Artículo 65. Continuación de audiencia pública 
Una vez desaparecida la causa de excepción prevista en el artículo anterior, se permitirá ingresar 

nuevamente al público y, el juzgador que presida la audiencia de juicio, informará brevemente sobre el 
resultado esencial de los actos desarrollados a puerta cerrada. 

 
Artículo 66. Intervención en la audiencia 
En las audiencias, el imputado podrá defenderse por sí mismo y deberá estar asistido por un 

licenciado en derecho o abogado titulado que haya elegido o se le haya designado como Defensor. 
 
El Ministerio Público, el imputado o su Defensor, así como la víctima u ofendido y su Asesor jurídico, 

podrán intervenir y replicar cuantas veces y en el orden que lo autorice el Órgano jurisdiccional. 
 
El imputado o su Defensor podrán hacer uso de la palabra en último lugar, por lo que el Órgano 

jurisdiccional que preside la audiencia preguntará siempre al imputado o su Defensor, antes de cerrar el 
debate o la audiencia misma, si quieren hacer uso de la palabra, concediéndosela en caso afirmativo. 

 

CAPÍTULO III 
RESOLUCIONES JUDICIALES 

 
Artículo 67. Resoluciones judiciales 
La autoridad judicial pronunciará sus resoluciones en forma de sentencias y autos. Dictará sentencia 

para decidir en definitiva y poner término al procedimiento y autos en todos los demás casos. Las 
resoluciones judiciales deberán mencionar a la autoridad que resuelve, el lugar y la fecha en que se 
dictaron y demás requisitos que este Código prevea para cada caso. 
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Los autos y resoluciones del Órgano jurisdiccional serán emitidos oralmente y surtirán sus efectos a 
más tardar al día siguiente. Deberán constar por escrito, después de su emisión oral, los siguientes: 

 
I. Las que resuelven sobre providencias precautorias; 
 
II. Las órdenes de aprehensión y comparecencia; 
 
III. La de control de la detención; 
 
IV. La de vinculación a proceso; 
 
V. La de medidas cautelares; 
 
VI. La de apertura a juicio; 
 
VII. Las que versen sobre sentencias definitivas de los procesos especiales y de juicio; 
 
VIII. Las de sobreseimiento, y 
 
IX. Las que autorizan técnicas de investigación con control judicial previo. 
 
En ningún caso, la resolución escrita deberá exceder el alcance de la emitida oralmente, surtirá sus 

efectos inmediatamente y deberá dictarse de forma inmediata a su emisión en forma oral, sin exceder de 
veinticuatro horas, salvo disposición que establezca otro plazo. 

 
Las resoluciones de los tribunales colegiados se tomarán por mayoría de votos. En el caso de que un 

Juez o Magistrado no esté de acuerdo con la decisión adoptada por la mayoría, deberá emitir su voto 
particular y podrá hacerlo en la propia audiencia, expresando sucintamente su opinión y deberá formular 
dentro de los tres días siguientes la versión escrita de su voto para ser integrado al fallo mayoritario. 

 
Artículo 68. Congruencia y contenido de autos y sentencias 
Los autos y las sentencias deberán ser congruentes con la petición o acusación formulada y 

contendrán de manera concisa los antecedentes, los puntos a resolver y que estén debidamente 
fundados y motivados; deberán ser claros, concisos y evitarán formulismos innecesarios, privilegiando el 
esclarecimiento de los hechos. 

 
Artículo 69. Aclaración 
En cualquier momento, el Órgano jurisdiccional, de oficio o a petición de parte, podrá aclarar los 

términos oscuros, ambiguos o contradictorios en que estén emitidas las resoluciones judiciales, siempre 
que tales aclaraciones no impliquen una modificación o alteración del sentido de la resolución. 

 
En la misma audiencia, después de dictada la resolución y hasta dentro de los tres días posteriores a 

la notificación, las partes podrán solicitar su aclaración, la cual, si procede, deberá efectuarse dentro de 
las veinticuatro horas siguientes. La solicitud suspenderá el término para interponer los recursos que 
procedan. 

 
Artículo 70. Firma 
Las resoluciones escritas serán firmadas por los jueces o magistrados. No invalidará la resolución el 

hecho de que el juzgador no la haya firmado oportunamente, siempre que la falta sea suplida y no exista 
ninguna duda sobre su participación en el acto que debió suscribir, sin perjuicio de la responsabilidad 
disciplinaria a que haya lugar. 

 
Artículo 71. Copia auténtica 
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Se considera copia auténtica al documento o registro del original de las sentencias, o de otros actos 
procesales, que haya sido certificado por la autoridad autorizada para tal efecto. 

 
Cuando, por cualquier causa se destruya, se pierda o sea sustraído el original de las sentencias o de 

otros actos procesales, la copia auténtica tendrá el valor de aquéllos. Para tal fin, el Órgano jurisdiccional 
ordenará a quien tenga la copia entregarla, sin perjuicio del derecho de obtener otra en forma gratuita 
cuando así lo solicite. La reposición del original de la sentencia o de otros actos procesales también 
podrá efectuarse utilizando los archivos informáticos o electrónicos del juzgado. 

 
Cuando la sentencia conste en medios informáticos, electrónicos, magnéticos o producidos por 

nuevas tecnologías, la autenticación de la autorización del fallo por el Órgano jurisdiccional, se hará 
constar a través del medio o forma más adecuada, de acuerdo con el propio sistema utilizado. 

 
Artículo 72. Restitución y renovación 
Si no existe copia de las sentencias o de otros actos procesales el Órgano jurisdiccional ordenará que 

se repongan, para lo cual recibirá de las partes los datos y medios de prueba que evidencien su 
preexistencia y su contenido. Cuando esto sea imposible, ordenará la renovación de los mismos, 
señalando el modo de realizarla. 

 

CAPÍTULO IV 
COMUNICACIÓN ENTRE AUTORIDADES 

 
Artículo 73. Regla general de la comunicación entre autoridades 
El Órgano jurisdiccional o el Ministerio Público, de manera fundada y motivada, podrán solicitar el 

auxilio a otra autoridad para la práctica de un acto procedimental. Dicha solicitud podrá realizarse por 
cualquier medio que garantice su autenticidad. La autoridad requerida colaborará y tramitará sin demora 
los requerimientos que reciba. 

 
Artículo 74. Colaboración procesal 
Los actos de colaboración entre el Ministerio Público o la Policía con autoridades federales o de 

alguna Entidad federativa, se sujetarán a lo previsto en la Constitución, en el presente Código, así como 
a las disposiciones contenidas en otras normas y convenios de colaboración que se hayan emitido o 
suscrito de conformidad con ésta. 

 
Artículo 75. Exhortos y requisitorias 
Cuando tengan que practicarse actos procesales fuera del ámbito territorial del Órgano jurisdiccional 

que conozca del asunto, éste solicitará su cumplimiento por medio de exhorto, si la autoridad requerida 
es de la misma jerarquía que la requirente, o por medio de requisitoria, si ésta es inferior. La 
comunicación que deba hacerse a autoridades no judiciales se hará por cualquier medio de comunicación 
expedito y seguro que garantice su autenticidad, siendo aplicable en lo conducente lo previsto en el 
artículo siguiente. 

 
Artículo 76. Empleo de los medios de comunicación 
Para el envío de oficios, exhortos o requisitorias, el Órgano jurisdiccional, el Ministerio Público, o la 

Policía, podrán emplear cualquier medio de comunicación idóneo y ágil que ofrezca las condiciones 
razonables de seguridad, de autenticidad y de confirmación posterior en caso de ser necesario, debiendo 
expresarse, con toda claridad, la actuación que ha de practicarse, el nombre del imputado si fuere 
posible, el delito de que se trate, el número único de causa, así como el fundamento de la providencia y, 
en caso necesario, el aviso de que se mandará la información: el oficio de colaboración y el exhorto o 
requisitoria que ratifique el mensaje. La autoridad requirente deberá cerciorarse de que el requerido 
recibió la comunicación que se le dirigió y el receptor resolverá lo conducente, acreditando el origen de la 
petición y la urgencia de su atención. 
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Artículo 77. Plazo para el cumplimiento de exhortos y requisitorias 
Los exhortos o requisitorias se proveerán dentro de las veinticuatro horas siguientes a su recepción y 

se despacharán dentro de los tres días siguientes, a no ser que las actuaciones que se hayan de 
practicar exijan necesariamente mayor tiempo, en cuyo caso, el Juez de control fijará el que crea 
conveniente y lo notificará al requirente, indicando las razones existentes para la ampliación. Si el Juez 
de control requerido estima que no es procedente la práctica del acto solicitado, lo hará saber al 
requirente dentro de las veinticuatro horas siguientes a la recepción de la solicitud, con indicación 
expresa de las razones que tenga para abstenerse de darle cumplimiento. 

 
Si el Juez de control exhortado o requerido estimare que no debe cumplimentarse el acto solicitado, 

porque el asunto no resulta ser de su competencia o si tuviere dudas sobre su procedencia, podrá 
comunicarse con el Órgano jurisdiccional exhortante o requirente, oirá al Ministerio Público y resolverá 
dentro de los tres días siguientes, promoviendo, en su caso, la competencia respectiva. 

 
Cuando se cumpla una orden de aprehensión, el exhortado o requerido pondrá al detenido, sin 

dilación alguna, a disposición del Órgano jurisdiccional que libró aquella. Si no fuere posible poner al 
detenido inmediatamente a disposición del exhortante o requirente, el requerido dará vista al Ministerio 
Público para que formule la imputación; se decidirá sobre las medidas cautelares que se le soliciten y 
resolverá su vinculación a proceso, remitirá las actuaciones y, en su caso, al detenido, al Órgano 
jurisdiccional que haya librado el exhorto dentro de las veinticuatro horas siguientes a la determinación de 
fondo que adopte. 

 
Cuando un Juez de control no pueda dar cumplimiento al exhorto o requisitoria, por hallarse en otra 

jurisdicción la persona o las cosas que sean objeto de la diligencia, lo remitirá al Juez de control del lugar 
en que aquélla o éstas se encuentren, y lo hará saber al exhortante o requirente dentro de las veinticuatro 
horas siguientes. Si el Juez de control que recibe el exhorto o requisitoria del juzgador originalmente 
exhortado, resuelve desahogarlo, una vez hecho lo devolverá directamente al exhortante. 

 
Las autoridades exhortadas o requeridas remitirán las diligencias o actos procesales practicados o 

requeridos por cualquier medio que garantice su autenticidad. 
 
Artículo 78. Exhortos de tribunales extranjeros 
Las solicitudes que provengan de tribunales extranjeros, deberán ser tramitadas de conformidad con 

el Título XI del presente Código. 
Párrafo reformado DOF 17-06-2016 

 
Toda solicitud que se reciba del extranjero en idioma distinto del español deberá acompañarse de su 

traducción. 
 
Artículo 79. Exhortos internacionales que requieran homologación 
Los exhortos internacionales que se reciban sólo requerirán homologación cuando implique ejecución 

coactiva sobre personas, bienes o derechos. Los exhortos relativos a notificaciones, recepción de 
pruebas y a otros asuntos de mero trámite se diligenciarán sin formar incidente. 

 
Artículo 80. Actos procesales en el extranjero 
Los exhortos que se remitan al extranjero serán comunicaciones oficiales escritas que contendrán la 

petición de realización de las actuaciones necesarias en el procedimiento en que se expidan. Dichas 
comunicaciones contendrán los datos e información necesaria, las constancias y demás anexos 
procedentes según sea el caso. 
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Los exhortos serán transmitidos al Órgano jurisdiccional requerido a través de los funcionarios 
consulares o agentes diplomáticos, o por la autoridad competente del Estado requirente o requerido 
según sea el caso. 

 
Podrá encomendarse la práctica de diligencias en países extranjeros a los funcionarios consulares de 

la República por medio de oficio. 
 
Artículo 81. Demora o rechazo de requerimientos 
Cuando la cumplimentación de un requerimiento de cualquier naturaleza fuere demorada o rechazada 

injustificadamente, la autoridad requirente podrá dirigirse al superior jerárquico de la autoridad que deba 
cumplimentar dicho requerimiento a fin de que, de considerarlo procedente, ordene o gestione su 
tramitación inmediata. 

 

CAPÍTULO V 
NOTIFICACIONES Y CITACIONES 

 
Artículo 82. Formas de notificación 
Las notificaciones se practicarán personalmente, por lista, estrado o boletín judicial según 

corresponda y por edictos: 
 
I. Personalmente podrán ser: 

 
a) En Audiencia; 
 
b) Por alguno de los medios tecnológicos señalados por el interesado o su representante 

legal; 
 
c) En las instalaciones del Órgano jurisdiccional, o 
 
d) En el domicilio que éste establezca para tal efecto. Las realizadas en domicilio se harán de 

conformidad con las reglas siguientes: 
 

1) El notificador deberá cerciorarse de que se trata del domicilio señalado. Acto seguido, 
se requerirá la presencia del interesado o su representante legal. Una vez que 
cualquiera de ellos se haya identificado, le entregará copia del auto o la resolución 
que deba notificarse y recabará su firma, asentando los datos del documento oficial 
con el que se identifique. Asimismo, se deberán asentar en el acta de notificación, los 
datos de identificación del servidor público que la practique; 

 
2) De no encontrarse el interesado o su representante legal en la primera notificación, el 

notificador dejará citatorio con cualquier persona que se encuentre en el domicilio, 
para que el interesado espere a una hora fija del día hábil siguiente. Si la persona a 
quien haya de notificarse no atendiere el citatorio, la notificación se entenderá con 
cualquier persona que se encuentre en el domicilio en que se realice la diligencia y, 
de negarse ésta a recibirla o en caso de encontrarse cerrado el domicilio, se realizará 
por instructivo que se fijará en un lugar visible del domicilio, y 

 
3) En todos los casos deberá levantarse acta circunstanciada de la diligencia que se 

practique; 
 

II. Lista, Estrado o Boletín Judicial según corresponda, y 
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III. Por edictos, cuando se desconozca la identidad o domicilio del interesado, en cuyo caso se 
publicará por una sola ocasión en el medio de publicación oficial de la Federación o de las 
Entidades federativas y en un periódico de circulación nacional, los cuales deberán contener un 
resumen de la resolución que deba notificarse. 

 
Las notificaciones previstas en la fracción I de este artículo surtirán efectos al día siguiente en que 

hubieren sido practicadas y las efectuadas en las fracciones II y III surtirán efectos el día siguiente de su 
publicación. 

 
Artículo 83. Medios de notificación 
Los actos que requieran una intervención de las partes se podrán notificar mediante fax y correo 

electrónico, debiendo imprimirse copia de envío y recibido, y agregarse al registro, o bien se guardará en 
el sistema electrónico existente para tal efecto; asimismo, podrá notificarse a las partes por teléfono o 
cualquier otro medio, de conformidad con las disposiciones previstas en las leyes orgánicas o, en su 
caso, los acuerdos emitidos por los órganos competentes, debiendo dejarse constancia de ello. 

 
El uso de los medios a que hace referencia este artículo, deberá asegurar que las notificaciones se 

hagan en el tiempo establecido y se transmita con claridad, precisión y en forma completa el contenido de 
la resolución o de la diligencia ordenada. 

 
En la notificación de las resoluciones judiciales se podrá aceptar el uso de la firma digital. 
 
Artículo 84. Regla general sobre notificaciones 
Las resoluciones deberán notificarse personalmente a quien corresponda, dentro de las veinticuatro 

horas siguientes a que se hayan dictado. Se tendrán por notificadas las personas que se presenten a la 
audiencia donde se dicte la resolución o se desahoguen las respectivas diligencias. 

 
Cuando la notificación deba hacerse a una persona con discapacidad o cualquier otra circunstancia 

que le impida comprender el alcance de la notificación, deberá realizarse en los términos establecidos en 
el presente Código. 

 
Artículo 85. Lugar para las notificaciones 
Al comparecer en el procedimiento, las partes deberán señalar domicilio dentro del lugar en donde 

éste se sustancie y en su caso, manifestarse sobre la forma más conveniente para ser notificados 
conforme a los medios establecidos en este Código. 

 
El Ministerio Público, Defensor y Asesor jurídico, cuando éstos últimos sean públicos, serán 

notificados en sus respectivas oficinas, siempre que éstas se encuentren dentro de la jurisdicción del 
Órgano jurisdiccional que ordene la notificación, salvo que hayan presentado solicitud de ser notificadas 
por fax, por correo electrónico, por teléfono o por cualquier otro medio. En caso de que las oficinas se 
encuentren fuera de la jurisdicción, deberán señalar domicilio dentro de dicha jurisdicción. 

 
Si el imputado estuviere detenido, será notificado en el lugar de su detención. 
 
Las partes que no señalaren domicilio o el medio para ser notificadas o no informen de su cambio, 

serán notificadas de conformidad con lo señalado en la fracción II del artículo 82 de este Código. 
 
Artículo 86. Notificaciones a Defensores o Asesores jurídicos 
Cuando se designe Defensor o Asesor jurídico y éstos sean particulares, las notificaciones deberán 

ser dirigidas a éstos, sin perjuicio de notificar al imputado y a la víctima u ofendido, según sea el caso, 
cuando la ley o la naturaleza del acto así lo exijan. 
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Cuando el imputado tenga varios Defensores, deberá notificarse al representante común, en caso de 
que lo hubiere, sin perjuicio de que otros acudan a la oficina del Ministerio Público o del Órgano 
jurisdiccional para ser notificados. La misma disposición se aplicará a los Asesores jurídicos. 

 
Artículo 87. Forma especial de notificación 
La notificación realizada por medios electrónicos surtirá efecto el mismo día a aquel en que por 

sistema se confirme que recibió el archivo electrónico correspondiente. 
 
Asimismo, podrá notificarse mediante otros sistemas autorizados en la ley de la materia, siempre que 

no causen indefensión. También podrá notificarse por correo certificado y el plazo correrá a partir del día 
siguiente hábil en que fue recibida la notificación. 

 
Artículo 88. Nulidad de la notificación 
La notificación podrá ser nula cuando cause indefensión y no se cumplan las formalidades previstas 

en el presente Código. 
 
Artículo 89. Validez de la notificación 
Si a pesar de no haberse hecho la notificación en la forma prevista en este ordenamiento, la persona 

que deba ser notificada se muestra sabedora de la misma, ésta surtirá efectos legales. 
 
Artículo 90. Citación 
Toda persona está obligada a presentarse ante el Órgano jurisdiccional o ante el Ministerio Público, 

cuando sea citada. Quedan exceptuados de esa obligación el Presidente de la República y los servidores 
públicos a que se refieren los párrafos primero y quinto del artículo 111 de la Constitución, el Consejero 
Jurídico del Ejecutivo, los magistrados y jueces y las personas imposibilitadas físicamente ya sea por su 
edad, por enfermedad grave o alguna otra que dificulte su comparecencia. 

 
Cuando haya que examinar a los servidores públicos o a las personas señaladas en el párrafo 

anterior, el Órgano jurisdiccional dispondrá que dicho testimonio sea desahogado en el juicio por 
sistemas de reproducción a distancia de imágenes y sonidos o cualquier otro medio que permita su 
trasmisión, en sesión privada. 

 
La citación a quien desempeñe un empleo, cargo o comisión en el servicio público, distintos a los 

señalados en este artículo, se hará por conducto del superior jerárquico respectivo, a menos que para 
garantizar el éxito de la comparecencia se requiera que la citación se realice en forma distinta. 

 
En el caso de cualquier persona que se haya desempeñado como servidor público y no sea posible su 

localización, el Órgano jurisdiccional solicitará a la institución donde haya prestado sus servicios la 
información del domicilio, número telefónico, y en su caso, los datos necesarios para su localización, a 
efecto de que comparezca a la audiencia respectiva. 

 
Artículo 91. Forma de realizar las citaciones 
Cuando sea necesaria la presencia de una persona para la realización de un acto procesal, la 

autoridad que conoce del asunto deberá ordenar su citación mediante oficio, correo certificado o 
telegrama con aviso de entrega en el domicilio proporcionado, cuando menos con cuarenta y ocho horas 
de anticipación a la celebración del acto. 

 
También podrá citarse por teléfono al testigo o perito que haya manifestado expresamente su voluntad 

para que se le cite por este medio, siempre que haya proporcionado su número, sin perjuicio de que si no 
es posible realizar tal citación, se pueda realizar por alguno de los otros medios señalados en este 
Capítulo. 
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En caso de que las partes ofrezcan como prueba a un testigo o perito, deberán presentarlo el día y 
hora señalados, salvo que soliciten al Órgano jurisdiccional que por su conducto sea citado en virtud de 
que se encuentran imposibilitados para su comparecencia debido a la naturaleza de las circunstancias. 

 
En caso de que las partes, estando obligadas a presentar a sus testigos o peritos, no cumplan con 

dicha comparecencia, se les tendrá por desistidos de la prueba, a menos que justifiquen la imposibilidad 
que se tuvo para presentarlos, dentro de las veinticuatro horas siguientes a la fecha fijada para la 
comparecencia de sus testigos o peritos. 

 
La citación deberá contener: 
 
I. La autoridad y el domicilio ante la que deberá presentarse; 
 
II. El día y hora en que debe comparecer; 
 
III. El objeto de la misma; 
 
IV. El procedimiento del que se deriva; 
 
V. La firma de la autoridad que la ordena, y 
 
VI. El apercibimiento de la imposición de un medio de apremio en caso de incumplimiento. 
 
Artículo 92. Citación al imputado 
Siempre que sea requerida la presencia del imputado para realizar un acto procesal por el Órgano 

jurisdiccional, según corresponda, lo citará junto con su Defensor a comparecer. 
 
La citación deberá contener, además de los requisitos señalados en el artículo anterior, el domicilio, el 

número telefónico y en su caso, los datos necesarios para comunicarse con la autoridad que ordene la 
citación. 

 
Artículo 93. Comunicación de actuaciones del Ministerio Público 
Cuando en el curso de una investigación el Ministerio Público deba comunicar alguna actuación a una 

persona, podrá hacerlo por cualquier medio que garantice la recepción del mensaje. Serán aplicables, en 
lo que corresponda, las disposiciones de este Código. 

 

CAPÍTULO VI 
PLAZOS 

 
Artículo 94. Reglas generales 
Los actos procedimentales serán cumplidos en los plazos establecidos, en los términos que este 

Código autorice. 
 
Los plazos sujetos al arbitrio judicial serán determinados conforme a la naturaleza del procedimiento y 

a la importancia de la actividad que se deba de desarrollar, teniendo en cuenta los derechos de las 
partes. 

 
No se computarán los días sábados, los domingos ni los días que sean determinados inhábiles por los 

ordenamientos legales aplicables, salvo que se trate de los actos relativos a providencias precautorias, 
puesta del imputado a disposición del Órgano jurisdiccional, resolver la legalidad de la detención, 
formulación de la imputación, resolver sobre la procedencia de las medidas cautelares en su caso y 
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decidir sobre la procedencia de su vinculación a proceso, para tal efecto todos los días se computarán 
como hábiles. 

 
Con la salvedad de la excepción prevista en el párrafo anterior, los demás plazos que venzan en día 

inhábil, se tendrán por prorrogados hasta el día hábil siguiente. 
 
Los plazos establecidos en horas correrán de momento a momento y los establecidos en días a partir 

del día en que surte efectos la notificación. 
 
Artículo 95. Renuncia o abreviación 
Las partes en cuyo favor se haya establecido un plazo podrán renunciar a él o consentir su 

abreviación mediante manifestación expresa. En caso de que el plazo sea común para las partes, para 
proceder en los mismos términos, todos los interesados deberán expresar su voluntad en el mismo 
sentido. 

 
Cuando sea el Ministerio Público el que renuncie a un plazo o consienta en su abreviación, deberá 

oírse a la víctima u ofendido para que manifieste lo que a su interés convenga. 
 
Artículo 96. Reposición del plazo 
La parte que no haya podido observar un plazo por causa no atribuible a él, podrá solicitar de manera 

fundada y motivada su reposición total o parcial, con el fin de realizar el acto omitido o ejercer la facultad 
concedida por la ley, dentro de las veinticuatro horas siguientes a aquel en que el perjudicado tenga 
conocimiento fehaciente del acto cuya reposición del plazo se pretenda. El Órgano jurisdiccional podrá 
ordenar la reposición una vez que haya escuchado a las partes. 

 

CAPÍTULO VII 
NULIDAD DE ACTOS PROCEDIMENTALES 

 
Artículo 97. Principio general 
Cualquier acto realizado con violación de derechos humanos será nulo y no podrá ser saneado, ni 

convalidado y su nulidad deberá ser declarada de oficio por el Órgano jurisdiccional al momento de 
advertirla o a petición de parte en cualquier momento. 

 
Los actos ejecutados en contravención de las formalidades previstas en este Código podrán ser 

declarados nulos, salvo que el defecto haya sido saneado o convalidado, de acuerdo con lo señalado en 
el presente Capítulo. 

 
Artículo 98. Solicitud de declaración de nulidad sobre actos ejecutados en contravención de las 

formalidades 
La solicitud de declaración de nulidad deberá estar fundada y motivada y presentarse por escrito 

dentro de los dos días siguientes a aquel en que el perjudicado tenga conocimiento fehaciente del acto 
cuya invalidación se pretenda. Si el vicio se produjo en una actuación realizada en audiencia y el 
afectado estuvo presente, deberá presentarse verbalmente antes del término de la misma audiencia. 

 
En caso de que el acto declarado nulo se encuentre en los supuestos establecidos en la parte final del 

artículo 101 de este Código, se ordenará su reposición. 
 
Artículo 99. Saneamiento 
Los actos ejecutados con inobservancia de las formalidades previstas en este Código podrán ser 

saneados, reponiendo el acto, rectificando el error o realizando el acto omitido a petición del interesado. 
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La autoridad judicial que constate un defecto formal saneable en cualquiera de sus actuaciones, lo 
comunicará al interesado y le otorgará un plazo para corregirlo, el cual no será mayor de tres días. Si el 
acto no quedare saneado en dicho plazo, el Órgano jurisdiccional resolverá lo conducente. 

 
La autoridad judicial podrá corregir en cualquier momento de oficio, o a petición de parte, los errores 

puramente formales contenidos en sus actuaciones o resoluciones, respetando siempre los derechos y 
garantías de los intervinientes. 

 
Se entenderá que el acto se ha saneado cuando, no obstante la irregularidad, ha conseguido su fin 

respecto de todos los interesados. 
 
Artículo 100. Convalidación 
Los actos ejecutados con inobservancia de las formalidades previstas en este Código que afectan al 

Ministerio Público, la víctima u ofendido o el imputado, quedarán convalidados cuando: 
Párrafo reformado DOF 17-06-2016 

 
I. Las partes hayan aceptado, expresa o tácitamente, los efectos del acto; 
 
II.  Ninguna de las partes hayan solicitado su saneamiento en los términos previstos en este 

Código, o 
Fracción reformada DOF 17-06-2016 

 
III. Dentro de las veinticuatro horas siguientes de haberse realizado el acto, la parte que no hubiere 

estado presente o participado en él no solicita su saneamiento. En caso de que por las 
especiales circunstancias del caso no hubiera sido posible advertir en forma oportuna el defecto 
en la realización del acto procesal, el interesado deberá solicitar en forma justificada el 
saneamiento del acto, dentro de las veinticuatro horas siguientes a que haya tenido 
conocimiento del mismo. 

 
Lo anterior, siempre y cuando no se afecten derechos fundamentales del imputado o la víctima 

u ofendido. 
Párrafo reformado DOF 17-06-2016 

 
Artículo 101. Declaración de nulidad 
Cuando haya sido imposible sanear o convalidar un acto, en cualquier momento el Órgano 

jurisdiccional, a petición de parte, en forma fundada y motivada, deberá declarar su nulidad, señalando en 
su resolución los efectos de la declaratoria de nulidad, debiendo especificar los actos a los que alcanza la 
nulidad por su relación con el acto anulado. El Tribunal de enjuiciamiento no podrá declarar la nulidad de 
actos realizados en las etapas previas al juicio, salvo las excepciones previstas en este Código. 

 
Para decretar la nulidad de un acto y disponer su reposición, no basta la simple infracción de la 

norma, sino que se requiere, además, que: 
 
I. Se haya ocasionado una afectación real a alguna de las partes, y 
 
II. Que la reposición resulte esencial para garantizar el cumplimiento de los derechos o los 

intereses del sujeto afectado. 
 
Artículo 102. Sujetos legitimados 
Sólo podrá solicitar la declaración de nulidad el interviniente perjudicado por un vicio en el 

procedimiento, siempre que no hubiere contribuido a causarlo. 
 

CAPÍTULO VIII 
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GASTOS DE PRODUCCIÓN DE PRUEBA 
 

Artículo 103. Gastos de producción de prueba 
Tratándose de la prueba pericial, el Órgano jurisdiccional ordenará, a petición de parte, la designación 

de peritos de instituciones públicas, las que estarán obligadas a practicar el peritaje correspondiente, 
siempre que no exista impedimento material para ello. 

 

CAPÍTULO IX 
MEDIOS DE APREMIO 

 
Artículo 104. Imposición de medios de apremio 
El Órgano jurisdiccional y el Ministerio Público podrán disponer de los siguientes medios de apremio 

para el cumplimiento de los actos que ordenen en el ejercicio de sus funciones: 
 
I. El Ministerio Público contará con las siguientes medidas de apremio: 

 
a) Amonestación; 
 
b) Multa de veinte a mil días de salario mínimo vigente en el momento y lugar en que se 

cometa la falta que amerite una medida de apremio. Tratándose de jornaleros, obreros y 
trabajadores que perciban salario mínimo, la multa no deberá exceder de un día de salario 
y tratándose de trabajadores no asalariados, de un día de su ingreso; 

 
c) Auxilio de la fuerza pública, o 
 
d) Arresto hasta por treinta y seis horas; 
 

II. El Órgano jurisdiccional contará con las siguientes medidas de apremio: 
 

a) Amonestación; 
 
b) Multa de veinte a cinco mil días de salario mínimo vigente en el momento y lugar en que se 

cometa la falta que amerite una medida de apremio. Tratándose de jornaleros, obreros y 
trabajadores que perciban salario mínimo, la multa no deberá exceder de un día de salario 
y tratándose de trabajadores no asalariados, de un día de su ingreso; 

 
c) Auxilio de la fuerza pública, o 
 
d) Arresto hasta por treinta y seis horas. 
 

El Órgano jurisdiccional también podrá ordenar la expulsión de las personas de las instalaciones 
donde se lleve a cabo la diligencia. 

 
La resolución que determine la imposición de medidas de apremio deberá estar fundada y motivada. 
 
La imposición del arresto sólo será procedente cuando haya mediado apercibimiento del mismo y éste 

sea debidamente notificado a la parte afectada. 
 
El Órgano jurisdiccional y el Ministerio Público podrán dar vista a las autoridades competentes para 

que se determinen las responsabilidades que en su caso procedan en los términos de la legislación 
aplicable. 
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TÍTULO V 
SUJETOS DEL PROCEDIMIENTO Y SUS AUXILIARES 

 
CAPÍTULO I 

DISPOSICIONES COMUNES 
 

Artículo 105. Sujetos de procedimiento penal 
Son sujetos del procedimiento penal los siguientes: 
 
I. La víctima u ofendido; 
 
II. El Asesor jurídico; 
 
III. El imputado; 
 
IV. El Defensor; 
 
V. El Ministerio Público; 
 
VI. La Policía; 
 
VII. El Órgano jurisdiccional, y 
 
VIII. La autoridad de supervisión de medidas cautelares y de la suspensión condicional del proceso. 
 
Los sujetos del procedimiento que tendrán la calidad de parte en los procedimientos previstos en este 

Código, son el imputado y su Defensor, el Ministerio Público, la víctima u ofendido y su Asesor jurídico. 
 
Artículo 106. Reserva sobre la identidad 
En ningún caso se podrá hacer referencia o comunicar a terceros no legitimados la información 

confidencial relativa a los datos personales de los sujetos del procedimiento penal o de cualquier persona 
relacionada o mencionada en éste. 

 
Toda violación al deber de reserva por parte de los servidores públicos, será sancionada por la 

legislación aplicable. 
 
En los casos de personas sustraídas de la acción de la justicia, se admitirá la publicación de los datos 

que permitan la identificación del imputado para ejecutar la orden judicial de aprehensión o de 
comparecencia. 

 
Artículo 107. Probidad 
Los sujetos del procedimiento que intervengan en calidad de parte, deberán conducirse con probidad, 

evitando los planteamientos dilatorios de carácter formal o cualquier abuso en el ejercicio de las 
facultades o derechos que este Código les concede. 

 
El Órgano jurisdiccional procurará que en todo momento se respete la regularidad del procedimiento, 

el ejercicio de las facultades o derechos en términos de ley y la buena fé. 
 

CAPÍTULO II 
VÍCTIMA U OFENDIDO 

 
Artículo 108. Víctima u ofendido 
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Para los efectos de este Código, se considera víctima del delito al sujeto pasivo que resiente 
directamente sobre su persona la afectación producida por la conducta delictiva. Asimismo, se 
considerará ofendido a la persona física o moral titular del bien jurídico lesionado o puesto en peligro por 
la acción u omisión prevista en la ley penal como delito. 

 
En los delitos cuya consecuencia fuera la muerte de la víctima o en el caso en que ésta no pudiera 

ejercer personalmente los derechos que este Código le otorga, se considerarán como ofendidos, en el 
siguiente orden, el o la cónyuge, la concubina o concubinario, el conviviente, los parientes por 
consanguinidad en la línea recta ascendente o descendente sin limitación de grado, por afinidad y civil, o 
cualquier otra persona que tenga relación afectiva con la víctima. 

 
La víctima u ofendido, en términos de la Constitución y demás ordenamientos aplicables, tendrá todos 

los derechos y prerrogativas que en éstas se le reconocen. 
 
Artículo 109. Derechos de la víctima u ofendido 
En los procedimientos previstos en este Código, la víctima u ofendido tendrán los siguientes derechos: 
 
I. A ser informado de los derechos que en su favor le reconoce la Constitución; 
 
II. A que el Ministerio Público y sus auxiliares así como el Órgano jurisdiccional les faciliten el 

acceso a la justicia y les presten los servicios que constitucionalmente tienen encomendados 
con legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad, profesionalismo, eficiencia y eficacia y con la 
debida diligencia; 

 
III. A contar con información sobre los derechos que en su beneficio existan, como ser atendidos 

por personal del mismo sexo, o del sexo que la víctima elija, cuando así lo requieran y recibir 
desde la comisión del delito atención médica y psicológica de urgencia, así como asistencia 
jurídica a través de un Asesor jurídico; 

 
IV. A comunicarse, inmediatamente después de haberse cometido el delito con un familiar, e 

incluso con su Asesor jurídico; 
 
V. A ser informado, cuando así lo solicite, del desarrollo del procedimiento penal por su Asesor 

jurídico, el Ministerio Público y/o, en su caso, por el Juez o Tribunal; 
 
VI. A ser tratado con respeto y dignidad; 
 
VII. A contar con un Asesor jurídico gratuito en cualquier etapa del procedimiento, en los términos 

de la legislación aplicable; 
 
VIII. A recibir trato sin discriminación a fin de evitar que se atente contra la dignidad humana y se 

anulen o menoscaben sus derechos y libertades, por lo que la protección de sus derechos se 
hará sin distinción alguna; 

 
IX. A acceder a la justicia de manera pronta, gratuita e imparcial respecto de sus denuncias o 

querellas; 
 
X. A participar en los mecanismos alternativos de solución de controversias; 
 
XI. A recibir gratuitamente la asistencia de un intérprete o traductor desde la denuncia hasta la 

conclusión del procedimiento penal, cuando la víctima u ofendido pertenezca a un grupo étnico 
o pueblo indígena o no conozca o no comprenda el idioma español; 
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XII. En caso de tener alguna discapacidad, a que se realicen los ajustes al procedimiento penal que 
sean necesarios para salvaguardar sus derechos; 

 
XIII. A que se le proporcione asistencia migratoria cuando tenga otra nacionalidad; 
 
XIV. A que se le reciban todos los datos o elementos de prueba pertinentes con los que cuente, 

tanto en la investigación como en el proceso, a que se desahoguen las diligencias 
correspondientes, y a intervenir en el juicio e interponer los recursos en los términos que 
establece este Código; 

 
XV. A intervenir en todo el procedimiento por sí o a través de su Asesor jurídico, conforme lo 

dispuesto en este Código; 
 
XVI. A que se le provea protección cuando exista riesgo para su vida o integridad personal; 
 
XVII. A solicitar la realización de actos de investigación que en su caso correspondan, salvo que el 

Ministerio Público considere que no es necesario, debiendo fundar y motivar su negativa; 
 
XVIII. A recibir atención médica y psicológica o a ser canalizado a instituciones que le proporcionen 

estos servicios, así como a recibir protección especial de su integridad física y psíquica cuando 
así lo solicite, o cuando se trate de delitos que así lo requieran; 

 
XIX. A solicitar medidas de protección, providencias precautorias y medidas cautelares; 
 
XX. A solicitar el traslado de la autoridad al lugar en donde se encuentre, para ser interrogada o 

participar en el acto para el cual fue citada, cuando por su edad, enfermedad grave o por alguna 
otra imposibilidad física o psicológica se dificulte su comparecencia, a cuyo fin deberá requerir 
la dispensa, por sí o por un tercero, con anticipación; 

 
XXI. A impugnar por sí o por medio de su representante, las omisiones o negligencia que cometa el 

Ministerio Público en el desempeño de sus funciones de investigación, en los términos previstos 
en este Código y en las demás disposiciones legales aplicables; 

 
XXII. A tener acceso a los registros de la investigación durante el procedimiento, así como a obtener 

copia gratuita de éstos, salvo que la información esté sujeta a reserva así determinada por el 
Órgano jurisdiccional; 

 
XXIII. A ser restituido en sus derechos, cuando éstos estén acreditados; 
 
XXIV. A que se le garantice la reparación del daño durante el procedimiento en cualquiera de las 

formas previstas en este Código; 
 
XXV. A que se le repare el daño causado por la comisión del delito, pudiendo solicitarlo directamente 

al Órgano jurisdiccional, sin perjuicio de que el Ministerio Público lo solicite; 
 
XXVI. Al resguardo de su identidad y demás datos personales cuando sean menores de edad, se trate 

de delitos de violación contra la libertad y el normal desarrollo psicosexual, violencia familiar, 
secuestro, trata de personas o cuando a juicio del Órgano jurisdiccional sea necesario para su 
protección, salvaguardando en todo caso los derechos de la defensa; 

 
XXVII. A ser notificado del desistimiento de la acción penal y de todas las resoluciones que finalicen el 

procedimiento, de conformidad con las reglas que establece este Código; 
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XXVIII. A solicitar la reapertura del proceso cuando se haya decretado su suspensión, y 
 
XXIX. Los demás que establezcan este Código y otras leyes aplicables. 
 
En el caso de que las víctimas sean personas menores de dieciocho años, el Órgano jurisdiccional o 

el Ministerio Público tendrán en cuenta los principios del interés superior de los niños o adolescentes, la 
prevalencia de sus derechos, su protección integral y los derechos consagrados en la Constitución, en los 
Tratados, así como los previstos en el presente Código. 

 
Para los delitos que impliquen violencia contra las mujeres, se deberán observar todos los derechos 

que en su favor establece la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia y 
demás disposiciones aplicables. 

 
Artículo 110. Designación de Asesor jurídico 
En cualquier etapa del procedimiento, las víctimas u ofendidos podrán designar a un Asesor jurídico, 

el cual deberá ser licenciado en derecho o abogado titulado, quien deberá acreditar su profesión desde el 
inicio de su intervención mediante cédula profesional. Si la víctima u ofendido no puede designar uno 
particular, tendrá derecho a uno de oficio. 

 
Cuando la víctima u ofendido perteneciere a un pueblo o comunidad indígena, el Asesor jurídico 

deberá tener conocimiento de su lengua y cultura y, en caso de que no fuere posible, deberá actuar 
asistido de un intérprete que tenga dicho conocimiento. 

 
La intervención del Asesor jurídico será para orientar, asesorar o intervenir legalmente en el 

procedimiento penal en representación de la víctima u ofendido. 
 
En cualquier etapa del procedimiento, las víctimas podrán actuar por sí o a través de su Asesor 

jurídico, quien sólo promoverá lo que previamente informe a su representado. El Asesor jurídico 
intervendrá en representación de la víctima u ofendido en igualdad de condiciones que el Defensor. 

 
Artículo 111. Restablecimiento de las cosas al estado previo 
En cualquier estado del procedimiento, la víctima u ofendido podrá solicitar al Órgano jurisdiccional, 

ordene como medida provisional, cuando la naturaleza del hecho lo permita, la restitución de sus bienes, 
objetos, instrumentos o productos del delito, o la reposición o restablecimiento de las cosas al estado que 
tenían antes del hecho, siempre que haya suficientes elementos para decidirlo. 

 

CAPÍTULO III 
IMPUTADO 

 
Artículo 112. Denominación 
Se denominará genéricamente imputado a quien sea señalado por el Ministerio Público como posible 

autor o partícipe de un hecho que la ley señale como delito. 
 
Además, se denominará acusado a la persona contra quien se ha formulado acusación y sentenciado 

a aquel sobre quien ha recaído una sentencia aunque no haya sido declarada firme. 
 
Artículo 113. Derechos del Imputado 
El imputado tendrá los siguientes derechos: 
 
I. A ser considerado y tratado como inocente hasta que se demuestre su responsabilidad; 
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II. A comunicarse con un familiar y con su Defensor cuando sea detenido, debiendo brindarle el 
Ministerio Público todas las facilidades para lograrlo; 

 
III. A declarar o a guardar silencio, en el entendido que su silencio no podrá ser utilizado en su 

perjuicio; 
 
IV. A estar asistido de su Defensor al momento de rendir su declaración, así como en cualquier otra 

actuación y a entrevistarse en privado previamente con él; 
 
V. A que se le informe, tanto en el momento de su detención como en su comparecencia ante el 

Ministerio Público o el Juez de control, los hechos que se le imputan y los derechos que le 
asisten, así como, en su caso, el motivo de la privación de su libertad y el servidor público que 
la ordenó, exhibiéndosele, según corresponda, la orden emitida en su contra; 

 
VI. A no ser sometido en ningún momento del procedimiento a técnicas ni métodos que atenten 

contra su dignidad, induzcan o alteren su libre voluntad; 
 
VII. A solicitar ante la autoridad judicial la modificación de la medida cautelar que se le haya 

impuesto, en los casos en que se encuentre en prisión preventiva, en los supuestos señalados 
por este Código; 

 
VIII.  A tener acceso él y su defensa, salvo las excepciones previstas en la ley, a los registros de la 

investigación, así como a obtener copia gratuita, registro fotográfico o electrónico de los 
mismos, en términos de los artículos 218 y 219 de este Código. 

Fracción reformada DOF 17-06-2016 

 
IX. A que se le reciban los medios pertinentes de prueba que ofrezca, concediéndosele el tiempo 

necesario para tal efecto y auxiliándosele para obtener la comparecencia de las personas cuyo 
testimonio solicite y que no pueda presentar directamente, en términos de lo establecido por 
este Código; 

 
X. A ser juzgado en audiencia por un Tribunal de enjuiciamiento, antes de cuatro meses si se 

tratare de delitos cuya pena máxima no exceda de dos años de prisión, y antes de un año si la 
pena excediere de ese tiempo, salvo que solicite mayor plazo para su defensa; 

 
XI. A tener una defensa adecuada por parte de un licenciado en derecho o abogado titulado, con 

cédula profesional, al cual elegirá libremente incluso desde el momento de su detención y, a 
falta de éste, por el Defensor público que le corresponda, así como a reunirse o entrevistarse 
con él en estricta confidencialidad; 

 
XII. A ser asistido gratuitamente por un traductor o intérprete en el caso de que no comprenda o 

hable el idioma español; cuando el imputado perteneciere a un pueblo o comunidad indígena, el 
Defensor deberá tener conocimiento de su lengua y cultura y, en caso de que no fuere posible, 
deberá actuar asistido de un intérprete de la cultura y lengua de que se trate; 

 
XIII. A ser presentado ante el Ministerio Público o ante el Juez de control, según el caso, 

inmediatamente después de ser detenido o aprehendido; 
 
XIV. A no ser expuesto a los medios de comunicación; 
 
XV. A no ser presentado ante la comunidad como culpable; 
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XVI. A solicitar desde el momento de su detención, asistencia social para los menores de edad o 
personas con discapacidad cuyo cuidado personal tenga a su cargo; 

 
XVII. A obtener su libertad en el caso de que haya sido detenido, cuando no se ordene la prisión 

preventiva, u otra medida cautelar restrictiva de su libertad; 
 
XVIII. A que se informe a la embajada o consulado que corresponda cuando sea detenido, y se le 

proporcione asistencia migratoria cuando tenga nacionalidad extranjera, y 
 
XIX. Los demás que establezca este Código y otras disposiciones aplicables. 
 
Los plazos a que se refiere la fracción X de este artículo, se contarán a partir de la audiencia inicial 

hasta el momento en que sea dictada la sentencia emitida por el Órgano jurisdiccional competente. 
 
Cuando el imputado tenga a su cuidado menores de edad, personas con discapacidad, o adultos 

mayores que dependan de él, y no haya otra persona que pueda ejercer ese cuidado, el Ministerio 
Público deberá canalizarlos a instituciones de asistencia social que correspondan, a efecto de recibir la 
protección. 

 
Artículo 114. Declaración del imputado 
El imputado tendrá derecho a declarar durante cualquier etapa del procedimiento. En este caso, podrá 

hacerlo ante el Ministerio Público o ante el Órgano jurisdiccional, con pleno respeto a los derechos que lo 
amparan y en presencia de su Defensor. 

 
En caso que el imputado manifieste a la Policía su deseo de declarar sobre los hechos que se 

investigan, ésta deberá comunicar dicha situación al Ministerio Público para que se reciban sus 
manifestaciones con las formalidades previstas en este Código. 

 

CAPÍTULO IV 
DEFENSOR 

 
Artículo 115. Designación de Defensor 
El Defensor podrá ser designado por el imputado desde el momento de su detención, mismo que 

deberá ser licenciado en derecho o abogado titulado con cédula profesional. A falta de éste o ante la 
omisión de su designación, será nombrado el Defensor público que corresponda. 

 
La intervención del Defensor no menoscabará el derecho del imputado de intervenir, formular 

peticiones y hacer las manifestaciones que estime pertinentes. 
 
Artículo 116. Acreditación 
Los Defensores designados deberán acreditar su profesión ante el Órgano jurisdiccional desde el 

inicio de su intervención en el procedimiento, mediante cédula profesional legalmente expedida por la 
autoridad competente. 

 
Artículo 117. Obligaciones del Defensor 
Son obligaciones del Defensor: 
 
I. Entrevistar al imputado para conocer directamente su versión de los hechos que motivan la 

investigación, a fin de ofrecer los datos y medios de prueba pertinentes que sean necesarios 
para llevar a cabo una adecuada defensa; 
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II. Asesorar al imputado sobre la naturaleza y las consecuencias jurídicas de los hechos punibles 
que se le atribuyen; 

 
III. Comparecer y asistir jurídicamente al imputado en el momento en que rinda su declaración, así 

como en cualquier diligencia o audiencia que establezca la ley; 
 
IV. Analizar las constancias que obren en la carpeta de investigación, a fin de contar con mayores 

elementos para la defensa; 
 
V. Comunicarse directa y personalmente con el imputado, cuando lo estime conveniente, siempre 

y cuando esto no altere el desarrollo normal de las audiencias; 
 
VI. Recabar y ofrecer los medios de prueba necesarios para la defensa; 
 
VII. Presentar los argumentos y datos de prueba que desvirtúen la existencia del hecho que la ley 

señala como delito, o aquellos que permitan hacer valer la procedencia de alguna causal de 
inimputabilidad, sobreseimiento o excluyente de responsabilidad a favor del imputado y la 
prescripción de la acción penal o cualquier otra causal legal que sea en beneficio del imputado; 

 
VIII. Solicitar el no ejercicio de la acción penal; 
 
IX. Ofrecer los datos o medios de prueba en la audiencia correspondientes y promover la exclusión 

de los ofrecidos por el Ministerio Público o la víctima u ofendido cuando no se ajusten a la ley; 
 
X. Promover a favor del imputado la aplicación de mecanismos alternativos de solución de 

controversias o formas anticipadas de terminación del proceso penal, de conformidad con las 
disposiciones aplicables; 

 
XI. Participar en la audiencia de juicio, en la que podrá exponer sus alegatos de apertura, 

desahogar las pruebas ofrecidas, controvertir las de los otros intervinientes, hacer las 
objeciones que procedan y formular sus alegatos finales; 

 
XII. Mantener informado al imputado sobre el desarrollo y seguimiento del procedimiento o juicio; 
 
XIII. En los casos en que proceda, formular solicitudes de procedimientos especiales; 
 
XIV. Guardar el secreto profesional en el desempeño de sus funciones; 
 
XV. Interponer los recursos e incidentes en términos de este Código y de la legislación aplicable y, 

en su caso, promover el juicio de Amparo; 
 
XVI. Informar a los imputados y a sus familiares la situación jurídica en que se encuentre su defensa, 

y 
 
XVII. Las demás que señalen las leyes. 
 
Artículo 118. Nombramiento posterior 
Durante el transcurso del procedimiento el imputado podrá designar a un nuevo Defensor, sin 

embargo, hasta en tanto el nuevo Defensor no comparezca a aceptar el cargo conferido, el Órgano 
jurisdiccional o el Ministerio Público le designarán al imputado un Defensor público, a fin de no dejarlo en 
estado de indefensión. 

 
Artículo 119. Inadmisibilidad y apartamiento 
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En ningún caso podrá nombrarse como Defensor del imputado a cualquier persona que sea 
coimputada del acusado, haya sido sentenciada por el mismo hecho o imputada por ser autor o partícipe 
del encubrimiento o favorecimiento del mismo hecho. 

 
Artículo 120. Renuncia y abandono 
Cuando el Defensor renuncie o abandone la defensa, el Ministerio Público o el Órgano jurisdiccional le 

harán saber al imputado que tiene derecho a designar a otro Defensor; sin embargo, en tanto no lo 
designe o no quiera o no pueda nombrarlo, se le designará un Defensor público. 

 
Artículo 121. Garantía de la Defensa técnica 
Siempre que el Órgano jurisdiccional advierta que existe una manifiesta y sistemática incapacidad 

técnica del Defensor, prevendrá al imputado para que designe otro. 
 
Si se trata de un Defensor privado, el imputado contará con tres días para designar un nuevo 

Defensor. Si prevenido el imputado, no se designa otro, un Defensor público será asignado para 
colaborar en su defensa. 

 
Si se trata de un Defensor público, con independencia de la responsabilidad en que incurriere, se dará 

vista al superior jerárquico para los efectos de sustitución. 
 
En ambos casos se otorgará un término que no excederá de diez días para que se desarrolle una 

defensa adecuada a partir del acto que suscitó el cambio. 
 
Artículo 122. Nombramiento del Defensor público 
Cuando el imputado no pueda o se niegue a designar un Defensor particular, el Ministerio Público 

solicitará a la autoridad competente se nombre un Defensor público; si es ante el Órgano jurisdiccional 
éste designará al defensor público, que lleve la representación de la defensa desde el primer acto en que 
intervenga. Será responsabilidad del defensor la oportuna comparecencia. 

Artículo reformado DOF 17-06-2016 

 
Artículo 123. Número de Defensores 
El imputado podrá designar el número de Defensores que considere conveniente, los cuales, en las 

audiencias, tomarán la palabra en orden y deberán actuar en todo caso con respeto. 
 
Artículo 124. Defensor común 
La defensa de varios imputados en un mismo proceso por un Defensor común no será admisible, a 

menos que se acredite que no existe incompatibilidad ni conflicto de intereses de las defensas de los 
imputados. Si se autoriza el Defensor común y la incompatibilidad se advierte en el curso del proceso, 
será corregida de oficio y se proveerá lo necesario para reemplazar al Defensor. 

 
Artículo 125. Entrevista con los detenidos 
El imputado que se encuentre detenido por cualquier circunstancia, antes de rendir declaración tendrá 

derecho a entrevistarse oportunamente y en forma privada con su Defensor, cuando así lo solicite, en el 
lugar que para tal efecto se designe. La autoridad del conocimiento tiene la obligación de implementar 
todo lo necesario para el libre ejercicio de este derecho. 

 
Artículo 126. Entrevista con otras personas 
Si antes de una audiencia, con motivo de su preparación, el Defensor tuviera necesidad de entrevistar 

a una persona o interviniente del procedimiento que se niega a recibirlo, podrá solicitar el auxilio judicial, 
explicándole las razones por las que se hace necesaria la entrevista. El Órgano jurisdiccional, en caso de 
considerar fundada la solicitud, expedirá la orden para que dicha persona sea entrevistada por el 
Defensor en el lugar y tiempo que aquélla establezca o el propio Órgano jurisdiccional determine. Esta 
autorización no se concederá en aquellos casos en que, a solicitud del Ministerio Público, el Órgano 
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jurisdiccional estime que la víctima o los testigos deben estar sujetos a protocolos especiales de 
protección. 

 

CAPÍTULO V 
MINISTERIO PÚBLICO 

 
Artículo 127. Competencia del Ministerio Público 
Compete al Ministerio Público conducir la investigación, coordinar a las Policías y a los servicios 

periciales durante la investigación, resolver sobre el ejercicio de la acción penal en la forma establecida 
por la ley y, en su caso, ordenar las diligencias pertinentes y útiles para demostrar, o no, la existencia del 
delito y la responsabilidad de quien lo cometió o participó en su comisión. 

 
Artículo 128. Deber de lealtad 
El Ministerio Público deberá actuar durante todas las etapas del procedimiento en las que intervenga 

con absoluto apego a lo previsto en la Constitución, en este Código y en la demás legislación aplicable. 
 
El Ministerio Público deberá proporcionar información veraz sobre los hechos, sobre los hallazgos en 

la investigación y tendrá el deber de no ocultar a los intervinientes elemento alguno que pudiera resultar 
favorable para la posición que ellos asumen, sobre todo cuando resuelva no incorporar alguno de esos 
elementos al procedimiento, salvo la reserva que en determinados casos la ley autorice en las 
investigaciones. 

 
Artículo 129. Deber de objetividad y debida diligencia 
La investigación debe ser objetiva y referirse tanto a los elementos de cargo como de descargo y 

conducida con la debida diligencia, a efecto de garantizar el respeto de los derechos de las partes y el 
debido proceso. 

 
Al concluir la investigación complementaria puede solicitar el sobreseimiento del proceso, o bien, en la 

audiencia de juicio podrá concluir solicitando la absolución o una condena más leve que aquella que 
sugiere la acusación, cuando en ésta surjan elementos que conduzcan a esa conclusión, de conformidad 
con lo previsto en este Código. 

 
Durante la investigación, tanto el imputado como su Defensor, así como la víctima o el ofendido, 

podrán solicitar al Ministerio Público todos aquellos actos de investigación que consideraren pertinentes y 
útiles para el esclarecimiento de los hechos. El Ministerio Público dentro del plazo de tres días resolverá 
sobre dicha solicitud. Para tal efecto, podrá disponer que se lleven a cabo las diligencias que se estimen 
conducentes para efectos de la investigación. 

 
El Ministerio Público podrá, con pleno respeto a los derechos que lo amparan y en presencia del 

Defensor, solicitar la comparecencia del imputado y/u ordenar su declaración, cuando considere que es 
relevante para esclarecer la existencia del hecho delictivo y la probable participación o intervención. 

 
Artículo 130. Carga de la prueba 
La carga de la prueba para demostrar la culpabilidad corresponde a la parte acusadora, conforme lo 

establezca el tipo penal. 
 
Artículo 131. Obligaciones del Ministerio Público 
Para los efectos del presente Código, el Ministerio Público tendrá las siguientes obligaciones: 
 
I. Vigilar que en toda investigación de los delitos se cumpla estrictamente con los derechos 

humanos reconocidos en la Constitución y en los Tratados; 
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II. Recibir las denuncias o querellas que le presenten en forma oral, por escrito, o a través de 
medios digitales, incluso mediante denuncias anónimas en términos de las disposiciones 
legales aplicables, sobre hechos que puedan constituir algún delito; 

 
III. Ejercer la conducción y el mando de la investigación de los delitos, para lo cual deberá 

coordinar a las Policías y a los peritos durante la misma; 
 
IV. Ordenar o supervisar, según sea el caso, la aplicación y ejecución de las medidas necesarias 

para impedir que se pierdan, destruyan o alteren los indicios, una vez que tenga noticia del 
mismo, así como cerciorarse de que se han seguido las reglas y protocolos para su 
preservación y procesamiento; 

 
V. Iniciar la investigación correspondiente cuando así proceda y, en su caso, ordenar la 

recolección de indicios y medios de prueba que deberán servir para sus respectivas 
resoluciones y las del Órgano jurisdiccional, así como recabar los elementos necesarios que 
determinen el daño causado por el delito y la cuantificación del mismo para los efectos de su 
reparación; 

 
VI. Ejercer funciones de investigación respecto de los delitos en materias concurrentes, cuando 

ejerza la facultad de atracción y en los demás casos que las leyes lo establezcan; 
 
VII. Ordenar a la Policía y a sus auxiliares, en el ámbito de su competencia, la práctica de actos de 

investigación conducentes para el esclarecimiento del hecho delictivo, así como analizar las que 
dichas autoridades hubieren practicado; 

 
VIII. Instruir a las Policías sobre la legalidad, pertinencia, suficiencia y contundencia de los indicios 

recolectados o por recolectar, así como las demás actividades y diligencias que deben ser 
llevadas a cabo dentro de la investigación; 

 
IX. Requerir informes o documentación a otras autoridades y a particulares, así como solicitar la 

práctica de peritajes y diligencias para la obtención de otros medios de prueba; 
 
X. Solicitar al Órgano jurisdiccional la autorización de actos de investigación y demás actuaciones 

que sean necesarias dentro de la misma; 
 
XI. Ordenar la detención y la retención de los imputados cuando resulte procedente en los términos 

que establece este Código; 
 
XII. Brindar las medidas de seguridad necesarias, a efecto de garantizar que las víctimas u 

ofendidos o testigos del delito puedan llevar a cabo la identificación del imputado sin riesgo para 
ellos; 

 
XIII. Determinar el archivo temporal y el no ejercicio de la acción penal, así como ejercer la facultad 

de no investigar en los casos autorizados por este Código; 
 
XIV. Decidir la aplicación de criterios de oportunidad en los casos previstos en este Código; 
 
XV. Promover las acciones necesarias para que se provea la seguridad y proporcionar el auxilio a 

víctimas, ofendidos, testigos, jueces, magistrados, agentes del Ministerio Público, Policías, 
peritos y, en general, a todos los sujetos que con motivo de su intervención en el procedimiento, 
cuya vida o integridad corporal se encuentren en riesgo inminente; 

 
XVI. Ejercer la acción penal cuando proceda; 
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XVII. Poner a disposición del Órgano jurisdiccional a las personas detenidas dentro de los plazos 

establecidos en el presente Código; 
 
XVIII. Promover la aplicación de mecanismos alternativos de solución de controversias o formas 

anticipadas de terminación del proceso penal, de conformidad con las disposiciones aplicables; 
 
XIX. Solicitar las medidas cautelares aplicables al imputado en el proceso, en atención a las 

disposiciones conducentes y promover su cumplimiento; 
 
XX. Comunicar al Órgano jurisdiccional y al imputado los hechos, así como los datos de prueba que 

los sustentan y la fundamentación jurídica, atendiendo al objetivo o finalidad de cada etapa del 
procedimiento; 

 
XXI. Solicitar a la autoridad judicial la imposición de las penas o medidas de seguridad que 

correspondan; 
 
XXII. Solicitar el pago de la reparación del daño a favor de la víctima u ofendido del delito, sin 

perjuicio de que éstos lo pudieran solicitar directamente; 
 
XXIII. Actuar en estricto apego a los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, 

honradez y respeto a los derechos humanos reconocidos en la Constitución, y 
 
XXIV. Las demás que señale este Código y otras disposiciones aplicables. 
 

CAPÍTULO VI 
POLICÍA 

 
Artículo 132. Obligaciones del Policía 
El Policía actuará bajo la conducción y mando del Ministerio Público en la investigación de los delitos 

en estricto apego a los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto 
a los derechos humanos reconocidos en la Constitución. 

 
Para los efectos del presente Código, el Policía tendrá las siguientes obligaciones: 
 
I. Recibir las denuncias sobre hechos que puedan ser constitutivos de delito e informar al 

Ministerio Público por cualquier medio y de forma inmediata de las diligencias practicadas; 
 
II. Recibir denuncias anónimas e inmediatamente hacerlo del conocimiento del Ministerio Público a 

efecto de que éste coordine la investigación; 
 
III. Realizar detenciones en los casos que autoriza la Constitución, haciendo saber a la persona 

detenida los derechos que ésta le otorga; 
 
IV. Impedir que se consumen los delitos o que los hechos produzcan consecuencias ulteriores. 

Especialmente estará obligada a realizar todos los actos necesarios para evitar una agresión 
real, actual o inminente y sin derecho en protección de bienes jurídicos de los gobernados a 
quienes tiene la obligación de proteger; 

 
V. Actuar bajo el mando del Ministerio Público en el aseguramiento de bienes relacionados con la 

investigación de los delitos; 
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VI. Informar sin dilación por cualquier medio al Ministerio Público sobre la detención de cualquier 
persona, e inscribir inmediatamente las detenciones en el registro que al efecto establezcan las 
disposiciones aplicables; 

 
VII. Practicar las inspecciones y otros actos de investigación, así como reportar sus resultados al 

Ministerio Público. En aquellos que se requiera autorización judicial, deberá solicitarla a través 
del Ministerio Público; 

 
VIII. Preservar el lugar de los hechos o del hallazgo y en general, realizar todos los actos necesarios 

para garantizar la integridad de los indicios. En su caso deberá dar aviso a la Policía con 
capacidades para procesar la escena del hecho y al Ministerio Público conforme a las 
disposiciones previstas en este Código y en la legislación aplicable; 

 
IX. Recolectar y resguardar objetos relacionados con la investigación de los delitos, en los términos 

de la fracción anterior; 
 
X. Entrevistar a las personas que pudieran aportar algún dato o elemento para la investigación; 
 
XI. Requerir a las autoridades competentes y solicitar a las personas físicas o morales, informes y 

documentos para fines de la investigación. En caso de negativa, informará al Ministerio Público 
para que determine lo conducente; 

 
XII. Proporcionar atención a víctimas u ofendidos o testigos del delito. Para tal efecto, deberá: 
 

a) Prestar protección y auxilio inmediato, de conformidad con las disposiciones aplicables; 
 
b) Informar a la víctima u ofendido sobre los derechos que en su favor se establecen; 
 
c) Procurar que reciban atención médica y psicológica cuando sea necesaria, y 
 
d) Adoptar las medidas que se consideren necesarias, en el ámbito de su competencia, 

tendientes a evitar que se ponga en peligro su integridad física y psicológica; 
 

XIII. Dar cumplimiento a los mandamientos ministeriales y jurisdiccionales que les sean instruidos; 
 
XIV. Emitir el informe policial y demás documentos, de conformidad con las disposiciones aplicables. 

Para tal efecto se podrá apoyar en los conocimientos que resulten necesarios, sin que ello 
tenga el carácter de informes periciales, y 

 
XV. Las demás que le confieran este Código y otras disposiciones aplicables. 
 

CAPÍTULO VII 
JUECES Y MAGISTRADOS 

 
Artículo 133. Competencia jurisdiccional 
Para los efectos de este Código, la competencia jurisdiccional comprende a los siguientes órganos: 
 
I. Juez de control, con competencia para ejercer las atribuciones que este Código le reconoce 

desde el inicio de la etapa de investigación hasta el dictado del auto de apertura a juicio; 
 
II. Tribunal de enjuiciamiento, que preside la audiencia de juicio y dictará la sentencia, y 
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III. Tribunal de alzada, que conocerá de los medios de impugnación y demás asuntos que prevé 
este Código. 

 
Artículo 134. Deberes comunes de los jueces 
En el ámbito de sus respectivas competencias y atribuciones, son deberes comunes de los jueces y 

magistrados, los siguientes: 
 
I. Resolver los asuntos sometidos a su consideración con la debida diligencia, dentro de los 

términos previstos en la ley y con sujeción a los principios que deben regir el ejercicio de la 
función jurisdiccional; 

 
II. Respetar, garantizar y velar por la salvaguarda de los derechos de quienes intervienen en el 

procedimiento; 
 
III. Guardar reserva sobre los asuntos relacionados con su función, aun después de haber cesado 

en el ejercicio del cargo; 
 
IV. Atender oportuna y debidamente las peticiones dirigidas por los sujetos que intervienen dentro 

del procedimiento penal; 
 
V. Abstenerse de presentar en público al imputado o acusado como culpable si no existiera 

condena; 
 
VI. Mantener el orden en las salas de audiencias, y 
 
VII. Los demás establecidos en la Ley Orgánica, en este Código y otras disposiciones aplicables. 
 
Artículo 135. La queja y su procedencia 
Procederá queja en contra del juzgador de primera instancia por no realizar un acto procesal dentro 

del plazo señalado por este Código. La queja podrá ser promovida por cualquier parte del procedimiento 
y se tramitará sin perjuicio de las otras consecuencias legales que tenga la omisión del juzgador. 

 
La queja será interpuesta ante el Órgano jurisdiccional omiso; éste tiene un plazo de veinticuatro 

horas para subsanar dicha omisión, o bien, realizar un informe breve y conciso sobre las razones por las 
cuales no se ha verificado el acto procesal o la formalidad exigidos por la norma omitida y remitir el 
recurso y dicho informe al Órgano jurisdiccional competente. 

Párrafo reformado DOF 17-06-2016 

 
La autoridad jurisdiccional competente tramitará y resolverá en un plazo no mayor a tres días en los 

términos de las disposiciones aplicables. 
Párrafo reformado DOF 17-06-2016 

 
En ningún caso, el Órgano jurisdiccional competente para resolver la queja podrá ordenar al Órgano 

Jurisdiccional omiso los términos y las condiciones en que deberá subsanarse la omisión, debiéndose 
limitar su resolución a que se realice el acto omitido. 

Párrafo reformado DOF 17-06-2016 

 

CAPÍTULO VIII 
AUXILIARES DE LAS PARTES 

 
Artículo 136. Consultores técnicos 
Si por las circunstancias del caso, las partes que intervienen en el procedimiento consideran 

necesaria la asistencia de un consultor en una ciencia, arte o técnica, así lo plantearán al Órgano 
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jurisdiccional. El consultor técnico podrá acompañar en las audiencias a la parte con quien colabora, para 
apoyarla técnicamente. 

 

TÍTULO VI 
MEDIDAS DE PROTECCIÓN DURANTE LA INVESTIGACIÓN, FORMAS DE CONDUCCIÓN 

DEL IMPUTADO AL PROCESO Y MEDIDAS CAUTELARES 
 

CAPÍTULO I 
MEDIDAS DE PROTECCIÓN Y PROVIDENCIAS PRECAUTORIAS 

 
Artículo 137. Medidas de protección 
El Ministerio Público, bajo su más estricta responsabilidad, ordenará fundada y motivadamente la 

aplicación de las medidas de protección idóneas cuando estime que el imputado representa un riesgo 
inminente en contra de la seguridad de la víctima u ofendido. Son medidas de protección las siguientes: 

 
I. Prohibición de acercarse o comunicarse con la víctima u ofendido; 
 
II. Limitación para asistir o acercarse al domicilio de la víctima u ofendido o al lugar donde se 

encuentre; 
 
III. Separación inmediata del domicilio; 
 
IV. La entrega inmediata de objetos de uso personal y documentos de identidad de la víctima que 

tuviera en su posesión el probable responsable; 
 
V. La prohibición de realizar conductas de intimidación o molestia a la víctima u ofendido o a 

personas relacionados con ellos; 
 
VI. Vigilancia en el domicilio de la víctima u ofendido; 
 
VII. Protección policial de la víctima u ofendido; 
 
VIII. Auxilio inmediato por integrantes de instituciones policiales, al domicilio en donde se localice o 

se encuentre la víctima u ofendido en el momento de solicitarlo; 
 
IX. Traslado de la víctima u ofendido a refugios o albergues temporales, así como de sus 

descendientes, y 
 
X. El reingreso de la víctima u ofendido a su domicilio, una vez que se salvaguarde su seguridad. 
 
Dentro de los cinco días siguientes a la imposición de las medidas de protección previstas en las 

fracciones I, II y III deberá celebrarse audiencia en la que el juez podrá cancelarlas, o bien, ratificarlas o 
modificarlas mediante la imposición de las medidas cautelares correspondientes. 

 
En caso de incumplimiento de las medidas de protección, el Ministerio Público podrá imponer alguna 

de las medidas de apremio previstas en este Código. 
 
En la aplicación de estas medidas tratándose de delitos por razón de género, se aplicarán de manera 

supletoria la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia. 
 
Artículo 138. Providencias precautorias para la restitución de derechos de la víctima 



 

 

CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES 
 

CÁMARA DE DIPUTADOS DEL H. CONGRESO DE LA UNIÓN 
Secretaría General 
Secretaría de Servicios Parlamentarios 

Última Reforma DOF 22-01-2020 

 

 

42 de 152 

Para garantizar la reparación del daño, la víctima, el ofendido o el Ministerio Público, podrán solicitar 
al juez las siguientes providencias precautorias: 

 
I. El embargo de bienes, y 
 
II. La inmovilización de cuentas y demás valores que se encuentren dentro del sistema financiero. 
 
El juez decretará las providencias precautorias, siempre y cuando, de los datos de prueba expuestos 

por el Ministerio Público y la víctima u ofendido, se desprenda la posible reparación del daño y la 
probabilidad de que el imputado será responsable de repararlo. 

 
Decretada la providencia precautoria, podrá revisarse, modificarse, sustituirse o cancelarse a petición 

del imputado o de terceros interesados, debiéndose escuchar a la víctima u ofendido y al Ministerio 
Público. 

 
Las providencias precautorias serán canceladas si el imputado garantiza o paga la reparación del 

daño; si fueron decretadas antes de la audiencia inicial y el Ministerio Público no las promueve, o no 
solicita orden de aprehensión en el término que señala este Código; si se declara fundada la solicitud de 
cancelación de embargo planteada por la persona en contra de la cual se decretó o de un tercero, o si se 
dicta sentencia absolutoria, se decreta el sobreseimiento o se absuelve de la reparación del daño. 

 
La providencia precautoria se hará efectiva a favor de la víctima u ofendido cuando la sentencia que 

condene a reparar el daño cause ejecutoria. El embargo se regirá en lo conducente por las reglas 
generales del embargo previstas en el Código Federal de Procedimientos Civiles. 

 
Artículo 139. Duración de las medidas de protección y providencias precautorias 
La imposición de las medidas de protección y de las providencias precautorias tendrá una duración 

máxima de sesenta días naturales, prorrogables hasta por treinta días. 
 
Cuando hubiere desaparecido la causa que dio origen a la medida decretada, el imputado, su 

Defensor o en su caso el Ministerio Público, podrán solicitar al Juez de control que la deje sin efectos. 
 

CAPÍTULO II 
LIBERTAD DURANTE LA INVESTIGACIÓN 

 
Artículo 140. Libertad durante la investigación 
En los casos de detención por flagrancia, cuando se trate de delitos que no merezcan prisión 

preventiva oficiosa y el Ministerio Público determine que no solicitará prisión preventiva como medida 
cautelar, podrá disponer la libertad del imputado o imponerle una medida de protección en los términos 
de lo dispuesto por este Código. 

 
Cuando el Ministerio Público decrete la libertad del imputado, lo prevendrá a fin de que se abstenga 

de molestar o afectar a la víctima u ofendido y a los testigos del hecho, a no obstaculizar la investigación 
y comparecer cuantas veces sea citado para la práctica de diligencias de investigación, apercibiéndolo 
con imponerle medidas de apremio en caso de desobediencia injustificada. 

 

CAPÍTULO III 
FORMAS DE CONDUCCIÓN DEL IMPUTADO AL PROCESO 

 
SECCIÓN I 

Citatorio, órdenes de comparecencia y aprehensión 
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Artículo 141. Citatorio, orden de comparecencia y aprehensión 
Cuando se haya presentado denuncia o querella de un hecho que la ley señale como delito, el 

Ministerio Público anuncie que obran en la carpeta de investigación datos que establezcan que se ha 
cometido ese hecho y exista la probabilidad de que el imputado lo haya cometido o participado en su 
comisión, el Juez de control, a solicitud del Ministerio Público, podrá ordenar: 

 
I. Citatorio al imputado para la audiencia inicial; 
 
II. Orden de comparecencia, a través de la fuerza pública, en contra del imputado que habiendo 

sido citado previamente a una audiencia no haya comparecido, sin justificación alguna, y 
 
III. Orden de aprehensión en contra de una persona cuando el Ministerio Público advierta que 

existe la necesidad de cautela. 
 
En la clasificación jurídica que realice el Ministerio Público se especificará el tipo penal que se 

atribuye, el grado de ejecución del hecho, la forma de intervención y la naturaleza dolosa o culposa de la 
conducta, sin perjuicio de que con posterioridad proceda la reclasificación correspondiente. 

 
También podrá ordenarse la aprehensión de una persona cuando resista o evada la orden de 

comparecencia judicial y el delito que se le impute merezca pena privativa de la libertad. 
 
La autoridad judicial declarará sustraído a la acción de la justicia al imputado que, sin causa 

justificada, no comparezca a una citación judicial, se fugue del establecimiento o lugar donde esté 
detenido o se ausente de su domicilio sin aviso, teniendo la obligación de darlo. En cualquier caso, la 
declaración dará lugar a la emisión de una orden de aprehensión en contra del imputado que se haya 
sustraído de la acción de la justicia. 

 
El Juez podrá dictar orden de reaprehensión en caso de que el Ministerio Público lo solicite para 

detener a un imputado cuya extradición a otro país hubiera dado lugar a la suspensión de un 
procedimiento penal, cuando en el Estado requirente el procedimiento para el cual fue extraditado haya 
concluido. 

 
El Ministerio Público podrá solicitar una orden de aprehensión en el caso de que se incumpla una 

medida cautelar, en los términos del artículo 174, y el Juez de control la podrá dictar en el caso de que lo 
estime estrictamente necesario. 

 
Artículo 142. Solicitud de las órdenes de comparecencia o de aprehensión 
En la solicitud de orden de comparecencia o de aprehensión se hará una relación de los hechos 

atribuidos al imputado, sustentada en forma precisa en los registros correspondientes y se expondrán las 
razones por las que considera que se actualizaron las exigencias señaladas en el artículo anterior. 

 
Las solicitudes se formularán por cualquier medio que garantice su autenticidad, o en audiencia 

privada con el Juez de control. 
 
Artículo 143. Resolución sobre solicitud de orden de aprehensión o comparecencia 
El Juez de control resolverá la solicitud de orden de aprehensión o comparecencia en audiencia, o a 

través del sistema informático; en ambos casos con la debida secrecía, y se pronunciará sobre cada uno 
de los elementos planteados en la solicitud. 

Párrafo reformado DOF 17-06-2016 

 
En el primer supuesto, la solicitud deberá ser resuelta en la misma audiencia, que se fijará dentro de 

las veinticuatro horas a partir de la solicitud, exclusivamente con la presencia del Ministerio Público. 
Párrafo adicionado DOF 17-06-2016 



 

 

CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES 
 

CÁMARA DE DIPUTADOS DEL H. CONGRESO DE LA UNIÓN 
Secretaría General 
Secretaría de Servicios Parlamentarios 

Última Reforma DOF 22-01-2020 

 

 

44 de 152 

 
En el segundo supuesto, dentro de un plazo máximo de veinticuatro horas, siguientes al momento en 

que se haya recibido la solicitud. 
Párrafo adicionado DOF 17-06-2016 

 
En caso de que la solicitud de orden de aprehensión o comparecencia no reúna alguno de los 

requisitos exigibles, el Juez de control prevendrá en la misma audiencia o por el sistema informático al 
Ministerio Público para que haga las precisiones o aclaraciones correspondientes, ante lo cual el Juez de 
control podrá dar una clasificación jurídica distinta a los hechos que se planteen o a la participación que 
tuvo el imputado en los mismos. No se concederá la orden de aprehensión cuando el Juez de control 
considere que los hechos que señale el Ministerio Público en su solicitud resulten no constitutivos de 
delito. 

 
Si la resolución se registra por medios diversos al escrito, los puntos resolutivos de la orden de 

aprehensión deberán transcribirse y entregarse al Ministerio Público. 
 
Artículo 144. Desistimiento de la acción penal 
El Ministerio Público podrá solicitar el desistimiento de la acción penal en cualquier etapa del 

procedimiento, hasta antes de dictada la resolución de segunda instancia. 
 
La solicitud de desistimiento debe contar con la autorización del Titular de la Procuraduría o del 

funcionario que en él delegue esa facultad. 
 
El Ministerio Público expondrá brevemente en audiencia ante el Juez de control, Tribunal de 

enjuiciamiento o Tribunal de alzada, los motivos del desistimiento de la acción penal. La autoridad judicial 
resolverá de manera inmediata y decretará el sobreseimiento. 

 
En caso de desistimiento de la acción penal, la victima u ofendido podrán impugnar la resolución 

emitida por el Juez de control, Tribunal de enjuiciamiento o Tribunal de alzada. 
 
Artículo 145. Ejecución y cancelación de la orden de comparecencia y aprehensión 
La orden de aprehensión se entregará física o electrónicamente al Ministerio Público, quien la 

ejecutará por conducto de la Policía. Los agentes policiales que ejecuten una orden judicial de 
aprehensión pondrán al detenido inmediatamente a disposición del Juez de control que hubiere expedido 
la orden, en área distinta a la destinada para el cumplimiento de la prisión preventiva o de sanciones 
privativas de libertad, informando a éste acerca de la fecha, hora y lugar en que ésta se efectuó, 
debiendo a su vez, entregar al imputado una copia de la misma. 

 
Los agentes policiales deberán informar de inmediato al Ministerio Público sobre la ejecución de la 

orden de aprehensión para efectos de que éste solicite la celebración de la audiencia inicial a partir de la 
formulación de imputación. 

 
Los agentes policiales que ejecuten una orden judicial de comparecencia pondrán al imputado 

inmediatamente a disposición del Juez de control que hubiere expedido la orden, en la sala donde ha de 
formularse la imputación, en la fecha y hora señalada para tales efectos. La Policía deberá informar al 
Ministerio Público acerca de la fecha, hora y lugar en que se cumplió la orden, debiendo a su vez, 
entregar al imputado una copia de la misma. 

 
Cuando por cualquier razón la Policía no pudiera ejecutar la orden de comparecencia, deberá 

informarlo al Juez de control y al Ministerio Público, en la fecha y hora señaladas para celebración de la 
audiencia inicial. 
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El Ministerio Público podrá solicitar la cancelación de una orden de aprehensión o la reclasificación de 
la conducta o hecho por los cuales hubiese ejercido la acción penal, cuando estime su improcedencia por 
la aparición de nuevos datos. 

 
La solicitud de cancelación deberá contar con la autorización del titular de la Procuraduría o del 

funcionario que en él delegue esta facultad. 
 
El Ministerio Público solicitará audiencia privada ante el Juez de control en la que formulará su 

petición exponiendo los nuevos datos; el Juez de control resolverá de manera inmediata. 
 
La cancelación no impide que continúe la investigación y que posteriormente vuelva a solicitarse 

orden de aprehensión, salvo que por la naturaleza del hecho en que se funde la cancelación, deba 
sobreseerse el proceso. 

 
La cancelación de la orden de aprehensión podrá ser apelada por la víctima o el ofendido. 
 

SECCIÓN II 
Flagrancia y caso urgente 

 
Artículo 146. Supuestos de flagrancia 
Se podrá detener a una persona sin orden judicial en caso de flagrancia. Se entiende que hay 

flagrancia cuando: 
 
I. La persona es detenida en el momento de estar cometiendo un delito, o 
 
II. Inmediatamente después de cometerlo es detenida, en virtud de que: 
 

a) Es sorprendida cometiendo el delito y es perseguida material e ininterrumpidamente, o 
 
b) Cuando la persona sea señalada por la víctima u ofendido, algún testigo presencial de los 

hechos o quien hubiere intervenido con ella en la comisión del delito y cuando tenga en su 
poder instrumentos, objetos, productos del delito o se cuente con información o indicios 
que hagan presumir fundadamente que intervino en el mismo. 

 
Para los efectos de la fracción II, inciso b), de este precepto, se considera que la persona ha sido 

detenida en flagrancia por señalamiento, siempre y cuando, inmediatamente después de cometer el delito 
no se haya interrumpido su búsqueda o localización. 

 
Artículo 147. Detención en caso de flagrancia 
Cualquier persona podrá detener a otra en la comisión de un delito flagrante, debiendo entregar 

inmediatamente al detenido a la autoridad más próxima y ésta con la misma prontitud al Ministerio 
Público. 

 
Los cuerpos de seguridad pública estarán obligados a detener a quienes cometan un delito flagrante y 

realizarán el registro de la detención. 
 
La inspección realizada por los cuerpos de seguridad al imputado deberá conducirse conforme a los 

lineamientos establecidos para tal efecto en el presente Código. 
 
En este caso o cuando reciban de cualquier persona o autoridad a una persona detenida, deberán 

ponerla de inmediato ante el Ministerio Público, quien realizará el registro de la hora a la cual lo están 
poniendo a disposición. 
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Artículo 148. Detención en flagrancia por delitos que requieran querella 
Cuando se detenga a una persona por un hecho que pudiera constituir un delito que requiera querella 

de la parte ofendida, será informado inmediatamente quien pueda presentarla. Se le concederá para tal 
efecto un plazo razonable, de acuerdo con las circunstancias del caso, que en ningún supuesto podrá ser 
mayor de doce horas, contadas a partir de que la víctima u ofendido fue notificado o de veinticuatro horas 
a partir de su detención en caso de que no fuera posible su localización. Si transcurridos estos plazos no 
se presenta la querella, el detenido será puesto en libertad de inmediato. 

 
En caso de que la víctima u ofendido tenga imposibilidad física de presentar su querella, se agotará el 

plazo legal de detención del imputado. En este caso serán los parientes por consanguinidad hasta el 
tercer grado o por afinidad en primer grado, quienes podrán legitimar la querella, con independencia de 
que la víctima u ofendido la ratifique o no con posterioridad. 

 
Artículo 149. Verificación de flagrancia del Ministerio Público 
En los casos de flagrancia, el Ministerio Público deberá examinar las condiciones en las que se realizó 

la detención inmediatamente después de que la persona sea puesta a su disposición. Si la detención no 
fue realizada conforme a lo previsto en la Constitución y en este Código, dispondrá la libertad inmediata 
de la persona y, en su caso, velará por la aplicación de las sanciones disciplinarias o penales que 
correspondan. 

 
Así también, durante el plazo de retención el Ministerio Público analizará la necesidad de dicha 

medida y realizará los actos de investigación que considere necesarios para, en su caso, ejercer la 
acción penal. 

 
Artículo 150. Supuesto de caso urgente 
Sólo en casos urgentes el Ministerio Público podrá, bajo su responsabilidad y fundando y expresando 

los datos de prueba que motiven su proceder, ordenar la detención de una persona, siempre y cuando 
concurran los siguientes supuestos: 

 
I. Existan datos que establezcan la existencia de un hecho señalado como delito grave y que 

exista la probabilidad de que la persona lo cometió o participó en su comisión. Se califican 
como graves, para los efectos de la detención por caso urgente, los delitos señalados como de 
prisión preventiva oficiosa en este Código o en la legislación aplicable así como aquellos cuyo 
término medio aritmético sea mayor de cinco años de prisión; 

 
II. Exista riesgo fundado de que el imputado pueda sustraerse de la acción de la justicia, y 
 
III. Por razón de la hora, lugar o cualquier otra circunstancia, no pueda ocurrir ante la autoridad 

judicial, o que de hacerlo, el imputado pueda evadirse. 
 
Los delitos previstos en la fracción I de este artículo, se considerarán graves, aún tratándose de 

tentativa punible. 
 
Los oficiales de la Policía que ejecuten una orden de detención por caso urgente, deberán hacer el 

registro de la detención y presentar inmediatamente al imputado ante el Ministerio Público que haya 
emitido dicha orden, quien procurará que el imputado sea presentado sin demora ante el Juez de control. 

 
El Juez de control determinará la legalidad del mandato del Ministerio Público y su cumplimiento al 

realizar el control de la detención. La violación de esta disposición será sancionada conforme a las 
disposiciones aplicables y la persona detenida será puesta en inmediata libertad. 
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Para los efectos de este artículo, el término medio aritmético es el cociente que se obtiene de sumar la 
pena de prisión mínima y la máxima del delito consumado que se trate y dividirlo entre dos. 

 
Artículo 151. Asistencia consular 
En el caso de que el detenido sea extranjero, el Ministerio Público le hará saber sin demora y le 

garantizará su derecho a recibir asistencia consular, por lo que se le permitirá comunicarse a las 
Embajadas o Consulados del país respecto de los que sea nacional; y deberá notificar a las propias 
Embajadas o Consulados la detención de dicha persona, registrando constancia de ello, salvo que el 
imputado acompañado de su Defensor expresamente solicite que no se realice esta notificación. 

Párrafo reformado DOF 17-06-2016 

 
El Ministerio Público y la Policía deberán informar a quien lo solicite, previa identificación, si un 

extranjero está detenido y, en su caso, la autoridad a cuya disposición se encuentre y el motivo. 
 
Artículo 152. Derechos que asisten al detenido 
Las autoridades que ejecuten una detención por flagrancia o caso urgente deberán asegurarse de que 

la persona tenga pleno y claro conocimiento del ejercicio de los derechos citados a continuación, en 
cualquier etapa del período de custodia: 

 
I. El derecho a informar a alguien de su detención; 
 
II. El derecho a consultar en privado con su Defensor; 
 
III. El derecho a recibir una notificación escrita que establezca los derechos establecidos en las 

fracciones anteriores y las medidas que debe tomar para la obtención de asesoría legal; 
 
IV. El derecho a ser colocado en una celda en condiciones dignas y con acceso a aseo personal; 
 
V. El derecho a no estar detenido desnudo o en prendas íntimas; 
 
VI. Cuando, para los fines de la investigación sea necesario que el detenido entregue su ropa, se le 

proveerán prendas de vestir, y 
 
VII. El derecho a recibir atención clínica si padece una enfermedad física, se lesiona o parece estar 

sufriendo de un trastorno mental. 
 

CAPÍTULO IV 
MEDIDAS CAUTELARES 

 
SECCIÓN I 

Disposiciones generales 
 

Artículo 153. Reglas generales de las medidas cautelares 
Las medidas cautelares serán impuestas mediante resolución judicial, por el tiempo indispensable 

para asegurar la presencia del imputado en el procedimiento, garantizar la seguridad de la víctima u 
ofendido o del testigo, o evitar la obstaculización del procedimiento. 

 
Corresponderá a las autoridades competentes de la Federación y de las entidades federativas, para 

medidas cautelares, vigilar que el mandato de la autoridad judicial sea debidamente cumplido. 
 
Artículo 154. Procedencia de medidas cautelares 
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El Juez podrá imponer medidas cautelares a petición del Ministerio Público o de la víctima u ofendido, 
en los casos previstos por este Código, cuando ocurran las circunstancias siguientes: 

 
I. Formulada la imputación, el propio imputado se acoja al término constitucional, ya sea éste de 

una duración de setenta y dos horas o de ciento cuarenta y cuatro, según sea el caso, o 
 
II. Se haya vinculado a proceso al imputado. 
 
En caso de que el Ministerio Público, la víctima, el asesor jurídico, u ofendido, solicite una medida 

cautelar durante el plazo constitucional, dicha cuestión deberá resolverse inmediatamente después de 
formulada la imputación. Para tal efecto, las partes podrán ofrecer aquellos medios de prueba pertinentes 
para analizar la procedencia de la medida solicitada, siempre y cuando la misma sea susceptible de ser 
desahogada en las siguientes veinticuatro horas. 

Párrafo reformado DOF 17-06-2016 

 
Artículo 155. Tipos de medidas cautelares 
A solicitud del Ministerio Público o de la víctima u ofendido, el juez podrá imponer al imputado una o 

varias de las siguientes medidas cautelares: 
 
I. La presentación periódica ante el juez o ante autoridad distinta que aquél designe; 
 
II. La exhibición de una garantía económica; 
 
III. El embargo de bienes; 
 
IV. La inmovilización de cuentas y demás valores que se encuentren dentro del sistema financiero; 
 
V. La prohibición de salir sin autorización del país, de la localidad en la cual reside o del ámbito 

territorial que fije el juez; 
 
VI. El sometimiento al cuidado o vigilancia de una persona o institución determinada o 

internamiento a institución determinada; 
 
VII. La prohibición de concurrir a determinadas reuniones o acercarse o ciertos lugares; 
 
VIII. La prohibición de convivir, acercarse o comunicarse con determinadas personas, con las 

víctimas u ofendidos o testigos, siempre que no se afecte el derecho de defensa; 
 
IX. La separación inmediata del domicilio; 
 
X. La suspensión temporal en el ejercicio del cargo cuando se le atribuye un delito cometido por 

servidores públicos; 
 
XI. La suspensión temporal en el ejercicio de una determinada actividad profesional o laboral; 
 
XII. La colocación de localizadores electrónicos; 
 
XIII. El resguardo en su propio domicilio con las modalidades que el juez disponga, o 
 
XIV. La prisión preventiva. 
 
Las medidas cautelares no podrán ser usadas como medio para obtener un reconocimiento de 

culpabilidad o como sanción penal anticipada. 



 

 

CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES 
 

CÁMARA DE DIPUTADOS DEL H. CONGRESO DE LA UNIÓN 
Secretaría General 
Secretaría de Servicios Parlamentarios 

Última Reforma DOF 22-01-2020 

 

 

49 de 152 

 
Artículo 156. Proporcionalidad 
El Juez de control, al imponer una o varias de las medidas cautelares previstas en este Código, 

deberá tomar en consideración los argumentos que las partes ofrezcan o la justificación que el Ministerio 
Público realice, aplicando el criterio de mínima intervención según las circunstancias particulares de cada 
persona, en términos de lo dispuesto en el artículo 19 de la Constitución. 

 
Para determinar la idoneidad y proporcionalidad de la medida, se podrá tomar en consideración el 

análisis de evaluación de riesgo realizado por personal especializado en la materia, de manera objetiva, 
imparcial y neutral en términos de la legislación aplicable. 

 
En la resolución respectiva, el Juez de control deberá justificar las razones por las que la medida 

cautelar impuesta es la que resulta menos lesiva para el imputado. 
 
Artículo 157. Imposición de medidas cautelares 
Las solicitudes de medidas cautelares serán resueltas por el Juez de control, en audiencia y con 

presencia de las partes. 
 
El Juez de control podrá imponer una de las medidas cautelares previstas en este Código, o combinar 

varias de ellas según resulte adecuado al caso, o imponer una diversa a la solicitada siempre que no sea 
más grave. Sólo el Ministerio Público podrá solicitar la prisión preventiva, la cual no podrá combinarse 
con otras medidas cautelares previstas en este Código, salvo el embargo precautorio o la inmovilización 
de cuentas y demás valores que se encuentren en el sistema financiero. 

 
En ningún caso el Juez de control está autorizado a aplicar medidas cautelares sin tomar en cuenta el 

objeto o la finalidad de las mismas ni a aplicar medidas más graves que las previstas en el presente 
Código. 

 
Artículo 158. Debate de medidas cautelares 
Formulada la imputación, en su caso, o dictado el auto de vinculación a proceso a solicitud del 

Ministerio Público, de la víctima o de la defensa, se discutirá lo relativo a la necesidad de imposición o 
modificación de medidas cautelares. 

 
Artículo 159. Contenido de la resolución 
La resolución que establezca una medida cautelar deberá contener al menos lo siguiente: 
 
I. La imposición de la medida cautelar y la justificación que motivó el establecimiento de la misma; 
 
II. Los lineamientos para la aplicación de la medida, y 
 
III. La vigencia de la medida. 
 
Artículo 160. Impugnación de las decisiones judiciales 
Todas las decisiones judiciales relativas a las medidas cautelares reguladas por este Código son 

apelables. 
 
Artículo 161. Revisión de la medida 
Cuando hayan variado de manera objetiva las condiciones que justificaron la imposición de una 

medida cautelar, las partes podrán solicitar al Órgano jurisdiccional, la revocación, sustitución o 
modificación de la misma, para lo cual el Órgano jurisdiccional citará a todos los intervinientes a una 
audiencia con el fin de abrir debate sobre la subsistencia de las condiciones o circunstancias que se 
tomaron en cuenta para imponer la medida y la necesidad, en su caso, de mantenerla y resolver en 
consecuencia. 
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Artículo 162. Audiencia de revisión de las medidas cautelares 
De no ser desechada de plano la solicitud de revisión, la audiencia se llevará a cabo dentro de las 

cuarenta y ocho horas siguientes contadas a partir de la presentación de la solicitud. 
 
Artículo 163. Medios de prueba para la imposición y revisión de la medida 
Las partes pueden invocar datos u ofrecer medios de prueba para que se imponga, confirme, 

modifique o revoque, según el caso, la medida cautelar. 
 
Artículo 164. Evaluación y supervisión de medidas cautelares 
La evaluación y supervisión de medidas cautelares distintas a la prisión preventiva corresponderá a la 

autoridad de supervisión de medidas cautelares y de la suspensión condicional del proceso que se regirá 
por los principios de neutralidad, objetividad, imparcialidad y confidencialidad. 

 
La información que se recabe con motivo de la evaluación de riesgo no puede ser usada para la 

investigación del delito y no podrá ser proporcionada al Ministerio Público. Lo anterior, salvo que se trate 
de un delito que está en curso o sea inminente su comisión, y peligre la integridad personal o la vida de 
una persona, el entrevistador quedará relevado del deber de confidencialidad y podrá darlo a conocer a 
los agentes encargados de la persecución penal. 

 
Para decidir sobre la necesidad de la imposición o revisión de las medidas cautelares, la autoridad de 

supervisión de medidas cautelares y de la suspensión condicional del proceso proporcionará a las partes 
la información necesaria para ello, de modo que puedan hacer la solicitud correspondiente al Órgano 
jurisdiccional. 

 
Para tal efecto, la autoridad de supervisión de medidas cautelares y de la suspensión condicional del 

proceso, tendrá acceso a los sistemas y bases de datos del Sistema Nacional de Información y demás de 
carácter público, y contará con una base de datos para dar seguimiento al cumplimiento de las medidas 
cautelares distintas a la prisión preventiva. 

 
Las partes podrán obtener la información disponible de la autoridad competente cuando así lo solicite, 

previo a la audiencia para debatir la solicitud de medida cautelar. 
 
La supervisión de la prisión preventiva quedará a cargo de la autoridad penitenciaria en los términos 

de la ley de la materia. 
 
Artículo 165. Aplicación de la prisión preventiva 
Sólo por delito que merezca pena privativa de libertad habrá lugar a prisión preventiva. La prisión 

preventiva será ordenada conforme a los términos y las condiciones de este Código. 
 
La prisión preventiva no podrá exceder del tiempo que como máximo de pena fije la ley al delito que 

motivare el proceso y en ningún caso será superior a dos años, salvo que su prolongación se deba al 
ejercicio del derecho de defensa del imputado. Si cumplido este término no se ha pronunciado sentencia, 
el imputado será puesto en libertad de inmediato mientras se sigue el proceso, sin que ello obste para 
imponer otras medidas cautelares. 

Párrafo reformado DOF 17-06-2016 

 
Artículo 166. Excepciones 
En el caso de que el imputado sea una persona mayor de setenta años de edad o afectada por una 

enfermedad grave o terminal, el Órgano jurisdiccional podrá ordenar que la prisión preventiva se ejecute 
en el domicilio de la persona imputada o, de ser el caso, en un centro médico o geriátrico, bajo las 
medidas cautelares que procedan. 
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De igual forma, procederá lo previsto en el párrafo anterior, cuando se trate de mujeres embarazadas, 
o de madres durante la lactancia. 

 
No gozarán de la prerrogativa prevista en los dos párrafos anteriores, quienes a criterio del Juez de 

control puedan sustraerse de la acción de la justicia o manifiesten una conducta que haga presumible su 
riesgo social. 

 
Artículo 167. Causas de procedencia 
El Ministerio Público sólo podrá solicitar al Juez de control la prisión preventiva o el resguardo 

domiciliario cuando otras medidas cautelares no sean suficientes para garantizar la comparecencia del 
imputado en el juicio, el desarrollo de la investigación, la protección de la víctima, de los testigos o de la 
comunidad así como cuando el imputado esté siendo procesado o haya sido sentenciado previamente 
por la comisión de un delito doloso, siempre y cuando la causa diversa no sea acumulable o conexa en 
los términos del presente Código. 

 
En el supuesto de que el imputado esté siendo procesado por otro delito distinto de aquel en el que se 

solicite la prisión preventiva, deberá analizarse si ambos procesos son susceptibles de acumulación, en 
cuyo caso la existencia de proceso previo no dará lugar por si sola a la procedencia de la prisión 
preventiva. 

 
El Juez de control en el ámbito de su competencia, ordenará la prisión preventiva oficiosamente en los 

casos de delincuencia organizada, homicidio doloso, violación, secuestro, trata de personas, delitos 
cometidos con medios violentos como armas y explosivos, así como delitos graves que determine la ley 
contra la seguridad de la Nación, el libre desarrollo de la personalidad y de la salud. 

 
Las leyes generales de salud, secuestro y trata de personas establecerán los supuestos que ameriten 

prisión preventiva oficiosa. 
 
La ley en materia de delincuencia organizada establecerá los supuestos que ameriten prisión 

preventiva oficiosa. 
 
Se consideran delitos que ameritan prisión preventiva oficiosa, los previstos en el Código Penal 

Federal, de la manera siguiente: 
Párrafo reformado DOF 08-11-2019 

 
I. Homicidio doloso previsto en los artículos 302 en relación al 307, 313, 315, 315 Bis, 320 y 323; 
 
II. Genocidio, previsto en el artículo 149 Bis; 
 
III. Violación prevista en los artículos 265, 266 y 266 Bis; 
 
IV. Traición a la patria, previsto en los artículos 123, 124, 125 y 126; 
 
V. Espionaje, previsto en los artículos 127 y 128; 
 
VI. Terrorismo, previsto en los artículos 139 al 139 Ter y terrorismo internacional previsto en los 

artículos 148 Bis al 148 Quáter; 
 
VII. Sabotaje, previsto en el artículo 140, párrafo primero; 
 
VIII. Los previstos en los artículos 142, párrafo segundo y 145; 
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IX. Corrupción de personas menores de dieciocho años de edad o de personas que no tienen 
capacidad para comprender el significado del hecho o de personas que no tienen capacidad 
para resistirlo, previsto en el artículo 201; Pornografía de personas menores de dieciocho años 
de edad o de personas que no tienen capacidad para comprender el significado del hecho o de 
personas que no tienen capacidad para resistirlo, previsto en el artículo 202; Turismo sexual en 
contra de personas menores de dieciocho años de edad o de personas que no tienen 
capacidad para comprender el significado del hecho o de personas que no tienen capacidad 
para resistirlo, previsto en los artículos 203 y 203 Bis; Lenocinio de personas menores de 
dieciocho años de edad o de personas que no tienen capacidad para comprender el significado 
del hecho o de personas que no tienen capacidad para resistirlo, previsto en el artículo 204 y 
Pederastia, previsto en el artículo 209 Bis; 

 
X. Tráfico de menores, previsto en el artículo 366 Ter; 
 
XI. Contra la salud, previsto en los artículos 194, 195, 196 Bis, 196 Ter, 197, párrafo primero y 198, 

parte primera del párrafo tercero. 
 
Se consideran delitos que ameritan prisión preventiva oficiosa, los previstos en el Código Fiscal de la 

Federación, de la siguiente manera: 
 
I. Contrabando y su equiparable, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 102 y 105, 

fracciones I y IV, cuando estén a las sanciones previstas en las fracciones II o III, párrafo 
segundo, del artículo 104, exclusivamente cuando sean calificados; 

 
II. Defraudación fiscal y su equiparable, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 108 y 

109, cuando el monto de lo defraudado supere 3 veces lo dispuesto en la fracción III del artículo 
108 del Código Fiscal de la Federación, exclusivamente cuando sean calificados, y 

 
III. La expedición, venta, enajenación, compra o adquisición de comprobantes fiscales que 

amparen operaciones inexistentes, falsas o actos jurídicos simulados, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 113 Bis del Código Fiscal de la Federación, exclusivamente cuando las 
cifras, cantidad o valor de los comprobantes fiscales, superen 3 veces lo establecido en la 
fracción III del artículo 108 del Código Fiscal de la Federación. 

Párrafo con fracciones adicionado DOF 08-11-2019 

 
El juez no impondrá la prisión preventiva oficiosa y la sustituirá por otra medida cautelar, únicamente 

cuando lo solicite el Ministerio Público por no resultar proporcional para garantizar la comparecencia del 
imputado en el proceso, el desarrollo de la investigación, la protección de la víctima y de los testigos o de 
la comunidad. Dicha solicitud deberá contar con la autorización del titular de la Procuraduría o el 
funcionario que en él delegue esa facultad. 

 
Artículo 168. Peligro de sustracción del imputado 
Para decidir si está garantizada o no la comparecencia del imputado en el proceso, el Juez de control 

tomará en cuenta, especialmente, las siguientes circunstancias: 
 
I. El arraigo que tenga en el lugar donde deba ser juzgado determinado por el domicilio, 

residencia habitual, asiento de la familia y las facilidades para abandonar el lugar o permanecer 
oculto. La falsedad sobre el domicilio del imputado constituye presunción de riesgo de fuga; 

 
II. El máximo de la pena que en su caso pudiera llegar a imponerse de acuerdo al delito de que se 

trate y la actitud que voluntariamente adopta el imputado ante éste; 
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III. El comportamiento del imputado posterior al hecho cometido durante el procedimiento o en otro 
anterior, en la medida que indique su voluntad de someterse o no a la persecución penal; 

 
IV. La inobservancia de medidas cautelares previamente impuestas, o 
 
V. El desacato de citaciones para actos procesales y que, conforme a derecho, le hubieran 

realizado las autoridades investigadoras o jurisdiccionales. 
 
Artículo 169. Peligro de obstaculización del desarrollo de la investigación 
Para decidir acerca del peligro de obstaculización del desarrollo de la investigación, el Juez de control 

tomará en cuenta la circunstancia del hecho imputado y los elementos aportados por el Ministerio Público 
para estimar como probable que, de recuperar su libertad, el imputado: 

 
I. Destruirá, modificará, ocultará o falsificará elementos de prueba; 
 
II. Influirá para que coimputados, testigos o peritos informen falsamente o se comporten de 

manera reticente o inducirá a otros a realizar tales comportamientos, o 
 
III. Intimidará, amenazará u obstaculizará la labor de los servidores públicos que participan en la 

investigación. 
 
Artículo 170. Riesgo para la víctima u ofendido, testigos o para la comunidad 
La protección que deba proporcionarse a la víctima u ofendido, a los testigos o a la comunidad, se 

establecerá a partir de la valoración que haga el Juez de control respecto de las circunstancias del hecho 
y de las condiciones particulares en que se encuentren dichos sujetos, de las que puedan derivarse la 
existencia de un riesgo fundado de que se cometa contra dichas personas un acto que afecte su 
integridad personal o ponga en riesgo su vida. 

 
Artículo 171. Pruebas para la imposición, revisión, sustitución, modificación o cese de la 

prisión preventiva 
Las partes podrán invocar datos u ofrecer medios de prueba con el fin de solicitar la imposición, 

revisión, sustitución, modificación o cese de la prisión preventiva. 
 
En todos los casos se estará a lo dispuesto por este Código en lo relativo a la admisión y desahogo de 

medios de prueba. 
 
Los medios de convicción allegados tendrán eficacia únicamente para la resolución de las cuestiones 

que se hubieren planteado. 
 
Artículo 172. Presentación de la garantía 
Al decidir sobre la medida cautelar consistente en garantía económica, el Juez de control previamente 

tomará en consideración la idoneidad de la medida solicitada por el Ministerio Público. Para resolver 
sobre dicho monto, el Juez de control deberá tomar en cuenta el peligro de sustracción del imputado a 
juicio, el peligro de obstaculización del desarrollo de la investigación y el riesgo para la víctima u 
ofendido, para los testigos o para la comunidad. Adicionalmente deberá considerar las características del 
imputado, su capacidad económica, la posibilidad de cumplimiento de las obligaciones procesales a su 
cargo. 

 
El Juez de control hará la estimación de modo que constituya un motivo eficaz para que el imputado 

se abstenga de incumplir sus obligaciones y deberá fijar un plazo razonable para exhibir la garantía. 
 
Artículo 173. Tipo de garantía 
La garantía económica podrá constituirse de las siguientes maneras: 
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I. Depósito en efectivo; 
 
II. Fianza de institución autorizada; 
 
III. Hipoteca; 
 
IV. Prenda; 
 
V. Fideicomiso, o 
 
VI. Cualquier otra que a criterio del Juez de control cumpla suficientemente con esta finalidad. 
 
El Juez de control podrá autorizar la sustitución de la garantía impuesta al imputado por otra 

equivalente previa audiencia del Ministerio Público, la víctima u ofendido, si estuviese presente. 
 
Las garantías económicas se regirán por las reglas generales previstas en el Código Civil Federal o 

de las Entidades federativas, según corresponda y demás legislaciones aplicables. 
 
El depósito en efectivo será equivalente a la cantidad señalada como garantía económica y se hará en 

la institución de crédito autorizada para ello; sin embargo, cuando por razones de la hora o por tratarse 
de día inhábil no pueda constituirse el depósito, el Juez de control recibirá la cantidad en efectivo, 
asentará registro de ella y la ingresará el primer día hábil a la institución de crédito autorizada. 

 
Artículo 174. Incumplimiento del imputado de las medidas cautelares 
Cuando el supervisor de la medida cautelar detecte un incumplimiento de una medida cautelar distinta 

a la garantía económica o de prisión preventiva, deberá informar a las partes de forma inmediata a efecto 
de que en su caso puedan solicitar la revisión de la medida cautelar. 

 
El Ministerio Público que reciba el reporte de la autoridad de supervisión de medidas cautelares y de 

la suspensión condicional del proceso, deberá solicitar audiencia para revisión de la medida cautelar 
impuesta en el plazo más breve posible y en su caso, solicite la comparecencia del imputado o una orden 
de aprehensión. 

Párrafo reformado DOF 17-06-2016 

 
En caso que el imputado notificado por cualquier medio no comparezca injustificadamente a la 

audiencia a la que fue citado, el Ministerio Público deberá solicitar la orden de aprehensión o 
comparecencia. 

Párrafo adicionado DOF 17-06-2016 

 
La justificación de la inasistencia por parte del imputado deberá presentarse a más tardar al momento 

de la audiencia. 
Párrafo adicionado DOF 17-06-2016 

 
En el caso de que al imputado se le haya impuesto como medida cautelar una garantía económica y, 

exhibida ésta sea citado para comparecer ante el juez e incumpla la cita, se requerirá al garante para que 
presente al imputado en un plazo no mayor a ocho días, advertidos, el garante y el imputado, de que si 
no lo hicieren o no justificaren la incomparecencia, se hará efectiva la garantía a favor del Fondo de 
Ayuda, Asistencia y Reparación Integral o sus equivalentes en las entidades federativas, previstos en la 
Ley General de Víctimas. 

Párrafo reformado DOF 17-06-2016 

 



 

 

CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES 
 

CÁMARA DE DIPUTADOS DEL H. CONGRESO DE LA UNIÓN 
Secretaría General 
Secretaría de Servicios Parlamentarios 

Última Reforma DOF 22-01-2020 

 

 

55 de 152 

Si el imputado es sorprendido infringiendo una medida cautelar de las establecidas en las fracciones 
V, VII, VIII, IX, XII y XIII del artículo 155 de este Código, el supervisor de la medida cautelar deberá dar 
aviso inmediatamente y por cualquier medio, al Juez de control quien con la misma inmediatez ordenará 
su arresto con fundamento en el inciso d), fracción II del artículo 104 de este Código, para que dentro de 
la duración de este sea llevado ante él en audiencia con las partes, con el fin de que se revise la medida 
cautelar; siempre y cuando se le haya apercibido que de incumplir con la medida cautelar se le impondría 
dicha medida de apremio. 

Párrafo reformado DOF 17-06-2016 

 
Artículo 175. Cancelación de la garantía 
La garantía se cancelará y se devolverán los bienes afectados por ella, cuando: 
 
I. Se revoque la decisión que la decreta; 
 
II. Se dicte el sobreseimiento o la sentencia absolutoria, o 
 
III. El imputado se someta a la ejecución de la pena o la garantía no deba ejecutarse. 
 

CAPÍTULO V 
DE LA SUPERVISIÓN DE LAS MEDIDAS CAUTELARES 

 
SECCIÓN I 

De la Autoridad de supervisión de medidas cautelares y de la suspensión condicional del 
proceso 

 
Artículo 176. Naturaleza y objeto 
La Autoridad de supervisión de medidas cautelares y de la suspensión condicional del proceso, tendrá 

por objeto realizar la evaluación de riesgo del imputado, así como llevar a cabo el seguimiento de las 
medidas cautelares y de la suspensión condicional del proceso, en caso de que no sea una institución de 
seguridad pública se podrá auxiliar de la instancia policial correspondiente para el desarrollo de sus 
funciones. 

 
Esta autoridad deberá proporcionar a las partes información sobre la evaluación de riesgos que 

representa el imputado y el seguimiento de las medidas cautelares y de la suspensión condicional del 
proceso que le soliciten. 

Artículo reformado DOF 17-06-2016 

 
Artículo 177. Obligaciones de la autoridad de supervisión de medidas cautelares y de la 

suspensión condicional del proceso 
La autoridad de supervisión de medidas cautelares y de la suspensión condicional del proceso tendrá 

las siguientes obligaciones: 
 
I. Supervisar y dar seguimiento a las medidas cautelares impuestas, distintas a la prisión 

preventiva, y las condiciones a cargo del imputado en caso de suspensión condicional del 
proceso, así como hacer sugerencias sobre cualquier cambio que amerite alguna modificación 
de las medidas u obligaciones impuestas; 

 
II. Entrevistar periódicamente a la víctima o testigo del delito, con el objeto de dar seguimiento al 

cumplimiento de la medida cautelar impuesta o las condiciones de la suspensión condicional del 
proceso y canalizarlos, en su caso, a la autoridad correspondiente; 
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III. Realizar entrevistas así como visitas no anunciadas en el domicilio o en el lugar en donde se 
encuentre el imputado; 

 
IV. Verificar la localización del imputado en su domicilio o en el lugar en donde se encuentre, 

cuando la modalidad de la medida cautelar o de la suspensión condicional del proceso 
impuesta por la autoridad judicial así lo requiera; 

 
V. Requerir que el imputado proporcione muestras, sin previo aviso, para detectar el posible uso 

de alcohol o drogas prohibidas, o el resultado del examen de las mismas en su caso, cuando la 
modalidad de la suspensión condicional del proceso impuesta por la autoridad judicial así lo 
requiera; 

 
VI. Supervisar que las personas e instituciones públicas y privadas a las que la autoridad judicial 

encargue el cuidado del imputado, cumplan las obligaciones contraídas; 
 
VII. Solicitar al imputado la información que sea necesaria para verificar el cumplimiento de las 

medidas y obligaciones impuestas; 
 
VIII. Revisar y sugerir el cambio de las condiciones de las medidas impuestas al imputado, de oficio 

o a solicitud de parte, cuando cambien las circunstancias originales que sirvieron de base para 
imponer la medida; 

 
IX. Informar a las partes aquellas violaciones a las medidas y obligaciones impuestas que estén 

debidamente verificadas, y puedan implicar la modificación o revocación de la medida o 
suspensión y sugerir las modificaciones que estime pertinentes; 

 
X. Conservar actualizada una base de datos sobre las medidas cautelares y obligaciones 

impuestas, su seguimiento y conclusión; 
 
XI. Solicitar y proporcionar información a las oficinas con funciones similares de la Federación o de 

Entidades federativas dentro de sus respectivos ámbitos de competencia; 
 
XII. Ejecutar las solicitudes de apoyo para la obtención de información que le requieran las oficinas 

con funciones similares de la Federación o de las Entidades federativas en sus respectivos 
ámbitos de competencia; 

 
XIII. Canalizar al imputado a servicios sociales de asistencia, públicos o privados, en materias de 

salud, empleo, educación, vivienda y apoyo jurídico, cuando la modalidad de la medida cautelar 
o de la suspensión condicional del proceso impuesta por la autoridad judicial así lo requiera, y 

 
XIV. Las demás que establezca la legislación aplicable. 
 
Artículo 178. Riesgo de incumplimiento de medida cautelar distinta a la prisión preventiva 
En el supuesto de que la autoridad de supervisión de medidas cautelares y de la suspensión 

condicional del proceso, advierta que existe un riesgo objetivo en inminente de fuga o de afectación a la 
integridad personal de los intervinientes, deberá informar a las partes de forma inmediata a efecto de que 
en su caso puedan solicitar al Juez de control la revisión de la medida cautelar. 

 
Artículo 179. Suspensión de la medida cautelar 
Cuando se determine la suspensión condicional de proceso, la autoridad judicial deberá suspender las 

medidas cautelares impuestas, las que podrán continuar en los mismos términos o modificarse, si el 
proceso se reanuda, de acuerdo con las peticiones de las partes y la determinación judicial. 
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Artículo 180. Continuación de la medida cautelar en caso de sentencia condenatoria recurrida 
Cuando el sentenciado recurra la sentencia condenatoria, continuará el seguimiento de las medidas 

cautelares impuestas hasta que cause estado la sentencia, sin perjuicio de que puedan ser sujetas de 
revisión de conformidad con las reglas de este Código. 

 
Artículo 181. Seguimiento de medidas cautelares en caso de suspensión del proceso 
Cuando el proceso sea suspendido en virtud de que la autoridad judicial haya determinado la 

sustracción de la acción de la justicia, las medidas cautelares continuarán vigentes, salvo las que resulten 
de imposible cumplimiento. 

 
En caso de que el proceso se suspenda por la falta de un requisito de procedibilidad, las medidas 

cautelares continuarán vigentes por el plazo que determine la autoridad judicial que no podrá exceder de 
cuarenta y ocho horas. 

 
Si el imputado es declarado inimputable, se citará a una audiencia de revisión de la medida cautelar 

proveyendo, en su caso, la aplicación de ajustes razonables solicitados por las partes. 
 
Artículo 182. Registro de actividades de supervisión 
Se llevará un registro, por cualquier medio fidedigno, de las actividades necesarias que permitan a la 

autoridad de supervisión de medidas cautelares y de la suspensión condicional del proceso tener certeza 
del cumplimiento o incumplimiento de las obligaciones impuestas. 

 

LIBRO SEGUNDO 
DEL PROCEDIMIENTO 

 
TÍTULO I 

SOLUCIONES ALTERNAS Y FORMAS DE TERMINACIÓN ANTICIPADA 
 

CAPÍTULO I 
DISPOSICIONES COMUNES 

 
Artículo 183. Principio general 
En los asuntos sujetos a procedimiento abreviado se aplicarán las disposiciones establecidas en este 

Título. 
 
En todo lo no previsto en este Título, y siempre que no se opongan al mismo, se aplicarán las reglas 

del proceso ordinario. 
 
Para las salidas alternas y formas de terminación anticipada, la autoridad competente contará con un 

registro para dar seguimiento al cumplimiento de los acuerdos reparatorios, los procesos de suspensión 
condicional del proceso, y el procedimiento abreviado, dicho registro deberá ser consultado por el 
Ministerio Público y la autoridad judicial antes de solicitar y conceder, respectivamente, alguna forma de 
solución alterna del procedimiento o de terminación anticipada del proceso. 

Artículo reformado DOF 29-12-2014 

 
Artículo 184. Soluciones alternas 
Son formas de solución alterna del procedimiento: 
 
I. El acuerdo reparatorio, y 
 
II. La suspensión condicional del proceso. 
 



 

 

CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES 
 

CÁMARA DE DIPUTADOS DEL H. CONGRESO DE LA UNIÓN 
Secretaría General 
Secretaría de Servicios Parlamentarios 

Última Reforma DOF 22-01-2020 

 

 

58 de 152 

Artículo 185. Formas de terminación anticipada del proceso 
El procedimiento abreviado será considerado una forma de terminación anticipada del proceso. 
 

CAPÍTULO II 
ACUERDOS REPARATORIOS 

 
Artículo 186. Definición 
Los acuerdos reparatorios son aquéllos celebrados entre la víctima u ofendido y el imputado que, una 

vez aprobados por el Ministerio Público o el Juez de control y cumplidos en sus términos, tienen como 
efecto la extinción de la acción penal. 

Artículo reformado DOF 29-12-2014 

 
Artículo 187. Control sobre los acuerdos reparatorios 
Procederán los acuerdos reparatorios únicamente en los casos siguientes: 
 
I.  Delitos que se persiguen por querella, por requisito equivalente de parte ofendida o que admiten 

el perdón de la víctima o el ofendido; 
Fracción reformada DOF 29-12-2014 

 
II. Delitos culposos, o 
 
III. Delitos patrimoniales cometidos sin violencia sobre las personas. 
 
No procederán los acuerdos reparatorios en los casos en que el imputado haya celebrado 

anteriormente otros acuerdos por hechos que correspondan a los mismos delitos dolosos, tampoco 
procederán cuando se trate de delitos de violencia familiar o sus equivalentes en las Entidades 
federativas. Tampoco serán procedentes los acuerdos reparatorios para las hipótesis previstas en las 
fracciones I, II y III del párrafo séptimo del artículo 167 del presente Código. 

Párrafo reformado DOF 29-12-2014, 17-06-2016, 08-11-2019 

 
Tampoco serán procedentes en caso de que el imputado haya incumplido previamente un acuerdo 

reparatorio, salvo que haya sido absuelto. 
Párrafo adicionado DOF 29-12-2014. Reformado DOF 17-06-2016 

 
Artículo 188. Procedencia 
Los acuerdos reparatorios procederán desde la presentación de la denuncia o querella hasta antes de 

decretarse el auto de apertura de juicio. En el caso de que se haya dictado el auto de vinculación a 
proceso y hasta antes de que se haya dictado el auto de apertura a juicio, el Juez de control, a petición 
de las partes, podrá suspender el proceso penal hasta por treinta días para que las partes puedan 
concretar el acuerdo con el apoyo de la autoridad competente especializada en la materia. 

 
En caso de que la concertación se interrumpa, cualquiera de las partes podrá solicitar la continuación 

del proceso. 
Artículo reformado DOF 29-12-2014 

 
Artículo 189. Oportunidad 
Desde su primera intervención, el Ministerio Público o en su caso, el Juez de control, podrán invitar a 

los interesados a que suscriban un acuerdo reparatorio en los casos en que proceda, de conformidad con 
lo dispuesto en el presente Código, debiendo explicarles a las partes los efectos del acuerdo. 

 
Las partes podrán acordar acuerdos reparatorios de cumplimiento inmediato o diferido. En caso de 

señalar que el cumplimiento debe ser diferido y no señalar plazo específico, se entenderá que el plazo 
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será por un año. El plazo para el cumplimiento de las obligaciones suspenderá el trámite del proceso y la 
prescripción de la acción penal. 

 
Si el imputado incumple sin justa causa las obligaciones pactadas, la investigación o el proceso, 

según corresponda, continuará como si no se hubiera celebrado acuerdo alguno. 
Párrafo reformado DOF 29-12-2014 

 
La información que se genere como producto de los acuerdos reparatorios no podrá ser utilizada en 

perjuicio de las partes dentro del proceso penal. 
 
El juez decretará la extinción de la acción una vez aprobado el cumplimiento pleno de las obligaciones 

pactadas en un acuerdo reparatorio, haciendo las veces de sentencia ejecutoriada. 
 
Artículo 190. Trámite 
Los acuerdos reparatorios deberán ser aprobados por el Juez de control a partir de la etapa de 

investigación complementaria y por el Ministerio Publico en la etapa de investigación inicial. En este 
último supuesto, las partes tendrán derecho a acudir ante el Juez de control, dentro de los cinco días 
siguientes a que se haya aprobado el acuerdo reparatorio, cuando estimen que el mecanismo alternativo 
de solución de controversias no se desarrolló conforme a las disposiciones previstas en la ley de la 
materia. Si el Juez de control determina como válidas las pretensiones de las partes, podrá declarar 
como no celebrado el acuerdo reparatorio y, en su caso, aprobar la modificación acordada entre las 
partes. 

Párrafo reformado DOF 29-12-2014 

 
Previo a la aprobación del acuerdo reparatorio, el Juez de control o el Ministerio Público verificarán 

que las obligaciones que se contraen no resulten notoriamente desproporcionadas y que los 
intervinientes estuvieron en condiciones de igualdad para negociar y que no hayan actuado bajo 
condiciones de intimidación, amenaza o coacción. 

 

CAPÍTULO III 
SUSPENSIÓN CONDICIONAL DEL PROCESO 

 
Artículo 191. Definición 
Por suspensión condicional del proceso deberá entenderse el planteamiento formulado por el 

Ministerio Público o por el imputado, el cual contendrá un plan detallado sobre el pago de la reparación 
del daño y el sometimiento del imputado a una o varias de las condiciones que refiere este Capítulo, que 
garanticen una efectiva tutela de los derechos de la víctima u ofendido y que en caso de cumplirse, 
pueda dar lugar a la extinción de la acción penal. 

 
Artículo 192. Procedencia 
La suspensión condicional del proceso, a solicitud del imputado o del Ministerio Público con acuerdo 

de aquél, procederá en los casos en que se cubran los requisitos siguientes: 
 
I.  Que el auto de vinculación a proceso del imputado se haya dictado por un delito cuya media 

aritmética de la pena de prisión no exceda de cinco años; 
Fracción reformada DOF 17-06-2016 

 
II.  Que no exista oposición fundada de la víctima y ofendido, y 

Fracción reformada DOF 17-06-2016 

 
III.  Que hayan transcurrido dos años desde el cumplimiento o cinco años desde el incumplimiento, 

de una suspensión condicional anterior, en su caso. 
Fracción adicionada DOF 17-06-2016 
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Lo señalado en la fracción III del presente artículo, no procederá cuando el imputado haya sido 

absuelto en dicho procedimiento. 
Párrafo reformado DOF 17-06-2016 

 
La suspensión condicional será improcedente para las hipótesis previstas en las fracciones I, II y III 

del párrafo séptimo del artículo 167 del presente Código. 
Párrafo adicionado DOF 08-11-2019 

 
Artículo 193. Oportunidad 
Una vez dictado el auto de vinculación a proceso, la suspensión condicional del proceso podrá 

solicitarse en cualquier momento hasta antes de acordarse la apertura de juicio, y no impedirá el ejercicio 
de la acción civil ante los tribunales respectivos. 

 
Artículo 194. Plan de reparación 
En la audiencia en donde se resuelva sobre la solicitud de suspensión condicional del proceso, el 

imputado deberá plantear, un plan de reparación del daño causado por el delito y plazos para cumplirlo. 
 
Artículo 195. Condiciones por cumplir durante el periodo de suspensión condicional del 

proceso 
El Juez de control fijará el plazo de suspensión condicional del proceso, que no podrá ser inferior a 

seis meses ni superior a tres años, y determinará imponer al imputado una o varias de las condiciones 
que deberá cumplir, las cuales en forma enunciativa más no limitativa se señalan: 

 
I. Residir en un lugar determinado; 
 
II. Frecuentar o dejar de frecuentar determinados lugares o personas; 
 
III. Abstenerse de consumir drogas o estupefacientes o de abusar de las bebidas alcohólicas; 
 
IV. Participar en programas especiales para la prevención y el tratamiento de adicciones; 
 
V. Aprender una profesión u oficio o seguir cursos de capacitación en el lugar o la institución que 

determine el Juez de control; 
 
VI. Prestar servicio social a favor del Estado o de instituciones de beneficencia pública; 
 
VII. Someterse a tratamiento médico o psicológico, de preferencia en instituciones públicas; 
 
VIII. Tener un trabajo o empleo, o adquirir, en el plazo que el Juez de control determine, un oficio, 

arte, industria o profesión, si no tiene medios propios de subsistencia; 
 
IX. Someterse a la vigilancia que determine el Juez de control; 
 
X. No poseer ni portar armas; 
 
XI. No conducir vehículos; 
 
XII. Abstenerse de viajar al extranjero; 
 
XIII. Cumplir con los deberes de deudor alimentario, o 
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XIV. Cualquier otra condición que, a juicio del Juez de control, logre una efectiva tutela de los 
derechos de la víctima. 

 
Para fijar las condiciones, el Juez de control podrá disponer que el imputado sea sometido a una 

evaluación previa. El Ministerio Público, la víctima u ofendido, podrán proponer al Juez de control 
condiciones a las que consideran debe someterse el imputado. 

 
El Juez de control preguntará al imputado si se obliga a cumplir con las condiciones impuestas y, en 

su caso, lo prevendrá sobre las consecuencias de su inobservancia. 
 
Artículo 196. Trámite 
La víctima u ofendido serán citados a la audiencia en la fecha que señale el Juez de control. La 

incomparecencia de éstos no impedirá que el Juez resuelva sobre la procedencia y términos de la 
solicitud. 

 
En su resolución, el Juez de control fijará las condiciones bajo las cuales se suspende el proceso o se 

rechaza la solicitud y aprobará el plan de reparación propuesto, mismo que podrá ser modificado por el 
Juez de control en la audiencia. La sola falta de recursos del imputado no podrá ser utilizada como razón 
suficiente para rechazar la suspensión condicional del proceso. 

 
La información que se genere como producto de la suspensión condicional del proceso no podrá ser 

utilizada en caso de continuar el proceso penal. 
Párrafo reformado DOF 17-06-2016 

 
Artículo 197. Conservación de los registros de investigación y medios de prueba 
En los procesos suspendidos de conformidad con las disposiciones establecidas en el presente 

Capítulo, el Ministerio Público tomará las medidas necesarias para evitar la pérdida, destrucción o 
ineficacia de los registros y medios de prueba conocidos y los que soliciten los sujetos que intervienen en 
el proceso. 

 
Artículo 198. Revocación de la suspensión condicional del proceso 
Si el imputado dejara de cumplir injustificadamente las condiciones impuestas, no cumpliera con el 

plan de reparación, o posteriormente fuera condenado por sentencia ejecutoriada por delito doloso o 
culposo, siempre que el proceso suspendido se refiera a delito de esta naturaleza, el Juez de control, 
previa petición del agente del Ministerio Público o de la víctima u ofendido, convocará a las partes a una 
audiencia en la que se debatirá sobre la procedencia de la revocación de la suspensión condicional del 
proceso, debiendo resolver de inmediato lo que proceda. 

 
El Juez de control también podrá ampliar el plazo de la suspensión condicional del proceso hasta por 

dos años más. Esta extensión del término podrá imponerse por una sola vez. 
 
Si la víctima u ofendido hubiese recibido pagos durante la suspensión condicional del proceso y ésta 

en forma posterior fuera revocada, el monto total a que ascendieran dichos pagos deberán ser 
destinados al pago de la indemnización por daños y perjuicios que en su caso corresponda a la víctima u 
ofendido. 

 
La obligación de cumplir con las condiciones derivadas de la suspensión condicional del proceso, así 

como el plazo otorgado para tal efecto se interrumpirán mientras el imputado esté privado de su libertad 
por otro proceso. Una vez que el imputado obtenga su libertad, éstos se reanudarán. 

 
Si el imputado estuviera sometido a otro proceso y goza de libertad, la obligación de cumplir con las 

condiciones establecidas para la suspensión condicional del proceso así como el plazo otorgado para tal 
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efecto, continuarán vigentes; sin embargo, no podrá decretarse la extinción de la acción penal hasta en 
tanto quede firme la resolución que lo exime de responsabilidad dentro del otro proceso. 

 
Artículo 199. Cesación provisional de los efectos de la suspensión condicional del proceso 
La suspensión condicional del proceso interrumpirá los plazos para la prescripción de la acción penal 

del delito de que se trate. 
 
Cuando las condiciones establecidas por el Juez de control para la suspensión condicional del 

proceso, así como el plan de reparación hayan sido cumplidas por el imputado dentro del plazo 
establecido para tal efecto sin que se hubiese revocado dicha suspensión condicional del proceso, se 
extinguirá la acción penal, para lo cual el Juez de control deberá decretar de oficio o a petición de parte el 
sobreseimiento. 

 
Artículo 200. Verificación de la existencia de un acuerdo previo 
Previo al comienzo de la audiencia de suspensión condicional del proceso, el Ministerio Público 

deberá consultar en los registros respectivos si el imputado en forma previa fue parte de algún 
mecanismo de solución alterna o suscribió acuerdos reparatorios, debiendo incorporar en los registros de 
investigación el resultado de la consulta e informar en la audiencia de los mismos. 

 

CAPÍTULO IV 
PROCEDIMIENTO ABREVIADO 

 
Artículo 201. Requisitos de procedencia y verificación del Juez 
Para autorizar el procedimiento abreviado, el Juez de control verificará en audiencia los siguientes 

requisitos: 
 
I. Que el Ministerio Público solicite el procedimiento, para lo cual se deberá formular la acusación 

y exponer los datos de prueba que la sustentan. La acusación deberá contener la enunciación 
de los hechos que se atribuyen al acusado, su clasificación jurídica y grado de intervención, así 
como las penas y el monto de reparación del daño; 

 
II. Que la víctima u ofendido no presente oposición. Sólo será vinculante para el juez la oposición 

que se encuentre fundada, y 
 
III. Que el imputado: 

a) Reconozca estar debidamente informado de su derecho a un juicio oral y de los alcances 
del procedimiento abreviado; 

 
b) Expresamente renuncie al juicio oral; 
 
c) Consienta la aplicación del procedimiento abreviado; 
 
d) Admita su responsabilidad por el delito que se le imputa; 
 
e) Acepte ser sentenciado con base en los medios de convicción que exponga el Ministerio 

Público al formular la acusación. 
 

Artículo 202. Oportunidad 
El Ministerio Público podrá solicitar la apertura del procedimiento abreviado después de que se dicte 

el auto de vinculación a proceso y hasta antes de la emisión del auto de apertura a juicio oral. 
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A la audiencia se deberá citar a todas las partes. La incomparecencia de la víctima u ofendido 
debidamente citados no impedirá que el Juez de control se pronuncie al respecto. 

 
Cuando el acusado no haya sido condenado previamente por delito doloso y el delito por el cual se 

lleva a cabo el procedimiento abreviado es sancionado con pena de prisión cuya media aritmética no 
exceda de cinco años, incluidas sus calificativas atenuantes o agravantes, el Ministerio Público podrá 
solicitar la reducción de hasta una mitad de la pena mínima en los casos de delitos dolosos y hasta dos 
terceras partes de la pena mínima en el caso de delitos culposos, de la pena de prisión que le 
correspondiere al delito por el cual acusa. 

 
En cualquier caso, el Ministerio Público podrá solicitar la reducción de hasta un tercio de la mínima en 

los casos de delitos dolosos y hasta en una mitad de la mínima en el caso de delitos culposos, de la pena 
de prisión. Si al momento de esta solicitud, ya existiere acusación formulada por escrito, el Ministerio 
Público podrá modificarla oralmente en la audiencia donde se resuelva sobre el procedimiento abreviado 
y en su caso solicitar la reducción de las penas, para el efecto de permitir la tramitación del caso 
conforme a las reglas previstas en el presente Capítulo. 

 
El Ministerio Público al solicitar la pena en los términos previstos en el presente artículo, deberá 

observar el Acuerdo que al efecto emita el Procurador. 
 
Artículo 203. Admisibilidad 
En la misma audiencia, el Juez de control admitirá la solicitud del Ministerio Público cuando verifique 

que concurran los medios de convicción que corroboren la imputación, en términos de la fracción VII, del 
apartado A del artículo 20 de la Constitución. Serán medios de convicción los datos de prueba que se 
desprendan de los registros contenidos en la carpeta de investigación. 

 
Si el procedimiento abreviado no fuere admitido por el Juez de control, se tendrá por no formulada la 

acusación oral que hubiere realizado el Ministerio Público, lo mismo que las modificaciones que, en su 
caso, hubiera realizado a su respectivo escrito y se continuará de acuerdo con las disposiciones previstas 
para el procedimiento ordinario. Asimismo, el Juez de control ordenará que todos los antecedentes 
relativos al planteamiento, discusión y resolución de la solicitud de procedimiento abreviado sean 
eliminados del registro. 

 
Si no se admite la solicitud por inconsistencias o incongruencias en los planteamientos del Ministerio 

Público, éste podrá presentar nuevamente la solicitud una vez subsanados los defectos advertidos. 
 
Artículo 204. Oposición de la víctima u ofendido 
La oposición de la víctima u ofendido sólo será procedente cuando se acredite ante el Juez de control 

que no se encuentra debidamente garantizada la reparación del daño. 
 
Artículo 205. Trámite del procedimiento 
Una vez que el Ministerio Público ha realizado la solicitud del procedimiento abreviado y expuesto la 

acusación con los datos de prueba respectivos, el Juez de control resolverá la oposición que hubiere 
expresado la víctima u ofendido, observará el cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 
201, fracción III, correspondientes al imputado y verificará que los elementos de convicción que sustenten 
la acusación se encuentren debidamente integrados en la carpeta de investigación, previo a resolver 
sobre la autorización del procedimiento abreviado. 

 
Una vez que el Juez de control haya autorizado dar trámite al procedimiento abreviado, escuchará al 

Ministerio Público, a la víctima u ofendido o a su Asesor jurídico, de estar presentes y después a la 
defensa; en todo caso, la exposición final corresponderá siempre al acusado. 

 
Artículo 206. Sentencia 
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Concluido el debate, el Juez de control emitirá su fallo en la misma audiencia, para lo cual deberá dar 
lectura y explicación pública a la sentencia, dentro del plazo de cuarenta y ocho horas, explicando de 
forma concisa los fundamentos y motivos que tomó en consideración. 

 
No podrá imponerse una pena distinta o de mayor alcance a la que fue solicitada por el Ministerio 

Público y aceptada por el acusado. 
 
El juez deberá fijar el monto de la reparación del daño, para lo cual deberá expresar las razones para 

aceptar o rechazar las objeciones que en su caso haya formulado la víctima u ofendido. 
 
Artículo 207. Reglas generales 
La existencia de varios coimputados no impide la aplicación de estas reglas en forma individual. 
 

CAPÍTULO V 
DE LA SUPERVISIÓN DE LAS CONDICIONES IMPUESTAS EN LA SUSPENSIÓN 

CONDICIONAL DEL PROCESO 
 

Artículo 208. Reglas para las obligaciones de la suspensión condicional del proceso 
Para el seguimiento de las obligaciones previstas en el artículo 195, fracciones III, IV, V, VI, VIII y XIII 

las instituciones públicas y privadas designadas por la autoridad judicial, informarán a la autoridad de 
supervisión de medidas cautelares y de la suspensión condicional del proceso sobre su cumplimiento. 

 
Artículo 209. Notificación de las obligaciones de la suspensión condicional del proceso 
Concluida la audiencia y aprobada la suspensión condicional del proceso y las obligaciones que 

deberá cumplir el imputado, se notificará a la autoridad de supervisión de medidas cautelares y de la 
suspensión condicional del proceso, con el objeto de que ésta dé inicio al proceso de supervisión. Para 
tal efecto, se le deberá proporcionar la información de las condiciones impuestas. 

 
Artículo 210. Notificación del incumplimiento 
Cuando considere que se ha actualizado un incumplimiento injustificado, la autoridad de supervisión 

de medidas cautelares y de la suspensión condicional del proceso enviará el reporte de incumplimiento a 
las partes para que soliciten la audiencia de revocación de la suspensión ante el juez competente. 

 
Si el juez determina la revocación de la suspensión condicional del proceso, concluirá la supervisión 

de la autoridad de supervisión de medidas cautelares y de la suspensión condicional del proceso. 
 
El Ministerio Público que reciba el reporte de la autoridad de supervisión de medidas cautelares y de 

la suspensión condicional del proceso, deberá solicitar audiencia para pedir la revisión de las condiciones 
u obligaciones impuestas a la brevedad posible. 

 

TÍTULO II 
PROCEDIMIENTO ORDINARIO 

 
CAPÍTULO ÚNICO 

ETAPAS DEL PROCEDIMIENTO 
 

Artículo 211. Etapas del procedimiento penal 
El procedimiento penal comprende las siguientes etapas: 
 
I. La de investigación, que comprende las siguientes fases: 
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a) Investigación inicial, que comienza con la presentación de la denuncia, querella u otro 
requisito equivalente y concluye cuando el imputado queda a disposición del Juez de 
control para que se le formule imputación, e 

 
b) Investigación complementaria, que comprende desde la formulación de la imputación y se 

agota una vez que se haya cerrado la investigación; 
 

II. La intermedia o de preparación del juicio, que comprende desde la formulación de la acusación 
hasta el auto de apertura del juicio, y 

 
III. La de juicio, que comprende desde que se recibe el auto de apertura a juicio hasta la sentencia 

emitida por el Tribunal de enjuiciamiento. 
 
La investigación no se interrumpe ni se suspende durante el tiempo en que se lleve a cabo la 

audiencia inicial hasta su conclusión o durante la víspera de la ejecución de una orden de aprehensión. El 
ejercicio de la acción inicia con la solicitud de citatorio a audiencia inicial, puesta a disposición del 
detenido ante la autoridad judicial o cuando se solicita la orden de aprehensión o comparecencia, con lo 
cual el Ministerio Público no perderá la dirección de la investigación. 

 
El proceso dará inicio con la audiencia inicial, y terminará con la sentencia firme. 
 

TÍTULO III 
ETAPA DE INVESTIGACIÓN 

 
CAPÍTULO I 

DISPOSICIONES COMUNES A LA INVESTIGACIÓN 
 

Artículo 212. Deber de investigación penal 
Cuando el Ministerio Público tenga conocimiento de la existencia de un hecho que la ley señale como 

delito, dirigirá la investigación penal, sin que pueda suspender, interrumpir o hacer cesar su curso, salvo 
en los casos autorizados en la misma. 

 
La investigación deberá realizarse de manera inmediata, eficiente, exhaustiva, profesional e imparcial, 

libre de estereotipos y discriminación, orientada a explorar todas las líneas de investigación posibles que 
permitan allegarse de datos para el esclarecimiento del hecho que la ley señala como delito, así como la 
identificación de quien lo cometió o participó en su comisión. 

 
Artículo 213. Objeto de la investigación 
La investigación tiene por objeto que el Ministerio Público reúna indicios para el esclarecimiento de los 

hechos y, en su caso, los datos de prueba para sustentar el ejercicio de la acción penal, la acusación 
contra el imputado y la reparación del daño. 

 
Artículo 214. Principios que rigen a las autoridades de la investigación 
Las autoridades encargadas de desarrollar la investigación de los delitos se regirán por los principios 

de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez, lealtad y respeto a los derechos humanos 
reconocidos en la Constitución y en los Tratados. 

 
Artículo 215. Obligación de suministrar información 
Toda persona o servidor público está obligado a proporcionar oportunamente la información que 

requieran el Ministerio Público y la Policía en el ejercicio de sus funciones de investigación de un hecho 
delictivo concreto. En caso de ser citados para ser entrevistados por el Ministerio Público o la Policía, 
tienen obligación de comparecer y sólo podrán excusarse en los casos expresamente previstos en la ley. 
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En caso de incumplimiento, se incurrirá en responsabilidad y será sancionado de conformidad con las 
leyes aplicables. 

 
Artículo 216. Proposición de actos de investigación 
Durante la investigación, tanto el imputado cuando haya comparecido o haya sido entrevistado, como 

su Defensor, así como la víctima u ofendido, podrán solicitar al Ministerio Público todos aquellos actos de 
investigación que consideraren pertinentes y útiles para el esclarecimiento de los hechos. El Ministerio 
Público ordenará que se lleven a cabo aquellos que sean conducentes. La solicitud deberá resolverse en 
un plazo máximo de tres días siguientes a la fecha en que se haya formulado la petición al Ministerio 
Público. 

 
Artículo 217. Registro de los actos de investigación 
El Ministerio Público y la Policía deberán dejar registro de todas las actuaciones que se realicen 

durante la investigación de los delitos, utilizando al efecto cualquier medio que permita garantizar que la 
información recabada sea completa, íntegra y exacta, así como el acceso a la misma por parte de los 
sujetos que de acuerdo con la ley tuvieren derecho a exigirlo. 

 
Cada acto de investigación se registrará por separado, y será firmado por quienes hayan intervenido. 

Si no quisieren o no pudieren firmar, se imprimirá su huella digital. En caso de que esto no sea posible o 
la persona se niegue a imprimir su huella, se hará constar el motivo. 

 
El registro de cada actuación deberá contener por lo menos la indicación de la fecha, hora y lugar en 

que se haya efectuado, identificación de los servidores públicos y demás personas que hayan intervenido 
y una breve descripción de la actuación y, en su caso, de sus resultados. 

 
Artículo 218. Reserva de los actos de investigación 
Los registros de la investigación, así como todos los documentos, independientemente de su 

contenido o naturaleza, los objetos, los registros de voz e imágenes o cosas que le estén relacionados, 
son estrictamente reservados, por lo que únicamente las partes, podrán tener acceso a los mismos, con 
las limitaciones establecidas en este Código y demás disposiciones aplicables. 

 
La víctima u ofendido y su Asesor Jurídico podrán tener acceso a los registros de la investigación en 

cualquier momento. 
 
El imputado y su defensor podrán tener acceso a ellos cuando se encuentre detenido, sea citado para 

comparecer como imputado o sea sujeto de un acto de molestia y se pretenda recibir su entrevista, a 
partir de este momento ya no podrán mantenerse en reserva los registros para el imputado o su Defensor 
a fin de no afectar su derecho de defensa. Para los efectos de este párrafo, se entenderá como acto de 
molestia lo dispuesto en el artículo 266 de este Código. 

 
En ningún caso la reserva de los registros podrá hacerse valer en perjuicio del imputado y su 

Defensor, una vez dictado el auto de vinculación a proceso, salvo lo previsto en este Código o en las 
leyes especiales. 

 
Para efectos de acceso a la información pública gubernamental, el Ministerio Público únicamente 

deberá proporcionar una versión pública de las determinaciones de no ejercicio de la acción penal, 
archivo temporal o de aplicación de un criterio de oportunidad, siempre que haya transcurrido un plazo 
igual al de prescripción de los delitos de que se trate, de conformidad con lo dispuesto en el Código Penal 
Federal o estatal correspondiente, sin que pueda ser menor de tres años, ni mayor de doce años, 
contado a partir de que dicha determinación haya quedado firme. 

Artículo reformado DOF 17-06-2016 

 
Artículo 219. Acceso a los registros y la audiencia inicial 
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Una vez convocados a la audiencia inicial, el imputado y su Defensor tienen derecho a consultar los 
registros de la investigación y a obtener copia, con la oportunidad debida para preparar la defensa. En 
caso que el Ministerio Público se niegue a permitir el acceso a los registros o a la obtención de las 
copias, podrán acudir ante el Juez de control para que resuelva lo conducente. 

 
Artículo 220. Excepciones para el acceso a la información 
El Ministerio Público podrá solicitar excepcionalmente al Juez de control que determinada información 

se mantenga bajo reserva aún después de la vinculación a proceso, cuando sea necesario para evitar la 
destrucción, alteración u ocultamiento de pruebas, la intimidación, amenaza o influencia a los testigos del 
hecho, para asegurar el éxito de la investigación, o para garantizar la protección de personas o bienes 
jurídicos. 

 
Si el Juez de control considera procedente la solicitud, así lo resolverá y determinará el plazo de la 

reserva, siempre que la información que se solicita sea reservada, sea oportunamente revelada para no 
afectar el derecho de defensa. La reserva podrá ser prorrogada cuando sea estrictamente necesario, 
pero no podrá prolongarse hasta después de la formulación de la acusación. 

 

CAPÍTULO II 
INICIO DE LA INVESTIGACIÓN 

 
Artículo 221. Formas de inicio 
La investigación de los hechos que revistan características de un delito podrá iniciarse por denuncia, 

por querella o por su equivalente cuando la ley lo exija. El Ministerio Público y la Policía están obligados a 
proceder sin mayores requisitos a la investigación de los hechos de los que tengan noticia. 

 
Tratándose de delitos que deban perseguirse de oficio, bastará para el inicio de la investigación la 

comunicación que haga cualquier persona, en la que se haga del conocimiento de la autoridad 
investigadora los hechos que pudieran ser constitutivos de un delito. 

 
Tratándose de informaciones anónimas, la Policía constatará la veracidad de los datos aportados 

mediante los actos de investigación que consideren conducentes para este efecto. De confirmarse la 
información, se iniciará la investigación correspondiente. 

 
Cuando el Ministerio Público tenga conocimiento de la probable comisión de un hecho delictivo cuya 

persecución dependa de querella o de cualquier otro requisito equivalente que deba formular alguna 
autoridad, lo comunicará por escrito y de inmediato a ésta, a fin de que resuelva lo que a sus facultades o 
atribuciones corresponda. Las autoridades harán saber por escrito al Ministerio Público la determinación 
que adopten. 

 
El Ministerio Público podrá aplicar el criterio de oportunidad en los casos previstos por las 

disposiciones legales aplicables o no iniciar investigación cuando resulte evidente que no hay delito que 
perseguir. Las decisiones del Ministerio Público serán impugnables en los términos que prevé este 
Código. 

 
Artículo 222. Deber de denunciar 
Toda persona a quien le conste que se ha cometido un hecho probablemente constitutivo de un delito 

está obligada a denunciarlo ante el Ministerio Público y en caso de urgencia ante cualquier agente de la 
Policía. 

 
Quien en ejercicio de funciones públicas tenga conocimiento de la probable existencia de un hecho 

que la ley señale como delito, está obligado a denunciarlo inmediatamente al Ministerio Público, 
proporcionándole todos los datos que tuviere, poniendo a su disposición a los imputados, si hubieren sido 
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detenidos en flagrancia. Quien tenga el deber jurídico de denunciar y no lo haga, será acreedor a las 
sanciones correspondientes. 

 
Cuando el ejercicio de las funciones públicas a que se refiere el párrafo anterior, correspondan a la 

coadyuvancia con las autoridades responsables de la seguridad pública, además de cumplir con lo 
previsto en dicho párrafo, la intervención de los servidores públicos respectivos deberá limitarse a 
preservar el lugar de los hechos hasta el arribo de las autoridades competentes y, en su caso, adoptar las 
medidas a su alcance para que se brinde atención médica de urgencia a los heridos si los hubiere, así 
como poner a disposición de la autoridad a los detenidos por conducto o en coordinación con la policía. 

Párrafo adicionado DOF 17-06-2016 

 
No estarán obligados a denunciar quienes al momento de la comisión del delito detenten el carácter 

de tutor, curador, pupilo, cónyuge, concubina o concubinario, conviviente del imputado, los parientes por 
consanguinidad o por afinidad en la línea recta ascendente o descendente hasta el cuarto grado y en la 
colateral por consanguinidad o afinidad, hasta el segundo grado inclusive. 

 
Artículo 223. Forma y contenido de la denuncia 
La denuncia podrá formularse por cualquier medio y deberá contener, salvo los casos de denuncia 

anónima o reserva de identidad, la identificación del denunciante, su domicilio, la narración 
circunstanciada del hecho, la indicación de quién o quiénes lo habrían cometido y de las personas que lo 
hayan presenciado o que tengan noticia de él y todo cuanto le constare al denunciante. 

 
En el caso de que la denuncia se haga en forma oral, se levantará un registro en presencia del 

denunciante, quien previa lectura que se haga de la misma, lo firmará junto con el servidor público que la 
reciba. La denuncia escrita será firmada por el denunciante. 

 
En ambos casos, si el denunciante no pudiere firmar, estampará su huella digital, previa lectura que 

se le haga de la misma. 
 
Artículo 224. Trámite de la denuncia 
Cuando la denuncia sea presentada directamente ante el Ministerio Público, éste iniciará la 

investigación conforme a las reglas previstas en este Código. 
 
Cuando la denuncia sea presentada ante la Policía, ésta informará de dicha circunstancia al Ministerio 

Público en forma inmediata y por cualquier medio, sin perjuicio de realizar las diligencias urgentes que se 
requieran dando cuenta de ello en forma posterior al Ministerio Público. 

 
Artículo 225. Querella u otro requisito equivalente 
La querella es la expresión de la voluntad de la víctima u ofendido o de quien legalmente se encuentre 

facultado para ello, mediante la cual manifiesta expresamente ante el Ministerio Público su pretensión de 
que se inicie la investigación de uno o varios hechos que la ley señale como delitos y que requieran de 
este requisito de procedibilidad para ser investigados y, en su caso, se ejerza la acción penal 
correspondiente. 

 
La querella deberá contener, en lo conducente, los mismos requisitos que los previstos para la 

denuncia. El Ministerio Público deberá cerciorarse que éstos se encuentren debidamente satisfechos 
para, en su caso, proceder en los términos que prevé el presente Código. Tratándose de requisitos de 
procedibilidad equivalentes, el Ministerio Público deberá realizar la misma verificación. 

 
Artículo 226. Querella de personas menores de edad o que no tienen capacidad para 

comprender el significado del hecho 
Tratándose de personas menores de dieciocho años, o de personas que no tengan la capacidad de 

comprender el significado del hecho, la querella podrá ser presentada por quienes ejerzan la patria 
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potestad o la tutela o sus representantes legales, sin perjuicio de que puedan hacerlo por sí mismos, por 
sus hermanos o un tercero, cuando se trate de delitos cometidos en su contra por quienes ejerzan la patria 
potestad, la tutela o sus propios representantes. 

 

CAPÍTULO III 
TÉCNICAS DE INVESTIGACIÓN 

 
Artículo 227. Cadena de custodia 
La cadena de custodia es el sistema de control y registro que se aplica al indicio, evidencia, objeto, 

instrumento o producto del hecho delictivo, desde su localización, descubrimiento o aportación, en el 
lugar de los hechos o del hallazgo, hasta que la autoridad competente ordene su conclusión. 

 
Con el fin de corroborar los elementos materiales probatorios y la evidencia física, la cadena de 

custodia se aplicará teniendo en cuenta los siguientes factores: identidad, estado original, condiciones de 
recolección, preservación, empaque y traslado; lugares y fechas de permanencia y los cambios que en 
cada custodia se hayan realizado; igualmente se registrará el nombre y la identificación de todas las 
personas que hayan estado en contacto con esos elementos. 

 
Artículo 228. Responsables de cadena de custodia 
La aplicación de la cadena de custodia es responsabilidad de quienes en cumplimiento de las 

funciones propias de su encargo o actividad, en los términos de ley, tengan contacto con los indicios, 
vestigios, evidencias, objetos, instrumentos o productos del hecho delictivo. 

 
Cuando durante el procedimiento de cadena de custodia los indicios, huellas o vestigios del hecho 

delictivo, así como los instrumentos, objetos o productos del delito se alteren, no perderán su valor 
probatorio, a menos que la autoridad competente verifique que han sido modificados de tal forma que 
hayan perdido su eficacia para acreditar el hecho o circunstancia de que se trate. Los indicios, huellas o 
vestigios del hecho delictivo, así como los instrumentos, objetos o productos del delito deberán 
concatenarse con otros medios probatorios para tal fin. Lo anterior, con independencia de la 
responsabilidad en que pudieran incurrir los servidores públicos por la inobservancia de este 
procedimiento. 

 
Artículo 229. Aseguramiento de bienes, instrumentos, objetos o productos del delito 
Los instrumentos, objetos o productos del delito, así como los bienes en que existan huellas o 

pudieran tener relación con éste, siempre que guarden relación directa con el lugar de los hechos o del 
hallazgo, serán asegurados durante el desarrollo de la investigación, a fin de que no se alteren, destruyan 
o desaparezcan. Para tales efectos se establecerán controles específicos para su resguardo, que 
atenderán como mínimo a la naturaleza del bien y a la peligrosidad de su conservación. 

 
Artículo 230. Reglas sobre el aseguramiento de bienes 
El aseguramiento de bienes se realizará conforme a lo siguiente: 
 
I. El Ministerio Público, o la Policía en auxilio de éste, deberá elaborar un inventario de todos y 

cada uno de los bienes que se pretendan asegurar, firmado por el imputado o la persona con 
quien se atienda el acto de investigación. Ante su ausencia o negativa, la relación deberá ser 
firmada por dos testigos presenciales que preferentemente no sean miembros de la Policía y 
cuando ello suceda, que no hayan participado materialmente en la ejecución del acto; 

 
II. La Policía deberá tomar las providencias necesarias para la debida preservación del lugar de 

los hechos o del hallazgo y de los indicios, huellas, o vestigios del hecho delictivo, así como de 
los instrumentos, objetos o productos del delito asegurados, y 
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III. Los bienes asegurados y el inventario correspondiente se pondrán a la brevedad a disposición 
de la autoridad competente, de conformidad con las disposiciones aplicables. Se deberá 
informar si los bienes asegurados son indicio, evidencia física, objeto, instrumento o producto 
del hecho delictivo. 

Fracción reformada DOF 09-08-2019 

 
Artículo 231. Notificación del aseguramiento y abandono 
El Ministerio Público deberá notificar al interesado o a su representante legal el aseguramiento del 

objeto, instrumento o producto del delito, dentro de los sesenta días naturales siguientes a su ejecución, 
entregando o poniendo a su disposición, según sea el caso, una copia del registro de aseguramiento, 
para que manifieste lo que a su derecho convenga. 

 
Cuando se desconozca la identidad o domicilio del interesado, la notificación se hará por dos edictos 

que se publicarán en el Diario Oficial de la Federación o su equivalente, en el medio de difusión oficial en 
la Entidad federativa que corresponda y en un periódico de circulación nacional o estatal, según 
corresponda, con un intervalo de diez días hábiles entre cada publicación. En la notificación se apercibirá 
al interesado o a su representante legal para que se abstenga de ejercer actos de dominio sobre los 
bienes asegurados y se le apercibirá que de no manifestar lo que a su derecho convenga, en un término 
de noventa días naturales siguientes al de la notificación, los bienes causarán abandono a favor del 
Gobierno Federal o de la Entidad federativa de que se trate, según corresponda. 

Párrafo reformado DOF 09-08-2019 

 
Transcurrido dicho plazo sin que ninguna persona se haya presentado a deducir derechos sobre los 

bienes asegurados, el Ministerio Público solicitará al Juez de control que declare el abandono de los 
bienes y éste citará al interesado, a la víctima u ofendido y al Ministerio Público a una audiencia dentro de 
los diez días siguientes a la solicitud a que se refiere el párrafo anterior. 

 
La citación a la audiencia se realizará como sigue: 
 
I. Al Ministerio Público, conforme a las reglas generales establecidas en este Código; 
 
II. A la víctima u ofendido, de manera personal y cuando se desconozca su domicilio o identidad, 

por estrados y boletín judicial, y 
 
III. Al interesado de manera personal y cuando se desconozca su domicilio o identidad, de 

conformidad con las reglas de la notificación previstas en el presente Código. 
 
El Juez de control, al resolver sobre el abandono, verificará que la notificación realizada al interesado 

haya cumplido con las formalidades que prevé este Código; que haya transcurrido el plazo 
correspondiente y que no se haya presentado persona alguna ante el Ministerio Público a deducir 
derechos sobre los bienes asegurados o que éstos no hayan sido reconocidos o que no se hubieren 
cubierto los requerimientos legales. 

 
La declaratoria de abandono será notificada, en su caso, a la autoridad competente que tenga los 

bienes bajo su administración para efecto de que sean destinados al Gobierno Federal o de la Entidad 
federativa que corresponda, en términos de las disposiciones aplicables. 

Párrafo reformado DOF 09-08-2019 

 
Artículo 232. Custodia y disposición de los bienes asegurados 
Cuando los bienes que se aseguren hayan sido previamente embargados, intervenidos, secuestrados 

o asegurados, se notificará el nuevo aseguramiento a las autoridades que hayan ordenado dichos actos. 
Los bienes continuarán en custodia de quien se haya designado para ese fin, y a disposición de la 
autoridad judicial o del Ministerio Público para los efectos del procedimiento penal. De levantarse el 
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embargo, intervención, secuestro o aseguramiento previos, quien los tenga bajo su custodia, los 
entregará a la autoridad competente para efectos de su administración. 

 
Sobre los bienes asegurados no podrán ejercerse actos de dominio por sus propietarios, depositarios, 

interventores o administradores, durante el tiempo que dure el aseguramiento en el procedimiento penal, 
salvo los casos expresamente señalados por las disposiciones aplicables. 

 
El aseguramiento no implica modificación alguna a los gravámenes o limitaciones de dominio 

existentes con anterioridad sobre los bienes. 
 
Artículo 233. Registro de los bienes asegurados 
Se hará constar en los registros públicos que correspondan, de conformidad con las disposiciones 

aplicables: 
 
I. El aseguramiento de bienes inmuebles, derechos reales, aeronaves, embarcaciones, empresas, 

negociaciones, establecimientos, acciones, partes sociales, títulos bursátiles y cualquier otro 
bien o derecho susceptible de registro o constancia, y 

 
II. El nombramiento del depositario, interventor o administrador, de los bienes a que se refiere la 

fracción anterior. 
 
El registro o su cancelación se realizarán sin más requisito que el oficio que para tal efecto emita la 

autoridad judicial o el Ministerio Público. 
 
Artículo 234. Frutos de los bienes asegurados 
A los frutos o rendimientos de los bienes durante el tiempo del aseguramiento, se les dará el mismo 

tratamiento que a los bienes asegurados que los generen. 
 
Ni el aseguramiento de bienes ni su conversión a numerario implican que éstos entren al erario 

público. 
 
Artículo 235. Aseguramiento de narcóticos y productos relacionados con delitos de propiedad 

intelectual, derechos de autor e hidrocarburos. 
Encabezado del artículo reformado DOF 12-01-2016 

Cuando se aseguren narcóticos previstos en cualquier disposición, productos relacionados con delitos 
de propiedad intelectual y derechos de autor o bienes que impliquen un alto costo o peligrosidad por su 
conservación, si esta medida es procedente, el Ministerio Público ordenará su destrucción, previa 
autorización o intervención de las autoridades correspondientes, debiendo previamente fotografiarlos o 
videograbarlos, así como levantar un acta en la que se haga constar la naturaleza, peso, cantidad o 
volumen y demás características de éstos, debiéndose recabar muestras del mismo para que obren en 
los registros de la investigación que al efecto se inicie. 

 
Cuando se aseguren hidrocarburos, petrolíferos o petroquímicos y demás activos, se pondrán a 

disposición del Ministerio Público de la Federación, quien sin dilación alguna procederá a su entrega a los 
asignatarios, contratistas o permisionarios, o a quien resulte procedente, quienes estarán obligados a 
recibirlos en los mismos términos, para su destino final, previa inspección en la que se determinará la 
naturaleza, volumen y demás características de éstos; conservando muestras representativas para la 
elaboración de los dictámenes periciales que hayan de producirse en la carpeta de investigación y en 
proceso, según sea el caso. 

Párrafo adicionado DOF 12-01-2016 

 
Artículo 236. Objetos de gran tamaño 
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Los objetos de gran tamaño, como naves, aeronaves, vehículos automotores, máquinas, grúas y otros 
similares, después de ser examinados por peritos para recoger indicios que se hallen en ellos, podrán ser 
videograbados o fotografiados en su totalidad y se registrarán del mismo modo los sitios en donde se 
hallaron huellas, rastros, narcóticos, armas, explosivos o similares que puedan ser objeto o producto de 
delito. 

 
Artículo 237. Aseguramiento de objetos de gran tamaño 
Los objetos mencionados en el artículo precedente, después de que sean examinados, fotografiados, 

o videograbados podrán ser devueltos, con o sin reservas, al propietario, poseedor o al tenedor legítimo 
según el caso, previa demostración de la calidad invocada, siempre y cuando no hayan sido medios 
eficaces para la comisión del delito. 

 
Artículo 238. Aseguramiento de flora y fauna 
Las especies de flora y fauna de reserva ecológica que se aseguren, serán provistas de los cuidados 

necesarios y depositados en zoológicos, viveros o en instituciones análogas, considerando la opinión de 
la dependencia competente o institución de educación superior o de investigación científica. 

 
Artículo 239. Requisitos para el aseguramiento de vehículos 
Tratándose de delitos culposos ocasionados con motivo del tránsito de vehículos, estos se entregarán 

en depósito a quien se legitime como su propietario o poseedor. 
 
Previo a la entrega del vehículo, el Ministerio Público debe cerciorarse: 
 
I. Que el vehículo no tenga reporte de robo; 
 
II. Que el vehículo no se encuentre relacionado con otro hecho delictivo; 
 
III. Que se haya dado oportunidad a la otra parte de solicitar y practicar los peritajes necesarios, y 
 
IV. Que no exista oposición fundada para la devolución por parte de terceros, o de la aseguradora. 
 
Artículo 240. Aseguramiento de vehículos 
En caso de que se presente alguno de los supuestos anteriores, el Ministerio Público podrá ordenar el 

aseguramiento y resguardo del vehículo hasta en tanto se esclarecen los hechos, sujeto a la aprobación 
judicial en términos de lo previsto por este Código. 

 
En la aprobación judicial se determinará si los bienes asegurados son indicio, evidencia física, objeto, 

instrumento o producto del hecho delictivo, determinando su conservación o su administración, en 
términos de las disposiciones aplicables. 

Párrafo adicionado DOF 09-08-2019 

 
Artículo 241. Aseguramiento de armas de fuego o explosivos 
Cuando se aseguren armas de fuego o explosivos se hará del conocimiento de la Secretaría de la 

Defensa Nacional, así como de las demás autoridades que establezcan las disposiciones legales 
aplicables. 

 
Artículo 242. Aseguramiento de bienes o derechos relacionados con operaciones financieras 
[El Ministerio Público o a solicitud de la Policía podrá ordenar la suspensión, o el aseguramiento de 

cuentas, títulos de crédito y en general cualquier bien o derecho relativos a operaciones que las 
instituciones financieras establecidas en el país celebren con sus clientes y dará aviso inmediato a la 
autoridad encargada de la administración de los bienes asegurados y a las autoridades competentes, 
quienes tomarán las medidas necesarias para evitar que los titulares respectivos realicen cualquier acto 
contrario al aseguramiento.] 
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Artículo declarado inválido por sentencia de la SCJN a Acción de Inconstitucionalidad DOF 25-06-2018 

 
Artículo 243. Efectos del aseguramiento en actividades lícitas 
El aseguramiento no será causa para el cierre o suspensión de actividades de empresas, 

negociaciones o establecimientos con actividades lícitas. 
 
Tratándose de los delitos que refiere la Ley Federal para Prevenir y Sancionar los Delitos Cometidos 

en Materia de Hidrocarburos, el Ministerio Público de la Federación, asegurará el establecimiento 
mercantil o empresa prestadora del servicio e inmediatamente notificará al Servicio de Administración y 
Enajenación de Bienes con la finalidad de que el establecimiento mercantil o empresa asegurada le sea 
transferida. 

Párrafo adicionado DOF 12-01-2016 

 
Previo a que la empresa sea transferida al Servicio de Administración y Enajenación de Bienes, se 

retirará el producto ilícito de los contenedores del establecimiento o empresa y se suministrarán los 
hidrocarburos lícitos con el objeto de continuar las actividades, siempre y cuando la empresa cuente con 
los recursos para la compra del producto; suministro que se llevará a cabo una vez que la empresa haya 
sido transferida al Servicio de Administración y Enajenación de Bienes para su administración. 

Párrafo adicionado DOF 12-01-2016 

 
En caso de que el establecimiento o empresa prestadora del servicio corresponda a un franquiciatario 

o permisionario, el aseguramiento constituirá causa justa para que el franquiciante pueda dar por 
terminados los contratos respectivos en términos de la Ley de la Propiedad Industrial, y tratándose del 
permisionario, el otorgante del permiso pueda revocarlo. Para lo anterior, previamente la autoridad 
ministerial o judicial deberá determinar su destino. 

Párrafo adicionado DOF 12-01-2016 

 
Artículo 244. Cosas no asegurables 
No estarán sujetas al aseguramiento las comunicaciones y cualquier información que se genere o 

intercambie entre el imputado y las personas que no están obligadas a declarar como testigos por razón 
de parentesco, secreto profesional o cualquiera otra establecida en la ley. En todo caso, serán 
inadmisibles como fuente de información o medio de prueba. 

 
No habrá lugar a estas excepciones cuando existan indicios de que las personas mencionadas en 

este artículo, distintas al imputado, estén involucradas como autoras o partícipes del hecho punible o 
existan indicios fundados de que están encubriéndolo ilegalmente. 

 
Artículo 245. Causales de procedencia para la devolución de bienes asegurados 
La devolución de bienes asegurados procede en los casos siguientes: 
 
I. Cuando el Ministerio Público resuelva el no ejercicio de la acción penal, la aplicación de un 

criterio de oportunidad, la reserva o archivo temporal, se abstenga de acusar, o levante el 
aseguramiento de conformidad con las disposiciones aplicables, o 

 
II. Cuando la autoridad judicial levante el aseguramiento o no decrete el decomiso, de conformidad 

con las disposiciones aplicables. 
 
La devolución se realizará en el estado físico de conservación que conforme a su naturaleza adquiera 

el bien, o el valor del mismo. 
Párrafo adicionado DOF 09-08-2019 

 
Artículo 246. Entrega de bienes 
Las autoridades deberán devolver a la persona que acredite o demuestre derechos sobre los bienes 

que no estén sometidos a decomiso, aseguramiento, restitución o embargo, inmediatamente después de 
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realizar las diligencias conducentes. En todo caso, se dejará constancia mediante fotografías u otros 
medios que resulten idóneos de estos bienes. 

 
Esta devolución podrá ordenarse en depósito provisional y al poseedor se le podrá imponer la 

obligación de exhibirlos cuando se le requiera. 
 
Dentro de los treinta días siguientes a la notificación del acuerdo de devolución, la autoridad judicial o 

el Ministerio Público notificarán su resolución al interesado o al representante legal, para que dentro de 
los diez días siguientes a dicha notificación se presente a recogerlos, bajo el apercibimiento que de no 
hacerlo, los bienes causarán abandono a favor del Gobierno Federal o de la Entidad federativa de que se 
trate, según corresponda y se procederá en los términos previstos en este Código. 

Párrafo reformado DOF 09-08-2019 

 
Cuando se haya hecho constar el aseguramiento de los bienes en los registros públicos, la autoridad 

que haya ordenado su devolución ordenará su cancelación. 
 
Artículo 247. Devolución de bienes asegurados 
La devolución de los bienes asegurados incluirá la entrega de los frutos que, en su caso, hubieren 

generado. 
 
Previo a la instrucción de devolución, el Ministerio Público deberá revisar que los bienes no hayan 

causado abandono en los términos establecidos por este Código. 
Párrafo adicionado DOF 09-08-2019 

 
La devolución de numerario comprenderá la entrega del principal y, en su caso, de sus rendimientos 

durante el tiempo en que haya sido administrado, a la tasa que cubra la Tesorería de la Federación o la 
instancia correspondiente en las Entidades federativas por los depósitos a la vista que reciba. 

 
La autoridad que haya administrado empresas, negociaciones o establecimientos, al devolverlas 

rendirá cuentas de la administración que hubiere realizado a la persona que tenga derecho a ello, y le 
entregará los documentos, objetos, numerario y, en general, todo aquello que haya comprendido la 
administración. 

 
Previo a la recepción de los bienes por parte del interesado, se dará oportunidad a éste para que 

revise e inspeccione las condiciones en que se encuentren los mismos, a efecto de que verifique el 
inventario correspondiente. 

 
Artículo 248. Bienes que hubieren sido convertidos a numerario o sobre los que exista 

imposibilidad de devolver 
Cuando se determine por la autoridad competente la devolución de los bienes que hubieren sido 

convertidos a numerario o haya imposibilidad para devolverlos, deberá cubrirse a la persona que tenga la 
titularidad del derecho de devolución el valor de los mismos, de conformidad con la legislación aplicable. 

Artículo reformado DOF 09-08-2019 

 
Artículo 249. Aseguramiento por valor equivalente 
En caso de que el producto, los instrumentos u objetos del hecho delictivo hayan desaparecido o no 

se localicen por causa atribuible al imputado, el Ministerio Público [decretará o] solicitará al Órgano 
jurisdiccional correspondiente el embargo precautorio, el aseguramiento y, en su caso, el decomiso de 
bienes propiedad del o de los imputados, así como de aquellos respecto de los cuales se conduzcan 
como dueños, cuyo valor equivalga a dicho producto, sin menoscabo de las disposiciones aplicables en 
materia de extinción de dominio. 

Artículo declarado inválido por sentencia de la SCJN a Acción de Inconstitucionalidad DOF 25-06-2018 (En la porción normativa que indica 
“decretará o”) 
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Artículo 250. Decomiso 
La autoridad judicial mediante sentencia en el proceso penal correspondiente, podrá decretar el 

decomiso de bienes, con excepción de los que hayan causado abandono en los términos de este Código 
o respecto de aquellos sobre los cuales haya resuelto la declaratoria de extinción de dominio. 

 
Cuando se haya hecho constar el aseguramiento de los bienes en los registros públicos, la autoridad 

que haya ordenado su decomiso solicitará la inscripción de la sentencia. 
Párrafo adicionado DOF 09-08-2019 

 
El numerario decomisado y los recursos que se obtengan por la enajenación de los bienes 

decomisados, una vez satisfecha la reparación a la víctima, y descontado el porcentaje por concepto de 
gastos indirectos de operación a que refiere la Ley de Ingresos de la Federación, del ejercicio fiscal que 
corresponda, a favor del Instituto de Administración de Bienes y Activos, serán entregados en partes 
iguales al Poder Judicial de la Federación, a la Fiscalía General de la República, al fondo previsto en la 
Ley General de Víctimas y al financiamiento de programas sociales conforme a los objetivos establecidos 
en el Plan Nacional de Desarrollo, u otras políticas públicas prioritarias, conforme lo determine el 
Gabinete Social de la Presidencia de la República a que se refiere la Ley Orgánica de la Administración 
Pública Federal a través de la instancia designada para tal efecto. Para el caso del reparto del producto 
de la extinción de dominio en el fuero común, serán entregados en las mismas proporciones a las 
instancias equivalentes existentes en cada Entidad federativa. 

Párrafo reformado DOF 09-08-2019 

 
Artículo 251. Actuaciones en la investigación que no requieren autorización previa del Juez de 

control 
No requieren autorización del Juez de control los siguientes actos de investigación: 
 
I. La inspección del lugar del hecho o del hallazgo; 
 
II. La inspección de lugar distinto al de los hechos o del hallazgo; 
 
III. La inspección de personas; 
 
IV. La revisión corporal; 
 
V. La inspección de vehículos; 
 
VI. El levantamiento e identificación de cadáver; 
 
VII. La aportación de comunicaciones entre particulares; 
 
VIII. El reconocimiento de personas; 
 
IX. La entrega vigilada y las operaciones encubiertas, en el marco de una investigación y en los 

términos que establezcan los protocolos emitidos para tal efecto por el Procurador; 
 
X.  La entrevista de testigos; 

Fracción reformada DOF 17-06-2016 

 
XI.  Recompensas, en términos de los acuerdos que para tal efecto emite el Procurador, y 

Fracción adicionada DOF 17-06-2016 

 
XII.  Las demás en las que expresamente no se prevea control judicial. 

Fracción recorrida DOF 17-06-2016 
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En los casos de la fracción IX, dichas actuaciones deberán ser autorizadas por el Procurador o por el 
servidor público en quien éste delegue dicha facultad. 

 
Para los efectos de la fracción X de este artículo, cuando un testigo se niegue a ser entrevistado, será 

citado por el Ministerio Público o en su caso por el Juez de control en los términos que prevé el presente 
Código. 

 
Artículo 252. Actos de investigación que requieren autorización previa del Juez de control 
Con excepción de los actos de investigación previstos en el artículo anterior, requieren de autorización 

previa del Juez de control todos los actos de investigación que impliquen afectación a derechos 
establecidos en la Constitución, así como los siguientes: 

 
I. La exhumación de cadáveres; 
 
II. Las órdenes de cateo; 
 
III. La intervención de comunicaciones privadas y correspondencia; 
 
IV. La toma de muestras de fluido corporal, vello o cabello, extracciones de sangre u otros 

análogos, cuando la persona requerida, excepto la víctima u ofendido, se niegue a proporcionar 
la misma; 

 
V. El reconocimiento o examen físico de una persona cuando aquélla se niegue a ser examinada, 

y 
 
VI. Las demás que señalen las leyes aplicables. 
 

CAPÍTULO IV 
FORMAS DE TERMINACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN 

 
Artículo 253. Facultad de abstenerse de investigar 
El Ministerio Público podrá abstenerse de investigar, cuando los hechos relatados en la denuncia, 

querella o acto equivalente, no fueren constitutivos de delito o cuando los antecedentes y datos 
suministrados permitan establecer que se encuentra extinguida la acción penal o la responsabilidad penal 
del imputado. Esta decisión será siempre fundada y motivada. 

 
Artículo 254. Archivo temporal 
El Ministerio Público podrá archivar temporalmente aquellas investigaciones en fase inicial en las que 

no se encuentren antecedentes, datos suficientes o elementos de los que se puedan establecer líneas de 
investigación que permitan realizar diligencias tendentes a esclarecer los hechos que dieron origen a la 
investigación. El archivo subsistirá en tanto se obtengan datos que permitan continuarla a fin de ejercitar 
la acción penal. 

 
Artículo 255. No ejercicio de la acción 
Antes de la audiencia inicial, el Ministerio Público previa autorización del Procurador o del servidor 

público en quien se delegue la facultad, podrá decretar el no ejercicio de la acción penal cuando de los 
antecedentes del caso le permitan concluir que en el caso concreto se actualiza alguna de las causales 
de sobreseimiento previstas en este Código. 

 
La determinación de no ejercicio de la acción penal, para los casos del artículo 327 del presente 

Código, inhibe una nueva persecución penal por los mismos hechos respecto del indiciado, salvo que sea 
por diversos hechos o en contra de diferente persona. 

Artículo reformado DOF 17-06-2016 



 

 

CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES 
 

CÁMARA DE DIPUTADOS DEL H. CONGRESO DE LA UNIÓN 
Secretaría General 
Secretaría de Servicios Parlamentarios 

Última Reforma DOF 22-01-2020 

 

 

77 de 152 

 
Artículo 256. Casos en que operan los criterios de oportunidad 
Iniciada la investigación y previo análisis objetivo de los datos que consten en la misma, conforme a 

las disposiciones normativas de cada Procuraduría, el Ministerio Público, podrá abstenerse de ejercer la 
acción penal con base en la aplicación de criterios de oportunidad, siempre que, en su caso, se hayan 
reparado o garantizado los daños causados a la víctima u ofendido. 

Párrafo reformado DOF 17-06-2016 

 
La aplicación de los criterios de oportunidad será procedente en cualquiera de los siguientes 

supuestos: 
 
I. Se trate de un delito que no tenga pena privativa de libertad, tenga pena alternativa o tenga 

pena privativa de libertad cuya punibilidad máxima sea de cinco años de prisión, siempre que el 
delito no se haya cometido con violencia; 

 
II. Se trate de delitos de contenido patrimonial cometidos sin violencia sobre las personas o de 

delitos culposos, siempre que el imputado no hubiere actuado en estado de ebriedad, bajo el 
influjo de narcóticos o de cualquier otra sustancia que produzca efectos similares; 

 
III. Cuando el imputado haya sufrido como consecuencia directa del hecho delictivo un daño físico 

o psicoemocional grave, o cuando el imputado haya contraído una enfermedad terminal que 
torne notoriamente innecesaria o desproporcional la aplicación de una pena; 

 
IV.  La pena o medida de seguridad que pudiera imponerse por el hecho delictivo que carezca de 

importancia en consideración a la pena o medida de seguridad ya impuesta o a la que podría 
imponerse por otro delito por el que esté siendo procesado con independencia del fuero; 

Fracción reformada DOF 17-06-2016 

 
V.  Cuando el imputado aporte información esencial y eficaz para la persecución de un delito más 

grave del que se le imputa, y se comprometa a comparecer en juicio; 
Fracción reformada DOF 17-06-2016 

 
VI.  Cuando, a razón de las causas o circunstancias que rodean la comisión de la conducta punible, 

resulte desproporcionada o irrazonable la persecución penal. 
Fracción reformada DOF 17-06-2016 

 
VII.  Se deroga. 

Fracción derogada DOF 17-06-2016 

 
No podrá aplicarse el criterio de oportunidad en los casos de delitos contra el libre desarrollo de la 

personalidad, de violencia familiar ni en los casos de delitos fiscales o aquellos que afecten gravemente 
el interés público. Para el caso de delitos fiscales y financieros, previa autorización de la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, a través de la Procuraduría Fiscal de la Federación, únicamente podrá ser 
aplicado el supuesto de la fracción V, en el caso de que el imputado aporte información fidedigna que 
coadyuve para la investigación y persecución del beneficiario final del mismo delito, tomando en 
consideración que será este último quien estará obligado a reparar el daño. 

Párrafo reformado DOF 08-11-2019 

 
El Ministerio Público aplicará los criterios de oportunidad sobre la base de razones objetivas y sin 

discriminación, valorando las circunstancias especiales en cada caso, de conformidad con lo dispuesto 
en el presente Código así como en los criterios generales que al efecto emita el Procurador o 
equivalente. 
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La aplicación de los criterios de oportunidad podrán ordenarse en cualquier momento y hasta antes de 
que se dicte el auto de apertura a juicio. 

 
La aplicación de los criterios de oportunidad deberá ser autorizada por el Procurador o por el servidor 

público en quien se delegue esta facultad, en términos de la normatividad aplicable. 
 
Artículo 257. Efectos del criterio de oportunidad 
La aplicación de los criterios de oportunidad extinguirá la acción penal con respecto al autor o 

partícipe en cuyo beneficio se dispuso la aplicación de dicho criterio. Si la decisión del Ministerio Público 
se sustentara en alguno de los supuestos de procedibilidad establecidos en las fracciones I y II del 
artículo anterior, sus efectos se extenderán a todos los imputados que reúnan las mismas condiciones. 

 
En el caso de la fracción V del artículo anterior, se suspenderá el ejercicio de la acción penal, así 

como el plazo de la prescripción de la acción penal, hasta en tanto el imputado comparezca a rendir su 
testimonio en el procedimiento respecto del que aportó información, momento a partir del cual, el agente 
del Ministerio Público contará con quince días para resolver definitivamente sobre la procedencia de la 
extinción de la acción penal. 

Párrafo reformado DOF 17-06-2016 

 
En el supuesto a que se refiere la fracción V del artículo anterior, se suspenderá el plazo de la 

prescripción de la acción penal. 
Párrafo reformado DOF 17-06-2016 

 
Artículo 258. Notificaciones y control judicial 
Las determinaciones del Ministerio Público sobre la abstención de investigar, el archivo temporal, la 

aplicación de un criterio de oportunidad y el no ejercicio de la acción penal deberán ser notificadas a la 
víctima u ofendido quienes las podrán impugnar ante el Juez de control dentro de los diez días 
posteriores a que sean notificadas de dicha resolución. En estos casos, el Juez de control convocará a 
una audiencia para decidir en definitiva, citando al efecto a la víctima u ofendido, al Ministerio Público y, 
en su caso, al imputado y a su Defensor. En caso de que la víctima, el ofendido o sus representantes 
legales no comparezcan a la audiencia a pesar de haber sido debidamente citados, el Juez de control 
declarará sin materia la impugnación. 

 
La resolución que el Juez de control dicte en estos casos no admitirá recurso alguno. 
 

TÍTULO IV 
DE LOS DATOS DE PRUEBA, MEDIOS DE PRUEBA Y PRUEBAS 

 
CAPÍTULO ÚNICO 

DISPOSICIONES COMUNES 
 

Artículo 259. Generalidades 
Cualquier hecho puede ser probado por cualquier medio, siempre y cuando sea lícito. 
 
Las pruebas serán valoradas por el Órgano jurisdiccional de manera libre y lógica. 
 
Los antecedentes de la investigación recabados con anterioridad al juicio carecen de valor probatorio 

para fundar la sentencia definitiva, salvo las excepciones expresas previstas por este Código y en la 
legislación aplicable. 

 
Para efectos del dictado de la sentencia definitiva, sólo serán valoradas aquellas pruebas que hayan 

sido desahogadas en la audiencia de juicio, salvo las excepciones previstas en este Código. 
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Artículo 260. Antecedente de investigación 
El antecedente de investigación es todo registro incorporado en la carpeta de investigación que sirve 

de sustento para aportar datos de prueba. 
 
Artículo 261. Datos de prueba, medios de prueba y pruebas 
El dato de prueba es la referencia al contenido de un determinado medio de convicción aún no 

desahogado ante el Órgano jurisdiccional, que se advierta idóneo y pertinente para establecer 
razonablemente la existencia de un hecho delictivo y la probable participación del imputado. 

 
Los medios o elementos de prueba son toda fuente de información que permite reconstruir los hechos, 

respetando las formalidades procedimentales previstas para cada uno de ellos. 
 
Se denomina prueba a todo conocimiento cierto o probable sobre un hecho, que ingresando al 

proceso como medio de prueba en una audiencia y desahogada bajo los principios de inmediación y 
contradicción, sirve al Tribunal de enjuiciamiento como elemento de juicio para llegar a una conclusión 
cierta sobre los hechos materia de la acusación. 

 
Artículo 262. Derecho a ofrecer medios de prueba 
Las partes tendrán el derecho de ofrecer medios de prueba para sostener sus planteamientos en los 

términos previstos en este Código. 
 
Artículo 263. Licitud probatoria 
Los datos y las pruebas deberán ser obtenidos, producidos y reproducidos lícitamente y deberán ser 

admitidos y desahogados en el proceso en los términos que establece este Código. 
 
Artículo 264. Nulidad de la prueba 
Se considera prueba ilícita cualquier dato o prueba obtenidos con violación de los derechos 

fundamentales, lo que será motivo de exclusión o nulidad. 
 
Las partes harán valer la nulidad del medio de prueba en cualquier etapa del proceso y el juez o 

Tribunal deberá pronunciarse al respecto. 
 
Artículo 265. Valoración de los datos y prueba 
El Órgano jurisdiccional asignará libremente el valor correspondiente a cada uno de los datos y 

pruebas, de manera libre y lógica, debiendo justificar adecuadamente el valor otorgado a las pruebas y 
explicará y justificará su valoración con base en la apreciación conjunta, integral y armónica de todos los 
elementos probatorios. 

 

TÍTULO V 
ACTOS DE INVESTIGACIÓN 

 
CAPÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES SOBRE ACTOS DE MOLESTIA 
 

Artículo 266. Actos de molestia 
Todo acto de molestia deberá llevarse a cabo con respeto a la dignidad de la persona en cuestión. 

Antes de que el procedimiento se lleve a cabo, la autoridad deberá informarle sobre los derechos que le 
asisten y solicitar su cooperación. Se realizará un registro forzoso sólo si la persona no está dispuesta a 
cooperar o se resiste. Si la persona sujeta al procedimiento no habla español, la autoridad deberá tomar 
medidas razonables para brindar a la persona información sobre sus derechos y para solicitar su 
cooperación. 
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CAPÍTULO II 
ACTOS DE INVESTIGACIÓN 

 
Artículo 267. Inspección 
La inspección es un acto de investigación sobre el estado que guardan lugares, objetos, instrumentos 

o productos del delito. 
 
Será materia de la inspección todo aquello que pueda ser directamente apreciado por los sentidos. Si 

se considera necesario, la Policía se hará asistir de peritos. 
 
Al practicarse una inspección podrá entrevistarse a las personas que se encuentren presentes en el 

lugar de la inspección que puedan proporcionar algún dato útil para el esclarecimiento de los hechos. 
Toda inspección deberá constar en un registro. 

 
Artículo 268. Inspección de personas 
En la investigación de los delitos, la Policía podrá realizar la inspección sobre una persona y sus 

posesiones en caso de flagrancia, o cuando existan indicios de que oculta entre sus ropas o que lleva 
adheridos a su cuerpo instrumentos, objetos o productos relacionados con el hecho considerado como 
delito que se investiga. La revisión consistirá en una exploración externa de la persona y sus posesiones. 
Cualquier inspección que implique una exposición de partes íntimas del cuerpo requerirá autorización 
judicial. Antes de cualquier inspección, la Policía deberá informar a la persona del motivo de dicha 
revisión, respetando en todo momento su dignidad. 

 
Artículo 269. Revisión corporal 
Durante la investigación, la Policía o, en su caso el Ministerio Público, podrá solicitar a cualquier 

persona la aportación voluntaria de muestras de fluido corporal, vello o cabello, exámenes corporales de 
carácter biológico, extracciones de sangre u otros análogos, así como que se le permita obtener 
imágenes internas o externas de alguna parte del cuerpo, siempre que no implique riesgos para la salud 
y la dignidad de la persona. 

 
Se deberá informar previamente a la persona el motivo de la aportación y del derecho que tiene a 

negarse a proporcionar dichas muestras. En los casos de delitos que impliquen violencia contra las 
mujeres, en los términos de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, la 
inspección corporal deberá ser llevada a cabo en pleno cumplimiento del consentimiento informado de la 
víctima y con respeto de sus derechos. 

 
Las muestras o imágenes deberán ser obtenidas por personal especializado, mismo que en todo caso 

deberá de ser del mismo sexo, o del sexo que la persona elija, con estricto apego al respeto a la dignidad 
y a los derechos humanos y de conformidad con los protocolos que al efecto expida la Procuraduría. Las 
muestras o imágenes obtenidas serán analizadas y dictaminadas por los peritos en la materia. 

 
Artículo 270. Toma de muestras cuando la persona requerida se niegue a proporcionarlas 
Si la persona a la que se le hubiere solicitado la aportación voluntaria de las muestras referidas en el 

artículo anterior se negara a hacerlo, el Ministerio Público por sí o a solicitud de la Policía podrá solicitar 
al Órgano jurisdiccional, por cualquier medio, la inmediata autorización de la práctica de dicho acto de 
investigación, justificando la necesidad de la medida y expresando la persona o personas en quienes 
haya de practicarse, el tipo y extensión de muestra o imagen a obtener. De concederse la autorización 
requerida, el Órgano jurisdiccional deberá facultar al Ministerio Público para que, en el caso de que la 
persona a inspeccionar ya no se encuentre ante él, ordene su localización y comparecencia a efecto de 
que tenga verificativo el acto correspondiente. 
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El Órgano jurisdiccional al resolver respecto de la solicitud del Ministerio Público, deberá tomar en 
consideración el principio de proporcionalidad y motivar la necesidad de la aplicación de dicha medida, en 
el sentido de que no existe otra menos gravosa para la persona que habrá de ser examinada o para el 
imputado, que resulte igualmente eficaz e idónea para el fin que se persigue, justificando la misma en 
atención a la gravedad del hecho que se investiga. 

 
En la toma de muestras podrá estar presente una persona de confianza del examinado o el abogado 

Defensor en caso de que se trate del imputado, quien será advertido previamente de tal derecho. 
Tratándose de menores de edad estará presente quien ejerza la patria potestad, la tutela o curatela del 
sujeto. A falta de alguno de éstos deberá estar presente el Ministerio Público en su calidad de 
representante social. 

 
En caso de personas inimputables que tengan alguna discapacidad se proveerá de los apoyos 

necesarios para que puedan tomar la decisión correspondiente. 
 
Cuando exista peligro de desvanecimiento del medio de la prueba, la solicitud se hará por cualquier 

medio expedito y el Órgano jurisdiccional deberá autorizar inmediatamente la práctica del acto de 
investigación, siempre que se cumpla con las condiciones señaladas en este artículo. 

 
Artículo 271. Levantamiento e identificación de cadáveres 
En los casos en que se presuma muerte por causas no naturales, además de otras diligencias que 

sean procedentes, se practicará: 
 
I. La inspección del cadáver, la ubicación del mismo y el lugar de los hechos; 
 
II. El levantamiento del cadáver; 
 
III. El traslado del cadáver; 
 
IV. La descripción y peritajes correspondientes, o 
 
V. La exhumación en los términos previstos en este Código y demás disposiciones aplicables. 
 
Cuando de la investigación no resulten datos relacionados con la existencia de algún delito, el 

Ministerio Público podrá autorizar la dispensa de la necropsia. 
 
Si el cadáver hubiere sido inhumado, se procederá a exhumarlo en los términos previstos en este 

Código y demás disposiciones aplicables. En todo caso, practicada la inspección o la necropsia 
correspondiente, se procederá a la sepultura inmediata, pero no podrá incinerarse el cadáver. 

 
Cuando se desconozca la identidad del cadáver, se efectuarán los peritajes idóneos para proceder a 

su identificación. Una vez identificado, se entregará a los parientes o a quienes invoquen título o motivo 
suficiente, previa autorización del Ministerio Público, tan pronto la necropsia se hubiere practicado o, en 
su caso, dispensado. 

 
Artículo 272. Peritajes 
Durante la investigación, el Ministerio Público o la Policía con conocimiento de éste, podrá disponer la 

práctica de los peritajes que sean necesarios para la investigación del hecho. El dictamen escrito no 
exime al perito del deber de concurrir a declarar en la audiencia de juicio. 

 
Artículo 273. Acceso a los indicios 
Los peritos que elaboren los dictámenes tendrán en todo momento acceso a los indicios sobre los que 

versarán los mismos, o a los que se hará referencia en el interrogatorio. 
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Artículo 274. Peritaje irreproducible 
Cuando se realice un peritaje sobre objetos que se consuman al ser analizados, no se permitirá que 

se verifique el primer análisis sino sobre la cantidad estrictamente necesaria para ello, a no ser que su 
existencia sea escasa y los peritos no puedan emitir su opinión sin consumirla por completo. Éste último 
supuesto o cualquier otro semejante que impida que con posterioridad se practique un peritaje 
independiente, deberá ser notificado por el Ministerio Público al Defensor del imputado, si éste ya se 
hubiere designado o al Defensor público, para que si lo estima necesario, los peritos de ambas partes, y 
de manera conjunta practiquen el examen, o bien, para que el perito de la defensa acuda a presenciar la 
realización de peritaje. 

 
La pericial deberá ser admitida como medio de prueba, no obstante que el perito designado por el 

Defensor del imputado no compareciere a la realización del peritaje, o éste omita designar uno para tal 
efecto. 

 
Artículo 275. Peritajes especiales 
Cuando deban realizarse diferentes peritajes a personas agredidas sexualmente o cuando la 

naturaleza del hecho delictivo lo amerite, deberá integrarse un equipo interdisciplinario con profesionales 
capacitados en atención a víctimas, con el fin de concentrar en una misma sesión las entrevistas que 
ésta requiera, para la elaboración del dictamen respectivo. 

 
Artículo 276. Aportación de comunicaciones entre particulares 
Las comunicaciones entre particulares podrán ser aportadas voluntariamente a la investigación o al 

proceso penal, cuando hayan sido obtenidas directamente por alguno de los participantes en la misma. 
 
Las comunicaciones aportadas por los particulares deberán estar estrechamente vinculadas con el 

delito que se investiga, por lo que en ningún caso el juez admitirá comunicaciones que violen el deber de 
confidencialidad respecto de los sujetos a que se refiere este Código, ni la autoridad prestará el apoyo a 
que se refiere el párrafo anterior cuando se viole dicho deber. 

 
No se viola el deber de confidencialidad cuando se cuente con el consentimiento expreso de la 

persona con quien se guarda dicho deber. 
 
Artículo 277. Procedimiento para reconocer personas 
El reconocimiento de personas deberá practicarse con la mayor reserva posible. 
 
El reconocimiento procederá aún sin consentimiento del imputado, pero siempre en presencia de su 

Defensor. Quien sea citado para efectuar un reconocimiento deberá ser ubicado en un lugar desde el 
cual no sea visto por las personas susceptibles de ser reconocidas. Se adoptarán las previsiones 
necesarias para que el imputado no altere u oculte su apariencia. 

 
El reconocimiento deberá presentar al imputado en conjunto con otras personas con características 

físicas similares salvo que las condiciones de la investigación no lo permitan, lo que deberá quedar 
asentado en el registro correspondiente de la diligencia. En todos los procedimientos de reconocimiento, 
el acto deberá realizarse por una autoridad ministerial distinta a la que dirige la investigación. La práctica 
de filas de identificación se deberá realizar de manera secuencial. 

 
Tratándose de personas menores de edad o tratándose de víctimas u ofendidos por los delitos de 

secuestro, trata de personas o violación que deban participar en el reconocimiento de personas, el 
Ministerio Público dispondrá medidas especiales para su participación, con el propósito de salvaguardar 
su identidad e integridad emocional. En la práctica de tales actos, el Ministerio Público deberá contar, en 
su caso, con el auxilio de peritos y con la asistencia del representante del menor de edad. 
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Todos los procedimientos de identificación deberán registrarse y en dicho registro deberá constar el 
nombre de la autoridad que estuvo a cargo, del testigo ocular, de las personas que participaron en la fila 
de identificación y, en su caso, del Defensor. 

 
Artículo 278. Pluralidad de reconocimientos 
Cuando varias personas deban reconocer a una sola, cada reconocimiento se practicará por separado 

sin que se comuniquen entre ellas. Si una persona debe reconocer a varias, el reconocimiento de todas 
podrá efectuarse en un solo acto, siempre que no perjudique la investigación o la defensa. 

 
Artículo 279. Identificación por fotografía 
Cuando sea necesario reconocer a una persona que no esté presente, podrá exhibirse su fotografía 

legalmente obtenida a quien deba efectuar el reconocimiento junto con la de otras personas con 
características semejantes, observando en lo conducente las reglas de reconocimiento de personas, con 
excepción de la presencia del Defensor. Se deberá guardar registro de las fotografías exhibidas. 

 
En ningún caso se deberán mostrar al testigo fotografías, retratos computarizados o hechos a mano, o 

imágenes de identificación facial electrónica si la identidad del imputado es conocida por la Policía y está 
disponible para participar en una identificación en video, fila de identificación o identificación fotográfica. 

 
Artículo 280. Reconocimiento de objeto 
Antes del reconocimiento de un objeto, quien realice la diligencia deberá proceder a su descripción. 

Acto seguido se presentará el objeto o el registro del mismo para llevar a cabo el reconocimiento. 
 
Artículo 281. Otros reconocimientos 
Cuando se deban reconocer voces, sonidos y cuanto pueda ser objeto de percepción sensorial, se 

observarán, en lo aplicable, las disposiciones previstas para el reconocimiento de personas. 
 
Artículo 282. Solicitud de orden de cateo 
Cuando en la investigación el Ministerio Público estime necesaria la práctica de un cateo, en razón de 

que el lugar a inspeccionar es un domicilio o una propiedad privada, solicitará por cualquier medio la 
autorización judicial para practicar el acto de investigación correspondiente. En la solicitud, que contará 
con un registro, se expresará el lugar que ha de inspeccionarse, la persona o personas que han de 
aprehenderse y los objetos que se buscan, señalando los motivos e indicios que sustentan la necesidad 
de la orden, así como los servidores públicos que podrán practicar o intervenir en dicho acto de 
investigación. 

 
Si el lugar a inspeccionar es de acceso público y forma parte del domicilio particular, este último no 

será sujeto de cateo, a menos que así se haya ordenado. 
 
Artículo 283. Resolución que ordena el cateo 
La resolución judicial que ordena el cateo deberá contener cuando menos: 
 
I. El nombre y cargo del Juez de control que lo autoriza y la identificación del proceso en el cual 

se ordena; 
 
II. La determinación concreta del lugar o los lugares que habrán de ser cateados y lo que se 

espera encontrar en éstos; 
 
III. El motivo del cateo, debiéndose indicar o expresar los indicios de los que se desprenda la 

posibilidad de encontrar en el lugar la persona o personas que hayan de aprehenderse o los 
objetos que se buscan; 
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IV. El día y la hora en que deba practicarse el cateo o la determinación que de no ejecutarse dentro 
de los tres días siguientes a su autorización, quedará sin efecto cuando no se precise fecha 
exacta de realización, y 

 
V. Los servidores públicos autorizados para practicar e intervenir en el cateo. 
 
La petición de orden de cateo deberá ser resuelta por la autoridad judicial de manera inmediata por 

cualquier medio que garantice su autenticidad, o en audiencia privada con la sola comparecencia del 
Ministerio Público, en un plazo que no exceda de las seis horas siguientes a que se haya recibido. 

 
Si la resolución se emite o registra por medios diversos al escrito, los puntos resolutivos de la orden 

de cateo deberán transcribirse y entregarse al Ministerio Público. 
 
Artículo 284. Negativa del cateo 
En caso de que el Juez de control niegue la orden, el Ministerio Público podrá subsanar las 

deficiencias y solicitar nuevamente la orden o podrá apelar la decisión. En este caso la apelación debe 
ser resuelta en un plazo no mayor de doce horas a partir de que se interponga. 

 
Artículo 285. Medidas de vigilancia 
Aún antes de que el Juez de control competente dicte la orden de cateo, el Ministerio Público podrá 

disponer las medidas de vigilancia o cualquiera otra que no requiera control judicial, que estime 
conveniente para evitar la fuga del imputado o la sustracción, alteración, ocultamiento o destrucción de 
documentos o cosas que constituyen el objeto del cateo. 

 
Artículo 286. Cateo en residencia u oficinas públicas 
Para la práctica de un cateo en la residencia u oficina de cualquiera de los Poderes Ejecutivo, 

Legislativo o Judicial de los tres órdenes de gobierno o en su caso organismos constitucionales 
autónomos, la Policía o el Ministerio Público recabarán la autorización correspondiente en los términos 
previstos en este Código. 

 
Artículo 287. Cateo en buques, embarcaciones, aeronaves o cualquier medio de transporte 

extranjero en territorio mexicano 
Cuando tenga que practicarse un cateo en buques, embarcaciones, aeronaves o cualquier medio de 

transporte extranjero en territorio mexicano se observarán además las disposiciones previstas en los 
Tratados, las leyes y reglamentos aplicables. 

 
Artículo 288. Formalidades del cateo 
Será entregada una copia de los puntos resolutivos de la orden de cateo a quien habite o esté en 

posesión del lugar donde se efectúe, o cuando esté ausente, a su encargado y, a falta de éste, a 
cualquier persona mayor de edad que se halle en el lugar. 

 
Cuando no se encuentre persona alguna, se fijará la copia de los puntos resolutivos que autorizan el 

cateo a la entrada del inmueble, debiendo hacerse constar en el acta y se hará uso de la fuerza pública 
para ingresar. 

 
Al concluir el cateo se levantará acta circunstanciada en presencia de dos testigos propuestos por el 

ocupante del lugar cateado, o en su ausencia o negativa, por la autoridad que practique el cateo, pero la 
designación no podrá recaer sobre los elementos que pertenezcan a la autoridad que lo practicó, salvo 
que no hayan participado en el mismo. Cuando no se cumplan estos requisitos, los elementos 
encontrados en el cateo carecerán de todo valor probatorio, sin que sirva de excusa el consentimiento de 
los ocupantes del lugar. 
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Al terminar el cateo se cuidará que los lugares queden cerrados, y de no ser posible inmediatamente, 
se asegurará que otras personas no ingresen en el lugar hasta lograr el cierre. 

 
Si para la práctica del cateo es necesaria la presencia de alguna persona diferente a los servidores 

públicos propuestos para ello, el Ministerio Público, deberá incluir los datos de aquellos así como la 
motivación correspondiente en la solicitud del acto de investigación. 

 
En caso de autorizarse la presencia de particulares en el cateo, éstos deberán omitir cualquier 

intervención material en la misma y sólo podrán tener comunicación con el servidor público que dirija la 
práctica del cateo. 

 
Artículo 289. Descubrimiento de un delito diverso 
Si al practicarse un cateo resultare el descubrimiento de un delito distinto del que lo haya motivado, se 

formará un inventario de aquello que se recoja relacionado con el nuevo delito, observándose en este 
caso lo relativo a la cadena de custodia y se hará constar esta circunstancia en el registro para dar inicio 
a una nueva investigación. 

 
Artículo 290. Ingreso de una autoridad a lugar sin autorización judicial 
Estará justificado el ingreso a un lugar cerrado sin orden judicial cuando: 
 
I. Sea necesario para repeler una agresión real, actual o inminente y sin derecho que ponga en 

riesgo la vida, la integridad o la libertad personal de una o más personas, o 
 
II. Se realiza con consentimiento de quien se encuentre facultado para otorgarlo. 
 
En los casos de la fracción II, la autoridad que practique el ingreso deberá informarlo dentro de los 

cinco días siguientes, ante el Órgano jurisdiccional. A dicha audiencia deberá asistir la persona que 
otorgó su consentimiento a efectos de ratificarla. 

 
Los motivos que determinaron la inspección sin orden judicial constarán detalladamente en el acta 

que al efecto se levante. 
 
Artículo 291. Intervención de las comunicaciones privadas 
Cuando en la investigación el Ministerio Público considere necesaria la intervención de 

comunicaciones privadas, el Titular de la Procuraduría General de la República, o en quienes éste 
delegue esta facultad, así como los Procuradores de las entidades federativas, podrán solicitar al Juez 
federal de control competente, por cualquier medio, la autorización para practicar la intervención, 
expresando el objeto y necesidad de la misma. 

Párrafo reformado DOF 17-06-2016 

 
La intervención de comunicaciones privadas, abarca todo sistema de comunicación, o programas que 

sean resultado de la evolución tecnológica, que permitan el intercambio de datos, informaciones, audio, 
video, mensajes, así como archivos electrónicos que graben, conserven el contenido de las 
conversaciones o registren datos que identifiquen la comunicación, los cuales se pueden presentar en 
tiempo real. 

Párrafo reformado DOF 17-06-2016 

 
La solicitud deberá ser resuelta por la autoridad judicial de manera inmediata, por cualquier medio que 

garantice su autenticidad, o en audiencia privada con la sola comparecencia del Ministerio Público, en un 
plazo que no exceda de las seis horas siguientes a que la haya recibido. 

 
También se requerirá autorización judicial en los casos de extracción de información, la cual consiste 

en la obtención de comunicaciones privadas, datos de identificación de las comunicaciones; así como la 
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información, documentos, archivos de texto, audio, imagen o video contenidos en cualquier dispositivo, 
accesorio, aparato electrónico, equipo informático, aparato de almacenamiento y todo aquello que pueda 
contener información, incluyendo la almacenada en las plataformas o centros de datos remotos 
vinculados con éstos. 

Párrafo adicionado DOF 17-06-2016 

 
Si la resolución se registra por medios diversos al escrito, los puntos resolutivos de la autorización 

deberán transcribirse y entregarse al Ministerio Público. 
 
Los servidores públicos autorizados para la ejecución de la medida serán responsables de que se 

realice en los términos de la resolución judicial. 
 
Artículo 292. Requisitos de la solicitud 
La solicitud de intervención deberá estar fundada y motivada, precisar la persona o personas que 

serán sujetas a la medida; la identificación del lugar o lugares donde se realizará, si fuere posible; el tipo 
de comunicación a ser intervenida; su duración; el proceso que se llevará a cabo y las líneas, números o 
aparatos que serán intervenidos, y en su caso, la denominación de la empresa concesionada del servicio 
de telecomunicaciones a través del cual se realiza la comunicación objeto de la intervención. 

 
El plazo de la intervención, incluyendo sus prórrogas, no podrá exceder de seis meses. Después de 

dicho plazo, sólo podrán autorizarse nuevas intervenciones cuando el Ministerio Público acredite nuevos 
elementos que así lo justifiquen. 

 
Artículo 293. Contenido de la resolución judicial que autoriza la intervención de las 

comunicaciones privadas 
En la autorización, el Juez de control determinará las características de la intervención, sus 

modalidades, límites y en su caso, ordenará a instituciones públicas o privadas modos específicos de 
colaboración. 

 
Artículo 294. Objeto de la intervención 
Podrán ser objeto de intervención las comunicaciones privadas que se realicen de forma oral, escrita, 

por signos, señales o mediante el empleo de aparatos eléctricos, electrónicos, mecánicos, alámbricos o 
inalámbricos, sistemas o equipos informáticos, así como por cualquier otro medio o forma que permita la 
comunicación entre uno o varios emisores y uno o varios receptores. 

 
En ningún caso se podrán autorizar intervenciones cuando se trate de materias de carácter electoral, 

fiscal, mercantil, civil, laboral o administrativo, ni en el caso de las comunicaciones del detenido con su 
Defensor. 

 
El Juez podrá en cualquier momento verificar que las intervenciones sean realizadas en los términos 

autorizados y, en caso de incumplimiento, decretar su revocación parcial o total. 
 
Artículo 295. Conocimiento de delito diverso 
Si en la práctica de una intervención de comunicaciones privadas se tuviera conocimiento de la 

comisión de un delito diverso de aquellos que motivan la medida, se hará constar esta circunstancia en el 
registro para dar inicio a una nueva investigación. 

 
Artículo 296. Ampliación de la intervención a otros sujetos 
Cuando de la intervención de comunicaciones privadas se advierta la necesidad de ampliar a otros 

sujetos o lugares la intervención, el Ministerio Público competente presentará al propio Juez de control la 
solicitud respectiva. 

 
Artículo 297. Registro de las intervenciones 
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Las intervenciones de comunicación deberán ser registradas por cualquier medio que no altere la 
fidelidad, autenticidad y contenido de las mismas, por la Policía o por el perito que intervenga, a efecto de 
que aquélla pueda ser ofrecida como medio de prueba en los términos que señala este Código. 

 
Artículo 298. Registro 
El registro a que se refiere el artículo anterior contendrá las fechas de inicio y término de la 

intervención, un inventario pormenorizado de los documentos, objetos y los medios para la reproducción 
de sonidos o imágenes captadas durante la misma, cuando no se ponga en riesgo a la investigación o a 
la persona, la identificación de quienes hayan participado en los actos de investigación, así como los 
demás datos que se consideren relevantes para la investigación. El registro original y el duplicado, así 
como los documentos que los integran, se numerarán progresivamente y contendrán los datos 
necesarios para su identificación. 

 
Artículo 299. Conclusión de la intervención 
Al concluir la intervención, la Policía o el perito, de manera inmediata, informará al Ministerio Público 

sobre su desarrollo, así como de sus resultados y levantará el acta respectiva. A su vez, con la misma 
prontitud el Ministerio Público que haya solicitado la intervención o su prórroga lo informará al Juez de 
control. 

 
Las intervenciones realizadas sin las autorizaciones antes citadas o fuera de los términos en ellas 

ordenados, carecerán de valor probatorio, sin perjuicio de la responsabilidad administrativa o penal a que 
haya lugar. 

 
Artículo 300. Destrucción de los registros 
El Órgano jurisdiccional ordenará la destrucción de aquellos registros de intervención de 

comunicaciones privadas que no se relacionen con los delitos investigados o con otros delitos que hayan 
ameritado la apertura de una investigación diversa, salvo que la defensa solicite que sean preservados 
por considerarlos útiles para su labor. 

 
Asimismo, ordenará la destrucción de los registros de intervenciones no autorizadas o cuando éstos 

rebasen los términos de la autorización judicial respectiva. 
 
Los registros serán destruidos cuando se decrete el archivo definitivo, el sobreseimiento o la 

absolución del imputado. Cuando el Ministerio Público decida archivar temporalmente la investigación, los 
registros podrán ser conservados hasta que el delito prescriba. 

 
Artículo 301. Colaboración con la autoridad 
Los concesionarios, permisionarios y demás titulares de los medios o sistemas susceptibles de 

intervención, deberán colaborar eficientemente con la autoridad competente para el desahogo de dichos 
actos de investigación, de conformidad con las disposiciones aplicables. Asimismo, deberán contar con la 
capacidad técnica indispensable que atienda las exigencias requeridas por la autoridad judicial para 
operar una orden de intervención de comunicaciones privadas. 

 
El incumplimiento a este mandato será sancionado conforme a las disposiciones penales aplicables. 
 
Artículo 302. Deber de secrecía 
Quienes participen en alguna intervención de comunicaciones privadas deberán observar el deber de 

secrecía sobre el contenido de las mismas. 
 
Artículo 303. Localización geográfica en tiempo real y solicitud de entrega de datos 

conservados 
Cuando el Ministerio Público considere necesaria la localización geográfica en tiempo real o entrega 

de datos conservados por los concesionarios de telecomunicaciones, los autorizados o proveedores de 
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servicios de aplicaciones y contenidos de los equipos de comunicación móvil asociados a una línea que 
se encuentra relacionada con los hechos que se investigan, el Procurador, o el servidor público en quien 
se delegue la facultad, podrá solicitar al Juez de control del fuero correspondiente en su caso, por 
cualquier medio, requiera a los concesionarios de telecomunicaciones, los autorizados o proveedores de 
servicios de aplicaciones y contenidos, para que proporcionen con la oportunidad y suficiencia necesaria 
a la autoridad investigadora, la información solicitada para el inmediato desahogo de dichos actos de 
investigación. Los datos conservados a que refiere este párrafo se destruirán en caso de que no 
constituyan medio de prueba idóneo o pertinente. 

 
En la solicitud se expresarán los equipos de comunicación móvil relacionados con los hechos que se 

investigan, señalando los motivos e indicios que sustentan la necesidad de la localización geográfica en 
tiempo real o la entrega de los datos conservados, su duración y, en su caso, la denominación de la 
empresa autorizada o proveedora del servicio de telecomunicaciones a través del cual se operan las 
líneas, números o aparatos que serán objeto de la medida. 

 
La petición deberá ser resuelta por la autoridad judicial de manera inmediata por cualquier medio que 

garantice su autenticidad, o en audiencia privada con la sola comparecencia del Ministerio Público. 
 
Si la resolución se emite o registra por medios diversos al escrito, los puntos resolutivos de la orden 

deberán transcribirse y entregarse al Ministerio Público. 
 
En caso de que el Juez de control niegue la orden de localización geográfica en tiempo real o la 

entrega de los datos conservados, el Ministerio Público podrá subsanar las deficiencias y solicitar 
nuevamente la orden o podrá apelar la decisión. En este caso la apelación debe ser resuelta en un plazo 
no mayor de doce horas a partir de que se interponga. 

 
Excepcionalmente, cuando esté en peligro la integridad física o la vida de una persona o se encuentre 

en riesgo el objeto del delito, así como en hechos relacionados con la privación ilegal de la libertad, 
secuestro, extorsión o delincuencia organizada, el Procurador, o el servidor público en quien se delegue 
la facultad, bajo su más estricta responsabilidad, ordenará directamente la localización geográfica en 
tiempo real o la entrega de los datos conservados a los concesionarios de telecomunicaciones, los 
autorizados o proveedores de servicios de aplicaciones y contenidos, quienes deberán atenderla de 
inmediato y con la suficiencia necesaria. A partir de que se haya cumplimentado el requerimiento, el 
Ministerio Público deberá informar al Juez de control competente por cualquier medio que garantice su 
autenticidad, dentro del plazo de cuarenta y ocho horas, a efecto de que ratifique parcial o totalmente de 
manera inmediata la subsistencia de la medida, sin perjuicio de que el Ministerio Público continúe con su 
actuación. 

 
Cuando el Juez de control no ratifique la medida a que hace referencia el párrafo anterior, la 

información obtenida no podrá ser incorporada al procedimiento penal. 
 
Asimismo el Procurador, o el servidor público en quien se delegue la facultad podrá requerir a los 

sujetos obligados que establece la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, la conservación 
inmediata de datos contenidos en redes, sistemas o equipos de informática, hasta por un tiempo máximo 
de noventa días, lo cual deberá realizarse de forma inmediata. La solicitud y entrega de los datos 
contenidos en redes, sistemas o equipos de informática se llevará a cabo de conformidad por lo previsto 
por este artículo. Lo anterior sin menoscabo de las obligaciones previstas en materia de conservación de 
información para las concesionarias y autorizados de telecomunicaciones en términos del artículo 190, 
fracción II de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión. 

Artículo reformado DOF 17-06-2016 

 

CAPÍTULO III 
PRUEBA ANTICIPADA 
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Artículo 304. Prueba anticipada 
Hasta antes de la celebración de la audiencia de juicio se podrá desahogar anticipadamente cualquier 

medio de prueba pertinente, siempre que se satisfagan los siguientes requisitos: 
 
I. Que sea practicada ante el Juez de control; 
 
II. Que sea solicitada por alguna de las partes, quienes deberán expresar las razones por las 

cuales el acto se debe realizar con anticipación a la audiencia de juicio a la que se pretende 
desahogar y se torna indispensable en virtud de que se estime probable que algún testigo no 
podrá concurrir a la audiencia de juicio, por vivir en el extranjero, por existir motivo que hiciere 
temer su muerte, o por su estado de salud o incapacidad física o mental que le impidiese 
declarar; 

 
III. Que sea por motivos fundados y de extrema necesidad y para evitar la pérdida o alteración del 

medio probatorio, y 
 
IV. Que se practique en audiencia y en cumplimiento de las reglas previstas para la práctica de 

pruebas en el juicio. 
 
Artículo 305. Procedimiento para prueba anticipada 
La solicitud de desahogo de prueba anticipada podrá plantearse desde que se presenta la denuncia, 

querella o equivalente y hasta antes de que dé inicio la audiencia de juicio oral. 
 
Cuando se solicite el desahogo de una prueba en forma anticipada, el Órgano jurisdiccional citará a 

audiencia a todos aquellos que tuvieren derecho a asistir a la audiencia de juicio oral y luego de 
escucharlos valorará la posibilidad de que la prueba por anticipar no pueda ser desahogada en la 
audiencia de juicio oral, sin grave riesgo de pérdida por la demora y, en su caso, admitirá y desahogará la 
prueba en el mismo acto otorgando a las partes todas las facultades previstas para su participación en la 
audiencia de juicio oral. 

 
El imputado que estuviere detenido será trasladado a la sala de audiencias para que se imponga en 

forma personal, por teleconferencia o cualquier otro medio de comunicación, de la práctica de la 
diligencia. 

 
En caso de que todavía no exista imputado identificado se designará un Defensor público para que 

intervenga en la audiencia. 
 
Artículo 306. Registro y conservación de la prueba anticipada 
La audiencia en la que se desahogue la prueba anticipada deberá registrarse en su totalidad. 

Concluido el desahogo de la prueba anticipada, se entregará el registro correspondiente a las partes. 
 
Si el obstáculo que dio lugar a la práctica del anticipo de prueba no existiera para la fecha de la 

audiencia de juicio, se desahogará de nueva cuenta el medio de prueba correspondiente en la misma. 
 
Toda prueba anticipada deberá conservarse de acuerdo con las medidas dispuestas por el Juez de 

control. 
 

TÍTULO VI 
AUDIENCIA INICIAL 

 
Artículo 307. Audiencia inicial 
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En la audiencia inicial se informarán al imputado sus derechos constitucionales y legales, si no se le 
hubiese informado de los mismos con anterioridad, se realizará el control de legalidad de la detención si 
correspondiere, se formulará la imputación, se dará la oportunidad de declarar al imputado, se resolverá 
sobre las solicitudes de vinculación a proceso y medidas cautelares y se definirá el plazo para el cierre de 
la investigación. 

 
En caso de que el Ministerio Público o la víctima u ofendido solicite la procedencia de una medida 

cautelar, dicha cuestión deberá ser resuelta antes de que se dicte la suspensión de la audiencia inicial. 
Párrafo reformado DOF 17-06-2016 

 
A esta audiencia deberá concurrir el Ministerio Público, el imputado y su Defensor. La víctima u 

ofendido o su Asesor jurídico, podrán asistir si así lo desean, pero su presencia no será requisito de 
validez de la audiencia. 

 
Artículo 308. Control de legalidad de la detención 
Inmediatamente después de que el imputado detenido en flagrancia o caso urgente sea puesto a 

disposición del Juez de control, se citará a la audiencia inicial en la que se realizará el control de la 
detención antes de que se proceda a la formulación de la imputación. El Juez le preguntará al detenido si 
cuenta con Defensor y en caso negativo, ordenará que se le nombre un Defensor público y le hará saber 
que tiene derecho a ofrecer datos de prueba, así como acceso a los registros. 

 
El Ministerio Público deberá justificar las razones de la detención y el Juez de control procederá a 

calificarla, examinará el cumplimiento del plazo constitucional de retención y los requisitos de 
procedibilidad, ratificándola en caso de encontrarse ajustada a derecho o decretando la libertad en los 
términos previstos en este Código. 

 
Ratificada la detención en flagrancia, caso urgente, y cuando se hubiere ejecutado una orden de 

aprehensión, el imputado permanecerá detenido durante el desarrollo de la audiencia inicial, hasta en 
tanto no se resuelva si será o no sometido a una medida cautelar. 

Párrafo reformado DOF 17-06-2016 

 
En caso de que al inicio de la audiencia el agente del Ministerio Público no esté presente, el Juez de 

control declarará en receso la audiencia hasta por una hora y ordenará a la administración del Poder 
Judicial para que se comunique con el superior jerárquico de aquél, con el propósito de que lo haga 
comparecer o lo sustituya. Concluido el receso sin obtener respuesta, se procederá a la inmediata 
liberación del detenido. 

 
La omisión del Ministerio Público o de su superior jerárquico, al párrafo precedente los hará incurrir en 

las responsabilidades de conformidad con las disposiciones aplicables. 
Párrafo adicionado DOF 17-06-2016 

 
Artículo 309. Oportunidad para formular la imputación a personas detenidas 
La formulación de la imputación es la comunicación que el Ministerio Público efectúa al imputado, en 

presencia del Juez de control, de que desarrolla una investigación en su contra respecto de uno o más 
hechos que la ley señala como delito. 

 
En el caso de detenidos en flagrancia o caso urgente, después que el Juez de control califique de 

legal la detención, el Ministerio Público deberá formular la imputación, acto seguido solicitará la 
vinculación del imputado a proceso sin perjuicio del plazo constitucional que pueda invocar el imputado o 
su Defensor. 
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En el caso de que el Ministerio Público o la víctima u ofendido o el Asesor jurídico solicite una medida 
cautelar y el imputado se haya acogido al plazo constitucional, el debate sobre medidas cautelares 
sucederá previo a la suspensión de la audiencia. 

Párrafo reformado DOF 17-06-2016 

 
El imputado no podrá negarse a proporcionar su completa identidad, debiendo responder las 

preguntas que se le dirijan con respecto a ésta y se le exhortará para que se conduzca con verdad. 
 
Se le preguntará al imputado si es su deseo proporcionar sus datos en voz alta o si prefiere que éstos 

sean anotados por separado y preservados en reserva. 
 
Si el imputado decidiera declarar en relación a los hechos que se le imputan, se le informarán sus 

derechos procesales relacionados con este acto y que lo que declare puede ser utilizado en su contra, se 
le cuestionará si ha sido asesorado por su Defensor y si su decisión es libre. 

 
Si el imputado decide libremente declarar, el Ministerio Público, el Asesor jurídico de la víctima u 

ofendido, el acusador privado en su caso y la defensa podrán dirigirle preguntas sobre lo que declaró, 
pero no estará obligado a responder las que puedan ser en su contra. 

 
En lo conducente se observarán las reglas previstas en este Código para el desahogo de los medios 

de prueba. 
 
Artículo 310. Oportunidad para formular la imputación a personas en libertad 
El agente del Ministerio Público podrá formular la imputación cuando considere oportuna la 

intervención judicial con el propósito de resolver la situación jurídica del imputado. 
 
Si el Ministerio Público manifestare interés en formular imputación a una persona que no se 

encontrare detenida, solicitará al Juez de control que lo cite en libertad y señale fecha y hora para que 
tenga verificativo la audiencia inicial, la que se llevará a cabo dentro de los quince días siguientes a la 
presentación de la solicitud. 

 
Cuando lo considere necesario, para lograr la presencia del imputado en la audiencia inicial, el agente 

del Ministerio Público podrá solicitar orden de aprehensión o de comparecencia, según sea el caso y el 
Juez de control resolverá lo que corresponda. Las solicitudes y resoluciones deberán realizarse en los 
términos del presente Código. 

 
Artículo 311. Procedimiento para formular la imputación 
Una vez que el imputado esté presente en la audiencia inicial, por haberse ordenado su 

comparecencia, por haberse ejecutado en su contra una orden de aprehensión o ratificado de legal la 
detención y después de haber verificado el Juez de control que el imputado conoce sus derechos 
fundamentales dentro del procedimiento penal o, en su caso, después de habérselos dado a conocer, se 
ofrecerá la palabra al agente del Ministerio Público para que éste exponga al imputado el hecho que se le 
atribuye, la calificación jurídica preliminar, la fecha, lugar y modo de su comisión, la forma de intervención 
que haya tenido en el mismo, así como el nombre de su acusador, salvo que, a consideración del Juez 
de control sea necesario reservar su identidad en los supuestos autorizados por la Constitución y por la 
ley. 

 
El Juez de control a petición del imputado o de su Defensor, podrá solicitar las aclaraciones o 

precisiones que considere necesarias respecto a la imputación formulada por el Ministerio Público. 
 
Artículo 312. Oportunidad para declarar 
Formulada la imputación, el Juez de control le preguntará al imputado si la entiende y si es su deseo 

contestar al cargo. En caso de que decida guardar silencio, éste no podrá ser utilizado en su contra. Si el 
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imputado manifiesta su deseo de declarar, su declaración se rendirá conforme a lo dispuesto en este 
Código. Cuando se trate de varios imputados, sus declaraciones serán recibidas sucesivamente, evitando 
que se comuniquen entre sí antes de la recepción de todas ellas. 

 
Artículo 313. Oportunidad para resolver la solicitud de vinculación a proceso 
Después de que el imputado haya emitido su declaración, o manifestado su deseo de no hacerlo, el 

agente del Ministerio Público solicitará al Juez de control la oportunidad para discutir medidas cautelares, 
en su caso, y posteriormente solicitar la vinculación a proceso. Antes de escuchar al agente del Ministerio 
Público, el Juez de control se dirigirá al imputado y le explicará los momentos en los cuales puede 
resolverse la solicitud que desea plantear el Ministerio Público. 

 
El Juez de control cuestionará al imputado si desea que se resuelva sobre su vinculación a proceso 

en esa audiencia dentro del plazo de setenta y dos horas o si solicita la ampliación de dicho plazo. En 
caso de que el imputado no se acoja al plazo constitucional ni solicite la duplicidad del mismo, el 
Ministerio Público deberá solicitar y motivar la vinculación del imputado a proceso, exponiendo en la 
misma audiencia los datos de prueba con los que considera que se establece un hecho que la ley señale 
como delito y la probabilidad de que el imputado lo cometió o participó en su comisión. El Juez de control 
otorgará la oportunidad a la defensa para que conteste la solicitud y si considera necesario permitirá la 
réplica y contrarréplica. Hecho lo anterior, resolverá la situación jurídica del imputado. 

 
Si el imputado manifestó su deseo de que se resuelva sobre su vinculación a proceso dentro del plazo 

de setenta y dos horas o solicita la ampliación de dicho plazo, el Juez deberá señalar fecha para la 
celebración de la audiencia de vinculación a proceso dentro de dicho plazo o su prórroga. 

 
La audiencia de vinculación a proceso deberá celebrarse, según sea el caso, dentro de las setenta y 

dos o ciento cuarenta y cuatro horas siguientes a que el imputado detenido fue puesto a su disposición o 
que el imputado compareció a la audiencia de formulación de la imputación. 

Párrafo reformado DOF 17-06-2016 

 
El Juez de control deberá informar a la autoridad responsable del establecimiento en el que se 

encuentre internado el imputado si al resolverse su situación jurídica además se le impuso como medida 
cautelar la prisión preventiva o si se solicita la duplicidad del plazo constitucional. Si transcurrido el plazo 
constitucional el Juez de control no informa a la autoridad responsable, ésta deberá llamar su atención 
sobre dicho particular en el acto mismo de concluir el plazo y, si no recibe la constancia mencionada 
dentro de las tres horas siguientes, deberá poner al imputado en libertad. 

 
Artículo 314. Incorporación de datos y medios de prueba en el plazo constitucional o su 

ampliación 
El imputado o su Defensor podrán, durante el plazo constitucional o su ampliación, presentar los datos 

de prueba que consideren necesarios ante el Juez de control. 
 
Exclusivamente en el caso de delitos que ameriten la imposición de la medida cautelar de prisión 

preventiva oficiosa u otra personal, de conformidad con lo previsto en este Código, el Juez de control 
podrá admitir el desahogo de medios de prueba ofrecidos por el imputado o su Defensor, cuando, al inicio 
de la audiencia o su continuación, justifiquen que ello resulta pertinente. 

Artículo reformado DOF 17-06-2016 

 
Artículo 315. Continuación de la audiencia inicial 
La continuación de la audiencia inicial comenzará con la presentación de los datos de prueba 

aportados por las partes o, en su caso, con el desahogo de los medios de prueba que hubiese ofrecido y 
justificado el imputado o su defensor en términos del artículo 314 de este Código. Para tal efecto, se 
seguirán en lo conducente las reglas previstas para el desahogo de pruebas en la audiencia de debate de 
juicio oral. Desahogada la prueba, si la hubo, se le concederá la palabra en primer término al Ministerio 
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Público, al asesor jurídico de la víctima y luego al imputado. Agotado el debate, el Juez resolverá sobre la 
vinculación o no del imputado a proceso. 

Párrafo reformado DOF 17-06-2016 

 
En casos de extrema complejidad, el Juez de control podrá decretar un receso que no podrá exceder 

de dos horas, antes de resolver sobre la situación jurídica del imputado. 
 
Artículo 316. Requisitos para dictar el auto de vinculación a proceso 
El Juez de control, a petición del agente del Ministerio Público, dictará el auto de vinculación del 

imputado a proceso, siempre que: 
 
I. Se haya formulado la imputación; 
 
II. Se haya otorgado al imputado la oportunidad para declarar; 
 
III. De los antecedentes de la investigación expuestos por el Ministerio Público, se desprendan 

datos de prueba que establezcan que se ha cometido un hecho que la ley señala como delito y 
que exista la probabilidad de que el imputado lo cometió o participó en su comisión. Se 
entenderá que obran datos que establecen que se ha cometido un hecho que la ley señale 
como delito cuando existan indicios razonables que así permitan suponerlo, y 

 
IV. Que no se actualice una causa de extinción de la acción penal o excluyente del delito. 
 
El auto de vinculación a proceso deberá dictarse por el hecho o hechos que fueron motivo de la 

imputación, el Juez de control podrá otorgarles una clasificación jurídica distinta a la asignada por el 
Ministerio Público misma que deberá hacerse saber al imputado para los efectos de su defensa. 

 
El proceso se seguirá forzosamente por el hecho o hechos delictivos señalados en el auto de 

vinculación a proceso. Si en la secuela de un proceso apareciere que se ha cometido un hecho delictivo 
distinto del que se persigue, deberá ser objeto de investigación separada, sin perjuicio de que después 
pueda decretarse la acumulación si fuere conducente. 

 
Artículo 317. Contenido del auto de vinculación a proceso 
El auto de vinculación a proceso deberá contener: 
 
I. Los datos personales del imputado; 
 
II. Los fundamentos y motivos por los cuales se estiman satisfechos los requisitos mencionados 

en el artículo anterior, y 
 
III. El lugar, tiempo y circunstancias de ejecución del hecho que se imputa. 
 
Artículo 318. Efectos del auto de vinculación a proceso 
El auto de vinculación a proceso establecerá el hecho o los hechos delictivos sobre los que se 

continuará el proceso o se determinarán las formas anticipadas de terminación del proceso, la apertura a 
juicio o el sobreseimiento. 

 
Artículo 319. Auto de no vinculación a proceso 
En caso de que no se reúna alguno de los requisitos previstos en este Código, el Juez de control 

dictará un auto de no vinculación del imputado a proceso y, en su caso, ordenará la libertad inmediata del 
imputado, para lo cual revocará las providencias precautorias y las medidas cautelares anticipadas que 
se hubiesen decretado. 
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El auto de no vinculación a proceso no impide que el Ministerio Público continúe con la investigación y 
posteriormente formule nueva imputación, salvo que en el mismo se decrete el sobreseimiento. 

 
Artículo 320. Valor de las actuaciones 
Los antecedentes de la investigación y elementos de convicción aportados y desahogados, en su 

caso, en la audiencia de vinculación a proceso, que sirvan como base para el dictado del auto de 
vinculación a proceso y de las medidas cautelares, carecen de valor probatorio para fundar la sentencia, 
salvo las excepciones expresas previstas por este Código. 

Artículo reformado DOF 17-06-2016 

 
Artículo 321. Plazo para la investigación complementaria 
El Juez de control, antes de finalizar la audiencia inicial determinará previa propuesta de las partes el 

plazo para el cierre de la investigación complementaria. 
 
El Ministerio Público deberá concluir la investigación complementaria dentro del plazo señalado por el 

Juez de control, mismo que no podrá ser mayor a dos meses si se tratare de delitos cuya pena máxima 
no exceda los dos años de prisión, ni de seis meses si la pena máxima excediera ese tiempo o podrá 
agotar dicha investigación antes de su vencimiento. Transcurrido el plazo para el cierre de la 
investigación, ésta se dará por cerrada, salvo que el Ministerio Público, la víctima u ofendido o el 
imputado hayan solicitado justificadamente prórroga del mismo antes de finalizar el plazo, observándose 
los límites máximos que establece el presente artículo. 

 
En caso de que el Ministerio Público considere cerrar anticipadamente la investigación, informará a la 

víctima u ofendido o al imputado para que, en su caso, manifiesten lo conducente. 
 
Artículo 322. Prórroga del plazo de la investigación complementaria 
De manera excepcional, el Ministerio Público podrá solicitar una prórroga del plazo de investigación 

complementaria para formular acusación, con la finalidad de lograr una mejor preparación del caso, 
fundando y motivando su petición. El Juez podrá otorgar la prórroga siempre y cuando el plazo solicitado, 
sumado al otorgado originalmente, no exceda los plazos señalados en el artículo anterior. 

 
Artículo 323. Plazo para declarar el cierre de la investigación 
Transcurrido el plazo para el cierre de la investigación, el Ministerio Público deberá cerrarla o solicitar 

justificadamente su prórroga al Juez de control, observándose los límites máximos previstos en el artículo 
321. 

 
Si el Ministerio Público no declarara cerrada la investigación en el plazo fijado, o no solicita su 

prórroga, el imputado o la víctima u ofendido podrán solicitar al Juez de control que lo aperciba para que 
proceda a tal cierre. 

 
Transcurrido el plazo para el cierre de la investigación, ésta se tendrá por cerrada salvo que el 

Ministerio Público o el imputado hayan solicitado justificadamente prórroga del mismo al Juez. 
 
Artículo 324. Consecuencias de la conclusión del plazo de la investigación complementaria 
Una vez cerrada la investigación complementaria, el Ministerio Público dentro de los quince días 

siguientes deberá: 
 
I. Solicitar el sobreseimiento parcial o total; 
 
II. Solicitar la suspensión del proceso, o 
 
III. Formular acusación. 
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Artículo 325. Extinción de la acción penal por incumplimiento del plazo 
Cuando el Ministerio Público no cumpla con la obligación establecida en el artículo anterior, el Juez de 

control pondrá el hecho en conocimiento del Procurador o del servidor público en quien haya delegado 
esta facultad, para que se pronuncie en el plazo de quince días. 

 
Transcurrido este plazo sin que se haya pronunciado, el Juez de control ordenará el sobreseimiento. 
 
Artículo 326. Peticiones diversas a la acusación 
Cuando únicamente se formulen peticiones diversas a la acusación del Ministerio Público, el Juez de 

control resolverá sin sustanciación lo que corresponda, salvo disposición en contrario o que estime 
indispensable realizar audiencia, en cuyo caso convocará a las partes. 

 
Artículo 327. Sobreseimiento 
El Ministerio Público, el imputado o su Defensor podrán solicitar al Órgano jurisdiccional el 

sobreseimiento de una causa; recibida la solicitud, el Órgano jurisdiccional la notificará a las partes y 
citará, dentro de las veinticuatro horas siguientes, a una audiencia donde se resolverá lo conducente. La 
incomparecencia de la víctima u ofendido debidamente citados no impedirá que el Órgano jurisdiccional 
se pronuncie al respecto. 

 
El sobreseimiento procederá cuando: 
 
I. El hecho no se cometió; 
 
II. El hecho cometido no constituye delito; 
 
III. Apareciere claramente establecida la inocencia del imputado; 
 
IV. El imputado esté exento de responsabilidad penal; 
 
V. Agotada la investigación, el Ministerio Público estime que no cuenta con los elementos 

suficientes para fundar una acusación; 
 
VI. Se hubiere extinguido la acción penal por alguno de los motivos establecidos en la ley; 
 
VII. Una ley o reforma posterior derogue el delito por el que se sigue el proceso; 
 
VIII. El hecho de que se trata haya sido materia de un proceso penal en el que se hubiera dictado 

sentencia firme respecto del imputado; 
 
IX. Muerte del imputado, o 
 
X. En los demás casos en que lo disponga la ley. 
 
Artículo 328. Efectos del sobreseimiento 
El sobreseimiento firme tiene efectos de sentencia absolutoria, pone fin al procedimiento en relación 

con el imputado en cuyo favor se dicta, inhibe una nueva persecución penal por el mismo hecho y hace 
cesar todas las medidas cautelares que se hubieran dictado. 

 
Artículo 329. Sobreseimiento total o parcial 
El sobreseimiento será total cuando se refiera a todos los delitos y a todos los imputados, y parcial 

cuando se refiera a algún delito o a algún imputado, de los varios a que se hubiere extendido la 
investigación y que hubieren sido objeto de vinculación a proceso. 
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Si el sobreseimiento fuere parcial, se continuará el proceso respecto de aquellos delitos o de aquellos 
imputados a los que no se extendiere aquél. 

 
Artículo 330. Facultades del Juez respecto del sobreseimiento 
El Juez de control, al pronunciarse sobre la solicitud de sobreseimiento planteada por cualquiera de 

las partes, podrá rechazarlo o bien decretar el sobreseimiento incluso por motivo distinto del planteado 
conforme a lo previsto en este Código. 

 
Si la víctima u ofendido se opone a la solicitud de sobreseimiento formulada por el Ministerio Público, 

el imputado o su Defensor, el Juez de control se pronunciará con base en los argumentos expuestos por 
las partes y el mérito de la causa. 

 
Si el Juez de control admite las objeciones de la víctima u ofendido, denegará la solicitud de 

sobreseimiento. 
 
De no mediar oposición, la solicitud de sobreseimiento se declarará procedente sin perjuicio del 

derecho de las partes a recurrir. 
 
Artículo 331. Suspensión del proceso 
El Juez de control competente decretará la suspensión del proceso cuando: 
 
I. Se decrete la sustracción del imputado a la acción de la justicia; 
 
II. Se descubra que el delito es de aquellos respecto de los cuales no se puede proceder sin que 

sean satisfechos determinados requisitos y éstos no se hubieren cumplido; 
 
III. El imputado adquiera algún trastorno mental temporal durante el proceso, o 
 
IV. En los demás casos que la ley señale. 
 
Artículo 332. Reapertura del proceso al cesar la causal de suspensión 
A solicitud del Ministerio Público o de cualquiera de los que intervienen en el proceso, el Juez de 

control podrá decretar la reapertura del mismo cuando cese la causa que haya motivado la suspensión. 
 
Artículo 333. Reapertura de la investigación 
Hasta antes de presentada la acusación, las partes podrán reiterar la solicitud de diligencias de 

investigación específicas que hubieren formulado al Ministerio Público después de dictado el auto de 
vinculación a proceso y que éste hubiere rechazado. 

 
Si el Juez de control aceptara la solicitud de las partes, ordenará al Ministerio Público reabrir la 

investigación y proceder al cumplimiento de las actuaciones en el plazo que le fijará. En dicha audiencia, 
el Ministerio Público podrá solicitar la ampliación del plazo por una sola vez. 

 
No procederá la solicitud de llevar a cabo actos de investigación que en su oportunidad se hubieren 

ordenado a petición de las partes y no se hubieren cumplido por negligencia o hecho imputable a ellas, ni 
tampoco las que fueren impertinentes, las que tuvieren por objeto acreditar hechos públicos y notorios, ni 
todas aquellas que hubieren sido solicitadas con fines puramente dilatorios. 

 
Vencido el plazo o su ampliación, la investigación sujeta a reapertura se considerará cerrada, o aún 

antes de ello si se hubieren cumplido las actuaciones que la motivaron, y se procederá de conformidad 
con lo dispuesto en este Código. 

 

TÍTULO VII 



 

 

CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES 
 

CÁMARA DE DIPUTADOS DEL H. CONGRESO DE LA UNIÓN 
Secretaría General 
Secretaría de Servicios Parlamentarios 

Última Reforma DOF 22-01-2020 

 

 

97 de 152 

ETAPA INTERMEDIA 
 

CAPÍTULO I 
OBJETO 

 
Artículo 334. Objeto de la etapa intermedia 
La etapa intermedia tiene por objeto el ofrecimiento y admisión de los medios de prueba, así como la 

depuración de los hechos controvertidos que serán materia del juicio. 
 
Esta etapa se compondrá de dos fases, una escrita y otra oral. La fase escrita iniciará con el escrito 

de acusación que formule el Ministerio Público y comprenderá todos los actos previos a la celebración de 
la audiencia intermedia. La segunda fase dará inicio con la celebración de la audiencia intermedia y 
culminará con el dictado del auto de apertura a juicio. 

 
Artículo 335. Contenido de la acusación 
Una vez concluida la fase de investigación complementaria, si el Ministerio Público estima que la 

investigación aporta elementos para ejercer la acción penal contra el imputado, presentará la acusación. 
 
La acusación del Ministerio Público, deberá contener en forma clara y precisa: 
 
I. La individualización del o los acusados y de su Defensor; 
 
II. La identificación de la víctima u ofendido y su Asesor jurídico; 
 
III. La relación clara, precisa, circunstanciada y específica de los hechos atribuidos en modo, 

tiempo y lugar, así como su clasificación jurídica; 
 
IV. La relación de las modalidades del delito que concurrieren; 
 
V. La autoría o participación concreta que se atribuye al acusado; 
 
VI. La expresión de los preceptos legales aplicables; 
 
VII. El señalamiento de los medios de prueba que pretenda ofrecer, así como la prueba anticipada 

que se hubiere desahogado en la etapa de investigación; 
 
VIII. El monto de la reparación del daño y los medios de prueba que ofrece para probarlo; 
 
IX. La pena o medida de seguridad cuya aplicación se solicita incluyendo en su caso la 

correspondiente al concurso de delitos; 
 
X. Los medios de prueba que el Ministerio Público pretenda presentar para la individualización de 

la pena y en su caso, para la procedencia de sustitutivos de la pena de prisión o suspensión de 
la misma; 

 
XI. La solicitud de decomiso de los bienes asegurados; 
 
XII. La propuesta de acuerdos probatorios, en su caso, y 
 
XIII. La solicitud de que se aplique alguna forma de terminación anticipada del proceso cuando ésta 

proceda. 
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La acusación sólo podrá formularse por los hechos y personas señaladas en el auto de vinculación a 
proceso, aunque se efectúe una distinta clasificación, la cual deberá hacer del conocimiento de las 
partes. 

 
Si el Ministerio Público o, en su caso, la víctima u ofendido ofrecieran como medios de prueba la 

declaración de testigos o peritos, deberán presentar una lista identificándolos con nombre, apellidos, 
domicilio y modo de localizarlos, señalando además los puntos sobre los que versarán los interrogatorios. 

 
Artículo 336. Notificación de la Acusación 
Una vez presentada la acusación, el Juez de control ordenará su notificación a las partes al día 

siguiente. Con dicha notificación se les entregará copia de la acusación. 
Artículo reformado DOF 17-06-2016 

 
Artículo 337. Descubrimiento probatorio 
El descubrimiento probatorio consiste en la obligación de las partes de darse a conocer entre ellas en 

el proceso, los medios de prueba que pretendan ofrecer en la audiencia de juicio. En el caso del 
Ministerio Público, el descubrimiento comprende el acceso y copia a todos los registros de la 
investigación, así como a los lugares y objetos relacionados con ella, incluso de aquellos elementos que 
no pretenda ofrecer como medio de prueba en el juicio. En el caso del imputado o su defensor, consiste 
en entregar materialmente copia de los registros al Ministerio Público a su costa, y acceso a las 
evidencias materiales que ofrecerá en la audiencia intermedia, lo cual deberá realizarse en los términos 
de este Código. 

 
El Ministerio Público deberá cumplir con esta obligación de manera continua a partir de los momentos 

establecidos en el párrafo tercero del artículo 218 de este Código, así como permitir el acceso del 
imputado o su Defensor a los nuevos elementos que surjan en el curso de la investigación, salvo las 
excepciones previstas en este Código. 

 
La víctima u ofendido, el asesor jurídico y el acusado o su Defensor, deberán descubrir los medios de 

prueba que pretendan ofrecer en la audiencia del juicio, en los plazos establecidos en los artículos 338 y 
340, respectivamente, para lo cual, deberán entregar materialmente copia de los registros y acceso a los 
medios de prueba, con costo a cargo del Ministerio Público. Tratándose de la prueba pericial, se deberá 
entregar el informe respectivo al momento de descubrir los medios de prueba a cargo de cada una de las 
partes, salvo que se justifique que aún no cuenta con ellos, caso en el cual, deberá descubrirlos a más 
tardar tres días antes del inicio de la audiencia intermedia. 

 
En caso que el acusado o su defensor, requiera más tiempo para preparar el descubrimiento o su 

caso, podrá solicitar al Juez de control, antes de celebrarse la audiencia intermedia o en la misma 
audiencia, le conceda un plazo razonable y justificado para tales efectos. 

Artículo reformado DOF 17-06-2016 

 
Artículo 338. Coadyuvancia en la acusación 
Dentro de los tres días siguientes de la notificación de la acusación formulada por el Ministerio 

Público, la víctima u ofendido podrán mediante escrito: 
 
I. Constituirse como coadyuvantes en el proceso; 
 
II. Señalar los vicios formales de la acusación y requerir su corrección; 
 
III.  Ofrecer los medios de prueba que estime necesarios para complementar la acusación del 

Ministerio Público, de lo cual se deberá notificar al acusado; 
Fracción reformada DOF 17-06-2016 
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IV. Solicitar el pago de la reparación del daño y cuantificar su monto. 
 
Artículo 339. Reglas generales de la coadyuvancia 
Si la víctima u ofendido se constituyera en coadyuvante del Ministerio Público, le serán aplicables en 

lo conducente las formalidades previstas para la acusación de aquél. El Juez de control deberá correr 
traslado de dicha solicitud a las partes. 

 
La coadyuvancia en la acusación por parte de la víctima u ofendido no alterará las facultades 

concedidas por este Código y demás legislación aplicable al Ministerio Público, ni lo eximirá de sus 
responsabilidades. 

 
Si se trata de varias víctimas u ofendidos podrán nombrar un representante común, siempre que no 

exista conflicto de intereses. 
 
Artículo 340. Actuación del imputado en la fase escrita de la etapa intermedia 
Dentro de los diez días siguientes a que fenezca el plazo para la solicitud de coadyuvancia de la 

víctima u ofendido, el acusado o su Defensor, mediante escrito dirigido al Juez de control, podrán: 
Párrafo reformado DOF 17-06-2016 

 
I.  Señalar vicios formales del escrito de acusación y pronunciarse sobre las observaciones del 

coadyuvante y si lo consideran pertinente, requerir su corrección. No obstante, el acusado o su 
Defensor podrán señalarlo en la audiencia intermedia; 

Fracción reformada DOF 17-06-2016 

 
II.  Ofrecer los medios de prueba que pretenda se desahoguen en el juicio; 

Fracción adicionada DOF 17-06-2016 

 
III.  Solicitar la acumulación o separación de acusaciones, y 

Fracción reformada y recorrida DOF 17-06-2016 

 
IV.  Manifestarse sobre los acuerdos probatorios. 

Fracción reformada y recorrida DOF 17-06-2016 

 
El escrito del acusado o su Defensor se notificará al Ministerio Público y al coadyuvante dentro de las 

veinticuatro horas siguientes a su presentación. 
Párrafo reformado DOF 17-06-2016 

Reforma DOF 17-06-2016: Derogó del artículo el entonces párrafo segundo 

 
Artículo 341. Citación a la audiencia 
El Juez de control, en el mismo auto en que tenga por presentada la acusación del Ministerio Público, 

señalará fecha para que se lleve a cabo la audiencia intermedia, la cual deberá tener lugar en un plazo 
que no podrá ser menor a treinta ni exceder de cuarenta días naturales a partir de presentada la 
acusación. 

Párrafo reformado DOF 17-06-2016 

 
Previa celebración de la audiencia intermedia, el Juez de control podrá, por una sola ocasión y a 

solicitud de la defensa, diferir, hasta por diez días, la celebración de la audiencia intermedia. Para tal 
efecto, la defensa deberá exponer las razones por las cuales ha requerido dicho diferimiento. 

 
Artículo 342. Inmediación en la audiencia intermedia 
La audiencia intermedia será conducida por el Juez de control, quien la presidirá en su integridad y se 

desarrollará oralmente. Es indispensable la presencia permanente del Juez de control, el Ministerio 
Público, y el Defensor durante la audiencia. 
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La víctima u ofendido o su Asesor jurídico deberán concurrir, pero su inasistencia no suspende el 
acto, aunque si ésta fue injustificada, se tendrá por desistida su pretensión en el caso de que se hubiera 
constituido como coadyuvante del Ministerio Público. 

 
Artículo 343. Unión y separación de acusación 
Cuando el Ministerio Público formule diversas acusaciones que el Juez de control considere 

conveniente someter a una misma audiencia del debate, y siempre que ello no perjudique el derecho de 
defensa, podrá unirlas y decretar la apertura de un solo juicio, si ellas están vinculadas por referirse a un 
mismo hecho, a un mismo acusado o porque deben ser examinadas los mismos medios de prueba. 

 
El Juez de control podrá dictar autos de apertura del juicio separados, para distintos hechos o 

diferentes acusados que estén comprendidos en una misma acusación, cuando, de ser conocida en una 
sola audiencia del debate, pudiera provocar graves dificultades en la organización o el desarrollo de la 
audiencia del debate o afectación del derecho de defensa, y siempre que ello no implique el riesgo de 
provocar decisiones contradictorias. 

 
Artículo 344. Desarrollo de la audiencia 
Al inicio de la audiencia el Ministerio Público realizará una exposición resumida de su acusación, 

seguida de las exposiciones de la víctima u ofendido y el acusado por sí o por conducto de su Defensor; 
acto seguido las partes podrán deducir cualquier incidencia que consideren relevante presentar. 
Asimismo, la Defensa promoverá las excepciones que procedan conforme a lo que se establece en este 
Código. 

 
Desahogados los puntos anteriores y posterior al establecimiento en su caso de acuerdos probatorios, 

el Juez se cerciorará de que se ha cumplido con el descubrimiento probatorio a cargo de las partes y, en 
caso de controversia abrirá debate entre las mismas y resolverá lo procedente. 

 
Si es el caso que el Ministerio Público o la víctima u ofendido ocultaron una prueba favorable a la 

defensa, el Juez en el caso del Ministerio Público procederá a dar vista a su superior para los efectos 
conducentes. De igual forma impondrá una corrección disciplinaria a la víctima u ofendido. 

 
Artículo 345. Acuerdos probatorios 
Los acuerdos probatorios son aquellos celebrados entre el Ministerio Público y el acusado, sin 

oposición fundada de la víctima u ofendido, para aceptar como probados alguno o algunos de los hechos 
o sus circunstancias. 

 
Si la víctima u ofendido se opusieren, el Juez de control determinará si es fundada y motivada la 

oposición, de lo contrario el Ministerio Público podrá realizar el acuerdo probatorio. 
 
El Juez de control autorizará el acuerdo probatorio, siempre que lo considere justificado por existir 

antecedentes de la investigación con los que se acredite el hecho. 
 
En estos casos, el Juez de control indicará en el auto de apertura del juicio los hechos que tendrán 

por acreditados, a los cuales deberá estarse durante la audiencia del juicio oral. 
 
Artículo 346. Exclusión de medios de prueba para la audiencia del debate 
Una vez examinados los medios de prueba ofrecidos y de haber escuchado a las partes, el Juez de 

control ordenará fundadamente que se excluyan de ser rendidos en la audiencia de juicio, aquellos 
medios de prueba que no se refieran directa o indirectamente al objeto de la investigación y sean útiles 
para el esclarecimiento de los hechos, así como aquellos en los que se actualice alguno de los siguientes 
supuestos: 

 
I. Cuando el medio de prueba se ofrezca para generar efectos dilatorios, en virtud de ser: 
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a) Sobreabundante: por referirse a diversos medios de prueba del mismo tipo, testimonial o 

documental, que acrediten lo mismo, ya superado, en reiteradas ocasiones; 
 
b) Impertinentes: por no referirse a los hechos controvertidos, o 
 
c) Innecesarias: por referirse a hechos públicos, notorios o incontrovertidos; 
 

II. Por haberse obtenido con violación a derechos fundamentales; 
 
III. Por haber sido declaradas nulas, o 
 
IV. Por ser aquellas que contravengan las disposiciones señaladas en este Código para su 

desahogo. 
 
En el caso de que el Juez estime que el medio de prueba sea sobreabundante, dispondrá que la parte 

que la ofrezca reduzca el número de testigos o de documentos, cuando mediante ellos desee acreditar 
los mismos hechos o circunstancias con la materia que se someterá a juicio. 

 
Asimismo, en los casos de delitos contra la libertad y seguridad sexuales y el normal desarrollo 

psicosexual, el Juez excluirá la prueba que pretenda rendirse sobre la conducta sexual anterior o 
posterior de la víctima. 

 
La decisión del Juez de control de exclusión de medios de prueba es apelable. 
 
Artículo 347. Auto de apertura a juicio 
Antes de finalizar la audiencia, el Juez de control dictará el auto de apertura de juicio que deberá 

indicar: 
 
I.  El Tribunal de enjuiciamiento competente para celebrar la audiencia de juicio; 

Fracción reformada DOF 17-06-2016 

 
II. La individualización de los acusados; 
 
III. Las acusaciones que deberán ser objeto del juicio y las correcciones formales que se hubieren 

realizado en ellas, así como los hechos materia de la acusación; 
 
IV. Los acuerdos probatorios a los que hubieren llegado las partes; 
 
V. Los medios de prueba admitidos que deberán ser desahogados en la audiencia de juicio, así 

como la prueba anticipada; 
 
VI. Los medios de pruebas que, en su caso, deban de desahogarse en la audiencia de 

individualización de las sanciones y de reparación del daño; 
 
VII. Las medidas de resguardo de identidad y datos personales que procedan en términos de este 

Código; 
 
VIII. Las personas que deban ser citadas a la audiencia de debate, y 
 
IX. Las medidas cautelares que hayan sido impuestas al acusado. 
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El Juez de control hará llegar el mismo al Tribunal de enjuiciamiento competente dentro de los cinco 
días siguientes de haberse dictado y pondrá a su disposición los registros, así como al acusado. 

 

TÍTULO VIII 
ETAPA DE JUICIO 

 
CAPÍTULO I 

DISPOSICIONES PREVIAS 
 

Artículo 348. Juicio 
El juicio es la etapa de decisión de las cuestiones esenciales del proceso. Se realizará sobre la base 

de la acusación en el que se deberá asegurar la efectiva vigencia de los principios de inmediación, 
publicidad, concentración, igualdad, contradicción y continuidad. 

 
Artículo 349. Fecha, lugar, integración y citaciones 
El Tribunal de enjuiciamiento una vez que reciba el auto de apertura a juicio oral deberá establecer la 

fecha para la celebración de la audiencia de debate, la que deberá tener lugar no antes de veinte ni 
después de sesenta días naturales contados a partir de la emisión del auto de apertura a juicio. Se citará 
oportunamente a todas las partes para asistir al debate. El acusado deberá ser citado, por lo menos con 
siete días de anticipación al comienzo de la audiencia. 

Artículo reformado DOF 17-06-2016 

 
Artículo 350. Prohibición de intervención 
Los jueces que hayan intervenido en alguna etapa del procedimiento anterior a la audiencia de juicio 

no podrán fungir como Tribunal de enjuiciamiento. 
 

CAPÍTULO II 
PRINCIPIOS 

 
Artículo 351. Suspensión 
La audiencia de juicio podrá suspenderse en forma excepcional por un plazo máximo de diez días 

naturales cuando: 
 
I. Se deba resolver una cuestión incidental que no pueda, por su naturaleza, resolverse en forma 

inmediata; 
 
II. Tenga que practicarse algún acto fuera de la sala de audiencias, incluso porque se tenga la 

noticia de un hecho inesperado que torne indispensable una investigación complementaria y no 
sea posible cumplir los actos en el intervalo de dos sesiones; 

 
III. No comparezcan testigos, peritos o intérpretes, deba practicarse una nueva citación y sea 

imposible o inconveniente continuar el debate hasta que ellos comparezcan, incluso 
coactivamente por medio de la fuerza pública; 

 
IV. El o los integrantes del Tribunal de enjuiciamiento, el acusado o cualquiera de las partes se 

enfermen a tal extremo que no puedan continuar interviniendo en el debate; 
 
V. El Defensor, el Ministerio Público o el acusador particular no pueda ser reemplazado 

inmediatamente en el supuesto de la fracción anterior, o en caso de muerte o incapacidad 
permanente, o 

 
VI. Alguna catástrofe o algún hecho extraordinario torne imposible su continuación. 
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El Tribunal de enjuiciamiento verificará la autenticidad de la causal de suspensión invocada, pudiendo 

para el efecto allegarse de los medios de prueba correspondientes para decidir sobre la suspensión, para 
lo cual deberá anunciar el día y la hora en que continuará la audiencia, lo que tendrá el efecto de citación 
para audiencia para todas las partes. Previo a reanudar la audiencia, quien la presida resumirá 
brevemente los actos cumplidos con anterioridad. 

 
El Tribunal de enjuiciamiento ordenará los aplazamientos que se requieran, indicando la hora en que 

continuará el debate. No será considerado aplazamiento ni suspensión el descanso de fin de semana y 
los días inhábiles de acuerdo con la legislación aplicable. 

 
Artículo 352. Interrupción 
Si la audiencia de debate de juicio no se reanuda a más tardar al undécimo día después de ordenada 

la suspensión, se considerará interrumpido y deberá ser reiniciado ante un Tribunal de enjuiciamiento 
distinto y lo actuado será nulo. 

 
Artículo 353. Motivación 
Las decisiones del Tribunal de enjuiciamiento, así como las de su Presidente serán verbales, con 

expresión de sus fundamentos y motivos cuando el caso lo requiera o las partes así lo soliciten, 
quedando todos notificados por su emisión. 

 

CAPÍTULO III 
DIRECCIÓN Y DISCIPLINA 

 
Artículo 354. Dirección del debate de juicio 
El juzgador que preside la audiencia de juicio ordenará y autorizará las lecturas pertinentes, hará las 

advertencias que correspondan, tomará las protestas legales y moderará la discusión; impedirá 
intervenciones impertinentes o que no resulten admisibles, sin coartar por ello el ejercicio de la 
persecución penal o la libertad de defensa. Asimismo, resolverá las objeciones que se formulen durante 
el desahogo de la prueba. 

 
Si alguna de las partes en el debate se inconformara por la vía de revocación de una decisión del 

Presidente, lo resolverá el Tribunal. 
 
Artículo 355. Disciplina en la audiencia 
El juzgador que preside la audiencia de juicio velará por que se respete la disciplina en la audiencia 

cuidando que se mantenga el orden, para lo cual solicitará al Tribunal de enjuiciamiento o a los 
asistentes, el respeto y las consideraciones debidas, corrigiendo en el acto las faltas que se cometan, 
para lo cual podrá aplicar cualquiera de las siguientes medidas: 

 
I. Apercibimiento; 
 
II. Multa de veinte a cinco mil salarios mínimos; 
 
III. Expulsión de la sala de audiencia; 
 
IV. Arresto hasta por treinta y seis horas, o 
 
V. Desalojo público de la sala de audiencia. 
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Si el infractor fuere el Ministerio Público, el acusado, su Defensor, la víctima u ofendido, y fuere 
necesario expulsarlos de la sala de audiencia, se aplicarán las reglas conducentes para el caso de su 
ausencia. 

 
En caso de que a pesar de las medidas adoptadas no se pudiera reestablecer el orden, quien preside 

la audiencia la suspenderá hasta en tanto se encuentren reunidas las condiciones que permitan continuar 
con su curso normal. 

 
El Tribunal de enjuiciamiento podrá ordenar el arresto hasta por treinta y seis horas ante la 

contumacia de las obligaciones procesales de las personas que intervienen en un proceso penal que 
atenten contra el principio de continuidad, derivado de sus incomparecencias injustificadas a audiencia o 
aquellos actos que impidan que las pruebas puedan desahogarse en tiempo y forma. 

Párrafo reformado DOF 17-06-2016 

 

CAPÍTULO IV 
DISPOSICIONES GENERALES SOBRE LA PRUEBA 

 
Artículo 356. Libertad probatoria 
Todos los hechos y circunstancias aportados para la adecuada solución del caso sometido a juicio, 

podrán ser probados por cualquier medio pertinente producido e incorporado de conformidad con este 
Código. 

 
Artículo 357. Legalidad de la prueba 
La prueba no tendrá valor si ha sido obtenida por medio de actos violatorios de derechos 

fundamentales, o si no fue incorporada al proceso conforme a las disposiciones de este Código. 
 
Artículo 358. Oportunidad para la recepción de la prueba 
La prueba que hubiere de servir de base a la sentencia deberá desahogarse durante la audiencia de 

debate de juicio, salvo las excepciones expresamente previstas en este Código. 
 
Artículo 359. Valoración de la prueba 
El Tribunal de enjuiciamiento valorará la prueba de manera libre y lógica, deberá hacer referencia en 

la motivación que realice, de todas las pruebas desahogadas, incluso de aquellas que se hayan 
desestimado, indicando las razones que se tuvieron para hacerlo. La motivación permitirá la expresión 
del razonamiento utilizado para alcanzar las conclusiones contenidas en la resolución jurisdiccional. Sólo 
se podrá condenar al acusado si se llega a la convicción de su culpabilidad más allá de toda duda 
razonable. En caso de duda razonable, el Tribunal de enjuiciamiento absolverá al imputado. 

Artículo reformado DOF 17-06-2016 

 

SECCIÓN I 
Prueba testimonial 

 
Artículo 360. Deber de testificar 
Toda persona tendrá la obligación de concurrir al proceso cuando sea citado y de declarar la verdad 

de cuanto conozca y le sea preguntado; asimismo, no deberá ocultar hechos, circunstancias o cualquier 
otra información que sea relevante para la solución de la controversia, salvo disposición en contrario. 

 
El testigo no estará en la obligación de declarar sobre hechos por los que se le pueda fincar 

responsabilidad penal. 
 
Artículo 361. Facultad de abstención 
Podrán abstenerse de declarar el tutor, curador, pupilo, cónyuge, concubina o concubinario, 

conviviente del imputado, la persona que hubiere vivido de forma permanente con el imputado durante 
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por lo menos dos años anteriores al hecho, sus parientes por consanguinidad en la línea recta 
ascendente o descendente hasta el cuarto grado y en la colateral por consanguinidad hasta el segundo 
grado inclusive, salvo que fueran denunciantes. 

 
Deberá informarse a las personas mencionadas de la facultad de abstención antes de declarar, pero 

si aceptan rendir testimonio no podrán negarse a contestar las preguntas formuladas. 
 
Artículo 362. Deber de guardar secreto 
Es inadmisible el testimonio de personas que respecto del objeto de su declaración, tengan el deber 

de guardar secreto con motivo del conocimiento que tengan de los hechos en razón del oficio o profesión, 
tales como ministros religiosos, abogados, visitadores de derechos humanos, médicos, psicólogos, 
farmacéuticos y enfermeros, así como los funcionarios públicos sobre información que no es susceptible 
de divulgación según las leyes de la materia. No obstante, estas personas no podrán negar su testimonio 
cuando sean liberadas por el interesado del deber de guardar secreto. 

 
En caso de ser citadas, deberán comparecer y explicar el motivo del cual surge la obligación de 

guardar secreto y de abstenerse de declarar. 
 
Artículo 363. Citación de testigos 
Los testigos serán citados para su examinación. En los casos de urgencia, podrán ser citados por 

cualquier medio que garantice la recepción de la citación, de lo cual se deberá dejar constancia. El testigo 
podrá presentarse a declarar sin previa cita. 

 
Si el testigo reside en un lugar lejano al asiento del órgano judicial y carece de medios económicos 

para trasladarse, se dispondrá lo necesario para asegurar su comparecencia. 
 
Tratándose de testigos que sean servidores públicos, la dependencia en la que se desempeñen 

adoptará las medidas correspondientes para garantizar su comparecencia, en cuyo caso absorberá 
además los gastos que se generen. 

 
Artículo 364. Comparecencia obligatoria de testigos 
Si el testigo debidamente citado no se presentara a la citación o haya temor fundado de que se 

ausente o se oculte, se le hará comparecer en ese acto por medio de la fuerza pública sin necesidad de 
agotar ningún otro medio de apremio. 

 
Las autoridades están obligadas a auxiliar oportuna y diligentemente al Tribunal para garantizar la 

comparecencia obligatoria de los testigos. El Órgano jurisdiccional podrá emplear contra las autoridades 
los medios de apremio que establece este Código en caso de incumplimiento o retardo a sus 
determinaciones. 

 
Artículo 365. Excepciones a la obligación de comparecencia 
No estarán obligados a comparecer en los términos previstos en los artículos anteriores y podrán 

declarar en la forma señalada para los testimonios especiales los siguientes: 
 
I. Respecto de los servidores públicos federales, el Presidente de la República; los Secretarios de 

Estado de la Federación; el Procurador General de la República; los Ministros de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, y los Diputados y Senadores del Congreso de la Unión; los 
Magistrados del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación y los Consejeros del 
Instituto Federal Electoral; 

 
II. Respecto de los servidores públicos estatales, el Gobernador; los Secretarios de Estado; el 

Procurador General de Justicia o su equivalente; los Diputados de los Congresos locales e 
integrantes de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal; los Magistrados del Tribunal 
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Superior de Justicia y del Tribunal Estatal Electoral y los Consejeros del Instituto Electoral 
estatal; 

 
III. Los extranjeros que gozaren en el país de inmunidad diplomática, de conformidad con los 

Tratados sobre la materia, y 
 
IV. Los que, por enfermedad grave u otro impedimento calificado por el Órgano jurisdiccional estén 

imposibilitados de hacerlo. 
 
Si las personas enumeradas en las fracciones anteriores renunciaren a su derecho a no comparecer, 

deberán prestar declaración conforme a las reglas generales previstas en este Código. 
 
Artículo 366. Testimonios especiales 
Cuando deba recibirse testimonio de menores de edad víctimas del delito y se tema por su afectación 

psicológica o emocional, así como en caso de víctimas de los delitos de violación o secuestro, el Órgano 
jurisdiccional a petición de las partes, podrá ordenar su recepción con el auxilio de familiares o peritos 
especializados. Para ello deberán utilizarse las técnicas audiovisuales adecuadas que favorezcan evitar 
la confrontación con el imputado. 

 
Las personas que no puedan concurrir a la sede judicial, por estar físicamente impedidas, serán 

examinadas en el lugar donde se encuentren y su testimonio será transmitido por sistemas de 
reproducción a distancia. 

 
Estos procedimientos especiales deberán llevarse a cabo sin afectar el derecho a la confrontación y a 

la defensa. 
 
Artículo 367. Protección a los testigos 
El Órgano jurisdiccional, por un tiempo razonable, podrá ordenar medidas especiales destinadas a 

proteger la integridad física y psicológica del testigo y sus familiares, mismas que podrán ser renovadas 
cuantas veces fuere necesario, sin menoscabo de lo dispuesto en la legislación aplicable. 

 
De igual forma, el Ministerio Público o la autoridad que corresponda adoptarán las medidas que fueren 

procedentes para conferir la debida protección a víctimas, ofendidos, testigos, antes o después de 
prestadas sus declaraciones, y a sus familiares y en general a todos los sujetos que intervengan en el 
procedimiento, sin menoscabo de lo dispuesto en la legislación aplicable. 

 

SECCIÓN II 
Prueba pericial 

 
Artículo 368. Prueba pericial 
Podrá ofrecerse la prueba pericial cuando, para el examen de personas, hechos, objetos o 

circunstancias relevantes para el proceso, fuere necesario o conveniente poseer conocimientos 
especiales en alguna ciencia, arte, técnica u oficio. 

 
Artículo 369. Título oficial 
Los peritos deberán poseer título oficial en la materia relativa al punto sobre el cual dictaminarán y no 

tener impedimentos para el ejercicio profesional, siempre que la ciencia, el arte, la técnica o el oficio 
sobre la que verse la pericia en cuestión esté reglamentada; en caso contrario, deberá designarse a una 
persona de idoneidad manifiesta y que preferentemente pertenezca a un gremio o agrupación relativa a 
la actividad sobre la que verse la pericia. 
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No se exigirán estos requisitos para quien declare como testigo sobre hechos o circunstancias que 
conoció espontáneamente, aunque para informar sobre ellos utilice las aptitudes especiales que posee 
en una ciencia, arte, técnica u oficio. 

 
Artículo 370. Medidas de protección 
En caso necesario, los peritos y otros terceros que deban intervenir en el procedimiento para efectos 

probatorios, podrán pedir a la autoridad correspondiente que adopte medidas tendentes a que se les 
brinde la protección prevista para los testigos, en los términos de la legislación aplicable. 

 

SECCIÓN III 
Disposiciones generales del interrogatorio y contrainterrogatorio 

 
Artículo 371. Declarantes en la audiencia de juicio 
Antes de declarar, los testigos no podrán comunicarse entre sí, ni ver, oír o ser informados de lo que 

ocurra en la audiencia, por lo que permanecerán en una sala distinta a aquella en donde se desarrolle, 
advertidos de lo anterior por el juzgador que preside la audiencia. Serán llamados en el orden 
establecido. Esta disposición no aplica al acusado ni a la víctima, salvo cuando ésta deba declarar en 
juicio como testigo. 

 
El juzgador que presida la audiencia de juicio identificará al perito o testigo, le tomará protesta de 

conducirse con verdad y le advertirá de las penas que se imponen si se incurre en falsedad de 
declaraciones. 

 
Durante la audiencia, los peritos y testigos deberán ser interrogados personalmente. Su declaración 

personal no podrá ser sustituida por la lectura de los registros en que consten anteriores declaraciones, o 
de otros documentos que las contengan, y sólo deberá referirse a ésta y a las preguntas realizadas por 
las partes. 

 
Artículo 372. Desarrollo de interrogatorio 
Otorgada la protesta y realizada su identificación, el juzgador que presida la audiencia de juicio 

concederá la palabra a la parte que propuso el testigo, perito o al acusado para que lo interrogue, y con 
posterioridad a los demás sujetos que intervienen en el proceso, respetándose siempre el orden 
asignado. La parte contraria podrá inmediatamente después contrainterrogar al testigo, perito o al 
acusado. 

 
Los testigos, peritos o el acusado responderán directamente a las preguntas que les formulen el 

Ministerio Público, el Defensor o el Asesor jurídico de la víctima, en su caso. El Órgano jurisdiccional 
deberá abstenerse de interrumpir dicho interrogatorio salvo que medie objeción fundada de parte, o bien, 
resulte necesario para mantener el orden y decoro necesarios para la debida diligenciación de la 
audiencia. Sin perjuicio de lo anterior, el Órgano Jurisdiccional podrá formular preguntas para aclarar lo 
manifestado por quien deponga, en los términos previstos en este Código. 

 
A solicitud de algunas de las partes, el Tribunal podrá autorizar un nuevo interrogatorio a los testigos 

que ya hayan declarado en la audiencia, siempre y cuando no hayan sido liberados; al perito se le podrán 
formular preguntas con el fin de proponerle hipótesis sobre la materia del dictamen pericial, a las que el 
perito deberá responder atendiéndose a la ciencia, la profesión y los hechos hipotéticos propuestos. 

 
Después del contrainterrogatorio el oferente podrá repreguntar al testigo en relación a lo manifestado. 

En la materia del contrainterrogatorio la parte contraria podrá recontrainterrogar al testigo respecto de la 
materia de las preguntas. 

 
Artículo 373. Reglas para formular preguntas en juicio 



 

 

CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES 
 

CÁMARA DE DIPUTADOS DEL H. CONGRESO DE LA UNIÓN 
Secretaría General 
Secretaría de Servicios Parlamentarios 

Última Reforma DOF 22-01-2020 

 

 

108 de 152 

Toda pregunta deberá formularse de manera oral y versará sobre un hecho específico. En ningún 
caso se permitirán preguntas ambiguas o poco claras, conclusivas, impertinentes o irrelevantes o 
argumentativas, que tiendan a ofender al testigo o peritos o que pretendan coaccionarlos. 

 
Las preguntas sugestivas sólo se permitirán a la contraparte de quien ofreció al testigo, en 

contrainterrogatorio. 
Reforma DOF 17-06-2016: Derogó del artículo el entonces párrafo tercero 

 
Artículo 374. Objeciones 
La objeción de preguntas deberá realizarse antes de que el testigo emita respuesta. El Juez analizará 

la pregunta y su objeción y en caso de considerar obvia la procedencia de la pregunta resolverá de plano. 
Contra esta determinación no se admite recurso alguno. 

 
Artículo 375. Testigo hostil 
El Tribunal de enjuiciamiento permitirá al oferente de la prueba realizar preguntas sugestivas cuando 

advierta que el testigo se está conduciendo de manera hostil. 
 
Artículo 376. Lectura para apoyo de memoria o para demostrar o superar contradicciones en 

audiencia 
Durante el interrogatorio y contrainterrogatorio del acusado, del testigo o del perito, podrán leer parte 

de sus entrevistas, manifestaciones anteriores, documentos por ellos elaborados o cualquier otro registro 
de actos en los que hubiera participado, realizando cualquier tipo de manifestación, cuando fuera 
necesario para apoyar la memoria del respectivo declarante, superar o evidenciar contradicciones, o 
solicitar las aclaraciones pertinentes. 

 
Con el mismo propósito se podrá leer durante la declaración de un perito parte del informe que él 

hubiere elaborado. 
 

SECCIÓN IV 
Declaración del acusado 

 
Artículo 377. Declaración del acusado en juicio 
El acusado podrá rendir su declaración en cualquier momento durante la audiencia. En tal caso, el 

juzgador que preside la audiencia le permitirá que lo haga libremente o conteste las preguntas de las 
partes. En este caso se podrán utilizar las declaraciones previas rendidas por el acusado, para apoyo de 
memoria, evidenciar o superar contradicciones. El Órgano jurisdiccional podrá formularle preguntas 
destinadas a aclarar su dicho. 

 
El acusado podrá solicitar ser oído, con el fin de aclarar o complementar sus manifestaciones, siempre 

que preserve la disciplina en la audiencia. 
 
En la declaración del acusado se seguirán, en lo conducente, las mismas reglas para el desarrollo del 

interrogatorio. El imputado deberá declarar con libertad de movimiento, sin el uso de instrumentos de 
seguridad, salvo cuando sea absolutamente indispensable para evitar su fuga o daños a otras personas. 

 
Artículo 378. Ausencia del acusado en juicio 
Si el acusado decide no declarar en el juicio, ninguna declaración previa que haya rendido puede ser 

incorporada a éste como prueba, ni se podrán utilizar en el juicio bajo ningún concepto. 
 
Artículo 379. Derechos del acusado en juicio 
En el curso del debate, el acusado tendrá derecho a solicitar la palabra para efectuar todas las 

declaraciones que considere pertinentes, incluso si antes se hubiere abstenido de declarar, siempre que 
se refieran al objeto del debate. 
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El juzgador que presida la audiencia de juicio impedirá cualquier divagación y si el acusado persistiera 

en ese comportamiento, podrá ordenar que sea alejado de la audiencia. El acusado podrá, durante el 
transcurso del debate, hablar libremente con su Defensor, sin que por ello la audiencia se suspenda; sin 
embargo, no lo podrá hacer durante su declaración o antes de responder a preguntas que le sean 
formuladas y tampoco podrá admitir sugerencia alguna. 

 

SECCIÓN V 
Prueba documental y material 

 
Artículo 380. Concepto de documento 
Se considerará documento a todo soporte material que contenga información sobre algún hecho. 

Quien cuestione la autenticidad del documento tendrá la carga de demostrar sus afirmaciones. El Órgano 
jurisdiccional, a solicitud de los interesados, podrá prescindir de la lectura íntegra de documentos o 
informes escritos, o de la reproducción total de una videograbación o grabación, para leer o reproducir 
parcialmente el documento o la grabación en la parte conducente. 

 
Artículo 381. Reproducción en medios tecnológicos 
En caso de que los datos de prueba o la prueba se encuentren contenidos en medios digitales, 

electrónicos, ópticos o de cualquier otra tecnología y el Órgano jurisdiccional no cuente con los medios 
necesarios para su reproducción, la parte que los ofrezca los deberá proporcionar o facilitar. Cuando la 
parte oferente, previo apercibimiento no provea del medio idóneo para su reproducción, no se podrá 
llevar a cabo el desahogo de la misma. 

 
Artículo 382. Prevalencia de mejor documento 
Cualquier documento que garantice mejorar la fidelidad en la reproducción de los contenidos de las 

pruebas deberá prevalecer sobre cualquiera otro. 
 
Artículo 383. Incorporación de prueba 
Los documentos, objetos y otros elementos de convicción, previa su incorporación a juicio, deberán 

ser exhibidos al imputado, a los testigos o intérpretes y a los peritos, para que los reconozcan o informen 
sobre ellos. 

 
Sólo se podrá incorporar a juicio como prueba material o documental aquella que haya sido 

previamente acreditada. 
 
Artículo 384. Prohibición de incorporación de antecedentes procesales 
No se podrá invocar, dar lectura ni admitir o desahogar como medio de prueba al debate ningún 

antecedente que tenga relación con la proposición, discusión, aceptación, procedencia, rechazo o 
revocación de una suspensión condicional del proceso, de un acuerdo reparatorio o la tramitación de un 
procedimiento abreviado. 

 
Artículo 385. Prohibición de lectura e incorporación al juicio de registros de la investigación y 

documentos 
No se podrán incorporar o invocar como medios de prueba ni dar lectura durante el debate, a los 

registros y demás documentos que den cuenta de actuaciones realizadas por la Policía o el Ministerio 
Público en la investigación, con excepción de los supuestos expresamente previstos en este Código. 

 
No se podrán incorporar como medio de prueba o dar lectura a actas o documentos que den cuenta 

de actuaciones declaradas nulas o en cuya obtención se hayan vulnerado derechos fundamentales. 
 
Artículo 386. Excepción para la incorporación por lectura de declaraciones anteriores 
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Podrán incorporarse al juicio, previa lectura o reproducción, los registros en que consten anteriores 
declaraciones o informes de testigos, peritos o acusados, únicamente en los siguientes casos: 

 
I. El testigo o coimputado haya fallecido, presente un trastorno mental transitorio o permanente o 

haya perdido la capacidad para declarar en juicio y, por esa razón, no hubiese sido posible 
solicitar su desahogo anticipado, o 

 
II. Cuando la incomparecencia de los testigos, peritos o coimputados, fuere atribuible al acusado. 
 
Cualquiera de estas circunstancias deberá ser debidamente acreditada. 
 
Artículo 387. Incorporación de prueba material o documental previamente admitida 
De conformidad con el artículo anterior, sólo se podrán incorporar la prueba material y la documental 

previamente admitidas, salvo las excepciones previstas en este Código. 
 

SECCIÓN VI 
Otras pruebas 

 
Artículo 388. Otras pruebas 
Además de las previstas en este Código, podrán utilizarse otras pruebas cuando no se afecten los 

derechos fundamentales. 
 
Artículo 389. Constitución del Tribunal en lugar distinto 
Cuando así se hubiere solicitado por las partes para la adecuada apreciación de determinadas 

circunstancias relevantes del caso, el Tribunal de enjuiciamiento podrá constituirse en un lugar distinto a 
la sala de audiencias. 

 
Artículo 390. Medios de prueba nueva y de refutación 
El Tribunal de enjuiciamiento podrá ordenar la recepción de medios de prueba nueva, ya sea sobre 

hechos supervenientes o de los que no fueron ofrecidos oportunamente por alguna de las partes, siempre 
que se justifique no haber conocido previamente de su existencia. 

 
Si con ocasión de la rendición de un medio de prueba surgiere una controversia relacionada 

exclusivamente con su veracidad, autenticidad o integridad, el Tribunal de enjuiciamiento podrá admitir y 
desahogar nuevos medios de prueba, aunque ellos no hubieren sido ofrecidos oportunamente, siempre 
que no hubiere sido posible prever su necesidad. 

 
El medio de prueba debe ser ofrecido antes de que se cierre el debate, para lo que el Tribunal de 

enjuiciamiento deberá salvaguardar la oportunidad de la contraparte del oferente de los medios de 
prueba supervenientes o de refutación, para preparar los contrainterrogatorios de testigos o peritos, 
según sea el caso, y para ofrecer la práctica de diversos medios de prueba, encaminados a 
controvertirlos. 

 

CAPÍTULO V 
DESARROLLO DE LA AUDIENCIA DE JUICIO 

 
Artículo 391. Apertura de la audiencia de juicio 
En el día y la hora fijados, el Tribunal de enjuiciamiento se constituirá en el lugar señalado para la 

audiencia. Quien la presida, verificará la presencia de los demás jueces, de las partes, de los testigos, 
peritos o intérpretes que deban participar en el debate y de la existencia de las cosas que deban 
exhibirse en él, y la declarará abierta. Advertirá al acusado y al público sobre la importancia y el 
significado de lo que acontecerá en la audiencia e indicará al acusado que esté atento a ella. 
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Cuando un testigo o perito no se encuentre presente al iniciar la audiencia, pero haya sido 

debidamente notificado para asistir en una hora posterior y se tenga la certeza de que comparecerá, el 
debate podrá iniciarse. 

 
El juzgador que presida la audiencia de juicio señalará las acusaciones que deberán ser objeto del 

juicio contenidas en el auto de su apertura y los acuerdos probatorios a que hubiesen llegado las partes. 
 
Artículo 392. Incidentes en la audiencia de juicio 
Los incidentes promovidos en el transcurso de la audiencia de debate de juicio se resolverán 

inmediatamente por el Tribunal de enjuiciamiento, salvo que por su naturaleza sea necesario suspender 
la audiencia. 

 
Las decisiones que recayeren sobre estos incidentes no serán susceptibles de recurso alguno. 
 
Artículo 393. División del debate único 
Si la acusación tuviere por objeto varios hechos punibles atribuidos a uno o más imputados, el 

Tribunal de enjuiciamiento podrá disponer, incluso a solicitud de parte, que los debates se lleven a cabo 
separadamente, pero en forma continua. 

 
El Tribunal de enjuiciamiento podrá disponer la división de un debate en ese momento y de la misma 

manera, cuando resulte conveniente para resolver adecuadamente sobre la pena y para una mejor 
defensa de los acusados. 

 
Artículo 394. Alegatos de apertura 
Una vez abierto el debate, el juzgador que presida la audiencia de juicio concederá la palabra al 

Ministerio Público para que exponga de manera concreta y oral la acusación y una descripción sumaria 
de las pruebas que utilizará para demostrarla. Acto seguido se concederá la palabra al Asesor jurídico de 
la víctima u ofendido, si lo hubiere, para los mismos efectos. Posteriormente se ofrecerá la palabra al 
Defensor, quien podrá expresar lo que al interés del imputado convenga en forma concreta y oral. 

 
Artículo 395. Orden de recepción de las pruebas en la audiencia de juicio 
Cada parte determinará el orden en que desahogará sus medios de prueba. Corresponde recibir 

primero los medios de prueba admitidos al Ministerio Público, posteriormente los de la víctima u ofendido 
del delito y finalmente los de la defensa. 

 
Artículo 396. Oralidad en la audiencia de juicio 
La audiencia de juicio será oral en todo momento. 
 
Artículo 397. Decisiones en la audiencia 
Las determinaciones del Tribunal de enjuiciamiento serán emitidas oralmente. En las audiencias se 

presume la actuación legal de las partes y del Órgano jurisdiccional, por lo que no es necesario invocar 
los preceptos legales en que se fundamenten, salvo los casos en que durante las audiencias alguna de 
las partes solicite la fundamentación expresa de la parte contraria o de la autoridad judicial porque exista 
duda sobre ello. En las resoluciones escritas se deberán invocar los preceptos en que se fundamentan. 

 
Artículo 398. Reclasificación jurídica 
Tanto en el alegato de apertura como en el de clausura, el Ministerio Público podrá plantear una 

reclasificación respecto del delito invocado en su escrito de acusación. En este supuesto, el juzgador que 
preside la audiencia dará al imputado y a su Defensor la oportunidad de expresarse al respecto, y les 
informará sobre su derecho a pedir la suspensión del debate para ofrecer nuevas pruebas o preparar su 
intervención. Cuando este derecho sea ejercido, el Tribunal de enjuiciamiento suspenderá el debate por 
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un plazo que, en ningún caso, podrá exceder del establecido para la suspensión del debate previsto por 
este Código. 

 
Artículo 399. Alegatos de clausura y cierre del debate 
Concluido el desahogo de las pruebas, el juzgador que preside la audiencia de juicio otorgará 

sucesivamente la palabra al Ministerio Público, al Asesor jurídico de la víctima u ofendido del delito y al 
Defensor, para que expongan sus alegatos de clausura. Acto seguido, se otorgará al Ministerio Público y 
al Defensor la posibilidad de replicar y duplicar. La réplica sólo podrá referirse a lo expresado por el 
Defensor en su alegato de clausura y la dúplica a lo expresado por el Ministerio Público o a la víctima u 
ofendido del delito en la réplica. Se otorgará la palabra por último al acusado y al final se declarará 
cerrado el debate. 

 

CAPÍTULO VI 
DELIBERACIÓN, FALLO Y SENTENCIA 

 
Artículo 400. Deliberación 
Inmediatamente después de concluido el debate, el Tribunal de enjuiciamiento ordenará un receso 

para deliberar en forma privada, continua y aislada, hasta emitir el fallo correspondiente. La deliberación 
no podrá exceder de veinticuatro horas ni suspenderse, salvo en caso de enfermedad grave del Juez o 
miembro del Tribunal. En este caso, la suspensión de la deliberación no podrá ampliarse por más de diez 
días hábiles, luego de los cuales se deberá reemplazar al Juez o integrantes del Tribunal y realizar el 
juicio nuevamente. 

 
Artículo 401. Emisión de fallo 
Una vez concluida la deliberación, el Tribunal de enjuiciamiento se constituirá nuevamente en la sala 

de audiencias, después de ser convocadas oralmente o por cualquier medio todas las partes, con el 
propósito de que el Juez relator comunique el fallo respectivo. 

 
El fallo deberá señalar: 
 
I. La decisión de absolución o de condena; 
 
II. Si la decisión se tomó por unanimidad o por mayoría de miembros del Tribunal, y 
 
III. La relación sucinta de los fundamentos y motivos que lo sustentan. 
 
En caso de condena, en la misma audiencia de comunicación del fallo se señalará la fecha en que se 

celebrará la audiencia de individualización de las sanciones y reparación del daño, dentro de un plazo 
que no podrá exceder de cinco días. 

 
En caso de absolución, el Tribunal de enjuiciamiento podrá aplazar la redacción de la sentencia hasta 

por un plazo de cinco días, la que será comunicada a las partes. 
 
Comunicada a las partes la decisión absolutoria, el Tribunal de enjuiciamiento dispondrá en forma 

inmediata el levantamiento de las medidas cautelares que se hubieren decretado en contra del imputado 
y ordenará se tome nota de ese levantamiento en todo índice o registro público y policial en el que 
figuren, así como su inmediata libertad sin que puedan mantenerse dichas medidas para la realización de 
trámites administrativos. También se ordenará la cancelación de las garantías de comparecencia y 
reparación del daño que se hayan otorgado. 
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El Tribunal de enjuiciamiento dará lectura y explicará la sentencia en audiencia pública. En caso de 
que en la fecha y hora fijadas para la celebración de dicha audiencia no asistiere persona alguna, se 
dispensará de la lectura y la explicación y se tendrá por notificadas a todas las partes. 

 
Artículo 402. Convicción del Tribunal de enjuiciamiento 
El Tribunal de enjuiciamiento apreciará la prueba según su libre convicción extraída de la totalidad del 

debate, de manera libre y lógica; sólo serán valorables y sometidos a la crítica racional, los medios de 
prueba obtenidos lícitamente e incorporados al debate conforme a las disposiciones de este Código. 

 
En la sentencia, el Tribunal de enjuiciamiento deberá hacerse cargo en su motivación de toda la 

prueba producida, incluso de aquella que hubiere desestimado, indicando en tal caso las razones que 
hubiere tenido en cuenta para hacerlo. Esta motivación deberá permitir la reproducción del razonamiento 
utilizado para alcanzar las conclusiones a que llegare la sentencia. 

 
Nadie podrá ser condenado, sino cuando el Tribunal que lo juzgue adquiera la convicción más allá de 

toda duda razonable, de que el acusado es responsable de la comisión del hecho por el que siguió el 
juicio. La duda siempre favorece al acusado. 

 
No se podrá condenar a una persona con el sólo mérito de su propia declaración. 
 
Artículo 403. Requisitos de la sentencia 
La sentencia contendrá: 
 
I. La mención del Tribunal de enjuiciamiento y el nombre del Juez o los Jueces que lo integran; 
 
II. La fecha en que se dicta; 
 
III. Identificación del acusado y la víctima u ofendido; 
 
IV. La enunciación de los hechos y de las circunstancias o elementos que hayan sido objeto de la 

acusación y, en su caso, los daños y perjuicios reclamados, la pretensión reparatoria y las 
defensas del imputado; 

 
V. Una breve y sucinta descripción del contenido de la prueba; 
 
VI. La valoración de los medios de prueba que fundamenten las conclusiones alcanzadas por el 

Tribunal de enjuiciamiento; 
 
VII. Las razones que sirvieren para fundar la resolución; 
 
VIII. La determinación y exposición clara, lógica y completa de cada uno de los hechos y 

circunstancias que se consideren probados y de la valoración de las pruebas que fundamenten 
dichas conclusiones; 

 
IX. Los resolutivos de absolución o condena en los que, en su caso, el Tribunal de enjuiciamiento 

se pronuncie sobre la reparación del daño y fije el monto de las indemnizaciones 
correspondientes, y 

 
X. La firma del Juez o de los integrantes del Tribunal de enjuiciamiento. 
 
Artículo 404. Redacción de la sentencia 
Si el Órgano jurisdiccional es colegiado, una vez emitida y expuesta, la sentencia será redactada por 

uno de sus integrantes. Los jueces resolverán por unanimidad o por mayoría de votos, pudiendo fundar 
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separadamente sus conclusiones o en forma conjunta si estuvieren de acuerdo. El voto disidente será 
redactado por su autor. La sentencia señalará el nombre de su redactor. 

 
La sentencia producirá sus efectos desde el momento de su explicación y no desde su formulación 

escrita. 
 
Artículo 405. Sentencia absolutoria 
En la sentencia absolutoria, el Tribunal de enjuiciamiento ordenará que se tome nota del 

levantamiento de las medidas cautelares, en todo índice o registro público y policial en el que figuren, y 
será ejecutable inmediatamente. 

 
En su sentencia absolutoria el Tribunal de enjuiciamiento determinará la causa de exclusión del delito, 

para lo cual podrá tomar como referencia, en su caso, las causas de atipicidad, de justificación o 
inculpabilidad, bajo los rubros siguientes: 

 
I. Son causas de atipicidad: la ausencia de voluntad o de conducta, la falta de alguno de los 

elementos del tipo penal, el consentimiento de la víctima que recaiga sobre algún bien jurídico 
disponible, el error de tipo vencible que recaiga sobre algún elemento del tipo penal que no 
admita, de acuerdo con el catálogo de delitos susceptibles de configurarse de forma culposa 
previsto en la legislación penal aplicable, así como el error de tipo invencible; 

 
II. Son causas de justificación: el consentimiento presunto, la legítima defensa, el estado de 

necesidad justificante, el ejercicio de un derecho y el cumplimiento de un deber, o 
 
III. Son causas de inculpabilidad: el error de prohibición invencible, el estado de necesidad 

disculpante, la inimputabilidad, y la inexigibilidad de otra conducta. 
 
De ser el caso, el Tribunal de enjuiciamiento también podrá tomar como referencia que el error de 

prohibición vencible solamente atenúa la culpabilidad y con ello atenúa también la pena, dejando 
subsistente la presencia del dolo, igual como ocurre en los casos de exceso de legítima defensa e 
imputabilidad disminuida. 

 
Artículo 406. Sentencia condenatoria 
La sentencia condenatoria fijará las penas, o en su caso la medida de seguridad, y se pronunciará 

sobre la suspensión de las mismas y la eventual aplicación de alguna de las medidas alternativas a la 
privación o restricción de libertad previstas en la ley. 

 
La sentencia que condenare a una pena privativa de la libertad, deberá expresar con toda precisión el 

día desde el cual empezará a contarse y fijará el tiempo de detención o prisión preventiva que deberá 
servir de base para su cumplimiento. 

 
La sentencia condenatoria dispondrá también el decomiso de los instrumentos o efectos del delito o 

su restitución, cuando fuere procedente. 
 
El Tribunal de enjuiciamiento condenará a la reparación del daño. 
 
Cuando la prueba producida no permita establecer con certeza el monto de los daños y perjuicios, o 

de las indemnizaciones correspondientes, el Tribunal de enjuiciamiento podrá condenar genéricamente a 
reparar los daños y los perjuicios y ordenar que se liquiden en ejecución de sentencia por vía incidental, 
siempre que éstos se hayan demostrado, así como su deber de repararlos. 
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El Tribunal de enjuiciamiento solamente dictará sentencia condenatoria cuando exista convicción de la 
culpabilidad del sentenciado, bajo el principio general de que la carga de la prueba para demostrar la 
culpabilidad corresponde a la parte acusadora, conforme lo establezca el tipo penal de que se trate. 

 
Al dictar sentencia condenatoria se indicarán los márgenes de la punibilidad del delito y quedarán 

plenamente acreditados los elementos de la clasificación jurídica; es decir, el tipo penal que se atribuye, 
el grado de la ejecución del hecho, la forma de intervención y la naturaleza dolosa o culposa de la 
conducta, así como el grado de lesión o puesta en riesgo del bien jurídico. 

 
La sentencia condenatoria hará referencia a los elementos objetivos, subjetivos y normativos del tipo 

penal correspondiente, precisando si el tipo penal se consumó o se realizó en grado de tentativa, así 
como la forma en que el sujeto activo haya intervenido para la realización del tipo, según se trate de 
alguna forma de autoría o de participación, y la naturaleza dolosa o culposa de la conducta típica. 

 
En toda sentencia condenatoria se argumentará por qué el sentenciado no está favorecido por 

ninguna de las causas de la atipicidad, justificación o inculpabilidad; igualmente, se hará referencia a las 
agravantes o atenuantes que hayan concurrido y a la clase de concurso de delitos si fuera el caso. 

 
Artículo 407. Congruencia de la sentencia 
La sentencia de condena no podrá sobrepasar los hechos probados en juicio. 
 
Artículo 408. Medios de prueba en la individualización de sanciones y reparación del daño 
El desahogo de los medios de prueba para la individualización de sanciones y reparación del daño 

procederá después de haber resuelto sobre la responsabilidad del sentenciado. 
 
El debate comenzará con el desahogo de los medios de prueba que se hubieren admitido en la etapa 

intermedia. En el desahogo de los medios de prueba serán aplicables las normas relativas al juicio oral. 
 
Artículo 409. Audiencia de individualización de sanciones y reparación del daño 
Después de la apertura de la audiencia de individualización de los intervinientes, el Tribunal de 

enjuiciamiento señalará la materia de la audiencia, y dará la palabra a las partes para que expongan, en 
su caso, sus alegatos de apertura. Acto seguido, les solicitará a las partes que determinen el orden en 
que desean el desahogo de los medios de prueba y declarará abierto el debate. Éste iniciará con el 
desahogo de los medios de prueba y continuará con los alegatos de clausura de las partes. 

 
Cerrado el debate, el Tribunal de enjuiciamiento deliberará brevemente y procederá a manifestarse 

con respecto a la sanción a imponer al sentenciado y sobre la reparación del daño causado a la víctima u 
ofendido. Asimismo, fijará las penas y se pronunciará sobre la eventual aplicación de alguna de las 
medidas alternativas a la pena de prisión o sobre su suspensión, e indicará en qué forma deberá, en su 
caso, repararse el daño. Dentro de los cinco días siguientes a esta audiencia, el Tribunal redactará la 
sentencia. 

 
La ausencia de la víctima que haya sido debidamente notificada no será impedimento para la 

celebración de la audiencia. 
 
Artículo 410. Criterios para la individualización de la sanción penal o medida de seguridad 
El Tribunal de enjuiciamiento al individualizar las penas o medidas de seguridad aplicables deberá 

tomar en consideración lo siguiente: 
 
Dentro de los márgenes de punibilidad establecidos en las leyes penales, el Tribunal de 

enjuiciamiento individualizará la sanción tomando como referencia la gravedad de la conducta típica y 
antijurídica, así como el grado de culpabilidad del sentenciado. Las medidas de seguridad no accesorias 
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a la pena y las consecuencias jurídicas aplicables a las personas morales, serán individualizadas 
tomando solamente en consideración la gravedad de la conducta típica y antijurídica. 

 
La gravedad de la conducta típica y antijurídica estará determinada por el valor del bien jurídico, su 

grado de afectación, la naturaleza dolosa o culposa de la conducta, los medios empleados, las 
circunstancias de tiempo, modo, lugar u ocasión del hecho, así como por la forma de intervención del 
sentenciado. 

 
El grado de culpabilidad estará determinado por el juicio de reproche, según el sentenciado haya 

tenido, bajo las circunstancias y características del hecho, la posibilidad concreta de comportarse de 
distinta manera y de respetar la norma jurídica quebrantada. Si en un mismo hecho intervinieron varias 
personas, cada una de ellas será sancionada de acuerdo con el grado de su propia culpabilidad. 

 
Para determinar el grado de culpabilidad también se tomarán en cuenta los motivos que impulsaron la 

conducta del sentenciado, las condiciones fisiológicas y psicológicas específicas en que se encontraba 
en el momento de la comisión del hecho, la edad, el nivel educativo, las costumbres, las condiciones 
sociales y culturales, así como los vínculos de parentesco, amistad o relación que guarde con la víctima u 
ofendido. Igualmente se tomarán en cuenta las demás circunstancias especiales del sentenciado, víctima 
u ofendido, siempre que resulten relevantes para la individualización de la sanción. 

 
Se podrán tomar en consideración los dictámenes periciales y otros medios de prueba para los fines 

señalados en el presente artículo. 
 
Cuando el sentenciado pertenezca a un grupo étnico o pueblo indígena se tomarán en cuenta, 

además de los aspectos anteriores, sus usos y costumbres. 
 
En caso de concurso real se impondrá la sanción del delito más grave, la cual podrá aumentarse con 

las penas que la ley contempla para cada uno de los delitos restantes, sin que exceda de los máximos 
señalados en la ley penal aplicable. En caso de concurso ideal, se impondrán las sanciones 
correspondientes al delito que merezca la mayor penalidad, las cuales podrán aumentarse sin rebasar la 
mitad del máximo de la duración de las penas correspondientes de los delitos restantes, siempre que las 
sanciones aplicables sean de la misma naturaleza; cuando sean de diversa naturaleza, podrán 
imponerse las consecuencias jurídicas señaladas para los restantes delitos. No habrá concurso cuando 
las conductas constituyan un delito continuado; sin embargo, en estos casos se aumentará la sanción 
penal hasta en una mitad de la correspondiente al máximo del delito cometido. 

 
El aumento o la disminución de la pena, fundados en las relaciones personales o en las circunstancias 

subjetivas del autor de un delito, no serán aplicables a los demás sujetos que intervinieron en aquél. Sí 
serán aplicables las que se fundamenten en circunstancias objetivas, siempre que los demás sujetos 
tengan conocimiento de ellas. 

 
Artículo 411. Emisión y exposición de las sentencias 
El Tribunal de enjuiciamiento deberá explicar toda sentencia de absolución o condena. 
 
Artículo 412. Sentencia firme 
En cuanto no sean oportunamente recurridas, las resoluciones judiciales quedarán firmes y serán 

ejecutables sin necesidad de declaración alguna. 
 
Artículo 413. Remisión de la sentencia 
El Tribunal de enjuiciamiento dentro de los tres días siguientes a aquél en que la sentencia 

condenatoria quede firme, deberá remitir copia autorizada de la misma al Juez que le corresponda la 
ejecución correspondiente y a las autoridades penitenciarias que intervienen en el procedimiento de 
ejecución para su debido cumplimiento. 
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Dicha disposición también será aplicable en los casos de las sentencias condenatorias dictadas en el 

procedimiento abreviado. 
 

TÍTULO IX 
PERSONAS INIMPUTABLES 

 
CAPÍTULO ÚNICO 

PROCEDIMIENTO PARA PERSONAS INIMPUTABLES 
 

Artículo 414. Procedimiento para la aplicación de ajustes razonables en la audiencia inicial 
Si en el curso de la audiencia inicial, aparecen indicios de que el imputado está en alguno de los 

supuestos de inimputabilidad previstos en la Parte General del Código Penal aplicable, cualquiera de las 
partes podrá solicitar al Juez de control que ordene la práctica de peritajes que determinen si 
efectivamente es inimputable y en caso de serlo, si la inimputabilidad es permanente o transitoria y, en su 
caso, si ésta fue provocada por el imputado. La audiencia continuará con las mismas reglas generales 
pero se proveerán los ajustes razonables que determine el Juez de control para garantizar el acceso a la 
justicia de la persona. 

 
En los casos en que la persona se encuentre retenida, el Ministerio Público deberá aplicar ajustes 

razonables para evitar un mayor grado de vulnerabilidad y el respeto a su integridad personal. Para tales 
efectos, estará en posibilidad de solicitar la práctica de aquellos peritajes que permitan determinar el tipo 
de inimputabilidad que tuviere, así como si ésta es permanente o transitoria y, si es posible definir si fue 
provocada por el propio retenido. 

 
Artículo 415. Identificación de los supuestos de inimputabilidad 
Si el imputado ha sido vinculado a proceso y se estima que está en una situación de inimputabilidad, 

las partes podrán solicitar al Juez de control que se lleven a cabo los peritajes necesarios para 
determinar si se acredita tal extremo, así como si la inimputabilidad que presente pudo ser propiciada o 
no por la persona. 

 
Artículo 416. Ajustes al procedimiento 
Si se determina el estado de inimputabilidad del sujeto, el procedimiento ordinario se aplicará 

observando las reglas generales del debido proceso con los ajustes del procedimiento que en el caso 
concreto acuerde el Juez de control, escuchando al Ministerio Público y al Defensor, con el objeto de 
acreditar la participación de la persona inimputable en el hecho atribuido y, en su caso, determinar la 
aplicación de las medidas de seguridad que se estimen pertinentes. 

 
En caso de que el estado de inimputabilidad cese, se continuará con el procedimiento ordinario sin los 

ajustes respectivos. 
 
Artículo 417. Medidas cautelares aplicables a inimputables 
Se podrán imponer medidas cautelares a personas inimputables, de conformidad con las reglas del 

proceso ordinario, con los ajustes del procedimiento que disponga el Juez de control para el caso en que 
resulte procedente. 

 
El solo hecho de ser imputable no será razón suficiente para imponer medidas cautelares. 
 
Artículo 418. Prohibición de procedimiento abreviado 
El procedimiento abreviado no será aplicable a personas inimputables. 
 
Artículo 419. Resolución del caso 
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Comprobada la existencia del hecho que la ley señala como delito y que el inimputable intervino en su 
comisión, ya sea como autor o como partícipe, sin que a su favor opere alguna causa de justificación 
prevista en los códigos sustantivos, el Tribunal de enjuiciamiento resolverá el caso indicando que hay 
base suficiente para la imposición de la medida de seguridad que resulte aplicable; asimismo, le 
corresponderá al Órgano jurisdiccional determinar la individualización de la medida, en atención a las 
necesidades de prevención especial positiva, respetando los criterios de proporcionalidad y de mínima 
intervención. Si no se acreditan estos requisitos, el Tribunal de enjuiciamiento absolverá al inimputable. 

 
La medida de seguridad en ningún caso podrá tener mayor duración a la pena que le pudiera 

corresponder en caso de que sea imputable. 
 

TÍTULO X 
PROCEDIMIENTOS ESPECIALES 

 
CAPÍTULO I 

PUEBLOS Y COMUNIDADES INDÍGENAS 
 

Artículo 420. Pueblos y comunidades indígenas 
Cuando se trate de delitos que afecten bienes jurídicos propios de un pueblo o comunidad indígena o 

bienes personales de alguno de sus miembros, y tanto el imputado como la víctima, o en su caso sus 
familiares, acepten el modo en el que la comunidad, conforme a sus propios sistemas normativos en la 
regulación y solución de sus conflictos internos proponga resolver el conflicto, se declarará la extinción de 
la acción penal, salvo en los casos en que la solución no considere la perspectiva de género, afecte la 
dignidad de las personas, el interés superior de los niños y las niñas o del derecho a una vida libre de 
violencia hacia la mujer. 

 
En estos casos, cualquier miembro de la comunidad indígena podrá solicitar que así se declare ante el 

Juez competente. 
 
Se excluyen de lo anterior, los delitos previstos para prisión preventiva oficiosa en este Código y en la 

legislación aplicable. 
 

CAPÍTULO II 
PROCEDIMIENTO PARA PERSONAS JURÍDICAS 

 
Artículo 421. Ejercicio de la acción penal y responsabilidad penal autónoma 
Las personas jurídicas serán penalmente responsables, de los delitos cometidos a su nombre, por su 

cuenta, en su beneficio o a través de los medios que ellas proporcionen, cuando se haya determinado 
que además existió inobservancia del debido control en su organización. Lo anterior con independencia 
de la responsabilidad penal en que puedan incurrir sus representantes o administradores de hecho o de 
derecho. 

 
El Ministerio Público podrá ejercer la acción penal en contra de las personas jurídicas con excepción 

de las instituciones estatales, independientemente de la acción penal que pudiera ejercer contra las 
personas físicas involucradas en el delito cometido. 

 
No se extinguirá la responsabilidad penal de las personas jurídicas cuando se transformen, fusionen, 

absorban o escindan. En estos casos, el traslado de la pena podrá graduarse atendiendo a la relación 
que se guarde con la persona jurídica originariamente responsable del delito. 
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La responsabilidad penal de la persona jurídica tampoco se extinguirá mediante su disolución 
aparente, cuando continúe su actividad económica y se mantenga la identidad sustancial de sus clientes, 
proveedores, empleados, o de la parte más relevante de todos ellos. 

 
Las causas de exclusión del delito o de extinción de la acción penal, que pudieran concurrir en alguna 

de las personas físicas involucradas, no afectará el procedimiento contra las personas jurídicas, salvo en 
los casos en que la persona física y la persona jurídica hayan cometido o participado en los mismos 
hechos y estos no hayan sido considerados como aquellos que la ley señala como delito, por una 
resolución judicial previa. Tampoco podrá afectar el procedimiento el hecho de que alguna persona física 
involucrada se sustraiga de la acción de la justicia. 

 
Las personas jurídicas serán penalmente responsables únicamente por la comisión de los delitos 

previstos en el catálogo dispuesto en la legislación penal de la federación y de las entidades federativas. 
Artículo reformado DOF 17-06-2016 

 
Artículo 422. Consecuencias jurídicas 
A las personas jurídicas, con personalidad jurídica propia, se les podrá aplicar una o varias de las 

siguientes sanciones: 
 
I.  Sanción pecuniaria o multa; 
 
II.  Decomiso de instrumentos, objetos o productos del delito; 
 
III.  Publicación de la sentencia; 
 
IV.  Disolución, o 
 
V.  Las demás que expresamente determinen las leyes penales conforme a los principios 

establecidos en el presente artículo. 
 
Para los efectos de la individualización de las sanciones anteriores, el Órgano jurisdiccional deberá 

tomar en consideración lo establecido en el artículo 410 de este ordenamiento y el grado de culpabilidad 
correspondiente de conformidad con los aspectos siguientes: 

 
a) La magnitud de la inobservancia del debido control en su organización y la exigibilidad de 

conducirse conforme a la norma; 
 
b) El monto de dinero involucrado en la comisión del hecho delictivo, en su caso; 
 
c) La naturaleza jurídica y el volumen de negocios anual de la persona moral; 
 
d) El puesto que ocupaban, en la estructura de la persona jurídica, la persona o las personas físicas 

involucradas en la comisión del delito; 
 
e) El grado de sujeción y cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias, y 
 
f) El interés público de las consecuencias sociales y económicas o, en su caso, los daños que 

pudiera causar a la sociedad, la imposición de la pena. 
 
Para la imposición de la sanción relativa a la disolución, el órgano jurisdiccional deberá ponderar 

además de lo previsto en este artículo, que la imposición de dicha sanción sea necesaria para garantizar 
la seguridad pública o nacional, evitar que se ponga en riesgo la economía nacional o la salud pública o 
que con ella se haga cesar la comisión de delitos. 
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Las personas jurídicas, con o sin personalidad jurídica propia, que hayan cometido o participado en la 

comisión de un hecho típico y antijurídico, podrá imponérseles una o varias de las siguientes 
consecuencias jurídicas: 

 
I.  Suspensión de sus actividades; 
 
II.  Clausura de sus locales o establecimientos; 
 
III.  Prohibición de realizar en el futuro las actividades en cuyo ejercicio se haya cometido o 

participado en su comisión; 
 
IV.  Inhabilitación temporal consistente en la suspensión de derechos para participar de manera 

directa o por interpósita persona en procedimientos de contratación del sector público; 
 
V.  Intervención judicial para salvaguardar los derechos de los trabajadores o de los acreedores, o 
 
VI.  Amonestación pública. 
 
En este caso el Órgano jurisdiccional deberá individualizar las consecuencias jurídicas establecidas 

en este apartado, conforme a lo dispuesto en el presente artículo y a lo previsto en el artículo 410 de este 
Código. 

Artículo reformado DOF 17-06-2016 

 
Artículo 423. Formulación de la imputación y vinculación a proceso 
Cuando el Ministerio Público tenga conocimiento de la posible comisión de un delito en los que se 

encuentre involucrada alguna persona jurídica, en los términos previstos en este Código, iniciará la 
investigación correspondiente. 

 
En caso de que durante la investigación se ejecute el aseguramiento de bienes el Ministerio Público, 

dará vista al representante de la persona jurídica a efecto de hacerle saber sus derechos y manifieste lo 
que a su derecho convenga. 

 
Para los efectos de este Capítulo, el Órgano jurisdiccional podrá dictar como medidas cautelares la 

suspensión de las actividades, la clausura temporal de los locales o establecimientos, así como la 
intervención judicial. 

 
En la audiencia inicial llevada a cabo para formular imputación a la persona física, se darán a conocer, 

en su caso, al representante de la persona jurídica, asistido por el Defensor, los cargos que se formulen 
en contra de su representado, para que dicho representante o su Defensor manifiesten lo que a su 
derecho convenga. 

 
El representante de la persona jurídica, asistido por el Defensor designado, podrá participar en todos 

los actos del procedimiento. En tal virtud se les notificarán todos los actos que tengan derecho a conocer, 
se les citarán a las audiencias, podrán ofrecer medios de prueba, desahogar pruebas, promover 
incidentes, formular alegatos e interponer los recursos procedentes en contra de las resoluciones que a la 
persona jurídica perjudiquen. 

 
En ningún caso el representante de la persona jurídica que tenga el carácter de imputado podrá 

representarla. 
 
En su caso el Órgano jurisdiccional podrá vincular a proceso a la persona jurídica. 

Artículo reformado DOF 17-06-2016 
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Artículo 424. Formas de terminación anticipada 
Durante el proceso, para determinar la responsabilidad penal de las personas jurídicas a que se 

refiere este Capítulo, se podrán aplicar las soluciones alternas y las formas anticipadas de terminación 
del proceso y, en lo conducente los procedimientos especiales previstos en este Código. 

Artículo reformado DOF 17-06-2016 

 
Artículo 425. Sentencias 
En la sentencia que se dicte el Órgano jurisdiccional resolverá lo pertinente a la persona física 

imputada, con independencia a la responsabilidad penal de la persona jurídica, imponiendo la sanción 
procedente. 

Párrafo reformado DOF 17-06-2016 

 
En lo no previsto por este Capítulo, se aplicarán en lo que sea compatible, las reglas del 

procedimiento ordinario previstas en este Código. 
 

CAPÍTULO III 
ACCIÓN PENAL POR PARTICULAR 

 
Artículo 426. Acción penal por particulares 
El ejercicio de la acción penal corresponde al Ministerio Público, pero podrá ser ejercida por los 

particulares que tengan la calidad de víctima u ofendido en los casos y conforme a lo dispuesto en este 
Código. 

 
Artículo 427. Acumulación de causas 
Sólo procederá la acumulación de procedimientos de acción penal por particulares con 

procedimientos de acción penal pública cuando se trate de los mismos hechos y exista identidad de 
partes. 

 
Artículo 428. Supuestos y condiciones en los que procede la acción penal por particulares 
La víctima u ofendido podrá ejercer la acción penal únicamente en los delitos perseguibles por 

querella, cuya penalidad sea alternativa, distinta a la privativa de la libertad o cuya punibilidad máxima no 
exceda de tres años de prisión. 

 
La víctima u ofendido podrá acudir directamente ante el Juez de control, ejerciendo acción penal por 

particulares en caso que cuente con datos que permitan establecer que se ha cometido un hecho que la 
ley señala como delito y exista probabilidad de que el imputado lo cometió o participó en su comisión. En 
tal caso deberá aportar para ello los datos de prueba que sustenten su acción, sin necesidad de acudir al 
Ministerio Público. 

 
Cuando en razón de la investigación del delito sea necesaria la realización de actos de molestia que 

requieran control judicial, la víctima u ofendido deberá acudir ante el Juez de control. Cuando el acto de 
molestia no requiera control judicial, la víctima u ofendido deberá acudir ante el Ministerio Público para 
que éste los realice. En ambos supuestos, el Ministerio Público continuará con la investigación y, en su 
caso, decidirá sobre el ejercicio de la acción penal. 

 
Artículo 429. Requisitos formales y materiales 
El ejercicio de la acción penal por particular hará las veces de presentación de la querella y deberá 

sustentarse en audiencia ante el Juez de control con los requisitos siguientes: 
 
I. El nombre y el domicilio de la víctima u ofendido; 
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II. Si la víctima o el ofendido son una persona jurídica, se indicará su razón social y su domicilio, 
así como el de su representante legal; 

 
III. El nombre del imputado y, en su caso, cualquier dato que permita su localización; 
 
IV. El señalamiento de los hechos que se consideran delictivos, los datos de prueba que los 

establezcan y determinen la probabilidad de que el imputado los cometió o participó en su 
comisión, los que acrediten los daños causados y su monto aproximado, así como aquellos que 
establezcan la calidad de víctima u ofendido; 

 
V. Los fundamentos de derecho en que se sustenta la acción, y 
 
VI. La petición que se formula, expresada con claridad y precisión. 
 
Artículo 430. Contenido de la petición 
El particular al ejercer la acción penal ante el Juez de control podrá solicitar lo siguiente: 
 
I. La orden de comparecencia en contra del imputado o su citación a la audiencia inicial, y 
 
II. El reclamo de la reparación del daño. 
 
Artículo 431. Admisión 
En la audiencia, el Juez de control constatará que se cumplen los requisitos formales y materiales 

para el ejercicio de la acción penal particular. 
 
De no cumplirse con alguno de los requisitos formales exigidos, el Juez de control prevendrá al 

particular para su cumplimiento dentro de la misma audiencia y de no ser posible, dentro de los tres días 
siguientes. De no subsanarse o de ser improcedente su pretensión, se tendrá por no interpuesta la acción 
penal y no podrá volver a ejercerse por parte del particular por esos mismos hechos. 

 
Admitida la acción penal promovida por el particular, el Juez de control ordenará la citación del 

imputado a la audiencia inicial, apercibido que en caso de no asistir se ordenará su comparecencia o 
aprehensión, según proceda. 

 
El imputado deberá ser citado a la audiencia inicial a más tardar dentro de las cuarenta y ocho horas 

siguientes a aquella en la que se fije la fecha de celebración de la misma. 
 
La audiencia inicial deberá celebrarse dentro de los cinco a diez días siguientes a aquel en que se 

tenga admitida la acción penal, informándole al imputado en el momento de la citación el derecho que 
tiene de designar y asistir acompañado de un Defensor de su elección y que de no hacerlo se le 
nombrará un Defensor público. 

 
Artículo 432. Reglas generales 
Si la víctima u ofendido decide ejercer la acción penal, por ninguna causa podrá acudir al Ministerio 

Público a solicitar su intervención para que investigue los mismos hechos. 
 
La carga de la prueba para acreditar la existencia del delito y la responsabilidad del imputado 

corresponde al particular que ejerza la acción penal. Las partes, en igualdad procesal, podrán aportar 
todo elemento de prueba con que cuenten e interponer los medios de impugnación que legalmente 
procedan. 

 
A la acusación de la víctima u ofendido, le serán aplicables las reglas previstas para la acusación 

presentada por el Ministerio Público. 
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De igual forma, salvo disposición legal en contrario, en la substanciación de la acción penal promovida 

por particulares, se observarán en todo lo que resulte aplicable las disposiciones relativas al 
procedimiento, previstas en este Código y los mecanismos alternativos de solución de controversias. 

 

TÍTULO XI 
ASISTENCIA JURÍDICA INTERNACIONAL EN MATERIA PENAL 

 
CAPÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 
 

Artículo 433. Disposiciones generales 
Los Estados Unidos Mexicanos prestarán a cualquier Estado extranjero que lo requiera o autoridad 

ministerial o judicial, tanto en el ámbito federal como del fuero común, la más amplia ayuda relacionada 
con la investigación, el procesamiento y la sanción de delitos que correspondan a la jurisdicción de éste. 

 
La ejecución de las solicitudes se realizará según la legislación de los Estados Unidos Mexicanos, y la 

misma será desahogada a la mayor brevedad posible. Las autoridades que intervengan actuarán con la 
mayor diligencia con la finalidad de cumplir con lo solicitado en la asistencia jurídica. 

 
Artículo 434. Ámbito de aplicación 
La asistencia jurídica internacional tiene como finalidad brindar apoyo entre las autoridades 

competentes en relación con asuntos de naturaleza penal. 
 
De conformidad con los compromisos internacionales suscritos por el Estado mexicano en materia de 

asistencia jurídica, así como de los respectivos ordenamientos internos, se deberá prestar la mayor 
colaboración para la investigación y persecución de los delitos, y en cualquiera de las actuaciones 
comprendidas en el marco de procedimientos del orden penal que sean competencia de las autoridades 
de la parte requirente en el momento en que la asistencia sea solicitada. 

 
La asistencia jurídica sólo podrá ser invocada para la obtención de medios de prueba ordenados por 

la autoridad investigadora, o bien la judicial para mejor proveer, pero jamás para las ofrecidas por los 
imputados o sus defensas, aún cuando sean aceptadas o acordadas favorablemente por las autoridades 
judiciales. 

 
Artículo 435. Trámite y resolución 
Los procedimientos establecidos en este Capítulo se deberán aplicar para el trámite y resolución de 

cualquier solicitud de asistencia jurídica que se reciba del extranjero, cuando no exista Tratado 
internacional. Si existiera Tratado entre el Estado requirente y los Estados Unidos Mexicanos, las 
disposiciones de éste, regirán el trámite y desahogo de la solicitud de asistencia jurídica. 

 
Todo aquello que no esté contemplado de manera específica en un Tratado de asistencia jurídica, se 

aplicará lo dispuesto en este Código. 
 
Artículo 436. Principios 
La asistencia jurídica internacional deberá regirse por los siguientes principios: 
 
I. Conexidad. Toda petición de asistencia para ser procedente necesariamente debe estar 

vinculada a una investigación o proceso en curso; 
 
II. Especificidad. Las solicitudes de asistencia jurídica internacional deben contener hechos 

concretos y requerimientos precisos; 
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III. Identidad de Normas. Se prestará la asistencia con independencia de que el hecho que motiva 

la solicitud constituya o no delito según las leyes del Estado requerido. Se exceptúa de lo 
anterior el supuesto de que la asistencia se solicite para la ejecución de las medidas de 
aseguramiento o embargo, cateo o registro domiciliario o decomiso o incautación, en cuyo caso 
será necesario que el hecho que da lugar al procedimiento sea también considerado como 
delito por la legislación del Estado requerido, y 

 
IV. Reciprocidad. Consiste en la colaboración internacional entre Estados soberanos en los que 

priva la igualdad. 
 
Artículo 437. Autoridad Central 
La Autoridad Central en materia de asistencia jurídica internacional será la Procuraduría General de la 

República quien ejercerá las atribuciones establecidas en este Código. 
 
Cualquier solicitud de asistencia jurídica formulada con base en los instrumentos internacionales 

vigentes, de conformidad con el principio de reciprocidad internacional, podrá presentarse para su trámite 
y atención ante la Autoridad Central, o a través de la vía diplomática. 

 
Artículo 438. Reciprocidad 
En ausencia de convenio o Tratado internacional, los Estados Unidos Mexicanos prestarán ayuda bajo 

el principio de reciprocidad internacional, la cual estará subordinada a la existencia u ofrecimiento por 
parte del Estado o autoridad requirente a cooperar en casos similares. Dicho compromiso deberá 
asentarse por escrito en los términos que para tales efectos establezca la Autoridad Central. 

 
Artículo 439. Alcances 
La asistencia jurídica comprenderá: 
 
I. Notificación de documentos procesales; 
 
II. Obtención de pruebas; 
 
III. Intercambio de información e iniciación de procedimientos penales en la parte requerida; 
 
IV. Localización e identificación de personas y objetos; 
 
V. Recepción de declaraciones y testimonios, así como práctica de dictámenes periciales; 
 
VI. Ejecución de órdenes de cateo o registro domiciliario y demás medidas cautelares; 

aseguramiento de objetos, productos o instrumentos del delito; 
 
VII. Citación de imputados, testigos, víctimas y peritos para comparecer voluntariamente ante 

autoridad competente en la parte requirente; 
 
VIII. Citación y traslado temporal de personas privadas de libertad en la parte requerida, a fin de 

comparecer como testigos o víctimas ante la parte requirente, o para otras actuaciones 
procesales indicadas en la solicitud de asistencia; 

 
IX. Entrega de documentos, objetos y otros medios de prueba; 
 
X. Autorización de la presencia o participación, durante la ejecución de una solicitud de asistencia 

jurídica de representantes de las autoridades competentes del Estado o autoridad requirente, y 
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XI. Cualquier otra forma de asistencia, siempre y cuando no esté prohibida por la legislación 
mexicana. 

 
Artículo 440. Denegación o aplazamiento 
La asistencia jurídica solicitada podrá ser denegada cuando: 
 
I. El cumplimiento de la solicitud pueda contravenir la seguridad y el orden público; 
 
II. El cumplimiento de la solicitud sea contrario a la legislación nacional; 
 
III. La ejecución de la solicitud sea contraria a las obligaciones internacionales adquiridas por los 

Estados Unidos Mexicanos; 
 
IV. La solicitud se refiera a delitos del fuero militar; 
 
V. La solicitud se refiera a un delito que sea considerado de carácter político por el Gobierno 

mexicano; 
 
VI. La solicitud de asistencia jurídica se refiera a un delito sancionado con pena de muerte, a 

menos que la parte requirente otorgue garantías suficientes de que no se impondrá la pena de 
muerte o de que, si se impone, no será ejecutada; 

 
VII. La solicitud de asistencia jurídica se refiera a hechos con base en los cuales la persona sujeta a 

investigación o a proceso haya sido definitivamente absuelta o condenada por la parte 
requerida. 

 
Se podrá diferir el cumplimiento de la solicitud de asistencia jurídica cuando la Autoridad Central 

considere que su ejecución puede perjudicar u obstaculizar una investigación o procedimiento judicial en 
curso. 

 
En caso de denegar o diferir la asistencia jurídica, la Autoridad Central lo informará a la parte 

requirente, expresando los motivos de tal decisión. 
 
Artículo 441. Solicitudes 
Toda solicitud de asistencia deberá formularse por escrito y en tratándose de casos urgentes la misma 

podrá ser enviada a la Autoridad Central por fax, correo electrónico o mediante cualquier otro medio de 
comunicación permitido, bajo el compromiso de remitir el documento original a la brevedad posible. 
Tratándose de solicitudes provenientes de autoridades extranjeras, la misma deberá estar acompañada 
de su respectiva traducción al idioma español. 

 
Artículo 442. Requisitos esenciales 
Se tienen como requisitos mínimos que toda petición de asistencia jurídica debe contener, los 

siguientes: 
 
I. La identidad de la autoridad que hace la solicitud; 
 
II. El asunto y la naturaleza de la investigación, el procedimiento o diligencia; 
 
III. Una breve relatoría de los hechos; 
 
IV. El propósito para el que se requieren las pruebas; la información o la actuación; 
 
V. Los métodos de ejecución a seguirse; 
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VI. De ser posible, la identidad, ubicación y nacionalidad de toda persona interesada, y 
 
VII. La transcripción de las disposiciones legales aplicables. 
 
Artículo 443. Ejecución de las solicitudes de asistencia jurídica de autoridad extranjera 
La Autoridad Central analizará si la solicitud de asistencia jurídica cumple con los requisitos esenciales 

y si se encuentra apegada a los términos del convenio o Tratado internacional, si lo hubiere en su caso 
procederá al desahogo de la misma de acuerdo con las formas y procedimientos especiales indicados en 
la solicitud por la parte requirente, salvo cuando éstos sean incompatibles con la legislación interna. 

 
La Autoridad Central remitirá oportunamente la información o la actuación y, en su caso, las pruebas 

obtenidas como resultado de la ejecución de la solicitud a la parte requirente. 
 
Cuando no sea posible cumplir con la solicitud, en todo o en parte, la Autoridad Central lo hará saber 

inmediatamente a la parte requirente e informará de las razones que impidan su ejecución. 
 
Artículo 444. Confidencialidad y limitaciones en el uso de la información 
La Autoridad Central, así como aquellas autoridades que tengan conocimiento o participen en la 

ejecución y desahogo de alguna solicitud de asistencia, están obligadas a mantener confidencialidad 
sobre el contenido de la misma y de los documentos que la sustenten. 

 
La obtención de información y pruebas suministradas en atención a una solicitud de asistencia jurídica 

internacional, sólo podrán ser utilizadas para el objetivo por el que fue solicitada y para la investigación o 
proceso judicial que se trate, salvo que se obtenga el consentimiento expreso y por escrito del Estado o 
la autoridad requirente para su uso con fines diversos. 

 

CAPÍTULO II 
FORMAS ESPECÍFICAS DE ASISTENCIA 

 
Artículo 445. Notificación de documentos procesales 
En aquellas asistencias que tengan como finalidad la notificación de documentos, se deberá 

especificar el nombre y domicilio de la persona o personas a quienes se deba notificar. 
 
Cuando la notificación tenga por objeto hacer del conocimiento alguna diligencia o actuación con una 

fecha determinada, la misma deberá enviarse con una anticipación razonable respecto de la fecha de la 
diligencia. 

 
En todos los casos, la Autoridad Central, sin demora, procederá a realizar o tramitar la notificación de 

documentos procesales aportados por el Estado o la autoridad requirente, en la forma y términos 
solicitados. 

 
La autoridad que realice la notificación levantará un acta circunstanciada o bien una declaración 

fechada y firmada por el destinatario, en la que conste el hecho, la fecha y la forma de notificación. 
 
Artículo 446. Recepción de testimonios o declaraciones de personas 
La autoridad requirente deberá proporcionar el nombre completo de la persona a quien deberá 

recabarse su declaración o testimonio, el domicilio en donde se le puede ubicar, su fecha de nacimiento y 
un pliego de preguntas a contestar. 

 
Artículo 447. Suministro de documentos, registros o pruebas 
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En la solicitud de asistencia, el Estado o la autoridad requirente deberá indicar la ubicación de los 
registros o documentos requeridos, y tratándose de instituciones financieras, el nombre y en la medida de 
lo posible el número de cuenta respectivo, este último requisito podrá variar de conformidad con el 
convenio o Tratado que aplique en su caso. 

 
Artículo 448. Localización e identificación de personas u objetos 
A petición de la parte requirente, la parte requerida adoptará todas las medidas contempladas en su 

legislación para la localización e identificación de personas y objetos indicados en la solicitud, y 
mantendrá informada a la requirente del avance y los resultados de sus investigaciones. 

 
Artículo 449. Cateo, inmovilización y aseguramiento de bienes 
En el caso de diligencias ordenadas por autoridades judiciales que tengan como finalidad la 

realización de un cateo o medidas tendentes a la inmovilización y aseguramiento de bienes, el Estado o 
autoridad requirente deberá proporcionar: 

 
I. La ubicación exacta de los bienes; 
 
II. Tratándose de instituciones financieras, el nombre y la dirección de la institución y el número de 

cuenta respectiva; 
 
III. La documentación en donde se acredite la relación entre las medidas solicitadas y los 

elementos de prueba con los que se cuente, y 
 
IV. Las razones y argumentos que se tienen para creer que los objetos, productos o instrumentos 

de un delito se encuentran en el territorio de la parte requerida. 
 
Artículo 450. Videoconferencia 
Se podrá solicitar la declaración de personas a través del sistema de videoconferencias. Para tal 

efecto, el procedimiento se efectuará de acuerdo con la legislación vigente, dichas declaraciones se 
recibirán en audiencia por el Órgano jurisdiccional y con las formalidades del desahogo de prueba. 

 
Artículo 451. Traslado de personas detenidas 
Cuando sea necesaria la presencia de una persona que está detenida en el territorio de la parte 

requerida, el Estado o la autoridad requirente deberá manifestar las causas suficientes que acrediten la 
necesidad del traslado a efecto de hacer del conocimiento, y en caso de que resulte procedente, obtener 
la autorización por parte de la autoridad ante la cual la persona detenida se encuentra a disposición. 

 
Igualmente, para los efectos de traslado es requisito indispensable contar con el consentimiento 

expreso de la persona detenida; en este caso, el Estado o la autoridad requirente se deberá comprometer 
a tener bajo su custodia a la persona y tramitar su retorno en cuanto la solicitud de asistencia haya 
culminado, por lo que deberá establecerse entre la autoridad requerida y la autoridad requirente un 
acuerdo en el que se fije una fecha para su regreso, la cual podrá ser prorrogable sólo en caso de no 
existir impedimento legal alguno. 

 
Artículo 452. Decomiso de bienes 
En caso de que la asistencia se refiera al decomiso de bienes relacionados con la comisión de un 

delito o cualquiera otra figura con los mismos efectos, el Estado o la autoridad requirente deberá 
presentar conjuntamente con la solicitud una copia de la orden de decomiso debidamente certificada por 
el funcionario que la expidió, así como información sobre las pruebas que sustenten la base sobre la cual 
se dictó la orden de decomiso e indicación de que la sentencia es firme. 
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En el caso de solicitudes de asistencia jurídica provenientes del extranjero, además de los requisitos 
antes señalados y los estipulados en el convenio o Tratado del que se trate, dicho procedimiento será 
desahogado en los términos establecidos por este Código para regular la figura de decomiso. 

 
Artículo 453. Presencia y participación de representantes de la parte requirente en la ejecución 
Cuando el Estado o la autoridad requirente solicite autorización para la presencia y participación de 

sus representantes en calidad de observadores, será facultad discrecional de la Autoridad Central 
requerida el otorgamiento de dicha autorización. 

 
En caso de emitir la aprobación respectiva, la Autoridad Central informará con antelación al Estado o 

a la autoridad requirente sobre la fecha y el lugar de la ejecución de la solicitud. 
 
El Estado o la autoridad requirente remitirá la relación de los nombres, cargos y motivo de la presencia 

de sus representantes, con un plazo razonable de anticipación a la fecha de la ejecución de la solicitud. 
 
La diligencia a desahogar será conducida en todo momento por el agente del Ministerio Público 

designado para tal efecto, quien de considerarlo procedente podrá permitir que los representantes del 
Estado o la autoridad requirente formulen preguntas u observaciones por su conducto. 

 
Artículo 454. Gastos de cumplimentación 
El Estado mexicano sufragará todos los gastos relacionados con el cumplimiento de una solicitud de 

asistencia jurídica internacional, salvo los honorarios legales de peritos y los relacionados con el traslado 
de testigos. 

 
La Autoridad Central tiene la facultad de determinar, de acuerdo con la naturaleza de la solicitud, 

aquellos casos en los que no sea posible cubrir el costo de su desahogo, lo que comunicará de inmediato 
al Estado o a la autoridad requirente para que sufrague los mismos, o en su defecto decida o no 
continuar cumplimentando la petición. 

 

CAPÍTULO III 
DE LA ASISTENCIA INFORMAL 

 
Artículo 455. Asistencia informal 
Toda aquella información o documentación que puede ser obtenida de manera informal por la 

Autoridad Central, sin que medie una solicitud oficial basada en un convenio o Tratado internacional ni 
formalidad alguna, es una asistencia informal. 

 
Este tipo de información o documentación sólo servirá como indicio a la autoridad investigadora y en 

ningún caso podrá formalizarse, a menos que sea requerida mediante la figura de asistencia jurídica 
internacional, cubriendo todos los requisitos señalados en los convenios y Tratados de conformidad con 
los preceptos establecidos en el presente Código. 

 

TÍTULO XII 
RECURSOS 

 
CAPÍTULO I 

DISPOSICIONES COMUNES 
 

Artículo 456. Reglas generales 
Las resoluciones judiciales podrán ser recurridas sólo por los medios y en los casos expresamente 

establecidos en este Código. 
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Para efectos de su impugnación, se entenderán como resoluciones judiciales, las emitidas oralmente 
o por escrito. 

Párrafo adicionado DOF 17-06-2016 

 
El derecho de recurrir corresponderá tan sólo a quien le sea expresamente otorgado y pueda resultar 

afectado por la resolución. 
 
En el procedimiento penal sólo se admitirán los recursos de revocación y apelación, según 

corresponda. 
 
Artículo 457. Condiciones de interposición 
Los recursos se interpondrán en las condiciones de tiempo y forma que se determinan en este 

Código, con indicación específica de la parte impugnada de la resolución recurrida. 
 
Artículo 458. Agravio 
Las partes sólo podrán impugnar las decisiones judiciales que pudieran causarles agravio, siempre 

que no hayan contribuido a provocarlo. 
 
El recurso deberá sustentarse en la afectación que causa el acto impugnado, así como en los motivos 

que originaron ese agravio. 
 
Artículo 459. Recurso de la víctima u ofendido 
La víctima u ofendido, aunque no se haya constituido como coadyuvante, podrá impugnar por sí o a 

través del Ministerio Público, las siguientes resoluciones: 
 
I. Las que versen sobre la reparación del daño causado por el delito, cuando estime que hubiere 

resultado perjudicado por la misma; 
 
II. Las que pongan fin al proceso, y 
 
III. Las que se produzcan en la audiencia de juicio, sólo si en este último caso hubiere participado 

en ella. 
 
Cuando la víctima u ofendido solicite al Ministerio Público que interponga los recursos que sean 

pertinentes y éste no presente la impugnación, explicará por escrito al solicitante la razón de su proceder 
a la mayor brevedad. 

 
Artículo 460. Pérdida y preclusión del derecho a recurrir y desistimiento 
Se tendrá por perdido el derecho a recurrir una resolución judicial cuando se ha consentido 

expresamente la resolución contra la cual procediere. 
 
Precluye el derecho a recurrir una resolución judicial cuando, una vez concluido el plazo que la ley 

señala para interponer algún recurso, éste no se haya interpuesto. 
 
Quienes hubieren interpuesto un recurso podrán desistir de él antes de su resolución. En todo caso, 

los efectos del desistimiento no se extenderán a los demás recurrentes o a los adherentes del recurso. 
 
El Ministerio Público podrá desistirse del recurso interpuesto mediante determinación motivada y 

fundada en términos de las disposiciones aplicables. Para que el desistimiento del Defensor sea válido se 
requerirá la autorización expresa del imputado. 

 
Artículo 461. Alcance del recurso 
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El Órgano jurisdiccional ante el cual se haga valer el recurso, dará trámite al mismo y corresponderá al 
Tribunal de alzada competente que deba resolverlo, su admisión o desechamiento, y sólo podrá 
pronunciarse sobre los agravios expresados por los recurrentes, quedando prohibido extender el examen 
de la decisión recurrida a cuestiones no planteadas en ellos o más allá de los límites del recurso, a 
menos que se trate de un acto violatorio de derechos fundamentales del imputado. En caso de que el 
Órgano jurisdiccional no encuentre violaciones a derechos fundamentales que, en tales términos, deba 
reparar de oficio, no estará obligado a dejar constancia de ello en la resolución. 

 
Si sólo uno de varios imputados por el mismo delito interpusiera algún recurso contra una resolución, 

la decisión favorable que se dictare aprovechará a los demás, a menos que los fundamentos fueren 
exclusivamente personales del recurrente. 

 
Artículo 462. Prohibición de modificación en perjuicio 
Cuando el recurso ha sido interpuesto sólo por el imputado o su Defensor, no podrá modificarse la 

resolución recurrida en perjuicio del imputado. 
 
Artículo 463. Efectos de la interposición de los recursos 
La interposición de un recurso no suspenderá la ejecución de la decisión, salvo las excepciones 

previstas en este Código. 
 
Artículo 464. Rectificación 
Los errores de derecho en la fundamentación de la sentencia o resolución impugnadas que no hayan 

influido en la parte resolutiva, así como los errores de forma en la transcripción, en la designación o el 
cómputo de las penas no anularán la resolución, pero serán corregidos en cuanto sean advertidos o 
señalados por alguna de las partes, o aún de oficio. 

 

CAPÍTULO II 
RECURSOS EN PARTICULAR 

 
SECCIÓN I 
Revocación 

 
Artículo 465. Procedencia del recurso de revocación 
El recurso de revocación procederá en cualquiera de las etapas del procedimiento penal en las que 

interviene la autoridad judicial en contra de las resoluciones de mero trámite que se resuelvan sin 
sustanciación. 

 
El objeto de este recurso será que el mismo Órgano jurisdiccional que dictó la resolución impugnada, 

la examine de nueva cuenta y dicte la resolución que corresponda. 
 
Artículo 466. Trámite 
El recurso de revocación se interpondrá oralmente, en audiencia o por escrito, conforme a las 

siguientes reglas: 
 
I. Si el recurso se hace valer contra las resoluciones pronunciadas durante audiencia, deberá 

promoverse antes de que termine la misma. La tramitación se efectuará verbalmente, de 
inmediato y de la misma manera se pronunciará el fallo, o 

 
II. Si el recurso se hace valer contra resoluciones dictadas fuera de audiencia, deberá 

interponerse por escrito en un plazo de dos días siguientes a la notificación de la resolución 
impugnada, expresando los motivos por los cuales se solicita. El Órgano jurisdiccional se 
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pronunciará de plano, pero podrá oír previamente a las demás partes dentro del plazo de dos 
días de interpuesto el recurso, si se tratara de un asunto cuya complejidad así lo amerite. 

 
La resolución que decida la revocación interpuesta oralmente en audiencia, deberá emitirse de 

inmediato; la resolución que decida la revocación interpuesta por escrito deberá emitirse dentro de los 
tres días siguientes a su interposición; en caso de que el Órgano jurisdiccional cite a audiencia por la 
complejidad del caso, resolverá en ésta. 

 

SECCIÓN II 
Apelación 

 
APARTADO I 

Reglas generales de la apelación 
 

Artículo 467. Resoluciones del Juez de control apelables 
Serán apelables las siguientes resoluciones emitidas por el Juez de control: 
 
I. Las que nieguen el anticipo de prueba; 
 
II. Las que nieguen la posibilidad de celebrar acuerdos reparatorios o no los ratifiquen; 
 
III. La negativa o cancelación de orden de aprehensión; 
 
IV. La negativa de orden de cateo; 
 
V. Las que se pronuncien sobre las providencias precautorias o medidas cautelares; 
 
VI. Las que pongan término al procedimiento o lo suspendan; 
 
VII. El auto que resuelve la vinculación del imputado a proceso; 
 
VIII. Las que concedan, nieguen o revoquen la suspensión condicional del proceso; 
 
IX. La negativa de abrir el procedimiento abreviado; 
 
X. La sentencia definitiva dictada en el procedimiento abreviado, o 
 
XI. Las que excluyan algún medio de prueba. 
 
Artículo 468. Resoluciones del Tribunal de enjuiciamiento apelables 
Serán apelables las siguientes resoluciones emitidas por el Tribunal de enjuiciamiento: 
 
I. Las que versen sobre el desistimiento de la acción penal por el Ministerio Público; 
 
II. La sentencia definitiva en relación a aquellas consideraciones contenidas en la misma, distintas 

a la valoración de la prueba siempre y cuando no comprometan el principio de inmediación, o 
bien aquellos actos que impliquen una violación grave del debido proceso. 

 
Artículo 469. Solicitud de registro para apelación 
Inmediatamente después de pronunciada la resolución judicial que se pretenda apelar, las partes 

podrán solicitar copia del registro de audio y video de la audiencia en la que fue emitida sin perjuicio de 
obtener copia de la versión escrita que se emita en los términos establecidos en el presente Código. 
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Artículo 470. Inadmisibilidad del recurso 
El Tribunal de alzada declarará inadmisible el recurso cuando: 
 
I. Haya sido interpuesto fuera del plazo; 
 
II. Se deduzca en contra de resolución que no sea impugnable por medio de apelación; 
 
III. Lo interponga persona no legitimada para ello, o 
 
IV. El escrito de interposición carezca de fundamentos de agravio o de peticiones concretas. 
 

APARTADO II 
Trámite de apelación 

 
Artículo 471. Trámite de la apelación 
El recurso de apelación contra las resoluciones del Juez de control se interpondrá por escrito ante el 

mismo Juez que dictó la resolución, dentro de los tres días contados a partir de aquel en el que surta 
efectos la notificación si se tratare de auto o cualquier otra providencia y de cinco días si se tratare de 
sentencia definitiva. 

 
En los casos de apelación sobre el desistimiento de la acción penal por el Ministerio Público se 

interpondrá ante el Tribunal de enjuiciamiento que dictó la resolución dentro de los tres días contados a 
partir de que surte efectos la notificación. El recurso de apelación en contra de las sentencias definitivas 
dictadas por el Tribunal de enjuiciamiento se interpondrá ante el Tribunal que conoció del juicio, dentro de 
los diez días siguientes a la notificación de la resolución impugnada, mediante escrito en el que se 
precisarán las disposiciones violadas y los motivos de agravio correspondientes. 

 
En el escrito de interposición de recurso deberá señalarse el domicilio o autorizar el medio para ser 

notificado; en caso de que el Tribunal de alzada competente para conocer de la apelación tenga su sede 
en un lugar distinto al del proceso, las partes deberán fijar un nuevo domicilio en la jurisdicción de aquél 
para recibir notificaciones o el medio para recibirlas. 

 
Los agravios deberán expresarse en el mismo escrito de interposición del recurso; el recurrente 

deberá exhibir una copia para el registro y una para cada una de las otras partes. Si faltan total o 
parcialmente las copias, se le requerirá para que presente las omitidas dentro del término de veinticuatro 
horas. En caso de que no las exhiba, el Órgano jurisdiccional las tramitará e impondrá al promovente 
multa de diez a ciento cincuenta días de salario, excepto cuando éste sea el imputado o la víctima u 
ofendido. 

 
Interpuesto el recurso, el Órgano jurisdiccional deberá correr traslado del mismo a las partes para que 

se pronuncien en un plazo de tres días respecto de los agravios expuestos y señalen domicilio o medios 
en los términos del segundo párrafo del presente artículo. 

 
Al interponer el recurso, al contestarlo o al adherirse a él, los interesados podrán manifestar en su 

escrito su deseo de exponer oralmente alegatos aclaratorios sobre los agravios ante el Tribunal de 
alzada. 

 
Artículo 472. Efecto del recurso 
Por regla general la interposición del recurso no suspende la ejecución de la resolución judicial 

impugnada. 
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En el caso de la apelación contra la exclusión de pruebas, la interposición del recurso tendrá como 
efecto inmediato suspender el plazo de remisión del auto de apertura de juicio al Tribunal de 
enjuiciamiento, en atención a lo que resuelva el Tribunal de alzada competente. 

 
Artículo 473. Derecho a la adhesión 
Quien tenga derecho a recurrir podrá adherirse, dentro del término de tres días contados a partir de 

recibido el traslado, al recurso interpuesto por cualquiera de las otras partes, siempre que cumpla con los 
demás requisitos formales de interposición. Quien se adhiera podrá formular agravios. Sobre la adhesión 
se correrá traslado a las demás partes en un término de tres días. 

 
Artículo 474. Envío a Tribunal de alzada competente 
Concluidos los plazos otorgados a las partes para la sustanciación del recurso de apelación, el 

Órgano jurisdiccional enviará los registros correspondientes al Tribunal de alzada que deba conocer del 
mismo. 

 
Artículo 475. Trámite del Tribunal de alzada 
Recibidos los registros correspondientes del recurso de apelación, el Tribunal de alzada se 

pronunciará de plano sobre la admisión del recurso. 
 
Artículo 476. Emplazamiento a las otras partes 
Si al interponer el recurso, al contestarlo o al adherirse a él, alguno de los interesados manifiesta en 

su escrito su deseo de exponer oralmente alegatos aclaratorios sobre los agravios, o bien cuando el 
Tribunal de alzada lo estime pertinente, decretará lugar y fecha para la celebración de la audiencia, la 
que deberá tener lugar dentro de los cinco y quince días después de que fenezca el término para la 
adhesión. 

 
El Tribunal de alzada, en caso de que las partes soliciten exponer oralmente alegatos aclaratorios o 

en caso de considerarlo pertinente, citará a audiencia de alegatos para la celebración de la audiencia 
para que las partes expongan oralmente sus alegatos aclaratorios sobre agravios, la que deberá tener 
lugar dentro de los cinco días después de admitido el recurso. 

 
Artículo 477. Audiencia 
Una vez abierta la audiencia, se concederá la palabra a la parte recurrente para que exponga sus 

alegatos aclaratorios sobre los agravios manifestados por escrito, sin que pueda plantear nuevos 
conceptos de agravio. 

 
En la audiencia, el Tribunal de alzada podrá solicitar aclaraciones a las partes sobre las cuestiones 

planteadas en sus escritos. 
 
Artículo 478. Conclusión de la audiencia 
La sentencia que resuelva el recurso al que se refiere esta sección, podrá ser dictada de plano, en 

audiencia o por escrito dentro de los tres días siguientes a la celebración de la misma. 
 
Artículo 479. Sentencia 
La sentencia confirmará, modificará o revocará la resolución impugnada, o bien ordenará la reposición 

del acto que dio lugar a la misma. 
 
En caso de que la apelación verse sobre exclusiones probatorias, el Tribunal de alzada requerirá el 

auto de apertura al Juez de control, para que en su caso se incluya el medio o medios de prueba 
indebidamente excluidos, y hecho lo anterior lo remita al Tribunal de enjuiciamiento competente. 

 
Artículo 480. Efectos de la apelación por violaciones graves al debido proceso 
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Cuando el recurso de apelación se interponga por violaciones graves al debido proceso, su finalidad 
será examinar que la sentencia se haya emitido sobre la base de un proceso sin violaciones a derechos 
de las partes y determinar, si corresponde, cuando resulte estrictamente necesario, ordenar la reposición 
de actos procesales en los que se hayan violado derechos fundamentales. 

 
Artículo 481. Materia del recurso 
Interpuesto el recurso de apelación por violaciones graves al debido proceso, no podrán invocarse 

nuevas causales de reposición del procedimiento; sin embargo, el Tribunal de alzada podrá hacer valer y 
reparar de oficio, a favor del sentenciado, las violaciones a sus derechos fundamentales. 

 
Artículo 482. Causas de reposición 
Habrá lugar a la reposición del procedimiento por alguna de las causas siguientes: 
 
I. Cuando en la tramitación de la audiencia de juicio oral o en el dictado de la sentencia se 

hubieren infringido derechos fundamentales asegurados por la Constitución, las leyes que de 
ella emanen y los Tratados; 

 
II. Cuando no se desahoguen las pruebas que fueron admitidas legalmente, o no se desahoguen 

conforme a las disposiciones previstas en este Código; 
 
III. Cuando si se hubiere violado el derecho de defensa adecuada o de contradicción siempre y 

cuando trascienda en la valoración del Tribunal de enjuiciamiento y que cause perjuicio; 
 
IV. Cuando la audiencia del juicio hubiere tenido lugar en ausencia de alguna de las personas cuya 

presencia continuada se exija bajo sanción de nulidad; 
 
V. Cuando en el juicio oral hubieren sido violadas las disposiciones establecidas por este Código 

sobre publicidad, oralidad y concentración del juicio, siempre que se vulneren derechos de las 
partes, o 

 
VI. Cuando la sentencia hubiere sido pronunciada por un Tribunal de enjuiciamiento incompetente 

o que, en los términos de este Código, no garantice su imparcialidad. 
 
En estos supuestos, el Tribunal de alzada determinará, de acuerdo con las circunstancias particulares 

del caso, si ordena la reposición parcial o total del juicio. 
 
La reposición total de la audiencia de juicio deberá realizarse íntegramente ante un Tribunal de 

enjuiciamiento distinto. Tratándose de la reposición parcial, el Tribunal de alzada determinará si es 
posible su realización ante el mismo Órgano jurisdiccional u otro distinto, tomando en cuenta la garantía 
de la inmediación y el principio de objetividad del Órgano jurisdiccional, establecidos en las fracciones II y 
IV del Apartado A del artículo 20 de la Constitución y el artículo 9o. de este Código. 

 
Para la declaratoria de nulidad y la reposición será aplicable también lo dispuesto en los artículos 97 a 

102 de este Código. 
 
En ningún caso habrá reposición del procedimiento cuando el agravio se fundamente en la 

inobservancia de derechos procesales que no vulneren derechos fundamentales o que no trasciendan a 
la sentencia. 

 
Artículo 483. Causas para modificar o revocar la sentencia 
Será causa de nulidad de la sentencia la transgresión a una norma de fondo que implique una 

violación a un derecho fundamental. 
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En estos casos, el Tribunal de alzada modificará o revocará la sentencia. Sin embargo, si ello 
compromete el principio de inmediación, ordenará la reposición del juicio, en los términos del artículo 
anterior. 

 
Artículo 484. Prueba 
Podrán ofrecerse medios de prueba cuando el recurso se fundamente en un defecto del proceso y se 

discuta la forma en que fue llevado a cabo un acto, en contraposición a lo señalado en las actuaciones, 
en el acta o registros del debate, o en la sentencia. 

 
También es admisible la prueba propuesta por el imputado o en su favor, incluso relacionada con la 

determinación de los hechos que se discuten, cuando sea indispensable para sustentar el agravio que se 
formula. 

 
Las partes podrán ofrecer medio de prueba esencial para resolver el fondo del reclamo, sólo cuando 

tengan el carácter de superveniente. 
 

TÍTULO XIII 
RECONOCIMIENTO DE INOCENCIA DEL SENTENCIADO Y ANULACIÓN DE SENTENCIA 

 
CAPÍTULO ÚNICO 

PROCEDENCIA 
 

Artículo 485. Causas de extinción de la acción penal 
La pretensión punitiva y la potestad para ejecutar las penas y medidas de seguridad se extinguirán por 

las siguientes causas: 
 
I. Cumplimiento de la pena o medida de seguridad; 
 
II. Muerte del acusado o sentenciado; 
 
III. Reconocimiento de inocencia del sentenciado o anulación de la sentencia; 
 
IV. Perdón de la persona ofendida en los delitos de querella o por cualquier otro acto equivalente; 
 
V. Indulto; 
 
VI. Amnistía; 
 
VII. Prescripción; 
 
VIII. Supresión del tipo penal; 
 
IX. Existencia de una sentencia anterior dictada en proceso instaurado por los mismos hechos, o 
 
X. El cumplimiento del criterio de oportunidad o la solución alterna correspondiente. 
 
Artículo 486. Reconocimiento de inocencia 
Procederá cuando después de dictada la sentencia aparezcan pruebas de las que se desprenda, en 

forma plena, que no existió el delito por el que se dictó la condena o que, existiendo éste, el sentenciado 
no participó en su comisión, o bien cuando se desacrediten formalmente, en sentencia irrevocable, las 
pruebas en las que se fundó la condena. 

 



 

 

CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES 
 

CÁMARA DE DIPUTADOS DEL H. CONGRESO DE LA UNIÓN 
Secretaría General 
Secretaría de Servicios Parlamentarios 

Última Reforma DOF 22-01-2020 

 

 

136 de 152 

Artículo 487. Anulación de la sentencia 
La anulación de la sentencia ejecutoria procederá en los casos siguientes: 
 
I. Cuando el sentenciado hubiere sido condenado por los mismos hechos en juicios diversos, en 

cuyo caso se anulará la segunda sentencia, y 
 
II. Cuando una ley se derogue, o se modifique el tipo penal o en su caso, la pena por la que se 

dictó sentencia o la sanción impuesta, procediendo a aplicar la más favorable al sentenciado. 
 
La sola causación del resultado no podrá fundamentar, por sí sola, la responsabilidad penal. Por su 

parte los tipos penales estarán limitados a la exclusiva protección de los bienes jurídicos necesarios para 
la adecuada convivencia social. 

 
Artículo 488. Solicitud de declaración de inocencia o anulación de la sentencia 
El sentenciado que se crea con derecho a obtener el reconocimiento de su inocencia o la anulación de 

la sentencia por concurrir alguna de las causas señaladas en los artículos anteriores, acudirá al Tribunal 
de alzada que fuere competente para conocer del recurso de apelación; le expondrá detalladamente por 
escrito la causa en que funda su petición y acompañarán a su solicitud las pruebas que correspondan u 
ofrecerá exhibirlas en la audiencia respectiva. 

 
En relación con las pruebas, si el recurrente no tuviere en su poder los documentos que pretenda 

presentar, deberá indicar el lugar donde se encuentren y solicitar al Tribunal de alzada que se recaben. 
 
Al presentar su solicitud, el sentenciado designará a un licenciado en Derecho o abogado con cédula 

profesional como Defensor en este procedimiento, conforme a las disposiciones conducentes de este 
Código; si no lo hace, el Tribunal de alzada le nombrará un Defensor público. 

 
Artículo 489. Trámite 
Recibida la solicitud, el Tribunal de alzada que corresponda pedirá inmediatamente los registros del 

proceso al juzgado de origen o a la oficina en que se encuentren y, en caso de que el promovente haya 
protestado exhibir las pruebas, se le otorgará un plazo no mayor de diez días para su recepción. 

 
Recibidos los registros y, en su caso las pruebas del promovente, el Tribunal de alzada citará al 

Ministerio Público, al solicitante y a su Defensor, así como a la víctima u ofendido y a su Asesor jurídico, 
a una audiencia que se celebrará dentro de los cinco días siguientes al recibo de los registros y de las 
pruebas. En dicha audiencia se desahogarán las pruebas ofrecidas por el promovente y se escuchará a 
éste y al Ministerio Público, para que cada uno formule sus alegatos. 

 
Dentro de los cinco días siguientes a la formulación de los alegatos y a la conclusión de la audiencia, 

el Tribunal de alzada dictará sentencia. Si se declara fundada la solicitud de reconocimiento de inocencia 
o modificación de sentencia, el Tribunal de alzada resolverá anular la sentencia impugnada y dará aviso 
al Tribunal de enjuiciamiento que condenó, para que haga la anotación correspondiente en la sentencia y 
publicará una síntesis del fallo en los estrados del Tribunal; asimismo, informará de esta resolución a la 
autoridad competente encargada de la ejecución penal, para que en su caso sin más trámite ponga en 
libertad absoluta al sentenciado y haga cesar todos los efectos de la sentencia anulada, o bien registre la 
modificación de la pena comprendida en la nueva sentencia. 

 
Artículo 490. Indemnización 
En caso de que se dicte reconocimiento de inocencia, en ella misma se resolverá de oficio sobre la 

indemnización que proceda en términos de las disposiciones aplicables. La indemnización sólo podrá 
acordarse a favor del beneficiario o de sus herederos, según el caso. 

 

TRANSITORIOS 
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ARTÍCULO PRIMERO. Declaratoria 
Para los efectos señalados en el párrafo tercero del artículo segundo transitorio del Decreto por el que 

se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008, se declara que la 
presente legislación recoge el sistema procesal penal acusatorio y entrará en vigor de acuerdo con los 
artículos siguientes. 

 
ARTÍCULO SEGUNDO. Vigencia 
Este Código entrará en vigor a nivel federal gradualmente en los términos previstos en la Declaratoria 

que al efecto emita el Congreso de la Unión previa solicitud conjunta del Poder Judicial de la Federación, 
la Secretaría de Gobernación y de la Procuraduría General de la República, sin que pueda exceder del 
18 de junio de 2016. 

 
En el caso de las Entidades federativas y del Distrito Federal, el presente Código entrará en vigor en 

cada una de ellas en los términos que establezca la Declaratoria que al efecto emita el órgano legislativo 
correspondiente, previa solicitud de la autoridad encargada de la implementación del Sistema de Justicia 
Penal Acusatorio en cada una de ellas. 

 
En todos los casos, entre la Declaratoria a que se hace referencia en los párrafos anteriores y la 

entrada en vigor del presente Código deberán mediar sesenta días naturales. 
 
ARTÍCULO TERCERO. Abrogación 
El Código Federal de Procedimientos Penales publicado en el Diario Oficial de la Federación el 30 de 

agosto de 1934, y los de las respectivas entidades federativas vigentes a la entrada en vigor del presente 
Decreto, quedarán abrogados para efectos de su aplicación en los procedimientos penales que se inicien 
a partir de la entrada en vigor del presente Código, sin embargo respecto a los procedimientos penales 
que a la entrada en vigor del presente ordenamiento se encuentren en trámite, continuarán su 
sustanciación de conformidad con la legislación aplicable en el momento del inicio de los mismos. 

 
En consecuencia el presente Código será aplicable para los procedimientos penales que se inicien a 

partir de su entrada en vigor, con independencia de que los hechos hayan sucedido con anterioridad a la 
entrada en vigor del mismo. 

Artículo reformado DOF 17-06-2016 

 
ARTÍCULO CUARTO. Derogación tácita de preceptos incompatibles 
Quedan derogadas todas las normas que se opongan al presente Decreto, con excepción de las leyes 

relativas a la jurisdicción militar así como de la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada. 
 
ARTÍCULO QUINTO. Convalidación o regularización de actuaciones 
Cuando por razón de competencia por fuero o territorio, se realicen actuaciones conforme a un fuero o 

sistema procesal distinto al que se remiten, podrá el Órgano jurisdiccional receptor convalidarlas, siempre 
que de manera, fundada y motivada, se concluya que se respetaron las garantías esenciales del debido 
proceso en el procedimiento de origen. 

 
Asimismo, podrán regularizarse aquellas actuaciones que también de manera fundada y motivada el 

Órgano jurisdiccional que las recibe, determine que las mismas deban ajustarse a las formalidades del 
sistema procesal al cual se incorporarán. 

 
ARTÍCULO SEXTO. Prohibición de acumulación de procesos 
No procederá la acumulación de procesos penales, cuando alguno de ellos se esté tramitando 

conforme al presente Código y el otro proceso conforme al código abrogado. 
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ARTÍCULO SÉPTIMO. De los planes de implementación y del presupuesto 
El Consejo de la Judicatura Federal, el Instituto de la Defensoría Pública Federal, la Procuraduría 

General de la República, la Secretaría de Gobernación, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y 
toda dependencia de las Entidades federativas a la que se confieran responsabilidades directas o 
indirectas por la entrada en vigor de este Código, deberán elaborar los planes y programas necesarios 
para una adecuada y correcta implementación del mismo y deberán establecer dentro de los proyectos 
de presupuesto respectivos, a partir del año que se proyecte, las partidas necesarias para atender la 
ejecución de esos programas, las obras de infraestructura, la contratación de personal, la capacitación y 
todos los demás requerimientos que sean necesarios para cumplir los objetivos para la implementación 
del sistema penal acusatorio. 

 
ARTÍCULO OCTAVO. Legislación complementaria 
En un plazo que no exceda de doscientos setenta días naturales después de publicado el presente 

Decreto, la Federación y las entidades federativas deberán publicar las reformas a sus leyes y demás 
normatividad complementaria que resulten necesarias para la implementación de este ordenamiento. 

 
ARTÍCULO NOVENO. Auxilio procesal 
Cuando una autoridad penal reciba por exhorto, mandamiento o comisión, una solicitud para la 

realización de un acto procesal, deberá seguir los procedimientos legales vigentes para la autoridad que 
remite la solicitud, salvo excepción justificada. 

 
ARTÍCULO DÉCIMO. Cuerpos especializados de Policía 
La Federación y las entidades federativas a la entrada en vigor del presente ordenamiento, deberán 

contar con cuerpos especializados de Policía con capacidades para procesar la escena del hecho 
probablemente delictivo, hasta en tanto se capacite a todos los cuerpos de Policía para realizar tales 
funciones. 

 
ARTÍCULO DÉCIMO PRIMERO. Adecuación normativa y operativa 
A la entrada en vigor del presente Código, en aquellos lugares donde se inicie la operación del 

proceso penal acusatorio, tanto en el ámbito federal como en el estatal, se deberá contar con el 
equipamiento necesario y con protocolos de investigación y de actuación del personal sustantivo y los 
manuales de procedimientos para el personal administrativo, pudiendo preverse la homologación de 
criterios metodológicos, técnicos y procedimentales, para lo cual podrán coordinarse los órganos y demás 
autoridades involucradas. 

 
ARTÍCULO DÉCIMO SEGUNDO. Comité para la Evaluación y Seguimiento de la Implementación 

del Nuevo Sistema 
El Consejo de Coordinación para la Implementación del Sistema de Justicia Penal, instancia de 

coordinación nacional creada por mandato del artículo noveno transitorio del Decreto de reformas y 
adiciones a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos publicado el 18 de junio de 2008, 
constituirá un Comité para la Evaluación y Seguimiento de la Implementación del Nuevo Sistema, el cual 
remitirá un informe semestral al señalado Consejo. 

 
ARTÍCULO DÉCIMO TERCERO. Revisión legislativa 
A partir de la entrada en vigor del Código Nacional de Procedimientos Penales, el Poder Judicial de la 

Federación, la Procuraduría General de la República, la Comisión Nacional de Seguridad, la Comisión 
Nacional de Tribunales Superiores de Justicia de los Estados Unidos Mexicanos y la Conferencia 
Nacional de Procuradores remitirán, de manera semestral, la información indispensable a efecto de que 
las Comisiones de Justicia de ambas Cámaras del Congreso de la Unión evalúen el funcionamiento y 
operatividad de las disposiciones contenidas en el presente Código. 
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México, D.F., a 5 de febrero de 2014.- Sen. Raúl Cervantes Andrade, Presidente.- Dip. Ricardo 
Anaya Cortés, Presidente.- Sen. Lilia Guadalupe Merodio Reza, Secretaria.- Dip. Javier Orozco 
Gómez, Secretario.- Rúbricas." 

 
En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la 
Residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a cuatro de marzo de 
dos mil catorce.- Enrique Peña Nieto.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Miguel Ángel Osorio 
Chong.- Rúbrica. 
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ARTÍCULOS TRANSITORIOS DE DECRETOS DE REFORMA 
 

DECRETO por el que se expide la Ley Nacional de Mecanismos Alternativos de Solución 
de Controversias en Materia Penal, se reforman diversas disposiciones del Código 
Nacional de Procedimientos Penales y se reforman y adicionan diversas disposiciones 
del Código Federal de Procedimientos Penales. 
 

Publicado en el Diario Oficial de la Federación el 29 de diciembre de 2014 

 
ARTÍCULO SEGUNDO. Se REFORMAN los artículos 183, 186, 187, fracción I y segundo párrafo; 

188, 189, tercer párrafo; y 190, primer párrafo; y se adiciona el artículo 187, con un tercer párrafo del 
Código Nacional de Procedimientos Penales, para quedar como sigue: 

 
……… 
 

TRANSITORIOS 
 

PRIMERO. La Ley Nacional de Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias en Materia 
Penal entrará en vigor en los mismos términos y plazos en que entrará en vigor el Código Nacional de 
Procedimientos Penales, de conformidad con lo previsto en el artículo segundo transitorio del Decreto por 
el que se expide el Código Nacional de Procedimientos Penales. 

 
Las reformas y adiciones al Código Federal de Procedimientos Penales previstas en el presente 

Decreto entrarán en vigor en las regiones y gradualidad en las que se lleve a cabo la declaratoria a que 
refiere el artículo segundo transitorio del Decreto por el que se expide el Código Nacional de 
Procedimientos Penales, serán aplicables para los procedimientos iniciados con anterioridad a la entrada 
en vigor del sistema de justicia penal acusatorio y se sustanciarán de conformidad con lo previsto en la 
Ley Nacional de Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias en Materia Penal. 

 
SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto. 
 
TERCERO. A partir de la entrada en vigor del presente Decreto, el Poder Judicial de la Federación y 

los poderes judiciales de las entidades federativas que cuenten con un Órgano, conformarán, dentro del 
término de sesenta días hábiles, el Consejo a que se refiere el artículo 46 de la presente Ley. 

 
CUARTO. La certificación inicial de Facilitadores a que se refiere la Ley Nacional de Mecanismos 

Alternativos de Solución de Controversias en Materia Penal deberá concluirse antes del dieciocho de 
junio de 2016. 

 
Dentro de los sesenta días siguientes a la publicación de este Decreto en el Diario Oficial de la 

Federación, la Secretaría Técnica de la Conferencia Nacional de Procuración de Justicia, así como la 
Secretaría Técnica del Consejo de certificación en sede judicial deberán elaborar el proyecto de criterios 
mínimos de certificación de Facilitadores. Para la elaboración de los criterios referidos deberán tomar en 
consideración la opinión de los representantes de las zonas en que estén conformadas la Conferencia y 
el Consejo. El proyecto deberá ser sometido a consideración del Pleno de la Conferencia o el Consejo en 
la sesión plenaria siguiente al vencimiento del plazo a que se refiere este párrafo. 

 
QUINTO. La Federación y las entidades federativas emitirán las disposiciones administrativas que 

desarrollen lo previsto en el presente Decreto a más tardar el día de su entrada en vigor de conformidad 
con el artículo primero transitorio anterior. 
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SEXTO. La Federación y las entidades federativas, en su ámbito de competencia respectivo, 
proveerán los recursos humanos, materiales, tecnológicos y financieros que requiera la implementación 
del presente Decreto, conforme a sus presupuestos autorizados. Para el presente ejercicio fiscal, la 
Procuraduría General de la República, cubrirá con cargo a su presupuesto autorizado las erogaciones 
necesarias para el cumplimiento del presente Decreto, en el ámbito de su competencia. 

 
México, D.F., a 2 de diciembre de 2014.- Sen. Miguel Barbosa Huerta, Presidente.- Dip. Silvano 

Aureoles Conejo, Presidente.- Sen. María Elena Barrera Tapia, Secretaria.- Dip. Magdalena del 
Socorro Núñez Monreal, Secretaria.- Rúbricas." 

 
En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la 
Residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a veintitrés de 
diciembre de dos mil catorce.- Enrique Peña Nieto.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Miguel 
Ángel Osorio Chong.- Rúbrica. 
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DECRETO por el que se expide la Ley Federal para Prevenir y Sancionar los Delitos 
Cometidos en Materia de Hidrocarburos; y se reforman, adicionan y derogan diversas 
disposiciones del Código Federal de Procedimientos Penales; del Código Penal Federal; 
de la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada; de la Ley Federal de Extinción de 
Dominio, reglamentaria del Artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; del Código Fiscal de la Federación y del Código Nacional de Procedimientos 
Penales. 
 

Publicado en el Diario Oficial de la Federación el 12 de enero de 2016 

 
ARTÍCULO SÉPTIMO. Se reforma el encabezado del artículo 235; y se adicionan un segundo párrafo 

al artículo 235; un segundo, tercer y cuarto párrafos al artículo 243 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales, para quedar como sigue: 

 
………. 
 

TRANSITORIOS 
 

Primero.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial 
de la Federación. 

 
Segundo.- Los procesos penales iniciados antes de la entrada en vigor del presente Decreto, se 

seguirán tramitando hasta su conclusión conforme a las disposiciones vigentes al momento de la 
comisión de los hechos que dieron su origen. 

 
Tercero.- A partir de la entrada en vigor de este Decreto, para el caso en que la Ley Federal para 

Prevenir y Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos contemple una descripción legal 
de una conducta delictiva que en el anterior Código Penal Federal o Código Fiscal de la Federación se 
contemplaba como delito y por virtud de las presentes reformas, se denomina, penaliza o agrava de 
forma diversa, siempre y cuando las conductas y los hechos respondan a la descripción que ahora se 
establecen, se estará a lo siguiente: 

 
I. En los procesos incoados, en los que aún no se formulen conclusiones acusatorias el 

Ministerio Público de la Federación las formulará de conformidad con la traslación del tipo que 
resulte; 

 
II. En los procesos pendientes de dictarse sentencia en primera y segunda instancia, el juez o el 

Tribunal, respectivamente podrán efectuar la traslación del tipo de conformidad con la 
conducta que se haya probado y sus modalidades; y 

 
III. La autoridad ejecutora al aplicar alguna modalidad de beneficio para el sentenciado, 

considerará las penas que se hayan impuesto, en función de la traslación del tipo, según las 
modalidades correspondientes. 

 
Cuarto.- Las sanciones pecuniarias previstas en la Ley Federal para Prevenir y Sancionar los Delitos 

Cometidos en Materia de Hidrocarburos deberán adecuarse, en su caso, a la unidad de medida y 
actualización equivalente que por ley se prevea en el sistema penal mexicano. 

 
Quinto.- Las erogaciones que se generen con motivo de la entrada en vigor del presente Decreto 

para las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, se cubrirán con los recursos que 
apruebe la Cámara de Diputados en el Presupuesto de Egresos de la Federación del ejercicio fiscal de 
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que se trate, por lo que no se autorizarán recursos adicionales para el presente ejercicio fiscal y los 
subsecuentes. 

 
México, D.F., a 15 de diciembre de 2015.- Dip. José de Jesús Zambrano Grijalva, Presidente.- Sen. 

Roberto Gil Zuarth, Presidente.- Dip. Ernestina Godoy Ramos, Secretaria.- Sen. María Elena Barrera 
Tapia, Secretaria.- Rúbricas." 

 
En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la 
Residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a once de enero de dos 
mil dieciséis.- Enrique Peña Nieto.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Miguel Ángel Osorio 
Chong.- Rúbrica. 
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DECRETO por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones del 
Código Nacional de Procedimientos Penales; del Código Penal Federal; de la Ley General 
del Sistema Nacional de Seguridad Pública; de la Ley Federal para la Protección a 
Personas que Intervienen en el Procedimiento Penal; de la Ley General para Prevenir y 
Sancionar los Delitos en Materia de Secuestro, Reglamentaria de la fracción XXI del 
Artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de la Ley de 
Amparo, Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, de la 
Ley Federal de Defensoría Pública, del Código Fiscal de la Federación y de la Ley de 
Instituciones de Crédito. 
 

Publicado en el Diario Oficial de la Federación el 17 de junio de 2016 

 
Artículo Primero.- Se reforman los artículos 22, tercer párrafo; 78, primer párrafo; 100, primer y 

último párrafos y fracción II; 113, fracción VIII; 122; 135, segundo, tercero y cuarto párrafos; 143, primer 
párrafo, 151, primer párrafo; 154, último párrafo; 165, segundo párrafo; 174, segundo, tercero y cuarto 
párrafos; 176, primer párrafo y su epígrafe; 187, último párrafo; 192, fracciones I y II y último párrafo; 196, 
tercer párrafo; 218; 251, fracción X; 255, primer párrafo; 256, primer párrafo y fracciones IV, V y VI del 
segundo párrafo; 257, segundo y tercer párrafos; 291, primer y segundo párrafos; 303, primero y segundo 
párrafos y su epígrafe; 307, segundo párrafo; 308, tercer párrafo; 309, tercer párrafo; 313, cuarto párrafo; 
314, primer párrafo y su epígrafe; 315, primer párrafo; 320; 336 y su epígrafe; 337; 338, fracción III; 340, 
primer y tercer párrafos y fracciones I, II y III; 341, primer párrafo; 347, fracción I; 349; 355, último párrafo; 
359; 421 y su epígrafe; 422 y su epígrafe; 423; 424; 425, primer párrafo; y el primer párrafo del 
ARTÍCULO TERCERO TRANSITORIO del Decreto por el que se expide el Código Nacional de 
Procedimientos Penales, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 5 de marzo de 2014; se 
adicionan un primer párrafo al artículo 51, recorriéndose en su orden el subsecuente; segundo y tercer 
párrafos al artículo 143, recorriéndose en su orden los subsecuentes; un tercer párrafo al artículo 165; un 
tercer y cuarto párrafos al artículo 174, recorriéndose en su orden los subsecuentes; un primer párrafo al 
artículo 176, recorriéndose en su orden el subsecuente; se adiciona un último párrafo al artículo 187; una 
fracción III al artículo 192; un segundo y tercer párrafos, recorriéndose en su orden el subsecuente, así 
como un último párrafo al artículo 218; un tercer párrafo al artículo 222, recorriéndose en su orden el 
subsecuente; una fracción XI al artículo 251, recorriéndose en su orden las subsecuentes; un segundo 
párrafo al artículo 255; un cuarto párrafo, recorriéndose en su orden los subsecuentes, al artículo 291; un 
segundo, tercer, cuarto, quinto, sexto y séptimo párrafos al artículo 303, recorriéndose en su orden los 
subsecuentes; un quinto párrafo al artículo 308; un segundo párrafo al artículo 314; una fracción II al 
artículo 340, recorriéndose en su orden los subsecuentes; un primer párrafo, recorriéndose en su orden el 
actual primer párrafo para ser segundo párrafo, un tercero, cuarto, quinto y sexto párrafos al artículo 421; 
las fracciones I, II, III, IV y V al primer párrafo, los incisos a) a f) al segundo párrafo, las fracciones I, II, III, 
IV, V, VI al tercer párrafo y un cuarto párrafo al artículo 422; un tercer, cuarto, quinto, sexto y séptimo 
párrafos al artículo 423; un segundo párrafo al artículo 456, recorriéndose en su orden los subsecuentes; 
un segundo párrafo al ARTÍCULO TERCERO TRANSITORIO; se derogan la fracción VII del segundo 
párrafo del artículo 256; el segundo párrafo del artículo 340; el actual tercer párrafo del artículo 373; el 
tercer párrafo del artículo 423 y el segundo párrafo al ARTÍCULO TERCERO TRANSITORIO del Código 
Nacional de Procedimientos Penales, para quedar como sigue: 

 
……… 
 

Transitorios 
 

Primero.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial 
de la Federación salvo lo previsto en el siguiente artículo. 
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Segundo.- Las reformas al Código Nacional de Procedimientos Penales, al Código Penal Federal, a la 
Ley General para Prevenir y Sancionar los Delitos en Materia de Secuestro, Reglamentaria de la fracción 
XXI del artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los artículos 2, 13, 44 y 
49 de la Ley Federal para la Protección a Personas que Intervienen en el Procedimiento Penal y los 
artículos 21 en su fracción X, 50 Bis y 158 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, 
entrarán en vigor en términos de lo previsto por el Artículo Segundo Transitorio del Decreto por el que se 
expide el Código Nacional de Procedimientos Penales publicado en el Diario Oficial de la Federación el 5 
de marzo de 2014. 

 
Los procedimientos que se encuentren en trámite, relacionados con las modificaciones a los 

preceptos legales contemplados en el presente Decreto, se resolverán de conformidad con las 
disposiciones que les dieron origen. 

 
Tercero.- Dentro de los 180 días naturales a la entrada en vigor del presente Decreto, la Federación y 

las entidades federativas en el ámbito de sus respectivas competencias, deberán contar con una 
Autoridad de Supervisión de Medidas Cautelares y de la Suspensión Condicional del Proceso. 

 
Asimismo, dentro de los 30 días siguientes a la fecha de creación de las autoridades de medidas 

cautelares y de la suspensión condicional del proceso de la Federación y de las entidades federativas, se 
deberán emitir los acuerdos y lineamientos que regulen su organización y funcionamiento. 

 
Cuarto.- Las disposiciones del presente Decreto relativas a la ejecución penal, entrarán en vigor una 

vez que entre en vigor la legislación en la materia prevista en el artículo 73, fracción XXI, inciso c) de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 
Quinto.- Tratándose de aquellas medidas privativas de la libertad personal o de prisión preventiva que 

hubieren sido decretadas por mandamiento de autoridad judicial durante los procedimientos iniciados con 
base en la legislación procesal penal vigente con anterioridad a la entrada en vigor del sistema de justicia 
penal acusatorio adversarial, el inculpado o imputado podrá solicitar al órgano jurisdiccional competente 
la revisión de dichas medidas, para efecto de que, el juez de la causa, en los términos de los artículos 
153 a 171 del Código Nacional de Procedimientos Penales, habiéndose dado vista a las partes, para que 
el Ministerio Público investigue y acredite lo conducente, y efectuada la audiencia correspondiente, el 
órgano jurisdiccional, tomando en consideración la evaluación del riesgo, resuelva sobre la imposición, 
revisión, sustitución, modificación o cese, en términos de las reglas de prisión preventiva del artículo 19 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como del Código Nacional de 
Procedimientos Penales. En caso de sustituir la medida cautelar, aplicará en lo conducente la vigilancia 
de la misma en términos de los artículos 176 a 182 del citado Código. 

 
Sexto.- La Procuraduría General de la República propondrá al seno del Consejo Nacional de 

Seguridad Pública la consecución de los acuerdos que estime necesarios entre las autoridades de las 
entidades federativas y la federación en el marco de la Ley Federal para la Protección a Personas que 
Intervienen en el Procedimiento Penal. 

 
Ciudad de México, a 15 de junio de 2016.- Sen. Roberto Gil Zuarth, Presidente.- Dip. José de Jesús 

Zambrano Grijalva, Presidente.- Sen. Hilda Esthela Flores Escalera, Secretaria.- Dip. Verónica 
Delgadillo García, Secretaria.- Rúbricas." 

 
En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la 
Residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, a dieciséis de junio de dos mil 
dieciséis.- Enrique Peña Nieto.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Miguel Ángel Osorio Chong.- 
Rúbrica. 
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SENTENCIA dictada por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
en la Acción de Inconstitucionalidad 10/2014 y su acumulada 11/2014, así como los Votos 
Particular del Ministro Javier Laynez Potisek, Concurrente del Ministro Presidente Luis 
María Aguilar Morales, así como Particulares y Concurrentes de los Ministros Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
 

Publicada en el Diario Oficial de la Federación el 25 de junio de 2018 

 
ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 10/2014 
Y SU ACUMULADA 11/2014 
PROMOVENTES: COMISIÓN NACIONAL DE 
LOS DERECHOS HUMANOS E INSTITUTO 
FEDERAL DE ACCESO A LA INFORMACIÓN 
PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS 
 

PONENTE: MINISTRO JAVIER LAYNEZ POTISEK 
SECRETARIOS:RON SNIPELISKI NISCHLI Y JOSÉ OMAR HERNÁNDEZ SALGADO 
COLABORÓ:  ANA MARÍA CASTRO DOSAL 
 
Ciudad de México. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión 

correspondiente al veintidós de marzo de dos mil dieciocho, emite la siguiente 
 

SENTENCIA 
 

Mediante la que se resuelven las acciones de inconstitucionalidad 10/2014 promovida por la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos y su acumulada 11/2014 presentada por el Instituto Federal de 
Acceso a la Información y Protección de Datos, en contra de diversas disposiciones del Código Nacional 
de Procedimientos Penales. 

 
……… 
 

VIII. RESOLUTIVOS 
 

375. En virtud de lo anterior, se resuelve: 
 
PRIMERO. Son procedentes y parcialmente fundadas las acciones de inconstitucionalidad 10/2014 y 

11/2014, promovidas por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos y el Instituto Federal de 
Acceso a la Información y Protección de Datos, respectivamente. 

 
SEGUNDO. Se desestima en la acción de inconstitucionalidad 10/2014, respecto del artículo 434, 

párrafo último, en la porción normativa “pero jamás para las ofrecidas por los imputados o sus defensas, 
aún cuando sean aceptadas o acordadas favorablemente por las autoridades judiciales”, del Código 
Nacional de Procedimientos Penales, publicado en el Diario Oficial de la Federación el cinco de marzo de 
dos mil catorce, en los términos precisados en el apartado VI, subapartado 9, de esta sentencia. 

 
TERCERO. Se reconoce la validez de los artículos 132, fracción VII, 147, párrafo tercero, 148, 153, 

párrafo primero, 155, fracción XIII, 251, fracciones III y V, 266, 268 y 434, párrafo último, –con la salvedad 
precisada en el punto resolutivo segundo–, del Código Nacional de Procedimientos Penales, publicado en 
el Diario Oficial de la Federación el cinco de marzo de dos mil catorce, conforme a las consideraciones 
plasmadas en el apartado VI, subapartados 1, 2, 6, 7 y 9 de esta sentencia. 
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CUARTO. Se declara la invalidez de los artículos 242, 249, en la porción normativa “decretará o”, 303, 
párrafo primero, y 355, párrafo último, del Código Nacional de Procedimientos Penales, publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el cinco de marzo de dos mil catorce; las cuales surtirán sus efectos a 
partir de la publicación de esta sentencia en el Diario Oficial de la Federación; en términos del apartado 
VI, subapartados 3, 4, 5 y 8, y conforme a los efectos precisados en el diverso apartado VII de este fallo. 

 
QUINTO. Publíquese esta resolución en el Diario Oficial de la Federación, así como en el Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta. 
 
Así lo resolvió el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación: 
 
………. 
 
Firman los señores Ministros Presidente y el Ponente con el Secretario General de Acuerdos que da 

fe. 
El Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Ministro Luis María Aguilar Morales.- 

Rúbrica.- El Ponente, Ministro Javier Laynez Potisek.- Rúbrica.- El Secretario General de Acuerdos, 
Rafael Coello Cetina.- Rúbrica. 

 
LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA 

SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, CERTIFICA: Que esta fotocopia constante de 
noventa y cinco fojas útiles, concuerda fiel y exactamente con el original de la sentencia del veintidós de 
marzo de dos mil dieciocho, dictada por el Tribunal Pleno en la acción de inconstitucionalidad 10/2014 y 
su acumulada 11/2014. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la 
Federación.- Ciudad de México, a catorce de junio de dos mil dieciocho.- Rúbrica. 
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DECRETO por el que se expide la Ley Nacional de Extinción de Dominio, y se reforman y 
adicionan diversas disposiciones del Código Nacional de Procedimientos Penales, de la 
Ley Federal para la Administración y Enajenación de Bienes del Sector Público, de la Ley 
de Concursos Mercantiles y de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. 
 

Publicado en el Diario Oficial de la Federación el 9 de agosto de 2019 

 
Artículo Segundo. Se reforman la fracción III, del artículo 230; los párrafos segundo y sexto, del 

artículo 231; el párrafo tercero, del artículo 246; el artículo 248 y su epígrafe; el actual párrafo segundo, 
del artículo 250; y se adicionan un párrafo segundo, al artículo 240; un párrafo segundo, al artículo 245; 
un párrafo segundo, recorriéndose en su orden los siguientes párrafos, del artículo 247; y un párrafo 
segundo, recorriéndose el actual segundo párrafo para ser tercero, al artículo 250, del Código Nacional 
de Procedimientos Penales, para quedar como sigue: 

 
…….. 
 

Transitorios 
 

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de 
la Federación. 

 
Segundo. A partir de la entrada en vigor del presente Decreto, se abroga la Ley Federal de Extinción 

de Dominio, Reglamentaria del artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
así como las leyes de extinción de dominio de las Entidades Federativas, y se derogan todas las 
disposiciones legales, reglamentarias y administrativas, que se opongan a lo dispuesto en el presente 
Decreto. 

 
Tercero. En un plazo que no excederá de ciento ochenta días contados a partir de la entrada en vigor 

del presente Decreto, las Legislaturas de las Entidades Federativas deberán armonizar su legislación 
respectiva con el presente Decreto. 

 
Cuarto. Los procesos en materia de extinción de dominio iniciados con fundamento en la Ley Federal 

de Extinción de Dominio, Reglamentaria del artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y en la legislación de las Entidades Federativas, deberán concluirse y ejecutarse conforme a 
la legislación vigente al momento de su inicio; las sentencias dictadas con base en los ordenamientos 
que dejarán de tener vigencia a la entrada del presente Decreto surtirán todos sus efectos jurídicos. Las 
investigaciones en preparación de la acción de extinción de dominio deberán continuarse con la presente 
Ley. 

 
Quinto. Los recursos que actualmente administra el Servicio de Administración y Enajenación de 

Bienes en materia de extinción de dominio y aquellos que eventualmente reciba con motivo del inicio de 
la acción en términos de la Ley Federal de Extinción de Dominio, Reglamentaria del artículo 22 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que se abroga, continuarán bajo su 
administración y serán destinados a la cuenta especial a que se refiere el artículo 239 de la Ley Nacional 
de Extinción de Dominio, previa constitución del diez por ciento de estos recursos para el Fondo de 
Reserva a que se refiere el diverso 237, de dicho ordenamiento nacional. 

 
El producto de la venta de los Bienes en proceso de extinción o que hayan sido declarados extintos 

conforme a los procedimientos de la legislación vigente aplicable. 
 
Los recursos destinados o pendientes de destinarse al Fondo a que se refiere el artículo Segundo 

Transitorio del Decreto por el que se expide la Ley Federal de Extinción de Dominio, Reglamentaria del 
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artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y se reforma y adiciona la Ley de 
Amparo, Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, publicado en el Diario Oficial de la Federación el veintinueve de mayo de dos mil nueve, 
serán transferidos a la cuenta especial. 

 
Sexto. El presente Decreto será aplicable para los procedimientos de preparación de la acción de 

extinción de dominio que se inicien a partir de su entrada en vigor, con independencia de que los 
supuestos para su procedencia hayan sucedido con anterioridad, siempre y cuando no se haya ejercido 
la acción de extinción de dominio. 

 
Séptimo. Todas las referencias que hagan mención al Servicio de Administración y Enajenación de 

Bienes en la normatividad vigente, se entenderán realizadas al Instituto para Devolver al Pueblo lo 
Robado, por lo que las obligaciones a cargo de dicho organismo que se generen con la entrada en vigor 
del presente Decreto, se cubrirán con cargo al presupuesto aprobado para el ejercicio fiscal en curso, por 
lo que no se requerirán recursos adicionales para tales efectos y no se incrementará el presupuesto del 
organismo descentralizado, y en caso de que se realice alguna modificación a su estructura orgánica, 
ésta deberá realizarse mediante movimientos compensados conforme a las disposiciones jurídicas 
aplicables, los cuales serán cubiertos por el Instituto para Devolver al Pueblo lo Robado a costo 
compensado, por lo que no se autorizarán ampliaciones a su presupuesto para el presente ejercicio fiscal 
ni subsecuentes como resultado de la entrada en vigor del presente Decreto. 

Artículo reformado DOF 22-01-2020 

 
Octavo. Las erogaciones que se generen con motivo de la entrada en vigor del presente Decreto, se 

realizarán con cargo a los presupuestos aprobados a los ejecutores de gasto responsables para el 
presente ejercicio fiscal y los subsecuentes, por lo que no se autorizarán recursos adicionales para tales 
efectos. 

 
Noveno. El Consejo de la Judicatura Federal contará con un plazo que no podrá exceder de seis 

meses contados a partir de la publicación del presente Decreto, para crear los juzgados competentes en 
materia de extinción de dominio a que se refiere la Ley Nacional de Extinción de Dominio, mientras tanto, 
serán competentes los jueces de distrito en materia civil y que no tengan jurisdicción especial, de 
conformidad con los acuerdos que para tal efecto determine el Consejo de la Judicatura Federal, 
aplicando similares términos para el fuero común; debiendo utilizarse para el desahogo de las audiencias 
a que se refiere la Ley Nacional de Extinción de Dominio las salas existentes en los Centros de Justicia 
Federales y en los centros de justicia respectivos de las Entidades Federativas, en las que actualmente 
se desahogan las audiencias con la característica de oralidad. 

 
Décimo. El titular del Ejecutivo Federal, dentro de un plazo que no excederá los ciento ochenta días 

contados a partir de la entrada en vigor del presente Decreto, deberá expedir las adecuaciones 
correspondientes a las disposiciones reglamentarias respectivas. 

 
Décimo Primero. El Gabinete Social de la Presidencia de la República, por conducto de su Secretaría 

Técnica expedirá en los noventa días naturales posteriores a la entrada en vigor del presente Decreto, su 
reglamento interior. 

 
Décimo Segundo. Dentro del año siguiente a la entrada en vigor de la Ley Nacional de Extinción de 

Dominio, la persona titular de la Fiscalía General de la República, realizará una convocatoria pública para 
la revisión del marco constitucional y jurídico en materia de extinción de dominio. Dicha convocatoria 
tendrá como objetivo la identificación, discusión y formulación de las reformas constitucionales y de la 
Ley Nacional de Extinción de Dominio para su óptimo funcionamiento. Los resultados obtenidos serán 
públicos y se comunicarán al Congreso de la Unión con el fin de que éste realice las adecuaciones al 
marco jurídico que considere sean necesarias y pertinentes. 
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Ciudad de México, a 25 de julio de 2019.- Sen. Martí Batres Guadarrama, Presidente.- Dip. María de 
los Dolores Padierna Luna, Vicepresidenta en funciones de Presidente.- Sen. Nancy de la Sierra 
Arámburo, Secretaria.- Dip. Karla Yuritzi Almazán Burgos, Secretaria.- Rúbricas." 

 
En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la 
Residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, a 9 de agosto de 2019.- Andrés 
Manuel López Obrador.- Rúbrica.- La Secretaria de Gobernación, Dra. Olga María del Carmen 
Sánchez Cordero Dávila.- Rúbrica. 
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DECRETO por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley 
Federal contra la Delincuencia Organizada, de la Ley de Seguridad Nacional, del Código 
Nacional de Procedimientos Penales, del Código Fiscal de la Federación y del Código 
Penal Federal. 
 

Publicado en el Diario Oficial de la Federación el 8 de noviembre de 2019 

 
Artículo Tercero. Se reforman el párrafo segundo del artículo 187; y el párrafo tercero del artículo 

256; y se adicionan un párrafo séptimo con las fracciones I, II y III, recorriéndose en su orden el 
subsecuente, al artículo 167; y un párrafo tercero al artículo 192 del Código Nacional de Procedimientos 
Penales, para quedar como sigue: 

 
………. 
 

Transitorios 
 

Primero. El presente Decreto entrará en vigor el día 1o. de enero de 2020. 
 
Segundo. Al momento de la entrada en vigor del presente Decreto, quedan sin efectos todas las 

disposiciones contrarias al mismo, no obstante lo anterior, las conductas cometidas antes de la entrada 
en vigor del presente Decreto que actualicen cualquiera de los delitos previstos en los artículos 113, 
fracción III y 113 Bis del Código Fiscal de la Federación, así como el artículo 400 Bis del Código Penal 
Federal, continuarán siendo investigadas, juzgadas y sentenciadas, mediante la aplicación de dichos 
preceptos. 

 
Ciudad de México, a 15 de octubre de 2019.- Sen. Mónica Fernández Balboa, Presidenta.- Dip. 

Laura Angélica Rojas Hernández, Presidenta.- Sen. Primo Dothé Mata, Secretario.- Dip. Julieta 
Macías Rábago, Secretaria.- Rúbricas." 

 
En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la 
Residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, a 5 de noviembre de 2019.- Andrés 
Manuel López Obrador.- Rúbrica.- La Secretaria de Gobernación, Dra. Olga María del Carmen 
Sánchez Cordero Dávila.- Rúbrica. 
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DECRETO por el que se reforman la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, 
la Ley Federal para la Administración y Enajenación de Bienes del Sector Público y, el 
Artículo Séptimo Transitorio del Decreto por el que se expide la Ley Nacional de 
Extinción de Dominio, y se reforman y adicionan diversas disposiciones del Código 
Nacional de Procedimientos Penales, de la Ley Federal para la Administración y 
Enajenación de Bienes del Sector Público, de la Ley de Concursos Mercantiles y de la 
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, publicado el 9 de agosto de 2019. 
 

Publicado en el Diario Oficial de la Federación el 22 de enero de 2020 
 

Artículo Tercero. Se reforma el artículo Séptimo transitorio del "Decreto por el que se expide la Ley 
Nacional de Extinción de Dominio, y se reforman y adicionan diversas disposiciones del Código Nacional 
de Procedimientos Penales, de la Ley Federal para la Administración y Enajenación de Bienes del Sector 
Público, de la Ley de Concursos Mercantiles y de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal", 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 9 de agosto de 2019, para quedar como sigue: 

 
……… 
 

Transitorios 
 
Primero. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial  

de la Federación. 
 
Segundo. Todas las referencias que hagan mención al Instituto de Administración de Bienes y Activos 

en las leyes y demás normatividad vigente, se entenderán realizadas al Instituto para Devolver al Pueblo 
lo Robado. 

 
Ciudad de México, a 10 de diciembre de 2019.- Dip. Laura Angélica Rojas Hernández, Presidenta.-  

Sen. Mónica Fernández Balboa, Presidenta.- Dip. Jesús Carlos Vidal Peniche, Secretario.- Sen. 
Primo Dothé Mata, Secretario.- Rúbricas." 

 
En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la 
Residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, a 21 de enero de 2020.- Andrés 
Manuel López Obrador.- Rúbrica.- La Secretaria de Gobernación, Dra. Olga María del Carmen 
Sánchez Cordero Dávila.- Rúbrica. 
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PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO  

EL 29 DE DICIEMBRE DE 2009 
 

TEXTO VIGENTE 
 

Última reforma publicada en la G.O.C.D.M.X.  
el 27 de diciembre de 2022 

 

 

MARCELO LUIS EBRARD CASAUBON, Jefe de Gobierno del Distrito Federal, a sus habitantes sabed: 

 

Que la H. Asamblea Legislativa del Distrito Federal, V Legislatura se ha servido dirigirme el siguiente: 

 

DECRETO 

 

(Al margen superior izquierdo el Escudo Nacional que dice: ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. - 

ASAMBLEA LEGISLATIVA DEL DISTRITO FEDERAL. - V LEGISLATURA) 

 

ASAMBLEA LEGISLATIVA DEL DISTRITO FEDERAL 

V LEGISLATURA 

D E C R E T A 

DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE EL CÓDIGO FISCAL DEL DISTRITO FEDERAL. 

 

ÚNICO. - Se expide el Código Fiscal del Distrito Federal, para quedar como sigue: 

 

CÓDIGO FISCAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO 

 

TÍTULO PRELIMINAR 

 

CAPÍTULO ÚNICO 

Disposiciones de Carácter General 

 

ARTÍCULO 1.- Las disposiciones de este Código, son de orden público e interés general, tienen por objeto regular la 

obtención, administración, custodia y aplicación de los ingresos de la Ciudad de México, las infracciones y delitos 

contra la hacienda local, las sanciones correspondientes, así como el procedimiento para interponer los  medios de 

impugnación que el mismo establece. 

 

Los sujetos obligados a cumplir las disposiciones de este Código, deberán observar que la recaudación, 

concentración, manejo, administración y custodia de los ingresos locales, federales, de aplicación automática y  

propios, se realice con base en criterios de legalidad, honestidad, eficiencia, eficacia, economía, racionalidad,  

austeridad, transparencia, control, rendición de cuentas, equidad de género y derechos humanos. 

 

Asimismo, las autoridades fiscales tendrán la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos 

humanos de los contribuyentes. 

 

ARTÍCULO 2.- Para los efectos de este Código, se entenderá por: 

 

I. Acuse de Recibo Electrónico: El mensaje de datos que se emite o genera a través de medios de comunicación 

electrónica que sirve de constancia que acredita la fecha y hora de recepción de documentos electrónicos. La  

Secretaría, establecerá los medios para que los contribuyentes puedan verificar la autenticidad de los acuses de recibo 

electrónico; 
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II. Alcaldía: El Órgano político administrativo de cada demarcación territorial de la Ciudad de México; 
 

 

III. Aviso de confirmación de datos, aclaración, rectificación o ajuste: El aviso que emite la autoridad fiscal 

competente a través de los sistemas establecidos para la gestión de los procesos inherentes al cumplimiento de 

obligaciones fiscales establecidas en este Código, por medio del cual se informa a los contribuyentes sobre 

inconsistencias, diferencias o errores, o bien, se realiza cualquier solicitud de información adicional a efecto de que 

regularicen su situación fiscal previo a que se inicien los procedimientos de comprobación por parte de la  autoridad 

fiscal; 
 

IV. Clave de Acceso o Usuario: Conjunto único de caracteres alfanuméricos que identifican a una persona como 

usuario en los sistemas que opere la Secretaría; 
 

V. Código: El Código Fiscal de la Ciudad de México; 
 

VI. Congreso: El Congreso de la Ciudad de México; 
 

VII. Constitución: La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 
 

VIII. Contraloría: La Secretaría de la Contraloría General de la Ciudad de México; 
 

IX. Contraseña: Conjunto único de caracteres alfanuméricos y/o especiales, asignados de manera confidencial y  que 

valida la identificación de la persona a la que se le asignó una clave de acceso, por los sistemas que opere la Secretaría; 

X. Demarcación territorial: Cada una de las partes en que se divide el territorio de la Ciudad de México para efectos de 

organización político administrativa; 

 

XI. Dependencias: Las Secretarías y la Consejería Jurídica y de Servicios Legales; 

 

XII. Dirección de Correo Electrónico: El buzón postal electrónico de una persona o institución que permite enviar  y 

recibir mensajes a través de internet mediante sistemas de comunicación electrónicos. En el caso de los 

servidores públicos será el correo electrónico institucional; 
 

XIII. Documento Digital: Todo mensaje de datos que contiene información o escritura generada, enviada, recibida o 

archivada por medios electrónicos, ópticos o de cualquier otra tecnología; 
 

XIV. Documento Electrónico: Documento o archivo electrónico creado con una aplicación, que incluye información en 

texto, imagen o audio, enviada o recibida por medios electrónicos o migrada a éstos a través de un tratamiento 

automatizado y que requiera de una herramienta informática específica para ser legible o recuperable; 
 

XV. Documento Electrónico Oficial: Documento o archivo electrónico creado con una aplicación que contiene 

información en texto, imagen o audio, enviada o recibida por medios electrónicos o migrada a éstos a través de un 

tratamiento automatizado y que requiera de una herramienta informática específica para ser legible o 

recuperable, emitida por la autoridad fiscal que contiene un sello digital que le otorga validez oficial; 
 

XVI. Entidades: Los organismos descentralizados, empresas de participación estatal mayoritaria y los fideicomisos 

públicos del Sector Paraestatal de la Ciudad de México; 

 

XVII. Expediente Electrónico: Conjunto de documentos electrónicos ordenados de acuerdo con un método 

determinado y que tratan de un mismo asunto, de carácter indivisible y estructura básica de la Serie Documental; 
 

XVIII. Firma Digital: Medio gráfico de identificación consistente en la digitalización de una firma autógrafa 

mediante un dispositivo electrónico, que es utilizada para reconocer a su autor y expresar su consentimiento; 
 

XIX. ¿Firma Electrónica Avanzada: Aquella amparada por un certificado vigente que confirme el vínculo entre un  

firmante y los datos de creación de esta, expedida por el Servicio de Administración Tributaria de conformidad con el 

Convenio de Colaboración vigente y demás normatividad aplicable, misma que sustituirá, en los casos en que se utilice, 
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a la firma autógrafa del firmante, con lo cual se garantizará la integridad del documento y producirá los mismos efectos 

que las leyes otorgan a los documentos con firma autógrafa, teniendo el mismo valor probatorio; 

 

XX. Fiscalía: Fiscalía General de Justicia de la Ciudad de México; 

 

XXI. Grandes Contribuyentes: Las personas físicas y morales que en términos de la normatividad que emita la 

Tesorería, se consideren como tales; 

 

XXII. Instituto: El Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública, Protección de Datos Personales y  

Rendición de Cuentas de la Ciudad de México; 

 

XXIII. Investigación y desarrollo de tecnología: Los gastos e inversión destinados directa y exclusivamente a la  

ejecución de proyectos que se encuentren dirigidos al desarrollo de productos, materiales o procesos de 

producción, que representen un avance científico o tecnológico, de conformidad con las reglas generales 

acordadas por el Sistema de Aguas y la Secretaría de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación de la Ciudad de 

México; 

 

XXIV. Jefe de Gobierno: La persona titular de la Jefatura de Gobierno de la Ciudad de México; 

 

XXV. Ley de Ingresos: Ley de Ingresos de la Ciudad de México; 

 

XXVI. Ley de Austeridad: Ley de Austeridad, Transparencia en Remuneraciones, Prestaciones y Ejercicio de 

Recursos de la Ciudad de México; 

 

XXVII. Ley Orgánica: Ley Orgánica del Poder Ejecutivo y de la Administración Pública de la Ciudad de México; 

 

XXVIII. Medios Electrónicos: Dispositivos tecnológicos para transmitir o almacenar datos e información, a través  de 

computadoras, líneas telefónicas, enlaces dedicados, microondas o de cualquier otra tecnología; 

 

XXIX. Notificación Electrónica: Acto administrativo jurídico formal por medio del cual, a través del uso de medios  

electrónicos y telemáticos, tales como páginas web o correos electrónicos, observando las formalidades legales  

preestablecidas, se hace fehacientemente del conocimiento de los contribuyentes, terceros, responsables 

solidarios, representantes o personas autorizadas el contenido de un acto o resolución; 

 

XXX. Órganos Desconcentrados: Los que con este carácter se establezcan conforme a la Ley Orgánica del Poder 

Ejecutivo y de la Administración Pública de la Ciudad de México y su Reglamento, que integran la Administración 

Pública Desconcentrada; 

 

XXXI. Procuraduría Fiscal: La Procuraduría Fiscal de la Ciudad de México; 

 

XXXII. Promoción electrónica: Cualquier solicitud, entrega de documentación o información a través de medios 

electrónicos; 

 

XXXIII. Recurso de revocación en la vía tradicional: El recurso de revocación que se substancia recibiendo las 

promociones y demás documentales en manuscrito o impresos en papel, y formando un expediente también en papel, 

donde se agregan las actuaciones procesales correspondientes al propio recurso; 
 

XXXIV. Recurso de revocación en línea: Substanciación y resolución del recurso de revocación en todas sus etapas, así 

como de los procedimientos previstos en el Código, a través del Sistema que la propia Secretaría implemente y 

desarrolle, formando un expediente electrónico; 

 

XXXV. Reglamento Interior: El Reglamento Interior del Poder Ejecutivo y de la Administración Pública de la Ciudad de 

México; 
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XXXVI. Secretaría: La Secretaría de Administración y Finanzas; 

 

XXXVII. Sello Digital: Cadena de caracteres que acredita que un archivo electrónico oficial, fue emitido por la 

autoridad fiscal; 

 

XXXVIII. Sistema de Aguas: El Sistema de Aguas de la Ciudad de México; 

 

XXXIX. Sistema en Línea: Sistema de Recurso de Revocación en Línea; 

 

XL. Teso Buzón Fiscal CDMX: Sistema de comunicación electrónico a través del portal de internet de la Secretaría; XLI. 

Tesorería: La Tesorería de la Ciudad de México; 

XLII. Tribunal: El Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México; 

 

XLIII. Tribunal de Justicia Administrativa: El Tribunal de Justicia Administrativa de la Ciudad de México; 

 

XLIV. Vivienda de Interés Popular: Vivienda cuyo precio de venta al público es superior a 6,000 veces el valor diario de la 

Unidad de Medida y Actualización vigente y no exceda de 10,800 veces el valor diario de dicha Unidad; y 

 

XLV. Vivienda de Interés Social: Vivienda cuyo precio máximo de venta al público es de 6,000 veces el valor diario de la 

Unidad de Medida y Actualización vigente. 

 

ARTÍCULO 3.- La Secretaría interpretará para efectos administrativos las disposiciones de este Código. 

 

LIBRO PRIMERO DE 

LOS INGRESOS 
 

TÍTULO PRIMERO 

DEL PRESUPUESTO DE INGRESOS 
 

CAPÍTULO I 

Disposiciones Generales 

 

ARTÍCULO 4.- Todos los ingresos que tenga derecho a percibir la Ciudad de México serán recaudados por las  

autoridades fiscales o por las personas y oficinas que las mismas autoricen. 
 

CAPÍTULO II 

De la Iniciativa de Ley de Ingresos 
 

ARTÍCULO 5.- El titular de la Tesorería, en el ámbito de las atribuciones que le confiere el Reglamento Interior, deberá 

remitir al Congreso junto con la iniciativa de la Ley de Ingresos, la evaluación cuantitativa y cualitativa de los cobros 

realizados por concepto de las contribuciones, aprovechamientos y sus accesorios, así como los productos 

señalados en la Ley de Ingresos, en el que se informe la relación entre los resultados y avances y el costo de los programas 

respectivos. 

 

CAPÍTULO III 

De la Ejecución de la Ley de Ingresos 

 

ARTÍCULO 6.- Corresponde a las autoridades fiscales de la Ciudad de México la ejecución de la Ley de Ingresos. Dicha 

ejecución se llevará a cabo mediante el ejercicio de las facultades de recaudación, comprobación, 

determinación, administración y cobro de los impuestos, contribuciones de mejoras, derechos y 

aprovechamientos establecidos en este Código, así como cualquier otro ingreso que en derecho corresponda a la 

Ciudad de México. 
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ARTÍCULO 7.- Para los efectos de este Código y demás leyes vigentes son autoridades fiscales, las siguientes: 

 

I. La Jefatura de Gobierno de la Ciudad de México; 

 

II. La Secretaría; 

 

III. La Tesorería; 

 

IV. La Procuraduría Fiscal; 

 

V. La Unidad de Inteligencia Financiera; 

 

VI. La dependencia, órgano desconcentrado, entidad o unidad administrativa que en términos de las disposiciones 

jurídicas correspondientes, tenga competencia para llevar a cabo las atribuciones a que se refiere el artículo 

anterior, y 

 

VII. El Sistema de Aguas. 

 

Para el ejercicio de sus facultades, las autoridades fiscales tendrán competencia en todo el territorio de la Ciudad de 

México. 
 

TÍTULO SEGUNDO 

DE LOS ELEMENTOS GENERALES DE LAS CONTRIBUCIONES 
 

CAPÍTULO I 

Disposiciones Generales 
 

ARTÍCULO 8.- Las personas físicas y las morales están obligadas al pago de las contribuciones y aprovechamientos 

establecidos en este Código, conforme a las disposiciones previstas en el mismo. Cuando en este Código se haga 

mención a contribuciones relacionadas con bienes inmuebles, se entenderá que se trata de los impuestos predial, sobre 

adquisición de inmuebles y contribuciones de mejoras. 

 

ARTÍCULO 9.- Las contribuciones establecidas en este Código, se clasifican en: 
 

I. Impuestos. Son los que deben pagar las personas físicas y morales, que se encuentran en la situación jurídica o de 

hecho prevista en este Código, y que sean distintas a las señaladas en las fracciones II y III de este artículo; 

 

II. Contribuciones de mejoras. Son aquéllas a cargo de personas físicas o morales, privadas o públicas, cuyos 

inmuebles se beneficien directamente por la realización de obras públicas, y 
 

III. Derechos. Son las contraprestaciones por el uso o aprovechamiento de los bienes del dominio público de la  Ciudad 

de México, con excepción de las concesiones o los permisos, así como por recibir los servicios que presta la Entidad en 

sus funciones de derecho público, excepto cuando se presten por organismos descentralizados u  órganos 

desconcentrados cuando, en este último caso, se trate de contraprestaciones que no se encuentren previstas 

como tales en este Código. 
 

ARTÍCULO 10.- Son aprovechamientos los ingresos que perciba la Ciudad de México por funciones de derecho público 

y por el uso, aprovechamiento o explotación de bienes del dominio público distintos de las contribuciones, de 

los ingresos derivados de financiamiento, y de los que obtengan las empresas de participación estatal y los organismos 

descentralizados, salvo que en este último supuesto se encuentren previstos como tales en este Código. Así también, 

se consideran aprovechamientos, los derivados de responsabilidad resarcitoria, entendiéndose por tal la 

obligación a cargo de los servidores públicos, proveedores, contratistas, contribuyentes y en general, a los particulares 

de indemnizar a la Hacienda Pública de la Ciudad de México, cuando en virtud de las irregularidades en que incurran, 

sea por actos u omisiones, resulte un daño o perjuicio estimable en dinero, en los términos del artículo 454 de este 
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Código. 

 

ARTÍCULO 11.- Son accesorios de las contribuciones y de los aprovechamientos los recargos, las sanciones, los gastos 

de ejecución y la indemnización a que se refiere el artículo 37 de este Código, los cuales participan de la  naturaleza de 

la suerte principal, cuando se encuentren vinculados directamente a la misma. 

 

ARTÍCULO 12.- Son productos las contraprestaciones por los servicios que presta la Ciudad de México en sus  

funciones de derecho privado, así como por el uso, aprovechamiento y enajenación de sus bienes de dominio  privado. 

 

ARTÍCULO 13.- Son créditos fiscales, los que tenga derecho a percibir la Ciudad de México o sus organismos 

descentralizados que provengan de contribuciones, de aprovechamientos, de sus accesorios, así como aquellos a los 

que las leyes les den ese carácter y demás que la Ciudad de México tenga derecho a percibir por cuenta ajena; y las 

contraprestaciones por los servicios que presta la Ciudad de México en sus funciones de derecho privado, por el uso, 

aprovechamiento y enajenación de sus bienes de dominio privado, de acuerdo a la normatividad aplicable. 

 

ARTÍCULO 14.- Las disposiciones fiscales que establezcan cargas a los particulares y las que señalen excepciones a las 

mismas, así como las que fijen las infracciones y sanciones, son de aplicación estricta. Se considera que establecen 

cargas a los particulares las normas que se refieren al sujeto, objeto, base, tasa o tarifa. 

 

Las otras disposiciones fiscales se interpretarán aplicando cualquier método de interpretación jurídica. A falta de 

norma fiscal expresa, se aplicarán supletoriamente las disposiciones del derecho común, cuando su aplicación no sea 

contraria a la naturaleza propia del derecho público. 

 

ARTÍCULO 15.- Los contribuyentes tendrán la obligación de presentar declaraciones para el pago de las 

contribuciones en los casos en que así lo señale este Código. Para tal efecto lo harán en las formas que apruebe la 

Secretaría, debiendo proporcionar el número de ejemplares, los datos e informes y adjuntar los documentos que 

dichas formas requieran, o a través de los medios electrónicos que establezca la Secretaría. No obstante lo 

anterior, la autoridad fiscal podrá emitir propuestas de declaraciones para facilitar a los contribuyentes el 

cumplimiento de tales obligaciones, las cuales no tendrán el carácter de resoluciones fiscales y por tanto no 

relevarán a los contribuyentes de la presentación de las declaraciones que correspondan. El recibo de pago 

previsto en el artículo 37 de este Código, no constituye una resolución emitida por autoridad, por lo que no genera una 

afectación en materia fiscal y es improcedente el juicio de nulidad ante el Órgano Jurisdiccional. 

 
 

Si los contribuyentes aceptan las propuestas de declaraciones a que se refiere el párrafo anterior, las presentarán como 

declaración y la autoridad ya no realizará determinaciones por el período que corresponda, si los datos conforme 

a los cuales se hicieron dichas determinaciones corresponden a la realidad al momento de hacerlas. Si los 

contribuyentes no reciben dichas propuestas podrán solicitarlas en las oficinas autorizadas. 

 

ARTÍCULO 16.- Las formas oficiales aprobadas que se mencionan en este Código deberán publicarse en la Gaceta Oficial 

de la Ciudad de México; en tanto se publiquen, los contribuyentes presentarán sus declaraciones por escrito firmado por 

el contribuyente o su representante legal, en el que se precise, por lo menos, el nombre, denominación o razón 

social según se trate, su domicilio fiscal, el número de cuenta, contribución a pagar, periodo o periodos a cubrir, así 

como su importe. 

 

La presentación de promociones, trámites, informes, avisos, declaraciones, manifestaciones y demás 

obligaciones de carácter formal a que este Código se refiere, deberá ser efectuada por el contribuyente o sujeto  

obligado a ello, de manera preferencial, a través de los medios electrónicos o magnéticos que se establezcan en las 

reglas de carácter general que al efecto emita la Secretaría. 

 

Los sistemas informáticos que habiliten las autoridades fiscales para la gestión de las obligaciones fiscales 

referidas en este Código también serán medios para el envío de: 
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a) Invitaciones y Avisos de la autoridad fiscal al contribuyente. 

 

b) Información sobre programas especiales en materia fiscal. 

 

c) Requerimientos de información complementaria relacionada con declaraciones, manifestaciones y avisos. 

 

d) Avisos de confirmación de datos, aclaración, rectificación o ajuste. 

 

Por lo anterior se considerará un medio formal de comunicación entre la autoridad fiscal y los contribuyentes. 

 

La falta de publicación de las formas oficiales a que se refiere este artículo, no podrá ser causa de revocación o nulidad, 

cuando el contribuyente las impugne en recurso de revocación o ante el Tribunal de Justicia Administrativa. 

 

ARTÍCULO 17.- Ante la negativa de la autoridad fiscal de recibir el pago de una contribución, el contribuyente podrá 

consignarlo al Tribunal de Justicia Administrativa, a través de los medios que para tal efecto se establezcan y en los 

formatos que se indiquen, proporcionando la información necesaria para el registro y efectividad de la consignación, 

así como la presentación de la declaración correspondiente, en los medios electrónicos que para este efecto se 

pongan a su disposición. 
 

Una vez aceptada la consignación por parte del Tribunal de Justicia Administrativa, y con base en los datos 

proporcionados por el contribuyente en su declaración, en términos del artículo 15 de este Código, el medio 

electrónico utilizado para tal fin proporcionará al contribuyente el formato correspondiente a través del cual, se hará 

efectiva la consignación con el depósito de los recursos ante los auxiliares de Tesorería habilitados para tal  fin y su 

registro en los sistemas contables de la Secretaría, sin perjuicio de las facultades de comprobación de las autoridades 

fiscales. 
 

En caso de que el Tribunal de Justicia Administrativa tenga por no hecha la consignación y deje a disposición del 

interesado los documentos que, en su caso, hubiere presentado y ordene la devolución de la cantidad enterada, la 

autoridad fiscal reintegrará al contribuyente el monto consignado. 

 

El reintegro que se efectúe de las cantidades consignadas no se considerará devolución en términos del artículo  49 de 

este Código. 
 

Para efectos de lo anterior, el contribuyente deberá proporcionar a la autoridad fiscal los datos bancarios para el 

reintegro del importe enterado, en un término no mayor de 10 días hábiles. 

 

ARTÍCULO 18.- Las cuotas y las tarifas de las contribuciones, las multas, valores y, en general, las cantidades que en su 

caso se establecen en este Código, vigentes en el mes de diciembre de cada año, se actualizarán a partir del primero de 

enero del año siguiente con el factor que al efecto se establezca en la Ley de Ingresos. 
 

En el caso de que para un año de calendario el Congreso no emita los factores a que se refiere el párrafo anterior, las 

cuotas y las tarifas de las contribuciones, las multas, valores y, en general las cantidades que en su caso se  establecen 

en este Código, que se encuentren vigentes al treinta y uno de diciembre, se actualizarán a partir del primero de enero 

del año siguiente, conforme a la variación del promedio anual del Índice Nacional de Precios al Consumidor emitido 

por la autoridad competente al mes de noviembre del año anterior al ejercicio fiscal en que deban actualizarse. Para 

ello, deberá dividirse el índice promedio de los doce meses más recientes entre el índice promedio de los doce meses 

anteriores, para aplicar su resultado como factor de ajuste. 

ARTÍCULO 19.- El pago de los derechos que establece este Código deberá hacerse por el contribuyente, 

previamente a la prestación de los servicios, salvo los casos en que expresamente se señale otra época de pago. 
 

Cuando no se compruebe que el pago de los derechos se ha efectuado previamente a la prestación del servicio y se trate 

de derechos que deban pagarse por anticipado, el servicio no se proporcionará. 
 

En caso de que el pago de derechos deba efectuarse con posterioridad a la prestación del servicio por tratarse de 
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servicios continuos o porque así se establezca en este Código dejará de prestarse si no se efectúa dicho pago. 
 

ARTÍCULO 20.- Para que se otorguen las licencias, permisos o el registro de las manifestaciones de construcción a que 

hacen referencia los artículos 141, fracción II, 183, 185, 186, 188, 189, 191, fracciones I, II y III, y 193, fracciones I y III, de este 

Código, los contribuyentes deberán estar al corriente en el pago de las contribuciones respectivas a dichas licencias, 

permisos o registro de manifestaciones de construcción y continuar así para su revalidación correspondiente. 

 

Para lo anterior, el contribuyente deberá presentar ante la autoridad administrativa respectiva, la constancia de  

adeudos emitida a través de los medios electrónicos que establezca la Secretaría, por la Administración Tributaria que 

corresponda o, en su caso, por el Sistema de Aguas. 

 

ARTÍCULO 21.- Se considera domicilio fiscal: 

 

I. Tratándose de personas físicas: 

 

a). El local en que se encuentre el principal asiento de sus negocios, en la Ciudad de México; 

 

b). Cuando sus actividades las realicen en la vía pública, la casa en que habiten en la Ciudad de México; 

 

c). Cuando tengan bienes que den lugar a contribuciones, el lugar de la Ciudad de México en que se encuentren  los 

bienes, y 

 

d). En los demás casos, el lugar de la Ciudad de México donde tengan el asiento principal de sus actividades. 

 

II. En el caso de personas morales: 

 

a). El lugar de la Ciudad de México en el que esté establecida la administración principal del negocio; 

 

b). En caso de que la administración principal se encuentre fuera de la Ciudad de México, será el local que dentro de la 

Ciudad de México se ocupe para la realización de sus actividades; 

 

c). Tratándose de sucursales o agencias, de negociaciones radicadas fuera del territorio de la Ciudad de México, el lugar 

de ésta donde se establezcan, y 

 

d). A falta de los anteriores, el lugar de la Ciudad de México en el que se hubiere realizado el hecho generador de la 

obligación fiscal. 

 

III. Tratándose de contribuciones relacionadas con bienes inmuebles, el lugar en donde se encuentre el inmueble 

respectivo, a menos que el contribuyente hubiera señalado, por escrito, a la autoridad fiscal competente otro 

domicilio distinto, dentro de la Ciudad de México. En caso de que el inmueble se encuentre desocupado o baldío, el 

contribuyente tendrá la obligación de indicar, por escrito, a la autoridad fiscal competente otro domicilio 

distinto, dentro de la Ciudad de México. 

 

Para el caso de los contribuyentes que dictaminen el cumplimiento de sus obligaciones fiscales en términos de lo 

dispuesto en el artículo 58 de este Código y cuente con dos o más bienes inmuebles deberán señalar un solo 

domicilio. 

 

Cuando los contribuyentes señalen como domicilio fiscal uno diferente a los establecidos en este artículo, las 

autoridades fiscales podrán practicar diligencias en el lugar que conforme a este Código se considera domicilio  fiscal. 

Lo establecido en este párrafo no es aplicable al domicilio que los contribuyentes indiquen en sus promociones 

para oír y recibir notificaciones. 

 

ARTÍCULO 22.- Para efectos fiscales los avalúos vinculados con las contribuciones establecidas en este Código, sólo 
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podrán ser practicados además de la autoridad fiscal, por: 

 

I. Peritos valuadores con registro vigente por la autoridad fiscal; 

 

II. Instituciones de Crédito; 

 

III. Sociedades civiles o mercantiles cuyo objeto específico sea la realización de avalúos; 

 

IV. Dirección General de Patrimonio Inmobiliario, cuando se auxilie por peritos valuadores auxiliares o 

independientes, éstos deberán contar con registro vigente ante la autoridad fiscal, y 

 

V. Corredores públicos. 

 

Los peritos valuadores a que se hace referencia en la fracción I, serán independientes o auxiliares, quienes podrán 

suscribir y realizar avalúos. Los últimos sólo lo harán bajo el respaldo de una Institución de Crédito, sociedad civil o 

mercantil a que hace referencia este artículo. 

 

Los requisitos para obtener el registro para la práctica de avalúos con fines fiscales, en el caso de quienes se 

encuentran comprendidos en las fracciones I, II, III y V serán establecidos en el Manual de Procedimientos y  

Lineamientos Técnicos de Valuación Inmobiliaria. 

 

Los corredores públicos deberán acreditar ante la autoridad fiscal que se encuentren legalmente habilitados para 

ejercer como corredores, así como cumplir con los siguientes requisitos: 

 

a). Que tengan como mínimo una experiencia de dos años en valuación inmobiliaria; 

 

b). Que tengan conocimiento suficiente de los procedimientos y lineamientos técnicos de valuación inmobiliaria,  así 

como del mercado de inmuebles de la Ciudad de México, para lo cual se someterá a los aspirantes a los exámenes 

teóricos-prácticos que la propia autoridad fiscal estime conveniente. 

 

Las Instituciones de Crédito, así como las sociedades civiles o mercantiles a que se hace mención, deberán 

auxiliarse para la suscripción y realización de avalúos de los peritos valuadores auxiliares o independientes con 

registro vigente por la autoridad fiscal. 

 

La autoridad fiscal podrá convocar a las personas que cuenten con registro de perito valuador, ya sean auxiliares, 

independientes o corredores públicos, a la realización de exámenes teórico-prácticos, en cualquier momento, a 

efecto de verificar su actualización en el conocimiento de las leyes, lineamientos y manuales técnicos y 

administrativos, así como del mercado inmobiliario actual de la Ciudad de México. Cuando como resultado de  dicho 

examen no se acredite tener los conocimientos suficientes para ejercer la práctica valuatoria, perito valuador 

auxiliar, perito valuador independiente o corredor público, tendrán una oportunidad más de presentar 

el examen en un lapso máximo de dos meses antes de suspender su registro. Una vez suspendido, previo pago de 

derechos, deberá presentar el examen en las fechas subsecuentes para aspirantes, establecidas en el Manual de 

Procedimientos y Lineamientos Técnicos de Valuación Inmobiliaria, hasta por dos ocasiones más antes de 

proceder a cancelar su registro. 
 

Las suspensiones a que se refiere este artículo, entrarán en vigor a partir del día siguiente de la notificación legal de la 

resolución correspondiente, y hasta en tanto que demuestre su capacidad para dedicarse a esta actividad a través de 

la presentación del examen correspondiente. 
 

Las personas a que se refieren las fracciones I, II y III de este artículo, deberán presentar los avalúos que practiquen, en el 

formato electrónico que establezca la Tesorería, de conformidad con los requerimientos que se contengan  en el 

Manual de Procedimientos y Lineamientos Técnicos de Valuación Inmobiliaria. 

 

ARTÍCULO 23.- En caso de que las personas autorizadas por la autoridad fiscal o con registro vigente ante ella, 
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practiquen avalúos sin ajustarse a lo establecido en el Manual de Procedimientos y Lineamientos Técnicos de 

Valuación Inmobiliaria, dicha autorización o registro, podrán ser suspendidos de seis hasta treinta y seis meses. Si 

hubiere reincidencia o participación en la comisión de algún delito fiscal, se podrá cancelar en forma definitiva  dicha 

autorización o registro, sin perjuicio de las demás sanciones administrativas o penales en que pudieran llegar a 

incurrir, y se notificará al Colegio respectivo. 

 

Para la determinación de las sanciones a que hace referencia el párrafo anterior, se estará a lo dispuesto en este Código, 

así como en el Manual de Procedimientos y Lineamientos Técnicos de Valuación Inmobiliaria. 

 

La revisión de los avalúos practicados por las personas autorizadas por la autoridad fiscal o con registro vigente  ante 

ella, se podrá efectuar en forma independiente al ejercicio de otras facultades de comprobación de la autoridad 

fiscal. 

 

Los avalúos que no reúnan los requisitos a que se refiere este Código y el Manual de Procedimientos y 

Lineamientos Técnicos de Valuación Inmobiliaria, no producirán efectos fiscales. 

 

ARTÍCULO 24.- Los avalúos para actualización de datos catastrales y para efectos del artículo 60 a que se refiere este 

Código tendrán vigencia durante doce meses, contados a partir de la fecha en que se efectúen, y de seis meses para efectos 

comerciales, salvo que durante ese período los inmuebles objeto de avalúo, sufran modificaciones  que impliquen 

variaciones en sus características físicas o variaciones en el comportamiento del mercado inmobiliario. 

 

Para el caso de que durante la vigencia antes establecida los inmuebles objeto de los avalúos sufran alguna de las 

variaciones referidas, no se generará obligación o responsabilidad alguna para el Notario Público que en su caso 

formalice una operación con el avalúo de que se trate, siempre y cuando en la escritura pública las partes que 

participen en la referida operación, manifiesten bajo protesta de decir verdad que el inmueble respecto del cual  se 

elaboró el avalúo no ha sufrido dichas variaciones; lo anterior, sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 118 de este 

Código, así como de las facultades de la autoridad fiscal con la parte adquirente del inmueble derivadas de las posibles 

diferencias de las contribuciones que resulten. 
 

ARTÍCULO 25.- La Federación, las Entidades Federativas, los Municipios, las entidades paraestatales, los 

prestadores de servicios públicos concesionados de carácter federal o local y, en general, cualquier persona o  

institución oficial o privada, aún cuando de conformidad con otras leyes o decretos no estén obligados a pagar 

contribuciones o estén exentos de ellas, deberán cubrir las que establezca este Código, con las excepciones que  en él 

se señalan. 
 

ARTÍCULO 26.- Tratándose de las contribuciones relacionadas con la propiedad inmobiliaria, a que se refiere el artículo 

122, apartado A, base V, párrafo quinto, de la Constitución, solo estarán exentos de su pago los bienes  sujetos al 

régimen del dominio público de la Federación y de la Ciudad de México, conforme a las leyes respectivas y los 

lineamientos que para tal efecto emita la Secretaría, salvo que tales bienes sean utilizados por entidades  paraestatales 

o por particulares, bajo cualquier título, para fines administrativos o propósitos distintos a los de su objeto público. 
 

Las personas que de acuerdo con las disposiciones fiscales no estén obligadas a pagar contribuciones únicamente 

tendrán las obligaciones de carácter formal que establezca este Código. 
 

ARTÍCULO 27.- Los interesados deberán presentar al Notario ante quien se formalice en escritura la adquisición o 

transmisión de la propiedad de bienes inmuebles las constancias de adeudos del Impuesto Predial y Derechos por el 

Suministro de Agua respecto del bien inmueble de que se trate, donde conste que el inmueble no presenta adeudos 

de los últimos cinco años anteriores al otorgamiento de dichos instrumentos. 
 

Los Notarios deberán agregar al apéndice de la escritura referida en el párrafo anterior, las constancias de adeudos del 

Impuesto Predial y Derechos por el Suministro de Agua mencionadas, que efectivamente les sean exhibidas por los 

interesados. 
 

Tratándose de adeudos fiscales que fueren declarados sin efecto por sentencia definitiva de los tribunales 
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judiciales o administrativos o bien se encuentre garantizado el interés fiscal por haberse interpuesto algún medio de 

defensa, los citados Notarios deberán hacerlo constar en la escritura de que se trate y agregarán la 

documentación que lo acredite al apéndice respectivo. 

 

El Registro Público de la Propiedad correspondiente, únicamente inscribirá los citados documentos cuando 

conste en el apéndice de la escritura las constancias de adeudos del Impuesto Predial y Derechos por el Suministro de 

Agua en los términos a que se refiere este artículo. 
 

CAPÍTULO II 

Del Nacimiento, Determinación, Garantía y Extinción de los Créditos Fiscales 

 

ARTÍCULO 28.- La obligación fiscal nace cuando se realizan las situaciones jurídicas o de hecho previstas en las 

disposiciones fiscales, la cual se determinará y liquidará conforme a las disposiciones vigentes en el momento de su 

nacimiento, pero le serán aplicables las normas sobre procedimiento que se expidan con posterioridad. 

 

ARTÍCULO 29.- La determinación de los créditos fiscales establecidos en este Código, corresponde a los 

contribuyentes. En caso de que las autoridades fiscales deban hacer la determinación, los contribuyentes les 

proporcionarán la información necesaria dentro de los quince días siguientes a la fecha de su causación. 

 

ARTÍCULO 30.- Los créditos fiscales a que este Código se refiere podrán garantizarse en alguna de las formas  

siguientes: 

 

I. Depósito de dinero; 

 

II. Prenda o hipoteca; 

 

III. Fianza otorgada por compañía autorizada, la que no gozará de los beneficios de orden y excusión; 

 

IV. Obligación solidaria asumida por tercero que compruebe su idoneidad y solvencia, y 

 

V. Embargo en la vía administrativa. 

 

La garantía deberá comprender, además del crédito fiscal actualizado, los accesorios causados, incluidos los 

recargos que se causen en los doce meses siguientes a su otorgamiento. Al terminar este período y en tanto no se cubra 

el crédito fiscal, deberá actualizarse su importe cada año y ampliarse la garantía para que cubra el crédito actualizado 

y el importe de los recargos, incluso los correspondientes a los doce meses siguientes a la presentación de la 

ampliación, con excepción de aquellos casos previstos en la fracción V del artículo siguiente. 

 

ARTÍCULO 31.- La garantía a que se refiere el artículo anterior se otorgará a favor de la Tesorería en los siguientes términos: 

 

I. El depósito de dinero, podrá otorgarse mediante billete o certificado expedido por Nacional Financiera, S.N.C.,  el 

cual quedará en poder de la Secretaría, o en efectivo mediante recibo oficial expedido por la propia Secretaría, cuyo 

original se entregará al interesado; 

 

II. Tratándose de prenda o hipoteca se constituirá sobre los siguientes bienes: 

 

a). Bienes muebles por el 75% de su valor de avalúo siempre que estén libres de gravámenes hasta por ese 

porciento. La Secretaría podrá autorizar a instituciones o corredores públicos para valuar o mantener en depósito 

determinados bienes. La prenda deberá inscribirse en el Registro Público de la Propiedad correspondiente, 

cuando los bienes en que recaiga estén sujetos a esta formalidad. 

 

No serán admisibles como garantía los bienes que ya se encuentren embargados por autoridades fiscales, 

judiciales o en el dominio de los acreedores. Los de procedencia extranjera, sólo se admitirán cuando se 
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compruebe su legal estancia en el país. 

 

Las garantías a que se refiere este inciso, podrán otorgarse entregando contratos de administración celebrados  con 

instituciones financieras que amparen la inversión en Certificados de la Tesorería de la Federación o cualquier otro título 

emitido por el Gobierno Federal, que sea de renta fija, siempre que se designe como beneficiario único a la Tesorería. En 

estos supuestos se aceptará como garantía el 100% del valor nominal de los certificados o títulos, debiendo reinvertirse 

una cantidad suficiente para cubrir el interés fiscal, pudiendo el contribuyente retirar los rendimientos, y 

 

b). Bienes inmuebles por el 75% del valor de avalúo o catastral. Para estos efectos se deberá acompañar a la  solicitud 

respectiva el certificado del Registro Público de la Propiedad y de Comercio en el que no aparezca anotado algún 

gravamen ni afectación urbanística o agraria, que hubiera sido expedido cuando más con tres meses de 

anticipación. En el supuesto de que el inmueble reporte gravámenes, la suma del monto total de éstos y el interés fiscal 

a garantizar no podrá exceder del 75% del valor. 
 

En la hipoteca, el otorgamiento de la garantía se hará en escritura pública que deberá inscribirse en el Registro  Público 

de la Propiedad correspondiente, y contener los datos relacionados con el crédito fiscal. El otorgante podrá 

garantizar con la misma hipoteca los recargos futuros o ampliar la garantía cada año en los términos del  artículo 30 

de este Código. 
 

III. En caso de que garantice mediante fianza, ésta deberá quedar en poder y guarda de la Tesorería o de la 

autoridad recaudadora de la Ciudad de México que sea competente para cobrar coactivamente créditos fiscales; 

En el caso de que la póliza de fianza se exhiba en documento digital, deberá contener la firma electrónica avanzada o el 

sello digital de la afianzadora. 
 

IV. Tratándose del embargo en la vía administrativa, se sujetará a las siguientes reglas:  
 

a)  Se practicará a solicitud del contribuyente; 
 

b) El contribuyente señalará los bienes o negociaciones en que deba trabarse, debiendo ser suficientes para 

garantizar el interés fiscal, siempre que se cumplan los requisitos y porcientos que establece este artículo. No  serán 

susceptibles de embargo los bienes de fácil descomposición o deterioro o materias flamables, tóxicas o peligrosas; 

tampoco serán susceptibles de embargo los bienes necesarios para trabajar y llevar a cabo la actividad principal del 

negocio; 

 

c) El contribuyente deberá presentar avalúo de los bienes o negociaciones otorgados como garantía, mismo que 

deberá ser practicado en términos de lo establecido en el presente Código; 

 

d) Tratándose de bienes inmuebles y negociaciones, deberá presentar certificado de libertad de existencia o 

inexistencia de gravámenes, limitaciones de dominio y anotaciones preventivas único, vigente a la fecha de 

presentación del otorgamiento de la garantía; 

 

e). Tratándose de personas físicas el depositario de los bienes será el propietario y en el caso de personas morales el 

representante legal. Cuando a juicio del superior jerárquico de la autoridad recaudadora exista peligro de que el 

depositario se ausente, enajene u oculte sus bienes o realice maniobras tendientes a evadir el cumplimiento de sus 

obligaciones, podrá removerlo del cargo; en este supuesto los bienes se depositarán en un almacén general de 

depósito, o en su caso, con la persona que designe el mismo; 

 

f). Deberá inscribirse en el Registro Público de la Propiedad correspondiente, el embargo de los bienes que estén 

sujetos a esta formalidad, y 

 

g). Deberá cubrirse, con anticipación a la práctica de la diligencia de embargo en la vía administrativa, los gastos de 

ejecución señalados en la fracción II del artículo 373 de este Código. El pago así efectuado tendrá el carácter de definitivo 

y en ningún caso procederá su devolución una vez practicada la diligencia. 
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V. Para que un tercero asuma la obligación de garantizar el interés fiscal, deberá sujetarse a lo siguiente: 
 

a). Manifestará su aceptación mediante escrito firmado ante notario público o ante la autoridad recaudadora que 

tenga encomendado el cobro del crédito fiscal, requiriéndose en este caso la presencia de dos testigos; 
 

b). Cuando sea persona moral la que garantice el interés fiscal, el monto de la garantía deberá ser menor al 10% de su 

capital social mínimo fijo, y siempre que dicha persona no haya tenido pérdida fiscal para efectos del impuesto 

sobre la renta en los dos últimos ejercicios de doce meses o que aún teniéndola, ésta no haya excedido de un 10% de su 

capital social mínimo fijo, y 

 

c). En caso de que sea una persona física la que garantice el interés fiscal, el monto de la garantía deberá ser menor al 10% 

de los ingresos declarados para efectos del impuesto sobre la renta en el último ejercicio, sin incluir el 75% de los ingresos 

declarados como actividades empresariales o del 10% del capital afecto a su actividad empresarial, en su caso. 

 

Para formalizar el otorgamiento de la garantía, el titular de la oficina recaudadora que corresponda, deberá 

levantar un acta de la que entregará copia a los interesados y solicitará que se hagan las anotaciones 

correspondientes en el Registro Público de la Propiedad correspondiente. 

Para que un tercero asuma la obligación de garantizar por cuenta de otro con prenda, hipoteca o embargo en la vía 

administrativa, deberá cumplir con los requisitos que para cada caso se establecen en este artículo. 

 

En el caso de las fracciones II y IV, los bienes que se ofrezcan como garantía deberán encontrarse dentro de la  

circunscripción territorial de la Ciudad de México. 

 

ARTÍCULO 32.- La garantía del interés fiscal se presentará por el interesado ante la autoridad recaudadora que 

corresponda, para que en un plazo de quince días hábiles la califique, acepte si procede y le dé el trámite 

correspondiente. La garantía deberá ser acompañada de los documentos relativos al crédito fiscal por garantizar, y se 

expresará la causa por la que se presenta. 

 

Las autoridades a que se refiere el párrafo anterior para calificar la garantía presentada, deberán verificar que se 

cumplan los requisitos que se establecen en este Código en cuanto a la clase de la garantía presentada, el motivo por el 

cual se otorgó y que su importe cubra los conceptos que señala el último párrafo del artículo 30 de este  Código; 

cuando no se cumplan, la autoridad requerirá al interesado, a fin de que en un plazo de cinco días contados a 

partir del día siguiente a aquél en que se notifique dicho requerimiento, cumpla con el requisito omitido; en caso 

contrario, no se aceptará la garantía. 

 

Para garantizar el interés fiscal sobre un mismo crédito, podrán combinarse las diferentes formas que al efecto 

establece el artículo 30 de este Código, así como sustituirse entre sí, caso en el cual, antes de cancelarse la garantía original 

deberá constituirse la sustituta, cuando no sea exigible la que se pretende sustituir. 

 

La garantía constituida podrá comprender uno o varios créditos fiscales, siempre que la misma comprenda los 

conceptos previstos en el último párrafo del artículo 30 de este Código. 

 

ARTÍCULO 33.- La cancelación de la garantía procederá en los siguientes casos: 

 

I. Por sustitución de garantía; 

 

II. Por el pago del crédito fiscal; 

 

III. Cuando en definitiva quede sin efectos la resolución que dio origen al otorgamiento de la garantía, y 

 

IV. En cualquier otro caso en que deba cancelarse de conformidad con las disposiciones de este Código. 

 

La garantía podrá disminuirse o sustituirse por una menor en la misma proporción en que se reduzca el crédito  fiscal 
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por pago de una parte de éste. 

 

ARTÍCULO 34.- Para los efectos del artículo anterior el contribuyente o el tercero que tenga interés jurídico, deberá 

presentar solicitud de cancelación de garantía ante la autoridad recaudadora que la haya exigido o recibido, 

acompañando los documentos necesarios para tal efecto. 

 

La cancelación de las garantías en las que con motivo de su otorgamiento se hubiera efectuado inscripción, se  hará 

mediante oficio de la autoridad recaudadora correspondiente al Registro Público de la Propiedad. 

 

ARTÍCULO 35.- Procede garantizar el interés fiscal, cuando: 

I. Se solicite la suspensión del procedimiento administrativo de ejecución y el crédito fiscal exceda de ochocientas 

veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización vigente; 

 

II. Se solicite prórroga para el pago de los créditos fiscales o para que sean cubiertos en parcialidades, si dichas 

facilidades se conceden individualmente y siempre que el crédito fiscal tenga un monto superior a mil quinientas veces 

el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización vigente; 

 

III. Se solicite la aplicación del producto en los términos del artículo 385 de este Código; 

 

IV. Tratándose de créditos derivados de multas administrativas y éstos sean impugnados, independientemente  de su 

monto, y 

 

V. En los demás casos que señale este ordenamiento y demás disposiciones legales aplicables. 

 

La Secretaría y el Sistema de Aguas, facultados para determinar créditos fiscales podrán dispensar la garantía del interés 

fiscal cuando, en relación con el monto del crédito respectivo, sean notorias la amplia solvencia del deudor o la 

insuficiencia de su capacidad económica. 
 

ARTÍCULO 36.- Las garantías constituidas para asegurar el interés fiscal a que se refieren las fracciones II, IV y V del artículo 

30 de este Código, se harán efectivas a través del procedimiento administrativo de ejecución. 

 

Si la garantía consiste en depósito de dinero una vez que el crédito fiscal quede firme procederá su aplicación por la 

Secretaría. 

 

Tratándose de fianza a favor de la Ciudad de México, otorgada para garantizar obligaciones fiscales a cargo de 

terceros, al hacerse exigible, se estará a lo dispuesto en las leyes que rijan la materia. 

 

ARTÍCULO 37.- El pago de un crédito fiscal podrá hacerse en efectivo, con cheque de caja o certificado, o en especie 

en los casos que así lo establezca este Código y demás leyes aplicables. 

 

La Secretaría, aceptará otros instrumentos de pago diferentes a los señalados en el párrafo anterior, previo 

cumplimiento de los requisitos que se señalen en las reglas de carácter general que para tal efecto expida, mismas que 

deberán publicarse en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México, o bien, cuando se cuente con la autorización que en 

cada caso emita la Secretaría. 

 

Los pagos con cheque se recibirán salvo buen cobro. Sólo se recibirán cheques de las cuentas del titular del crédito fiscal, 

a excepción de aquellos casos en que el titular de la cuenta de cheques funja como retenedor del impuesto de que se 

trate. 

 

El cheque recibido por las autoridades fiscales deberá ser presentado al librado dentro de los quince días naturales 

siguientes al de su fecha y en caso de que no sea pagado por causas imputables al librador, dará lugar al cobro del monto 

del cheque, a una indemnización que será siempre del 20% del valor de éste, y se exigirá independientemente de 

la suerte principal y los accesorios que se hubieren generado a cargo del contribuyente. 
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Para tal efecto, la autoridad notificará al librador respectivo, para que dentro del plazo de tres días, contado a  partir 

de aquél en el que surta efectos la notificación correspondiente, efectúe el pago a que se refiere el párrafo anterior, o 

acredite con las pruebas documentales procedentes que la falta de pago no le es imputable o presente escrito 

acompañando dichas pruebas. La indemnización a que hace referencia el párrafo anterior y los accesorios generados 

hasta la fecha del pago del crédito fiscal, serán cubiertos por el librado cuando acepte que la devolución del 

cheque se originó por causas imputables a éste. 

 

Transcurrido el plazo señalado si no se obtiene el pago a que se alude en el párrafo anterior o el librador no 

demuestra que la falta de pago del título de crédito se produjo por causas ajenas a su voluntad, la autoridad fiscal 

requerirá y cobrará el monto del cheque, la indemnización mencionada, el crédito fiscal y en su caso, los demás 

accesorios causados, mediante el procedimiento administrativo de ejecución, sin perjuicio de la responsabilidad  

penal que en su caso procediera. 

 

Quien pague créditos fiscales recibirá de la oficina recaudadora el recibo oficial, así como los medios de 

comprobación fiscal de carácter electrónico, documentos y medios que deberán ser expedidos o generados y  

controlados exclusivamente por la Secretaría, en tratándose de recibo oficial, la impresión original deberá 

contener el nombre y la firma del cajero o del servidor público autorizado. Tratándose de los pagos efectuados a través 

de las instituciones de crédito, el comprobante para el contribuyente deberá contener los requisitos que se establezcan 

en las reglas de carácter general a que se refiere el segundo párrafo de este artículo, en las que se regulará el 

cumplimiento de obligaciones fiscales de carácter formal y la forma de comprobar el pago de la obligación fiscal, 

tratándose de pagos realizados mediante transferencia electrónica, así como la fecha en que se tendrá por cumplida. 
 

En el caso de que el contribuyente haya realizado el pago de los créditos fiscales a su cargo con cheque o mediante 

transferencia electrónica, y el entero no aparezca reflejado en los sistemas de cómputo de la Tesorería, pero el  título 

de crédito o el abono por transferencia electrónica se encuentre concentrado en las cuentas bancarias de la Secretaría, 

pero no abonado a la cuenta del contribuyente, procede se reconozca el entero realizado y se refleje en los registros 

de la Tesorería, debiéndose seguir el procedimiento resarcitorio en contra de los servidores públicos que resulten 

responsables. 

 

ARTÍCULO 38.- Para el pago de los créditos fiscales y sus accesorios, cuando el importe total a pagar se refleje en 

fracciones de la unidad monetaria, se ajustarán hasta cuarenta y nueve centavos al peso inferior y a partir de 

cincuenta centavos al peso superior. 

 

ARTÍCULO 39.- Los créditos fiscales se pagarán en la fecha o dentro del plazo señalado en las disposiciones 

respectivas. A falta de disposición expresa, el pago deberá hacerse dentro de los siguientes quince días a aquél en que se 

produzca el hecho generador. 

 

Tratándose de los créditos fiscales determinados por las autoridades, en el ejercicio de sus facultades de 

comprobación, determinación o sancionadoras, deberán pagarse o garantizarse junto con sus accesorios dentro  de 

los quince días siguientes a aquél en que surta efectos su notificación. 

 

ARTÍCULO 40.- Los particulares podrán acudir ante las autoridades fiscales dentro de un plazo de seis días 

siguientes a aquél en que haya surtido efectos la notificación de las resoluciones a que se refieren los artículos 88, 464, 

466, 467 y 470 de este Código, así como en los casos en que la autoridad fiscal determine mediante reglas de carácter 

general, a efecto de hacer las aclaraciones que consideren pertinentes, debiendo la autoridad, resolver  en un plazo de 

seis días contados a partir de que quede debidamente integrado el expediente. 

 

Lo previsto en este artículo no constituye instancia, ni interrumpe ni suspende los plazos para que los particulares 

puedan interponer los medios de defensa. Las resoluciones que se emitan por la autoridad fiscal no podrán ser 

impugnadas por los particulares. 

 

ARTÍCULO 41.- Cuando no se cubran los créditos fiscales en la fecha o dentro del plazo fijado por las disposiciones fiscales, 
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su monto se actualizará desde el mes en que debió hacerse el pago y hasta que el mismo se efectúe, lo 

anterior debido al transcurso del tiempo y con motivo de los cambios de precios en el país, para lo cual se aplicará el 

factor de actualización a las cantidades que se deban actualizar. Dicho factor se obtendrá dividiendo el Índice Nacional 

de Precios al Consumidor que determine la autoridad competente conforme a la legislación aplicable  que regula su 

cálculo, del mes anterior al más reciente del periodo entre el citado índice correspondiente al mes  anterior al más 

antiguo de dicho periodo. 

 

En los casos en que el Índice Nacional de Precios al Consumidor del mes anterior al más reciente del periodo, no haya 

sido publicado por la autoridad competente, la actualización de que se trate se realizará aplicando el último Índice 

mensual publicado. 

 

La actualización no se efectuará por fracciones de mes. 

 

Las cantidades actualizadas conservan la naturaleza jurídica que tenían antes de la actualización. El 

factor de actualización a que se refiere este artículo deberá calcularse hasta el diez milésimo. 

Cuando el resultado de la operación a que se refiere el primer párrafo de este artículo sea menor a 1, el factor de 

actualización que se aplicará al monto de los créditos fiscales, será 1. 

 

 

ARTÍCULO 42.- La falta de pago de un crédito fiscal en la fecha o plazo a que se refiere el artículo 39 de este Código, dará lugar 

a que el crédito sea exigible, y deberán pagarse recargos en concepto de indemnización a la Hacienda Pública de la 

Ciudad de México por la falta de pago oportuno. Dichos recargos se calcularán conforme a una tasa que será 30% mayor 

de la que establezca el Congreso en la Ley de Ingresos, para el caso de pago diferido o en parcialidades. 

 

Los recargos se causarán hasta por cinco años por cada mes o fracción que transcurra a partir del día siguiente al del 

vencimiento del plazo en que debió hacerse el pago y hasta que el mismo se efectúe, excepto cuando el 

contribuyente pague en forma espontánea en términos del artículo 462 de este Código, los créditos fiscales 

omitidos, caso en el cual el importe de los recargos no excederá de los causados en los últimos doce meses. 

 
 

Cuando el contribuyente deba pagar recargos o las autoridades fiscales intereses, la tasa aplicable en un mismo  

periodo mensual o fracción de éste, será siempre la que esté en vigor al primer día del mes o fracción de que se trate, 

independientemente de que dentro de dicho periodo la tasa varíe. 

 

Los recargos se calcularán sobre el total de las contribuciones o aprovechamientos previamente actualizados en 

términos del artículo 41 de este Código, excluyendo los propios recargos y cualquier otro accesorio. En los mismos 

términos se calcularán los recargos sobre otros créditos fiscales. 

 

Salvo lo dispuesto en los artículos 44, fracción I, 105 y 449-11 del presente Código, en ningún caso las autoridades fiscales 

podrán condonar total o parcialmente los recargos correspondientes. 
 

ARTÍCULO 43.- Cuando el contribuyente solicite por escrito la liquidación y la autoridad se retrase para emitirla por 

causas imputables a ella, no se aplicarán recargos ni sanciones, por el período en que hubiere durado la emisión 

de la liquidación, siempre que el contribuyente pague su adeudo dentro de los quince días posteriores al que se le haya 

notificado la resolución liquidatoria. 

 

ARTÍCULO 44.- El Jefe de Gobierno mediante resoluciones de carácter general podrá: 

 

I. Condonar o eximir, total o parcialmente, el pago de contribuciones, aprovechamientos y sus accesorios autorizar su 

pago a plazo, diferido o en parcialidades cuando se haya afectado o trate de impedir que se afecte la situación de alguna 

zona de la Ciudad de México, una rama de actividad o su realización, así como en casos de catástrofe sufridas por 

fenómenos naturales, plagas o epidemias; y 
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II. Dictar las medidas relacionadas con la administración, control, forma de pago y procedimientos señalados en  este 

Código, sin variar las disposiciones relacionadas con el sujeto, el objeto, la base, la cuota, la tasa o la tarifa de los 

gravámenes, las infracciones o las sanciones, a fin de facilitar el cumplimiento de las obligaciones de los 

contribuyentes. 

 

La emisión de resoluciones de carácter general que conforme a este artículo dicte el Jefe de Gobierno, deberán  

apegarse a lo siguiente: 

 

1. En cuanto al sujeto, deberán mencionar: 

 

a. Las personas beneficiarias y las porciones del padrón que se incluirán, detallando zona catastral o área de valor, 

colonia y predios; 

 

b. Las personas beneficiarias en el caso de ramas de actividad, determinando los giros que la integran, y de 

acuerdo al padrón de la Tesorería. 

 

2. Respecto al alcance de los beneficios, se deberán contemplar en el resolutivo: 

 

a. Lo relacionado en cuanto al importe o porcentaje de condonación; 

 

b. Las contribuciones, aprovechamientos y accesorios que estarán incluidos en el beneficio; 

 

c. Los ejercicios fiscales contemplados en el beneficio; y 

 

d. El plazo en que se difieren los pagos otorgados por el beneficio. 

 

3. En cuanto a la información, señalar las contribuciones o aprovechamientos a que se refiere, el monto o la 

porción de los beneficios y plazos que se concedan y los requisitos que deban cumplir los beneficiarios. 
 

4. En los avances de informe trimestral, deberá informar sobre el ejercicio que haga de la facultad conferida en  este 

artículo. 

 

ARTÍCULO 45.- Las autoridades fiscales competentes, a petición de los contribuyentes, podrán autorizar el pago a 

plazos de los créditos fiscales, ya sea diferido o en parcialidades, sin que la duración total de los plazos 

autorizados para pagar exceda de cuarenta y ocho meses. Para estos efectos, los contribuyentes deberán pagar por lo 

menos la primera parcialidad, al momento de la autorización del pago a plazos. El monto total del adeudo se integrará 

por la suma de los siguientes conceptos: 

 

a). El monto de las contribuciones omitidas actualizado desde el mes en que se debieron pagar y hasta aquél en que 

se autorice el pago a plazos. 

 

b). Las multas que correspondan actualizadas desde el mes en que se debieron pagar y hasta aquél en que se  autorice 

el pago a plazos. 

 

c). Los accesorios distintos de las multas que tenga a su cargo el contribuyente a la fecha en que se autorice el  pago 

a plazos. 

 

No procederá la autorización que refiere el párrafo anterior, tratándose de los créditos derivados de los Impuestos sobre 

Adquisición de Inmuebles, sobre Loterías, Rifas, Sorteos y Concursos y por la Prestación de Servicios de  Hospedaje, 

de multas administrativas, así como a los provenientes de derechos, con excepción de los de Suministro de Agua. 

 

Durante el plazo concedido se causarán recargos por concepto de financiamiento, que se calcularán sobre el saldo 

insoluto del crédito fiscal, a la tasa que establezca el Congreso en la Ley de Ingresos. 
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Las autoridades fiscales al autorizar el pago a plazos, ya sea en forma diferida o en parcialidades, exigirán que se 

garantice el interés fiscal en relación con el monto total del adeudo restante, dentro de los sesenta días naturales 

siguientes a la fecha en que hubiere sido autorizada la solicitud de pago a plazos en los términos de los artículos 30 y 35 

de este Código, cuando el contribuyente esté obligado a otorgar garantía. 
 

En caso de incumplimiento en el pago de la primera parcialidad, se tendrá por desistido al contribuyente de su  

petición. 
 

Tratándose de la autorización del pago a plazos en parcialidades, el saldo que se utilizará para el cálculo de las 

parcialidades será el resultado de disminuir el pago realizado en términos del primer párrafo de este artículo, del 

monto total del crédito fiscal. 
 

Tratándose de la autorización del pago a plazos de forma diferida, el monto que se diferirá será el resultado de restar 

el pago realizado en términos del primer párrafo de este artículo, del monto total del crédito fiscal. 
 

El monto para liquidar el adeudo a que hace referencia el párrafo anterior, deberá cubrirse en una sola exhibición a más 

tardar en la fecha de pago especificada por el contribuyente en su solicitud de autorización de pago a plazos. 

 

La autorización a que se refiere este artículo, sólo podrá otorgarse por dos ocasiones para el mismo crédito fiscal. 

 

En los casos en que el crédito fiscal esté controvertido, la autoridad fiscal, previa autorización de la Secretaría,  podrá 

modificar dicho crédito, conviniendo con el contribuyente la forma de efectuar el pago del adeudo fiscal. 
 

ARTÍCULO 46.- Cesará la autorización para pagar a plazo en forma diferida o en parcialidades, y será 

inmediatamente exigible el crédito fiscal, cuando: 
 

I. No se otorgue, desaparezca o resulte insuficiente la garantía del interés fiscal, sin que el contribuyente dé nueva 

garantía o amplíe la que resulte insuficiente, en los términos establecidos en este Código; 
 

II. El contribuyente sea declarado en concurso mercantil o solicite su liquidación judicial; 

 

III. El contribuyente no pague tres parcialidades sucesivas con sus recargos, o no efectúe el pago de alguna de las dos 

últimas parcialidades autorizadas, en el transcurso de los dos meses siguientes al vencimiento de la parcialidad 

omitida. 
 

Cuando no se paguen oportunamente los montos de las parcialidades autorizadas, el contribuyente estará 

obligado a pagar recargos por falta de pago oportuno sobre la parcialidad no cubierta oportunamente. 
 

IV. El deudor cambie de domicilio, sin dar aviso a la autoridad fiscal que otorgó dicha autorización, y 
 

V. El contribuyente no pague el crédito fiscal en el plazo otorgado en el caso de diferimiento de pago. 
 

ARTÍCULO 47.- Los pagos que haga el deudor se aplicarán, antes que al crédito principal, a cubrir los accesorios en el 

siguiente orden: 
 

I. La indemnización a que se refiere el artículo 37 de este Código; 

 

II. Los recargos; 
 

III. Las multas, y 

 

IV. Los gastos de ejecución. 
 

Cuando se trate de contribuciones que se causen periódicamente, y se adeuden los correspondientes a diversos  

períodos, si los pagos relativos a esas contribuciones no cubren la totalidad del adeudo, se aplicarán a cuenta de los 
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adeudos que corresponden a los períodos más antiguos. 

 

Los contribuyentes podrán efectuar pagos a cuenta de los créditos fiscales determinados por las autoridades 

fiscales, lo cual no interrumpirá el procedimiento administrativo de ejecución. 
 

Las oficinas recaudadoras recibirán las declaraciones, formatos para trámite de pago, avisos, solicitudes y demás 

documentos tal y como se exhiban, sin hacer observaciones ni objeciones y devolverán copia sellada a quien los 

presente. Únicamente podrán rechazar la presentación cuando no contengan el nombre, denominación o razón  social 

del contribuyente, su domicilio fiscal o no aparezcan debidamente firmados, no se acompañen los anexos o 

tratándose de declaraciones y formatos para trámite de pago estos contengan errores aritméticos. En este último 

caso, las oficinas podrán cobrar las contribuciones o aprovechamientos respectivos que resulten de corregir los 

errores aritméticos y sus accesorios. 

 

ARTÍCULO 48.- Son responsables solidarios del pago de los créditos fiscales: 

 

I. Los retenedores y las personas a quienes las leyes impongan la obligación de recaudar contribuciones, hasta por el 

monto de dichas contribuciones; 

 

II. Quien manifieste expresamente su voluntad de asumir responsabilidad solidaria; 

 

III. Los liquidadores y síndicos por las contribuciones que debieron pagar a cargo de la sociedad en liquidación o  

concurso mercantil, así como de aquéllas que se causaron durante su gestión; 

 

IV. La persona o personas cualquiera que sea el nombre con que se les designe, que tengan conferida la dirección 

general, la gerencia general, o la administración única de las personas morales, por las contribuciones causadas  o no 

retenidas por dichas personas morales durante su gestión, así como por las que debieron pagarse o enterarse durante la 

misma, en la parte del interés fiscal que no alcance a ser garantizada con los bienes de la persona moral que dirigen, 

cuando: 

 

a). No presenten solicitud de inscripción a los padrones de contribuciones locales; 

 

b). Cambien de domicilio sin presentar el aviso respectivo, siempre que el cambio se efectúe después de que se  

hubiera notificado el inicio del ejercicio de las facultades de comprobación previstas en este Código y antes de que se 

haya notificado la resolución que se dicte con motivo de dicho ejercicio, o cuando se realice después de  que se le 

hubiera notificado un crédito fiscal y antes de que éste se haya cubierto o hubiera quedado sin efectos, y 

c). No lleven contabilidad, la oculten o la destruyan. 

 

V. Los adquirentes de negociaciones, respecto de las contribuciones que se hubieran causado en la negociación,  

cuando pertenecía a otra persona, sin que la responsabilidad exceda del valor de la propia negociación; 

 

VI. Los representantes legales y mandatarios, incluyendo a los albaceas, por los créditos fiscales que dejen de  pagar 

sus representados o mandantes, en relación con las operaciones en que aquéllos intervengan, hasta por el monto de 

dichos créditos; 

 

VII. Quienes ejerzan la patria potestad o la tutela, por las contribuciones a cargo de su representado; 

 

VIII. Los legatarios y los donatarios a título particular respecto de los créditos fiscales que se hubieran causado en 

relación con los bienes legados o donados, hasta por el monto de éstos; 
 

IX. Los adquirentes de bienes inmuebles, cuando los enajenantes no hayan pagado las contribuciones o lo hayan hecho 

en cantidad menor a lo señalado en este Código, sin que la responsabilidad exceda del valor del inmueble. En el caso de 

inmuebles bajo el régimen de propiedad en condominio, la responsabilidad solidaria del adquirente de los derechos 

de una unidad de propiedad exclusiva, será proporcional al porcentaje indiviso que le corresponda a esa unidad, 
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en relación al total del inmueble condominal; 
 

X. Los terceros que para garantizar el interés fiscal constituyan depósito, prenda o hipoteca o permitan el embargo de 

bienes, hasta por el valor de los dados en garantía, sin que en ningún caso su responsabilidad exceda del monto del 

interés garantizado; 

 

XI. Los socios o accionistas, respecto de las contribuciones que se hubieran causado por la sociedad cuando tenía tal 

calidad, en la parte del interés fiscal que no alcance a ser garantizada con sus bienes, siempre que dicha sociedad 

incurra en cualquiera de los supuestos a que se refieren los incisos a), b) y c) de la fracción IV de este  artículo, sin que 

la responsabilidad exceda de la participación que tenían en el capital social de la sociedad durante el periodo o 

la fecha de que se trate, siempre que hubieren tenido algún cargo de dirección o administración en la sociedad; 
 

XII. Los propietarios de los inmuebles en donde se instalen tomas de agua, cuando los usuarios del servicio no  cubran 

la contribución por el suministro de este líquido; 

 

XIII. Las sociedades escindidas, por las contribuciones causadas en relación con la adquisición de los inmuebles  

transmitidos por la escindente, así como por las contribuciones causadas por esta última con anterioridad a la  

escisión, sin que la responsabilidad exceda del valor del capital de cada una de ellas al momento de la escisión; 

 

XIV. Las sociedades nacionales de crédito, instituciones de crédito y cualquier otra persona autorizada por la ley  para 

llevar a cabo operaciones fiduciarias, respecto de los créditos fiscales que se hubieren causado por las 

operaciones derivadas de la actividad objeto del fideicomiso, hasta por el valor de los bienes fideicomitidos; 

 

XV. Los copropietarios, o los participantes en derechos mancomunados, respecto de los créditos fiscales derivados del 

bien o derecho en común y hasta por el valor de éste. Por el excedente de los créditos fiscales cada uno quedará obligado 

en la proporción que le corresponda en el bien o derecho mancomunado; 

 

XVI. Las personas autorizadas y registradas para practicar avalúos con fines fiscales, así como los peritos 

valuadores que auxilien a las primeras, con relación a los avalúos que hayan emitido, siempre que con ellos se  hayan 

determinado contribuciones de manera incorrecta, en perjuicio de la Hacienda Pública de la Ciudad de México; 

 

XVII. Quien exprese su voluntad por medio de un contrato o título de concesión, de pagar las contribuciones en  lugar 

del sujeto directo obligado en la relación jurídico principal; 

 

XVIII. La persona que libre un cheque para cubrir el monto de un crédito fiscal a cargo de un tercero, que no sea pagado 

por causas imputables al propio librador, será responsable solidario de la suerte principal y los accesorios que se 

hubieren generado a cargo del contribuyente, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 37 de este Código; 

 

XIX. Se deroga. 

 

XX. Los usufructuarios de bienes inmuebles así como los que tengan derechos de uso y de habitación, por las 

contribuciones que se hubieren causado con relación a los bienes usufructuados, y 

 

XXI. Las demás personas físicas o morales que señale este Código y las leyes aplicables. 

 

La responsabilidad solidaria comprenderá los accesorios, con excepción de las multas, lo anterior, no exime al  

contribuyente en su calidad de responsable directo del pago de las multas generadas. Lo dispuesto en este párrafo no 

impide que los responsables solidarios puedan ser sancionados por los actos u omisiones propios. 

 

ARTÍCULO 49.- Las autoridades fiscales están obligadas a devolver las cantidades pagadas indebidamente y las que 

procedan de conformidad con este Código y demás leyes aplicables. La devolución se realizará a petición del 

interesado, mediante transferencia electrónica de conformidad con el artículo 358 de este Código, para lo cual  deberá 

proporcionar los datos de la institución integrante del sistema financiero y el número de cuenta para 
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transferencias electrónicas a nombre del contribuyente en dicha institución financiera debidamente integrado de 

conformidad con las disposiciones del Banco de México en la solicitud de devolución correspondiente o mediante 

certificado de devolución expedido a nombre del interesado, el cual se podrá utilizar para cubrir cualquier 

contribución o aprovechamiento que se pague mediante declaración o formato para trámite de pago, ya sea a su cargo 

o que deba enterar en su carácter de retenedor, o bien, transmitirse a diverso contribuyente quien podrá  aplicarlo 

como medio de pago en los mismos términos o a su vez transmitirlo, dicho documento tendrá una vigencia para 

su aplicación de tres años, contados a partir de la fecha de la última aplicación del saldo o de la fecha de expedición. Los 

retenedores podrán solicitar la devolución siempre que ésta se haga directamente a los contribuyentes. 

 

Se deroga. 

 

Si el pago de lo indebido se hubiera efectuado en cumplimiento de acto de autoridad, el derecho a la devolución nace 

cuando dicho acto hubiera quedado insubsistente. 

 

Cuando se solicite la devolución ante la autoridad competente, ésta deberá efectuarse dentro de un plazo de 120 días 

hábiles siguientes a la fecha en que se presentó la solicitud, con todos los datos, informes y documentos que señale la 

forma oficial respectiva; si faltare alguno de los datos, informes o documentos, la autoridad requerirá al promovente, 

a fin de que en un plazo de diez días hábiles cumpla con el requisito omitido. En caso de no subsanarse la omisión, 

la promoción se tendrá por no presentada. Si la omisión consiste en no haber usado la forma oficial aprobada, las 

autoridades deberán acompañar al requerimiento la forma respectiva en el número de ejemplares establecido. 

 

Las autoridades fiscales podrán devolver una cantidad menor a la solicitada por los contribuyentes con motivo de la 

revisión efectuada a la documentación aportada. En este caso, se considerará negada por la parte que no sea devuelta. 

Para tales efectos, las autoridades fiscales deberán fundar y motivar las causas que sustentan la negativa parcial o total de 

la devolución respectiva, la que se tendrá que notificar al contribuyente. 

 

No se considerará que las autoridades fiscales inician el ejercicio de sus facultades de comprobación, cuando 

soliciten los datos, informes y documentos, a que se refiere el cuarto párrafo anterior, pudiendo ejercerlas en  

cualquier momento. 

 

Se entenderá que la devolución se realizó a partir de la fecha en que el contribuyente reciba el depósito en la cuenta 

bancaria señalada en la solicitud de devolución. El comprobante del pago de la devolución respectiva, será el de la 

transferencia electrónica de recursos efectuada por la autoridad. 

 

No se causará actualización del monto durante el tiempo que transcurra de la fecha en que la autoridad notifique al 

solicitante que el certificado por el importe de la devolución se encuentra a su disposición en las oficinas de la 

autoridad fiscal al día en que lo recoja, también se suspenderá el plazo mencionado cuando no sea posible 

efectuar el depósito de la transferencia electrónica en la cuenta proporcionada por el contribuyente, por ser ésta 

inexistente o haberse cancelado o cuando el número de la cuenta proporcionado sea erróneo, hasta en tanto el  

contribuyente proporcione un número de cuenta válido, previa notificación, que para tal efecto realice la 

autoridad fiscal. 

 

Las autoridades fiscales pagarán el monto actualizado en términos del artículo 41 de este Código, desde el mes en que se 

realizó el pago de lo indebido y hasta que se efectúe la transferencia electrónica respectiva. 

 

Se deroga. 

 

El contribuyente que habiendo efectuado el pago de una contribución determinada por él mismo o por la 

autoridad, interponga oportunamente los medios de defensa que el presente Código y demás leyes establezcan y 

obtenga resolución firme que le sea favorable total o parcialmente, tendrá derecho a la devolución del monto 

actualizado correspondiente. En estos casos el contribuyente podrá compensar las cantidades a su favor, contra  la 

misma o distinta contribución o aprovechamiento que se pague mediante declaración o formato para trámite  de pago, 

ya sea a su cargo, de diverso contribuyente o que deba enterar en su carácter de retenedor. 
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Si la devolución se hubiera efectuado y no procediera, se causarán recargos en los términos del artículo 42 de este Código, 

sobre las cantidades devueltas indebidamente, como por las actualizaciones indebidamente pagadas por las 

autoridades fiscales, a partir de la fecha de la devolución. 
 

La obligación de devolver prescribe en el término de tres años, contados a partir de la fecha en que se realizó el pago y 

se interrumpe con cada gestión de cobro que el contribuyente realice a través de la presentación de la  solicitud de 

devolución a la autoridad competente. 
 

En el caso de contribuciones pagadas cuyo cobro esté controvertido, la autoridad recaudadora, podrá  convenir con 

el contribuyente la reducción en el monto de la devolución, siempre y cuando se reúnan los siguientes requisitos: 
 

I. Que lo solicite el contribuyente previo desistimiento de la acción intentada; 
 

II. Que el contribuyente acredite fehacientemente que interpuso los medios de defensa que este Código o las leyes 

establecen, y 
 

III. Que la reducción no sea superior a un 40%. 
 

Se deroga. 
 

En los casos en que haya prescrito la obligación de devolver por parte de la autoridad fiscal, ésta lo notificará en la 

resolución que recaiga a la solicitud de devolución correspondiente, debidamente fundada y motivada. 
 

Se deroga. 
 

ARTÍCULO 50.- El crédito fiscal determinado se extingue por prescripción en el término de cinco años. El término de la 

prescripción se inicia a partir de la fecha en que el pago pudo ser legalmente exigido y se podrá oponer como excepción 

en los recursos administrativos. El término para que se consuma la prescripción se interrumpe con cada gestión de cobro 

que el acreedor notifique al deudor o por el reconocimiento expreso o tácito de éste respecto de la existencia del 

crédito. Se considera gestión de cobro cualquier actuación de la autoridad dentro del procedimiento 

administrativo de ejecución, siempre que la misma sea notificada al deudor en términos de lo dispuesto en este 

Código. 
 

La declaratoria de prescripción de créditos fiscales podrá hacerse a petición de los particulares ante la 

Procuraduría Fiscal a través de los medios que establezca la Secretaría. 
 

Asimismo, se suspenderá el plazo a que se refiere este artículo cuando el contribuyente hubiera desocupado su 

domicilio fiscal sin haber comunicado a la autoridad fiscal mediante la presentación del aviso de cambio 

correspondiente o cuando hubiere señalado de manera incorrecta su domicilio fiscal, así como omitir presentar 

declaraciones en los términos de este Código. 
 

Cuando se suspenda el procedimiento administrativo de ejecución en los términos del artículo 420 de este Código, 

también se suspenderá el plazo de la prescripción. 
 

Para efectos del presente artículo, se entenderá como crédito fiscal determinado aquella resolución definitiva que 

establece obligaciones derivadas de los conceptos previstos en el artículo 13 de este Código; la cual es emitida por las 

autoridades en el ejercicio de sus facultades de comprobación, determinación o sancionadoras, misma que  una vez 

exigible puede hacerse efectiva a través de las facultades de cobro. 

 

 

ARTÍCULO 51.- Los contribuyentes obligados a pagar mediante declaración o cualquier otro formato de trámite de 

pago podrán optar por compensar las cantidades que tengan a su favor contra las que estén obligados a pagar por 

adeudo propio o por retención a terceros, así como cantidades a cargo de un tercero, siempre que deriven de una misma 

contribución, un mismo aprovechamiento o, de contribuciones y aprovechamientos distintos, cuando se concentren 

en la Tesorería incluyendo sus accesorios, y se realizará en los formatos que al efecto emita la Tesorería. 



23 

 
     

      CÓDIGO FISCAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO 
  

CONSEJERÍA JURÍDICA Y DE SERVICIOS LEGALES 
   

 

Se deroga. 

 

Una vez efectuada la compensación a que se refiere el párrafo primero, si resulta un remanente de saldo a favor, éste se 

podrá compensar, o bien solicitar su devolución. 

 

No podrá solicitarse la devolución de las cantidades determinadas a favor de los contribuyentes en las 

declaraciones cuya compensación se hubiera efectuado. 

 

Si la compensación se hubiere efectuado y no procediera, se causarán recargos en los términos del artículo 42 de este 

Código sobre las cantidades compensadas indebidamente, actualizadas por el periodo transcurrido desde el mes en 

que se efectuó la compensación indebida hasta aquél en que se haga el pago del monto de la compensación 

indebidamente efectuada. 

 

No se podrán compensar las cantidades cuando haya prescrito la obligación para devolverlas. 

 

Las autoridades fiscales podrán compensar de oficio las cantidades que los contribuyentes estén obligados a 

pagar por adeudos propios o por retención a terceros cuando éstos sean objeto de una sentencia ejecutoriada o 

sean firmes por cualquier otra causa, contra las cantidades que las autoridades fiscales estén obligadas a devolver al 

mismo contribuyente en los términos de lo dispuesto en el artículo 49, aun cuando la devolución ya hubiera  sido 

solicitada. En este caso se notificará personalmente al contribuyente la resolución que efectúe la 

compensación. 

 

Se entenderá que es una misma contribución o aprovechamiento si se trata del mismo impuesto, contribución de 

mejoras, derechos o aprovechamientos, con independencia de que se paguen mediante declaración o cualquier otro 

formato para trámite de pago. 

 

Se podrán compensar los créditos y deudas entre la Ciudad de México por una parte y la Federación, los Estados, 

Municipios, organismos descentralizados o empresas de participación estatal mayoritarias, por la otra. Por 

reciprocidad, la Secretaría en estos convenios de compensación podrá aplicar a los créditos que tengan a su favor el 

factor de actualización que, en su caso, aplique la otra parte. 

 

Cuando la Ciudad de México y los particulares reúnan la calidad de acreedores y deudores recíprocos, por su propio 

derecho podrán compensar créditos fiscales con adeudos de carácter civil, mercantil o de otra naturaleza. 

 

Una vez que el contribuyente solicite la compensación del saldo a su favor, la contribución o aprovechamiento a pagar 

no causará recargos durante el tiempo que la autoridad fiscal resuelva la procedencia de la misma. 

 

Se deroga. 

 

ARTÍCULO 52.- Las autoridades fiscales estarán facultadas para llevar a cabo la cancelación de créditos fiscales cuyo 

cobro les corresponda efectuar en los casos en que exista incosteabilidad manifiesta. 

 

Para que un crédito sea considerado incosteable la autoridad fiscal atenderá los siguientes: monto del crédito,  costo 

de las acciones de recuperación, antigüedad del crédito y probabilidad del cobro. 

 

La Secretaría establecerá con sujeción a lo establecido en el presente artículo, los supuestos en que procederá la 

cancelación a que refiere este artículo. 

 

La cancelación de los créditos a que se refieren los párrafos anteriores no libera de su pago. 

 

La Secretaría a más tardar el 31 de octubre de cada ejercicio fiscal, enviará un informe detallado a la Auditoría  Superior 

de la Ciudad de México, mismo que mencionará el nombre de las personas físicas y morales que hayan sido sujetas a 
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la aplicación de lo previsto en el presente artículo, además de mencionar los lineamientos que la  Secretaría tomó 

como base para determinar los casos de incosteabilidad. Dicho informe deberá contener por lo  menos: sector, 

actividad, tipo de contribuyente, porcentaje de cancelación y el reporte de las causas que originaron la 

incosteabilidad del cobro. 

 

ARTÍCULO 53.- La Secretaría podrá condonar las multas por infracción a las disposiciones fiscales y 

administrativas, inclusive las determinadas por el propio contribuyente para lo cual apreciará discrecionalmente las 

circunstancias del caso y los motivos que tuvo la autoridad que impuso la sanción. La solicitud de condonación de 

multas en los términos de este artículo, no constituirá instancia y las resoluciones que dicte la Secretaría al respecto 

no podrán ser impugnadas por los medios de defensa que establece este Código. 
 

La solicitud dará lugar a la suspensión del procedimiento administrativo de ejecución, si así se pide y se garantiza el 

interés fiscal. Sólo procederá la condonación de multas que hayan quedado firmes y siempre que la 

determinación del crédito principal no sea materia de impugnación o habiéndose impugnado el contribuyente se  

desista de la instancia intentada. 
 

Para los efectos de este artículo se entiende por multa firme aquella que no haya sido controvertida por algún  medio 

de defensa o hubiere transcurrido el término legal para interponerlo, cuando el contribuyente se desista  de la instancia 

promovida, o se dictó resolución o sentencia declarando la validez de la multa. 

 

CAPÍTULO III 

De los Derechos y Obligaciones de los Contribuyentes 

 

ARTÍCULO 54.- Las instancias o peticiones que se formulen a las autoridades fiscales deberán ser resueltas en un plazo de 

hasta cuatro meses; transcurrido dicho plazo sin que se notifique la resolución expresa, se considerará  como 

resolución afirmativa ficta, que significa decisión favorable a los derechos e intereses legítimos de los 

peticionarios, por el silencio de las autoridades competentes, misma que tendrá efectos, siempre y cuando no exista 

resolución o acto de autoridad debidamente fundado. 

 

Cuando se requiera al promovente que cumpla los requisitos omitidos o proporcione los elementos necesarios  para 

resolver, el término comenzará a correr desde que el requerimiento haya sido cumplido debidamente. 

 

ARTÍCULO 55.- No operará la resolución afirmativa ficta tratándose de la autorización de exenciones de créditos fiscales, 

la caducidad de las facultades de la autoridad, la facultad de revisión prevista en el artículo 111 de este Código, la 

prescripción o condonación de créditos fiscales, el otorgamiento de subsidios, disminuciones o reducciones en 

el monto del crédito fiscal, el reconocimiento de enteros, la solicitud de compensación, la devolución de 

cantidades pagadas indebidamente, la actualización de datos catastrales y consultas. 

 

Tampoco se configura la resolución afirmativa ficta, cuando la petición se hubiere presentado ante autoridad 

incompetente o los particulares interesados no hayan reunido los requisitos que señalen las normas jurídicas 

aplicables. 

 

 

En los casos en que no opere la afirmativa ficta, el interesado podrá considerar que la autoridad resolvió 

negativamente e interponer los medios de defensa en cualquier tiempo posterior al plazo a que se refiere el primer 

párrafo del artículo anterior, mientras no se dicte la resolución, o bien, esperar a que ésta se dicte. 

 

ARTÍCULO 56.- Son obligaciones de los contribuyentes: 

 

a). Inscribirse ante la autoridad fiscal en los padrones que les corresponda, por las obligaciones fiscales a su cargo 

previstas en el Código, en un plazo que no excederá de quince días a partir de la fecha en que se dé el hecho 

generador del crédito fiscal, utilizando las formas oficiales que apruebe la Secretaría de acuerdo con el 

procedimiento que determine mediante reglas de carácter general. 
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Cuando en las declaraciones, manifestaciones y avisos previstos en este Código, se requiera la clave de registro al padrón 

correspondiente y el código de barras, se deberán proporcionar los que hubiesen sido asignados por la  autoridad 

fiscal. 

 

Para el caso de que un inmueble se encuentre en copropiedad, deberá registrarse el nombre completo de cada  uno 

de los copropietarios y designarse a un representante común; 

 

b). Presentar los avisos que modifiquen los datos registrados en los padrones de la Ciudad de México, en un plazo que 

no excederá de quince días a partir de la fecha en que se dé la modificación. 

Los avisos a que se refiere este inciso que se presenten en forma extemporánea, surtirán sus efectos a partir de la fecha 

en que sean presentados. Tratándose del aviso de cambio de domicilio fiscal, éste no surtirá efectos cuando en el nuevo 

domicilio manifestado por el contribuyente sea impreciso o no exista; 

 

c). Declarar y en su caso pagar los créditos fiscales en los términos que disponga este Código; 

 

d). Firmar las declaraciones, manifestaciones y avisos previstos por este Código, de manera autógrafa o a través de 

cualquier medio digital que establezca la Secretaría, bajo protesta de decir verdad; 

 

e). Mostrar los libros exigidos por la legislación correspondiente, cuando les sean solicitados; 

 

f). Llevar un registro acorde con sus sistemas de contabilidad, en el que se consignarán tanto el monto de las 

erogaciones realizadas para remunerar el trabajo personal subordinado en la Ciudad de México, como los 

conceptos por los cuales efectuaron tales erogaciones. El registro deberá conformarse en un plazo que no 

excederá de cuarenta y cinco días naturales a partir de la fecha de presentación del aviso de inscripción al padrón del 

Impuesto sobre Nóminas, o de la fecha en que se realice el primer hecho generador del impuesto; 

 

g). Llevar un registro acorde con sus sistemas de contabilidad en el que se consigne el monto correspondiente al valor 

de la contraprestación por los servicios de hospedaje, donde se desglosen los servicios accesorios que en su caso se 

presenten. El registro deberá conformarse en un plazo que no excederá de cuarenta y cinco días naturales a partir de la 

fecha de presentación del aviso de inscripción al padrón del Impuesto por la Prestación de Servicios de Hospedaje, o de 

la fecha en que se realice el primer hecho generador del impuesto. 

 

En el caso de que un contribuyente cuente con dos o más inmuebles donde se presten servicios de hospedaje  deberá 

llevar el registro a que se refiere el párrafo anterior para cada uno de ellos, a excepción de los inmuebles colindantes 

por los que se llevará un sólo registro; 

 

h). Conservar la documentación y demás elementos contables y comprobatorios, en domicilio ubicado en la 

Ciudad de México durante el período de cinco años, contados a partir de la fecha de presentación de la última  

declaración o de que realizó el pago de la contribución de que se trate, en su caso; 

 

i). Proporcionar a las autoridades fiscales los datos, información o documentos, que se les soliciten, directamente 

relacionadas con el cumplimiento de sus obligaciones fiscales, dentro del plazo señalado para ello; 

 

j). Verificar los datos registrados en los padrones de la Ciudad de México, y k). 

Las demás que establezca este Código. 

 

ARTÍCULO 57.- Son derechos de los contribuyentes: 

 

 

a). Obtener de las autoridades fiscales asistencia gratuita, para el cumplimiento de sus obligaciones fiscales; b). 

Obtener la devolución de cantidades indebidamente pagadas; 

 

c). Interponer recursos administrativos y demás medios de defensa; 
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d). Obtener la contestación de las consultas que sobre situaciones reales y concretas, formulen a las autoridades 

fiscales; 

 

e). Se deroga. 

 

f). Optar por autodeterminar el consumo de agua y los derechos correspondientes; 
 

g). Autocorregir su situación fiscal, una vez iniciada la visita domiciliaria por parte de la autoridad fiscal, siempre  y 

cuando no se haya determinado crédito fiscal alguno; 
 

h). Efectuar el pago anticipado de las contribuciones a su cargo, en los términos que disponga este Código. 

 

Para los efectos del presente inciso, la autoridad recaudadora no podrá negarse a recibir los pagos anticipados de 

contribuciones, pero tampoco estará obligada a efectuar descuento alguno, si así lo solicitare el contribuyente,  

excepto en aquellos casos en que expresamente se señale en este Código. 
 

A petición del contribuyente, la autoridad fiscal emitirá una constancia en la que se señalen las declaraciones 

presentadas por el contribuyente en el ejercicio de que se trate y su fecha de presentación. Dicha constancia 

únicamente tendrá carácter informativo y en ella no se prejuzgará sobre el correcto cumplimiento de las 

obligaciones a su cargo. 

 

En cualquier caso, el contribuyente estará obligado a cubrir el monto que resulte a su cargo, de acuerdo con la  fecha 

en que nazca el crédito fiscal, en los términos a que se refiere el artículo 28 del presente Código. 

 

Tratándose del pago de derechos realizado en un año diferente al en que se solicita la prestación del servicio de que se 

trate se deberán pagar las diferencias que procedan, quedando obligadas las autoridades administrativas a prestar el 

servicio. 

 

En caso de que resulte una diferencia en el pago favorable al contribuyente, éste podrá solicitar a la autoridad  fiscal 

su devolución, en términos del artículo 49 de este Código; 

 

i). Contar con atención especializada a través de la Tesorería, para atender, entre otros, a grandes contribuyentes, en el 

cumplimiento de sus obligaciones fiscales; 

 

j). Domiciliar el pago de las contribuciones a su cargo; 

 

k). Que el ejercicio de las facultades de revisión se concluya dentro de los plazos establecidos en este Código, y se les 

comunique su conclusión; 

 

l). Ser tratados con el debido respeto y consideración por parte de las autoridades fiscales; 

 

m). Obtener los beneficios fiscales a que se refiere este Código, siempre que cumplan con los requisitos y 

procedimientos que al efecto se establezcan; 

 

n). Que las multas que se impongan se encuentren debidamente fundadas y motivadas; 

 

ñ). El carácter reservado de los datos, informes o antecedentes que de los contribuyentes y terceros con ellos  

relacionados, conozcan las autoridades fiscales, los cuales sólo podrán ser utilizados de conformidad con lo 

dispuesto por el artículo 102 de este Código; 

 

o). Que las personas con discapacidad, adultos mayores, mujeres embarazadas y personas que acudan con 

menores de 5 años de edad, reciban atención prioritaria, procurando contar con instalaciones adecuadas como 

lugares donde se puedan sentar y rampas que faciliten el acceso y estancia en los inmuebles de la autoridad fiscal; 
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p). No aportar los documentos que ya se encuentren en poder de la autoridad fiscal actuante, ante la cual se lleve el 

trámite correspondiente, y 

 

q). Las demás que este Código establezca. 

 

ARTÍCULO 58.- Están obligadas a dictaminar el cumplimiento de sus obligaciones fiscales, en los términos de este Código 

y de las reglas de carácter general que publique la Secretaría, a más tardar el 15 de enero del ejercicio siguiente al que 

se dictaminará, las personas físicas y morales, que se encuentren en alguno de los supuestos siguientes y únicamente 

por cada uno de ellos: 
 

I. Las que en el año calendario anterior a aquel que se dictamina, hayan contado con un promedio mensual de ciento 

cincuenta o más trabajadores; 
 

II. Las que en el año calendario anterior a aquel que se dictamina, hayan contado con inmuebles, de uso diferente al 

habitacional, cuyo valor catastral por cada uno o en su conjunto, en cualquiera de los bimestres del año, sea superior 

a $33,526,471.00. El dictamen deberá referirse a las obligaciones fiscales establecidas en este Código por el inmueble 

o los inmuebles que en su conjunto rebasen ese valor. 
 

III. Las que en el año calendario anterior a aquel que se dictamina, hayan contado con inmuebles de uso mixto,  cuyo 

valor catastral por cada uno o en su conjunto que rebasen el valor indicado en la fracción anterior; 

 

IV. Las que en el año calendario anterior a aquel que se dictamina, hayan consumido por una o más tomas de uso no 

doméstico o mixto más de 300 m3 de agua bimestral promedio, o en su caso, cuando se trate de una o más tomas de 

uso doméstico, más de 1000 m3 de agua bimestral promedio; en este último caso siempre que el inmueble donde 

se encuentre instalada dicha toma o tomas de agua, se haya otorgado en uso o goce temporal, total o parcialmente; 

 

V. Estar constituidos como organismos descentralizados, empresas de participación estatal mayoritaria y 

fideicomisos públicos conforme a la ley de la materia; 
 

VI. Las que en el año calendario anterior a aquel que se dictamina, hayan utilizado agua de fuentes diversas a la red de 

suministro de la Ciudad de México y hayan efectuado las descargas de este líquido en la red de drenaje, y 

 

VII. Las que en el año calendario anterior a aquel que se dictamina, hayan prestado los servicios de hospedaje 

contemplados en el artículo 162 de este Código y que en el ejercicio dictaminado, hayan percibido un monto igual o 

mayor a los $12,917,152.00, como contraprestación por los servicios prestados.  

 

Las personas físicas y morales que no se encuentren en alguno de los supuestos señalados en las fracciones de  este 

artículo, tendrán la opción de hacer dictaminar el cumplimiento de sus obligaciones fiscales. 

 

La presentación del aviso para dictaminar y del dictamen en los plazos en que dispone este Código, no impide el 

ejercicio de las facultades de cobro de créditos fiscales en el caso de que la autoridad fiscal advierta diferencias u 

omisiones de pago. 
 

No están obligadas a dictaminar el cumplimiento de las obligaciones fiscales que refiere el presente artículo, las  

Alcaldías, Dependencias y Órganos Desconcentrados de la Administración Pública de la Ciudad de México. 

 

ARTÍCULO 58 BIS.- Los contribuyentes que se dictaminen en términos de este Código y las Reglas de carácter general 

que correspondan, no serán sujetos de facultades de comprobación por los ejercicios dictaminados. 
 

Sin perjuicio de lo anterior, la autoridad fiscal podrá ejercer sus facultades de comprobación en caso de que se 

encuentren diferencias a cargo de los contribuyentes y/o se observen irregularidades en el dictamen 

correspondiente. 
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ARTÍCULO 59.- El registro para formular dictámenes del cumplimiento de obligaciones fiscales establecidas en este 

Código, lo podrán obtener las personas que tengan Cédula Profesional de Contador Público registrada ante  la 

Secretaría de Educación Pública; que sean miembros de un colegio de contadores públicos reconocido por la citada 

Secretaría, y que presenten solicitud de registro ante la Secretaría, acompañando los siguientes documentos: 

 

I. Copia Certificada de la Cédula Profesional, y 

 

II. Constancia original emitida por un colegio de contadores públicos que acredite su calidad de miembro activo por 

un período mínimo de tres años, expedida dentro de los dos meses anteriores a la fecha de la presentación de la 

solicitud. 
 

Una vez otorgado el registro, el Contador Público deberá comprobar ante la Secretaría, para su renovación y 

activación dentro de los tres primeros meses del año en que pretenda presentar avisos o dictámenes, que es socio activo 

del colegio profesional y presentar constancia de cumplimiento de la norma de educación continua, expedida 

por dicho colegio, o constancia de que sustentó y aprobó el examen correspondiente ante la autoridad fiscal. 

 

Cuando un Contador Público registrado en los términos de este artículo, durante 2 años consecutivos no participe en la 

presentación de avisos o dictámenes en cualquiera de las formas establecidas en este Código, se dará de baja su 

registro sin que se requiera resolución para tal efecto. 

 

ARTÍCULO 60.- El contribuyente deberá proporcionar al Contador Público que vaya a emitir el dictamen a que se refiere 

el artículo 58 de este Código, un avalúo catastral por cada uno de los inmuebles a considerar en el dictamen, por el 

ejercicio fiscal que se dictamina, practicado por alguna de las personas autorizadas o registradas por la  autoridad 

fiscal, previstas en el artículo 22 del mismo Código. 

 

ARTÍCULO 61.- Los contribuyentes que dictaminen el cumplimiento de sus obligaciones fiscales deberán 

presentar a través de los medios que establezca la Secretaría, a más tardar el 15 de marzo del ejercicio siguiente a aquel 

que se dictamina, el aviso para dictaminar, señalando las contribuciones objeto del dictamen, aún cuando el aviso se 

presente por primera ocasión. La presentación de la documentación se realizará de conformidad con las reglas de 

carácter general que al efecto emita la Secretaría. 

 

El aviso a que se refiere este artículo no surtirá efectos cuando: 

 

a). No se presente en el formato publicado; 

 

b). El Contador Público propuesto no cuente con el registro correspondiente ante las autoridades fiscales de la Ciudad 

de México antes de la presentación del aviso y compruebe haber cumplido con lo dispuesto en el párrafo segundo del 

artículo 59, o su registro se encuentre suspendido en los términos del artículo 98, fracción II, de este Código; 

 

c). Exista impedimento del Contador Público que suscriba el aviso; 

 

d). Se esté practicando visita domiciliaria al contribuyente por el período al cual corresponde el aviso para 

dictaminar, salvo que se encuentren obligados por disposición del artículo 58 de este Código; 

 

e). El Contador Público propuesto no cumpla con lo dispuesto en el párrafo segundo del artículo 59, y 

 

f). Cuando se presente de manera extemporánea; no obstante lo anterior, los contribuyentes a que hace referencia el 

artículo 58 de este Código, deberán cumplir con esta obligación. 

 

El período del dictamen deberá abarcar las contribuciones causadas durante un año de calendario. 

 

ARTÍCULO 62.- El aviso a que se refiere el artículo anterior, deberá ser suscrito por el contribuyente o su 

representante legal y por el Contador Público que vaya a dictaminar, y sólo será válido por el período y las 
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contribuciones que se indiquen. 

 

Los contribuyentes podrán modificar el aviso originalmente presentado, cuando se incluyan o modifiquen las 

contribuciones a dictaminar; se sustituya al dictaminador designado, siempre y cuando lo comunique a las 

autoridades fiscales a más tardar un mes antes de que concluya el plazo para la presentación del dictamen, 

justificando los motivos que tuviere. 

 

Cuando el Contador Público señalado en el aviso no pueda formular el dictamen por incapacidad física o 

impedimento legal debidamente probado, el aviso para sustituirlo se podrá presentar en cualquier tiempo hasta antes 

de que concluya el plazo para la presentación del dictamen. 

 

ARTÍCULO 63.- Son impedimentos para que el Contador Público dictamine el cumplimiento de obligaciones fiscales: 

 

a). Ser cónyuge, pariente por consanguinidad o civil en línea recta sin limitación de grado, transversal dentro del cuarto 

grado y por afinidad dentro del segundo, del propietario o socio principal de la empresa o de algún director, 

administrador o empleado que tenga intervención importante en la administración; 

 

b). Ser o haber sido en el ejercicio fiscal que dictamina, director, miembro del consejo administrativo, 

administrador o empleado del contribuyente o de una empresa afiliada, subsidiaria o que está vinculada 

económica o administrativamente a él, cualquiera que sea la forma como se le designe y se le retribuyan sus 

servicios. 

 

El comisario de la sociedad no se considerará impedido para dictaminar, salvo que concurra otra causal de las  

mencionadas en este artículo. 

 

c). Ser arrendador o arrendatario de los bienes inmuebles del contribuyente, cuando sobre dichos bienes recaiga la 

opinión del cumplimiento de las obligaciones fiscales en el dictamen; 

 

d). Tener o haber tenido en el ejercicio fiscal que dictamine, alguna injerencia o vinculación económica en los 

negocios del contribuyente, que le impida mantener su independencia o imparcialidad; 

 

e). Recibir, por cualquier circunstancia o motivo, participación directa en función de los resultados de su auditoría o 

emita su dictamen relativo al cumplimiento de las obligaciones fiscales del contribuyente, en circunstancias en  las 

cuales su emolumento dependa de su resultado; 

 

f). Estar prestando sus servicios en la Secretaría o en cualquier otro organismo fiscal competente para determinar 

contribuciones locales o federales; 

 

g). Ser agente o corredor de bolsa de valores en ejercicio; 

h). Encontrarse vinculado en cualquier otra forma con el contribuyente, que le impida independencia e 

imparcialidad de criterio, y 

 

i). Cuando se acredite fehacientemente que dejó de existir la relación contractual entre el Contador Público que 

dictamine y el contribuyente que lo contrató. 
 

ARTÍCULO 64.- El dictamen a que se refiere el artículo 58 de este Código y la documentación que se señala en el artículo 

66 del mismo, se deberá presentar a través de los medios que establezca la Secretaría, a más tardar el  último día hábil 

del mes de mayo del ejercicio siguiente al cierre del período a dictaminar, por los contribuyentes obligados a 

dictaminar y aquellos que hayan optado por dictaminar el cumplimiento de sus obligaciones. La presentación de 

la documentación se hará de conformidad con las reglas de carácter general que emita la Secretaría. 
 

ARTÍCULO 65.- Las autoridades fiscales podrán conceder prórroga hasta por un mes, para la presentación del  

dictamen, si existen causas comprobadas que impidan el cumplimiento dentro del plazo establecido, previo 
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análisis de las causas que motivaron el retraso. La solicitud de prórroga deberá ser firmada por el contribuyente o su 

representante legal, así como por el Contador Público que dictaminará y presentarse ante la Secretaría a más tardar 

quince días naturales antes del vencimiento del plazo de presentación, señalando los motivos que tuviere para el 

retraso. Se considerará concedida la prórroga hasta por un mes, si dentro de los diez días naturales siguientes a la 

fecha de presentación de la solicitud de prórroga, la Secretaría no da contestación. 
 

ARTÍCULO 66.- Los contribuyentes que opten o se encuentren obligados a dictaminar el cumplimiento de sus  

obligaciones fiscales deberán exhibir la siguiente documentación: 
 

1. Carta de presentación del dictamen. 
 

2. El dictamen. 
 

3. El informe. 
 

4. Los anexos. 

 

5. El Avalúo catastral actualizado, en el caso del impuesto predial. 
 

Dicha documentación será presentada sólo a requerimiento de la autoridad fiscal, excepto el avalúo catastral  

actualizado, del cual se anexará una copia al momento de la presentación del Dictamen. Lo anterior, se realizará en las 

formas y en los términos que se establezcan en las reglas de carácter general que emita la Secretaría. 
 

ARTÍCULO 67.- El dictamen deberá contener la opinión sobre el cumplimiento de las disposiciones fiscales 

establecidas en este Código, de las contribuciones sujetas a dictamen, con apego a las normas de auditoría 

generalmente aceptadas y procedimientos de auditoría que se consideren necesarios para conocer la  situación del 

contribuyente. 
 

ARTÍCULO 68.- Para los efectos del artículo anterior, las normas de auditoría se consideran cumplidas en la forma 

siguiente: 

I. Las relativas a la capacidad, independencia e imparcialidad profesionales, cuando su registro se encuentre 

vigente y no tenga impedimento para dictaminar; 
 

II. Las relativas al trabajo profesional, cuando: 
 

a). La planeación del trabajo y la supervisión de sus auxiliares le permitan allegarse de elementos de juicio 

suficientes para fundar su dictamen, y 
 

b). El estudio y evaluación del sistema de control interno del contribuyente le permita determinar el alcance y  

naturaleza de los procedimientos de auditoría que habrán de emplearse. 
 

En caso de excepciones a lo anterior, el Contador Público deberá mencionar claramente en qué consisten y su efecto 

sobre el dictamen, emitiendo, en consecuencia, un dictamen con salvedades, un dictamen negativo o con abstención 

de opinión, según sea el caso. 
 

III. El informe que se emitirá conjuntamente con el dictamen se integra en la forma siguiente: 
 

a). Se declarará, bajo protesta de decir verdad, que se emite el informe con base en la revisión practicada conforme a las 

normas de auditoría y a las reglas de carácter general que emita la Secretaría, por el período correspondiente; 
 

b). Se manifestará que dentro de las pruebas llevadas a cabo, en cumplimiento de las normas y procedimientos  de 

auditoría, se examinó la situación fiscal del contribuyente por el período dictaminado. En caso de haber 

observado cualquier omisión respecto al cumplimiento de sus obligaciones fiscales, ésta se mencionará en forma 

expresa; de lo contrario se señalará que no se observó omisión alguna; 
 

c). Se hará mención expresa de que se verificó el cálculo y entero de las contribuciones sujetas a dictamen y que se 



31 

 
     

      CÓDIGO FISCAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO 
  

CONSEJERÍA JURÍDICA Y DE SERVICIOS LEGALES 
   

encuentran establecidas en este Código a cargo y/o retenidas por el contribuyente, y 
 

d). En el caso del dictamen para efectos de la fracción IV del artículo 58, se deberá hacer mención expresa dentro del 

mismo, que se verificó que efectivamente estaba funcionando correctamente el medidor. 
 

IV. Se deberán presentar anexos en las formas oficiales aprobadas respecto de cada contribución a que esté sujeto el 

contribuyente, y 
 

V. Las omisiones conocidas en la revisión efectuada por el Contador Público, deberán pagarse antes de la entrega del 

dictamen o, en su caso, informar de las mismas a las autoridades fiscales. La autoridad fiscal podrá requerir  hasta por 

dos ocasiones al contribuyente para que exhiba los pagos de los saldos a cargo contenidos en su dictamen, así 

como la documentación soporte del dictamen correspondiente; sin que dicho requerimiento constituya el inicio 

de facultades de comprobación. Por cada requerimiento no atendido, se impondrá una multa en los términos de este 

Código. 
 

En los aspectos no contemplados en los artículos 58, 59, 60, 61, 63, 64, 65, 66 y 69 y en el presente, la Secretaría emitirá 

reglas de carácter general para el cumplimiento de las obligaciones fiscales. 
 

ARTÍCULO 69.- Los contribuyentes que estén obligados a dictaminarse, así como los que opten por dictaminar el 

cumplimiento de sus obligaciones fiscales, deben hacerlo por los conceptos de Impuesto Predial, Derechos por el 

Suministro de Agua, Impuesto sobre Nóminas, Impuesto por la Prestación de Servicios de Hospedaje y derechos de 

descarga a la red de drenaje. 
 

Lo establecido en este artículo, no es limitante para que los contribuyentes dictaminen otras obligaciones fiscales a su 

cargo y/o como retenedores, atendiendo lo dispuesto por el artículo 58 de este Código. 
 

ARTÍCULO 70.- Las declaraciones, que en los términos de este Código presenten los contribuyentes, podrán ser 

modificadas por ellos, mediante declaraciones complementarias, siempre que no se haya iniciado el 

procedimiento de comprobación por parte de la autoridad fiscal, sin que lo anterior limite de manera alguna a las 

autoridades en el ejercicio de sus facultades de comprobación. 
 

ARTÍCULO 71.- Los contribuyentes tendrán la obligación de conservar las declaraciones y comprobantes de pago de las 

contribuciones y aprovechamientos a que se refiere este Código, durante el plazo de cinco años contados a partir de la 

fecha de presentación de la última declaración o de que realizó el pago, en su caso. 
 

ARTÍCULO 72.- Los contribuyentes deberán dar toda clase de facilidades y acceso a sus inmuebles, a las 

autoridades fiscales competentes para que realicen las labores catastrales y para el ejercicio de sus facultades de 

comprobación. Asimismo, deberán permitir el acceso a las personas autorizadas para la instalación y verificación de 

tomas de agua y medidores, y para efectuar y verificar la lectura del aparato medidor. 
 

La orden de comprobación será por escrito y deberá contener el nombre de las personas autorizadas, quienes se 

identificarán con credenciales vigentes expedidas por las autoridades fiscales. 

 

CAPÍTULO IV 

De las Facultades de las Autoridades Fiscales 
 

ARTÍCULO 73.- Las autoridades competentes, a fin de determinar la existencia de créditos fiscales, dar las bases de su 

liquidación, cerciorarse del cumplimiento a las disposiciones que rigen la materia y comprobar infracciones a las 

mismas, así como para detectar hechos posiblemente constitutivos de delitos y para proporcionar información 

a otras autoridades fiscales, estarán facultadas para, en forma indistinta, sucesiva o conjunta, proceder a: 
 

I. Ordenar y practicar visitas a los contribuyentes, responsables solidarios o terceros relacionados con ellos y 

revisar su contabilidad, bienes y documentos que estén relacionados con sus obligaciones fiscales contenidas en este 

Código y, en su caso, asegurarlos dejando en calidad de depositario al visitado, previo inventario que al efecto se formule; 
 

II. Ordenar y practicar visitas domiciliarias para verificar el estado y condiciones de las tomas de agua, sus 
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ramificaciones y medidores, en su caso, adecuarlas y corregirlas; el de las instalaciones de los inmuebles en donde se 

encuentren, las áreas con existencia de fugas; el consumo de agua efectuado por los contribuyentes; 
 

III. Suspender o restringir, en términos del artículo 177 de este Código, el suministro de agua, a través de la tubería que 

conforma el cuadro donde se aloja el medidor o por la ubicada en la banqueta o arroyo, superficies que pertenecen 

a la vía pública y restablecer el servicio; ello de conformidad con lo establecido en la Ley del Derecho al Acceso, 

Disposición y Saneamiento del Agua de la Ciudad de México. 
 

Tratándose de usuarios no domésticos, que no paguen los derechos de agua a su cargo, la autoridad fiscal podrá 

suspender el servicio de descarga a la red de drenaje en términos del artículo 177 de este Código y el artículo 75 de la 

Ley del Derecho al Acceso, Disposición y Saneamiento del Agua de la Ciudad de México; 
 

IV. Verificar los diámetros y usos de las tomas de agua; 
 

V. Practicar u ordenar la lectura del consumo en los medidores de agua; 
 

VI. Instalar medidores de agua para cada uso y darles mantenimiento, en tomas generales y ramificaciones, 

cuando a juicio de la autoridad sea necesario, previo dictamen de factibilidad emitido por el Sistema de Aguas, medie 

o no solicitud del usuario; así como reparar o sustituir los medidores en malas condiciones o defectuosos; 
 

VII. Realizar la verificación física, clasificación, valuación o comprobación de toda clase de bienes relacionados con 

las obligaciones fiscales establecidas en este Código; 
 

VIII. Verificar el monto total de salarios y demás prestaciones que se deriven de una relación laboral; 
 

IX. Verificar el registro cronológico de las mediciones del consumo de agua, así como la aplicación de las tarifas 

correspondientes; 
 

X. Requerir a los sujetos directamente obligados, responsables solidarios o terceros, con el fin de que exhiban en su 

domicilio, en las oficinas de las propias autoridades fiscales o por medios electrónicos conforme a lo previsto en el 

artículo 98 TER de este Código, los libros de contabilidad y los demás documentos que se estimen necesarios para 

comprobar el cumplimiento de las disposiciones fiscales; 
 

XI. Recabar de los servidores públicos y de los fedatarios, los informes y datos que posean con motivo de sus 

funciones en materia fiscal y administrativa; 
 

XII. Se deroga. 
 

XIII. Practicar avalúos de bienes inmuebles y revisar los avalúos que presenten los contribuyentes o fedatarios  

públicos, y en caso de encontrar errores, ya sea aritméticos, de clasificación de inmuebles o de aplicación de 

valores y en métodos alternativos de valuación aplicados; manifestaciones incorrectas en la superficie de terreno, de la 

construcción, uso del inmueble, del número de niveles, determinación de la clase, omisión de la valuación de 

instalaciones especiales, elementos accesorios u obras complementarias, o incorrecta aplicación de factores  de 

eficiencia que incrementen o demeriten el valor catastral o en su caso influyan en la determinación incorrecta no 

justificada y fundada técnicamente del valor comercial de los inmuebles, los comunicará a los contribuyentes  

mediante la liquidación del impuesto respectivo y sus accesorios legales. En caso de que la autoridad fiscal 

determine diferencias a favor de los contribuyentes, de oficio hará la corrección respectiva, teniendo derecho los 

contribuyentes a solicitar la devolución o a compensar el saldo resultante contra pagos posteriores; 
 

XIV. Revisar las declaraciones que en los términos de este Código se presenten, así como toda la información con que 

dispongan con base en la que puedan verificar tanto la presentación en tiempo y forma de tales declaraciones, como el 

entero de las contribuciones previstas en este Código y, en general, la correcta aplicación de sus disposiciones; 
 

XV. Verificar previamente a la realización de los espectáculos públicos y celebración de loterías, rifas, sorteos,  

concursos, juegos con apuestas y apuestas permitidas de toda clase, según el caso, que se cuente con las licencias, 

permisos o autorizaciones de las autoridades competentes en los términos de este Código, y en caso de no 
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exhibirse éstos, se hará del conocimiento a dichas autoridades para los efectos legales a que haya lugar; 
 

XVI. Verificar el número de personas que ingresan a los espectáculos públicos, así como el valor que se perciba y la 

forma en que se manejan los boletos; 
 

XVII. Presenciar la celebración de loterías, rifas, sorteos, concursos, juegos con apuestas y apuestas permitidas de toda 

clase y verificar los ingresos que se perciban; 
 

XVIII. Ordenar y practicar visitas domiciliarias para verificar el estado y condiciones de los dispositivos 

permanentes de medición continua en las descargas a la red de drenaje, así como verificar el volumen de agua  

extraída del pozo; 
 

XIX. Verificar el registro cronológico de las mediciones del volumen de agua descargada a la red de drenaje, en el 

formato correspondiente o en medio idóneo de registro electrónico en el que se encuentre, así como la aplicación de las 

tarifas correspondientes; 
 

XX. Intercambiar o compartir información inmobiliaria y administrativa con el Registro Público de la Propiedad y  de 

Comercio, de conformidad con lo previsto en el artículo 102 de este Código; 
 

XXI. Practicar revisiones electrónicas a los contribuyentes, responsables solidarios o terceros con ellos relacionados, 

basándose en el análisis de la información y documentación que obre en poder de la autoridad, sobre uno o más rubros o 

conceptos específicos de una o varias contribuciones, conforme a lo previsto en los artículos 98 BIS y 98 TER de este 

Código; 
 

XXII. Solicitar de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores la información relacionada con las cuentas bancarias de 

los contribuyentes; 
 

XXIII. Informar al contribuyente o a su representante legal de los hechos u omisiones que se vayan conociendo en el 

ejercicio de las facultades de comprobación a fin de invitarlos a corregirse previo al levantamiento de la última acta 

parcial o notificación del oficio de observaciones o antes de que se emita la resolución por la que se determina el crédito 

fiscal correspondiente; 
 

XXIV. Validar y determinar, en su caso, el valor catastral de los inmuebles, considerando los resultados obtenidos en el 

ejercicio de las facultades de comprobación a que se refieren los artículos 90, 92 y 98 BIS de este Código, y 
 

XXV. Asignar cuentas catastrales de conformidad con las disposiciones que establece este Código. 
 

ARTÍCULO 74.- La Secretaría en representación del Jefe de Gobierno, podrá celebrar convenios de colaboración 

administrativa con los Estados y Municipios, en las materias de verificación, determinación y recaudación de las  

contribuciones, así como para la notificación de créditos fiscales y aplicación del procedimiento administrativo de 

ejecución. 

 

ARTÍCULO 75.- Las autoridades fiscales, durante el mismo ejercicio fiscal en que ejerzan sus facultades de  

comprobación, no podrán iniciar más de dos visitas domiciliarias o de gabinete, respecto de las mismas 

contribuciones, periodo e idéntico sujeto pasivo de la relación jurídico tributaria, con excepción de que cuando haya 

identidad en el sujeto y la contribución, el objeto sea diferente. 

 

Concluida la visita en el domicilio fiscal, para iniciar otra al mismo sujeto obligado, se requerirá nueva orden.  

En el caso de que las facultades de comprobación se refieran a las mismas contribuciones, aprovechamientos y 

periodos, sólo se podrá efectuar la nueva revisión cuando se comprueben hechos diferentes a los ya revisados. La 

comprobación de hechos diferentes deberá estar sustentada en información, datos o documentos de terceros, en la 

revisión de conceptos específicos que no se hayan revisado con anterioridad, en los datos aportados por los  

particulares en las declaraciones complementarias que se presenten o en la documentación aportada por los 

contribuyentes en los medios de defensa que promuevan y que no hubiera sido exhibida ante las autoridades  fiscales 

durante el ejercicio de las facultades de comprobación previstas en las disposiciones fiscales; a menos que en este 

último supuesto la autoridad no haya objetado de falso el documento en el medio de defensa correspondiente 
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pudiendo haberlo hecho o bien, cuando habiéndolo objetado, el incidente respectivo haya sido  declarado 

improcedente. 

 

ARTÍCULO 76.- Las autoridades fiscales al determinar las contribuciones podrán considerar presuntivamente los 

ingresos de los contribuyentes, para lo cual considerarán que: 

 

I. La información contenida en libros, registros, sistemas de contabilidad y documentación comprobatoria que se 

encuentre en poder del contribuyente, corresponde a operaciones celebradas por él, aun cuando aparezcan sin  su 

nombre o a nombre de otra persona; 

 

II. La información escrita o documentos de terceros relacionados con el contribuyente, localizados en poder de 

personas a su servicio, o de accionistas o propietarios de la empresa, corresponde a operaciones del 

contribuyente; 

 

III. La información escrita o documentos de terceros relacionados con el contribuyente, corresponde a 

operaciones realizadas por éste, en cualquiera de los casos siguientes: 

 

a). Cuando se refieran al contribuyente designado por su nombre, denominación o razón social; 

 

b). Cuando señalen como lugar para la entrega o recibo de bienes o prestación de servicios cualquiera de los 

establecimientos del contribuyente, aun cuando exprese el nombre, denominación o razón social de un tercero  real 

o ficticio; 

 

c). Cuando señalen el nombre o domicilio de un tercero, real o ficticio, si se comprueba que el contribuyente 

entrega o recibe bienes o servicios a ese nombre o en su domicilio, y 

 

d). Cuando se refiera a cobros o pagos efectuados por el contribuyente o por su cuenta, por persona interpósita o 

ficticia. 

 

IV. Los depósitos en la cuenta bancaria del contribuyente que no correspondan a registros de su contabilidad, son 

ingresos del mismo. 

 

ARTÍCULO 77.- Las autoridades fiscales también podrán estimar los ingresos de los sujetos pasivos, de los 

responsables solidarios o de los terceros, en cualquiera de los siguientes casos: 

 

I. Cuando se resistan y obstaculicen por cualquier medio, la iniciación o desarrollo de las visitas domiciliarias, o se 

nieguen a recibir la orden respectiva; 

 

II. Cuando no proporcionen los libros, documentos, informes o datos que se les soliciten; 

 

 

III. Cuando presenten libros, documentos, informes o datos alterados o falsificados, o existan vicios o 

irregularidades en su contabilidad, y 

 

IV. Cuando no lleven los libros o registros a que están obligados, o no los conserven en domicilio ubicado en la  Ciudad 

de México. 

 

ARTÍCULO 78.- En caso de que los contribuyentes se coloquen en alguna de las causales de estimativa se 

presumirá, salvo que comprueben su ingreso por el período respectivo, que el ingreso es igual al resultado de  alguna 

de las siguientes operaciones: 

 

I. Si con base en la contabilidad y documentación del contribuyente, información de terceros y cualquier otro 

medio pudieran reconstruirse las operaciones correspondientes cuando menos a treinta días, el ingreso diario  
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promedio que resulte se multiplicará por el número de días que corresponda al período objeto de la revisión, y 

 

II. Si la contabilidad y documentación del contribuyente no permite reconstruir las operaciones de treinta días, la 

Secretaría tomará como base los ingresos que observe durante tres días cuando menos de operaciones normales y el 

promedio diario resultante se multiplicará por el número de días que comprende el período objeto de revisión. 

 

Al ingreso estimado presuntivamente por alguno de los procedimientos anteriores, se le aplicará la tasa o tarifa  

impositiva que corresponda. 

 

ARTÍCULO 79.- Las autoridades fiscales podrán determinar presuntivamente el valor catastral de los inmuebles, 

cuando: 

 

I. Los contribuyentes se opongan u obstaculicen el inicio o desarrollo de las facultades de comprobación de las  

autoridades fiscales; 

 

II. Los contribuyentes no cuenten con la información o documentación relativa al cumplimiento de las 

obligaciones fiscales a que se refiere este Código, que le sea solicitada por las autoridades fiscales en el ejercicio de sus 

facultades de comprobación, no proporcionen dicha información o documentación, la oculten o la destruyan; 

 

III. Los contribuyentes se ubiquen en los supuestos que establece el artículo 128 de este Código, y 

 

IV. Los contribuyentes exhiban avalúos que no reúnan los requisitos establecidos para que produzcan efectos fiscales 

o por no corresponder al periodo revisado. 

 

ARTÍCULO 80.- Para los efectos de la determinación presuntiva a que se refiere el artículo anterior, las autoridades fiscales 

podrán determinar el valor catastral de los inmuebles utilizando conjunta o separadamente cualquiera de los 

siguientes medios: 

 

1. Los datos aportados por los contribuyentes en las declaraciones de cualquier contribución presentada a las  

autoridades fiscales federales o de la Ciudad de México; 

 

2. Información proporcionada por terceros a solicitud de la autoridad fiscal, cuando tenga relación de negocios  con 

los contribuyentes; 

 

3. Tratándose de inmuebles en proceso de construcción, la autoridad fiscal determinará el valor catastral 

considerando el 25% de los datos de la construcción total registrada en la manifestación respectiva, de acuerdo a lo 

establecido en el artículo 132 de este Código; 

 

4. Cualquier otra información obtenida por la autoridad fiscal en ejercicio de sus facultades, incluyendo la 

contenida en los sistemas con que cuenta, y 

 

 

5. Indirectos de investigación económica, geográfica, geodésica o de cualquier otra clase, que la Administración 

Pública de la Ciudad de México o cualquier otra dependencia gubernamental o entidad paraestatal de la 

Administración Pública Federal utilice para tener un mejor conocimiento del territorio de la Ciudad de México y de los 

inmuebles que en él se asientan, información que por tener la naturaleza de comunicación para la colaboración entre 

autoridades no deberá observar lo dispuesto por el artículo 101 de este Código, siendo éstos, los siguientes: 

 

a). Fotogrametría, incluyendo la verificación de linderos en campo; 

 

 b). Topografía; 

 

c). Investigación de campo sobre las características físicas de los inmuebles, considerando el suelo, 
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construcciones e instalaciones especiales, y 

 

d). Otros medios que permita el avance tecnológico en la materia. 

 

ARTÍCULO 81.- Las autoridades fiscales podrán determinar presuntivamente el consumo de agua, cuando: 

 

I. Se deroga; 

 

II. Se trate de tomas no registradas para lo que se calcularán los derechos a pagar por cuota fija, por los últimos cinco 

años, de conformidad con lo establecido en el artículo 172 de este Código, de acuerdo con el uso del inmueble; 

 

III. Se retire el medidor sin la autorización correspondiente o los medidores hayan sido cambiados de lugar o 

retirados sin autorización de las autoridades competentes; 

 

IV. El contribuyente o usuario impida u obstaculice la lectura, verificación e instalación de aparatos medidores, así como 

la iniciación o desarrollo de las facultades de comprobación de las autoridades siempre que éstas acrediten ser 

servidores públicos de la institución con la correspondiente orden de trabajo; 

 

V. No declaren el consumo de agua en los términos del artículo 174 de este Código; 

 

VI. No funcione el medidor o exista cualquier situación que impida su lectura, cuando se compruebe ante la 

autoridad fiscal que dichas circunstancias no son imputables al usuario, y no reporten esta situación a la autoridad 

competente; 

 

VII. Estén rotos los sellos del medidor o se haya alterado su funcionamiento; 

 

VIII. Se lleven a cabo instalaciones hidráulicas, así como derivaciones de agua, sin la autorización respectiva, o  cuando 

se realicen modificaciones o manipulaciones a los ramales de las tuberías de distribución; 

 

IX. Existan circunstancias que impidan u obstaculicen la lectura, verificación e instalación de aparatos medidores, así 

como la iniciación de desarrollo de las facultades de comprobación de las autoridades fiscales. La 

determinación presuntiva a que se refiere este artículo, procederá independientemente de los recargos y 

sanciones a que haya lugar, y 
 

X. El Sistema de Aguas de la Ciudad de México, detecte un uso diferente al registrado en su padrón de usuarios y el 

contribuyente no lo haya notificado en términos de lo dispuesto en los artículos 56, inciso b) y 176, fracción V de este 

Código. 
 

La determinación presuntiva a que se refiere este artículo, procederá independientemente de los recargos y 

sanciones a que haya lugar. 
 

ARTÍCULO 82.- Para efectos de la determinación prevista en el artículo anterior, las autoridades fiscales 

calcularán el consumo de agua utilizando indistintamente cualquiera de los siguientes procedimientos: 

 

I. Tomando como base dos lecturas que se hagan al aparato medidor instalado en la toma de agua, al aparato instalado 

cuando la toma no hubiere contado con él o al aparato medidor cuando se encuentre funcionando correctamente con 

motivo de su reparación, las cuales corresponderán a un lapso que en ningún caso será inferior a 21 días, de las que se 

obtendrá la diferencia y se dividirá entre el número de días naturales transcurridos entre ellas para obtener el consumo 

promedio diario que se multiplicará por los días naturales de cada bimestre. 

 

II. Cualquier otra información obtenida por la autoridad fiscal en ejercicio de sus facultades, que incluye 

información estadística derivada de los registros históricos de consumos del propio contribuyente. 

 

Se deroga. 



37 

 
     

      CÓDIGO FISCAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO 
  

CONSEJERÍA JURÍDICA Y DE SERVICIOS LEGALES 
   

 

ARTÍCULO 83.- Las autoridades fiscales podrán determinar presuntivamente las erogaciones realizadas por los 

contribuyentes para remunerar el trabajo personal subordinado, cuando: 

 

I. Los contribuyentes se opongan u obstaculicen el inicio o desarrollo de las facultades de comprobación de las 

autoridades fiscales; 

 

II. Los contribuyentes no presenten sus libros de contabilidad, registros, documentación o no proporcionen 

informes relativos al cumplimiento de las disposiciones fiscales, y 

 

III. Se adviertan otras irregularidades en sus registros, o documentación para efectos del Impuesto sobre Nóminas a que 

se refiere este Código, que imposibiliten el conocimiento de sus erogaciones o impidan la determinación del monto de 

las erogaciones efectuadas en la Ciudad de México. 

 

ARTÍCULO 84.- Cuando se den los supuestos previstos en el artículo anterior, la determinación presuntiva se hará a través 

de cualquiera de los siguientes procedimientos: 

 

I. Utilizando los registros, contabilidad o documentación que obre en poder del contribuyente; 

 

II. Tomando como base los datos contenidos en declaraciones formuladas por el contribuyente presentadas ante las 

autoridades fiscales federales; 

 

III. Con base en cualquier otra información obtenida por las autoridades fiscales en ejercicio de sus facultades, con 

aquélla proporcionada por terceros o por cualquier dependencia o entidad gubernamental; 

 

IV. Calculando el monto de las erogaciones correspondientes a cuando menos 30 días, los más cercanos posibles al 

período revisado, cuando ello pueda llevarse a cabo con base en la documentación que obra en poder del 

contribuyente, en su contabilidad, en la información de tercero o en la de cualquier dependencia o entidad 

gubernamental; 

 

V. Observando las erogaciones realizadas por el contribuyente durante un lapso de siete días cuando  menos, 

incluyendo los inhábiles. 
 

Para efectos de las fracciones IV y V anteriores, se obtendrá el promedio diario de erogaciones correspondientes al 

período calculado u observado, el cual se multiplicará por el número de días del período sujeto a revisión, respecto 

del cual no se acreditó el pago del impuesto en los términos de este Código, y 

 

VI. Cuando el contribuyente omita llevar el registro a que se refiere el inciso f), del artículo 56 de este Código, o  

llevándolo no sea posible identificar las erogaciones que llevó a cabo en la Ciudad de México, así como los 

conceptos por los que se realizaron dichas erogaciones, se considerará, salvo prueba en contrario, como monto de las 

erogaciones gravadas a su cargo, el total de aquéllas que hubiese realizado en dinero o en especie, por concepto de 

remuneración al trabajo personal subordinado, en el período sujeto a revisión. 

Lo dispuesto en las fracciones V y VI sólo se aplicará cuando no se pueda determinar el monto total de las 

erogaciones y conceptos siguiendo cualquiera de los procedimientos a que se refiere este artículo. 

 

ARTÍCULO 85.- Las autoridades fiscales podrán determinar presuntivamente los derechos de descarga a la red de 

drenaje, cuando: 

 

I. El contribuyente impida u obstaculice la lectura, la verificación de los dispositivos de medición instalados en las 

descargas a la red de drenaje, o bien, la iniciación o desarrollo de las facultades de comprobación de las 

autoridades fiscales; 

 

II. No lleven control o medición del agua extraída; 
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III. No lleven el registro cronológico de sus lecturas o no instalen los dispositivos de medición en las descargas a  la red 

de drenaje en caso de ejercer la opción de determinar, declarar y pagar el derecho; 

 

IV. No declaren los derechos en los términos del artículo 267 de este Código; 

 

V. No funcionen los dispositivos de medición en las descargas a la red de drenaje o exista cualquier situación que 

impida su lectura, y 

 

VI. Se trate de descargas no registradas, para lo que se calcularán los derechos a pagar por los últimos cinco años. 

 

ARTÍCULO 86.- Para efectos de la determinación presuntiva prevista en el artículo anterior, las autoridades fiscales 

calcularán el volumen de descarga a la red de drenaje utilizando indistintamente cualquiera de los siguientes 

procedimientos: 

 

I. Tomando como base las lecturas de los medidores del agua extraída; 

 

II. Con otra información obtenida por las autoridades fiscales en el ejercicio de sus facultades de comprobación, y 

 

III. Empleando los medios indirectos de investigación de cualquier clase, que las autoridades administrativas 

utilicen, siendo entre otros: 

 

a). Los datos aportados por los propios contribuyentes en declaraciones presentadas ante las autoridades fiscales 

federales o de la Ciudad de México; 

 

b). Información proporcionada por terceros a solicitud de la autoridad fiscal; 

 

c). Cualquier otra información obtenida por la autoridad fiscal en el ejercicio de sus facultades, y d). 

Otros medios que permita el avance tecnológico en la materia. 
 

ARTÍCULO 87.- Cuando los contribuyentes, los responsables solidarios o terceros con ellos relacionados, se opongan, 

impidan u obstaculicen físicamente el inicio o desarrollo del ejercicio de las facultades de las autoridades fiscales, 

éstas podrán aplicar como medidas de apremio, las siguientes: 

 

I. Imponer la multa que corresponda en los términos de este Código; 

 

 

II. Auxilio de la fuerza pública; 

 

III. Denuncia respectiva, en su caso, por desobediencia a un mandato legítimo de autoridad competente, y 

 

IV. Decretar el aseguramiento precautorio de los bienes o de la negociación del contribuyente. 

 

En los casos, en que la autoridad practique el aseguramiento precautorio deberá levantar acta circunstanciada en la que 

precise de qué manera el contribuyente se opuso, impidió u obstaculizo físicamente el inicio o desarrollo del ejercicio 

de las facultades de las autoridades fiscales, y deberá observar en todo momento las disposiciones  contenidas en el 

Título Primero Libro Tercero de este Código. 

 

Para efectos de este artículo, los cuerpos de seguridad o policiales de la Ciudad de México, deberán prestar en forma 

expedita el apoyo que solicite la autoridad fiscal, en los términos de los ordenamientos que los regulan. 

 

El apoyo a que se refiere el párrafo anterior consistirá en efectuar las acciones necesarias para que las autoridades 

fiscales ingresen al domicilio fiscal, establecimientos, sucursales, locales, puestos fijos o semifijos, lugares en 
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donde se almacenen mercancías y en general cualquier local o establecimiento que se utilicen para el desempeño de las 

actividades de los contribuyentes. 

 

ARTÍCULO 88.- Cuando las personas obligadas a presentar declaraciones, avisos y demás documentos no lo  hagan 

dentro de los plazos señalados en las disposiciones fiscales, o cuando habiéndolos presentado, la autoridad fiscal 

advierta de la información con que dispongan, que los contribuyentes han omitido parcial o totalmente el  pago de 

alguna contribución prevista en este Código, mediante requerimiento de obligaciones omitidas, el cual  podrá 

realizarse también por medios electrónicos, exigirán al contribuyente la presentación de la declaración y pago 

respectivo ante las oficinas correspondientes, procediendo en forma simultánea o sucesiva a realizar uno o varios de 

los actos siguientes: 

 

I. Tratándose de la omisión en la presentación de una declaración para el pago de contribuciones, en el caso de que la 

autoridad fiscal únicamente conozca de la omisión de la presentación de la declaración, más no el monto de la 

contribución omitida, podrá hacer efectiva al contribuyente o responsable solidario que haya incurrido en la omisión, 

una cantidad igual a la contribución que se hubiera determinado en la última o cualquiera de las seis  últimas 

declaraciones de que se trate, o a la que resulte para dichos períodos de la determinación formulada por la autoridad, 

según corresponda, cuando haya omitido presentar oportunamente alguna declaración subsecuente para el 

pago de contribuciones propias o retenidas. Esta cantidad a pagar tendrá el carácter de pago provisional y no libera a los 

obligados de presentar la declaración omitida. 

 

Cuando la omisión sea de una declaración de las que se conozca de manera fehaciente el importe de la 

contribución, la propia autoridad fiscal podrá hacer efectiva al contribuyente, con carácter provisional, una 

cantidad igual a la contribución que a éste corresponda determinar, sin que el pago lo libere de presentar la 

declaración omitida. 
 

Si el contribuyente o responsable solidario presenta la declaración omitida antes de que se le haga efectiva la 

cantidad resultante conforme a lo previsto en esta fracción, quedará liberado de hacer el pago determinado 

provisionalmente. Si la declaración se presenta después de haberse efectuado el pago provisional determinado  por la 

autoridad, éste se disminuirá del importe que se tenga que pagar con la declaración que se presente. 
 

Cuando la autoridad fiscal con base en la información con que dispone, advierta que los contribuyentes han 

omitido parcial o totalmente el pago de alguna contribución prevista en este Código, aún y cuando hubieren 

cumplido con la obligación formal de presentación de la declaración, la propia autoridad fiscal podrá hacer 

efectiva al contribuyente con carácter provisional la contribución omitida. 

 

II. Imponer la multa que corresponda en los términos de este Código y requerir la presentación del documento 

omitido en un plazo de seis días. Si no atiende el requerimiento se impondrá multa por cada requerimiento no  

atendido. La autoridad en ningún caso formulará más de tres requerimientos por una misma omisión. 
 

En el caso de la fracción II y agotados los actos señalados en la misma, se pondrán los hechos en conocimiento de la 

autoridad competente, para que se proceda por desobediencia a mandato legítimo de autoridad competente. 

 

ARTÍCULO 89.- Las visitas domiciliarias para comprobar que los contribuyentes o responsables solidarios han 

acatado las disposiciones fiscales, se sujetarán a lo siguiente: 

 

I. Sólo se practicarán mediante orden de visita domiciliaria, suscrita y emitida por autoridad fiscal competente, el cual 

deberá expresar, por lo menos, los siguientes requisitos: 

 

a). El nombre de la persona a quien va dirigida la visita y el lugar o lugares en los que deberá efectuarse. Cuando se 

ignore el nombre de la persona que debe ser visitada, se señalará en la orden datos suficientes que permitan su 

identificación; 

 

b). El nombre de los servidores públicos que deban efectuar la visita, los cuales podrán ser sustituidos, 

aumentados o reducidos en su número en cualquier tiempo por la autoridad competente, sin más requisito que 
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notificar por escrito esta circunstancia al visitado; dichos servidores públicos podrán actuar conjunta o 

separadamente, y 

 

c). El período sujeto a revisión, el cual no excederá de los cinco años anteriores a la fecha de notificación de la orden 

o, en su caso, la fecha del acto o actos sujetos a revisión, la cual no excederá de los cinco años anteriores a la fecha de 

notificación de la orden, salvo que opere alguno de los supuestos de suspensión previstos en el tercer párrafo del 

artículo 99 de este Código. 

 

II. Para el desarrollo de la visita domiciliaria, los visitadores, visitado, la persona con quien se entienda la diligencia y 

responsables solidarios estarán a lo siguiente: 

 

a). La visita se realizará en el lugar o lugares señalados en la orden de visita; 

 

b). Si al presentarse los visitadores al lugar en donde debe practicarse la visita no estuviera el visitado o su 

representante legal, dejarán citatorio con la persona que se encuentre en dicho lugar, para que el mencionado visitado 

o su representante legal los esperen a hora determinada del día siguiente para recibir la orden, así como la carta de 

derechos del contribuyente; si no lo hicieran, la visita se iniciará con quien se encuentre en el lugar  visitado. 

 

En este caso, los visitadores al citar al visitado o su representante legal podrán hacer una relación de los sistemas, libros, 

registros, licencias, comprobantes de pago de contribuciones locales, avisos y demás documentación que  integre la 

contabilidad. Si el contribuyente presenta aviso de cambio de domicilio después de recibido el citatorio, la visita podrá 

llevarse a cabo en el nuevo domicilio y en el anterior, cuando el visitado conserve el local de éste, sin que para ello se 

requiera nueva orden o ampliación de la orden de visita, haciendo constar tales hechos en el acta que levanten. 

 

Cuando se presuma que el visitado se ausente o pueda realizar maniobras para impedir el inicio o desarrollo de la visita 

domiciliaria los visitadores procederán al aseguramiento de la documentación relativa al cumplimento de las 

obligaciones fiscales establecidas en este Código. 

 

c). Al iniciarse la visita en el domicilio señalado en la orden, así como en cada ocasión que los visitadores acudan al 

domicilio o domicilios señalados en la orden de visita a levantar cualquier tipo de actas parciales, 

complementarias, última parcial y final, los visitadores que en ella intervengan, se deberán identificar ante la 

persona con quien se entienda la diligencia, a fin de que el visitado constate que las personas nombradas en la orden 

de visita y las que comparecen a su realización son las mismas, lo cual quedará debidamente asentado en el acta que 

al efecto se levante, así como la vigencia de la credencial identificatoria, nombre de la autoridad que expide dicha 

credencial, cargo del visitador actuante, y dependencia a la cual está adscrito. 

 

En el mismo acto, los visitadores requerirán a la persona con quien se entienda la visita para que designe dos  testigos; 

si éstos no son designados o los designados no aceptan servir como tales, los visitadores procederán a designar otros 

de inmediato, haciendo constar esta situación en el acta que levanten, sin que esta circunstancia  invalide los 

resultados de la visita. 

 

Los testigos pueden ser sustituidos en cualquier tiempo por no comparecer al lugar en el cual se esté llevando a cabo 

la visita, pero deberá de hacerse constar en las actas que al efecto se levanten, la sustitución de testigos que se realice en 

cualquier tiempo así como el motivo de tal sustitución, por ausentarse de él antes de que concluya la diligencia o por 

manifestar su voluntad de dejar de ser testigos; en tales circunstancias la persona con la que se entienda la diligencia 

deberá designar de inmediato otros y ante su negativa o impedimento de los designados, los visitadores designarán a 

quienes deban sustituirlos. La sustitución de los testigos no invalida los resultados de la visita. 

 

d). Los visitados, sus representantes, o la persona con quien se entienda la visita, están obligados a permitir a los 

visitadores designados por las autoridades fiscales el acceso al lugar o lugares objeto de la misma, así como 

mantener a su disposición la contabilidad, documentación comprobatoria de pagos efectuados, registro 

cronológico de lecturas al aparato medidor, registro de erogaciones realizadas por concepto de remuneración al  

trabajo personal subordinado en la Ciudad de México, licencias y demás papeles que acrediten el cumplimiento  de 
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las obligaciones fiscales, de los que los visitadores podrán sacar copias para que previo cotejo con sus originales 

se certifiquen por éstos y sean anexados a las actas parciales o finales que levanten con motivo de la  visita. También 

deberán permitir la verificación de instrumentos, aparatos medidores, documentos, discos, cintas o cualquier otro 

medio procesable de almacenamiento de datos que tenga el contribuyente en los lugares visitados, incluso, 

cuando los visitados lleven su contabilidad o parte de ella en el registro electrónico, o microfilmen o graben en 

discos ópticos o en cualquier otro medio, deberán poner a disposición de los visitadores, el equipo de cómputo y sus 

operadores, para que los auxilien en el desarrollo de la visita, y 

 

e). Los libros, registros y documentos serán examinados en el domicilio del visitado. Para tal efecto, éste deberá 

mantenerlos a disposición de los visitadores desde el momento en que inicie la visita y hasta que ésta concluya. 

 

ARTÍCULO 90.- La visita domiciliaria se desarrollará conforme a las siguientes reglas: 

 

I. De toda visita domiciliaria se levantará acta en la que se hará constar en forma circunstanciada los hechos u 

omisiones que se hubieran conocido por los visitadores. Los hechos u omisiones consignados por los visitadores  en 

las actas harán prueba plena de la existencia de tales hechos o de las omisiones encontradas, respecto de las 

contribuciones a cargo del visitado en el período sujeto a revisión, sin producir efectos de resolución fiscal. 

 

Las actas que al efecto se levanten deberán ser firmadas por los visitadores, por el visitado, su representante legal o la 

persona con quien se entienda la diligencia y por los testigos, debiéndose proporcionar una copia legible al  visitado. 

Si el visitado, su representante legal o la persona con quien se entienda la diligencia, así como los testigos no comparecen 

a firmar las actas o se niegan a firmarlas, dicha circunstancia se asentará en el acta, sin que esto afecte la validez y valor 

probatorio de la misma. 

 

Se deroga. 

 

II. Durante el desarrollo de la visita, los visitadores a fin de asegurar la contabilidad, correspondencia, registros  

cronológicos de lecturas al aparato medidor, registros de erogaciones por concepto de remuneración al trabajo  

personal subordinado en la Ciudad de México, comprobantes de pago y en general toda la documentación que no estén 

registrados en la contabilidad, podrán, indistintamente, sellar o colocar marcas en dichos documentos, así  como 

dejarlos en calidad de depósito al visitado o a la persona con quien se entienda la diligencia, previo inventario 

que al efecto se formule, siempre que dicho aseguramiento no impida la realización de las actividades del visitado. 

 

Para efectos de esta fracción, se considera que no se impide la realización de actividades cuando no se asegure 

contabilidad o correspondencia relacionada con las actividades del mes en curso y los dos anteriores. 

 

En caso de que algún documento que se encuentre en los muebles, archiveros u oficinas que se sellen, sea 

necesario al visitado para realizar sus actividades, se le permitirá extraerlo ante la presencia de los visitadores,  

quienes podrán sacar copia de los mismos. 
 

III. Con las mismas formalidades a que se refiere este artículo, se podrán levantar actas parciales o 

complementarias en las que se hagan constar hechos, omisiones que puedan entrañar incumplimiento a las 

disposiciones fiscales o circunstancias de carácter concreto, de los que se tenga conocimiento en el desarrollo de una 

visita; también se consignarán en dichas actas los hechos u omisiones que se conozcan por terceros. Si al  

levantamiento de las actas parciales o complementarias no estuviere presente el visitado o el representante legal, se 

dejará citatorio para que se presente a una hora determinada del día siguiente. Si no se presentare, el acta se levantará 

ante quien esté presente en el lugar visitado. 
 

En la última acta parcial que al efecto se levante, se hará mención expresa de tal circunstancia, y entre ésta y el acta 

final, deberán transcurrir veinte días, durante los cuales el contribuyente podrá presentar los documentos,  libros o 

registros que desvirtúen los hechos u omisiones consignados. Cuando se trate de más de un ejercicio revisado se 

ampliará el plazo hasta por quince días más, siempre que el contribuyente presente aviso dentro del plazo inicial de 

veinte días. 
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Se tendrán por consentidos los hechos u omisiones consignados en las actas a que se refiere este artículo, cuando el 

contribuyente no presente dentro del plazo a que se refiere el párrafo anterior, los documentos, libros o registros 

que desvirtúen dichos hechos u omisiones. 
 

IV. Cuando resulte imposible continuar o concluir la visita domiciliaria en el lugar o lugares señalados en la orden de 

visita, las actas podrán levantarse en las oficinas de las autoridades fiscales. En este caso, se deberá notificar 

previamente a la persona con quien se entiende la visita, a fin de que acuda al levantamiento y se haga acompañar de sus 

testigos de asistencia; excepto en el supuesto de que el visitado hubiere desaparecido del domicilio en donde se 

está desarrollando la visita domiciliaria. 
 

V. Si en el cierre del acta final de visita no estuviera presente el visitado o su representante legal, se dejará citatorio para 

que se presente a una hora determinada del día siguiente. Si no se presentare, el acta se levantará ante quien esté 

presente en el lugar visitado. 

 

Cerrada el acta final no se podrán levantar actas complementarias sin que exista nueva orden de visita. 

 

VI. Las actas parciales se entenderá que forman parte integrante del acta final de visita aunque no se señale así 

expresamente; 
 

VII. Las autoridades fiscales deberán concluir la visita domiciliaria o la revisión de la documentación que se realice en 

las oficinas de las propias autoridades, dentro de un plazo máximo de doce meses contados a partir de que se notifique 

la orden de visita o el requerimiento respectivo. Cuando las autoridades no cierren el acta final de visita o no notifiquen 

el oficio de observaciones, o en su caso, el de conclusión de la revisión, en el plazo mencionado, 

se entenderá concluida en esa fecha, y quedará sin efectos la orden y las actuaciones que se derivaron durante la visita 

o revisión de que se trate. 
 

VIII. Cuando durante el desarrollo de la visita domiciliaria, los contribuyentes corrijan su situación fiscal, ésta se dará 

por concluida, si a juicio de las autoridades fiscales y conforme a la investigación realizada, se desprende que el 

contribuyente ha corregido en su totalidad las obligaciones fiscales por las que se ejercieron las facultades de 

comprobación y por el período objeto de revisión. En el supuesto mencionado, se hará constar la corrección fiscal 

mediante oficio que se hará del conocimiento del contribuyente y la conclusión de la visita domiciliaria de que se trate; 
 

IX. Cuando de la revisión de los citatorios o de las actas de visita que se hayan levantado y demás documentación 

vinculada a éstas, se observe que el procedimiento de fiscalización no se hubiese ajustado a las normas aplicables, lo que 

pudiera provocar la invalidación de la determinación del crédito fiscal que en su caso se realizara o causar un daño al 

erario público, la autoridad podrá por una sola vez reponer el procedimiento de oficio, a partir de que se cometió la 

irregularidad. 

 

Lo señalado en el párrafo anterior, será sin perjuicio de las responsabilidades en que puedan incurrir los servidores 

públicos involucrados en el procedimiento respecto al cual se realizará la reposición. 

 

X. Los plazos para concluir las visitas domiciliarias o las revisiones de gabinete, se suspenderán en los casos de: a). 

Huelga, a partir de que se suspenda temporalmente el trabajo y hasta que termine la misma; 

b). Fallecimiento del contribuyente, hasta en tanto se designe al representante legal de la sucesión; 

 

c). Cuando el contribuyente desocupe su domicilio fiscal sin haber presentado el aviso de cambio correspondiente o 

cuando no se le localice en el que haya señalado, hasta que se le localice; 

 

d). Cuando el contribuyente no atienda el requerimiento de datos, informes o documentos solicitados por las 

autoridades fiscales para verificar el cumplimiento de sus obligaciones fiscales, durante el periodo que transcurra entre 

el día del vencimiento del plazo otorgado en el requerimiento y hasta el día en que conteste o atienda el 

requerimiento, sin que la suspensión pueda exceder de seis meses. En el caso de dos o más solicitudes de 

información, se sumarán los distintos periodos de suspensión y en ningún caso el periodo de suspensión podrá  

exceder de un año; 
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e). Tratándose de la fracción IX del presente artículo, el plazo se suspenderá a partir de que la autoridad informe al 

contribuyente la reposición del procedimiento. 

 

Dicha suspensión no podrá exceder de un plazo de dos meses contados a partir de que la autoridad notifique al 

contribuyente la reposición del procedimiento, y 

 

f). Cuando la autoridad se vea impedida para continuar el ejercicio de sus facultades de comprobación por caso  

fortuito o fuerza mayor, hasta que la causa desaparezca, lo cual se deberá publicar en la Gaceta Oficial de la Ciudad de 

México y en la página de internet de la Secretaría. 

 

Si durante el plazo en el que se desarrolla la visita domiciliaria o la revisión de la documentación que se realice en las 

oficinas de las propias autoridades, los contribuyentes interponen algún medio de defensa contra los actos o 

actividades que deriven del ejercicio de sus facultades de comprobación, dichos plazos se suspenderán desde la  fecha 

en que se interpongan los citados medios de defensa hasta que se dicte resolución definitiva de los mismos. 

 

ARTÍCULO 91.- Las visitas domiciliarias ordenadas por las autoridades fiscales, deberán concluirse 

anticipadamente, en los siguientes supuestos: 

 

I. Cuando el contribuyente haya presentado ante la Tesorería, antes del inicio de la visita, aviso para dictaminar el 

cumplimiento de sus obligaciones fiscales, siempre que dicho aviso se haya presentado en el plazo y cumpliendo los 

requisitos establecidos en éste Código. La conclusión anticipada de la visita, solo será con relación a las 

contribuciones y el período a dictaminar. 

 

II. Cuando durante el ejercicio de las facultades de comprobación de las autoridades fiscales, los contribuyentes  

corrijan su situación fiscal y haya transcurrido, al menos, un plazo de tres meses contados a partir del inicio del 

ejercicio de dichas facultades, se dará por concluida la visita domiciliaria o la revisión de que se trate, si a juicio de las 

autoridades fiscales y conforme a la investigación realizada, se desprende que el contribuyente ha corregido en su 

totalidad las obligaciones fiscales por las que se ejercieron las facultades de comprobación y por el período objeto de 

revisión. En el supuesto mencionado, se hará constar la corrección fiscal mediante oficio que se hará del conocimiento 

del contribuyente y la conclusión de la visita domiciliaria o revisión de que se trate. 

 

En estos casos se deberá levantar acta en la que se señale esta situación. 
 

ARTÍCULO 92.- Cuando las autoridades fiscales soliciten de los contribuyentes, responsables solidarios o terceros, 

informes, datos o documentos o pidan la presentación de la contabilidad o parte de ella, para el ejercicio de sus  

facultades de comprobación, fuera de una visita domiciliaria, se estará a lo siguiente: 

 

I. La solicitud se notificará en el domicilio fiscal de la persona a la que va dirigida y en su defecto, tratándose de  

personas físicas, también podrá notificarse en su casa habitación o en el lugar donde éstas se encuentren. Si al  

presentarse el notificador en el lugar donde deba de practicarse la diligencia, no estuviere la persona a quien va 

dirigida la solicitud o su representante legal, se dejará citatorio con la persona que se encuentre en dicho lugar,  para 

que el contribuyente, responsable solidario, tercero o representante legal lo esperen a hora determinada el día 

siguiente para recibir la solicitud; si la persona que se encuentre en el domicilio se negare a recibir el citatorio, a 

identificarse o a firmar el mismo, la cita se hará por instructivo que se fijará en la puerta del domicilio o en un lugar 

visible del mismo y se hará constar esta situación en el acta que al efecto se levante. 

 

Si el domicilio se encontrare cerrado, el citatorio se dejará con un vecino y si éste se negare a recibirlo se citará por 

instructivo. 
 

Si no se atendiere el citatorio, la solicitud se notificará con quien se encuentre en el domicilio señalado en la misma y de 

negarse a recibirla ésta; a identificarse o a firmar la misma, se realizará por instructivo que se fijará en la puerta del 

domicilio o en un lugar visible del mismo; si el domicilio se encuentra cerrado también la notificación se realizará 

por instructivo. 
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II. En la solicitud se indicará el lugar y el plazo en el cual se deberán proporcionar los informes o documentos; 
 

III. Los informes, libros o documentos requeridos deberán ser proporcionados por la persona a quien se dirigió la 

solicitud o por su representante; 

 

IV. Como consecuencia de la revisión de informes, datos, documentos o contabilidad requeridos a los 

contribuyentes, responsables solidarios o terceros, las autoridades fiscales formularán oficio de observaciones,  en el 

cual harán constar en forma circunstanciada los hechos u omisiones que se hubieren conocido y entrañen  

incumplimiento de las disposiciones fiscales del contribuyente o responsable solidario. En el caso de que no 

existan observaciones, las autoridades fiscales dentro del plazo a que se refiere la fracción VII del artículo 90 de este 

Código, formularán oficio en el que se dé a conocer al contribuyente, responsable solidario o tercero, el resultado 

de la revisión; 
 

V. El oficio de observaciones a que se refiere la fracción IV anterior, se notificará en el lugar señalado en la fracción I de este 

artículo. El contribuyente contará con un plazo de veinte días contados a partir del siguiente a aquel en que se notificó 

el oficio de observaciones, para presentar los documentos, libros o registros que desvirtúen los  hechos u omisiones 

asentados en el mismo. 
 

Se tendrán por consentidos los hechos u omisiones consignados en el oficio de observaciones, si en el plazo a que se 

refiere el párrafo anterior, el contribuyente no presenta documentación comprobatoria que los desvirtúe; 
 

VI. La resolución que determine las contribuciones omitidas se notificará en el lugar señalado en la fracción I de este 

artículo, y 

 

VII. La revisión de gabinete se dará por concluida si a juicio de las autoridades fiscales y conforme a la investigación 

realizada, se desprende que el contribuyente ha corregido en su totalidad las obligaciones fiscales por las que se 

ejercieron las facultades de comprobación y por el período objeto de revisión. En el supuesto mencionado, se hará 

constar la corrección fiscal mediante oficio que se hará del conocimiento del contribuyente y la conclusión de la 

revisión de que se trate. 
 

Para efectos de este artículo, se considera como parte de la documentación o información que puedan solicitar  las 

autoridades fiscales, la relativa a las cuentas bancarias del contribuyente. 
 

ARTÍCULO 93.- En el caso de que con motivo de sus facultades de comprobación, las autoridades fiscales soliciten 

informes, datos, documentos, la presentación de la contabilidad o parte de ella, del contribuyente, responsable  

solidario o tercero, deberán presentarse dentro de los siguientes plazos: 

 

a). Las boletas o declaraciones de pago de contribuciones, libros o registros que forman parte de la contabilidad, 

solicitados en el curso de una visita domiciliaria, deberán presentarse de inmediato, así como los diagramas y el 

diseño de sistema de registro electrónico, en su caso; 

 

b). Seis días contados a partir del siguiente a aquel en que se notificó la solicitud respectiva, cuando se trate de  

documentos que deba tener en su poder el contribuyente conforme a la legislación aplicable y le sean solicitados 

durante el desarrollo de la visita domiciliaria, y 

 

c). Diez días contados a partir del siguiente a aquel en que se le notificó la solicitud respectiva, en los demás casos. 

 

Las autoridades fiscales podrán ampliar hasta en diez días más los plazos antes señalados, cuando se trate de 

informes cuyo contenido sea difícil de proporcionar o de obtener. 

 

ARTÍCULO 94.- Las visitas de inspección y verificación, distintas de los procedimientos que se establecen en los 

artículos 90 y 92 del presente Código, sólo se practicarán mediante mandamiento escrito de autoridad 

competente debidamente fundado en el que se expresará nombre, denominación o razón social del visitado, lugar a 
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inspeccionarse o verificarse, y objeto de la visita. Cuando se ignore el nombre, denominación o razón social del 

propietario, en el caso del impuesto predial, los derechos por el suministro de agua o los derechos de descarga a la red 

de drenaje, la visita de inspección o verificación será dirigida al poseedor del inmueble o al usuario de la toma, en 

cuyo caso, el personal actuante obtendrá al momento de efectuarse, los datos que permitan la identificación 

del visitado. 

 

Tratándose de los impuestos sobre espectáculos públicos, sobre loterías, rifas, sorteos y concursos, y a las 

erogaciones en juegos con apuestas y concursos, la visita de inspección o verificación podrá dirigirse al 

organizador y/o responsable del evento, cuando se desconozca el nombre del promotor de dicho evento. 

 

Al iniciarse la verificación o inspección en el domicilio señalado en la orden, los visitadores que en ella intervengan se 

deberán identificar ante la persona con quien se entienda la diligencia, a fin de que ella constate que las personas 

nombradas en la orden de visita y las que comparecen a su realización son las mismas, lo cual quedará debidamente 

circunstanciado en el acta que al efecto se levante. 

 

De toda visita de verificación o inspección se levantará acta circunstanciada, en presencia de dos testigos 

propuestos por la persona con quien se hubiere entendido la diligencia o por quien la practique si aquélla se 

hubiere negado a proponerlos, de la cual se dejará copia a la persona con quien se entendió la diligencia aunque se 

hubiere negado a firmar, lo que no afectará la validez de la diligencia ni del documento de que se trate, siempre y cuando 

el verificador o inspector haga constar la circunstancia en la propia acta. Los hechos u omisiones consignados 

por los visitadores en las actas harán prueba plena de la existencia de tales hechos u omisiones, con excepción de 

aquellos controvertidos por el contribuyente, sin producir efectos de resolución final. 

 

ARTÍCULO 95.- Cuando con motivo del ejercicio de sus facultades de comprobación, las autoridades fiscales  

conozcan de la comisión de una o varias infracciones que originen la omisión total o parcial en el pago de las 

contribuciones establecidas en este Código, procederán a determinar el crédito fiscal que resulte, motivando la  

resolución con base en los hechos u omisiones consignadas en las actas u oficio de observaciones que al efecto se hayan 

levantado. 

 

Dicha resolución deberá emitirse y notificarse al contribuyente, incluso a través de medios electrónicos conforme a lo 

previsto en el artículo 98 TER de este Código, dentro de un plazo máximo de cinco meses contados a partir del día 

siguiente al levantamiento del acta final, o una vez transcurrido el plazo de 20 días a que hace referencia la  fracción V 

del artículo 92 de este Código, según corresponda. Cuando las autoridades no emitan la resolución correspondiente 

en el plazo mencionado, quedará sin efectos la orden y las actuaciones que se derivaron durante la visita o revisión de 

que se trate. 

 

El plazo para emitir la resolución a que se refiere el párrafo anterior, se suspenderá en los casos previstos en los incisos 

a), b) y c) de la fracción X del artículo 90 de este Código. 

 

Si durante el plazo para emitir la resolución de que se trate, los contribuyentes interponen algún medio de defensa contra 

el acta final de visita o del oficio de observaciones de que se trate, dicho plazo se suspenderá desde la fecha en que se 

interpongan los citados medios de defensa y hasta que se dicte resolución definitiva de los mismos. 

 

Cuando las autoridades emitan y no notifiquen la resolución correspondiente dentro del plazo mencionado, 

quedará sin efectos la orden y las actuaciones que de ella se derivaron durante la visita o revisión de que se trate. 

 

En el caso de que concluida la visita domiciliaria, y una vez que la autoridad fiscal no conozca de la comisión de alguna 

infracción que origine la omisión total o parcial en el pago de contribuciones establecidas en este Código, ésta 

comunicará a través del acta final al contribuyente esa situación, dentro de los cinco días hábiles siguientes. 

 

ARTÍCULO 96.- Los hechos afirmados por Contadores Públicos en los dictámenes formulados en relación al 

cumplimiento de las obligaciones fiscales, así como en las aclaraciones respecto a dichos dictámenes, se 

presumirán ciertos, salvo prueba en contrario, si reúnen los siguientes requisitos: 
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I. Que el Contador Público que dictamine cuente con registro actualizado ante la Secretaría para dictaminar 

contribuciones locales; 

 

II. Que el dictamen se formule de acuerdo a las disposiciones de este Código y de las reglas de carácter general que al 

efecto publique la Secretaría, y 

 

III. Que el Contador Público emita conjuntamente con su dictamen, un informe sobre la revisión fiscal en el que se 

consigne, bajo protesta de decir verdad, los datos que señale este Código y las reglas de carácter general que al efecto 

publique la Secretaría. 

 

Cuando el dictamen se haya presentado con abstención de opinión, opinión negativa, con salvedades que tengan 

implicaciones fiscales o no reúnan los requisitos establecidos en este Código, las autoridades fiscales podrán 

ejercer directamente sus facultades de comprobación sin necesidad de agotar el procedimiento que establece el  

artículo 97 de este Código. Tampoco se seguirá el mencionado procedimiento en el caso de que se determinen en el 

dictamen diferencias de contribuciones a pagar o contribuciones omitidas y éstas no se enteren de conformidad con lo 

dispuesto en la fracción V del artículo 68 de este Código. Dicha circunstancia se hará del conocimiento del Contador 

Público y del Contribuyente. 

 

Las opiniones o interpretaciones contenidas en los dictámenes no obligarán a las autoridades fiscales, las que  podrán 

ejercer directamente sus facultades de vigilancia y comprobación sobre los sujetos pasivos o responsables solidarios y 

expedir la resolución por la que se determine el crédito fiscal que corresponda. 

 

La revisión de los dictámenes y demás documentos relativos a los mismos, podrá efectuarse en forma previa o  

simultánea al ejercicio de otras facultades de comprobación establecidas en este Código, respecto de los 

contribuyentes o responsables solidarios. 

 

ARTÍCULO 97.- Las autoridades fiscales, estarán facultadas para revisar los dictámenes presentados por los 

contribuyentes, de acuerdo a lo siguiente: 

 

I. Requerirán al Contador Público, por escrito, con copia al contribuyente: 

 

a). Los papeles de trabajo elaborados con motivo de la auditoría practicada, los cuales, en todo caso, se entiende que 

son propiedad del Contador Público que dictamine, y 

 

b). Información y documentos que se consideren pertinentes para cerciorarse del cumplimiento de las 

obligaciones fiscales del contribuyente. 

 

La revisión a la que se refiere esta fracción, se llevará a cabo con el Contador Público que haya formulado el 

dictamen. Esta revisión no deberá exceder de un plazo de seis meses, contados a partir de que se notifique al  

Contador Público la solicitud de información. 
 

II. Concederán al Contador Público, un plazo máximo de quince días hábiles contados a partir de la notificación del 

requerimiento, para que le proporcione la documentación o información requerida. 
 

III. Podrán requerir al contribuyente para que exhiba la documentación o informes requeridos, cuando ésta no sea 

proporcionada por el Contador Público en el plazo previsto en la fracción anterior, o bien, cuando habiéndola 

proporcionado no sea suficiente para comprobar los datos y cifras consignados en el dictamen y demás 

documentos. 

 

Una vez realizado lo anterior, si a juicio de las autoridades fiscales el dictamen no satisface los requisitos 

establecidos en este Código, dicha circunstancia se hará del conocimiento del Contador Público y del 

contribuyente, procediendo a ejercer directamente las facultades de comprobación. 
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Cuando la autoridad fiscal advierta del dictamen a revisar, que existe omisión o diferencias en el pago de alguna 

contribución establecida en este Código, podrá requerir directamente al contribuyente, haciendo constar dicha 

circunstancia. 

 

IV. No deberán transcurrir más de doce meses, de la fecha en que surta efectos la notificación del inicio de 

facultades de comprobación al Contador Público o al propio contribuyente, a la fecha en que se formule el oficio  de 

observaciones. 

 

Respecto de la revisión efectuada a la documentación y/o informes requeridos al Contador Público o al 

contribuyente si no existieran hechos u omisiones observadas las autoridades fiscales dentro del plazo a que se  refiere 

la fracción IV de este artículo, formularán oficio en el que se dé a conocer el resultado de la revisión. Asimismo, 

respecto a la revisión efectuada al contribuyente, las autoridades fiscales deberán notificar el oficio de observaciones, 

contando el contribuyente con un plazo de 20 días a partir de la fecha en que surta efectos dicha notificación, para 

desvirtuar los hechos u omisiones observadas. 

 

ARTÍCULO 98.- Cuando el Contador Público no dé cumplimiento a las disposiciones establecidas en este Código y en 

las reglas de carácter general que al efecto publique la Secretaría, las autoridades fiscales previa audiencia estarán 

facultadas para: 

 

I. Amonestar por escrito cuando: 

 

a). Se presente incompleta la información a que se refieren los artículos 61, 64, 65, 66, 67, 68 y 70, de este Código, y 

 

b). No cumpla con lo señalado en el artículo 97, fracción I, incisos a) y b), de este Código. 

 

II. Suspender los efectos de su registro para emitir dictámenes, cuando: 

 

a). Formule el dictamen en contravención a lo dispuesto en el artículo 96 de este Código. En este caso la 

suspensión será de un año para la primera ocasión y dos años para la segunda; 

 

b). No formule el dictamen debiendo hacerlo. En este caso la suspensión será de un año para la primera ocasión y dos 

años para la segunda; 

 

c). Acumule dos amonestaciones. En este caso la suspensión será de dos años; 
 

d). Se encuentre sujeto a proceso por la comisión de delitos de carácter fiscal o delitos dolosos que ameriten pena 

privativa de libertad. En este caso, la suspensión durará el tiempo en que el Contador se encuentre sujeto a dicho 

proceso; 

 

e). El Contador Público se haya auxiliado de personas distintas a las que se refiere el artículo 22 de este Código,  para 

la determinación de la base gravable del Impuesto Predial. En este caso la suspensión será de un año para la primera 

ocasión y dos años para la segunda; y 

 

f). Cuando el Contador Público no informe su cambio de domicilio fiscal a la autoridad competente, la suspensión será 

de un año para la primera ocasión y dos años para la segunda. 

 

El cómputo de las amonestaciones, se hará por cada actuación del Contador Público, independientemente del 

contribuyente a que se refieran. 

 

III. Proceder a la cancelación definitiva de su registro para emitir dictámenes, cuando: 

 

a). Exista reincidencia en la violación de las disposiciones que rigen la formulación del dictamen y demás 
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información para efectos fiscales. Para estos efectos se entiende que hay reincidencia cuando el Contador Público 

acumule tres suspensiones, y 

 

b). Hubiera intervenido en la comisión de delitos de carácter fiscal o delitos dolosos que ameriten pena privativa  de 

libertad, respecto de los cuales se haya dictado sentencia definitiva que lo declare culpable. 

 

IV. La audiencia a que se refiere este artículo, se sujetará a lo siguiente: 

 

a). Determinada la irregularidad se le notificará por oficio al Contador Público, concediéndole un plazo de quince días 

naturales contados a partir de la fecha de su notificación, a efecto de que manifieste, por escrito, lo que a su derecho 

convenga y ofrezca las pruebas documentales pertinentes, mismas que deberá acompañar a su escrito, y 

 

b). Agotada la fase anterior, con vista en los elementos que obren en el expediente, la Secretaría emitirá la 

resolución que proceda, misma que deberá hacerse del conocimiento del Colegio respectivo, sin perjuicio de las  

demás sanciones que pudiera llegar a incurrir el Contador Público. 

 

En el caso de que las personas a que se refiere este artículo no cumplan con las disposiciones establecidas, se les 

impondrán las multas establecidas en el artículo 479 del presente Código. 

 

ARTÍCULO 98 BIS.- Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 73, fracción XXI de este Código, las revisiones electrónicas 

se realizarán conforme a lo siguiente: 

 

I. Con base en la información y documentación que obre en su poder, las autoridades fiscales darán a conocer los 

hechos que deriven en la omisión de contribuciones y aprovechamientos o en la comisión de otras irregularidades, a 

través de una resolución provisional que, en su caso, contenga las bases para la autocorrección; 

 

II. En la resolución provisional se le requerirá al contribuyente, responsable solidario o tercero, para que en un plazo 

de quince días siguientes a la notificación de la citada resolución, manifieste lo que a su derecho convenga y 

proporcione la información y documentación, tendiente a desvirtuar las irregularidades o acreditar el pago de las 

contribuciones o aprovechamientos consignados en la resolución provisional. 

 

En caso de que el contribuyente acepte las bases contenidas en la resolución provisional, podrá optar por corregir su 

situación fiscal dentro del plazo señalado en el párrafo que antecede, mediante el pago total de las 

contribuciones y aprovechamientos omitidos, actualizados al momento del pago, junto con sus accesorios, en  cuyo 

caso, gozará del beneficio de pagar una multa equivalente al 20% de las contribuciones omitidas; 

 

III. Una vez recibidas y analizadas las pruebas aportadas por el contribuyente, si la autoridad fiscal identifica 

elementos adicionales que deban ser verificados, podrá actuar indistintamente conforme a cualquiera de los 

siguientes procedimientos: 

 

 

a) Efectuará un segundo requerimiento al contribuyente, dentro del plazo de los diez días siguientes a aquél en  que 

la autoridad fiscal reciba las pruebas, el cual deberá ser atendido por el contribuyente dentro del plazo de diez días 

siguientes contados a partir de la notificación del segundo requerimiento, mismo que suspenderá el  plazo señalado 

en la fracción IV, primer párrafo de este artículo. 

 

b) Solicitará información y documentación de un tercero, en cuyo caso, desde el día en que se formule la solicitud y hasta 

aquel en que el tercero conteste, se suspenderá el plazo previsto en la fracción IV de este artículo, situación que deberá 

notificársele al contribuyente dentro de los diez días siguientes a la solicitud de la información. Dicha suspensión no 

podrá exceder de seis meses. 

 

Una vez obtenida la información solicitada, la autoridad fiscal contará con un plazo máximo de cuarenta días para la 

emisión y notificación de la resolución definitiva, salvo tratándose de pruebas periciales, caso en el cual el plazo se 
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computará a partir de su desahogo, y 

 

IV. En caso de que el contribuyente exhiba pruebas, la autoridad contará con un plazo máximo de cuarenta días  

contados a partir de su desahogo para la emisión y notificación de la resolución definitiva con base en la 

información con que se cuente en el expediente. 

 

 

En caso de que el contribuyente no aporte pruebas, ni manifieste lo que a su derecho convenga para desvirtuar  los 

hechos u omisiones dentro del plazo establecido en la fracción II de este artículo, la autoridad fiscal emitirá la 

resolución definitiva con los elementos obtenidos durante el procedimiento y las cantidades determinadas se 

harán efectivas mediante el procedimiento administrativo de ejecución. 

 

Concluidos los plazos otorgados a los contribuyentes para hacer valer lo que a su derecho convenga respecto de los 

hechos u omisiones dados a conocer durante el desarrollo de las facultades de comprobación a que se refiere la fracción 

XXI del artículo 73 de este Código, se tendrá por perdido el derecho para realizarlo. 

 

Los actos y resoluciones administrativos, así como las promociones de los contribuyentes a que se refiere este  

artículo, se notificarán y presentarán en documentos digitales a través de medios electrónicos conforme a lo 

previsto en el artículo 98 TER de este Código. 

 

ARTÍCULO 98 TER.- Las personas físicas y morales tendrán asignado un  Buzón Fiscal  mediante el cual 

podrán presentar promociones, solicitudes, avisos, o dar cumplimiento a requerimientos de la autoridad, a través de 

documentos digitales, así como realizar consultas sobre su situación fiscal; asimismo, las autoridades  fiscales podrán 

realizar la notificación de cualquier acto o resolución administrativa que emitan, en documentos digitales, conforme 

a lo siguiente: 

 

I.  

Secretaría cuya dirección electrónica es www.finanzas.cdmx.gob.mx  

 

 

II. Los actos administrativos que emitan las autoridades fiscales a través de medios electrónicos deberán contener por 

lo menos, los requisitos establecidos en el artículo 101 de este Código y serán considerados Documentos 

Electrónicos Oficiales de conformidad con lo establecido en el artículo 2, fracción XV del presente Código. 

 

III. Cuando los contribuyentes remitan un documento digital a  Fiscal 

 recibirán un acuse de recibo que contendrá sello digital. 

 

En este caso, el sello digital identificará al área que recibió el documento y se presumirá, salvo prueba en contrario, que el 

documento digital fue recibido en la hora y fecha que se consignen en el acuse de recibo. 

 

Tratándose de documentos digitales, se deberá manifestar la naturaleza de los mismos, especificando si la 

reproducción digital corresponde a una copia simple, una copia certificada o al original y tratándose de esta última si 

tiene o no firma autógrafa. Los contribuyentes deberán realizar esta manifestación bajo protesta de decir verdad, 

la omisión de la manifestación presume en perjuicio del contribuyente que el documento digitalizado corresponde a 

una copia simple. 
 

IV. Los días hábiles establecidos en el artículo 433 de este Código, serán los mismos para el trámite efectuado a  través 

de medios electrónicos, sin embargo, para este último se tomarán como hábiles las 24 horas del día, para 

lo cual la Secretaría garantizará la continuidad del servicio, y en su caso, se suspenderán los plazos de los 

contribuyentes que se vean afectados por una falla debidamente acreditada. 
 

En caso de que el contribuyente ingrese al  

pendientes de notificar en día inhábil, generando el acuse de recibo electrónico, la notificación se tendrá por 

practicada al día hábil siguiente. 

http://www.finanzas.cdmx.gob.mx/
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V. Las notificaciones personales de los actos administrativos a que se refieren los artículos 95, segundo párrafo, 434, 

fracción I y 436, párrafos segundo, tercero y cuarto de este Código, se regirán conforme a lo siguiente: 

 

a) Previo a la realización de la notificación de los actos administrativos, al contribuyente le será enviado vía correo 

 

documento emitido por la autoridad fiscal. 

 

Dicho aviso se enviará en primer término al correo electrónico que haya señalado para tales efectos ante la 

Secretaría, en caso de no haber señalado alguno, se enviará al correo registrado en las bases de datos de las 

autoridades fiscales locales a las que tenga acceso la propia autoridad fiscal, y en caso de no contar con ninguno de los 

anteriores se enviará al correo registrado en las bases de datos de las autoridades fiscales federales a las  que se tenga 

acceso. 

 

b) Las notificaciones electrónicas, se tendrán por realizadas cuando se genere el acuse de recibo electrónico de 

notificación del acto de autoridad de que se trate, en el que constará la fecha y hora en que el contribuyente se  

autenticó para abrir el documento a notificar y surtirán sus efectos al día hábil siguiente a aquél en que fueron  hechas. 

 

c) El acuse de recibo electrónico de notificación del acto de autoridad, deberá contener: 

 

1. Nombre del contribuyente. 

2. Número de Auditoría o Requerimiento. 

3. Número de Oficio a notificar. 

4. Fecha de Recepción. 

5. Hora de Recepción. 

6. Sello Digital. 

 

d) Los contribuyentes contarán con un plazo de tres días para abrir los documentos digitales pendientes de 

notificar, dicho plazo se contará a partir del día siguiente a aquél en que la Secretaría envíe el aviso por correo  

electrónico a que hace referencia el inciso a) de la fracción V de este artículo, de no abrirlo, la notificación 

electrónica se tendrá por realizada al cuarto día hábil, contado a partir del día siguiente a aquél en que fue enviado el 

referido aviso. 

 

Será responsabilidad de los contribuyentes mantener vigente la cuenta de correo electrónico señalada para 

efectos de notificación ante las autoridades fiscales. 
 

VI. Las notificaciones electrónicas estarán disponibles en el portal de internet de la Secretaría, las cuales podrán  

imprimirse por el contribuyente en cualquier momento y dicha impresión contendrá un sello digital que lo 

autentificará. 

 

VII. Los requerimientos que formulen las autoridades fiscales en términos de lo dispuesto en los artículos 73, 

fracción X y 88 de este Código, se realizarán con documentos digitales que se notificarán a los contribuyentes a través 

del  Buzón Fiscal  y se deberán atender por éstos mediante el mismo medio de comunicación. 

Para dar atención a los requerimientos notificados vía electrónica, el contribuyente, deberá ingresar al  

Buzón Fiscal  dentro de los plazos establecidos en el mismo requerimiento y adjuntar en documento 

electrónico con formato PDF, la siguiente documentación: 

 

a) Escrito digitalizado en el cual manifieste lo que a su derecho convenga, con firma autógrafa o electrónica del 

contribuyente o su representante legal. 

 

b) Los documentos que le fueron requeridos por la autoridad fiscal en el oficio notificado, los cuales deberán estar 

relacionados y detallados en el escrito a que hace referencia el inciso anterior. 
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La autoridad fiscal enviará un aviso de recepción de documentación, y en un plazo de tres días hábiles, emitirá el acuse 

de recibo electrónico, en términos de lo dispuesto en el inciso c) de la fracción V de este artículo. 

 

El oficio de observaciones que se emita con motivo del requerimiento electrónico formulado por las autoridades 

fiscales en términos de la fracción X del artículo 73 de este Código, se notificará a los sujetos directamente 

obligados, responsables solidarios o terceros a través del  Buzón Fiscal  

 

 

El escrito por el cual los sujetos directamente obligados, responsables solidarios o terceros desvirtúen los hechos u 

omisiones señalados en el oficio de observaciones se enviará a la autoridad fiscal a través del  Buzón Fiscal  

en términos de lo establecido en el segundo párrafo de esta fracción. 

 

VIII. Para el caso de las revisiones electrónicas a que se refieren los artículos 73, fracción XXI y 98 BIS de este Código, los actos 

administrativos y las promociones que deriven de éstas se notificarán por las autoridades fiscales y se presentarán 

por los contribuyentes a través del  Buzón Fiscal  conforme a los términos y plazos establecidos en los 

citados artículos, tomando en consideración lo siguiente: 

 

a) Se realizarán en documentos digitales en formato PDF protegido. 

 

b) La autoridad fiscal al inicio de la revisión enviará la Carta de los Derechos del Contribuyente. 

 

c) El contribuyente, a efecto de atender la resolución provisional emitida por la autoridad fiscal, podrá solicitar una 

prórroga por una sola ocasión, la cual podrá ser por un máximo de diez días. 

 

d) El contribuyente para dar atención a la resolución provisional deberá enviar: 

 

1. Escrito digitalizado en el cual manifieste lo que a su derecho convenga, con firma autógrafa o electrónica del 

contribuyente o su representante legal. 

 

2. Los documentos con los que desvirtúe las irregularidades dadas a conocer o aquellos con los que acredite el  pago 

de las contribuciones o aprovechamientos consignados en la resolución fiscal, los cuales deberán estar 

relacionados y detallados en el escrito a que se refiere el párrafo anterior. 

 

e) La autoridad fiscal enviará un aviso de recepción de documentación y en un plazo de tres días hábiles emitirá  el 

acuse de recibo electrónico, en términos de lo dispuesto en el inciso c) de la fracción V de este artículo. 

 

f) Los terceros requeridos podrán solicitar una prórroga por una sola vez, la cual se podrá otorgar por un máximo de 

diez días. 

 

g) De las revisiones se formarán expedientes electrónicos, los cuales incluirán todas las promociones y pruebas que 

sean exhibidas por el contribuyente en la misma vía, así como los actos administrativos que emita la autoridad fiscal en 

forma digital, los cuales estarán disponibles para consulta del contribuyente en  Buzón Fiscal  

 

IX. No será aplicable la fiscalización a través de medios electrónicos a: 

 

a) Los contribuyentes que sean propietarios de inmuebles cuyo valor catastral de los inmuebles se ubiquen en los 

rangos A al D a que se refiere la fracción I del artículo 130 de este Código. 

 

b) A los contribuyentes a que se hace referencia en los artículos 281 y 282 de este Código. 

 

c) A los adultos mayores sin ingresos fijos y escasos recursos, jubilados o pensionados por cesantía en edad 

avanzada, que legalmente hayan aplicado cualquier tipo de beneficio fiscal. 
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d) A las personas con discapacidad permanente registradas ante el Instituto de las Personas con Discapacidad de la 

Ciudad de México, salvo que manifiesten ante la autoridad fiscal competente, su voluntad de que se realice por medios 

electrónicos. 
 

ARTÍCULO 99.- Las facultades de las autoridades para determinar créditos fiscales derivados de contribuciones 

omitidas y sus accesorios; para imponer sanciones por infracciones a las disposiciones de este Código, así como 

determinar responsabilidades resarcitorias, se extinguirán en el plazo de cinco años contados a partir del día 

siguiente a aquel en que: 

 

I. Se presentó la declaración del ejercicio, cuando se tenga obligación de hacerlo. En estos casos las facultades se 

extinguirán por ejercicios completos, incluyendo aquellas facultades relacionadas con la exigibilidad de 

obligaciones distintas de la de presentar la declaración del ejercicio. No obstante lo anterior, cuando se presenten 

declaraciones complementarias el plazo empezará a computarse a partir del día siguiente a aquél en que se 

presenten, por lo que hace a los conceptos modificados en relación a la última declaración de esa misma 

contribución en el ejercicio; 

 

II. Se presentó la declaración que corresponda a una contribución que no se calcule por ejercicios o a partir de que se 

causaron las contribuciones cuando no exista la obligación de pagarlas mediante declaración; 

 

III. Se hubiere cometido la infracción a las disposiciones fiscales; pero si la infracción fuese de carácter continuo, el 

término correrá a partir del día siguiente al en que hubiese cesado la consumación o se hubiese realizado la  última 

conducta o hecho, respectivamente; 

 

IV. Se hubiere cometido la conducta que causa el daño o perjuicio a la Hacienda Pública de la Ciudad de México o al 

patrimonio de las entidades, y 

 

V. Se presentó el dictamen de cumplimiento de obligaciones fiscales emitido por un Contador Público registrado,  

siempre que éste no dé origen a la presentación de declaraciones complementarias por dictamen, toda vez que  en 

caso contrario se estará a lo dispuesto en las fracciones I y II de este artículo. 

 

El plazo a que se refiere este artículo será de diez años cuando el contribuyente omita realizar alguno de los 

siguientes actos: 

 

a) Inscribirse ante la autoridad fiscal en los padrones que le corresponda o no presente los avisos que modifiquen los 

datos registrados en éstos. 

 

b) Presentar declaraciones en los términos que disponga este Código. 

 

En este caso, el plazo será de cinco años si el contribuyente presenta en forma espontánea y sin que haya sido  

requerida la declaración omitida. No podrá ser sumado el tiempo transcurrido desde la fecha en la que debió ser 

presentada con el que transcurra posterior a su presentación. 

 

El plazo señalado en este artículo no estará sujeto a interrupción y sólo se suspenderá cuando se ejerzan las 

facultades de comprobación o se notifique el requerimiento de obligaciones omitidas por las autoridades fiscales; o 

cuando se inicien procedimientos de responsabilidad resarcitoria; se interponga algún recurso administrativo o juicio; 

cuando las autoridades no puedan iniciar el ejercicio de sus facultades de comprobación en virtud de que  el 

contribuyente hubiera desocupado su domicilio fiscal sin haber presentado el aviso de cambio correspondiente o 

hubiere señalado de manera incorrecta su domicilio fiscal. En los dos últimos casos se reiniciará el cómputo del plazo 

de caducidad a partir de la fecha en que se localice al contribuyente. 

 

El plazo de caducidad que se suspende con motivo del ejercicio de las facultades de comprobación o la 

notificación del requerimiento de obligaciones omitidas y la instauración de procedimientos resarcitorios, inicia con 

la notificación de su ejercicio y concluye cuando se notifique la resolución definitiva por parte de la autoridad fiscal. 
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Para el caso del ejercicio de las facultades de comprobación o la notificación del requerimiento de obligaciones 

omitidas, la suspensión a que se refiere este párrafo estará condicionada a que dentro de los doce meses siguientes 

al inicio de las facultades de comprobación o la notificación del requerimiento de obligaciones omitidas, se levante 

acta final, se emita oficio de observaciones o se dicte la resolución definitiva, a efecto de que opere la suspensión. 

Asimismo, para el caso de la instauración del procedimiento resarcitorio dicha suspensión estará condicionada a 

que dentro de los plazos establecidos por el artículo 458 de este Código, se dicte la resolución que corresponda 

en el procedimiento resarcitorio. De no cumplirse estas condiciones se entenderá que no hubo suspensión. 

 

No será necesario el levantamiento de las actas a que se refiere el párrafo anterior, cuando iniciadas las facultades de 

comprobación se verifiquen los supuestos señalados en los incisos a) y b) de la fracción X del artículo 90 de este Código. 

 

Los contribuyentes, transcurridos los plazos a que se refiere este artículo, podrán solicitar se declare que se han 

extinguido las facultades de las autoridades fiscales. 

 

ARTÍCULO 100.- Los actos y resoluciones de las autoridades que se dicten en aplicación de este Código, se 

presumirán legales. Sin embargo, dichas autoridades deberán probar los hechos que motiven los actos o 

resoluciones cuando el afectado los niegue lisa y llanamente, a menos que la negativa implique la afirmación de  otro 

hecho. 

 

Los hechos que se conozcan con motivo del ejercicio de las facultades de comprobación previstas en este Código, o bien 

que consten en los expedientes, documentos o bases de datos que lleven, tengan acceso o en su poder las autoridades 

fiscales, así como aquéllos proporcionados por otras autoridades, podrán servir para motivar las resoluciones de 

las autoridades fiscales. 

 

Cuando otras autoridades proporcionen expedientes o documentos a las autoridades fiscales conforme a lo 

dispuesto en el párrafo anterior, estas últimas deberán conceder a los contribuyentes un plazo de quince días,  

contado a partir de la fecha en la que les den a conocer tales expedientes o documentos, para manifestar por  escrito 

lo que a su derecho convenga, lo cual formará parte del expediente administrativo correspondiente. 

 

Las mencionadas autoridades estarán a lo dispuesto en el primer párrafo de este artículo, sin perjuicio de su 

obligación de guardar la reserva a que se refiere el artículo 102 de este Código. 

 

Las copias, impresiones o reproducciones que deriven del microfilm, disco óptico, medios magnéticos, digitales,  

electrónicos o magneto ópticos de documentos que tengan en su poder las autoridades, tienen el mismo valor 

probatorio que tendrían los originales, siempre que dichas copias, impresiones o reproducciones sean certificadas por 

servidor público competente para ello, sin necesidad de cotejo con los originales. 

 

 

ARTÍCULO 101.- Los actos administrativos que deben ser notificados deberán contener por lo menos los 

siguientes requisitos: 

 

I. Constar por escrito; 

 

II. Señalar la autoridad que lo emite; 

 

III. Estar fundado y motivado y expresar la resolución, causa, objeto o propósito de que se trate, y 

 

IV. Ostentar la firma autógrafa o firma electrónica avanzada del servidor público competente que lo emite y, en su caso, 

el nombre o nombres de las personas a las que vaya dirigido. Cuando se ignore el nombre de la persona a la que va 

dirigido, se señalarán los datos suficientes que permitan su identificación. En el caso de actos administrativos 

que consten en documentos digitales, deberán contener la firma electrónica avanzada, la cual  produce los mismos 

efectos jurídicos que la firma autógrafa. 
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La Secretaría mediante reglas de carácter general, establecerá medidas y facilidades administrativas para efectuar 

trámites a través de medios electrónicos. 

 

Si se trata de actos administrativos que determinen la responsabilidad solidaria se señalará, además, la causa legal 

de la responsabilidad. 
 

No se considera dentro de los actos administrativos que deban ser notificados, la boleta de derechos por el 

suministro de agua a que se refiere el artículo 174 de este Código. 

 

Para efectos de lo dispuesto en el primer párrafo de este artículo, no se deben considerar los actos cuya naturaleza sea de 

comunicación entre autoridades, en cuyo caso será el acto que vaya dirigido a los particulares el que deberá notificarse 

cumpliendo con los requisitos previstos en este artículo. 

 

ARTÍCULO 102.- El personal oficial que intervenga en los diversos trámites relativos a la aplicación de las 

disposiciones tributarias estará obligado a guardar absoluta reserva en lo concerniente a las declaraciones y datos 

suministrados por los contribuyentes o por terceros con ellos relacionados, así como los obtenidos en el ejercicio de 

las facultades de comprobación. Dicha reserva no comprenderá los casos que señale este Código y aquéllos en que 

deban suministrarse datos a los servidores públicos encargados de la administración de la Hacienda Pública  de la 

Ciudad de México; a la Procuraduría Fiscal para efectos de procesos contenciosos administrativos, resolución de 

recursos, instauración de procedimientos de fincamiento de responsabilidad resarcitoria y presentación de  denuncias 

o querellas de carácter penal; a los organismos encargados de la fiscalización del Gobierno de la Ciudad de México, para 

efectos del desarrollo de auditorías a los procesos de revisión y actualización de padrones; al  Ministerio Público en sus 

funciones de investigación del delito y persecución de los imputados; a las autoridades judiciales u órganos 

jurisdiccionales en procesos del orden penal; a los Tribunales del Poder Judicial de la Federación, al Tribunal, al 

Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje, a las Juntas Federales o Locales de Conciliación y Arbitraje, o cuando 

la información deba proporcionarse en virtud de convenios de intercambio de información que la Secretaría suscriba. 

Dicha reserva, tampoco comprenderá la información que las autoridades fiscales puedan proporcionar a las 

Sociedades de Información Crediticia, autorizadas por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, o a sus 

auxiliares o a particulares habilitados para la recuperación y cobro del adeudo relativa a los créditos fiscales firmes y 

exigibles de los contribuyentes derivados tanto de las contribuciones locales, así como de los Convenios de 

Colaboración Administrativa en Materia Fiscal Federal celebrados entre la 

Secretaría de Hacienda y Crédito Público y el Gobierno de la Ciudad de México, dentro del ámbito de su 

competencia. 

 

ARTÍCULO 103.- Las autoridades fiscales a efecto de proteger, respetar, garantizar y promover los derechos humanos 

de los contribuyentes, así como para el debido cumplimiento de sus facultades, les proporcionarán asistencia 

gratuita y además procurarán: 

 

I. Explicar las disposiciones fiscales utilizando en lo posible un lenguaje llano alejado de tecnicismos y en los casos en 

que sean de naturaleza compleja, elaborar y distribuir folletos a los contribuyentes; 
 

II. Brindar la asistencia necesaria a todos los contribuyentes y en especial a aquellos que no sepan leer ni escribir, hablen 

alguna lengua indígena, sean personas con discapacidad o adultos mayores; 
 

III. Mantener oficinas en diversos lugares de la Ciudad de México que se ocuparán de orientar y auxiliar a los 

contribuyentes en el cumplimiento de sus obligaciones; 
 

IV. Elaborar los formularios de declaración, manifestación o avisos, en forma que puedan ser llenados fácilmente por 

los contribuyentes y distribuirlos con oportunidad, e informar de las fechas y lugares de presentación de los  que se 

consideren de mayor importancia; 

 

V. Señalar en forma precisa en los requerimientos mediante los cuales se exija a los contribuyentes la presentación de 

declaraciones, manifestaciones, avisos y demás documentos a que estén obligados, cuál es el documento cuya 

presentación se exige; 
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VI. Difundir entre los contribuyentes los derechos y medios de defensa que se pueden hacer valer contra las 

resoluciones de las autoridades fiscales. Para este efecto establecerán una carta de los derechos del 

contribuyente; 

 

VII. Efectuar reuniones de información con los contribuyentes, especialmente cuando se modifiquen las 

disposiciones fiscales; 

 

VIII. Publicar anualmente las resoluciones dictadas por las autoridades fiscales que establezcan disposiciones de  

carácter general, agrupándolas de manera que faciliten su conocimiento por parte de los contribuyentes; se 

podrán publicar aisladamente aquellas disposiciones cuyos efectos se limitan a períodos inferiores a un año; 

 

IX. Proporcionar información completa y confiable sobre los trámites, requisitos y plazos, para las instancias o 

peticiones que formulen los contribuyentes, para lo cual emitirán el Manual de Trámites y Servicios al 

Contribuyente, y 

 

X. Proporcionar información de adeudos fiscales. 

 

ARTÍCULO 104.- La Secretaría promoverá la colaboración de las organizaciones, de los particulares y de los colegios 

de profesionistas con las autoridades fiscales. Para tal efecto podrá: 

 

I. Solicitar o considerar sugerencias, en materia fiscal, sobre la adición o modificación de disposiciones 

reglamentarias o sobre proyectos de normas legales o de sus reformas; 

 

II. Analizar las observaciones que se le presenten, para que en su caso, se formulen instrucciones de carácter 

general que la Secretaría dicte a sus dependencias para la aplicación de las disposiciones fiscales; 

III. Solicitar de las organizaciones respectivas, estudios técnicos que faciliten el conocimiento de cada rama de la 

actividad económica, para su mejor tratamiento fiscal; 

 

IV. Recabar observaciones para la aprobación de formas e instructivos para el cumplimiento de las disposiciones 

fiscales; 

 

V. Celebrar reuniones o audiencias periódicas con dichas organizaciones para tratar problemas de carácter 

general que afecten a los contribuyentes o a la administración fiscal y para buscar su solución; 
 

VI. Coordinar sus actividades con las organizaciones mencionadas para divulgar las normas sobre deberes fiscales y 

para la mejor orientación de los contribuyentes, y 

 

VII. Realizar las demás actividades conducentes al logro de los fines señalados en este artículo. 

 

Para lograr lo anterior, las autoridades fiscales podrán promover que las organizaciones de los particulares y los  

colegios de profesionistas, designen delegados ante las mismas, para que se reúnan cada dos meses con el fin de que se 

resuelva la problemática operativa e inmediata que se presente en el cumplimiento de las obligaciones fiscales. 

 

ARTÍCULO 105.- La Secretaría podrá establecer programas generales de regularización fiscal para los 

contribuyentes en los que se podrán contemplar, en su caso, la condonación total o parcial de contribuciones, multas, 

gastos de ejecución y recargos, así como facilidades administrativas. 

 

ARTÍCULO 105 BIS.- La Secretaría podrá realizar invitación a los contribuyentes a efecto de que conozcan su situación 

fiscal en materia de contribuciones locales y en su caso aclaren datos ante las oficinas autorizadas o a través de los 

medios electrónicos que esta dependencia establezca. 

 

Una vez que el contribuyente esté informado de su situación fiscal podrá, en caso de que lo estime proce dente, exhibir 
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en el plazo que establezca la Secretaría, las documentales que considere necesarias para desvirtuar las 

irregularidades que motivaron la invitación, así como cubrir los adeudos correspondientes. 
 

No se considerará que las autoridades fiscales inician el ejercicio de sus facultades de comprobación, cuando se 

realicen las acciones a que se refiere este artículo, pudiendo, ejercerlas en cualquier momento. 
 

ARTÍCULO 106.- Tratándose de créditos fiscales determinados por las autoridades fiscales, la persona titular de la 

Secretaría o de la Procuraduría Fiscal, deberán disminuir el monto del crédito fiscal, cuando medie petición del 

contribuyente, y opere indistintamente alguno de los siguientes supuestos: 

 

I. El adeudo fiscal sea exorbitante, ruinoso, confiscatorio o excesivo; 

 

II. El crédito fiscal derive por causas no imputables directamente al contribuyente; 

 

III. El contribuyente haya presentado dictamen de cumplimiento de obligaciones fiscales; 

 

IV. Cuando el crédito fiscal se haya incrementado por muerte del sujeto pasivo de la relación jurídica tributaria, o bien, 

por errores o dilación de las autoridades fiscales; 

 

V. Cuando el pago del crédito fiscal, implique la regularización de la propiedad inmobiliaria del contribuyente, y 

VI. Cuando el contribuyente realice actividades de beneficio social, y no tenga derecho a alguna reducción de las 

contempladas en este Código. 

 

Lo previsto en este artículo no constituye instancia, ni interrumpe ni suspende los plazos para que los particulares 

puedan interponer los medios de defensa. Las resoluciones que se emitan por la autoridad fiscal no podrán ser  

impugnadas por los contribuyentes. 

 

La disminución no será aplicable tratándose de los créditos fiscales derivados del Impuesto por la Prestación  de 

Servicios de Hospedaje. 
 

ARTÍCULO 107.- Las autoridades fiscales sólo estarán obligadas a contestar las consultas que sobre situaciones reales 

y concretas les hagan los interesados individualmente; de su resolución favorable se deriven derechos para el particular, 

en los casos en que la consulta se haya referido a circunstancias reales y concretas, y la resolución se haya emitido por 

escrito por autoridad competente para ello. 
 

Las autoridades fiscales no estarán obligadas a contestar consultas cuando hayan sido consentidas las situaciones sobre 

las que versen; se refieran a la interpretación directa del texto Constitucional, o a la aplicación de criterios del Poder 

Judicial Federal o Jurisprudencia. 

 

ARTÍCULO 108.- Los servidores públicos fiscales que estén debidamente facultados, podrán: 

 

I. Dar a conocer a las diversas dependencias de la Administración Pública de la Ciudad de México el criterio que 

deberán seguir en cuanto a la aplicación de las disposiciones fiscales, sin que por ello nazcan obligaciones para los 

particulares y únicamente derivarán derechos cuando se publiquen en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México. 

 

II. Dar a conocer a los contribuyentes, a través de la Gaceta Oficial, los criterios de carácter interno que emitan  para 

el debido cumplimiento de las disposiciones fiscales, salvo aquéllos que, a juicio de la propia autoridad, tengan el 

carácter de confidenciales. 

 

III. Dar a conocer en forma periódica, mediante publicación en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México, los criterios no 

vinculativos de las disposiciones fiscales para el mejor cumplimiento de sus facultades. 

 

IV. Establecer facilidades administrativas mediante reglas de carácter general, para el debido cumplimiento de  

obligaciones fiscales. 
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ARTÍCULO 109.- Las resoluciones administrativas favorables a un particular sólo podrán ser modificadas por el 

Tribunal de Justicia Administrativa mediante juicio iniciado por las autoridades fiscales. 

 

Cuando la Secretaría modifique las resoluciones administrativas de carácter general, estas modificaciones no 

comprenderán los efectos producidos con anterioridad a la nueva resolución. 

 

ARTÍCULO 110.- Las resoluciones administrativas de carácter individual o dirigidas a agrupaciones, dictadas en 

materia de impuestos que otorguen una autorización o que, siendo favorables a particulares, determinen un 

régimen fiscal, surtirá sus efectos en el año en el que se otorguen o en el inmediato anterior, cuando se hubiera 

solicitado la resolución, y ésta se otorgue en los tres meses siguientes al mes de diciembre de dicho año. 

Al concluir el año para el que se hubiere emitido una resolución de las que señala el párrafo anterior, los 

interesados podrán someter las circunstancias del caso a la autoridad fiscal competente para que dicte la 

resolución que proceda. 

 

Este precepto no será aplicable a las autorizaciones relativas a prórrogas o pagos en parcialidades y aceptación  de 

garantías del interés fiscal. 

 

ARTÍCULO 111.- Las autoridades fiscales y las auxiliares de éstas, facultadas para determinar créditos fiscales 

conforme a las disposiciones legales podrán revisar las resoluciones administrativas de carácter individual no  

favorables a un particular emitidas por sus subordinados jerárquicamente y, en el supuesto de que se demuestre 

fehacientemente que las mismas se hubieran emitido en contravención a las disposiciones fiscales, podrán, por  una 

sola vez, modificarlas o revocarlas en beneficio del contribuyente, siempre y cuando los contribuyentes no  hubieren 

interpuesto medios de defensa y hubieren transcurrido los plazos para presentarlos, y sin que haya prescrito el 

crédito fiscal. 

 

La revisión anterior, no constituirá instancia y las resoluciones que dicten las autoridades fiscales y las auxiliares  de 

éstas al respecto, no podrán ser impugnadas por los contribuyentes. 

 

CAPÍTULO V 

De la Mediación Fiscal 

 

ARTÍCULO 111 BIS.- Cuando los contribuyentes sean objeto del ejercicio de las facultades de comprobación a que se refiere 

el artículo 73, fracciones I, X o XXI de este Código y no estén de acuerdo con los hechos u omisiones asentados en la 

última acta parcial, en el acta final, en el oficio de observaciones o en la resolución provisional,  que puedan entrañar 

incumplimiento de las disposiciones fiscales, podrán optar por solicitar la adopción de un acuerdo de mediación. 

Dicho acuerdo podrá versar sobre uno o varios de los hechos u omisiones consignados y será definitivo en cuanto al 

hecho u omisión sobre el que verse. 

 

Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior, los contribuyentes podrán solicitar la adopción del acuerdo de 

mediación en cualquier momento, a partir de que dé inicio el ejercicio de facultades de comprobación y hasta  antes 

de que se les notifique la resolución que determine el monto de las contribuciones omitidas, siempre que la autoridad 

revisora ya haya hecho una calificación de hechos u omisiones. 

 

ARTÍCULO 111 TER.- El contribuyente que opte por el acuerdo de mediación lo tramitará a través de la 

Procuraduría Fiscal. En el escrito inicial deberá señalar los hechos u omisiones que se le atribuyen con los cuales no 

esté de acuerdo, expresando la calificación que, en su opinión, debe darse a los mismos, y podrá adjuntar la  

documentación que considere necesaria. 

 

Recibida la solicitud, la Procuraduría Fiscal requerirá a la autoridad revisora para que, en un plazo de veinte días, 

contados a partir del requerimiento, manifieste si acepta o no los términos en que se plantea el acuerdo de 

mediación; los fundamentos y motivos por los cuales no se acepta, o bien, exprese los términos en que procedería la 

adopción de dicho acuerdo. 
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En caso de que la autoridad revisora no atienda el requerimiento a que se refiere el párrafo anterior, la 

Procuraduría Fiscal le dará vista al superior jerárquico de aquella para que en un plazo de cinco días se emita el 

pronunciamiento respectivo. 

 

De persistir el incumplimiento se hará del conocimiento del Titular de la Secretaría con independencia de las 

responsabilidades administrativas que procedan. 

 

ARTÍCULO 111 QUATER.- La Procuraduría Fiscal, una vez que reciba la respuesta de la autoridad revisora, contará con un 

plazo de veinte días para concluir el procedimiento, lo que se notificará a las partes. De concluirse el 

procedimiento con la suscripción del acuerdo, éste deberá firmarse por el contribuyente y la autoridad revisora, así 

como por la referida Procuraduría. 

 

Para mejor proveer en la adopción del acuerdo de mediación, la Procuraduría Fiscal podrá convocar a mesas de  

trabajo, promoviendo en todo momento la emisión consensuada del acuerdo entre autoridad y contribuyente. 

 

El procedimiento de acuerdo de mediación suspende los plazos a que se refieren los artículos 90, fracción VII y 95, 

segundo párrafo de este Código, a partir de que el contribuyente presente ante la Procuraduría Fiscal la solicitud de 

acuerdo de mediación y hasta que se notifique a la autoridad revisora la conclusión del procedimiento previsto en este 

Capítulo. 

 

ARTÍCULO 111 QUINTUS.- El contribuyente que haya suscrito un acuerdo de mediación tendrá derecho, por única ocasión, 

a la condonación del 100% de las multas; en la segunda y posteriores suscripciones se aplicará la condonación de 

sanciones en los términos y bajo los supuestos que establece el artículo 472, fracción II, inciso b) de este Código. 

 

Las autoridades fiscales deberán tomar en cuenta los alcances del acuerdo de mediación para, en su caso, emitir la 

resolución que corresponda. 

 

La condonación prevista en este artículo no dará derecho a devolución o compensación alguna. 

 

ARTÍCULO 111 SEXTUS.- En contra de los acuerdos de mediación alcanzados y suscritos por el contribuyente y la autoridad 

no procederá medio de defensa alguno; cuando los hechos u omisiones materia del acuerdo sirvan de fundamento a 

las resoluciones de la autoridad revisora, los mismos serán incontrovertibles. Los acuerdos de referencia sólo 

surtirán efectos entre las partes y en ningún caso generarán precedentes. 

 

Las autoridades fiscales no podrán desconocer los hechos u omisiones sobre los que versó el acuerdo de 

mediación, ni procederá el juicio de lesividad, salvo que se compruebe que se trata de hechos falsos. 

 

TÍTULO TERCERO 

DE LOS INGRESOS POR CONTRIBUCIONES 

 

CAPÍTULO I 

Del Impuesto sobre Adquisición de Inmuebles 

 

ARTÍCULO 112.- Están obligadas al pago del Impuesto sobre Adquisición de Inmuebles, establecido en este Capítulo, 

las personas físicas y las morales que adquieran inmuebles que consistan en el suelo, en las construcciones o en 

el suelo y las construcciones adheridas a él ubicados en la Ciudad de México, así como los derechos relacionados con 

los mismos a que este Capítulo se refiere. 
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ARTÍCULO 113.- El impuesto se calculará aplicando, sobre el valor total del inmueble la siguiente tarifa: 

 

RANGO LÍMITE INFERIOR LÍMITE SUPERIOR CUOTA FIJA 
FACTOR DE APLICACIÓN SOBRE EL 

EXCEDENTE DEL LÍMITE INFERIOR 

A $0.12 $116,882.36 $283.37 0.01449 

B $116,882.37 $187,011.72 $1,700.00 0.03084 

C $187,011.73 $280,517.31 $3,510.05 0.04031 

D $280,517.32 $561,034.76 $6,663.08 0.04702 

E $561,034.77 $1,402,586.87 $17,698.63 0.05225 

F $1,402,586.88 $2,805,173.77 $54,474.48 0.05707 

G $2,805,173.78 $5,403,917.90 $121,433.99 0.06191 

H $5,403,917.91 $14,072,703.54 $256,022.96 0.06438 

I $14,072,703.55 $25,952,053.76 $722,923.77 0.06493 

J $25,952,053.77 $51,904,107.48 $1,368,328.86 0.06552 

K $51,904,107.49 En adelante $2,790,760.94 0.07118 

 

En caso de adquirirse una porción del inmueble, una vez obtenido el resultado de aplicar la tarifa señalada al valor total 

del inmueble, se aplicará a dicho resultado, el porcentaje que se adquiera. 

 

ARTÍCULO 114.- Sólo los bienes que se adquieran para formar parte del dominio público de la Ciudad de México y los que 

se adquieran para estar sujetos al régimen de dominio público de la Federación estarán exentos del impuesto a que 

se refiere este Capítulo. 

 

También estarán exentos los inmuebles adquiridos por representaciones Diplomáticas de Estados Extranjeros  

acreditados en el país, siempre y cuando exista reciprocidad del Estado solicitante, y organismos internacionales, en 

términos de lo dispuesto por el artículo 133 de la Constitución. 

 

Los contribuyentes deberán solicitar a la autoridad fiscal la declaratoria de exención del Impuesto sobre 

Adquisición de Inmuebles, acreditando que el inmueble se encuentra en alguno de los supuestos de exención  

previstos en el presente artículo. 

 

ARTÍCULO 115.- Para los efectos de este Capítulo, se entiende por adquisición, la que derive de: 

 

I. Todo acto por el que se transmita la propiedad, incluyendo la donación, la que ocurra por causa de muerte y la 

aportación a toda clase de asociaciones o sociedades, a excepción de las que se realicen al constituir o liquidar la 

sociedad conyugal, por la parte que no se adquiera en demasía, siempre que sean inmuebles propiedad de los 

cónyuges; 

 

En las permutas se considerará que se efectúan dos adquisiciones. 

 

Se aplicará una tasa de 0% del Impuesto establecido en este Capítulo en caso de que la adquisición de inmuebles se 

derive de una sucesión por herencia, siempre y cuando se acredite en conjunto los siguientes supuestos: 
 

1.- Que el valor del inmueble de que se trate no exceda de la suma equivalente a 27,185 veces el valor diario de la Unidad 

de Medida y Actualización. 
 

2.- Que el otorgamiento, firma y solicitud de inscripción ante el Registro Público de la Propiedad y de Comercio de la 

Ciudad de México de la escritura de adjudicación sea a más tardar dentro los 5 años del fallecimiento del o los 

propietarios originales del inmueble de que se trate, contados a partir de la fecha de defunción indicada en el acta 

correspondiente. 
 

3.- La adjudicación del bien inmueble de que se trate sea a favor del cónyuge, concubino, descendientes y/o 

ascendientes en primer grado. 
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II. La compraventa en la que el vendedor se reserve el dominio, aun cuando la transferencia de ésta opere con 

posterioridad; 

 

III. La promesa de adquirir, cuando el futuro comprador entre en posesión de los bienes o el futuro vendedor reciba el 

precio de la venta o parte de él, antes de que se celebre el contrato prometido o cuando se pacte alguna de estas 

circunstancias; 

 

IV. La cesión de derechos del comprador o del futuro comprador, en los casos de las fracciones II y III que 

anteceden, respectivamente; 

 

V. Fusión y escisión de sociedades; 

 

VI. La dación en pago y la liquidación, reducción de capital, pago en especie de remanentes, utilidades o 

dividendos de asociaciones o sociedades civiles o mercantiles; 

 

VII. Transmisión de usufructo o de la nuda propiedad, así como la extinción del usufructo, salvo que el mismo se 

extinga por muerte del usufructuario, independientemente de que el usufructo se haya constituido por tiempo 

determinado o como vitalicio; 

 

VIII. Prescripción positiva e información de dominio judicial o administrativa; salvo que el adquirente ya hubiera 

pagado el Impuesto sobre Adquisición de Inmuebles causado por la celebración del contrato base de la acción,  

previamente al ejercicio de la acción judicial en cuestión; 

 

IX. La cesión de derechos del heredero, legatario o copropietario, en la parte relativa y en proporción a los 

inmuebles. 

 

Se asimila a la cesión de derechos la renuncia o repudio de la herencia o legado efectuados después de la 

aceptación de herencia o de la declaratoria de herederos o legatarios. 

 

X. Actos que se realicen a través de fideicomiso, así como la cesión de derechos en el mismo, en los siguientes 

supuestos: 

 

a). En el acto en el que el fideicomitente designa o se obliga a designar fideicomisario diverso de él, y siempre que no 

tenga derecho a readquirir del fiduciario los bienes; 

 

b). En el acto en el que el fideicomitente pierda el derecho a readquirir los bienes del fiduciario, si se hubiera 

reservado tal derecho; 

 

Cuando el fideicomitente reciba certificados de participación por los bienes que afecte en fideicomiso, se 

considerarán enajenados esos bienes al momento en que el fideicomitente reciba los certificados, salvo que se  trate 

de acciones. 
 

c). En el acto en el que el fideicomitente ceda los derechos que tenga sobre los bienes afectos al fideicomiso, si  entre 

éstos se incluye el de que dichos bienes se transmitan a su favor; 

 

Cuando se emitan certificados de participación por los bienes afectos al fideicomiso y se coloquen entre el gran  

público inversionista, no se considerarán enajenados dichos bienes al enajenarse eso s certificados, salvo que estos 

les den a sus tenedores derechos de aprovechamiento directo de esos bienes, o se trate de acciones. La  enajenación 

de los certificados de participación se considerará como una enajenación de títulos de crédito que no representan la 

propiedad de bienes y tendrán las consecuencias fiscales que establecen las Leyes fiscales para la enajenación de tales 

títulos. 
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Sin perjuicio de lo anterior, cuando el fideicomitente reciba certificados de participación por los bienes que afecte en 

fideicomiso y cuando se emitan certificados de participación por los bienes afectos al fideicomiso y se coloquen 

entre el gran público inversionista se considerarán enajenados esos bienes al momento en que el fideicomiso 

enajene los bienes aportados. 

 

d). En el acto en el que el fideicomitente transmita total o parcialmente los derechos que tenga sobre los bienes  

afectos al fideicomiso a otro fideicomitente, aun cuando se reserve el derecho de readquirir dichos bienes; 

 

e). En el acto en el que el fideicomisario designado ceda los derechos que tenga sobre los bienes afectos al 

fideicomiso, o dé instrucciones al fiduciario para que transmita la propiedad de los bienes a un tercero. En estos  casos, 

se considerará que el fideicomisario adquiere los bienes en el acto de su designación y que los enajena en el momento 

de ceder sus derechos o de dar dichas instrucciones, y 

 

f). En el acto en el que el fideicomitente afecte en fideicomiso un inmueble para ser destinado a un desarrollo  

inmobiliario, para transmitirlo todo o en partes a terceros, o con la finalidad de recibir alguna contraprestación,  no 

obstante que se haya reservado el derecho de readquirir. 

 

XI. La disolución de la copropiedad por la parte que se adquiera en demasía del porciento que le corre spondía al 

copropietario, tomando como base los valores a que se refiere el artículo 116 de este Código; 

 

XII. La cesión de derechos en los contratos de arrendamiento financiero, así como la adquisición de los bienes 

materia del mismo que se efectúe por persona distinta del arrendatario, y 

 

XIII. La adjudicación judicial o administrativa y la cesión de dichos derechos. 

 

ARTÍCULO 116.- El valor del inmueble que se considerará para efectos del artículo 113 de este Código, será el que resulte 

más alto entre: 

 

I. El valor de adquisición; 

 

II. El valor catastral determinado con la aplicación de los valores unitarios a que se refiere el artículo 129 de este 

Código, o 

 

III. El valor comercial que resulte del avalúo practicado por la autoridad fiscal o por personas registradas o 

autorizadas por la misma. 

 

Tratándose de adquisiciones de inmuebles en proceso de construcción, los valores catastral y de avalúo, se 

determinarán de acuerdo a las características estructurales y arquitectónicas del proyecto respectivo. 

 

ARTÍCULO 117.- Para determinar el valor del inmueble, se incluirán las construcciones que en su caso tenga,  

independientemente de los derechos que sobre éstos tengan terceras personas, salvo que se demuestre 

fehacientemente ante la autoridad fiscal y de manera previa al otorgamiento del instrumento público 

correspondiente, que dichas construcciones se realizaron con recursos propios del adquirente, o que las adquirió con 

anterioridad, habiendo cubierto el impuesto respectivo. Para los fines de este impuesto, se considerará que el 

usufructo y la nuda propiedad, tienen cada uno de ellos, el 50% del valor del inmueble. 

 

Cuando con motivo de la adquisición, el adquirente asuma la obligación de pagar una o más deudas o de 

perdonarlas, el importe de ellas se considerará parte del valor de adquisición. 

 

Cuando se adquiera sólo una porción del inmueble o el usufructo o la nuda propiedad, la base gravable que se  

considerará para el cálculo del impuesto, será el valor del inmueble en su totalidad. Al impuesto determinado se 

le aplicará la proporción correspondiente a la parte que fue adquirida y el resultado será el monto del impuesto a pagar. 
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Cuando se trate de adquisición por causa de muerte, el valor del inmueble que se considerará será el que resulte más 

alto entre el valor catastral y el valor que resulte del avalúo vigente al momento de otorgarse la escritura de 

adjudicación de los bienes de la sucesión, dicho avalúo deberá estar referido a la fecha de adjudicación, venta o cesión 

de los bienes de la sucesión. 

 

Cuando se trate de adquisición por aportación a toda clase de asociaciones o sociedades, fusión o escisión de  

sociedades, dación en pago y liquidación, reducción de capital, pago en especie de remanentes, utilidades o 

dividendos de asociaciones o sociedades civiles o mercantiles, el valor del inmueble será el que resulte más alto entre 

el valor catastral, el valor de operación y el valor de avalúo referidos al momento de otorgarse la escritura de 

formalización de la transmisión de la propiedad de los inmuebles con motivo de dichos actos. 

 

Tratándose de adquisiciones por adjudicación judicial o administrativa o fiduciaria, el valor del inmueble que se  

considerará será el que resulte más alto entre el valor catastral y el valor de avalúo referido a la fecha de la 

formalización de la escritura pública. 

 

 

En los casos no previstos en este Capítulo, tratándose de adquisiciones formalizadas en documentos privados, el 

avalúo deberá referirse a la fecha en que se adquiera el dominio del bien conforme a las leyes, o en su defecto, a la fecha 

de otorgamiento de la escritura pública correspondiente. 

 

ARTÍCULO 118.- Los avalúos que se realicen para efectos de este impuesto, deberán ser practicados por las  personas 

señaladas en el artículo 22 de este Código. 

 

En caso de que dichas personas, practiquen avalúos sin ajustarse a lo establecido en el Manual de Procedimientos y 

Lineamientos Técnicos de Valuación Inmobiliaria, se harán acreedoras a la suspensión o cancelación de la 

autorización o registro, según corresponda, y a las sanciones pecuniarias a que haya lugar, sin perjuicio de la 

responsabilidad penal en que pudieran incurrir en el caso de la comisión de algún delito fiscal. 

 

ARTÍCULO 119.- Se deroga. 

 

ARTÍCULO 120.- El pago del impuesto deberá hacerse mediante declaración, a través de la forma oficial 

autorizada, que se presentará dentro de los 15 días siguientes a aquél en que se realicen cualquiera de los 

supuestos que a continuación se señalan: 

 

I. Cuando se adquiera el usufructo o la nuda propiedad. En el caso de cualquier usufructo, que se haya constituido por 

tiempo determinado o como vitalicio, cuando se extinga por cualquier causa distinta de la muerte del 

usufructuario; 

 

II. Cuando se adjudiquen los bienes de la sucesión, así como al cederse los derechos hereditarios o al enajenarse bienes 

por la sucesión. En estos dos últimos casos, el impuesto se causará en el momento en que se realice la  cesión o la 

enajenación, independientemente del que se cause por el cesionario o por el adquirente; asimismo, en los casos de 

formalización de adquisiciones en las que el enajenante falleciere sin que se hubiere pagado el impuesto 

correspondiente, se deberán pagar tanto el impuesto por la adquisición por herencia o legado, como el del acto que se 

formalice; 

 

III. Cuando se realicen los supuestos de enajenación a través de fideicomiso; 

 

IV. A la fecha en que cause ejecutoria la sentencia de la prescripción positiva, a la de la resolución correspondiente, en el 

caso de información de dominio judicial o administrativa, y a la de la formalización en escritura pública, tratándose 

de la adjudicación judicial o administrativa y a la fecha de la cesión de dichos derechos; 

 

V. En los contratos de compraventa con reserva de dominio y promesa de venta, cuando se celebre el contrato 

respectivo; 
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VI. En los contratos de arrendamiento financiero, cuando se cedan los derechos respectivos o la adquisición de los 

bienes materia del mismo la realice una persona distinta del arrendatario; 

 

VII. Cuando se formalice en escritura pública la transmisión de propiedad de inmuebles, con motivo de la 

aportación a toda clase de asociaciones o sociedades, de la fusión o escisión de sociedades, de la dación en pago y 

liquidación, reducción de capital, pago en especie de remanentes, utilidades o dividendos de asociaciones o 

sociedades civiles o mercantiles, y 

 

VIII. En los casos no previstos en las fracciones anteriores, cuando los actos de que se trate se eleven a escritura pública 

o en actos que no se eleven a escritura pública cuando se inscriban en el Registro Público, o si se trata de documentos 

privados, cuando se adquiera el dominio del bien conforme a las leyes, atendiendo a la fecha inicial de la escritura 

cuando esta última exista. 

 

El contribuyente podrá pagar el impuesto por anticipado. 

 

A la declaración a que se refiere este artículo deberá acompañarse la documentación que en la misma se señale. 

 

Tratándose de adquisiciones que se deriven de los actos mencionados en el artículo 115 de este Código, que no  se 

hagan constar en escritura pública, el enajenante tendrá el carácter de responsable solidario respecto del 

impuesto sobre adquisición de inmuebles que se genere a cargo del adquirente y éste omita su pago. 

 

En el caso de adquisiciones de inmuebles derivadas de actos consignados en documentos privados, el plazo para el 

ejercicio de las facultades de comprobación de las autoridades fiscales, así como el de prescripción, comenzarán 

a correr a partir de que dichas autoridades tengan conocimiento de la celebración de tales actos. 

 

Tratándose de transmisiones de propiedad por causa de muerte, el impuesto correspondiente se causará 

conforme se realicen las situaciones jurídicas o de hecho previstas por las leyes fiscales vigentes durante el lapso en que 

ocurran. El contribuyente podrá optar de manera expresa por acogerse a las disposiciones en vigor, contenidas 

en este Código, al tiempo de la adjudicación en escritura pública del inmueble adquirido. 

 

Los inmuebles servirán de garantía por los créditos fiscales que resulten con motivo de diferencias provenientes de los 

avalúos tomados como base para el cálculo del impuesto a que se refiere este Capítulo, los que se harán  efectivos 

mediante el procedimiento administrativo de ejecución. 

 

ARTÍCULO 121.- En las adquisiciones que se hagan constar en escritura pública, los fedatarios que por disposición legal 

tengan funciones notariales, calcularán, liquidarán y enterarán el impuesto bajo su responsabilidad a través del sistema 

electrónico que establezca la Secretaría, y presentarán la declaración correspondiente por el mismo medio, o en las 

oficinas autorizadas para tal efecto, dentro de los quince días hábiles siguientes al en que se formalice en escritura 

pública la adquisición de que se trate. 

 

Si las adquisiciones se hacen constar en documentos privados, el cálculo y entero del impuesto deberá efectuarlo el 

adquirente bajo su responsabilidad. 

 

Se presentará declaración por todas las adquisiciones aun cuando no haya impuesto a pagar. 

 

Los fedatarios no estarán obligados a enterar el impuesto cuando consignen en escritura pública operaciones por las 

que ya se hubiera pagado el impuesto y acompañen a su declaración copia de aquéllas con las que se efectuó dicho 

pago. 

 

ARTÍCULO 122.- Cuando por avalúo practicado, ordenado o tomado en consideración por las autoridades fiscales, a que 

se refieren los artículos 116, 117 y 118 de este Código, resulten diferencias de impuesto, los fedatarios no serán 

responsables solidarios por las mismas. 
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Tratándose de fideicomisos con inmuebles en los que el fedatario considere que no se causa el impuesto en los 

términos de este Capítulo, dicho fedatario deberá presentar aviso a las autoridades fiscales, anexando para tal  efecto 

la documentación con la cual acredite tal situación. 

 

ARTÍCULO 123.- Los fedatarios estarán obligados a verificar que los avalúos que sirvan de base para el cálculo del 

impuesto a que se refiere este Capítulo, se encuentran vigentes y que se hayan practicado y signado por las 

personas a que se refiere el artículo 22 de este Código, y cuya autorización o registro no se encuentre cancelada o 

suspendida. 

 

ARTÍCULO 124.- Tratándose de inmuebles en condominio los fedatarios públicos deberán anotar en las escrituras 

públicas o demás documentos mediante los cuales se adquiera o transmita la propiedad de bienes inmuebles,  una 

descripción general de la construcción del condominio, que comprenda las construcciones de uso común,  indicando 

las medidas y superficies que les corresponda, así como la calidad de los materiales empleados, la descripción de 

cada departamento, vivienda, casa o local, su número, situación, medidas y superficies, piezas de que conste, espacio 

para estacionamiento de vehículos, si lo hubiere, los indivisos correspondientes a la localidad, así como la parte 

proporcional de los derechos sobre las áreas comunes del inmueble. 

 

ARTÍCULO 125.- Cuando la adquisición de los bienes inmuebles opere por resoluciones de autoridades no 

ubicadas en la Ciudad de México, el pago del impuesto se hará dentro de los treinta días naturales contados a partir 

de la fecha en que haya causado ejecutoria la resolución respectiva. 

 

Cuando dicha adquisición opere en virtud de actos o contratos celebrados fuera del territorio de la República, o  bien 

a través de resoluciones dictadas por autoridades extranjeras, el impuesto deberá ser cubierto dentro del  término de 

noventa días hábiles contados a partir de la fecha en que surtan efectos en la República los citados  actos, contratos 

o resoluciones. 
 

CAPÍTULO II 

Del Impuesto Predial 
 

ARTÍCULO 126.- Están obligadas al pago del impuesto predial establecido en este Capítulo, las personas físicas y las 

morales que sean propietarias del suelo o del suelo y las construcciones adheridas a él, independientemente de los 

derechos que sobre las construcciones tenga un tercero. Los poseedores también estarán obligados al pago del 

impuesto predial por los inmuebles que posean, cuando no se conozca al propietario o el derecho de propiedad 

sea controvertible. 

 

Los propietarios de los bienes a que se refiere el párrafo primero de este artículo y, en su caso, los poseedores,  deberán 

determinar y declarar el valor catastral de sus inmuebles, aun en el caso de que se encuentren exentos del pago del 

impuesto predial. 

La declaración a que se refiere el párrafo anterior, se presentará en los formatos oficiales aprobados ante las 

oficinas autorizadas, en los términos establecidos en el artículo 131 de este Código, así como en los supuestos y plazos 

a que se refiere el artículo 132 de este Código. 

 

En el caso de los inmuebles que hayan sido declarados exentos del impuesto predial, conforme a lo dispuesto en el 

artículo 133 de este Código, se debe acompañar a la declaración del impuesto, la resolución emitida por la 

autoridad competente, en la que se haya declarado expresamente que el bien de que se trate se encuentra exento. 

 

Es obligación de los contribuyentes calcular el impuesto predial a su cargo. 

 

Cuando en los términos de este Código haya enajenación, el adquirente se considerará propietario para los efectos de 

este impuesto. Asimismo, el valor del avalúo presentado por el propio contribuyente a que se refiere la fracción III del 

artículo 116 de este Código, para el pago del Impuesto sobre Adquisición de Inmuebles, se considerará base gravable del 

impuesto predial, conforme a lo indicado en el artículo siguiente. 
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Los datos catastrales o administrativos, cualesquiera que éstos sean, sólo producirán efectos fiscales o 

catastrales. 

 

ARTÍCULO 127.- La base del impuesto predial será el valor catastral determinado por los contribuyentes conforme a lo 

siguiente: 

 

A través de la determinación del valor de mercado del inmueble, que comprenda las características e instalaciones 

particulares de éste, incluyendo las construcciones a él adheridas, elementos accesorios, obras complementarias o 

instalaciones especiales, aún cuando un tercero tenga derecho sobre ellas, mediante la práctica de avalúo 

realizado por persona autorizada con base en lo establecido por el artículo 22 de este Código. 

 

La base del impuesto predial, determinada mediante el avalúo a que se refiere el párrafo anterior, será válida en 

términos del primer párrafo del artículo 132 de este Código, tomando como referencia la fecha de presentación del 

avalúo, por parte del contribuyente o la fecha en la cual la autoridad fiscal realizó la actualización 

correspondiente, para lo cual en cada uno de los años subsiguientes la misma autoridad deberá actualizarla 

aplicándole un incremento porcentual igual a aquél en que se incrementen para ese mismo año los valores 

unitarios a que se refiere el artículo 129 de este Código. 

 

Adicionalmente, en el caso de operaciones de compraventa y la adquisición de nuevas construcciones, para 

determinar el valor de mercado deberá considerarse como base el valor comercial que resulte del avalúo 

presentado por el propio contribuyente a que se refiere la fracción III del artículo 116 de este Código, para el pago del 

Impuesto sobre Adquisición de Inmuebles. 

 

En los casos no previstos en los párrafos anteriores, los contribuyentes podrán optar por determinar y declarar el valor 

catastral de sus inmuebles, aplicando a los mismos los valores unitarios a que se refiere el artículo 129 de  este Código, 

así como la metodología establecida en este ordenamiento legal. 

 

Para determinar el valor catastral de los inmuebles sujetos al régimen de propiedad en condominio, se 

considerarán para cada local, departamento, casa o despacho del condominio, las especificaciones relativas a las áreas 

privativas como jaulas de tendido, cajones de estacionamiento, cuartos de servicio, bodegas y cualquier  otro 

accesorio de carácter privativo; también se considerará la parte proporcional de las áreas comunes que les  

corresponde, como corredores, escaleras, patios, jardines, estacionamientos y demás instalaciones de carácter  

común, conforme al indiviso determinado en la escritura constitutiva del condominio o en la escritura individual  de 

cada unidad condominal. 

Con el objeto de facilitar el cumplimiento de las obligaciones de los contribuyentes, a que se refiere el párrafo  quinto 

de este artículo, la autoridad podrá proporcionar en el formato oficial una propuesta de determinación del valor 

catastral y pago del impuesto correspondiente. 

 

Asimismo, tratándose de inmuebles sujetos al régimen de propiedad en condominio con uso distinto al habitacional, como 

plazas comerciales, hoteles, hospitales particulares u otros, se determinará como valor catastral, el que corresponda 

integralmente a todas las unidades de propiedad privativa, así como la parte proporcional de todas las áreas y bienes de 

uso común que les corresponda, que sean propiedad de un mismo condómino; lo anterior también será aplicable cuando 

en los términos de las disposiciones fiscales, el sujeto del impuesto, sea el poseedor del inmueble. La Secretaría, podrá 

emitir Reglas de Carácter General para facilitar la aplicación de lo previsto en este párrafo.  

 

Para la aplicación de los valores unitarios por cuenta del contribuyente a que se refiere el párrafo anterior y en 

cumplimiento a la obligación establecida en el artículo 56, inciso b) de este Código, éste deberá presentar un 

avalúo catastral o bien, solicitar un levantamiento físico a fin de actualizar los datos catastrales del inmueble. 

 

La falta de recepción por parte de los contribuyentes de las propuestas señaladas, no relevará a los contribuyentes de la 

obligación de declarar y pagar el impuesto correspondiente, y en todo caso deberán acudir a las oficinas de la 

autoridad fiscal a presentar las declaraciones y pagos indicados, pudiendo solicitar que se les entregue la 

propuesta correspondiente. 
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ARTÍCULO 128.- Cuando los contribuyentes omitan declarar el valor catastral de sus inmuebles, o sean inexactos, 

imprecisos o falsos los datos que utilizaron para determinar dicho valor, la autoridad fiscal utilizando los medios  

señalados en el artículo 80 de este Código, procederá a determinarlo aplicando cualquiera de los procedimientos 

señalados en el artículo anterior, a fin de realizar el cobro del impuesto correspondiente. 

 

ARTÍCULO 129.- Para los efectos de lo establecido en los párrafos tercero y quinto del artículo 127 de este Código, el 

Congreso emitirá anualmente la relación de valores unitarios del suelo, construcciones adheridas a él, 

instalaciones especiales, elementos accesorios u obras complementarias, que servirán de base a los 

contribuyentes para determinar el valor catastral de sus inmuebles y el impuesto predial a su cargo. 

 

Dichos valores unitarios atenderán a los precios de mercado del suelo y de las construcciones en la Ciudad de México, 

así como a las características comunes de los inmuebles que se ubiquen en las distintas zonas del mismo, refiriéndolos 

a colonias catastrales de condiciones homogéneas, tipo área de valor, tipo enclave de valor y tipo corredor de valor. 

 

El Congreso podrá modificar la configuración y número de las colonias catastrales. 

 

 

Tratándose de inmuebles cuya región, manzana y valores unitarios de suelo no se encuentren contenidos en la 

relación respectiva a que se refiere el primer párrafo de este artículo, los contribuyentes podrán considerar como valor 

del metro cuadrado del suelo, el que les proponga la autoridad, previa solicitud que al efecto formulen o el que 

determinen a través de la práctica de avalúo conforme a la opción prevista en el artículo 127 de este Código. 

 

Las autoridades fiscales deberán generar y proporcionar al Congreso antes del 30 de abril de cada año, un informe de la 

recaudación por concepto de este Impuesto, de forma desagregada y zonificada, por demarcación territorial, así como 

los montos ingresados, del año anterior. 

 

ARTÍCULO 130.- El Impuesto Predial se calculará por períodos bimestrales, aplicando al valor catastral la tarifa a que se 

refiere este artículo: 
 

I. TARIFA. 

 

RANGO 

LÍMITE INFERIOR DE 

VALOR CATASTRAL 

DE UN INMUEBLE 

LÍMITE SUPERIOR DE 

VALOR CATASTRAL 

DE UN INMUEBLE 

CUOTA FIJA 

PORCENTAJE PARA 

APLICARSE SOBRE EL 

EXCEDENTE DEL 

LÍMITE INFERIOR 

A $0.12 $213,281.20 $222.31 0.01924 

B $213,281.21 $426,561.78 $258.41 0.03668 

C $426,561.79 $853,125.15 $327.25 0.11462 

D $853,125.16 $1,279,686.91 $757.61 0.14064 

E $1,279,686.92 $1,706,250.31 $1,285.71 0.14425 

F $1,706,250.32 $2,132,812.06 $1,827.30 0.16766 

G $2,132,812.07 $2,559,373.81 $2,456.79 0.17326 

H $2,559,373.82 $2,985,937.23 $3,107.33 0.18931 

I $2,985,937.24 $3,412,498.97 $3,818.11 0.19798 

J $3,412,498.98 $3,839,062.39 $4,561.49 0.20375 

K $3,839,062.40 $4,265,624.12 $5,326.49 0.21001 

L $4,265,624.13 $4,692,185.89 $6,115.02 0.21571 

M $4,692,185.90 $5,119,155.52 $6,924.98 0.22788 

N $5,119,155.53 $15,357,464.88 $7,781.44 0.24607 

O $15,357,464.89 $32,323,384.29 $29,957.62 0.24620 

P $32,323,384.30 En adelante $66,724.46 0.25594 
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En el caso de que los inmuebles tengan un valor inferior a la cuota fija correspondiente al rango A, sólo se pagará el 

porcentaje a aplicar sobre el excedente del límite inferior correspondiente a dicho rango. 
 

II. Se deroga. 
 

III. Tratándose de los inmuebles que a continuación se mencionan, los contribuyentes tendrán derecho a una 

reducción del impuesto a su cargo: 
 

1. Del 80% los dedicados en su totalidad a usos agrícolas, pecuario, forestal, de pastoreo controlado, ubicados en el 

suelo de conservación, para lo cual deberán presentar una constancia de dicho uso, emitida por la Secretaría del Medio 

Ambiente, durante el ejercicio fiscal vigente, y siempre que en Tesorería se encuentre registrado el uso que corresponda 

o en su defecto uso baldío, y 
 

2. Del 30% los ubicados en zonas en las que los Programas Territoriales o Parciales de la Ciudad de México 

determinen intensidades de uso, conforme a las cuales la proporción de las construcciones cuya edificación se  

autorice, resulte inferior a un 10% de la superficie total del terreno; siempre y cuando no los destine a fines 

lucrativos, para lo cual durante el ejercicio fiscal que corresponda deberá presentar ante la Administración 

Tributaria de que se trate, una constancia expedida por la Secretaría del Medio Ambiente con la que se acredite que el 

inmueble se ubica en este supuesto y manifestar bajo protesta de decir verdad que éste no se destina a  fines de 

carácter lucrativo. 

 

3. Del 100% a los que se encuentren catalogados como inmuebles con valor patrimonial, en términos de la Ley de 

Desarrollo Urbano del Distrito Federal, aplicable siempre y cuando se realicen trabajos de restauración a los 

mismos. 

 

Para obtener la reducción referida en el párrafo anterior, los contribuyentes deberán: 

a) Presentar el certificado provisional de restauración o, en su caso, la prórroga del mismo, emitidos por la 

Secretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda; y 

 

b) Acreditar que el monto de la inversión en la restauración del inmueble es igual o mayor al monto que el 

contribuyente pagará por concepto del pago del impuesto predial, por el plazo que dure la restauración de dicho 

inmueble. 

 

En inmuebles de uso mixto, para la aplicación de la reducción prevista en la fracción III de este artículo, se estará a lo 

siguiente: 
 

a). Se aplicará a la parte proporcional del impuesto determinado que corresponda al valor de suelo y construcción del 

uso que sea objeto de dicha reducción, y 

 

b). Se deroga. 

 

Las reducciones no serán aplicables a aquellos bienes inmuebles en los que se encuentren instalados o fijados  

anuncios con publicidad exterior, en los términos de lo dispuesto por la normatividad de la materia, con excepción de 

aquellos que cuenten con anuncios denominativos. 
 

ARTÍCULO 131.- El pago del impuesto predial deberá hacerse en forma bimestral, durante los meses de febrero, abril, 

junio, agosto, octubre y diciembre, mediante declaración ante las oficinas recaudadoras de la Secretaría o  auxiliares 

autorizados. 

 

Cuando los contribuyentes cumplan con la obligación de pagar el impuesto predial en forma anticipada, tendrán 

derecho a una reducción del 8%, cuando se efectúe el pago de los seis bimestres en el mes de enero del año que se cubra; 

y de 5%, si el pago de los seis bimestres se realiza en el mes de febrero del año de que se trate. 

 

ARTÍCULO 132.- El valor catastral se podrá modificar cuando el contribuyente declare el nuevo valor junto con el pago 
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del impuesto predial que corresponda al mismo o ingrese cualquier trámite catastral ante la autoridad 

competente y se aplicará a partir del siguiente bimestre en que el contribuyente presente la solicitud ante la 

autoridad competente. 

 

En el supuesto de que el contribuyente hubiere optado por pagar el impuesto predial en forma anticipada, con  base 

en el valor catastral vigente al momento del pago, de acuerdo a lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 

anterior, en el momento de pagar el impuesto predial conforme al nuevo valor, podrá deducir el impuesto predial 

efectivamente pagado por anticipado, más la reducción del porcentaje correspondiente al pago anticipado que 

hubiera realizado. 

 

La autoridad fiscal otorgará al contribuyente las facilidades necesarias para la presentación de la declaración a  que 

se refiere el párrafo anterior. 
 

En el caso de fraccionamientos de inmuebles, el impuesto se causará por cada fracción que resulte, a partir del 

bimestre siguiente a aquél en que se formalice la escritura respectiva, la que deberá ser presentada ante la 

autoridad competente en un plazo que no excederá de los 30 días hábiles siguientes a su formalización. 

 

Tratándose de subdivisión o fusión de inmuebles, el impuesto se causará a partir del bimestre siguiente a aquél  en que 

se formalice la escritura respectiva, misma que deberá ser presentada ante la autoridad competente en un plazo que no 

excederá de los 30 días hábiles siguientes a su formalización. 

Para el caso de inmuebles en proceso de construcción, el valor catastral que servirá de base para calcular el 

impuesto predial a pagar, se determinará a partir de la clasificación que de dichos inmuebles se efectúe, tomando como 

base los datos proporcionados en la manifestación de construcción respectiva y, en su caso, en la última  

manifestación que modifique el original de dichos documentos, atendiendo a la vigencia de cada una. 

 

 

Para tales efectos, el uso, rango y la clase de la construcción se definirán por las características y datos contenidos en la 

manifestación respectiva, definiendo así los datos catastrales conforme a los cuales se calculará el valor de la 

construcción, considerando solamente el 25% de la superficie de construcción total registrada en la 

manifestación respectiva, durante los bimestres que abarquen el tiempo de vigencia de tal manifestación y de las 

ampliaciones correspondientes, de ser el caso, aplicando las tablas de valores unitarios de construcción vigentes en el 

ejercicio fiscal que corresponda. A lo anterior, se le adicionará el valor del suelo determinado conforme a las tablas de 

valores unitarios de suelo vigentes. 

 

En aquellos desarrollos proyectados con más de una unidad de construcción de inmuebles como en el caso de los 

conjuntos condominales, representada en fases, etapas, torres y que éstas sean susceptibles de uso y 

aprovechamiento independiente, se deberá tomar, además de lo señalado en el párrafo anterior, para establecer la 

base gravable y el cobro del Impuesto Predial que le corresponde a cada fase, etapa o torre, el 25% de la superficie 

de construcción destinada a cada una de ellas, para lo cual el contribuyente deberá presentar, por lo  menos, la 

memoria descriptiva autorizada en el registro de manifestación, en donde señale la superficie de suelo y de 

construcción que corresponda a cada unidad o el régimen de propiedad en condominio y la tabla de valores e indivisos, 

quedando a salvo el derecho de la autoridad fiscal para realizar la comprobación correspondiente. 
 

Tratándose de inmuebles que cuenten con la terminación de obra, se les calculará el cien por ciento de la parte  

proporcional de la construcción terminada. 

 

Para el cálculo del impuesto predial de la o las unidades de construcción no concluidas, se sustraerá de la 

manifestación de construcción la superficie de terreno que le o les haya correspondido a las unidades de 

construcción ya individualizadas. Lo anterior, considerando la memoria descriptiva y los documentos soporte que haya 

presentado el contribuyente. La individualización de cuentas antes referida en estos casos, se realizará conforme 

al aviso de terminación de obra presentado ante la Alcaldía correspondiente. 

 

En relación con los párrafos precedentes, para el caso en que se suspenda o interrumpa el proceso de construcción de la 

obra respectiva por más de un bimestre, se deberá presentar ante la autoridad fiscal, la manifestación 
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correspondiente, anexándola a la declaración que corresponda al bimestre siguiente a aquel en que se presente esta 

circunstancia y hasta que la misma desaparezca. La suspensión de la obra para efectos de este artículo podrá ser por una 

o por la totalidad de las etapas de la construcción. En este supuesto, se determinará el valor real que corresponda a la 

construcción, debiendo dar aviso a dicha autoridad cuando se reanude la ejecución de la obra,  en el bimestre 

siguiente al en que esto suceda, en cuyo caso se volverá a calcular el valor de la construcción considerando lo 

previsto en este artículo. 
 

Si la manifestación de construcción registrada, no se ejecuta en los términos originalmente proyectados que 

implique una disminución en metros de construcción y ya se hubieran individualizado cuentas de alguna de las etapas 

de la construcción, se deberá modificar y calcular la base gravable de manera proporcional, tomando en consideración 

los datos manifestados en la modificación al proyecto original. 

 

Tratándose de inmuebles a los que se les otorgó el registro de obra ejecutada, por no contar inicialmente con la 

manifestación de construcción, éste será el documento que sirva de base para el cobro del impuesto predial de  

conformidad con lo previsto en los artículos 126 y 130 de este Código. 

 

ARTÍCULO 133.- No se pagará el Impuesto Predial por los siguientes inmuebles: 

I. Los del dominio público de la Ciudad de México; 

 

II. Los de propiedad de organismos descentralizados de la Administración Pública de la Ciudad de México, 

utilizados en las actividades específicas que tengan encomendadas conforme a sus respectivos objetos, 

exceptuando aquellos que sean utilizados por dichos organismos o por particulares bajo cualquier título, para  fines 

administrativos o propósitos distintos a los de su objeto; 

 

III. Los sujetos al régimen de dominio público de la Federación, en términos de la Ley General de Bienes 

Nacionales; 

 

IV. Los de propiedad de representaciones Diplomáticas de Estados Extranjeros acreditadas en el Estado Mexicano, en 

términos de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas y, en su caso, de la Convención de Viena sobre 

Relaciones Consulares, y 

 

V. Los de propiedad de Organismos Internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte ubicados en la Ciudad de 

México, siempre que exista ratificación por parte del Senado del Convenio Constitutivo correspondiente 

debidamente publicado en el Diario Oficial de la Federación, y que en dicho Convenio se prevea la exención de  

contribuciones para los países miembros. 

 

Los contribuyentes deberán solicitar a través de los medios que establezca la Secretaría a la autoridad fiscal la 

declaratoria de exención del Impuesto Predial cada dos años, acreditando que el inmueble se encuentra en alguno de los 

supuestos de exención previstos en el presente artículo. 

 

En ningún caso la declaratoria de exención que emita la autoridad fiscal podrá hacerse extensiva para el pago de los 

derechos por los servicios de suministro de agua o cualquier otro servicio previsto en este Código. 

 

La autoridad podrá en todo momento ejercer las facultades de inspección, fiscalización y verificación, para 

confirmar que la situación jurídica del inmueble por la que se otorgó la exención no ha variado, así como que 

cumple con los requisitos establecidos en los lineamientos que para tal efecto emita la Secretaría, en caso 

contrario, quedará sin efectos la declaratoria de exención respectiva. 

 

ARTÍCULO 133 BIS.- La autoridad fiscal podrá actualizar el nombre del propietario del inmueble registrado en el sistema 

del impuesto predial, derivado de las declaraciones presentadas por los notarios públicos relacionados con las 

adquisiciones que se hagan constar en escritura pública o protocolización de un acto jurídico en el que conste el 

cambio de nombre o denominación, pasados ante la fe de los referidos fedatarios públicos. Lo anterior sin necesidad 

de la presentación de anexo alguno o trámite por parte del contribuyente. 
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CAPÍTULO III 

Del Impuesto sobre Espectáculos Públicos 
 

ARTÍCULO 134.- Están obligadas al pago del Impuesto sobre Espectáculos Públicos establecido en este Capítulo, las 

personas físicas o morales que obtengan ingresos por los espectáculos públicos que organicen, exploten o  patrocinen 

en la Ciudad de México, por los que no estén obligadas al pago del Impuesto al Valor Agregado. 

 

Se considera espectáculo público todo acto, función, diversión o entretenimiento al que tenga acceso el público,  el 

cual puede ser de manera presencial o transmitido en vivo a través de medios digitales, y se cubra una cuota de acceso, 

entrada, donativo, cooperación o cualquier otro concepto, ya sea directamente o por un tercero. 

 

Tratándose de eventos a través de medios digitales, se considerarán como tal, aquellos cuya transmisión se haga en vivo 

o en directo en el territorio de la Ciudad de México y por el cual se realice un pago para obtener una liga de acceso, usuario 

y contraseña o cualquier método que se emplee para poder ingresar a la transmisión del evento. 

 

ARTÍCULO 135.- El Impuesto sobre Espectáculos Públicos no dará lugar a incrementos en los precios señalados por los 

contribuyentes, ni se expresará por separado en los boletos de entrada. 

 

ARTÍCULO 136.- Los propietarios de los inmuebles en donde se efectúen los espectáculos públicos, serán 

responsables solidarios del pago del impuesto a que se refiere el artículo 134 de este Código, cuando los 

contribuyentes hayan omitido total o parcialmente el pago del impuesto o no den cumplimiento a lo establecido  en la 

reglamentación para el funcionamiento de establecimientos mercantiles y celebración de espectáculos públicos 

en la Ciudad de México, incluyendo el permiso que las autoridades competentes les otorguen. 

 

ARTÍCULO 137.- El impuesto a que se refiere este Capítulo, se causará en el momento en que se perciba el valor del 

espectáculo de que se trate. 

 

ARTÍCULO 138.- Para los efectos de este Capítulo, se considerará como valor del espectáculo público, la cantidad que se 

cobre por el boleto o cuota de entrada, así como las cantidades que se perciban en calidad de donativos, por cuotas de 

cooperación o por cualquier otro concepto, al que se condicione el acceso al espectáculo, ya sea  directamente o por 

conducto de un tercero, incluyendo las que se paguen por derecho a reservar, apartar o adquirir anticipadamente 

el boleto de acceso al espectáculo público. 

 

ARTÍCULO 139.- El Impuesto sobre Espectáculos Públicos se calculará aplicando la tasa del 8% al valor de los 

espectáculos. 

 

ARTÍCULO 140.- Los contribuyentes del impuesto a que se refiere este Capítulo, que organicen, exploten o patrocinen 

algún espectáculo público, lo pagarán mediante declaración, que presentarán a través de los medios electrónicos que 

establezca la Secretaría, a más tardar el día diez del mes siguiente a la realización del espectáculo público, sobre el valor 

de los espectáculos del mes de calendario anterior. 

 

I. Se deroga. 

 

II. Se deroga. 

 

ARTÍCULO 141.- Los contribuyentes del Impuesto sobre Espectáculos Públicos tendrán las siguientes 

obligaciones: 

 

I. Llevar un registro específico de las operaciones relativas a este impuesto; 

 

II. Presentar ante la autoridad fiscal el permiso o autorización otorgado por la autoridad competente para la 

realización del espectáculo público o el aviso cuando así esté dispuesto en la legislación respectiva, a través de  los 

medios que establezca la Secretaría, a más tardar tres días antes de la iniciación de sus actividades o de la  realización 
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de los espectáculos; 
 

III. Manifestar ante la autoridad fiscal, dentro del mismo plazo a que se refiere la fracción anterior, el aforo, clase, precio 

de todas las localidades, especificando la cantidad de boletos destinados a cada localidad; así como las  cortesías, las 

fechas y horarios en que se realizarán los espectáculos, así como la información y documentación  que se establezca 

en el formato oficial aprobado o a través de los medios electrónicos que determine la Secretaría. 
 

Asimismo, deberán presentar ante la autoridad fiscal, a través de la forma oficial correspondiente, dentro del  mismo 

plazo a que se refiere la fracción anterior, una muestra de cada uno de los tipos de boletos de acceso, a través de los 

medios que establezca la Secretaría, los cuales tendrán que reunir los requisitos a que se refiera la reglamentación 

para el funcionamiento de establecimientos mercantiles y celebración de espectáculos públicos en la Ciudad de 

México; 
 

IV. A más tardar un día antes de la celebración del espectáculo público, manifestar los cambios que al programa  se 

hayan realizado con posterioridad al cumplimiento de las obligaciones previstas en las fracciones II y III de este artículo. 
 

Los contribuyentes que cuenten con autorización de sistemas electrónicos alternos de control para la venta de  boletos 

de forma electrónica, deberán adjuntar a la declaración de pago del impuesto, a través de los medios que establezca la 

Secretaría, un reporte por evento de los casos en los que se modificaron los precios de las localidades manifestadas; 

 

V. Presentar ante las oficinas autorizadas las declaraciones a que se refiere el artículo 140 de este Código y pagar el 

impuesto en los términos de este Capítulo; 

 

VI. Los contribuyentes de este impuesto deberán presentar, con las declaraciones a que se refiere el artículo 140 de 

este Código, los boletos que no hayan sido vendidos, los cuales deberán tener todas sus secciones y estar adheridos 

a los talonarios respectivos, ya que de no ser así se considerarán como vendidos. 

 

 

La Secretaría podrá autorizar en forma previa, sistemas electrónicos alternos de control, para la emisión de 

boletos de los espectáculos públicos que se realicen en la Ciudad de México, verificando que dichos sistemas 

cuenten con niveles de seguridad que garanticen su confiabilidad, respecto a los boletos no vendidos, de acuerdo con el 

procedimiento que la misma determine mediante reglas de carácter general; 

 

Están obligados a registrarse y contar con la autorización correspondiente por parte de la Secretaría, las personas físicas 

y morales, que actúen como facilitadores, promotores o intermediarios relacionadas con espectáculos públicos, 

cuando éstos soliciten el pago de cuotas de entrada, donativos, cooperaciones o cualquier otro concepto, 

ofreciendo la emisión y/o venta de boletos para acceso a los eventos. 

 

Las personas previstas en el artículo 134, que ocupen los servicios a los que se refiere el párrafo anterior, a través de 

personas físicas o morales que no estén autorizadas en términos de la presente fracción, se harán acreedoras a las 

sanciones establecidas en el artículo 465. 

 

VII. Se deroga. 
 

VIII. Colocar a la venta en taquilla, todo boleto con valor nominal de acceso al espectáculo público, por lo cual no podrá 

ser considerado como cortesía. 
 

ARTÍCULO 142.- No se causará el impuesto, respecto del valor de los boletos de cortesía que permitan el acceso al 

espectáculo en forma gratuita. El valor de los boletos de cortesía en ningún caso excederá del equivalente al 5% del valor 

del total de los boletos que se hayan manifestado por cada función del espectáculo. 
 

En el propio boleto o contraseña se hará constar que el mismo es gratuito o de cortesía. 
 

Además, no se causará el impuesto cuando el espectáculo público se celebre en su modalidad de tradicional para el 

caso de las ferias, conforme a la normatividad de la materia. 
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ARTÍCULO 143.- Las Alcaldías deberán entregar a la Tesorería, dentro de los primeros 5 días del mes un reporte mensual de 

los permisos expedidos y de los avisos que reciba para la realización de espectáculos públicos objeto del impuesto a 

que se refiere este Capítulo, el cual deberá contener copia simple del aviso o de la solicitud del permiso, así como del 

permiso otorgado, donde deberán constar los datos del solicitante como nombre, domicilio para oír y recibir 

notificaciones, Registro Federal de Contribuyentes, el tipo de espectáculo, el aforo estimado, el  precio de las 

localidades que se expenderán, la fecha y lugar de realización. 
 

ARTÍCULO 144.- Las Alcaldías y la Tesorería, antes del 31 de enero, llevarán a cabo conciliaciones de los permisos 

expedidos y de los pagos efectuados por concepto del Impuesto sobre Espectáculos Públicos, durante el año 

inmediato anterior, que permitan implementar los mecanismos necesarios para evitar omisiones o evasiones en  el 

pago de dicho impuesto. 
 

CAPÍTULO IV 

Del Impuesto sobre Loterías, Rifas, Sorteos y Concursos 

 

ARTÍCULO 145.- Están obligadas al pago del Impuesto sobre Loterías, Rifas, Sorteos y Concursos que se celebren en la 

Ciudad de México, las personas físicas o las morales: 
 

I. Que organicen loterías, rifas, sorteos, juegos con apuestas, apuestas permitidas y concursos de toda clase, aun 

cuando por dichos eventos no se cobre cantidad alguna que represente el derecho de participar en los mismos; 

 

II. Que obtengan los premios derivados o relacionados con las actividades a que se refiere la fracción anterior,  

incluyendo como premios las participaciones de bolsas formadas con el importe de las inscripciones o cuotas que se 

distribuyan en función del resultado de las propias actividades, salvo los obtenidos de sorteos de Bonos del  Ahorro 

Nacional y de planes de ahorro administrados por el Patronato del Ahorro Nacional. 

 

Para efectos de este Capítulo, cuando en el mismo se haga mención a los juegos con apuestas, se entenderá que incluye 

a las apuestas permitidas. 
 

El pago de este impuesto no libera de la obligación de obtener los permisos o autorizaciones correspondientes, y 
 

III. Que organicen las actividades a que se refiere la fracción I de este artículo u obtenga los premios derivados de las 

mismas, cuando los billetes, boletos o contraseñas, sean distribuidos o vendidos en la Ciudad de México, 

independientemente del lugar donde se realice el evento. 
 

ARTÍCULO 146.- No pagarán el impuesto a su cargo en los supuestos a que se refieren las fracciones I y III del artículo 

anterior, la Federación, la Ciudad de México, las Alcaldías, el Patronato del Ahorro Nacional, la Lotería Nacional para 

la Asistencia Pública, los Pronósticos para la Asistencia Pública y las asociaciones civiles sin fines de lucro que en su 

objeto se encuentre la educación superior, siempre y cuando todo lo obtenido por la venta de boletos, una vez 

cubiertos los costos, sea destinado a becas que cubran estudios de licenciatura en las mismas. 

 

ARTÍCULO 147.- Quienes organicen loterías, rifas, sorteos, juegos con apuestas y concursos de toda clase, calcularán 

el impuesto aplicando la tasa del 13% al total de las cantidades que se obtengan en la Ciudad de México, por la realización 

de dichas actividades, deduciendo el monto de los premios pagados o entregados, previa acreditación de dicha 

entrega mediante el documento emitido por la autoridad competente. 

 

Por lo que se refiere a las personas que organicen las actividades que se consignan en el presente Capítulo, que emitan 

billetes, boletos, contraseñas u otros documentos, cualquiera que sea la denominación que se les dé, en 

los cuales no se exprese el valor de los mismos o sean distribuidos gratuitamente, el impuesto se calculará 

aplicando la tasa del 13% al valor total de los premios, independientemente de donde se hayan entregado los 

premios. 

 

ARTÍCULO 148.- El impuesto a que se refiere el artículo anterior no dará lugar a incrementos en los precios señalados 
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por los contribuyentes, ni se expresará por separado en los billetes, boletos y demás comprobantes que permitan 

participar en loterías, rifas, sorteos, juegos con apuestas y concursos de toda clase. 

 

ARTÍCULO 149.- Quienes obtengan premios derivados de loterías, rifas, sorteos, juegos con apuestas y concursos,  

calcularán el impuesto aplicando al valor del premio obtenido la tasa del 6%. Dicho valor será la cantidad 

correspondiente al monto total del premio obtenido o el valor del bien cuando el mismo no sea en efectivo. 

 

Si los premios ofrecidos en loterías, rifas, sorteos, juegos con apuesta y concursos de toda clase consisten  en bienes 

distintos de dinero, los organizadores de éstos eventos deberán señalar el valor de dichos bienes en los  anuncios 

respectivos. 

 

ARTÍCULO 150.- El impuesto a que se refiere este Capítulo, se causará en el momento en que se entreguen a los  

participantes los billetes, boletos y demás comprobantes, que permitan participar en loterías, rifas, sorteos, 

juegos con apuestas o concursos de toda clase. 

 

Tratándose de las personas que obtengan premios, el impuesto se causará en el momento que los mismos les sean 

pagados o entregados por los organizadores de dichos eventos. 

 

ARTÍCULO 151.- Se deroga. 

 

 

ARTÍCULO 152.- Los contribuyentes a que se refiere el artículo 147 de este Código, tendrán las siguientes  

obligaciones: 

 

I. Efectuar pagos provisionales mensuales mediante declaración a más tardar el día 20 de cada mes, por los 

ingresos obtenidos en el mes inmediato anterior; 

 

II. Presentar una declaración, en la forma oficial aprobada, del ejercicio ante las oficinas autorizadas o a través de los 

medios que establezca la Secretaría, dentro de los tres meses siguientes al cierre del ejercicio, una vez deducidos 

los pagos provisionales mensuales en aquellos casos en los que se esté obligado a presentarlos; 

 

Tratándose de los casos establecidos en el artículo 147, segundo párrafo, de este Código, deberán presentar una 

declaración en la forma oficial aprobada, ante las oficinas autorizadas o a través de medios electrónicos, a más  tardar 

el día 20 del mes siguiente al inicio del evento. 

 

III. Llevar contabilidad en registro específico de las operaciones relativas a este impuesto; 

 

IV. Retener el impuesto que corresponda a los premios obtenidos y enterarlo el día 20 del mes siguiente a la 

retención del mismo, mediante declaración provisional, en aquellos casos que proceda, o declaración única, 

mediante formato oficial aprobado o a través de los medios que establezca la Secretaría; 

 

V. Proporcionar constancia de retención del impuesto a la persona que obtenga el premio; 

 

VI. Proporcionar constancia de ingreso por los premios por los que no se está obligado al pago del impuesto en los 

términos de este Capítulo; 

 

VII. Presentar ante la autoridad fiscal, a través de los medios que establezca la Secretaría, la licencia o permiso  

otorgado por las autoridades competentes, 3 días antes del inicio de sus actividades o de la realización del evento; 
 

VIII. Manifestar ante la autoridad fiscal, 3 días antes del inicio de la vigencia de sus actividades de promoción, a  través 

de los medios que establezca la Secretaría, el tipo de evento, precio y número de los boletos, billetes o contraseñas, 

la fecha de realización del mismo, así como la información y documentación que se establezca en el formato oficial 

aprobado; 
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La Secretaría podrá autorizar en forma previa, sistemas electrónicos de control para la emisión de boletos, billetes o 

contraseñas de los eventos de cruce de apuestas, o de loterías, rifas, sorteos y concursos que se realicen en la Ciudad 

de México, verificando que dichos sistemas cuenten con niveles de seguridad que garanticen su confiabilidad, de 

acuerdo con el procedimiento que la misma determine mediante reglas de carácter general; 

 

IX. Manifestar ante la autoridad fiscal competente, a través de los medios que establezca la Secretaría, cualquier 

modificación de las bases para la celebración de loterías, rifas, sorteos y concursos, dentro de los 15 días siguientes a que 

esto ocurra; y 
 

X. Realizar la inscripción al padrón de contribuyentes del Impuesto sobre Loterías, Rifas, Sorteos y Concursos. 
 

ARTÍCULO 153.- Las personas físicas y morales que organicen loterías, rifas, sorteos y juegos con apuestas, apuestas 

permitidas y concursos de toda clase, que no estén obligadas al pago del impuesto a su cargo, conforme a lo dispuesto en 

el artículo 146 de este Código, tendrán las obligaciones previstas en las fracciones II, III, IV, V, VI, VII y VIII, del artículo 

anterior. 
 

Asimismo, las asociaciones civiles referidas en el artículo 146, quedarán obligadas a entregar un padrón de 

beneficiarios, así como los criterios utilizados en su asignación, para transparentar el uso de los recursos 

provenientes de la economía. 
 

ARTÍCULO 154.- Quienes celebren loterías, rifas, sorteos, juegos con apuestas y concursos de toda clase en forma accidental 

por los que deban pagar el impuesto en los términos de este Capítulo, presentarán declaraciones, en la forma oficial 

aprobada, en las oficinas autorizadas a más tardar el día veinte del mes siguiente a aquél en que se celebren dichos 

eventos. 

 

ARTÍCULO 155.- Las personas que celebren loterías, rifas, sorteos, juegos con apuestas y concursos de toda clase en forma 

accidental en los términos del artículo anterior, deberán retener el impuesto que corresponda a los premios 

obtenidos y enterarlo en el plazo señalado en el citado artículo en las oficinas autorizadas. 
 

CAPÍTULO IV BIS 

Del Impuesto a las Erogaciones en Juegos con Apuestas y Concursos 
 

ARTÍCULO 155 BIS.- Están obligados al pago del Impuesto a las Erogaciones en Juegos con Apuestas y Concursos previsto 

en este Capítulo, las personas físicas y morales que realicen erogaciones para participar en las siguientes actividades en 

el territorio de la Ciudad de México: 
 

I. Juegos y concursos con cruce de apuestas, independientemente del nombre con el que se designen; 

 

II. Juegos y concursos en los que el premio se obtenga por el mero azar o la destreza del participante en el uso de 

máquinas, independientemente que en el desarrollo de los mismos se utilicen imágenes visuales electrónicas  como 

números, cartas, símbolos, figuras u otras similares; y 

 

III. Juegos en los que sólo se reciban, capten, crucen o exploten apuestas. 

 

ARTÍCULO 155 BIS 1.- Se entiende por juegos con apuestas, los juegos de todo orden en que se apuesta, previstos en la Ley 

Federal de Juegos y Sorteos y su Reglamento, autorizados por la Secretaría de Gobernación. 
 

Asimismo, para efectos de este impuesto se consideran juegos con apuestas aquellos en los que el participante  deba 

estar presente en el juego activamente o como espectador, y aquellos juegos en los que el participante haga uso de 

máquinas que utilicen algoritmos desarrollados en sistemas electrónicos o cualquier otro método mecánico, 

electrónico o electromagnético en el que el resultado no dependa de factores controlables o susceptibles de ser 

conocidos o dominados por el participante. 
 

Para efectos de este impuesto, quedan comprendidos los juegos con apuestas realizados en hipódromos, 
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galgódromos, frontones, carreras de caballos en escenarios temporales, peleas de gallos, ferias, centros de 

apuestas remotas y salas de sorteos de números, que cuenten con permiso vigente otorgado por la Secretaría de 

Gobernación. 
 

Se entiende por centro de apuestas remotas, también conocidos como libros foráneos, el establecimiento 

autorizado por la Secretaría de Gobernación para captar y operar cruces de apuestas en eventos, competencias 

deportivas y juegos permitidos por la Ley Federal de Juegos y Sorteos realizados en el extranjero o en territorio  

nacional, transmitidos en tiempo real y de forma simultánea en video y audio, así como para la práctica del sorteo de 

números predeterminados por el participante. 
 

El sorteo de números predeterminados por el participante, consiste en el sorteo que se lleva a cabo en centros de 

apuestas remotas, mediante la venta de tarjetas o soporte electrónico, en que el participante selecciona y anota 

voluntariamente una combinación de números, y su selección se compara con el resultado del sorteo para 

determinar si es o no el ganador. 
 

También quedan comprendidos en los juegos con apuestas, los efectuados en aquellos establecimientos 

autorizados por autoridad competente, en los que se reciban, capten, crucen o exploten apuestas. 
 

Asimismo, se considerarán como erogaciones para participar en juegos con apuestas, las cantidades que 

entreguen a operadores de los establecimientos, organizadores, supervisores o encargados por concepto de 

acceso y utilización de máquinas o instalaciones relacionadas con los juegos con apuestas y concursos, cualquiera que 

sea el nombre con el que se les designe; incluyendo la carga y cualquier recarga adicional que se realice mediante 

tarjetas, bandas magnéticas, dispositivos electrónicos, fichas, contraseñas, comprobantes o cualquier  otro medio que 

permitan participar en los juegos con apuestas a que se refiere este Capítulo, ya sea q ue dichos medios o dispositivos 

se usen en la fecha en que se efectúe el pago o en una posterior. 

 

Para efectos de este impuesto, se considera apuesta el monto susceptible de apreciarse en moneda nacional que se 

arriesga en un juego permitido y de los que requieran permiso especial de conformidad con lo dispuesto en la Ley 

Federal de Juegos y Sorteos y su Reglamento, con la posibilidad de obtener o ganar un premio, cuyo monto, sumado a 

la cantidad arriesgada sea superior a ésta. 

 

ARTÍCULO 155 BIS 2.- El impuesto se calculará aplicando la tasa del 10% al monto de las erogaciones efectuadas por la 

persona que participe en juegos con apuestas y concursos, señalados en el presente Capítulo, ya sean pagos en efectivo, 

en especie o por cualquier otro medio que permita participar en los mismos. 
 

ARTÍCULO 155 BIS 3.- El impuesto se causará en el momento en que el sujeto pague al organizador, supervisor, encargado, 

administrador, explotador u operador del establecimiento independientemente de la denominación que reciban, los 

montos o contraprestaciones que le permitan participar en dichos juegos o concursos, aun cuando permita a otro 

usuario distinto de él la participación en los mismos, y hasta por el monto de cada pago que se realice de manera 

directa. 

 

ARTÍCULO 155 BIS 4.- El organizador, supervisor, encargado, administrador, explotador u operador del  

establecimiento, independientemente de la denominación que reciban, en el que se realicen los juegos con 

apuestas o concursos, o en el que se encuentren instaladas las máquinas de juegos, y demás muebles en que se lleven 

a cabo las suertes, recaudará el impuesto por cada erogación emitida por el jugador para participar en  juegos con 

apuestas al momento de recibir el pago o contraprestación correspondiente, y deberá enterarlo ante las oficinas 

autorizadas o a través de medios electrónicos, a más tardar el día 20 del mes siguiente a aquel en que se realice la 

recaudación, mediante declaración que deberá ser presentada en formato oficial aprobado por la  Secretaría. 

 

Cuando el pago o contraprestación a favor del organizador, supervisor, encargado, administrador, explotador u  

operador del establecimiento, independientemente de la denominación que reciban, se realice en especie, el 

contribuyente deberá proveer de recursos en efectivo a estos para que puedan recaudar el impuesto. 

 

La omisión del contribuyente a lo previsto en este artículo, no libera al organizador, supervisor, encargado u 
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operador independientemente de la denominación que reciban del establecimiento de la responsabilidad 

solidaria prevista en el artículo 155 BIS 7 de este Código. 

 

Los contribuyentes del Impuesto a las Erogaciones en Juegos con Apuestas y Concursos, deberán formular 

declaraciones hasta en tanto no presenten aviso de baja al padrón o de suspensión temporal de actividades. 

 

ARTÍCULO 155 BIS 5.- El impuesto que corresponda pagar en los términos de este Capítulo se considera como definitivo 

y, en contra del mismo, no procederá deducción o acreditamiento alguno. 

 

Asimismo, el impuesto previsto en este Capítulo, se causará y pagará con independencia de los impuestos a que se 

refiere el Capítulo IV, de este Título. 

 

ARTÍCULO 155 BIS 6.- El organizador, supervisor, encargado, administrador, explotador u operador del 

establecimiento independientemente de la denominación que reciban en el que se realicen los juegos con 

apuestas o concursos, además de las obligaciones establecidas en este Código y en las demás disposiciones 

fiscales, está obligado a: 

 

I. Llevar contabilidad en registro específico de las operaciones relativas a este impuesto; 

 

II. Realizar la inscripción al padrón de contribuyentes; 

 

III. Recaudar y enterar el impuesto de acuerdo con lo establecido en el artículo 155 BIS 4 de este Código; y 

 

IV. Expedir y entregar comprobantes que amparen el monto de cada erogación que permita participar en los 

juegos con apuestas y concursos, así como conservar copia del mismo. 

ARTÍCULO 155 BIS 7.- Serán responsables solidarios del pago de este impuesto, cualquiera de las siguientes personas 

físicas o morales: 

 

I. El organizador, supervisor, encargado, administrador, explotador, patrocinador u operador del establecimiento  

independientemente de la denominación que reciban en el que se realicen los juegos referidos en el presente 

Capítulo; 

 

II. Los arrendatarios o propietarios de los establecimientos en los que se realicen los juegos o concursos a que se refiere 

este Capítulo; 

 

III. Las personas físicas o morales que reciban cantidades a fin de permitir la participación en los juegos objeto del 

presente impuesto; y 

 

IV. Los propietarios o legítimos poseedores de las máquinas de juegos a que se refiere este Capítulo. 

 

La Secretaría de Desarrollo Económico y las Alcaldías tendrán la obligación de proporcionar a la Tesorería de 

forma trimestral la información con la que cuenten sobre los establecimientos que realicen actividades 

relacionadas con este impuesto, a fin de mantener actualizado el padrón correspondiente y ejercer las facultades con 

que cuenta la autoridad fiscal. 

 

ARTÍCULO 155 BIS 8.- No se pagará el impuesto cuando los juegos y concursos con cruce de apuestas sean  

organizados por organismos públicos descentralizados de la administración pública federal, cuyo objeto social  sea la 

obtención de recursos para destinarlos a la asistencia pública. 

 

CAPÍTULO V 

Del Impuesto sobre Nóminas 

 

ARTÍCULO 156.- Se encuentran obligadas al pago del Impuesto sobre Nóminas, las personas físicas y morales que, en la 
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Ciudad de México, realicen erogaciones en dinero o en especie por concepto de remuneración al trabajo personal 

subordinado, independientemente de la designación que se les otorgue. 

 

Para los efectos de este impuesto, se considerarán erogaciones destinadas a remunerar el trabajo personal 

subordinado, las siguientes: 

 

I. Sueldos y salarios; 

 

II. Tiempo extraordinario de trabajo; 

 

III. Premios, primas, bonos, estímulos e incentivos; 

 

IV. Compensaciones; 

 

V. Gratificaciones y aguinaldos; 

 

VI. Participación patronal al fondo de ahorros; 

 

VII. Primas de antigüedad; 

 

VIII. Comisiones, y 

 

IX. Pagos realizados a administradores, comisarios o miembros de los consejos directivos de vigilancia o 

administración de sociedades y asociaciones. 
 

 

 

ARTÍCULO 156 BIS.- Las personas físicas o morales que contraten o subcontraten servicios especializados o de 

ejecución de obras especializadas proporcionados por un contratista en términos de la normatividad aplicable,  aun 

cuando la erogación por concepto de remuneración al trabajo personal subordinado se realice por conducto  de otra 

persona, deberán presentar ante la Secretaría un aviso dentro de los 10 días siguientes a aquél en que se celebre dicho 

contrato o se realicen modificaciones al mismo. 

 

El aviso a que se refiere el párrafo anterior deberá contener como anexo el original o copia certificada del contrato 

respectivo, e informar sobre el número de trabajadores que presten los servicios correspondientes, así como la  

denominación o razón social, Registro Federal de Contribuyentes y domicilio del contratista. 

 

La Secretaría podrá requerir a las personas físicas o morales a que se refiere el primer párrafo del presente artículo, la 

presentación del aviso antes citado, a fin de que cumplan con lo solicitado en un plazo de 10 días. 

 

ARTÍCULO 157.- No se causará el Impuesto sobre Nóminas, por las erogaciones que se realicen por concepto de: 

 

 

I. Instrumentos y materiales necesarios para la ejecución del trabajo; 

 

II. Aportaciones al Sistema de Ahorro para el Retiro; 

 

III. Gastos funerarios; 

 

IV. Jubilaciones, pensiones, haberes de retiro, así como las pensiones vitalicias u otras formas de retiro; las 

indemnizaciones por riesgos de trabajo de acuerdo a la ley aplicable; 

 

V. Aportaciones al Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores y al Fondo de Vivienda del  
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Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado destinadas al crédito para la vivienda de sus 

trabajadores; 

 

VI. Cuotas al Instituto Mexicano del Seguro Social y al Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 

Trabajadores del Estado; 

 

VII. Las aportaciones adicionales que el patrón convenga otorgar a favor de sus trabajadores por concepto de cuotas 

del seguro de retiro, cesantía en edad avanzada y vejez, del sistema obligatorio y las que fueren aportadas para constituir 

fondos de algún plan de pensiones, establecido por el patrón o derivado de contratación colectiva que voluntariamente 

establezca el patrón. Los planes de pensiones serán sólo los que reúnan los requisitos que establezca la Comisión 

Nacional del Sistema de Ahorro para el Retiro; 

 

VIII. Gastos de representación y viáticos; 

 

IX. Alimentación, habitación y despensas onerosas; 

 

X. Intereses subsidiados en créditos al personal; 

 

XI. Primas por seguros obligatorios por disposición de Ley, en cuya vigencia de la póliza no se otorguen préstamos a los 

trabajadores por parte de la aseguradora; 

 

XII. Prestaciones de previsión social regulares y permanentes que se concedan de manera general, de acuerdo con las 

leyes o contratos de trabajo; 

 

XIII. Las participaciones en las utilidades de la empresa, y 

 

XIV. Personas contratadas con discapacidad. 

 

Para que los conceptos mencionados en este precepto, se excluyan como integrantes de la base del Impuesto  sobre 

Nóminas, deberán estar registrados en la contabilidad del contribuyente, si fuera el caso. 

 

ARTÍCULO 158.- El Impuesto sobre Nóminas se determinará, aplicando la tasa del 3% sobre el monto total de las 

erogaciones realizadas por concepto de remuneraciones al trabajo personal subordinado. 

 

 

ARTÍCULO 159.- El Impuesto sobre Nóminas se causará en el momento en que se realicen las erogaciones por el  trabajo 

personal subordinado y se pagará mediante declaración, que presentarán a través de los medios electrónicos 

que establezca la Secretaría, a más tardar el día diecisiete del mes siguiente. 

 

Los contribuyentes del Impuesto sobre Nóminas deberán formular declaraciones, y en caso de errores en las 

mismas, declaraciones complementarias, aun cuando no hubieren realizado las erogaciones a que se refiere el  

párrafo anterior, en el período de que se trate, hasta en tanto no presenten el aviso de baja al padrón o de 

suspensión temporal de actividades. 

 

En los casos en que la autoridad fiscal detecte inconsistencias en los datos contenidos en las declaraciones de los 

contribuyentes, podrá emitir Aviso de confirmación de datos, aclaración, rectificación o ajuste, a través del 

Sistema Informático establecido para la gestión de este Impuesto, de conformidad con las Reglas de Operación  que 

para tal efecto emita la Secretaría. Los contribuyentes que reciban dicho Aviso, podrán atenderlo, así como  presentar 

las declaraciones complementarias que resulten y realizar el entero de las diferencias correspondientes en los plazos 

establecidos en las mencionadas Reglas de Operación. 

 

Las declaraciones y pagos que se realicen por motivo del Aviso mencionado se considerarán como 

complementarias en términos del artículo 70 de este Código. 
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CAPÍTULO VI 

Del Impuesto sobre Tenencia o Uso de Vehículos 

 

ARTÍCULO 160.- Están obligadas al pago del impuesto establecido en este Capítulo, las personas físicas y las  morales, 

tenedoras o usuarias de los vehículos, a que se refiere el mismo, siempre que su domicilio se encuentre en la Ciudad de 

México, quienes deberán obtener la expedición de las placas de circulación para dichos vehículos ante las autoridades 

competentes. Este impuesto se pagará simultáneamente con los derechos de control vehicular que 

correspondan, en términos de este Código. 

 

Para los efectos de este impuesto, se considera que el propietario es tenedor o usuario del vehículo. 

 

Las autoridades competentes solamente registrarán vehículos cuyos propietarios se encuentren domiciliados en el 

territorio de la Ciudad de México. 

 

Para efectos de este artículo se entenderá que el domicilio se ubica en la Ciudad de México cuando en su territorio se 

encuentre el señalado para efectos fiscales federales, en términos de la normatividad aplicable. En caso de no contar 

con domicilio para los efectos señalados, se deberá considerar el establecido en el artículo 21 del presente Código. 

 

Tratándose de vehículos nuevos y usados a que se refiere el presente Capítulo, el importador, fabricante, 

ensamblador, distribuidor autorizado o comerciante que los enajene, previo a su entrega, podrá a petición del  

contribuyente, realizar los trámites de alta y registro correspondientes, para el caso de que el domicilio fiscal del 

adquirente se encuentre en la Ciudad de México. 

 

Son responsables solidarios del pago del impuesto: 

 

I. Quienes por cualquier título, adquieran la propiedad, tenencia o uso del vehículo, hasta por el monto del 

impuesto que, en su caso, existiera; 

 

II. Quienes reciban en consignación o comisión, para su enajenación, los vehículos a que se refiere este Capítulo, hasta 

por el monto del impuesto que se hubiese dejado de pagar; 

 

III. Los servidores públicos que en ejercicio de sus funciones, autoricen altas, bajas, cambio de placas o cambio de 

propietario, sin cerciorarse del pago de las contribuciones que correspondan y que sean exigibles, o los ejercicios que 

tenga obligación de pagar de acuerdo a la fecha de alta en la Ciudad de México. 

 

Para el caso de vehículos provenientes de otra entidad federativa que soliciten los trámites de alta y registro en la Ciudad 

de México, se deberá verificar el pago de las contribuciones correspondientes del ejercicio fiscal en que se soliciten, en 

términos de este Capítulo, y 

 

IV. Se deroga. 
 

En el caso de robo de vehículos matriculados en la Ciudad de México se causará la parte proporcional del impuesto anual 

hasta el mes en que se reporte su baja, o bien hasta el mes en que se levantó la denuncia correspondiente, que se 

acreditará presentando ante la autoridad fiscal, el acta de denuncia de robo, la cual no deberá tener antigüedad 

mayor a un año. 
 

En el caso de pérdida total por accidente de vehículos matriculados en la Ciudad de México, se causará la parte 

proporcional del impuesto anual hasta el mes en que se reporte su baja. 

 

Para los casos previstos en los dos párrafos anteriores, el impuesto se determinará conforme a la siguiente: 
 

TABLA: 
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MES DE BAJA FACTOR APLICABLE AL IMPUESTO ANUAL 

Enero 0.08 

Febrero 0.17 

Marzo 0.25 

Abril 0.33 

Mayo 0.42 

Junio 0.50 

Julio 0.58 

Agosto 0.67 

Septiembre 0.75 

Octubre 0.83 

Noviembre 0.92 

Diciembre 1.00 
 

Para los supuestos referidos en los párrafos séptimo y octavo de este artículo, no se pagará este impuesto a partir del año 

fiscal siguiente y hasta que, en su caso, deje de estar en dichos supuestos. 
 

No se causará el pago del impuesto a que se refiere este artículo, cuando se trate de bienes adquiridos a favor de la 

Ciudad de México mediante algún juicio o procedimiento de extinción de dominio. 
 

ARTÍCULO 161.- Los contribuyentes pagarán el impuesto a que se refiere este Capítulo durante los tres primeros meses 

del ejercicio fiscal ante las oficinas recaudadoras de la Secretaría o auxiliares autorizados, salvo que en el Capítulo 

correspondiente se establezca disposición en contrario. 
 

ARTÍCULO 161 BIS.- El impuesto se pagará en las oficinas recaudadoras o en las auxiliares autorizadas para tal  efecto por 

la Secretaría, previamente a la autorización del registro, alta del vehículo o se expida el permiso provisional para 

circulación en traslado, de dicho vehículo. 

 

Los vehículos que circulen con placas de transporte público federal, así como las aeronaves, embarcaciones, 

veleros, esquí acuático motorizado, motocicleta acuática y tabla de oleaje con motor, cuyo domicilio fiscal que el 

contribuyente tenga registrado ante la Secretaría de Hacienda y Crédito Público se encuentre en la Ciudad de  México 

realizarán el pago del impuesto en cualquiera de los lugares a que hace referencia el párrafo anterior. 

 

ARTÍCULO 161 BIS 1.- El factor de actualización aplicable al valor del vehículo que se utiliza de base para el pago de este 

impuesto será el resultado de dividir el Índice Nacional de Precios al Consumidor publicado por el Instituto Nacional de 

Estadística y Geografía, correspondiente al mes de noviembre del año anterior al año en que se causa el impuesto, entre 

el mismo índice del mes de noviembre anterior al año modelo del vehículo, excepto en el caso de vehículos nuevos, 

caso en que será 1. 

 

 

ARTÍCULO 161 BIS 2.- Para los efectos de este Capítulo se considera como: 

 

I. Marca, las denominaciones y distintivos que los fabricantes de automóviles y camiones dan a sus vehículos para 

diferenciarlos de los demás. 

 

II. Año Modelo, el año de fabricación o ejercicio automotriz comprendido, por el periodo entre el 1o. de octubre  del 

año anterior y el 30 de septiembre del año que transcurra. 

 

III. Modelo, todas aquellas versiones de la carrocería básica con dos, tres, cuatro o cinco puertas que se deriven de una 

misma línea. Por carrocería básica se entenderá, el conjunto de piezas metálicas o de plástico, que configuran 

externamente a un vehículo y de la que derivan los diversos modelos. 
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IV. Versión, cada una de las distintas presentaciones comerciales que tiene un modelo. 

 

V. Línea: 

 

a). Automóviles con motor de gasolina o gas hasta de 4 cilindros 

 

. b). Automóviles con motor de gasolina o gas de 5, 6 u 8 cilindros. 

 

 c). Automóviles con motor diesel. 

 

d). Camiones con motor de gasolina, gas o diésel 

 

. e). Tractores no agrícolas tipo quinta rueda. 

 

f). Autobuses integrales.  

 

g).Automóviles 

eléctricos. 

 

VI. Comerciantes en el ramo de vehículos, a las personas físicas o morales cuya actividad sea la importación y venta 

de vehículos nuevos o usados. 
 

VII. Vehículo nuevo: 
 

a). El que se enajena por primera vez al consumidor por el fabricante, ensamblador, distribuidor o comerciantes  en el 

ramo de vehículos; 
 

b). El importado definitivamente al país que corresponda al año modelo posterior al de aplicación de este 

Capítulo, al año modelo en que se efectúe la importación, o a los nueve años modelos inmediatos anteriores al  año 

de la importación definitiva; 

 

VIII. Valor total del vehículo, el precio de enajenación del fabricante, ensamblador, distribuidor autorizado, 

importador, empresas comerciales con registro ante la Secretaría de Economía como empresa para importar 

autos usados o comerciantes en el ramo de vehículos, según sea el caso, al consumidor, incluyendo el equipo que 

provenga de fábrica o el que el enajenante le adicione a solicitud del consumidor, incluyendo las contribuciones  que 

se deban pagar con motivo de la importación, a excepción del impuesto al valor agregado. 
 

En el valor total del vehículo a que hace referencia el párrafo anterior, no se incluirán los intereses derivados de 

créditos otorgados para la adquisición del mismo. Asimismo, no se considerarán descuentos o cualquier 

disminución del valor real del vehículo de que se trate. 
 

Tratándose de vehículos usados importados de año modelo 2002 y posteriores, cuyo valor total se desconozca, se 

considerará como valor total del vehículo el valor comercial determinado en el pedimento de importación 

incluyendo las contribuciones que se deban pagar con motivo de la importación a excepción del impuesto al valor 

agregado, no obstante, en el supuesto de que el valor del pedimento sea por debajo del valor factura 

correspondiente a la clave vehicular registrada en el Código de Claves Vehiculares publicado por la Secretaría de 

Hacienda y Crédito Público, se considerará como valor total del vehículo el valor máximo de la clave vehicular  

respectiva. 
 

Así también, tratándose de vehículos usados en los que el valor total de la refacturación sea por debajo del valor factura 

correspondiente a la clave vehicular registrada en el Código de Claves Vehiculares publicado por la Secretaría de 

Hacienda y Crédito Público, se considerará como valor total del mismo el valor máximo de la clave vehicular 

respectiva. 
 

ARTÍCULO 161 BIS 3.- No se pagará el impuesto por la tenencia o uso de los siguientes vehículos: 
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I. Los eléctricos utilizados para el transporte público de personas; 
 

II. Los importados temporalmente en los términos de la legislación aduanera; 
 

III. Los vehículos propiedad de la Federación, las Entidades Federativas y Municipios que sean utilizados para la 

prestación de los servicios públicos de rescate, patrullas, transportes de limpia, pipas de agua, servicios 

funerarios, y las ambulancias dependientes de cualquiera de esas entidades o de instituciones de beneficencia 

autorizadas por las leyes de la materia y los destinados a los cuerpos de bomberos; 
 

IV. Los que tengan para su venta los fabricantes, las plantas ensambladoras, sus distribuidores y los comerciantes en el 

ramo de vehículos, siempre que carezcan de placas de circulación; 
 

V. Las embarcaciones dedicadas al transporte mercante o a la pesca comercial; 
 

VI. Los automóviles al servicio de misiones diplomáticas y consulares de carrera extranjeras y de sus agentes 

diplomáticos y consulares de carrera, excluyendo los cónsules generales honorarios, y vicecónsules honorarios,  

siempre que sea exclusivamente para uso oficial y exista reciprocidad; 
 

VII. Las aeronaves monomotoras de una plaza, fabricadas o adaptadas para fumigar, rociar o esparcir líquidos o 

sólidos, con tolva de carga, y 
 

VIII. Las aeronaves con capacidad de más de 20 pasajeros, destinadas al aerotransporte al público en general. 
 

Cuando por cualquier motivo un vehículo deje de estar comprendido en los supuestos a que se refieren las 

fracciones anteriores, el tenedor o usuario del mismo deberá pagar el impuesto correspondiente dentro de los 15 días 

siguientes a aquel en que tenga lugar el hecho de que se trate. 

 

Los tenedores o usuarios de los vehículos a que se refieren las fracciones II y III de este artículo para gozar del beneficio 

que el mismo establece, deberán comprobar ante la Tesorería que se encuentran comprendidos en dichos 

supuestos. 

 

Sección Primera 

Disposiciones Generales 

 

ARTÍCULO 161 BIS 4.- En el caso de vehículos nuevos o importados, el impuesto deberá calcularse y enterarse en el 

momento en el cual se solicite el registro del vehículo, permiso provisional para circulación en traslado o alta  del 

vehículo. 

 

Los importadores ocasionales efectuarán el pago del impuesto a que se refiere este Capítulo, correspondiente al 

primer año de calendario en el momento en que los vehículos queden a su disposición en la aduana, recinto fiscal o 

fiscalizado o en el caso de importación temporal al convertirse en definitiva. 

 

Para los efectos del párrafo anterior el impuesto se entenderá causado en el momento en que queden a su 

disposición en la aduana, recinto fiscal o fiscalizado o en el caso de importación temporal al convertirse en 

definitiva. 

 

Por el segundo y siguientes años de calendario se estará a lo dispuesto en el artículo 161. 

 

Las personas físicas o morales cuya actividad sea la enajenación de vehículos nuevos o importados al público, que 

asignen dichos vehículos a su servicio o al de sus funcionarios o empleados, deberán pagar el impuesto por el ejercicio 

en que hagan la asignación, en los términos previstos en el siguiente párrafo de este artículo. 

 

En la enajenación o importación de vehículos nuevos de año modelo posterior al de aplicación del impuesto a que se 

refiere este Capítulo, se pagará el impuesto correspondiente al año de calendario en que se enajene o importe, según 
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corresponda. El impuesto para dichos vehículos se determinará en el siguiente año de calendario bajo el  criterio de 

vehículo nuevo. 

 

Para los efectos de este Capítulo, también se consideran automóviles, a los omnibuses, camiones y tractores no  

agrícolas tipo quinta rueda. 

 

En caso de que no puedan comprobarse los años de antigüedad del vehículo, el impuesto a que se refiere este 

Capítulo, se pagará como si éste fuese nuevo. 

Cuando la enajenación o importación de vehículos nuevos se efectúe después del primer mes del año de 

calendario, el impuesto causado por dicho año se pagará en la proporción que resulte de aplicar el factor 

correspondiente, de acuerdo a la siguiente: 

 

TABLA: 

 

MES DE ADQUISICIÓN FACTOR APLICABLE AL IMPUESTO CAUSADO 

Febrero 0.92 

Marzo 0.83 

Abril 0.75 

Mayo 0.67 

Junio 0.58 

Julio 0.50 

Agosto 0.42 

Septiembre 0.33 

Octubre 0.25 

Noviembre 0.17 

Diciembre 0.08 

 

Sección Segunda 

Vehículos Nuevos 

 

ARTÍCULO 161 BIS 5.- Tratándose de automóviles, omnibuses, camiones y tractores no agrícolas tipo quinta  rueda, 

el impuesto se calculará como a continuación se indica: 

 

I. En el caso de automóviles nuevos, destinados al transporte hasta de quince pasajeros, el impuesto será la 

cantidad que resulte de aplicar al valor total del vehículo una tasa del 3%. 

 

Tratándose de automóviles blindados, excepto camiones, la tasa a que se refiere esta fracción, se aplicará sobre el valor 

total del vehículo, sin incluir el valor del material utilizado para el blindaje. En ningún caso, el impuesto  que se tenga 

que pagar por dichos vehículos, será mayor al que tendrían que pagarse por la versión de mayor  precio de enajenación 

de un automóvil sin blindaje del mismo modelo y año. Cuando no exista vehículo sin blindar que corresponda al mismo 

modelo, año o versión del automóvil blindado, el impuesto para este último, será la cantidad que resulte de aplicar al 

valor total del vehículo, la tasa establecida en esta fracción, multiplicando el resultado por el factor de 0.80. 

 

II. Para automóviles nuevos destinados al transporte de más de quince pasajeros o efectos cuyo peso bruto 

vehicular sea menor a 15 toneladas y para automóviles nuevos que cuenten con placas de servicio público de 

transporte de pasajeros y los denominados "taxis", el impuesto será la cantidad que resulte de aplicar el 0.245% al valor 

total del automóvil. 

 

Cuando el peso bruto vehicular sea de 15 a 35 toneladas, el impuesto se calculará multiplicando la cantidad que resulte 

de aplicar el 0.50% al valor total del automóvil, por el factor fiscal que resulte de dividir el peso bruto máximo 

vehicular expresado en toneladas, entre 30. En el caso de que el peso sea mayor de 35 toneladas se tomará como peso 

bruto máximo vehicular esta cantidad. 
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Para los efectos de esta fracción, peso bruto vehicular es el peso del vehículo totalmente equipado incluyendo  chasis, 

cabina, carrocería, unidad de arrastre con el equipo y carga útil transportable. 

 

Para los efectos de este artículo, se entiende por vehículos destinados a transporte de más de 15 pasajeros o para el 

transporte de efectos, los camiones, vehículos pick up de carga, sin importar el peso bruto vehicular, tractores no 

agrícolas tipo quinta rueda, así como minibuses, microbuses y autobuses integrales, cualquiera que sea su tipo y peso 

bruto vehicular. 

 

Sección Tercera 

Otros Vehículos Nuevos 
 

ARTÍCULO 161 BIS 6.- En esta sección se establecen las disposiciones aplicables a las aeronaves, embarcaciones, veleros, 

esquí acuático motorizado, motocicleta acuática, tabla de oleaje con motor, automóviles eléctricos y motocicleta. 
 

ARTÍCULO 161 BIS 7.- Tratándose de aeronaves nuevas, el impuesto será la cantidad que resulte de multiplicar el peso máximo, 

incluyendo la carga de la aeronave expresado en toneladas, por la cantidad de $14,156.00, para aeronaves de pistón, turbohéli ce 

y helicópteros, y por la cantidad de $15,246.00, para aeronaves de reacción.  

 

ARTÍCULO 161 BIS 8.- Tratándose de embarcaciones, veleros, esquís acuáticos motorizados, motocicletas acuáticas 

y tablas de oleaje con motor, nuevos, el impuesto será la cantidad que resulte de aplicar al valor total  del vehículo de 

que se trate el 1.5%. 
 

ARTÍCULO 161 BIS 9.- Tratándose de motocicletas nuevas, el impuesto se calculará aplicando al valor total de la 

Motocicleta una tasa del 3%. 
 

El valor total del vehículo a que hace referencia el párrafo anterior, será el que se especifique en la factura sin que se 

consideren descuentos o cualquier disminución del valor real del vehículo de que se trate. 
 

ARTÍCULO 161 BIS 10.- Tratándose de motocicletas eléctricas, automóviles eléctricos nuevos, así como de aquéllos 

eléctricos nuevos, que además cuenten con motor de combustión interna o con motor accionado por hidrógeno, el 

impuesto se pagará a la tasa de 0%. 

 

ARTÍCULO 161 BIS 11.- La autoridad fiscal informará del cumplimiento de pago del impuesto a que se refiere esta  Sección 

a las autoridades competentes para expedir los certificados de aeronavegabilidad o de inspección de seguridad a 

embarcaciones y los certificados de matrícula para las aeronaves, a fin de ser considerado para efectos de su expedición 

conforme al convenio que al efecto se suscriba. 

 

Sección Cuarta 

Vehículos Usados 
 

ARTÍCULO 161 BIS 12.- Tratándose de vehículos de fabricación nacional o importados, a que se refiere el artículo  161 BIS 

5, fracción II, así como de aeronaves, excepto automóviles destinados al transporte de hasta quince pasajeros, el 

impuesto será el que resulte de multiplicar el importe del impuesto causado en el ejercicio fiscal inmediato anterior 

por el factor que corresponda conforme a los años de antigüedad del vehículo, de acuerdo con la siguiente: 
 

TABLA: 

 

AÑOS DE ANTIGÜEDAD FACTOR DE DEPRECIACIÓN 

1 0.900 

2 0.889 

3 0.875 

4 0.857 

5 0.833 
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6 0.800 

7 0.750 

8 0.667 

9 y siguientes 0.500 
 

El resultado obtenido se actualizará en términos de lo dispuesto por el artículo 161 BIS 1 de este Código. 
 

Tratándose de automóviles de servicio particular que pasen a ser de servicio público de transporte denominados 

"taxis", el impuesto sobre tenencia o uso de vehículos se calculará, para el ejercicio fiscal siguiente a aquél en el que se 

dé esta circunstancia, conforme al siguiente procedimiento: 
 

I. El valor total del automóvil se multiplicará por el factor de depreciación, de acuerdo al año modelo del vehículo, de 

conformidad con la tabla establecida en este artículo, y 

 

II. La cantidad obtenida conforme a la fracción anterior se actualizará de conformidad con el artículo 161 BIS 1 de este 

Código; el resultado obtenido se multiplicará por 0.245%. 

 

Para los efectos de este artículo, los años de antigüedad se calcularán con base al número de años transcurridos a partir 

del año modelo que corresponda al vehículo. 

 

Tratándose de automóviles eléctricos a que se refiere este artículo, así como de aquellos eléctricos, que además 

cuenten con motor de combustión interna o con motor accionado por hidrógeno, el impuesto se pagará a la tasa de 

0%. 

 

Cuando se tramite el alta en la Ciudad de México de los vehículos previstos en las Secciones Cuarta y Quinta 

matriculados en otra Entidad Federativa o por la Federación, que se realice después del primer mes del año, se  cubrirá 

el Impuesto sobre Tenencia o Uso de Vehículos, aplicando el factor correspondiente, de acuerdo a la siguiente: 

 

TABLA: 

 

MES FACTOR APLICABLE AL IMPUESTO CAUSADO 

Febrero 0.92 

Marzo 0.83 

Abril 0.75 

Mayo 0.67 

Junio 0.58 

Julio 0.50 

Agosto 0.42 

Septiembre 0.33 

Octubre 0.25 

Noviembre 0.17 

Diciembre 0.08 

 

ARTÍCULO 161 BIS 13.- Tratándose de automóviles de fabricación nacional o importados, destinados al  transporte 

de hasta quince pasajeros, cuyo año modelo sea posterior a 2001, el impuesto será el que resulte de aplicar el 

procedimiento siguiente: 

 

a) El valor total del automóvil se multiplicará por el factor de depreciación, de acuerdo al año modelo del vehículo, de 

conformidad con la siguiente: 

 

TABLA: 
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AÑOS DE ANTIGÜEDAD FACTOR DE DEPRECIACIÓN 

1 0.850 

2 0.725 

3 0.600 

4 0.500 

5 0.400 

6 0.300 

7 0.225 

8 0.150 

9 y siguientes 0.075 

 

b) La cantidad obtenida conforme al inciso anterior, se actualizará de conformidad con lo dispuesto en el artículo 161 

BIS 1 de este Código; al resultado se le aplicará la tasa a que hace referencia el artículo 161 BIS 5, fracción I de este 

Capítulo. 

 

Para efectos de la depreciación y actualización a que se refiere este artículo, los años de antigüedad se calcularán con 

base en el número de años transcurridos a partir del año modelo al que corresponda el vehículo. 

 

Sección Quinta Otros 

Vehículos Usados 

 

ARTÍCULO 161 BIS 14.- Tratándose de embarcaciones, veleros, esquís acuáticos motorizados, motocicletas 

acuáticas y tablas de oleaje con motor, usados, el impuesto será el que resulte de aplicar el procedimiento 

siguiente: 

 

a) El valor total del vehículo de que se trate se multiplicará por el factor de depreciación de acuerdo al año modelo, de 

conformidad con la siguiente: 

 

TABLA: 

 

AÑOS DE ANTIGÜEDAD FACTOR DE DEPRECIACIÓN 

1 0.9250 

2 0.8500 

3 0.7875 

4 0.7250 

5 0.6625 

6 0.6000 

7 0.5500 

8 0.5000 

9 0.4500 

10 0.4000 

11 0.3500 

12 0.3000 

13 0.2625 

14 0.2250 

15 0.1875 

16 0.1500 

17 0.1125 
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18 0.0750 

19 y siguientes 0.0375 

 

b) La cantidad obtenida conforme al inciso anterior, se actualizará de conformidad con lo dispuesto en el artículo 161 

BIS 1 de este Código; al resultado se le aplicará la tasa a que hace referencia el artículo 161 BIS 8 de la misma. 

 

Para los efectos de la depreciación y actualización a que se refiere este artículo, los años de antigüedad se 

calcularán con base en el número de años transcurridos a partir del año modelo al que corresponda el vehículo. 

 

ARTÍCULO 161 BIS 15.- Tratándose de motocicletas de fabricación nacional o importadas, cuyo año modelo sea posterior 

a 2001, el impuesto será el que resulte de aplicar el procedimiento siguiente: 

 

El valor total de la motocicleta se multiplicará por el factor de depreciación, de acuerdo al año modelo de la 

motocicleta, de conformidad con la siguiente: 

 

TABLA: 

 

AÑOS DE ANTIGÜEDAD FACTOR DE DEPRECIACIÓN 

1 0.9 

2 0.8 

3 0.7 

4 0.6 

5 0.5 

6 0.4 

7 0.3 

8 0.2 

9 y siguientes 0.1 

 

A la cantidad obtenida conforme al párrafo anterior, se actualizará de conformidad con lo dispuesto en el artículo 161 

BIS 1 de este Código; al resultado se le aplicará la tasa a que hace referencia el artículo 161 BIS 9 de este  Capítulo. 
 

Para efectos de la depreciación a que se refiere este artículo, los años de antigüedad se calcularán con base en el número 

de años transcurridos a partir del año modelo al que corresponda la motocicleta. 
 

Tratándose de motocicletas eléctricas, el impuesto se pagará a la tasa de 0%. 

 

ARTÍCULO 161 BIS 16.- Los contribuyentes que de acuerdo con el presente Capítulo, se encuentren obligados al  pago del 

Impuesto sobre Tenencia o Uso de Vehículos, cuyo año modelo del vehículo de que se trate sea anterior 

a 2002, pagarán el impuesto en la fecha y forma referida en el mencionado Capítulo y lo determinarán conforme a lo 

siguiente: 

 

I. En caso de vehículos de uso particular hasta de quince pasajeros, la determinación se hará atendiendo el 

cilindraje del motor, conforme a lo siguiente: 

 

CILINDRAJE CUOTA 

Hasta 4 $429.00 

De 5 o 6 $1,284.00 

De 8 o más $1,601.00 

 

II. En el caso de vehículos importados al país, de año modelo posterior a 1964, pagarán una cuota de $2,917.00, los 

demás pagarán conforme a la cuota señalada en la fracción anterior; 
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III. En caso de motocicletas, se pagará una cuota de $535.00; 

 

IV. En el caso de vehículos destinados al transporte público de pasajeros, se pagará una cuota de $1,333.00; 

 

V. En el caso de vehículos de carga con placas de carga o de servicio particular, se pagará una cuota de $260.00 por 

cada tonelada o fracción de capacidad de carga o de arrastre, y 

 

VI. Tratándose de aeronaves, el impuesto se pagará conforme a lo siguiente: 

 

TIPO DE VEHÍCULOS CUOTA 

AERONAVES  

Hélice $731.00 

Turbohélice $4,055.00 

Reacción $5,860.00 

HELICÓPTEROS $900.00 

 

Cuando se tramite el alta en la Ciudad de México, de un vehículo matriculado en otra entidad federativa o por la 

Federación y ésta se realice en el segundo, tercero o cuarto trimestre del año, se cubrirá el 75%, 50% o 25% de las cuotas 

señaladas en este artículo, respectivamente. 

 

Pagarán la cuota de la fracción II, los vehículos importados de las fracciones I, IV y V de este artículo, exceptuando a los 

vehículos eléctricos o eléctricos con motor de combustión interna (híbridos). 

 

Los vehículos eléctricos o eléctricos que además cuenten con motor de combustión interna (híbridos) de uso 

particular, pagarán el Impuesto sobre Tenencia o Uso de Vehículos a la tasa de 0% sin perjuicio de las obligaciones que en 

su caso les corresponda conforme al presente Capítulo. 

 

 

CAPÍTULO VII 

Del Impuesto por la Prestación de Servicios de Hospedaje 
 

ARTÍCULO 162.- Están obligados al pago del Impuesto por la Prestación de Servicios de Hospedaje, las personas físicas y 

las morales que presten servicios de hospedaje en la Ciudad de México. 
 

Para los efectos de este impuesto se consideran servicios de hospedaje, la prestación de alojamiento o albergue 

temporal de personas a cambio de una contraprestación, dentro de los que quedan comprendidos los servicios  

prestados por: 
 

I. Establecimientos hoteleros, hostales, moteles o tiempo compartido. 
 

II. Áreas de pernoctación destinadas a albergues móviles, tales como campamentos, o paraderos de casas 

rodantes. 
 

III. Departamentos y casas, total o parcialmente. 
 

En los supuestos previstos en las fracciones II y III de este artículo, cuando intervenga una persona física o moral en su 

carácter de intermediario, promotor o facilitador en el cobro de las contraprestaciones por servicios de hospedaje 

y en caso de que se cubra a través de ella lo correspondiente al Impuesto por la Prestación de Servicios de Hospedaje, ésta 

deberá ser quien entere el pago del impuesto correspondiente a la autoridad fiscal. 
 

No se considerarán servicios de hospedaje, el albergue o alojamiento prestados por hospitales, clínicas, asilos,  

conventos, seminarios e internados. 
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Los contribuyentes realizarán el traslado del impuesto a las personas a quienes se preste servicios de hospedaje. 
 

ARTÍCULO 162 BIS.- Las personas físicas o morales que en su carácter de intermediarias, promotoras o 

facilitadoras intervengan en el cobro de las contraprestaciones por servicios de hospedaje y en caso de que se cubra 

a través de ellas lo correspondiente al Impuesto por la Prestación de Servicios de Hospedaje, deberán inscribirse 

al padrón del impuesto correspondiente en su carácter de intermediario, promotor o facilitador a efecto de 

coadyuvar en el cumplimiento de lo establecido en el artículo 164 de este Código. 
 

ARTÍCULO 163.- El impuesto a que se refiere este Capítulo se causará al momento en que se perciban los valores 

correspondientes a las contraprestaciones por los servicios de hospedaje, incluyendo depósitos, anticipos, gastos, 

reembolsos, intereses normales o moratorios, penas convencionales y cualquier otro concepto, que deriven de la 

prestación de dicho servicio. 
 

Cuando los contribuyentes convengan la prestación de servicios de hospedaje e incluyan servicios accesorios,  tales 

como transportación, comida, uso de instalaciones, u otros similares y no desglosen y comprueben la prestación 

de estos últimos, se entenderá que el valor de la contraprestación respectiva corresponde a servicios de hospedaje. 
 

ARTÍCULO 164.- Los contribuyentes contemplados en las fracciones I y II del artículo 162 de este Código,  calcularán 

el Impuesto por la Prestación de Servicios de Hospedaje aplicando la tasa del 3.5% al total del valor de las 

contraprestaciones que perciban por servicios de hospedaje y deberán pagarlo mediante declaración que 

presentarán, en la forma oficial aprobada, ante las oficinas autorizadas o a través de los medios que establezca la 

Secretaría, a más tardar el día quince del mes siguiente a aquél en que se perciban dichas contraprestaciones. 
 

En el caso de que un contribuyente cuente con dos o más inmuebles para servicios de hospedaje, deberá presentar la 

declaración a que se refiere el párrafo anterior respecto de cada uno de ellos, a excepción de los inmuebles  

colindantes por los que se presentará una sola declaración. 
 

Tratándose de los supuestos contemplados en la fracción III del artículo 162 de este Código, el facilitador, promotor, 

intermediario, administrador, propietario, o quien cobre las contraprestaciones por los servicios de hospedaje, calculará el 

impuesto aplicando la tasa del 5%, debiéndolo pagar a más tardar el día quince de cada mes mediante una sola declaración 

por el total de las contraprestaciones percibidas en el mes inmediato anterior, en las formas y medios que para tal efecto 

establezca la Secretaría de conformidad con lo establecido en el párrafo primero de este artículo. 

 

 

Los contribuyentes del Impuesto por la Prestación de Servicios de Hospedaje, deberán formular declaraciones  hasta 

en tanto no presenten el aviso de baja al padrón o de suspensión temporal de actividades. 

 

Los propietarios de los inmuebles donde se presten servicios de hospedaje en la Ciudad de México, se 

considerarán como obligados solidarios en el entero del impuesto. 

 

 

 

 

CAPÍTULO VII BIS 

Del Impuesto a la Venta Final de Bebidas con Contenido Alcohólico 

 

ARTÍCULO 164 BIS.- Se encuentran obligadas al pago de este impuesto las personas físicas y morales que realicen en el 

territorio de la Ciudad de México la venta final de bebidas con contenido alcohólico, con excepción de la cerveza, el 

aguamiel y productos derivados de su fermentación ya que se encuentra expresamente reservado a la Federación. 

 

ARTÍCULO 164 BIS 1.- Para efectos de este Capítulo, se entenderá como venta final la que se efectúa en el  territorio 

de la Ciudad de México cuando en el mismo se realice la entrega material de los bienes objeto de este Capítulo, por 

parte del importador, productor, envasador o distribuidor, según sea el caso, para su posterior venta al público en 

general o consumo. 
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Asimismo, se considerará venta final, el faltante de inventario o el consumo propio de las bebidas descritas en el 

presente Capítulo. 

 

Aunado a lo anterior, se entenderá como bebidas con contenido alcohólico, aquellas que a la temperatura de 15° 

centígrados tengan una graduación alcohólica de más de 3°G.L., hasta 55°G.L., incluyendo el aguardiente y a los 

concentrados de bebidas alcohólicas aun cuando tengan una graduación alcohólica mayor. 

 

ARTÍCULO 164 BIS 2.- No se causará este impuesto por las ventas de bebidas alcohólicas cuando éstas se realicen al público 

en general, en botellas abiertas o por copeo, para su consumo en el mismo lugar o establecimiento en el que se 

enajenen. 

 

ARTÍCULO 164 BIS 3.- El impuesto se determinará aplicando la tasa del 4.5% sobre el precio de la venta final de las bebidas 

con contenido alcohólico, sin incluir los impuestos al valor agregado, ni especial sobre producción y servicios. 

 

ARTÍCULO 164 BIS 4.- El impuesto se causará en el momento en que el enajenante perciba efectivamente el  importe 

correspondiente al precio de venta final de las bebidas con contenido alcohólico objeto del presente Capítulo, 

igualmente, cuando las contraprestaciones se paguen parcialmente el impuesto se calculará aplicando a la parte de la 

contraprestación pagada la tasa respectiva. 

 

Cuando la contraprestación percibida no sea en dinero, sino total o parcialmente en otros bienes o servicios, se 

considerará como valor de éstos el de mercado o, en su defecto, el de avalúo. Los mismos se tomarán en cuenta en caso 

de donación, cuando por ello deba pagar el impuesto establecido en este Capítulo. 

 

ARTÍCULO 164 BIS 5.- El impuesto materia del presente Capítulo será enterado por el enajenante mediante 

declaración en la forma oficial aprobada por la Secretaría, a más tardar el día diecisiete del mes siguiente a aquél en que 

se cause. 

Este impuesto no será acreditable contra otros impuestos locales o federales. 

 

Los contribuyentes del Impuesto a la Venta Final de Bebidas con Contenido Alcohólico, deberán formular 

declaraciones hasta en tanto no presenten aviso de baja al padrón o de suspensión temporal de actividades. 

 

ARTÍCULO 164 BIS 6.- Los contribuyentes de este impuesto, además de las obligaciones establecidas en este Código 

y en las demás disposiciones fiscales, tendrán las siguientes: 
 

I. Registrarse, para los efectos de este impuesto, ante la Secretaría, mediante aviso que será presentado en las formas 

o medios electrónicos, que para tal efecto autorice dicha dependencia. 
 

II. Llevar un registro pormenorizado de las ventas a que se refiere el artículo 164 BIS de este Código, por cada 

establecimiento, local, agencia o sucursal en que se efectúen, identificando los montos de cada una de dichas  

operaciones y las cantidades que integran la base del impuesto. 

 

III. Expedir comprobante por cada una de las operaciones, sin que el impuesto establecido en este Capítulo se 

traslade en forma expresa y por separado. 
 

La Secretaría de Desarrollo Económico y las Alcaldías tendrán la obligación de proporcionar a la Tesorería, de  forma 

trimestral la información con la que cuenten sobre los establecimientos que realicen actividades relacionadas 

con este impuesto, a fin de mantener actualizado el padrón correspondiente y ejercer las facultades con que cuenta la 

autoridad fiscal. 
 

CAPÍTULO VIII 

De las Contribuciones de Mejoras 

 

ARTÍCULO 165.- Están obligadas al pago de las contribuciones de mejoras, las personas físicas y las morales cuyos 

inmuebles se beneficien en forma directa por las obras públicas proporcionadas por la Ciudad de México. 
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Para los efectos de las contribuciones de mejoras se entenderá que quienes obtienen el beneficio son los 

propietarios de los inmuebles, cuando no haya propietarios se entenderá que el beneficio es para el poseedor. 

 

Cuando en los términos de este Código haya enajenación, el adquirente se considerará propietario para los efectos de las 

contribuciones de mejoras. 
 

ARTÍCULO 166.- Las contribuciones de mejoras se causarán por las obras nuevas a que se refiere este artículo, ya sean 

construcciones o bien ampliaciones que representen cuando menos un 10% del total de las construcciones de las obras 

originales, atendiendo a la ubicación de los inmuebles dentro de las zonas de beneficio que también se señalan, hasta 

por un 50% del costo total de dichas obras. 

 
 

CLASIFICACIÓN DE OBRA PÚBLICA 

REHABILITACIÓN, AMPLIACIÓN, ADECUACIÓN  O REMODELACIÓN DE OBRAS EXISTENTES A B C 

% % % 

 

 

DE SERVICIOS BÁSICOS 

DE AGUA AGUA POTABLE EN RED 

SECUNDARIA 

100   

DE INSTALACIONES 

SANITARIAS 

DRENAJE DE AGUAS SERVIDAS EN 

RED SECUNDARIA 

100   

ALCANTARILLADO PLUVIAL 72 28  

ALUMBRADO PÚBLICO OBRA NUEVA 72 28  

 

 

 

DE SERVICIOS 

COMPLEMENTARIOS 

 

 

 

VIALIDAD 

ARTERIAS PRINCIPALES 

(EXCEPTO EJES VIALES) 

48 32 20 

VÍAS SECUNDARIAS 72 28  

CALLES COLECTORAS 53 30 17 

CALLES LOCALES 72 28  

CARPETA ASFÁLTICA 72 28  

BANQUETAS 100   

GUARNICIONES 100   

 

 

 

 

EQUIPAMIENTO 

DE SALUD DE CONSULTA EXTERNA 48 32 20 

ATENCIÓN DE EMERGENCIAS 48 32 20 

 

EDUCACIÓN 

PREESCOLAR 63 37  

PRIMARIA 63 37  

SECUNDARIA 48 32 20 

OTRAS 48 32 20 

 

CULTURA 

MUSEOS 50 30 20 

BIBLIOTECA 50 30 20 

CASA DE CULTURA 50 30 20 

 

 

 

 

 

EQUIPAMIENTO 

 

 

RECREACIÓN Y ESPACIOS 

ABIERTOS 

PARQUES, PLAZAS, 

EXPLANADAS O JARDINES CON 

SUPERFICIE DE 250 m² Y HASTA 

5,000 m² 

 

60 

 

30 

 

10 

PARQUES, PLAZAS, 

EXPLANADAS O JARDINES CON 

SUPERFICIE DE MAS DE 5,000 m² 

Y HASTA 50,000 m² 

 

50 

 

35 

 

15 

 

DEPORTES 

MÓDULOS DEPORTIVOS 60 30 10 

CENTROS DEPORTIVOS 60 30 10 

CANCHAS CUBIERTAS 60 30 10 

CANCHAS DESCUBIERTAS 60 30 10 
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SEGURIDAD MÓDULOS DE VIGILANCIA 60 30 10 

 

REALIZACIÓN DE OBRA NUEVA A B C 

% % % 

 

DE VIALIDAD 

PUENTES VEHICULARES Y PEATONALES 40 35 25 

CAMELLONES  40 35 25 

CICLOPISTAS  60 30 10 

TRANSPORTE 

(METROBÚS, METRO, 

OTROS) 

METROBÚS  50 35 15 

METRO  50 35 15 

TROLEBÚS  50 35 15 

 

CETRAMS Y PARADEROS 

CENTROS DE 

TRANSFERENCIA 

 40 35 25 

PARADEROS Y TERMINALES  40 35 25 

CARRILES CONFINADOS  45 35 20 

 

CENTROS RECREATIVOS Y 

CULTURALES 

MUSEOS  50 35 15 

 

PARQUES Y JARDINES 

ÁREAS VERDES Y DE 

CONVIVENCIA 

60 30 10 

CANCHAS DEPORTIVAS 50 30 20 

CENTROS DE VIGILANCIA CASETAS Y MÓDULOS 60 30 10 

 PLAZAS Y PLAZUELAS  60 30 10 

 

En ningún caso se pagarán contribuciones de mejoras por obras iguales realizadas en un período de cinco años. 

 

 

ARTÍCULO 167.- Para determinar la zona de beneficio de un inmueble, se atenderá a la ubicación respectiva de la obra de 

que se trate, atendiendo a la siguiente: 

 

TABLA 

 

ZONA OBRAS NUEVAS Y REMODELACIONES 

BÁSICOS COMPLEMENTARIOS Y EQUIPAMIENTO 

A FRENTE O COLINDANCIA FRENTE O COLINDANCIA 

B HASTA 250 m EXCEPTO ZONA A HASTA 250 m EXCEPTO ZONA A 

C DE 251 m HASTA 500 m DE 251 m HASTA 500 m 

 

Para los efectos de este artículo, se considera que un inmueble se encuentra ubicado en una zona de beneficio  

determinada, cuando el 20% de la superficie del terreno se comprenda dentro de la misma. No se integrarán a la zona 

de beneficio los inmuebles separados de la obra pública por barreras topográficas. 

 

ARTÍCULO 168.- Las Contribuciones de Mejoras se causarán al ponerse en servicio las obras. 

 

Las autoridades fiscales determinarán el monto de las Contribuciones de Mejoras atendiendo a la ubicación de los 

inmuebles en las zonas de beneficio determinadas tomando en cuenta las características topográficas del terreno, y al 

porcentaje del costo de la obra que como contribución señalan los artículos 166 y 167, en proporción al valor catastral 

del inmueble, determinado al momento de finiquitar la obra. 

 

Para los efectos de este Capítulo, el costo de la obra pública comprenderá los gastos totales, incluyendo los 

relativos a su financiamiento. 

 

Del valor que se obtenga conforme al párrafo anterior, se disminuirán las aportaciones que efectúen las 
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dependencias o entidades paraestatales, así como las recuperaciones por enajenación de excedentes de 

inmuebles adquiridos o adjudicados y que no hubiesen sido utilizados en la ejecución de la obra. 

 

Asimismo, los particulares que aporten voluntariamente cantidades en efectivo, en especie o en mano de obra,  para 

la realización de las obras públicas a que se refiere este Capítulo, tendrán derecho a reducir de la cantidad que se 

determine a su cargo, el monto de dichas aportaciones. 

 

Para los efectos del párrafo anterior, la autoridad encargada de la realización de la obra, expedirá recibo o 

constancia que ampare la aportación señalada, quedando facultadas dichas autoridades para determinar, en el caso 

de aquéllas en especie o mano de obra, su equivalente en numerario. 
 

ARTÍCULO 169.- Las autoridades de la Ciudad de México, que realicen la obra, publicarán en la Gaceta Oficial de la Ciudad 

de México, las características fundamentales del proyecto de obra. 

 

En la publicación a que se refiere el párrafo anterior, se incluirá el tipo y costo estimado de la obra, el lugar o lugares 

en que habrá de realizarse y la zona o zonas de beneficio correspondientes. 

 

La documentación relativa al valor de la obra deberá estar a disposición de los contribuyentes, en las oficinas de la 

autoridad encargada de su realización, durante un año contado a partir de la determinación del crédito fiscal. 

 

ARTÍCULO 170.- Las Contribuciones de Mejoras se pagarán, en un plazo de seis bimestres, en cantidades iguales y 

sucesivas. 

 

El plazo a que se refiere el párrafo anterior, empezará a correr a partir del bimestre siguiente a aquél en que la  

autoridad fiscal notifique el crédito correspondiente. Los bimestres serán considerados de la siguiente manera enero-

febrero, marzo-abril, mayo-junio, julio-agosto, septiembre-octubre y noviembre-diciembre, según sea el caso. El pago 

de los créditos se deberá efectuar dentro del bimestre respectivo al que corresponda. 

 

Los contribuyentes que efectúen mediante una sola exhibición el pago total del monto de las contribuciones a su cargo, 

dentro del primer mes del bimestre siguiente a aquél en que se determine la contribución, tendrán derecho a un 

porcentaje de descuento igual al que se establece para el pago anual en el mes de enero del Impuesto Predial en el artículo 

131 de este Código. En el caso que el pago total se efectúe en el segundo mes del bimestre siguiente a aquel en que se 

determine la contribución, tendrán derecho a un porcentaje de descuento igual al que se establece para el pago 

anual en el mes de febrero del Impuesto Predial considerado en el artículo 131 de este Código. 

 

ARTÍCULO 171.- Las autoridades fiscales deberán autorizar, conforme a reglas de carácter general, que las 

Contribuciones de Mejoras se paguen en parcialidades en un plazo hasta de cuarenta y ocho meses, tomando en 

consideración la situación económica de la mayoría de las personas obligadas a pagar la contribución de que se trate, 

caso en el que los pagos se harán cuando se efectúen los correspondientes al Impuesto Predial. Las parcialidades 

causarán un interés, conforme a la tasa que será igual a la de recargos aplicables a los pagos en parcialidades que 

prevé este Código. 

 

No se pagarán las Contribuciones de Mejoras por los inmuebles a que se refiere el artículo 133 de este Código, sin 

embargo para efectos de determinar la contribución correspondiente a cada uno de los inmuebles ubicados en  las 

zonas de beneficio, aquellos sí se tomarán en cuenta. 

 

El Jefe de Gobierno, mediante disposiciones de carácter general, podrá reducir total o parcialmente el pago de las 

Contribuciones de Mejoras, cuando el beneficio de la misma sea para la generalidad de la población y no exista un 

beneficio significativo para un sector reducido de la población, así como cuando los beneficiarios de las obras  públicas 

sean personas de escasos recursos económicos y se trate de servicios indispensables. 

 

CAPÍTULO IX 

De los Derechos por la Prestación de Servicios 
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Sección Primera 

De los derechos por el suministro de agua 

 

ARTÍCULO 172.- Están obligados al pago de los Derechos por el Suministro de Agua que provea la Ciudad de  México, 

los usuarios del servicio. El monto de dichos Derechos comprenderá las erogaciones necesarias para adquirir, 

extraer, conducir y distribuir el líquido, así como su descarga a la red de drenaje y las que se realicen para mantener y 

operar la infraestructura necesaria para ello; se pagarán bimestralmente por toma de agua de acuerdo a las tarifas que a 

continuación se indican: 

 

I. USO DOMÉSTICO. 

 

a) Servicio Medido: Tratándose de tomas de agua donde se encuentre instalado o autorizado el medidor de 

consumo por parte del Sistema de Aguas, que para efectos de este Código son las que se encuentren instaladas 

en inmuebles de uso habitacional, el pago de los Derechos correspondientes se hará conforme al volumen de  

consumo medido en el bimestre, de acuerdo a la siguiente: 

 

TARIFA SIN SUBSIDIO 

 

CONSUMO EN LITROS TARIFA 

LÍMITE INFERIOR 
LÍMITE 

SUPERIOR 
CUOTA MÍNIMA 

CUOTA ADICIONAL POR CADA 1,000 

LITROS EXCEDENTES AL LÍMITE 

INFERIOR 

0 15,000 $587.13 $0.00 

MAYOR A 15,000 20,000 $587.13 $39.15 

MAYOR A 20,000 30,000 $782.82 $39.15 

MAYOR A 30,000 40,000 $1,174.23 $39.15 

MAYOR A 40,000 50,000 $1,565.65 $39.15 

MAYOR A 50,000 70,000 $1,957.05 $47.64 

MAYOR A 70,000 90,000 $2,910.05 $51.91 

MAYOR A 90,000 120,000 $3,948.16 $68.93 

MAYOR A 120,000 $6,015.80 $107.22 

 

 

 

A esta tarifa se le otorgarán subsidios de acuerdo a la manzana donde se ubique la toma de agua de los usuarios del 

servicio, misma que podrá ser Popular, Baja, Media o Alta; para tal efecto, el Congreso emitirá la relación 

considerando las regiones y manzanas. 

 

 

 

 

 

SUBSIDIO PARA MANZANA TIPO POPULAR 

 

CONSUMO EN LITROS SUBSIDIO CLASIFICACIÓN POPULAR APLICADO A 

 

LÍMITE INFERIOR 

 

LÍMITE SUPERIOR 

 

CUOTA MÍNIMA 

CUOTA ADICIONAL POR CADA 1,000 

LITROS EXCEDENTES AL LÍMITE 

INFERIOR 

0 15,000 91.3047% 0.0000% 

MAYOR A 15,000 20,000 91.3047% 88.6982% 
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MAYOR A 20,000 30,000 90.6533% 82.0962% 

MAYOR A 30,000 40,000 87.8009% 63.4465% 

MAYOR A 40,000 50,000 81.7127% 46.6617% 

MAYOR A 50,000 70,000 74.7027% 34.7426% 

MAYOR A 70,000 90,000 61.6160% 24.0506% 

MAYOR A 90,000 120,000 51.7412% 1.2074% 

MAYOR A 120,000 34.3726% 0.0000% 

 

Lo cual se traduce en lo siguiente: 

 

CONSUMO EN LITROS TARIFA CLASIFICACIÓN POPULAR 

LÍMITE INFERIOR LÍMITE SUPERIOR CUOTA MÍNIMA 

CUOTA ADICIONAL POR CADA 

1,000 LITROS EXCEDENTES AL 

LÍMITE INFERIOR 

0 15,000 $51.05 $0.00 

MAYOR A 15,000 20,000 $51.05 $4.42 

MAYOR A 20,000 30,000 $73.17 $7.01 

MAYOR A 30,000 40,000 $143.25 $14.31 

MAYOR A 40,000 50,000 $286.32 $20.88 

MAYOR A 50,000 70,000 $495.08 $31.09 

MAYOR A 70,000 90,000 $1,116.99 $39.43 

MAYOR A 90,000 120,000 $1,905.33 $68.10 

MAYOR A 120,000 $3,948.01 $107.22 

 

 

 

 

SUBSIDIO PARA MANZANA TIPO BAJA 

 

CONSUMO EN LITROS SUBSIDIO CLASIFICACIÓN BAJA APLICADO A 

 

LÍMITE INFERIOR 

 

LÍMITE SUPERIOR 

 

CUOTA MÍNIMA 

CUOTA ADICIONAL POR CADA 1,000 

LITROS EXCEDENTES AL 

LÍMITE INFERIOR 

0 15,000 90.1435% 0.0000% 

MAYOR A 15,000 20,000 90.1435% 74.7855% 

MAYOR A 20,000 30,000 86.3044% 66.0574% 

MAYOR A 30,000 40,000 79.5554% 51.8836% 

MAYOR A 40,000 50,000 72.6381% 32.4879% 

MAYOR A 50,000 70,000 64.6083% 29.8407% 

MAYOR A 70,000 90,000 53.2220% 21.2377% 

MAYOR A 90,000 120,000 44.8148% 1.2074% 

MAYOR A 120,000 29.8268% 0.0000% 

 

Lo cual se traduce en lo siguiente: 
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CONSUMO EN LITROS TARIFA CLASIFICACIÓN BAJA 

LÍMITE INFERIOR LÍMITE SUPERIOR CUOTA MÍNIMA 

CUOTA ADICIONAL POR CADA 

1,000 LITROS EXCEDENTES AL 

LÍMITE INFERIOR 

0 15,000 $57.87 $0.00 

MAYOR A 15,000 20,000 $57.87 $9.87 

MAYOR A 20,000 30,000 $107.21 $13.29 

MAYOR A 30,000 40,000 $240.07 $18.84 

MAYOR A 40,000 50,000 $428.39 $26.43 

MAYOR A 50,000 70,000 $692.63 $33.42 

MAYOR A 70,000 90,000 $1,361.26 $40.89 

MAYOR A 90,000 120,000 $2,178.80 $68.10 

MAYOR A 120,000 $4,221.48 $107.22 

 

 

SUBSIDIO PARA MANZANA TIPO MEDIA 

 

CONSUMO EN LITROS SUBSIDIO CLASIFICACIÓN MEDIA APLICADO A 

 

LÍMITE INFERIOR 

 

LÍMITE SUPERIOR 

 

CUOTA MÍNIMA 

CUOTA ADICIONAL POR CADA 1,000 

LITROS EXCEDENTES AL 

LÍMITE INFERIOR 

0 15,000 67.3894% 0.0000% 

MAYOR A 15,000 20,000 67.3894% 36.9638% 

MAYOR A 20,000 30,000 59.7840% 30.9959% 

MAYOR A 30,000 40,000 50.1877% 18.3141% 

MAYOR A 40,000 50,000 42.2205% 11.9731% 

MAYOR A 50,000 70,000 36.1712% 20.0368% 

MAYOR A 70,000 90,000 30.8870% 1.6315% 

MAYOR A 90,000 120,000 23.1980% 1.2074% 

MAYOR A 120,000 15.6397% 0.0000% 

 

Lo cual se traduce en lo siguiente: 

 

CONSUMO EN LITROS TARIFA CLASIFICACIÓN MEDIA 

LÍMITE INFERIOR LÍMITE SUPERIOR CUOTA MÍNIMA 

CUOTA ADICIONAL POR CADA 

1,000 LITROS EXCEDENTES AL 

LÍMITE INFERIOR 

0 15,000 $191.47 $0.00 

MAYOR A 15,000 20,000 $191.47 $24.68 

MAYOR A 20,000 30,000 $314.82 $27.02 

MAYOR A 30,000 40,000 $584.91 $31.98 

MAYOR A 40,000 50,000 $904.62 $34.46 

MAYOR A 50,000 70,000 $1,249.16 $38.09 

MAYOR A 70,000 90,000 $2,011.22 $51.06 

MAYOR A 90,000 120,000 $3,032.27 $68.10 

MAYOR A 120,000 $5,074.95 $107.22 

 

SUBSIDIO PARA MANZANA TIPO ALTA 
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CONSUMO EN LITROS SUBSIDIO CLASIFICACIÓN ALTA APLICADA A 

 

LÍMITE INFERIOR 

 

LÍMITE SUPERIOR 

 

CUOTA MÍNIMA 

CUOTA ADICIONAL POR CADA 1,000 

LITROS EXCEDENTES AL 

LÍMITE INFERIOR 

0 15,000 60.8698% 0.0000% 

MAYOR A 15,000 20,000 60.8698% 33.9426% 

MAYOR A 20,000 30,000 54.1391% 26.1470% 

MAYOR A 30,000 40,000 44.8080% 12.3461% 

MAYOR A 40,000 50,000 36.6939% 6.3782% 

MAYOR A 50,000 70,000 30.6309% 17.5858% 

MAYOR A 70,000 90,000 26.3584% 1.6315% 

MAYOR A 90,000 120,000 19.8601% 1.2074% 

MAYOR A 120,000 13.4491% 0.0000% 

 

Lo cual se traduce en lo siguiente: 

 

CONSUMO EN LITROS TARIFA CLASIFICACIÓN ALTA 

LÍMITE INFERIOR LÍMITE SUPERIOR CUOTA MÍNIMA 

CUOTA ADICIONAL POR CADA 

1,000 LITROS EXCEDENTES AL 

LÍMITE INFERIOR 

0 15,000 $229.75 $0.00 

MAYOR A 15,000 20,000 $229.75 $25.86 

MAYOR A 20,000 30,000 $359.01 $28.91 

MAYOR A 30,000 40,000 $648.08 $34.32 

MAYOR A 40,000 50,000 $991.15 $36.65 

MAYOR A 50,000 70,000 $1,357.59 $39.26 

MAYOR A 70,000 90,000 $2,143.01 $51.06 

MAYOR A 90,000 120,000 $3,164.05 $68.10 

MAYOR A 120,000 $5,206.73 $107.22 

 

 

Las tarifas se aplicarán ubicando el rango de consumo, de acuerdo con la lectura del medidor, donde se pagará la cuota 

mínima correspondiente más el producto del excedente sobre el límite inferior por la cuota adicional. 

 

El cálculo del consumo de agua se realizará por medio de lecturas a los aparatos medidores de las que se obtendrá la 

diferencia de las últimas dos lecturas tomadas, de conformidad con lo establecido en el último párrafo del artículo 

174 de este Código y ésta será dividida entre el número de días naturales transcurridos entre ellas, para obtener el 

consumo promedio diario, el cual se multiplicará por los días naturales del bimestre a calcular para  obtener el 

consumo bimestral. 

 

b) Cuota Fija: Tratándose de tomas de agua de uso doméstico ubicadas en una zona con dictamen técnico emitido 

por el Sistema de Aguas y cuya colonia aparezca en la lista anual publicada en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México 

que cataloga el suministro de agua como servicio por tandeo, se aplicará una cuota fija de $4,254.96, a la cua l le será 

otorgado un subsidio de acuerdo a la manzana donde se ubique la toma de agua, que conforme a este Código podrá 

ser Popular, Baja, Media o Alta, de acuerdo a lo siguiente: 
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CLASIFICACIÓN DE LA MANZANA EN QUE SE UBIQUE EL INMUEBLE Y ESTÉ 

INSTALADA UNA TOMA DE AGUA 

SUBSIDIO 

POPULAR 97.0007% 

BAJA 95.2403% 

MEDIA 87.9587% 

ALTA 79.3905% 

 

Lo cual se traduce en lo siguiente: 
 

CLASIFICACIÓN DE LA MANZANA EN QUE SE UBIQUE EL INMUEBLE Y 

ESTÉ INSTALADA UNA TOMA DE AGUA 

CUOTA FIJA BIMESTRAL 

EXPRESADA EN PESOS 

POPULAR $127.62 

BAJA $202.52 

MEDIA $512.35 

ALTA $876.93 
 

 

Se deroga. 
 

Los usuarios a que se refiere este inciso podrán renunciar a este beneficio y mantenerse en el esquema de servicio 

medido, si lo solicitan por escrito ante el Sistema de Aguas. Aquellos usuarios que cuenten con este beneficio no 

estarán obligados a instalar medidor. 
 

c) A Falta de Aparato Medidor de Consumo Instalado, en Proceso de Instalación o por Imposibilidad material para ser 

Instalado: Tratándose de tomas de agua de uso doméstico que no cuenten con aparato medidor de consumo, ya sea 

porque la autoridad aún no lo ha instalado, se encuentre en proceso de instalación; o exista la imposibilidad material 

para ser instalado, se pagará el derecho considerando el consumo promedio que corresponda a la colonia 

catastral en que se encuentre el inmueble en que esté instalada la toma, de acuerdo a la 

tarifa establecida en el inciso a), aplicando el subsidio correspondiente, siempre que en dicha colonia catastral el 

número de tomas con servicio medido sea mayor o igual al 70% del total de tomas existentes en esa colonia. 
 

En los casos que no se cumpla esa condición, se aplicará una cuota fija de $4,254.96, a la cual le será otorgado un 

subsidio de acuerdo a la manzana donde se ubique la toma de agua que conforme a este Código podrá ser Popular, 

Baja, Media o Alta, de acuerdo a la tarifa indicada en el inciso b). 

 

El Sistema de Aguas publicará anualmente en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México, las listas de las colonias  

catastrales que vayan contando con un 70% o más de tomas con servicio medido, así como el consumo promedio de 

cada una de ellas en el ejercicio fiscal inmediato anterior. 
 

d) Por Descompostura del Aparato Medidor de Consumo o cuando Exista la Imposibilidad de Efectuar su Lectura: El 

Derecho se pagará conforme al cálculo que realice el Sistema de Aguas, tomando como base el consumo promedio 

de los últimos seis bimestres medidos del mismo uso que el actual anteriores al que se factura, sin que exceda de los 

últimos cinco ejercicios fiscales, quedando fuera de la estadística, el bimestre con la facturación más alta. 
 

Si el histórico de consumos del usuario no contara con los datos suficientes para calcular este consumo promedio, la 

emisión se realizará aplicando a cada vivienda, la tarifa de cuota fija que establece el inciso b) de esta misma fracción, 

a la cual le será otorgada el subsidio de acuerdo a la manzana donde se ubique la toma de agua. 
 

En todos los casos, cuando al usuario le sea cobrado el suministro de agua mediante la aplicación de la cuota fija o con 

base al promedio de la colonia catastral o con base al promedio de consumo del usuario, el Sistema de Aguas deberá 

señalar de manera explícita en la boleta de cobro que al efecto emita, en qué supuesto de los señalados en la presente 

fracción se encuentra el contribuyente o usuario para la aplicación de dicha cuota o pago. 
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II. USO DOMÉSTICO Y NO DOMÉSTICO SIMULTÁNEAMENTE (MIXTO). 

 

a) Servicio Medido: A los usuarios del servicio de agua potable con uso doméstico y no doméstico 

simultáneamente (mixto) que cuenten con aparato medidor de consumo, el pago de los Derechos 

correspondientes se hará conforme al volumen de consumo medido en el bimestre, de acuerdo a la siguiente: 

 

TARIFA SIN SUBSIDIO 

 

CONSUMO EN LITROS TARIFA 

LÍMITE INFERIOR LÍMITE SUPERIOR CUOTA MÍNIMA 

CUOTA ADICIONAL POR CADA 

1,000 LITROS EXCEDENTES AL 

LÍMITE INFERIOR 

0 10,000 $587.13 $0.00 

MAYOR A 10,000 20,000 $587.13 $39.15 

MAYOR A 20,000 30,000 $978.52 $59.56 

MAYOR A 30,000 50,000 $1,574.14 $59.56 

MAYOR A 50,000 70,000 $2,765.40 $59.56 

MAYOR A 70,000 90,000 $3,956.62 $62.97 

MAYOR A 90,000 120,000 $5,215.96 $69.77 

MAYOR A 120,000 $7,309.42 $107.22 

 

 

A esta tarifa se le otorgarán subsidios de acuerdo a la manzana donde se ubique la toma de agua de los usuarios del 

servicio, que podrá ser Popular, Baja, Media y Alta; para tal efecto, el Congreso emitirá la relación considerando las 

regiones y manzanas. 

SUBSIDIO PARA MANZANA TIPO POPULAR 

 

CONSUMO EN LITROS SUBSIDIO CLASIFICACIÓN POPULAR APLICADO A 

 

LÍMITE INFERIOR 

 

LÍMITE SUPERIOR 

 

CUOTA MÍNIMA 

CUOTA ADICIONAL POR CADA 1,000 

LITROS EXCEDENTES AL 

LÍMITE INFERIOR 

0 10,000 91.3047% 0.0000% 

MAYOR A 10,000 20,000 91.3047% 76.5386% 

MAYOR A 20,000 30,000 85.3984% 69.8529% 

MAYOR A 30,000 50,000 79.5161% 58.3333% 

MAYOR A 50,000 70,000 70.3911% 31.3725% 

MAYOR A 70,000 90,000 58.6430% 12.2856% 

MAYOR A 90,000 120,000 47.4460% 2.4268% 

MAYOR A 120,000 34.5521% 0.0000% 

 

Lo cual se traduce en lo siguiente: 
 

CONSUMO EN LITROS TARIFA CLASIFICACIÓN POPULAR 

LÍMITE INFERIOR LÍMITE SUPERIOR CUOTA MÍNIMA 

CUOTA ADICIONAL POR CADA 

1,000 LITROS EXCEDENTES AL 

LÍMITE INFERIOR 

0 10,000 $51.05 $0.00 

MAYOR A 10,000 20,000 $51.05 $9.19 

MAYOR A 20,000 30,000 $142.88 $17.96 
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MAYOR A 30,000 50,000 $322.45 $24.82 

MAYOR A 50,000 70,000 $818.80 $40.87 

MAYOR A 70,000 90,000 $1,636.34 $55.23 

MAYOR A 90,000 120,000 $2,741.20 $68.08 

MAYOR A 120,000 $4,783.86 $107.22 
 

SUBSIDIO PARA MANZANA TIPO BAJA 
 

CONSUMO EN LITROS SUBSIDIO CLASIFICACIÓN BAJA APLICADO A 

 

LÍMITE INFERIOR 

 

LÍMITE SUPERIOR 

 

CUOTA MÍNIMA 

CUOTA ADICIONAL POR CADA 1,000 

LITROS EXCEDENTES AL 

LÍMITE INFERIOR 

0 10,000 90.1435% 0.0000% 

MAYOR A 10,000 20,000 90.1435% 73.7784% 

MAYOR A 20,000 30,000 83.5977% 65.4412% 

MAYOR A 30,000 50,000 76.7273% 52.9412% 

MAYOR A 50,000 70,000 66.4808% 20.3431% 

MAYOR A 70,000 90,000 52.5893% 11.0338% 

MAYOR A 90,000 120,000 42.5516% 2.4268% 

MAYOR A 120,000 31.0595% 0.0000% 

 

Lo cual se traduce en lo siguiente: 
 

 

CONSUMO EN LITROS TARIFA CLASIFICACIÓN BAJA 

LÍMITE INFERIOR LÍMITE SUPERIOR CUOTA MÍNIMA 

CUOTA ADICIONAL POR CADA 

1,000 LITROS EXCEDENTES AL 

LÍMITE INFERIOR 

0 10,000 $57.87 $0.00 

MAYOR A 10,000 20,000 $57.87 $10.27 

MAYOR A 20,000 30,000 $160.50 $20.58 

MAYOR A 30,000 50,000 $366.34 $28.03 

MAYOR A 50,000 70,000 $926.94 $47.44 

MAYOR A 70,000 90,000 $1,875.86 $56.02 

MAYOR A 90,000 120,000 $2,996.49 $68.08 

MAYOR A 120,000 $5,039.15 $107.22 
 

 

 

SUBSIDIO PARA MANZANA TIPO MEDIA 
 

CONSUMO EN LITROS SUBSIDIO CLASIFICACIÓN MEDIA APLICADO A 

 

LÍMITE INFERIOR 

 

LÍMITE SUPERIOR 

 

CUOTA MÍNIMA 

CUOTA ADICIONAL POR CADA 1,000 

LITROS EXCEDENTES AL 

LÍMITE INFERIOR 

0 10,000 67.3894% 0.0000% 

MAYOR A 10,000 20,000 67.3894% 39.9478% 

MAYOR A 20,000 30,000 56.4131% 31.1275% 

MAYOR A 30,000 50,000 46.8449% 23.1618% 

MAYOR A 50,000 70,000 36.6428% 17.8676% 
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MAYOR A 70,000 90,000 30.9893% 9.7821% 

MAYOR A 90,000 120,000 25.8643% 2.4268% 

MAYOR A 120,000 19.1516% 0.0000% 

 

Lo cual se traduce en lo siguiente: 

 

CONSUMO EN LITROS TARIFA CLASIFICACIÓN MEDIA 

LÍMITE INFERIOR LÍMITE SUPERIOR CUOTA MÍNIMA 

CUOTA ADICIONAL POR CADA 

1,000 LITROS EXCEDENTES AL 

LÍMITE INFERIOR 

0 10,000 $191.47 $0.00 

MAYOR A 10,000 20,000 $191.47 $23.51 

MAYOR A 20,000 30,000 $426.51 $41.02 

MAYOR A 30,000 50,000 $836.74 $45.76 

MAYOR A 50,000 70,000 $1,752.08 $48.92 

MAYOR A 70,000 90,000 $2,730.49 $56.81 

MAYOR A 90,000 120,000 $3,866.89 $68.08 

MAYOR A 120,000 $5,909.55 $107.22 

 

 

SUBSIDIO PARA MANZANA TIPO ALTA 

 

CONSUMO EN LITROS SUBSIDIO CLASIFICACIÓN ALTA APLICADO A 

 

LÍMITE INFERIOR 

 

LÍMITE SUPERIOR 

 

CUOTA MÍNIMA 

CUOTA ADICIONAL POR CADA 1,000 

LITROS EXCEDENTES AL LÍMITE 

INFERIOR 

0 10,000 60.8698% 0.0000% 

MAYOR A 10,000 20,000 60.8698% 39.1272% 

MAYOR A 20,000 30,000 52.1730% 29.7794% 

MAYOR A 30,000 50,000 43.6991% 20.5147% 

MAYOR A 50,000 70,000 33.7118% 13.6029% 

MAYOR A 70,000 90,000 27.6567% 7.2786% 

MAYOR A 90,000 120,000 22.7318% 2.4268% 

MAYOR A 120,000 16.9163% 0.0000% 

 

Lo cual se traduce en lo siguiente: 
 

CONSUMO EN LITROS TARIFA CLASIFICACIÓN ALTA 

LÍMITE INFERIOR LÍMITE SUPERIOR CUOTA MÍNIMA 

CUOTA ADICIONAL POR CADA 1,000 

LITROS EXCEDENTES AL LÍMITE 

INFERIOR 

0 10,000 $229.75 $0.00 

MAYOR A 10,000 20,000 $229.75 $23.83 

MAYOR A 20,000 30,000 $468.00 $41.82 

MAYOR A 30,000 50,000 $886.25 $47.34 
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MAYOR A 50,000 70,000 $1,833.13 $51.46 

MAYOR A 70,000 90,000 $2,862.35 $58.39 

MAYOR A 90,000 120,000 $4,030.28 $68.08 

MAYOR A 120,000 $6,072.94 $107.22 
 

 

El cálculo del consumo de agua se realizará por medio de lecturas a los aparatos medidores de las que se obtendrá la 

diferencia de las últimas dos lecturas tomadas, de conformidad con lo establecido en el último párrafo del artículo 

174 de este Código y ésta será dividida entre el número de días naturales transcurridos entre ellas, para obtener el 

consumo promedio diario, el cual se multiplicará por los días naturales del bimestre a calcular para  obtener el 

consumo bimestral. 

 

b) Cuota Fija por Falta de Aparato Medidor de Consumo Instalado, en Proceso de Instalación o por Imposibilidad 

Material para ser Instalado: Tratándose de tomas de agua de uso doméstico y no doméstico simultáneamente (mixto) 

que no cuenten con aparato medidor de consumo, ya sea porque la autoridad aún no lo ha instalado o se encuentre en 

proceso de instalación; o exista la imposibilidad material para ser instalado, por tratarse de una zona con dictamen 

técnico emitido por el Sistema de Aguas, que cataloga el suministro de agua como servicio por tandeo, se aplicará una 

cuota fija de $4,254.96, a la cual le será otorgado un subsidio de acuerdo a la manzana donde se ubique la toma de agua, 

que conforme a este Código podrá ser Popular, Baja, Media o Alta, de acuerdo a lo siguiente: 

 

CLASIFICACIÓN DE LA MANZANA EN QUE SE UBIQUE EL 

INMUEBLE Y ESTÉ INSTALADA UNA TOMA DE AGUA 

SUBSIDIO 

POPULAR 88.1468% 

BAJA 87.0308% 

 

MEDIA 76.5333% 

ALTA 68.8684% 

 

Lo cual se traduce en lo siguiente: 

 

CLASIFICACIÓN DE LA MANZANA EN QUE SE UBIQUE EL 

INMUEBLE Y ESTÉ INSTALADA UNA TOMA DE AGUA 

CUOTA FIJA BIMESTRAL EXPRESADA EN 

PESOS 

POPULAR $504.35 

BAJA $551.83 

MEDIA $998.50 

ALTA $1,324.64 

 

c) Por Descompostura del Aparato Medidor de Consumo o cuando Exista la Imposibilidad de Efectuar su Lectura: El 

Derecho se pagará conforme al cálculo que realice el Sistema de Aguas, tomando como base el consumo promedio 

de los últimos seis bimestres medidos del mismo uso que el actual anteriores al que se factura, sin que exceda de los 

últimos cinco ejercicios fiscales, quedando fuera de la estadística, el bimestre con la facturación más alta. 

 

Si el histórico de consumos del usuario no contara con los datos suficientes para calcular este consumo promedio, la 

emisión se realizará aplicando la tarifa de cuota fija que establece el inciso b) de esta fracción, a la cual le será otorgada 

el subsidio de acuerdo a la manzana donde se ubique la toma de agua. 

 

En todos los casos, cuando al usuario le sea cobrado el suministro de agua mediante la aplicación de la cuota fija o con 

base al promedio de consumo del usuario, el Sistema de Aguas deberá de señalar de manera explícita en la boleta de 

cobro que al efecto emita, en qué supuesto de los señalados en la presente fracción se encuentra el  contribuyente o 

usuario para la aplicación de dicha cuota o pago. 
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III. USO NO DOMÉSTICO. 

 

a) Servicio Medido: Las tomas de agua instaladas en inmuebles distintos a los señalados en la fracción I de este artículo, 

se considerarán como de uso no doméstico para efectos de este Código y el pago de los Derechos 

correspondientes, se hará conforme al volumen de consumo medido en el bimestre, de acuerdo a la siguiente: 

 

TARIFA 

 

CONSUMO EN LITROS TARIFA 

LÍMITE INFERIOR LÍMITE SUPERIOR CUOTA MÍNIMA 

CUOTA ADICIONAL POR CADA 

1,000 LITROS EXCEDENTES AL 

LÍMITE INFERIOR 

0 10,000 $587.13 $0.00 

MAYOR A 10,000 20,000 $587.13 $39.15 

MAYOR A 20,000 30,000 $978.52 $59.56 

MAYOR A 30,000 50,000 $1,574.14 $59.56 

MAYOR A 50,000 70,000 $2,765.40 $59.56 

MAYOR A 90,000 120,000 $5,215.96 $69.77 

MAYOR A 120,000 $7,309.42 $107.22 

 

 

Se 

deroga.  

 

Se 

deroga.  

 

Se 

deroga. 

 

El cálculo del consumo de agua se realizará por medio de lecturas a los aparatos medidores de las que se obtendrá la 

diferencia de las últimas dos lecturas tomadas, de conformidad con lo establecido en el último párrafo del artículo 

174 de este Código y ésta será dividida entre el número de días naturales transcurridos entre ellas, para obtener el 

consumo promedio diario, el cual se multiplicará por los días naturales del bimestre a calcular para  obtener el 

consumo bimestral. 

 

b) Cuota fija: por falta de aparato medidor de consumo, en proceso de instalación o por imposibilidad material para 

ser instalado, se pagará una cuota fija bimestral considerando el diámetro de la toma, conforme a lo siguiente: 

 

DIÁMETRO DE LA TOMA EN MILÍMETROS CUOTA FIJA BIMESTRAL EXPRESADA EN PESOS 

13 $3,090.28 

MAS DE 13 A 15 $16,058.82 

MAS DE 15 A 19 $26,274.75 

MAS DE 19 A 26 $51,086.95 

MAS DE 26 A 32 $78,824.31 

MAS DE 32 A 39 $115,316.58 

MAS DE 39 A 51 $204,359.26 

MAS DE 51 A 64 $306,532.37 
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MAS DE 64 A 76 $437,905.35 

MAS DE 76 A 102 $890,405.33 

MAS DE 102 A 150 $3,415,665.87 

MAS DE 150 A 200 $5,342,445.76 

MAS DE 200 A 250 $6,519,370.14 

MAS DE 250 A 300 $7,692,537.15 

MAS DE 300 EN ADELANTE $8,159,645.67 

 

 

c) Por Descompostura del Aparato Medidor de Consumo o cuando Exista la Imposibilidad de Efectuar su Lectura: El 

Derecho se pagará conforme al cálculo que realice el Sistema de Aguas, tomando como base el consumo promedio 

de los últimos seis bimestres medidos del mismo uso que el actual anteriores al que se factura, sin que exceda de los 

últimos cinco ejercicios fiscales, quedando fuera de la estadística, el bimestre con la facturación más alta. 

 

Si el histórico de consumos del usuario no contara con los datos suficientes para calcular este consumo promedio, la 

emisión se realizará aplicando la tarifa de cuota fija que establece el inciso b) de esta fracción. 

 

Para efectos de la presente fracción, el Sistema de Aguas hará llegar a los usuarios la boleta de cobro de Derechos por el 

Suministro de Agua, especificando la cantidad a pagar de cuota fija bimestral, de acuerdo a la Gaceta Oficial de la Ciudad 

de México. 

 

Se deroga. 

IV. La autoridad fiscal, a solicitud del contribuyente o usuario, recibirá los pagos de los derechos a que se refiere este 

artículo, con el carácter de provisionales, debiendo efectuarse los ajustes correspondientes cuando el aparato 

medidor de consumo se instale, repare o posibilite su lectura, a partir de la fecha en que se hubiere solicitado su 

instalación, reparación o lectura, ya sea para que los contribuyentes cubran la diferencia que resulte a su cargo o bien 

para que puedan acreditar contra pagos posteriores la cantidad que pagaron de más. 

 

El contribuyente o usuario podrá pagar los derechos por el suministro de agua de que se trate, de conformidad con la 

tarifa correspondiente, pudiendo renunciar a la aplicación de los subsidios que establecen las fracciones I  y II del 

presente artículo, o bien optar por un subsidio menor, comunicándolo por escrito al Sistema de Aguas. 

 

En caso de que el usuario considere que la determinación del crédito fiscal por concepto de los derechos por el  

suministro de agua, presente inconsistencias a causa de errores en la facturación o mediciones incorrectas en las tomas 

de agua o medidores, deberá comunicarlo por escrito a la autoridad, el Sistema de Aguas, una vez que haya verificado 

dicha situación, procederá a realizar el ajuste a partir de la fecha en que el usuario acredite fehacientemente 

dicha circunstancia, teniendo derecho el usuario a solicitar la compensación, o bien, realizar el pago del crédito fiscal 

a plazos en los términos previstos en el artículo 45 de este Código. 

 

V. El propietario o usuario que considere que la clasificación de manzana para el otorgamiento de subsidio donde se 

ubique su toma de agua, ya sea de uso doméstico o doméstico y no doméstico simultáneamente (mixto) no  

corresponde a su realidad socioeconómica, o bien, no corresponda al determinado por este Código con base en  el 

Índice de Desarrollo por Manzana, podrá acudir a la oficina correspondiente del Sistema de Aguas o de la 

Tesorería, a presentar su solicitud de reclasificación. 

 

El Sistema de Aguas o la Tesorería en un plazo que en ningún caso excederá los treinta días naturales siguientes a la 

revisión de gabinete, o en su caso, visita de inspección, determinará la procedencia o no de la reclasificación. 

 

Una vez emitida la evaluación por el Sistema de Aguas o la Tesorería, procederá a notificarla al propietario o 

usuario en un plazo no mayor a los treinta días posteriores y, en su caso, realizar el cobro con la nueva 

reclasificación. 
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En caso de no responder el Sistema de Aguas o la Tesorería dentro de los sesenta días naturales posteriores a la solicitud 

de reclasificación, la misma se considerará procedente, sirviendo de comprobante de ajuste el acuse de recibo de la 

oficina competente; sin perjuicio de las facultades de la autoridad fiscal. 

 

Al efecto, la oficina del Sistema de Aguas y la Tesorería contarán con un formato único de solicitud de 

reclasificación de manzana, mismo que deberá contener apartados para que el solicitante aporte los siguientes datos: 

El número de su cuenta predial, número de habitantes en su vivienda, ocupación, el salario mensual percibido 

para identificar el nivel socioeconómico al que pertenece el solicitante, además de anexar estudio 

socioeconómico emitido por autoridad competente, a fin de que con base en esos datos determine la procedencia o no 

de la reclasificación. 

 

En el caso de que la solicitud a que se refiere el primer párrafo de esta fracción, pertenezca a una unidad 

habitacional de interés social, la autoridad fiscal estará obligada a reclasificar automáticamente la toma de agua  en 

manzana Popular o Baja, según corresponda, hecho que será suficiente para que la autoridad fiscal, de oficio, 

reclasifique todas las cuentas pertenecientes a la toma general. 

 

El solicitante deberá demostrar con documentación idónea que la vivienda en que se encuentra instalada la toma de 

agua se construyó a través de un crédito otorgado por el INVI, FONHAPO, FICAPRO, FIVIDESU o cualquier otra institución 

pública que otorgue créditos para la adquisición de vivienda de interés social. 

 

El trámite de reclasificación previsto en esta fracción, se regulará por los lineamientos que para tal efecto emita el 

Sistema de Aguas o la Tesorería. 

 

ARTÍCULO 173.- Las personas físicas y las morales que usen o aprovechen agua residual o residual tratada que 

suministre la Ciudad de México en el caso de contar con excedentes, así como agua potable proporcionada por la misma 

Ciudad de México, a través de los medios que en este artículo se indican, pagarán derechos conforme a las siguientes 

cuotas: 

 

I. Tratándose de agua potable: 

 

a). De tomas de válvula de tipo cuello de garza .................................................................................................... $71.47 por m³ 

 

b). Cuando se surta en camiones cisterna para su comercialización incluyendo transporte en la Ciudad de México 

............................................................................................................................. ...................................... $130.18 por m³ 

 

II. Agua  ...................................................................................................................................................... $4.86 por m³ 

 

III. Agua residual tratada a nivel secundario: 

 

a). De tomas de válvula del tipo cuello de garza, el 40% de la cuota prevista en el inciso a) de la fracción I de este artículo; 

 

b). Cuando exista toma y medidor en el inmueble ................................................................................................. $46.59 por m³ 

 

c). Cuando se surta en camiones cisternas para su comercialización, incluyendo el transporte en la Ciudad de 

México, el 50% de la cuota prevista en el inciso b) de la fracción I de este artículo. 

 

IV. Agua residual tratada a nivel terciario: 

 

a). De tomas de válvula del tipo cuello de garza, el 60% de la cuota prevista en el inciso a) de la fracción I de este artículo. 

 

b). Cuando exista toma y medidor en el  ......................................................................................... $66.23 por m³ 

 

c). Cuando se surtan en camiones cisternas para su comercialización, incluyendo el transporte en la Ciudad de México, 
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el 70% de la cuota prevista en el inciso b) de la fracción I de este artículo. 

 

En el caso de tomas en el inmueble, el pago de los derechos se realizará por periodos bimestrales, dentro de los treinta 

días naturales siguientes al de la emisión de la boleta correspondiente, ante las oficinas autorizadas; en los demás casos, 

los derechos deberán pagarse antes de la prestación del servicio respectivo. 

 

Cuando se trate de predios subdivididos de manera informal, podrá asignarse una toma a cada subdivisión con su 

respectivo número de cuenta y el cobro será independiente a cada una de ellas, siempre y cuando la primer toma del 

predio se encuentre al corriente en sus pagos al momento del trámite. 
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ARTÍCULO 174.- La determinación de los derechos por el suministro de agua potable, residual y residual tratada, se 

realizará por periodos bimestrales y el pago se deberá efectuar dentro del mes siguiente al bimestre que se  declara en 

las fechas límites que al efecto establezca el Sistema de Aguas. 

 

I. Tratándose de las tomas a que se refieren los artículos 172 y 173 de este Código, la determinación de los derechos a pagar 

será efectuada por la autoridad fiscal de la Ciudad de México, de acuerdo a las disposiciones establecidas en esta 

Sección y se hará constar en las boletas que para tal efecto se emitan. Dichas boletas serán enviadas 

mediante correo ordinario, correo electrónico u otro medio idóneo al domicilio en que se encuentre ubicada la  toma 

o al que señalen los usuarios, o bien, a través de los medios electrónicos que para tal efecto habilite la autoridad 

fiscal. Los usuarios que no reciban las boletas a que se refiere esta fracción, deberán dar aviso oportuno y por escrito en 

las oficinas del Sistema de Aguas, y en su caso, solicitar la emisión de un documento que avale el resumen de los datos 

contenidos en la boleta emitida; ya que la falta de recepción de las mismas no los libera de la obligación de efectuar el 

pago dentro del plazo establecido. 

 

Los contribuyentes podrán optar por determinar el consumo de agua, declararlo y pagar el monto del derecho que 

corresponda a cada toma general o ramificación interna, para lo cual durante los primeros tres meses del año deberán 

solicitarlo y registrarse ante la oficina del Sistema de Aguas que corresponda a su domicilio, y declarar y pagar la 

contribución en las formas oficiales aprobadas. 

 

Para determinar el derecho que corresponda por cada bimestre, se atenderá a lo siguiente: 

 

a). Tratándose de Servicio Medido.- Los propios contribuyentes o usuarios efectuarán la lectura de los aparatos 

medidores de consumo de las tomas de agua el mismo día cada bimestre de acuerdo a lo establecido en el artículo 172 de 

este Código, anotándolo en el formato que al efecto se establezca, mismo que se entregará con el de 

autodeterminación de derechos al efectuar el pago ante las oficinas del Sistema de Aguas. 

 

b). Tratándose de Cuota Fija.- Los propios contribuyentes o usuarios efectuarán la consulta en la Gaceta Oficial de la 

Ciudad de México a efecto de localizar su colonia dentro de la lista a través de la cual se determinan y se dan a conocer 

las zonas en las que los contribuyentes de los derechos por el suministro de agua reciben el servicio por tandeo, al 

mismo tiempo que consultarán en el Código, la clasificación de su manzana con base en el Índice de Desarrollo 

establecido, para que, de acuerdo con estos datos, localice el momento y el subsidio que deberá pagar de acuerdo a lo 

establecido en el artículo 172; anotándolo en el formato que al efecto se establezca, mismo que se entregará con el de 

autodeterminación de derechos al efectuar el pago ante las oficinas del Sistema de Aguas. 

 

Los contribuyentes que hayan optado por determinar sus consumos en el ejercicio inmediato anterior deberán 

invariablemente conciliar los montos pagados con el Sistema de Aguas, a través del procedimiento que para tal  efecto 

éste establezca. 

 

En caso de que existan diferencias en la conciliación y el usuario no liquide los derechos omitidos con los recargos y 

sanciones que correspondan, el Sistema de Aguas podrá revocar la autorización a la autodeterminación que se haya 

otorgado. 

 

II. El Sistema de Aguas podrá establecer el cálculo de los derechos por suministro de agua por anticipado, siempre y 

cuando el sistema de emisión sea Cuota Fija y no rebase el año fiscal del ejercicio, emitiéndose para tal efecto, una 

boleta que incluya los diferentes periodos bimestrales mencionando el cobro que corresponda con base en el artículo 

172 de este Código. Se podrá realizar el pago total o bimestral dentro de los 30 días naturales siguientes al término de 

cada bimestre; 

 

III. La autoridad fiscal asignará una cuenta: 

 

a). Para cada una de las tomas generales en el predio; 
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b). Para cada una de las ramificaciones internas correspondientes a cada apartamento, vivienda o local en 

régimen en condominio. 

 

Tratándose de inmuebles constituidos bajo el régimen de propiedad en condominio de uso distinto al habitacional 

como plazas comerciales, hoteles y hospitales particulares u otros, donde existan cuentas asignadas a tomas 

generales y/o ramificaciones internas correspondientes a unidades de propiedad privativa de un solo usuario, 

propietario o poseedor, se aplicará lo previsto en la fracción VIII, inciso a) de este artículo, y 

 

c). Para cada una de las ramificaciones internas correspondientes a cada apartamento, vivienda o local en 

regímenes distintos al condominio, a solicitud de todos los usuarios o del propietario del inmueble, previo 

dictamen técnico de la autoridad. Lo anterior será aplicable únicamente cuando el uso sea doméstico, así como 

doméstico y no doméstico simultáneamente (mixto). 

 

Para los efectos de este Código, se entenderá por ramificación la instalación hidráulica que distribuye agua a 

viviendas, departamentos y/o locales ubicados en el interior de un predio. 

 

IV. Cuando exista medidor, el cálculo de los consumos realizados por los usuarios será a partir de los registros de los 

consumos de la o las tomas generales y, en su caso, de las ramificaciones internas. 

 

En los inmuebles en régimen en condominio que tengan varios apartamentos, viviendas y locales y en los de 

régimen distinto al de condominio con cuentas individuales asignadas: 

 

a). Cuando exista medidor en la ramificación interna para cada apartamento, vivienda o local y cuenten con 

medidor o medidores generales, se emitirá una boleta para cada una de las ramificaciones, aplicando la tarifa que 

corresponda, según el uso que proceda. Asimismo, el remanente que resulte del cálculo del consumo de la toma o 

tomas generales que corresponde al consumo de las áreas comunes deberá dividirse entre los apartamentos,  

viviendas o locales, cantidad que deberá sumarse al consumo de cada apartamento, vivienda o local y a cada  suma 

individual se le aplicará una sola vez la tarifa que corresponda, según el uso que proceda; 

 

b). Cuando no existan medidores en las ramificaciones y se cuente con medidor en la toma general o tomas 

generales, el consumo será dividido entre el número de departamentos, viviendas o locales, al volumen de 

consumo así determinado se le aplicará la tarifa que corresponda según el uso que proceda y se emitirá una boleta por 

cada apartamento, vivienda o local. 

 

En caso de que en alguna o varias tomas generales el medidor no funcione o no exista la posibilidad de efectuar su 

lectura, el consumo se calculará con base en el consumo promedio de los bimestre medidos de los últimos seis 

bimestres anteriores al que se factura, quedando fuera de la estadística el bimestre con la facturación más alta. 

 

c). Cuando cuenten con medidor en la toma o tomas generales y la instalación hidráulica de por lo menos una 

ramificación no permita la instalación de medidor en cada apartamento, vivienda o local, el consumo de las 

ramificaciones no medidas será calculado con base en el promedio de las ramificaciones medidas, 

independientemente de su uso, siempre y cuando las ramificaciones medidas sean mayores al 75%, por lo que a la suma 

de los consumos de la(s) toma(s) general(es) se les restará el consumo de las ramificaciones, dividiéndolo en partes 

iguales entre el total de ramificaciones del predio, de lo contrario la diferencia del consumo de la toma general y las 

ramificaciones medidas será dividida en partes iguales entre todas las ramificaciones no medidas. 

 

En caso de que algún medidor instalado en ramificación no funcione o no exista la posibilidad de efectuar la 

lectura, se tomará el consumo promedio de los últimos seis bimestres medidos del mismo uso que el actual 

anteriores al que se factura, sin que exceda de los últimos cinco ejercicios fiscales, quedando fuera de la 

estadística, el bimestre con la facturación más alta y se aplicará lo dispuesto en el párrafo anterior, si el histórico de 

consumo del usuario no contara con los datos suficientes para calcular el consumo promedio, la toma se 

considerará como no medida y su consumo se calculará conforme al párrafo anterior, y 
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d). Se deroga. 

 

V. Se deroga. 

 

 

VI. En los inmuebles distintos al régimen en condominio que tengan varios apartamentos, viviendas y locales, sin 

cuenta individual asignada: 

 

a). Se deroga. 

 

b). Cuando cuenten con medidor en la toma o tomas generales, el consumo que corresponda a la toma o tomas  

generales será dividido entre el número de apartamentos, viviendas o locales, que sean servidos por la toma o  tomas 

de que se trata y al volumen de consumo así calculado se le aplicará la tarifa que corresponda según el uso que proceda; 

si el uso es doméstico se aplicará lo determinado en el artículo 172, fracción I; si el uso es doméstico y no doméstico 

simultáneamente, se aplicará para las viviendas la tarifa de uso doméstico y para los locales la  tarifa de uso mixto y, si 

el uso es no doméstico se aplicará la tarifa estipulada en el artículo 172, fracción III, inciso a), emitiéndose una sola 

boleta, salvo la asignación posterior de cuentas individuales, sin que lo anterior se considere como una excepción 

a lo dispuesto por la fracción I del artículo 176 de este Código. 

 

En caso de que en alguna o varias tomas generales el medidor no funcione o no exista la posibilidad de efectuar su 

lectura, se tomará como base el consumo promedio de los últimos seis bimestres medidos del mismo uso que el actual 

anteriores al que se factura, sin que exceda de los últimos cinco ejercicios fiscales, quedando fuera de la estadística el 

bimestre con la facturación más alta y se aplicará lo dispuesto en el párrafo anterior. Si el histórico de consumo del 

usuario no contara con los datos suficientes para calcular el consumo promedio, se aplicará lo  dispuesto en el inciso 

c) de esta misma fracción, y 

 

c) En caso de que no exista medidor en la toma o tomas generales que tengan apartamentos, viviendas o locales sin 

cuenta asignada, se aplicará la cuota fija correspondiente, de acuerdo a lo siguiente: A los usuarios con uso  doméstico 

se aplicará lo determinado en el artículo 172, fracción I, inciso b); si el uso es doméstico y no doméstico simultáneamente, 

se aplicará para las viviendas la cuota fija de uso doméstico y para los locales la cuota fija de uso mixto, lo anterior de 

acuerdo al índice de desarrollo donde se ubique la toma; y si el uso es no doméstico se aplicará la cuota fija por diámetro 

de toma por cada una de las tomas ubicadas en el predio. 

 

VII. En los inmuebles que tengan varios apartamentos, viviendas, locales o unidades en condominio, que cuenten con 

medidores en las ramificaciones internas y que no cuenten con medidor en la toma o tomas generales, el consumo 

o los consumos por las áreas comunes que no sean registrados se pagarán dividiéndose entre el número de 

apartamentos, viviendas, locales o unidades en condominio el consumo equivalente a la tarifa de cuota fija que proceda 

de acuerdo a su uso, prevista en el artículo 172 de este Código. 

 

Se deroga. 

 

VIII. Se aplicará la tarifa correspondiente a la suma de los consumos de las tomas: 

 

a) Tratándose de inmuebles que cuenten con más de una toma y número de cuenta; 

 

Se aplicará lo previsto en el presente inciso, tratándose de inmuebles de uso distinto al habitacional como plazas 

comerciales, hoteles y hospitales particulares u otros, constituidos bajo el régimen de propiedad en condominio, 

cuando de conformidad con la fracción III, inciso b) del presente artículo, existan cuentas asignadas a tomas generales 

y/o ramificaciones internas correspondientes a unidades de propiedad privativa de un solo usuario, propietario o 

poseedor. La Secretaría, podrá emitir Reglas de Carácter General para facilitar la aplicación de lo previsto en este 

inciso; 
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b) Cuando dos o más tomas alimenten el mismo sistema hidráulico, y 

 

c) Cuando se trata de inmuebles colindantes de un mismo usuario; 

 

Los usuarios al determinar, declarar y pagar sus consumos de agua, o la autoridad al emitir las boletas y que 

apliquen el procedimiento anterior deberán especificar las tomas cuyos consumos se sumaron para el cálculo, el  cual 

deberá contemplar la cuota de todas las tomas, incluso de aquellas que no registren consumo en el periodo 

correspondiente. 

 

Para la determinación de los derechos por el suministro de agua potable a que se refiere este artículo, se calculará el 

consumo con base en el promedio de consumo diario resultante de las dos lecturas más recientes con 

antigüedad no mayor de ciento veinte días, considerando el primer día del siguiente bimestre a calcular. 

 

 

ARTÍCULO 175.- Cuando existan descomposturas o situaciones que impidan la lectura de los medidores, los 

contribuyentes deberán dar aviso de estos hechos al Sistema de Aguas durante el bimestre en que ocurran. 

En el caso de que la descompostura no sea por el uso normal de los medidores, los contribuyentes deberán cubrir el 

costo de la reparación o reposición de los medidores, sus piezas internas y los elementos que conforman el  cuadro en 

el que está instalado el medidor, de conformidad con los presupuestos que al efecto elabore el Sistema de Aguas. 

 

Dependiendo de los resultados obtenidos del proceso de toma de lectura, el Sistema de Aguas, tendrá la facultad para 

determinar los casos que requieran la reparación o reposición del medidor y sus aditamentos, así como los elementos 

que conforman el cuadro en el que está instalado, de igual forma en el momento que el personal habilitado por la 

autoridad competente para la inspección de tomas y medidores identifique los daños, entregará al usuario como parte 

del servicio el reporte de anomalías, donde se especificarán los daños, el lugar y el tiempo máximo para cubrir el costo 

de la reparación o reposición de los medidores sus piezas internas y los elementos que conforman el cuadro en el que 

está instalado el medidor. Una vez que el usuario realice el pago, el Sistema de Aguas emitirá el recibo correspondiente. 

 

En el caso de omisión del aviso de descompostura o situaciones que impida la lectura de los medidores, la 

autoridad procederá de acuerdo a lo dispuesto en el primer párrafo de la fracción IV del artículo 172 de este 

Código, según el caso. 

 

En el caso de que la descompostura o defecto del medidor genere error en la emisión de boletas, y ésto sea 

imputable al Sistema de Aguas, siempre que medie aviso por parte del contribuyente, el monto a pagar será el 

equivalente al consumo promedio de la toma durante el último año antes del error, hasta en tanto sea reparado o 

sustituido. 

 

ARTÍCULO 176.- Los contribuyentes de los servicios de agua y/o descarga a la red de drenaje tienen las siguientes 

obligaciones: 

 

I. Solicitar al Sistema de Aguas, el registro en el padrón de usuarios de agua y la instalación de aparatos medidores, así 

como el registro de conexiones a la red de drenaje o a otros puntos de descarga. 

 

Quedarán exentos de lo anterior, los predios que se ubiquen en las colonias catalogadas por el Gobierno de la Ciudad 

de México con servicio irregular. 

 

En el caso de viviendas plurifamiliares con una sola toma de agua, será optativa la instalación de medidores en  cada 

ramificación, sin embargo, deberán contar con un medidor en la toma general para hacer posible el prorrateo del 

consumo. 

 

II. Conservar y resguardar los aparatos medidores y sus aditamentos, así como los elementos que conforman el  

cuadro donde está instalado, en condiciones adecuadas de operación y, en caso de pérdida de su posesión o 

destrucción, deberán solicitar al Sistema de Aguas, la instalación de un nuevo medidor, realizando el pago de los 
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derechos establecidos en el artículo 181, Apartado A, fracción III de éste Código, dicho pago se incluirá en la boleta de 

cobro durante un plazo máximo de 18 bimestres posteriores a la instalación del medidor, o bien, el usuario  podrá 

efectuar el pago en una sola exhibición. 

 

Para los casos en los cuales el usuario acredite la interposición de la denuncia ante la Fiscalía por el delito que proceda 

respecto del aparato medidor, se condonará en su totalidad el pago de los derechos por la instalación  establecidos en 

el artículo 181, Apartado A, fracciones III y IV de este Código. 

 

El Sistema de Aguas instalará el aparato medidor y sus aditamentos, así como los elementos que conforman el  cuadro 

donde está instalado, una vez acreditada la denuncia interpuesta ante la Fiscalía. 

III. Dar aviso a las autoridades competentes de las descomposturas y fallas de su medidor y sus aditamentos o de sus 

situaciones que impidan su lectura, dentro del bimestre en que ello ocurra, siempre y cuando tenga 

conocimiento de ello; 
 

 

IV. Permitir el acceso a las personas autorizadas, así como al personal habilitado por la autoridad competente, para 

la instalación, renovación, verificación o inspección de tomas y medidores; para la adecuación y corrección de tomas; 

para efectuar y verificar la lectura del aparato medidor, previa identificación del personal y de la presentación de 

la orden de trabajo; 
 

V. Comunicar al Sistema de Aguas el cambio de uso de las tomas de agua, dentro del bimestre en que este hecho ocurra. 

 

Los usuarios de los servicios de suministro de agua con uso no doméstico que cambien de uso lo comunicarán por escrito 

a la autoridad y se tomará en cuenta la fecha de comunicación para que a partir de ella se realice el ajuste. 

 

VI. El solicitante de una licencia de construcción o registro de manifestación de construcción, que cuente con toma de 

agua y no cuente con medidor, previamente a la obtención de la licencia o registro respectivo, deberá cubrir el costo de 

las adaptaciones, tuberías y accesorios necesarios para regularizar el cuadro de cada toma individual, así como el costo 

de la instalación del medidor, conforme a lo dispuesto por el artículo 181 de este Código, sin embargo el Gobierno 

de la Ciudad de México conservará la propiedad de los medidores; 

 

VII. Presentar los avisos que modifiquen los datos registrados en los padrones de la Ciudad de México en un plazo que 

no excederá de 15 días a partir de la fecha en que se dé la modificación; 

 

VIII. Actualizar el nombre o razón social en los registros del padrón de usuarios de agua, dentro del bimestre en  que 

ocurra dicho cambio; 

 

IX. Reportar anomalías de las lecturas, consumos, facturación de éstos, dentro del bimestre siguiente en que ello 

ocurra, dicha reclamación deberá ser por escrito y presentarse ante las oficinas del Sistema de Aguas que 

corresponda a su domicilio; 

 

X. Tratándose de tomas de agua de uso no doméstico, o doméstico en que se haya optado por la determinación del 

consumo por parte del mismo contribuyente, deberán llevar un registro cronológico en la forma oficial aprobada 

por la autoridad fiscal, en donde consten las mediciones del consumo de agua que realicen el primer día de cada 

bimestre para determinar el monto del derecho a su cargo; 
 

XI. Pagar oportunamente los derechos derivados de los servicios por suministro de agua y/o de descarga a la red de 

drenaje, y 
 

XII. Solicitar la sustitución del aparato medidor cuando éste haya superado los siete años de servicio, o antes si lo 

solicita el usuario al Sistema de Aguas. 
 

ARTÍCULO 177.- En caso de que los contribuyentes no paguen los derechos a su cargo en dos o más periodos 

consecutivos o alternados, cuando reincidan en declarar consumos menores a los determinados por la autoridad, o 
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bien, cuando la autoridad haya determinado importes adicionales a pagar por parte de los contribuyentes y que los 

mismos omitan el pago en los plazos indicados el Sistema de Aguas, suspenderá los servicios hidráulicos, cuando 

se trate de usuarios con uso no doméstico. 
 

Del mismo modo, tratándose de usuarios no doméstico que no paguen los derechos a su cargo en dos o más 

periodos consecutivos o alternados, la autoridad fiscal también podrá suspender el servicio de descarga a la red 

de drenaje, en términos de lo dispuesto en el artículo 75, fracción V de la Ley del Derecho al Acceso, Disposición y 

Saneamiento del Agua de la Ciudad de México. 
 

En el caso de los usuarios con uso doméstico y usuarios con uso doméstico y uso doméstico y no doméstico 

simultáneamente, el Sistema de Aguas sólo podrá restringir el suministro a la cantidad necesaria para satisfacer  los 

requerimientos básicos de consumo humano diario de cada persona habitante de la vivienda; siempre y cuando 

subsista el adeudo y se acredite la negativa del usuario a suscribir el convenio de pago o el incumplimiento del mismo. 

Para estos efectos deberá mediar notificación en términos de lo dispuesto por el artículo 437 de este Código. Se 

considera suministro mínimo indispensable para garantizar el derecho humano al agua la cantidad de 50 litros por 

persona al día. 

 

Para aquellos inmuebles que tengan uso no doméstico y doméstico simultáneamente que se pueda comprobar que 

cuenten con sistemas hidráulicos independientes, el Sistema de Aguas podrá restringir el uso doméstico de  acuerdo 

a lo señalado en el párrafo anterior y suspender el no doméstico; en caso contrario el Sistema de Aguas sólo restringirá 

el servicio de conformidad a lo descrito en el párrafo anterior. 

 

Igualmente, queda obligado dicho órgano para suspender o restringir el servicio, cuando se comprueben 

modificaciones o manipulaciones a los ramales de las tuberías de distribución; se comercialice el agua 

suministrada por el Sistema de Aguas a través de tomas conectadas a la red pública, sin autorización; se empleen 

mecanismos para succionar agua de las tuberías de distribución o bien, cuando los contribuyentes destruyan,  alteren 

o inutilicen los aparatos medidores o impidan u obstaculicen que el Sistema de Aguas realice la instalación, 

sustitución o mantenimiento de los mismos. Cuando se comprueben tomas y/o descargas, o derivaciones no 

autorizadas o con uso distinto al manifestado, previo requerimiento al contribuyente para que acredite la legal 

instalación y funcionamiento de la toma y/o descarga, se procederá a la supresión de la misma. 

 

Cuando se detecte una toma que no acredite la legal instalación, además de la supresión a que se refiere el párrafo 

anterior, el contribuyente deberá realizar el pago conforme a lo previsto en el artículo 81, fracción II de este Código, 

así como sus accesorios; en caso de incumplimiento, el Sistema de Aguas podrá restringir o suspender el suministro de 

agua de la toma o tomas con cuenta asignada que se ubiquen en el mismo predio. 

 

Se deroga. 

 

Cuando se suspenda o restrinja alguno de los servicios hidráulicos, para su restablecimiento, previamente se 

cubrirán los derechos y accesorios legales que se hubiesen generado, por la omisión del pago, así como aquellos que 

correspondan a su reinstalación; tratándose del suministro de agua, conforme a lo dispuesto en la fracción V, Apartado 

A, del artículo 181 y para el caso de descarga a la red de drenaje, conforme a lo dispuesto en la fracción III, Apartado B, 

del citado artículo 181, según el caso. 

 

El Sistema de Aguas, restablecerá los servicios hidráulicos una vez cubiertos los derechos de agua y accesorios  legales 

que se hubiesen generado por la omisión del pago, así como los costos de reinstalación de los servicios,  en los casos 

en que el usuario opte por realizar el pago en parcialidades, la reinstalación de los servicios se hará una vez cubierta la 

primera parcialidad a que se refiera la autorización respectiva. 

 

No obstante lo anterior, la autoridad quedará facultada para suspender o restringir nuevamente el servicio, a  partir 

del día siguiente a aquel en que deba hacerse el pago de una parcialidad, y el usuario entere un importe  menor a ésta, 

u omita el pago de la misma. 

 

Aquellos usuarios que acrediten tener la condición de jubilados, pensionados, adultos mayores, personas con 
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discapacidad, madres jefas de familia, así como las personas que pertenezcan a pueblos y comunidades indígenas, y 

que acrediten ser propietarios del inmueble, se les podrá levantar la orden de restricción, siempre y cuando el valor 

catastral del inmueble de uso habitacional no exceda la cantidad de $1,183,207.00.  

Para efectos de lo dispuesto en este artículo, la restricción y/o suspensión de la toma podrá realizarse en la tubería que 

conforma el cuadro donde se aloja el medidor o por la ubicada en la banqueta o arroyo, superficies que pertenecen 

a la vía pública o, en su caso, en las instalaciones hidráulicas que abastecen el suministro de agua al predio. 

 

ARTÍCULO 178.- El 1% de los derechos por la prestación de servicios por el suministro de agua establecidos en la Ley de 

Ingresos serán destinados a investigación y desarrollo de tecnología para la gestión integral del agua de  conformidad 

con las reglas generales acordadas por el Sistema de Aguas y la Secretaría de Educación, Ciencia,  Tecnología e 

Innovación de la Ciudad de México. 
 

ARTÍCULO 178 BIS.- Las autoridades fiscales deberán generar y proporcionar al Congreso de la Ciudad antes del 30 de abril 

de cada año, un informe de la recaudación por concepto de este Derecho, de forma desagregada,  zonificada, por 

demarcación territorial y por la clasificación de acuerdo con el índice de desarrollo previsto por  este Código, así como 

los montos ingresados, del año anterior. 

 

Sección Segunda 

De los Servicios de Prevención y Control de la Contaminación Ambiental 

 

ARTÍCULO 179.- Por los servicios de evaluación de fuentes móviles, que efectúe la autoridad competente en los 

términos de la legislación correspondiente, se pagarán las siguientes cuotas: 

 

I. Se deroga. 

 

II. Se deroga. 

 

III. Se deroga. 

 

IV. Se deroga. 

 

V. Por la certificación, acreditación y autorización a personas físicas y/o morales para la comercialización y/o 

instalación de sistemas, equipos y dispositivos de control de  ............................................................. $7,368.00 

 

a). Para el caso de las renovaciones anuales de certificación, acreditación y autorización serán de ......................... $1,840.00 

 

VI. Por la revalidación de la autorización para operar y mantener un centro de verificación vehicular, por línea de 

verificación a gasolina y dual, una cuota de .................................................................................................................. $24,851.00 

 

VII. Por la revalidación de la autorización para operar y mantener un centro de verificación vehicular, por línea de 

verificación a diesel, una cuota de ................................................................................................................................... $7,300.00 

 

ARTÍCULO 180.- Por el canje o reposición del certificado, así como de la calcomanía de verificación vehicular, 

relativos a la emisión de contaminantes se pagarán derechos por: ............................................................................... $237.00 

 

 

ARTÍCULO 180 BIS.- Se deroga. 

 

Sección Tercera 

De los Servicios de Construcción y Operación Hidráulica 

 

ARTÍCULO 181.- Por la instalación, reconstrucción, reducción o cambio de lugar de tomas para suministrar agua 

potable o agua residual tratada y su conexión a las redes de distribución del servicio público, así como por la 
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instalación de derivaciones o ramales o de albañales para su conexión a las redes de desalojo, se pagará ante la 

Tesorería o en las oficinas del Sistema de Aguas, el derecho respectivo conforme a los Apartados A y B de este  artículo. 

 

Previa la autorización de los servicios señalados en el párrafo anterior, el contribuyente deberá estar al corriente en el 

pago de los derechos por suministro de agua y descarga a la red de drenaje. 

 

APARTADO A: AGUA POTABLE Y RESIDUAL TRATADA 

 

I. Conexión, reconstrucción o reducción o cambio de lugar de tomas domiciliarias de agua potable y agua residual 

tratada, en terrenos tipo I y II, con los diámetros que se especifican: 

 

a). 13 mm ......................................................................................................................................................... $10,125.60 

 

b). 19 mm ................................................................................................................................................................................... $12,970.99 

 

c). 25 mm .................................................................................................................................................................................... $19,553.48 

 

d). 32 mm ................................................................................................................................................................................... $21,724.94 

 

e). 38 mm ................................................................................................................................................................................... $26,236.36 

 

f). 51 mm .................................................................................................................................................................................... $31,911.77 

 

g). 64 mm ................................................................................................................................................................................... $35,415.75 

 

h). 76 mm ................................................................................................................................................................................... $40,784.91 

 

i). 102 mm .................................................................................................................................................................................. $47,898.33 

 

j). 152 mm .................................................................................................................................................................................. $52,956.02 

 

k). 202 mm ................................................................................................................................................................................. $58,781.21 

 

l). 252 mm .................................................................................................................................................................................. $65,246.30 

 

m). 302 mm ..................................................................................................................................................................... $72,424.39 

 

II. Conexión, reconstrucción o reducción o cambio de lugar de tomas domiciliarias de agua potable y agua residual 

tratada, en terrenos tipo III, con los diámetros que se especifican: 

 

...... 

$10,537.44  

  

............................... 

$16,554.92  

  

............... 

$31,457.42  

  

d). 32 mm ................................................................................................................................................................ 

$33,642.52  

  

e). 38 mm ............................................................................................................................. ................................... 
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$40,122.88  

  

f). 51 mm ................................................................................................................................................................ 

$45,800.01  

  

g). 64 mm ................................................................................................................... ............................................ 

$49,302.31  

  

h). 76 mm .............................................................................................................................................................. $56,653.97  

  

i). 102 mm .................................................................................................................. ............................................ 

$63,769.14  

  

j). 152 mm .................................................................................................................. .............................................. 

$70,499.70  

  

k). 202 mm ................................................................................................................................................. ............. 

$78,254.72  

  

l). 252 mm ............................................................................................ .................................................................... 

$86,862.30  

  

m). 302 mm .................................................................................................................. ........................................... 

$96,419.53 

 

III. Instalación de medidor, atendiendo al diámetro: 

 

a). 13 mm ................................................................................................................... .................................................. 

$5,020.26  

  

b). 19 mm ................................................................................................................... ................................................. 

$7,258.08  

  

c). 25 mm ..................................................................................................................................................................... 

$9,810.78  

  

d). 32 mm ................................................................................................................... ............................................... 

$15,530.43  

  

e). 38 mm ................................................................................................................... ................................................ 

$20,421.36 

 

f). 51 mm ................................................................................................................... ................................................ 

$30,729.05  

  

g). 64 mm .................................................................................................................................................................. 

$35,015.87  

  

h). 76 mm ................................................................................................................... ............................................... 

$39,001.92  

  

i). 102 mm .................................................................................................................. ............................................... 

$54,426.39  
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j). 152 mm ..................................................................................................................................... .......................... 

$159,159.08  

  

k). 202 mm .............................................................................................................................................................. 

$174,219.84  

  

.......................................... 

$232,577.32  

  

m). 302 mm .................................................................................................................. ........................................... 

$279,092.11 

 

IV. Armado de cuadro, atendiendo al diámetro: 

 

a). 13 mm ................................................................................................................... ..................................................... 

$873.02  

  

b). 19 mm .................................................................................................................................................................... 

$1,403.96  

  

c). 25 mm ................................................................................................................... .................................................. 

$2,052.36  

  

d). 32 mm ................................................................................................................... ................................................. 

$3,561.85  

 

e). 38 mm ................................................................................................................................. .................................... 

$4,588.01  

  

f). 51 mm ..................................................................................................................................................................... 

$6,732.24  

  

g). 64 mm ................................................................................................................... ............................................... 

$46,645.82  

  

h). 76 mm ................................................................................................................... ............................................... 

$62,790.63  

  

i). 102 mm .................................................................................................................. ............................................... 

$87,260.54  

  

j). 152 mm ............................................................................................................................................................... 

$120,629.07  

  

k). 202 mm .................................................................................................................. ............................................ 

$194,988.39  

  

l). 252 mm .................................................................................................................. ............................................. 

$280,885.78  

  

m). 302 mm .......................................................................................................................................... ................... 

$337,063.28 
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V. Reinstalación de servicio hidráulico 

 

A. Diámetros de 13 a 38 mm 

 

a). Por Cuadro ............................................................................................................................. .......................................... $490.53  

  

b). Por Banqueta ................................................................................................................................................................. $1,635.08  

  

c). Por Arroyo .............................................................................................................. ......................................................... $4,087.67 

 

No serán sujetos del pago establecido en el inciso a) de la presente fracción los jubilados, pensionados, los adultos 

mayores, las personas con discapacidad y las madres jefas de familia, de conformidad con lo dispuesto en el 

artículo 177 del presente ordenamiento. 

 

B. Diámetros mayores a 38 mm 

 

a). Por Cuadro .............................................................................................................. ....................................................... $1,657.53  

  

b). Por Banqueta ............................................................................................................ ..................................................... 

$10,491.49  

  

c). Por Arroyo ........................................................................................................................................ .............................. 

$20,984.67 

 

Además, en los predios en que exista más de un usuario, que se sirvan de una misma toma, cada usuario deberá cubrir 

los derechos de la instalación de medidor y del armado de cuadro en el caso en que no cuente con dicho  cuadro o el 

armado sea incorrecto, en el diámetro que le corresponda, de acuerdo con las cuotas establecidas. 

 

El pago de los derechos por instalación de medidor y por armado de cuadro a que se refieren las fracciones III y IV del 

Apartado A de este artículo, podrá realizarse a plazos, ya sea diferido o en parcialidades, en términos del artículo 

45 de este Código, procediendo en este caso la instalación de medidor y el armado del cuadro una vez cubierta la 

primera parcialidad autorizada. 

 

Los ingresos excedentes a los asignados en la Ley de Ingresos que se generen de los derechos a que se refiere la fracción 

III de este artículo se destinarán bimestralmente al Sistema de Aguas como ampliación líquida de su presupuesto, 

para lo cual se deberá observar lo dispuesto en el Título Tercero, Capítulo III de la Ley de Austeridad y demás 

normatividad aplicable. 

 

La Autoridad Fiscal cobrará los derechos previstos en las fracciones III y IV de este Apartado, aplicando un subsidio de 

acuerdo al tipo de uso de la toma y al Índice de Desarrollo por Manzana asignado, conforme al porcentaje que se indica 

a continuación: 

 

USO ÍNDICE DE DESARROLLO SUBSIDIO 

NO DOMÉSTICO NO APLICA NO APLICA 

MIXTA NO APLICA 15% 

DOMÉSTICO ALTO 15% 

DOMÉSTICO MEDIA 20% 

DOMÉSTICO BAJA 45% 

DOMÉSTICO POPULAR 60% 

 

APARTADO B: DRENAJE 
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I. Conexión, reconstrucción o cambio de diámetro de descargas domiciliarias, en terrenos tipo I y II, con los 

diámetros siguientes: 

 

a). 15 cm ................................................................................................................... ................................................. $13,239.85  

  

b). 20 cm ................................................................................................................... ................................................. $18,673.67  

  

c). 25 cm .................................................................................................................................................................... $28,484.09  

  

d). 30 cm ................................................................................................................... ................................................. $33,419.56  

  

e). 38 cm ................................................................................................................... ................................................. $38,405.78  

  

f). 45 cm ............................................................................................................................... ..................................... $42,364.14 

 

II. Conexión, reconstrucción o cambio de diámetro de descargas domiciliarias, en terrenos tipo III, de conformidad con 

los siguientes diámetros: 

 

a). 15 cm ................................................................................................................... ................................................. $17,073.98  

  

b). 20 cm ................................................................................................................... ................................................. $25,911.30  

  

c). 25 cm ................................................................................................................... ................................................. $51,426.13  

  

d). 30 cm .................................................................................................................................................................... $59,778.47  

  

e). 38 cm ................................................................................................................... ................................................. $73,658.18  

  

f). 45 cm ................................................................................................................... ................................................. $82,236.87 

 

III. Reinstalación de descargas domiciliarias, por banqueta o por arroyo, con los diámetros siguientes: 

 

 a). 15 cm ................................................................................................................... ................................................... 

$7,656.65  

  

b). 20 cm ...................................................................................................................................................................... 

$7,726.51  

  

c). 25 cm ................................................................................................................... ................................................... 

$7,881.67  

 

d). 30 cm ................................................................................................................... ................................................... 

$8,596.47  

  

e). 38 cm ........................................................................................................................... ........................................... 

$8,863.99  

  

f). 45 cm ...................................................................................................................................................................... 

$9,478.38 

 

 

El monto de los derechos a que se refiere este artículo, incluye los materiales, mano de obra directa y el valor del 

medidor de agua. 
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Se considerará terreno tipo I y II, aquel constituido por un material que por su cohesión para ser aflojado y 

removido, una persona requiere de pala, pico, barreta, o auxiliarse de cuña y marro, y una vez suelto se puede extraer 

con pala. 

 

Se considerará terreno tipo III, aquel constituido por un material bastante cohesionado, que para removerlo, una 

persona requiere fracturarlo a base de cuña y marro, o bien con explosivos, o cuña con vibrador neumático. 

 

Se exceptúa el pago de este derecho cuando la reinstalación, reconstrucción, reducción, cambio de lugar de 

tomas, o conexiones referidas en este artículo, sean para reparar algún daño a la red originado por causas no  

imputables al usuario del servicio. 

 

ARTÍCULO 181 BIS.- Para el correcto cobro de los derechos por el suministro de agua, será obligatorio para todos los 

usuarios de las tomas generales y ramificaciones, contar con el medidor de consumo respectivo, excepto para aquellos 

usuarios localizados en una zona con dictamen técnico emitido por el Sistema de Aguas que reciban el suministro de 

agua irregular, cuya colonia aparezca en la lista anual publicada en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México. 

 

El Sistema de Aguas realizará visitas para la instalación de medidor y armado de cuadro a tomas generales y 

ramificaciones que aún no cuentan con dicho dispositivo instalado, a fin de determinar la factibilidad de su 

instalación; en los casos en que sea factible, se otorgará a los usuarios el subsidio a que se refiere el último párrafo del 

Apartado A del artículo 181 de este Código, dicho cargo se incluirá en la boleta de cobro durante los siguientes 18 

bimestres posteriores a la instalación del medidor, o bien, el usuario podrá efectuar el pago en una sola 

exhibición. 

 

En cualquier caso, el Gobierno de la Ciudad de México conserva la propiedad de los aparatos medidores. 

 

 

ARTÍCULO 182.- Por la autorización para usar las redes de agua y drenaje o modificar las condiciones de uso, así como 

por el estudio y trámite, que implica esa autorización, se pagará ante la Tesorería o en las oficinas del Sistema de 

Aguas, los derechos conforme a las siguientes cuotas: 

 

I. Por el estudio de la solicitud y de la documentación técnica, administrativa y legal para el trámite de la obtención de 

dicha autorización; tratándose de nuevos fraccionamientos o conjuntos habitacionales, comerciales, 

industriales o de servicios y demás edificaciones de cualquier tipo, se pagará: 

1. Cuando el inmueble sea destinado a casa habitación, se atenderá al diámetro de la toma de agua y se pagarán las 

siguientes cuotas: 

 

DIÁMETRO DE LA TOMA CUOTA A PAGAR 

13 mm $4,764.97 

19 mm $11,326.54 

25 mm $26,900.56 

38 mm $75,215.31 

51 mm $286,939.00 

64 mm $463,326.27 

76 mm $661,540.71 

102 mm $1,207,574.31 

152 mm $1,499,357.34 

202 mm $1,949,164.68 

252 mm $2,533,913.93 
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302 mm $3,294,088.11 

 

2.- Tratándose de inmuebles cuyo destino sea distinto al habitacional, se pagará atendiendo al diámetro de la 

toma de agua, las siguientes cuotas: 

 

DIÁMETRO DE LA TOMA CUOTA A PAGAR 

13 mm $10,040.53 

19 mm $23,596.96 

25 mm $56,042.80 

38 mm $156,698.53 

51 mm $298,893.64 

64 mm $482,631.50 

76 mm $689,104.89 

102 mm $1,257,889.90 

152 mm $1,625,553.26 

202 mm $2,113,219.21 

252 mm $2,747,185.02 

302 mm $3,571,340.49 

 

 

II. Por el estudio de la solicitud y de la documentación técnica, administrativa y legal para el trámite del cambio  de 

uso habitacional a uso distinto, se causará el 50% de la cuota prevista en el numeral 2 de la fracción I de este artículo; 

 

III. Por la autorización para usar las redes de agua y drenaje o modificar las condiciones de uso, se pagará la 

cantidad de ...................................................................................................................................................... $1,701.77 

 

IV. Cuando se trate del estudio de la solicitud y de la documentación técnica, administrativa y legal para el trámite y 

obtención de la autorización e instalación de una toma de agua de diámetro de entrada más grande que la ya existente, 

a fin de atender una mayor demanda de agua, los derechos que se causen serán con base en la siguiente tabla: 

 

DIÁMETRO DE ENTRADA DE TOMA 

ACTUAL (MILÍMETROS) 

DIÁMETRO DE ENTRADA DE TOMA 

SOLICITADA (MILÍMETROS) 
CUOTA A PAGAR EN PESOS 

13 19 $157,477.72 

13 25 $525,407.91 

13 32 $946,355.39 

13 38 $1,498,265.14 

13 51 $2,759,935.02 

13 64 $4,468,666.21 

13 76 $6,415,109.04 

13 102 $12,056,874.26 

19 25 $367,935.26 

19 32 $788,877.68 

19 38 $1,340,789.10 



121 

 
     

      CÓDIGO FISCAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO 
  

CONSEJERÍA JURÍDICA Y DE SERVICIOS LEGALES 
   

19 51 $2,602,297.35 

19 64 $4,311,190.23 

19 76 $6,257,631.33 

19 102 $11,899,401.64 

25 32 $420,937.24 

25 38 $972,843.61 

25 51 $2,120,957.05 

25 64 $3,943,251.51 

25 76 $5,889,975.10 

25 102 $11,531,454.43 

32 38 $551,906.36 

32 51 $1,813,583.06 

32 64 $3,522,273.42 

32 76 $5,468,753.66 

32 102 $11,110,518.91 

38 51 $1,261,681.82 

38 64 $2,970,399.40 

38 76 $4,916,869.46 

38 102 $10,558,614.24 

51 64 $1,708,717.57 

51 76 $3,655,179.10 

51 102 $9,296,940.95 

64 76 $1,946,453.02 

64 102 $7,588,211.43 

76 102 $5,641,763.54 

 

En los supuestos de causación de los derechos a que se refiere este artículo, el pago de estos derechos será 

requisito indispensable para la expedición de la autorización de cambio de uso del suelo o de registro de obra, así como 

para la expedición de la licencia de construcción de obra nueva o ampliación correspondiente, y servirá  como base 

de la contribución para la determinación de las cuotas señaladas, la superficie construida que se autorice en la 

licencia respectiva. Cuando no se tenga la obligación de solicitar licencia de construcción, la base para el cálculo de la 

contribución será la superficie construida. 

 

Por la autorización anual que el Sistema de Aguas otorgue para la comercialización de agua potable por 

particulares, derivada de tomas de uso comercial o industrial, se pagará por concepto de derechos la cantidad 

de $917.26 y por su revalidación, se cobrará el 50 por ciento del valor de la misma. 

 

Se libera el pago del derecho por la autorización señalada en este artículo si el uso de las redes de agua y drenaje o la 

modificación de las condiciones de uso, son para reparar algún daño sufrido en dichas redes, originados por causas no 

imputables al usuario del servicio. 
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Sección Cuarta 

De los Servicios de Expedición de Licencias 

 

ARTÍCULO 183.- Por la expedición de licencias para fraccionamiento de terreno, se pagará el derecho de 

fraccionamientos conforme a la tasa de 3.45% sobre el monto total de presupuesto de obras por ejecutar en el 

fraccionamiento o en zonas que vayan a desarrollarse. 

 

Los derechos a que se refiere este artículo comprende la revisión y estudio de planos y proyectos, así como la  

supervisión de las obras de urbanización que se ejecuten en el fraccionamiento. Dichos recursos serán transferidos por la 

Tesorería a la Alcaldía correspondiente conforme a sus presupuestos aprobados por el Congreso. 

 

ARTÍCULO 184.- Se pagarán derechos por la supervisión y revisión que efectúen las autoridades de la Ciudad de México, 

en los siguientes términos: 

 

I. El equivalente al 1.5% sobre el total de cada una de las estimaciones que presenten los contratistas antes de 

impuestos y/o deductivas y, en su caso, sobre la liquidación al momento de su pago, por concepto de: 

 

a). Las obras o proyectos integrales sujetos a contrato que se realicen en la Ciudad de México en términos de la  

legislación de la materia, 

 

b). Las obras públicas sujetas a contrato que se realicen en la Ciudad de México en términos de la legislación 

federal. 

 

Se entenderá que la supervisión y revisión de las obras públicas la efectúan las autoridades de la Ciudad de México, 

cuando a través de sus órganos presten dichos servicios o cuando la realicen terceros por encargo de dichas 

autoridades. 

 

II. Se pagarán derechos por los servicios de inspección, control y vigilancia de los contratos de: 

a). Obra pública regulada en la legislación de la materia de la Ciudad de México y financiada exclusivamente con 

recursos locales, se pagarán derechos por la cantidad equivalente al 2% sobre las estimaciones antes de cualquier 

impuesto y/o deductiva y, en su caso, sobre la liquidación al momento de su pago, y 

 

b). Obra pública o de servicios relacionados con la obra pública, que se realicen en la Ciudad de México con 

recursos total o parcialmente federales, pagarán derechos de conformidad con lo que establece la normatividad  

federal. 

 

Los derechos de supervisión y revisión que realicen las Alcaldías, se destinarán a las áreas de obra de las mismas 

conforme a sus presupuestos aprobados por el Congreso. 

 

Por supervisión de instalaciones subterráneas o áreas en la vía pública, un 10% de los derechos causados por la 

licencia que corresponda. 

 

ARTÍCULO 185.- Por el registro, análisis y estudio de manifestación de construcción tipos "A", "B" y "C", se pagará el 

derecho respectivo conforme a las cuotas que a continuación se establecen: 

 

A) Inmuebles de uso habitacional 

 

I. Manifestación de construcción tipo A 

 

a). Por el registro .................................................................................................................................................................. $387.00 

 

b). Por el análisis y estudio, por m2 ........................................................................................................................................ $20.00 
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II. Manifestación de construcción tipo B 

 

a). Por el registro .................................................................................................................................................................. $706.00 

 

b). Por el análisis y estudio, por m2 .....................................................................................................................$67.00 

 

III. Manifestación de construcción tipo C 

 

a). Por el registro .................................................................................................................................................................. $1,029.00 

 

b). Por el análisis y estudio, por m2 ....................................................................................................................................... $75.00 

 

B) Inmuebles de uso no habitacional 

 

I. Manifestación de construcción tipo B 

 

a). Por el registro .................................................................................................................................................................. $766.00 

 

b). Por el análisis y estudio, por m2 ..................................................................................................................................... $112.00 

 

II. Manifestación de construcción tipo C 

 

a). Por el registro ..............................................................................................................................................................$1,071.00 

 

b). Por el análisis y estudio, por m2 ..................................................................................................................................... $125.00 

 

Para el caso de construcción de ampliaciones y reparaciones, se pagará por el registro, análisis y estudio de 

manifestación de construcción de que se trate, los derechos establecidos en los incisos A) y B) de este artículo,  

respecto de las áreas que se pretenda ampliar o reparar. 

 

Cuando se trate de modificación, se pagará, una cuota equivalente al 20% de los derechos que se causarían por el 

registro, análisis y estudio de la manifestación de construcción respectiva. 

 

Por la prórroga del registro de manifestación de construcción, se pagará una cuota equivalente al 25% de los derechos 

causados por el registro, análisis y estudio de la manifestación que se trate. 

 

ARTÍCULO 186.- Por la expedición de licencias de construcción especial, se pagarán derechos de acuerdo a las cuotas 

que a continuación se establecen: 

 

I. Para instalaciones subterráneas o aéreas en la vía pública: 

 

a) Excavaciones, rellenos, romper pavimento o hacer cortes en las banquetas y guarniciones de la vía pública, con un 

ancho de: 

 

1. Hasta 40 cm de ancho por cada metro lineal ................................................................................................................. $357.00 

 

2. De más de 40 cm de ancho por cada metro cuadrado ................................................................................................ $521.00 

 

A cada una de las Alcaldías le corresponderá la mitad de los recursos que se recauden por derechos contemplados en el 

presente inciso sobre las licencias de construcciones que se efectúen dentro de sus límites geográficos. Estos recursos 

se harán públicos en sus páginas de internet oficiales y serán destinados al mantenimiento de las vialidades 

afectadas y para el desarrollo y mejora de la infraestructura de movilidad sustentable de la Alcaldía. 
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b). Perforación direccional por cada metro lineal ............................................................................................................ $357.00 

 

c). Por cada poste de hasta 40 cm de diámetro ................................................................................................................... $1,016.00 

 

II. Estaciones repetidoras de comunicación celular o inalámbrica: 

 

a) Para soportes de antenas: 

 

1. De hasta 3 m de altura ....................................................................................................................................................$2,258.00 

 

2. De hasta 15 m de altura ...............................................................................................................................................  $22,573.00 

 

3. Por cada metro adicional de altura .............................................................................................................................$4,515.00 

 

b). Por cada antena de radio frecuencia o de microondas ..............................................................................................$2,258.00 

 

 

III. Por excavaciones o cortes cuya profundidad sea mayor de 1 metro, por cada m3 ...................................................... $136.00 

 

IV. Para tapiales que invadan la acera en una medida superior a 50 cm: 

 

a). Hasta 2.50 metros de altura, por metro lineal o fracción ................................................................................................ $25.00 

 

b). Por la altura excedente a que se refiere el inciso anterior, por m2 o fracción ................................................................ $8.80 

 

c). Por tapial ocupando banquetas en paso cubierto (túnel elevado), sobre la superficie ocupada, por día, por cada 

m2 ........................................................................................................................................................................... $8.80 

 

d). Por andamios o cualquier otra forma de usar la vía pública, sobre la superficie ocupada, por día, por cada m2 

............................................................................................................................. .................................................... $20.00 

 

V. Ferias con aparatos mecánicos, circos, carpas, graderías desmontables y otros similares, por cada m2 

............................................................................................................................. .................................................... $25.00 

 

VI. Por instalaciones o modificaciones en edificaciones existentes, de ascensores para personas, montacargas, 

escaleras mecánicas o cualquier otro mecanismo de transporte electromecánico, excepto obra nueva 

.................................... $13,544.00 

 

VII. Demoliciones por la superficie cubierta, computando cada piso o planta, por cada m2 .......................................... $20.00 

 

Por la prórroga de la licencia para construcción de las obras a que se refiere este artículo, se pagará una cuota  

equivalente al 10% de los derechos causados por su expedición. 

 

A cada una de las Alcaldías le corresponderá la mitad de los recursos que se recauden por derechos contemplados en el 

presente inciso sobre las prórrogas de licencias de construcciones que se efectúen dentro de sus límites  geográficos. 

Estos recursos se harán públicos en sus páginas de internet oficiales y serán destinados al mantenimiento de 

las vialidades afectadas y para el desarrollo y mejora de la infraestructura de movilidad sustentable de la Alcaldía. 

 

ARTÍCULO 187.- Se deroga. 

 

ARTÍCULO 188.- Por la expedición de licencias de subdivisión, relotificación o fusión de predios, se pagará una cuota 

del 1.0% del valor de avalúo. 
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Se 

deroga. 

 

Se 

deroga. 

 

Por la prórroga de la licencia de subdivisión, relotificación o fusión de predios a que se refiere este artículo, se 

pagará una cuota equivalente al 10% de los derechos causados por su expedición. 

 

Los derechos previstos en este artículo, deberán pagarse previamente a la expedición de la licencia respectiva o  su 

prórroga. 

 

ARTÍCULO 189.- Las personas físicas o morales que exploten yacimientos de materiales pétreos ubicados en la Ciudad 

de México, están obligadas al pago de derechos por la expedición de licencias, así como por su revalidación, de 

acuerdo a las cuotas que a continuación se establecen: 

 

Para licencia nueva: 

 

 

  

............... $428,130.00  

  

.............. $749,233.00  

  

De 300,001 a 500,000 m2 de proyecto de explotación ........................................ ................................................ $1,070,318.00  

  

Mayores a 500,000 m2 de proyecto de explotación ............................................................................. ................ $1,498,448.00 

 

Para la revalidación, se cobrará el 50% del costo de la licencia nueva. 

 

 

ARTÍCULO 190.- Por la expedición del Permiso para la Celebración de Espectáculos Públicos, se pagarán derechos 

conforme a las siguientes cuotas: 

 

a). Musicales .............................................................................................................................................. $5,726.00  

  

b). Deportivos ....................................................................................................................... ..................... $9,547.00  

  

.. ........................ $5,726.00  

  

d). Teatrales ................ $1,910.00  

  

e). Cinematográficos .................................................................................................................... $1,832.00   

  

................ ...................... $1,832.00 

 

Se deroga. 

 

ARTÍCULO 191.- Por la presentación de los Avisos, así como por la expedición y revalidación de Avisos y Permisos para los 

establecimientos mercantiles, se pagarán derechos conforme a lo siguiente: 

 

I. Por la expedición de Permiso para la operación de un giro mercantil de impacto vecinal, se pagarán: 
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a). Por los primeros 50 metros cuadrados de construcción, incluyendo todos sus 

 .................................................................................................................................................. $12,366.00 

 

b). Por cada metro cuadrado que exceda a los 50 metros cuadrados y hasta 100 metros cuadrados de construcción, 

incluyendo todos sus accesorios $248.00, más la cantidad que resulte del inciso a) de la presente fracción. 

 

c). Por cada metro cuadrado que exceda a los 100 metros cuadrados y hasta 300 metros cuadrados de 

construcción, incluyendo todos sus accesorios, $495.00, más las cantidades que resulten de los incisos a) y b) de la 

presente fracción. 

 

Después de 300 metros cuadrados el costo del Permiso será lo que resulte de la suma de los incisos a), b) y c). 

 

II. Por la expedición de Permiso para la operación de un giro mercantil de impacto zonal, se pagarán: 

 

a). Por los primeros 50 metros cuadrados de construcción, incluyendo todos sus 

 .................................................................................................................................................. $24,733.00 

 

b). Por cada metro cuadrado que exceda a los 50 metros cuadrados y hasta 100 metros cuadrados de construcción 

$495.00, más la cantidad que resulte del inciso a) de la presente fracción. 

 

c). Por cada metro cuadrado que exceda a los 100 metros cuadrados y hasta 300 metros cuadrados de 

construcción, incluyendo todos sus accesorios, $990.00, más las cantidades que resulten de los incisos a) y b) de la 

presente fracción. 

 

d) Se deroga. 

 

Después de 300 metros cuadrados el costo del Permiso será lo que resulte de la suma de los incisos a), b) y c). 

 

III. Tratándose de Establecimientos Mercantiles que extiendan sus servicios a la vía pública, colocando enseres e  

instalaciones en los términos de la Ley de la materia, pagarán por el Aviso respectivo, una cuota anual por cada metro 

cuadrado que utilice, conforme a lo siguiente: 

 

a). Para los establecimientos mercantiles de impacto zonal y vecinal ...................................................................... $3,778.00 

 

b). Para los establecimientos mercantiles de bajo impacto .........................................................................................$1,900.00 

 

IV. Tratándose de establecimientos mercantiles de impacto vecinal o de bajo impacto que requieran de un 

Permiso para operar como giro mercantil con impacto zonal, por una sola ocasión o por un periodo determinado de 

tiempo o por un solo evento en los términos de la Ley de la materia, pagarán una cuota por cada metro cuadrado 

de $27.00 

 

V. Por el Aviso para realizar el traspaso de algún establecimiento mercantil en los términos de la Ley de la materia, se 

pagará una cuota equivalente al 30% del monto de los derechos previstos en este artículo para la expedición  del 

Permiso, independientemente del término transcurrido de la vigencia de dicho Permiso. 

 

VI. Por el Aviso para realizar modificaciones a la superficie de algún establecimiento mercantil de impacto vecinal y/o 

zonal, se pagarán derechos conforme a una cuota de

 $1,815.00 

 

Para efectos de la revalidación del Permiso a que hacen referencia las fracciones I y II, se cobrará el 30% del valor del 

mismo al finalizar el periodo de vigencia que refiere la Ley de la materia. 

 

Los Avisos a que hace referencia la fracción III de este precepto, tendrán una vigencia de un año y podrán ser 
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revalidados por periodos iguales, siempre que cumplan con las disposiciones de la Ley de la materia, para su 

otorgamiento, debiéndose pagar el mismo monto que se establece, para su expedición. 

 

El Permiso a que se refiere la fracción IV no será objeto de prórroga ni revalidación ni traspaso y tendrá una 

vigencia de no más de 15 días. 

 

ARTÍCULO 192.- Por los siguientes servicios prestados en los términos de la reglamentación de construcciones de la 

Ciudad de México, se pagarán las cuotas que se indican: 

 

I. Por la evaluación y registro de aspirantes a directores responsables de obra o corresponsables, por la primera  

$2,553.00 

 

Por las subsiguientes ....................................................................................................................................................... $1,288.00 

 

ARTÍCULO 193.- Por la expedición de licencias, permisos y autorizaciones temporales de anuncios, conforme a lo 

establecido en la legislación de la materia en la Ciudad de México, y en las demás disposiciones jurídicas 

correspondientes, con excepción de los anuncios que no requieran licencia o autorización temporal, se pagarán 

derechos, de acuerdo a las cuotas que a continuación se establecen: 

 

I. Licencia para la instalación de anuncios: 

 

a). Autosoportados de propaganda comercial en los corredores publicitarios, por metro cuadrado de cartelera por año

 $910.00 

 

b). Denominativos en inmuebles ubicados en vías primarias y secundarias, por metro cuadrado ....................... $7,164.00 

 

c). Denominativos en inmuebles ubicados en áreas de Conservación Patrimonial y demás elementos del 

patrimonio cultural urbano, por metro cuadrado $7,164.00 

 

d). Denominativos en inmuebles ubicados en Suelo de Conservación, por metro cuadrado ...................................  $7,164.00 

 

e). Anuncios mixtos permitidos por la ley de la materia, por metro cuadrado ........................................................... $7,294.00 

 

f). El mobiliario urbano, por metro cuadrado.................................................................................................................$2,150.00 

 

g). En vallas ubicadas en vías primarias y secundarias, por metro cuadrado por año ................................................ $2,426.00 

 

h). En vallas ubicadas en vías primarias y secundarias, con pantalla electrónica, por metro cuadrado por año 

................................................................ ..... $2,574.00 

 

i). Autosoportados de propaganda comercial con pantalla electrónica en los corredores publicitarios, por metro 

cuadrado de cartelera por año $1,056.00 

 

j). En muros ciegos, por metro cuadrado ........................................................................................................................... $910.00 

 

k). En muros ciegos con pantalla electrónica ................................................................................................................ $1,056.00 

 

l). En mobiliario urbano con pantalla electrónica, por metro cuadrado .................................................................... $2,687.00 

 

Por la prórroga de las licencias a que se refiere esta fracción, se cobrará el monto que por su expedición establezca el 

Código Fiscal vigente. 

 

Los establecimientos mercantiles que tengan como giro comercial: estéticas, peluquerías y salones de belleza que se 
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encuentren ubicados en las manzanas con índice de desarrollo Popular y Bajo, de conformidad con la definición 

establecida en el Artículo Vigésimo Segundo Transitorio del presente Código, sólo realizarán un pago de derechos por 

concepto de revalidación, durante el mismo ejercicio fiscal, la anualidad la deberán cubrir conforme lo previsto 

en la fracción I del presente artículo. 

 

II. Autorización temporal para la instalación de anuncios: 

 

a). En tapiales ubicados en vías primarias y secundarias, por metro cuadrado ......................................................... $1,461.00 

 

b). En tapiales en nodos publicitarios, por metro cuadrado ........................................................................................ $1,461.00 

 

c). En tapiales de inmuebles ubicados en áreas de Conservación Patrimonial y demás elementos del patrimonio 

cultural urbano, por metro cuadrado ............................................................................................................................ $1,624.00 

 

d). En tapiales con pantalla electrónica, ubicados en vías primarias y secundarias por metro cuadrado 

...........................................................................................................................................................................................................$1,607.00 

 

e). En tapiales con pantalla electrónica en nodos publicitarios, por metro cuadrado. ............................................ $1,607.00 

 

f). En tapiales con pantalla electrónica, de inmuebles ubicados en áreas de Conservación Patrimonial y demás 

elementos del patrimonio cultural urbano, por metro cuadrado................................................................................ $1,768.00 

 

g). De información cívica o cultural, contenidos en pendones o gallardetes, colocados en el inmueble a que se 

refiera el evento publicitado, así como en los postes de las vías públicas adyacentes, por pendón o gallardete 

 ................................................................................................... $82.00 

 

III. Por la expedición de permisos por un año, para contratar y colocar anuncios publicitarios en los vehículos que 

prestan el servicio público, mercantil, privado de pasajeros y carga, de conformidad con la legislación aplicable,  se 

pagarán los derechos siguientes: 

 

a). De 0 m2 hasta 3.0 m2 ................................................................................................................................ $2,049.00  

  

b). De 3.01 m2 hasta 30.0 m2 .................................................................................. ...................................... $9,082.00  

 

IV. Por la expedición de permisos por un año, para contratar y colocar anuncios publicitarios de tipo identificativo en 

bicicletas del Sistema de Transporte Individual en Bicicleta Pública, el prestador del servicio deberá pagar por 

 $175.00 

 

V. Por la colocación de anuncios de publicidad en ciclotaxis, el anunciante pagará por la expedición del permiso 

.00 

 

Por cualquier otro servicio distinto a los señalados en las fracciones I y II se cobrarán las siguientes cuotas: 

 

a). Por licencia, para anuncios con pantalla electrónica, por metro cuadrado ..........................................................$2,054.00 

 

b). Por licencia, para anuncios, por metro cuadrado .................................................................................................... $1,910.00 

 

c). Por autorizaciones temporales para anuncios con pantalla electrónica, por metro cuadrado .......................... $1,196.00 

 

d). Por autorizaciones temporales para anuncios, por metro cuadrado ................................................................... $1,050.00 

 

VI. Por la reinscripción anual al Programa de Reordenamiento de Anuncios y Recuperación de la Imagen Urbana  
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(PRARIU) $17,521.00 

  
La cuota se deberá pagar en el primer bimestre del año fiscal en curso. Y para aquellas personas físicas o morales que se 

inscriban en el trascurso del año se les aplicará una parte proporcional de la cuota. 

 

Para el otorgamiento de permisos administrativos temporales revocables de espacios para anuncios en los nodos 

publicitarios, en los que se confiera a una persona física o moral el uso o aprovechamiento de un bien inmueble  del 

dominio de la Ciudad de México para la comercialización de propaganda e información comercial, cívica y/o  cultural, 

se estará a lo establecido por la Ley de Publicidad Exterior del Distrito Federal. 

 

En los casos en los que los anuncios mencionados en las fracciones anteriores no cuenten con la licencia, 

autorización temporal o permiso administrativo temporal revocable, correspondiente, la autoridad deberá 

ordenar su retiro a costa del propietario de los mismos. La determinación del costo por retiro del anuncio, 

corresponderá a la cantidad erogada por el Gobierno de la Ciudad de México para retirar el anuncio publicitario.  El 

publicista y el publicitado serán responsables solidarios en el cobro por el retiro del anuncio. 

Los derechos a los que se refiere este artículo, deberán pagarse previo a la expedición de la licencia y autorización 

temporal, respectiva, mediante declaración del contribuyente en la forma oficial aprobada y en el periodo que fije la 

legislación de la materia. 

 

ARTÍCULO 194.- Por la expedición del permiso para impartir cursos y clases de manejo, en la Ciudad de México, se 

pagará el derecho respectivo conforme a las siguientes cuotas: 

 

I. Por su otorgamiento, por un año................................................................................................................................ $5,633.00 

 

II. Por su revalidación .................................................................................................................................................... $5,633.00 

 

 

ARTÍCULO 195. Las dependencias, órganos desconcentrados, entidades y Alcaldías que brinden el servicio u otorguen 

el documento en el que consten las licencias o permisos referidos en la presente Sección, deberán llevar un control en el 

cual conste el número de solicitudes autorizadas o actos otorgados, así como el monto recaudado por cada concepto. 

 

Tratándose de los actos previstos en los artículos 185, 186, fracción II y 188 de la presente Sección, el control a que se refiere 

el párrafo anterior, deberá contener además la descripción detallada de toda la información relacionada con su 

otorgamiento. 
 

Sólo los bienes de dominio público de la Ciudad de México y los sujetos al régimen de dominio público de la 

Federación, previa declaratoria emitida por autoridad competente, estarán exentos del pago de los derechos 

establecidos en los artículos 183, 185, 186 y 188 de esta Sección. 

 

Sección Quinta 

Del Registro Público de la Propiedad y de Comercio, y del Archivo General de Notarías 
 

ARTÍCULO 196.- Por cada inscripción, anotación o cancelación de asiento que practique el Registro Público de la 

Propiedad y de Comercio, se causará una cuota de $2,170.00, con las excepciones que se señalan en las fracciones 

siguientes y en los demás artículos de esta Sección. 

 

I. Se causará una cuota de ............................................................................................................................................ $21,739.00 
 

a). Por la inscripción de documentos por los cuales se adquiera, transmita, modifique o extinga el dominio o la  

posesión de bienes inmuebles o derechos reales, incluyendo la afectación de los bienes inmuebles en Fideicomiso y la 

reversión de los mismos, así como las compraventas en las que el vendedor se reserve el dominio y las cesiones de 

derechos; 
 

b). Por la inscripción de documentos por los que se constituyan gravámenes o limitaciones a la propiedad o 
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posesión de bienes inmuebles, de contratos de arrendamiento o de comodato, y 
 

c). Por la inscripción de actos relacionados con la constitución, modificación, aumento de capital, escisión o fusión de 

personas morales. Así como la inscripción de actos relacionados con contratos de arrendamiento financiero, de 

crédito con garantía hipotecaria, refaccionarios o de habilitación o avío. 
 

II. Cuando los actos a que se refieren los incisos a), b) y c) de la fracción anterior no tengan valor determinado o éste sea 

menor al monto establecido para las viviendas de interés social en este Código, la cuota a pagar será la señalada en el 

primer párrafo de este artículo. Si el valor de los actos a inscribir es de hasta dos veces el monto señalado, la cuota a 

que se refiere el primer párrafo de este artículo aumentará en dos tantos por cada 25% adicional. 
 

Para los actos registrales relacionados con la adquisición o transmisión de inmuebles, se considerará como valor, el 

mayor entre el de adquisición, el valor catastral y el valor que resulte del avalúo practicado por la autoridad fiscal o 

por persona autorizada por la misma. En el caso de que por la naturaleza del acto no se tenga algún valor, la autoridad 

procederá a tomar como referencia el valor catastral que deberá ser proporcionado por el solicitante. 
 

Cuando la adquisición o transmisión se realice sobre una porción de un inmueble o derecho, el valor que se 

considerará para el pago de la cuota será proporcional al porcentaje adquirido o transmitido. Tratándose de actos en 

donde se transmita o adquiera el usufructo o la nuda propiedad se considerará para el pago de derechos que cada uno 

de ellos tendrá el 50% del valor del inmueble considerado en los términos de esta fracción. 

 

En los casos en que las autoridades federales o de las entidades federativas, requieran las inscripciones de 

embargos, expedición de certificados de libertad de gravamen o cualquier otro servicio necesario para la correcta 

continuación del Procedimiento Administrativo de Ejecución o de cualquier acto de fiscalización, los servicios se 

prestarán al momento de la solicitud, y los derechos correspondientes serán pagados cuando concluyan los 

procedimientos iniciados por la autoridad fiscal y la propia autoridad ordene al contribuyente deudor el pago de los 

gastos que se hayan originado, o en su caso, cuando sean sacados al remate los bienes respectivos; salvo que el 

Procedimiento Administrativo de Ejecución o el ejercicio de las facultades de comprobación concluyan por haber 

quedado sin efectos jurídicos cuando así lo determina una resolución administrativa o sentencia firme, caso en el cual 

no habrá lugar a pago de derechos. 

 

No se generará el cobro de los derechos previstos en este artículo, tratándose de asientos o resoluciones dictadas en el 

juicio o procedimiento de extinción de dominio, siempre y cuando se trate de inmuebles que sean adjudicados 

como bienes de dominio público a favor de la Ciudad de México y/o la Federación; ni por la anotación del Certificado de 

Deudores Alimentarios Morosos solicitada por el Juez del Registro Civil de la Ciudad de México. 

 

Las cuotas a que se refiere este artículo comprenderán la búsqueda de antecedentes registrales, 

independientemente del resultado de la misma. 

 

Tampoco se requerirá el pago de derechos por asientos registrales relativos al aseguramiento de bienes a que hace 

referencia el artículo 233 del Código Nacional de Procedimientos Penales. 

 

ARTÍCULO 197.- Por la devolución de documentos como resultado de la calificación, ya sea que se deniegue el 

asiento por causas insubsanables, o cuando no se cumpla con los requisitos exigidos en la suspensión, se pagarán 

$744.00. 

 

En los casos de devolución de documentos a solicitud del interesado, siempre y cuando el documento no haya entrado 

a calificación, se pagará por concepto de derechos la cantidad de $365.00. 

 

ARTÍCULO 198.- Por la expedición de los documentos en que consten los actos que a continuación se relacionan, se 

pagarán por concepto de derechos, las siguientes cuotas: 

 

I. Certificado de libertad de existencia o inexistencia de gravámenes, limitaciones de dominio y anotaciones 

preventivas único: 
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a). Ordinario .......................................................................................................................................................................... $735.00 

 

b). Urgente .................................................................................................................................................................................... $1,472.00 

 

II.  Informe y/o constancia solicitados por autoridades de la Federación, de las Entidades Federativas, Municipios u 

 

 

No se generará el cobro de los derechos previstos en esta fracción cuando la prestación del servicio la requieran el 

Poder Judicial de la Federación y de la Ciudad de México, así como el Ministerio Público Federal y local, en el  ejercicio 

de sus funciones. 

 

III. Certificados de adquisición o enajenación de bienes inmuebles por un período de veinte años a la fecha de expedición 

............................................................................................................................. ......................................... $661.00 
 

IV. Por la investigación registral y, en su caso, el certificado de no inscripción de un bien inmueble, por cada 

periodo de cinco años a partir del año de 1871  
 

V. Por copia certificada de asientos registrales de un folio o de una partida de los libros 

$1,818.00 

 

No se generará el cobro de los derechos previstos en esta fracción cuando se trate de asientos relativos a medidas 

cautelares respecto del procedimiento de extinción de dominio. 

 

En el caso de que la copia certificada a que refiere esta fracción, exceda de 50 hojas, se cobrará por cada hoja  

$15.00 

 

VI. Por el certificado de inscripción ................................................................................................................................$1,818.00 

 

No se generará el cobro de los derechos previstos en esta fracción cuando se trate del procedimiento de extinción de 

dominio. 

 

Las cuotas a que se refiere este artículo comprenderán la búsqueda de antecedentes registrales, 

independientemente del resultado de la misma. 

 

ARTÍCULO 199.- Por el registro de los documentos en que consten los actos que a continuación se relacionan, se pagarán 

por concepto de derechos, las siguientes cuotas: 

 

I. Por otorgamiento de poderes, efectuados en un mismo folio....................................................................................... $997.00 

 

II. Por revocación o renuncia de poderes, efectuados en un mismo folio ........................................................................ $997.00 

 

 

ARTÍCULO 200.- Por el registro de los documentos en que consten los actos que a continuación se relacionan, se pagarán 

por concepto de derechos, las siguientes cuotas: 

 

I. Fianzas, contrafianzas u obligaciones solidarias con el fiador, para el sólo efecto de comprobar la solvencia del 

fiador, contrafiador u obligado solidario ........................................................................................................................$1,367.00 

 

II. Sustitución de acreedor o deudor, modificaciones de plazo, intereses, garantías o cualquiera otras que no 

constituyan novación del contrato .................................................................................................................................$1,367.00 

 

III. División de crédito, en cualquier caso y por cada inmueble, con excepción de lo previsto por la siguiente 
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fracción ................................................................................................................................................................$468.00 

 

IV. Por la inscripción de individualización de gravámenes a que se refiere el artículo 2912 del Código Civil, se 

pagará, por la primera, la cuota que corresponda a la tarifa prevista en el artículo 196, fracción I de este Código, y  por 

cada inscripción subsecuente se $2,180.00 

 

V. Por la anotación de embargo de varios bienes, se pagará por el primero la cuota que corresponda a la tarifa prevista 

en el artículo 196, fracción I de este Código, y por cada anotación en folio que se derive de la misma orden judicial, se 

$2,180.00 

 

VI. Por el asiento registral de la cancelación de hipoteca, incluidos sus ampliaciones, convenios y modificaciones,  así 

como fianza o embargo, se $2,180.00 

 

No se generará el cobro de los derechos previstos en esta fracción cuando sea solicitado por el Ministerio Público 

federal o local y cuando sea necesario para el procedimiento de extinción de dominio. 

 

ARTÍCULO 201.- Por la ratificación de firmas ante el registrador, se pagarán por concepto de derechos $97.00 por cada 

firma. 

 

ARTÍCULO 202.- Por el registro de cada acto correspondiente al cumplimiento de la condición, cancelación de la 

reserva de dominio o consolidación de la propiedad, en cada caso $910.00. 

 

ARTÍCULO 203.- Por el registro de los documentos en que consten los actos que a continuación se relacionan, se 

pagarán por concepto de derechos las siguientes cuotas: 

 

I.  

  

II. Por la cancelación del patrimonio ............................. $910.00 

 

III. Por la anotación del régimen patrimonial del matrimonio y capitulaciones $910.00 

 

IV. Se deroga. 

 

V. Por la aplicación de bienes por disolución de sociedad conyugal exclusivamente a favor del cónyuge que no sea 

titular registral.................................................................................................................................................. $1,818.00 

 

ARTÍCULO 204.- Por el registro de los documentos en que consten los actos que a continuación se relacionan, se 

pagarán las siguientes cuotas: 

 

I. Actos, contratos, convenios o resoluciones judiciales o administrativas por los que se constituya un 

fraccionamiento, se lotifique, relotifique, divida o subdivida un inmueble, por cada $1,367.00 

 

No se generará el cobro de los derechos previstos en esta fracción cuando sea solicitado por el Ministerio Público 

federal o local y cuando sea necesario para el procedimiento de extinción de dominio. 

 

II. Fusión, por cada lote ....................................................................................................................................................$1,367.00 

 

III. Constitución de régimen de propiedad en condominio o sus modificaciones o extinciones, por cada unidad 

....................................................................................................................................................................................................................... $1,367.00 

 

No se generará el cobro de los derechos previstos en esta fracción cuando sea solicitado por el Ministerio Público federal 

o local y cuando sea necesario para el procedimiento de extinción de dominio. 
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En aquellos casos en que los actos regulados en el presente artículo se originen por la constitución de un polígono de 

actuación y/o la aplicación de un sistema de actuación a los que se refieren los artículos 76 y 78 de la Ley de Desarrollo 

Urbano del Distrito Federal, en los que intervenga el Gobierno de la Ciudad de México, quedarán exentos de los 

pagos previstos en las fracciones I, II y III de este artículo, siempre y cuando exista autorización de la Procuraduría Fiscal. 

 

ARTÍCULO 205.- Por el registro de los documentos en que consten los actos que a continuación se relacionan se pagará 

por concepto de derechos las siguientes cuotas: 

 

I. Matrícula de comerciante persona física .................................................................................................................. $1,367.00 

 

II. Constitución o aumento de capital o inscripción de créditos, de sociedades mercantiles comprendidas en la Ley 

Federal para el Fomento de la Microindustria y la Actividad Artesanal ........................................................................$910.00 

 

 III. De corresponsalía mercantil, por su registro o $1,367.00 

 

ARTÍCULO 206.- Se deroga. 

 

ARTÍCULO 207.- Por los servicios que a continuación se indican, se pagarán las siguientes cuotas: 

 

I. Por el depósito del Registro de Constitución, Modificación, Adición o Terminación de la Sociedad de Convivencia en el 

Archivo General de Notarías  

 

II. Informe de la existencia del Registro de Sociedades de Convivencia ............................................................................. $93.00 

 

ARTÍCULO 208.- Por los servicios que preste el Registro Público de la Propiedad correspondiente por la expedición de 

documentos que a continuación se mencionan o búsqueda de antecedentes, se pagarán derechos conforme a las 

siguientes cuotas: 

 

I. De la búsqueda de antecedentes registrales de un inmueble, persona moral o bien mueble, utilizando los sistemas 

electrónicos, incluyendo la copia del primer antecedente localizado ya sea folio real, folio electrónico o libro 

............................................................................................................................. ................................................... $663.00 

 

II. Por la expedición de constancia de antecedentes registrales se pagará por las primeras 20 hojas $257.00 y $7.20 

adicionales por cada hoja subsecuente.  

 

III. Por conexión y servicio de vinculación remota al Sistema Integral de Informática Registral del Registro Público 

de la Propiedad, se pagará una cuota anual de ............................................................................... ................. $84,843.00  

 

IV. Por cada ejemplar del Boletín Registral en la fecha de su expe

$62.00  

 

V. Por la búsqueda oficial de antecedentes registrales de un inmueble, sobre la base del lote y manzana registral, 

plano catastral o cualquier documento fehaciente aportado por el solicitante, incluyendo la copia del antecedente 

localizado .............................................................................................................................................. .................... 

$2,160.0 

 
V. Se deroga. 

 

ARTÍCULO 209.- Para el cobro de los derechos que establece esta Sección, cuando un mismo documento origine dos o 

más asientos, se causarán derechos por cada uno de ellos. 

 

ARTÍCULO 210.- Para la integración de jurado para el exámen correspondiente, se pagará un derecho conforme a las 

siguientes cuotas: 
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I. Examen para aspirante de Notario ............................................................................................................................... $5,105.00 

 

II. Examen de oposición para el ejercicio notarial ..........................................................................................................$8,510.00 

 

ARTÍCULO 211.- Por los servicios de guarda definitiva y revisión de los libros del protocolo de los notarios 

públicos, se pagará el derecho conforme a las cuotas que a continuación se establecen: 

 

I. Por la búsqueda en los índices de protocolos Notariales, en el Archivo General de Notarías, por año 

............................................................................................................................. .......................................................................... $1,104.00 

 

II. Por la revisión y la certificación de la razón de cierre, por libro ...................................................................................$1,705.00 

 

III. Por la recepción para guarda definitiva en el Archivo General de Notarías, de cada decena de protocolo 

........................................   $5,105.00 

 

Cuando el apéndice exceda de la decena, por cada libro adicional de apéndice............................................................... $85.00 

 

IV. Por la recepción para guarda definitiva en el Archivo General de Notarías, de cada libro de registro de cotejos 

..................... $1,705.00 

 

ARTÍCULO 212.- Por los servicios de registro, que preste la Dirección General Jurídica y de Estudios Legislativos, el 

Archivo General de Notarias y el Registro Público de la Propiedad y de Comercio, se pagará una cuota por cada uno de 

los rubros que a continuación se indican: 

 

I.  

 

II.  

 

III.  

 

IV.  

 

V. Registro de la constancia de certificación, sello, rúbrica o media firma y firma del mediador privado 

adscrito al Centro de Justicia Alternativa del Tribunal 

............................................................................................................................. ..$8,067.00  

 

VI. Los Convenios que inscriban los mediadores privados adscritos al Centro de Justicia Alternativa del 

Tribunal ........................................................................................................... $3,149.00 

 

ARTÍCULO 213.- Por los servicios que preste el Archivo General de Notarías, se pagarán los mismos derechos que para el 

Registro Público de la Propiedad y de Comercio establece esta Sección. 

 

ARTÍCULO 214.- Se exceptúan de lo dispuesto en el artículo anterior, los siguientes servicios que se pagarán con las 

cuotas que se indican: 

 

I. Por la expedición de testimonios o certificaciones de instrumentos o registros notariales en guarda del Archivo  

General de Notarías, por cada instrumento o registro incluyendo su apéndice

 $3,649.00 

 

Se exceptúan de lo dispuesto en la fracción anterior: 

 

a). Testimonio o certificación de instrumento que sólo contenga testamento ............................................................. $729.00 
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b). Testimonio o certificación de instrumento que sólo contenga mandato o poderes ................................................ $729.00 

 

c). Testimonio o certificación de instrumento que sólo contenga fe de hechos o declaraciones ante notario 

............................................................................................................................................................................... $729.00 
 

d). Testimonio o certificación de instrumento que contenga tomos completos del apéndice $1,023.00 por cada 

tomo. 
 

e). Certificación de instrumento que sólo contenga documento de Voluntad Anticipada .......................................... $729.00 
 

II. Cualquier anotación marginal o complementaria en un protocolo, aún y cuando se realicen varias en un mismo folio, 

se pagará por cada una

 $96.00 
 

III. Registro de avisos de testamentos .................................................................................................................................. $93.00 

 

Por el informe respecto al registro o depósito de testamentos o designaciones de tutor cautelar, que se rindan a  

solicitud de jueces, notarios o partes interesadas $1,818.00 
 

IV. Por el asiento de la razón de haberse cumplido los requisitos legales de un instrumento notarial, que practique el 

Archivo General de Notarías, incluyendo el asiento de notas marginales o complementarias y, en su caso, la  expedición 

de testimonio o copia certificada del instrumento

 $3,649.00 
 

V. Registro de avisos dados por notarios en el caso de designaciones de tutor cautelar .................................................. $82.00 
 

ARTÍCULO 215.- Derivado de la recaudación de ingresos por los derechos de los Servicios del Registro Público de la 

Propiedad y de Comercio y del Archivo General de Notarías, las autoridades fiscales deberán enviar a las del  Registro 

Público de la Propiedad y de Comercio, un informe mensual de los ingresos por este servicio, correspondiente 

al mes inmediato anterior, a efecto de que estas últimas efectúen una conciliación entre los servicios prestados y 

los ingresos percibidos. 

 

Sólo estarán exentos de pago los derechos establecidos en los artículos 196, 197, 198, 204, 208, 209 y 213 previstos en esta 

Sección, los bienes de dominio público de la Ciudad de México y los sujetos al régimen de dominio público de la 

Federación, previa declaratoria emitida por autoridad competente. 

 

No se generará el cobro de los derechos previstos en los artículos 198, fracción II, 208, fracciones I, II, V y 214, fracción I, 

de este Código, cuando la prestación del servicio derive del intercambio de información en términos de 

Convenios de Colaboración Administrativa en Materia Fiscal Federal que tenga celebrados o celebre el Gobierno de la 

Ciudad de México, dentro del ámbito de su competencia. 

 

Asimismo, no se generará el cobro de derechos previsto en el artículo 214, fracción III, segundo párrafo, cuando sean 

solicitados con motivo del procedimiento de extinción de dominio. 

 

Sección Sexta 

Del Registro Civil 

 

ARTÍCULO 216.- Por los servicios que preste el Registro Civil se pagarán derechos conforme las cuotas que a  

continuación se establecen: 

 

Inscripción de matrimonio en los Juzgados del Registro Civil ........................................................ $1,431. 00  

 

Inscripción de tutela, adopción, estado de interdicción, declaración de ausencia o presunción de muerte 
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................................................................................................................................................... .......................... $285.00 

 

Expedición de constancia de inexistencia de registro de nacimiento, matrimonio o defunción 

................................................................................................................................. ......................................... $85.00  

 

Inscripción de los hechos o actos del estado civil de los mexicanos en el extran  

 

 

 

Expedición de copias certificadas ........................................................................................... ........ $85.00 c/u  

 

Búsqueda de datos registrales de actas del estado civil, independientemente del resultado de la búsqueda 

................................................................................................................................. .......................................... $85.00  

 

Por otras inscripciones ........................................................................................................................................... $285.00 

 

No se pagará el derecho a que se refiere este artículo por la aclaración de actas del Registro Civil, por el registro de 

nacimientos que se celebren en la oficina del Registro Civil, de matrimonios celebrados colectivamente, ni por la 

inscripción de defunciones, así como por la expedición de la primera copia certificada del acta de registro de 

nacimiento. 

 

Cuando exista declaratoria de emergencia sanitaria o de desastre natural emitida por autoridad competente en la 

Ciudad de México, se exceptuará el pago de derechos por la expedición de la primer copia certificada del acta de 

defunción, cuando la causa o enfermedad que originó el fallecimiento esté directamente relacionada con dicha 

emergencia o desastre. 

 

No se generará el cobro de los derechos previstos en las fracciones III, VI y VII, de este artículo, cuando la prestación del 

servicio derive del intercambio de información en términos de Convenios de Colaboración Administrativa en Materia 

Fiscal Federal que tenga celebrados o celebre el Gobierno de la Ciudad de México, dentro del ámbito de su 

competencia. 

 

 

ARTÍCULO 217.- Por las anotaciones marginales e inserciones en las actas del Registro Civil se pagará el derecho por 

anotaciones en acta del Registro Civil conforme a las siguientes cuotas: 

 

I. De cambio de régimen patrimonial en el matrimonio ............................................................................................... $2,874.00 

 

II. De rectificación de actas por enmienda ......................................................................................................................... $702.00 

 

III. De actas de defunción de personas fallecidas fuera de la Ciudad de México o en el extranjero 

............................................................................................................................. .................................................. $285.00 

 

IV. De divorcio en el acta de matrimonio ............................................................................................................................ $285.00 

 

V. Del levantamiento de una nueva acta de nacimiento por reasignación sexo-genérica ............................................. $286.00 

 

VI. De nulidad del acta del estado civil ................................................................................................................................ $267.00 

 

VII. Por otras anotaciones e inserciones ............................................................................................................................ $267.00 

 

Por las anotaciones marginales de reconocimiento y legitimación de descendientes, no se pagará el derecho a que se 

refiere este artículo. 
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ARTÍCULO 218.- Por los servicios que preste el Registro Civil fuera de sus oficinas se pagará el derecho de 

extraordinarios del Registro Civil, conforme a las cuotas que a continuación se establecen: 

 

I. Por el registro de nacimientos y reconocimiento. ........................................................................................................ $444.00 

 

II. Por la celebración de matrimonios .............................................................................................................................$2,874.00 

 

III. Por la autorización para que los jueces del Registro Civil celebren matrimonios, registro de nacimiento y 

reconocimiento, fuera de la circunscripción territorial que les corresponda, independientemente de las cuotas  que 

señalan las fracciones anteriores, según corresponda

 $5,919,.00 

 

IV. Por otros servicios ...................................................................................................................................................... $3,756.00 

 

No se pagará el derecho a que refiere la fracción I de este artículo, por el registro de nacimiento que se celebre fuera 

de la oficina del Registro Civil, cuando el menor por cuestiones de salud no pueda salir del lugar donde ocurrió el 

nacimiento. 

 

Sección Séptima 

De los Derechos por Servicios de Control Vehicular 

 

ARTÍCULO 219.- Por los servicios de control vehicular que se presten respecto a vehículos particulares, se pagarán 

derechos conforme a las siguientes cuotas: 

 

I. Por el refrendo para la vigencia anual de las placas de matrícula o para trámite de alta que comprende la 

expedición inicial de placas, tarjeta de circulación y calcomanía: 

 

a). Por el refrendo .............................................................................................................................................................. $658.00 

 

b). Por el trámite de alta ................................................................................................................................... $842.00 

 

Se deroga. 

 

II. Por la expedición del permiso de carga ocasional, por siete días, para que un vehículo de uso particular se 

destine temporalmente a fines de carga particular

 $121.00 

 

III. Por expedición de permiso para circular sin placas, tarjeta de circulación o calcomanía: 

 

a). Hasta por 30 días ............................................................................................................................................................ $257.00 

 

b). Se deroga. 

 

IV. Por reposición o refrendo de tarjeta de circulación ..................................................................................................... $375.00 

 

V. Por cambio de propietario, carrocería, motor, domicilio y corrección de datos incluyendo la expedición de 

tarjeta de circulación

 $375.00 

 

VI. Por trámite de baja de vehículo...................................................................................................................................... $511.00 

 

VII. Por cualquier otro permiso que conceda la autoridad no especificado en este artículo, que no exceda de 90 días

 $375.00 
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VIII. Por cualquier otro servicio distinto a los señalados en las fracciones anteriores.................................................... $375.00 

 

IX. Por reposición de calcomanía ...................................................................................................................................... $257.00 

 

Tratándose de vehículos habilitados para personas con discapacidad y vehículos eléctricos, los pagos de 

contribuciones o derechos a que se refieren las fracciones I, incisos a) y b); III, incisos a) y b), y IV, tendrán una reducción 

del 50%. 

 

No se causará el pago de los derechos a que se refiere este artículo, cuando se trate de bienes adquiridos a favor de la 

Ciudad de México mediante algún juicio o procedimiento de extinción de dominio. 

 

ARTÍCULO 220.- Por los servicios de control vehicular que se presten respecto a vehículos del servicio público, 

mercantil, privado y particular de transporte de pasajeros y de carga, así como lo relacionado al equipamiento  auxiliar 

de transporte, excepto al servicio público de transporte individual de pasajeros, se pagarán las siguientes cuotas: 

 

I. Por el otorgamiento de concesiones y permisos: 

 

a). Concesión de Servicio Público de Transporte Colectivo de Pasajeros: 

 

1. Por su otorgamiento, por cada vehículo que comprenda ........................................................................ ............... $47,718.00  

 

2. Por su prórroga, por cada vehículo que comprenda ............................................................................ .................. $18,686.00  

 

3. Por reposición de título-concesión .......................................................................................................................... $4 ,616.00 

 

4. Se deroga. 

 

b). Autorización de Servicio de Transporte Público Metropolitano de Pasajeros: 

 

1. Por su otorgamiento, por cada itinerario de organizaciones y empresas de otras entidades 

............................................................................................................................. ....................................... $14,044.00 

 

2. Por cada vehículo adicional de otras entidades que ingresen, por unidad 

............................................................................................................................. ............................................. $4,484.00 

 

3. Por la vigencia anual, por cada vehículo ........................................................................................................... ......... $290.00 

 

4. Por cada cajón vehicular autorizado en bases de servicio, por anualidad .................................................................. $654.00 

 

5. Por la realización de estudios técnicos para el establecimiento de itinerario y bases de servicio para la prestación del 

servicio público colectivo metropolitano de pasajeros ................................................................................................... 

$972.00 

 

c). Concesiones para el servicio público de transporte de carga en general: 

 

1. Por su prórroga, por cada vehículo que comprenda ............................................................................................... $18,686.00 

 

2. Por reposición de título concesión ............................................................................................................................ $4,616.00 

 

3. Por cada cajón vehicular autorizado en bases y sitios establecidos ..........................................................................$608.00 

 

4. Por el establecimiento de estación de servicio o sitio ............................................................................................. $1,721.00 
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5. Por el establecimiento de caseta ................................................................................................................................ $1,995.00 

 

6. Por el otorgamiento de concesión de servicio público de transporte de carga en general................................ $24,032.00 
d). Permisos de Transporte: 

 

1. Por su otorgamiento o prórroga, por cada vehículo que comprenda, por año: 

 

1.1. Transporte mercantil de pasajeros y de carga: 

 

a). De valores .....................................................................................................................................................................$2,246.00 

 

b). De mensajería ..............................................................................................................................................................$2,246.00 
 

c). De sustancias tóxicas o peligrosas .............................................................................................................................. $3,051.00 

 

d). Especializado de pasajeros y carga, y de turismo .................................................................................................. $2,591.00 
 

e). Grúas........................................................................................................................................................................................ $2,591.00 
 

f). Transporte de pasajeros escolar y de personal ...........................................................................................................$2,246.00 

 

g). Transporte de turistas en recorridos específicos .................................................................................................. $27,641.00 
 

1.2. Transporte privado de pasajeros y de carga: 

 

a). De una negociación o empresa, así como las que operen y/o administren por sí mismas o a través de sus 

subsidiarias, aplicaciones para el control, programación y/o geolocalización en dispositivos fijos o móviles, para  

contratar servicios privados de transporte con chofer

 $2,246.00 

 

b). De valores ...................................................................................................................................................................... $2,246.00 

 

c). De mensajería ............................................................................................................................................................... $2,246.00 

 

d). De sustancias tóxicas o peligrosas .............................................................................................................................$2,883.00 

 

e). Especializado de pasajeros y carga, y de turismo ....................................................................................................... $2,591.00 

 

f). Transporte Privado Escolar .......................................................................................................................................$1,349.00 

 

g). Transporte Privado de Personal .................................................................................................................................$1,349.00 
 

h). Transporte de Pasajeros Especializado ....................................................................................................................$2,246.00 

 

i). Se deroga. 

 

j). Transporte de Pasajeros en Bicicletas o Motocicletas Adaptadas .............................................................................. $897.00 

 

k). Grúas ........................................................................................................................................................................................ $2,591.00 

 

l). Seguridad Privada: 

 

1. Automóviles .................................................................................................................................................. $2,246.00 
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2. Motocicletas ....................................................................................................................................................$897.00 

 

2. Por su otorgamiento y revalidación de permisos complementarios para el establecimiento y operación de 

equipamiento auxiliar para el servicio de transporte público de pasajeros y de carga, por cada cajón vehicular  

autorizado por anualidad

 $1,525.00 

 

3. Por la vigencia anual de itinerario, por cada vehículo ................................................................................................. $801.00 

 

4. Por reposición del Permiso ........................................................................................................................... $3,008.00 

 

5. Por la realización de estudios técnicos para el establecimiento de itinerarios y bases de servicio y sitios para la 

prestación    del    servicio    público    de    transporte    colectivo    de    pasajeros,    y    de    carga 

 $921.00 

 

II. Autorización y Registro: 

 

1. Por el servicio de transporte de carga particular, por vehículo, por anualidad ....................................................... 

$1,338.00 

 

2. Autorización especial para transporte de carga mercantil de mensajería en vehículos de más de 3.5 toneladas ... 

$2,246.00 

 

III. Por el trámite de alta que comprende expedición inicial de placas, tarjeta de circulación y calcomanía, así como por 

su refrendo para la vigencia anual de las placas de matrícula: 

 

a). Tratándose de vehículos de servicio público de transporte: 

 

1. Por el trámite de alta ..................................................................................................................................................... $1,743.00 

 

2. Por el refrendo .............................................................................................................................................. $1,265.00 

 

b). Tratándose de vehículos de servicio privado de transporte: 

 

1. Por el trámite de alta .....................................................................................................................................................$1,653.00 

 

2. Por el refrendo ..............................................................................................................................................................$1,197.00 

 

c). Tratándose de servicio de transporte de carga: 

 

1. Por el trámite de alta .................................................................................................................................................... $1,743.00 

 

2. Por el refrendo .............................................................................................................................................................. $1,265.00 

 

IV. Por reposición de placas, por cada una: 

 

a) Vehículos de servicio público de transporte ................................................................................. .................... $1,238.00  

 

b)  

 

c)  
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V. Por la expedición de permiso para circular sin placas, tarjeta de circulación o calcomanía, hasta por sesenta días 

naturales .............................................................................................................................................................. $1,021.00 

 

VI. Por la expedición de permisos para circular con aditamentos a la carrocería ........................................................... $377.00 

 

VII. Por reposición de tarjeta de circulación o calcomanía .............................................................................................. $255.00 

 

VIII. Por cambio de carrocería, motor o domicilio y corrección de datos, incluyendo la expedición de nueva tarjeta 

de circulación ....................................................................................................................................................................... $197.00 

 

IX. Por sustitución de vehículos del servicio público de transporte de pasajeros o del servicio de transporte de 

carga, en todas sus modalidades, por vehículo, incluyendo la expedición de tarjeta de circulación 

................ $632.00 

 

X. Por la vigencia anual de la concesión o permiso y la revista .................................................................................... $2,157.00 

 

XI. Por el trámite de baja de vehículo o la suspensión provisional de la prestación del servicio hasta por un año 

.. $649.00 

 

XII. Por la autorización de cesión o transmisión de los derechos y obligaciones de una concesión, por cada vehículo que 

comprenda, incluyendo la expedición de tarjeta de circulación

 $13,607.00 

 

XIII. Por la autorización a centros de capacitación para impartir los cursos a transportistas de pasajeros y de carga y a 

clínicas para aplicar la evaluación médica integral

 $6,485.00 

 

XIV. Por el Registro: 

 

a). Registro de representantes legales, mandatarios y apoderados de personas morales concesionarias y 

permisionarios del servicio de transporte, privado y mercantil de pasajeros y de carga

 $6,485.00 

 

b). Registro de personas físicas o morales que presten servicios profesionales relacionados con el transporte 

motivo de su especialidad a particulares y a la Secretaría de Movilidad ........................................................................$6,485.00 

 

c). Registro o cancelación de gravamen de concesión de transporte ........................................................................... $1,968.00 

 

XV. Por cualquier otro servicio distinto a los señalados en las fracciones anteriores ..................................................... $377.00 

 

ARTÍCULO 221.- Para efectos del artículo anterior, tratándose de vehículos habilitados para personas con 

discapacidad y vehículos eléctricos, los pagos de contribuciones o derechos a que se refieren las fracciones I, inciso a) 

números 1, 2 y 3 ; inciso b), números 1, 2, 3 y 4; inciso c) números 1, 2, 3, 4 y 5; inciso d) números 1, 2, 3, 4 y 5; II, números 1 y 2; 

III, inciso a) números 1 y 2; inciso b) números 1 y 2; inciso c) números 1 y 2; IV, incisos a), b) y c), V; VII; IX; X y XI tendrán una 

reducción del 75%. 

 

ARTÍCULO 222.- Por los servicios de control vehicular que se presten respecto a vehículos de servicio público de 

transporte individual de pasajeros (taxi), se pagarán las cuotas siguientes: 

 

I. Concesión de Servicio Público de Transporte Individual de Pasajeros: 

 

a). Por su otorgamiento, por cada vehículo que comprenda ..................................................................................... $47,718.00 
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b). Por su prórroga, por cada vehículo que comprenda ........................................................................................................ $9,926.00 

 

c). Por reposición de título concesión .................................................................................................................................... $4,605.00 

 

d). Por la autorización de cesión o transmisión de los derechos y obligaciones de una concesión 

$11,985.00 

 

e). Se deroga. 

 

II. Permiso para el establecimiento de equipamiento auxiliar de transporte ....................................................... $1,719.00 

 

a). Por la realización de estudios técnicos para el establecimiento de equipamiento auxiliar 

............................................................................................................................. . ................................................. $920.00 

 

b). Por la autorización para operación de base de servicio, por cada cajón vehicular autorizado, por anualidad 

.............................................................................................................................  ............................................... $1,578.00 

 

III. Por el trámite de alta que comprende expedición inicial de placas, tarjeta de circulación y calcomanía, así como por 

su refrendo para la vigencia anual de las placas de matrícula: 

 

a). Por el trámite de alta ................................................................................................................................................... $1,742.00 

 

b).  .........................................................................................................................................................$1,263.00 

 

IV. Por reposición de placas, por cada una ................................................................................................................... $1,259.00 

 

V. Por la expedición de permiso para circular sin placas, tarjeta de circulación o calcomanía, hasta por sesenta días 

Naturales $1,019.00 

  

VI. Por la expedición de permisos para circular con aditamentos a la carrocería ........................................................... $373.00 

 

VII. Por reposición de tarjeta de circulación o calcomanía ............................................................................................. $257.00 

 

VIII. Por cambio de carrocería, motor o domicilio y corrección de datos, incluyendo la expedición de nueva tarjeta 

de circulación ....................................................................................................................................................................... $199.00 

 

IX. Por sustitución de vehículos de servicio público de transporte individual de pasajeros, incluyendo la expedición de 

tarjeta de circulación, por vehículo

 $633.00 

 

X. Por el trámite de revista vehicular anual .................................................................................................................. $1,931.00 

 

XI. Por el trámite de baja de vehículo y suspensión provisional de la prestación del servicio hasta por un año 

 $764.00 

 

XII. Se deroga. 

 

XIII. Por cualquier otro servicio distinto a los señalados en las fracciones anteriores.................................................... $377.00 
 

XIV. Por el Registro: 

 

a). Registro de representantes legales, mandatarios y apoderados de personas morales concesionarias y 
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permisionarios del servicio de transporte público individual de pasajeros

 $6,485.00 

 

b). Registro de personas físicas o morales que presten servicios profesionales relacionados con el transporte 

motivo de su especialidad a particulares y a la Secretaría de Movilidad

 ........................................................................................................................................................................................... $6,485.

00 

 

c). Registro o cancelación de gravamen de concesión de transporte

 ........................................................................................................................................................................................... $1,966.

00 

 

XV. Por la autorización de modificación de cromática oficial de vehículos del transporte público de taxi, por cada unidad

 $1,578.00 

 

Tratándose de vehículos habilitados para personas con discapacidad y vehículos eléctricos, los pagos de 

contribuciones o derechos a que se refieren las fracciones I, incisos a), b), c) y d); II, IV, V, VII, IX, X, XI y XV tendrán una 

reducción del 75%. 

 

ARTÍCULO 223.- Por los servicios de control vehicular que se presten respecto a remolques, se pagará el derecho 

conforme a las siguientes cuotas: 

 

I. Por el trámite de alta que comprende expedición inicial de placa y tarjeta de circulación ................................... $1,487.00 

 

Se deroga. 

 

II. Por refrendo para vigencia anual de placa ..................................................................................................................... $528.00 

 

III. Por la expedición de permiso para circular sin placa o tarjeta de circulación por sesenta días ........................... $509.00 

 

IV. Se deroga. 

 

V. Por reposición de tarjeta de circulación o por cambio de propietario o domicilio, incluyendo la expedición de 

nueva tarjeta de 

circulación $245.00 

 

VI. Por el trámite de baja ...................................................................................................................................................... $420.00 

 

VII. Por cualquier otro servicio distinto a los señalados en las fracciones anteriores ..................................................... $408.00 

 

No se causará el pago de los derechos a que se refiere este artículo, cuando se trate de bienes adquiridos a favor de la 

Ciudad de México mediante algún juicio o procedimiento de extinción de dominio. 

 

ARTÍCULO 224.- Por los servicios de control vehicular que se presten respecto a motocicletas y motonetas, se 

pagarán las siguientes cuotas: 

 

I. Por el trámite de alta que comprende expedición inicial de placa y tarjeta de circulación ......................................... $614.00 

 

Se deroga. 

 

II. Por refrendo para vigencia anual de placa ..................................................................................................................... $408.00 

 

III. Se deroga. 
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IV. Por reposición de tarjeta de circulación o por cambio de propietario o domicilio o motor y corrección de datos, 

incluyendo la expedición de nueva tarjeta de $245.00 

 

V.Por la expedición de permiso para circular sin placa o tarjeta de circulación por treinta días .................................... $257.00 

 

VI. Por el trámite de baja de vehículo ................................................................................................................$420.00 

 

VII. Por cualquier otro servicio distinto a los señalados en las fracciones anteriores ..................................................... $199.00 

 

Tratándose de motocicletas y motonetas eléctricas, los pagos de derechos a que se refieren las fracciones I, II, IV y V de 

este artículo, tendrán una reducción del 50%. 

 

No se causará el pago de los derechos a que se refiere este artículo, cuando se trate de bienes adquiridos a favor de la 

Ciudad de México mediante algún juicio o procedimiento de extinción de dominio. 

 

ARTÍCULO 225.- Por los permisos y servicios de control vehicular que se presten respecto de ciclotaxis, se pagarán las 

siguientes cuotas: 

 

I. Por el otorgamiento de permiso para prestar el servicio ........................................................................................... $1,333.00 

 

II. Por el trámite de alta que comprende expedición inicial de placa y tarjeta de circulación .................................... $1,333.00 

 

III. Por el refrendo para la vigencia anual de placas ......................................................................................................... $159.00 

 

IV. Por reposición de tarjeta de circulación ...................................................................................................................... $430.00 

 

V. Por reposición de placa, derivada de pérdida ............................................................................................................ $1,347.00 

 

VI. Por reposición de placa, derivada de mutilación o deterioro ..................................................................................... $509.00 

 

VII. Por cambio de propietario o domicilio, incluyendo la expedición de nueva tarjeta de circulación ...................... $430.00 

 

VIII. Por la expedición de permiso para circular sin placa o tarjeta de circulación ......................................................... $482.00 

 

IX. Por el trámite de baja ...................................................................................................................................................... $264.00 

 

X. Por cualquier otro servicio distinto a los señalados en las fracciones anteriores ........................................................ $348.00 

 

ARTÍCULO 226.- No se causará el pago de los derechos a que se refieren los artículos 219, fracciones IV y VI, 220,  fracción XI, 

222, fracción IV, 223, fracción VI, 224, fracción VI y 225, fracciones V y IX, siempre y cuando derive de delito, acreditándolo 

en el acta de denuncia previamente presentada ante la autoridad competente. 

 

ARTÍCULO 227.- Los derechos por refrendo para la vigencia anual de placas de vehículos de uso particular, del servicio 

público, mercantil, privado y particular de transporte de pasajeros, los remolques, motocicletas y motonetas 

deberán pagarse conjuntamente en los mismos plazos establecidos en este ordenamiento, para el  Impuesto sobre 

Tenencia o Uso de Vehículos. 

 

ARTÍCULO 228.- Por la expedición o refrendo de placas de demostración, sin engomado: 

 

a). Por la expedición ........................................................................................................................................................ $2,049.00 

 

b). Por el refrendo ............................................................................................................................................................. $1,589.00 
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c). Por la baja ........................................................................................................................................................................ $505.00 

 

 

ARTÍCULO 229.- Por los servicios relacionados con licencias y permisos para conducir vehículos, se pagarán derechos 

conforme a las siguientes cuotas: 
 

I. Por expedición o reposición de permiso para conducir vehículos particulares, con vigencia única ........................ $508.00 
 

II. Por licencia tipo "A" en las siguientes modalidades, por su expedición o renovación: 
 

a). Tipo  para conducir vehículos  ......................................................................................................... $989.00 

 

b). Tipo "A1", para conducir motocicletas  $495.00, y 

 

c). Tipo "A2", para conducir vehículos particulares y motocicletas................................................................................. $989.00 

 

III. Por licencia tarjetón tipo "B" para conducir taxis, por su expedición y renovación: 

 

a). Por dos años .................................................................................................................................................................$1,228.00 

 

b). Por tres años ................................................................................................................................................................ $1,848.00 

 

IV. Por licencia tarjetón tipo "C" para conducir vehículos de transporte de pasajeros por expedición y renovación:  

 

a). Por dos $1,780.00 

 

b). Por tres años ..................................................................................................................................................................$2,673.00 

 

V. Por licencia tarjetón tipo  para conducir vehículos de transporte de carga, por expedición y renovación: 

 

a). Por dos años ............................................................................................................................................................... $1,780.00 

 

b). Por tres años .................................................................................................................................................................$2,673.00 
 

VI. Por licencia tarjetón tipo  en todas las modalidades, por expedición y renovación: 
 

a). Por dos años ................................................................................................................................................................ $1,780.00 

 

b). Por tres años ................................................................................................................................................................ $2,673.00 
 

VII. Por reposición de las licencias a que se refieren las fracciones anteriores, se cobrarán las mismas cuotas que se 

prevén para la expedición de las mismas, y conservarán la vigencia de la licencia en reposición. 

 

VIII. Por certificación de expedición de antecedente de licencia o permiso ................................................................... $225.00 
 

IX. Por expedición de antecedente de licencia o permiso ................................................................................................ $225.00 
 

ARTÍCULO 230.- Por el servicio de grúa que se preste como consecuencia de la comisión de infracciones a las  

disposiciones en materia de tránsito y movilidad, o bien, a solicitud de los conductores de vehículos, los 

propietarios de los mismos pagarán las siguientes cuotas: 

 

I. Cuando se preste el servicio con vehículos cuya capacidad de arrastre sea de hasta 3.5 toneladas 

............................................................................................................................. .................................................. $866.00 
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II. Cuando se preste el servicio con vehículos cuya capacidad de arrastre sea mayor a 3.5 toneladas 

............................................................................................................................. ............................................... $1,728.00 

 

 

 

III. Por el servicio de retiro de candado inmovilizador que se utiliza en los casos a que se refiere el artículo 33 del 

Reglamento de Tránsito de la Ciudad de México, los propietarios de los vehículos pagarán una cuota de 

............................................................................................................................. .................................................. $294.00 

 

IV. Por el servicio de retiro de candado inmovilizador colocado por estacionarse en los lugares y rampas 

designados para personas con discapacidad, los propietarios de los vehículos pagarán una cuota de 

............................................................................................................................................................................ $1,335.00 

 

El derecho a que se refiere este artículo se causará por la sola prestación del servicio, con independencia de las 

sanciones administrativas que procedan. 

 

En caso de que las autoridades fiscales de la Ciudad de México, requieran el servicio de grúa para el traslado de  

vehículos embargados dentro del procedimiento administrativo de ejecución a los almacenes o lugares de 

resguardo, los servicios se prestarán en el momento de la solicitud y los derechos correspondientes serán pagados 

cuando concluya dicho procedimiento y la propia autoridad ordene al contribuyente deudor el pago de los gastos que 

se hayan originado, o en su caso, cuando sean sacados a remate dichos vehículos. 

 

ARTÍCULO 231.- Por el servicio de almacenaje de cualquier tipo de vehículo, se pagará por cada día un derecho por la 

cantidad de $90.00, a partir de que ingrese el vehículo al depósito hasta en tanto no sea retirado. 

 

Los propietarios de los vehículos a que se refiere este artículo y el anterior, sólo podrán retirarlos acreditando el  interés 

jurídico, presentando la documentación que justifique el retiro y cubriendo el monto de los derechos a su cargo, así 

como los créditos fiscales que se hayan generado vinculados con el vehículo y sus accesorios. 

 

Si transcurrido un mes de que el vehículo quedó a disposición del propietario, éste no lo retira, causará abandono a favor 

de la Ciudad de México y se seguirá el procedimiento establecido para bienes abandonados previsto en el Capítulo III 

del Título Primero del Libro Segundo de este Código. Se considera que el vehículo quedó a disposición del propietario 

a partir del día que surtió efectos la notificación que realice la autoridad administrativa competente. 

 

Para el caso de vehículos cuyo almacenaje se origine por infracciones al Reglamento de Tránsito de la Ciudad de México, 

la Secretaría de Seguridad Ciudadana deberá publicar en su página de internet los datos identificativos  del vehículo 

en la fecha de ingreso, señalando la misma, el lugar del que fue retirado y el depósito en el que se  encuentra el vehículo, 

momento a partir del cual se entenderá que queda a disposición del propietario. 

 

No se generará el cobro de los derechos previstos en este artículo, cuando el almacenaje se origine por 

encontrarse a disposición o por mandato de alguna autoridad ministerial o judicial. 

 

El plazo de abandono a que se refiere este artículo, se interrumpirá por la interposición de algún medio de defensa en 

contra del acto o procedimiento que dio origen al almacenaje, hasta que se resuelva de manera definitiva. 

 

ARTÍCULO 232.- Derivado de la recaudación de ingresos por los derechos de los servicios de control vehicular, las 

autoridades fiscales deberán enviar a las de movilidad, un informe mensual de los ingresos por estos servicios,  

correspondiente al mes inmediato anterior, a efecto de que estas últimas efectúen una conciliación entre los 

servicios prestados y los ingresos percibidos. 
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Sección Octava 

De la expedición de Constancias por los Servicios de Alineamiento y Señalamiento de Número Oficial y de la Expedición 

de Constancias de Zonificación y de Uso de Inmuebles 

 

ARTÍCULO 233.- Por los servicios relacionados con la expedición de Constancia de alineamiento de inmuebles sobre 

la vía pública, se pagará el derecho de alineamiento de inmuebles conforme a una cuota de $52.00 por cada metro de 

frente del inmueble, cuya vigencia será de dos años. 

 

Por la prórroga anual de la vigencia de la Constancia que se refiere este artículo, se pagará una cuota equivalente al 50% 

de los derechos causados por su expedición, lo anterior, solo si no se hubieren modificado las condiciones del inmueble 

señaladas en la Constancia original. 

 

Están exentos del pago de los derechos previstos en este artículo, los inmuebles de dominio público de la Ciudad de 

México y los sujetos al régimen de dominio público de la Federación, previa declaratoria emitida por autoridad 

competente. 

 

ARTÍCULO 234.- Por los servicios relacionados con la expedición de Constancia de señalamiento de número oficial de 

inmuebles se pagará el derecho por número oficial conforme a una cuota de $341.00, cuya vigencia será de dos años. 

 

No se pagará el derecho que establece el párrafo anterior, cuando las autoridades competentes de la Ciudad de  

México, ordenen el cambio de número. 

 

Por la prórroga anual de la vigencia de la Constancia a que se refiere este artículo, se pagará una cuota equivalente al 50% 

de los derechos causados por su expedición, lo anterior, solo si no se hubieren modificado las condiciones del inmueble 

señaladas en la Constancia original. 

 

Están exentos del pago de los derechos previstos en este artículo, los bienes de dominio público de la Ciudad de México 

y los sujetos al régimen de dominio público de la Federación, previa declaratoria emitida por autoridad  competente. 

 

ARTÍCULO 235.- Por los servicios relacionados con la expedición de certificados, licencias, estudios y dictamen que a 

continuación se indican, se cubrirán por concepto de derechos, las siguientes cuotas: 

 

I. Por el análisis, estudio y, en su caso, expedición de certificado de acreditación de uso del suelo por derechos 

adquiridos, se pagará el derecho respectivo por cada uno $2,100.00 

 

II. Por el dictamen de estudio de impacto urbano que efectúe la autoridad competente, modificación o su 

prórroga: 

 

a). En los proyectos de vivienda que tengan más de 10,000 metros cuadrados de construcción ............................. $3,559.00 

 

b). En los proyectos que incluyan oficinas, comercios, industrias, servicios o equipamientos, por más de 5,000  metros 

cuadrados de construcción, así como las estaciones de servicio de combustibles y crematorios  

 

III. Por certificado único de zonificación de uso del suelo .......................................................................................... $1,822.00 

 

a). Por certificado único de zonificación de uso de suelo, emitido a través de un sistema electrónico .............. $1,822.00 

 

b). Por Certificado de Uso del Suelo por Reconocimiento de Actividad, emitido a través de un sistema electrónico 

$1,822.00 
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IV. Dictamen de informe preliminar............................................................................................................................. $3,543.00 

 

 

V. Por solicitud de modificación a los programas iniciada a solicitud de una persona distinta de los diputados del 

Congreso; de un órgano de representación ciudadana; de una dependencia, órgano o entidad de la Administración 

Pública o de una dependencia o entidad de la Administración Pública Federal

 $6,843.00 

 

VI. Por la resolución de modificación a los programas para cambiar el uso del suelo urbano en predios particulares, para 

destinarlos al comercio, servicios de bajo impacto urbano o a la micro y pequeña industria

 $3,422.00 

 

VII. Por el dictamen de Constitución de Polígono de Actuación ............................................................................... $6,487.00 

 

VIII. Por el dictamen de aplicación del Sistema de Transferencia de Potencialidades, predio receptor $6,487.00    
 

Tratándose de estudios y dictámenes de incremento de densidad, relacionados con viviendas de interés social, no se 

estará obligado al pago de los derechos correspondientes. 

 

Sección Novena 

De los Derechos sobre las Concesiones de Inmuebles 

 

ARTÍCULO 236.- Por el otorgamiento de concesiones para el uso o goce de inmuebles del dominio público de la Ciudad 

de México, se pagará anualmente, por cada uno, el derecho de concesión de inmuebles conforme a una cuota de 

$1,601.00 

 

Tratándose de inmuebles que se destinen a uso agrícola, ganadero, pesquero o silvícola, la cuota a que se refiere el 

párrafo anterior se reducirá en un 50%. 

 

Este derecho se pagará independientemente del que corresponda conforme a la Sección Segunda, Capítulo X,  Título 

Tercero del Libro Primero de este Código. 

 

Sección Décima 

De los Derechos por Servicios de Almacenaje 

 

ARTÍCULO 237.- Por los servicios de almacenaje de bienes en bodegas o locales proporcionados por la Ciudad de México, 

distintos a los señalados en el artículo 231 de este Código, se pagará el derecho de almacenaje, conforme a las siguientes 

cuotas: 

 

I. Cuando los bienes ocupen hasta tres metros cuadrados de superficie y hasta tres metros de altura, por día 

...................... .......... $13.00 

 

II. Por cada metro o fracción que exceda de la superficie o de la altura mencionada, por día ........................................ $5.90 

 

El derecho de almacenaje se pagará a partir del día de ingreso de los bienes en las bodegas o locales de la Ciudad de 

México, con excepción de lo establecido en los artículos 408, cuarto párrafo y 417, segundo párrafo de este Código. 

 

Los propietarios de los bienes a que se refiere este artículo, sólo podrán retirarlos acreditando el interés jurídico, 

presentando la documentación que justifique el retiro y cubriendo el monto de los derechos a su cargo. 

 

No se generará el cobro de los derechos previstos en este artículo, cuando el almacenaje se origine por 

encontrarse a disposición o por mandato de alguna autoridad ministerial o judicial. 
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Si transcurrido un mes de que el bien quedó a disposición del propietario, éste no lo retira, causará abandono a favor 

de la Ciudad de México y se seguirá el procedimiento establecido para bienes abandonados previsto en el  Capítulo III 

del Título Primero del Libro Segundo de este Código. Se considera que el bien quedó a disposición del propietario a 

partir del día que surtió efectos la notificación que realice la autoridad administrativa competente. 

 

 

El plazo de abandono a que se refiere este artículo, se interrumpirá por la interposición de algún medio de defensa en 

contra del acto o procedimiento que dio origen al almacenaje, hasta que se resuelva de manera definitiva. 

 

Para el caso de bienes embargados por las autoridades fiscales, el procedimiento de abandono atenderá a lo 

establecido en el Capítulo I del Título Primero del Libro Tercero de este Código. 

 

Sección Décima Primera 

De los Derechos por Servicio de Publicaciones 

 

ARTÍCULO 238.- Por los servicios de publicaciones, que preste la Ciudad de México, se pagará el derecho de  

publicaciones conforme a las siguientes cuotas: 

 

I. Publicaciones en el Boletín Judicial: 

 

a). Hasta 80 palabras .............................................................................................................................................................. $51.00 

 

b). Hasta 120 palabras ............................................................................................................................................................ $75.00 

 

c). Hasta 160 palabras ............................................................................................................................................................ $97.00 

 

d). Hasta 200 palabras .......................................................................................................................................................... $123.00 

 

e). Por mayor número, además de la cuota anterior por cada palabra ................................................................................ $0.80 

 

II. Publicaciones en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México: 

 

a). Por plana entera ........................................................................................................................................................... $2,390.00 

 

b). Por media plana .......................................................................................................................................................... $1,285.00 

 

c). Por un cuarto de plana .................................................................................................................................................... $800.00 

 

III. Publicaciones urgentes en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México: 

 

a). Por plana entera .......................................................................................................................................................... $5,000.00 

 

b). Por media plana.......................................................................................................................................................... $2,686.00 

 

c). Por un cuarto de plana .................................................................................................................................................$1,672.00 

 

Para los efectos de la presente fracción se consideran publicaciones urgentes aquellas que sean realizadas dentro de los 

3 días siguientes a la presentación de la solicitud respectiva. 

 

ARTÍCULO 239.- No se pagará el derecho de publicaciones a que se refiere el artículo anterior por las publicaciones en el 

boletín judicial ordenadas por las dependencias de la Administración Pública de la Ciudad de México y las  relativas a 

asuntos que se tramiten en materia de atención a víctimas del delito y por la Defensoría de Oficio del Ramo Civil cuando 
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la parte que ésta patrocine y a quien interese la publicación sea persona de escasos recursos económicos. Tampoco se 

pagarán por las publicaciones que ordene el poder judicial y tribunales administrativos de la Ciudad de México, salvo 

que se trate de publicaciones relacionadas con un asunto en particular en los que el derecho pueda ser cobrado a la 

parte interesada. 

 

 
 

Asimismo, no se pagará el derecho de publicaciones en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México cuando sean 

ordenadas por las dependencias y Órganos Desconcentrados de la Administración Pública de la Ciudad de México, la 

Fiscalía y Alcaldías, salvo que se trate de publicaciones ordenadas en interés de un particular, ni las que ordene la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, tratándose de resoluciones emitidas en procedimiento de acción de  

inconstitucionalidad o de controversias constitucionales en que haya sido parte algún órgano de gobierno de la  

Ciudad de México. 
 

De igual manera, no se pagará el derecho de publicación en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México, tratándose de 

solicitud de Juez competente, en caso de declaración especial de ausencia por desaparición, en términos de lo 

dispuesto en el artículo 19 de la Ley de Declaración Especial de Ausencia para Personas Desaparecidas en la Ciudad de 

México, así como aquellas que ordene la autoridad judicial competente en materia de Extinción de Dominio. 
 

Se deroga. 
 

Sección Décima Segunda 

De las Cuotas de Recuperación por la Prestación de Servicios Médicos 
 

ARTÍCULO 240.- Las personas físicas que utilicen los servicios médicos que presta la Ciudad de México pagarán 

derechos, los que tendrán el carácter de cuotas de recuperación del costo de los servicios y en ningún caso 

excederán del 70% de dicho costo conforme al Tabulador de Cobro de Derechos que la Secretaría publique en la Gaceta 

Oficial de la Ciudad de México. 
 

El monto de las cuotas citadas, se determinará atendiendo a las condiciones socioeconómicas del contribuyente, 

estableciéndose al efecto en el Tabulador de Cobro la clasificación de los mismos en tantas categorías como sea 

necesario. 
 

Quedan exceptuadas del pago de dichas cuotas, las personas cuyos ingresos sean hasta una vez el salario mínimo 

general vigente en el momento de la prestación del servicio. 
 

Asimismo, quedan exceptuadas del pago de las citadas cuotas, aquellas personas que reciban los servicios 

médicos que presta la Ciudad de México, con motivo del maltrato y/o violencia física o psicológica que hayan 

sufrido como consecuencia de la vulneración de sus derechos humanos por un acto de autoridad. 
 

La autoridad competente elaborará y aprobará los dictámenes y/o la opinión técnica, por virtud de los cuales se  

establezcan las condiciones socioeconómicas y violaciones a los derechos humanos de las personas que se 

mencionan en este artículo. 
 

Derivado de la recaudación de ingresos por las cuotas de recuperación del costo de los servicios médicos, las 

autoridades fiscales deberán enviar a las de Salud de la Ciudad de México, un informe mensual de los ingresos por estos 

servicios, correspondiente al mes inmediato anterior, a efecto de que estas últimas efectúen una conciliación 

entre los servicios prestados y los ingresos percibidos. 
 

Sección Décima Tercera 

De los Derechos por Servicios de Demolición 

 

ARTÍCULO 241.- Se deroga. 

 

Sección Décima Cuarta 
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De los Derechos de Registro de Modificaciones a los Programas Parciales o Delegacionales de Desarrollo Urbano 

 

ARTÍCULO 242.- Por la inscripción en el Registro de los Planes y Programas de Desarrollo Urbano de las 

Modificaciones a los Programas de Desarrollo Urbano y Cambios de Uso del Suelo, Constitución de Polígonos de  

Actuación, Aplicación del Sistema de Transferencia de Potencialidades de Desarrollo Urbano y determinación del 

límite de zonas señalados en los Programas Territoriales y Parciales de Desarrollo Urbano, efectuados a solicitud de 

los propietarios de los predios o inmuebles involucrados, se cubrirán los derechos de inscripción ante la Tesorería, 

conforme a una cuota de 4 al millar, en la forma descrita a continuación: 
 

Por la inscripción en el Registro de los Planes y Programas de Desarrollo Urbano de las modificaciones a los Programas 

Territoriales o Parciales de Desarrollo Urbano, con fundamento en el artículo 41 de la Ley de Desarrollo Urbano del Distrito 

Federal, efectuadas a solicitud de particulares propietarios de los predios o inmuebles involucrados, se cubrirán los derechos 

correspondientes ante la Tesorería, conforme a una cuota de 4 al millar, que se aplicará sobre el valor comercial por m² de 

la superficie del predio cuyo uso haya sido modificado, con base en el avalúo comercial elaborado por la persona 

autorizada o registrada ante la autoridad fiscal. 
 

Por la inscripción en el Registro de los Planes y Programas de Desarrollo Urbano de los cambios de Uso del Suelo de los 

Programas Territoriales o Parciales de Desarrollo Urbano, de conformidad con el artículo 42 Quinquies de la Ley de 

Desarrollo Urbano del Distrito Federal, efectuados a solicitud de particulares propietarios de los predios o inmuebles 

involucrados, se cubrirán los derechos correspondientes ante la Tesorería, conforme a una cuota de 4 al millar, que se 

aplicará sobre el valor de la superficie del predio cuyo uso haya sido cambiado, ya sea a través de un avalúo, o bien, por 

la determinación del valor de los inmuebles señalada en el último párrafo de este artículo. 
 

Se deroga. 
 

Por la inscripción en el Registro de los Planes y Programas de Desarrollo Urbano de la constitución de polígonos de 

actuación realizados con fundamento en los artículos 76 y 78 de la Ley de Desarrollo Urbano del Distrito Federal, 

efectuados a solicitud de particulares propietarios de los predios o inmuebles involucrados, se cubrirán los derechos 

correspondientes ante la Tesorería, conforme a una cuota de 4 al millar, que se aplicará sobre el valor comercial por m2 de la 

superficie del (los) predio(s) que integre(n) al polígono, con base en el (los) avalúo(s) comercial(es) elaborado(s) por la 

persona autorizada o registrada ante la autoridad fiscal. 
 

Por la inscripción en el Registro de los Planes y Programas de Desarrollo Urbano de la aplicación del Sistema de 

Transferencia de Potencialidades de Desarrollo Urbano, realizado de conformidad con el artículo 85 de la Ley de 

Desarrollo Urbano del Distrito Federal, efectuado a solicitud de particulares propietarios de los predios o inmuebles 

receptores, se cubrirán los derechos correspondientes ante la Tesorería, conforme a una cuota de 4 al millar, que se 

aplicará únicamente sobre el valor comercial de los m2 a adquirir, con base en el avalúo elaborado por la Dirección de 

Avalúos, dependiente de la Dirección General del Patrimonio Inmobiliario del Gobierno de la Ciudad de México. 
 

Por la inscripción de la determinación del límite de zonas de los Programas Territoriales y Parciales de Desarrollo 

Urbano, efectuada a solicitud de los propietarios de los predios afectados por los Programas de Desarrollo Urbano 

conforme a una cuota de 4 al millar que se aplicará únicamente sobre el valor de la superficie del inmueble cuyo uso 

haya sido cotejado y verificado. 
 

Para la determinación del valor de los inmuebles, como excepción a lo dispuesto en el artículo 22 de este Código, los 

contribuyentes podrán aplicar los procedimientos y lineamientos técnicos de valuación inmobiliaria. 
 

Cuando en la constitución de un polígono de actuación y/o la aplicación de un sistema de actuación en términos de lo 

previsto en los artículos 76 y 78 de la Ley de Desarrollo Urbano del Distrito Federal tenga participación el  Gobierno de 

la Ciudad de México, quedará exento del pago a que se refiere el párrafo quinto del presente artículo, así como de la 

obligación contenida en el artículo 64, fracción III, de la Ley de Desarrollo Urbano del Distrito Federal, asimismo, 

quedarán exentos del pago de los derechos y aprovechamientos previstos en los artículos 235, fracciones II, III y IV, 300 y 

301 de este Código, respectivamente, cuando se generen a cargo del Gobierno de la Ciudad de México con motivo de su 

participación en la constitución de un polígono de actuación y/o aplicación de un sistema de actuación en términos de 

lo previsto en los artículos 76 y 78 de la Ley de Desarrollo Urbano del Distrito Federal, siempre y cuando exista 
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autorización de la Procuraduría Fiscal. 
 

Sección Décima Quinta 

De los Derechos por los Servicios de Recolección y Recepción de Residuos Sólidos 
 

ARTÍCULO 243.- Por los servicios de recolección, recepción y disposición final de residuos sólidos que generen los 

establecimientos mercantiles, empresas, fábricas, comerciantes en vía pública, tianguis y mercados sobre ruedas, 

mercados públicos, centros de abasto, grandes concentraciones comerciales, industrias y similares, así como las 

dependencias y entidades federales, generadoras de residuos sólidos en alto volumen que presta el Gobierno de la 

Ciudad de México, se pagarán los derechos correspondientes por cada kilogramo que exceda los 50 kilogramos, 

conforme a las siguientes cuotas: 

 

I. Por servicio de recolección: 

 

a). De residuos sólidos urbanos separados, por cada kilogramo, excepto  ........................................................$1.70 

 

b). De residuos de poda, por cada  .................................................................................................................. $3.10 

 

c). De residuos de manejo especial, por cada kilogramo, excepto construcción ............................................................ $4.40 

 

d). De residuos de construcción, en vehículos registrados y autorizados, por cada  ................................... $0.82 

 

II. Por servicio de recepción: 

 

a). En estaciones de transferencia, por cada kilogramo de residuos sólidos urbanos separados, excepto 

$0.98 

 

 b). En estaciones de transferencia, por cada kilogramo de residuos sólidos de $2.00 

 

c). En centros de compostaje registrados y autorizados, por cada kilogramo de residuos orgánicos y/o de 

 $2.00 

 
 

III. Por el servicio de recepción de residuos de la construcción: 

 

a). En estaciones de transferencia, por cada kilogramo ...................................................................................... $0.58 

 

b). En sitio de disposición final autorizado, por cada  ................................................................................... $0.20 
 

IV. Por el servicio de recepción de residuos sólidos urbanos separados en sitios de disposición final, por cada 

kilogramo, excepto  .................................................................................................................................... $0.42 
 

V. Por el servicio de recepción de residuos no peligrosos de manejo especial en sitios de disposición final, por cada 

 
 

Para los efectos de estos derechos se considerarán residuos de manejo especial aquellos establecidos en la 

legislación aplicable. 
 

El servicio de recepción de residuos sólidos no peligrosos se prestará siempre que no se encuentren mezclados con 

residuos peligrosos. 
 

El pago de estos derechos se hará previamente a la recolección o a la recepción de los residuos, debiendo 

enterarse por periodos quincenales dentro de los primeros cinco días correspondientes a cada periodo por el que deba 

efectuarse el pago ante las oficinas autorizadas por la autoridad fiscal, salvo los casos que autorice la Secretaría. 
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En el caso en que el monto de los derechos causados resulte superior al efectuado conforme a las estimaciones 

realizadas por el contribuyente, se pagarán las diferencias con los recargos que correspondan conforme al artículo 42 de 

este Código, dentro de los primeros cinco días siguientes al mes de causación del derecho. 
 

Cuando los comerciantes en vía pública, tianguis y mercados sobre ruedas, mercados públicos y centros de abasto 

celebren convenios con la autoridad competente para el depósito de la fracción orgánica de los residuos sólidos  

urbanos generados en alto volumen, excepto aquellos de manejo especial, y realicen el traslado de dichos 

residuos por cuenta propia a los centros de compostaje o de procesamiento de residuos urbanos orgánicos 

autorizados por la Secretaría de Obras y Servicios quedarán exentos del pago a que se refiere la fracción II del presente 

artículo. 

 

La Secretaría celebrará convenios con los Órganos Político-Administrativos a efecto de que una vez determinado el 

monto mensual recaudado por concepto de los derechos que se detallan en este artículo, participe con el 50% del 

recurso recaudado a las Alcaldías, mismas que lo destinarán a la adquisición de insumos utilizados en la 

prestación del servicio de limpia. 

 

ARTÍCULO 244.- Se deroga. 

 

Sección Décima Sexta 

De los Derechos por el Control de los Servicios Privados de Seguridad 

 

ARTÍCULO 245.- Por el otorgamiento de permisos, licencias y autorizaciones, por un año, para prestar servicios o realizar 

actividades de seguridad privada en la Ciudad de México, así como por su revalidación, conforme a lo establecido 

en la legislación de la materia para la Ciudad de México, se pagarán derechos de acuerdo a las cuotas que a 

continuación se establecen: 

 

a). Permisos: 

 

I. Seguridad y protección personal .............................................................................................................................. $17,863.00 

 

II. Vigilancia y protección de bienes .............................................................................................................................. $16,870.00 

 

III. Custodia, traslado y vigilancia de bienes o valores ............................................................................................... $19,848.00 

 

IV. Localización e información de personas y  $15,881.00 

 

V. Actividades inherentes a la seguridad privada ......................................................................................................... . $15,086.00 

 

Por la revalidación anual de los permisos a que se refiere este inciso, se pagará el mismo monto que se pagó por su 

expedición. 

 

b). Licencias tipos "A" o "B", para la prestación de servicios de seguridad privada a terceros ....................................$399.00 

 

Por la reposición de las licencias a que se refiere el inciso anterior .................................................................................. $267.00 

 

Por la revalidación anual de las licencias a que se refiere este inciso, se pagará el mismo monto que se pagó por su 

expedición. 

 

c). Autorizaciones a personas físicas o morales, para que realicen actividades de seguridad privada..................... $5,957.00 

 

Por la revalidación anual de las autorizaciones a que se refiere este inciso, se pagará el mismo monto que se pagó por su 

otorgamiento. 
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En los casos en que las empresas a que este artículo se refiere, soliciten una modificación o ampliación de los  servicios 

autorizados, se aplicarán las cuotas señaladas en las fracciones anteriores, para cada uno de los supuestos 

señalados. 

 

ARTÍCULO 246.- Por la expedición de la constancia de información, registro, folio o certificación que proporcione el 

registro de servicios de seguridad privada, se pagarán derechos $361.00 

 

 

ARTÍCULO 247.- Por la expedición de la constancia de certificación de aptitud, idoneidad y confiabilidad, para 

prestar servicios o realizar actividades de Seguridad Privada, se pagará la cantidad de ............................................... $595.00 

Sección Décima Séptima 

De los Derechos por la Prestación de Otros Servicios 

 

ARTÍCULO 248.- Tratándose de los servicios que a continuación se enumeran que sean prestados por cualquiera de las 

autoridades administrativas y judiciales de la Ciudad de México y por la Fiscalía, se pagarán derechos conforme a 

las cuotas que para cada caso se indican, salvo en aquellos que en otros artículos de este Capítulo se establezcan 

cuotas distintas: 

 

I. Expedición de copias certificadas: 

 

a). Heliográficas de plano ................................................................................................................................................ $414.00 

 

b). De planos en material distinto al inciso anterior ...................................................................................................... $416.00 

 
c). De documentos, por cada página tamaño carta u oficio ............................................................................................ $15.00 

 

d). Expedición de copias simples de los documentos mencionados en los incisos a) y b) ......................................... $321.00 

 

II. Expedición de copias simples o fotostáticas de documentos, tamaño carta u oficio, excepto los que obren en autos 

de los órganos judiciales de la Ciudad de México y en Agencias del Ministerio Público de la Ciudad de México: 

 

a). Copia simple o fotostática, por una sola cara ................................................................................................................ $2.90 

 

b). Copia simple o fotostática en reducción o ampliación, por una sola cara ...................................................................$2.90 

 

III. Por reposición de constancia o duplicado de la misma ............................................................................................. $61.00 

 

IV. Compulsa de documentos, por página ........................................................................................................................ $12.00 

 

V. Por la búsqueda de documento original en los archivos oficiales ................................................................................. $93.00 

 

VI. Legalización de firma y sello de documento público ............................................................................................... $110.00 

 

VII. Apostilla en documento público ............................................................................................................................. $110.00 

 

VIII. Constancia de adeudos, por cada cuenta, placa o Registro Federal de Contribuyentes ......................................... $197.00 

 

IX. Se deroga. 

 

X. Se deroga. 

 

XI. Por certificaciones de pago, por cada cuenta, placa o Registro Federal de Contribuyentes ....................................... $99.00 
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XII. Por cualquier otra certificación o expedición de constancias distintas a las señaladas en las fracciones 

$197.00 

 

XIII. Por autorización para la práctica de avalúos para efectos fiscales: 

 

a). Por la autorización a personas morales cuyo objeto sea la realización de avalúos ........................................... $18,305.00 

 

b). Por la revalidación multianual de la autorización a que se refiere el inciso anterior: 

 

1. Por un año ...................................................................................................................................................................... $9,764.00 

 

2. Por dos años ............................................................................................................................................................... $19,037.00 

 

3. Por tres años ............................................................................................................................................................... $27,823.00 

 

c). Por la autorización a corredores públicos ................................................................................................................ $10,171.00 

 

d). Por la revalidación anual de la autorización a corredores públicos .......................................................................$5,370.00 

 

e). Por el registro como perito valuador para auxiliar en la práctica de avalúos ......................................................... $8,135.00 

 

f). Por la revalidación multianual del registro a que se refiere el inciso anterior: 

 

1. Por un año ......................................................................................................................................................................$4,881.00 

 

2. Por dos años...................................................................................................................................................................$8,803.00 

 

3. Por tres años ............................................................................................................................................................... $11,739.00 

 

g). Por el registro como perito valuador independiente en la práctica de avalúos .................................................. $16,270.00 

 

h). Por la revalidación multianual del registro a que se refiere el inciso anterior: 

 

1. Por un año .................................................................................................................................................... $9,031.00 

 

2. Por dos años ................................................................................................................................................................ $16,293.00 

 

3. Por tres años ................................................................................................................................................................ $21,727.00 

 

i). Por el examen de materia de valuación inmobiliaria .................................................................................. $6,300.00 

 

XIV. Se deroga. 

 

XV. Por la tramitación de la constitución de la sociedad de convivencia incluida la ratificación y el registro 

.............................................................................................................................  .................................................... $85.00 

 

XVI. Por los servicios que prestan las Alcaldías respecto de las modificaciones y/o terminación de la sociedad de  

convivencia se pagará conforme a lo siguiente: 

 

a). Inscripción de modificación y adición a la sociedad de convivencia ..................................................................... $2,874.00 

 

b). Registro del aviso de terminación de la sociedad de convivencia ........................................................................... $2,874.00 
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XVII. Por la expedición de las copias de expedientes o documentos que obren en autos de los órganos judiciales  de la 

Ciudad de México, así como de las Averiguaciones Previas o carpetas de investigación de las Agencias del Ministerio 

Público de la Ciudad de México, por cada página tamaño carta u oficio, las siguientes: 

 

a). Copias simples ................................................................................................................................................................... $2.90 

 

b). Copias certificadas ............................................................................................................................................................. $7.30 

 

 

c) Para las videograbaciones o cualquier otro medio digital, electrónico, óptico o de cualquier tecnología  $37.00 

 

Se deroga. 

 

La cuota indicada en la fracción XI de este artículo, comprenderá la totalidad de los registros de pago que se 

contengan en el sistema computarizado de la Secretaría, por número de cuenta, placa o registro. 

 

Cuando por causas no imputables a los solicitantes de algunos de los servicios a que se refiere este Capítulo fuere 

necesario reponer o modificar algún registro, documento o trámite, no se pagarán los derechos correspondientes a la 

reposición o modificación. 

 

No se generará el cobro de los derechos previstos en las fracciones I, II, VIII y XI del presente artículo, cuando la prestación 

del servicio la requieran las autoridades administrativas y judiciales de la Ciudad de México, así como la Fiscalía, para 

llevar a cabo acciones de colaboración en la defensa de los intereses del Gobierno de la Ciudad de México, o bien, se trate 

de asuntos de carácter oficial que impliquen trámites vinculados con los mismos, y por  ende, se requiera información 

o documentación para el cabal cumplimiento de sus funciones, así como cuando la prestación del servicio derive del 

intercambio de información en términos de Convenios de Colaboración Administrativa en Materia Fiscal Federal 

que tenga celebrados o celebre el Gobierno de la Ciudad de México, dentro del ámbito de su competencia. 

 

Los recursos adicionales a los asignados en la Ley de Ingresos que se obtengan de los derechos a que se refiere el inciso 

c) de la fracción I de este artículo, y que sean generados por los servicios que presta el Tribunal, serán destinados 

como ampliación líquida de su presupuesto para lo cual se deberá observar lo dispuesto en el Título Tercero, Capítulo 

III de la Ley de Austeridad y demás normatividad aplicable. 

 

ARTÍCULO 249.- Por la expedición en copia certificada, simple o fotostática o reproducción de información 

pública o versión pública, derivada del ejercicio del derecho de acceso a la información pública, se deberán pagar las 

cuotas que para cada caso se indican a continuación: 

 

I. De copias certificadas o versiones públicas de documentos en tamaño carta u oficio, por cada página ..................... $2.90 

 

II. Se deroga. 

 

III. De copias simples o fotostáticas, de documentos en tamaño carta u oficio, por cada  ............................... $0.80 

 

Para efectos de esta fracción, la determinación de montos a cubrir, se deberá atender a lo dispuesto en la Ley de 

Transparencia, Acceso a la Información Pública y Rendición de Cuentas de la Ciudad de México, así como a la  

normatividad aplicable en materia de protección de datos personales. 

 

IV. De planos, por cada uno ................................................................................................................................................. $128.00 

 

V. Se deroga. 

 

VI. De discos compactos, por cada uno ................................................................................................................................ $27.00 
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VII. De audiocasetes, por cada uno ....................................................................................................................................... $27.00 

 

VIII. De videocasetes, por cada uno ...................................................................................................................................... $70.00 

 

Se deroga. 

 

ARTÍCULO 249 BIS.- Tratándose de los servicios que sean prestados por la Secretaría de Desarrollo Económico, se pagarán 

derechos conforme a las cuotas que para cada caso se indican: 

 

I. Certificación de profesional inmobiliario, así como su revalidación ...................................................................... $1,823.00 

 

II. Registro como profesional inmobiliario .................................................................................................................... $1,823.00 

 

III. Registro como capacitador inmobiliario ................................................................................................................. $1,823.00 

 

IV. Por el examen en materia de servicios profesionales inmobiliarios ...................................................................... $1,823.00 

 

ARTÍCULO 249 TER.- Por los servicios que preste la Secretaría de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y el Instituto 

de Educación Media Superior, ambos de la Ciudad de México, se pagarán derechos conforme a las  cuotas que se 

indican a continuación: 
 

I. Por solicitud, estudio y resolución del reconocimiento de validez oficial de estudios: 
 

a). Educación superior .................................................................................................................................................. $80,941.00 

 

b). Educación media superior o equivalente y de formación para el trabajo ............................................................ $43,708.00 
 

II. Por vigencia anual de derechos por reconocimiento de validez oficial de estudios a escuelas particulares: 

 

a). Educación superior .................................................................................................................................................. $11,188.00 

 

b). Educación media superior o equivalente y de formación para el trabajo .............................................................. $8,424.00 

 

III. Por cambios diversos al reconocimiento de validez oficial de estudios: 

 

a). Por cambio de plan o programa de estudio o modalidad: 
 

1. Educación superior ................................................................................................................................................... $64,419.00 

 

2. Educación media superior o equivalente y de formación para el trabajo ........................................................... $31,267.00 

 

b). Por cambio de titular del reconocimiento de validez oficial de estudios: 
 

1. Educación superior ................................................................................................................................................... $14,722.00 

 

2. Educación media superior o equivalente y de formación para el trabajo ............................................................. $11,086.00 
 

c). Por cambio de domicilio o reapertura de plantel: 

 

1. Educación superior ................................................................................................................................................... $48,350.00 
 

2. Educación media superior o equivalente y de formación para el trabajo ............................................................. $36,409.00 
 

IV. Por la reposición de certificado de terminación de estudios ....................................................................................... $49.00 
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V. Por la certificación parcial de estudios ......................................................................................................................... $38.00 
 

ARTÍCULO 249 QUATER.- Por la expedición de la constancia administrativa que determine medidas, colindancias y 

superficie de un predio para corrección de su descripción en los documentos que acreditan la propiedad, se 

pagarán derechos conforme a una cuota de $1,965.00 por predio. 
 

Asimismo, quedarán exentos del pago de los derechos previstos en este artículo, los bienes de dominio público de la 

Ciudad de México y los sujetos al régimen de dominio público de la Federación, previa declaratoria emitida por la 

Procuraduría Fiscal. 

 

ARTÍCULO 249 QUINTUS.- Por el estudio e inscripción o modificación de un predio en los planos de alineamientos y 

derechos de vía, se pagarán derechos conforme a una cuota a razón de $1,245.00 por predio. 

 

Asimismo, quedarán exentos del pago de los derechos previstos en este artículo, los bienes de dominio público de la 

Ciudad de México y los sujetos al régimen de dominio público de la Federación, previa declaratoria emitida por la 

Procuraduría Fiscal. 

 

Sección Décima Octava 

De los Derechos por Servicio de Información y Cartografía Catastral 

 

ARTÍCULO 250.- Por los servicios de revisión de datos catastrales en gabinete o mediante levantamientos físico, se 

pagarán derechos conforme a las siguientes cuotas: 

 

I. Por revisión de datos catastrales de gabinete, cuando el inmueble no rebase los 1000 m2 de terreno y/o de 

construcción, por cada número de cuenta predial ............................................................................................................ $742.00 

 

II. Por revisión de datos catastrales de gabinete cuando el inmueble rebase 1000 m2 de terreno más construcción, por 

cada número de cuenta $1,482.00 

 

III. Por revisión de datos catastrales mediante levantamiento físico de un inmueble para corrección de uso, tipo,  clase, 

superficie de construcción o superficie de terreno, cuando éste no rebase los 1000 m2 de superficies de terreno más 

construcción, por cada número de cuenta predial o por predio fusionado

 $1,265.00 

 

IV. Por revisión de datos catastrales mediante levantamiento físico de inmueble para corrección de uso, tipo, clase, 

superficie de construcción o superficie de terreno y un uso diferente al pecuario, agrícola, forestal o de pastoreo 

controlado, se cobrará la cuota establecida en la fracción III de este artículo más una cuota sobre el excedente de los 

1000 m2 de 0 xm2 

 

V. Por revisión de datos catastrales mediante levantamiento de un inmueble para corrección de uso, tipo, clase,  

superficie de construcción o superficie de terreno, cuando éste rebase los 1000 m2, de superficies de terreno y/o de 

construcción y tenga un uso pecuario, agrícola, forestal o de pastoreo controlado, se cobrará la cuota 

establecida en la fracción III de este artículo más una cuota sobre el excedente de los 1000 m2 

de......................................................................................................................................................................................................... $1.04 xm2 

 

Quedan exentos del pago de servicios de levantamiento físico a que se refiere este artículo, los contribuyentes que 

soliciten este servicio por primera vez, siempre que se inscriba al padrón catastral el predio objeto a examen. 

 

ARTÍCULO 251.- Por los servicios de información catastral que preste la Ciudad de México, se pagarán los 

derechos conforme a las siguientes cuotas: 

 

I. Una vez realizada la búsqueda, previo pago de derechos establecidos en la fracción V, del artículo 248 de este 

Código, se efectuará la expedición de copias fotostáticas de planos catastrales y de fotografías aéreas de: 
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a). Cartografía catastral a nivel de manzana con la delimitación de predios y con información del predio de interés  a 

escala 1:1,000 por cada $311.00 

 

b). Planos catastrales correspondientes a un predio, con acotaciones a la escala que se requiera ........................... $542.00 

 

c). De fotografía aérea de tamaño de 23 x 23 centímetros, a escala 1:4,500 o 1:10,000, por cada hoja ................................... $2.90 

 

En caso de que la información referida se requiera en copias certificadas, deberá adicionarse el monto señalado en el 

artículo 248, fracción I, inciso b) del presente Código. 

 

ARTÍCULO 252.- La revisión de datos y levantamientos físicos, cartografía e información a que se refiere esta Sección, 

sólo producirán efectos fiscales o catastrales. 

 

Se excluye de la prestación de estos servicios, la información respecto de la que el personal oficial debe guardar 

absoluta reserva, en los términos del artículo 102 de este Código. 

 

Sección Décima Novena 

De las Autorizaciones y Certificaciones en relación al Turismo Alternativo, Árboles y Venta de Mascotas 

 

ARTÍCULO 253.- Los permisos y autorizaciones para actividades culturales, deportivas y recreativas que se  realicen 

en áreas de valor ambiental y áreas naturales protegidas se incrementarán en un 2% al monto establecido en el presente 

Código. 

 

Por el pago de permisos por la prestación de servicios de turismo alternativo a los que se refieren la Ley de Turismo del 

Distrito Federal en el suelo de conservación se pagará la cuota de $3,362.00, y cuando se trate de la prestación de servicios 

de turismo alternativo en áreas de valor ambiental y áreas naturales protegidas se pagará la cuota de 

................................................................................................................................................................................................................. $5,871.00 

 

Por el pago de autorizaciones del estudio de capacidad de carga para turismo alternativo se pagará la cuota de 

....................................................................................................................................................................................................................... $2,348.00 

 

Por el pago de certificaciones de personal calificado para prestar servicios de turismo alternativo se pagará la  cuota 

de ............................................................................................................................. ................................................................................$1,174.00 

 

ARTÍCULO 254.- Para las autorizaciones por el derribo, poda, trasplante, remoción y retiro de árboles ubicados en 

bienes particulares, se pagará la cuota ..........................................................................................................................................$352.00 

 

ARTÍCULO 255.- Por los servicios para las autorizaciones y certificaciones a las que se refiere la Ley de Protección a los 

Animales de la Ciudad de México, se pagarán las siguientes cuotas: 

 

I. Por la expedición de certificados de venta de animales en establecimientos comerciales, ferias y exposiciones que 

se dedican a la venta de mascotas...........................................................................................................................................$352.00 

 

II. Por la expedición de certificados veterinarios de salud por la venta de $236.00 

 

III. Liberación de animales en centros de control animal $61.00 

 

IV. Autorización para la cría de animales  $236.00 

 

V. Certificados para el adiestramiento de perros de seguridad ...................................................................................... $1,174.00 

 

VI. Por el servicio de monta o tiro deportivo ................................................................................................................ $1,174.00 
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El pago de estos servicios será anual y los montos recibidos serán destinados al fondo para la protección de los  

animales que la Ley de Protección a los Animales prevé. 

 

Sección Vigésima 

De los Derechos por la Prestación de Servicios de Protección Ciudadana 

 

ARTÍCULO 256.- Por los servicios de Protección Ciudadana, se pagarán derechos conforme a las cuotas que a  

continuación se establecen: 

 

A) Del Heroico Cuerpo de Bomberos de la Ciudad de México: 

 

I. Por el visto bueno para la celebración de espectáculos públicos masivos en lo relativo a extintores, señalización para el 

caso de incendio y sismos, rutas de evacuación y salidas de emergencia $5,187.00 

 

II. Por la supervisión de campo en los lugares donde se celebren espectáculos públicos masivos ...........................$7,259.00 

 

B) De la Secretaría de Seguridad Ciudadana de la Ciudad de México: 

 

Por los servicios que preste la Secretaría de Seguridad Ciudadana, con motivo de espectáculos públicos 

considerados como masivos por la normatividad aplicable, celebrados por particulares, que afecten las funciones de 

control, supervisión y regulación de tránsito de personas y de vehículos en la vía pública, se pagarán derechos por 

elemento de seguridad y unidad vehicular, de acuerdo a las cuotas que a continuación se indican: 

 

CONCEPTO CUOTA 

Elemento de seguridad $838.00 

Patrulla $852.00 

Grúas $1,279.00 

Motocicleta $426.00 

 

 

El número de elementos de seguridad, patrullas, grúas o motocicletas que serán necesarios para la celebración de los 

espectáculos públicos que refiere el párrafo anterior, será de conformidad con el aforo, en los términos  siguientes: 

 

AFORO CONCEPTO ELEMENTOS DE 

SEGURIDAD 

PATRULLAS GRÚAS MOTOCICLETAS 

De 2,500 a 6,500 22 1 1 0 

De 6,501 a 12,500 90 6 1 2 

De 12,501 a 22,500 180 12 2 2 

De 22,501 a 32,500 360 20 4 4 

De 32,501 a 42,500 650 20 6 5 

De 42,501 en adelante 1100 25 9 6 

 

No se generará el cobro de los derechos previstos en el presente artículo, cuando las autoridades de la 

Administración Pública Federal o de la Ciudad de México celebren espectáculos públicos masivos, debiendo el  Heroico 

Cuerpo de Bomberos de la Ciudad de México y la Secretaría de Seguridad Ciudadana prestar los servicios de Protección 

Ciudadana que refiere el presente artículo, respectivamente. 

 

Asimismo, no se entenderá que existe prestación de servicios cuando los eventos consistan en espectáculos 

públicos gratuitos o de carácter altruista para obtener recursos con fines filantrópicos para instituciones 

reconocidas como donatarias autorizadas, así como los de carácter tradicional. 
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ARTÍCULO 257.- El pago de los derechos de servicios de prevención de incendios, de conformidad con lo dispuesto en la 

normatividad de la materia, será conforme a las siguientes tarifas: 

 

 

CONCEPTO TARIFA MÍNIMA POR TURNO TARIFA MÁXIMA POR TURNO 

Elementos bomberos $1,251.00 $1,337.00 

Supervisores $1,447.00 $1,505.00 

 

 

VEHÍCULO TARIFA POR TURNO 

Bob cat $693.00 

Camión bomba $5,520.00 

Camión de volteo $900.00 

Camión pipa $822.00 

Camioneta de 3 ½ toneladas $435.00 

Camioneta equipada $1,072.00 

Hazmat $6,643.00 

Manipulador telescópico $3,457.00 

Motocicleta equipada $703.00 

Patrulla $498.00 

Vehículo de rescate $6,643.00 

 

 

Los recursos adicionales a los asignados en la Ley de Ingresos que se obtengan de los derechos a los que se refiere el 

artículo 256, inciso A), así como los previstos en el presente artículo, se destinarán al Heroico Cuerpo de 

Bomberos de la Ciudad de México como ampliación líquida de su presupuesto, para lo cual se observará lo 

dispuesto en el Título Tercero, Capítulo III de la Ley de Austeridad y demás normatividad aplicable, y deberán  

destinarse íntegramente a la adquisición de insumos y equipamiento necesarios para la prestación de su servicio. 

 

ARTÍCULO 257 BIS.- Por la emisión o renovación del Dictamen Técnico sobre Prevención de Incendios para los 

establecimientos mercantiles, industrias y empresas clasificadas como de mediano o alto riesgo de incendio, así como 

las empresas de almacenamiento o transporte de materiales flamables o peligrosos, se pagará una cuota a razón de 

$15,924.00 

 

Sección Vigésima Primera 

De los Derechos por la Prestación de Servicios en materia de Protección Civil para la Ciudad de México 

 

 ARTÍCULO 258.- Se deroga. 

 

ARTÍCULO 258 BIS.- Por los servicios de evaluación y dictaminación del Estudio de Impacto de Movilidad que a 

continuación se indican, se cubrirán por concepto de derechos, las siguientes cuotas: 

 

I. Por el dictamen de estudio de impacto de movilidad que efectúe la autoridad competente, en las siguientes 

modalidades: 

 

a). Manifestación de impacto de movilidad general ................................................................................................. $7,300.00 

 

b). Manifestación de impacto de movilidad específica ............................................................................................ $11,116.00 

 

CAPÍTULO X 

De los Derechos por el Uso o Aprovechamiento de Bienes del Dominio Público 
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Sección Primera 

De los Derechos por el Estacionamiento de Vehículos 

 

ARTÍCULO 259.- Por el estacionamiento de vehículos en la vía pública bajo el esquema de parquímetros se pagará el 

derecho de estacionamiento conforme a una cuota de $2.90 por cada quince minutos. 

 

El pago de este derecho se hará mediante relojes marcadores, tarjetas o cualquier otro sistema que determinen las 

autoridades fiscales. El horario será establecido por la Secretaría y será publicado en la Gaceta Oficial de la  Ciudad de 

México. 

 

Los ingresos que bajo este concepto se obtengan a través de las Concesiones y Permisos Administrativos 

Temporales Revocables que se otorguen y se cubran conforme a lo establecido en la Ley del Régimen Patrimonial y del 

Servicio Público, no serán considerados derechos, por lo que deberán estar a lo previsto en el título concesión o permiso 

respectivos. 

 

Sección Segunda 

De los Derechos por el Uso de Suelo 

 

ARTÍCULO 260.- Tratándose de establecimientos mercantiles que extiendan sus servicios a la vía pública en los 

términos de la Ley de Establecimientos Mercantiles para la Ciudad de México, se pagará una cuota mensual por cada 

metro cuadrado que ocupen, equivalente al 1% del valor del suelo para las colonias catastrales en la Ciudad de México 

y tipo de Corredor establecidos en este Código. Los ingresos adicionales a los previstos en la Ley de  Ingresos que se 

generen de los derechos a los que se refiere este artículo se destinarán a la Alcaldía correspondiente como 

ampliación líquida de su presupuesto, para lo cual se deberá observar lo dispuesto en el  Título Tercero, Capítulo III de 

la Ley de Austeridad y demás normatividad aplicable. 

 

Sección Tercera 

De los Derechos por el Uso o Aprovechamiento de Inmuebles 

 

ARTÍCULO 261.- Están obligadas a pagar el derecho por el uso o aprovechamiento de inmuebles, las personas físicas y 

las morales que usen o gocen inmuebles del dominio público de la Ciudad de México, conforme a la tasa del 5% anual 

del valor del inmueble. 

 

No se estará obligado al pago establecido en esta Sección, cuando se usen o gocen inmuebles señalados en otras 

secciones del mismo Capítulo. Tratándose de bienes de uso común sólo se estará obligado al pago del derecho cuando 

se tenga concesión para un aprovechamiento especial o cuando, de hecho dicho aprovechamiento se lleve a cabo sin 

tener la concesión. 

 

Quedan exceptuadas de esta Sección, las concesiones y permisos administrativos temporales revocables, que se 

otorguen y se cubran conforme a lo establecido en la Ley del Régimen Patrimonial y del Servicio Público. 

 

 

ARTÍCULO 262.- Para los efectos del artículo anterior, el valor del inmueble de la Ciudad de México será el que resulte 

del avalúo practicado por la autoridad. 

 

ARTÍCULO 263.- El derecho por el uso o aprovechamiento de inmuebles, se calculará por ejercicios fiscales. Los 

contribuyentes efectuarán pagos provisionales mensuales a más tardar el día 10 de cada mes mediante 

declaración que presentarán en las oficinas autorizadas. El pago provisional será una doceava parte del monto del 

derecho calculado al año. 

 

ARTÍCULO 264.- Están obligados al pago de los derechos establecidos en esta sección, los locatarios de los mercados 

públicos de la Ciudad de México, por el uso y utilización de los locales que al efecto les sean asignados por la autoridad 
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competente, así como por las demás instalaciones y servicios inherentes, a razón de $24.00 por metro cuadrado, 

mismos que se causarán mensualmente y se pagarán por periodos semestrales, dentro del mes siguiente al semestre 

de que se trate. 

 

El suministro de agua hasta por 30 m3 y energía eléctrica están comprendidos dentro de los servicios inherentes a que 

tienen derecho los locatarios que cubran la contribución prevista en el párrafo anterior, siempre y cuando el consumo 

de agua y energía eléctrica se destine para actividades acordes con el giro autorizado. 

 

Cuando los contribuyentes cumplan con la obligación de pagar la contribución establecida en este artículo, en forma 

anticipada, tendrán derecho a una reducción, en los términos siguientes: 

 

I. Del 10%, cuando se efectúe el pago del primer semestre del año, durante los meses de enero y febrero del mismo 

ejercicio; 

 

II. Del 10%, cuando se efectúe el pago del segundo semestre del año, a más tardar en el mes de agosto del mismo 

ejercicio, y 

 

III. Se deroga. 

 

Se deroga. 

 

Los recursos que se obtengan en exceso a los asignados en la Ley de Ingresos de los derechos a que se refiere este artículo, 

se destinarán a la Alcaldía correspondiente, como ampliación líquida de sus presupuestos, para lo cual  se deberá 

observar lo dispuesto en el Título Tercero, Capítulo III de la Ley de Austeridad y demás normatividad aplicable y 

destinarse íntegramente a la infraestructura de mantenimiento de los mercados públicos y concentraciones de 

que se trate. 

 

Sección Cuarta 

Derechos de Descarga a la Red de Drenaje 

 

ARTÍCULO 265.- Están obligadas al pago de estos derechos, las personas físicas y morales que utilicen agua de fuentes 

diversas a la red de suministro de agua potable de la Ciudad de México, por las descargas de este líquido en la red de 

drenaje, este concepto incluye la conservación y el mantenimiento de la infraestructura hidráulica destinada a las 

descargas, así como la conducción de las mismas. 

 

I. En el caso de que la fuente de abastecimiento de agua cuente con medidor, el monto del derecho de descarga se 

calculará tomando como base el 80% del volumen de agua extraída, al que se le aplicará la cuota que 

corresponda por metro cúbico a que se refiere la tabla siguiente: 

 

LÍMITE INFERIOR LÍMITE SUPERIOR CUOTA MÍNIMA 
CUOTA ADICIONAL POR M3 

EXCEDENTE DEL LÍMITE INFERIOR 

0.0 10 $190.11 $0.00 

MAS DE 10 20 $379.92 $0.00 

MAS DE 20 30 $570.22 $0.00 

MAS DE 30 60 $570.22 $28.23 

MAS DE 60 90 $1,417.23 $36.71 

MAS DE 90 120 $2,518.43 $45.23 

MAS DE 120 240 $3,875.46 $53.65 

MAS DE 240 420 $10,314.33 $62.19 

MAS DE 420 660 $21,502.67 $70.62 

MAS DE 660 960 $38,448.32 $79.55 
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MAS DE 960 1500 $62,310.70 $89.11 

MAS DE 1500 En adelante $110,418.36 $91.39 

 

 

 

II. El usuario que haya optado por instalar dispositivos permanentes de medición continua en las descargas a la  red 

de drenaje del agua que provenga de fuentes diversas a la red de suministro de la Ciudad de México, pagará los derechos 

de descarga de acuerdo a la cuota que corresponda por metro cúbico a que se refiere la tabla anterior. 

 

El usuario que haya optado por no instalar dispositivos permanentes de medición continúa en las descargas a la red 

de drenaje, tendrá la obligación de solicitar a la autoridad competente la instalación del aparato medidor que 

determine la cantidad de agua que proviene de fuentes diversas, por lo cual deberá cubrir el pago de los derechos 

previstos en el artículo 181 de este Código, por la instalación del mismo. 

 

III. Cuando la fuente de abastecimiento de agua, carezca de medidor, no funcione o exista la imposibilidad de 

efectuar la lectura y no sea posible determinar el volumen extraído, se aplicará la cuota que corresponda de 

acuerdo a la tarifa establecida en la siguiente tabla: 

 

DIÁMETRO DEL CABEZAL DEL POZO EN MM CUOTA BIMESTRAL 

DE 20 A 26 $38,222.51 

DE 27 A 32 $58,845.37 

DE 33 A 39 $86,088.17 

DE 40 A 51 $152,560.75 

DE 52 A 64 $228,836.91 

DE 65 A 76 $326,911.76 

DE 77 A 102 $664,718.02 

DE 103 A 150 $2,549,912.65 

DE 151 A 200 $3,988,319.94 

DE 201 A 250 $3,993,393.72 

DE 251 A 300 $5,742,743.60 

DE 301 EN ADELANTE $6,045,507.01 

 

 

IV. En caso de abastecimiento de agua por medio de carro tanque la tarifa de descarga se calculará conforme al 80% 

de la cuota fija establecida para el diámetro de la toma de agua potable que se encuentra en el inmueble. 

V. En el caso de que el usuario cuente con sistemas de tratamiento y aprovechamiento de sus aguas residuales y no 

descargue a la red de drenaje, podrá optar por solicitar la cancelación de la instalación hidráulica de drenaje. 

 

Cuando la descarga sea menor al 80% del volumen de agua extraída, los contribuyentes podrán optar por instalar 

dispositivos permanentes de medición continúa en las descargas a la red de drenaje del agua que provenga de  fuentes 

diversas a la red de suministro de la Ciudad de México, quedando bajo su responsabilidad el costo de las adaptaciones 

y medidores que se requieran para dicha instalación, así como su operación y mantenimiento. 

 

Los contribuyentes que opten por lo señalado en el párrafo anterior, instalarán sistemas de medición en la 

descarga de aguas residuales, los cuales deberán contar con las siguientes características mínimas: el medidor será 

del tipo electrónico con indicador de lectura instantánea de flujo y totalizador de volumen, en el caso de que su 

capacidad de almacenamiento sea muy restringida, se deberá contar con un registrador de datos (equipo 

accesorio de almacenamiento de datos conocido como Data Logger), para almacenar lecturas hasta por un tiempo 

mínimo de 6 meses, mediante el cual la información será descargada por un equipo de adquisición de datos 

(computadora), con su software correspondiente. 
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El contribuyente también podrá implementar una conexión directa de su registrador de datos hacia una 

computadora (que hará la función de Data Logger), con el software correspondiente para poder descargar los  datos 

almacenados. 

 

Los usuarios que opten por instalar el sistema de medición en su descarga, deberán de solicitar por escrito al 

Sistema de Aguas, la validación del dispositivo de medición en la descarga, durante el mes de enero de cada año. 

 

Tratándose de la solicitud para instalar el sistema de medición a que se refiere el párrafo anterior, por primera 

ocasión, el Sistema de Aguas supervisará que se realicen las adecuaciones necesarias para el correcto 

funcionamiento del mismo, a efecto de que el usuario pueda autodeterminar los derechos de descarga a que se refiere 

este artículo, en cualquier fecha del año. 

 

El Sistema de Aguas determinará presuntivamente el volumen de la descarga mediante la lectura del medidor  

instalado en la descarga, por el personal del Sistema de Aguas. A los usuarios con sistema de medición en sus 

descargas, se les asignará una cuenta por cada descarga y el pago deberá hacerse por cada una. 

 

El Sistema de Aguas podrá verificar en todo momento la precisión de los dispositivos instalados y ordenar al 

contribuyente realizar las modificaciones que se requieran, a fin de que los mismos midan correctamente las 

descargas a la red de drenaje. 

 

En el caso de que el personal del Sistema de Aguas, al revisar la operación de los medidores instalados en la 

descarga, y éste no se encuentre en precisión (no mida correctamente el volumen de agua descargada), el 

contribuyente deberá pagar los derechos correspondientes en base al 80% del volumen extraído del pozo por el 

bimestre o bimestres en que esto haya ocurrido, hasta que la falla haya sido corregida. 

 

Cuando el contribuyente tenga un sistema de drenaje combinado y su sistema de medición de descarga registre los 

volúmenes de agua pluvial durante el período de lluvias, así como de otra fuente de abastecimiento, deberá de realizar 

las adecuaciones a su sistema de drenaje a fin de separar las aguas residuales que causan el derecho de descarga de las 

pluviales, en caso contrario deberán de pagar los volúmenes que registre su sistema en su totalidad. 

 

Tratándose de inmuebles que cuenten con más de un dispositivo permanente de medición continua y con número de 

cuenta, o bien, cuando éstos sirvan a inmuebles colindantes de un mismo contribuyente, se aplicará la tarifa  

correspondiente a la suma de las descargas de dichas cuentas. Los contribuyentes al determinar, declarar y pagar los 

derechos de descarga a la red de drenaje o la autoridad al emitir las boletas, aplicarán el procedimiento anterior 

una vez obtenido el monto del derecho a pagar, éste será prorrateado entre el número de dispositivos 

permanentes de medición o cuentas que sirvieron para la sumatoria del volumen de descargas, de acuerdo a los 

metros cúbicos del volumen de descargas de cada una. 

 

ARTÍCULO 266.- Los contribuyentes de los derechos de descarga a la red de drenaje, tienen las siguientes 

obligaciones: 

 

I. Solicitar a Sistema de Aguas, el registro al padrón de los derechos de descarga a la red de drenaje; 

 

II. Conservar los dispositivos permanentes de medición continúa en condiciones adecuadas de operación; 

 

III. Permitir el acceso a las personas autorizadas para efectuar y verificar la lectura a los dispositivos de medición 

instalados y en los casos que se requiera, la colocación temporal o definitiva de los equipos que garanticen la  correcta 

medición de los dispositivos de medición utilizados por los usuarios; 

 

IV. Formular declaraciones, en los casos que proceda, hasta en tanto no presenten el aviso de baja al padrón; 

 

V. Enviar mensualmente la información almacenada en el equipo accesorio en el formato que Sistema de Aguas, 
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